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OBRAS   DEL   AUTOR. 


ECONOMÍA  POLÍTICA  O  PRINCIPIOS  DE  LA  CIENCIA  DE  LAS 
RIQUEZAS  ,  por  J.  jyoz:  un  tomo  en  8.°  mayor. 

MEMORIA  SOBRE  EL  MODO  DE  REMEDIAR  LOS  MALES  INHE- 
RENTES Á  LA  EXTREMADA  DIVISIÓN  DE  LA  PROPIEDAD  TER- 
RITORIAL EN  GAUCI A :  un  folleto  en  4.° 

TRATADO  ELEMENTAL  DE  ECONOMÍA  POLÍTICA:  dos  tomos  en  8.^ 

mayor. 

DE  LA  CONSTITUCIÓN  Y  DEL  GOBIERNO  DE  LOS  REINOS  DE 
LEÓN  Y  CASTILLA:  dos  tomos  en  8.°  mayor. 

DERECHO  CONSTITUCIONAL  DE  LAS  REPÚBLICAS  HISPANO- 
AMERICANAS: un  tomo  en  8."* 

ELEMENTOS  DEL  DERECHO  POLÍTICO  Y  ADMINISTRATIVO  DE 
ESPAÑA:  un  tomo  en  8.®  ^ 

PRINCIPIOS  DE  ECONOMÍA  POLÍTICA :  un  tomo  en  8.° 

de'  los  POLÍTICOS  Y  ARBITRISTAS  ESPAÑOLES  DE  LOS  SI- 
GLOS XVI  Y  XVII,  Y  SU  INFLUENCIA  EN  LA  GOBERNACIÓN 
DEL  ESTADO :  m  folleto  en  folio  menor. 

BIBLIOTECA  DE  LOS  ECONOMISTAS  ESPAÑOLES  DE  LOS  SI- 
GLOS XVI,  XVII  Y  XVIII:  un  tomo  en  4.**  mayor. 

HISTORIA  DE  L\  ECONOMÍA  POLÍTICA  EN  ESPAÑA? dos  tomos 

en' 4.®  ^  ' 

CURSO  DE  DERECHO  P^^ÓLÍTICO  SEGÚN  LA  HISTORIA  DE  LOS 
REINOS  DE  LEÓN  Y  ¿ASTILLA:  un  tomo  en  4.^ 


El  que  reproduzca  una  obra  ajena  sin  el  consentimiento 
del  autor  6  de  quien  le  baya  eubrog'ado  en  el  derecho  de 
public&f  la,  queda  sujeto  á  la  indemnización  de  daños  y  & 
las  peuas  impuestas  al  editor  fraudulento. 

^  Ley  d«  10  de  Junio  ie  1847,  art,  19. 
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POR  BI.  DOCTOR 
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C0N8BJBR0    É    INSPECTOR    aSNERAL    DB ,  INSTRUCCIÓN    PÚBLICA, 
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CUARTA  EDICIOI 

AJUSTADA  Á  LA  LEGISLACIÓN  VIGENTE 

Y   COPIOSAMENTE  AUMENTADA   CON    NUEVOS  TRATADOS  V   UN   APÉNDICE 

DE  JURISPRUDENCIA  ADMINISTRATIVA. 
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ADVERTENCIA. 


Sale  á  la  luz  pública  esta  cuarta  edición,  no  sólo  copio- 
samenta  aumentada  coa  Jas  leyes,  decretos,  órdenes,  regla- 
mentos é  instrucciones  posteriores  á  la  tercera,  sino  también 
mejorada  en  la  parte  doctrinal  y  en  noticias  históricas,  y 
enriquecida  con  un  más  extenso  tratado  de  jurisprudencia 
administrativa. 

La  ocasión  no  es  muy  oportuna.  Tantos  y  tan  graves  su- 
cesos han  ocurrido  en  España  de  poco  tiempo  á  esta  parte, 
y  d^  tal  suerte  penetró  la  política  en  la  administración,  que 
experimentó  nuestro  derecho  público  una  revolución  verda- 
dera en  vez  de  una  prudente  reforma. 

Todo  es  hoy  interino,  desde  la  Constitución  de  1869,  ni 
abolida,  ni  observada,  hasta  el  último  artículo  de  la  ley 
municipal,  y  tarde  llegarán  las  instituciones  políticas  y  ad- 
ministrativas á  recobrar  su  aplomo,  y  á  inspirar  confianza 
por  su  solidez  y  firmeza. 

Agotada  la  última  edición  de  este  libro,  era  forzoso  que 
su  autor  se  resolviese  á  sepultarlo  en  la  oscuridad,  lo  cual 
parecería  ingratitud,  ó  restituirlo  al  comercio  de  los  hom- 
bres que  cultivan  la  ciencia  del  gobierno,  sin  esperar  el  día 
lejano  de  una  organización  definitiva. 

Para  que  el  libro  en  todo  tiempo,  y  á  pesar  de  cualesquie- 
ra novedades  que  sobrevengan,  pueda  servir  de  guia  ó  con- 
sulta á  las  personas  dedicadas  al  foro,  á  la  enseñanza  ó  la 
administración,  el  autor  cuidará  de  publicar  apéndices  que 
lo  mantengan  siempre  al  nivel  de  la  legislación  vigente,  si 
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VI  ADVERTENCIA. 

acaso  fuesen  sustanciales  las  reformas  del  derecho  consti- 
.  tuido. ...  < :  : 

••*  La'-jiirísprud^ncia  administrativa  forma  un  apéndice  á  la 
'  o^ráVi^  dbiyieLQen  suma  brevedad  v  concisión  se  ha  procu- 
rado  reunir,  explicar  y  comentar  las  decisiones  del  Consejo 
Real,  del  Tribunal  Contencioso-íidmimstrativo  y  del  Conse- 
jo de  Estado  en  los  casos  dudosos  y  que  dieron  ocasión  á  con- 
troversia. Insertar  íntegros  los  documentos  y  razonar  sobre 
ellos,  seria  una  tarea  prolija  y  nada  conforme  al  pensa- 
miento y  propósito  del  autor.  Extraer,  por  decirlo  así,  la 
quinta  esencia  de  la  doctrina  y  declararla  en  reglas  funda- 
mentales que  puedan  aprovechar  para  resolver  las  cuestio- 
nes iguales  ó  semejantes  que  ocurran  en  la  administración 
ó  [en  el  foro,  parece  un  método  más  claro,  natural  y  ex- 
pedito.   . 

La  novedad  del  estilo  en  esta  parte  de  la  obra  sólo  sor- 
prenderá á  los  poco  versados  en  los  estudios  administrati- 
vos, porque  el  mérito  de  la  invención  pertenece  á  Mr.  Cor- 
menin.  El  autor  se  contentará  con  haber  seguido  con  media- 
na fortuna  los  pasos  de  aquel  publicista,  disculpando  los 
yerros  del  ensayo  la  circunstíincia  de  ser  todavía  nuevo  el 
asunto,  y  no  hallarse  tan  bien  asentada  la  jurisprudencia 
administrativa  en  España  como  en  la  nación  vecina. 

La  benévola  acogida  que  tuvieron  las  tres  ediciones  ante- 
rioreá;  el  favorable  juicio  que  del  Derecho  administrativo 
español  íormdLTon  las  Academias  y  sabios  extranjeros,  y  el 
grado  de  autoridad  que  alcanza  dentro  y  fuera  del  reino,  son 
deudas  que  obligan  al  autor  á  perfeccionar  su  trabajo;  y  si 
á  pesar  de  su  buena  voluntad  no  logra  este  fruto,  á  lo  menos 
no  se  le  podrá  pedir  residencia  del  ocio. 
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INTRODUCCIÓN. 


Cuatro  ciencias  auxilian  principalmente  el  estudio  de  la 
administración:  el  derecho  político,  la  jurisprudencia  civil, 
la  economía  pública  y  la  estadística.  La  primera  le  señala 
sus  fuentes,  la  segunda  le  traza  sus  límites,  le  comunica 
sus  principios  la  tercera  y  la  última  comprueba  los  resulta- 
dos con  multitud  de  datos  y  noticias. 

Entran  á  componer  toda  legislación  dos  cantidades,  una 
fija  y  constante  y  otra  variable  ó  movible.  Los  antiguos  ju- 
risconsultos explicaban  esta,  doctrina  distinguiendo  en  las 
leyes  la  bondad  absoluta  y  la  bondad  relativa ;  y  Mr.  Sa- 
vigny  la  expone  diciendo  que  son  dos  los  elementos  de  todo 
derecho,  el  técnico  y  el  político. 

Constituye  el  elemento  técnico  la  reunión  de  principios  y 
reglas  ciertas  y  constüantes  por  su  naturaleza ;  de  modo  que 
la  ley  viene  á  ser  la  expresión  de  la  verdad  abstracta,  ca- 
paz de  modificaciones  solamente  cuando  grandes  sucesog 
exigen  cambios  análogos.  La  estabilidad  forma  su  esencia  y 
la  mudanza  es  una  excepción. 

El  elemento  político  del  derecho  es  la  base  en  que  descan- 
san la  posibilidad  de  la  ley  y  la  utilidad  de  su  aplicación. 
Este  elemento  es  la  nación  misma  para  quien  se  dicta,  con 
sus  necesidades ,  su  riqueza ,  su  religión ,  su  carácter,  sus 
hábitos,  su  territorio,  su  industria,  y  en  fin,  con  todas  aque- 
llas circunstancias  que  constituyen  la  historia  de  cada  pue- 
blo y  se  manifiestan  en  su  jurisprudencia  consuetudinaria. 
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VIII  INTRODUCCIÓN. 

Estas  leyes,  por  lo  mismo  que  son  de  suyo  variables,  ceden 
*::  «tUfícibuente: á  £a  codificación. 
....  .P^^í\^*  ^^  uaifonne  sea  el  derecho,  tanto  más  fácil  será 
'^dé^ádlflcáríryíleahí  nace  que  mientras  las  leyes  civiles  fun- 
dadas en  relaciones,  si  no  invariables,  permanentes,  fueron 
codificadas  en  casi  toda  Europa,  las  a4ministrativas,  expre- 
sión de  los  más  leves  accidentes  de  la  vida  social,  no  se  han 
sistematizado  todavía  en  parte  alguna. 

Á  decir  verdad,  la  codificación  del  derecho  administrati- 
vo  compuesto  de  preceptos ,  unos  de  observancia  constante 
y  general,  y  otros  contraidos  á  una  época  ó  lugar,  ofrecerla 
graves  iuconvenieates  y  leves  resultados  bajo  el  aspecto  de 
la  fijeza;  pero  siempre  será  mejor  para  los  administrados  y 
más  favorable  á  la  ciencia  misma  reducirlos  á  un  método,, 
que  abandonarlos  á  la  confusión  actual  con  su  libertad  de 
razonamiento  y  su  falta  de  sanción  positiva.  El  juriscon- 
sulto busca  en  vano  los  prmoipios  generales  que  pueden 
auxiliarle  á  colmar  los  vacíos  de  la  jurisprudencia  y  á  re- 
solver las  cuestiones  no  previstas  por  la  ley;  y  el  no  juris- 
consulto pierde  mucho  tiempo  y  trabsyo  en  hqjear  volumi- 
nosas coleccipnes,  antes  de  encontrar  la  disposición  adapta- 
ble  á  una  especie  ó  caso  dado. 

Hé  aquí  el  pensamiento  dominante  en  esta  obra.  Codifi- 
cando el  derecho  administrativo  he  intentado  exponer  los 
principios,  descubrir  las  reglas  é  investigar  la  consecuen- 
cia en  esta  parte  de  nuestra  legislación. 

Codificar  es  atributo  del  poder  legislativo,  cuando  la  co- 
dificación emana  de  la  autoridad  pública.  Si  procede  de  una 
persona  privada,  no  tiene  otra  fuerza  que  la  correspondien- 
te al  grado  de  confianza  individual  que  merece  el  juriscon- 
sulto; y  asi  establezco  la  misma  diferencia  entre  la  ley  y 
este  libro,  que  media  entre  un  código  y  tm  trabado  cien- 
tífico de  derecho.  Mi  objeto  ha  eádo  ordenar  ^r  categorías 
las  leyes  y  actos  administrativos  para  facilita  su  estudio  á 
todo  el  mundo,  su  euMñanza  en  las  aulas  y  á  las  autorida- 
des sjüi  aplicación. 


INTRODUCCIÓN.  IX 

En  la  disposición  de  las  materias  he  seguido  un  sistema 
enteramente  nuevo  y  distinto  de  los  hasta  ahora  recibidos. 
Lo  preferí  después  de  larga  meditación  por  su  claridad  y  sen- 
cillez, y  por  la  perfecta  analogía  que  reina  entre  el  derecho 
civil  y  el  administrativo  que  son  dos  ramas  paralelas  de  la 
jurisprudencia.  La  rigorosa  filiación  de  las  doctrinas  exige 
desmembrar  á  veces  un  tratado  ó  capítulo;  más  esta  apa- 
rente irregularidad  indica  que  su  ordenación  no  depende  de 
una  disposición  arbitraria  de  las  ideas,  sino  que  el  análisis 
penetra  hasta  el  fondo  en  busca  de  relaciones  y  analogías  . 
quCi  no  salen  á  la  superficie. 

Si  hubiese  códigos  especiales  para  la  administración,  hu- 
biera podido  concretar  más  mi  trabajo;  pero  á  falta  de  com- 
pilaciones, he  creído  prestar  un  servicio  allEstado  formando 
un  copioso  repertorio  de  legislación  y  jurisprudencia  admi- 
nistrativa, y  acaso  ofreciendo  á  las  autoridades  un  guia  que 
las  conduzca  en  el  ejercicio  de  su  potestad  al  través  del  con- 
fuso laberinto  de  infinitas  leyes,  decretos,  órdenes  y  regla- 
mentos, ordenanzas  é  instrucciones. 

No  es  sin  embargo  mi  obra  una  relación  descamada  de  las 
disposiciones  administrativas,  sino  una  exposición  crítica  en 
la  cual  se  hallarán  á  cada  paso  enlazadas  la  teoría  y  ta  prác- 
tica, habiendo  consultado  las  tres  fuentes  de  esta  clase  de 
doctrinas,  á  saber,  la  ciencia,  la  historia  y  el  derecho. 
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LIBRO  PRIMERO. 

DE  LA  CIENCIA  ADMINISTRATIVA. 


CAPÍTULO  L 
Del  estado. 

1.— Fundamento   de  la  sociedad  5.— Elementos  que  componen  el 

política.  estado. 

2.— Origen  y  objeto  del  poder  so-  6.— Soberanía. 

cial.  7.— Acción  social  y  acción  indivi- 
3.— Su  naturaleza  y  sus  formas.  dual. 

4.— Idea  del  estado. 


4. — La  sociedad  no  fué  adquirida  ni  premeditada.  El  sistema 
de  las  convenciones  ó  pactos  sustentado  por  Locke,  Rousseau  y 
otros  publicistas  de  su  escuela  como  origen  y  ftindamento  de  la 
vida  civil,  repugna  á  las  leyes  de  la  creación,  porque  supone  con- 
tingente lo  que  en  su  esencia  es  necesario.  La  sociedad  coexiste 
y  coexistió  siempre  con  el  hombre,  y  es  una  ley  inviolable  de 
su  naturaleza  sensible,  de  donde  nacen  los  instintos  de  sociabi- 
lidad y  conservación,  así  como  efecto  de  la  conciencia  que  tiene 
del  destino  moral  señalado  por  la  Providencia  á  la  especie  hu- 
mana. Si  ñiese  la  mutua  protección  el  objeto  único  de  la  sociedad, 
su  existencia  seria  condicional  y  relativa,  y  de  ningún  modo  uni- 
versal y  absoluta  como  forma  necesaria  de  la  vida :  de  manera 
que  la  sociedad  es  necesaria  en  el  orden  metaflsico,  obligatoria 
en  el  orden  moral,  y  en  el  hecho  universal  é  indisoluble. 

2.— Así  como  la  sociedad  nació  con  el  hombre,  así  el  poder 
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*  •''•  á^apecíCkHiindo  lá  sociedad.  Todo  lo  que  es  necesario  encierra  en 
sí  mismo  la  razón  de  su  existencia;  y  conforme  no  se  concibe 
una  circunferencia  sin  un  centro,  tampoco  es  posiblefimaginar 
una  sociedad,  llámese  fkmiUa,  tribu  ó  pueblo,  sin  poder  que  la 
i^ija  y  la  gobierne.  El  objeto  del  poder  es  el  bien,  su  medio  el  or- 
den, su  instrumento  la  ley,  su  esencia  la  justicia.  De  esta  suerte 
queda  probada  la  legitimidad  del  poder. 

Ni  el  principio  de  la  flierza  de  Hobbes,  ni  el  de  la  utilidad  de 
Bentham ,  conducen  á  la  noción  de  lo  justo  y  de  lo  iiy usto,  fun- 
damento de  todo  derecho  público  y  privado.  El  socialismo,  pn)- 
clamando  la  abolición  de  la  propiedad  y  de  la  familia,  dedujo  las 
consecuencias  extremas  de  las  doctrinas  que  atribuyen  el  origen 
de  la  sociedad  á  una  convención  arbitraria,  y  la  soberanía  á  la 
voluntad  omnipotente  del  príncipe  ó  de  la  ciega  muchedumbre. 
Si  la  moral,  fuente  de  la  justicia,  es  la  regla  del  poder,  la  sobe- 
ranía absoluta  no  reside  en  el  pueblo,  ni  en  el  príncipe,  ni  en 
parte  alguna. 

3. — El  poder  siempre  es  uno  y  el  mismo  en  todas  las  socieda- 
des políticas,  porque  las  leyes  de  la  naturaleza  son  eternas  é  in- 
mutables; pero  las  formas  del  poder  son  varias  y  de  institución 
puramente  humana.  La  inquietud  del  pensamiento,  la  veleidad 
de  los  afectos,  lo  instable  de  nuestras  necesidades  y  deseos,  las 
mismas  desigualdades  naturales  impiden  que  haya -un  tipo  origi- 
nario de  organización  política,  un  sistema  uniforme  y  permanen- 
te de  existencia  social.  La  Providencia  nos  señala  el  término  de 
la  carrera,  nos  indica  la  senda  del  bien  y  pone  cerca  de  nosotros 
los  medios  de  practicarla  breve  y  fácilmente :  su  elección  depen- 
de de  nuestro  libre  albedrío,  y  de  la  manera  como  usáremos  de 
nuestra  libertad  habremos  de  ser  los  únicos  responsables.  Esta 
libertad  debe  moverse  dentro  de  ciertos  límites,  porque  si  el  es- 
tudio el  más  profundo  de  la  naturaleza  física  y  moral  del  hom- 
bre no  alcanza  á  descubrir  y  fijar  la  ley  universal  que  debe  pre- 
sidir á  la  organización  del  poder,  no  por  eso  deja  de  condenar  lo 
arbitrario,  exigiendo  que  las  condiciones  de  la  vida  en  sociedad^ 
en  vez  de  comprimir  al  individuo  con  formas  políticas  extrañas 
6  violentas  á  la  razón  y  la  conciencia,  permitan  y  aceleren  su 
desarrollo,  de  modo  que  cada  uno  concurra  al  progreso  de  cier- 
to pueblo,  y  cada  pueblo  al  progreso  de  la  humanidad.  Así  pues, 
todo  poder  absoluto,  por  lo  mismo  que  no  seria  regido  por  la 
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verdad  y  la  justícte,  repugna  á  nuestra  razón,  y  sustituye  á  la 
fiíarza  del  deredbo  el  derecho  de  la  fuerza. 

4. — luda  sociedad  así  constituida  y  encerrada  en  ciertos  lími- 
tes geográficos,  forma  un  cuerpo  político  al  cual  llaman  estado 
6  nación. 

El  estado  ó  la  nación  es  «un  coi\junto  de  personas  que  viven 
en  cómun  bajo  un  régimen  legal.»  Según  esta  definición  entran 
á  componer  el  estado:      ' 

.1.  Un  número  de  personáis  que  son  los  miembros  de  la  socie- 
dad ó  individuos  de  la  asociación,  y  se  llaman  subditos  6  ciuda- 
^  d^nos.  Como  tales,  disfhítan  ciertos  derechos  en  cambio  de  cier- 
tá&  cargas  ú  obligaciones. 

II.  Un  poder  supremo  que  dictando  leyes  y  velando  por  su  ob- 
servancia, conduce  á  la  sociedad  según  sus  fines.  La  persona  ó 
cuerpo  revestido  de  este  poder  se  denomina  soberano  6  jefe  del 
estado.  * 

5. — ^Toda  sociedad  política,  estado,  pueblo  ó  nación,  debe  go- 
2aF  de  una  existencia  independiente  bajo  su  íorma  colectiva.  Esta 
vida  propia  ó  na^cionalidad  se  reconoce  en  la  presencia  simul- 
tánea de  dos  caracteres: 

I.  Una  voluntad  espontánea  en  su  concepción  y  libre  en  sus 
ínanifestaciones  para  que  la  ley  corresponda  á  las  ideas  é  inte- 
reses dominantes  en  la  nación.  No  pudiendo,  ni  debiendo  esta 
voluntad  colectiva  expresarse  confusa*  ni  tumultuariamente ,  es 
preciso  escoger  órganos  ó  intérpretes  legales  de  las  necesidades 
y  deseos  públicos,  y  constituir  una  autoridad  que  ejerza  la  facul- 
tad de  concentrar  y  resumir  en  una  voluntad  simple  la  voluntad 
compleja  de  los  asociados. 

II.  Una  actividad  también  libre  para  segundar  aquella  volun- 
tad, pues  no  basta  que  el  pensamiento  común  sea  concebido,  sino 
que  es  necesaria  una  fuerza  para  llevarlo  á  ejecución.  Como  los 
conatos  individuales  encaminados  á  ejecutar  la  voluntad  general 
producirían  tentativas  divergentes  ó  encuentros  peligrosos,  de- 
bió erigirse  otro  poder  á  quien  se  confiase  la  dirección  única  de 
la  actividad  social.  Así  se  producen  movimientos  uniformes,  len- 
tos y  suaves  en  vez  de  impulsos  desiguales  y  conmociones  prQ- 
flmdas  y  repentinas. 

6.-*-Por  manera  que  toda  nación  ó  estado  bien  constituido 
mantendrá  vivas  y  puras  las  ihentes  de  su  voluntad  y  de  su  ^o 
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tividad,  ambas  libres.  Solo  así  podrá  decirse  de  ella  que  retiene 
íntegro  el  poder  supremo  y  conserva  intacta  su  soberanía. 

Ejercer  la  soberanía  es  encerrar  en  una  voluntad  y  ñi^rza  so- 
cial las  voluntades  y  las  fuerzas  legítimas  de  los  individuos.  Ejer- 
cer la  soberanía  es,  según  la  profunda  expresión  de  Pascal,  refe- 
rir la  multitud  á  la  unidad  para  huir  de  la  anarcjuía,  y  la  unidad 
á  la  multitud  por  alejar  el  despotismo :  es  en  suma  levantar  el  ré- 
gimen de  la  libertad  política  sobre  los  eternos  cimientos  de  la  li- 
bertad individual. 

7. — ^De  la  precedente  doctrina  se  infiere: 

I.  Que  ni  las  voluntades,  ni  las  íUerzas  legítimas  de  los  indivi- 
duos deben  ser  sustituidas  por  la  autoridad  so^Qíal,  sino  en  tanto 
que  aquellos  no  puedan  ejercitarlas  sin  peligro  y  sin  inconvenien- 
te por  sí  propios.  La  iniciativa  individual  debe  gozar  de  la  mayor 
latitud  posi|ble,  sin  si\jetarla  á  otras  restricciones  que  las  necesa- 
rias para  defender  el  derecho  de  cada  uno  y  qI  bien  de  la  comu- 
nidad. 

Cuando  el  derecho  de  los  individuos  es  Violado,  la  autoridad 
política  oprime;  y  si  la  sociedad  es  ofendida  en  los  suyos,  no  re- 
prime lo  bastante.  En  la  fuerza  penal  hay  el  doble  carácter  de 
freno  y  sanción  de  la  übertad. 

II.  La  autoridad  social  tiene,  pues,  el  deber  de  representar 
aquella  voluntad  y  dirigir  aquella  flierzsP  para  proteger  la  justa 
libertad  del  individuo.  Así,  el  estado  será  un  compuesto  de  dis- 
tintas esferas  de  actividaji ,  cuyo  libre  juego  concurrirá  al  esta- 
blecimiento y  conservación  del  orden  legal. 

La  historia  enseña  que  el  poder  y  la  fortuna  fueron  patrimonio 
de  las  naciones  en  donde  la  actividad  individual  fué  mas  respe- 
tada. Entonces  la  sociedad  recoge  el  fruto  dal  pensamiento  y  del 
trabajo  de  cada  uno  de  sus  miembros.  Mas  no  por  eso  deben 
abandonarse  á  su  propio  movimiento  todas  estas  esferas  de  ac- 
tividad social,  porque  dejándolas  obrar  übremente  podrían  des- 
truir  la  unidad,  es  decir,  romper  el  lazo  orgánico  que  debe  atraer- 
las y  confundirlas  en  un  todo.  La  civilización  antigua  incurrió  en 
el  extremo  de  concentrar  en  el  estado  toda  la  vida  social;. y  á  la 
edad  media  se  le  increpa  con  justa  razón  el  esparcimiento  de  esta 
Vida  en  beneficio  de  ciertas  clases  y  corporaciones.  A  la  autori- 
dad social  corresponde  mantener  el  equilibrio  entre  las  fuerzas 
individuales  que  pugnan  por  adquirir  una  independencia  anár- 
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ífuica,  y  las  fuerzas  sociales  que  propenden  á  una  concentración 
despótica.  Este  pacto  de  alianza  entre  el  orden  y  la  libertad  es 
el  árdiíb  problema  de  los  políticos,  y  la  tierra  de  promisión  que 
los  pueblos  vislumbran  como  término  al  nebuloso  horizonte  de 
nuestro  siglo, 

.  CAPÍTULO  II. 
Del  geMerno* 

8.— Idea  del  poder  político.  *       los  poderes  políticos. 

9.— Gobierno.  1 1  .—Poder  ejecutivo. 

ÍO.«-QasiflcacioR  y  distribución  de 

8. — Poder  es  querer  con  eficacia.  Donde  no  hay  voluntad  para 
concebir  y  fuerza  para  ejecutar,  allí  no  existe  poder  de  ninguna 
especie.  La  voluntad  sola  significa  un  pensamiento  estéril  ó  un 
deseo  ineficaz:  la  ftierza,  también  sola,  supone  un  instrumento 
ciego,  un  acto  de  obediencia  pasiva.  En  este  sentido  no  hay  sino 
un  solo  poder  político,  cuya  idea  más  exacta  es  «la  voluntad  so- 
cial  expresada  por  el  órgano  de  sus  intérpretes  legítimos  y  se- 
guida de  efectos. »  Por  manera  que  la  vida  de  las  sociedades  se 
manifiesta  en  el  libre  ejercicio  de  estas  dos  facultades,  delibe^^a- 
don  y  ejecución^  que  corresponden  á  la  voluntad  y  acdon  hu- 
manas. Tan  íntimo  es  el  enlace  que  existe  entre  la  organización 
del  individuo  y  la  del  estado,  entre  la  psicología  y  la  política. 

9. — Si  deliberar  y  ejecutar  son  ministerio  propio  del  goMef- 
no  y  gobei^ar  será  «dirigir  la  voluntad  y  encaminar  la  acción 
social  hacia  el  bien  común.»  El-  gobierno  ejerce  un  poder  gene- 
ral sustituido  á  los  poderes  individuales;  y  en  este  sentido  se  dice 
que  el  gobierno  es  la  personificación  del  estado. 

El  gobierno,  en  su  acepción  más  lata,  yesume  todos  los  pode- 
res públicos,  ó  mejor  dicho,  posee  la  plenitud  de  las  facultades 
propias  del  único  poder  social  existente :  dicta  la  ley,  declara  el 
derecho  y  provee  al  bien  común,  ó  legisla,  juzga  y  administra . 

i 0.— Esta  triple  acción  legislativa,  judicial  y  administrativa, 
se  ha  desmembrado  por  el  influjo  de  las  teorías  políticas  que  no 
consienten  tamaña  aglomeración  de  flierzas  sociales  en  manos  de 
una  sola  persona  6  corporación.  «Cuando  el  poder  legislativo, 
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dijo  Montesquieu,  se  reúne  con  el  poder  ejecutivo  en  la  misma 
persona  ó  cuerpo  de  magistratura,  no  existe  la  libertad,  porque 
es  de  temer  que  el  mismo  monarca  ó  el  mismo  senado  dicten  le- 
yes tiránicas  y  las  hagan  ejecutar  tiránioamente.  Tampoco  hay 
libertad,  si  el  poder  de  juzgai'  no  está  separado  del  poder  legis- 
lativo y  del  ejecutivo.  Si  estuviese  junto  con  el  poder  legislati- 
vo, la  vida  y  la  libertad  de  los  ciudadanos  quedarían  á  merced 
de  un  poder  arbitrario.  Si  se  uniese  al  poder  ejecutivo,  el  juez  pu- 
diera convertirse  en  tirano  (1).» 

De  aquí  nació  la  teoría  mal  llamada  del  equilibrio  ó  balanza,  y 
mejor  dicho,  de  la  limitación  de  los  poderes.  Cualquiera  que  sea 
la  organización  política  de  un  estado,  si  se  ftinda  en  el  principio 
de  libertad,  los  poderes  públicos  habrán  de  limitarse  recíproca- 
mente, porque  todo  poder  ilimitado  es  un  poder  indefinido  ó  ab- 
soluto, que  no  se  compadece  con  los  derechos  del  individuo,  y 
propenso  á  lo  arbitrario. 

Por  esta  causa  se  depositó  la  legislación  en  asambleas  delibe- 
rajites,  la  justicia  en  una  magistratura  inamovible  y  la  adminis- 
tración en  un  gobierno  responsable. 

II. --Administrar*,  pues,  significa  gobernar^  en  cuanto  go- 
bernación equivale  al  ejercicio  del  poder  ejecutivo.  Ahora  se  deja 
ver  que  la  palabra  gobierno  es  anfibológica,  pues  ya  no  declara 
como  antes  la  suma  de  los  poderes  jpúblicos,  ni  determina  la  or^ 
ganizacion  política  de  un  estado  ó  su  constitución;  sino  que  ex- 
presa solamente  la  idea  de  «un  poder  central  que  representa  á 
la  sociedad  en  la  persona  de  un  jefe -investido  con  todas  las  fe- 
cultades  necesarias  para  hacer  cumplir  la  ley;  pero  sin  atribucio- 
nes en  punto  á  la  legislación  y  á  la  justicia.» 

El  gobierno,  así  entendido,  dispone  del  poder  ejecutivo,  en  el 
cual  se  comprenden  la  política  y  la  administración  propiamente 
dicha.  La  primera  imprime  una  dirección  moral  á  la  sociedad, 
mueve  y  ordena  los  poderes  constitucionales  y  restablece  entre 
ellos  la  perturbada  armonía,  cuando  su  acción  se  refiere  á  lo  in- 
terior. La  política  exterior  vela  por  los  intereses  del  estado  di- 
rigiendo sus  relaciones  diplomáticas  ó  comerciales  con  las  poten- 
cias extranjeras  en  tiempo  de  paz,  y  los  defiende  con  las  armas 
en  tiempo  de  guerra. 

(])  L'wprit  d48  loUi  liv.  XI,  chap.  vi. 


LIBRO  1.   DE  LA  GiENGU   ABMWISTRATIVA.  7 

Son  actos  de  un  orden  tan  elevado,  que  puede  afirmarse  que  la 
política  regula  y  ordena  la  actividad  social  concertando  todos 
sus  movimientos,  imprimiéndoles  una  misma  dirección  y  subor- 
dinándolos á  un  solo  impulso. 


CAPÍTULO  III. 
De  la  adailiiÍstraeÍ«B. 

12.— Objeto  de  la  administración  14.*-Objetos  de  la  administración 

pura.  práctica. 

13.— Fin  de  la  ciencia  administra-  15.— Necesidades  públicas  que  la 

tiva.  administración  satisface. 

12. — La  administración  considerada  como  ciencia,  ó  la  admi- 
nistración pura^  es  «el  coiyunto  de  principios  y  reglas  que  de- 
terminan la  acción  del  poder  público  encargado  de  promover  y 
fomentar  el  bien  común,  en  sus  múltiples  y  variadas  relaciones 
con  los* derechos  é  intereses  particulares.» 

La  existencia  colectiva  de  los  hombres  qué  viven  baijo  unas 
mismas  leyes  y  están  regidos  por  un  mismo  gotóemo,  es  el  orí- 
gen  de  una  multitud  de  conexiones  nuevas  de  donde  nacen  de- 
rechos y  deberes  especiales.  Y  así  como  la  religión  determina 
nuestras  relaciones  para  con  Dios,  la  moral  nuestra  conducta 
privada,  la  justicia  los  derechos  civiles  y  la  política  exterior  el 
derecho  común  de  las  gentes,  así  la  ciencia  administrativa  estu- 
dia y  señala  las  que  deben  existir  ^ntre  el  estado  y  el  individuo 
en  todos  los  pormenores  de  la  vida  social. 

43. — La  ciencia  de  la  adtíiinistracion  abraza  todos  los  intere- 
ses, las  necesidades  todas  de  la  sociedad.  Fomentar  el  bien,  com- 
batir el  mal,  ora  nazcan  de  causas  físicas,  ora  procedan  de  un 
origen  moral,  son  los  grandes  problemas  que  se  propone  resolver. 

14. — ^La  administración  como  poder  ó  la  administración  apli- 
cada acompíiña  al  hombre  desde  la  cuna  hasta  el  sepulcro;  y  to- 
davía antes  y  después  de  estos  linderos  del  mundo,'  tiene  debe- 
res que  cumplir,  porque  espera  á  las  generaciones  en  las  puertas 
de  la  vida  y  vela  por  su  reposo  en  la  mansión  de  los  muertos. 

La  administración  activa  es  una  verdadera  providencia  de  los 
estados,  pues  debe  ser  sabia,  previsora,  paternal  y  estar  siempre 
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despierta  y  presente  en  todas  partes.  Parece  un  ángel  tutelar  del 
hombre,  porque  á  cada  paso  que  damos  en  la  sociedad  corresposor 
de  un  acto  administrativo  que  nos  ampara  ó  nos  reprime;  de 
suerte  que,  en  medio  del  mayor  aislamiento  de  nuestros  vecinos 
y  conciudadanos,  cuando  viajamos  por  un  despoblado  y  nos  con-^ 
sideramos  solos  en  la  tierra  ó  lejos  de  la  protección  de  toda  au- 
toridad, la  administración  nos  sigue  á  donde  quiera  y  asiste  de 
continuo  á  nuestro  lado. 

Las  escuelas  públicas  del  arte  obstetricia  y  los  asilos  de  mater*- 
nidad  prueban  que,  antes  de  nacer,  somos  ya  objeto  de  la  vigilanr 
te  solicitud  de  la  administración.  La  débil  infancia,  la  frágil  ado- 
lescencia, la  edad  adulta,  la  achacosa  senectud  hallan  remedio  ó 
alivio  á  su  infortunio.  Gracias  á  los  cuidados  de  la  administración 
tiene  el  expósito  nodriza,  la  juventud  recibe  enseñanza,  la  edad 
viril  trabajo,  la  vejez  socorros,  el  enfermo  la  salud,  el  desvalido 
amparo,  el  vicioso  enmienda  y  castigo  el  criminal.  Si  la  abun- 
dancia reina  en  los  pueblos ;  si  la  baratura  proporciona  alimen- 
tos sanos  y  agradables  al  más  humilde  habitante;  si  una  varie- 
dad infinita  de  artículos  de  comodidad  y  de  liyo  hacen  ataable  la 
vida,  á  la  administración  lo  debemos,  pues  protegiendo  la  indus- 
tria fomenta  la  riqueza,  y  abriendo  caminos  ó  canales  diflmde 
el  comercio.  La  salubridad,  el  aseo  y  el  ornato  de  las  poblacio- 
nes; el  surtido  de  aguas  para  los  distintos  usos  de  la  vida;  el 
alumbrado  público,  la  via  pública  y  la  vigilancia  nocturna  mien- 
tras el  vecindario  se  entrega  al  sueño  y  al  descanso ;  los  sinies- 
tros que  sin  cesar  nos  amenazan,  tales  como  incendio,  inunda- 
ción ó  naufragio,  todo  entra  en  la  competencia  de  la  adminisr 
tracíon  siempre  atenta  á  promover  el  bienestar  general. 

Nada  hay  indiferente  para  la  administración  desde  lo  más 
grande  hasta  lo  más  pequeño,  ó  por  mejor  decir,  nada  parece 
pequeño  á  los  ojos  de  una  administración  solícita  por  el  bien 
del  estado,  porque  las  cosas  mínimas  en  la  vida  privada  adquie- 
ren gigantescas  proporciones  en  la  existencia  social;  de  que  se 
infiere  que  su  mirada  debe  ser  penetrante,  su  voluntad  firme, 
permanente  su  acción  y  su  perseverancia  infatigable. 

El  objeto,  pues,  de  la  administración  son  las  necesidades  ma- 
teriales y  morales  de  los  pueblos:  su  fin  satisfacerlas  con  la  ma- 
yor amplitud  y  á  costa  de  sacrificios  tan  leves  cuanto  ftiere  po- 
sible, Este  principio  demanda  las  siguientes  explicaciones. 
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15. — ^I.  Por  necesidades  morales  no  se  entienden  sólo  las  re- 
lativas al  Corazón,  sino  además  las  que  nacen  del  pensamiento 
ó  las  necesidades  intelectuales. 

II.  La  administración  no  se  limita  á  satis&cer  las  necesidades 
existentes^  sino  que  también  precave  las  Alturas,  pues  uno  de  los 
caracteres  de  la  acción  administrati\'a  es  participar  antes  del  ré- 
gimen preventivo  que  del  represivo  más  análogo  á  la  naturaleza 
de  la  acción  judicial. 

III.  En  el  número  de  estas  necesidades  no  se  cuentan  sólo 
aquellas  cuya  satisfacción  es  de  rigor  para  conservar  la  sociedad, 
puesto  cpie  también  se  comprenden  las  relativas  á  su  progreso 
hasta  llegar  al  mayor  grado  de  perfección  posible  dentro  de  la 
imperfección  propia  de  la  naturaleza  humana. 

ly .  Cumple  á  la  administración  no  acudir  á  la  satis&ccion  de 
otras  necesidades  que  las  púfflicasy  y  de  éstas,  sólo  atiende  á  las 
que  no  pueden  abandonarse  sin  inconveniente  y  sin  peligro  á  la 
actividad  individual.  Regla  general:  el  gobierno  jamás  debe  ha- 
cer lo  que  la  sociedad  sabe  y  puede  hacer  por  sí  misma. 

Hay,  pues,  una  vida  moral  y  social  separada  de  la  vida  oflcial 
y  política,  y  descúbrese  en  las  naciones  una  marcha  natural  en 
que  la  administración  no  puede  intervenir  sin  sofocar  todo  sen- 
timiento individual  y  sin  trastornar  el  orden  de  la  naturaleza  y 
la  sociedad,  sustituyendo  una  voluntad  ciega  y  forzada  al  movi- 
miento espontáneo  y  colectivo  de  los  hombres. 

Aun  dentro  de  estos  límites  la  administración  abraza  la  vida 
entera  de  los  pueblos,  mostrándose  su  continua  solicitud  en  la 
memoria  de  lo  pasado,  la  inteligencia  de  lo  presente  y  la  provi- 
dencia para  lo  futuro. 

CAPÍTULO  IV. 
Pe  la  aeeieii  adMlnlatrativa. 

16.^Qué  se  entiende  por  acción     18.— Respecto  á  las  personas. 

administrativa.  19.— Respecto  á  las  cosas. 

17.— Reglas  de  esta  acción: 

16*.— La  sociedad  es  esencialmente  activa,  porque  donde  hay 
vida  hay  movimiento ;  pero  esta  actividad  no  la  puede  ejercer 
por  sí  mismaí.  Necesita  toda  nación  una  cabeza  que  piense  y  un, 
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brazo  que  obre.  Su  cabeza  es  el  poder  legislativo  y  el  adminis- 
trativo su  brazo. • 

La  acción  administrativa  es  por  consiguiente  la  misma  activi- 
dad social,  ó  la  reflexión  de  las  fuerzas  individuales  que  se  con- 
centran para  constituir  el  poder  político,  el  cual  las  irradia  para 
formar  la  administración.  De  suerte  que  la  acción  administrativa 
no  supone  la  intervención  de  ninguna  voluntad  ni  fuerza  extra- 
ñas, sino  la  organización  de  las  fuerzas  y  de  las  voluntades  in- 
génitas en  la  sociedad  por  el  solo  hecho  de  la  asociación. 

La  acción  administrativa  es  ó  debe  ser  la  acción  misma  del 
poder  ejecutivo  á  quien  corresponde  procurar  la  utilidad  común, 
guardando  y  haciendo  guardar  las  leyes  que  miran  á  los  intere- 
ses del  estado,  ó  supliendo  con  el  poder  discreccional  la  falta  de 
reglas  preexistentes  á  sus  actos. 

17. — ^Debe  la  acción  administrativa  ejercitarse  en  los  hombres 
y  en  las  cosas- 

En  los  hombres,  porque  como  el  gobierno  no  absorbe  ni  debe 
absorber  de  tal  manera  al  individuo  que  le  prive  de  su  actividad, 
resulta  que  esta  justa  libertad  permite  nacer  y  desarrollarse  en  el 
hombre  ciertos  (sentimientos  privados,  ya  favorables,  ya  adver- 
sos, ora  convergentes,  ora  divergentes  con  respecto  al  objeto  y 
al  fin  de  la  sociedad.  Así  que  hay  unas  inclinaciones  sociales^ 
antisociales  otras  y  otras  mixtas.  Aquellas  son  las  compatibles 
con  el  bien  público,  cuya  satisfacqión,  por  esta  causa,  no  tiene 
límites  deflnidos  por  la  ley:  las  siguientes  «on  las  hostiles  á  la  fe- 
licidad general,  y  las  últimas  pertenecen  á  un  tercer  género  de 
sentimientos  sociales  hasta  cierto  punto,  más  allá  del  cual  dege- 
neran en  antisociales. 

La  acción  administrativa  debe  proteger  la  satisfacción  de  los 
sentimientos  amigos  de  la  sociedad,  combatir  los  enemigos  y 
moderar  los  propensos  á  un  fácil  abuso. 

A  la  dirección  que  á  cada  individuo  imprime  la  variedad  de 
sentimientos  é  inclinaciones  que  determinan  su  conducta,  llaman 
ínteres  particular  y  y  la  suma  de  todos  los  intereses  privados 
compone  el  bien  público  6  la  felicidad  general. 

Cuando  varios  intereses  privados,  inocentes  todos  respecto  á 
la  sociedad,  son  antipáticos  entre  sí,  la  acción  administrativa 
debe  suavizar  su  encuentro;  si  son  simpáticos,  fundirlos;  si  di- 
vergentes, concentrarlos;  si  afines,  no  turbar.su  repodo.  El  ór- 
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den  social  exige  que  en  vez  de  una  pluralidad  egoísta,  reine  en 
la  sociedad  la  unión  armónica  de  todos  los  intereses;  y  en  vez 
del  tumulto  de  las  hostilidades  individuales,  triunfe  un  gobierno 
unitario  y  una  administración  conciliadora. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  la  acción  administrativa  no  puede 
ser  puramente  negativa  ó  indirecta,  ceñida  á  remover  los  obstá- 
culos al  desarrollo  del  pensamiento  y  del  trabajo  individual:  es 
preciso  que  sea  también  positiva  ó  directa,  tomando  la  adminis- 
tración la  iniciativa  en  los  casos  en  que  el  interés  particular  sea 
débil  ó  ciego,  díscolo  ó  sospechoso. 

18, — La  máxima  de  dejar  obrar  6  no  gobernar  demasior 
dOy  consecuencia  de  aquella  otra  libertad  en  todo  y  para  todos, 
carece  de  exactitud  en  el  fondo  y  de  conveniencia  en  la  aplica* 
cion.  Si  es  cierto  que  debe  la  administración  respetar  la  activi- 
dad individual ,  también  es  verdad  que  para  regularizar  el  ejer- 
cicio de  estas  fuerzas  dentro  del  estado,  se  necesita  un  poder  ac- 
tivo y  fuerte  encargado  de  aplicar  la  ley  para  que  todo  derecho 
sea  respQtado,  y  protegido  todo  interés  que  lleve  el  sello  de  la 
legitimidad.  Todos  deben  ser  pesados  en  la  misma  balanza;  por 
manera  que  la  administración  ejecuta  un  tral)ajo  de  ponderación 
y  equilibrio,  imposible  de  acabar  con  solo  estar  dotada  de  un  po- 
der negativo,  de  un  veto  que  entorpece,  pero  no  confiere  auto- 
ridad alguna  positiva.  El  gobierno  no  es  solamente  un  escudo; 
es  también  una  palanca. 

19. — La  acción  administrativa  se  emplea  ademas  en  las  cosas, 
porque  ya  pertenezcan  estos  bienes.al  dominio  público,  ya  for- 
men la  propiedad  particular,  son  siempre  medios  de  satisfacer  las 
necesidades  de  la  vida;  por  lo  cual,  quien  atenta  contra  las  cosas, 
atenta  en  cierto  modo  contra  nuestra  existencia. 
.  Guando  las  cosas  tienen  un  carácter  nocivo,  esto  es,  si  dañan 
á  nuestra,  salud  ó  ponen  en  peligro  nuestra  existencia,  entonces 
la  acción  administrativa  interviene  igualmente  para  destruir  ó 
debilitar  los  gérmenes  del  mal,  6  convertirlo  en  bien,  si  fuese 
posible.  Así  es  como  lá  acción  administrativa  lucha  aquí  con  los 
elementos  oponiendo  diques  al  mar,  allí  combate  el  rigor  de  los 
climas  descepando  bosques  para  que  lleguen  los  rayos^del  sol  á 
una  tierra  cenagosa,  ó  plantando  árboles  que  moderen  la  furia 
de  un  torrente,  6  protejan  con  su  sombra  una  ardiente  llanura,  d 
embellezcan  los  paseos  de  una  población. 
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La  acción  administrativa  con  respecto  á  las  cosas  es  también 
positiva  y  negativa,  como  queda  dicho  de  las  p>ersonas.  Ampa- 
rar la  propiedad  es  remover  obstáculos  al  desarrollo  del  trabsgo 
individual,  y  por  tanto  equivale  á  ejercer  una  acción  indirecta  6 
negativa;  mas  desecar  una  laguna  para  purificar  una  atmósfera 
infecta,  construir  un  camino  ó  abrir  un  canal  que  pongan  en  con- 
tacto un  centro  de  producción  con  un  foco  de  consumo,  esto  es 
obrar,  no  impedir;  es  en  suma  hacer  uso  de  un  poder  directo  y 
positivo. 

» 

CAPÍTULO  V. 
CaraelérM  generales  de  la  adaiInMraelaii. 


20.^Verdad  absoluta  en  la  admi- 
nistración. 

21.— Principios  de  la  ciencia  admi- 
•  nistrativa. 

22.— Fundamento  de  sus  reglas. 

23.-»Teoría  general  de  la  ciencia. 

24.— Organización  administrativa. 

25.— Caracteres  de  toda  adminis- 
tración. 

26.— Analogía. 

27.— Actividad.  ' 

28.— Condiciones  de  la  acción  ad- 


ministrativa. 

29.— Generalidad. 

30.— Perpetuidad. 

31.— Prontitud. 

'32,— Energía. 

83.— Independencia. 

34.— Potestad  coercitiva  de  la  ad- 
ministración. 

35.— Responsabilidad. 

36.— Amovilidad  de  los  agentes  ad- 
ministrativos. 

37.— Resumen  del  capitulo. 


20. — ^La  ciencia  administrativa  enseña  pocas  reglas  fijas  y  ver- 
dades absolutas  ^ara  dirigir  según  ellas  la  acción  del  gobierno 
que  vela  por  los  intereses  públicos.  Mil  géneros  de  necesida- 
des todas  distintas,  la  movilidad  constante  de  los  elementos  so- 
cíales;  su  combinación  tan  varia,  frecuentes  perturbaciones  y  cir- 
cunstancias imprevistas  hacen  que  tal  nación  exya  cuidados  muy 
diversos  respecto  de  otra  al  parecer  semejante,  y  que  un  pueblo 
hoy  no  se  administre  de  igual  manera  mañana.  Así  como  el  in- 
dividuo se  renueva  á  cada  momento  de  lá  vida,  así  también  cam- 
bian los  estados  sucediéndose  unas  á  otras  generaciones  como 
las  olas  en  el  mar,  trayendo  siempre  algo  nuevo  la  que  se  acei^ 
ca,  y  llevando  algo  suyo  la  que  se  extingue.  Por  eso  la  ciencia 
de  la  administración  debe  ser  variable  en  los  pormenores,  y  el 
poder  que  la  aplica  muy  flexible. 
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21.— -No  obstante  la  instabilidad  de  las  doctrinas  administra- 
tivas^ todavía  podemos  oponer  á  la  fluctuación  de  las  ideas  la  in^ 
movilidad  de  ciertos  principios.  Entran  á  componer  las  teorías 
de  la  administración  dos  cantidades,  la  una  flja  y  constante,  y  la 
la  otra  variable  é  indefinida:  aquélla  constituye  la  verdad  abso- 
luta y  ésta  la  verdad  relativa. 

22.— En  el  derecho  publico  y  en  la  economía  política  debemos 
principalmente  buscar  las  reglas  del  arte  de  gobernar  los  esta- 
dos, cuidando  siempre  de  distinguir  con  suma  claridad  lo  abs- 
tracto de  lo  concreto,  esto  es,  lo  que  exige  la  verdad  científica 
que  inquiere  el  filósofo,  de  lo  que  reclama  la  verdad  de  conve- 
niencia que  debe  realizar  el  estadista. 

La  moral,  la  estadística,  la  filosofía,  la  jurisprudencia,  la  his- 
toria y  aun  la  medicina  son  poderosos  auxiliares  de  la  adminis- 
tración, á  quien  suministran  un  caudal  de  verdades  y  ejemplos 
que  deben  guiar  sus  pasos  y  sacarla  á  puerto  seguro  en  el  desem- 
peño de  tan  arduo  ministerio. 

23.— Como  no  se  descubre  á  primera  vista  la  analogía  entre 
los  actos  del  orden  administrativo,  puesto  que  su  prodigiosa 
multitud  impide  clasificarlos  por  categorías,  su  aislamiento  no 
permite  establecer  comparaciones  exactas  y  su  variedad  infinita 
no  consiente  si\jetarlos  á  reglas  imiformes,  ocurre  la  dificultad 
de  exponer  una  teoría  general  y  completa  que  resuma  la  ciencia 
administrativa.  Dos  obstáculos  insuperables  impiden  formar  esta 
síntesis,  á  saber : 

I.  Que  la  mayor  parte  de  las  cuestiones  administrativas  son 
complejas,  de  suerte  que  no  se  pueden  resolver  aplicando  un  solo 
criterio;  por  ejemplo:  la  libertad  del  comercio  es  un  bien;  pero 
como  es  un  mal  la  peste,  el  criterio  de  la  economía  cede  al  de 
la  higiene  pública  que  reclama  la  visita  de  las  naves,  las  paten- 
tes de  sanidad,  los  lazaretos  y  la?  cuarentenas.  La  instrucción 
primaria  es  un  bien ;  mas  como  ed  un  mal  que  el  gobierno  pe« 
netre  en  el  hogar  doméstico  y  dé  el  ejemplo  de  no  respetar  los 
derechos  del  padre  de  familia,  unos  según  el  criterio  de  lo  justo^ 
la  quieren  voluntaria,  y  otros  inspirándose  en  la  idea  de  lo  útil, 
la  prefieren  obligatoria. 

II.  Que  la  administración  desciende  á  los  pormenoi^s  de  la 
vida  civil,  variables  cada  dia  y  aim  cada  hora,  por  cuya  razón 
la  autoridad  procede  por  via  de  reglamentos,  asimismo  varia- 
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bles  como  las  necesidades  públicas  qiíe  los  provocan;  de  donde 
resulta  que  tal  vez  la  inflexibilidad  de  los  principios  cede  ante 
el  tacto  ó  la  prudencia  del  gobierno^  en  cuya  dificU  combii^cion 
estriba  el  don  del  acierto. 

No  presentaremos^  pues,  máximas  vagas  acerca  de  los  deberes 
generales  de  la  administración  ó  doctrinas  controvertibles  de 
utilidad  incierta  y  aplicación  dudosa.  Agrupando  las  ideas  afines 
podremos,  sin  embargo,  desentrañar  lo  que  hubiere  de  más  co- 
mún en  su  variedad  y  de  más  constante  en  su  fluctuación. 

24.— Mas  si  la  ciencia  enseña  tan  poco  en  cuanto  á  la  acción 
general  de  la  administración,  algo  de  más  concreto  se  descubre 
en  las  doctrinas  tocantes  á  la  organización  administrativa. 

25. — A  cuatro  pueden  referirse  todas  las  condiciones  orgáni- 
cas de  la  administración  ó  los  caracteres  propios  de  la  organiza- 
ción administrativa  de  cualquier  estado. 

26.— I.  La  administraoion  debe  ser  análoga  á  la^  instiiuci4h 
nes  políticas  de  cada  nación. 

Vico,  hablando  del  derecho  común,  asentó  la  máxima  que  los 
gobiernos  debian  ser  conformes  con  la  naturaleza  de  los  gober- 
nados ;  y  á  los  cambios  que  experimentaron  los  elementos  cons- 
titutivos de  la  sociedad  romana,  atribuye  el  sabio  escritor  la  su- 
cesión de  aquellos  períodos  legales  que  los  jurisconsultos  llaman 
épocas  de  la  jurisprudencia,  y  distinguen  en  antigua  y  media  y 
nueva. 

Si  esto  es  verdad  en  cuanto  á  las  leyes  civiles,  con  más  razón 
puede  aplicarse  y  se  aplica  en  efecto  á  las  instituciones  adminis- 
trativas, las  cuales,  como  emanan  directa  é  inmediatamente  de 
las  políticas,  nacen  6  perecen,  se  perfeccionan  ó  corrompen  con 
ellas. 

El  código  político  regulariza  el  principio  de  la  autoridad ,  de- 
termina las  relaciones  del  estado  con  los  ciudadanos  y  de  éstos 
con  el  estado,  clasiflca  y  distribuye  los  poderes :  la  administra- 
ción practica  lo  que  el  código  establece,  anima  la  ley  y  transfor- 
ma en  precepto  vivo  la  letra  muerta. 

La  misma  conexión  íntima  que  hay  entre  los  principios  y  sus 
necesarias  consecuencias,  la  misma  existe  entre  las  leyes  ñmda- 
mentales  del  estado  y  las  orgánicas  de  la  administración,  y  entre 
éstas  y  las  secundarias;  porque  si  aquellas  erigen  los  poderes,  la 
administración  señala  á  cada  uno  su  manera  de  ser  y  obrar,  co^ 
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mtmioa  á  todos  el  espíritu  reinante  en  la  ley  política  y  les  impri- 
me formas  exteriores  homogéneas  y  simétricas  relativamente  á 
la  organización  constitucional  y  á  la  naturaleza  de  sus  respecti- 
vas facultades.  Por  esta  razón  coexisten  siempre  tales  principios 
políticos  con  tales  instituciones  administrativas  que  las  desarro- 
llan; y  por  eso  también  se  observa  que  cuando  una  constitución 
se  modifica,  la  administración  solicita  al  instante  reformas  aná- 
logas; de  suerte  que  el  cambio  es  casi  simultáneo  en  la  cabeza  y 
en  los  miembros.  El  orden  natural  de  las  sociedades  y  la  fuerza 
de  los  principios  pugnan  sin  cesar  por  introducir  la  Tmidad  en 
las  leyes  y  la  analogía  en  las  instituciones  de  cada  pueblo. 

27.— II.  La  administrcLcUm  debe  ser  esencialmente  activa. 

El  poder  legislativo  delibera  y  la  administración  ejecuta:  su 
carácter  es  la  actividad,  el  movimiento. 

28.— Cuatro  soií  las  condiciones  esenciales  de  la  acción  admi- 
nistrativa: generalidad,  perpetúidadj  prontitud  y  energía. 

29. --^Generalidad  quiere  decir  que  la  administración  ai^ca 
las  leyes  del  fuero  común  y  es  por  tanto  esencialmente  dvil,  por- 
que no  sólo  las  autoridades  de  este  orden,  abarcando  la  univer- 
salidad de  los  intereses  sociales,  representan  con  exclusión  de 
otra  cualquiera  al  gobierno  en  todos  los  centros  administrati- 
vos, sino  que  en  la  ñierza  organizada  no  se  hallan  las  condicio- 
nes de  templanza  en  la  deliberación  y  so'briedad  en  el  mando  ne- 
cesarias para  velar  por  los  intereses  de  los  pueblos.  Los  hábitos 
militares  son  opuestos  á  los  caracteres  del  buen  administrador; 
y  por  eso  jamás  debe  considerarse  la  fuerza  pública  como  parte 
de  la  administración  activa,  sino  como  un  auxUiar  poderoso, 
pero  subordinado,  que  nunca  obra  sin  ser  requerido  por  una  au- 
toridad responsable  á  quien  compete  moderar  su  empleo.  Toda 
autoridad  civil  ejerce  un  imperio  ó  una  jurisdicción  de  derecho 
común ;  mas  un  jefe  militar  ejerce  siempre  un  poder  de  excep- 
ción, el  cual  por  lo  mismo  no  se  extiende  sino  á  los  casos  expre- 
samente señalados  en  la  ley.  Si  tal  vez  el  jefe  militar  se  sobre-- 
pone  á  la  autoridad  civil ,  es  porque  ejerce  una  dictadura  que  él 
se  arroga,  ó  de  que  leyes  excepcionales  le  revisten;  pero  de 
todas  suertes  la  sociedad  se  halla  en  una  situación  anormal  y 
transitoria. 

^, -^Perpetuidad y  porque  la  gestión  de  los  intereses  públi- 
cos no  «consiente  las  alternativas  de  actividad  y  descanso  que 
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observamos  en  el  poder  legislativo.  No  seria  necesario  ni  útil 
tampoco  dictar  una  ley  cada  dia;  mas  la  defensa  de  las  perso- 
nas, el  respeto  á  la  propiedad,  el  fomento  de  la  riqueza  y  del 
bien  general,  requieren  un  poder  asiduo,  atento  siempre  á  estu- 
diar, y  muchas  veces  á  prever  las  causas  del  progreso  ó  decaden- 
cia de  las  naciones.  Si  la  vida  de  los  pueblos  supone  una  modi- 
ficación continua  en  los  elementos  constitutivos  de  la  sociedad, 
la  acción  administrativa  debe  estar  dotada  de  una  movilidad 
igual  á  la  rapidez  con  que  se  verifican  aquellos  cambios  y  mu- 
danzas. 

31. — Prontitud  y  porque  una  administración  lenta  descubre  6 
falta  de  saber  para  calcular  el  grado  de  bondad  de  tal  providen- 
cia, ó  falta  de  resolución  para  llevarla  á  cabo.  La  lentitud  en  la 
acción  administrativa  no  sólo  arguye  ignorancia  ó  debilidad  en 
el  poder,  sino  que  priva  á  sus  resoluciones  del  mérito  de  la  pre- 
visión y  de  la  oportunidad.  Una  disposición  tardía  rara  vez  es 
bien  acogida,  porque  rara  vez  cuadra  á  los  intereses  que  antes  la 
reclamaban.  Juzga  la  administración  lo  que  es  por  lo  que  fué,  y 
se  olvidaque  con  la  variedad  de  los  tiempos  coinciden  nuevas 
necesidades  y  deseos,  nuevos  usos  y  costumbres. 

No  obstante  que  la  administración  deba  ser  pronta,  negocios 
hay  arduos  ó  cuestiones  importantes  cuya  resolución  pide  ma- 
duro examen  y  una  deliberación  previa  como  garantías  del  acier- 
to. Por  eso  admite  la  administración  ciertos  cuerpos  consultivos 
que  la  ilustran  en  casos  semejantes;  pero  habrán  de  estar  de  tal 
manera  organizados  y  con  tales  •  atribuciones  revestidos,  que  ni 
coarten  la  espontaneidad  de  la  administración,  ni  entorpezcan  su 
acción  más  de  lo  justo,  ni  quebranten  la  unidad  de  este  poder,  ni 
menos  den  pretesto  á  la  irresponsabilidad  de  sus  actos. 

32. — Energía^  porque  jamás  debe  cejar  delante  de  los  obstácu- 
los que  opusieren  á  su  marcha  los'  particulares,  ni  aun  so  pre- 
testo de  intereses  lastimados  ó  de  derechos  ofendidos.  La  ley  de- 
termina cómo  los  intereses  obtienen  la  merecida  protección ;  y 
en  cuanto  á  los  derechos,  señala  recursos  y  tribunales  donde  se 
defiendan  contra  los  atentados  de  la  administración  misma.  Una 
administración  lánguida,  sea  por  defectos  inherentes  á  su  orga» 
nizacion  accidental,  ó  sea  por  el  carácter  personal  de  los  admi- 
nistradores, está  pérdida  en  el  concepto  público;  y  cuando  se 
acordare  de  exigir  pbediencia  á  las  leyes^  será  tal  su  flaqueza;^ 
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que  ya  no  podrá  emplear  la  voz  que  persuade,  sino  acudir  á  la 
espada  que  hiere  y  á  todos  los  medios  más  duros  de  coacción. 
La  administración,  como  poder  paternal,  debe  ser  justa,  pero 
fuerte,  huyendo  de  caer  en  los  extremos  de  una  humillante  flo- 
jedad y  de  una  violenta  tirantez.  El  consejo  debe  reinar  en  sus 
deliberaciones,  y  en  sus  actos  la  energía. 

33. — III.  La  administración  debe  ser  independiente. 

Los  obstáculos  invencibles  al  movimiento  libre  de  la  admini&^ 
tracion  comprometen  los  intereses  públicos,  cuya  defensa  requie- 
re una  vigilancia  asidua  y  una  previsión  constante.  De  aquí  nace 
que  el  poder  ejecutivo  á  cuyas  manos  está  confiada  la  gestión  de 
los  intereses  comunes,  debe  obrar  con  independencia  absoluta 
del  poder  legislativo.  No  es  decir  que  la  administración  no  re- 
conozca la  superioridad  de  la  ley,  que  no  deba  recibir  de  ella  la 
organización  conveniente,  ni  haya  de  obedecer  las  reglas  seña- 
ladas á  su  acción,  ó  que  pueda  salvar  impimemente  los  límites 
trazados  á  su  actividad. 

Dejar  expedito  el  curso  de  la  administración  es  cuanto  convie- 
ne á  la  mutua  concordia  de  ambos  poderes.  Una  autoridad  colec- 
tiva es  apta  para  la  deliberación,  y  para  la  ejecución  una  autori- . 
dad  unipersonal ;  y  por  eso,  tan  impropio  seria  de  toda  asamblea 
legislativa  hacer,  como  discutir  ajeno  de  la  administración. 

34.-*La  independencia  de  la  administración  estaría  compro- 
metida, si  no  tuviese  ninguna  potestad  coercitiva  ó  careciese  ab- 
solutamente de  facultades  para  exigir  la  fiel  observancia  de  sus 
actos,*  imponiendo  multas  discreccionales  y  decretando  el  arre&-' 
to  supletorio  dentro  de  los  angostos  límites  de  una  simple  cor- 
rección ó  por  via  de  disciplina.  El  poder  legislativo  delega  esta 
parte  mínima  de  funciones  propias  del  orden  judicial  en  la  admi- 
nistración á  fin  de  robustecer  su  acción  y  completar  su  existen- 
cia, reservando  el  conocimiento  de  las  faítas  graves  y  de  los  de- 
litos'contra  la  autoridad  á  los  jueces  competentes. 

35. — IV.  La  administración  debe  ser  responsable. 

Todos  los  agentes  administrativos  deben  estar  sujetos  á  res- 
ponsabilidad, porque  la  administración  es  un  poder  subordinado 
al  poder  legislativo  cuya  voluntad  ejecuta.  La  ley  señala  límites 
á  la  autoridad  administrativa  como  á  todos  los  poderes  del  esta- 
do ;  pero  estos  límites  serian  ilusorios  y  las  transgresiones  fre- 
cuentes, si  no  tuviese  la  administración  un  freno  en  la  responsa- 

TOMO  L  ? 
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bilídad  de  sus  agontes.  Tanto  más  severa  habrá  de  ser  la  respon- 
sabilidad^ cuanto  más  independiente  la  acción  administrativa,  á 
fin  de  que  ni  el  gobierno,  ni  sus  mandatarios  abusen  de  las  fa- 
cidtades  coercitivas  que  la  ley  les  confiere  como  necesario  com- 
plemento de  su  autoridad. 

36.— De  esto  se  sigue  que  las  autoridades  y  agentes  administra- 
tivos ejercen  cargos  amovibles  á  voluntad  del  jefe  supremo  en  el 
orden  jerárquico,  y  que  el  superior  asume  la  responsabilidad  del 
subalterno.  Por  tanto  es  preciso  que  sea  libre  el  nombramiento, 
pues  á  nadie  se  obliga  á  responder  sino  de  un  hecho  propio  ó  de 
los  actos  de  su  mandatario.  Suele  la  ley,  no  obstante,  circuns- 
cribir la  elección  á  un  determinado  número  de  personas  revesti- 
das con  ciertas  cualidades;  mas  como  nunca  la  elección  queda 
tan  limitada  que  falte  la  espontaneidad  del  nombramiento,  y 
como  por  otra  parte  se  acepta  ó  se  retiene  el  poder  con  aquella 
condición,  jamás  una  excepción  semejante  es  razón  paca  atenuar 
la  responsabilidad  de  quien  comunica  el  impulso  á  la  máquina 
administrativa. 

37. — En  suma,  analogía  con  las  instituciones  políticas,  activi- 
dad ,  independencia  y  responsabilidad  son  los  caracteres  comu- 
nes á  cualquiera  administración,  ó  las  leyes  generales  de  toda 
organización  administrativa.  El  examen  de  dichos  caracteres  nos 
ha  conducido  á  exponer  una  serie  de  principios  y  doctrinas  re- 
lativas á  la  administración  pura  que  hallarán  conveniente  des- 
arrollo y  aplicación  oportuna  en  el  discurso  de  esta  obra.  La  teo- 
ría nos  abrirá  las  puertas  de  la  práctica,  y  la  ciencia  de  la  admi-* 
nistracion  iliuninará  el  derecho  administrativo. 


CAPITULO  VI. 
De  la  eentraliiaeien. 

38.— Varia  ittteppl[*etac¡on  de  esta  44.— Sus  diferentes  grados. 

palabra.  45.— Tutela  administrativa. 

39.-*Fijacion  de  su  sentido.  46.— Minoridad  de  las  corporación- 

40.— Unidad  y  centralización.  nes  populares. 

41.— Centralización  política.  47.— Origen  de  la  centralización 

42.— Breve  historia.  administrativa. 

43.— Centralización  administra-  48.— Su  límite  en  los  derechos  de 

tíva.  la  provincia  y  el  munleipio. 
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49.-*»Comp6tonciade  ia  administra- 
cion  central  y  la  local. 

50.— CJompetencia  del  poder  cen- 
tral. 

51  .—Descentralización. 

52.---Principíos  que  determinan  el 
grado  oonveniente  da  centra- 
üzacion. 

53.— Influjo  de  la  forma  de  go- 
bierno. 

54.— Del  carácter  de  los  pueblos. 

55.— De  la  topografía. 

56.— De  la  historia. 

57.— Unidad  legislativa. 


58.— Inconvenientes  de  la  centra- 
lización. 

59.— Preponderancia  de  las  capi- 
tales. 

60.— Peligi^os  para  la  libertad. 

61.— Medio  entre  los  extremos. 

62.— Conciliación  del  orden  y  la  li- 
bertad. 

63.— Ejemplos  de  Francia  ó  Ingla- 
terra. 

61— Descentralización  política  y 
centralización  administra- 
tiva. 


38. — Hé  aqiií  uno  de  los  más  arduos  problemas  de  la  ciencia 
administrativa.  Nace  la  dificultad  de  dos  causas  principales,  á 
saber,  del  sentido  vago  de  la  palabra  centralización  que  signift- 
cando  para  todos  concentración  del  poder  no  determina  el  gra- 
do, y  de  la  multitud  y  diversidad  de  los  servicios  públicos,  ya 
generales,  ya  provinciales  ó  municipales  que  exigen  unas  veces 
la  intervención  directa  del  estado,  otras  una  mera  inspección  y 
vigilancia  de  parte  del  gobierno,  y  otras  eñ  fin  la  completa  liber- 
tad de  acción  en  virtud  de  un  derecho  propio  ó  de  una  compe- 
tencia exclusiva  que  la  ley,  conforme  á  la  razón  y  la  justicia, 
otorga  ó  suele  otorgar  á  las  corporaciones  populares. 

39.— Ceritralizacion  en  su  sentido  más  lato,  es  la  concentra- 
ción en  el  poder  supremo  de  todas  las  facultades  y  medios  nece- 
sarios para  dirigir  los  intereses  públicos  de  un  modo  vigoroso  y 
uniforme.  La  suma  centralización  supone  la  unidad  en  la  nación 
y  en  el  poder,  ó  sea  en  la  legislación,  el  territorio  y  el  gobierno. 

Un  régimen  homogéneo  y  un  poder  central  son  dos  condicio- 
nes esenciales  de  todo  estado  bien  constituido.  Cualquiera  que 
sea  la  forma  del  gobierno  ha  de  haber  una  ley  común  y  una  au- 
toridad superior  que  mantenga  en  su  fiel  la  balanza  en  la  cual 
se  pesan  los  derechos  de  la  sociedad  y  del  individuo.  La  monar- 
quía, más  que  otra  alguna,  propende  á  la  unidad  y  á  la  ubicuidad 
de  su  representación,  tendiendo  una  red  de  funcionarios  públi- 
cos sujetos  á  ruífiL  disciplina  tan  rigorosa,  que  raya  en  los  límites 
de  la  obediencia  pasiva. 

40.— -La  unidad  y  la  centraliaacion  son  dos  cosas  distintas, 
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aunque  suelea  confundirse.  Supone  la  primera  mancomunidad 
de  ideas  é  intereses  á  tal  punto  que  todos  los  habitantes  del  ter- 
ritorio nacional  formen  un  solo  pueblo  y  sean  partícipes  por  igual 
en  los  beneficios  y  las  cargas  del  estado.  La  identidad  de  raza^ 
idioma^  historia  y  culto,  la  semejanza  de  carácter,  leyes,  usos  y 
costumbres,  la  misma  topografía,  según  que  &cilita  ó  dificulta  el 
trato  y  comunicación  de  una  comarca  con  las  vecinas,  son  víncu- 
los naturales  de  amistad  y  parentesco  que  hacen  de  un  pueblo  una 
gran  familia.  Sin  cierto  grado  de  unidad  no  solamente  no  puede 
existir  el  estado,  pero  ni  aun  una  confederación  de  provincias 
con  los  atributos  esenciales  de  la  soberanía  y  la  organización  de- 
finitiva de  una  potencia  (1). 

Cuando  además  de  la  unidad  del  poder  supremo  y  de  la  subor- 
dinación á  este  principio  de  todas  las  partes  del  estado^  es  el  go- 
bierno único  depositario  de  la  autoridad,  entonces  prevalece  el 
régimen  de  la  centralización  política  y  administrativa. 

41. — Consiste  la  centralización  política  en  reuniría  potestad  de 
hacer  las  leyes  con  la  de  ejecutarlas^  de  suerte  que  una  sola  vo- 
luntad dicte  la  regla  y  la  aplique,  lo  cual  puede  suceder  lo  mismo 
en  las  repúblicas  que  en  los  imperios;  bien  que  el  ideal  de  este 
sistema  haya  sidoy  aun  sea  la  monarquía  absoluta,  expresión  de 
la  perfecta  unidad  en  el  poder  supremo,  opuesta  á  la  desmembra- 
ción de  la  soberanía  por  el  infligo  de  las  instituciones  feudales. 

En  efecto,  la  centralización  política  es  una  protesta  viva  y 
permanente  contra  la  dislocación  del  territorio  y  del  gobierno 
durante  la  edad  media,  cuando  el  clero  y  la  nobleza  otorgaban 
fueros,  acuñaban  moneda,  hacian  la  guerra,  imponían  tributos  y 
administraban  justicia,  como  es  la  negación  de  la  antigua  ind^ 
pendencia  municipal,  cuando  cada  ciudad,  villa  ó  lugar  constituía 

(1)  M.  Batbiei  qae  ha  mostrado  estimar  en  mucho  más  de  lo  que  vale  el  Derecho  admú' 
nUtrativo  eepetñol,  llegando  al  extremo  de  confesar  que  lo  prefiere  &  todos  los  libros  ds 
administraelon  que  conoce,  disiente  de  sa  autor  en  un  punto  capital»  Aceptando  cuatro  de 
los  caracteres  propios  déla  organización  administrativa  de  un  estado,  descarta  el  quinto^ 
á  saber,  que  la  administración  esté  centralizada. 

«M.  Colmeiro  (dice)  va  demasiado  léjos^  cuando  considera  la  centralización  esencial  y 
como  una  condición  necesaria  de  la  administración  en  todos  los  estados.»  La  observación 
pierde  una  gran  parte  de  su  íUerza,  una  vez  que  la  pftltfbra  centraiizaeton  no  repreeaata 
una  idea  precisa  y  bien  determinada,  como  lo  confiesa  M.  Dupont-White  al  decir  que  «el 
gobierno  admite  más  de  un  modo  de  ser  en  el  centro  >. 

Como  quiera,  el  autor  del  Derecho  adminietratiiifo  español  ooftigeeü  esté  .punto  la  edi^ 
clon  anterior  y  discurre  sobre  la  centralización  en  capitulo  aparte.  Batbie,  Iñtrod.  gene^ 
rale  au  droU  public  et  adminittratif,  avert.  p.  8.  Block,  Diction,  generát  d$  la  politiqué, 
verb.  AoiciNiSTRATiot. 
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un  estado  dentro  del  estado  con  sus  leyes  propias,  sus  libertades 
privativas  y  sus  magistrados  populares. -La  centralización  á  la  C^tiZ^if^^^^ 
luz  de  la  historia  significa  el  triunfo  del  derecho  común  «obre  el  ^  kUZ^^t^í, ' 
privilegio,  del  orden  sobre  la  anarquía,  de- la  autoridad  repre- 
sentada en  la  monarquía  sobre  la  dispersión  de  las  fíierzas  vivas 
de  la  sociedad  que  es  el  carácter  distintivo  del  feudalismo. 

42. — En  España  flieron  los  Reyes  Católicos  quienes  iniciaron 
la  política  de  constituir  la  unidad  en  el  poder  supremo  y  derivar 
del  gobierno  central  la  autoridad  amenguando  las  prerogativas 
de  la  nobleza,  rodeando  el  trono  de  Consejos  compuestos  en  su 
mayor  parte  de  letrados  por  cuyas  manos  pasaban  los  negocios 
públicos,  instituyendo  la  Santa  Hermandad,  ensayo  de  una  mili- 
cia regular,  disciplinada  y  permanente,  y  nombrando  corregido- 
res que  llevasen  la  voz  real  en  todas  las  ciudades  y  villas  prin- 
cipales, y  entendiesen  en  el  gobierno  y  la  justicia  inmediata  de 
los  pueblos  con  menoscabo  de  las  antiguas  atribuciones  de  los 
concejos,  aun  siendo  muchas  de  las  concedidas  á  estos  magis- 
trados propias  de  la  administración  municipal. 

Y  no  sólo  cuidaron  de  organizar  el  poder  de  suerte  que  hubiese 
ministros  de  su  autoridad  y  representantes  de  la  monarquía  en 
todos  los  lugares  de  mediano  vecindario,  sino  que  llevaron  la 
acción  directa  del  gobierno  á  diversas  materias  sijenas  á  toda 
intervención  oficial.  Administraban  como  solícitos  padres  de  fa- 
milia, sometiendo  á  la  tutela  del  estado  la  agricultura  y  la  ga- 
nadería, los  montes  y  los  riegos,  las  artes  y  oficios,  el  comercio 
y  la  navegación,  y  apenas  hsü^ia  un  ramo  de  la  industria  que  se 
escapase  á  la  opresión  de  los  gremios  y  de  sus  prolijas  ordenan- 
zas. Tan  grande  ftié  la  centralización  política,  económica  y  admi- 
nistrativa en  el  siglo  xvi,  que  poca  ó  casi  ninguna  libertad  deja- 
ba el  gobierno  á  las  personas  y  corporaciones  populares. 

En  esta  violenta  reacción  de  la  monarquía  contra  el  régimen 
feudal,  España  no  hizo  sino  seguir  la  corriente  de  Europa.  El  es- 
píritu de  la  época  propendia  á  extender  la  suprema  autoridad  á 
todo  lo  que  de  cerca  ó  de  lejos  era  ó  parecía  ser  materia  de  go- 
bierno, y  de  aquí  un  grado  sumo  de  centralización  ñmdada  en  la 
falsa  idea  que  todos  los  negocios  públicos  y  muchos  particulares 
debian  reputarse  negocios  de  estado. 

43. — ^La  centralización  administrativa  formaba  parte  de  este 
sistema.  Entendemos  por  centralización  administrativa  el  régi- 
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men  que  consisl?  en  arrogarse  el  Gobierno  todas  ó  casi  todas  las 
facultades  inherentes  al  poder  de  ejecutar  las  leyes  relativas  á  los 
intereses  públicos,  desconociendo  la  vida  propia  de  la  provincia 
y  del  municipio,  ó  el  derecho  de  intervenir  en  la  administración 
local  las  corporaciones  populares. 

44. — Entre  la  absoluta  independencia  de  la  administración  lo- 
cal, considerando  que  la  provincia  y  el  municipio  mayormente 
son  respecto  al  gobierno  una  persona  cuya  iniciativa  y  libertad 
de  acción  se  rigen  por  las  leyes  comunes  á  título  de  negocios 
privados,  y  la  intervención  de  la  autoridad  superior  en  sus  actos 
de  menor  importancia,  suponiendo  que  constituyen  una  parte 
integrante  é  indivisible  de  la  nación  y  representan  intereses  ge- 
nerales, caben  diferentes  grados  de  intervención  en  la  admi- 
nistración provincial  y  municipal. 

En  efecto,  puede  el  gobierno  ejercer  una  autoridad  directa  y 
positiva  sobre  los  asuntos  de  interés  local;  puede  contentarse  con 
un  derecho  de  mera  inspección  y  vigilancia  para  que  se  guarden 
y  cumplan  las  leyes;  y  en  fin,  puede  optar  por  el  temperamento 
de  reputar  menores  las  corporaciones  populares  y  someterlas  á 
la  tutela  del  estado. 
45. — La  intervención  directa  que  excluye  la  iniciativa  de  estas 
l/Iuv-;      "íf  TT   ^corporaciones,  se  funda  en  la  doctrina  que  el  municipio  es  una 
"  ...  *      mera  subdivisión  del  territorio,  contra  los  que  sostienen  qué  es 

^"^"^  la  unidad  primordial  y  la  base  del  estado,  como  la  feímilia  el  fitn- 
dameuto  de  la  sociedad.  Los  defensores  de  la  independencia  del 
municipio^lo  reputan  obra  de  la  naturaleza,  y  afirman  que  pues 
existe  por  derecho  propio  y  no  por  voluntad  de  la  ley,  y  nació 
antes  que  el  estado  se  organizase  y  constituyese,  la  razón,  la 
justicia  y  la  historia  son  los  títulos  de  su  libertad.  El  régimen 
de  la  tutela  administrativa  reconoce  el  mismo  principio;  pero 
desconfiando  de  la  capacidad  de  las  corporaciones  populares  para 
administrar  los  intereses  locales  cuando  son  graves,  ó  la  mala 
gestión  puede  causar  perjuicios  irreparables  6  lastimar  otros 
intereses  de  orden  superior  que  el  gobierno  protege  y  defiende, 
opone  á  una  iniciativa  inconsiderada  un  veto  perentorio. 

Como  la  presunta  incapacidad  de  las  corporaciones  populares 
no  es  absoluta  ni  perpetua,  la  tutela  administrativa  carece  de 
límites  ciertos  y  fijos.  En  proporción  que  aumenten  la  moralidad, 
la  ciütura,  la  iniciativa  y  en  fin  la  educación  política  de  un  pue- 
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blo,  la  tutela  del  estado  será  cada  vez  menos  oficiosa;  y  por  regla 
general  los  hábitos  de  libertad  irán  ensanchando  el  círculo  de 
las  atribuciones  que  sin  peligro  y  sin  inconveniente  puede  el 
gobierno  ceder  á  la  administración  local. 

46. — ^Hay  notorio  error  en  justificar  la  tutela  administrativa 
con  la  perpetua  minoridad  de  las  corporaciones  populares,  por- 
gue no  es  necesariamente  perpetua  su  incapacidad.  Hay  también 
error  en  rehusar  toda  libertad  de  acción  á  la  provincia  ó  al  mu- 
nicipio, porque  nunca  la  incapacidad  es  absoluta,,  ni  conviene 
negar  á  un  pueblo  los  medios  de  formar  ó  perfeccionar  su  edu- 
cación política,  que  sólo  con  la  práctica  se  adquiere.  No  debe 
perderse  de  vista  que  la  tutela  administrativa  constituye  un  ré- 
gimen transitorio  que  poco  á  poco  se  debilita  hasta  que  espira 
llegado  el  dia  de  la  emancipación  por  la  mayor  edad. 

47. — Hemos  dicho  que  la  monarquía  levantada  sobre  las  ruí-  /     :v 

ñas  del  feudalismo  inventó  el  sistema  de  la  centralización  adn^i-^J[^^^^^^ 
nistrativa,  y  es  la  verdad.  Despojando  á  los  pueblos  del  derecho  ^^.^     ^^ 
de  elegir  sus  magistrados  y  refimdiendo  en  el  gobierno  las  facul- 
tades propias  de  los  antiguos  concejos,  desaparecieron  de  España 
las  libertades  municipales. 

La  sustitución  de  los  alcaldes  llamados  de  fuero  por  los  corre- 
gidores de  provisión  real ,  y  más  tarde  la  propuesta  en  terna  de 
los  concejales  entrantes  en  reemplazo  de  los  salientes  que  los 
Ayuntamientos  elevaban  á  la  Audiencia  ó  Chancillería  del  terri- 
torio á  quien  correspondía  nombrarlos  suprimida  la  elección  li- 
bre de  las  personas,  para  los  oficios  de  república  por  los  vecinos, 
redujeron  el  municipio  á  una  institución  sin  vida,  á  una  tradi- 
ción sin  fuerza  ni  vigor  (1). 

Así  pues,  no  se  entienda  que  la  centralización  administrativa 
data  de  ayer,  y  menos  todavía  se  presuma  que  vino  de  Francia, 
ni  tampoco  que  á  Francia  llegó  como  expresión  de  la  volun- 
tad omnipotente  de  Napoleón.  Luis  XI,  Richelieu  y  Luis  XIV 
organizaron  la  monarquía  absoluta  que  no  consiente  rivales, 
ni  tolera  libertades  que  impidan  la  dilatación  de  la  soberanía. 
Napoleón  dio  nueva  forma  á  la  centralización  imprimiendo  el  I 

sello  de  la  dictadura  müitar  al  poder  civil;  y  tal  fué  la  obra  ver-  . 
dadera  del  hombre  á  quien  cupo  la  gloria  de  restablecer  el  ór- 

« 

(1}  Koal  decreto  de  17  de  Abril  de  18^1. 
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den  social  con  el  genio  de  un  guerrero  y  de  un  legislador  (1), 
48.— La  centralización  administrativa  raya  en  lo  absurdo, 
cuando  desconoce  que  el  municipio  tiene  derechos  propios  ante- 
riores á  la  organización  del  estado,  y  que  negar  á  los  pueblos 
toda  intervención  en  el  manejo  de  sus  intereses  comunes,  equi*- 
vale  á  disolver  la  comunidad. 

Hay  un  principio  de  justicia  que  deslinda  las  atribuciones  del 
gobierno  en  sus  relaciones  con  la  administración  local:  suum 
cuiqíce.  Todo  lo  que  es  general  pertenece  al  gobierno,  y  á  la 
provincia  y  al  municipio  lo  particular  ó  privativo  de  estas  cor- 
poraciones populares. 

49. — Resuelta  la  cuestión  en  este  sentido,  todavía  pueden 
ocurrir  dudas  y  dificultades  en  el  terreno  de  la  aplicación.  Hay 
intereses  que  participan  de  lo  general  y  lo  local,  ó  son  mixtos  en 
rázon  de  su  doble  naturaleza.  El  municipio,  por  ejemplo,  tiene  y 
debe  tener  el  derecho  de  formar  y  votar  su  presupuesto ;  pero 
•no  con  libertad  absoluta,  sino  en  cuanto  nó  se  oponga  ó  no  per- 
judique al  sistema  tributario  que  rige  para  toda  la  nación.  El 
municipio,  como  persona  jurídica,  puede  comprar,  vender,  per- 
mutar y  en  fin  disponer  de  sus  bienes;  pero  no  con  la  libertad 
que  la  ley  otorga  al  individuo  y  causando  perjuicios  irreparables, 
porque  la  propiedad  colectiva  es  el  patrimonio  de  una  corpora- 
ción perpetua  que  representa  á  los  muertos,  á  los  vivos  y  á  la 
posteridad'.  El  municipio  debe  promover  la  instrucción  primaria; 
pero  si  en  vez  de  abrir  escuelas  públicas  las  cierra  y  despide  á 
los  maestros,  ó  los  despoja  de  su  propiedad  bien  adquirida,  ó  los 
condena  á  perecer  en  la  miseria,  legitima  la  intervención  de  la 

(1)  La  errónea  opinión  que  el  Imperio  dló  orífren  k  la  centralización  administrativa, 
sustentada  en  Francia  por  escritores  de  grande  autoridad,  halló  eco  en  otros  muchos  que 
la  sifTuieron  sin  examen.  «Del  seno  de  una  sociedad  reducida  á  polvo  (dijo  Royer  Collurd) 
brotó  la  centralización.  En  vano  buscaríamos  su  origen  en  otra  parte.  La  centralización 
no  ha  llegado  como  tantas  otras  doctrinas  no  menos  perniciosas  con  la  flrente  levantada 
y  con  la  autoridad  de  un  principio:  penetró  modestamente  en  la  administración  como  una 
consecuencia,  una  necesidad.  En  efecto,  alli  donde  no  hay  más  que  individuos,  todos  los 
negocios  que  no  son  particulares  son  negocios  de  estado.  Allí  donde  no  hay  magistrados 
independientes,  no  hay  más  que  delegados  del  poder,  y  de  esta  suerte  nos  hemos  conver- 
tido en  un  pueblo  de  administrados  bajo  la  mano  de  funcionarlos  irresponsables,  centra- 
lizados ellos  mismos  en  el  poder  de  quien  son  representantes.» 

«¿Debemos  carecer  de  instituciones  populares,  de  ma giütraturas  obra  de  la  sociedad 
creadas  para  velar  por  sus  intereses  y  su  defensa?  No :  la  sociedad,  tan  rica  en  otro  tiempo 
de  magistraturas  populares,  hoy  no  las  tiene,  porque  está  centralizada.  Toda  la  adminis- 
tración ha  pasado  á  las  manos  del  gobierno :  ni  un  solo  pormenor  de  policía  local  se  le  ha 
escapado:  son  los  delegados  del  poder  supremo  quienes  encienden  los  faroles  y  barrea  las 
calles*» 
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autoridad  superior  en  nombre  de  la  razón,  del  derecho  y  de  un 
interés  general. 

Si  el  municipio  usase  siempre  de  su  iniciativa  con  el  celo,  la 
discreccion  y  la  prudencia  necesarias  á  evitar  estos  ú  otros  seme- 
jantes abusos,  ninguna  intervención  superior  seria  legítima,  por- 
que ningún  inconveniente  ofrecería  la  libertad;  mas  si  le  falta 
la  capacidad  para  administrar  sus  propios  intereses,  y  con  sus 
obras  acredita  que  realmente  es  menor,  el  régimen  de  la  tutela 
administrativa  está  justificado. 

50. — Deslindada  la  competencia  de  las  corporaciones  popula- 
res, pertenece  al  gobierno  cuidar  de  que  no  la  traspasen  tomando 
acuerdos  sobre  materias  sgenas  á  la  administración  local,  porque 
si  son  dignos  de  respeto  los  derechos  de  la  provincia  y  del  mu- 
nicipio, Qo  lo  son  menos  los  del  estado.  También  será  legítima  y 
necesaria  la  intervención  del  poder  central,  siempre  que  los 
acuerdos  de  las  corporaciones  populares  relativos  á  negocios  de 
su  verdadera  y  exclusiva  competencia  no  se  sgusten  á  las  leyes 
establecidas,  no  para  reformarlos,  sino  para  impedir  su  ejecución, 

51. — Algunos  partidarios  de  la  descentralización  administra* 
tiva  pretenden  que  el  gobierno  delegue  en  las  autoridades  que 
le  representan  cerca  de  las  provincias  una  parte  de  las  atribu- 
ciones hasta  ahora  reservadas  al  poder  central.  En  esto  no  hay 
sustitución  de  un  sistema  por  otro  sistema,  porque  delegar  no 
es  descentralizar.  La  administración  superior  después  de  la  re- 
forma, quedaría  tan  poderosa  como  antes  respecto  á  las  corpo- 
raciones populares.  Toda  la  novedad  consistiría  en  simplificar  y 
abreviar  el  procedimiento,  dejando  á  salvo  el  príncipio  de  la  in- 
tervención del  estado  en  la  gestión  de  los  intereses  locales,  su- 
puesto que  no  hay  diferencia  esencial  entre  ejercer  el  gobierno 
una  acción  directa  é  inmediata,  y  revestir  con  la  facultad  de  re- 
solver los  negocios  de  menor  gravedad  á  sus  delegados. 

Mejor  discurren  los  que  abogan  por  trasladar  la  tutela  admi- 
nistrativa sobre  el  municipio  del  gobierna  á  la  corporación  que 
representa  la  provincia  ó  á  una  diputación  permanente  de  su 
señó.  En  tal  caso  habrá  verdadera  descentralización  de  las  facul- 
tades atribuidas  y  reservadas  hasta  entonces  al  poder  central, 
pero  no  en  favor  del  municipio.  Su  autonomía  (si  á  ella  se  as^ 
pira  por  este  camino)  no  se  logra  con  trasladar  la  tutela  admi- 
nistrativa, sino  con  suprimirla. 
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En  Bélgica  así  se  halla  establecido  y  se  practica  sin  inconve- 
niente. En  España  se  ha  ensayado  sin  yentsga  para  la  buena  ¡ad- 
ministración, ni  para  las  libertades  municipales,  porque  si  la  ley 
no  consideró  el  municipio  parte  integrante  del  estado,  le  hizo  de 
peor  condición  todavía  como  parte  integrante  de  la  provincia. 

En  buena  doctrina  la  provincia  y  el  municipio  tienen  su  estera 
propia^  su  acción  distinta,  sus  intereses  aparte,  por  lo  cual  no 
deben  confundirse  y  menos  subordinarse.  El  gobierno  está  en 
contacto  inmediato  con  ambas,  porque  es  la  personificación  del 
estado  cuyos  derechos  defiende  contra  los  excesos  ó  abusos  de  la 
administración  local,  cualquiera  que  sea  su  grado. 

52. — No  hay  una  medida  exacta  del  radio  de  la  acción  admi- 
nistrativa central,  ningún  punto  íyo  que  sirva  para  trazar  la  lí- 
nea divisoria  de  las  funciones  del  gobierno  en  sus  múltiples  re- 
laciones con  las  provincias  y  los  municipios.  Las  primeras  deben 
su  existencia  á  la  ley  y  son  el  producto  de  concesiones  otorga- 
das á  los  habitantes  de  cierta  fracción  del  territorio  nacional. 
Los  segundos  tienen  vida  propia,  porque  no  han  sido  creados 
por  el  poder  público,  sino  que  precedieron  á  la  ley  que  lo  cons- 
tituye, pero  no  lo  funda.  Así,  pues,  el  problema  se  cifra  en  orga- 
nizar la  administración  de  suerte  que  el  gobierno  sea  el  centro 
del  cual  parte  la  autoridad,  mas  no  la  fuente  de  donde  toda  se 
deriva.  Una  multitud  de  circunstancias  modifica  la  aplicación  de 
este  principio  á  cada  estado  sustituyendo  lo  absoluto  con  lo  re- 
lativo. 

53. — En  primer  lugar  debe  tenerse  en  cuenta  la  forma  del  go- 
bierno, pues  unas  propenden  á  desenvolver,  en  el  orden  político 
y  administrativo  la  idea  de  autoridad,  y  otr^is  al  contrario  la  de 
libertad,  y  de  aquí  las  dos  corrientes  favorables  á  la  centraliza- 
ción ó  á  la  descentralización.  Las  libertades  políticas  generales 
promueven  el  desarrollo  de  las  provinciales  y  municipales,  por- 
que tiejaen  todas  la  misma  raíz.  Hay  una  natural  tendencia  á  la 
armonía  entre  las  instituciones  que  ocupan  el  centro  y  las  que 
constituyen  la  administración  local. 

54.— En  segundo  lugar  importa  estudiar  el  cai'ácter  de  los 
pueblos,  porque  en  unos  muestra  más  fuerz^  y  energía  el  indivi- 
duo, y  en  otros  se  postra  y  abate  prevaleciendo  el  hábito  de  espe- 
rarlo todo  (ie  la  autoridad.  En  donde  reinare  tal  espíritu  de  activi- 
dad que  de  los  negocios  particulares  trascendiese  á  los  públicos 
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por  efecto  de  ]$  ilustración  general,  del  celo  por  el  bien  común, 
de  la  opinión  dominante  ó  de  la  costumbre  adquirida  á  conse- 
cuencia del  prolongado  goce  de  una  amplia  libertad  municipal, 
sería  absurdo  no  respetar  ia  fecunda  iniciativa  y  la  acción  inde- 
pendiente de  las  corporaciones  populares.  Mas  si  suponemos  un 
pueblo  de  escasa  cultura,  inerte  6  perezoso,  indiferente  al  su- 
fragio, descuidado  en  el  manejo  de  sus  peculiares  intereses  por 
hábito  de  obediencia  pasiva,  y  en  fln  resignado  á  vivir  en  per- 
petua minoridad  b^jo  la  tutela  del  gobierno,  la  centralización  será 
necesaria,  no  como  un  sistema  permanente,  sino  como- un  medio 
de  formar  la  educación  política  del  ciudadano,  y  despertar  á  ese 
pueblo  de  su  letargo. 

No  convendría  en  tal  caso  llamarle  de  repente  al  ejercicio*  de 
una  libertad  de  acción  noóiva,  porque  pudiera  ser  origen  de 
grandes  abusos,  sino  ofrecérsela  por  grados,  é  ir  aflojando  poco 
á  poco  los  lazos  de  la  centralización  hasta  convertir  la  autoridad 
en  vigilancia,  y  por  ultimo  llegar  á  la  emancipación  completa  en 
aquellos  negocios  que  por  su  naturaleza  deben  ser  de  la  compe- 
tencia exclusiva  de  la  administración  local. 

55, — Hay  circunstancias  topográficas  que  si  no  imposibilitan, 
por  lo  menos  dificultan  el  establecimiento  de  la  unidad  material 
y  moral  de  los  pueblos.  Cuando  un  territorio  se  halla  dividido 
en  diversas  regiones  separadas  por  límites  naturales,  de  suerte 
que  algunas  quedan  como  encerradas  y  reducidas  por  íklta  de 
comunicación  con  las  restantes  de  la  comarca  á  cierto  grado  de 
aislamiento,  siquiera  sea  durante  la  estación  más  rigorosa  del 
año,  la  descentralización  es  una  necesidad,  porque  allí  á  donde 
no  llega  la  mano  del  gobierno  debe  suplir  su  acción  la  autoridad 
local. 

Por  regla  general  las  regiones  montuosas  son  favorables  al 
desarrollo  de  las  libertades  municipales.  Un  horizonte  estrecho 
parece  que  obliga  á  concentrar  la  vida  en  el  fondo  de  los  valles 
que  forman  las  vertientes  de  las  montañas.  Sirvan  de  templo  los 
cantones  de  la  Suiza  por  lo  que  hace  á  Europa ,  y  en  España 
las  provincias  Vascas,  cuyos  fueros  todavía  en  vigor  acreditan 
cómo  los  m*ontañeses  resisten  la  unidad  de  la  legislación  y  re- 
pugnan prestar  la  necesaria  obediencia  al  poder  central. 

Una  administración  celosa  é  inteligente  puede  remover  este 
obfsl^euk)  á  la  unidad  ^ifuiidien^  la  ia^atruccion  popular  y  muí- 
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tiplicando  las  vias  de  comunicación,  para  que  á  Ésivor  de  un  co- 
mercio activo  nazca  la  mancomunidad  de  intereses  que  forma  de 
todos  los  pueblos  esparcidos  por  el  territorio  nacional  una  sola 
y  grande  familia.  Hoy  el  arte  triunfa  de  la  naturaleza  al  pimto  de 
romper  las  montañas  y  salvar  los  abismos  que  antes  .cerraban  el 
paso  á  los  viajeros.  Dueño  el  hombre  de  dos  fuerzas  tan  podero- 
sas como  son  el  vapor  y  la  electricidad,  dispone  de  dos  nuevos 
elementos  de  gobierno  que  abrevian  el  tiempo  y  acortan  el  es- 
pacio. Los  caminos  de  hierro  y  la  telegrafía  eléctrica  prestan  el 
doble  servicio  de  consolidar  la  centralización  necesaria  en  el  6r^ 
den  político,  y  facilitar  la  descentralización  conveniente  en  el 
administrativo. 

56. — La  historia  influye  asimismo  en  la  resolución  de  este 
problema.  Un  pueblo  constituido  en  virtud  de  la  incorporación 
sucesiva  de  diversos  territorios  ó  estados  independientes  que  re- 
cuerdan todavía  sus  príncipes,  asambleas  y  magistraturas  parti- 
culares, y  se  rigen  por  leyes  propias,  y  04  fin  respetan  las  tra- 
diciones y  las  costumbres  arraigadas  en  su  antiguo  solar,  no  se 
allana  sin  repugnancia  á  someterse  á  la  ley  común.  Y  sin  em- 
bargo una  vigorosa  centralización  es  necesaria  para  transformar 
en  nación  verdadera  esta  confederación  de  provincias.  Remover 
u'n  obstáculo  semejante  es  obra  del  tiempo,  no  porque  todo  haya 
de  abandonarse  á  la  acción  lenta  de  los  años  ó  de  los  siglos,  sino 
porque  la  administración  no  puede  ni  debe  usar  de  violencia  para 
mddar  en  un  dia  el  carácter,  los  hábitos,  el  lengusge  y  los  re- 
cuerdos de  im  pueblo  entero.  Es  preciso  corregir  la  opinión,  mo- 
dificar los  intereses,  e^rpar  las  malas  costumbres  y  ofrecer  á 
este  pueblo  en  cambio  de  una  existencia  particular,  los  mayores 
beneficios  con  que  convida  un  régimen  derivado  del  principio 
de  la  nacionalidad.  El  egoísmo  local  debe  ceder  ante  el  senti- 
miento de  fhitemidad  que  reclama  la  vida  colQctiva  y  despierta 
el  amor  de  la  patria. 

57. — Cuando  falta  la  unidad  legislativa,  la  centralización  es 
imperfecta  á  pesar  de  que  sea  el  mismo  el  cuerpa  deliberante  en 
quien  según  la  constitución  del  estado  reside  la  potestad  de  har 
cer  las  leyes. 

Es  obvio  que  cada  pueblo  debe  tener  su  legislación,  esto  es,  su 
derecho  común  {jus  commune)  aplicable  á  toda  la  extensión  del 
territorio  nacional  en  reemplazo  de  los  antiguos  fheros  y  privi- 
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legios  {jus  particulare\  que  aun  subsisten  en  España  á  pesar 
áá  principio  que  un  solo  código  regirá  en  toda  la  monarquía,  es» 
tablecido  por  la  primera  vez  en  la  Constitución  de  1812  y  conflr* 
mado  en  las  de  1837, 1845  y  1869. 

58.-*-La  centralización  ^  como  la  mejor  de  las  leyes  é  institu- 
ciones humanas^  no  carece  de  inconvenientes  y  peligros  que  no 
deben  disimularse. 

59. -«Con  la  centralización  administrativa  todas  las  ñierzas  y 
recursos  de  la  nación  confluyen  en  la  ciudad  donde  tiene  su  asien- 
to él  gobierno.  De  allí  parte  el  impulso  que  comunica  un  movi- 
miento simultáneo  y  uniforme  á  la  máquina  delatado;  pero  tam- 
bién allí  está  la  cabeza  cuyas  heridas  enflaquecen  y  debilitan  el 
cuerpo,  y  todo  organismo  pasivo  es  incapaz  de  reacción  y  de  ia 
menor  resistencia.  Si  por  acaso  una  revolución  ó  una  invaaion 
sorprenden  la  capital  y  se  apoderan  de  ella,  el  poder  que  se  le- 
vanta se  organiza  de  pronto  y  domina  el  territorio  acostumbra- 
do á  prestar  dócil  obediencia  á  la  metrópoli,  y  la  nación  entera 
queda  á  merced  de  una  minoría  turbulenta  ó  del  enemigo  de  la 
patria.  « 

A  esta  fundada  observación  responden  los  partidarios  de  la 
centralización  que  también  en  una  capital  preponderante  se  reú- 
nen más  medios  de  combatir  y  ven&er  á  los  enemigos  interiores 
y  exteriores  del  gobierno  establecido.  Cormenin,  refutando  el 
argumento,  d\jo:  «En  un  instante  el  gobierno  quiere,  el  minia» 
tro  manda,  el  prefecto  dispone,  el  alcalde  ejecuta,  los  ejércitos 
marchan,  las  escuadras  navegan,  se  toca  á  rebato,  retumba  el 
canon  y  Francia  está  de  pié.» 

La  energía  y  presteza  que  aquí  se  ponderan,  son  más  propias 
de  una  fuerza  militar  permanente,  que  de  un  pueblo  culto  y  la-^ 
boríoso  que  ama  la  vida  sedentaria,  y  á  duras  penas  pierde  de 
vista  sus  hogares  para  salir  á  campaña  y  hacer  la  guerra  fuera 
del  país.  Francia,  á  pesar  de  su  vigorosa  centralizaeion,  no  se 
levantó  como  un  solo  hombre^  y  no  corrió  á  guarnecer  la  fron- 
tera cuando  asomaron  los  ejércitos  de  Alemania,  ni  logró  orga- 
nizar la  defensa  na^donal  después  que  el  enemigo  victorioso 
penetró  en  el  corazón  de  la  patria.  Tan  cierto  es  que  si  por  me« 
dio  de  la  centralización  se  consigue  reunir  en  un  momento  de 
peligro  todas  las  ftierzas  disponibles  de  la  nación,  en  cambio 
perjudica  á  la  reproducción  de  estas  mismas  ñierzas,  por  lo  cual 
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la  cdida  de  la  ciudad  asiento  del  gobierno,  arrastra  consigo  la 
de  una  poderosa  monarquía  ó  un  imperio. 

60.— E3  exceso  de  la  centralización  suele  degenerar  en  opre- 
sión de  la  libertad  individual  y  poner  en  aventura  la  libertad  po- 
lítica que  con  dificultad  resiste  á  im  poder  que  no  halla  freno  á 
su  autoridad  en  las  instituciones  locales. 

Poco  importa  el  principio  que  la  soberanía  reside  en  la  nación 
y  consultar  su  voluntad  acudiendo  á  las  urnas,  si  el  gobierno  se 
resuelve  á  emplear  las  armas  de  la  centralización  para  ccHTom- 
per  ó  violentar  la  conciencia  de  los  electores.  Una  espesa  red  de 
autoridades  y  agentes  á  quienes  se  puede  exigir  ciega  obedien- 
cia, y  una  multitud  de  corporaciones  populares  siijetas  al  r^- 
men  de  la  tutela  administrativa  bastan  á  turbar  por  mil  medios 
indirectos  el  libre  ejercicio  del  derecho  electoral.  Entonces  nacen 
situaciones  violentas  que  se  ftmdan  en  la  opresión  de  las  mayo- 
rías por  las  minorías,  y  se  desacreditan,  si  no  perecen,  las  mejo^ 
res  institucícmes.  E^  poder  ejecutivo  que  debe  estar  siempre  su- 
bordinado al  legislativo,  degenera  en  arbitrario,  porque  faltando 
la  independencia  á  los  mandatarios  del  pueblo,  desaparece  el  te- 
mor á  la  censura  y  se  hace  ilusoria  la  respontsabilidad.  s 

Todavía  mientras  sea  respetada  la  libertad  de  imprenta  vive  la 
esperanza  de  oponer  al  exceso  ó  al  abuso  del  poder  central  la  oer- 
riente  de  la  opinión;  pero  un  gobierno  que  se  atreve  á  usurpar 
al  ciudadano  el  derecho  de  sufragio,  no  formará  escrúpulo  de  re* 
primir  las  manifestaciones  del  pensamiento  contrarias  á  su  polí- 
tica hostil  á  todas  las  libertades. 

61.— Estos  verdaderos  inconvenientes  y  peligros  obligan  á 
evitar  el  extremo  de  la  cenb*alizacioiai,  como  por  otras  razones 
no  menos  graves  se  debe  huir  del  extremo  opuesto  de  la  descen- 
tralización. Un  poder  central  que  favorece  la  unidad  sustituyen- 
do á  una  agregación  tan  limitikia  como  la  que  forma  el  pueblo, 
otra  agregación  más  extensa  que  constituye  el  estado;  que  al 
mismo  tiempo  respeta  la  vida  local,  los  intereses  pro^Hos  y  los 
afectos  íntimos  y  casi  doméstioos  ó  familiares  de  una  comunidad 
de  vecinos;  que  los  ordena  y  combina  de  suerte  que  coexistan 
sin  menoscabo  de  los  derechos  y  deberes  del  gobierno  sien^re 
atento  á  promover  el  bien  general,  es  la  justa  medida  de  las  re* 
laciones  entre  el  todo  y  cada  una  de  sus  partes. 

62«-^En  la  administración,  como  en  la  política,  conviene  ea^ 
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cuchar  los  consejos  de  la  prudencia  para  conciliai*  el  ónien  con 
la  libertad.  Por  respeto  al  orden  dimos  al  gobierno  la  flierza  ne^ 
cesaría  al  poder  encargado  de  ejecutar  las  leyes,  sometiendo  á 
las  corporaciones  populares  á  la  obediencia  debida,  y  corrigiendo 
los  excesos  ó  abusos  de  atribuciones  que  cometieren  mediante 
una  severa  disciplina.  Por  respeto  á  la  libertad  otorgamos  á  la 
provincia  y  al  municipio,  no  toda  la  que  solicitan  los  adversarios 
de  la  centralización,  sino  la  posible  que  desciende  de  la  región 
filosófica  á  los  pormenores  de  la  vida  de  los  pueblos,  es  decir,  la 
justa  y  practicable. 

Adoptado  este  sistema,  no  hay  temor  de  que  el  peso  délos  ne- 
gocios públicos  abrume  al  gobierno,  ni  de  lentitud  en  el  despa- 
cho de  los  urgentes,  ni  de  largos  trámites  que  preparen  una  re- 
solución definitiva,  si  no  ftiesen  de  carácter  grave.  La  provincia 
y  el  municipio  administran  en  uso  de  un  derecho  propio  bajo  la 
inspección  y  vigilancia  del  Gobierno ;  y  cuando  el  asunto  requie- 
re la  intervención  de  su  autoridad,  delegados  tiene  cerca  de  las 
corporaciones  populares. 

63. — ^Francia  é  Inglaterra  son  dos  ejemplos  que  se  citan  á  cada 
paso.  En  esta  nación  el  influjo  de  una  aristocracia  poderosa  por 
su  organización  fundada  en  la  propiedad  territorial,  hace  las  ve- 
ces de  la  acción  centralizadora  del  gobierno,  y  la  humilde  parro- 
quia refleja  la  imagen  del  estado.  El  Parlamento  es  allí  la  más 
alta  representación  del  poder  central. 

En  aquella  se  ha  centralizado  en  favor  de  la  monarquía  servida 
por  funcionarios  públicos  á  merced  del  gobierno,  providencia  de 
la  nación,  sin  cuyo  permiso  no  se  mueve  una  piedra  de  la  calle, 
ni  se  construye  una  ftiente  para  apagar  la  sed  de  un  lugar  de  cien 
6  mil  vecinos :  centralización  absurda  é  intolerable,  que  paraliza 
la  iniciativa  de  las  corporaciones  populares,  y  acostumbra  á  los 
individuos  á  esperarlo  todo  del  gobierno,  hasta  las  buenas  cose- 
chas, como  si  fuese  el  dispensador  del  sol  y  de  la  lluvia  que  el 
cielo  nos  envia. 

El  sistema  de  Inglaterra  no  se  puede  aplicar  á  los  estados  del 
,  continente,  sin  trasplantan  á  ellos  las  instituciones  de  que  se  de- 
riva: el  de  Francia  se  acomoda  mejor  á  los  pueblos  de  raza  lati** 
na,  pero  con  tal  que  presida  cierto  espíritu  de  moderación  y 
templanza  para  conciliar  los  principios  de  autoridad  y  libertad* 

64. — Supuesto  que  el  gobierno  representativo  usual  en  la  ma- 
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yor  parte  de  Europa^  se  flinda  en  la  división  y  limitación  de  los 
poderes  públicos^  robustecer  el  iejecutivo  á  título  de  centraliza 
cion  y  darle  la  preponderancia^  seria  oponer  á  la  organización 
política  una  organización  administrativa  que  anulase  de  hecho 
la  constitución  del  estado.  La  descentralización  política  y  la  cen- 
tralización administrativa  en  grado  tal  que  exceda  de  las  verda- 
deras y  legítimas  necesidades  del  gobierno  supremo  de  la  nación 
dentro  de  la  monarquía  constitucional  ó  régimen  parlamentario^ 
son  dos  polos  opuestos^  dos  sistemas  incompatibles. 
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65. — Hasta  aquí  hemos  considerado  únicamente  la  ciencia 
pura  ó  la  administración  en  abstracto;  pero  desde  ahora  concre- 
tamos nuestros  estudios  á  España,  y  damos  principio  á  la  expo- 
sición de  su  derecho  administrativo. 

Si  la  ciencia  de  la  administración  inquiere  las  relaciones  natu- 
rales del  estado  con  sus  miembros  y  enseña  los  principios  que 
deben  ^iar  al  soberano  cuando  intenta  someterlas  á  un  régimen 
legal,  las  leyes  administrativas  verifican  la  teoría  dictando  pre- 
ceptos de  equidad,  estableciendo  reglas  de  orden,  confiriendo 
derechos  é  imponiendo  obligaciones.  Hay,  pues,  entre  la  ciencia 
y  el  derecho  administrativo  una  diferencia  tan  esencial  y  profun- 
da, como  existe  entre  las  relaciones  naturales  y  las  legales  de  la 
administración  con  los  administrados.  La  ciencia  es  absoluta:  el 
derecho  es  relativo* 

.  66. — El  derecho  administrativo  será,  pues,  el  conjunto  de  le- 
yes que  determinan  las  relaciones  de  la  administración  con  los 
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administrados;  es  decir,  «la  ciencia  de  la  acción  y  de  la  C07n 
petencia  del  poder  ejecutivo  en  cuanto  ordena  y  regula  los  inte- 
reses generales.»  De  donde  se  colige  que  el  derecho  administra- 
tivo difiere  del  civil  por  razón  de  su  objeto,  de  su  fin  y  de  sus 
medios. 

67. — Por  razón  del  objeto,  porque  así  como  las  leyes  civiles 
versan  sobre  materias  de  interés  privado,  las  administrativas 
miran  á  las  cosas  de  interés  público :  ad  statum  rei  pvblicoe  spec- 
tant  Por  razón  del  fin  inmediato,  porque  el  derecho  civil  busca 
el  bien  general  en  el  particular,  mientras  el  derecho  administra- 
tivo labra  la  dicha  del  individuo  procurando  la  ventura  común. 
Y  por  razón  de  los  medios,  pues  la  aplicación  de  la  ley  civil,  está 
encomendada  á  una  magistratura  independiente,  poder  distinto 
del  legislativo  y  del  ejecutivo,  en  tanto  que  el  derecho  adminis- 
trativo emana  en  su  mayor  parte  de  la  administración,  y  ella  mis- 
ma cuida  de  la  observancia  de  sus  disposiciones. 

Otra  diferencia  notable  se  advierte  entre  ambos  derechos  pro- 
cedente de  la  base  en  que  estriban  unas  y  otras  leyes.  Fúndanse 
las  civiles  en  l2ijtcsticia  universal;  y  como  descansan  en  princi- 
pios de  eterna  verdad,  á  pesar  de  la  distancia  de  los  lugares  y  la 
sucesión  de  los  tiempos,  subsisten  en  la  esencia  sus  principales 
aplicaciones.  El  derecho  administrativo  reconoce  por  fundamento 
la  equidad  y  de  donde  nace  que  sea  en  sumo  grado  variable.  De 
suerte  que  el  derecho  civil  es,  por  decirlo  así,  preexistente  6  an- 
terior á  los  códigos;  y  el  derecho  administrativo  creación  de  la 
ley,  y  por  tanto  positivo  6  arbitrario. 

En  el  derecho  civil  predominan  las  reglas  admitidas  como  jus- 
tas y  obligatorias  aparte  de  toda  sanción  pública,  y  necesarias 
como  una  consecuencia  de»la  sociedad  (jtts);  y  en  el  derecho 
administrativo  las  reglas  convencionales  que  el  Gobierno  estar 
blece  por  su  voluntad  expresa  dentro  de  ciertos  límites  discrec- 
cionales  (leco). 

68. — De  ahí  procede  que  el  derecho  administrativo  no  tenga 
una  historia  común  á  semejanza  del  civil,  y  que  éste  carezca  del 
carácter  especial  y  colorido  propio  que  aquél  toma  en  cada  pue- 
blo. Las  relaciones  privadas  son  casi  las  mismas  en  todos  tiempos 
y  lugares;  las  relaciones  públicas  están  sujetas  á  continuas  y 
profundas  mudanzas. 

69. — ^El  derecho  adminisitrativo  ha  existido  siempre,  porque 
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la  administración  no  ha  faltado  nunca.  El  cuidado  de  administrar 
es  tan  antiguo  como  la  sociedad,  y  su  ejercicio  una  condición 
esencial  de  toda  exilstencia  colectiva.  Lo  único  que  debemos  á 
nuestra  época  es  la  clasificación  de  las  leyes  relativas  á  la  admi- 
nistración pública,  el  aislamiento  de  sus  principios  y  la  deducción 
dé  una  serie  de  consecuencias  pertenecientes  á  este  nuevo  orden 
de  ideas :  en  suma,  al  espíritu  analítico  del  siglo  somos  deudores 
de  la  teoría  en  cuanto  á  las  doctrinas,  y  del  sistema  en  cuanto  á 
la  organización. 

Sucedió  con  la  administración  lo  que  con  la  economía  pública, 
que  antes  de  ser  conocido  el  nombre,  se  practicaban  sus  máximas 
con  más  6  menos  acierto;  y  en  esta  parte  de  la  ciencia  que  pu- 
diéramos llamar  latente,  más  bien  sentida  que  explicada,  es  don- 
de se  puede  inquirir  la  historia  y  buscar  los  materiales  del  dere- 
cho moderno.  Por  eso  las  leyes  administrativas  se  hallan  mez- 
cladas y  confundidas  con  las  civiles  hasta  el  extremo  de  ser 
necesario  consultar  nuestros  primitivos  códigos,  si  hemos  de 
adquirir  un  perfecto  conocimiento  de  las  transformaciones  del 
derecho  administrativo;  y  así,  por  no  incurrir  en  graves  errores, 
al  hojear  las  voluminosas  colecciones  de  nuestras  leyes,  debemos 
tener  presente  á  cada  instante,  que  unas  son  relativas  al  estado 
y  cualidad  de  las  personas,  á  la  propiedad  privada,  á  la  represión 
•  y  castigo  de  los  delitos,  cuyo  conjunto  forma  el  derecho  común, 
y  otras  tienen  por  objeto  el  poder,  la  organización,  los  debef  es  y 
las  atribuciones  del  Gobierno  en  negocios  de  interés  público,  las 
cuales  constituyen  el  derecho  administrativo. 

70. — 4c  La  ley  ordena  y  establece  reglas,  determina  los  dere- 
chos políticos  y  civiles  conforme  á  la  Constitución,  decreta  las 
cargas  de  los  ciudadanos,  autoriza  los  gastos,  constituye  la  fuerza 
pública  y  mueve  con  su  mano  soberana  todos  los  intereses  so- 
ciales, morales,  ó  materiales,  exteriores  ó  domésticos,  individua- 
les ó  colectivos»  (1).  La  ley  es  regla  de  derecho,  fuente  de  obli- 
gaciones y  principio  de  todo  recurso  en  justicia.  Las  leyes,  pues, 
son  la  fílente  más  pura  y  el  más  alto  origen  del  derecho  admi- 
nistrativo. 

71.— Mas  la  ley  es  general  {commune  p^ceceptum) :  establece 
principios,  no  distingue  casos,  no  desciende  á  pormenores:  asien* 

(1)  lá.  VtYten,  BniAes  euíministratiats,  pég.  3. 
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ta  las  reglas  fundamentales  y  determina  las  formas  esenciales  del 
ejercicio  de  los  derechos.  La  administración  es  quien  ejecuta, 
explica  y  acomoda  el  principio  de  la  acción  á  las  circunstancias, 
haciendo  veces  de  un  lazo  entre  el  hecho  y  el  derecho,  entre  lo 
relativo  y  lo  absoluto.  Así,  pues,  ejecutar  la  ley  no  es  para  lá  ad- 
ministración lo  que  para  el  juez,  mantener  la  integridad  de  un 
texto  literal,  ó  exigir  material  obediencia  á  un  precepto,  sino 
emplear  las  fuerzas  vivas  de  la  sociedad  en  desarrollar  y  animar 
el  pensamiento  del  legislador  de  cuyo  espíritu  se  halla  penetra- 
da como  partícipe  en  su  obra.  La  ley  manda  ó  prohibe :  es  una 
palabra  y  no  un  acto,  bien  que  en  ella  resida  el  principio  y  la 
fuente  de  la  acción.  Quien  imprime  el  movimiento  es  la  adminis- 
tración, ora  aplique  la  ley  por  sí  misma,  ora  asegure  la  ejecución 
de  las  sentencias,  después  que  la  autoridad  judicial  ha  decidido 
las  cuestiones  de  carácter  privado. 

Las  disposiciones  de  la  administración  misma  son,  por  tanto, 
la  segunda  fuente  del  derecho  administrativo. 

72,H-E1  derecho  administrativo  tiene  como  el  civil  su  legisla-- 
don  y  svL  jurisprudencia.  Componen  su  legislación  esa  multitud 
de  leyes  y  disposiciones  administrativas  que  si  bien  no  se  hallan 
codificadas,  sino  esparcidas  é  incoherentes,  no  dejan  de  ser  de 
observancia  obligatoria  (1). 

(1)  Agítase  entre  los  publlcistu  y  Jaiiaoonsultoa  de  aUende  el  Pirineo  la  enestion  dé 
codificar  6  no  codificar  las  leyes  administrativas.  Como  el  nombre  del  aator  de  este  libro 
ba  sonado  más  de  una  vez  en  la  controversia,  y  so  testimonio  ba  pesado  en  la  balansa  del 
pro  y  del  contra,  no  pnede  excusarse  en  cortesía  de  fijar  claramente  su  opinión. 

M.  de  Qérando  se  muestra  favorable  á  la  codificación;  y  tan  penetrado  está  de  la  bondad 
de  su  idea,  que  propone  se  adopte  para  el  código  adminf  strativo4a  forma  de  los  demás  có- 
digos. Jnttitutes  de  droU  adminittratif,  1. 1,  avert.  p.  6. 

M.  TroUey  estima  que  un  código  administrativo  seria  aun  más  importante  que  él  código 
civil,  lamenta  que  las  leyes  administrativas  no  se  bailen  codificadas,  y  afiade  que  el  ter^ 
reno  está  barrido ;  pero  mal  se  compadece  tanta  facilidad  con  su  doctrina  que  el  derecho 
administrativo  es  esencialmente  variable  y  arbitrario,  como  formado  por  capas  á  travos  de 
mil  circunstancias  y  vicisitudes.  Traite  de  la  hiérarehié  administrativej  1. 1,  préf.  p.  6. 

M.  Cotelle  dice  que  un  código  es  un  sistema  de  disposiciones  meditado,  coíbpuesto  y 
publicado  por  el  legislador,  para  que  tenga  en  todos  sus  textos  autoridad  de  ley  en  una 
materia  especial,  y  prosigue:  «Asi,  pues,  seria  muy  útil  que  las  leyes  y  reglamentos  to* 
»cantes  á  las  obras  públicas  estuviesen  codificados,  es  decir,  compilados,  ordenados  y  su- 
>jétos  á  una  redacción  oficial,  metódica  y  concisa.»  Coure  de  droit  adminiUratif  appliqué 
at^x  travaux  publia,  1. 1,  p.  185. 

M.  MaUein,  profesor  de  derecho  administrativo  en  la  facultad  de  Qrenoble,  se  inclina  á 
la  negativa  en  sus  Connderations  ntr  Veneeignsment  du  droit  administratif, 

M.  Laferriére,  al  dar  cuenta  de  esta  obra  á  la  Academia  de  ciencias  morales  y  poUtleas^ 
dice : « La  cuestión  es  digna  de  un  examen  especial  y  profundo,  en  cuanto  se  enlaza  con 
»los  intereses  del  estado,  de  la  sociedad  y  de  la  enseñanza ;  y  en  presencia  de  un  problema 
*tan  arduo  que  M.  Mallein  elude,  desconfiando  acaso  más  de  lo  Justo  de  la  sabiduría  dei 
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Fúndase  la  jurisprudencia  administrativa  en  precedentes 
bien  observados  y  definidos,  de  cuyo  examen  se  derivan  reglas  de 
interpretación  que  el  Gobierno  por  sí  solo,  ó  previa  consulta  del 
Consejo  de  Estado  consagra  en  decisiones  solemnes,  constitu- 
yendo por  su  multitud  é  importancia  una  segunda  legislación, 

>hombre  y  de  la  oatnraleza  movible  de  la  administración,  prefiero,  lo  confieso,  la  reserva 
»de  nuestro  docto  correspondiente  D.  Manuel  Colmeiro,  que  en  su  libro  del  Derecíw  Mpor- 
»ñol  suscita  la  misma  cuestión  sin  resolverla,  reconociendo  que  importa  sobre  todo  expo- 
>ner  con  severo  método  el  derecho  administrativo.»  Séances  tt  trawtuoe  dé  I  'Acaá9mi$  de^ 
aeiéneu  morales  u  politiques^  troisienu  serie,  t,  XXIV,  p.  2^. 

La  crítica  del  ilustre  miembro  del  Instituto  cuya  pérdida  deplora  la  ciencia,  despertó 
en  M.  de  Mallein  el  deseo  de  publicar  un  folleto  con  el  título  de  ¿Faut-il  eodifiw  les  lois 
administratives?  6n  el  cual  el  distingruido  profesor  de  Grenoble  se  pronuncia  resuelta- 
mente por  la  negativa,  considerando  no  la  imposibilidad  de  la  codificación,  sino  la  vani- 
dad del  resultado,  porque  el  tiempo,  los  usos  y  costumbres  de  los  pueblos  inducen  á  fre- 
cuentes novedades  en  el  derecho  administrativo,  y  se  oponen  á  la  estabilidad  y  firmeza  de 
los  textos. 

Slfirne  M.  Mallein  el  hilo  de  su  discurso,  y  llega  al  punto  de  examinar  la  opinión  del 
autor  del  Derecho  administrativo  esp<iñol,  se^n  se  contiene  en  la  Introducción*  Después 
de  copiar  algunas  de  sus  palabras,  prosi^rue:  «Si  el  autor  se  preocupase  exclusivamente 
>de  la  ciencia  y  de  la  enseñanza ;  si  con  esta  doble  mira  no  traspasase  el  objeto  que  el  jui- 
»eio8o  de  Gérando  se  proponía  al  aplicar  á  las  leyes  administrativas  la  idea  sistemática 
>de  Doxnat  y  de  Pothier,  no  habría  quien  contradijese  su  opinión. 

•Pero  sospecho  que  va  demasiado  léijos,  cuando  la  extiende  al  interés  de  los  admínistra- 
>dos,  es.  decir,  bajo  el  punto  de  vista  pr&ctico,  porque  (el  autor)  se  coloca  evidentemente 
»en  la  hipótesis  de  un  código  oficial,  y  se  encierra' en  este  dilema : 

>Ó  el  código  no  comprenderá  sino  preceptos  de  observancia  constante  y  general,  en 
•cuyo  caso  serán  tan  pocos  y  de  tan  rara  aplicación  que  los  administrados  apenas  sacarán 
«provecho  alguno ; 

>Ó  el  código  abrazará  también  reglas  especiales  é  inconstantes,  y  entonces  no  sólo  no 
>se  disipará  la  confusión  actual,  sino  que  se  aumentará  para  los  administrados,  quienes 
«pocos  aüos  después  de  su  promulgación  serán  conducidos  por  un  guia  falso  á  consecuen- 
»cia  de  la  derogación  Ó  modificación  de  una  multitud  de  textos.»  Faut-il  eodi/ler  les  lois 
«KlministrativeSf  p.  49. 

El  dilema  de  M.  Mallein  cae  por  su  base  negando,  como  niega  el  autor  español,  la  hipó- 
tesis de  un  código  oficial.  La  recta  interpretación  cíe  sus  palabras  es  la  dada  por  M.  La- 
'  ferridre,  quien  no  admite  semejante  hipótesis  á  pesar  de  su  evidencia.  En  el  pasaje  citado 
se  alude  en  efecto  á  la  codificación  por  la  autoridad  pública ;  pero  de  pasada,  para  venir 
al  método  que  si  es  favorable  á  la  enseñanza,  no  es  menos  útil  á  los  administrados  en 
cuanto  facilita  el  conocimiento  y  aplicación  de  las  leyes  administrativas. 

El  autor  español  distin^rue  dos  modos  de  codificar,  á  saber,  el  público  ú  oficial  que  re- 
comiendan mi.  TroUey  y  Cotelle  con  la  mejor  voluntad ,  y  el  privado  ó  sistema  doctrinal 
que  prefiere  M.  de  Gérando.  Ua  optado  por  el  segundo,  y  este  es  el  mérito  (si  alguno  tiene) 
de  su  obra.  Ha  encontrado  el  derecho  administrativo  de  España  sumido  en  el  caos,  y  ha 
procurado  darle  la  forma  que  en  su  concepto  le  habria  dado,  codificando,  el  lefirislador. 

Mas  si  M.  Mallein  no  quedase  todavía  satisfecho  con  esta  explicación  y  pretendiese  sa- 
carle de  la  reserva  advertida  y  notada  de  discreta  por  M.  Laferríére,  aun  á  costa  de  perder 
el  derecho  á  tan  honrosa  alabanza,  añadirá  con  harta  pesadumbre  que  nadie,  como  quien 
se  halla  en  el  caso  de  repetir  las  ediciones  de  un  tratado  cualquiera  de  derecho  adminis- 
'trativo,  puede  juzgar  de  la  esterilidad  de  toda  codificación  oficial. 

El  derecho  administrativo  está  en  su  infancia,  y  la  codificación  supone  leyes  que  el 
•tiempo  ha  madurado.  Siempre  habrá  obstáculos  poderosos  á  la  formación  de  un  código 
administrativo ;  pero  hoy  los  obstáculos  parecen  invencibles.  Si  en  Francia  es  una  em- 
presa dificultosa,  en  España  raya  en  delirio.  La  tela  de  Penélope  tiene  muy  remota  seme- 
janza con  las  continuas  veleidades  de  nuestra  política,  centro  de  la  administración. 
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73. — La  costumbre  es  la  cuarta  fuente  del  derecho  administra- 
tivo, porque  no  solamente  el  derecho  consuetudinario  suple  el  ^ 
silencio  del  legislador,  pero  también  abroga  sus  preceptos  en 
virtud  de  un  consentimiento -tácito  ó  expreso.  La  costumbre  es 
más  poderosa  en  el  derecho  administrativo  que  en  el  civil,  por- 
que las  reglas  son  menos  positivas,  los  intereses  más  variables 
y  los  accidentes  y  pormenores  más  numerosos  y  complicados. 
Así  sucede  con  frecuencia  que  una  ley  general  deje  á  salvo  las 
ordenanzas  y  reglamentos  particulares  de  los  pueblos. 


CAPÍTULO  IL 

Ue  la  Independcnela  recíproca  y  ntúlaas  relaciones 

de  ios  poderes  páblleos. 


74.— Principio  fundamental  del  de- 
recho administrativo. 
Potestad  legislativa. 
Actos  legislativos. 
Derogación  de  la  ley. 
Interpretación. 
Concordia  del  poder  legislati- 
vo y  la  administración. 
Usurpación  recíproca  de  sus 
facultades. 
Potestad  ejecutiva. 
Extensión   de   sus  prcroga- 
tivas.  t 

Delegación  ordinaria  de  la  fa- 
cultad de  interpretar  la  ley  en 


75. 
76. 

77. 
78. 
79. 

80.— 

81. 
82. 

83.- 


el  poder  ejecutivo. 

84.— Delegación  extraordinaria. 

85.— Potestad  judicial. 

86.— Independencia  mutua  de  las 
autoridades  judiciales  y  ad- 
ministrativas. 

87. — Se  prestan  recíproco  auxilio. 

88.— Swt(/  si  los  actos  de  la  auto- 
ridad administrativa  no  ema- 
nasen del  ejercicio  legitimo  de 
sus  atribuciones? 

89.— Interpretación  doctrinal  de 
los  actos  administrativos. 

90.— Interpretación  por  via  de  au- 
toridad. 


74. — Tiene  por  fundamento  la  organización  política  conocida 
con  los  nombres  de  gobierno  representativo,  monarquía  consti- 
tucional ó  régimen  parlamentario  la  desmembración  de  la  sobe- 
ranía, consagrando  la  existencia  de  tres  altos  poderes  en  el  es- 
tado, á  saber,  el  legislativo,  el  ejecutivo  y  el  judicial  que  mutua- 
mente se  limitan  y  moderan,  pues  la  esfera  de  la  acción  propia 
de  cada  uno  termina  allí  mismo  en  donde  empieza  la  ajena  com- 
petencia. 

Como  el  derecho  administrativo  ocupa  una  región'  media  en- 
tre el  político  y  el  civil,  pues  se  deriva  del  primero,  y  en  cuanto 
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al  s^undo  prevalece  aquella  sentencia,  jwsjpnraíttm  sub  tutela 
juris  ptiblici  latet,  es  llano  que  el  poder  administrativo  recono- 
ce límites  precisos  y  exactos  que  su  acción  debe  respetar  confor- 
me á  la  letra  de  las  leyes  y  al  espíritu  de  la  Constitución.  Con- 
viene, pues,  exponer  el  texto  y  declarar  el  sentido  de  estas  leyes, 
que  siendo  fundamentales  en  cuanto  al  orden  político,  lo  son 
igualmente  con  respecto  al  orden  administrativo. 

75. — La  potestad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Cortes  (1); 
de  suerte  que  el  poder  legislativo  es,  según  la  Constitución  es- 
pañola, un  poder  colectivo  en  cuya  composición  entran  el  Con- 
greso de  los  diputados,  en  donde  tienen  viva  representación  los 
elementos  más  movibles  de  la  sociedad,  y  el  Senado,  en  donde  se 
refugian  sus  elementos  conservadores. 

El  Rey  y  cada  uno  de  los  Cuerpos  colegisladores  tienen  la  ini- 
ciativa de  las  leyes,  excepto  las  relativas  á  contribuciones,  crédi- 
to público  y  fuerza  militar  que  (Jeben  presentarse  primeramente 
al  Congreso,  cuyo  voto  prevalece  en  caso  de  discordia  (2). 
•  No  sólo  influye  el  Rey  en  la  formación  de  las  leyes  por  medio 
de  la  iniciativa  que  á  su  nombre  ejercen  los  ministros  respon- 
sables, sino  haciendo  uso  de  la  prerogativa  de  sancionar  ó  no 
sancionar  libremente  los  proyectos  de  ley  aprobados  ya  en  am- 
bos Cuerpos  colegisladores  (3). 

Las  leyes  son  fundamentales,  cuando  ordenan  la  constitución 
del  estado;  orgánicas,  si  tienen  por  objeto  crear  nuevas  auíori- 
dadQS,  fijar  sus  atribuciones  y  determinar  la  forma  de  sus  actos, 
y  comunes  ú  ordinarias  en  los  demás  casos.  Todas  exigen  una 
obediencia  absoluta  y  tal,  que  ni  la  crítica,  ni  la  interpretación 
pueden  dispensarnos  de  guardarlas  y  cumplirlas. 

76. — Como  el  poder  legislativo  es  soberano,  nadie  puede  ar- 
rogarse sus  atribuciones  y  menos  todavía  reformar  sus  actos;  y 
por  tanto  nadie  tiene  facultad  para  establecer  leyes,  modificar  ó 
abolir  las  antiguas  sino  el  mismo  poder  legislativo,  principio  de 
eterna  verdad  que  los  jurisconsultos  romanos  expresaban  con  ad- 
mirable concisión  en  aquella  máxima  tan  sabida:  Ejtis  est  tolle- 
rey  cujtis  est  condere. 

77. — LjL  derogación  de  una  ley  puede  ser  expresa  en  virtud 

(1)  Constitacion  de  1869,  art.  d4. 
12)  Art.  50. 
(9»  Art.  U^ 
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de  otra  ley  posterior  contraria,  ó  tácita  por  efecto  de  una  costiim* 
bre  legal.  I¿  derecho  consuetudinario  tiene  en  España  fuerza  de 
derecho  escrito  aun  contra  texto  expreso,  cuando  reúne  las  con* 
diciones  requeridas  (1).  En  tal  caso  existe  una  razón  legal  para 
dar  fuerza  derogatoria  á  la  costumbre,  á  saber,  el  consentimiento 
presunto  del  soberano,  y  otra  razón  de  alta  conveniencia  públi- 
ca, cual  es  la  necesidad  de  dar  firmeza  y  seguridad  á  todos  los 
derechos  antiguos,  legitimándolos  por  medio  de  la  prescripción. 
¿Qué  derecho  pudiera  haber  superior  á  toda  controversia,  si  las 
costumbres  legítimas  no  pusiesen  coto  á  toda  arbitrariedad  y  á 
tan  espantoso  caos  como  nacerla  de  la  resurrección  de  mil  olvi- 
dadas leyes? 

También  ocurre  la  derogación  tácita  cuando  la  existencia  de 
una  ley  anterior  es  incompatible  con  la  observancia  de  otra  pos- 
terior  fundada  en  distintos  principios.  Entonces  la  derogación  no 
será  total  sino  parcial,  es  decir,  limitada  á  las  disposiciones  con- 
tradictorias ó  irreconciliables  con  las  últimas  establecidas;  mas 
en  casos  tales  conviene  proceder  con  suma  cautela.  No  basta  que 
una  ley  nueva  parezca  en  disonancia  con  el  espíritu  de  la  anti- 
gua para  tener  esta  por  derogada ;  pues  si  haciendo  un  uso  in- 
discreto de  la  máxima  no  hay  derecho  contra  el  derecho  nos 
creyésemos  autorizados  para  declararla  abolida,  el  orden  social 
quedarla  á  merced  del  capricho  de  las  interpretaciones  individua- 
les.  Es  preciso  que  la  oposición  exista,  y  sea  palmaria,  evidente. 

La  derogación  expresa  es  parcial  cuando  la  cláusula  derogato- 
ria se  halla  concebida  en  esta  fórmula  ú  otra  equivalente :  Qtie- 
dan  det^ogadas  todas  las  disposiciones  contrariase  la  presente 
ley;  pero  si  en  la  cláusula  derogatoria  se  declarasen  expresa- 
mente abolidas  todas  las  leyes  anteriores,  la  derogación  seria  to- 
tal. De  esto  tenemos  un  ejemplo  notable  en  la  ley  de  8  de  Enero 
de  1845,  en  cuyo  artículo  113  y  último  se  decian:  Quedan  dero- 
gadas todas  las  leyes  anteriores  y  dea^etos  y  disposiciones  vi- 
gentes sobre  organización  y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos; 
y  otros  dos  más  recientes  en  la  provincial  y  municipal  de  20  de 
de  Agosto  de  1870,  puesto  que  ambas  contienen  la  misma  cláu- 
sula derogatoria  (2). 

(1)  Leyes,  1,  t,  3,  4  y  5,  tit.  ii,  Part.  I. 

(2)  Nuestras  vicisitudes  políticas  introdujeron  gihve  desorden  y  profundas  alteraciones 
en  esta  punto,  porque  las  más  de  las  leyes  dadas  en  Cortes  siguieron  la  varia  fortuna  del 
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78.— La  facultad  de  interpretar  la  ley,  cuando  la  interpreta- 
ción es  auténtica  y  se  fija  el  sentido  de  las  palabras  por  via  de 
autoridad,  es  atribución  propia  de  quien  ejerce  la  potestad  legis- 
lativa; y  así  al  legislador  deberá  acudirse,  si  las  leyes  fueren  du- 
dosas, oscuras  ó  insuficientes,  para  que  las  interprete,  declare  ó 
reforme  (1).  Sin  embargo,  en  la  obra  de  la  interpretación  legal 
cabe  mucha  parte  al  poder  ejecutivo,  ya  sea  dictando  reglamentos 
como  encargado  de  convertir  el  derecho  en  hecho,  á  cuyo  fin  la 
Constitución  otorga  al  Rey  una  autoridad  tan  extensa  y  cumpli- 
da cual  se  requiere  para  hacer  ejecutar  las  leyes,  ya  resolviendo 
una  duda  ó  decidiendo  una  cuestión,  con  lo  cual  no  sólo  dh'ime 
la  controversia,  sino  que  además  establece  jurisprudencia  admi- 
nistrativa (2). 

79. — No  obstante  que  el  poder  legislativo  es  soberano,  y  en 
este  concepto  el  administrativo  le  está  enteramente  subordinado, 
conviene  que  no  se  turbe  la  armonía  constitucional  por  el  deseo 
inmoderado  de  ensanchar  sus  atribuciones,  arrogándose  otras 
impropias  de  su  índole  y  de  su  carácter  puramente  preceptivo. 
La  ley  es  letra  muerta:  todo  lo  que  sea  actividad,  movimiento, 
es  ajeno  á  su  índole  y  extraño  á  su  objeto.  La  Constitución  del 
estado  determina  los  límites  que  separan  la  acción  legislativa  de 
la  administrativa;  y  si  todavía  quedase  algún  terreno  litigioso, 
es  el  legislador  quien,  aplicando  los  principios  generales  de  la 

régrimen  constitucional  de  donde  émanalian.  Con  la  re^auracion  monárquica  de  1814  fué 

abolida,  no  solamente  la  Constitución  de  1812,  poro  también  declarados  nulos  deningfun 

valor  ni  efecto  los  decretos  de  las  Cortes  qu$  9ran  depresivos  de  los  derechos  y  prerogativtu 

de  la  soberanía  real;  y  de  hecho  todos,  porque  la  voluntad  del  Rey  era  borrar  aquellos  a(v 

tos  de  la  memoria  de  los  hombres  y  quitarlos  de  en  medio  del  tiempo.  Manifiesto  de  4  de 

Mayo  de  1814.  Las  Cortes  de  1820  á  1823  restablecieron  algunas  de  aquellas  leyes  é  hicieron 

otras,  las  cuales  fueron  touas  declaradas  nulas  y  de  ningún  valor,  porque  el  Rey,  según 

decia,  babia  carecido  de  libertad  en  toda  aquella  época,  viéndose  obligado  á  sancionar  las 

leyes  y  á  expedir  las  órdenes,  decretos  y  reglamentos  que  contra  su  voluntad  se  medita- 

t>an  y  ezpedian  por  el  mismo  Qdbiemo.  Entre  tanto  los  actos  de  la  Junta  provisional  de 

Gobierno  y  de  la  Regencia  del  Reino  fueron  confirmados,  afiadiendo  confusion-á  coufusio- 

es.  Manifiesto  de  1.^  de  Octubre  de  1828. 

Publicada  por  tercera  vez  la  Constitución  de  1812  en  13  de  Agosto  de  1836,  suscitóse  lá 
ida  si  por  este  hecho  deberían  entenderse  restablecidas  todas  las  leyes  emanadas  de 
I  Cortes  pasadas ;  á  cuya  duda  ocurrió  al  Qobiemo  declarando  qne  no  se  considerasen 
^ntes  otras  disposiciones  dictadas  en  las  dos  épocas  constitucionales,  sino  las  que  se 
biesen  mandado  ó  mandasen  observar  en  lo  sucesivo.  Real  decreto  de  20  de  Agosto  1896. 
1)  Leyes  14,  tlt.  i,  Part  I  y  3,  tit.  iii,  lib.  iti.  Noy.  Recop. 

1)  De  la  facultad  de  interpretar  la  ley  que  pertenece  al  poder  ejecutivo,  tenemos  un 
(To  ejemplo  al  declarar  el  Gobierno  de  su  propia  autoridad  el  sentido  de  la  frase  previo 
nerimiento  contenida  en  el  art.  64  de  la  ley  vigente  de  minas.  «Es  muy  diversa  la  inter- 
pación  que  se  le  da  en  los  gobiernos  de  provincia,  y  conviene  fijair  su  verdadera  inteli^ 
gsia.»  Real  Orden  de  12  de  Julio  de  1864. 
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ciencia  política,  debe  deslindarlo,  no  con  miras  indiscretas  de 
arrogarse  más  ó  menos  facultades,  sino  con  absoluta  indepen- 
dencia y  ánimo  imparcial,  partiendo  siempre  de  la  idea  más 
exacta  y  elevada  que  el  poder  legislativo  y  el  ejecutivo,  lejos  de 
ser  eternos  rivales,  como  supuso  Mably,  son  sinceros  aliados  y 
se  completan.  Si  alguna  vez  pudo  prevalecer  la  opinión  contra- 
ria, hoy  no  halla  séquito  esta  peligrosa  teoría  de  la  discordia,  por 
lo  menos  en  aquellas  naciones  que  gozan  de  libertad  política  y 
comprenden  su  ejercicio ,  porque  allí  hay  asambleas  deliberantes 
que  trasmiten  su  espíritu  y  hacen  partícipe  de  sus  tradiciones  al 
Gobierno  nacido  en  su  seno  y  apoyado  con  su  voto. 

80.— Todo  pues,  conspira  á  establecer  una  estrecha  alianza  en- 
tre el  poder  legislativo  y  el  administrativo;  mas  sin  embargo  pue- 
den ocurrir  conflictos  y  aun  cometerse  graves  usurpaciones.  En 
estos  casos,  cuando  sobrevienen  cuestiones  de  dudosa  solución, 
ó  cuando  algún  poder  traspasa  los  h'mites  de  su  competencia  é 
invade  el  campo  sgeno,  seria  preferible  que  la  administración,  y 
no  la  ley,  fuese  la  agresora.  La  común  doctrina  en  contrario, 
aunque  sea  la  regla  más  general,  no  es  ciert^imente  la  más  cuer- 
da. Si  la  superioridad  reconocida  del  poder  legislativo  puede  dis- 
culpar la  atracción  de  facultades  extrañas,  esa  misma  superiori- 
dad las  hace  también  más  temibles.  Al  arrogarse  la  administra- 
ción facultades  legislativas,  la  potestad  de  legislar  así  menos- 
cabada queda  todavía  con  fuerzas  bastajites  para  revindicar  sus 
derechos;  pero  siendo  la  ley  la  usurpadora,  nada  más  puede 
hacer  la  administración  ofendida  para  recobrar  el  ejercicio  de  los 
suyos,  que  pedir  la  reparación  del  agravio  en  nombre  de  los 
principios,  porque  como  la  ley  es  soberana,  no  hay  autoridad  su- 
perior que  enfrene  su  voluntad  ó  la  obligue  á  desprenderse  de 
su  conquista. 

81 . — «La  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en  el  Rey, 
y  su  autoridad  se  extiende  á  todo  cuanto  conduce  á  la  conserva» 
cion  del  orden  público  en  lo  interior  y  á  la  seguridad  del  esta» 
do  en  lo  exterior,  conforme  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  (1)  j^ 
En  el  Rey,  pues,  reside  la  plenitud  del  poder  ejecutivo  qm 
ejerce  por  el  conducto  necesario  de  sus  ministros,  quieneB, 
con  su  responsabilidad  moral  ó  efectiva,  protegen  la  persona 

(1)  CoüBt.  art.  69. 
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del  Monarca,  sagrada  é  inviolable  según  la  Constitución  (I), 
82. — En  el  poder  ejecutivo  reside  exclusivamente,  conforme 
al  texto  constitucional,  la  facultg^d  de  desarrollar  el  pensamiento 
del  legislador  sin  corromperlo  y  sin  atentar  indirectamente  á 
sus  prerogativas,  abusando  del  derecho  de  dictar  leyes  secunda- 
rias para  explicar  las  primarias  y  disponer  su  ejecución ;  derecho 
inherente  á  la  naturaleza  de  sus  facultades  que  son  propias  de 
un  poder  activo,  y  en  nada  semejan  al  efecto  de  un  instrumento 
ciego,  ó  al  movimiento  de  una  máquina  empleada  en  exigir  obe- 
dienda  pasiva  á  los  preceptos  del  legislador. 

Todos  cuantos  intereses  hay  en  la  sociedad  de  carácter  per- 
manente, como  declarar  los  derechos  del  ciudadano,  determinar 
el  estado  de  las  personas,  constituir  la  propiedad,  definir  y  cas- 
tigar los  delitos  etc.,  pertenecen  al  dominio  de  la  ley,  porque  la 
ley  se  dicta  para  que  sea  regla  general  y  perpetua,  y  por  eso  no 
es  necesario  que  la  acción  del  poder  legislativo  sea  constante 
sino  intermitente.  Y  al  contrario,  todas  cuantas  disposiciones 
llevan  impreso  el  sello  de  una  conveniencia  de  tiempo  ó  lu- 
gar, de  la  equidad  más  bien  que  de  la  justicia,  y  suponen  por  lo 
mismo  una  instabilidad  proporcionada  á  la  rapidez  ó  lentitud  del 
movimiento  social  á  que  están  subordinadas,  entran  en  la  esfera 
de  la  administración.  Tales  son  los  principios  que  suplen  el  si- 
lencio de  la  ley  al  trazar  la  línea  divisoria  de  la  acción  legisla- 
tiva y  administrativa. 

83. — ^Hay,  pues,  una  verdadera  delegación  constitucional  del 
derecho  de  interpretar  la  ley  en  favor  del  poder  ejecutivo,  dele- 
gación necesaria  cuando  la  interpretación  no  es  auténtica  ni  ju- 
dicial, sino  por  via  general  y  reglamentaria,  si  este  poder  ha  de 
reunir  cuantas  atribuciones  se  requieren  para  administrar  un  es- 
tado. La  intermitencia  de  la  acción  legislativa,  las  dificultades 
que  la  experiencia  enseña,  el  desarrollo  de  los  pormenores,  la 
previsión  de  todas  las  hipótesis,  la  avenencia  de  las  pretensiones 
legítimas  y  otros  mil  accidentes  son  objetos  que  huyen  á  la  pers- 
picacia del  legislador  y  que  la  administración  ve  y  palpa,  porque 
está  más  cerca  de  las  personas  y  de  las  cosas ;  y  por  tanto  no 
conviene  retirar  absolutamente  al  poder  ejecutivo  la  facultad  de 
interpretar,  dejando  á  la  ley  convertida  en  una  regla  inflexible 

(1)  Const.  art.  67. 
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á  la  cual  se  ajusten,  de  grado  ó  por  fuerza,  los  intereses  de  todos. 

84.— Algunas  veces  el  legislador  reconoce  como  insuficiente 
esta  delegación  ordinaria,  y  reviste  al  poder  ejecutivo  con  más 
extensas  facultades  para  interpretar  la  ley  por  medio  de  una  de- 
legación extraordinaria;  y  en  tal  caso  deben  aparecer  claros  y 
perfectamente  definidos  los  límites  de  esta  especie  de  voto  de 
confianza.  Cuando  la  delegación  es  ordinaria,  la  facultad  inter^ 
pretativa  no  debe  salir  del  círculo  descrito  por  el  espíritu  cons^ 
titucional,  que  atribuye  al  poder  ejecutivo  la  autoridad  bastante 
para  satisfacer  las  necesidades  de  la  administración.  Traspasar 
los  límites  de  una  declaración  puramente  reglamentaria,  seria 
hollar  el  principio  constitucional  de  la  distinción  y  separación  de 
los  poderes  públicos,  la  esencia  del  gobierno  representativo. 

85. — La  potestad  de  juzgar  ó  aplicar  la  ley  á  las  cuestiones  de 
derecho  privado  reside  en  el  cuerpo  de  la  magistratura  ó  en  los 
tribunales  de  justicia. 

El  poder  judicial  requiere  una  organización  distinta  y  separa- 
da del  poder  administrativo.  La  independencia  del  primero  está 
consagrada  en  la  Constitución  según  la  cual  son  los  jueces  ina- 
movibles (1). 

La  inamovilidad  es  la  mejor  garantía  de  la  libertad  y  propie- 
dad, porque  un  Gobierno  arbitro  de  la  suerte  de  los  jueces,  tiene 
la  justicia  en  sus  manos.  Sea  el  juez  órgano  é  intérprete  de  la  ley 
ó  la  misma  ley  viva,  y  merezcan  sus  fallos  respeto  como  actos 
de  conciencia  y  no  de  disciplina. 

86. — El  dogma  constitucional  de  la  mutua  independencia  de 
los  poderes  del  estado  se  presta  á  muy  diversas  interpretacio- 
nes. Las  relaciones  entre  el  ejecutivo  y  el  judicial  son  delicadas 
por  extremo,  pues  ocurren  algimas  veces  dudas  tan  graves,  que 
corre  peligro  el  equilibrio  de  la  administración  y  la  justicia. 

En  España  hemos  visto  inclinarse  la  balanza  al  lado  de  la 
primera,  y  luego  mostrarse  favorable  á  la  segunda.  No  faltan  ra- 
zones en  pro  y  en  contra,  y  acaso  para  resolver  este  punto  de 
gobierno,  no  tanto  debemos  fiarnos  de  la  rigidez  de  la  metafísica 
política,  cuanto  remitirnos  á  la  observación  y  experiencia,  por- 
que las  mejores  leyes  suelen  no  producir  el  fruto  que  de  ellas  se 
espera  por  el  influjo  de  contrarias  costumbres. 

(1)  Conat.  art.  95, 
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Según  nuestro  derecho  constituido  la  justicia  se  administra  en* 
nombre  del  Rey  (1),  á  quien  corresponde  cuidar  de  que  se  admi- 
nistre pronta  y  cumplidamente  en  todo  el  reino  (2) ;  y  como  en 
la  Corona  «reside  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  y  su  au- 
toridad se  extiende  á  cuanto  conduce  á  la  conservación  del  orden 
público  en  lo  interior,  y  á  la  seguridad  del  estado  en  lo  exterior,» 

•  

se  infiere  claramente  del  texto  constitucional  que  el  Rey  es  su- 
perior común  de  todas  las  autoridades  así  del  orden  administra- 
tivo como  del  judicial.  En  este  concepto  dirime  las  competencias 
de  jurisdicción  y  de  atribuciones.  El  Rey  modera,  pues,  la  acción 
de  ambos  poderes  que  no  son  rivales  sino  independientes,  y  los 
contiene  dentro  de  los  límites  de  su  respectiva  esfera  legal. 

Esta  recíproca  independencia  seria  quebrantada : 

I.  Si  alguna  autoridad  del  orden  administrativo  ó  judicial 
mandase  en  materias  reservadas  á  las  del  otro  orden. 

n.  Si  impidiese,  coartase  ó  falsease  la  ejecución  de  los  actos 
emanados  de  cualquiera  autoridad  de  orden  distinto. 

ni.  Si  las  autoridades  administrativas  entorpeciesen  ó  dificul- 
tasen la  acción  de  los  tribunales  de  justicia  para  perseguir  y  cas- 
tigar á  los  funcionarios  públicos  por  delitos  cometidos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ó  las  judiciales  conociesen  de  faltas  que 
sólo  á  la  administración  pertenece  corregir. 

Cuando  los  límites  entre  unas  y  otras  atribuciones  fueren  os- 
curos, á  la  administración  y  no  á  la  justicia  corresponde  resolver 
la  cuestión  de  competencia  por  las  graves  razones  que  se  expon- 
drán en  lugar  oportuno* 

87, — Del  principio  constitucional  de  la  división  é  independen- 
cia recíproca  de  los  poderes  judicial  y  administrativo  se  sigue 
que  cada  uno  es  soberano  en  su  línea,  y  de  consiguiente  que 
ninguno  puede  reformar  las  providencias  del  otro,  ni  desobede- 
cerlas, ni  negar  el  auxüio  de  su  autoridad  á  la  autoridad  de  dis- 
tinto orden  en  caso  de  contravención  á  sus  mandatos. 

Dedúcese  igualmente  del  principio  establecido  que  ningún  juez 
puede  arrogarse  atribuciones  propias  de  las  autoridades  adminis- 
trativas, ni  impedir  á  éstas  el  ejercicio  legítimo  de  las  suyas  so 
pena  de  suspensión ;  así  como  ningún  empleado  del  orden  ad- 
ministrativo puede  arrogarse  atribuciones  judiciales  ó  impedir 

(1)  Const.  art.  01. 
(a)  Cotmí.  art«  13,  g  6.0 
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la  ejecución  de  una  providencia  ó  decisión  dictada  por  juez  com- 
petente bajo  igual  pena  (1). 

Este  cambio  de  servicios  y  este  miítuo  respeto  entre  ambos 
poderes  constituyen  á  la  justicia  en  auxiliar  de  la  administración, 
y  hacen  á  la  administración  amiga  natural  de  la  justicia.  El  po- 
der judicial  presta  apoyo  al  administrativo,  cuando  juzga  las 
contravenciones  á  los  preceptos  que  emanan  de  una  autoridad 
á  quien  corresponde  velar  por  la  ejecución  de  las  leyes  de  inte- 
rés público.  El  deber  de  los  tribunales  ordinarios  en  casos  seme- 
jantes se  cifra  en  aplicar  estrictamente  la  disposición  adminis- 
trativa, sin  pararse  á  examinar  ni  su  conveniencia  ni  su  jus- 
ticia. 

88. — Mas  si  la  disposición  administrativa  no  ftiere  dictada  le-  ' 
galmente,  es  decir,  en  virtud  del  ejercicio  legítimo  de  las  atribu- 
ciones propias  de  las  autoridades  administrativas,  el  juez  ó  el 
tribunal  ordinario  no  están  obligados  ni  deben  dar  cumplimiento 
á  un  acto  que  la  ley  castiga  como  un  delito  denominado  en  el 
Código  penal  tcsurpacion  de  atribuciones. 

En  efecto,  los  tribunales  no  aplican  los  reglamentos  sino  en 
cuanto  están  conformes  con  las  leyes  (1). 

El  juez,  al  aplicar  una  disposición  administrativa,  no  procede 
como  delegado  de  la  autoridad  que  la  dictó,  sino  como  deposita- 
rio del  tesoro  de  la  justicia  que  la  ley  le  confía  para  que  la  dis- 
pense con  imparcialidad.  No  existe,  pues,  un  deber  de  ciega  obe- 
diencia que  le  obligue  á  cerrar  los  ojos  sobre  la  legalidad  ó 
ilegalidad  de  los  mandatos  de  la  administración ;  por  el  contra- 
rio, existe  una  obligación  sagrada  de  inquirir  si  tiene  ó  no  fuerza 
obligatoria  el  precepto  en  cuestión  y  de  rehusar  su  cumplimien- 
to, cuando  adolece  de  tales  vicios  que  aniden  la  providencia 
emanada  de  una  autoridad  á  quien  no-  corresponde  el  ejercicio 
legitimo  de  las  atribuciones  necesarias  para  dictarla. 

No  se  entienda  por  eso  que  el  poder  judicial  conoce  de  actos 
administrativos  y  usurpa  prerogativas  ajenas  á  su  autoridad.  El 
juez  ó  tribunal,  negándose  á  la  aplicación  de  un  mandato  admi- 
nistrativo, no  reforma  ni  desobedece  ninguna  providencia  de  la 
administración ;  únicamente  le  rehusa  su  concurso,  absteniéndo- 
se sin  embargo  de  prejuzgar  cuestiones  que  no  son  de  su  corn- 
il) Const.  art.  02. 
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petencia ;  y  si  acaso  entorpece  la  acción  administrativa,  es  en  un 
caso  particular,  siendo  requerido  y  en  nombre  de  un  texto  ex- 
preso de  ia  ley.  El  poder  judicial,  limitando  de  esta  suerte  el  po- 
der administrativo,  ofrece  una  garantía  más  al  ciudadano,  cuyos 
derechos  no  podrán  ser  conculcados  fácilmente  por  ninguna  ad- 
ministración, aun  la  más  centralizada,  cuando  una  magistratura 
independiente  los  protege  y  los  ampara. 

Suma  discreción  y  prudencia  deben  mostrar  los  jueces  y  ma- 
gistrados al  hacer  uso  de  su  jurisdicción  en  ocasiones  tan  graves, 
pues  todo  poder,  mucho  más  siendo  la  base  de  su  organización  la 
inamovilidad,  fácilmente  se  desliza  é  inclina  al  ensanche  de  sus 
atribuciones,  y  habría  peligro  en  que  la  justicia,  ascendiendo  de 
grado  en  grado,  se  arrogase  el  derecho  de  examinar  y  censurar 
los  actos  de  la  administración  que  también  necesita  ser  libre,  si 
ha  de  ser  responsable. 

89. — ^Así  como  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  tiene  autoridad 
para  declarar  el  sentido  de  ima  ley  con  relación  á  un  caso  par- 
ticular y  establecer  jurispnidencia,  así  también  la  tiene  el  Rey  en 
Consejo  de  Estado  para  interpretar  las  disposiciones  del  orden 
administrativo  con  ocasión  de  un  litigio  por  via  de  regla  general. 
No  se  trata  entonces  de  pronunciar  nuevas  palabras  que  mani- 
fiesten el  pensamiento  del  legislador,  ni  declarar  el  sentido  de 

■ 

tal  ley  oscura :  trátase  de  aplicar  una  disposición  existente  á  un 
asunto  litigioso  empleando  las  formas  jurídicas,  como  quien  ad- 
ministra justicia,  pues  sin  esta  facultad  seria  imposible  dirimir 
ninguna  controversia. 

Si  jurisdicción  es  potestad  para  conocer  de  los  asuntos  civiles 
y  criminales  y  decidirlos  sentenciando  con  arreglo  á  las  leyes,  y 
si  la  contravención  á  las  disposiciones  administrativas  constitu- 
ye ya  un  delito,  ya  una  falta,  al  juez  ordinario  corresponde  cas- 
tigar el  desacato  á  la  autoridad ,  y  por  tanto  comparar  el  hecho 
punible  con  la  providencia  violada.  Esta  comparación  es  algo 
más  que  una  sencilla  aplicación  del  acto  administrativo  al  caso 
dado;  es  una  fiel  interpretación  del  precepto  infringido,  sin  la 
cual  no  puede  pronunciarse  sentencia  absolutoria  ó  condenatoria, 
porque  no  hay  juicio  formado  acerca  de  la  inocencia  ó  cidpabili- 
dad  del  presunto  reo.  Y  puesto  que  la  interpretación  de  los  actos 
administrativos  es  necesaria  para  castigar  las  infracciones,  á  los 
jueces  y  tribunales  del  fuero  común  debe  corresponder  este  de- 
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recho,  porque  cui  jurisdictio  data  ast,  ea  quoque  concessa  esse 
videntuTy  sine  quilms  jurisdictio  explicaH  non  potest 

Esta  doctrina  se  funda,  no  sólo  en  una  recta  interpretación  de 
las  leyes  de  competencia,  sino  en  la  letra  de  la  Constitución, 
donde  declara  que  á  los  tribunales  pertenece  exclusivamente  la 
facultad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales  (1). 
Si  la  administración  ejerce  alguna  vez  el  derecho  de  imponer 
multas  por  via  de  corrección,  ó  decretar  el  arresto  supletorio  en  ' 
caso  de  insolvencia  por  via  de  apremio,  débese  á  una  delegación 
especial  del  poder  legislativo,  que  para  robustecer  la  acción  del 
administrativo,  le  confiere  facultades  coercitivas  y  le  reviste  de 
una  jurisdicción  excepcional  ceñida  á  términos  angostos. 

Admitiendo  una  doctrina  más  laxa,  quedarla  abierta  de  par  en 
par  la  puerta  para  que  la  administración  revindicase  el  derecho 
de  interpretar  sus  actos  en  cualquier  período  del  juicio;  y  esta 
interpretación  posterior  al  desacato  á  su  autoridad,  imprimiría 
al  acto  un  odioso  carácter  de  precepto  retroactivo.  Entonces 
también  pudiera  suceder  que  una  jurisdicción  excepcional,  cual 
es  la  administrativa,  se  extendiese  tanto,  que  al  fin  se  subrogase 
en  lugar  de  la  ordinaria,  apoderándose  por  medios  indirectos  del 
conocimiento  de  las  contravenciones  indicadas,  suspendiendo  los 
trámites,  influyendo  en  las  sentencias,  y  en  fin  paralizando  ó 
torciendo  el  curso  de  la  justicia;  con  lo  cual  se  arrogarla  la  ad- 
ministración facultades  propias  de  los  tribunales,  y  llegarían  á 
ser  ilusorias  las  garantías  que  la  Constitución  quiso  otorgar  al 
ciudadano  en  la  división  y  recíproca  independencia  de  los  po- 
deres del  estado. 

» 

90. — ^Mas  cuando  procede  la  interpretación  de  los  actos  admi- 
nistrativos por  via  de  autoridad ,  no  son  los  tribunales  ordina- 
rios, sino  la  administración  misma  el  poder  competente  para  de- 
clarar las  palabras  y  exponer  el  espíritu  de  la  ley.  Una  declara- 
ción semejante  equivale  á  una  providencia  nueva;  y  si  el  poder 
administrativo  ha  de  conservar  intactas  sus  prerogativas,  no 
debe,  consentir  el  despojo  de  tales  facultades  que  sin  eUas  queda- 
se mutilada  su  autoridad,  sancionando  la  irresponsabilidad  de 
sus  propios  actos,  ó  sometiéndose  á  la  responsabilidad  de  los 
ajenos. 

(1)  Const.  an.  91. 
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^      CAPITULO  ni. 

Del  poder  admlolstratlvo. 


91.— Análisis  del  derecho  adminis- 
trativo. 

92.— Sujeto  de  la  administración. 

93.— Objeto. 

94.— Resultado. 

95. — Poder  administrativo. 

96.— Sus  divisiones. 

97.— Poder  administrativo  civil  y 
militar. 

98.— Interior  y  exterior. 


99.— General  y  local. 
100; — Activo  y  contencioso. 
101.— Actos  de  administración 

pura. 
102.— Actos  de  administración 

contenciosa. 
103.— Su  diferencia. 
104.— Activo  y  deliberante. 
105.— Cuerpos  consultivosdelaad- 

ministracion. 


91 . — En  el  estudio  del  derecho  administrativo  importa  conside- 
rar tres  hechos  que,  aunque  de  un  origen  c^mun,  son  de  natura- 
leza muy  distinta,  á  saber,  el  sujeto,  el  objeto  y  el  resultado. 

92. — El  sujeto  ó  la  administración  sujetiva  significa  el  nume- 
ro, distribución  y  atribuciones  de  las  diferentes  autoridades  á 
quienes  compete  la  ejecución  de  las  leyes  de  interés  común,  y 
es  el  instrumento  de  la  acción  administrativa. 

93. — El  objeto  ó  la  administración  objetiva  declara  las  per- 
sonas y  las  COSÍOS  en  que  recae  ó  debe  recaer  el  ejercicio  de  la 
potestad  administrativa,  las  cuales  forman  la  materia  de  su  ac- 
ción. 

94. — El  resultado  es  el  producto  de  la  acción  de  administrar 
6  el  acto  administrativo. 

95. — Poder  administrativo  equivale  á  administración  sujeti- 
va, comprende  todas  las  facultades  inherentes  al  poder  ejecutivo, 
menos  las  concernientes  al  orden  político  y  al  judicial,  está  su- 
bordinado á  la  ley  y  es  paralelo  de  la  política  y  de  la  justicia. 

96.— El  poder  administrativo  se  divide  en  civil  y  militar,  en 
interior  y  exterior,  en  general  y  local,  en  activo  y  contencioso, 
en  activo  y  consultivo  ó  deliberante. 

97. — ^El  poder  administrativo  civil  abraza  los  intereses  todos 
de  la  sociedad,  excepto  los  relativos  á  la  organización,  distribu- 
ción y  empleo  de  las  fuerzas  del  ejército  y  armada  que  son  de  la 
competencia  exclusiva  de  las  autoridades  militares.  Esta  divi- 
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sion  se  funda  en  que,  habiendo  llegado  á  ser  la  guerra  un  arte, 
el  despacho  de  los  negocios  propios  de  la  milicia,  la  organización 
y  el  mando  inmediato  de  los  ejércitos  requieren  estudios  profe- 
sionales y  una  experiencia  fal,  que  sólo  pueden  encontrarse  en 
quienes  han  abrazado  y  seguido  la  carrera  especial  de  las  armas. 

98. — ^El  poder  administrativo  interior  vela  por  la  conservación 
del  orden  público  dentro  del  estado,  procura  la  perfección  de 
sus  miembros  y  promueve  el  desarrollo  de  todos  los  elementos 
de  riqueza  y  bienestar  que  la  nación  encierra.  El  ^o^teríor  dirige 
las  relaciones  internacionales  y  cuida  de  la  seguridad  del  estado 
amenazada  6  comprometida  por  pueblos  extraños.  Esta  división 
se  funda  en  la  Constitución  misma. 

99. — El  poder  administrativo  general  ocupa  el  centro  del  es- 
tado, y  desde  allí  abarca  con  su  mirada  todo  el  horizonte  de  la 
sociedad,  y  ejerce  su  actividad  en  cuanto  comprende  el  territorio 
nacional.  El  local  supone  una  autoridad  circunscrita  á  los  casos 
de  importancia  subalterna,  y  encerrada  dentro  de  los  límites  más 
ó  menos  estrechos  de  una  fracción  regular  de  aquel  territorio. 

100.— El  poder  administrativo  es  también  activo  6  contencioso j 
según  que  unas  veces  ejerce  actos  de  imperio  y  otras  actos  de 
jurisdicción.  Son  actos  de  imperio  las  providencias  dictadas  por 
el  poder  admii^istrativo  en  uso  de  ^vl  potestad  discreccional  para 
la  ejecución  de  las  leyes. 

Mas  como  al  ejercer  estas  atribuciones  áeptiro  mando  con  res- 
pecto á  los  intereses  ya  generales,  ya  particulares,  puede  susci- 
tar reclamaciones  que  debe  escuchar  y  decidir,  en  tal  caso  cam- 
bia la  naturaleza  de  sus  actos,  porque  si  antes  de  la  oposición 
se  manifiesta  en  forma  de  acción,  después  aparece  en  forma  de 
juicio. 

El  poder  administrativo,  pues,  se  halla  revestido  del  m£ro  y 
mixto  imperio:  de  aquél,  porque  tiene  potestad:  de  éste,  porque 
tiene  jurisdicción.  La  potestad  sola  constituye  la  administración 
pura;  la  potestad  con  la  jurisdicción  constituyen  la  administra^ 
don  contenciosa  (1). 

101. — El  poder  administrativo,  ejerciendo  actos  de  adminis- 
tración pura,  emplea  una  acción  directa,  camina  inmediatamen- 
te á  su  olgeto,  consulta  la  utilidad  pública,  provee  á  los  varios 

(1)  Usamos  aqui  la  palabra  admifiütracion  como  sinónima  de  poder  administratiyo  y 
por  no  separamos  del  lensrnaje  recibido,  no  obstante  que  es  anfibológica. 
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servicios,  y  unas  veces  obra  espontáneamente,  y  otras  provo- 
cada ó  requerida.  Entonces  puede  ser : 

I.  ^Órgano  de  comprobación  para  buscar,  recoger  y  transmi- 
tir las  luces,  para  inspeccionar,  confrontar  y  apreciar  los  datos 
é  informes  y  hacer  declaraciones  auténticas.» 

n.  «Instrumento  de  operaciones  puramente  materiales  que 
maneja  los  bienes  y  propiedades  comunes,  adquiere  y  enajena, 
ejecuta  obras  públicas,  las  repara  y  entretiene,  ejerce  acciones 
activas  ó  pasivas  sosteniendo  litigios,  percibe  las  rentas  públi- 
cas y  paga  los  gastos,  haciendo  las  correspondientes  liquida- 
ciones.» 

ni.  iíFuerza  moral  con  cierto  poder,  aunque  sin  rigorosa  au- 
toridad, que  goza  de  la  prerogativa  indeterminada  y  eminente- 
mente benéfica  de  fomentar  instruyendo,  animando,  recompen- 
sando, asistiendo,  protegiendo  y  socorriendo  á  los  individuos;  y 
de  vigilar,  autorizar  y  dirigir  á  las  corporaciones  prestándoles 
su  apoyo  tutelar.» 

rv.  ü  Autoridad  positiva  que  manda  en  nombre  del  procomu- 
nal unas  veces  en  lo  que  concierne  á  las  cosas,  como  cuando  por 
la  declaración  de  utilidad  pública  somete  á  ciertas  servidumbres 
la  propiedad,  y  otras  en  lo  tocante  á  las  personas,  procurando  en 
servicio  de  la  sociedad  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  la  obedien- 
cia de  los  agentes  administrativos,  ó  de  los  contratistas  de  la 
administración  6  de  los  individuos  particulares»  (1). 

102.— El  poder  administrativo,  en  los  actos  de  administración 
contenciosa,  ejerce  cierto  grado  de  jurisdicción,  porqué  posee  la 
facultad  de  aplicar  las  leyes  ventilando  derechos  y  pronunciando 
decisiones  entre  partes  con  toda  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada 
y.  los  efectos  de  una  verdadera  sentencia. 

103! — Los  actos  de  administración  pura  son  imperativos  como 
las  mismas  leyes  cuya  ejecución  preparan;  son  la  amplificación 
del  pensamiento  del  legislador,  y  tienen  el  carácter  de  leyes  se- 
cundarias. 

Los  actos  de  administración  contenciosa  tamlDien  son  obliga- 
torios cpmó  el  fallo  de  un  tribunal,  sin  perjuicio  de  adquirir  la 
fuerza  y  extensión  de  los  preceptos  generales. 

104. — ^El  poder  administrativo  ejerce  además  actos  de  adminis- 

\\)  D€  ta  administración  pública  con  relación  á  Eapa^a^  pof  D  A.  Olivan. 
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tracion  activa,  á  diferencia  de  los  actos  de  administración  pura- 
mente consultiva  ó  deliberante.  Los  primeros  tienen  por  objeto 
ejecutar:  los  segundos  ilustrar  á  las  autoridades  encargadas  de 
la  ejecución,  ó  acordar  lo  conveniente  respecto  á  ciertos  intere- 
ses que  la  ley  emancipa  del  poder  central. 

105. — ^No  obstante  que  el  ministerio  principal  del  poder  admi- 
nistrativo es  ejecutar  y  no  discutir,  se  ofrecen  casos  arduos  ó  ne- 
gocios de  tal  entidad,  que  la  ley  ha  querido  sabiamente  no  en- 
comendar su  resolución,  sin  deliberación  prévic^,  á  una  autori- 
dad sola.  De  ahí  nace  que  la  administración  central,  lo  mismo 
que  cada  autoridad  á  eUa  subordinada,  aparezca  siempre  asistida 
de  un  consejo  ó  cuerpo  puramente  consultivo  que,  sin  debilitar 
su  acción  ni  servir  de  escudo  á  su  responsabilidad,  ilustra  al  po- 
der con  sus  conocimientos  facultativos  ó  locales,  es  decir,  con  un 
saber  especial  que  en  vano  se  buscaria  fuera  de  aquel  recinto. 
También  ocurre  que  haya  negocios  estrechamente  enlazados  con 
la  vida  local,  á  cuyos  minuciosos  pormenores  no  puede  ni  debe 
descender  el  gobierno;  y  por  eso  los  deja  al  cuidado  de  las  cor- 
poraciones que  representan  á  los  pueblos  y  las  provincias,  res- 
petando su  iniciativa,  confiando  en  su  celo  y  absteniéndose  de 
intervenir  en  tanto  que  no  traspasen  los  límites  de  su  justa  in- 
dependencia. 

Este  doble  mecanismo  produce  un  movimiento  complejo. ó  una 
acción  paralela,  y  da  origen  á  la  división  de  los  actos  adminis- 
trativos arriba  establecida,  cuyas  inmediatas  aplicaciones  se  des- 
cubrirán en  los  capítulos  siguientes. 


CAPÍTULO  IV. 
De  la  divliioii  territorial. 

106.— Extensión  dellpoderadmínis-  111  .—Su  dificultad. 

tratlvo-  112.— Reglas  generales. 

107.— Territorio  nacional.  113.— Uniformidad. 

108.— El  territorio,  condición  de  114.— Igualdad. 

toda  existencia  social.  115.->»Medios  de  comprobarla. 

109.— Enajenaciones   ó    desmem-  116.— Superficie. 

braciones  de  territorio.  117.— Población. 

110.— Importancia  de  toda  división  118.— Riqueza. 

territorial.  119.— Consecuencia  de  su  examen. 
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120.— Proporción. 

121.— Conñnes. 

122.— Capitales. 

123.— Territorio  español. 

124.— Historia  de  nuestra  división 
territorial. 

125.— Antigua  división  de  España. 

126.— División  civil  moderna. 

127.— Subdivisión  en  términos  mu- 
nicipales. 

128.— Otras  divisiones. 

129.-_Política. 

130.— Judicial. 

131.— Fiscal. 

132.— Literaria. 

133.— De  obras  públicas. 

134.— Forestal. 

135.— Militar. 

136.— Marítima. 

137.— Eclesiástica. 

138.— Autoridad  competente  para 
establecer  ó  alterar  la  divi- 
sión territorial 

139.— Carácter  de  las  unidades  de 


territorio  llamadas  provin- 
cias y  municipios. 

140.— El  gobierno  es  incompetente 
para  alterar  los  límites  de 
las  provincias. 

141.— Creación  de  nuevos  Ayuntar 
mientes  y  supresión  de  los 
antiguos. 

142.— Agregaciones  y  segregacio- 
nes de  pueblos  ó  territorio 
habitado. 

143.— Importancia  suma  de  estos 
actos. 

144.— Rectificación  de  límites. 

145.— índole  de  esta  operación  ad- 
ministrativa. 

146.— Autoridad  competente  para 
declarar  los  límites  provin- 
ciales y  municipales. 

147. — Apeo  ó  deslinde  de  terri- 
torio. 

148.— Ventajas  de  uniformar  la  di- 
visión territorial. 

149.— Reforma  conveniente. 


106. — El  derecho  administrativo  español  es  la  ciencia  misma 
de  la  administración  aplicada  á  nuestra  patria,  por  lo  cual  debe- 
mos empezar  su  estudio  describiendo  ^1  círculo  de  la  acción  pro- 
pia del  poder  administrativo  en  el  reino  de  España. 

107. — ^Todas  las  naciones  poseen  en  común  una  extensión  de- 
terminada de  tierra  ó  una  parte  de  la  superficie  del  globo,  en 
cuya  propiedad  colectiva  están  enclavadas  las  propiedades  de  las 
provincias,  de  los  pueblos,  de  las  familias  y  de  los  individuos. 
Esta  propiedad  colectiva  á  la  cual  llaman  territorio  nacional,  es 
anterior  á  la  propiedad  privada,  porque  la  idea  de  aquella  nació 
entre  los  pueblos  cazadores,  y  la  necesidad  posterior  del  cultivo 
produjo  ésta,  pasando  el  hombre  de  la  vida  errante  á  la  vida  se- 
dentaria, de  la  caza  á  la  agricultura.  Hay  todavía  tribus  salvsges 
que  desconocen  la  propiedad  particular  y  mueven  guerras  á  otras 
tríbtis  vecinas  por  violaciones  de  territorio. 

408. — El  territorio  es  tan  inseparable  de  la  nación,  como  son 
inseparables  del  hombre  sus  medios  de  existencia.  Un  pueblo  á 
quien  se  arrebatase  su  territorio,  perdería  también  su  nacionali- 
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dad,  y  caería  en  la  servidumbre  del  usurpador,  cuando  no  fuese 
exterminado,  como  los  primitivos  pobladores  de  la  América  del 
Norte,  raza  que  se  va  extinguiendo,  y  acabará  por  desaparecer 
muy  pronto  ante  la  creciente  invasión  de  los  Estados  Unidos.  El 
único  pueblo  del  mundo  que  carezca  de  territorio  nacional  es  el 
hebreo,  cuya  dispersión  y  vida  errante  impiden  la  obediencia  á 
unas  mismas  leyes,  la  constitución  de  un  gobierno,  y- en  suma, 
la  formación  de  un  estado. 

El  ciudadano,  dentro  del  territorio  nacional,  vive  como  el 
hombre  privado  en  la  casa  que  habitat  y  en  el  campo  que  culti- 
va :  fuera  de  él  es  un  extraño  tolerado  ó  tal  vez  protegido ,  pero 
nunca  considerado  como  miembro  de  la  gran  familia  llamada  na- 
ción. El  gobierno  de  su  patria  no  le  sigue  de  ordinario  fuera  del 
territorio,  porque  al.  tocar  sus  confines  se  extingue  casi  siempre 
la  fuerza  de  las  leyes  y  muere  la  autoridad  de  la  administración. 

El  poder  administrativo  viene  á  ser,  pues,  un  poder  esencial- 
mente doméstico,  más  inherente  al  territorio  de  la  nación  que 
á  sus  propios  moradores.  Si  hay  ciertas  leyes,  como  las  relativas 
al  estado  y  capacidad  de  las  personas,  que  tal  vez  obligan  al  piu- 
dadano  en  tierra  extranjera  y  por  eso  las  llaman  personales,  dé- 
bese á  las  convenciones  y  tratados  celebrados  entre  los  gobier- 
nos que  constituyen  el  derecho  internacional:  son  leyes  pura- 
mente positivas  que  pueden  no  existir  sin  que  la  equidad  so  re- 
sienta ni  se  ofenda  la  justicia. 

109.— La  legislación  de  todos  los  pueblos  cultos  da  suma  im- 
portancia á  los  actos  que  pueden  producir  la  desmembración  del 
territorio  nacional  ó  la  segregación  de  alguna  de  sus  partes.  Se- 
gún un  artículo  constitucional  necesita  el  Rey  estar  autorizado 
por  una  ley  especial  para  enajenar,  ceder  ó  permutar  cualquiera 
porción  del  territorio  español  y  aun  para  incorporar  en  él  otro 
territorio  (1);  pero  puede  ajustar  tratados  de  límites  con.  las  po- 
tencias extranjeras  sin  necesidad  de  semejante  autorización,  por- 
que no  implican  cambio  de  dominio,  sino  una  sencilla  rectifica- 
ción de  las  fronteras  (2). 

110. — La  primera  condición  de  un  biien  sistema  administra- 

(1)  Cocst.,  art.  14,  §§  1  y  2. 

(2)  Tratado  lie  límites  ajustado  con  Francia  el  2  de  Diciembre  de  1856  y  sus  anejos  rati- 
flcado«»  en  1.®  de  Abril  de  1850;  convenio  entre  Espafia  y  Marruecos  ampliando  los  térmi- 
nos jurisdiccionales  de  Melilla  de  2i  de  Ag-osto  de  18S0,  y  tratado  de  paz  y  amistad  entre 
dichas  potencias  firmado  á  26  de  Abril  de  1860. 
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tivo  es  una  acertada  división  territorial,  ó  la  distribución  de  la 
esfera  común  de  la  acción  administrativa  en  cierto  número  de 
esferas  particulares  que  juntas  se  muevan  en  armonía  y  en  vir- 
tud de  un  solo  impulso.  Si  ha  de  reinar  el  orden  en  la  adminis- 
tración; sí  su  vigilancia  ha  de  ser  constante,  infatigable  su  acti- 
vidad y  su  presencia  posible,  es  fuerza  repartir  los  cuidados  de 
tal  manera,  que  toda  la  administración  corresponda  á  todo  el 
territorio  y  una  fracción  á  cada  fracción.  Clasificar  las  atribucio- 
nes fiídministrativas  por  servicios  y  por  distritos,  es  aplicar  el 
método  á  la  administración  y  simplificar  su  mecanismo,  señalan- 
do á  cada  autoridad  el  círculo  de  su  poder  y  los  límites  de  su 
competencia. 

111. — Una  división  territorial  es  obra  difícil,  porque  hay  que 
consultar  principios,  intereses  y  necesidades  muy  divergentes. 
La  administración  debe  oir,  antes  de  dictarla,  el  consejo  de  per- 
sonas experimentadas  en  varios  ramos  del  servicio  público  y  en- 
tendidas en  geodesia,  porque  hay  que  fijar  la  vista  alternativa- 
mente en  la  sociedad  y  en  la  naturaleza. 

112. — Expondremos  las  reglas  que  conviene  tenga  la  admi- 
nistración presentes  al  introducir  ó  reformar  la  división  del  ter- 
ritorio, no  porque  sean  las  únicas,  sino  por  considerarlas  prin- 
cipales. 

113.  —  1.  La  división  territorial  debe  ser  uniforme.  —  La 
igualdad  que  debe  presidir  al  repartimiento  de  los  derechos  y 
deberes  entre  los  ciudadanos,  así  como  la  senciQez  y  celeridad 
de  la  acción  administrativa,  exigen  la  adopción  de  un  sistema 
de  división  territorial  aplicable  á  toda  la  superficie  de  la  nación 
sin  excepciones  ni  privilegios.  El  mayor  bien  de  la  centralización 
administrativa  fué  y  será  debilitar,  sin  extinguir,  la  vida  local, 
sustituyendo  á  este  egoísmo  colectivo  un  sentimiento  más  puro 
y  expansivo  en  el  amor  de  la  patria.  Una  división  territorial  fun- 
dada en  el  reconocimiento  de  antiguos  fueros,  en  las  tradiciones 
de  independencia  remota  ó  en  inveteradas  y  abusivas  costum- 
bres, no  satis&ria  las  necesidades  de  la  política  ni  las  de  la  ad- 
ministración, y  seria  un  anacronismo  en  estos  tiempos  en  que 
las  ideas  más  propenden  á  la  formación  de  grandes  estados  to- 
mando por  base  el  principio  de  las  nacionalidades,  que  á  fomen- 
tar las  ya  olvidadas  pretensiones  de  aislamiento  con  Sus  tenden- 
cias siempre  hostiles. 
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No  sólo,  conviene  aplicar  la  regla  de  la  uniformidad  á  todas 
las  fracciones  del  mismo  territorio  subordinadas  á  la  administra- 
ción civil,  sino  que  debe  extenderse  á  todos  los  servicios  públi- 
cos; de  suerte  que  la  administración  fiscal,  la  militar,  la  eclesiás- 
tica y  cuantas  otras  pudieran  imaginarse,  se  ajusten  á  una  sola 
diyision  territorial. 

114. — ^n.  Los  términos  deben  ser  ígrí/ate^.— No  es  decir  que 
la  distribución  del  territorio  en  fracciones  se  haga  con  igualdad 
matemática,  sino  con  aquella  exactitud  prudencial  que  la  admi- 
nistración consulta  en  todos  sus  actos.  Un  territorio  dividido  en 
círcxdos  desiguales  forzosamente  estaria  mal  administrado,  por- 
que unos  serian  demasiado  grandes  y  otros  demasiado  pequeños. 

115.— Mas  ¿qué  criterio  deberá  prevalecer  para  determinar  el 
grandor  proporcionado  y  medir  cada  fracción  del  territorio?  Tres 
se  ofrecen,  á  saber,  la  superficie,  la  población  y  la  riqueza. 

116. — La  superficie  no  es  una  medida  aceptable,  porque  los 
deberes  de  la  administración  no  se  multiplican  según  que  el  ter- 
ritorio se  dilata,  sino  conforme  crecen  las  necesidades  sociales. 

Adoptando  este  sistema  habría  términos  excesivamente  labo- 
riosos y  poblados,  y  otros  incultos  y  casi  desiertos,  y  la  acción 
administrativa  distribuida  con  igualdad  aparente,  estaria  en  rea- 
lidad desigualmente  repartida.  La  administración  no  guardaría 
proporción  en  sus  miembros,  ni  en  sus  fuerzas  equilibrio. 

117. — Ldi  población  tampoco  es  una  base  conveniente,  pues  el 
poder  administrativo  no  atiende  tan  sólo  á  las  personas,  sino 
además  á  las  cosas.  Hay  multitud  de  razones  naturales  que  de- 
ben tomarse  muy  en  cuenta  al  dividir  el  territorio  nacional  en 
círculos  administrativos.  Un  rio  caudaloso,  una  montaña  inacce- 
sible, soii  im  límite  que  la  naturaleza  opone  á  la  comunicación 
de  los  hombres,  y  por  consiguiente  al  infliyo  de  la  autoridad  local. 

Las  condiciones  económicas  establecen .  tatíabien  diferencias 
esenciales  en  cuanto  al  carácter  y  extensión  de  la  acción  adminis- 
trativa á  los  pueblos.  En  donde  predomina  la  industria  la  -pobla- 
ción está  aglomerada,  las  relaciones  de  los  habitantes  son  más 
extensas  y  complicadas,  el  comercio  es  activo,  la  circulación  rá- 
pida y  las  instituciones  de  crédito  muy  frecuentes.  Allí  hay  más 
actividad  social,  y  por  tanto  se  requiere  que  la  acción  adminis- 
trativa obre  de  más  cerca  y  abarque  menos  territorio.  En  donde 
prepondera  la  agricultura  la  población  se  halla  dispersa,  su  ca- 
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rácter  es  pacífico,  el  tráfico  escaso,  lenta  la  circulación  y  el  cré- 
dito adquiere  poco  desarrollo.  Allí  hay  menos  actividad  social, 
y  como  bastan  menos  fuerzas,  la  administración  puede  colocarse 
en  centros  más  remotos. 

Una  división  territorial  fundada  en  la  igualdad  de  población, 
adolecerla  de  un  gravísimo  inconveniente,  cual  seria  descansar 
en  una  base  incierta  y  movible  en  sumo  grado.  La  autoridad  de 
cada  agente  administrativo  crecería  ó  menguaría  al  tenor  del 
movimiento  ascendente  ó  descendente  de  la  población,  y  tanta 
movilidad  se  baria  insoportable  á  la  administración  que  necesi- 
ta sujetar  á  reglas  fyas  su  poder,  y  señalar  límites  ciertos  á  cada 
jurisdicción.  Los  administrados,  por  otra  parte,  vivirían  en  per- 
petua incertidumbre  acerca  de  la  autoridad  de  quien  dependerán 
y  del  pueblo  al  cual  los  agregarán  como  á  su  nueta  capital.  Esta 
movilidad  continua,  apagando  todo  sentimiento  de  amor  local 
y  destruyendo  toda  comunidad  de  intereses,  extinguiría  aquella 
vida  propia  que  los  pueblos  deben  tener  dentro  de  la  común 
existencia. 

118. — La  riqueza  no  es  tampoco  un  signo  de  la  igualdad  de 
necesidades  sociales,  por  cuya  razón  no  debe  ser  adoptada  por 
base  única  de  la  división  territoríal.  Esta  base  es  incierta  como 
la  población,  y  variable  como  las  condiciones  económicas  de  los 
pueblos. 

Si  el  catastro  fuese  el  signo  de  la  riqueza,  la  división  territo- 
rial seria  una  tarea  inmensa  por  la  extensión  de  sus  trabajos  y 
por  su  excesivo  coste.  Una  vez  arreglada,  todavía  quedará  sujeta 
á  tantas  alteraciones  como  rectificaciones  se  hubieren  de  hacer 
en  la  operación  catastral. 

Si  la  cuota  de  las  contribuciones  directas  fuese  el  dato  preferi- 
do, caducaría  la  base  de  la  ríqueza.  excluyendo  del  cálculo  los 
impuestos  indirectos  que  en  los  pueblos  industríales,  es  decir,  en 
los  más  ríeos,  componen  el  mayor  número.  Cuando  la  adminis- 
tración intentase  reformar  el  sistema  de  imposición  ó  reparti- 
miento dé  las  contribuciones,  cejaría  siempre  ó  las  más  veces 
ante  un  obstáculo  de  tanta  gravedad  como  seria  el  trastorno  de 
la  división  terrítoríal  establecida,  resultando  de  aquí  que  las  ren- 
tas públicas  disminuyesen  ó  la  proporción  del  impuesto  se  al- 
terase. 

■ 

119. — La  consecuencia  de  este  examen  es  que  importa  no  ad- 
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mitir  la  superficie  ni  la  población  ni  la  riqueza  como  bases  úni- 
cas de  ima  perfecta,  ó  por  lo  menos,  aceptable  división  territo- 
rial. Todas  tres  suministran  datos  importantísimos  cuya  influen- 
cia exclusiva  debe  repelerse,  pero  cuyo  concurso  simultáneo 
conviene  aprovechar  para  la  solución  de  este  interesante  proble- 
ma de  administración  pública. 

120. — ^in.  Lofi  términos  deben  ser  medianos, — ^Muy  grandes, 
la  administración  estaría  lejos  de  los  administrados,  no  veria  sus 
necesidades  y  su  acción  llegaría  floja  y  lánguida  á  los  extremos. 
Muy  pequeños,  la  administración  intervendría  en  negocios  mí- 
nimos cayendo  en  el  vicio  de  la  impertinencia,  seria  costosa  y  su 
acción  pecaría  también  de  torpe  y  lenta,  defectos  necesarios 
cuando  el  mecanismo  administrativo  se  complica  con  la  añadi- 
dura de  ruedas  ijaútiles  que  resultan  perjudiciales. 

Aunque  es  difícil  dictar  á  este  propósito  una  regla  fija,  se  pre- 
sume que  en  un  estado  de  5  á  10.000  leguas  cuadradas  de  super- 
ficie, y  con  una  población  entre  5  y  10  millones  de  habitantes, 
como  son  los  estados  medios  de  Europa,  pudiera  dividirse  en 
grandes  distritos  de  á  100.000  habitantes  en  un  territorio  de  100 
leguas  cuadradas,  y  estos  términos  subdividirse  en  círculos  de  á 
5.000  habitantes  en  una  extensión  de  5  leguas  también  cuadra- 
das. Esta  división,  fundada  tan  sólo  en  las  bases  de  superficie  y 
población,  debería  ser  modificada  sin  embargo  por  el  influjo  de 
la  tercera  ó  la  riqueza. 

121 . — ^IV.  Los  límites  deben  favorecer  la  unidad  administra- 
tiva.— ^De  modo  que  en  una  nueva  división  territorial  no  conviene 
consultar  sino  las  necesidades  presentes  ó  futuras  de  la  sociedad, 
dando  de  mano  á  las  pretensiones  fundadas  en  el  espíritu  de  ais- 
lamiento y  de  independencia  local  que  antes  pudiertí  predominar 
eñ  cada  fracción  del  territorio.  Si  algima  vez  se  transige  con  estos 
sentimientos,  es  porque  se  prefiere  á  combatirlos  con  violencia, 
el  método  más  ^uave  de  extirparlos  con  lentitud.  La  unidad  en  la 
administración ,  y  si  se  quiere,  la  necesidad  de  cierto  grado  de 
centralización ,  exigen  que  una  buena  división ,  territorial  borre 
los  límites  de  los  antiguos  estados,  respetando  los  derechos  ane- 
jos á  una  vida  local,  subordinada  al  principio  de  la  nacionalidad 
y  al  interés  de  una  política  elevada  que  se  propone  formar  un 
solo  pueblo  regido  por  unas  mismas  instituciones.  El  sistema 
contrarÍQ  puede  convenir  á  un  estado  federal  ó  á  una  confedera- 
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^ion  de  estados;  pero  .seria  impropio  de  un  pueblo  que  aspirase 
á  constituir  un  todo  b^o  un  gobierno  unitario. 

122. — V.  l^as  capitales  deben  fijarse  en  los  centros  de  activir 
dad  social. — Es  seguramente  muy  de  apetecer  que  el  centro  de 
actividad  coincida  con  el  centro  del  territorio ;  mas  siendo  distin- 
tos, el  foco  de  la  acción  administrativa  debe  colpcarse,  no  en  el 
punto  matemático,  sino  en  el  punto  por  decirlo  así,  estratégico, 
para  atender  desde  allí  á  todas  las  necesidades  públicas,  dar  im- 
pulso á  todos  los  movimientos  y  dirigir  el  servicio  en  todos  los 
ramos. 

Las  ciudades  capitales,  antes  de  obtener  este  título  ó  preemi- 
nencia de  la  ley,  descuellan  ya  entre  los  pueblos  inmediatos,  AUí 
tienen  su  asiento  el  saber,  la  grande  fabricación  y  el  grande  co- 
mercio del  territorio  contiguo :  de  allí  parten  l^is  carreteras  y  allí 
terminan :  los  rios  y  canales  enlazan  también  estas  ciudades  con 
las  villas  y  lugares  de  la  comarca,  y  su  población  egerce  un  influ- 
jo moral,  y  acaso  im  verdadero  predominio,  en  los  habitantes  del 
campo  y  de  los  pueblos  circunvecinos.  Apoderada  la  administra- 
ción de  esta  llave,  gobierna  el  territorio  anejo  con  facilidad, 
porque  á  donde  no  alcanza  su  mano,  llegan  pronto  las  órdenes 
que  comunica  desde  el  punto  de  su  residencia. 

123.— El  territorio  espaSx)!  se  compone  de  la  Península  6  Islas 
adyacentes  y  los  preciosos  restos  de  los  dominios  de  Ultramar. 
De  estos  no  hablaremos,  porque  como  nuestro  régimen  colonial 
constituye  nna  legislación  excepcional  que  llaman  de  Indias,  fun- 
dada en  la  especialidad  de  los  intereses  que  allí  prevalecen,  forma 
también  un  estudio  aparte.  La  Constitución,  anunciando  refor- 
mas en  el  gobierno  de  nuestras  provincias  ultramarinas,  mantie- 
ne en  su  fuerza  y  vigor  las  leyes  especiales  (1). 

124. — ^El  territorio  de  la  Península  é  Islas  adyacentes  estuvo 
muy  desigualmente  dividido  hasta  nuestros  dias,  conservándose 
aun  los  límites  señalados  por  las  antiguas  nacionalidades  y  hasta 
sus  mismas  denominaciones  de  reinos,  principados  y  señoríos. 
Después  de  la  incorporación  de  las  dos  coronas  de  Aragón  y  Cas- 
tilla era  preciso  adoptar  prontamente  una  nueva  división  terri- 
torial que  consolidase  la  grande  obra  del  redondeamiento  de  la 
Península  española ;  mas  sea  que  el  Gobierno  hubiese  entrevisto 

(1)  ConstMarts.  I0S>-1(K^. 


60  DfaEGHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

obstáculos  insuperables  en  la  obstinada  resistencia  de  los  estados 
antiguos  á  cambiar  de  nombres,  de  confines  y  de  leyes,  6  que 
desconociese  la  urgente  necesidad  de  tal  reforma,  es  lo  cierto  que 
hasta  fines  del  siglo  pasado  no  se  pensó  seriamente  en  ella.  Aún 
entonces  los  trabajos  caminaron  con  lentitud,  y  si  produjeron 
algún  resultado  de  utilidad  incontestable  para  el  efecto  de  reunir 
datos  estadísticos,  dejaron  mucho  que  desear  en  cuanto  al  in- 
tento de  dividir  el  territorio. 

125. — Dividíase  á  fines  del  siglo  pasado  el  territorio  de  España 
en  nueve  reinos  á  saber:  Andalucía,  Aragón,  Córdoba,  Galicia, 
Granada,  Jaén,  Murcia,  Valencia  y  Navarra ;  los  principados  de 
Asturias  y  Cataluña;  el  señorío  de  Vizcaya,  y  diez  y  seis  provin- 
cias de  Castilla,  esto  es,  Ávila,  Burgos,  Zamora,  Ciudad-Real, 
Cuenca,  Extremadura,  Guadalajara,  León,  Madrid,  Falencia,  Sa- 
lamanca, Segovia,  Soria,  Toledo,  Toro  y  Valladolid,  con  las 
exentas  de  Álava  y  Guipúzcoa  y  las  Islas  Baleares  y  Canarias.  . 
Así  continuaron  las  cosas  hasta  que  las  Cortes  de  1820  á  1823 
hicieron  la  primera  división  territorial  ajustada  á  principios  y 
capa»  de  satisfacer  las  necesidades  de  la  administración  (1) ;  pero 
su  obra  vino  á  tierra  al  espirar  el  breve  período  constitucional 
que  la  prodiyo.  Desde  entonces  no  se  hizo  innovación  alguna 
hasta  una  época  reciente  y  muy  señalada  en  la  historia  de  nues- 
tro derecho  administrativo  por  grandes  novedades  é  importantes 
reformas. 

El  real  decreto  que  establece  el  derecho  vigente  en  la  mate- 
ria, planteando  la  división  civil  del  territorio  «como  base  de  la 
administración  interior  y  medio  para  obtener  los  beneficios  que 
él  Gobierno  meditaba  hacer  á  los  pueblos, »  es  uno  de  los  actos 
que  anunciaron  la  regeneración  política  y  administrativa  de  Es- 
paña (2). 

126. — Según  el  citado  decreto  el  territorio  español  'de  la  Pe- 
nínsula é  Islas  adyacentes  se  divide  en  49  provincias  que  toman 
el  nombre  de  sus  capitales,  excepto  las  de  Navarra,  Álava,  Gui- 
púzcoa y  Vizcaya  que  conservan  sus  antiguas  denominacio- 
nes (3).  El  ánimo  del  Gobierno  fué  sin  duda  no  herir  con  esta 


( 1 )  Decreto  de  las  mismas  de  2f7  de  Enero  de  1822. 

(2)  Expedido  en  80  de  NoYiem1)re  de  1838,  y  confirmado  por  la  ley  de  25  de  Setiembre 
de  1863,  art.  1,  hatía  ^ué  una  ley  especial  determine  otra  cota, 

(3)  Art.  1. 
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reforma  á  los  pueblos  más  sensibles  en  su  amor  provincial  y  más 
apegado»  á  sus  tradiciones;  pero  una  experiencia  harto  cruel 
enseñó  lo  inútil  de  semejante  cautela. 

En  dicho  decreto  se  í^jan  los  límites  de  cada  provincia,  enten- 
diéndose que  si  un  pueblo  situado  á  la  extremidad  de  una  pro- 
vincia tiene  parte  de  su  territorio  dentro  de  los  confines  de  la 
contigua,  este  territorio  pertenece  á  la  provincia  donde  se  halla- 
re sito  el  pueblo,  aun  cuando  la  línea  divisoria  los  separe  en  la 
apariencia  (1). 

La  división  sobredicha  no  se  introdujo  con  ánimo  de  limitarla 
al  orden  administrativo^  sino  para  que  se  arreglasen  también  á 
ella  las  demarcaciones  militares,  judiciales  y  de  Hacienda  ^egun 
así  se  verificó  en  lo  sucesivo  (2). 

127. — Las  grandes  fracciones  de  territorio  llamadas  provin-- 
tías  están  subdivididas  en  distritos  6  términos,  que  son  los 
círculos  administrativos  que  reconocen  por  centro  de  autoridad 
un  pueblo  cabeza  de  todos  los  comarcanos  y  asiento  de  la  admi- 
nistración municipal  (3). 

Cada  provincia  comprende  un  número  mayor  ó  menor  de 
términos  municipales;  por  manera  que  el  territorio  español  se 
ajusta,  para  el  servicio  general  de  la  administración,  á  una  sen- 
cilla división  de  dos  grados. 

128. — Además  de  la  división  civil  hay  otras  que  se  acomodan 
ó  se  acercan  á  esta  fundamental,  cuyo  objeto  es  regularizar  cier- 
tos ramos  especiales  del  servicio  público,  y  son  las  siguientes: 

129, — L  Lsi  política,  que  se  propone  ordenar  el  ejercicio  del 
derecho  de  elección  inherente  á  la  cualidad  de  ciudadano  acti- 
vo.-^El  territorio  se  divide  para  este  efecto  en  un  número  deter- 
minado de  colegios  electorales,  que  pueden  subdividirse  en  sec- 

(1)  Art.  3,  y  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  1. 

(2)  Art.  4.  • 

(8)  Al  finalizar  el  afio  de  1841  habia  en  España  10.594  Ayttntamlentos.  Real  decreto 
de  1*  de  Diciembre  de  1847. 
Bn  1868  ezistian  9.886  asi  clasificados : 

Con  menos  de  100  vecinos. %    »    .    .  2.6664 

De  101  á  300.   ....    • 8.841. 

De301á500 1.18L 

De  501  en  adelante.    ,    .    4 *    é    .    .    *    .  1.6f)8t 

Desde  entonces  acá  jbltan  noticias  oficiales  qne  nos  permitan  rectificar  esta  cifra,  pues 
nada  consta  acerca  del  número  de  Ayantamlentos  creados  y  suprimidos.  La  estadística 
administratÍTa  deja  macho  que  desear. 
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dones  para  facilitar  la  emisión  del  sufragio,  todo  á  juicio  del 
respectivo  Ayuntamiento  (i). 

130. — n.  Lsi  judicialy  que  tiende  á  dejar  expedita  la  adminis- 
tración de  justicia. — La  Península  se  divide  en  distritos,  parti- 
dos, circunscripciones  y  términos  municipales  (2) . 

131. — ^in.  La  fiscal  para  regularizar  la  imposición,  reparti- 
miento y  cobranza  de  las  rentas  públicas. — El  territorio  se  di- 
vide en  49  administraciones  de  provincia  y  13  administracio- 
nes de  partido  (3) . 

132. — ^IV.  La  que  reclama  el  servicio  de  la  instrucción  públi- 
ca y  para  cuyo  buen  desempeño  se  divide  el  territorio  en  10  dis^ 
tritos  universitarios  y  siendo  cabeza  de  cada  uno  la  Universidad 
respectiva  (4). 

133. — V.  La  que  exige  el  servicio  general  ú' ordinario  de  las 
obras  públicas^  con  respecto  al  cual  se  divide  la  Península  en 
10  distritos  ordinarios,  2  de  ferro-carriles  y  otros  2  de  trabajos 
hidrológicos,  el  primero  de  las  vertientes  al  Mediterráneo,  y  e! 
segundo  de  las  vertientes  al  Océano  (5). 

134. — VI.  Para  el  mejor  servicio  de  los  montes  se  divide  el 
territorio  en  10  inspecciones  subdivididas  en  46  distritos  (6). 

135. — Vn.  La  que  pide  el  servicio  militar,  en  14  capitanías 
generales  y  2  comandancias  generales  en  Ceuta  y  el  campo  dé 
Gibraltar,  y  en  tantos  gobiernos  militares  cuantas  son  las  pro- 
vincias, con  más  los  gobiernos  de  las  plazas,  las  comandancias 
de  fortalezas  y  castillos,  y  las  de  armas  en  los  pueblos  cabeza  de 
partido  judicial,  exceptuando  las  capitales  de  provincia  ó  puntos 
de  residencia  de  un  gobernador  militar  (7) . 

136.— Vin.  La  relativa  al  servicio  de  la  marina,  en  los  tres 

(1)  Ley  electoral  de  20  de  Ag^)8to  de  1970,  art.  113. 

(2)  Ley  provisional  de  org^anizaciondel  poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1610,  articu- 
lo Ih 

En  esta  ley  ae  anuncia  la  publicación  de  otra  de  división  "judicial  que  no  \lQg6  á  ver  la 
luz;  de  suerte  que  aun  continúa  rigfiendo  la  antigua  división  en  15  AudUnciM  y  496 pw' 
tidos  judicialef.  Reales  decretos  de  26  de  Enero  y  21  de  Abril  líe  1834. ' 

(3)  Real  decreto  de  15  de  Janio  de  1845  para  organizar  la  administración  de  la  Hacienda 
pública,  cap.  ii.        .     . 

(4)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  art.  259. 

(5)  Real  decreto  de  1.^  de  Julio  de  1847,  real  orden  de  l.^'  de  Octubre  de  1853,  reales  de- 
cretos de  14  de  Enero  y  U  de  Marzj  de  1857  y  21  do  Diciembre  de  1850,  y  reales  órdenes 
de  23  de  Diciembre  de  1859  y  24  de  Julio  de  1865. 

(6)  Real  orden  de  1.^  de  Diciembre  de  1865. 

(7)  Reales  decretos  de  l.^  de  Agosto  de  1841  y  8  de  Setiembre  de  1844,  real  orden  de  4  de 
Julio  de  1^6  y  real  decreto  de  18  do  Diciembre  de  1647. 
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departamentos  de  Cádiz,  Ferrol  y  Cartagena  divididos  en  10 
tercios  navales,  29  provincias,  y  95  distrítos. 

137. — ^IX.  Y  en  suma,  la  eclesiástica ^  según  la  cual  para  la  ad- 
ministración del  culto  se  divide  el  territorio  español  en  8  arzo- 
bispados  y  55  obispados  que  quedarán  reducidos  á  45  según  el 
Concordato  ajustado  con  la  Santa  Sede  en  16  dé  Marzo  de  1851, 
subdivididos  en  el  número  conveniente  de  arciprestazgos  y  par- 
roquias. 

138. — Sabida  la  división  administrativa  del  territorio  español, 
importa  fijar  dos  puntos  muy  interesantes  en  el  derecho,  á  saber, 
quién  puede  establecerla  y  modificarla,  y  á  quién  incumbe  reco- 
nocei  y  declarar  los  límites  dudosos. 

Antes  de  resolver  esta  cuestión  es  preciso  asentar  el  principio 
que  no  hay  verdadera  división  territorial  sino  la  civil  de  dos 
grados  (provincias  y  términos  municipales),  pues  las  otras  sólo 
sirven  para  ordenar  y  distribuir  ciertos  servicios  sin  partir  for- 
malmente el  territorio,  y  por  lo  común  se  avienen  á  la  estable- 
cida para  la  administración  general  considerándola  con^p  el  fun- 
damento de  todas. 

139. — Una  provincia,  un  municipio  son  demarcaciones  terri- 
toriales ó  distritos  administrativos;  pero  además  tienen  el  ca- 
rácter de  sociedad  política ,  por  cuanto  constituyen  una  corpo- 
ración cuyos  individuos  ejercen  colectivamente  ciertos  derechos 
políticos  y  forman  una  persona  moral  con  propiedades  y  apro- 
vechamientos comunes,  cuya  adquisición,  conservación  y  tras- 
misión son  actos  puramente  civiles.  Y  como  sólo  la  ley  puede 
definir  las  cuestiones  tocantes  al  estado  de  las  personas  y  á  sus 
derechos  políticos  y  civiles,^  de  ahí  nace  que  sólo  el  poder  legis- 
lativo sea  competente  para  establecer  una  nueva  división  terri- 
torial ó  alterar  la  ya  establecida. 

140. — La  doctrina  anterior  debería  ser  de  rigorosa  aplicación 
con  respecto  á  las  provincias  cuyos  límites  invariables  dan  esta- 
bilidad á  la  administración,  regulan  el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos  y  trazan  á  cada  autoridad  judicial  el  círculo  de  su  com- 
petencia. 

Sin  embargo,  puede  el  gobierno,  en  virtud  de  una  delegación 
de  la  potestad  legislativa,  alterar  los  límites  de  las  provincias 
de  conformidad  con  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  interesa- 
das y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado.  Tan  necesario  es  el 
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voto  conforme  del  Gobierno  y  las  referidas  corporaciones,  que 
en  caso.de  discordia  no  procede  la  alteración  sino  por  obra  de 
la  ley  (1). 

141. — ^El  espíritu  de  reforma  que  al  calor  de  nuestras  discor*- 
dias  civiles  penetró  en  la  política,  mostrándose  favorable  á  la 
descentralización  administrativa,  fué  causa  de  conceder  muy  la- 
tas atribuciones  respecto  á  la  creación  y  supresión  de  términos 
municipales  á  nuestras  corporaciones  populares. 

142.— Gomo  es  natural,  el  mismo  principio  ha  prevalecido  en 
cuanto  á  la  agregación  y  segregación  de  pueblos  ó  secciones  ha- 
bitadas de  un  término  municipal.  Son  las  Diputaciones  provin- 
ciales quienes  resuelven  los  expedientes  de  esta  naturaleza  to- 
mando acuerdos  ejecutivos  en  caso  de  conformidad  entre  los 
interesados,  y  en  el  de  disidencia  la  resolución  debe  ser  objeto 
de  una  ley  (2). 

Algo  más  conviene  saber  en  la  materia ;  pero  exige  el  método 
reservar  los  pormenores  para  el  capítulo  destinado  al  estudio  de 
los  Ayuntamientos. 

143. — La  creación  y  supresión  de  municipios  y  la  reunión  ó 
segregación  de  pueblos  es  un  acto  en  que  debe  brillar  la  pru- 
dencia suma  de  la  administración,  porque  afecta  á  las  pasiones 
más  vivas  y  á  los  sentimientos  más  delicados  del  hombre.  Sepa- 
rarnos del  pueblo  que  nos  vio  nacer,  excluimos  de  toda  partici- 
pación en  las  propiedades  de  que  ftiímos  siempre  condueños, 
alejamos  de  la  pila  donde  recibimos  el  agua  santa  del  bautismo 
y  del  sepulcro  donde  descansan  los  huesos  de  nuestros  mayores, 
son  sacrificios  dolorosos  que  la  administración  rehusará  impo^ 
ner,  mientras  un  reconocido  interés  público  no  lo  exya  con  em- 
peño. 

144. — La  rectificación  de  límites  es  una  operación  puramente 
administrativa.  La  administración  en  tal  caso  respeta  el  orden 
establecido,  pues  no  crea,  ni  destruye  derechos  relativos  á  la 
propiedad  ó  á  los  aprovechamientos  comunes,  ni  traslada  perso- 
nas de  uno  á  otro  territorio,  ni  señala  nuevos  confines  á  la  juris- 
dicción de  cada  autoridad,  sino  que  el  acto  se  limita  á  declarar  si 
ciertas  porciones  de  territorio  pertenecen  según  la  ley  á  tal  ó 
cual  provincia  ó  pueblo. 

(1)  Ley  provincial  de  20  de  Agosto  de  1870,  art.  8. 

(2)  Ley  manicipal  d«  20  de  Afifosto  de  1810,  arta.  3  y  flifi*. 
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145. — Tal  vez  ocurran  dudas  fundadas  acerca  del  verdadero 
carácter  de  esta  operación  que  sí  la  administración  la  violenta, 
puede  degenerar  en  un  acto  inconstitucional,  arrogándose  el  po- 
der ^ecutivo  la  facultad  de  reformar  la  división  del  territorio, 
aunque  la  reforma  sólo  proceda  en  virtud  de  una  ley.  Algunos 
publicistas  pretendieron  distinguir  la  rectificación  de  límites  del 
señalamiento  de  otros  nuevos  por  la  circunstancia  de  estar  6  no 
haMtddo  6  poblado  el  terreno  controvertido  é  incorporado ;  mas 
semcgante  razón  no  satisface,  porque  ni  es  legal,  ni  está  fundada 
en  los  principios  de  la  ciencia,  según  los  cuales  la  división  admi- 
nistrativa se  funda  en  la  idea  de  distribuir  en  círculos  el  territo- 
rio, y  no  en  la  de  clasificar  por  grupos  las  personas.  Añádase 
á  lo  dicho  otra  razón  decisiva,  á  saber,  que  variando  los  confines 
del  territorio  se  trastornan  los  límites  señalados  por  la  ley  á  la 
competencia  judicial,  y  se  verá  claro  cuan  flitil  es  la  distinción  y 
cuan  débil  la  base. 

La  operación  de  rectificar  los  límites  debe  ser  en  el  hecho, 
como  es  en  el  derecho,  un  acto  interpretativo  de  la  ley  de  divi- 
sión territorial ;  por  consiguiente  parece  opinión  más  cuerda  que 
la  administración  se  atenga  á  la  letra  y  al  espíritu  del  texto,  del 
cual  se  desviará  muy  poco  prolongando  la  línea  divisoria  por  el 
espacio  oscuro,  de  suerte  que  una  entre  sí  ambos  extremos  co- 
nocidos por  medio  de  una  recta.  Si  hay  obstáculos  naturales  á 
esta  dirección,  será  prudente  colegir  que  los  límites  de  la  natu- 
raleza son  también  los  límites  de  la  ley. 

146. — Guando  se  suscitan  dificultades  en  punto  á  los  límites 
de  dos  6  más  provincias  contiguas,  cada  gobernador  instruye 
expediente  en  averiguación  de  los  confines  de  sus  términos  mu- 
nicipales, á  cuyos  datos  acompaña  cuantos  documentos  puedan 
reunirse  y  conduzcan  á  la  mayor  ilustración  del  asunto,  así  como 
el  informe  del  Ayuntamiento  ó  Ayuntamientos  interesados  y  el 
de  las  Diputaciones  provinciales. 

Los  gobernadores  se  ponen  de  acuerdo  y  resuelven  lo  que  pro- 
ceda. Si  no  hay  conformidad,  remiten  los  antecedentes  al  Minis- 
terio de  la  Gobernación  con  su  informe  razonado,  y  el  ministro 
decide  la  competencia.  También  dicta  la  resolución  definitiva, 
cuando  se  reclama  contra  las  providencias  de  los  gobernadores 
en  caso  de  conformidad. 

El  deslinde  de  los  términos  municipales  se  prepara  dií5q[>onien- 
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do  los  gobernadores  que  los  alcaldes  asistidos  de  peritos  proce- 
dan á  ejecutar  la  operación  con  arreglo  á  las  instrucciones  que 
se  les  comuniquen  respecto  á  los  datos  y  documentos  que  deban 
tener  á  la  vista.  Cada  alcalde  da  cuenta  del  resultado  ai  gober- 
nador de  quien  depende. 

Si  alguno  de  los  Ayuntamientos  no  se  conforma  con  el  des- 
linde, acude  al  gobernador  de  la  provincia  á  que  pertenece  el 
otro  distrito  municipal  interesado ;  y  esta  autoridad,  oyendo  al 
del  territorio  á  que  corresponde  el  pueblo  reclamante,  resuelve 
lo  que  estima  justo.  De  su  decisión  se  puede  apelar  por  la  via  con- 
tenciosa ante  la  Comisión  provincial  de  aquella  en  donde  nace 
el  agravio  verdadero  ó  presunto  (1). 

Esta  doctrina  se  deriva  del  principio  que  el  Gobierno  ha  dele- 
gado expresamente  en  los  gobernadores  las  facultades  necesa- 
rias para  resolver  todos  ios  asuntos  de  interés  provincial  y  mu- 
nicipal que  no  afectan  de  un  modo  directo  al  estado,  y  no  obsta  á 
las  facultades  que  hoy  tienen  las  Diputaciones  y  los  Ayuntamien- 
tos en  cuanto  á  la  variación  de  los  límites  de  las  provincias  y  de 
los  términos  municipales.  Repetimos  que  son  cosas  muy  distin- 
tas señalar  nuevos  límites  y  verificar  los  antiguos :  aquello  es  un 
acuerdo,  y  esto  la  aplicación  de  una  regla  establecida  (2). 

147. — En  efecto,  el  apeo  ó  deslinde  del  territorio  de  una  pro- 
vincia ó  término  municipal  no  induce  la  menor  novedad,  puesto 
que  solamente  se  trata  de  mantener  el  statu  quo  respectivo. 
Siendo  un  acto  de  mera  qeeucion,  los  gobernadores  y  los  alcat 
des  que  representan  la  administración  activa,  son  las  autorida- 
des competentes  para  ejecutar  la  ley  ó  el  acuerdo  que  los  señala 
de  antemano. 

148.— Las  restantes  divisiones  territoriales  ya  dyimos  que  no 
tienen  la  importancia  ni  la  estabilidad  que  la  civil  ó  administrati- 
va. Hay  dos,  sin  embargo,  dignas  de  mención,  aunque  sienas  á 
nuestro  examen,  porque  nos  llevarla  al  estudio  de  materias  que 
no  caben  en  los  límites  de  esta  obra:  la  judicial  y  la  eclesiástica. 

La  primera  está  enlazada  con  las  leyes  relativas  á  la  organi- 
zación de  los  tribunales  y  á  la  competencia  judicial,  y  por  tanto 
debe  ser  objeto  de  un  acto  legislativo. 

(1)  Reglamento  da  25  de  Setiembre  de  1863,  art8<  2  y  si^.  y  real  decreto  de  20  de  Enefo 
«e  1875. 

(2)  Real  decreto  de  11  de  Octubre  do  1868,  art.  1. 
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La  segunda  pertenece  á  la  clase  de  las  materias  mixtas,  ó  es 
asunto  propio  de  la  jurisdicción  espiritual  y  temporal  á  un  mis- 
mo tiempo.  Seria  de  apetecer  que  las  provincias  civiles  fuesen 
también  provincias  eclesiásticas,  y  esperamos  que  el  Gobierno, 
de  acuerdo  con  el  Jefe  de  la  Iglesia  (cual  cumple  en  una  nación 
católica),  procurará  se  rectifiquen  los  límites  extraños  é  irregu- 
lares de  nuestra  diócesis,  ajustando  todo  lo  posible  su  territorio 
al  de  los  grandes  círculos  administrativos,  y  colocando  una  silla 
episcopal  en  la  ciudad  donde  residiere  la  autoridad  superior  de 
aquella  demarcación,  mientras  sea  esto  posible.  Lo  espiritual  y 
lo  temporal  reclaman  con  urgencia  esta  reforma,  en  la  que  debe 
resplandecer  la  perfecta  concordia  de  las  dos  potestades  entre 
quienes  se  divide  el  imperio  del  mundo,  rigiendo  una  la  opinión 
y  otra  gobernando  la  conciencia  (1). 

149. — ^Bien  seria  que  el  Gobierno  pensase  seriamente  en  refor- 
mar la  división  del  territorio  por  medio  de  una  ley,  no  sólo  para 
darle  la  estabilidad  de  que  carece,  sino  porque  hay  muchas  y 
graves  cuestiones  administrativas  cuya  resolución  pende  de  este 
dato,  en  lo  cual  apenas  se  ha  pensado.  La  ley  especial  está  ofre- 
cida, y  desde  entonces  subsiste  lo  existente  con  el  carácter  de 
interino  ó  provisional;  razón  de  más  que  milita  en  apoyo  de  la 
reforma. 

(1)  La  primera  base  de  la  ley  qae  autorizó  al  Qobierno  para  que,  de  acuerdo  con  la  San- 
ta Sede,  veriflcase  el  arrearlo  «reneral  del  clero,  eTa  establecer  una  circunscripción  de  di6« 
eesia  acomodada,  en  cuanto  fuere  posible,  &  la  mayor  utilidad  y  couTeniencia  de  la  Iglesia 
y  del  Bstado,  procurando  la  armenia  correspondiente  en  el  número  de  las  sillas  metropo- 
litanas y  sufraflfáneas.  Lty  deS  de  Mayo  d$  1849.  Conforme  ¿  esta  principio,  deberán  su- 
primirse diez  obispados  para  ser  incorporados  á  otros ;  con  lo  cual,  si  no  se  establece  una 
completa  uniformidad  en  la  división  del  territorio  de  la  Ifirlesia  y  del  Estado,  á  lo  menos 
se  lofirra  acercar  las  diócesis  á  las  provincias.  Concordato  rfe  16  ds  Marzo  de  1851. 
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156.— Deber  de  la  obediencia. 

157.— La  obediencia  jerárquica  ¿es 
una  obediencia  pasiva? 

158.— ¿Cuándo  el  mandato  supe- 
rior exime  de  responsabili- 
dad? 

159.— Leyes  conservadoras  de  la 
subordinación  jerárquica. 

160. — Amovilidad  de  las  autorida- 


des y  agentes  administrati- 
vos. 

161.— Suspensión,  enmienda  y  re- 
vocación de  los  actos  del 
inferior. 

162. — Responsabilidad. 

163.— Extensión  de  la  responsabi- 
lidad administrativa. 

164.— Responsabilidad  judicial  de 
los  funcionarios  públicos. 

165.— Autorización  para  procesar 
á  los  agentes  del  Gobierno. 

166.— Hoy  es  innecesaria. 

167.— Presencia. 

168.— Observación  final. 


150. — No  basta  que  el  poder  administrativo  exista:  es  preciso 
además  que  para  corresponder  á  su  objeto  tome  formas  adecua- 
das á  la  natiuraleza  de  sus  funciones;  es  necesario,  en  fin,  que 
tenga  una  organización  conveniente. 
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La  organización  administrativa  debe  fundarse  en  el  principio 
que  la  administración  es  una  é  indivisible,  y  que  la  autoridad 
emana  de  un  poder  central  responsable,  quien  la  transmite  de 
grado  en  grado  hasta  los  últimos  agentes  de  esta  escala,  unidos 
entre  sí  como  eslabones  de  una  misma  cadena. 

451. — Hay,  pues,  un  orden  jerárquico  en  la  administración  ó 
una  verdadera  jerarquía  administrativa  que  definiremos  «la 
serie  ordenada  de  autoridades  que  bajo  la  dirección  y  responsa- 
bilidad del  poder  central,  están  encargadas  de  ejecutar  las  leyes  • 
de  interés  común.» 

152. — De  la  definición  expuesta  se  colige  que  la  jerarquía  ad- 
ministrativa debe  estar  de  tal  modo  constituida,  que  reúna  cuatro 
circunstancias,  á  saber :  uniformidad^  stibordinacUm,  responsa- 
bilidad  y  presencia  de  las  autoridades  en  todos  los  grados  del 
orden  jerárquico. 

153.— Sin  uniformidad  no  será  la  jerarquía  administrativa 
una  serie  ordenada,  sino  disposición  confusa  y  repartimiento 
desigual  de  las  fuerzas  de  la  administración. 

La  uniformidad  se  manifiesta  en  la  existencia  de  unas  mismas 
autoridades  en  unos  mismos  distritos  con  idénticas  atribuciones, 
sea  respecto  á  la  acción,  6  sea  en  cuanto  al  consejo.  Así  vemos 
que  nuestra  jerarquía  administrativa  observa  esta  ley  de  la  uni- 
formidad al  establecer  el  Consejo  de  Estado  y  varios  consejos 
especiales  cerca  del  Gobierno :  un  gobernador  en  cada  provincia, 
asistido  de  una  Diputación  provincial,  y  uii  alcalde  en  cada  pue- 
blo rodeado  de  su  Ayuntamiento, 

154. — La  uniformidad  de  nuestra  administración  no  es  com- 
pleta, ni  las  reformas  introducidas  para  establecerla  datan  de 
larga  fecha.  Navarra  tuvo  su  régimen  especial  económico,  judi- 
cial y  militar  hasta  el  convenio  de  Vergara,  y  las  provincias 
Vascongadas  gozaron  íntegramente  de  sus  fueros  hasta  igual 
época.  Entonces  se  publicó  la  ley  de  Cortes  que  confirmó  estos 
fueros  y  los  de  Navarra  sin  perjuicio  de  la  unidad  constitucional 
de  la  monarquía  (1). 

Las  Cortes  de  aquel  tiempo,  apoyándose  en  el  principio  de  la 
unidad  constitucional,  extendieron  el  régimen  administrativo 
común  á  Navarra,  salvas  algunas  diferencias  más  bien  en  cuan- 

(1)  Ley  de  25  de  Octul)re  de  1889,  art.  1. 
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to  al  nombre  que  con  respecto  á  las  cosas  (1);  y  esta  es  la  legisla- 
ción vigente  en  dicha  provincia.  Las  Vascongadas  disfrutaron  de 
sus  fileros  y  costumbres  hasta  que  se  mandó  que  con  ningún  mo- 
tivo ni  pretexto  se  sujetasen  al  pase  y  uso  de  la  Diputación  foral 
las  providencias  del  Gobierno  supremo  ni  las  ejecutorias  de  los 
tribunales;  y  más  adelante,  como  extensión  de  la  ley  de  16  de 
Agosto,  declaró  el  Regente  del  Reino,  que  si  bien  no  aceptaba 
el  principio  de  una  centralización  extremada  que  ahogase  los 
intereses  provinciales  y  municipales  bsgo  el  peso  de  la  mano 
fiscal ,  defendía  sin  embargo  la  unidad  administrativa  y  la  de- 
pendencia efectiva  de  sus  agentes  en  todo  lo  concerniente  á  las 
flmciones  que  le  corresponden  según  la  Constitución:  «de  otro 
modo  (añade),  ni  el  Gobierno  seria  posible,  ni  tampoco  la  res- 
ponsabilidad ministerial»  (2). 

Y  en  efecto,  la  integridad  de  los  fueros  no  sólo  coartaba  la 
libre  acción  del  poder  ejecutivo,  sino  además  la  del  mismo  poder 
legislativo,  porque  en  rigor  también  las  leyes  votadas  por  fes 
Cortes  con  asistencia  de  los  representantes  de  dichas  provincias, 
y  después  sancionadas  por  la  Corona,  quedaban  sujetas  al  pase 
foral ;  y  el  mismo  poder  judicial  se  veia  cohibido  y  humillado  por 
cuanto  era  permitido  á  la  administración  provincial  impedir  la 
ejecución  de  los  fallos  de  la  justicia.  «El  pase  (prosigue  el  Go- 
bierno), conspira  contra  la  división  armónica  de  los  poderes  del 
estado,  contra  la  dignidad  de  la  Corona  y  deí  Gobierno  y  contra 
la  independencia  judicial  y  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.»  En 
consecuencia  de  estos  principios  los  fueros  de  las  provincias  Vas- 
congadas quedaron  en  parte  abolidos,  aunque  la  palabra  aboli- 
ción no  se  haya  pronunciado. 

Posteriormente  el  Gobierno  de  la  Reina,  sea  que  cediese  al 

(1)  <  Las  atribueiones  de  los  Ayantamientos  relativas  á  la  administración  económica 
interior  de  los  fbndos,  derechos  y  propiedades  de  los  pueblos  se  ejercerán  bajo  la  depen- 
dencia de  la  Diputación  provincial  con  arreglo  á  sn  legislación  especial.»  Art.  ñ, 

*  Bn  todas  las  demás  atribuciones  los  Ayuntamientos  estarán  sujetos  á  la  ley  general.» 
Art.  7. 

« La  Diputación  provincial,  en  cuanto  á  la  administración  de  los  productos  de  las  pro- 
piedades, reutas,  efectos  vecinales,  arbitrios  y  propiedades  de  los  pueblos  y  de  la  provin- 
cia, tendrá  las  mismas  facultades  que  ejercían  el  Consejo  de  Navarra  y  la  Diputación  del 
Reino,  y  además  les  que  siendo  compatibles  con  astas,  tengan  6  tuvieren  las  demás  Dipu- 
taciones provinciales  de  la  monarquía.»  Art.  10.  V.  ley  de  16  de  Agosto  de  1841. 

(3)  Orden  de  la  Regencia  de  5  de  Enero  de  1841. 

€  Las  Diputaciones  provinciales  ejercerán  las  funciones  que  basta  aquí  han  desempeñado 
en  las  provincias  Vascongadas  las  Diputaciones  y  Juntas  ferales...»  Decreto  del  Regenta 
dé  29  de  Octubre  de  1841 ,  art.  6. 
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imperio  de  las  circunstancias  políticas,  ó  que  prefiriese  el  siste- 
ma de  introducir  lentamente  la  unidad  administrativa  influyendo 
primero  en  las  costumbres,  declaró  que  el  estado  de  cosas  creado 
por  la  ley  de  16  de  Agosto  no  podia  ser  considerado  definitivo, 
sino  puramente  transitorio  é  interino,  y  que  su  intención  era  eje- 
cutar lealmente  la  de  25  de  Octubre;  y  mientras  no  se  procedía 
á  la  formación  de  un  proyecto  é[ue  resolviese  para  siempre  esta 
cuestión,  acordó  que  los  gobernadores  de  Vizcaya,  Álava  y  Gui- 
ptízcoa  presidiesen  las  Juntas  generales  de  dichas  provincias  con 
el  carácter  de  corregidores  políticos,  se  conservasen  las  Diputa- 
ciones forates  y  su  nombramiento  se  hiciese  en  la  forma  antigua 
ó  segtm  fuero,  y  tuviesen  las  mismas  facultades  que  las  Diputa- 
ciones provinciales  en  lo  restante  dell  Reino,  cuyos  cuerpos  sub- 
sisten sin  embargo,  más  bien  por  respeto  al  principio  de  la  uni- 
dad ,  que  por  ser  allí  necesarios  para  el  gobierno  económico  de 
los  pueblos.  Los  Ayuntamientos  gozan,  ínterin  no  se  hace  el 
arreglq  definitivo  de  los  ftieros,  de  las  mismas  atribuciones  que 
les  correspondían  antes  del  decreto  de  29  de  Octubre,  salvo  en 
aquellos  pueblos  que  á  petición  suya  prefiriesen  sujetarse  á  la 
legislación  común,  la  cual  rige  con  graves  excepciones  en  punto 
á  rentas,  y  completamente  en  cuanto  á  las  aduanas,  protección 
y  seguridad  pública  y  administración  de  justicia  (1). 

La, última  ley  para  el  gobierno  y  administración  de  las  pro- 
vincias rige  en  Navarra  eñ  lo  compatible  con  la  de  16  de  Agosto 
de  1841,  y  en  las  Vascongadas  en  cuanto  no  se  oponga  á  sus 
fueros  que  continúan  en  observancia  mientras  pueda  «conciliar- 
se  con  el  interés  general  de  la  nación  y  la  constitución  de  la  mo- 
narquía,» conforme  á  la  ley  de  25  de  Octubre  de  1839. 

Inútil  nos  parece  repetir  con  esta  ocasión  ijüe  íá  tfíiitíatf'iégi^ 
lativa  es  necesaria  paratiofifltftdif  ak^títíááid  tttíteíón&tJ  ^"  ^ -  "'^ -» 

í^.^ijsí'mboMtm&i&h  bmmm  eto' ía"d^¿eáadi«a4ú¿ééiV«t 

de  la  autoridad  me»or  deitet'^ttiftjíof,  y"élií*í  ¿utípáiíiáftító'  'déí  lóS  ' 
gt^Tüáói'lk  »fldi¿]íim9tru(^lbni^<c^omo  4iá'^tiiiltic1ai  tiéá'é'su  'diSéí^iltoá; 

cuya  kttfi¿>^'csfe  A^bferíñáfi  ^  ihmb^  'éétíefchtí 'áeila!  óbétííétttítój 

sin  la  cual  no  hay  orden  ni  disciplina  posibles. 

'."  Así  >0Oma ^eli^deFv astral: ob^eee  á  la  ley^  la^ i^ecüta  y  la 


».^  I 


(1)  RealeQ  decretos  de  16  de  MoTriembre  de  1839  y  8  de  JuUq  de  1814V* ' 


(1,  ■  .  ;->•  .  !i  >'{•■* 4-  t*i 
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hace  cumplir  bajo  su  responsabilidad^  así  las  autoridades  provÍB- 
ciales  le  obedecen  á  él^  y  á  las  de  provincia  las  municipales.  Rota 
la  cadena  no  habria  unidad  en  el  pensamiento^  ni  regularidad 
en  la  acción,  ni  podria  exigirse  la  responsabilidad  moral  ó  legal 
á  Gobierno  alguno. 

156. — ^El  deber  de  la  obediencia  está  expresamente  consigna- 
do para  todas  las  autoridades  en  la  ley  que  declara  responsable 
á  todo  general,  junta,  Audiencia  ó  cualquier  otro  superior  á  quien 
incumba  dar  cumplimiento  á  las  órdenes  del  Gobierno  y  los  can- 
tiga con  la  privación  de  sus  respectivos  empleos,  si  por  culpable 
omisión,  negligencia  ó  tolerancia  dejaren  de  ser  ejecutadas  (1); 
y  en  cuanto  á  las  autoridades  del  orden  administrativo  en  par- 
ticular, este  deber  se  halla  textualmente  confirmado : 

I.  En  la  ley  de  administración  provincial  según  la  que  las  Di- 
putaciones y  las  Comisiones  provinciales  obran  bsgo  la  dependen- 
cia del  Gobierno  cuando  ejercen  atribuciones  que  no  les  son  pro- 
pias ó  de  su  competencia  exclusiva,  y  aun  siéndolo,  están  obliga- 
das á  prestar  la  obediencia  debida  para  que  el  Gobierno  pueda 
usar  de  su  derecho  de  inspección,  á  fin  de  impedir  los  actos  con- 
trarios á  la  Constitución  y  á  las  leyes  generales  del  estado  (2). 

II.  En  la  de  administración  municipal  según  la  que  el  ministro 
de  la  Gobernación  es  el  jefe  superior  de  los  Ayuntamientos,  los 
cuales,  así  como  los  alcaldes  y  regidores,  están  bajo  la  autoridad 
y  dirección  administrativa  del  gobernador  de  la  provincia  y  de  la 
Comisión  provincial  en  todos  los  asuntos  que  no  son  de  du  pro* 
pia  y  exclusiva  competencia  (3). 

157.— El  deber  de  la  obediencia  es  una  condición  necesaria  de 
la  disciplina  administrativa.  Cuando  el  funcionario  público  revis- 
te el  carácter  de  representante  y  delegado  del  Gobierno,  la  obe- 
diencia es  más  rigorosa,  porque  los  actos  de  la  autoridad  no  ema- 
nan de  la  voluntad  propia  y  personal  de  quien  los  ejerce,  sino  de 
un  mandato  tácito  ó  expreso  del  superior  respectivo. 

La  obediencia,  así  de  los  funcionarios  públicos  que  participan 
más  ó  menos  del  poder  ejecutivo,  como  la  que  obliga  á  las  cor- 
poraciones populares  cuyo  mandato  procede  de  la  elección,  nun- 


(1)  Doereto  de  Ims  Cortas  de  G&diz  de  14  de  Julio  de  1811,  reeUblecido  por  U  ley  de  81  de 
Enero  de  1887. 

(2)  Ley  de  30  de  Agosto  de  1870,  art.  .88. 
(8)  Ley  cit,  art.  170. 
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ca  fué  ciega  y  pasiva.  Para  llegar  á  tai  extremo  seria  fcgrzoso  par- 
tir de  la  monarquía  absoluta  como  forma  de  gobierno,  y  de  la 
ausencia  de  todo  criterio  moral  en  el  ejercicio  de  la  soberanía. 

La  variedad  de  circunstancias  y  de  intereses  locales  reclama 
á  menudo  introducir  ciertos  cambios  que  no  están  al  alcance  de 
la  administración  central  ó  provincial ;  novedades  de  pormeno- 
res que  no  alteran  la  ley,  pero  modifican  los  actos  de  ejecuqov. 
En  casos  semejantes  el  ftmcionario  ptiblico  se  halla  colocado  en- 
tre dos  deberes,  el  de  una  obediencia  estricta  y  el  de  ilustrar  á 
la  autoridad  superior  acerca  de  la  necesidad  ó  conveniencia  de 
atender  á  estos  cuidados  locales.  El  megor  medio  que  se  ofrece 
de  conciliar  ambos  deberes,  es  acordar  la  ejecución  provisional 
y  representar  exponiendo  las  dificultades  ó  peligros  de  aquella 
disposición  administrativa;  mas  si  de  la  ^ecucion,  aunque  mo- 
mentánea, pudiesen  resultar  graves  perjuicios  de  naturaleza  ir- 
reparable, no  repugna  la  doctrina  que  aconseja  suspender  la  eje- 
cución ilustrando  á  la  autoridad  superior  en  punto  á  los  moti- 
vos que  provocím  tal  acuerdo.  Esta  es  una  cuestión  de  pruden- 
cia y  de  celo  que  jamás  podrá  resolverse  por  principios  generales. 

La  doctrina  expuesta  no  es  én  modo  alguno  subversiva  del 
orden  jerárquico,  ni  relsga  el  principio  de  la  obediencia  á  las  au- 
toridades superiores,  como  se  colige  de  hallarla  expresamente 
consignada  en  un  servicio  tan  rigoroso  cual  es  de  las  rentas  del 
estado.  En  un  Real  decreto  para  )a  organización  de  la  adminis- 
tración central  y  provincial  de  la  Hacienda  pública  se  dice :  «Los 
administradores  obedecerán  las  órdenes  del  intendente;  pero  si 
alguna  de  ellas  alterase  las  reglas  establecidas  para  el  servicio, 
siMpenderán  su  cumplimiento  y  le  h^rán  presentes  las  obser- 
vadones  que  crean  convenientes.  Si  el  intendente,  no  obstante, 
mandase  llevar  á  efecto  lo  dispuesto,  el  administrador  obedecerá 
dando  cuenta  de  todo  por  el  correo  más  próximo  al  director  ge- 
neral de  quien  dependa.  Los  jefes  de  la  administración  partid-' 
paran  de  la  responsabilidad  de  los  intendentes^  cuando  no  le 
hayan  manifestado  oportunamente  los  perjuicios  que  pueden 
producir  sus  providencian;  y  cuando  habiendo  hecho  esta  ex- 
posición no  hayan  dado  cuenta  inmediatamente  al  director  ge- 
neral» (i):  de  todo  lo  cual  se  infiere  que  la  disciplina  jerárqxiica 
dista  mucho  de  la  obediencia  pasiva. 

(1)  BmI  d«ere(o  de  38  d«  Mayo  de  1845,  art.  M. 
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Trazar  con  mano  segura  el  círculo  de  la  justa  y  debida  obe- 
diencia administrativa  es  una  empresa  no  exenta  de  dificultades, 
porque  siempre  ocurren  muchas  y  muy  graves  cuando  se  procu- 
ra mantener  en  su  fiel  la  balanza  entre  los  principios  de  autori- 
dad y  de  libertad.  El,  exceso  do  la  obediencia  permite  al  Gobierno 
disponer  de  im  ejército  de  empleados  sujeto  á  una  severa  disci- 
plina, grado  sumo  de  centralización  ocasionado  á  peligros  para 
la  libertad  política  y  civil;  así  como  el  defecto,  relajando  los 
vínculos  de  la  autoridad,  puede  privar  al  Gobierno  de  la  íUerza 
necesaria  á  la  conservación  del  orden  legal. 

158, — Conforme  al  derecho  positivo  el  mandato  superior  no 
exime  á  ios  funcionarios  públicos  de  responsabilidad  en  los  casos 
de  infracción  manifiesta,  clara  y  terminante  de  un  precepto  cons- 
titucional. En  los  demás  sólo  exime  á  los  agentes  que  no  ejerzan 
autoridad  (1). 

Sigúese  de  aquí  que  el  deber  de  la  obediencia  obliga  á  todas 
las  autoridades  y  agentes  administrativos  sin  excepción,  con  la 
diferencia  que  cesa  para  aquéllas  cuando  el  mandato  superior 
envuelve  una  infracción  cualquiera  de  un  precepto  constitucio- 
nal, y  para  éstos  sólo  cuando  la  infracción  es  palmaria. 

La  aplicación  dol  texto  legal  abrirá  la  puerta  á  mil  arbitrarias 
interpretaciones,  porque  no  es  tan  llano  como  parece  resolver 
los  casos  dudosos,  ni  deja  de  ofrecer  inconvenientes  constituir 
al  inferior  juez  de  los  actos  del  superior.  Por  otro  lado  es  con- 
trario á  los  buenos  principios  dispensar  de  la  obediencia  á  los 
agentes  que  no  participan  mucho  ni  poco  del  poder  ejecutivo, 
que  obran  sin  voluntad  propia,  y  en  fin  que  son  meros  instru- 
mentos en  manos  de  la  autoridad. 

Mejor  solución  seria  declarar  que  la  obediencia  al  mandato 
superior  no  es  debida,  cuando  hay  infracción  manifiesta,  clara  y 
terminante  de  un  precepto  constitucional,  pues  no  merecen  res- 
peto los  actos  ilegítimos,  y  menos  todavía  los  que  violan  de  un 
modo  patente  la  ley  fundamental  del  estado.  Este  principio  apli- 
cable á  las  autoridades  administrativas,  no  debería  regir  para 
los  agentes  del  mismo  orden,  ya  porque  no  la  ejercen  (y  si  la 
•ejerciesen,  mudarían  de  carácter),  y  ya  porque  es  el  autor  del 
mandato  quien  asume  la  responsabilidad. 


i  ■ 


(1)  Conat.,  art.  30.  "'"^  ' 
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159.  Conservan  la  subordinación  jerárquica  dos  clases  de  dis- 
posiciones administrativas: 

I.  Las  relativas  al  método  que  debe  observarse  eri  la  corres- 
pondencia con  las  autoridades  superiores  en  más  de  un  grado  i 
quienes  nunca  pueden  las  inferiores  dirigirse  sino  por  mjino  de 
las  intermedias,  como  los  Ayuntamientos  que  no  pueden  repre- 
sentar al  Gobierno  sino  por  conducto  del  gobernador,  ni  á  éste 
ó  á  la  Diputación  provincial  sino  por  medio  del  alcalde,  ftiera  de 
los  casos  de  alzarse  en  queja  contrt  dichas  autoridades  (1).  Tam- 
poco los  alcaldes  pueden  corresponderse  directamente  con  el  Go- 
bierno, salvo  si  hubiesen  de  comunicar  alguna  noticia  importante 
y  urgente  cuyo  conocimiento  se  retardaría  de  seguir  los  trámi- 
tes ordinarios  (2). 

II.  Y  las  que  facultan  á  las  autoridades  superiores  para  dete- 
ner, modificar  y  revocar  los  actos  de  las  subalternas  y  suspen- 
derlas en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  destituirlas  de  sus  car- 
go^, cuando  proceda  y  en  la  forma  que  determinan  las  leyes. 

160. — Las  autoridades  y  agentes  administrativos  son  por  re- 
gla general  amovibles  á  voluntad  del  Gobierno,  porque  si  fuesen 
inamovibles  no  habría  obediencia  jerárquica,  ni  el  poder  seria 
flexible  ni  responsable.  El  Gobierno  escoge  sus  mandatarios  co- 
mo quien  debe  dar  cuenta  de  su  elección.  Los  actos  del  últiíjjo 
funcionario  público  son  actos  de  una  autoridad  delegada  cuya 
responsabilidad  pesa  sobre  el  jefe  superior  que  la  instituye,  si  no 
la  declina  legalmente.  La  amovilidad  de  los  funcionarios  pú- 
blicos dista  mucho  de  la  arbitrariedad  en  punto  á  instituirlos, 
trasladarlos  ó  removerlos.  Si  la  autoridad  administrativa  más 
celosa  é  ilustrada  es  sustituida  sin  razón  por  otra,  sus  proyectos, 
sus  trabajos  empezados,  el  fruto  tardío  de  sus  conocimientos  lo- 
cales, todo  es  perdido  para  los  pueblos ;  y  si  esta  movilidad  nace 
del  justo  deseo  que  el  Gobierno  abriga  de  recompensar  ascen- 
diendo á  sus  mejores  servidores,  obra  bien,  pero  olvida  que  el 
fin  es  el  bien,  y  el  hombre  es  el  medio. 

La  administración  superior  ejerce  esta  facultad  sin  más  límites 
que  los  de  la  ley,  la  justicia  y  la  conveniencia  pública:  los  jefes 
inmediatos  los  'tienen  ya  más  estrechos. 

161. — Cuando  el  gobernador  de  una  provincia  suspende,  mo- 

(1)  Ley  de  20  de  Agrosto  dé  18^0,  art.  ^t 

(a>  Real  decreto  dé  I.»  di»  Dicléifibrs  de  X^,  art.  i^ 
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diflca  ó  revoca  según  las  circunstancias  los  actos  de  las  autori- 
dades, corporaciones  y  agentes  á  él  subordinados,  debe  mirar  no 
se  opongan  áello  las  leyes  ó  los  decretos  y  órdenes  del  Gobier* 
no.  Suspender  de  empleo  sólo  puede  en  casos  urgentes,  dando 
sin  demora  cuenta  al  mismo  de  la  providencia  y  sus  motivos. 
La  separación  no  procede  sino  en  los  pocos  casos  en  que  le  cor^ 
responde  el  nombramiento,  y  en  general  si  hubiere  delegación 
superior. 

162.— La  responsabilidad  del  poder  administrativo  es  una 
condición  esencial  de  la  libertad  política,  y  se  funda  en  la  Consti- 
tución que  declara  sagrada  é  inviolable  la  persona  del  Rey  y  res- 
ponsables los  ministros,  en  quienes  residen  la  autoridad  y  la 
fuerza  necesarias  para  ejecutar  la  ley  en  todo  el  ámbito  del  terri^ 
torio  nacional  (1). 

Á  las  Cortes  corresponde  exigir  la  responsabilidad  ministerial; 
pero  además  de  esta  alta  responsabilidad  política,  hay  otra  infe- 
rior á  que  están  sigetos  todos  los  funcionarios  públicos  delega(]los 
del  Gobierno. 

163. — En  efecto,  las  feltas  y  delitos  cometidos  por  las  autori- 
dades y  corporaciones  populares  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes inducen  á  responsabilidad  administrativa  ó  judicial. 

La  primera  nace  de  causas  leves,  tales  como  error,  negligen- 
<áa  ó  daño  fílcilmente  reparable,  la  exige  el  superior  por  la  vía 
gubernativa,  y  termina  en  una  amonestación,  apercibimiento, 
multa,  suspensión  ó  destitución  (salvas  las  excepciones  que  di- 
remos en  su  lugar)  que  no  se  reputan  penas,  aunque  así  suelen 
llamarlas,  sino  actos  de  una  mera  potestad  de  corrección  y  dis- 
ciplina. 

La  segunda  se  origina  de  hechos  punibles,  por  ejemplo,  deso- 
bediencia pertinaz,  extralimitacion  de  facultades,  fraude,  exac- 
ción ilegal  y  otros  análogos  que  los  tribunales  de  justicia  casti- 
gan con  arreglo  al  Código  penal. 

La  responsabilidad  directa  es  tan  esencial  á  la  organización 
administrativa,  que  está  prohibido  á  los  empleados  piiblicos  en- 
trar en  contestaciones  por  medio  de  la  imprenta  sobre  asuntos 
del  servicio  (2). 

(1)  Art.  67. 

(2)  Beales  órdenes  de  15  de  Setiembre  de  IdO  y  17  de  NoTlemlire  de  1M2»  ley  proTindal 
de  20deA9oitodel810,arte.88y8i£.yleymaaieipaldeUmisma  fecha,  arta.  171  y  siff. 
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En  caso  de  mediar  delito,  el  superior  debe  pasar  el  tanto  de 
cnlpa  á  los  tribunales  competentes  para  la  formación  de  causa. 

164. — Pueden  también  los  tribunales  de  oficio  ó  á  petición  de 
parte,  ó  á  excitación  del  ministerio  fiscal,  llamar  á  juicio  á  los 
fdncionarios  públicos,  y  absolverlos  de  los  cargos  que  se  les  impu- 
tan, ó  condenarlos  como  verdaderos  delincuentes,  porque  siendo 
una  cuestión  penal,  sólo  á  los  jueces  instituidos  por  la  ley  corres- 
ponde administrar  justicia.  Mas  como  por  otro  lado,  si  se  conce- 
diese al  poder  judicial  sin  limitación  alguna  la  &cultad  de  proce- 
sar á  las  autoridades  y  agentes  administrativos,  llegaría  á  cono- 
cer indirectamente  de  los  actos  de  la  administración  turbando  la 
armonía  constitucional  que  estriba  en  la  recíproca  independencia 
de  los  poderes  del  estado,  de  ahí  que  la  acción  de  la  justicia  se 
pare  en  su  camino  cuando  le  sale  al  encuentro  una  cuestión  pre- 
via del  orden  administrativo  que  sólo  la  administración  es  com- 
petente para  resolver.  Mas  si  la  administración  hubiese  pasado 
ya  el  tanto  de  culpa  al  juez  ó  tribunal,  por  este  solo  hecho  se  en- 
tiende haberse  desprendido  del  conocimiento  del  asunto,  y  se 
halla  incapacitada  para  detener  el  procedimiento  criminal  (1). 

165. — Fué  opinión  muy  seguida  que  no  debia  ser  procesado 
ningún  funcionario  público  por  delitos  oficiales,  esto  es,  cometi- 
dos en  el  ejercicio  de  sus  ftmciones,  sin  previa  autorización  ad- 
ministrativa ó  permiso  del  superior.  Decíase  que  nadie  sino  la 
administración  misma  puede  apreciar  exactamente  el  acto  del 
funcionario,  porque  sólo  la  administración  sabe  si  obedece  una 
orden  superior  ú  obra  por  su  propio  impulso,  y  sólo  ella  conoce 
los  deberes  de  cada  servicio,  sus  necesidades  y  sus  reglas;  que 
la  autorización  previa  es  un  medio  de  conservar  la  unidad  en  la 
administración  y  la  responsabilidad  en  el  Gobierno,  así  como  una 
garantía  eficaz  y  una  justa  protección  que  el  Gobierno  dispensa 
á  los  ítincionarios  para  que  no  sean  molestados  ni  perseguidos 
por  personas  que  se  obstinan  en  ver  un  agravio  en  tal  acto  ri- 
goroso, no  siendo  sino  el  exacto  cumplimiento  de  un  deber,  duro 
acaso,  pero  asimismo  indeclinable;  que  abrogada  esta  garantía  to- 
das las  autoridades  y  agentes  administrativos  serian  víctimas  dé 
su  obediencia,  y  quedarian  expuestos  á  las  reclamaciones  más 
insensatas,  á  los  procedimientos  más  severos  y  al  enojo  de  los 

( 1 )  Reales  decretos  de  6  de  Febrero  de  19)Sí  y  dO  de  Enero  de  1938. 


tribimales;  que  el  temor  de  ser  procesados,  encarcelados  y  sen- 
tenciados sin  poder  el  Gobierno  impedirlo^  haría  que  fuesen  flo- 
jos y  tímidos  en  el  desempeño  de  sus  deberes,  y  k  administra- 
ción se  resentiría  de  la  lentitud  y  languidez  de  sus  miembros; 
y  en  fin  que  esta  garantía  contra  las  acusaciones  apasionadas  y 
recriminatorias  de  los  particulares  no  es  una  excepción  en  favor 
de  los  fujpicionarios  del  orden  administrativo,  pues  en  el  orden 
político  los  diputados  y  senadores  gozan  de  igual  ó  mayor  protec- 
ción, y  los  magistrados  la  tienen  en  la'inamovilidad  de  sus  car- 
gos y  en  la  independ^icia  del  poder  judicial. 

A  estas  razones  oponían  los  adversarios  el  menoscabo  de  la 
necesaria  y  legítima  independencia  del  poder  judicial,  la  máqui- 
na formidable  de  la  centralización,  los  peligros  de  la  libertad,  el 
fócil  abuso  de  una  garantía  cercana  á  la  impunidad,  lo  odioso  del 
privilegio,  el  dafio  de  conviertir  la  sumisión  y  disciplina  de  los 
delegados  del  Gobierno  en  obediencia  ciega  y  pasiva,  y  por  últi- 
mo el  ejemplo  de  Inglaterra,  Bélgica  y  otros  estados  en  donde 
los  funcionarios  públicos  responden  de  su  conducta  ante  los  tri- 
bunales sin  que  embargue  la  acción  de  la  justicia  ninguna  auto- 
rización previa,  y  sin  que  hasta  ahora  se  hayan  notado  los  in- 
convenientes de  este  sistema. 

166. — No  está  la  cuestión  tan  muerta  que  no  merezca  venti- 
larse como  punto  de  doctrina,  acatando  el  derecho  positivo  según 
el  cual  no  es  necesaria  la  previa  autorización  para  procesar  ante 
los  tribunales  ordinarios  á  los  funcionarios  públicos,  cualquiera 
que  sea  su  delito  (1) ;  ni  á  decir  verdad,  hacemos  á  la  ley  un  pe- 
noso sacrificio  abandonando  del  todp  una  opinión  que  sólo  á  me- 
dias nos  era  acepta. 

Y  no  solamente  es  hoy  innecesaria  la  autorización  previa, 
sino  que  el  Gobierno  ha  prevenido  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia que  l^os  de  poner  impedimento  alguno  á  la  autoridad 
judicial  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  cuando  se  trate  de  de' 
litQs  cometidos  por  flincionarios  públicos,  les  presten  y  hagan 
prestar  pQr  sus' subalternos  el  más  eficaz  concurso  facilitando  la 
acción  de  la  ley  (2). 

(1)  Real  órddb  de  17  de  Marzo  de  1856.  Bn  efecto,  la  ley  de  25  de  Setiembre  de  1863  nlodiH 
r6  el  uso  de  la  autorización  para  procesar  6  los  gobernadores  de  provincia  caai  en  loe  tér- 
minos propuestos  por  el  autor.  No  es  la  única  Tez  que  su  doctrina  pasó  al  derecho  consti- 
tuido. 

(2)  Orden  circular  de  11  de  lunio  de  1810. 


(}7n> 
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i&7 .-r-La  prese7icia  de  las  autoridades  administrativas  es  ne- 
cesaria en  todos  los  grados  de  la  jerarquía,  porque  la  adminis- 
tración es  perpetua  vigilancia  y  acción  continua.  Donde  el  poder 
central  no  e^tá  presente^  allí  envia  mandatarios  que  inspeccio- 
nen y  ejecuten  en  su  nombre,  ó  informen  y  comuniquen  lo  que 
excediere  de  sus  atribuciones. 

Esta  ubicuidad  de  la  administración  lleva  consigo  el  deber  de 
la  residencia  impuesto  á  todas  las  autoridades  del  orden  admi- 
nistrativo; por  cuya  razón  se  íya  el  término  perentorio  de  un 
mes  contado  desde*  la  fecha  del  nombramiento  para  entrar  en 
ejercicio  de  las  funciones  públicas,  y  está  prohibido  ausentarse 
del  lugar  de  su  destino  sin  la  licencia  competente  (1).  Por  igua- 
les y  todavía  más  poderosos  motivos,  no  pueden-los  gobernado- 
res de  provincia  salir  de  la  capital  sin  autorización  previa  del  Go- 
bierno, aun  cuando  se*  propongan  apreciar  el  estado  de  la  opinión 
pública,  la  manera  como  se  hubiese  ejecutado  alguna  disposición 
importante,  sus  consecuencias  en  bien  ó  en  mal  de  los  pueblos  ú 
otros  fines  análogos,  pues  si  bien  estas  autoridades  están  obliga- 
das á  girar  visitas  dentro  del  territorio  de  su  mando ,  deben 
consultar  antes  al  Gobierno  y  obtener  su  permiso. 

No  obstante,  cuando  sobrevenga  en  cualquier  punto  de  la  pro- 
vincia un  acontecimiento  grave  ó  imprevisto,  como  la  perturba- 
ción del  orden  ó  alguna  calamidad  pública,  los  gobernadores 
deberán  acudir  inmediatamente  por  sí  ó  por  medio  de  sus  subor- 
dinados, según  la  necesidad  lo  exija  ó  lo  aconsejen  las  circuns- 
tancias, á  los  puntos  de  su  territorio  amenazados  ó  invadidos,  sin 
esperar  la  autorización  del  Gobierno  (2),  porque  importa  que  la 
acción  s^dministrativa  sea  rápida  y  enérgica  en  proporción  que  el 
mal  es  intenso,  tenjible  el  contagio  y  los  peligros  más  ciertos  y 
•mayores. 

168. — Tales  son  las  propiedades  esenciales  6  los  caracteres 
fimdamentales  de  la  organización  administrativa;  y  si  entre  ellos 
no  contamos,  como  suelen  respetables  autores,  la  unidad  y  la 
centralización,  es  porque  de  una  y  otra  hemos  dicho  ya  lo  con- 
veniente en  su  lugar;  y  si  tampoco  incluimos  la  moralidad  y  la 
capacidad,  atribuyase  á  que  son  estas  condiciones  de  los  agentes 
de  la  administración  y  no  regias  de  la  jerarquía  administrativa. 

(1 )  Real  orden  de  29  de  Junio  de  1835,  y  real  decreto  de  23  de  Febrero  de  184$. 

(2)  Real  orden  circular  de  4  de  Noviembre  ae  1846. 
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CAPITULO  n. 

De  los  empleados  páblleos. 

169.-^Ingreso  y  ascenso  en  la  car-  para  hacer  una  buena  elec- 

rera  administrativa.  cion. 

170.— Empleado  públjco  y  funcio-  174.— Derechos  de  los  empleados. 

nario  público.  175.— El  empleo  es  un  mandato 

171,— Reglas  generales.  revocable. 

172.— Circunstancias   que    deben  176.— Ley  de  empleados. 

reunir  los  empleados.  177.— Reglas  vigentes. 

173.— Varios   modos   propuestos  178.— Excepciones. 

169. — Sirvan  de  complemento  á  la  doctrina  expuesta  en  el  ca- 
pítulo anterior  los  principios  que  deben  regular  el  ingreso  y  as- 
censo en  la  carrera  administrativa.  Poco  se  adelanta  con  orga- 
nizar bien  los  poderes  del  estado^  si  las  personas  llamadas  á 
darles  vida  y  transmitir  su  acción  carecen  de  las  dotes  necesa- 
rias para  ejercer  la  autoridad  de  que  se  hallan  revestidas,  y  mu- 
chas veces  sucede  que  por  la  culpa  de  los  hombres  se  desacredi- 
tan las  mejores  instituciones. 

170. — Antes  de  entrar  en  materia  icemos  el  sentido  de  algu- 
nas palabras  que  no  lo  tienen  bastante  claro  y  determinado, 
porque  una  es  la  acepción  vulgar,  y  otra  la  que  adquieren  trans- 
portadas al  lenguaje  de  la  ciencia. 

Según  el  uso  común  empleado  público  y  funcionario  público 
son  sinónimos;  pero  en  la  administración  distan  mucho  de  sig^ 
niflcar  lo  mismo.  Toda  persona  á  quien  se  encomienda  una  flm- 
cion  pública,  esto  es,  el  cumplimiento  de  ciertas  obligaciones 
derivadas  de  un  carácter  oficial,  es  funcionario  público.  En  dicha 
categoría  entran  los  mizüstros  y  los  directores,  los  gobernadores, 
los  alcaldes  y  regidores,  los  magistrados,  los  profesores  y  los  in- 
genieros, y  en  general  los  que  sirven  en  las  oficinas  en  calidad 
de  subalternos  6  auxiliares  de  los  que  ejercen  autoridad. 

El  empleado  se  diferencia  del  funcionario  en  que  es  un  agente 
del  Gobierno,  y  como  tal  un  instrumento  del  poder  ejecutivo. 
Los  ministros,  los  alcaldes,  los  profesores  y  magistrados  no  son 
empleados  públicos  como  los  que  prestan  sus  servicios  en  la  ad- 
ministración civil  y  económica,  ó  en  la  instrucción  y  obras  pú- 
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blícas  sin  pertenecer  al  cuerpo  docente  ó  al  personal  facultativo. 

171. — Prescindiendo  del  examen  de  las  leyes  y  reglamentos 
especiales  por  que  se  rigen  algunas  carreras  del  estado,  fiaremos 
nuestra  atención  en  las  reglas  generales  para  el  ingreso  y  ascen- 
so de  los  empleados  públicos,  como  asunto  perteneciente  á  la  or- 
ganización administrativa. 

Asentado  el  principio  que  ni  la  economía  ni  el  buen  servicio 
consienten  crear  ó  sostener  empleos  innecesarios,  y  dando  por 
supuesto  que  la  moralidad  esla  primera  condición  del  empleado, 
resta  averiguar  qué  otras  ciíjcunstancias  deben  reunir  los  agen- 
tes del  Gobierno. 

172. — La  edad,  la  aptitud  y  el  celo,  si  no  son  las  únicas  dotes 
del  empleado,  por  lo  menos  son  las  principales.  La  edad  porque 
supone  razón  madura  y  recto  juicio,  y, además  inspira  respeto  á 
los  administrados.  La  aptitud  ó  sea  la  capacidad  para  los  negocios 
mediante  el  estudio  de  la  legislación  aplicable  á  cada  servicio,  ó 
la  experiencia  adquirida  en  el  desempeño  de  cargos  anteriores. 
El  celo,  es  decir,  la  solicitud  que  constituye  el  hábito  de  consultar 
el  bien  público  y  obliga  á  cumplir  los  deberes  oficiales  con  toda 
la  exactitud  y  el  esmero  que  exige  una  conciencia  escrupulosa. 

173. — Varios  son  los  medios  propuestos  por  los  autores  ó  en- 
sayados por  los  Gobiernos,  de  hacer  una  elección  acertada  entre 
la  multitud  de  pretendientes  á  los  diversos  empleos  de  la  carrera 
administrativa.  La  oposición  ó  el  concurso  en  unos  casos,  y  en 
otros  títulos  científicos  6  literarios  ó  exámenes  previos  para  el 
ingreso,  y  en  cuanto  á  los  ascensos  los  buenos  servicios  y  prin- 
cipalmente la  antigüedad,  todo  es  preferible  á  lo  arbitrario. 

Puede  suceder  que  falten  las  pruebas  ó  los  indicios  de  la  capa- 
cidad algunas  veces;  pero  al  fin  habrá  ima  regla,  un  principio 
de  justicia,  un  manifiesto  deseo  de  procurar  el  bien  común  en 
lugar  del  desorden  y  el  abuso  de  convertir  los  empleos  en  patri- 
monio de  ciertas  personas  ó  famüias  privilegiadas,  de  preferir  la 
ignorancia  atrevida  é  importuna  al  mérito  modesto  que  vive  en 
la  oscuridad  y  carece  de  protección,  6  de  conceder  favores  y  fin- 
gidas recompensas  á  personas  inhábiles  á  costa  de  un  pueblo 
resignado  á  conllevar  las  cargas  del  estado  cuando  goza  de  los 
frutos  de  una  administración  pura,  inteligente,  solícita,  benévola 
y  casi  paternal ,  pero  mal  sufrido  si  llega  á  sospechar  que  sus 
sacrificios  son  estériles,  porque  los  empleos  no  representan  ser- 

TOMO  I.  6 
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vicios  útiles^  sino  sueldos  inútiles  ó  salarios  que  no  obligan  al 
trabajo. 

174. — Si  los  empleados  públicos  tienen  deberes  rigorosos  que 
cumplir,  también  adquieren  derechos  dignos  del  mayor  respeto. 
Una  remuneración  proporcionada  á  sus  servicios,  los  ascensos 
merecidos  y  la  estabilidad  ó  la  garantía  de  que  no  serán  remo- 
vidos sin  causa  legítima,  son  las  condiciones  ordinarias. 

La  remuneración  deberá  ser  justa,  huyendo  los  extremos  de 
la  liberalidad  incompatible  con  una  severa  economía,  y  de  la 
escasez  ocasionada  á  las  tentaciones  de  la  pobreza.  Los  ascensos 
sirven  de  estímulo  y  recompensa  á  un  mismo  tiempo ;  y  la  es- 
tabilidad no  sólo  es  prenda  segura  de  la  probidad  del  empleado, 
sino  también  de  su  aptitud  especial  para  el  buen  desempeño  de 
ciertos  servicios.  ' 

175. — Pretenden  algunos  sustituir  la  débil  garantía  de  la  es- 
tabilidad con  otra  de  mayor  eficacia,  á  saber,  la  inamovilidad  de 
todos  los  funcionarios  públicos.  Los  hay  en  efecto  que  pueden 
y  deben  ser  inamovibles,  como  aquellos  que  ingresan  por  opo- 
sición ó  pertenecen  á  cuerpos  facultativos;  mas  los  empleados 
propiamente  dichos  que,  por  cuanto  participan  del  poder  ejecuti- 
vo, escoge  el  Gobierno  con  entera  libertad,  ejercen  un  mandato 
revocable.  La  inamovilidad  de  esta  clase  de  empleados  no  se 
compadece  con  la  responsabilidad  de  los  ministros,  si  ha  de  ex- 
tenderse, como  es  justo,  á  toda  su  gestión  administrativa. 

176. — Una  ley  de  empleados  que  pusiese  coto  á  deplorables 
alíusos  y  enfrenase  la  temeraria  ambición  de  la  multitud  de  pre- 
tendientes que  engendraron  nuestras  discordias  civiles,  fué  el 
arbitrio  imaginado  por  algunos  políticos  con  mejor  deseo  que 
fortuna.  Algo  hizo  el  Gobierno  para  regularizar  el  ingreso  y  as- 
censo en  la  cquprera  de  la  administración  civil,  que  pronto  des- 
hizo (1).  MiéBi,tras  la  política  oprima  la  administración  hasta  aho- 
garla>  nada  de  esto  prevalecerá,  porque  un  partido,  derribará  la 
obra  de  otro  partido. 

177. — Las  únicas  reglas  tocantes  á  la  organización  de  la  carre- 
ra administrativa  que  subsisten,  son  que  los  empleados  en  la  ad- 
ministración general  del  estado  no  puedan  servir  sus  cargos  en 

(l)  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1852,  leyeft  de  presupuestos  de  25  de  Junio  de  1864  y  15 
de  Julio  de  1805,  reglamento  de  4  de  Marzo  de  1866,  dero^do  por  real  decreto  de  18  de  Ju- 
lio del  mismo  año,  y  decreto  de  26  de  Octubre  de  1868  derogando  las  leyes  citadas. 
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las  provincias  de  su  naturaleza,  ni  en  aquellas  en  que  hubieren 
adquirido  vecindad  dos  años  antes  de  su  nombramiento,  ni  en 
otras  cualesquiera  en  donde  posean  bienes  raíces  ó  coerzan  al^ 
guna  industria,  granjeria  ó  comercio. 

178. — Exceptúanse  de  esta  prohibición  los  empleados  cuyo  suel- 
do no  exceda  de  1500  pesetas,  los  pertenecientes  á  la  adminis- 
tración central  y  á  la  provincia  de  Madrid,  los  gobernadores,  los 
obligados  á  prestar  fianza,  y  los  secretarios  de  las  Universidades 
y  de  las  Jiintas  de  Inslruccion  pública  (1). 


CAPÍTULO  m. 

Del  Bey. 


179.— El  Rey  jefe  supremo  de  la 
administración. 

180.— Sus  prerogativas  como  supe- 
rior jerárquico  del  orden  ad- 
ministrativo.. 

181.— Promulgación  de  las  leyes. 

182.— Desde  cuándo  son  obligato- 
ria^s. 

183.— Fórmula  de  promulgación. 

184.— Potestad  reglamentaria. 

185.— Potestad  general  y  local. 

186.— Reales  decretos. 

187.— Reglamentos,  instrucciones 
.  y  ordenanzas. 

188.— Diferencias  entre  estos  actos 
reglamentarios  y  los  actos 
legislativos. 

189. —Reglamentos  inconstitucio- 
nales por  razón  de  la  mate- 
ria. 

190.— Cláusula  penal  de  los  regla- 
mentos. 

191.— Los  reglamentos  desenvuel* 
ven  el  espíritu  de  la  ley. 

192.— Reglamentos  inconstitucio- 
nales por  razón  de  la  forma. 

193.— Q«i¿¿  si  el  Gobierno  dictase 
reglamentos    inconstitucio- 


nales? 

194.— Derecho  constituido. 

195.— Órdenes. 

196.— Circulares. 

197.— Administración  de  justicia. 

198,— División  de  la  justicia. 

199.— Potestad  real  con  respecto  á 
la  justicia  común. 

200.— Potestad  del  Rey  para  deci- 
dir las  competencias  entre 
las  autoridades  administra* 
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201.— Derecho  de  gracia. 

202.— Declaración  de  guerra  y  ce- 
lebración de  la  paz. 

203.-^Mando  de  la  fuerza  armada. 

204.— Dirección  de  las  relaciones 
exteriores. 
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blicas. 

207.— Nombramiento  de  emplea- 
dos públicos. 

208.— Concesión  de  honores. 

209.— Nombramiento  y  remoción 
de  los  ministros. 
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(1)  Decretos  de  31  de  Mayo  de  1874  y  8  de  Febrero  de  1815 
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179. — No  examinamos  en  este  lugar  todas  las  prerogativas  de 
la  Corona;  solamente  consideramos  al  Monarca  como  jefe  supre- 
mo de  la  administración,  y  en  este  concepto  exponemos  sus  atri- 
buciones constitucionales. 

En  la  potestad  real  se  contiene  la  plenitud  de  la  autoridad  en- 
cargada de  ejecutar  las  leyes  (1). 

«La  persona  del  Rey  es  sagrada  é  inviolable,  y  no  está  si^eta 
á  responsabilidad:  son  responsables  los  ministros»  (2);  y  como 
consecuencia  de  este  principio,  « todo  lo  que  el  Rey  mandare  ó 
dispusiere  en  el  ejercicio  de  su  autoridad,  deberá  ser  firmado 
por  el  ministro  á  quien  corresponda,  y  ningún  funcionario  pú- 
blico dará  cumplimiento  á  lo  que  carezca  de  estejrequisito»  (3). 
Tales  son  las  leyes  fundamentales  relativas  á  la  institución  del 
poder  ejecutivo. 

180. — Siendo  el  primero  en  el  orden  jerárquico  de  la  admi-^ 
nistracion,  corresponde  al  Rey : 

181. — I.  «Promulgar  las  leyes»  (4). — ^Este  acto  no  es  legisla- 
tivo como  la  sanción,  sino  puramente  ejecutivo  ó  administrativo. 
La  promulgación  es  la  voz  del  legislador  que  proclama  un  pre- 
cepto soberano  y  exige  la  debida  obediencia  á  los  subditos :  es  la 
publicación  solemne  de  su  voluntad  que  no  puede  ser  cumplida, 
mientras  no  llegue  á  noticia  de  todos.  Las  leyes,  pues,  aunque 
sancionadas  y  perfectas,  no  son  obligatorias  antes  de  su  notifica* 
cion  al  pueblo  á  quien  se  imponen.  La  promulgación  es  el  pri- 
mer acto  del  poder  encargado  de  la  ejecución  de  las  leyes. 

182. — ^Es  muy  esencial  fijar  el  momento  en  que  empiezan  á  ser 
obligatorias  las  leye^  y  las  disposiciones  generales  del  Gobierno; 
y  con  todo  eso  hay  algo  de  vago  é  indeciso  acerca  de  la  materia 
en  nuestro  derecho  constituido. 

Primero  rigió  el  principio  que  los  reales  decretos,  órdenes  é 
instrucciones  del  Gobierno  que  se  publicasen  en  la  Gaceta  bsgo 
el  artículo  oficial  fíiesen  obligatorias  desde  el  dia  de  su  publica- 
ción para  toda  clase  de  personas  en  la  Península  é  Islas  adyacen- 
tes, debiendo  las  autoridades  y  los  jefes  de  cualquiera  clase,  sin 
distinción  de  ministerios,  apresurarse  á  darles  cumplimiento  (5): 

(1)  Const.,  art.  (». 

(2)  Coii8t.,art.  67. 
(8)  Const.,  art.  81. 

(4)  Conat.,  art.  84. 

(5)  Real  orden  de  22  de  Setiembre  de  im. 

•       •  •        •• 
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precepto  nada  conforme  á  la» justicia,  pues  mal  se  puede  exigir 
la  responsabilidad  por  desobediencia  á  quien,  por  razón  de  la 
distancia,  ignora  el  contenido  de  la  Gaceta  con  ignorancia  in- 
vencible hasta  pasados  algunos  ó  muchos  dias. 

Luego  se  ordenó  que  las  leyes  y  disposiciones  de  general  ob- 
servancia empezasen  á  tener  fuerza  obhgatoria  para  cada  capital 
de  provincia  desde  que  se  publicasen  oficialmente  en  ella,  y  cua- 
tro dias  después  para  los  demás  pueblos  de  la  misma  provin- 
cia (1);  y  por  último  el  Gobierno,  sin  considerar  que  una  ley  sólo 
puede  ser  derogada  por  otra  ley,  restableció  de  su  propia  autori- 
dad el  sistema  anterior  (2). 

Verdaderamente  la  mayor  facilidad  y  rapidez  de  las  comuni- 
caciones permiten,  abreviar  los  plazos  y  acercarse  al  estableci- 
miento de  una  regla  general;  pero  siempre  deberá  tenerse  en 
cuenta  la  distancia  que  separa  la  Península  de  las  islas  Baleares, 
y  sobre  todo  de  las  Cananas. 

183. — La  fórmula  hoy  en  uso  para  la  promulgación  de  las  le- 
yes, comprende  también  el  acto  legislativo  de  la  sanción,  y  sue- 
le redactarse  en  estos  términos:  D.  iV.  por  la  gracia  de  Dios  y, 
la  voluntad  nacional  Rey  de  España;  á  todos  los  que  las  pre- 
sentes vieren  y  entendieren  sabed  :  que  las  Cortes  han  decreta^ 
do  y  Nos  sancionado  lo  siguiente...  Por  tanto  mandamos  d  Uh 
dos  los  tribunales^  jttsticias,  jefesy  gobernadores  y  demás  auto-' 
ridadeSy  a^í  civiles  camo  militares  y  eclesiásticas  y  de  cualquier 
ckbse  y  dignidad^  qtie  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y 
Secutar  la  presente  ley  en  todas  sus  partes.  Al  pié  aparecen  el 
nombre  y  la  rúbrica  del  Monarca  en  señal  de  adhesión  á  este 
acto  que  refrenda  el  ministro  del  ramo  en  calidad  de  consejero 
responsable  de  la  Corona. 

184. — ^n.  *  Hacer  reglamentos  para  el  cumplimiento  y  aplica- 
ción de  las  leyes,  previos  los  requisitos  que  las  mismas  seña- 
len* (3). 

La  inmensa  variedad  de  actos  administrativos  que  emanan  del 
Rey,  exige  que  tenga  potestad  para  dictar  providencias  genera- 
les de  interés  público,  reglas  particulares  á  cada  servicio  y  re- 
soluciones de  carácter  privado.  En  esto  se  funda  la  facultad  de 

(1)  Ley  de  28  de  Noviembre  de  1897. 

(2)  Reftl  orden  de  4  de  Mayo  de  1838, 
(8)  Con8t„.art»  15. 
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expedir  reales  decretos,  reglamentos,  insirticcionesy  ordenanr 
zas,  órdenes  y  circulares,  otorgada  por  la  Constitución  al  poder 
ejecutivo. 

185. — ^Dividen  comunmente  esta  potestad  en  general  y  local, 
según  que  se  reñere  á  los  actos  de  la  administración  central,  ó  á 
las  disposiciones  de  las  autoridades  encargadas  del  gobierno  de 
las  provincias  y  de  los  pueblos;  pero  nosotros  hablaremos  aquí 
tan  sólo  de  la  primera,  dejando  el  estudio  de  la  segunda  para  lu- 
gar más  oportuno. 

186. — ^No  hay  una  jurisprudencia  cierta  á  que  debamos  atener- 
nos para  distinguir  los  caracteres  de  cada  una  de  estas  disposi- 
ciones del  poder  ejecutivo,  y  menos  todavía  podemos  señalar  con 
precisión  rigorosa  qué  actos  administrativos  exigen  esta  ó  la  otra 
forma.  No  obstante,  en  los  reales  decretos  se  descubren  tres  cir- 
cunstancias especiales  que  los  distinguen  de  las  demás  disposicio- 
nes, á  saber;  llevan  el  sello  de  la  autoridad  real,  van  rubricados 
por  el  Monarca  y  contienen  resoluciones  de  grave  importancia 
ó  que  conviene  revestir  con  cierta  solemnidad. 

Los  actos  graves  y  solemnes  relativos  á  la  política  ó  la  admi- 
nistración, como  convocar  y  prorogar  las  Cortes,  disolver  él 
Congreso  ó  el  Senado,  el  nombramiento  y  la  separación  de  los  mi- 
nistros y  otros  altos  funcionarios,  por  templo,  embajadores,  con- 
sejeros de  Estado,  capitanes  generales  y  gobernadores  de  pro- 
vincia, así  xjomo  todas  las  resoluciones  importantes  para  procu- 
rar la  ejecución  de  las  leyes,  son  materia  de  un  real  decreto. 

187.— Los  reglamentos,  instrucciones  y  ordenanzas  sólo  se 
diferencian  entre  sí  en  el  nombre,  pues  participan  del  mismo 
carácter:  son  a<5tos  de  la  potestad  reglamentaria  inherente  al 
poder  ejecutivo ;  no  intervienen  en  casos  especiales  ó  en  negocios 
de  interés  privado,  sino  que  encierran  un  pensamiento  de  utilidad 
común,  y  por  eso  se  dyo  que  habia  cierta  generalidad  en  su  ob- 
jeto) no  son  provocados  por  demanda  ó  reclamación  alguna,  sino 
que  el  Rey,  usando  de  su  derecho  de  iniciativa  en  cuanto  á  pro- 
veer á  las  necesidades  públicas,  los  dicta  espontáneamente:  mi- 
ran al  porvenir  á  sem^anza  de  la  ley,  aunque  no  son  regla  tan 
constante  y  permanente ;  jr  por  último,  tienen  fuerza  obligatoria 
para  los  ciudadanos  y  para  las  autoridades  en  todo  lo  relativo  al 
servicio  público  que  ordenan. 

Todas  estas  disposiciones  que  podemos  comprender  en  el  nom- 
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bre  genérico  de  reglamentos  de  administracionpública,  siguien- 
do el  lenguaje  comunmente  recibido,  tocan  tan  de  cerca  á  la  ley, 
que  seria  fácil  la  confusión ;  y  así  conviene  señalar  claramente 
los  límites  entre  la  autoridad  legislativa  y  la  potestad  reglamen- 
taria, á  fin  de  conservar  inalterable  la  base  del  orden  constitu- 
cional, é  intacto  el  principio  de  la  división  y  recíproca  indepen- 
dencia de  los  poderes  públicos. 

188. — Cuándo  k  potestad  reglamentaria  invadirá  las  atribti- 
ciones  legislativas,  no  es  posible  determinarlo  con  precisión, 
aunque  se  colige  de  las]siguientes  diferencias  entre  los  actos  del 
legislador  y  las  disposiciones  reglamentarias. 

I.  La  ley  proclama  máximas  generales  del  derecho,  establece 
principios :  los  reglamentos  prevén*  deducen  consecuencias,  re- 
mueven obstáculos,  descienden  á  pormenores. 

n.  La  ley  es  perpetua  é  inmutable:  los  reglamentos  varían 
según  los  tiempos  y  se  modifican  al  tenor  de  las  circunstancias, 

ni.  La  ley  manda  y  el  reglamento  obedece. 

IV.  La  ley  contiene  lo  sustancial  y  el  reglamento  lo  acciden- 
tal del  precepto :  la  una  se  propone  un  /íw,  y  el  otro  excogita  los 
medios  á^  llevar  el  pensamiento  del  legislador  al  cabo. 

Mientras  la  potestad  reglamentaria  se  mantenga  dentro  de 
estos  límites,  los  reglamentos  serán  constitucionales :  si  excede 
de  ellos,  sus  actos  llevarán  el  vicio  de  inconstitucionales. 

189.— Este  vicio  procede: 

I.  De  la  materia^  cuando  disponen  en  cosas  ajenas  á  la  com- 
petencia de  la  potestad  reglamentaria.' 

H.  De  la  forma,  cuando  faltan  los  requisitos  exteriores  que 
la  ley  exige  en  su  formación. 

Son  inconstitucionales  los  reglamentos  en  cuanto  á  la  mate- 
ria, si  crean  poderes  públicos,  ó  autorizan  impuestos,  ó  definen 
delitos,  ó  establecen  penas,  ó  perjudican  á  los  derechos  políticos 
de  los  ciudadanos,  ó  limitan  sus  derechos  privados  de  otro  modo 
que  el  permitido  para  desenvolver  los  principios  cuyas  conse- 
cuencias les  confian  las  leyes. 

190. — Sin  embargo,  aunque  la  potestad  de  establecer  penas 
corresponde  al  poder  legislativo,  y  al  judicial  la  de  aplicarlas, 
alguna  vez  sucede  que  los  reglamentos  contengan  cláusula  penal, 
y  acaso  también  la  autoridad  administrativa  se  atribuye  el  dere- 
cho de  castigar  las  infracciones.  Estas  excepciones  se  fundan  en 
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una  delegación  expresa  de  la  ley^  ó  en  la  necesidad  de  armar  al 
poder  €¡jecutivo  con  facultades  coercitivas  dentro  de  los  estre- 
chos límites  de  la  corrección  y  disciplina. 

Publicado  el  Código  penal^  que  es  la  regla  común  de  ios  delitos 
y  las  penas,  conservan  sin  embargo  las  autoridades  administra- 
tivas la  facultad  de  imponer  gubernativamente  las  multas  y  cor» 
recciones  señaladas  en  las  leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  an- 
teriores, siyetándose  á  las  disposiciones  de  .aquel  respecto  al 
tanto  de  multa  ó  corrección  literalmente  previstas  (1) ;  de  forma 
que  pueden  ocurrir  tres  casos  en  punto  al  ejercicio  de  la  potestad 
coercitiva  de  la  administración  á  saber  : 

I.  Cuando  las  multas  ó  correcciones  establecidas  por  los  regla- 
mentos administrativos  y  btodos  de  buen  gobierno  estuvieren 
señaladas  en  el  Código  penal  y  fueren  aquellas  mayores  que 
éstas. 

n.  Cuando  dadas  las  mismas  circunstancias  fueren  menores, 

ni.  Y  cuando  no  estuvieren  previstas  en  manera  alguna. 

En  el  primer  caso  no  deben  aplicarse  á  los  contraventores 
multas  ó  correcciones  más  graves  que  las  señaladas  en  el  Códi- 
go penal,  donde  se  f\ja  el  máximo  del  castigo.  En  el  segundo  el 
uso  de  la  potestad  coercitiva  debe  sgustarse  á  los  límites  puestos 
de  antemano  por  la  administración  misma  al  ejercicio  de  su  de- 
recho; y  en  el  tercero  cabe  el  prudente  arbitrio  de  la  autoridad 
procurando  guardar  la  conveniente  analogía  y  proporción  en  el 
castigo  de  aquellas  faltas. 

Por  lo  demás,  en  los  reglamentos  administrativos  y  bandos  de 
buen  gobierno  posteriores  á  la  publicación  del  Código  penal,  de- 
ben las  autoridades  no  innovar  lo  establecido,  ciñéndose  á  la 
aplicación  de  las  multas  y  correcciones  señaladas  por  el  legisla- 
dor, y  sólo  suplir  su  silencio,  cuando  las  faltas  previstas  por  la 
administración  carezcan  de  la  sanción  necesaria  para  exigir  la 
debida  obediencia  á  los  administrados. 

191. — ^Pues  que  el  objeto  de  los  reglamentos  de  administración 
pública  es  suplir  el  silencio  de  la  ley,  claro  está  que  no  pueden 
suspenderla,  viciar  su  sentido,  dispensar  de  su  ejecución  y  mu- 
cho menos  derogarla.  Pero  ¿podrá  un  reglamento  alterar  las  dis- 
posiciones reglamentarias  contenidas  en  una  ley? — Tampoco. 

(1)  Baal  orden  de  11  de  Marzo  de  1850. 
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porque  aun  cuando  por  su  naturaleza  habrían  de  ser  reglas  va- 
riables y  transitorias,  el  legislador  ha  querido  darles  estabilidad 
y  firmeza  elevándolas  á  la  categoría  de  leyes. 

192. — Son  inconstitucionales  los  reglamentos  por  razón  de  la 
forma,  cuando  no  han  sido  consultados  con  el  Consejo  de  Esta- 
do, según  dispone  la  ley  orgánica  de  este  alto  cuerpo  consulti- 
vo, donde  dice  que  deberá  ser  oído  necesariamente  y  en  pleno 
sobre  los  reglamentos  é  instrucciones  generales  para  la  aplica- 
ción de  las  leyes  y  cualquiera  alteración  que  en  ellos  haya  de 
hacerse  (1). 

Así,  pues,  todos  los  reglamentos  generales  deberían  contener 
la  fórmula  oido  el  Consejo  de  Estado,  sin  la  cual  pudiera  poner- 
se en  duda  su  legitimidad. 

La  iixtervencion  del  Consejo  de  Estado  no  coarta  la  iniciativa 
del  Gobierno,  puesto  que  se  limita  á  ilustrarle  con  su  dictamen 
sin  privarle  de  su  libertad  de  acción,  ni  obsta  á  que  prevalezca 
su  pensamiento. 

193. — ^Dudaron  los  autores  si  los  reglamentos  constitucionales 
debian  ser  obedecidos  por  respeto  al  príncipio  de  autoridad  sin 
perjuicio  de  pedir  su  reforma,  y  aun  de  exigir  la  responsabilidad 
á  los  ministros,  6  si  por  el  contrario  era  lícito  resistir  en  tales 
casos  al  Gobierno  dentro  de  los  límites  de  la  resistencia  pasiva. 

194. — ^En  el  terreno  del  derecho  constituido  se  halla  resuelta 
la  cuestión,  puesto  que  los  tribunales  no  deben  aplicar  los  regla- 
mentos generales,  provinciales  y  locales,  sino  en  cuanto  estén 
conformes  con  las  leyes  (2). 

De  esta  suerte  el  ciudadano  se  halla  bajo  la  protección  de  la 
justicia,  porque  como  la  administración  carece  de  potestad  para 
aplicar  penas,  debe  remitir  al  desobediente  á  su  juez  natural  á 
fin  de  que  le  castigue.  El  juez  examinará  si  el  acto  desobedecido 
es  ó  no  constitucional,  y  no  lo  siendo,  absuelve  al  acusado  y  en- 
cierra dentro  de  sus  justos  límites  á  la  autoridad  invasora.  Aña- 
dimos con  cautela  que  la  infracción  constitucional  debe  ser  ma- 
nifiesta. 

Objétase  que  esto  es  destruir  la  independencia  de  la  adminis- 
tración y  otorgar  al  poder  judicial  el  derecho  de  examinar  y  ca- 
lificar sus  actos  ó  impedir  su  ejecución ;  mas  semejante  réplica 

* 

(1)  Ley  de  n  de  Agrosto  de  1860,  art.  45,  §  I.» 

(2)  Const.,  art.  92. 
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no  parece  fundada,  supuesto  que  el  juez  no  declara  la  nulidad  del 
reglamento  inconstitucional  ni  lo  reforma,  y  solamente  se  abs- 
tiene de  aplicarlo  y  de  castigar  al  desobediente,  visto  que  según 
la  palabra  expresa  de  la  ley  no  puede  prestar  á  la  administración 
el  auxilio  que  de  él  reclama.  Siempre  hemos  profesado  esta  opi- 
nión, aunque  por  muchos  combatida,  estimando  las  garantías 
que  ofrecen  la  independencia  del  poder  judicial,  y  prefiriendo 
á  todas  las  más  tranquilas  y  ordenadas,  como  también  las  más 
seguras  y  eficaces  (1).  No  olvidemos  que  la  centralización  ex- 
tremada adolece  de  graves  inconvenientes  y  oculta  verdaderos 
peligros. 

195. — Las  órdenes  son  disposiciones  administrativas  menos 
importantes  que  los  reales  decretos  y  los  reglamentos,  porque 
carecen  de  la  solemnidad  de  aquellos  y  de  la  generalidad  de  és- 
tos :  son  actos  espontáneos  del  ministro  que  las  expide  sin  con- 
ferir con  el  Rey  ni  consultar  al  Consejo  de  Estado,  y  recaen  en 
pormenores  de  la  administración,  ya  resuelvan  alguna  cuestión 
6  duda  por  punto  general,  ya  contengan  alguna  instrucción  ó 
advertencia  á  las  autoridades,  ya  decidan  reclamaciones  de  ca- 
rácter privado. 

El  epíteto  de  reales  que  las  acompaña  no  es  propio  de  unos 
documentos  extraños  á  la  autoridad  del  Rey,  pues,  según  obser- 
va un  publicista  contemporáneo,  «cuando  éste  no  firma,  existe 
delegación :  los  ministros  obran  por  sí,  en  interés  del  Rey,  de 
sus  prerogativas  constitucionales,  en  su  nombre,  si  se  quiere, 
pero  no  de  orden  suya.»  Por  tanto  no  hay  necesidad,  y  aun  puede 
ser  contradictorio,  que  los  ministros  concluyan  siempre  sus  ofi- 
cios con  la  fórmula  de  real  orden  (2). 

196. — Las  circulares  no  son  sino  órdenes  ya  del  ministro,  ya 
de  otros  jefes  de  la  administración  que  se  trasmiten  á  todas  las 
autoridades  encargadas  de  cierto  ramo  del  servicio  público  á 
quienes  compete  su  ejecución  y  se  encarga  su  cumplimiento. 

197. — ni.  «  Cuidar  de  que  en  todo  el  reino  se  administre  pron- 
ta y  cumplida  justicia»  (3).  El  Rey  es  fuente  de  la  justicia,  y  admi- 
nistrarla una  antigua  prerogativa  de  la  Corona. 

El  Concilio  de  León  de  1020,  siguiendo  las  leyes  y  costumbres 

(1)  Síguenla  Sirey,Foucart,Dufour,  Goagreon  y  otrog. 

(2)  Estudios  pr¿ícti eos  de  administración,  por  P,  FrancUlQO  Agustín  Sllvela,  pé^.  324. 
(8)  OoQst.,  art.  18. 
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de  los  Godos,  dice :  Omnes  judices  sint  electi  á  Rege;  y  en  uno 
de  nuestros  códigos  más  antiguos  se  lee :  «Estas  cuatro  cosas 
fiion  naturales  al  señorío  del  Rey  que  non  las  deve  dar  á  ningund 
orne,  nin  las  partir  de  sí,  ca  pertenescen  á  él  por  razón  del  se- 
ñorío natural,  justicia,  moneda,  fonsadera  é  suos  yantares.» 

D.  Alonso  el  Sabio  ordenó  que  «señorío  para  facer  justicia  non 
lo  puede  ganar  ningund  orne  por  tiempo;  como  si  quisiera  vin- 
cular perpetuamente  este  derecho  en  la  Corona  (1). 

El  principio  constitucional  de  la  división  de  los  poderes  pú- 
blicos no  consiente  que  el  Rey  sea  juez ;  pero  instituye  y  des- 
tituye á  los  jueces  conforme  á  las  leyes,  y  vela  sobre  la  adminis- 
tración de  la  justicia.  El  derecho  de  gracia  ¿qué  es  sino  un  resto 
de  la  alta  jurisdicción  de  los  reyes  en  materia  criminal  ?  En  efec- 
to, quien  remite  toda  ó  una  parte  de  la  pena,  corrige  la  senten- 
cia, y  quien  corrige  la  sentencia  ejerce  un  acto  propio  de  tribu- 
nal superior. 

198.— Suelen  dividir  los  publicistas  la  justicia  en  administrativa 
y  ordinaria :  aquélla,  ó  la  potestad  de  decidir  los  asuntos  conten-, 
ciosos  de  la  administración,  Uámanlá  con  más  ó  menos  exactitud 
retenida^  porque  el  Rey  se  reserva  su  ejercicio  como  complemen- 
to necesario  del  poder  ejecutivo ;  y  ésta,  ó  la  potestad  de  cono- 
cer y  juzgar  las  cuestiones  civiles  y  criminales,  la  denominan 
delegada^  porque  el  Rey,  aunque  jefe  del  orden  judicial,  no  ad- 
ministra directamente  la  justicia,  sino  por  medio  de  jueces  insti- 
tuidos según  la  ley,  inamovibles  é  independientes  de  toda  auto- 
ridad (2). 

199. — La  potestad  del  Rey  en  cuanto  á  la  justicia  común  ú  or- 
dinaria, se  concreta  á  cuidar  de  que  sea  administrada  pronta  y 
cumplidamente  en  todo  el  reino  por  medio  de  una  magistratura 
independiente  en  el  ejercicio  de  su  ministerio,  haciendo  uso  de 
un  mandato  irrevocable. 

De  lo  dicho  se  sigue  que  ni  el  Rey,  ni  autoridad  alguna  dele- 
gada extraordinariamente  por  él  pueden  sentarse  en  un  tribu- 
nal y  administrar  jjisticia,  ni  exigir  un  fallo,  ni  variar  los  trá- 
mites, ni  cometer  el  conocimiento  de  una  causa  á  un  juez  incom- 
petente, ni  entorpecer  la  ejecución  de  una  sentencia,  ni  atentar 

U;  ConciU  Leg,,  cap.  18,  Fti^ro  Viejo  d9  Cattilfa^  Ub.  I,  tit.  I,  \éy  1  y  ley  8,  tít.  ^, 
Part.  m. 
[2]  Const.,  arts.  91  y  96, 
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contra  la  santidad  de  la  cosa  juzgada^  ni  en  suma  menoscabar 
de  cualquier  modo  la  independencia  del  poder  judicial. 

200. — ^Masel  Rey  tiene  potestad  para  decidir  soberanamente  las 
competencias  entre  las  autoridades  administrativa  y  judicial,  por- 
que siendo  cada  una  independiente  de  la  otra,  en  ninguna  hay 
la  superior  necesaria  para  dirimir  cualquiera  cuestión  sobre  atri- 
buciones respectivas  que  se  suscitare,  pretendiendo  ambas  ser 
competentes  ó  incompetentes  respecto  de  un  asunto  determina- 
do. Sólo  el  Rey  como  jefe  supremo  de  toda  justicia,  arbitro  de  to- 
dos los  poderes  y  regulador  de  todas  las  jurisdicciones,  tiene  au- 
toridad para  restablecer  la  concordia  entre  estos  dos  órdenes  pa^ 
ralelos  y  alguna  vez  rivales. 

201. — ^IV.  «Indultar  á  los  delincuentes  con  arreglo  á  las  le- 
yes» (1). — Si  no  todos,  casi  todos  los  publicistas  convienen  en 
que  el  derecho  de  gracia  es  un  atributo  de  la  soberanía.*  En  Es- 
paña se  introdujo  al  mismo  tiempo  que  la  monarqma,  ó  cuando 
menos  reinando  Chindas vinto.  Según  el  Fuero  Juzgo  el  príncipe 
tenia  derecho  de  hacer  merced  ó  remitir  la  pena  á  los  culpados 
por  su  voluntad  ó  por  Dios  con  el  consejo  de  los  sacerdotes  y 
de  los  mayores  de  la  corte.  Ejemplos  notables  hay  del  ejercicio 
del  derecho  de  gracia  durante  la  edad  media;  y  no  solamente  usa- 
ron de  magnanimidad  los  reyes  de  Castilla  en  casos  particula- 
res, pero  también  otorgaron  la  merced  por  via  de  perdón  general 
á  petición  de  los  procuradores  del  reino  en  las  Cortes  de  Medina 
del  Caímpo  de  1328,  y  en  las  de  Briviesca  de  1387  se  hicieron 
ordenamientos  para  templar  la  justicia  con  la  misericordia  (2) . 

Suelen  llamar  al  derecho  de  gracia  la  más  bella  prerogativa  de 
la  Corona ;  y  sin  poner  en  duda  que  la  clemencia  sea  una  virtud 
propia  y  digna  de^un  ánimo  real,  conviene  no  olvidar  el  consejo 
del  político  Saavedra  Fggardo  en  aquellas  palabras:  «Ninguna 
cosa  hay  más  dañosa  que  un  príncipe  demasiadamente  miseri- 
cordioso, porque  no  es  menos  cruel  el  que  perdona  á  todos,  que 
el  que  á  ninguno ;  ni  es  menos  dañosa  al  pueblo  la  clemencia 
desordenada  que  la  crueldad,  y  á  veces  se  peca  más  con  la  abso- 
lución que  con  el  delito»  (3) , 


(1)  Const.,  art.  73,  g  6. 

(2)  Ley  6,  tit.  1,  Ub.  6  del  Fuero  Juzgo ;  Cortes  de  Medina  del  Campo,  p9t.  68,  y  Ordena- 
miento de  leyes  hecho  en  Briviesca,  trat.  3,  ley  4. 

(8)  Bmpresas  políticas,  empr.  XXII. 
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Por  eso  (puesto  que  hasta  en  la  clemencia  cabe  el  abuso)  el 
Rey  debe  ejercer  su  prerogatíva  con  arreglo  á  las  leyes  que  la 
limitan*.  Hoy  debe  necesariamente  ser  oidó  el  Consejo  de  Estado 
en  pleno  para  otorgar  el  Rey  indultos  generales  (1). 

202. — V.  « Declarar  la  guerra  y  hacer  y  ratificar  los  tratados 
de  paz,  dando  después  cuenta  documentada  á  las  Cortes»  (2).— 
Estas  fecultades  pertenecen  al  género  de  las  que  constituyen  la 
administración  exterior.  Si  el  Rey  vela  por  la  seguridad  del  es- 
tado, debe  declarar  la  guerra  ó  hacer  la  paz  libremente  bajo  la 
responsabilidad  de  sus  ministros.  La  intervención  del  poder  legis- 
lativo, por  más  que  parezca  necesaria  en  actos  de  tan  grave  im- 
portancia y  consecuencia,  no  debe  ser  directa,  sino  indirecta,  ni 
anterior j  sino  posterior.  El  Rey,  para  emprender  una  guerra,  ne- 
cesita hombres  y  recursos  que  no  puede  obtener  sino  de  los  pue- 
blos por  medio  de  contribuciones  de  sangre*  y  de  dinero.  El  po- 
der legislativo,  negándose  á  votar  los  impuestos  que  el  Gobierno 
pide  á  fin  de  atender  á  Jos  gastos  extraordinarios  de  la  guerra, 
le  incapacita  para  intentar  ó  proseguir  una  peligrosa  aventura; 
y  sin  menoscabar  la  independencia  del  poder  ejecutivo  en  cuanto 
á  la  acción,  deliberando  le  encierra  dentro  del  círculo  trazado 
por  la  razón  y  la  conveniencia  pública. 

203. — ^VI.  «Disponer  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra»  (3).— El 
Gobierno  nunca  es  coactivo  por  esencia,  sino  racional,  ni  debe 
por  consiguiente  hacer  alarde  de  fuerzas  para  requerirla  obedien- 
cia de  los  subditos,  sino  obtener  su  voluntaria  sumisión  emplean- 
do con  preferencia  los  medios  morales;  por  cuyas  razones  tanto 
más  perfecto  será  un  régimen  político,  cuanto  más  se  apoye  eü 
la  opinión  general,  y  menos  necesite  hacer  uso  del  rigor.  Casos 
hay,  sin  embargo,  en-  que  agotados  todos  los  recursos  de  la  per- 
suasión y  el  consejo,  es  preciso  reprimir  con  mano  dura  y  tal  vez 
sangrienta  los  conatos  de  desorden,  y  domar  con  energía  ciertas 
voluntades  rebeldes  ó  ciertas  pasiones  enemigas  de  la  sociedad, 
y  entonces  el  poder  ejecutivo  tiene  el  derecho  y  el  deber  de  ape- 
lar á  la  coacción  para  protegerla  y  salvarla  de  los  peligros  que  la 
amenazan. 


(1)  Leyes  de  17  de  Agrosto  de  1800,  art.  45,  %i  de  Mayo  de  1810  y  9  de  Agosto  de  1979,  y 
decreto  de  12  de  Enero  de  1974. 

(2)  Conat.,  art.  10. 
(8)  Ibid. 
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Para  esto  se  ha  instituido  el  ejército  permanente  que  coopera 
al  mantenimiento  de  la  paz  de  los  pueblos  y  los  defiende  contra 
las  agresiones  extrañas.  Y  como  al  Rey  toca  velar  por  la  conser- 
vación del  orden  público  en  lo  interior  y  por  la  seguridad  del 
estado  en  lo  exterior,  á  él  también  deben  corresponderle  el  man- 
do y  distribución  de  la  fuerza  armada  como  instrumento  nece- 
sario para  el  logro  de  ambos  fines. 

El  Rey,  no  obstante,  carece  de  una  potestad  ilimitada  en  cuan- 
to al  ejercicio  de  esta  atribución  constitucional,  porque  no  puede 
aumentar  el  ejército  á  su  placer,  pues  las  Cortes  fljan  todos  los 
años  la  fuerza  militar  permanente  de  mar  y  tierra  (1),  ni  tam- 
poco admitir  tropas  extranjeras  en  el  reino,  á  no  estar  autoriza- 
do para  ello  en  virtud  de  una  ley  especial  (2). 

204. — vn.  «Dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  comerciales 
con  las  demás  potencias»  (3).  La  diplomacia  ó  el  arte  difícil  de 
las  negociaciones  se  ftinda  en  adivinar  los  intentos  de  un  gabi- 
nete, precaver  los  sucesos,  aprovechar  Ips  accidentes,  conducir 
tal  cuestión  complicada  á  un  desenlace  feliz,  granjearse  la  con- 
fianza de  los  Gobiernos  extranjeros,  convencerlos  y  determinar- 
los'á  tomar  un  partido. 

Apreciar  la  situación  política  de  un  estado  y  tratar  con  su  so- 
berano, son  cosas  que  no  pueden  concluirse  sino  en  la  intimidad 
y  en  el  silencio  de  los  gabinetes,  por  lo  menos  hasta  la  ratifica- 
ción y  el  canje  según  los  usos  diplomáticos;  y  por  eso  en  todos 
tiempos  y  en  todas  las  naciones  la  guerra,  la  paz,  las  alianzas  y 
tratados  se  han  confiado  á  los  Gobiernos  solamente,  porque  sólo 
entre  ellos  es  posible  guardar  un  inviolable  secreto.  Sólo,  pues, 
el  Rey  debe  poseer  la  facultad  de  conducir  las  relaciones  con  las 
potencias  extranjeras  por  medio  de  su  ministro  de  Estado  ó  de 
las  personas  acreditadas  al  efecto,  sin  tener  la  representación 
nacional  otra  participación  que  la  de  examinar  la  conducta  de 
los  consejeros  de  la  Corona  y  acusarlos,  si  hubiere  motivo  bas- 
tante para  exigirles  la  responsabilidad. 

205. — Vin.  «Cuidar  de  la  acuñación  de  la  moneda,  en  la  que 
se  pondrá  su  busto  y  nombre»  (4). — Acuñar  moneda  es  una  pre- 


til Const.,  art.  106. 
{%)  Const.,  art.  74. 

(3)  Conat.,  art.  13. 

(4)  Const.,  art.  13,  §  \° 
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rogativa  del  soberano  desde  los  tiempos  más  remotos  de  nuestra 
monarquía,  y  así  quien  labra  moneda  falsa  no  sólo  comete  hurto  y 
defrauda  el  tesoro,  pero  también  usurpa  los  derechos  reservados 
al  príncipe  según  las  leyes  fundamentales  del  reino.  La  efigie 
del  príncipe  y  el  escudo  ó  sello  de  armas  impresos  en  el  anverso 
y  reverso  garantizan  la  fé  pública  y  atestiguan  la  verdad  de  los 
contratos.  El  Rey,  pues,  debe  ejercer  exclusivamente  la  facultad 
de  acuñar  moneda;  principio  reconocido  en  todas  las  edades, 
porque  si  alguna  vez  los  señores  feudales  gozaron  de  tan  alta 
prerogativa,  fué  en  calidad  de  partícipes  que  eran  de  la  autori- 
dad soberana,  ó  por  privilegios  y  mercedes  especiales  que  ar- 
rancaron á  los  reyes  en  aquellos  dias  borrascosos  en  que  la  no- 
bleza ejercía  tan  fuerte  preponderancia  y  estaba  tan  humillado  el 
trono.  Los  Reyes  Católicos  revocaron  las  mercedes  otorgadas 
por  sus  antecesores,  y  principalmente  por  Enrique  IV,  en  punto 
á  labrar  moneda,  incorporando  este  derecho  en  la  Corona,  y  es- 
tableciendo penas  muy  severas  contra  los  monederos  falsos. 

Hoy  la  legislación  es  más  suave,  porque  no  se  considera  este 
delito  atentado  contra  la  soberanía  del  príncipe,  sino  falsedad 
que  cunde  á  todo  el  comercio,  desterrada  la  íé  pública  que  repr^ 
senta  la  moneda  legal,  de  todos  los  contratos  (1). 

206. — IX.  «Decretar  la  inversión  de  los  fondos  destinados  á 
cada  uno  de  los  ramos  de  la  administración  pública.» — ^El  poder 
legislativo  vota  las  contribuciones ;  el  poder  ejecutivo  las  aplica 
á  cada  servicio :  el  uno  considera  las  necesidades  sociales  en  su 
conjunto;  el  otro  atiende  á  sus  minuciosos  pormenores:  aquél, 
agrupando  cuotas  individuales,  forma  las  rentas  públicas;  éste, 
invirtiendo  las  rentas  públicas,  promueve  el  desarrollo  de  la  ri- 
queza individual. 

De  muy  antiguo  viene  en  Castilla  el  otorgamiento  de  pechos  y 
servicios  por  las  Cortes,  pues  así  quedó  asentado  por  la  primera 
vez  en  las  de  Valladolid  de  1307,  sobre  lo  cual  hizo  ordenamiento 
Fernando  IV  á  petición  de  los  procuradores  de  estos  reinos  que 
solicitaron  y  obtuvieron  su  confirmación  en  las  de  Medina  del 
Campo  de  1328,  en  las  de  Madrid  de  1329, 1391  y  1393,  y  en 
otjras  posteriores.  Mas  si  votar  las  contribuciones  es  una  preror 
gativa  del  poder  legislativo,  ya  se  considere  su  ejercicio  como 

(1)  Cóaigo  penal,  art.  9M  y  »ig. 
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una  garantía  constitucional,  ya  se  mire  en  el  impuesto  una  dis^ 
minucion  de  los  derechos  de  la  propiedad  que  la  ley  establece  y 
sólo  la  ley  puede  menoscabar,  la  gestión  de  la  fortuna  del  estado 
es  un  acto  administrativo,  y  administrar  incumbe  exclusivamen« 
te  al  Monarca  según  la  Constitución  y  los  principios  fundamen- 
tales del  régimen  representativo. 

Si  los  Cuerpos  colegisladores  llevan  á  las  regiones  del  Gobieiv 
no  abundante  caudal  de  luces  y  doctrina,  su  voto  es  y  debe  ser 
puramente  deliberativo,  puesto  que  ni  los  muchos  son  apropósito 
para  ejecutar,  ni  debemos  suponer  la  mayoría  de  los  represen- 
tantes de  la  nación  muy  versada  en  la  práctica  de  los  negocios, 
ni  tan  conocedora  como  el  Gobierno  de  la  situación  política,  mo- 
ral y  económica  de  los  pueblos,  ni  por  tanto  dotada  del  tino  para 
el  mando  que  ño  se  halla  de  seguro  en  los  hombres  especulati- 
vos, sino  en  los  adoctrinados  con  la  experiencia  de  cada  dia  y 
cada  hora. 

207. — X.  «Conferir  los  empleos  civiles  y  militares  con  arre- 
glo á  las  leyes»  (1).  El  Rey  posee  la  plenitud  de  la  potestad  eje- 
cutiva, y  debe  por  tanto  estar  revestido  de  las  facultades  nece- 
sarias para  ejercer  su  autoridad.  El  primer  medio  es  crear  una 
jerarquía  administrativa,  compuesta  de  autoridades  superiores 
y  subalternas  encargadas  de  dar  cumplimiento  á  las  órdenes 
que  les  fueren  comunicadas;  y  como  estos  f\mcionarios,  en  vez 
de  favorecer  la  marcha  de  la  administración  la  entorpecerían, 
si  no  hubiese  unidad  en  el  pensamiento,  sumisión  al  poder,  di- 
ligencia para  ejecutar  y  entereza  para  vencer  toda  resistencia  á 
la  voluntad  del  Monarca,  de  ahí  nace  la  necesidad  de  otorgar 
al  Rey  la  prerogativa  de  nombrar  ó  remover  los  empleados  pú- 
blicos. 

Para  escogerlos  con  acierto  debe  quien  los  nombra  estudiar 
los  deberes  especiales  de  cada  cargo,  inquirir  las  cuaUdades  de 
las  personas  útiles  y  comparar  estas  noticias :  pormenores  y  cui- 
dados propios  de  la  administración  solamente ;  y  para  remover- 
los del  servicio  proceder  con  suma  discreccion  y  prudencia,  sin 
amor  ni  odio,  considerando  cuánto  vale  la  experiencia  para  el 
buen  despacho  de  los  negocios,  y  la  confianza  que  inspiran  el 
celo  y  aptitud  para  arraigar  los  hábitos  de  tíioralidad  y  las  pren- 

(1)  Const.,  art.  13. 
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das  de  carácter,  más  ó  menos  necesarias  en  todos  los  grados  de 
la  jerarquía  administrativa. 

208.— XI.  «Conceder  en  igual  forma  honores  y  distincio- 
nes» (1). — Los  honores  y  distinciones  son  recompensas  otor- 
gadas al  mérito  contraído  en  el  servicio  del  estado;  y  como  no 
habría  justicia  en  el  premio  si  la  distinción  ó  el  honor  no  guar- 
dase la  proporción  debida  con  la  magnitud  é  importancia  de  los 
servicios,  resulta  que  sólo  el  Rey,  único  capaz  de  conocer  y  apre- 
ciar los  actos  administrativos,  puede  y  debe  decretar  las  recom- 
pensas. • 

Hay  otra  razón  poderosa  para  atribuir  exclusivamente  al  Mo- 
narca esta  facultad  constitucional,  á  saber,  la  responsabilidad  á 
que  están  sujetos  todos  los  actos  del  poder  ejecutivo;  responsa- 
bilidad que,  si  bien  no  alcanza  á  la  persona  del  Rey,  sagrada  é 
inviolable  según  la  Constitución,  pesa  de  lleno  sobre  sus  minis- 
tros, por  lo  cual  á  ellos  les  toca  aconsejar  y  proponer  al  jefe  del 
estado  el  nombramiento  y  remoción  de  los  funcionarios  públicos 
y  la  concesión  de  las  recompensas  á  que  se  hicieren  acreedores, 
pues  no  hay  responsabilidad  ni  moral  ni  efectiva  donde  no  hay 
hechos  imputables,  y  no.  son  imputables  sino  los  actos  propios  ó 
los  de  nuestros  mandatarios. 

El  poder  legislativo,  sin  embargo,  debe  señalar  los  límites  den- 
tro de  los  cuales  habrá  el  Rey  de  ejercer  esta  prerogativa  que  no 
es  absoluta,  ni  convendría  quedase  á  merced  del  arbitrio  minis- 
terial, sino  moderada  de  tal  suerte,  que  sin  destruir  la  justa  li- 
bertad de  premiar  el  mérito  y  los  servicios  al  estado,  se  ponga 
coto  á  las  demasías  del  poder  y  no  degeneren  las  recompensas 
en  favores  palaciegos,  recompensas  políticas  ó  gracias  vitupera- 
bles; y  eso  mismo  significa  la  expresión  final  con  arreglo  á  las 
leyes. 

209.—- XII.  «Nombrar  y  separar  libremente  los  ministros»  (2).. 
Esta  facultad  constitucional  no  sólo  se  deriva  naturalmente  de  la 
anterior,  sino  que  se  funda  en  el  carácter  de  poder  moderador 
inherente  á  la  autoridad  real.  Sabido  es  que  solamente  en  el  Rey 
reside  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes;  pero  esta  potestad 
no  la  ejerce  por  sí  mismo,  sino  que  la  delega  á  sus  ministros  res- 
ponsables. Cuando  graves  cuestiones  dividen  á  los  poderes  pú- 

(i)  Const.,  art.  13. 
(2)  Ibid. 
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bucos  y  su  concordia  aparece  turbada,  el  Re}^  es  arbitro  enton- 
ces de  estas  diferencias,  y  cambia  su  ministerio  para  poner  en 
consonancia  el  poder  ejecutivo  con  el  legislativo,  ó  disuelve  la 
Gámara  6  las  Cámaras  sometiendo  la  decisión  de  la  contienda  al 
juicio  de  la  nación.  Estas  prerogativas  del  Rey  dan  tal  flexibili- 
dad al  régimen  representativo,  que  si  le  suponemos  por  un  ins- 
tante despojado  de  ellas,  la  existencia  de  la  monarquía  constitu- 
cional será  imposible. 

Aunque  en  rigor  de  principios  el  Rey  es  dueño  de  nombrar, 
despedir  y  reemplazar  á  sus  ministros,  las  prácticas  parlamenta- 
ria^ ó  el  espíritu  más  que  la  letra  de  las  leyes  constitucionales, 
coartan  su  libre  albedrío  y  le  hacen  consultar  la  situación  política 
que  atraviesa ,  es  decir,  le  obligan  á  tener  en  cuenta  la  mayoría 
de  las  Cortes,  el  estado  de  la  opinión  pública,  la  conveniencia  de 
los  pueblos  y  cuantas  circunstancias  pueden  influir  en  tan  grave 
determinación  y  en  sus  resultados. 

En  ningún  acto  se  manifiesta  más  claramente  el  carácter  que 
el  Rey  tiene  de  jefe  supremo  de  la  administración,  que  en  el 
ejercicio  de  esta  facultad  constitucional. 

210. — Ora  el  Rey  reine  y  no  gobierne,  ora  reine  y  gobierne, 
es  un  axioma  constitucional  que  no  administra,  porque  bien  se 
puede  gobernar  de  lejos,  pero  no  cabe  administrar  sino  de  cerca; 
de  modo  que  aunque  la  potestad  de  ejecutar  las  leyes  reside  en 
el  Monarca,  la  ejerce  siempre  por  el  conducto  de  sus  ministros 
responsables;  autoridades  y  agentes  subalternos. 


CAPITULO  III. 

De  lo8  nlDlatros. 


211.— Carácter  de  los  ministros. 

212.— Administración  superior  du- 
rante la  monarquía  goda. 

213.— Y  en  la  época  de  la  recon- 
quista. 

214. — Novedad  introducida  por  don 
Alonso  VII. 

215.— Reforma  de  don  Juan  I. 

216.— Régimen  administrativo  ba- 
jo los  Reyes  Católicos  y  la 
casa  de  Austria. 


217.— Origen  de  los  ministerios  al 
advenimiento  de  la  casa  de 
Borbon. 

218.-rCambios  y  arreglos  de  secre- 
tarías hasta  la  feclia. 

219. — Necesidad  de  un  Ministerio 
en  los  gobiernos  representa- 
tivos. 

220.— Es  un  cuerpo  intermedio  con 
autoridad  delegada. 

221  .«-Clasificación  de  los  negocloA 
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adminifstrativos. 

222. — Necesidades  generales  de  los 
pueblos. 

223.— Distribución  de  los  ministe- 
rios según  estas  necesida- 
des. 

224.— Atribuciones  de  los  minis- 
tros. 

225.— Comunes: 

226.— Instrucciones  ministeriales. 

227.— Disposiciones  ó  mandatos. 

228.— Decisiones. 

229. — Actos  de  gestión. 

230.— Especiales. 

231.— Enumeración  de  los  ministe- 
rios de  España,    v 

232. — Atribuciones  de  la  secreta- 
ría de  Estado. 

233.— De  Gracia  y  Justicia. 

234.— De  Guerra. 


235.— be  Hacienda. 

236.— De  Marina. 

237.— De  Gobernación. 

238.— De  Fomento. 

239.— De  Ultramar. 

240.— Á  quién  compete  modificar 
esta  distribución. 

241.— Unidad  del  ministerio. 

242.— Consejo  de  ministros. 

243.— Presidente  del  Consejo. 

244.— Ministros  sin  cartera. 

245.— Cada  ministro  es  .superior 
jerárquico  en  la  administra- 
ción de  su  ramo. 

246.— Revocación  y  enmienda  de 
los  actos  ministeriales. 

247. — Responsabilidad  de  los  mi- 
nistros. 

248.— Es  individual  ó  colectiva. 

249.— Reformas  convenientes. 


211. — Son  los  ministros  de  lá  Corona  jefes  superiores  de  la 
administración  que  bajo  la  dirección  inmediata  del  Rey  ejercen 
el  poder  ejecutivo.  Los  ministros  son,  pues,  delegados  próximos 
é  indispensables  de  la  potestad  real,  y  después  del  Monarca  ocu- 
pan el  primer  grado  en  la  jerarquía  administrativa.  Su  autoridad 
se  extiende  á  cuanto  alcanzan  las  atribuciones  constitucionales 
del  Rey  de-  quien  son  consejeros  naturales  y  al  mismo  tiempo 
sus  medianeros. 

212. — ^No  siempre  se  ha  reconocido  la  necesidad  6  la  conve- 
niencia de  nombrar  estos  secretarios  del  Rey  ni  en  España  ni  en 
otras  naciones.  La  legislación  visigoda,  imitando  la  organización 
administrativa  del  Imperio  Romano,  encargaba  el  gobierno  uni- 
versal principalmente  á  dos  altos  funcionarios,  el  conde  de  los 
notarios  cuya  obligación  era  extender  las  cartas  y  privilegios 
reales,  y  el  conde  de  los  tesoros  6  del  erario  público;  títulos  que 
no  eran  de  honor,  ni  significaban  tampoco  meros  oficios  palati- 
nos, sino  además  cargos  públicos  ó  dignidades  del  estado. 

Con  la  ruina  de  aquella  monarquía  desaparecieron  ó  se  ocul- 
taron al  estruendo  de  las  armas  las  instituciones  y  dignidades 
anteriores  á  la  irrupción  de  loa  Sarracenos,  si  bien  tornaron  en 
breve  tiempo,  pues  consta  que  D.  Alfonso  11^  llamado  el  Casto^ 
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restableció  en  su  corte  de  Oviedo  los  usos  y  costumbres  de  los 
Godos,  así  en  el  orden  civil  como  en  el  eclesiástico,  volviendo 
las  cosas  á  la  antigua  usanza  de  Toledo. 

213.— Esta  sencillez  primitiva  del  gobierno  gótico  subsistió  en 
la  época  de  la  reconquista  por  espacio  de  algunos  siglos,  pues  la 
facilidad  de  atender  á  las  necesidades  públicas  no  requería  tam- 
poco una  administración  más  complicada.  Escasos  eran  los  pue- 
blos de  realengo  en  proporción  al  gran  número  que  pertenecia  á 
las  clases  de  abadengo,  de  señorío  solariego  y  de  behetría.  Pue- 
blos habia  contribuyentes  ( villas  tertias  6  mandaiiones )  y  pue- 
blos exentos  {villas  ingenuas);  y  aunque  según  la  antigua  cons- 
titución de  los  Godos  sólo  el  Rey  ejercía  el  alto  señorío  de  la 
justicia  y  el  supremo  imperio  por  medio  de  magistrados  civiles, 
políticos  y  militares,  andando  el  tiempo  la  autoridad  real  se  des- 
prendió de  muchas  de  sus  anteriores  prerogativas,  ya  conce- 
diendo á  los  señores  jurisdicción,  ya  otorgando  á  las  comunida- 
des el  privilegio  de  proveer  al  gobierno  económico  de  cada  pue- 
blo y  su  alfoz  por  medio  de  alcaldes  jurados  y  demás  oficiales  de 
los  concejos  de  elección  popular. 

214. — Con  tales  concesiones  quedaba  la  administración  cen- 
tral muy  descargada  de  negocios  y  podia  confiarse  á  pocas  ma- 
nos. En  el  siglo  xii  hízose  proclamar  Emperador  el  Rey  Don 
Alonso  VII  en  las  Cortes  de  León  de  1135.  Entonces  empezó  á 
conocerse  el  título  de  Canciller,  á  cuya  dignidad  correspondía  la 
custodia  del  sello  real,  desde  que  empezó  á  usarse  por  este  tiem- 
po para  autorizar  con  él  los.  privilegios  y  cartas  reales. 

215.— Don  Juan  I  alteró  en  parte  la  forma  antigua  de  la  admi- 
nistración central,  decretando  y  publicando  en  las  Cortes  de  Va- 
lladolid  de  1385  el  plan  de  un  consejo  de  gobierno,  de  donde 
tuvo  origen  el  famoso  Consejo  de  Castilla.  No  era  dicha  institu- 
ción un  consejo  privado  como  antes  sohan  tener  los  monarcas, 
sino  una  rueda  muy  importante  de  la  máquina  administrativa,* 
motivando  el  Rey  su  introducción,  entre  otras  razones,  en  la  si- 
guiente bien  significativa  de  la  participación  directa  que  le  daba 
en  la  administración  pública :  « et  si  nos  oviésemos  de  oír  é  íí- 
brar  todos  los  negocios  del  regno,  non  podríamos  facer  la  guer- 
ra, nin  las  cosas  que  pertenecen  á  ella,  segim  que  á  nuestro  ser- 
vicio é  á  nuestra  honra  cumple. »  Y  en  efecto,  auxiliaba  al  Rey 
no  sólo  deliberando,  sino  con  sus  grandes  atribuciones  activas, 
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cuyo  ejercicio  ya  no  podia  concentrarse  en  una  sdla  •pefgónáf 
ó  dignidad,  pues  ensanchado  el  territorio,  aumentada  la  pobla- 
ción y  creciendo  la  riqueza,  necesariamente  habian  de  multipli- 
carse los  negocios  hasta  el  punto  de  requerir  el  Rey  el  concurso 
de  otras  ftierzas  que  le  ayudasen  á  soportar  las  cargas  del  go- 
bierno. Tan  cierto  es  este  ministerio  primitivo  del  Consejo,  que 
Felipe  II  en  la  instrucción  que  dio  á  su  presidente  en  1582  le  de- 
cia:  «El  oficio  del  Consejo  Real  es  tener  cuidado  de  los  negó- 

m 

cios  del  reino,  y  los  pleitos  accesorios  al  Consto,  y  no  su  propio 
oficio. » 

216. — Multiplicáronse  desde  el  tiempo  de  los  Reyes  CatóUcos 
los  Consejos  sobremanera,  pues  además  del  antiguo  de  Castilla, 
fueron  creados  sucesivamente  el  de  Estado,  Órdenes,  Guerra,  Ha- 
cienda, Inquisición,  la  Cámara,  Aragón,  Italia,  Flandes  é  Indias. 

Los  Reyes  gozaban  de  un  gran  poder  y  lo  ejercían  por  sí,  va- 
liéndose de  sus  privados  como  de  ihstrumentos  dóciles  á  su  vo- 
luntad, y  siendo  el  ministro  en  aquel  tiempo  un  secretario  sin 
facultades  propias  y  sin  atribuciones  designadas  por  ley  alguna. 
Los  Consejos  ejercían  gran  parte  de  las  funciones  gubernativas 
y  á  veces  disputaban  sus  derechos  con  el  Monarca;  y  aunque  la 
muchedumbre  de  estos  cuerpos,  sus  facultades  no  bien  definidas, 
los  trámites  dilatorios  y  las  fórmulas  de  la  justicia  se  avenían  mal 
con  la  marcha  expedita  de  la  administración,  resultaba  el  benefi- 
cio de  templar  la  potestad  de  los  Reyes  y  poner  coto  á  la  volun- 
tad personal  de  sus  privados.  Así  fué  que  el  Conde-Duque  de  Oli- 
vares, por  evitar  estos  escollos,  imaginó  crear  juntas  particu- 
lares compuestas  de  gente  devota  á  su  fortuna,  que  sacando  las 
cosas  de  quicio,  favorecían  los  cálculos  y  miras  de  su  ambi- 
ción. » 

217. — Felipe  V  introdujo  en  España  con  otras  novedades  el 
sistema  administrativo  de  Francia,  creando  en  el  año  1700  dos 
secretarías  ó  ministerios,  al  uno  de  los  cuales  atribuyó  el  despa- 
cho de  todos  los  negocios  concernientes  á  Guerra  y  Hacienda  y 
al  otro  cometió  los  restantes.  Esta  innovación  encerraba  no  sólo 
un  pensamiento  administrativo,  sino  también  la  oculta  mira  de 
enñaquecer  la  autoridad  del  Consejo  de  Castilla  y  debilitar  su  in- 
flujo, despojándole  poco  á  poco  de  sus  facultades  gubernativas 
tan  impropias  de  toda  corporación,  y  libertar  al  Gobierno  de 
aquella  especie  de  tutela,  constituyendo  la  unidad  del  poder,  ro- 


•  •      •  • 
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déañdolé  aé  Tuerza  y  de  prestigio  y  subordinando  su  movimiento 
al  impulso  del  Monarca. 

218. — En  1714  hízose  un  nuevo  arreglo  y  distribución  de  to- 
dos Ws  negocios  del  estado  entre  cuatro  Secretarías  del  despacho 
y  una  Intendencia  universal,  perteneciendo  á  una  los  negocios 
exteriores  ó  de  Estado,  á  otra  los  de  Justicia  y  asuntos  eclesiás- 
ticos, á  otra  los  de  Guerra,  á  otra  los  de  Indias  y  Marina,  y  á  la 
intendencia  librar  los  de  Hacienda. 

En  1715  redujéronse  á  tres  los  ministerios,  de  Estado,  de  Guer- 
ra y  Marina,  de  Gracia,  Justicia  y  Hacienda. 

En  1754,  bajo  el  reinado  de  Fernando  VI,  agregáronsa  á  la 
Secretaría  de  Estado  la  Superintendencia  general  de  correos  y 
otros  asuntos  inconexos  con  su  objeto  especial  y  primitivo,  y  se 
atribuyeron  á  las  otras  Secretarías  nuevas  facultades. 

Carlos  in,  en  1777,  estableció  dos  Secretarías  para  el  despa- 
cho de  los  negocios  de  Indias,  una  de  Gracia  y  Justicia  y  otra 
de  Guerra,  Hacienda,  Comercio  y  Navegación;  pero  Carlos  IV 
en  1790  reunió  los  negocios  de  Indias  á  los  ministerios  análogos. 

Las  Cortes  de  Cádiz  crearon  un  nuevo  ministerio  llamado  de 
la  Gobernación  de  la  Península,  al  cual  agregaron  el  negociado 
de  Correos  y  Postas  que  más  adelante  fué  devuelto  al  de  Estado. 
También  instituyeron  el  ministerio  de  la  Gobernación  de  Ultra- 
mar, y  con  tan  poca  fortuna,  que  el  primero  fué  suprimido  en  la 
reacción  política  de  1814,  y  el  segundo  reemplazado  por  el  anti- 
guo ministerio  universal  de  Indias,  para  que  al  fin  desapareciese 
del  todo,  repartiendo  el  Gobierno  sus  negocios  entre  los  sobre- 
vivientes (1). 

Restablecida  la  Constitución  de  1812  en  1820  reapareció  -  el 
ministerio  de  la  Gobernación  y  hundióse  nuevamente  con  el  ré- 
gimen constitucional  de  la  segunda  época. 

Bn  183*}  resucitó  con  el  nombre  de  ministerio  del  Fomento, 
que  después  mudó  en  el  de  lo  Interior ,  y  ¡al  fin  fué  denominado  de 
la  Gobernación  del  Reino.  En  1847  se  creó  un  nuevo  ministerio 
llamado  de  Comercio,  Instrucción  y  06ra5  públicas,  que  tomó  el 
nombre  de  Fomento,  aplicado  el  títido  antiguo  á  cosas  nuevas; 
y  por  último,  en  1863  se  añadió  el  de  Ultramar  (2), 

(1)  Constitución  do  1812,  att.  222,  y  reales  decretos  de  20  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  laU 
y  18  de  Setiembre  de  1815. 

(2)  Rpftl^  dppretos  do  5  de  K«l»reR)  de  1^1, 20  do  Octubre  da  1851  y  20  de  Mayo  de  l^ . 
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219, — En  los  gobiernos  representativos  es  de  necesidad  la 
institución  de  esta  especie  de  cuerpo  intermedio  al  cual  apelli- 
dan Ministerio,  para  salvar  el  dogma  constitucional  de  la  invio- 
labilidad del  Rey  y  hacerlo  compatible  con  la  responsabilidad 
del  poder  ejecutivo:  por  manera  que  los  ministros  aparecen  ya 
como  consejeros,  ya  como  secretarios,  y  ya  como  delegados  del 
Monarpa. 

220. — En  cuanto  consejeros  de  la  Corona  ilustran  la  concien- 
cia del  Rey  siempre  que  ocurre  hacer  uso  de  sus  altas  preroga- 
tivas :  en  calidad  de  secretarios  despachan  con  el  Rey  y  refren- 
dan sus  decretos;  y  con  el  carácter  de  delegados  administran 
por  sí  propios  cuando  expiden  órdenes  ó  circulares,  comunican 
instrucciones,  hacen  advertencias  á  las  autoridades  y  agentes 
que  de  ellos  dependen,  ó  resuelven  asuntos  de  interés  general. 

En  el  ejercicio  de  estas  funciones  no  deben  invocar  el  nombre 
del  soberano,  pues  ya  se  supone  delegada  en  los  ministros  vir- 
tual y  constantemente  la  potestad  real  para  todo  aquello  en  que 
el  Monarca  no  interviene,  puesto  que  no  administra.  Así  pues, 
todo  el  peso  de  la  administración  descansa  en  los  hombros  de 
los  mini^stros. 

Son  también  los  medianeros  necesarios  entre  el  Rey  y  el  po- 
der legislativo,  porque  presentan  en  su  nombre  y  defienden  los 
proyectos,  y  aceptan  ó  combaten  las  proposiciones  de  ley  que  se 
diseuten  en  las  Cortes :  medianeros  entre  el  Rey  y  la  nación, 
porque  se  encargan  de  ejecutar  las  mismas  disposiciones  que 
someten  á  la  aprobación  de  la  Corona,  y  medianeros  en  fin  entre 
el  Rey  y  las  autoridades  y  los  agentes  administrativos,  pues  ins- 
tituyen y  destituyen  á  los  funcionarios  públicos  y  les  transmiten 
sus  mandatos. 

221.  —Siendo  los  cuidados  de  la  administración  infinitos  y  de 
tan  varia  especie,  para  mejor  cumplir  los  deberes  que  á  los  agen- 
tes administrativos  competen,  se  ha  tomado  el  partido  de  clasi- 
ficar las  facultades  inherentes  al  ejercicio  del  poder  ejecutivo 
según  su  analogía,  y  dividir  la  administración  central  en  cierto 
número  de  círculos,  regido  cada  uno  por^m  jefe  superior  ó  mi- 
nistro  del  ramo,  con  sujeción  sin  embargo  á  la  voluntad  colec- 
tiva del  Ministerio  en  aquellos  asuntos  que  por  su  gravedad  de- 
ben considerarse  cuestiones,  no  de  administración  pura,  sino  de 
gobierno- 
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Esta  distribución  de'los  negocios  entre  diferentes  ministerios, 
para  corresponder  á  su  objeto  que  es  dirigir  y  vigilar  todos 
los  ramos  del  servicio  y  regularizarlo,  debe  ftindarse  en  la  cla- 
»  sificacion  natural  de  las  necesidades  públicas,  en  cuyo  conjunto 
parece  descuellan  tres,  acaso  las  primitivas,  á  saber:  la  paz,  la 
gestión  de  la  fortuna  general  y  el  fomento  de  los  intereses  del 
estado. 

222. — La  paz  interior  ó  la  conservación  del  orden,  primera 
necesidad  de  los. pueblos,  requiere  el  empleo  de  medios  ya  pre- 
ventivos, ya  represivos  según  los  casos.  Precave  con  su  vigilancia 
para  impedir  los  atentados  contra  la  seguridad  y  tranquilidad  del 
estado  y  contra  las  personas  y  la  propiedad  de  los  ciudadanos: 
reprime  usando  de  la  fuerza  para  reducir  á  la  debida  obediencia 
á  los  rebeldes.  La  gestión  de  la  fortuna  pública  y  el  desarrollo  de 
los  elementos  de  la  prosperidad  general,  exigen  también  una 
serio  de  actos  administrativos  que  se  refieren  á  la  imposición, 
repartimiento  y  cobranza  de  las  rei\^s  públicas  y  al  fomento  de 
la  instrucción  y  riqueza  nacional. 

223. — Resulta,  pues,  del  precedente  análisis,  que  en  todo  es- 
tado de  población  regular  y  de  territorio  algo  extenso,  debe 
haber  un  ministerio  de  Relaciones  exteriores,  otro  de  Justicia, 
otro  de  Gobierno,  otro  de  Rentas  públicas,  otro  de  Fomento, 
otro  de  Guerra  y  otro  en  fin  de  Marina.  Pueden  ser  más,  sin  em- 
bargo, ó  menos  los  necesarios;  más  cuando  la  multitud  de  los 
negocios  ó  ciertas  atenciones  especiales  reclaman,  por  ejemplo, 
un  ministerio  de  Agricultura,  de  Comercio  ó  de  Policía;  y  me- 
nos, si  la  sencillez  de  un  ramo  de  la  administración  permitiese 
agregarlo  á  otro  análogo,  v.  gr.,  si  se  refundiesen  en  imo  solo 
los  ministerios  de  Guerra  y  Marina,  ó  los  de  Fonlento  y  Gober- 
nación. Como  quiera,  siempre  será  verdad  que  cuanto  más  pros- 
peren las  naciones,  tantos  más  centros  especiales  de  actividad 
administrativa  ó  ministerios  necesitarán,  porque  la  civilización 
multiplica  las  relaciones  sociales  cada  dia,  y  con  ellas  los  de- 
beres del  Gobierno  y  los  gastos  públicos;  daño  verdadero,  si 
bien  compensado  con  el  progreso  sucesivo  de  la  riqueza  contri- 
buyente. 

221. — Cualquiera  que  sea  la  clasificación  admitida,  es  llano 
que  cada  ministro  será  parte  del  ente  colectivo  llamado  Ministe- 
rio, y  jefe  superior  do  todos  los  ramos  asignados  á  su  respecti- 
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vo  departamento,  correspondiéndoles  en  este  concepto  la  auto- 
ridad y  atribuciones  propias  de  aquel  cargo  (1). 

Gomo  individuos  de  la  comunidad  llamada  Consejo  de  minis- 
trqsj  deliberan  juntos  y  resuelven  colectivamente  las  cuestiones 
de  mayor  gravedad;  y  como  jefes  superiores  de  tal  ó  cual  servi- 
cio administrativo,  obran  con  entera  independencia  y  deciden 
los  negocios  menos  graves  de  su  propio  ministerio ;  pues  para 
evitar  dilaciones  y  competencias  perjudiciales  al  servicio  públi- 
co fueron  declaradas  todas  las  Secretarías  del  despacho  libres  y 
recíprocamente  independientes  en  el  ejercicio  de  sus  particula- 
res atribuciones  (2).  De  aqm'  procede  la  sencilla  división  de  sus 
facultades  en  comunes  y  especiales. 

225. — Son  comunes  las  que  se  derivan  de  la  cualidad  de  mi- 
nistro, sin  tener  en  cuenta  el  ministerio  que  cada  uno  desempe- 
ña, y  especiales  las  inherentes  á  la  autoridad  privativa  de  jefe 
superior  de  todos  los  servicios  públicos  cuyo  conjunto  forma  un 
departamento  ministerial. 

En  todos  los  ministros  se  descubren  dos  caracteres,  el  uno 
principal  ó  predominante,  y  secundario  ó  excepcional  el  otro :  el 
primero  es  de  agente  de  la  administración,  y  el  segundo  de  juez 
administrativo.  De  esta  jurisdicción  puramente  excepcional  ha- 
blaremos en  otra  parte. 

Guando  el  ministro  procede  como  agente  administrativo,  los 
actos  ministeriales  se  distinguen  en  instrucciones  y  disposiciones 
ó  mandatos,  decisiones  y  actos  de  gestión. 

226. — El  objeto  de  las  inspecciones  es  dirigir  la  ejecución  de 
las  leyes  y  reglamentos  y  obtener  la  obediencia  de  todos  los  su- 
bordinados; y  ora  aparezcan  en  forma  de  resoluciones  genera- 
les, ora  en  la  de  decisiones  particulares  dictadas  por  via  de  regla 
general,"  hablan  siempre  con  las  autoridades  administrativas  á 
quienes  ilustran,  y  declaran  el  sentido  de  las  disposiciones  cuya 
fiel  observancia  procuran,  expresan  ima  determinación  superior, 
y  señalan  al  subalterno  la  línea  de  conducta  que  debe  seguir,  sin 
añadir  nada  á  las  leyes  y  reglamentos  establecidos. 

227. — Las  disposiciones  6  mandatos  ministeriales  son  provi- 
dencias de  orden  y  utilidad  pública,  de  conveniencia  momentá- 
nea y  aplicación  fugitiva,  ó  decisiones  en  asuntos  privados, 

(1)  Real  decreto  áe  I.**  de  Junio  de  1850. 

(2)  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  18R 
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Las  primeras  son  á  los  reglamentos  de  administración  públi- 
ca lo  que  éstos  á  las  leyes,  es  decir,  suplen  el  silencio  de  aqué^ 
Has,  disipan  la  oscuridad  de  sus  palabras,  colman  sus  vacíos,  tie- 
nen la  fuerza  y  el  valor  de  la  ley  ó  del  decreto  que  comentan,  y 
las  autoridades  encargadas  de  su  cumplimiento  deben  observar- 
las como  un  precepto. 

«Autores  presuntos  de  las  disposiciones  que  dictan  en  nombre 
del  Rey  ó  de  que  toman  la  iniciativa  en  los  Cuerpos  colegislado- 
res, los  ministros  se  suponen  poseídos  del  espíritu  de  aquellas 
disposiciones  y  preparados  á  llenar  con  medidas  supletorias  el 
vacío  que  presenten,  ó  á  salvar  con  aclaraciones  motivadas  los 
inconvenientes  de  las  interpretaciones  arbitrarias.  De  esta  pre- 
sunción natural  y  legítima  se  deriva  desde  luego  la  consecuen- 
cia que  corresponde  á  los  ministros  la  resolución  de  las  dudas 
que  pueden  ocurrir  en  la  ejecución  de  las  leyes»  (1). 

228. — Las  decisiones  ministeriales  son  también  actos  admi- 
nistrativos obligatorios  para  todos  los  ciudadanos  y  para  todas 
las  autoridades  políticas  y  judiciales.  Su  objeto  es  conceder  ó  ne- 
gar algo  que  se  le  pida  por  via  de  gracia  ó  de  justicia,  de  suerte 
que  el  ministro,  consultando  el  bien  público,  dicta  una  providen- 
cia en  una  cuestión  promovida  á  instancia  de  un  particular.  Es- 
tos actos  emanan  del  ministro  requerido  ó  provocado,  y  es  pre- 
ciso quepan  dentro  de  los  límites  de  su  poder  discreccional  para 
no  degenerar  en  actos  de  jurisc^iccion.  La  autorización  para  to- 
mar agua  ó  establecer  una  fábrica  á  orillas  de  un  rio,  la  solici- 
tud de  privilegios  de  invención  ó  perfección,  los  empleos,  as- 
censos, honores,  pensiones  y  otras  gracias  cualesquiera  ó  pre- 
tensiones de  justicia  provocan  estas  decisiones  ministeriales. 

No  hay  forma  ninguna  establecida  para  intentar,  proseguir  y 
resolver  estos  asuntos.  El  ministro  'comunmente  recibe  el  me- 
morial, y  si  alguna  vez  decide  en  el  acto,  las  más  ordena  ins- 
truir expediente,  oye  el  dictamen  de  la  autoridad  ó  cuerpo  seña- 
lado por  la  ley  ó  por  las  reglas  y  prácticas  de  la  administración, 
y  decide  con  pleno  conocimiento  de  causa. 

229. — Llámanse  actos  de  gestión  los  relativos  á  la  conserva- 
ción y  fomento  del  patrimonio  ó  fortuna  del  estado,  y  son  ver- 
daderos contratos  civiles,  tales  como  compras,  ventas,  arrien- 

U)  Idecu  de  adminiéiraci^nf  por  el  Sr.  Búreros. 
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dos  y  [)t^rmutas,  cuyo  objqto  es  asegui-ar  el  servicio  público  en 
todos  sus  ramos.  Sólo  en  los  ministros  resido  la  personalidad  ó 
la  representación  necesaria  para  contraer  tales  obligaciones  en 
nombre  del  estado,  cada  uno  en  su  resi)ectivo  ministerio.  Las 
cuestiones  á  que  dieren  margen  la  validez  ó  interpretación  de 
estos  actos,  constituyen  verdaderos  litigios  entre  la  administra- 
ción y  los  interesados  cuyo  examen  aplazamos  para  lugar  más 
oportuno. 

Los  actos  de  gestión  no  necesitan  en  rigor  ser  autorizados  por 
notario,  pues  ya  interviene  la  fé  pública  en  estos  contratos,  re- 
jiresentada  en  el  carácter  también  público  de  los  ministros.  Sin 
embargo,  suele  autorizarlos  para  mayor  firmeza  y  solemnidad. 

230. — Tales  son  las  atribuciones  comunes  de  los  ministros;  sus 
facultades  especiales  se  derivan  de  las  leyes  y  reglamentos  ad- 
ministrativos que  distribuyen  el  servicio  público  entre  varios  ra- 
mos ó  ministerios;  de  suerte  que  en  este  punto  la  legislación  es 
positiva,  y  la  jurisprudencia  se  funda  en  la  recta  interpretación 
de  los  principios  consignados  en  dichas  leyes  y  reglamentos  y 
en  bien  observadas  analogías. 

231. — En  España  son  ocho  los  ministerios  ó  Secretarías  de  es- 
tado y  del  despacho  entre  las  cuales  están  hoy  distribuidos  todos 
los  negocios  del  reino,  á  saber:  Estado,  Gracid  y  Ji^ticia, 
Guerra j  Hacienda,  Marina,  Gobernación,  Fomento  y  Ultra- 
mar, cuyas  respéctiv^as  atribuciones  son  las  siguientes: 

232. — ^I.  El  de  Estado  tiene  á  su  cargo: 

1.°  La  correspondencia  con  las  cortes  extranjeras. 

2."*  El  nombramiento  de  ministros  residentes. 

S.'*  Los  tratados  internacionales. 

4.*  Las  representaciones,  quejas  y  solicitudes  de  los  que  no 
son  subditos  del  Rey,  ó  de  ministros  de  príncipes  extraiyeros  en 
materias  pertenecientes  á  estado  ó  regalías. 

5."*  Los  decretos  para  gastos  que  se  hayan  de  hacer  por  razón 
de  estado,  ó  paga  de  dependientes  ó  ministros  que  residan  de 
orden  del  Rey  fuera  del  reino,  y  la  expedición  de  sus  despachos, 
cédulas  ó  patentes. 

6.**  La  correspondencia  con  las  personas  de  la  Real  Familia. 

7.**  Las  concesiones  de  grandezas  de  España,  sus  honores  y 
habilitación  ó  declaración  de  sus  clases. 

8.*  Todo  lo  perteneciente  á  la  insigne  orden  del  Toisón,  sus 
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estatutos  y  oficiales,  como  asimismo  á  las  cruces  de  las  distin- 
guidas órdenes  española  de  Carlos  III  y  americana  de  Isabel  la 
Católica,  sus  asambleas  y  secretaría,  é  igualmente  la  autoriza- 
ción para  usar  condecoraciones  extranjeras. 

9."  El  Tribunal  de  la  Rota. 

10.''  La  Agencia  general  de  preces  á  Roma. 

11.**  La  Secretaría  de  la  interpretación  de  lenguas. 

12.**  El  refrendo  de  todos  los  documentos  y  pasaportes  para  el 
extranjero! 

13."*  Y  por  último,  todas  las  resoluciones  á  las  consultas  ó  re- 
presentaciones que  en  cualquiera  de  estas  materias  se  hicieren 
al  Rey,  tanto  por  los  tribunales  de  oficio,  como  por  otras  juntas 
y  ministros  particulares,  y  la  redacción  de  los  decretos  y  órdenes 
que  el  Rey  mandare  expedir  en  los  negocios  de  esta  naturaleza  (1 ) . 

233.— n.  Al  de  Gracia  y  Justicia  corresponden: 

1."*  Los  reales  nombramientos  para  las  plazas  de  jueces  y  ma- 
gistrados, excepto  las  de  los  Supremos  Consejos  de  Guerra  y  de 
Marina  y  del  Tribunal  de  Cuentas,  sus  ascensos,  traslación,  sus- 
pensión y  destitución,,  el  ministerio  fiscal  y  el  notariado.  • 

2.*'  Todo  lo  tocante  al  gobierno  de  los  tribunales  y  las  órde- 
nes ó  resoluciones  tocantes  á  promover  ó  activar  la  recta  ad- 
ministración de  justicia. 

3.**  Las  gracias  de  indulto,  inclusas  las  que  se  otorgan  por  d^ 
litos  de  contrabando  y  defraudación  de  los  intereses  de  la  Ha- 
cienda pública.   . 

4.**  El  registro  civil  y  el  de  la  propiedad. 

5.°  Todos  los  negocios  del  Real  Patronato  con  las  contestacio- 
nes de  jurisdicción  eclesiástica  en  lo  que  no  tenga  conexión  con 
los  derechos  y  rentas  reales. 

6.**  Lo  concerniente  á  puntos  de  religión,  de  reforma  y  de  dis- 
ciplina eclesiástica  y  la  conservación  de  las  regalías  de  la  Corona. 

7."*  Las  presentaciones  para  arzobispados,  obispados,  preben- 
das y  beneficios  eclesiásticos. 

S."*  Los  Seminarios  conciliares. 

9.**  Los  establecimientos  de  casas  de  comunidades  religiosas, 

10.**  Las  mercedes  de  títulos  de  Castilla. 

11."*  La  provisión  de  las  encomiendas  militares. 

(1)  Ley  7,  tít.  VI,  lib.  ixi,  Nov.  Rocop.  y  órdones  posteriores. 
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12."*  El  Vicariato  general  castrense,  las  juntas  investigadoras 
de  memorias  y  obras  pías,  la  obra  pía  de  Jerusalen,  el  nombra- 
miento de  eclesiásticos  para  los  establecimientos  públicos  de  be- 
neficencia ú  otros  costeados  en  todo  ó  en  parte  por  el  estado,  y 
la  intervención  que  al  Gobierno  compete  en  las  funciones  ecle- 
siásticas ejercidas  en  establecimientos  sostenidos  exclusivamen- 
te por  las  provincias,  pueblos  ó  particulares. 

IS.**  Y  por  último,  la  Notaría  mayor  de  los  reinos,  en  cuya 
calidad  el  ministro  de  Gracia  y  Justicia  interviene  en  los  matri- 
monios, nacimientos  y  defunciones  de  las  personas  reales,  en  to- 
dos los  actos  de  cesiones,  renuncias,  obligaciones  y  poderes 
de  las  mismas,  legaliza  todos  los  testimonios  de  docu^aentos  pú- 
blicos que  reclaman  los  tribunales  extraiueros  ó  se  remiten  á  los 
mismos,  y  presenta  á  la  sanción  real  todos  los  proyectos  de  ley 
aprobados  por  las  Cortes,  sea  cualquiera  el  ministerio  á  que  cor- 
respondan (1). 

234.r-ni.  Al  de  la  Querrá  correspcgiden : 

I.""  Los  asuntos  militares  y  la  correspondencia  oficial  con  los 
capitanes  generales  de  ejército  y  provincia,  directores  genera- 
les de  las  distintas  armas  y  el  cuerpo  de  inválidos. 

2.**  Todo  lo  relativo  á  la  conservación,*" aumento  ó  disminución 
de  tropas  de  la  Casa  Real  y  del  ejército  y  lo  concerniente  á  su 
servicio,  régimen,  movimientos  y  subsistencia  en  guarnición, 
cuarteles  ó  campaña. 

3.**  Los  estados  mayores  de  plazas,  vestuarios,  víveres  y  uten- 
silios, cuarteles,  forraje,  alzamientos,  itinerarios  y  demás  par- 
tes correspondientes  á  la  tuerza,  armamento,  entretenimiento  y 
buena  asistencia  del  ejército. 

4.°  Todo  lo  relativo  á  la  Hacienda  militar,  nombramiento  de 
intendentes  militares,  comisarios  ordenadores  y  de  guerra  y  de- 
más individuos  de  este  cuerpo. 

5.*"  La  artillería  en  todas  sus  partes,  el  cuerpo  de  ingenieros  y 
sus  escuelas  especiales. 

6.°  La  concesión  de  empleos,  grados  y  honores  por  servicios 
de  guerra,  excepto  aqueUos  cuya  ejecución  corresponda  á  otro 
ministerio,  en  cuyo  caso  debe  oficiar  al  que  hubiere  de  expedir 
los  decretos* 

ti)  Ley  d,  tité  VI,  lib.  iit,  Nov.  Recop.  y  reales  decretos  de  10  de  Janio,  20  de  Octubre  y 
16  de  Diciembre  de  185Í,  y  decreto  de  5  de  Jolio  de  1870. 
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7/  La  provisión  do  las  vacantes  que  ocurran  en  el  Consejo 
Supremo  de  la  Guerra  y  en  el  cuerpo  jurídico  militar. 

S."*  El  cuerpo  de  Sanidad  militar. 

9.**  El  servicio  presidial  de  las  plazas  menores  de  África. 

10.**  Y  las  mercedes  de  hábitos  de  las  Órdenes  militares,  pero 
dirigiéndose  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  comuni- 
qué los  nombramientos  al  Tribunal  de  las  Órdenes  (1). 

235. — ^IV.'Toca  al  ministerio  de  Hacienda: 

i  .*"  La  imposición,  repartimiento,  cobranza  y  distribución  de 
las  contribuciones  ordinarias  y  extraordinarias  en  ambos  hemis- 
ferios. 

2.'*  Los  negocios  de  las  casas  de  moneda. 

3.**  Las  fábricas  de  tabacos. 

4.'*  Los  resguardos  de  mar  y  tierra. 

5.*"  La  vigilancia  sobre  todas  las  oficinas  de  cuenta  y  razón  y 
administración  de  Hacienda  pública. 

6."*  La  administración  de  los  bienes  mostrencos  y  nacionales, 
ó  sea  de  rentas  y  arbitrios  de  amortización,  como  asimismo  de 
los  maestrazgos  y  encomiendas  de  las  Órdenes  militares  inclusa 
la  de  San  Juan  de  Jerusalen. 

I.""  Las  loterías  y  todos  los  demás  derechos  y  efectos  de  la  Ha- 
cienda pública. 

8.**  Los  nombramientos  de  directores,  asesores  y  todos  los 
demás  jefes  y  subalternos  dependientes  de  este  ministerio. 

9.''  Las  ordenaciones  de  pagos  de  la  presidencia  del  Consejo 
de  ministros  y  de  los  ministerios  de  Gracia  y  Justicia,  Goberna- 
ción y  Fomento  (2). 

236.  Son  atribuciones  del  ministerio  de  3/aH«a  .• 

I.*  Todo  lo  concerniente  á  los  arsenales  y  astilleros  de  la  real 
armada,  constniccion  de  bajeles,  armamentos  y  expediciones, 
provisiones  de  víveres,  pertrechos  y  municiones  de  guerra,  pes- 
ca, naufragios,  presas  y  todo  lo  demás  comprendido  en  la  juris- 
dicción de  marina,  según  se  previene  en  l&s  ordenanzas  genera- 
les del  ramo. 

2.°  Las  disposiciones  relativas  al  armamento,  distribución, 


(1)  Ley  14,  tit.  VI,  Ub.  iii,  Nov.  Recop.  y  real  orden  de  21  O e  Octubre  de  184*7. 

(2)  Leyes  10  y  12,  tit.  vt,  Ub.  in,  y  ley  6,  tít.  ii,  lib.  vi,  Nov.  Recop.;  real  decreto  de  4  de 
Julio  é  instrucción  de  18  de  Diciembre  de  1825,  reales  órdenes  de  29  de  Octubre  de  1814  y 
85 de  Noviembre  de  1839,  y  decreto  de  6  de  Setiembre  de  ISTTO. 
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mando  y  empleo  de  las  fuerzas  navales  y  el  servicio  de  los  guar- 
da-costas. 

S,**  La  Junta  del  Almirantazgo,  el  Supremo  Consejo  de  la  Ar- 
mada^ el  nombramiento  de  generales  de  departamento,  coman- 
dantes de  tercios  navales,  de  arsenales  y  capitanes  de  puerto,  de 
auditores  asesores  y  fiscales,  intendentes  y  contadores  de  marina. 

4.''  El  colegio  naval  militar,  la  escuela  de  condestables,  el  Ob- 
servatorio astronómico  de  San  Fernando  y  el  Depósito  hidro- 
gráfico. 

5.""  Y  el  cuerpo  de  capellanes  de  la  armada  (1)* 

237. — ^VI.  Al  de  Gobe^macion  del  Reino  pertenecen : 

1."*  Las  relaciones  con  el  Consejo  de  Estado,  Diputaciones  pro- 
vinciales y  Ayuntamientos. 

2.**  Las  competencias. 

S.""  Los  propios  y  comunes  de  los  pueblos. 

4.*  Los  pósitos. 

5.**  La  policía  administrativa  en  todos  sus  ramos,  y  por  con- 
siguiente la  seguridad  pública  y  personal,  la  Guardia  Civil  y  la 
municipal,  los  espectáculos  y  reuniones  públicas  y  la  policía  ur- 
bana. 

6.°  Las  quintas,  alojamientos,  bagajes,  cargas  y  servicios  pú- 
blicos. 

7.**  Los  secuestros,  indemnizaciones,  conservación,  repara- 
ción y  obras  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  y  la  división  terri- 
torial. 

8.*"  La  beneficencia  pública,  y  por  consiguiente,  los  hospitales, 
hospicios,  casas  de  refugio  y  de  socorro,  casas  de  maternidad, 
establecimientos  de  dementes  y  sus  análogos,  montes  píos,  li- 
mosnas y  socorros  públicos,  cajas  de  ahorros  y  las  calamidades 
públicas. 

9.°  Los  establecimientos  de  corrección  como  cárceles,  presi- 
dios y  demás  penitenciales. 

10.°  La  sanidad,  policía  sanitaria  y  baños  minerales. 

11."*  Todo  lo  perteneciente  á  la  construcción  de  las  nuevas  lí- 
neas telegráficas  de  cualquiera  especie  cuyo  establecimiento  se 
determine. 

0 

(1)  Ley  9,  tit.  iV)  lib.  tiit  Noy.  Reco^x ,  ordenanzas  del  cuerpo,  real  orden  de  25  de  Setiem' 
hteáB  1845, reales  decretos  de  2  de  Diciembre  do  1846, 5 de  Febrero  de  184*7  y*?  de  Mayo 
de  1851  y  otras  disposiciones. 
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12.**  Los  correos  y  la  declaración  de  los  derechos  reconocidos 
ó  que  se  reconozcan  á  favor  de  este  ramo  en  las  leyes  y  disposi- 
ciones generales  de  ferro-carriles  y  en  las  especiales  de  cada 
nueva  concesión.* 

13/  Organizar  los  trenes-correos,  fijar  las  horas  de  salida,  su 
marcha  y  detenciones  según  las  necesidades  del  servicio,  y  si 
ocurriesen  dificultades  facultativas,  removerlas  poniéndose  de 
acuerdo  con  el  ministerio  de  Fomento. 

14/  Y  por  último,  la  contabilidad  de  todos  los  ramos  depen- 
dientes de  Gobernación  (1). 
Este  ministerio  se  reserva  para  el  despacho  personal : 
I.""  Todo  lo  que  haya  de  someterse  á  la  resolución  de  la  Co- 
rona. 

2/  Todo  lo  relativo  á  nombramiento  de  senadores  y  á  eleccio- 
nes de  diputados  á  Cortes,  de  Diputaciones  provinciales,  Ayun- 
tamientos y  al  personal  de  estas  corporaciones. 

3.''  Todo  lo  tocante  á  la  política,  al  orden  público,  á  la  seguri- 
dad pública  y  personal,  estados  excepcionales  y  fuerza  armada 
dependiente  de  su  autoridad. 
4.*"  Lo  concerniente  á  la  libertad  de  imprenta. 
5.*"  El  personal  del  ministerio. 

e.""  Y  los  demás  asuntos  que  por  circunstancias  especiales  juz- 
gare oportuno  reservarse  (2). 
238. — vn.  Al  de  Fomento  incumben: 
I.""  Todos  los  negocios  y  establecimientos  relativos  al  comer- 
cio, como  sus  tribunales  y  juntas:  los  asuntos  relativos  al  au- 
mento ó  reducción  de  los  derechos  de  importación  y  exportación 
y  al  recargo  ó  supresión  de  arbitrios,  cuyas  decisiones  en  último 
resultado  corresponden  al  ministerio  de  Hacienda:  la  mejora  y 
fomento  del  cabotaje:  el  arreglo  de  pesos  y  medidas:  los  expe- 
dientes gubernativos  sobre  el  cumplimiento  del  Código  de  co- 
mercio y  ley  de  enjuiciamiento :  las  casa-loiyas  ó  bolsas  de  co- 
mercio, los  bancos  y  sociedades  de  crédito  y  las  consultas  del 
ministerio  de  Estado  sobre  los  tratados  de  comercio  é  incidencias 
del  ramo  con  las  demás  naciones. 

2.''  La  instrucción  pública,  y  por  tanto  el  Consejo,  las  Univer- 
sidades, Institutos  de  segunda  enseñanza  y  colegios  de  humani- 

(1)  Reales  decretos  de  90  de  Octabre  de  1811, 15  de  Abr  il  de  1857  y  O  de  Febrero  de  1868. 

(2)  Real  decretd  de  25  de  Agosto  de  1849,  art.  5. 
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dades :  la  ínstrnccion  primaria :  los  colegios  de  sordo-mndos  y  de 
ciegos :  las  escuelas  de  veterinaria :  las  Academias  y  demás  so- 
ciedades cientfficas  y  literarias,  escuelas  de  bellas  artes  y  las  e&- 
peciales  de  ingenieros  de  caminos,  canales  y  puertos,  de  minas, 
de  comercio  é  institutos  industriales:  las  bibliotecas,  archivos, 
museos,  los  Conservatorios  de  artes  y  de  música  y  declamación, 
la  propiedad  literaria,  premios  á  sabios,  literatos  y  artistas  y  la 
Comisión  de  monumentos  históricos  y  artísticos. 

3.'  Las  carreteras  y  ferro-carriles,  salvo  lo  reservado  al  mi-^ 
nisterio  de  la  Gobernación  en  punto  á  trenes-correos:  los  cami- 
nos provinciales  y  vecinales,  canales  de  navegación  y  de  riego, 
acequias,  obras  públicas  y  privadas  de  los  rios  navegables  y  flo- 
tables y  policía  de  los  caminos :  el  desagüe  de  las  lagunas  y  for- 
mación ó  desecación  de  pantanos :  las  obras  de  mar,  fto^os  y  to- 
das las  accesorias  de  los  puertos,  su  limpia  y  conservación,  fo- 
sos, hoyas  y  valizas :  la  Junta  consultiva  de  estos  ramos :  el  cuer- 
po de  ingenieros  civiles  y  su  escuela  especial:  los  portazgos, 
pontazgos,  barcsjes^  aranceles  y  tarifas  de  peaje  y  transporte  de 
toda  via  pública,  administración  de  sus  productos,  y  las  conce- 
siones y  contratas  de  estos  servicios,  así  como  la  construcción 
de  monumentos  y  edificios  costeados  por  el  Estado. 

4.*"  La  protección  y  fomento  de  los  diversos  ramos  de  la  agri- 
cultura: los  proyectos  de  ley  para  su  mejora  y  desarrollo :  la  en- 
señanza y  perfección  de  los  procedimientos  agrícolas :  la  intro- 
ducción de  nuevos  y  útiles  cultivos :  las  escuelas  especiales  de 
agronomía :  la  destrucción  de  las  plagas  del  campo,  premios  y 
recompensas  á  los  cultivadores,  uso  y  aprovechamiento  de  los 
productos  rurales,  ganadería  lanar,  cria  caballar  y  acotamientos: 
los  montes,  baldíos  y  sus  disfirutes  y  la  policía  rural. 

5.*  La  industria  en  general,  su  protección yfomento:  la  con- 
cesión de  privilegios  de  invención  y  perfección,  establecimientos 
industriales,  la  dirección  del  ramo  especial  de  minería  y  la  es- 
tadística (1). 

239. — ^VIII.  Es  privativo  del  ministerio  de  Ultramar: 

1  .*"  Modificar  la  organización  ó  régimen  administrativo  de  las 
provincias  ultramarinas. 

2.  •  Fijar  6  variar  el  presupuesto  anual  de  ingresos  y  gastos. 

(1 )  Reales  liecretos  de  5  de  Febrero,  16  de  Junio,  11  de  A^fosto,  90  de  Octubre  y  9  de  Di- 
ciembre de  1841 7 18  de  Octubre  de  1860,  y  decretos  de  96  de  Abril  y  5  de  Jnllo  de  1910. 

TOMO  I.  8 
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3."*  Disponer  de  los  productos  sobrantes  de  ültoraar,  á  pro- 
puesta del  ministro  de  Hacienda,  pero  comunicándose  las  libran- 
zas por  el  ramo. 

4.''  Adoptar  cualquiera  disposición  relativa  al  establecimiento 
ó  supresión  de  impuestos. 

5."*  Proponer  personas  para  el  desempeño  de  los  cargos  de  Go- 
bernadores y  Capitanes  generales^  Intendentes,  Regentes  da  las 
Audiencias  y  Presidentes  de  los  Tribunales  de  Cuentas. 

d.""  Conceder  grandezas  de  España  ó  títulos  de  Castilla  á  em- 
pleados ó  personas  residentes  en  Ultramar. 

IJ"  Adoptar  cualquiera  providencia  que  afecte  al  régimen  ex- 
terior de  la  Iglesia  6  al  Real  Patronato.  ' 

8.^  Decidir  cualquier  asunto  de  gravedad  ajuicio  del  ministro. 

Q.""  Instruir  los  expedientes  preparatorios  de  resoluciones  que 
den  lugar  á  gastos  ó  anticipación  de  fondos  por  el  Tesoro  público 
de  la  Península,  cuyas  resoluciones  competen  al  ministerio  de 
Hacienda. 

lO.""  Transmitir  las  comunicaciones  de  los  ministros  de  Esta- 
do, Guerra  y  Marina  á  las  autoridades  de  aquellas  provincias,  y 
las  de  éstas  á  los  ministros  respectivos  (1), 

240. — La  distribución  de  los  negocios  públicos  entre  los  dis- 
tintos ministerios  incumbe  al  poder  ejecutivo,  pues  es  un  medio 
de  ordenar  la  administración  y  procurar  la  fícil  ejecución  de  las 
leyes ;  y  por  eso  cabe  dentro  de  la  autoridad  real  variar  la  línea 
divisoria  de  cada  secretaría,  y  atribuir  á  una  íacultades  pertene- 
cientes á  otra.  También  puede  el  Rey  crear  nuevos  ministerios, 
si  las  necesidades  de  la  administración  los  reclaman,  y  con  tal 
que  sus  gastos  no  traspasen  el  límite  constitucional  de  los  pre- 
supuestos. 

241. — ^El  ministerio,  aunque  dividido  para  el  despacho  de  los 
negocios,  debe  mantener  la  unidad  de  pensamiento  y  acción  en 
su  seno,  formar  un  cuerpo  homogéneo  y  compacto,  y  organizar- 
se de  una  manera  adecuada  á  este  fin,  y  debe  por  último  recono- 
cer un  jefe  que  sea  la  personificación  viva  del  Gobierno. 

242. — De  ahí  la  necesidad  del  Consejo  de  Ministros  cuyas  fre- 
cuentes reuniones  sirven  para  extender  y  conservar  la  unifor^ 
midad  en  las  ideas  y  en  los  actos  del  ministerio,  al  mismo  tiem- 

(l)  Real  decreto  de  35  de  Mayo  de  186S. 
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po  que  delibera  acerca  de  los  asuntos  arduos  de  cada  secretaría 
y  resuelve  colectivamente  lo?  más  graves,  sean  cuestiones  de 
gobierno  ó  negocios  de  pura  administración. 

Ya  Felipe  V  habia  acudido  al  remedio  de  esta  necesidad  crean- 
do el  Consejo  de  Gabinete,  sabia  reforma  que  no  prosperó,  pues 
guiado  del  mismo  intento  vemos  que  Garlos  ni  establece  la  Junta 
Suprema  de  Estado  que  tsanpoco  alcanzó  larga  vidji.  En  tiempos 
más  cercanos  se  organizó  definitivamente  el  Consejo  de  Minis- 
tros como  una  condición  del  acierto,  y  se  mlantiene  como  una 
consecuencia  del  sistema  representativo  (1). 
i  243. — ^De  ahí  también  la  necesidad  de  un  presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  que  encabeza  el  Ministerio,  le  imprime  direc- 
ción y  con  frecuencia  le  da  su  nombre.  Bsgo  un  régimen  absoluto 
es  el  Rey  jefe  del  ministerio,  porque  los  ministros  son  meros  se- 
cretarios suyos  y  ciegos  servidores.  En  los  regímenes  represen- 
tativos tiene  el  Ministerio  una  vida  propia  que  el  Monarca  puede 
darle  ó  quitarle ;  pero  mientras  existe  es  libre,  porque  es  res- 
ponsable. 

La  presidencia  del  Consto  de  Ministros  estaba  antes  unida  á 
la  Secretaría  de  Estado,  cuyo  ministro  llevaüba  el  título  y  reunía 
el  carácter  de  primer  secretario  de  Estado  y  del  Despacho  uni- 
versal (2) ;  pero  hoy  es  una  dignidad  personal,  y  no  inherente  á 
ningún  Ministerio  en  particular.  Aquel  de  los  ministros  á  quien 
se  considera  la  representación  genuina  de-  cierto  sistema  polí- 
tico ó  pensamiento  de  gobierno,  es  el  jefe  natural  d^l  gabinete, 
cualquiera  que  sea  el  ministerio  puesto  á  su  cuidado,  ó  aunque 
no  desempeñe  ninguno  ó  sea  ministro  sin  cartera.  El  Rey  le 
nombra  presidente  del  Consto,  y  á  falta  de  él  preside  el  Minis- 
terio el  ministro  á, quien  le  corresponde  según  el  orden  de  su 
precedencia. 

244. — La  institución  de  los  ministros  sin  ministerio,  si  bien  á 
primera  vista  parece  anómala,  se  justifica  observando  que  su  ob- 
jeto es  dar  entrada  en  el  gabinete  á  tal  personaje  que  la  opi- 
nión reputa  la  encamación  viva  de  la  política  dominante  en  las 
altas  regiones  del  estado,  á  fin  de  consagrarse  con  más  liber- 
tad y  ahinco  á  la  realización  de  sus  ideas  y  ejercer  con  más  fuer- 

■  * 

(1)  Reales  decretos  de  80  de  Kotiembre  de  l')14, 8  de  Julio  de  IISI  y  19  de  Noviembre 
de  1823. 

(2)  Real  decreto  de  81  de  Diciembre  de  18M. 
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za  un  influjo  decisivo  ó  preponderante.  Exento  del  despacho  or- 
dinario de  los  negocios,  queda  desembarazada  su  iniciativa  y 
expedita  su  acción  para  dar  color  é  imprimir  la  dirección  conve- 
niente al  Gobierno,  así  en  cuanto  á  la  política  como  respecto  á 
la  administración.  Por  eso  acompaña  siempre  á  la  dignidad  de 
ministro  sin  cartera  la  presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  Sin 
embargo,  hay  ciertos  asimtos  cuyo  despacho  no  corresponde  á 
este  6  el  otro  ministerio,  sino  tan  sólo  á  la  presidencia  del  Con- 
sejo, como  todas  aquellas  resoluciones  que  tienen  el  carácter  de 
inter-ministeriales,  por  ejemplo,  la  traslación  de  un  negociado 
dependiente  de  un  ministerio  á  otro,  el  deslinde  de  su  respecti- 
va competencia  y  otros  que  las  leyes  determinan  (1). 

245. — Supuesto  que  cada  ministro  es  superior  jerárquico  de 
todas  las  autoridades  encargadas  de  los  servicios  administrativos 
inherentes  á  su  ministerio,  claramente  se  manifiesta  que  es  una 
de  sus  principales  fecultades  vigilar,  suspender,  reformar  ó  revo- 
car los  actos  de  todos  los  funcionarios  sujetos  á  sus  órdenes,  bien 
proceda  espontáneamente,  bien  á  petición  de  los  agraviados.  Es 
también  consecuencia  del  carácter  que  los  ministros  tienen  de 
autoridad  superior  su  independencia  recíproca,  es  decir,  que  nin- 
guno puede  conocer  de  los  actos  del  otro,  alterarlos  ni  corregir- 
los, aunque  esté  en  sus  atribuciones  darles  cumplimiento ;  pero 
puede  cada  ministro  reformar  sus  propios  actos  y  los  de  sus  an- 
tecesores salvo  en  ciertos  casos  de  excepción,  á  saber : 

I.""  Cuando  la  resolución  ministerial  causó  estado,  porque  una 
decisión  administrativa  que  pone  término  á  un  asunto,  debe  te- 
ner la  misma  fuerza  que  una  sentencia  ejecutoriada. 

2.!"  Si  hubiese  constituido  derecho  en  favor  de  tercera  perso- 
na, porque  la  ley  lo  protege  y  lo  defiende  contra  todo  acto  del 
poder  discreccional  que  ya  seria  arbitrario. 

3.*  Si  la  resolución  hubiese  prestado  fundamento  á  un  fallo  ju- 
dicial, porque  se  opone  á  la  reforma  el  respeto  debido  á  la  santi- 
dad de  la  cosa  juzgada. 

246,— De  suerte  que  el  ministro,  considerado  no  como  juez  y 
sí  como  autoridad  administrativa,  decide  sin  sujeccion  á  otra  al- 
guna en  los  actos  de  simple  gestión,  de  potestad  reglamentaria, 
de  poder  discreccional,  y  dicta  las  providencias  de  utilidad  co- 

(1)  tteal  deeréto  de  11  de  Mayo  de  ÍdS4. 
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mun.  En  suma,  de  todas  cuantas  disposiciones  emanen  de  su  po- 
testad dentro  de  los  límites  de  la  administración  pura,  no  queda 
á  los  interesados  otro  recurso  que  acudir  nuevamente  al  minis* 
tro  mejor  informado.  Mas  si  de  sus  varias  disposiciones,  en  vez 
de  intereses  lastimados,  resultare  algún  derecho  ofendido,  puede 
el  agraviado  pedir  la  revocación  del  acto ;  y  si  su  queja  no  fuere 
escuchada,  desde  entonces  empieza  un  juicio  contradictorio  en- 
tre el  particular  y  el  ministro,  y  ya  cae  el  negocio  dentro  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa. 

247..— Los  ministros  son  constitucionalmente  responsables  de 
sus  actos  y  de  los  de  sus  mandatarios  ó  agentes  subordinados;  y 
por  eso  también  los  nombran,  suspenden  y  destituyen  con  arre- 
glo á  las  leyes,  y  aprueban  ó  desaprueban  su  conducta  como  fanr 
cionarios  públicos  dependientes  de  su  autoridad. 

248.  —Esta  responsabilidad  es  individual  ó  colectiva  según  qud 
el  acto  que  la  provoca  emana  de  las  atribuciones  especiales  de 
un  solo  ministro,  ó  nace  de  una  resolución  propuesta  al  Rey 
por  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros;  y  aunque  la  firma  indica 
desde  luego  la  persona  contra  quien  debe  dirigirse  la  acusación, 
se  extiende  también  á  los  no  refrendarios,  si  aparece  haber  el  Rey 
adoptado  aquélla  disposición  inconstitucional  oido  el  Consejo  de 
Ministros,  ó  aunque  no  aparezca  dicha  fórmula,  si  resulta  haber 
sido  deliberada,  resuelta  y  aconsejada  á  la  Corona  por  todo  el 
Ministerio.  Por  manera  que  la  responsabilidad  viene  á  ser  soli- 
daria en  los  actos  de  gobierno  en  general,  y  personal  únicamente 
en  aquellos  negocios  en  que  proceden  los  ministros  con  absoluta 
independencia,  en  uso  de  las  atribuciones  especiales  comprendi*^ 
das  en  la  esfera  administrativa  que  las  leyes  y  reglamentos  han 
trazado  á  cada  ministerio. 

249. — Séanos  lícito  manifestar  el  deseo  de  que  la  administra- 
ción superior  se  organice  algún  dia  de  tal  suerte  que  adquiera  un 
grado  mayor  de  uniformidad  y  fijeza.  Quisiéramos  ver  claramen-* 
te  definidas  en  una  ley  las  atribuciones  ministeriales,  los  lími- 
tes de  esta  autoridad,  la  forma  de  sus  actos,  los  casos  en  que  pro- 
cede la  revocación  ó  la  enmienda  de  sus  providencias,  los  re- 
cursos de  los  agraviados,  las  materias  mixtas  y  el  modo  de  pre- 
caver y  dirimir  los  encuentros  ó  competencias.  Quisiéramos  ade- 
más que  los  ministerios  tuviesen  una  organización  análoga,  y 
fuesen  unas  mismas  las  facultades  comunes  de  los  subsecretarios^ 
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directores  y  otros  auxiliares  cualesquiera;  en  fln,  que  desapare- 
ciese de  una  vez  y  para  siempre  lo  rago,  lo  incierto,  lo  arbitra- 
rio, lo  incompatible  con  el  espíritu  del  gobierno  representativo, 
y  se  fijasen  las  reglas  que  deben  concertar  los  tres  elementos 
que  entran  en  la  composición  de  cada  ministerio,  á  saber:  el  mi- 
nistro que  manda,  los  consejos  Uamiados  á  ilustrarle  y  las  ofici- 
nas que  instruyen  los  expedientes  y  preparan  la  resolución  de  los 
negocios. 

CAPÍTULO  IV. 

De  los  subseeretarlos. 


250.— Ministerios  más  importan- 
tes en  el  estudio  del  dere- 
cho administrativo. 

251  .—Subsecretarios. 

252.— Origen  y  motivo  de  su  insti- 
tución. 

253.— Carácter  de  los  subsecreta- 
rios en  Inglaterra. 

254,— Naturaleza  de  sus  atribucio- 
nes en  los  demás  pueblos  re- 
gidos por  un  gobierno  repre- 
sentativo. 

255.-^Atrlbucione8  comunes  y  69- 


pecia^es. 

25$»*^Facultade8  del  subsecreta- 
rio de  Hacienda. 

257.— De  Gobernación. 

258.— El  ministerio  de  Fomento  no 
tiene  subsecretario. 

259.— De  Ultramar. 

260.— Otros  ministerios. 

.261.— Subsecretarios,  como  minis- 
tros interinos. 

262.— Forma  de  nombramiento  de 
los  subsecretarios. 


250.— Aunque  el  derecho  administrativo  comprende  la  expo- 
sición de  las  leyes  y  reglas  secundarías  relativas  á  todo  el  ser- 
vicio público,  concretaremos,  sin  embargo,  nuestros  estudios  al 
examen  de  las  facultades  inherentes  á  los  ministenos  de  Hacien- 
da, Gobernación  y  Fomento  y  á  sus  más  íntimas  conexiones  con 
los  restantes,  de  los  cuales  tomaremos  sólo  cuanto  fuere  análo- 
go á  nuestro  propósito,  qu^  es  la  administración  general  del 
reino.  El  ministerio  de  Oracia  y  Justicia  «jeroe  funciones  enoa*- 
minadas  al  orden  civil :  el  de  Estado  ooida  de  la  administración 
exterior :  los  de  Guerra  y  de  Marina  tienen  á  su  cargo  servicios 
especiales  y  facultativos,  y  el  de  Ultramar  atiende  al  gobierno  y 
administración  de  remotas  posesiones  sujetas  á  un  régimen  es- 
pecial; de  suerte  que  únicamente  los  tres  primeros  deben  ser 
objeto  directo  de  nuestras  investigaciones. 

251.— Después  de  los  ministros  siguen  en  el  orden  jerárquico 
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los  subsecretarios  de  los  ministerios^  agentes  auxiliares  é  inter* 
medios^  y  órganos  de  instrucción  y  comunicación  inmediatamen- 
te subordinados  á  los  jefes  superiores  de  cada  grande  rama  del 
servicio  administrativo. 

252. — Los'  subsecretarios  de  los  ministerios  son  una  reciente 
importación  de  Francia,  que  á  su  vez  los  tomó  de  Inglaterra,  en 
donde  nació  la  institución  como  una  necesidad  del  régimen  par- 
lamentario. El  Gobierno  motivó  la  creación  de  las  subsecreta- 
rías en  la  conveniencia  de  descargar  á  los  ministros  de  los  asun- 
tos de  poca  monta  ó  que  se  reducen  á  meros  trámites  de  ins- 
trucción de  los  expedientes,  á  fin  de  que  pudiesen  dedicarse  á 
introducir  en  los  diversos  ramos  de  la  administración  reformas 
importantes,  y  asistir  á  las  Cortes  generales  del  reino  con  la  fre- 
cuencia que  el  servicio  del  estado  reclamaba  (1). 

253. — En  Inglaterra  no  son  los  subsecretarios,  como  en  Fran- 
cia y  en  España,  meros  auxiliares  de  los  ministros,  sino  los  mi- 
nistros verdaderos  en  la  acepción  administrativa  de  esta  palabra, 
quedando  á  cargo  de  los  titulares  presentar  los  proyectos  de  ley 
y  dirigir  las  discusiones  en  el  Parlamento;  organización  que  si 
bien  puede  parecemos  extraña,  tal  vez  convenga  á  las  circuns- 
tancias singulares  de  aquel  país,  en  donde  el  principio  aristo- 
crático, las  poderosas  corporaciones,  un  régimen  municipal  esen- 
cialmente distinto  del  nuestro,  y  la  poca  centralización  adminis- 
trativa requieren  esta  distribución  de  ocultados  entre  el  ministro 
y  el  subsecretario,  si  la  acción  del  Gobierno  ha  de  sean  fuerte,  re- 
gular y  uniforme. 

254. '^En  las  demás  naciones  donde  prevalece  el  sistema  re- 
presentativo, son  los  secretarios  de  estado  quienes  administran 
y  dan  cuenta  de  sus  actos;  de  suerte  que  á  ello»  solos  correspon- 
den juntamente  la  direetHtte  de  los  negocios  públicos  dei^e  el 
fondo  de  su  gabinete,  y  la  defensa  de  su  política  ante  la  represen* 
tacion  nacional.  Por  efecto  de  hábitos  constitucionales  mal  com- 
prendidos, se  ha  considerado  la  discusión  el  d^ber  principal  de 
los  ministros,  y  la  administración  cual  sí-  fuese  im  trabajo  acce- 
sorio ;  de  donde  ha  nacido  que  nó  pudiendo  darse  sustitutos  en 
la  tribuna,  se  les  han  nombrado  auxiliares  para  el  despacho.  Sólo 
en  Francia  se  usaron  por  via  de  ensayo  ministros  oradores  6 

fl)  Real  decreto  de  11  de  Judío  de  1834. 
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ministros  sin  cartera  especialmente  encargados  de  representar 
el  gabinete  y  defender  la  política  del  Grobiemo  ante  las  Cámaras; 
pero  el  régimen  imperial  distaba  mucho  del  régimen  parlamen- 
tario. 

Al  fljar,  pues,  las  atribuciones  de  los  subsecretarios,  túvose 
presente  el  principio  que  eran,  aunque  jefes  de  la  administración, 
agentes  subordinados,  y  huyóse  por  lo  mismo  de  conferirles  tales 
facultades  que  pareciesen  tutores  y  los  ministros  sus  pupilos; 
combinación  tanto  más  inadmisible,  cuanto  que  aquéllos  posee- 
rían todo  el  poder  para  administrar,  y  éstos  soportarían  toda  la 
responsabilidad  de  los  actos  administrativos.  Por  manera  que  las 
funciones  de  los  subsecretarios  deben  pertenecer  naturalmente 
á  un  orden  secundario  ó  puramente  reglamentario,  y  referirse  á 
la  parte  menos  móvil  de  los  negocios;  es  decir,  á  la  tramitación 
y  resolución  de  los  asuntos  leves  y  de  los  que  ofrecen  fácil  des- 
pacho^  aplicando  las  reglas  claramente  establecidas. 

255. — Estos  altos  funcionarios  pertenecen  á  la  administración 
activa  y  central  por  el  carácter  de  sus  facultades,  de  las  que,  á 
semejanza  de  las  propias  de  los  ministros,  unas  son  comunes  y 
otras  especiales. 

Son  comunes  las  de  firmar  de  orden  del  ministro  todas  las  co- 
municaciones  preparatorias  relativas  á  la  instrucción  de  los  ex- 
pedientes hasta  que  se  hallen  en  estado  de  resolución,  y  los  tras- 
lados de  todas  las  resoluciones  definitivas  cuya  comimicacion 
principal  suscribe  el  ministro  (1). 

Son  especiales  las  que  les  corresponden  según  la  organización 
de  cada  secretaría,  ó  las  particulares  que  en  ellos  delegan  los 
ministros. 

256.  —Al  subsecretario  de  Hacienda  pertenecen : 

I.  Firmar  los  traslados  de  las  resoluciones  definitivas  adop- 
tadas por  el  ministro,  cuando  se  dirijan  á  los  demás  ministerios 
ó  á  las  direcciones  y  jefes  de  la  administración  central  que  depen-- 
den  del  de  Hacienda. 

n.  Ejercer  las  atribuciones  que  el  ministro  juzgue  convenien- 
te delegarle  respecto  al  acuerdo  y  firma  de  los  expedientes  de 
mera  aplicación  de  las  leyes,  decretos,  órdenes  y  reglamentos  ú 
otros  cualesquiera  que  no  ofrezcan  dificultad. 

(1)  Real  decreto  de  n  de  Junio  de  1894. 
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m.  Instruir  y  despachar  acpiéUos  para  cuya  resolución  no  al- 
canzan las  facultades  de  los  directores  por  ser  necesario  dirigir^ 
se  á  alguno  de  los  demás  ministerios,  ó  por  conducto  de  éstos  á 
las  autoridades  dependientes  de  los  mismos  (1). 

257.— Al  de  Gtobernacion  corresponden  dos  clases  de  atribu- 
doneSy  unas  que  sé  derivan  de  su  carácter  en  cuanto  jefe  supe- 
rior inmediato  de  la  secretaría,  y  otras  del  que  reviste  como  de- 
legado especial  del  ministro. 

En  este  segundo  concepto  lleva  la  correspondencia  oficial,  di- 
rige, inspecciona  y  organiza  los  trabsgos  de  la  s^retaría,  firma 
las  reales  órdenes  comunicadas  correspondientes  á  resoluciones 
de  tramitación  y  traslados  de  las  definitivas,  autoriza  las  copias  y 
documentos  que  no  requieran  la  firma  del  ministro,  preside  los 
remates  y  subastas  cuando  éste  no  lo  hace  por  sí  mismo,  etc.  (2). 

El  subsecretario  de  Gobernación  tiene  el  carácter  de  inspector 
general  del  cuerpo  de  administración  civil,  y  como  á  inmediato 
subordinado  al  ministro  le  pertenece  todo  lo  concerniente  á  la 
inspección  del  personal  en  sus  diversos  ramos,  y  está  obligado 
á  proponer  las  reformas  que  estime  oportunas  en  su  organiza- 
ción (3). 

El  espíritu  reinante  en  este  cozyunto  de  facultades  es  la  dele- 
gación en  el  subsecretario  de  aquellas  atribuciones  propias  del 
ministro  de  las  cuales  puede  desprenderse  sin  mengua  de  su 
autoridad,  y  contribuir  por  este  medio  á  la  más  rápida  expedición 
de  los,  negocios,  como  el  despacho  y  firma  de  los  expedientes, 
la  mera  aplicación  de  las  leyes,  decretos,  reales  órdenes  y  regla- 
mentos y  otros  cualesquiera  de  fácil  resolución :  principio  hace 
tiempo  consignado  en  nuestro  derecho  administrativo  (4). 

258. — ^El  ministerio  de  Fomento  ha  considerado  que  podia  dis- 
pensarse del  concurso  de  un  subsecretario,  cuya  necesidad  no  se 
dejará  sentir  mientras  el  desarrolló  progresivo  déla  pública  pros- 
peridad no  multiplique  las  atenciones  del  Gobierno  hasta  el  punto 
de  fatigar  el  ánimo  del  ministro  con  los  pormenores  de  un  prolyo 
despacho,  distrayéndole  de  otros  más  arduos  negocios  y  graves 

(1)  RaalM  deorotM  de  16  de  Janio  de  18M,  14  de  Enero  de  1848, 21  de  Jtmio  de  18(K>  y  5  de 
Bnero  de  1815. 

(2)  Real  decreto  de  11  de  Junio  de  18S6,  art.  5,  decreto  de  0  de  Agosto  de  1874  y  regla- 
mentoe  de  20  de  Abril  y  16  de  Setiembre  de  1875. 

(8)  Real  decreto  de  8  de  Enero  de  1844. 

(4)  Real  decreto  de  20  de  Octubre  de  1817,  art.  5. 
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gocios,  la  responsabilidad  efectiva  á  los  actos,  y  la  administra- 
ción habrá  adquirido  algunos  grados  más  de  solidez  é  indepen- 
dencia,  asegurándola  un  tanto  contra  las  veleidades  de  la  política. 

No  obsta  el  ejemplo  de  Inglaterra  donde  hay  consejos  (boards) 
que  administran  con  independencia  los  ramos  puestos  á  su  cui- 
dado y  constituyen  verdaderos  ministerios,  porque  es  un  gobier- 
no lleno  de  anomalías  y  despegado  de  todo  sistema. 

266. — Las  direcciones  ó  los  directores  son,  como  los  subsecre- 
tarios, agentes  auxiliares  y  órganos  de  instrucción  y  comunica- 
ción y  siuceden  á  éstos  en  grado :  no  ejercen  ningún  poder  no- 
minal, pero  tienen  muchas  veces  un  poder  real  fundado  en  sus 
conocimientos  facultativos,  en  su  probada  experiencia  y  en  su 
ñdelidad  á  las  reglas  establecidas.  Sus  funciones,  aunque  modes- 
tas, porque  están  encerradas  en  el  estrecho  recinto  de  un  gabi- 
nete, no  son  menos  útiles  que  aquellas  á  las  cuales  la  publicidad 
da,  mayor  brillo,  pues  no  sólo  contribuyen  á  ejecutar  las  órdenes 
superiores,  sino  que  preparan  los  negocios,  los  resuelven  dentro 
de  ciertos  límites,  dictan  disposiciones  relativas  á  la  instrucción 
de  los  expedientes,  declaran  dudas,  piden  datos  á  las  autorida- 
des, vigilan  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  reglamentos  admi- 
nistrativos, y  proponiendo  las  m^oras  convenientes  á  su  ramo, 
provocan  la  acción  del  Gobierno. 

Tales  son  las  facultades  inherentes  á  la  índole  de  las  direccio- 
nes. Si  otras  cualesquiera  de  distinta  naturaleza  les  pertenecen, 
las  desempeñan  en  virtud  de  una  delegación  especial  del  mi- 
nistro. 

267. — El  ministerio  de  Hacienda  está  repartido  en  siete  direc- 
ciones generales:  1.*  del  Tesoro:  2.*  de  la  Deuda  pública:  3.*  de 
Aduanas:  4.'  de  Contribuciones  é  Impuestos  indirectos:  5.*  de 
Rentas  estancadas :  6.*  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado: 
7/  de  la  Caja  de  Depósitos  (1). 

268.— Cada  dirección  se  divide  en  varios  negociados  á  cuyo 
frente  se  halla  un  jefe  responsable  de  todos  los  trabajos  de  su 
dependencia.  Los  directores  con  el  subsecretario  forman  el  con- 

(1)  Reales  decratoe  de  28  de  Hayo  de  1845, 11  de  Junio  de  184*7, 14  de  Enero  de  1848, 21  de 
Junio  de  1850, 27  de  Mayo  de  1851, 29  de  Setiembre  de  1852, 8  de  Junio  de  1853, 29  de  Diciem- 
bre de  1854^  TI  de  Afrosto  de  1855, 3  de  Enero  y  Real  orden  de  20  de  Enero  de  1856,  reales  de* 
cretos  de  \,^  de  Marzo  y  28  de  Noviembre  de  1865,  decretos  de  18  de  Diciembre  de  1868  y  30 
de  Junio  de  1869,  real  decreto  de  17  de  Enero  de  1811,  decretos  de  29  de  Mayo  de  1878  y  6  de 
Octubre  de  1874  y  real  decreto  de  5  de  Enero  de  1875. 
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sejo  del  ministro  de  Hacienda  que  lo  convoca  y  preside,  6  por 
su  delegación  el  subsecretario.  Este  consto  está  llamado  á  emi- 
tir su  parecer,  cuando  se  le  pide,  en  los  asuntos  de  gravedad; 
pero  sus  facultades  son  siempre  consultivas  y  no  resolutivas  (1). 

269.— Los  directores  generales  de  Hacienda  han  solido  tener 
fecultades  más  extensas  que  los  de  los  demás  ministerios,  siem- 
pre relativas  al  cumplimiento  y  comunicación  de  las  órdenes  su- 
periores, á  la  vigilancia  de  sus  dependencias,  á  la  instrucción 
de  los  expedientes  tocantes  á  los  ramos  de  que  se  haHan  encarga- 
dos, á  la  proposición  de  medidas  generales,  á  la  declaración  de 
dudas  y  resolución  de  consultas,  á  la  reclamación  de  datos  y  noti- 
cias para  apreciar  el  estado  del  servicio  que  dirigen,  y  á  todo  lo 
concerniente  al  gobierno  interior  de  sus  oficinas.  También  propo- 
nen al  ministro  la  traslación,  cese,  separación  ó  jubilación  de  los 
jefes  y  empleados  y  nombran  los  de  categoría  inferior,  é  instru- 
yen por  sí  y  bajo  su  firma  los  expedientes  tocantes  á  su  ramo 
hasta  ponerlos  en  estado  de  resolución  definitiva  del  ministro, 
salvo  si  hubiere  necesidad  de  dirigirse  á  cualquiera  de  los  otros 
ministerios,  ó  por  conducto  de  ellos  á  las  autoridades  subaltei^ 
ñas;  mas  su  primea  y  principal  deber  es  procurar  lá  recaudación 
íntegra  de  las  contribuciones  é  impuestos  de  su  cargo,  el  fomento 
de  las  rentas  públicas  de  producto  eventual  y  el  puntual  ingreso 
de  unas  y  otras  en  las  cajas  del  Tesoro  (2). 

270.— Las  direcciones  generales  dependientes  del  ministerio 
de  la  Gobernación  son:  1.*  de  Política  y  Administración:  2.*  de 
Beneficencia  y  Sanidad:  3.*  de  Establecimientos  penales:  4.*  de 
Comunicaciones. 

Las  principales  facultades  de  estos  directores  son  las  siguien- 
tes :  1  .*  dictar  las  resoluciones  de  instrucción  y  trámites  clara- 
mente previstas  en  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  ge- 
nerales ó  especiales  del  ramo :  2.*  dar  las  instrucciones  necesa- 
rias para  la  pronta  y  cabal  ejecución  de  jíos  reglamentos  y  reales 
órdenes:  3.*  corresponderse  con  todos  sus  inferiores,  así  como 
con  las  autoridades  y  ftmcionarios  públicos  de  igual  ó  inferior 
categoría:  4.*  examinar  y  anotar,  después  de  los  oficiales  de  se- 
cretaría, todos  los  expedientes  de  resolución  del  Rey  y  redactar 

(1)  Real  decreto  de  21  de  Junio  de  1860,  reg-lamento  de  18  de  Febrero  de  1871  ^  real  de> 
creto  de  5  de  Bnero  de  1815. 

(2)  Inatr.  cit.,  arte.  1  y  2,  y  real  decreto  de  21  de  Junio  de  1850,  art.  8. 
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SUS  decretos,  así  como  las  reales  órdenes  de  grave  importancia  y 
los  reglamentos  é  instrucciones  de  su  ramo,  conformándose  á  lo 
que  les  prevenga  el  ministro  y  salva  la  autoridad  de  éste :  5/  in- 
formarle, cuando  se  lo  ordenare,  acerca  de  cualquier  punto  de  la 
administración  y  proponerle  cuanto  crea  conveniente  al  bien  del 
estado :  6/  dirigir  siempre  é  inspeccionar,  si  se  le  previene,  los 
establecimientos  de  su  dependencia,  dictando  las  medidas  urgen- 
tes en  el  acto,  y  proponiendo  á  la  superioridad  las  demás  refor- 
mas ó  providencias  que  el  bien  del  servicio  reclame :  7.*  presidir 
los  remates  y  subastas  pertenecientes  á  sus  respectivos  ramos, 
cuando  no  lo  hicieren  el  ministro  ó  el  subsecretario  (1). 

271  ♦ — El  ministerio  de  Fomento  está  dividido  en  tres  direccio- 
nes: 1.*  de  Instrucción  pública:  2.*  de  Obras  públicas:  3/  de 
Agricultura  y  Comercio  con  su  Ordenación  de  pagos. 

Cada  dirección  se  compone  de  un  director  y  cierto  número  de 
oficiales  de  distintos  grados.  En  caso  de  enfermedad  ó  ausencia 
de  los  directores,  son  subdirectores  los  oficiales  d^  secretaría 
más  antiguos  de  cada  dirección. 

Los  directores  tienen  facultades  propias,  no  solamente  para  la 
tramitación  é  instrucción  de  los  expedientes,  sino  también  para 
dictar  las  disposiciones  que  estimen  oportunas  y  decidir  los  ne- 
gocios que  no  exijan  real  resolución  conforme  á  los  decretos  y 
reglamentos.  También  despachan  con  los  ministros  los  asuntos 
que,  además  de  su  importancia,  exigen  ser  resueltos  por  el  Rey 
mediante  decretos  ó  reales  órdenes.  En  fin,  sus  facultades  se 
igualaron  en  todo  á  las  que  gozan  los  subsecretarios  de  los  de- 
más ministerios  según  las  disposiciones  vigentes  (2). 

La  Ordenación  de  pagos  sustituye  á  la  extinguida  dirección  de 
Contabilidad,  así  como  ésta  reemplazaba  á  la  antigua  Junta  de 
centralización  de  fondos  de  Instruccioh  pública,  llevando  la  cuen- 
ta y  razón  de  éstos  y  de  los  pertenecientes  á  la  también  supri- 
mida dirección  general  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  (3).    . 

272. — Los  negocios  de  Ultramar  se  dividen  en  tres  seccio- 


( 1 )  Reales  ddci^tos  de  25  de  Agfosto  de  ld49«  1 1  de  Junio  de  lB5t,  2B  dé  Pebref  o,  lO  de  Jaiío 
y  21  de  Octabre  de  1853, 11  de  Jallo  de  1856,  6  de  Noviembre,de  \9&1  y  7  de  Abril  de  1856, 
y  rej^lamentos  de  \P  de  Julio  de  18^4, 20  de  Abril  y  16  da  Setiembre  de  Í865,  y  real  decreto 
de  29  de  Setiembre  del  mismo  año. 

(2)  Realea  decretos  de  18  de  Febrero  de  1S49, 21  de  Enero  de  1852, 9  de  Agosto  de  1854, 4 
de  Noviembre  de  1863  y  29  de  Mayo  de  1814,  y  reglamento  de  17  de  Julio  del  mismo  afio. 

(3)  Real  decreto  de  1  de  Abril  de  184T 
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nes,  de  Administración  y  Fomento,  Gracia  y  Justicia  y  Hacienda, 
á  la  cual  va  unida  la  Ordenación  de  pagos.  El  subsecretario,  los 
directores  y  el  ordenador  de  pagos  constituyen  la  Junta  de  jefes 
del  ministerio,  en  la  cual  se  discuten  los  negocios  graves  que 
el  ministro  ó  el  subsecretario  ó  alguno  de  los  directores  con  su 
venia,  consideren  oportuno  someter  al  examen  de  este  cuerpo 
consultivo  (1). 

273. — Tales  son  las  direcciones  que  hoy  sustituyen  al  consi- 
derable número  de  cuerpos  con  vida  propia  á  los  cuales  estaba 
en  otro  tiempo  cometido  el  encargo  de  ejecutar  las  leyes  y  regla- 
mentos tocantes  á  ciertos  servicios  públicos:  en  ellas  se  hallan 
ahora  refundidas  con  ventaja  sus  atribuciones. 

La  antigua  dirección  general  de  Presidios  fué  suprimida,  y 
sus  atribuciones  incorporadas  á  una  de  las  existentes  en  el  mi- 
nisterio de  la  Gobernación:  la  de  C¡orreos  también  suprimida^ 
pasando  la  •administración  de  este  ramo  á  la  misma  secretaria: 
la  de  Estudios  trocada  en  dirección  de  Instrucción  pública,  una 
de  las  que  componen  el  ministerio  de  Fomento :  la  de  Caminos 
absorbida  de  igual  modo,  mudado  el  nombre  en  dirección  de 
Obras  públicas,  y  la  de  Minas  quedó  extinguida,  despachando 
ahora  sus  negocios  el  director  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio (2). 

SECCIÓN  íí. 

AUtOBIDADBS  LOCALES. 

CAPÍTULO  Vi. 
De  los  gobcrnadoreK  de  pmvtnela. 

274.— Intereses  generales  y  locar  277.— Variaciones  en  •  tiempo  de 

les.  don  Alonso  VIL 

275.— La  administración  los  pro-  278.-*-Adelantado8  mayores. 

mueve  por  medio  de  autori-  279.— Corregidores. 

dades  y  agentes  subaltor-  280,— Política  de  los  Reyes  Católi- 

nos.  eos. 

276.— Antiguo  sistema  deadminis-  281.— Autoridad  de  los  corregido- 

tracion  provincial.  res. 

(1)  Reales  decretos  de  28  de  Junio  de  1863  y  80  de  Enero  de  1975  y  refirlamento  de  1.^  de 
Marzo  del  mismo  año. 

(2)  Ley  de  11  de  Abril  y  refirlamento  de  81  de  Jalio  de  1849. 
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282.-*Intendent6s. 

283.— Confusión  de  atribuciones. 

284.^Jefes  políticos. 

285.— Sus  vicisitudes. 

286. — Su  nombramiento. 

287.— Su  autoridad. 

288.— Deben  ser  jefes  únicos  de  la 
adnjinistracionlprovincial. 

289.— Incorporación  de  las  inten- 
dencias á  los  gobiernos  poli- 
ticos. 

290.— Incompatibilidad  del  gobier- 
no político  y  el  mando  militar. 

291.— Atribuciones  de  los  gober- 
nadores de  provincia. 

292.— Ck)mo  agentes  subordinados 
á  la  administración  central, 
son: 

293.— Órganos  de  comunicación. 

294— Instrumentos  de  ejecución, 

295. — Medios  de  instrucción. 

296. — Tutores  de  los  pueblos. 

297.— Como  jefes  de  la  administra- 
ción provincial : 

298.— Procuran  la  acción  adminis- 
trativa. 

299.— Promueven  los  intereses  y 
administran  la  fortuna  de 
las  provincias. 

300,— Tienen  potestad  coercitiva. 

301.— Aplican  correcciones  disci- 
plinares. 

302.- Imponen  multas. 

303.— '¿A   quién  corresponde  su 


exaccionf 

304.— ¿Cómo  deben  recaudarse? 

305.— Instruyen  sumarias. 

306.  ^Requieren  la  ñierza  armada. 

307.— ¿Quién  reemplaza  á  los  go- 
bernadores de  provincia  V 

308.— Actos  del  gobernador  de 
provincia. 

309.— Su  forma. 

310.— Su  fuerza.. 

311.— Su'  publicación.- 

312.— Enmienda  ó  revocación  de 
los  actos  simplemente  admi- 
nistrativos. 

313.— Casos  en  que  no  puede  el  go- 
bernador anularlos  ni  corre- 
girlos. 

314.— Ministros  competentes  para 
suspenderlos,  modificarlos  ó 
anularlos. 

315.— Los  bandos  de  buen  gobier- 
no sólo  se  reforman  por  la 
via  gubernativa. 

316.— Actos  del  gobernador  de 
provincia  como  autoridad 
delegada. 

317.— Providencias  en  materia 
contenciosa. 

318.— Responsabilidad  de  los  go- 
bernadores. 

319.— Administrativa. 

320.— Judicial. 

321.— Tribunal  competente. 

322.— Delitos  comunes. 


274. — Distínguense  en  todos  los  estados  una  vida  general  y 
común  y  otra  particular  ó  local,  aquélla  propia  del  ente  colectivo 
llamado  nación,  y  ésta  especial  de  las  diversas  partes  del  terri- 
torio que  entran  4  componerla.  La  administración  debe  amparar 
y  defender  la  primera  subordinando  los  intereses  comunes  al 
principio  de  la  unidad;  pero  sin  olvidar  que  las  reglas  más  vul- 
gares de  la  prudenciíi  y  altas  rabones  de  bien  público  exigen  que 
el  poder  central  propenda  á  moderar  la  actividad  libre  y  espon- 
tánea de  estos  diversos  grupos  de  población,  guardándose  de 
extinguirla  ó  sofocarla. 
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275. — ^El  ejercicio  de  las  dos  elevadas  fiíneiones  de  la  admi- 
nistración superior,  á  saber,  la  extensión  de  la  vida  general  por 
todo  el  ámbito  del  territorio  y  el  respeto  á  las  instituciones  lo- 
cales, requieren  la  presencia  de  autoridades  en  todos  los  grandes 
focos  de  actividad  social,  encargadas  de  representar  el  pensa- 
miento y  transmitir  la  voluntad  del  Gobierno  unitario. 

276. — Esta  necesidad  se  ha  dejado  sentir  y  se  ha  procurado 
satisfacer  en  España  con  íaás  6  menos  aciertb  desde  tiempos  muy 
remotos.  Nuestra  historia  legal  arroja  alguna  luz,  si  bien  escasa, 
sobre  el  sistema  de  administración  provincial,  cuando  nos  ense- 
ña que  en  tiempo  de  los  Gk)dos  y  en  los  primeros  siglos  de  la 
monarquía  legionense  habia  al  frente  de  cada  antigua  provincia 
magistrados  con  el  título  de  duques,  y  condes  en  las  ciudades 
capitales  de  una  comarca,  que  reunian  á  la  autoridad  política  y 
militar  la  jurisdicción  civil,  de  suerte  que  les  estaba  encomen- 
dado todo  el  gobierno  de  la  tierra  en  nombre  del  Rey  que  los 
instituia  temporalmente,  y  si  le  placia,  los  confirmaba.  En  su 
origen  los  duques  y  los  condes  fueron  verdaderos  gobernadores 
amovibles  á  voluntad  del  soberano  en  quien  únicamente  resídia 
el  supremo  imperio,  y  no  títulos  de  honor  vitalicios,  y  menos 
hereditarios.  Entre  los  diversos  condados  conocidos  en  nuestra 
historia  alcanzaron  mayor  renombre  los  de  Castilla,  Barcelona 
y  Portugal  que  se  erigieron  en  estados  independientes  y  sobe- 
ranos á  causa  de  impolíticas  desmembraciones  del  territorio,  ce- 
diendo al  influjo  de  las  ideas  dominantes  en  los  tiempos  del  feu- 
dalismo, cuando  no  debieron  su  origen  á  rebeliones  afortunadas 
de  una  nobleza  altiva  que  abusaba  del  flaco  poderío  de  los  reyes 
para  reducirlos  á  la  debida  obediencia. 

277. — Luego  que  D.  Alonso  VII  se  revistió  con  la  dignidad  de 
Emperador,  introdigo  en  su  reino  y  en  su  corte  títulos  y  oficios 
parecidos  á  los  usados  en  el  Imperio  Romano.  Entonces  se  cono- 
cieron los  cónsules  que  eran  gobernadores  políticos  y  militares 
de  las  provincias,  como  los  de  Asturias,  Galicia,  León,  Castilla 
y  otros. 

278. — ^Hubo  también  en  los  días  de  D.  Fernando  IH  adelan- 
tados y  merinos  mayores,  magistrados  que  equivaüan.al  presi- 
dente de  una  provincia  entre  los  Romanos,  y  ejercían  faculta- 
des políticas  y  militares  y  administrab^m  justicia;  de  forma  que 
este  cargo  parecía  instituido  con  el  doblé  objeto  de  gobernar 
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el  territorio  en  tiempo  de  paz  y  defenderlo  en  caso  de  guerra. 

Los  adelantados  y  merinos  mayores  tenian  debsyo  de  su  auto- 
ridad otros  magistrados  menores  que  mandaban  cierto  número 
de  ciudades,  villas  y  lugares,  prestando  obediencia  al  superior 
que  los  instituía,  «  ca  es  puesto  por  mandado  del  Rey  sobre  todos 
los  merinos,  también  sobre  los  de  las  comarcas  é  de  los  alfozes, 
como  sobre  los  otros  de  las  villas»  (1). 

279. — ^Un  siglo  más  tarde  nacieron  los  corregidores  {correc- 
tores, á  corrigendo) y  magistrados  de  provisión  real  que  enten- 
dían en  la  administración  de  la  justicia  y  en  el  gobierno  de  los 
pueblos,  cuyo  nombre  suena  por  primera  vez  en  las  Cortes  de 
Alcalá  de  Henares  de  1348,  aunque  según  las  reglas  de  la  buena 
critica  puede  afirmarse  que  ya  existían  en  el  reinado  de  D.  San- 
cho el  Bravo,  y  quizás  en  el  de  D.  Alonso  el  Sabio,  con  el  título 
de  jueces  de  salario  opuesto  al  de  jueces  de  fuero. 

Cuando  D.  Alonso  XI  los  derramó  por  sus  reinos  y  señoríos, 
no  los  nombró  de  ordinario  y  con  autoridad  permanente,  sino 
tan  sólo  en  ocasiones  y  circunstancias  especiales,  si  el  Rey  de 
su  propio  movimiento  ó  á  petición  de  los  pueblos  ó  de  personas 
agraviadas  hallaba  conveniente  enviar  este  delegado  especial  de 
la  Corona  á  tal  punto  y  sazón  que  ayudase  á  poner  remedio  á  las 
turbaciones  de  Castilla,  en  donde  halló,  al  salir  de  su  larga  y  tra- 
bsgoeajninoridad,  la  nobleza  levantada,  los  concejos  sin  freno, 
embargadas  las  rentas  y  la  jurisdicción  real  oprimida.  Los  reyes 
posteriores,  y  particularmente  D.  Enrique  III  y  D.  Juan  H,  lleva- 
ron adelante  la  porfía,  y  obligaron  á  muchas  ciudades  á  recibir 
corregidores  mal  de  su  grado,  aunque  no  los  pidiesen,  lo  cual  no 
era  en  verdad  conforme  á  fuero  y  antigua  costumbre  (2). 

280.— La  política  de  los  Reyes  Católicos  aprovechó  esta  co- 
yuntura de  extender  y  afirmar  el  poder  soberano,  disimulando 
su  voluntad  de  instituir  corregidores  trocando  alguna  vez  su  nom- 
bre en  el  de  asistentes,  instituyéndolos  por  un  año  y  prorogán- 
doles  después  el  oficio,  ó  enviándolos  como  jueces  y  gobernado- 
res de  los  pueblos  por  tiempo  indefinido,  ó  mientras  no  fliese  su 
voluntad  retirarlos  ó  darles  reemplazo. 

281 . — La  autoridad  de  los  corregidores  era  grande  y  muy  di- 
versas las  atribuciones  que  las  leyes  les  conferian,  porque  no 

(1)  Ley  22,  tit.  IX,  Part.  II. 

(2)  V.  Cvrao  de  derecho  polUico  según  la  historia  de  León  y  Castilla^  cap.  XXXIX. 


LlBaO  111.   ORGANIZ.   Y   ATRIB.    DE  LAS  AUTORIDADES.  131 

sólo  ejercían  jurisdicción  civil  y  criminal,  sino  que  pasaba  por 
su  mano  todo  lo  político  y  económico  de  las  ciudades  y  villas 
(Jue  les  estaban  encomendadas.  Tenian  á  su  cargo  los  abastos  y 
los  pósitos,  las  cárceles,  los  hospitales  y  los  hospicios,  la  caza  y 
pesca,,  los  montes  y  plantíos,  las  artes  y  oficios,  las  fábricas  y  el 
comercio,  los  pesos  y  medidas,  la  policía  de  seguridad,  la  cons- 
trucción y  reparación  de  los  caminos,  puentes  y  calzadas,  el  re- 
partimiento y  cobranza  de  los  tributos,  los  propios  y  arbitrios, 
y  en  fin,  eran  á  la  vez  delegados  del  Rey  y  los  únicos  admiiiis- 
tradores  de  los  pueblos  (1). 

282.— Esta  confusión  monstruosa  de  atribuciones  llevada  á  un 
extremo  indefinible  durante  la  prolongada  guerra  de  sucesión, 
fijó  las  miradas  de  Felipe  V  quien,  apenas  hecha  la  paz,  creó  los 
intendentes  de  provincia  á  cuyo  cargo  puso  el  fomento  de  la 
agricultura,  de  las  artes  y  del  comercio  y  la  cobranza  é  inversión 
de  los  caudales  del  erario;  todo  con  la  mir^  de  separar  la  admi- 
nistración de  justicia  de  la  causa  pública,  y  mejorar  el  gobierno 
económico  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  del  reino  (2) . 

283.— Como  los  designios  del  Rey  eran  libertar  la  acción  ad- 
ministrativa del  yugo  de  los  tribunales,  hubo  de  reunir  á  cada 
intendencia  el  corregimiento  político  de  la  provincia :  punto  que 
fué  combatido  con  obstinación  por  la  magistratura,  y  reforma 
que  no  se  llevó  enteramente  á  cabo ,  si  bien  quedó  á  merced  del 
Monarca  unir  ó  separar  dichos  cargos  según  lo  creyere  confort 
me  al  servicio  del  estado. 

En  donde  quiera  que  subsistieron  los  correpdores  por  no  ha- 
ber sido  incorporados  sus  oficios  á  las  intendencias,  continuaron 
ejerciendo  sus  antiguas  facultades  bajo  la  autoridad  inmediata  de 
las  Audiencias  y  Chancillerías,  y  la  superior  de  la  Cámara  de 
Castilla,  de  lo  cual  resultaba  que  la  acción  administrativa  no  fuese 
aun  bastante  independiente,  ni  estuviese  separada  de  la  adminis- 
tración de  justicia. 

Los  intendentes,  por  otra  parte,  tampoco  debian  poseer  atri- 
buciones judiciales,  sino  facultades  administrativas  con  la  juris- 
dicción necesaria  á  su  complemento ;  principio  que  fué  recono- 
cido y  aplicado  por  el  sabio  gobierno  de  Carlos  Id.  En  suma, 
los  corregidores  y  los  intendentes  fueron  jueces  y  gobernadores 

L 

(1)  InstnicoioD  da  corregidores  de  1188.  V.  ley  88,  t\t.  xz,  lib.  VII,  Not.  Recop. 

(2)  Ordenanza  de  1118  reformada  en  1*748. 
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á  la  vez,  confusión  de  facultades  incompatible  con  la  mutua  in- 
dependencia que  requieren  la  autoridad  administrativa  y  el  or- 
den jucicial. 

284. — Consignado  el  principio  de  la  división  de  los  poderes 
públicos  en  la  Constitución  de  1812,  era  consiguiente  establecer 
en  cada  provincia  autoridades  administrativas  representantes 
del  Gobierno  y  ejecutoras  de  sus  mandatos  con  atribuciones  me- 
ramente gubernativas,  es  decir,  políticas  y  económicas,  reser- 
vando á  los  jueces  y  tribunales  el  derecho  exclusivo  de  aplicar 
las  leyes  civiles-y  criminales  y  de  ejecutar  lo  sentenciado  (1). 
Estas  autoridades  fueron  llamadas  jefes  políticos  y  sus  atribucio- 
nes definidas  y  deslindadas  (2). 

285. — En  1814  desaparecieron  con  el  régimen  constitucional, 
pasando  el  gobierno  político  á  manos  de  los  capitanes  generales 
y  comandantes  militares  (3),  y  f\ieron  restablecidos  al  mismo 
tiempo  que  el  ministerio  de  la  Gobernación  en  1820,  sujetándose 
en  el  ejercicio  de  su  autoridad  á  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823 
para  el  gobierno  de  las  provincias. 

Aparecieron  nuevamente  en  virtud  de  un  real  decreto  como 
autoridades  superiores  administrativas  de  cada  provincia  con  el 
título  de  subdelegados  de  Fomento,  cuya  creación  era  de  nece- 
sidad después  de  instalado  el  ministerio  de  este  nombre  (4). 
Cuando  más  adelante  el  ministerio  de  Fomento  tomó  la  denomi- 
nación de  lo  Interior,  los  subdelegados  establecidos  en  las  pro- 
vincias cambiaron  su  título  en  el  de  gobernadores  civiles,  con- 
servando las  mismas  atribuciones,  sueldo  y  honores  que  antes 
tenian  (5). 

Estas  autoridades  recobraron  su  antiguo  título  de  jefes  po* 
líticos,  desde  que  promulgada  la  Constitución  de  1812  en  13  de 
Agosto  de  1836,  hubo  necesidad  de  poner  en  consonancia  el  go- 
bierno de  las  provincias  con  la  ley  fundamental  del  estado,  res^ 
tableciendo  la  ley  de  3  de  Febrero  (6) ;  y  por  último,  suprimidos 
los  antiguos  intendentes,  se  acrecentó  en  gran  manera  el  poder 
de  los  jefes  políticos,  añadiendo  á  sus  ordinarias  facultades  mu- 

(1)  CouBtitucloD  de  1812,  art.  S24. 

(2)  Instrucción  de  28  de  Junio  de  18ia 

(3)  Real  decreto  de  4  de  Mayo  de  1814. 

(4)  Real  decreto  de  23  de  Octubre  de  1883. 

(5)  Real  decreto  de  13  de  Mayo  de  1834. 

(6)  Real  decreto  de  15  de  Octubre  de  1886. 
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cha  parte  de  las  económicas  en  que  aquellos  entendían,  y  enton- 
ces trocaron  su  nombre  por  el  de  gobernadores  de  provincia  (1). 

286,— Pertenece  al  Rey  á  propuesta  del  Consejo  de  ministros  y 
en  decreto  refrendado  por  su  presidente,  nombrarlos  y  separar- 
los. Antes  de  la  supresión  de  las  intendencias  era  natural,  y  aun 
necesario,  que  el  nombramiento  y  separación  de  los  jefes  políti- 
cos tocase  al. Rey  á  propuesta  del  ministro  de  la  Gobernación, 
porque  dependían  de  este  ministerio ;  mas  proclamado  el  princi- 
pio de  que  no  debe  haber  sino  una  autoridad  civil  superior  en 
cada  provincia,  procede  en  rigor  que  todos  los  ministros  tengan 
parte  en  el  nombramiento  del  mandatario  único  del  Gobierno. 

La  ley  de  3  de  Febrero  exigía  para  ser  nombrado  jefe  político 
haber  nacido  en  territorio  español,  estar  en  el  ejercicio  de  los 
derechos  dé  ciudadano,  ser  mayor  de  25  años  y  gozar  de  buena 
opinión  y  fama  (2).  Las  leyes  posteriores  no  requieren  cualidad 
alguna  ó  condición  de  aptitud  para  el  desempeño  de  estos  cargos, 
y  aun  las  relativas  al  ingreso  y  ascenso  en  la  carrera  adminis- 
trativa asentaron  el  principio  que  los  gobernadores  sean  de  libre 
elección,  ó  mejor  dicho,  de  libre  nombramiento  del  Gobierno, 
Limitó  esta  libertad  un  reglamento  en  el  cual  se  enumeran  las 
circunstancias  que  deben  concurrir  en  las  personas  que  hayan  de 
ser  nombradas  gobernadores  de  provincia;  pero  así  las  leyes, 
como  el  reglamento,  todo  se  halla  derogado  (3). 

Sin  duda  siendo  la  elección  difícil  y  grave  la  responsabilidad, 
conviene  dejar  al  Gobierno  la  amplitud  necesaria  para  escoger 
su  mandatario ;  pero  no  se  opone  á  este  principio  que  haya  re- 
glas encaminadas  á  limitar  el  arbitrio  ministerial  para  que  tenga 
menos  entrada  el  favor  en  la  provisión  de  los  empleos,  y  preva- 
lezcan los  mejores  títulos  del  servicio  y  el  merecimiento.  El  pres- 
tigio de  la  autoridad  exige  que  el  hombre  escogido  para  gobernar 
una  provincia  vaya  acompañado  de  una  reputación  fmidada  en 
honrosos  antecedentes  en  armonía  con  la  calidad  é  importancia 
de  sus  ftmciones.  Así,  pues,  cabe  que  la  ley  determine  ciertas 
holgadas  condiciones  de  aptitud  sin  menoscabo  de  aquel  princi- 

(1)  Reales  decretos  de  28  de  Diciembre  de  1849  y  5  de  Janio  de  1851. 

(2)  Ley  citada,  art.  249. 

{•ó)  Leyes  do  2  de  Abril  de  1845,  arta.  1  y  2, 25  de  Junio  de  1864,  art.  16 ,  y  15  de  Julio 
de  1865,  art.  10,  y  reglamento  de  4  de  Marzo  de  1866 ,  art.  24 ,  derogrado  por  real  decreto 
de  18  de  Julio  del  mismo  tAo.  Las  leyes  de  25  de  Junio  y  15  de  Julio  fueron  derogadas  por 
el  decreto-ley  de  26  de  Octubre  de  1868, 
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pío,  porque  si  dictar  reglas  inflexibles  en  asuntos  tan  variables 
equivale  á  poner  al  ministro  en  la  alternativa  de  administrar 
mal  obedeciendo  la  ley,  ó  gobernar  bien  violándola,  abandonar 
el  nombramiento  de  unas  autoridades  tan  influyentes  en  la  quie- 
tud y  prosperidad  de  los  pueblos  al  favor  de  los  amigos,  á  las  in- 
trigas vulgares  6  al  capricho  ministerial,  es  un  error  gravísimo, 
causa  próxima  de  muchos  vicios  de  nuestra  administración.  En 
resolución,  hoy  no  se  requiere  condición  alguna  de  capacidad 
para  ser  gobernador  de  provincia,  puesto  que  la  ley  declara  que 
en  la  provisión  de  estos  cargos  no  hay  más  regla  que  la  volun- 
tad del  Gobierno ;  y  aunque  respecto  á  la  edad  también  se  guar- 
da silencio,  se  sobrentiende  que  no  lo  puede  ser  el  menor  de 
25  años,  ya  porque  en  este  período  de  la  vida  empieza  la  mayor 
edad  legal  en  lo  civil  y  político,  ya  porque  quien  no  es  hábil  para 
administrar  sus  bienes,  menos  puede  serlo  para  regir  una  pro- 
vincia, y  en  fin  porque  seria  extraño  y  aun  contradictorio  pro- 
vocar competencias  á  la  autoridad  judicial,  ó  defender  los  dere- 
chos del  estado  ante  los  tribunales  una  persona  que  no  puede 
presentarse  en  juicio  en  causa  propia  sin  curador  ad  litem. 

287. — Esta  autoridad  es  la  superior  en  el  territorio,  pues  así 
como  el  Gobierno  administra  los  negocios  de  interés  común  des- 
de la  capital  de  la  monarquía,  así  el  gobernador  administra  los 
de  interés  local  desde  la  capital  en  donde  reside.  Es  la  autoridad 
superior  en  el  orden  administrativo  y  económico  de  cada  pro- 
vincia y  tiene  el  carácter  de  representante  del  Gobierno  en  el 
territorio  de  su  mando;  y  en  los  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración puestos  á  su  cuidado,  se  entiende  con  los  ministros  res- 
pectivos, salvos  los  casos  en  que  conforme  á  las  leyes  y  regla- 
mentos debe  comunicarse  con  los  jefes  y  corporaciones  supe- 
riores de  la  administración  central. 

288. — Hay  todavía  mayor  extensión  de  fecultades  en  la  auto- 
ridad de  un  gobernador  que  en  la  de  un  ministro,  porque  éste 
no  preside  sino  ciertos  ramos  del  servicio  público,  en  tanto  que 
aquél  representa  al  Rey  y  ejerce  la  plenitud  del  poder  ejecutivo 
en  su  distrito  y  resume  todo  el  gobierno  de  la  provincia.  Ver- 
dad es  que  ciertas  atribuciones  especiales,  como  son  el  mando  de 
las  armas,  competen  exclusivamente  á  los  jefes  militares;  pero 
todavía  la  autoridad  civil  es  la  superior  de  la  provincia,  y  los 
capitanes  y  los  comaudantes  generales  son  meros  auxiliares 
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de  aquella  sin  facultades  para  obrar,  si  no  fuesen  requeridos. 

289. — La  agregación  de  las  facultades  de  los  intendentes  á  los 
gobiernos  políticos  (que  hemos  solicitado  con  calor  en  la  prime- 
ra edición  de  esta  obra),  fué  acertada  providencia  que  deman- 
daban á  un  mismo  tiempo  los  principios  de  toda  buena  organi- 
zación administrativa,  razones  de  economía  y  graves  conside- 
raciones de  orden  público,  interesado  en  enaltecer  la  autoridad 
civil  tanto  que  no  la  deslumbre  ni  la  humille  la  preponderancia 
militar.  Un  Gobierno  único  exige  la  presencia  de  una  autoridad 
superior  también  única  en  cada  provincia ,  un  agente  único  de 
la  administración;  y  en  suma,  si  hay  tm  solo  Rey  no  puede  ha- 
ber sino  nn  solo  delegado  del  poder  real  en  cada  unidad  adminis- 
trativa. Después  de  la  reunión  de  estas  autoridades  los  goberna- 
dores de  provincia  son  la  personificación  viva  del  Gobierno,  los 
intérpretes  de  su  pensamiento,  los  agentes  de  su  voluntad ,  sin 
los  celos,  rivalidades  y  competencias  que  antes  turbaban  el  orden 
y  concierto  de  la  administración  y  enflaquecían  el  poder  encar- 
gado de  ejecutar  las  leyes  de  interés  común. 

290. — Siendo  la  íidministracion  civil  por  excelencia,  el  dea- 
empeño  del  cargo  de  gobernador  es  y  debe  ser  incompatible  con 
el  ejercicio  de  cualquiera  mando  militar  (1):  prudente  cautela 
para  que  la  demasiada  autoridad  no  oprima  á  los  pueblos,  y  para 
que  la  administración,  preocupada  en  favor  de  la  energía,  no 
cierre  los  oidos  al  buen  consejo.  También  es  incompatible  con 
todo  cargo  provincial  6  municipal,  porque  nadie  puede  ser  supe* 
rior  é  inferior  al  mismo  tiempo. 

291 . — Los  gobernadores  de  provincia  tienen  el  doble  carácter 
de  autoridades  administrativas  y  jueces  de  excepción;  mas  no  loi^ 
consideremos  ahora  sino  como  depositarios  de  una  parte  del  po- 
der discreccional  delegado  en  ellos  por  el  Rey  para  el  mejor 
servicio  del  estado.  Su  particular  jurisdicción  corresponde  á  otro 
orden  de  ideas,  y  hallará  fácil  cabida  cuando  se  trate  de  los  jue- 
ces y  tribunales  administrativos. 

Como  autoridades  revestidas  con  imperio  6  mando  ^ercen 
muy  varias  atribuciones,  de  las  cuales  unas  se  refieren  ál  carác- 
ter de  subordinados  al  poder  central,  y  otras  al  de  jefes  de  la  ad- 
ministración local. 

(1)  Ley  provincial  da  20  de  Agosto  de  1810,  art.  15. 
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292. — ^I.  En  cnanto  subordinados  al  poder  central  obran  siem- 
pre como  delegados  ordinarios  del  Gobierno;  pero  sus  facultades 
todavía  son  diversas  según  que  fueren: 

293. — I.  Órganos  de  comunicación  ó  meros  encargados  de 
transmitir  los  mandatos  de  la  autoridad  suprema,  en  virtud  de 
lo  cual  publican  y  circulan  en  sus  respectivas  provincias  las  le- 
yes, decretos,  órdenes  y  disposiciones  que  al  efecto  les  comu- 
nique el  Gobierno,  y  las  de  observancia  general  que  se  inserten 
en  la  Gaceta  de  Madrid.  Bsgó  este  concepto  la  autoridad  de  los 
gobernadores  de  provincia  es  puramente  pasiva  é  inerte,  limi- 
tándose á  transmitir  el  impulso  que  recibe,  y  su  oficio  es  ser  me- 
dianeros forzosos  entre  el  ministro  y  las  autoridades  locales  ó  sus 
administrados;  de  suerte  que  toda  reclamación,  queja  ó  consulta 
de  unos  ú  otros  al  Gobierno,  por  mano  del  gobernador  deben  ele- 
varla; y  así  todas  las  exposiciones  y  comunicaciones  de  los  alcal- 
des, Diputaciones  provinciales,  Ayuntamientos  y  demás  autori- 
dades y  corporaciones  dependientes  del  jefe  de  la  provincia,  ha- 
brán de  ser  dirigidas  por  su  conducto  sin  perjuicio  de  que,  cuan- 
do  contengan  quejas  contra  ellos,  pueda  remitirse  en  derechura 
un  duplicado  al  ministro  respectivo  (1).  Si  los  Ayuntamientos  á 
pesar  de  todo,  no  observasen  el  orden  prescrito,  no  sólo  se  deja- 
rá de  dar  curso  á  sus  representaciones,  sino  que  se  expondrán  á 
las  medidas  enérgicas  y  eficaces  que  el  Gobierno  creyere  conve- 
niente adoptar  para  reprimir  un  abuso  tan  perjudicial  al  servi- 
cio público  (2).  En  estos  casos  es  obligación  rigorosa  del  gober- 
nador remitir  al  ministro  competente  bien  instruidos  é  informa- 
dos los  expedientes  é  instancias  que  se  elevaren  al  Gobierno  por 
su  conducto,  á  fin  de  asegurar  el  acierto  y  la  prontitud  de  las  re- 
soluciones (3).  * 

Cuando  las  exposiciones  que  se  remiten  por  conducto  del  go- 
bernador al  ministerio  respectivo,  pidiendo  la  modificación  ó  re- 
vocación de  los  bandos  ó  providencias  de  dicha  autoridad,  con- 
tienen quejas  relativas  á  la  imposición  de  multas  discreccionales, 
el  Gobierno  no  las  toma  en  consideración,  si  no  van  acompañadas 
del  papel  de  multas  que  se  entrega  á  los  que  las  hacen  efectivas  (4) . 


(1)  Reales  órilenee  de  18  de  Mayo  de  1894  y  16  de  Mayo  de  1844. 

(2)  Real  orden  de  9  de  Enero  de  1887,  y  ley  municipal  de  90  de  Agoeto  de  1870,  art.  76. 
(8)  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1888. 

(4)  RefirlAmento  de  25  de  Setiembre  de  1868,  art.  78. 
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Tan  propio  es  del  jefe  superior  de  la  provincia  el  carácter  de 
órgano  de  comunicación,  que  los  anuncios,  circulares  y  otras 
cualesquiera  disposiciones  de  las  demás  autoridades  deben  re- 
mitirse al  gobernador  respectivo  para  que  las  mande  insertar 
por  su  orden  en  el  Boletín  oficial  y  si  hubiesen  de  tener  publici- 
dad de  esta  manera,  siendo  aquél  responsable  de  las  consecuen- 
cias que  pueda  acarrear  la  tardanza  indebida  de  todo  anuncio 
perteneciente  á  otra  autoridad,  á  no  existir  razones  de  conve- 
niencia pública  que  la  justifiquen  (1). 

Sigúese  igualmente  del  principio  establecido  que  los  goberna- 
dores no  pueden  rehusar  la  notificación  á  las  autoridades  subal- 
ternas ó  á  los  habitantes  de  su  provincia  de  ninguna  ley,  decre- 
to, orden  ó  reglamento  de  administración  pública,  siéndoles  co- 
municadas por  el  conducto  debido.  Su  deber  principal  es  la  obe- 
diencia. 

294. — ^n.  Instrumentos  de  ejecución,  cuyo  carácter  impone  á 
los  gobernadores  de  provincia  la  obligación  de  cumplir  y  obte- 
ner el  cumplimiento  de  las  órdenes  superiores,  Secutándolas  por 
sí  6  haciéndolas  ejecutar  á  todos  sus  agentes  subordinados.  A 
este  fin  explican  las  leyes,  declaran  las  dudas,  resuelven  cues- 
tiones y  ordenan  cuanto  estiman  conveniente  dentro  del  círculo 
de  su  autoridad  y  fuere  encaminado  á  la  'observancia  de  los  pre- 
ceptos superiores.  Mantienen  bajo  su  responsabilidad  el  ónlen 
público,  y  protegen  las  personas  y  propiedades;  reprimen  los 
actos  contrarios  á  la  moral  ó  la  decencia  pública;  corrigen  las 
faltas  de  obediencia  y  respeto  á  su  autoridad  y  las  infracciones 
en  que  incurran  las  sociedades  y  empresas  mercantiles  ó  indus^ 
tríales  8i\jetas  á  su  inspección  administrativa;  cuidan  de  todo  lo 
concerniente  á  sanidad,  y  dictan  en  casos  imprevistos  y  urgen- 
tes de  epidemia  ó  enfermedad  contagiosa  las  providencias  que 
la  necesidad  reclama,  dando  cuenta  al  Gobierno;  vigilan  todos 
los  ramos  de  la  administración  pública  en  el  territorio  de  su 
mando,  y  en  general,  como  agentes  de  ejecución,  los  goberna- 
dores hacen  y  ejecutan  todo  lo  que  disponen  las  leyes,  decretos 
y  órdenes  del  Gobierno  en  los  ramos  de  Gobernación,  Hacienda 
y.Fomento,  y  en  la  parte  que  requiera  la  intervención  de  su  au- 
toridad ó  estuviere  sometida  á  su  acción  inmediata  acomodan- 

(1)  Reales  ordene*  de  14  de  Abril  de  1631  y  6  de  Abril  de  1889. 
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dose  á  las  instrucciones  que  le  fiíeren  comunicadas  por  el  supe- 
rior competente  (1). 

Por  esta  razón  los  actos  de  los  gobernadores  no  pueden  ser 
nunca  providencias  generales  como  las  disposiciones  compren- 
didas en  los  reglamentos  de  administración  pública,  sino  orde- 
nanzas especiales.  Aun  aquellas  mismas  instrucciones  que  tienen 
el  derecho  y  el  deber  de  dictar  en  interés  del  orden,  de  la  segu- 
ridad y  de  la  salubridad  de  sus  administrados,  llevan  siempre  el 
sello  de  acuerdos  puramente  locales ;  y  si  los  gobernadores  en 
casos  imprevistos  ó  urgentes  adoptaren  alguna  disposición  con 
cierto  carácter  de  generalidad,  no  será  considerada  sino  como 
una  providencia  que  la  necesidad  reclama^  y  por  tanto  provisio- 
nal, sujeta  á  la  inmediata  aprobación  del  Gobierno. 

Por  la  misma  causa  no  tienen  los  gobernadores  facultad  para 
publicar  alocuciones  ó  proclamas  en  que  expongan  principios, 
emitan  sus  opiniones  particulares  ó  desenvuelvan  teorías  de  ad- 
ministración, porque  las  ideas  generales  deben  partir  del  centro, 
y  de  allí  también  el  impulso  común  y  la  dirección  uniforme. 

Así  pues,  no  pueden  los  gobernadores  de  provincia  resistir, 
modificar,  ni  menos  anular  los  actos  del  Gobierno  supremo,  ni 
interpretar  las  leyes  ó  ampliar  ó  restringir  el  sentido  de  los  re- 
glamentos de  administración  pública,  ni  en  suma  dictar  otras 
disposiciones  que  las  análogas  á  su  carácter  de  autoridad  subal- 
terna encargada  de  la  administración  secundaria  ó  local  de  cier- 
to territorio. 

295. — nu  Medios  de  instrucciony  por  16  cual  les  correspon- 
de evacuar  los  informes  que  el  Gobierno  les  pida  para  resolver 
acertadamente  cualesquiera  negocios  en  cuya  decisión  conven- 
ga apreciar  las  circunstancias  locales  ó  los  pormenores  de  la  ad- 
ministración provincial  que  sólo  están  al  alcance  de  los  gober^ 
nadores;  y  les  pertenece  también  proponer  al  Gobierno  todo  lo 
que  pueda  contribuir  al  adelantamiento  y  desarrollo  intelectual 
y  moral  de  la  provincia  y  al  fomento  de  sus  intereses  en  cuanto 
no  alcancen  sus  facultades. 

En  casos  semejantes  el  gobernador  de  la  provincia  no  ejerce 
acción  alguna,  sino  que  excita  6  provoca  la  del  Gobierno,  á 
quien  señala  la  necesidad  ó  la  conveniencia  de  dictar  provi- 

• 

(1)  Ley  provincial  de  20  de  Affoeto  de  1870,  art.  12. 
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dencias  de  tal  naturaleza  que  traspasan  los  conünes  de  su  auto- 
ridad. 

296. — vf.  Tutores  de  lospueblosy  porque  como  representantes 
y  delegados  del  Gobierno  ejercen  dentro  del  territorio  de  su 
mando  y  conforme  á  las  leyes,  los  actos  de  tutela  administrativa 
que  se  derivan  del  protectorado  que  al  mismo  Gobierno  corres- 
ponde sobre  los  establecimientos  particulares  de  beneficencia  y 
otros  á  que  no  alcanza  su  autoridad,  sino  un  mero  patronazgo  ó 
un.  simple  derecho  de  inspección  y  vigilancia  para  que  la  volim- 
tad  del  fundador  se  cumpla,  cuando  su  objeto  es  algún  servicio 
de  utilidad  común. 

297. — ^n.  Además  de  autoridades  subordinadas  á  la  adminis- 
tración central,  son  los  gobernadores  jefes  superiores  de  la  ad- 
ministracion  provincial,  cuyo  carácter  les  impone  obligaciones 
diferentes,  pues  ó  son  éstas  relativas  á  su  cualidad  de  superiores 
jerárquicos  y  ó  á  la  de  administradoras  de  la  provincia. 

298. — I.  Como  superiores  en  el  orden  jerárquico  de  la  admi- 
nistración procuran  la  acción  administrativa,  esto  es:  1.**  exci- 
tan, estimulan  y  ponen  en  movimiento  á  todas  las  autoridades 
dependientes  de  la  suya:  2.**  vigilan  é  inspeccionan  á  los  funcio- 
narios subalternos,  y  corrigen  las  faltas  que  cometan  en  el  des- 
empeño de  sus  cargos :  3.*  nombran  y  separan  á  ciertos  agentes 
inferiores:  4.**  aprueban  ó  censuran  sus  actos,  los  reforman  ó 
anulan:  5.*"  suspenden  en  casos  urgentes  á  cualquier  empleado 
del  ministerio  de  la  Gobernación,  Hacienda  ó  Fomento,  dando 
cuenta  inmediata  al  Gobierno:  6.*  les  exigen  la  responsabilidad 
administrativa  á  que  hubiere  lugar  por  faltas  cometidas  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  y  pasan  el  tanto  de  culpa  á  ios  tribu- 
nales de  justicia,  si  el  abuso  constituyese  un  delito :  7.*"  y  ejercen 
la  vigilancia  que  les  corresponde  en  materia  de  contribuciones, 
rentas,  propiedades  y  derechos  del  estado  (1). 

299. — n.  En  razón  de  administradores  de  la  provincia:  1.** pre- 
siden sin  voto  la  Diputación  y  la  Comisión  provincial :  2.**  auto- 
rizan sus  actas,  comunican  y  ejecutan  sus  acuerdos :  3.*^  llevan 
el  nombre  y  la  representación  de  la  provincia  en  sus  asuntos  ju- 
diciales, informes,  correspondencia  y  comunicaciones:  4.'*  ins- 
peccionan las  dependencias  de  la  provincia  y  del  municipio, 

(1)  orden  de  80  de  Junio  y  reglamento  de  8  de  Dlcienibrtt  de  1809, 


140  DERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

comprueban  el  estado  de  sus  csgas,  archivos  y  cuentas,  y  cuidan 
de  que  sean  cumplidas  así  las  leyes  y  disposiciones  generales, 
como  los  acuerdos  de  la  Diputación  y  de  la  Comisión  provincial: 
5.**  suspenden  la  ejecución  de  estos  acuerdos  siempre  que  proce- 
da con  arreglo  á  las  leyes  (1). 

Uno  de  los  actos  de  inspección  que  de  la  autoridad  de  los  go- 
bernadores se  deriva,  es  el  examen  de  los  expedientes  en  las 
mismas  oficinas  de  las  Diputaciones  y  Comisiones  provinciales, 
para  lo  cual  no  necesitan  autorización  previa  de  estos  cuerpos, 
ni  darles  aviso  anticipado  de  la  visita  que  se  proponen  girar,  ni 
menos  se  les  puede  impedir,  á  título  de  que  carecen  de  faculta- 
des para  delegar  su  autoridad  en  semejantes  casos,  que  les  auxi- 
lie algún  fimcionario  público  de  su  elección  (2). 

300. — Tales  son  la  índole  compleja  y  la  dilatada  extensión  de 
la  autoridad  de  los  gobernadores  de  provincia;  más  esta  autori- 
dad seria  vana  é  ilusoria,  si  la  ley  no  reuniese  al  mero  imperio 
alguna  parte  del  mixto,  ó  á  su  potestad  de  mando  cierta  jurisdic- 
ción; porque  si  bien  la  facultad  de  conocer  de  los  delitos  y  casti- 
garlos pertenece  exclusivamente  á  los  jueces  instituidos  por  la 
ley  para  sentenciar  las  causas  civiles  y  criminales,  todavía  con- 
viene que  el  legislador  delegue  en  las  autoridades  administrati- 
vas el  derecho  de  corregir  ciertas  faltas. 

301. — ^I.  Por  este  carácter  corresponde  al  gobernador  de  la 
provincia,  como  medio  de  ejercer  su  autoridad,  la  facultad  de 
aplicar  gubernativamente  las  correcciones  señaladas  en  las  leyes, 
reglamentos  y  disposiciones  de  policía  y  en  los  bandos  de  buen 
gobierno;  bien  que  este  poder  debe  .tener  límites  angostos  para 
no  traspasar  la  línea  de  una  mera  corrección  gubernativa.  Un 
grado  mayor  de  severidad  transformaría  la  potestad  de  discipli- 
na en  derecho  de  castigar  con  usurpación  manifiesta  de  las  atri- 
buciones propias  de  los  tribunales  de  justicia. 

302. — ^Los  gobernadores,  al  publicar  los  bandos  de  buen  go- 
bierno y  disposiciones  necesarias  para  el  cumplimiento  de  las 
leyes  y  reglamentos,  deben  ayustarse  en  las  correcciones  que  en 
ellas  se  establezcan  al  art.  625  del  Código  penal.  También  pue- 
den imponer  multas  discreccionalesá  los  individuos,  funcionarios 
y  corporaciones  dependientes  de  su  autoridad ,  sometiendo  los 

( 1)  Ley  provincial  de  20  de  Agosto  de  1910,  art.  9. 

(2)  Reales  órdenes  de  U  de  Octubre  de  18T2. 
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delitos  ó  faltas  ajenas  á  la  disciplina  administrativa  á  la  acción 
de  los  tribunales.  Exceptúanse  los  alcaldes,  regidores  y  diputa- 
dos provinciales  cuya  responsabilidad  administrativa  se  deter- 
mina en  otro  lugar  (1).  No  alcanza  la  potestad  coercitiva  de  los 
gobernadores  á  imponer  multas  mayores  que  las  señaladas  en  el 
Código  penal,  salvo  si  estuvieren  expresamente  autorizados  para 
ello  por  las  leyes  ó  reglamentos.  En  tal  caso  darán  la  orden  por 
escrito  citando  la  ley  ó  reglamento. 

En  caso  de  insolvencia,  ó  careciendo  el  culpado  de  bienes  con 
que  hacer  efectiva  su  responsabilidad,  pueden  los  gobernadores 
conmutar  la  corrección  pecuniaria,  decretando  el  arresto  suple- 
torio en  la  proporción  que  fija  el  art.  624  del  Código  penal,  y 
quedando  las  penas  más  graves  á  cargo  de  los  tribunales  com- 
petentes. De  forma  que  la  facultad  concedida  por  la  ley  á  los  go- 
bernadores de  provincia,  de  imponer  y  aplicar  correcciones  pe- 
cuniarias y  corporales,  no  es  alternativa,  sino  gradual,  conside- 
rando las  segundas  como  subsidiarias  de  las  primeras,  y  en  fin, 
establecidas  por  via  de  sustitución  y  apremio,  para  evitar  la  im- 
punidad á  causa  ó  con  pretexto  dé  insolvencia. 

303. — La  exacción  de  las  multas  impuestas  por  los  goberna- 
dores les  pertenece  á  ellos  mismos  dentro  de  la  via  gubernativa; 
más  si  ftiese  necesario  practicar  diligencias  judiciales,  como  em- 
bargar bienes,  trabar  ejecución,  ó  seguir  otros  trámites  cuales- 
quiera del  juicio  civil,  el  gobernador  debe  abstenerse  de  tales 
procedimientos  é  invocar  el  auxilio  del  juez  competente,  porque 
así  está  mandado  por  convenir  á  la  mutua  independencia  de  los 
poderes. 

304 .-^En  todo  caso,  tanto  estas  multas  como  las  que  impusie- 
re cualquiera  otra  autoridad  en  uso  de  sus  facultades,  deben  sa- 
tisfacerse siempre  en  el  papel  creado  al  efecto,  no  consintiendo 
el  Gobierno  por  ningún  protesto  ni  motivo  la  menor  contraven- 
ción ni  dispensa  (2). 

305.— n*  Según  este  mismo  principio  pueden  los  gobernado- 
res de  provincia  instruir  por  sí  mismos  ó  por  sus  delegados  la 
sumaria  información  de  los  delitos  cuya  averiguación  se  deba  á 


(1)  Ley  mnnidlpal  de  20  de  Agosto  de  1970,  art.  175,  y  ley  provincial  de  igiaal  fecha,  ar» 
tícüloe  91  y  98. 

(2)  Real  decreto  de  18  de  Abril  de  1848,  real  orden  de  20  de  Junio  de  1849  y  real  decreto 
de  5  de  Octubre  de  I9bh 
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SUS  disposiciones  ó  agentes;  de  suerte  que  conocen  á  prevención 
con  los  jueces  de  estos  asuntos  del  orden  judicial,  para  que  las 
huellas  del  crimen  no  se  borren  ó  el  criminal  no  eluda  el  condig- 
no castigo;  pero  tan  pronto  como  estas  primeras  diligencias  fue- 
ren practicadas,  espira  la  autoridad  administrativa  y  empieza  la 
judicial  á  quien  debe  entregar  el  sumario  con  los  detenidos  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas  siguientes  al  acto  de  la  detención 
para  que  los  juzgue  el  tribunal  competente.  Cualquiera  omisión 
ó  descuido  en  este  punto  implicarla  su  responsabilidad  (1). 

306. — ^ni.  Por  último,  el  medio  extremo  de  exigir  obediencia 
y  de  obtener  el  cumplimiento  de  las  órdenes  del  Gobierno  y  de 
sus  propias  disposiciones  y  providencias,  á  pesar  de  cualquiera 
resistencia  individual  ó  colectiva,  es  requerir  el  auxilio  de  la 
fuerza  armada.  En  efecto  al  gobernador  corresponde  muy  espe- 
cialmente cuidar  del  orden  púx)lico  en  el  territorio  de  la  provin- 
cia, á  cuyo  fin  le  prestan  auxilio  las  autoridades  militares  cuando 
lo  reclama  (2).  Entonces  la  autoridad  militar  acude  al  socorro  de 
la  civil  y  obra  como  instrumento  de  ésta  y  según  sus  instruccio- 
nes. Del  uso  intempestivo  ó  imprudente  de  las  armas  será  res- 
ponsable el  gobernador,  mientras  la  provincia  no  ftiere  declara- 
da en  estado  excepcional  y  sus  órdenes  fueren  acatadas  y  cum- 
plidas; desde  allí  en  adelante  responden  los  capitanes  ó  coman- 
dantes generales. 

307. — El  ministerio  de  los  gobernadores  de  provincia  intere- 
sa de  tal  manera  á  la  vida  de  los  pueblos,  que  así  como  no  puede 
la  nación  estar  un  solo  instante  sin  Gobierno,  no  puede  tampoco 
una  provincia  estar  huérfana  un  solo  dia  de  su  administración 
local.  Por  eso  mismo  exigen  las  leyes  y  los  reglamentos  la  asi- 
dua atención  y  la  presencia  constante  de  dicha  autoridad  en  su 
propio  territorio ;  y  por  eso  también  proveen  anticipadamente  á 
las  necesidades  de  la  administración,  declarando  que  si  el  gober- 
nador estuviere  ausente  de  la  provincia  ó  imposibilitado  de  aten- 
der al  desempeño  de  su  cargo,  le  sustituya  en  todas  sus  ftmciones 
el  secretario  del*  gobierno  de  la  provincia,  excepto  en  la  presi- 
dencia de  la  Diputación  y  de  la  Comisión  provincial. 

Mas  si  el  gobernador  sólo  se  ausentare  de  la  capital,  continua- 
rá en  el  ejercicio  de  todas  sus  atribuciones  desde  el  pimto  en  que 

(1)  CoDst.,  arte.  3  y  9. 
(9)  Ley  provincial,  art.  11. 
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se  halle,  sin  perjuicio  de  que  los  jefes- administrativos  y  el  secre- 
tario del  gobierno  despachen  y  firmen  todo  lo  que  sea  de  mera 
tramitación,  entendiéndose  directamente  con  los  ministros,  cuan- 
do la  urgencia  y  perentoriedad  de  los  asuntos  lo  hicieren  nece- 
sario (1). 

308. — ^Los  actos  de  esta  autoridad  superior  de  las  provincias 
Uámanse  órdenes  6  decretos  del  gobernador  ó  del  gobierno  po* 
lítico.  Entiéndese  comunmente  por  orden  cualquiera  disposición 
relativa  á  un  asunto  de  interés  general,  y  decreto  es  la  providen- 
cia resolutiva  de  alguna  solicitud  ó  pretensión  privada :  de  donde 
se  infiere  que  el  gobernador,  al  expedir  una  orden,  puede  obrar 
espontáneamente  ó  requerido;  más  al  dictar  una  providencia, 
obra  casi  siempre  excitado  ó  á  petición  de  parte.  , 

309. — ^Apenas  hay  fórmulas  prescriptas  para  estos  actos;  pero 
existen  ciertas  reglas  esenciales  consagradas  por  la  práctica, 
aconsejadas  por  la  razón  y  requeridas  por  la  justicia,  algunas  de 
las  cuales  recibieron  la  sanción  del  legislador,  y  otras  que  son 
preceptos  reglamentarios.  Nadie  debe  ser  juzgado  sin  ser  oido; 
y  de  aquí  la  necesidad  de  abrir  la  puerta  á  la  defensa  de  los  in- 
teresados, oyendo  por  sí  ó  por  medio  de  sus  subordinados,  con 
toda  la  firecuencia  compatible  con  el  servicio  público,  cualesquie- 
ra quejas  y  reclamaciones  verbales,  debiendo  darles  la  termina- 
ción más  breve  y  perentoria,  y  evitar  cuantas  veces  ftiere  dable 
la  instrucción  de  expedientes,  ó  si  se  instruyen,  procurando  que 
sean  sucintos  y  poco  dispendiosos  (2). 

La  administración  habrá  de  ser  ilustrada;  de  donde  se  infiere 
que  los  gobernadores  de  provincia  deben  pedir  informes  á  las 
autoridades  y  corporaciones  subalternas  en  asuntos  que  versen 
sobre  el  conocimiento  y  juicio  exacto  de  los  hechos  ó  de  las  cir- 
cunstancias locales,  teniendo  la  obligación  de  oir  el  dictamen  de 
las  Diputaciones  ó  de  las  Comisiones  provinciales  y  de  someter- 
se á  sus  acuerdos  cuando  las  leyes  ó  reglamentos  así  lo  exigen: 
condición  rigorosa  cuyo  cumplimiento  es  preciso  haga  constar 
en  la  instrucción  del  expediente,  y  conviene  conste  además  en 
el  preámbulo  de  la  parte  dispositiva,  insertando  Jas  fórmulas  de 
costumbre,  para  que  el  acto  no  pueda  ser  tachado  ni  combatido 
como  vicioso.  Por  último,  todos  los  del  gobernador  deben  estar 

(1)  Ley  provincial,  art.  18. 

(2)  Real  orden  de  24  de  Dieiembre  de  1898. 
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autorizados  con  su  firma,  é  importa  al  buen  orden  de  la  adminis- 
tración que  se  inserten  en  un  registro  especial. 

310. — Los  actos  de  los  gobernadores  son  obligatorios  dentro 
de  la  provincia  como  los  del  Gobierno  en  toda  el  reino ;  y  así  la 
misma  autoridad  que  impone  el  precepto,  castiga  á  los  desobe- 
dientes dentro  de  los  límites  de  la  potestad  de  corrección  y  dis- 
ciplina ;  más  para  caer  en  culpa  por  resistencia  al  mandato,  es 
preciso  hacerlo  saber  ó  notificarlo  á  los  que  deben  guardarlo  ó 
cumplirlo. 

Cuando  un  alcalde  requerido  por  el  gobernador  de  la  provin- 
cia le  negase  la  obediencia  debida  ú  omitiese  hacer  lo  mandado 
en  un  plazo  razonable,  puede  éste  cometer  su  ejecución  al  juez 
municipal  del  pueblo  ó  su  suplente.  Esta  delegación  se  limita  al 
tiempo  y  á  los  casos  absolutamente  precisos,  y  no  envuelve  la  fa- 
cultad de  intervenir  el  delegado  en  los  actos  del  Ayuntamiento  (1). 

311. — Las  disposiciones  de  los  gobernadores  de  observancia 
común  habrán  de  tener  el  grado  de  publicidad  conveniente  para 
que  lleguen  á  noticia  de  todos  sus  administrados,  á  cuyo  fin  se 
sirven  dichas  autoridades  del  Boletín  oficial  de  la  provincia  como 
el  Gobierno  de  su  Gaceta.  Si  expiden  circulares  á  los  jefes  subal- 
ternos, éstos  las  publican  y  ejecutan  con  arreglo  á  las  leyes;  y  si 
la  providencia  del  gobernador  fiíere  de  carácter  privado,  la  no- 
tificación se  limitará  á  los  interesados.  De  cualquier  modo  que 
la  publicación  de  dichos  actos  se  hiciere,  son  obligatorios  desde 
el  dia  en  que  el  gobernador  6  las  autoridades  sujetas  á  sus  órde- 
nes los  hacen  saber  al  público  ó  á  los  particulares  á  quienes  in- 
cumbe su  cumplimiento. 

312. — Por  regla  general  pueden  los  gobernadores  de  provin- 
cia reformar  sus  providencias  y  las  de  sus  antecesores  cuando 
son  tocantes  á  materias  6  negocios  puramente  administrativos  ó 
emanan  de  su  autoridad  como  administradores  de  los  pueblos, 
porqué  como  las  necesidades  de  la  administración  varían,  los  me- 
dios de  satisfacerlas  deben  ser  también  variables. 

313.— Sin  embargo,  ocurren  algunos  casos  de  excepción  á  esta 
regla,  á  saber : 

L  Si  el  acto  del  gobernador  fuese  confirmado  por  una  autori- 
dad superior,  pues  entonces  tiene  la  misma  fuerza  oblig-atoria  y 

(l)  Ley  mnnlcipftl,  art.  19L< 
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el  mismo  carácter  de  generalidad  que  si  el  Gobierno  lo  hubiese 
dictado. 

n.  Si  el  gobernador^  en  uso  de  sus  legítimas  atribuciones, 
dictó  una  providencia  que  causó  estado,  pues  en  aquel  mismo 
punto  espiró  su»  autoridad,  cerrado  y  ultimado  el  expediente  gu- 
bernativo con  la  decisión  final. 

ni.  Cuando  el  acto  resolvió  una  cuestión  preexistente  que 
prestó  ftmdamento  á  una  decisión  judicial,  porque  ya  se  halla 
ñiera  de  los  límites  de  la  competencia  administpativa  y  adquiere 
la  estabilidad  de  la  cosa  juzgada. 

rv.  Cuando  la  providencia  hubiese  dado  origen  á  un  derecho, 
porque  modificarla  ó  revocarla  equivaldría  á  un  despojo.  El  dere- 
cho adquirido  excluye  el  poder  discreccion^dela  administración. 

V.  Y  por  una  razón  análoga,  cuando  se  hubieren  declarado 
competentes  ó  incompetentes  en  un  negocio. 

314. — Los  actos  del  gobernador  en  materias  de  administra- 
ción pueden  ser  reformados  ó  anulados  completamente  por  los 
ministros  de  la  Gobernación,  Hacienda  ó  Fomento  según  su  na- 
turaleza, y  después  por  el  Rey  en  Gojisejo  de  ministros,  cuya 
suprema  autoridad  no  será  lícito  invocar  omisso  medio,  es  decir, 
sin  acudir  antes  al  superior  inmediato  de  las  autoridades  de  pro- 
vincia, porque  así  conviene  á  la  subordinación  jerárquica  y  á  la 
conservación  de  la  disciplina  administrativa  (1). 

315. — Los  bandos  de  buen  gobierno  que  los  gobernadores  dio- 
tan en  uso  de  sus  atribuciones,  sólo  son  revocables  por  la  via 
gubernativa,  pues  la^  leyes  dejan  libre  y  expedito  el  ejercicio  de 
la  potestad  reglamentaria  que  pertenece  á  la  administración  en 
todos  sus  grados. 

316. — Guando  los  gobernadores  de  provincia  obran,  no  en  vir- 
tud de  su  autoridad  propia,  sino  en  uso.  de  una  delegación  espe- 
cial atribuida  por  las  leyes  y  reglamentos,  las  mismas  leyes  y 
reglamentos  determinan  quiénes  son  sus  superiores  en  aquel  ra- 
mo, y  á  quién  por  tanto  corresponde  conocer  de  sus  actos  por 
via  de  queja  ó  reforma. 

317. — Contra  las  decisiones  de  los  gobernadores  en  materias 
que  puedan  ser  objeto  de  la  via  contencioso-administrativa,  acu- 
den los  interesados  para  que  las  enmienden  ó  revoquen  á  las 


(l)  Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1849,  art.  6. 

TOMO  I.  10 
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Comisiones  provinciales  (1).  Proceden  en  tales  casos  los  gober^ 
nadores  como  jueces  administrativos  de  excepción,  y  así  otorgan 
las  leyes  el  recurso  de  alzada  ante  el  tribunal  competente. 

318. — Los  gobernadores  de  provincia  son  responsables  de  las 
faltas  y  delitos  que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones. 
Esta  responsabilidad  puede  ser  administrativa  ó  judicial. 

319. — Dan  origen  á  la  primera  las  faltas  leves,  como  negli- 
gencia ú  omisión  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  propios  de 
su  cargo.  El  Gobierno,  en  uso  de  su  potestad  de  corrección  y  dis- 
ciplina, la  exige  amonestando  al  gobernador  ó  reprendiéndole, 
si  no  le  suspende  ó  destituye. 

320. — La  responsabilidad  judicial  procede  en  caso  de  delito, 
como  detención  arbitraria,  falsedad  ó  coacción  en  materia  elec- 
toral, desobediencia,  cohecho,  etc. 

321. — El  tribunal  competente  para  juzgar  y  sentenciar  á  los 
gobernadores  acusados  de  algún  delito  cometido  mientras  estu- 
vieren en  servicio  activo,  es. el  Supremo  de  Justicia  (2). 

La  ley  provincial  atribuye  el  conocimiento  de  estas  causas  en 
primera  instancia  á  la  Audiencia  del  distrito,  y  en  último  grado 
al  Tribunal  Supremo  (3) ;  y  aunque  parezca  extraña  la  divergen- 
cia antre  dos  leyes  publicadas  casi  á  la  vez,  puesto  que  existe, 
debe  prevalecer  al  criterio  que  la  posterior  deroga  la  anterior. 

322. — Si  el  delito  cometido  por  el  gobernador  no  ftiese  oficial 
sino  común,  por  ejemplo,  un  homicidio  en  duelo,  será  tribunal 
competente  el  que  administre  justicia  á  los  particulares,  porque 
en  tal  caso  no  se  trata  de  castigar  á  un  empleado  público  delin- 
cuente en  el  ejercicio  de  su  cargo.  El  delincuente  no  es  el  gober- 
nador de  la  provincia,  sino  una  persona  privada. 

CAPÍTULO  vn. 

De  los  Mibgobenia4ore«. 

3^3.— Subgobernadoree.  325.— Advertencias. 

324.— Sus  facultades. 

323. — Son  los  subgobemadores  autoridades  medianeras  entre 

(1)  Real  decreto  de  20  de  Enero  de  1815. 

(2)  Ley  orgánica  del  poder  Judicial  de  15  de  Setiembre  de  1970,  art.  6S1. 
(8)  Art.  97. 
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los  gobernadores  y  los  alcaldes  de  los  pueblos,  de  re^  nombra- 
míeato,  que  pueden  suplir  con  ventsga  á  los  corregidores.  La  ley, 
considerando  la  división  territorial  de  España,  halló  necesarios 
al  servicio  público  dos  solamente,  uno  en  Menorca  y  otro  en  la 
Gran  Canaria;  bien  que  autorizó  al  Gobierno  para  establecerlos 
en  donde  le  pareciese  conveniente  previa  consulta  del  Consejo 
de  Estado,  y  con  la  condición  de  dar  cuenta  á  las  Cortes  del  uso 
que  hubiere  hecho  de  su  facultad  dentro  de  ocho  dias  estando 
abiertas,  ó  de  los  ocho  primeros  de  la  legislatufa  inmediata  es- 
tando cerradas  (1). 

Otra  posterior  confirmó  la  existencia  de  los  subgobiemos  re- 
feridos, aunque  el  espíritu  que  en  ella  domina  no  es  favorable  al 
sistema  de  dilatar  y  robustecer  la  acción  del  poder  central ;  pero 
retiró  al  Gobierno  la  autorización  de  que  gozaba  (2). 

Por  último  el  Gobierno,  haciendo  uso  de  los  poderes  extraor- 
dinarios de  que  por  la  fuerza  de  las  circunstancias  se  halla  inves- 
tido, decretó  que  el  ministro  de  la  Gobernación,  á  propuesta  de 
los  gobernadores  y  previo  informe  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales, acordarla  el  nombramiento  de  subgobernadores  en  las  po- 
blaciones en  donde  los  juzgase  necesarios,  y  asimismo  en  los 
pueblos  cuyos  Ayuntamientos,  asociados  á  los  mayores  contri- 
buyentes, lo  solicitasen  del  Gobierno  (3) . 

324. — Los  subgobernadores  ejercen  en  el  distrito  de  su  man- 
do, bsyo  la  inmediata  autoridad  de  los  gobernadores  de  quienes 
son  delegados,  las  atribuciones  que  á  éstos  corresponden  en  toda 
la  provincia;  y  para  el  buen  desempeño  de  su  cargo  gozan  de  las 
mismas  facultades  y  tienen  iguales  obligaciones. 

325. — La  falta  de  reglamentos  que  de  un  modo  preciso  las  de- 
terminen, nos  obliga  á  encerrarnos  dentro  de  límites  un  tanto 
vagos.  Sin  embargo,  bien  podemos  aventurar : 

I.  Que  el  Gobiomo  deposita  en  ellos  su  confianza  sobre  todo 
para  mantener  el  orden  público;  y  así  acudirán  sin  demora,  dan- 
do parte  al  gobernador  de  la  provincia,  á  cualquier  punto  del.dis- 
trito  donde  ocurran  trastornos,  ó  la  tranquilidad  se  halle  amena- 
zada, ó  sobrevengan  sucesos  graves  y  extraordinarios. 

n.  Que  se  abstengan  de  dictar  providencia  ó  ejecutar  acto  al- 
lí) L«y  y  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1868. 

(2)  Ley  provincial  de  20  de  Agosto  de  ISTK),  art.  14. 

(3)  Real  decreto  de  31  de  Agosto  de  ItHS. 


148  DERECHO  ÁDMINI8TRATIT0  E8PAÜ0L. 

guno  atentatorio  contra  las  facultades  que  la  ley  de  Ayuntamien- 
tos concede  á  los  alcaldes  como  administradores  de  los  pueblos; 
pero  pueden  y  aun  deben  exponer  al  gobernador  cuanto  juzguen 
conveniente  acerca  de  las  disposiciones  que  en  tal  concepto  adop- 
ten las  autoridades  locales. 


CAPÍTULO  vm. 

De  los  alealdes,  tenientes  de  aleaMe  y  alealdes  pedánees. 


326.— Idea  del  pueblo.  .  345.- 

327. — Supone  intereses  propíos  y 

comunes.  346.- 

328.— Los  pueblos  están  sujetos  á 

dos  regímenes,  el  general  y     347.- 
el  municipal. 

329.— Fundamento  de  esta  nece-  348.- 
sldad. 

330.— Consecuencias  de  dicha  teo-  349.- 
ría. 

331  .—Origen  legal  de  los  alcaldes.     350.- 

332. — Ejercieron  jurisdicción  or-  351.- 
dinaria.  352.- 

333. — Alcaldes  ordinarios  y  ma-  353.- 
yores. 

334.— Autoridad  de  los  antiguos 
alcaldes. 

335.— Vicios  de    aquella   institu- 
ción. 354.— 

336.— Legislación  moderna. 

337.  — Alteraciones  que  í-  obrevinie-  355.- 
ron  con  las  reformas  poli-  356." 
ticas. 

338.— Doble  carácter  de  los  alcal- 
des. 357.- 

339.— El  alcalde,  delegado  del  Go- 
bierno. 358.- 

340. — Sus  atribuciones  como  auto- 
ridad delegada:  359.- 

341.--'Órgano8  de  comunicación.     360.- 

342. — Agentes  de  ejecución.  361.- 

343. — Sus  facultades  como  admi- 
nistradores de  los  pueblos: 

344.— Sus  actos.  362.— 


-Ejecutan  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos. 
•Administran  la  fortuna  mu- 
nicipal. 

-Los   alcaldes  son  manda- 
tarios de  los  pueblos. 
-Pueden  delegar  sus  atribu- 
ciones. 

•Caracteres  comunes  á  todos 
los  actos  de  los  alcaldes : 
•Subordinación. 
•Potestad  reglamentaria. 
•Reglas  de  su  ejercicio. 
•Diferencias  entre  los  regla* 
mentes  que  los  alcaldes  dic- 
tan como  delegados  del  Go* 
biernoy  como  administrado- 
res de  los  pueblos. 
Poder  coercitivo  de  los  al- 
caldes. 

-Límites  de  este  poder. 
^Suspensión,  enmienda  ó  re- 
vocación de  los  actos  de  los 
alcaldes. 

-Impugnación  de  sus  provi- 
dencias. 

-Responsabilidad  de  los  al- 
caldes. 

-Tenientes  de  alcalde. 
•Alcaldes  de  barrio. 
-Residencia  de  los  jalcaldes^ 
tenientes  de  alcalde  y  alcal- 
des de  barrio. 
Principios,  que  determinan 
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SU  origen  mixto.  364.— Legislación  vigente. 

363.— Varios  sistemas  de  nombra-     365.— Suspensión  y  destitución  de 
miento.  los  alcaldes. 

% 

9 

326. — Para  formar  una  idea  exacta  del  pueblo,  sea  ciudad, 
villa  ó  lugar,  es  preciso  ver  en  él  un  todo  y  la  parte  de  un  todo 
al  mismo  tiempo;  es  decir,  una  familia  y  un  miembro  de  otra 
familia  mayor,  ó  sea,  una  corporación  dentro  del  estado. 

327. — Considerado  bajo  el  primer  aspecto,  tiene  el  pueblo  una 
existencia  colectiva  independiente,  intereses  propios  y  un  go- 
bierno peculiar,  con  la  sola  limitación  de  reconocer  la  suprema- 
cía del  poder  soberano  y  acomodarse  en  la  gestión  de  sus  nego- 
cios privativos  á  las  leyes  y  reglamentos.  Bajo  el  segundo  aspec^ 
to  sacrifica  sus  intereses  de  corporación  al  bien  del  estado,  res- 
peta sus  leyes,  obedece  á  las  autoridades,  y  en  suma,  pierde  todo 
carácter  de  personalidad  y  confunde  su  vida  propia  con  la  vida 
social. 

328. — De  esta  división  importante  nace  la  diferencia  entre  el 
régimen  municipal  y  el  gobierno  ó  la  administración  del  estado, 
y  surge  también  la  necesidad  de  instituir  magistrados  que  cui- 
den á  la  vez  de  la  gestión  de  los  intereses  vecinales  y  velen  por 
la  conservación  y  fomento  de  los  públicos. 

329. — Cuanto  más  nos  acercamos  al  fondo  de  la  sociedad,  tan- 
to más  claramente  divisamos  estos  dos  órdenes  de  actos  admi- 
nistrativos, porque  conforme  el  círculo  de  los  afectos  é  intereses 
se  estrecha,  las  relaciones  son  más  íntimas  y  las  cadenas,  sin 
hacerse  más  pesadas,  son  más  fuertes.  Los  vínculos  políticos 
abrazan  mayor  número  de  personas  y  determinan  rels^ciones  más 
extensas  y  variadas;  pero  siyetan  más  nuestro  corazón  el  nudo 
sagrado  de  las  familias*y  los  lazos  de  la  sangre.  Es  un  problema 
todavía  si  conviene  fundar  el  orden  social  más  bien  en  la  inten- 
sidad que  en  la  extensión  de  los  afectos,  dado  que  es  un  hecho 
constante  en  nuestro  siglo  que  cuanto  ganan  en  superficie  otro 
tanto  pierden  en  profundidad.  Como  quiera,  estos  sentimientos 
de  amor  concentrado  en  la  femilia,  en  el  pueblo  y  en  la  provin- 
cia existen  y  deben  ser  respetados  por  el  legislador  mientras 
no  degeneren  en  un  egoísmo  colectivo,  apareciendo  el  estado 
como  un  grande  sistema  de  asociación,  cuyas  fuerzas  se  liallan 
repartidas  en  mil  círculos  de  actividad  que  giran  alrededor  de  un , 
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solo  centro,  y  contribuyen  con  la  diversidad  de  sus  movimientos 
á  la  armonía  general. 

Por  manera  que  en  el  seno  de  la  grande  patria,  de  la  patria 
común,  poseemos  una  segunda  patria,  el  pueblo  en  donde  he- 
mos nacido,  en  donde  habitamos,  en  donde  viven  nuestras  fa- 
milias y  se  hallan  nuestros  bienes;  el  centro,  en  suma,  de  todos 
nuestros  intereses  los  más  caros  y  de  nuestros  recuerdos  los  más 
tiernos. 

330. — Conforme  á  esta  teoría,  el  Gobierno  mira  al  hiéndela  na- 
ción :  el  gobernador  al  público  y  al  de  la  provincia,  y  el  alcalde 
está  instituido  para  procurar  el  común  juntamente  con  el  local. 
Así  se  ha  comprendido  en  España  desde  los  tiempos  más  remo- 
tos de  nuestra  monarquía,  pues  el  origen  de  los  alcaldes  es  an- 
tiguo, por  lo  mismo  que  la  necesidad  de  su  establecimiento  no  es 
moderna. 

331. — Cuando  hablemos  de  los  Ayuntamientos  será  la  ocasión 
oportuna  de  narrar  en  breves  palabras  la  historia  del  gobierno 
municipal  de  España,  pues  ahora  sólo  entra  en  los  límites  de 
nuestro  cuadro  describir  el  origen  y  las  facultades  de  los  alcaldes, 
que  si  son  miembros  de  las  corporaciones  municipales  y  ejecuto- 
res de  sus  acuerdos,  también  se  hallan  revestidos  con  el  carácter 
(le  agentes  de  la  administración  central. 
O.^Y^'-  "^  "-  A^w'T-  Había  entre  los  Visigodos  magistrados  que  tenian  autoridad 
V  '\isrx.U€^4U^,  y  ejercían  jurisdicción  en  las  ciudades  á  nombre  de  los  duques 

y  condes  con  el  título  de  mcariosy  y  otros  que  gobernaban  un 
pueblo  rural  de  escaso  vecindario,  llamados  milicos  y  después 
majores  villce,  de  donde  proceden  las  palabras  may orinas  y  me- 
rinos de  uso  tan  frecuente  en  la  edad  media.  Al  tiempo  que  se 
iba  restaurando  el  municipio  romano  trasformado  en  Concejo, 
solian  los  pueblos  instituir  jueces  de  su  elección  en  lugar  de  los 
merinos  ó  jueces  reales;  novedad  introducida  por  la  costumbre, 
y  mSs  adelante  confirmada  en  los  fueros  ó  privilegios  singulares 
otorgados  por  la  Corona.  Y  aunque  el  ConcUio  de  León  celebra- 
do en  1020,  declara  que  in  Legione,  seuomnibíis  coeteris  ciDitar 
tíbiíSj  et  per  omnes  alfoces,  habeantur  jtidices  electi  á  Rege,  qui 
judicent  calesas  totitcs  populiy  y  el  Fuero  Viejo  de  Castilla  confir- 
ma el  señorío  real  en  toda  justicia  (1),  ni  uno  ni  otro  impedían 

(1)  Concil.  Legión.,  cap.  18,  y  Ley  I.*,  tít.  i,  lib.  I,  Fuero  Viejo. 
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la  multiplicación  de  los  jueces  de  ftiero.  El  derecho  común  era  la 
regla,  y  el  privilegio  la  excepción. 

Alcalde  viene  conocidamente  de  alrcadf  ó  el  juez  de  los  ára- 
beSy  habiendo  pasado  el  nombre  de  estos  á  los  mozárabes  y  de 
eUos  á  los  cristianos,  antiguos  pobladores  de  los  reinos  de  León 
y  Castilla.  Es  sabido  que  Alonso  VI  dividió  el  gobierno  de  la 
ciudad  de  Toledo  reconquistada  en  1085,  entre  tres  alcaldes,  el 
mayor  nombrado  por  el  Rey,  y  dos  ordinarios,  uno  de  los  mozá- 
rabes ó  vecinos  antiguos,  y  otro  de  los  castellanos  ó  pobladores 
nuevos,  ambos  elegidos  por  sus  respectivas  clases. 

No  se  entienda  sin  embargo,  como  algunos  presumen,  que  en- 
tonces y  con  aquella  ocasión  empezaron  á  ser  conocidos  los  al- 
caldes, pues  antes  ya  se  nombran  en  algunos  fueros  municipales 
de  los  más  famosos  (i). 

332. — ^Bien  que  la  institución  de  los  alcaldes  hubiese  tenido  por 
objeto  administrar  justicia  según  fuero,  y  viniesen  á  ser  estos 
magistrados  unos  jueces  foreros,  ejercieron  con  el  tiempo  atri- 
buciones de  gobierno.  Estaban  los  poderes  públicos  tan  ligados 
y  confundidos,  que  la  justicia  y  el  gobierno  eran  dos  partes  de  la 
administración  municipal. 

Así  pues  empezaron  los  alcaldes  por  ser  jueces  de  provisión 
real,  y  más  tarde  se  convirtieron  en  magistrados  populares, 
puesto  que  si  no  todas,  muchas  ciudades,  villas  y  lugares  de  estos 
reinos  alcanzaron  el  privilegio  de  elegirlos,  de  igual  modo  que 
solian  los  vecinos  elegir  cada  ano  los  hombres  buenos  para  los 
demás  oficios  municipales. 

333. — Los  pueblos  que  tenian  por  ftiero  no  recibir  jueces  fo- 
rasteros sino  cuando  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  vecinos  lo 
pidiesen,  llevaban  á  mal  que  se  les  quebrantase;  pero  los  Reyes, 
perseverando  en  la  política  de  robustecer  su  autoridad  enflaque- 
cida y  debilitada  con  los  privilegios  del  clero  y  la  nobleza  por  un 
lado,  y  por  otro  con  la  extensión  creciente  de  las  libertades  mu- 
nicipales, no  cejaron  .desde  la  mitad  del  siglo  xjv  en  el  propó- 
sito de  mandarles  corregidores,  haciendo  uso  de  la  prerogativa 
declarada  en  la  ley  goda  (2) :  así  es  que  unos  pueblos  se  reglan 
por  alcaldes  ordinarios  elegidos  por  ellos  mismos,  y  otros  pres- 
tí) En  Los  de  Villavicencio  (1020),  de  Sepúlveda  (1029),  de.Nájera  (l(n6)  y  otros,  pero 
ninifano  que  conozcamos  anterior  al  siglo  xi. 
(2)  Ley  18,  tit.  1,  líb.  II  del  Kuero  Juzgo. 
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taban  obediencia  á  los  alcaldes  mayores  nombrados  por  el  Rey. 
La  autoridad  de  los  delegados  reales  se  engrandeció  con  tanta 
más  facilidad,  cuanto  que  D.  Alonso  XI,  por  evitar  varios  in- 
convenientes del  gobierno  municipal,  introdujo  la  extraña  nove- 
dad de  convertir  algunos  oficios  electivos  en  oficios  de  merced 
real,  y  aun  declararlos  vitalicios  ó  perpetuos  contra  fuero. 

D.  Juan  n,  para  subvenir  á  los  gastos  de  la  guerra  congos  Mo- 
ros en  1431,  acudió  al  arbitrio  de  poner  en  venta  ciertos  oficios 
concejiles,  y  este  abuso  llegó  al  extremo  con  motivo  de  las  alte- 
raciones de  Castilla  hacia  el  año  1464.  Entonces  fueron  enajena- 
das muchas  alcaldías  y  adquirido  el  derecho  de  transmitirlas  sus 
dueños  perjuro  de  heredad;  y  aunque  el  Rey  á  petición  de  los 
procuradores  á  las  Cortes  de  Ocaña  de  1469  revocó  aquellas  mer- 
cedes, quedó  trazado  el  camino  que  en  sus  apuros  siguieron  desde 
Felipe  n  los  de  la  casa  de  Austria. 

La  institución  de  los  corregidores  anuló  casi  por  entero  la 
autoridad  de  los  alcaldes  naturales  de  los  pueblos  sujetos  á  la  ju- 
risdicción real  (1). 

334. — Los  alcaldes  fueron,  pues,  primitivamente,  además  de 
ministros  de  la  justicia,  depositarios  de  una  parte  de  aquella  au- 
toridad pública  que  á  los  Concejos  correspondía  para  discutir  y 
resolver  los  asuntos  comunes,  y  superiores  de  ciertos  oficiales 
municipales  de  cuyas  providencias  conocían  en  grado  de  apela- 
ción ;  y  al  mismo  tiempo  que  participaban  del  gobierno  econó- 
mico de  los  pueblos,  solian  mandar  la  fuerza  armada  que  cada 
Concejo  mantenía  á  su  sueldo  para  proveer  á  la  tranquilidad  de 
sus  juntas  ó  cabildos,  asegurar  el  cumplimiento  de  la  justicia, 
perseguir  á  malhechores,  sostener  los  derechos  de  la  comuni- 
dad y  salir  á  campaña  en  los  casos  estipulados  por  las  cartas  y 
fueros. 

335. — Los  alcaldes  jurados  ó  jueces  foreros,  á  diferencia  de  los 
jueces  forasteros  ó  de  salario  que  el  Rey  nombraba  y  retribuía, 
llevaban  el  sello  de  una  creación  defectuosa,  porque  su  oficio 
era  en  gran  parte  real,  y  su  nombramiento  de  origen  popular: 
confusión  de  facultades  que  no  reprenderemos  en  los  hombres 
de  aquellos  tiempos,  pero  tan  viciosa  entonces  como  ahora.  Ver- 
daderamente los  Reyes  y  los  Concejos  protestaban  con  su  diaria 

(l)  Curso  de  derecho  poUtico  segrün  la  historia  de  los  reinos  de  León  y  Castilla,  capi- 
talos  zxzvii  y  zzxEC. 
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conducta  coutra  los  vicios  de  la  institución,  pugnando  aquéllos 
por  extender  su  influjo  en  el  gobierno  de  los  pueblos,  y  resis- 
tiendo éstos  la  invasión  creciente  de  la  autoridad  real :  lucha 
sostenida  con  empeño  y  con  razón  sobrada  por  entrambas  par- 
tes, pues  si  la  tenian  poderosa  las  ciudades  y  villaá  para  defen- 
der sus  libertades  municipales,  tampoco  habia  sinrazón  en  los 
Reyes  cuando  revindicaban  el  ejercicio  exclusivo  de  sus  prero- 
gativás.  El  interés  público  demandaba  dar  al  Rey  la  justicia,  y 
el  gobierno  económico  de  las  ciudades  y  villas  á  sus  alcaldes  y 
Concejos;  pero  en  vez  de  esta  solución  fácil  hoy,  imposible  en- 
tonces, hubieron  de  entrar  en  tratos  los  Reyes  y  los  pueblos  y 
avenirse  recíprocamente,  otorgando  al  gobierno  municipal  más 
6  menos  libertades.  Era  muy  común  el  fuero  que  los  alcaldes  ó 
jueces  fuesen  puestos  por  los  vecinos,  si  bien  unas  veces  se  re- 
quería la  aprobación  ó  confirmación  de  este  nombramiento  por 
el  Rey,  otras  estaban  los  pueblos  obligados  á  recibir  jueces  rea- 
les, y  otras  en  fin,  cuando  las  ciudades  ó  villas  hablan  obtenido 
el  privilegio  de  gobernarse  por  sí  propias,  todavía  quedaba  á 
la  autoridad  real  abierta  una  brecha  en  la  cláusula,  «salvo  en 
aquellos  logares  do  nos  pidiesen  jueces  de  fuera  el  conceyo,  ó  la 
mayor  parte  del  conceyo,  que  los  podamos. nos  dar:»  ocasiones 
que  por  desgracia  fueron  harto  frecuentes  á  causa  de  los  bandos 
y  parcialidades  que  dividían  á  los  pueblos  y  ofrecieron  á  los  Re- 
yes motivos  poderosos,  y  á  veces  pretextos,  para  debilitar  el  go- 
bierno municipal,  socolor  de  restablecer  la  paz  entre  los  vecinos 
y  hacer  justicia  de  los  malhechores  y  tiranos. 

336. — Esta  diversidad  de  legislación  duró  hasta  nue&tros  dias, 
lo  mismo  que  el  principio  de  la  elección  popular,  pues  todavía  en 
la  Novísima  Recopilación  se  ordena  que  á  las  ciudades,  villas  y 
lugares  de  estos  reinos  les  sean  guardados  sus  privilegios ,  y  se 
les  confirma  en  el  goce  de  sus  libertades  y  fi-anquezas,  buenos 
usos  y  costumbres  (1). 

337. — ^Publicada  la  Constitución  de  4812,  la  autoridad  de  los 
alcaldes  fué  encerrada  dentro  de  sus  verdaderos  límites,  influ- 
yendo la  nueva  organización  política  del  estado  en  la  separación 
de  las  facultades  judiciales  y  las  administrativas  que  por  tantos 
siglos  estuvieron  confundidas  (2).  En  1814  ftierón  restablecidos 


(1)  Ley  1.*,  tit.  IV,  Ub.  vii,  Nov.  Recop. 

(2)  Art6.a09y8ig. 
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los  correofidores  y  alcaldes  mayores  de  real  nombramiento  con 
las  mismas  facultades  en  lo  gubemativo  y  contencioso  que  te- 
nían á  principios  de  1808  (1).  La  ley  de  3  de  Febrero  de  1823 
considera  á  los  alcaldes  como  agentes  del  Gobierno  y  como  pre- 
sidentes de  los  Ayuntamientos  y  ejecutores  de  sus  acuerdos. 
En  1824  recobraron  los  alcaldes  las  atribuciones  judiciales  y  gu- 
bernativas quedantes  ejercían,  volviendo  á  ser  autoridades  de 
doble  naturaleza,  y  perdieron  en  cambio  su  origen  popular,  ha- 
biéndose mandado  que  los  Ayuntamientos  propusiesen  en  terna 
para  los  oficios  municipales,  y  que  la  Audiencia  ó  Ghancillería 
del  territorio  nombrase  entre  los  propuestos.  Más  adelante,  divi- 
dido el  territorio  en  partidos  judiciales  é  instituidos  los  jueces  le- 
trados, se  proveyó  de  otro  modo  más  conveniente  á  la  necesidad 
de  administrar  justicia,  prohibiéndose  á  los  alcaldes  ordinarios 
ejercer  acto  alguno  de  jurisdicción  contenciosa  (2). 

Desde  entonces  acá,  así  como  fueron  grandes  y  frecuentes  las 
vicisitudes  políticas,  varias  también  y  profundas  hubieron  de  ser 
las  que  experimentaron  laá  instituciones  administrativas;  mas 
todas  ellas  respetaron  constantemente  dos  principios,  la  elección 
popular  y  el  carácter  administrativo  de  los  alcaldes,  si  bien  en 
cuanto  á  su  desarrollo  hubo  graves  diferencias  cuya  importancia 
creció  por  haberlas  envenenado  el  espíritu  de  partido. 

338. — La  ley  de  administración  municipal  di9tingue  en  los  al- 
caldes dos  caracteres  según  los  cuales  ejercen  atribuciones  di- 
versas, pues  obran  unas  veces  como  delegados  del  Crobiemo,  y 
otras  como  administradores  de  los  pueblos;  es  decir,  que  les  cor- 
responden atribuciones  mixtas  en  razón  de  su  doble  carácter  de 
autoridad  pública  é  individuos  del  Ayuntamiento. 

339. — Que  el  alcalde  tenga  fócultades  delegadas  por  la  admi- 
nistración central  y  que  las  haya  de  ejercer,  no  en  interéa  del 
distrito  municipal  cuyo  administrador  es,  sino  en  provecho  de 
la  nación,  lo  exige  el  dogma  de  la  unidad  administrativa,  el  cual 
requiere  que  así  como  hay  un  solo  jefe  supremo  en  el  corazón 
del  estado  y  una  sola  autoridad  superior  á  la  cabeza  de  las  pro- 
vincias, haya  también  un  magistrado  único  cerca  de  los  pueblos. 

Los  alcaldes,  como  delegados  del  Gobierno,  están  bayo  la  in- 
mediata autoridad  del  gobernador  de  la  provincia:  son  agentes 

( 1)  Real  decreto  de  90  de  Julio  de  1814. 

(2)  Real  decreto  de  S  de  Setiemlire  de  1884. 
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de  la  administracibn  central,  y  la  ley  los  subordina  enteramente 
á  sus  superiores  jerárquicos  en  el  orden  administrativo.  Son  pn- 
ros  mandatarios  de  la  administración  superior,  por  lo  cuaíl ,  no 
sólo  corresponde  á  ésta  el  derecho  de  vigilancia  é  inspección, 
sino  la  iniciativa  en  los  actos  de  los  alcaldes  por  medio  de  órde- 
nes é  instrucciones  á  cuyo  fiel  cumplimiento  están  obligados, 
porque  todo  mandatario  debe  seguir  Isl  regla  de  su  mandato,  ani- 
marse con  su  espíritu  y  empaparse  en  su  pensamiento. 
340.— Como  delegados  del  Gobierno,  los  alcaldes  pueden  ser: 
341 . — ^I.  Órganos  de  comunicación  que  obran  : 

I.  Notificando  ó  publicando  las  leyes,  reglamentos,  reales  ór^ 
denes  y  disposiciones  de  la  administración  superior.  Adviérta- 
se, sin  embargo,  que  no  es  condición  esencial  para  que  lasleyes 
sean  obligatorias  esta  forma  de  promulgación,  y  por  tanto  la  in- 
tervención oficial  del  alcalde  sólo  es  necesaria  con  respecto  á  las 
leyes  y  reglamentos  de  general  observancia  cuya  notificación  le 
fuere  mandada,  y  siempre  que  los  actos  legislativos  ó  adminii^ 
trativos  no  deban  ser  ejecutados  sino  por  los  habitantes  de  un 
distrito*  municipal,  porque  entonces,  no  siendo  promulgados  á 
manera  de  preceptos  comunes,  es  preciso,  para  que  sean  ejecu^ 
tivos,  el  concurso  de  la  autoridad  de  los  alcaldes,  con  el  fin  de 
que  llegue  á  noticia  de  aquellos  á  quienes  obligan. 

II.  TrasmUiendo  al  gobernador  de  la  provincia  las  represen- 
taciones que  hicieren  los  Ayuntamientos,  y  las  quejas  que  los 
particulares  elevaren  á  dicha  autoridad  ó  á  las  superiores  por  su 
conducto. 

ni.  Ilustrando  á  las  mismass  con  sus  informes  sobra  pormeno- 
res de  la  administración  ó  pretensiones  individuales,  cuando  les 
fueren  pedidos. 

342. — ^n.  Agentes  de  ejecución  6  encargados  de  cumplir  las 
leyes  y  disposiciones  superiores  que  proceden:* 

I.  Ejecutando  todos  los  deberes  especiales  que  les  señalan  las 
leyes  y  reglamentos  en  punto  á  reemplazo  del  ejército,  benefi- 
cencia, instrucción  pública,  estadística,  caminos  y  demás  ramos 
de  la  administración. 

II.  Mandando  6  adoptando  por  sí  propios,  donde  no  hubiere 
delegado  del  Gobierno,  todas  las  medidas  protectoras  de  la  se- 
guridad personal  y  de  la  tranquilidad  pública,  y  dictando  regla- 
mentos ó  bandos  conducentes  al  ejercicio  de  sus  atribmones. 
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III.  Atumliando  á  los  recaudadores  de  las  contribuciones  y  su- 
mini3trando  á  las  tropas  nacionales  alojamientos  y  bagsges,  para 
que  ninguno  de  estos  servicios  se  dilate  ó  interrumpa. 

IV.  Reprimiendo  6  aplicando  gubernativamente  las  correccio- 
nes señaladas  en  las  leyes  y  reglamentos  de  policía. 

V.  Y  por  último,  requiriendo  el  auxilio  de  la  fuerza  armada, 
cuando  fiíere  necesario  su  apoyo  para  conservar  el  orden  pú- 
blico. 

343. — Como  administradores  de  los  pueblos  poseen  los  alcal- 
des autoridad  propia  emanada  de  la  ley,  aunque  la  ejercen  bajo 
la  vigilancia  de  la  administración  superior;  es  decir,  que  cuando 
son  delegados  del  Gobierno,  éste  los  subordina  á  una  acción  In- 
mediata, y  tiene  en  sus  actos  una  intervención  directa;  pero  si 
obran  en  calidad  de  mandatarios  de  los  pueblos,  la  acción  es  me- 
diata y  la  intervención  se  limita  al  ejercicio  de  aquel  derecho  de 
suprema  inspección  que  siempre  se  reserva  el  Gobierno  para  im- 
pedir que  las  corporaciones  populares  traspasen  la  línea  de  su 
competencia,  ó  cometan  delitos  abusando  de  sus  atribuciones. 

Las  facultades  de  los  alcaldes  como  administradores  de  los 
pueblos  no  son,  pues,  delegadas  por  el  Gobierno,  sino  propias  é 
inherentes  á  la  misma  naturaleza,  á  la  esencia  misma  del  poder 
municipal,  porque  si  los  Ayuntamientos  son  corporaciones  reco- 
nocidas y  aprobadas  por  la  ley;  si  tienen  una  existencia  pública 
distinta  de  la  general;  si  ligan  á  los  vecinos  entre  sí  ciertas  re- 
laciones y  los  unen  ciertos  intereses  que  ni  son  de  familia  ni  del 
estado ;  y  en  fin,  si  poseen  bienes  propios  ó  un  patrimonio  co- 
mún á  los  habitantes  de  cada  pueblo,  preciso  es  que  haya  un  re- 
presentante de  esta  sociedad  y  un  gerente  de  la  fortuna  muni- 
cipal. 

344.— Todos  los  actos  de  los  alcaldes  como  administradores 
de  los  pueblos  emanan  pues  del  principio  que  gozan  de  vida  pro- 
pia estas  comunidades:  son  actos  conservatorios  de  su  existen- 
cia, protectores  de  su  reposo  y  favorables  al  desarrollo  de  sus 
peculiares  intereses;  por  cuya  razón  los  alcaldes: 

345.— I.  Son  ejecutores  natos  de  los  acuerdos  de  los  Ayunta- 
mientos, cuando  tienen  legalmente  el  carácter  de  ejecutivos;  mas 
si  versaren  sobre  asimtos  ajenos  á  la  competencia  de  la  autori- 
dad municipal,  ó  lastimaren  los  derechos  civiles  de  tercera  per- 
sona y  ésta  reclamase,  suspenderá  su  ejecución  remitiendo  los 
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antecedentes  dentro  de  ocho  dias  al  gobernador  de  la  jpúrovincia 
para  los  efectos  á  que  haya  lugar  (1). 

En  todos  los  grados  de  la  administración  hay  un  poder  que 
delibera  y  otro  poder  que  obra,  aquél  colectivo  y  éste  uniperso- 
nal. En  el  municipio  es  el  Ayuntamiento  quien  acuerda  y  el  al- 
calde quien  ejecuta;  de  suerte  que  el  alcalde  es  la  cabeza  y  el 
brazo  de  la  administración  municipal. 

En  efecto,  convoca  el  Ayuntamiento  y  lo  preside  con  voz  y 
voto;  dirige  sus  sesiones  y  concurre  á  todos  los  actos  de  la  cor- 
poración; lleva  su  nombre  y  la  representa  en  todos  los  asuntos, 
salvas  las  facultades  reservadas  á  los  procuradores  síndicos;  pu- 
blica y  ejecuta  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  y  dicta  los  bandos 
y  providencias  relativas  á  su  fiel  observancia;  impone  multas 
á  los  contraventores  y  tiene  debajo  de  su  autoridad  y  mando 
á  todos  los  dependientes  de  los  raíaos  de  vigilancia  y  policía  ur- 
bana y  rural  y  los  suspende  de  sueldo  y  empleo  mediante  justa 
causa  (2). 

346.— Q.  Son  gerentes  de  la  fortuna  municipal  ó  administra- 
dores de  los  bienes  de  los  pueblos  cuya  conservación  procuran 
conformándose  á  los  acuerdos  del  Ayuntamiento,  y  usando  de  su 
autoridad  en  los  casos  urgentes,  tales  como  restituir  al  uso  pú- 
blico un  aprovechamiento  común  ó  una  servidumbre  constituida 
en  favor  de  los  vecinos,  cuando  la  usurpación  fuere  manifiesta; 
vigilan  y  activan  las  obras  públicas  que  se  costean  con  fondos 
municipales ;  velan  por  el  buen  desempeño  de  los  administrado- 
res y  empleados  en  la  recaudación  é  intervención  de  los  fondos 
comunes ;  presiden  las  subastas  y  remates  públicos  de  ventas  y 
arrendamientos  de  bienes,  arbitrios  y  derechos  del  común;  otor- 
gan las  escrituras  de  compras,  ventas,  transacciones  y  demás  á 
nombre  del  Ayuntamiento,  y  ordenan  los  pagos  con  arreglo  al 
presupuesto. 

347. — Cualesquiera  que  sean  las  atribuciones  que  los  alcaldes 
ejerzan  con  el  carácter  de  administradores  de  los  pueblos,  son 
sus  verdaderos  mandatarios;  de  suerte  que  si  el  Ayuntamiento 
tiene  el  voto  deliberativo  que  forma  el  acuerdo,  la  representación 
pertenece  al  alcalde  por  ministerio  de  la  ley  (3). 

(1)  Ley  manlcipal,  arts.  169  y  183.  ' 

(2)  L^  municipal,  arta.  94, 95, 96,  lOTJ,  etc< 

(3)  Ley  municipal,  art.  ICH. 
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348.— Siendo  estos  anagistrados  las  autoridades  superiores  en 
la  esfera  de  la  administración  municipal,  es  llano  que  pueden 
delegar  una  parte  de  las  atribuciones  que  les  competen  por  de- 
recho propio  ó  en  virtud  de  la  ley  en  sus  inmediatos  subalter- 
nos, ó  sean  los  tenientes  llamados  también  á  reemplazarle  en 
todas  en  los  casos  de  ausencia,  enfermedad  ó  vacante  (1). 

349. — En  los  actos  de  los  alcaldes  como  delegados  del  Gobier- 
no, ora  notifiquen,  trasmitan  ó  ilustren,  ora  ejecuten,  manden, 
auxilien,  corryan  ó  requieran,  se  manifiestan  tres  condiciones 
inherentes  á  su  carácter,  la  subordinación  jerárquica,  la  potestad 
reglamentaria  y  el  poder  coercitivo. 

350. — La  subordinación  impone  á  los  alcaldes  el  estrecho  de- 
ber de  la  obediencia  á  las  disposiciones  del  Gobierno  y  de  sus  re- 
presentantes ^1  las  provincias,  así  como  la  superioridad  jerár- 
quica de  éstos  es  la  razón  porque  la  ley  les  confiere  el  derecho 
de  suspender,  reformar  ó  anular  los  actos  de  los  alcaldes.  Mas 
como  pudiera  acontecer  que  el  servicio  público  fuese  compro- 
metido por  el  abandono  ó  la  resistencia  formal  de  un  alcalde, 
el  legislador,  previendo  este  caso,  ha  dispuesto  que  cuando  de- 
jase de  ejecutar  algún  acto  prescrito  por  la  ley,  el  gobernador 
de  la  provincia,  después  de  haberle  requerido  al  cumplimien- 
to, deberá  proceder  oficialmente  á  su  ejecución,  ya  por  sí,  ya  por 
medio  del  juez  municipal  ó  cualquiera  de  sus  suplentes.  Con- 
vendría además  poner  en  noticia  del  Gobierno  la  desobedien- 
cia del  alcalde  para  la  resolución  á  que  hubiere  lugar  (2).  Puesto 
que  el  Gobierno  está  encargado  de  la  Qjecucion  de  las  leyes  bajo 
sü  responsabilidad,  es  preciso  concederle  la  autoridad  bastante 
para  remover  los  obstáculos  á  la  acción  libre  del  poder  ejecu- 
tivo. 

351. — La  plenitud  de  la  potestad  reglamentaria  reside  en  el 
Rey,  quien  la  comunica  á  todas  las  autoridades  á  las  cuales  de- 
lega la  facultad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  porque  no  son  los 
agentes  del  Gobierno  en  ningún  grado  de  la  escala  administra- 
tiva instrumentos  de  ciega  obediencia,  sino  delegados  de  su  pen- 
samiento y  de  su  acción.  Cuando  los  alcaldes  obran  como  admi- 
nistradores de  los  pueblos,  la  potestad  reglamentaria  reside  se- 


(1)  Ley  municipal,  arta.  109  y  112. 

(2)  Ley  maaiclpal,  art.  191.  V.  núm.  110. 
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gun  la  ley  en  los  Ayuntamientos  cuyos  individuos  son,  y  parti- 
cipan con  este  carácter  de  su  ejercicio. 

352. — Varias  son  las  reglas  que  conviene  tener  presentes  en 
cuanto  al  ejercicio  de  esta  potestad  reglamentaria,  á  saber  : 

I.  Los  alcaldes  poseen  la  potestad  reglamentaria,  no  sólo  res- 
pecto á  las  materias  que  la  ley  municipal  determina  en  cuanto 
delegados  del  Gobierno,  sino  tan\bien  relativamente  al  cgercicio. 
de  las  atribuciones  que  según  leyes  especiales  les  corresponden. 
Dentro  de  dichos  límites  los  actos  de  su  autoridad  son  legítimos: 
si  los  traspasasen  constituirían  una  ilegalidad  por  razón  de  in- 
competencia ó  por  exceso  de  poder,  y  entonces  no  serian  obli- 
gatprios^  ni  por  su  desobediencia  incurriria  nadie  en  falta.  Los 
tribunales  tampoco  deben  apoyarlos  con  su  autoridad,  so  pena 
de  hacerse  cómplices  de)  acto  üegal,  y  á  ftier  de  ilegal,  nulo. 

Mas  si  la  disposición  reglamentaría  cabe  dentro  de  los  poderes 
del  alcalde,  aun  cuando  fuese  inoportuna,  perjudicial  ó  inconve- 
niente, será  siempre  un  verdadero  acto  administrativo  que  los 
habitantes  deben  obedecer  y  los  tribunales  aplicar,  hasta  que  el 
superior  jerárquico  tenga  á  bien  suspenderlo,  reformarlo  ó  anu- 
larlo. 

II.  Si  la  ley  hubiese  reglamentado  ya  cierto  servicio  de  los  qué 
están  bsgo  la  autoridad  del  alcalde,  éste  no  puede  alterar  las  re^ 
glas  establecidas  subrogando  su  voluntad  á  la  del  legisíador,  ni 
por  consiguiente  ampliar  ó  restringir  su  sentido^  ni  imponer  cor- 
recciones, ni  agravar  las  impuestas. 

in.  Cuando  la  ley  otorga  á  los  alcaldes  la  potestad  reglamen- 
taria sin  señalar  límites  ^os  á  su  autoridad,  no  se  entienda  que 
les  confia  un  poder  omnipotente ;  por  el  contrario  deben  mos- 
trarse parcos  y  escrupulosos  en  el  uso  de  este  poder  discreccio- 
nal,  no  sólo  por  respeto  á  la  Constitución  y  las  leyes,  sino  por 
no  incurrir  en  responsabilidad,  apareciendo  que  el  acto  traspasa 
el  límite  de  sus  legítimas  atribuciones. 

IV.  Asimismo  convendría  que  los  alcaldes  se  abstuviesen  de 
publicar  bandos  relativos  á  intereses  permanentes  ó  de  obser- 
vancia constante  mientras  no  fuesen  aprobados  por  el  gobema- 
nador  de  la  provincia,  porque  si  la  gravedad  de  las  ^disposiciones 
no  salva  la  línea  de  la  potestad  reglamentaria,  hace  por  lo  menos 
muy  delicado  su  ejercicio.  En  tales  casos  es  prudente  cautela  la 
intervención  superior  limitando  la  autoridad  del  alcalde  en  nom- 
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bre  del  estado  y  en  representación  de  las  generaciones  futuras, 
pues  los  cuerpos  políticos  no  tienen  una  existencia  tan  corta 
como  la  duración  de  la  vida  humana,  y  todo  lo  qué  mira  al  por^ 
venir  de  tal  suerte  compromete  la  del  estado,  que  le  viene  estre- 
cho el  horizonte  de  una  autoridad  local. 

V.  El  reglamento  legalmente  hecho  es  obligatorio  para  todos 
los  vecinos  y  para  las  demás  personas  residentes  ó  transeúntes: 
su  carácter  es  la  generalidad  en  el  distrito.  Cualquiera  disposi- 
ción dictada  por  el  alcalde  en  odio  ó  en  favor  de  algún  individuo' 
ó  individuos  en  particular,  no  seria  un  reglapaento  sino  un  acto 
de  persecución  ó  un  privilegio  reprobado  por  la  Constitución  que 
establece  la  igualdad  en  el  repartimiento  de  los  beneficios  y  las 
cargas.  Verdaderamente  puede  el  alcalde  dictar  reglamentos  acer- 
ca de  ciertas  clases  ó  profesiones ;  pero  aun  entonces  no  mira  á 
las  personas  sino  á  las  cosas  que  representan ;  y  si  adopta  pro- 
videncias individuales,  es  en  cuanto  tienen  por  objeto  la  ejecu- 
ción de  alguna  ley  ó  reglamento  general. 

VI.  Los  reglamentos  deben  publicarse  en  la  forma  de  costum- 
bre :  antes  de  la  publicación  no  tienen  fuerza  obligatoria.  Esta 
notificación  administrativa  convendría  que  no  fliese  verbal,  sino 
escrita,  y  que  se  hiciese  con  la  solemnidad  ordinaria  para  que 
llegase  á  •  pleno  y  exacto  conocimiento  de  todos  los  obligados  á 
su  observancia. 

353. — ^Entre  los  reglamentos  que  los  alcaldes  dictan  como 
agentes  del  Gobierno  y  los  que  mandan  observar  como  manda- 
tarios de  los  pueblos  median  las  siguientes  diferencias : 

1.  Los  primeros  son  emanación  de  una  autoridad  delegada: 
los  segundos  nacen  de  un  derecho  propio. 

n.  Los  primeros  son  relativos  á  la  administración  general :  los 
segundos  á-la  administración  municipal. 

III.  Aquéllos  son  actos  de  la  autoridad  exclusiva  de  los  alcal- 
des, porque  ellos  solos  están  encargados  de  la  acción  ejecutiva 
en  los  pueblos :  éstos  son  deliberaciones  de  los  Ayuntamientos  á 
quienes  la  ley  confia  la  potestad  reglamentaria. 

IV.  Los  unos  se  publican  y  ejecutan  bajo  la  autoridad  de  la 
administración  superior:  los  otros  bajo  su  mera  inspección  ó  vi- 
gilancia. 

V.  Y  en  suma,  aquéllos  son  ejecutivos  en  virtud  de  la  dele- 
gación ;  y  éstos  lo  son  por  la  voluntad  misma  de  la  ley,  salvo 
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los  casos  en  que  la  ley  exige  el  previo  examen  y  aprobación  del 
acuerdo  por  la  autoridad  superior. 

354. — ^El  poder  coercitivo  es  el  complemento  de  la  potestad 
reglamentaria,  porque  en  vano  hubiera  la  ley  otorgado  á  los  al- 
caldes la  &cultad  de  dictar  reglamentos,  si  la  observancia  de 
éstos  no  estuviese  asegurada  con  una  sanción  penal. 

La  facultad  de  los  alcaldes  para  aplicar  correcciones  es  pura- 
mente gubernativa  y  no  judicial,  de  suerte  que  si  castigan,  pro- 
ceden tan  sólo  por  via  de  enmienda  ó  disciplina  y  para  ensalzar 
y  robustecer  su  autoridad  administrativa:  es  también  la  conse- 
cuencia de  una  delegación  de  la  ley  en  favor  del  poder  ejecutivo, 
del  cual  participan. como  representantes  del  Gobierno. 

355. — Los  límites  de  esta  potestad  son  angostos.  Puede  el  al- 
calde aplicar  gubernativamente  las  correcciones  establecidas  en 
el  Código  penal,  en  las  leyes  y  en  los  reglamentos  de  general 
observancia,  así  como  en  los  dictados  por  el  gobernador  de  la 
provincia  y  en  los  suyos  propios,  y  por  tanto  imponer  y  exigir 
multas  segmi  su  prudente  arbitrio  y  decretar  el  arresto  supleto- 
rio ea  caso  de  insolvencia,  conforme  á  la  doctrina  establecida  en 
el  núra.  302.  Si  se  excediese  en  el  rigor  cometería  el  delito  de 
establecer  una  penalidad  arbitraria,  é  incurriría  en  grave  res- 
ponsabilidad (1). 

Cuando  los  alcaldes  obran,  no  como  delegados  del  Gobierno, 
sino  como  jefes  de  la  administración  municipal,  ejercen  también 
potestad  coercitiva,  pero  no  en  virtud  de  un  derecho  propio,  sino 
como  ejecutores  natos  de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. 
Así  es  que  al  imponer  las  multas  en  que  incurren  los  infractores 
de  las  ordenanzas  de  policía  y  bandos  de  buen  gobierno,  no  ha- 
cen uso  de  un  poder  discreccional,  puesto  que  su  autoridad  se  li- 
mita á  la  aplicación  y  exacción  de  las  establecidas  en  virtud 
de  la  exclusiva  competencia  de  aquellas  corporaciones  popula- 
res (2).  De  esta  materia  trataremos  más  adelante. 

366. — Aunque  los  alcaldes  ejercen  muy  distintas  atribuciones, 
todas  son  de  carácter  administrativo,  desde  que  la  institución  de 
los  jueces  municipales  (antes  de  paz),  vino  á  descargarlos  de  las 
obligaciones  que  tenian  como  auxiliares  de  la  administración  de 
justicia.  Así,  pues,  á  los  gobernadores  de  provincia  pertenece 

(1)  Códlgró  penal,  art.  207. 

(2)  Ley  monicipal,  arts.  72  y  107. 
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por  regla  general  suspender,  corregir  ó  anular  sus  actos;  y  de- 
cimos por  regla  general,  teniendo  en  cuenta  que  puede  haber 
subgobernadores  bsgo  cuya  autoridad  inmediata  se  hallen  cons^ 
tituidos,  ó  proceder  en  otros  casos  en  virtud  de  alguna  delega- 
ción especial,  y  entonces  corresponde  la  enmienda  á  la  autoridad 
delegante. 

357. — Los  actos  de  los  alcaldes  que  se  derivan  de  su  potestad 
reglamentaria  en  cuanto  delegados  del  Gobierno,  no  pueden  ser 
impugnados  por  la  via  contenciosa,  la  cual  no  procede  contra 
las  providencias  de  común  observancia  y  general  aplicación.  Mas 
si  procurando  la  ejecución  de  una  ley  ó  reglamento  en  un  caso 
concreto  lastimasen  el  derecho  de  tercera  persona,  una  vez  ago- 
tados todos  los  recursos  de  la  via  gubernativa,  es  decir,  después 
de  haber  acudido  el  agraviado  á  la  autoridad  superior  de  grado 
en  grado  hasta  llegar  al  Gobierno  sin  obtener  la  satisfeccion  de- 
bida á  su  justicia,  podría  sin  duda  solicitarla  de  los  tribunales 
administrativos.  El  alcalde  no  seria  ciertamente  parte  en  el  liti- 
gio desde  que  el  superior  hubiere  hecho  suya  la  causa  del  inte- 
rior ;  pero  siempre  versaría  la  cuestión  sobre  el  acto  que  dio  orí- 
gen  al  agravio  verdadero  ó  presunto. 

358. — Los  alcaldes,  representantes  del  Gobierno  cerca  de  los 
pueblos,  están  obligados  á  la  obediencia,  y  por  su  desobediencia, 
así  como  por  otras  cualesquiera  faltas  que  cometan  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones  gubernativas,  incurren  en  responsabilidad 
ya  administrativa,  ya  judicial  según  la  gravedad  del  caso. 

El  gobernador  de  la  provincia  puede  amonestarlos,  apercibir- 
los y  multarlos  en  virtud  de  su  potestad  de  corrección  y  disci- 
plina; pero  no  los  jefes  económicos,  ni  otra  autoridad  alguna, 
las  cuales  deben  limitarse  á  proponer  á  los  gobernadores  las  me- 
didas que  juzguen  convenientes  para  compeler  á  los  alcaldes  al 
cumplimiento  de  sus  deberes  (1). 

No  decimos  más  por  ahora  de  esta  matería,  porque  la  respon- 
sabilidad de  los  alcaldes  se  confunde  con  la  de  todos  los  conce- 
jales ó  individuos  del  Ayimtamiento,  y  preferimos  aplazar  la  con- 
tinuación del  asunto  á  dividir  la  continencia  de  la  causa,  pues  á 
decir  verdad  de  tal  suerte  predomina  en  ellos  el  carácter  de  ma- 
gistrados populares  según  la  letra  y  el  espíritu  de  la  nueva  ley 

« 

(1)  Ley  moDicipal,  art.  195,  y  orden  de  19  de  Diciembre  de  18^. 
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de  administración  municipal,  que  la  representación  del  Gobierno 
queda  eclipsada,  y  tiene  más  de  aparente  que  de  real  y  verda- 
dera. 

359. — ^Innlediatamente  subordinados  á  los  alcaldes  aparecen 
los  tenientes  de  alcalde  que  los  suplen  y  reemplazan  por  su  or- 
den en  ciertos  casos. 

Los  tenientes  de  alcalde  son  como  los  alcaldes  individuos  del 
Ayuntamiento  y  autoridades  del  mismo  carácter,  y  tienen  igual 
potestad  cuando  los  sustituyen :  cuando  no,  son  sus  auxiliares; 
de  suerte  que  además  de  la  parte  que  como  concejales  toman  en 
las  deliberaciones,  acuerdos  y  consultas  de  la  corporación  muni- 
cipal, ejercen  las  atribuciones  que  conforme  á  las  leyes,  instruc- 
ciones y  reglamentos  les  comete  el  alcalde  en  cuanto  delegados 
suyos.  En  donde  hay  un  solo  teniente,  el  alcalde  y  el  teniente 
tienen  cada  uno  á  su  cargo  uno  de  los  distritos  del  término  mu- 
nicipal. Si  hubiese  más  de  un  teniente,  los  distritos  se  distribu- 
yen entre  ellos. 

Los  tenientes,  como  delegados  del  Gobierno,  pueden  ser  amo- 
nestados, apercibidos  y  multados  por  el  alcalde  y  el  goberna- 
dor (1). 

360. — Los  alcaldes  de  barrio  son  elegidos  por  el  Ayuntamien- 
to entre  los  vecinos  que  tengan  su  residencia  fija  en  la  demar^ 
cacion,  y  reelegibles.  Reconocen  por  superior  al  Ayuntamiento 
que  puede  multarlos,  suspenderlos  y  destituirlos.  También  puede 
el  alcalde  acordar  la  suspensión,  pero  en  tal  caso  no  debe  exce- 
der del  plazo  de  dos  sesiones  ordinarias  del  Ayuntamiento.  La 
absolución  de  las  faltas  que  se  les  hubieren  imputado  los  habili- 
ta, sin  darles  derecho,  á  ser  repuestos  en  sus  cargos. 

Reúnen  los  alcaldes  de  barrio,  como  los  alcaldes  y  sus  tenien- 
tes, el  doble  carácter  de  auxiliares  de  la  administración  munici- 
pal y  delegados  de  la  autoridad  política,  sobre  todo  en  materia 
de  orden  público. 

Aunque  desempeñan  un  cargo  concejil,  no  participan  de  un 
modo  activo  de  las  atribuciones  reservadas  por  la  ley  á  los  Ayun- 
tamientos, puesto  que  no  tienen  voz  consultiva  ni  voto  delibera- 
tivo en  sus  sesiones.  La  razón  de  su  establecimiento  es  la  nece- 
sidad de  comunicar  la  acción  del  alcalde  á  todos  los  extremos. 

Cl)  Ley  municipal,  arta.  106. 109,  IIS  y  196. 
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Como  autoridad  inferior  en  lo  político  y  gubernativo  ejercen 
las  funciones  que  les  deleguen  los  tenientes  de  alcalde,  confor- 
mándose á  las  instrucciones  dfel  alcalde  y  del  gobernador  de  la 
provincia. 

361. — Los  oficios  de  alcalde  y  teniente  de  alcalde,  á  semejan- 
za de  todos  los  municipales,  son  un  cargo  público  y  por  tanto 
obligatorio  entre  los  vecinos.  Imponen,  á  fuer  de  obligatorios, 
el  deber  de  la  residencia,  aunque  no  exigen  el  domicilio  en  el 
pueblo,  sino  en  el  distrito  municipal,  del  que  no  pueden  ausen- 
tarse el  alcalde  ni  los  tenientes  sin  avisar  á  quien  debe  suplirlo? 
y  dando  parte  por  escrito  al  Ayuntamiento  cuando  la  ausencia 
exceda  de  dos  dias.  Para  ausentarse  por  más  de  ocho,  necesitan 
su  licencia  (1). 

Los  alcaldes  de  barrio  no  pueden  tampoco  ausentarse  de  su 
distrito  por  más  de  veinticuatro  horas  sin  la  del  teniente  respec- 
tivo, quien  designa  la  persona  que  haya  de  reemplazarle,  dando 
cuenta  de  todo  al  alcalde  y  al  Ayuntamiento  (2). 

362. — Los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde  son  los  hombres  del 
Rey  y  los  hombres  del  pueblo.  Si  fuese  posible  la  coexistencia 
de  dos  autoridades  encargadas  de  la  ejecución,  una  seria  nom- 
brada exclusivamente  por  el  Monarca  y  otra  elegida  libremente 
por  los  ciudadanos.  Mas  como  no  hay  nación  tan  rica  que  pueda 
soportar  el  gravamen  que  impondría  á  los  contribuyentes  la  retri- 
bución de  esta  multitud  de  agentes  administrativos,  y  como  por 
otra  parte  tampoco  redundaría  en  pro  del  orden  publicóla  presen- 
cia simultánea  de  dos  autoridades  activas,  independientes  y  mu- 
chas veces  rivales,  la  razón  pide  quesean  producto  de  una  volun- 
tad doble,  porque  también  son  mixtas  las  facultades.  Deban  los 
alcaldes  la  autoridad  que  ejercen  como  delegados  del  poder  cen- 
tral á  la  confianza  del  Gobierno,  y  su  carácter  de  mandatarios  del 
pueblo  á  su  origen  popular.  El  nombramiento  y  la  elección  con- 
ciertan el  interés  general  con  el  peculiar  de  cada  municipio. 

363. — ^De  tres  distintos  modos  puede  combinarse  el  sistema 
mixto  en  una  monarquía  constitucional  : 

L  Presentando  el  Rey  tres  ó  más  sujetos  al  pueblo  y  eligiendo 
éste  su  alcalde  entre  eUos. — Este  método  rebsgaría  la  dignidad 
real,  y  privaría  de  mucha  parte  de  su  justa  libertad  á  los  electo- 

(1)  Ley  munleipal,  arta.  85, 58, 54, 57, 188, 194  y  193. 
(3)  Ley  municipal,  arta.  110  y  111. 
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res  municipales^  por  cuyos  motíYOs,  sin  más  examen,  merece 
ser  desechado. 

n»  Proponiendo  el  pueblo  una  terpa  al  Rey  y  nombrando  éste 
entre  los  propuestos. — ^Adolece  de  un  inconveniente,  cual  es  de- 
jar muy  poca  latitud  al  Gobierno  para  escoger  los  ministros  in- 
feriores del  poder  ejecutivo. 

in.  Designar  el  Rey  quién  haya  de  ejercer  el  cargo  de  alcalde 
ó  teniente  entre  todos  los  concejales. — Tal  era  el  temperamento 
adoptado  en  España  hasta  la  reforma  de  las  leyes  orgánicas  de- 
rivadas de  la  Constitución  de  1869.  Dtjose  que  concillaba  las  pre- 
tensiones é  intereses  de  todos,  que  respetaba  el  principio  popular 
siendo  llamados  los  vecinos  á  emitir  su  voto,  y  que  era  bastante 
lata  la  intervención  del  Gobierno,  porque  escogía  el  alcalde  entre 
cierto  número  de  personas  el  s\\jeto  más  digno  de  su  confianza. 

364. — ^Hoy  no  es  así.  Los  alcaldes  y  sus  tenientes  son  magis- 
trados populares,  y  el  único  título  de  su  investidura  es  el  sufia^ 
gio  universal. 

En  efecto,  por  sufragio  imiversal  son  elegidos  los  conc^'ales. 
Reunidos  los  que  deben  constituir  el  nuevo  Ayuntamiento  bago 
la  presidencia  del  que  hubiere  obtenido  mayor  número  de  votos, 
proceden  el  primer  dia  del  año  económico,  ó  sea  en  la  primera 
sesión  ordinaria  en  votación  secreta  y  por  mayoría  absoluta  del 
número  total  de  concejales,  á  la  elección  de  alcalde  y  tenientes 
de  alcalde.  En  caso  de  empate  se  repite  la  votaciojí,  y  si  ocurre 
segundo  empate,  decide  la  suerte  (1), 

Con  este  sistema  queda  en  salvo  el  principio  popular  y  la  in- 
dependencia del  municipio  es  completa;  pero  puede  con  razón 
ponerse  en  duda  si  el  Gobierno,  personificación  del  estado,  tiene 
la  representación  y  la  fuerza  necesarias  para  mantener  el  orden 
público  y  para  hacer  guardar  y  cumplir  las  leyes,  reglamentos 
y  preceptos  superiores;  en  fin  si  estará  bien  y  lealmente  servi- 
do en  todas  las  ocasiones,  y  si  en  todas  las  ocasiones  deberá  ser 
responsable  de  los  actos  de  una  autoridad  investida  con  un  man- 
dato obligatorio  é  irrevocable. 

365. — Los  alcaldes  y  sus  tenientes  pueden  ser  suspensos  de 
sus  cargos  por  el  Gobierno  ó  el  gobernador  de  la  provincia  oida 
la  Comisión  provincial  unas  veces,  y  otras  de  acuerdo  con  ella, 

(1)  Ley  municipal,  art8, 48, 49,  SO  y  51, 
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por  Ízales  motivos  y  en  la  misma  forma  que  los  demás  indivi- 
duos del  Ayuntamiento  á  cuyo  tratado  remitimos  al  lector.  La 
destitución  no  procede  sino  en  virtud  de  sentencia  ejecutoriada 
de  juez  ó  tribunal  competente,  á  saber,  la  Sala  de  lo  Criminal  de 
la  Audiencia  del  distrito,  á  quien  corresponde  conocer  en  única 
Instancia  y  enjuicio  oral  y  público  de  las  causas  contra  los  ftin- 
cionarios  del  orden  administrativo  que  ejerzan  autoridad  por  de- 
litos cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  en  los  casos  que 
no  estén  atribuidos  por  las  leyes  al  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia (1).  Téngase  pues,  por  derogado  el  art.  183  de  la  ley  munici- 
pal que  establece  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  de 
primera  instancia. 

Negar  al  Gobierno  la  facultad  de  pronunciar  la  destitución  de 
los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde  es  lógico,  en  cuanto  son'magis- 
trados  municipales  de  origen  popular.  Sólo  el  mandante  puede 
tener  derecho  á  revocar  los  poderes  conferidos  á  su  mandatario. 


CAPÍTULO  IX. 
De  lo8  agentes  aaxlllares  de  la  admlnlstraeloii. 


306.— Agentes  inferiores. 

367.— Secretario    y  oficiales  del 

Gobierno  político. 
3()8.— Jefes  económicos. 
369.— Secciones  de  Fomento. 
370.— Rectores  de  Universidades  y 

directores  de  Institutos. 
371.— Ingenieros  de  Caminos. 
372.— De  Montes. 
373.— De  Minas. 


374.— Subdelegados  de  Sanidad. 

375. — Servicio  de  inspección. 

376.— Inspectores  generales  y  es- 
peciales. 

377. — Inspectores  de  Instrucción 
primaria. 

378.— De  Beneficencia. 

379.— Otros  inspectores. 

380.— Oficinas  de  la  administra- 
ción. 


366. — Así  como  los  ministros  están  rodeados  de  los  subsecre- 
tarios, directores,  jefes  y  oficiales  de  secretaría  y  otros  emplea- 
dos subalternos  que  atienden  á  los  pormenores  de  la  administra- 
ción cuando  instruyen  los  expedientes,  recogen  noticias,  procu- 
ran la  observancia  de  las  leyes  y  reglamentos,  provocan  resolu- 
ciones generales  ó  particulares,  y  en  fin  auxilian  con  sus  luces  y 
su  experiencia  al  ministro  en  el  despacho  de  los  negocios,  así 


(1)  L$y  monicliMa,  arta.  181  y  sig.,  y  ley  or^ica  del  poder  Jadlciál,  art.  S76. 
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también  hay  otros  agentes  esparcidos  por  el  reino  que  son  como 
los  ojos  y  los  brazos  de  la  autoridad  que  por  sí  misma  no  puede 
llegar  á  todas  partes. 

367. — En  primer  lugar  aparecen  el  secretario  y  los  oficiales  dé 
los  gobiernos  de  provincia  que  á  las  inmediatas  órdenes  de  los 
gobernadores  instruyen  los  expedientes,  preparan  su  resolución, 
proponen  las  medidas  oportunas,  y  en  fin  cooperan  á  la  acción 
administrativa  sin  tener  participación  alguna  en  la  autoridad. 
Reconocen  por  centro  al  ministerio  de  la  Gobernación,  y  entien- 
den en  todos  los  ramos  de  su  competencia. 

368. — La  administración  económica  de  las  provincias  se  halla 
á  cargo  de  los  jefes  de  Hacienda  pública  que  corren  con  la  dis- 
tribución y  cobranza  de  las  contribuciones,  la  mejora  de  las  ren- 
tas, la  persecución  del  contrabando,  la  custodia  de  los  caudales, 
la  ordenación  de  los  pagos,  etc.,  salva  la  vigilancia  que  como  jefe 
superior  civil  corresponde  al  gobernador  (1). 

369. — Las  secciones  de  Fomento  compuestas  de  un  jefe  y  cor- 
to número  de  oficiales  entienden  en  los  asuntos  pertenecientes  á 
diíího  ministerio  por  lo  que  hace  á  la  provincia.  Estas  Secciones 
forman  un  solo  cuerpo  con  la  denominación  de  Administración 
provincial  de  Fomento.  Los  asuntos  de  su  competencia  se  distri- 
buyen en  cuatro  negociados,  á  saber:  1.**  Asuntos  generales, 
Intervención  y  Contabilidad:  2!"  Estadística,  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio:  3.''  Obras  públicas:  é.""  Instrucción  pública. 

Los  gobernadores  no  pueden  ocupar  á  los  empleados  en  las 
Secciones  de  Fomento  en  asunto  alguno  del  servicio  distinto  de 
los  propios  de  su  especial  instituto  (2) . 

370. — La  Instrucción  pública  está  b^jo  la  autoridad  inmediata 
de  los  rectores  de  las  universidades  y  directores  de  los  Institu- 
tos y  Escuelas  especiales,  sin  perjuicio  de  que  los  gobernadores 
y  alcaldes,  como  delegados  del  Gobierno  en  las  provincias  y  en 
los  pueblos,  vigilen  el  cumplimiento  de  las  leyes,  pero  sin  mez- 
clarse en  el  régimen  interior,  ni  en  la  parte  literaria,  ni  en  la 
administración  de  los  establecimientos  (3). 

(1)  Orden  de  90  de  Janio  y  reiflamento  de  8  de  Diciembre  de  1869. 

(2)  Real  decreto  de  12  de  Junio  de  1859,  reales  órdenes  de  ifirnal  fecha,  instnicoion  de  28 
de  Junio  del  mismo  año,  decretos  de  26  de  Agosto  y  17  de  Setiembre  de  1870  y  7  de  Agfoato 
de  18^71,  reglamente  de  15  de  Setiembre  y  real  decreto  de  8  de  Diciembre  del  mismo  ido,  y 
decretos  de  90  de  Setiembre  y  24  de  Noviembre  de  1878. 

(8)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1897,  arts.  260, 2f71  y  288. 
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371. — ^Á  los  ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  cor- 
responde, bajo  las  órdenes  inmediatas  de  sus  jefes  especiales  los 
inspectores  generales  del  ramo,  la  dirección  facultativa  de  todas 
las  obras  públicas  de  su  distrito,  y  el  reconocimiento  de  aquellas 
que  promovidas  por  el  interés  particular,  puedan  comprometer 
los  intereses  colectivos  de  la  agricultura,  del  comercio  ú  otros 
análogos;  pero  están  en  el  deber  de  prestar  obediencia  á  los  go- 
bernadores de  provincia  en  cuanto  á  los  reconocimientos,  pla- 
nos y  presupuestos,  y  en  todo  lo  que  tengs^  relación  con  el  orden 
público  y  no  se  oponga  á  la  especialidad  de  su  instituto,  y  de 
cooperar  á  la  construcción  y  reparación  de  las  obras  públicas  que 
les  encomendaren  como  jefes  superiores  de  la  administración 
provincial  (1). 

372. — Los  ingenieros  de  Montes  vigilan  y  dirigen  el  servicio 
forestal  en  toda  la  extensión  de  su  distrito;  visitan  los  bosques, 
inspeccionan  la  guardería,  preparan  los  trabajos  que  preceden  á 
los  deslindes,  forman  los  planes  anuales  de  aprovechamientos, 
transmiten  directamente  á  sus  subalternos  las  órdenes  del  Go- 
bierno y  del  gobernador  de  la  provincia  y  les  comunican  sus  ins- 
trucciones particulares  (2). 

373.— Á  los  de  Minas  pertenece  visitar  las  comarcas  mineras, 
practicar  los  reconocimientos,  levantar  los  planos,  hacer  las  de- 
marcaciones, comprobar  y  rectificar  en  su  caso  las  designacio- 
nes, firmar  las  actas,  emitir  su  dictamen  sobre  el  establecimien- 
to de  oficinas  de  beneficio  cuando  se  alegue  por  los  interesados 
la  necesidad  de  una  expropiación,  y  en  general  evacuar  los  in- 
formes y  consultas  de  carácter  facultativo  que  les  pida  el  gober- 
nador (3). 

374, — Los  subdelegados  de  Sanidad  tienen  las  siguientes  obli- 
gaciones : 

L  Velar  incesantemente  por  el  cumplimiento  de  las  leyes,  or- 
denanzas, reglamentos,  decretos  ó  reales  órdenes  sobre  sanidad, 
especialmente  las  relativas  al  ejercicio  de  las  profesiones  médi- 


(1)  Reglamento  de  14  de  Abril  de  18^6,  real  orden  do  3  de  Julio  de  1847,  real  decreto  de  25 
de  Febrero  de  1859,  regrlamento  de  128  de  Octubre  de  1863,  reales  decretos  de  16  de  Enero  y 
12  de  AfiToeto  de  1871  y  16  de  Enero  de  18T2  y  decreto  de  22  de  Marzo  de  1873. 

(2)  Reglamento  de  24  de  Marzo  de  1846,  y  reales  decretos  de  12  de  Junio  de  1B59,  l.o  de  Se- 
tiembre de  1871  y  17  de  Enero  de  1872. 

(3)  Ley  de  6  de  Julio  de  1859,  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1863,  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868  y  real  orden  de  17  de  Febrero  de  1875. 
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cas  y  á  la  elaboración  y  venta  de  las  sustancias  medicinales  ó 
venenosas 

n.  Cuidar  de  que  ninguna  persona  ejerza  en  todo  ó  en  parte  la 
ciencia  de  curar  sin  el  correspondiente  título,  y  de  que  los  pro- 
fesores se  limiten,  al  uso  de  los  derechos  que  les  confieren  los 
suyos,  salvo  en  los  casos  de  grave,  urgente  y  absoluta  necesidad. 

ni.  Vigilar  la  exacta  observancia  de  lo  prevenido  en  las  leyes, 
reglamentos  y  demás  disposiciones  del  Gobierno  acerca  de  las 
condiciones  con  que  únicamente  pueden  ser  introducidas,  elabo- 
radas, puestas  en  venta  ó  suministradas  las  sustancias  ó  cuerpos 
medicinales  ó  venenosos. 

IV.  Presentar  á  los  gobernadores  de  provincia  y  á  los  alcal- 
des cuantas  reclamaciones  creyeren  necesarias  por  faltas  de  ob- 
servancia ó  contravenciones  á  las  leyes  de  sanidad  y  á  las  re- 
glas de  higiene  pública. 

V.  Examinar  los  títulos  de  los  profesores  de  la  ciencia  de  curar 
que  ejercieren  6  desearen  ejercer  su  profesión,  y  recoger  los  de  los 
finados  ú  horadar  sus  sellos  y  firmas,  si  los  reclamaren  las  famüias. 

VI.  Formar  listas  generales  y  nominales  de  los  profesores  que 
tuvieren  su  residencia  habitual  en  el  distrito  de  la  subdelegadon 
respectiva,  y  remitirlas  á  los  gobernadores  dilectamente,  si  son 
subdelegados  de  la  capital,  ó  por  conducto  de  los  alcaldes,  si  flie- 
ren  de  partido. 

vn.  Llevar  los  registros  necesarios  para  lormar  las  listas  y 
tomar  las  notas  anteriores. 

Vin.  Desempeñar  los  encargos  y  comisiones  que  los  gober- 
nadores ó  los  alcaldes  les  confien ,  y  evacuar  los  informes  que 
les  pidan  sobre  asuntos  de  su  facultad  (1). 

375. — Hay  además  otros  agentes  que  sin  tener  una  participa- 
ción directa  y  general  en  la  acción  administrativa,  concurren 
sin  embargo  á  ella  de  una  manera  eficaz,  ya  vigilando  el  cum- 
plimiento de  las  reglas  de  cada  servicio,  ya  empleando  sus  cono- 
cimientos facultativos  en  la  inmediata  dirección  de  algunos  ra- 
mos especiales  de  la  administración  pública,  y  ya  en  fin  soste- 
niendo la  correspondencia  oficial  y  preparando  la  resolución  final 
de  los  expedientes. 

A  este  número  pertenecen  todos  los  inspectores,  cuyo  carácter 

(1)  Reglamento  de  24  de  JuUo  de  1^48,  art.  1 . 
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es  de  jefes  intermedios  encargados  de  examinar  si  las  órdenes 
del  Gobierno  se  cumplen,  si  las  reglas  de  buena  administración 
se  observan  y  si  las  necesidades  públicas  se  satisfacen.  Por  esta 
causa  los  inspectores  no  tienen  residencia  fija,  sino  que  se  pre- 
sentan en  el  punto  que  el  Gobierno  les  designa,  ó  en  donde  el 
bien  del  servicio  los  Uama. 

376.— Además  de  los  inspectores  generales  que  están  cerca  del 
Gobierno,  giran  visitas  y  llevan  la  acción  del  poder  central  á 
donde  quiera  que  conviene  enviar  un  delegado  revestido  de  gran- 
de autoridad  y  facultades  extraordinarias,  hay  otros  de  inferior 
categoría  que  vigilan  á  los  funcionarios  públicos  y  observan  si 
se  cumplen  las  leyes  y  reglamentos  tocantes  á  ciertos  servicios. 

377. — Gada  provincia  tiene  un  inspector  de  escuelas  de  prime- 
ra enseñanza  cuya  obligación  es  visitar  las  de  todas  clases  esta- 
blecidas en  su  distrito  excepto  las  normales  (1). 

378. — ^Hay  asimismo  inspectores  provinciales  de  Beneficencia 
que  visitan  los  establecimientos  privados  ó  de  fundación  particu- 
lar, procuran  que  se  guarden  las  leyes  y  se  cumpla  la  voluntad 
de  los  fundadores,  y  ponen  en  noticia  del  gobernador  los  abusos 
6  faltas  que  advierten  (2) . 

379. — ^Hay  adqmás  siete  inspectores  de  Montes  en  los  siete 
distritos  forestales  (3),  un  cuerpo  de  inspectores  de  Correos  (4)  y 
dos  distintas  inspecciones,  una  facultativa  y  otra  administrativa, 
de  Ferro-carriles  (5). 

380.— Por  último,  son  útilísimos  auxiliares  los  modestos  em- 
pleados que  en  el  silencio  del  gabinete  se  consagran  al  penoso 
trabsgo  de  instruir  expedientes,  evacuar  informes  y  preparar  el 
despacho  de  los  negocios ;  y  sí  bien  no  poseen  ninguna  autori- 
dad nominal,  cuando  el  buen  sentido  los  guia,  la  experiencia  los 
aconseja  y  el  amor  al  servicio  público  los  estimula,  ejercen  un 
poder  real  fundado  en  sus  conocimientos  especiales  y  en  su  fide- 
lidad á  las  reglas  establecidas.  Hacen  relación  de  los  asuntos, 
proponen  las  providencias  oportunas  y  aplican  la  decisión  del 

(1)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  arts.  299  y  808. 

(2)  Instrucción  de  1  de  Enero  de  1810,  real  decreto  de  22  de  Enero  de  1872,  y  real  orden 
de  8  de  Junio  del  mismo  año. 

(8)  Decreto  de  11  de  Julio  y  orden  de  20  de  A^roeto  de  1914,  y  reglamento  de  17  de  Mayo 

del81S. 

(4)  Reglamento  de  12  de  Agosto  de  1874. 

(5)  Real  decreto  de  19  de  Enero  de  1872,  reglamento  ó  instrucción  de  29  de  Mayo  de  1878 
y  reía  decreto  de  19  de  Febrero  de  1875. 


LIBBO  III.   ORGANIZ.   T  ATRIB.   DE  LAS  AUTORIDADES.  171 

ministro  ó  del  jefe  inmediato  á  casos  iguales.  Merced  á  esta  oscu- 
ra ciase  de  empleados,  digna  del  público  aprecio  y  de  la  protec- 
ción de  la  ley  mientras  fuere  honrada,  laboriosa  é  inteligente,  las 
oficinas  son  archivos  vivientes  y  depósitos  de  las  tradiciones  ad- 
ministrativas; y  á  sus  e'^fiíerzos  se  debe  en  mucha  parte  mantener 
aquel  espíritu  de  uniformidad  y  consecuencia  que  se  descubre  en 
todos  los  actos  de  un  Gobierno  sabio,  á  pesar  de  los  cambios  de 
la  política  y  de  la  rápida  sucesión  de  los  tiempos  y  las  personas. 


TÍXtJI-iO  II. 

DE  lAS  AUTORIDAJDBS  CONSULTIVAS  Y  DELIBERANTES. 


SECCIÓN  1. 

AUTORmADBS  CBNTEALBS* 

CAPÍTULO  I. 
De  la  adminlstraeioB  eoBSvIUva  y  deliberante. 


381.— Necesidad  de  la  deliberación 

administrativa. 
382.— Cuerpos   consultivos  de  la 

administración. 
383.— Existen  en  todos  los  grados 

de  la  jerarquía. 
384.— Su  dictamen  no  es  siempre 

necesario. 
385.— Jamás  es  obligatorio. 
386.— Los  consejeros  de  la  admi- 


nistración deben  ser  amovi- 
bles. 

387.— Atribuciones  deliberantes  de 
algunos  consejos  adminis- 
trativos. 

388.— Cuándo  y  cómo  se  pueden 
publicar  sus  informes. 

389.— Consejos  revestidos  de  jurii^h 
.  dicción. 


381. — La  administración  tiene  el  encargo  de  ejecutar  y  hacer 
ejecutar  las  leyes  jde  interés  común,  y  por  eso. está  su  poder  re- 
presentado en  una  serie  de  agentes  directos  y  auxiliares  que  trans- 
miten la  acción  de  unos  en  otros  desde  el  centro  del  Gobierno 
hasta  los  más  remotos  confines  del  territorio  nacional.  Más  aun- 
que las  atribuciones  de  la  administración  sean  esencialmente  acti- 
vas, no  se  excluye  de  sus  actos  toda  deliberación  y  consejo,  pues 
ocurren  con  frecuencia  casos  en  que  importa,  antes  de  resolver, 
oir  el  dictamen  de  alguna  corporación  instituida  por  la  ley  para 
ilustrar  á  los  agentes  administrativos  en  negocios  arduos,  en 
materias  facultativas  ó  en  asuntos  de  interés  local. 
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382.-— Como  el  auxilio  de  la  ciencia  y  las  luces  de  la  experien- 
cia es  necesario  en  todos  los  grados  de  la  jerarquía  adminis- 
trativa, la  ley  cuida  de  colocar  al  lado  de  cada  autoridad  encar- 
gada de  la  ejecución  un  consejo  que  le  ilustre  y  guie  con  acier- 
to: por  manera  que  toda  organización  administrativa,  conforme 
á  los  principios  expuestos,  debe  consistir  en  dos  series  paralelas 
de  agentes  y  consejos:  aquéllos  únicos  dispensadores  de  la  ac- 
ción, y  éstos  solamente  instituidos  para  ilustrar  y  preparar  la  re- 
solución de  las  más  difíciles  é  importantes  cuestiones  adminis- 
trativas (1). 

383. — Esta  doble  organización  se  halla  admitida  entre  nosotros 
y  se  observa  constantemente  desde  donde  el  poder  central  tiene 
su  elevado  asiento  hasta  el  humilde  recinto  de  la  administra- 
ción local.  El  Gobierno  es  ilustrado  y  dirigido  por  los  Cuerpos 
Colegisladores,  por  el  Consgó  de  Estado  y  otros  especiales:  el 
gobernador  de  provincia  oye  unas  veces  á  la  Diputación,  y  otras 
á  las  Comisiones  y  Juntas  provinciales,  y  el  alcalde  consulta  con 
el  Ayuntamiento  y  con  las  Juntas  municipales. 

384. — La  ley  señala  cuándo  deben  las  autoridades  administra- 
tivas oir  el  dictamen  previo  de  estas  corporaciones,  en  cuyos 
casos  es  tan  necesario  consultarlas  antes  de  adoptar  cualquiera 
resolución,  que  cometerían  un  exceso  de  poder  si  no  les  pidie- 
sen consejo.  Cuando  la  ley  ó  el  reglamento  callan,  es  potestati- 
vo oir  6  no  su  parecer. 

385. — Es  regla  constante  que  el  dictamen  de  los  consejos  ad- 
ministrativos no  sea  obligatorio  para  las  autoridades,  ni  el  se- 
guirlo ó  apartarse  de  él  agrave  ni  atenúe  su  responsabilidad.  Las 
atribuciones  de  los  consejos  son,  como  su  nombre  lo  indica,  pu- 
ramente consultivas:  los  actos  emanan  todos  de  las  autoridades 
que  representan  al  Gobierno  en  quien  reside  el  poder  ejecutivo. 
Quebrantada  la  unidad,  roto  un  solo  eslabón  de  esta  cadena,  ni 
hay  movimiento  libre,  ni  acción  fuerte,  ni  poder  independiente, 
ni  seria  posible  responsabilidad  alguna. 

386. — ^No  obstante  que  el  voto  de  los  consejos  carece  de  flier- 
za  obligatoria,  todavía  pudieran  contrariar  la  acción  de  las  auto- 
ridades, si  se  empeñasen,  llevados  de  un  espíritu  de  sistema  ó 
de  oposición  al  Gobierno,  en  resistirle  ó  no  auxiliarle,  dando  dic- 

(1)  Núm.105. 
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támenes  adversos  á  lo  que  exigen  la  ley  ó  la  conTenienciá  pú- 
blica. Entonces  el  Gobierno  debe  remover  estos  obstáculos  que 

« 

debilitan  su  pensamiento  ó  entorpecen  su  marcha,  destituyendo 
á  los  consejeros  como  destituye  á  los  agentes;  de  suerte  que  el 
principio  de  la  revocación  sea  aplicable  tanto  á  las  atribuciones 
activas  como  á  las  consultivas. 

Y  en  efecto,  toda  participación  en  el  poder  nace  de  dos  fuen- 
tes, la  delegación  ó  el  mandato  expresados  por  el  nombramien- 
to real  ó  la  elección  popular;  y  así  como  es  ley  constante  para 
los  mandatarios  del  pueblo  que  sean  sus  poderes  irrevocables 
mientras  no  expira  el  plazo  del  mandato,  así  la  regla  general, 
con  respecto  á  los  delegados  del  Gobierno,  es  que  sus  &cultades 
estén  s\\jetas  á  revocación,  salvo  en  la  administración  de  justi- 
cia, porque  la  delegación  es  absoluta,  en  cuya  excepción  se  fon- 
da el  principio  de  la  inamovilidad  judicial;  y  hay  delegación  re- 
vocable en  los  consejos. 

387. — Además  de  las  atribuciones  puramente  consultivas  pch 
séen  algunas  corporaciones  de  esta  clase  fiacultades  deliberantes, 
como  las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayuntamientos  que  to- 
man acuerdos  y  adoptan  resoluciones  con  foerza  ejecutiva. 

Nace  la  reunión  de  ambos  géneros  de  facultades  de  la  doble 
consideración  que  dichos  cuerpos  tienen  como  encargados  de 
velar  por  los  intereses  de  una  provincia  ó  pueblo  y  revestidos 
por  la  ley,  dentro  de  tales  límites,  de  un  verdadero  poder  admi- 
nistrativo que  ejercen  bajo  la  autoridad  ó  bsgo  la  vigilancia  del 
superior,  y  como  corporaciones  dotadas  de  conocimientos  espe- 
ciales, cuyo  concurso  es  sumamente  útil  para  resolver  cuestio- 
nes, procurar  intereses  ó  dictar  providencias  de  aplicación  local. 

388. — Suelen  los  interesados  pedir  que  se  les  dé  conocimiento 
de  los  informes  que  evacúan  los  consejos  ó  juntas  auxiliares  de 
la  administración  activa,  y  aun  darse  por  agraviados  cuando  no 
se  accede  á  su  petición^  Ignoran  sin  duda  que  los  dictámenes  de 
un  cuerpo  consultivo  son  por  su  naturaleza  un  secreto  que  el 
Gobierno  debe  casi  siempre  reservar,  á  no  exigir  lo  contrario 
graves  razones  de  conveniencia  pública;  y  en  todo  caso  no  son 
los  cuerpos  consultivos,  sino  el  Gobierno  mismo,  quien  puede 
resolver  si  la  condescendencia  perjudica  ó  no  perjudica  al  servi- 
cio del  estado  (1). 

(l)  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1855. 


174  BfeBKGHO  ADHINISHUnyO  ESTAftOL. 

389. — Aunque  ciertos  consejos  ejercen  también  jurisdicción, 
fieles  á  la  severa  deducción  de  doctrinas  que  nos  hemos  propues- 
to seguir,  examinaremos  estas  ocultados  de  nueva  especie  cuan- 
do  tratemos  de  los  jueces  y  tribunales  administrativos.  Esto 
nos  permitirá  observar  en  el  estudio  de  las  facultades  consulti- 
vas igual  método  que  hemos  aplicado  al  análisis  de  las  atribucio- 
nes  activas,  es  decir,  que  procederemos  también  de  la  cabeza  á 
los  tniembros,  del  centro  á  la  circunferencia.  El  orden  inverso 
cuadra  solamente  á  las  materias  contenciosas  á  causa  de  las  ai- 
Izadas,  porque  así  <íomo  la  autoridad  desciende  del  Rey  en  unión 
con  el  Consejo  de  Estado,  así  los  recursos  de  apelación  ascien- 
den de  grado  en  grado  hasta  encontrar  al  tribunal  de  última  ins- 
tancia. 

Vicio  grave  es  el  método  opuesto  en  que  sin  embargo  incur^ 
rieron  todos  los  publicistas  al  exponer  la  teoría  y  la  práctica  de 
estos  cuerpos  consultivos,  y  en  que  no  cabe  una  enmienda  par^ 
cial  sino  total,  dando  una  ordenación  más  lógica  y  una  más  ri- 
gorosa filiación  á  las  materias  que  comprende  el  derecho  admi- 
nistrativo. 

CAPÍTULO  n. 

Del  Crasejo  de  Estada. 

Artículo  í. ^^Organización  del  Consejo  de  Estado. 

390.— Antiguo  Consejo  de  nuestros  Castilla. 

Reyes.  400.— Su  existencia  ligada  con  el 
391,— Proyectos  de  D.  Fernán-  antiguo  régimen. 

do  III.  401.— Proyecto  de  un  Consejo  de 
392.— De  D.  Enrique  fl.  Estado. 

393.— Fundación  del  Consejo  de  402.— Consejo  Real  y  de  Estado. 

Castilla  por  D.  Juan  I.  403.— Carácter  de  esta  institución. 

394.— Novedades  introducidas  por  404.— Su  composición. 

D.  Enrique  III.  405.— Intervención  de  los  minis- 
395.— Abusos  en  tiempo  de  don  tros  en  el  Consejo  de  Estado. 

Juan  II.  406.— Nombramiento  de  los  con- 
396.— Reformas  de  los  Reyes  Ca-  sejeros. 

tólicos.  407.— Condiciones  de  aptitud. 

397.— Espíritu  del  Consejo  según  408.— Sistema  de  categorías. 

Felipe  II.  409.— Amovilidad  del  cargo. 

398.— Incremento  de  su  poder  bajo  410.— Incompatibilidades. 

Felipe  IV.  411.— Consejeros  extraordinarios 
399.- Abolición  del  Conseja  de  suprimidos. 
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412.~Razone8  de  su  creación.  415.— Sus  obligaciones. 

413.— Observaciones.  416.— Mayores,  oficiales  y  aspiran- 

414.— Fiscal  y  secretario  del  Con-  tes. 

sejo.  417.— Secciones  del  Consejo. 

390.»— Durante  la  edad  media  limitaron  la  potestad  real  er^  Cas^ 
tilla  las  Cortes  generales  del  reino,  compuestas  primero  de  dos 
brazos  6  estamentos,  á  saber,  clero  y  nobleza,  y  luego  de  tres 
con  la  entrada  de  los  ciudadanos.  En  Aragón  flieron  cuatro  los 
brazos,  el  eclesiástico  ó  estado  de  la  Iglesia,  el  de  los  nobles,  el 
de  los  caballeros  é  hidalgos,  dicho  también  de  los  infanzones,  y 
por  último  el  de  las  universidades  ó  popular. 

Deliberaban  las  Cortes  sobre  los  negocios  públicos  de  mayor 
gravedad,  y  gobernaban  los  Reyes  asistidos  principalmente  de 
los  prelados  y  ricos-hombres,  entre  los  cuales  solían  escoger  al-' 
gunos  de  su  particular  confianza  que  formaban  su  Consejo  priva- 
do. No  era  este  Consejo  un  verdadero  cuerpo  político,  ya  porque 
carecia  de  la  autoridad  propia  de  toda  institución  permanente, 
ya  porque  la  influencia  de  los  consejeros  del  Rey  tenia  más  de 
individual  que  de  colectiva,  y  ya  en  fin  porque  no  estaban  des- 
lindadas sus  atribuciones,  puesto  que  el  Consejo  privado  no  exi** 
1;ía  en  virtud  de  la  ley,  sino  en  fUerza  de  una  irregular  costumbre. 

391. — Notó  D.  Femando  UI  este  vacío  de  la  legislación  y  pro- 
curó llenarlo,  ftindando,  según  la  opinión  de  algunos  autores,  el 
Consejo  Real  ó  de  Castilla,  pero  faltan  las  pruebas  del  aserto. 
Pensó  en  ello  sin  duda;  más  como  Rey  prudente,  hubo  de  creer 
que  no  era  llegada  la  sazón  de  sustituir  la  autoridad  de  los  nobles 
con  la  de  los  letrados. 

Cuentan  que  instituyó  un  Consejo  de  doce  sabios  para  resolver 
con  el  auxilio  de  su  ciencia  y  experiencia  los  negocios  graves  y 
dictar  reglas  de  buen  gobierno.  Con  todo  eso,  era  aquella  una 
junta  privada  y  sin  sombra  de  poder,  de  la  cual  no  se  tiene  no- 
ticia bastante  clara,  y  mucho  menos  consta  que  se  hubiese  con- 
servado en  los  reinados  posteriores. 

Continuaron  el  clero  y  la  nobleza  en  la  posesión  de  pertenecer 
al  Consejo  sin  participación  del  estado  llano;  pero  ya  los  procu- 
radores á  las  Cortes  de  Burgos  de  1367,  de  Toro  de  1369  y  1371 
y  Burgos  de  1379  suplicaron  al  Rey  que  tomase  hombres  buenos 
de  las  ciudades,  villas  y  lugares  para  que  íüesen  con  los  grandes 
y  prelados  de  su  Consejo;  petición  otorgada,  mas  no  cumpüda 


176  ViñECEO   ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

por  entónces,  según  lo  manifiesta  la  insistencia  de  los  interesa- 
dos en  llevar  al  cabo  la  reforma. 

392. — Don  Enrique  11  mostró  deseos  de  agregar  á  su  Consejo 
privado  doce  hombres  buenos,  dos  por  cada  una  de  las  provin- 
cias de  Castilla,  León,  Galicia,  Toledo,  Extremadura  y  Anda- 
lucía; pero  tampoco  •fructificó  la  idea  en  su  tiempo,  limitándose 
la  novedad  á  declarar  consejeros  á  los  oidores  y  alcaldes  de 
Corte. 

393. — Don  Juan  I  fué  el  verdadero  fundador  del  Consejo  Real, 
para  cuya  organización  hizo  ordenanzas  en  las  Cortes  celebradas 
en  Valladolid  el  año  1385.  Compúsolo  dé  doce  personas,  cuatro 
de  cada  uno  de  los  tres  estados,  eclesiástico,  noble  y  llano,  man- 
dando que  todos  los  negocios  se  librasen  por  aquellos  doce  con- 
sejeros excepto  los  de  justicia  que  estaban  encargados  á  la  Au- 
diencia, y  algunos  otros  que  ae  reservó  para  sí  propio,  en  cuyas 
cosas  previno  que  no  se  entrometiesen  sin  su  especial  mandato, 
aunque  ofreció  consultarlos,  si  se  encontrasen  cerca  de  su  per- 
sona. 

Entre  varias  razones  que  el  Rey  expone  para  justificar  la  no- 
vedad introducida  en  punto  á  la  gobernación  del  reino,  son  no- 
tables las  dos  primeras,  á  saber:  «La  primera  razón  es  por  los 
fechos  de  la  guerra,  los  cuales  son  agora  muy  más  é  mayores 
que  fasta  aquí.  Et  si  nos  oviésemos  de  oir  é  librar  todos  los  ne- 
gocios del  regno,  non  podríamos  facer  la  guerra,  nin  las  cosas 
que  pertenecen  á  ella,  segund  que  á  nuestro  servicio  é  á  nues- 
tra honra  cumple.  La  segunda  razón  es,  porque  como  el  otro 
dia  vos  dijimos,  que  de  nos  se  dice  que  facemos  las  cosas  por 
nuestra  cabeza  é  sin  consejo,  non  es  ansi,  segund  qué, vos  de- 
mostramos. Et  agora,  desde  que  todos  los  del  regno  sopiesen  en 
como  habemos  ordenado  ciertos  perlados,  é  caballeros,  é  cibda- 
danos  para  que  oyan  é  libren  los  fechos  del  regno,  por  fuerza 
habrán  á  cesar  los  decires  é  teman  que  lo  facemos  con  Consejo.» 

En  las  Cortes  de  Briviesca  de  1387  el  mismo  D.  Juan  I  refor 
mó  el  Consejo. 

'  394. — Don  Enrique  III  aumentó  algunas  plazas,  haciendo  subir 
el  número  de  consejeros  á  diez  y  seis,  y  dio  nuevas  ordenanzas 
en  las  Cortes  de  Segovia  de  1406. 

395. — En  el  débil  reinado  de  D.  Juan  H,  entre  otros  abusos 
á  que  la  privanza  de  D.  Alvaro  de  Luna  abrió  la  puerta,  no  fué 
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el  menor  el  aumento  inconsiderado  de  enipleos  y  dignidades  que 
agotaban  el  erario  sin  provecho  del  reino.  Entonces  el  favor,  y 
no  la  necesidad  ni  la  conveniencia  pública,  hizo  que  el  número 
de  consejeros  llegase  á  sesenta  y  cinco,  entre  los  cuales  no  de- 
bían encontrarse  ciudadanos,  puesto  que  las  Cortes  de  Madrid 
de  1419  hubieron  de  suplicar  al  Rey  «que  estuvieran  en  el  su 
Consejo  buenas  personas  de  algunas  sus  cibdades...,  por  ser  el 
Rey  mas  avisado  por  ellos  de  los  fechos  de  las  sus  cibdades  é 
villas,  como  de  aquellos  que,  así  por  la  plática,  como  por  la  es- 
pecial carga  que  de  las  dichas  cibdades  é  villas  tienen,  razonada- 
mente sabrían  mas  de  sus  daños  é  de  los  remedios  que  para  ello 
se  requerían,  que  otros  algunos.»  D-  Enrique  IV  mandó  rever  y 
examinar  de  nuevo  las  ordenanzas  de  1459,  y  en  1465  le  dio 
nueva  forma  entrando  á  componerlo  cuatro  prelados,  cuatro  ca- 
balleros y  ocho  letrados  legos. 

396. — Los  procuradores  á  las  Cortes  de  Madrigal  de  1475  y  To- 
ledo de  1480  suplicaron  á  los  Reyes  Católicos  la  buena  ordenación 
del  Consejo;  y  en  efecto,  vinieron  en  reformar  su  planta  reducien- 
do á  doce  el  número  de  consejeros,  tres  cabaleros,  ocho  ó  nueve 
letrados  y  un  prelado,  dejando  á  los  arzobispos,  obispos,  duques, 
marqueses,  condes  y  maestres  de  las  Órdenes  que  eran  conse- 
jeros natos,  sólo  el  título  y  los  honores  del  Consejo.  Desde  en- 
tonces, merced  á  la  preponderancia  de  los  letrados  y  por  el  in- 
flujo de  las  nuevas  ordenanzas,  el  Consejo  empezó  á  tener  juris- 
dicción para  conocer  y  sentenciar  ciertas  causas  y  negocios  civi- 
les, variando  de  carácter  la  institución  que  en  su  origen  fué  pu- 
ramente gubernativa. 

397.— En  las  Cortes  de  Madrid  de  1563  instaron  los  procura- 
dores á  Felipe  II  para  que  hiciese  guardar  y  cumplir  el  ordena-* 
miento  de  los  Reyes  Católicos  sobre  la  composición  del  Consejo 
del  cual  se  iban  apoderando  los  letrados,  sistema  que  no  carecía 
de  inconvenientes,  como  se  muestra  en  la  instrucción  de  1582 
dirigida  al  presidente  Covarrubias,  en  cuyo  documento  repren- 
dió el  Rey  la  inclinación  del  Consejo  «á  entretenerse  más  en  lo 
accesorio  (los  pleitos),  que  en  lo  principal  ó  su  propio  oficio  (los 
negocios  del  estado).  Sin  embargo  Felipe  n  no  perseveró  menos 
en  su-  propósito  de  preferir  á  los  legistas,  pues  al  reformar  la 
planta  del  Consejo  en  1586  nombró  para  las  doce  plazas  anti- 
guas y  para  otras  doce  que  añadió,  diez  y  seis  togados. 

TOMO  I.  12 


178  DEUCHO  ADMINISTRATIVO  ESPAttOL. 

Felipe  m  en  1608  lo  dividió  en  salas,  señalando  á  cada  nna 
los  negocios  de  que  debia  conocer, 

398. — ^Felipe  IV  expidió  un  real  decreto  dirigido  al  Consejo, 
en  el  cual  le  recomendaba  <que  no  sólo  representase  con  entera 
libertad  cristiana,  sin  detenerse  en  motivo  alguno  por  respeto 
humano,  cuanto  creyese  conveniente  al  bien  de  la  monarquía, 
sino  que  replicara  á  las  reales  resoluciones,  siempre  que  juzgase 
no  haberlas  dictado  el  Rey  con  cabal  conocimiento  de  causa,» 
Este  decreto,  útil  en  aquellos  tiempos  en  que  ninguna  garantía 
limitaba  el  poder  absoluto  de  los  Monarcas,  ñié  causa  de  la  ma- 
yor elevación  del  Consejo,  así  como  después  produjo  serios  dis- 
turbios, porque  prevalido  aquél  de  su  grande  influencia,  la  em- 
pleó en  hacer  una  oposición  inconsiderada  á  toda  tentativa  de 
reforma  política.  La  magistratura  organizada  en  consejos  ó  par- 
lamentos, fué  siempre  un  cuerpo  intermedio  que  contribuyó  á 
moderar  el  poder  real  en  nombre  del  pueblo,  mientras  esperó 
que  cedería  en  aumento  de  su  influjo  la  limitación  de  aquella  au- 
toridad ;  más  cuando  llegó  á  ver  claro  que  la  nación  profesaba 
otros  principios  más  hondos  y  confiaba  la  defensa  de  sus  derechos 
é  intereses  á  otras  instituciones  muy  distintas,  volvió  la  espalda 
al  pueblo,  defendió  con  ardor  todo  lo  antiguo  y  procuró  ensalzar 
la  autoridad  misma  que  antes  deprimía. 

En  1713  Felipe  V  varió  la  organización  del  Consto  creando 
cinco  salas,  dos  de  Gobierno  y  las  tres  restantes  de  Justicia,  de 
Provincia  y  de  lo  Criminal  con  su  presidente  cada  una;  pero 
en  1715  revocó  este  decreto  y  ordenó  que  hubiese  veintidós  con- 
sejeros repartidos  en  cuatro  salas,  de  Gobierno,  de  Justicia,  de 
Provincia  y  de  MU  y  Quinientas  con  un  solo  presidente  ó  gober- 
nador como  antes.  La  dignidad  de  gobernador  del  Consejo  ó  pre- 
sidente de  Castilla  era  tan  alta,  que  se  reputaba  la  primera  desn 
pues  del  Rey,  y  no  sin  razón,  porque  verdaderamente  participa- 
ba de  la  soberanía  (1). 

399. — ^En  tal  forma,  salvas  leves  diferencias,  subsistió  el  Con- 
sejo Real  ó  Consejo  de  Castilla  hasta  1812.  En  aquella  ^o- 
ca  los  antiguos  Conscgos  fueron  abolidos  y  creados  en  su  lu- 
gar un  Supremo  Tribunal  de  Justicia  y  un  Consejo  de  Esta- 
do, separando  el  poder  judicial  del  ejecutivo  conforme  á  los 


(1) 


Ci4r»o  de  deredio  político  segftn  la  hittoria  de  t&a  niños  de  León  y  Castilla^  cap.  t£. 
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priacipios  políticos  consignados  en  la  Constitución  de  1812  (1), 
400. — Las  vicisitudes  de  nuestras  leyes  fundamentales  intro- 
diyeron  otros  tantos  cambios  análogos  en  el  cuerpo  consultivo 
del  Gobierno,  yendo  siempre  ó  casi  siempre  ligada  la  existencia 
de  los  antiguos  Consejos  con  la  causa  de  la  monarquía  absoluta, 
y  la  división  de  las  atribuciones  judiciales  y  administrativas  con 
el  triunfo  del  régimen  constitucional  (2),  hasta  que,  asentado  des- 
pués de  tantos  embates  y  trastornos  el  gobierno  representativo, 
fueron  aquellos  definitivamente  suprimidos  y  reemplazados  por 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  un  Consejo  Real  de  España  é 
Indias  (3),  el  cual,  al  cabo  de  poco  tiempo,  fué  también  abolido 
por  incompatible  con  el  art.  236  de  la  Constitución  de  1812  pro- 
mulgada en  1836  (4) ;  pero  aunque  parecia  que  esta  abolición  im- 
plicaba el  restablecimiento  del  Consejo  de  Estado,  no  revivió  se- 
mejante institución. 

401. — ^La  nueva  ley  fundamental  de  1837  no  prescribía  en  su 
letra  la  creación  de  ningún  alto  cuerpo  consultivo  del  Gobierno, 
por  más  que  su  espíritu  lo  reclamase,  pues  sólo  con  su  auxilio  se 
mantiene  la  recíproca  independencia  de  los  poderes  y  dirige  la 
acción  administrativa  con  acierto.  Esta  necesidad  constitucional 
y  administrativa  á  un  tiempo  requería  pronta  satisfacción,  y  así 
es  que  el  Gobierno,  á  poco  de  haberse  publicado  la  Constitución 
de  1837,  nombró^una  comisión  para  redactar  un  proyecto  de  ley 
relativo  á  la  creación  de  un  Consejo  de  Estado,  presentó  este 
mismo  proyecta  con  leves  alteraciones  al  Senado  en  la  legisla- 
tura de  1838  y  lo  reprodujo  en  la  siguiente,  aunque  sin  haber 
llegado  á  convertirse  en  ley  del  reino. 

402. — Por  íin,  en  época  más  reciente,  usando  el  Gobierno  de 
la  autorización  concedida  por  las  Cortes  para  organizar  la  admi- 
nistración (5),  creó  el  Consejo  Real  (6),  apenas  establecido  y  dos 
veces  reformado  (7). 'Los  graves  acontecimientos  de  1854  ani- 
quilaron la  existencia  del  Cons^'o  Real;  pero  tales  raíces  habia 
ya  echado  la  institución  entre  nosotros,  que  se  hubo  de  conside- 


(1)  Decreto  de  1m  Cortes  de  17  de  Abril  de  1812. 

(2)  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1814. 
(8)  Real  decreto  de  2i  de  Marzo  de  1834. 

(4)  Real  decreto  de  28  de  Setiembre  de  1896. 

(5)  Ley  de  1.^  de  Enero  de  1845. 

(6)  Ley  de  6  de  Julio  y  real  decreto  de  22  de  Setiembre  de  184$. 

(1)  Reales  decretos  de  29  de  Setiembre  de  1847  y  24  de  Junio  de  I84d. 
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rar  necesario  suplir  su  falta  con  un  Tribunal  Contencioso-admi- 
nistrativo.  No  satisfechas  las  Cortes  Constituyentes  con  este  en- 
gendro, acordaron  las  bases  de  un  futuro  Consejo  de  Estado, 
como  si  el  odio  fuese  más  bien  al  nombre  que  al  cuerpo  sacrifi- 
cado por  nuestras  discordias  civiles.  Nuevos  sucesos  no  menos 
graves  ocurridos  en  1856  restituyeron  la  vida  al  Consejo  Real  (1), 
refundido  al  cabo  de  poco  tiempo,  mudado  el  título  en  Consejo  de 
Estado  (2),  y  reorganizado  con  mayor  solemnidad  mediante  el 
concurso  de  los  Cuerpos  Colegisladores  y  la  sanción  de  la  Corona, 
cual  cumplia  á  la  gravedad  del  asunto  y  á  la  estabilidad  y  firme- 
za de  tan  alta  institución  (3).  El  espíritu  de  reforma  que  se  apo- 
deró del  Gobierno  á  raíz  del  movimiento  político  de  1868,  alcan- 
zó al  Consejo  de  Estado,  que  fué  desposeído  de  la  jurisdicción 
contencio so-administrativa  trasladada  en  aquella  ocasión  al  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  hasta  que  restaurada  la  monarquía 
constitucional,  volvió  el  agua  á  correr  por  su  antiguo  cauce  (4). 

403. — El  Consejo  de  Estado  no  es  una  institución  política,  sino 
puramente  administrativa,  y  todavía  dentro  de  la  administración 
se  encierra  en  límites  angostos,  pues  no  ejerce  ninguna  autori- 
dad positiva,  ciñéndose  sus  atribuciones  á  ilustrar  al  Gobierno 
guiándole  con  sus  luces  y  sirviéndole  con  su  experiencia.  Es  el 
cuerpo  supremo  consultivo  en  los  asuntos  de  gobierno  y  admi- 
nistración, y  en  los  contencioso-administrativos  de  la  Península 
y  Ultramar. 

El  Monarca,  en  quien  reside  la  plenitud  del  poder  ejecutivo,  y 
los  ministros  en  su  nombre,  necesitan  de  consejo  para  resolver 
ciertos  negocios  arduos  de  la  administración,  preparar  leyes  y 
reglamentos,  dirimir  cuestiones  graves  de  competencia,  resolver 
asuntos  contenciosos,  introducir  la  unidad  en  la  jurisprudencia 
administrativa,  fortalecer  el  Gobierno  y  permitirle  consagrar  al- 
gún tiempo  á  los  intereses  de  la  política,  sin  menoscabo  de  sus 
deberes  en  cuanto  á  la  administración. 

Las  oficinas  sirven  para  instruir  expedientes  y  preparar  deci- 
siones mediante  la  aplicación  de  las  reglas  establecidas,  así  como 
para  conformarse  á  las  órdenes  ministeriales  y  procurar  su  eje- 


( 1)  Real  decreto  de  16  de  Octubre  de  1856. 

(2)  Real  decreto  de  14  de  Julio  de  1858. 

(3)  Ley  de  17  de  Afifosto  de  1860. 

(4)  Decreto^ley  de  12  de  Octnbre  de  1868  y  real  decreto  de  20  de  Bnero  de  1875. 


LIBRO  ill,   0R6AN1Z.   Y  ATBIB.   DE  LAS  AUTORIDADES.  181 

cucion,  y  son  por  tanto  útilísimos  auxiliares  del  Gobierno;  pero 
el  respeto  á  las  tradiciones  produce  el  espíritu  de  rutina,  y  el  há- 
bito de  la  obediencia  extingue  aquella  libertad  de  espíritu  tan 
necesaria  para  concebir  miras  elevadas,  cuales  se  requieren  en 
los  hombres  encargados  de  la  dirección  general  y  superior  de  los 
negocios  públicos. 

Las  comisiones  especiales  compuestas  de  personas  entendidas 
en  ciertos  ramos  de  la  administración,  aprovechan  para  ilustrar 
al  Gobierno  en  tal  cuestión  determinada ;  pero  no  corrigen  el  vi- 
cio del  aislamiento  en  que  se  encuentra  el  poder  central.  Estas 
juntas  auxiliares,  tan  varias  é  inconexas  entre  sí,  son  recursos 
precarios  é  ineficaces  á  que  han  tenido  que  apelar  los  Gobier- 
nos por  la  invencible  ley  de  la  necesidad.  Toda  administración 
ilustrada  y  solícita  por  el  bien  público,  debe  rodearse  de  un  cuer- 
po permanente  que  supla  con  su  consejo  la  multitud  de  juntas  y 
comisiones  accidentales  que  rara  vez  prestaron  ni  eficaz  auxilio 
al  Gobierno,  ni  verdaderos  ^rvicios  al  estado. 

Infiérese,  pues,  claramente  que  el  Consejo  de  Estado  debe  ser 
un  cuerpo  meramente  consultivo  sin  entrometerse  jamás  á  ejer- 
cer acto  alguno  de  administración,  porque  la  administración  su- 
pone poder  y  poder  legalmente  responsable,  y  el  Consejo  no  de- 
be administrar  nunca,  ni  de  consiguiente  quedar  sometido  á  res- 
ponsabilidad en  su  acepción  rigorosa.  La  responsabilidad  íntegra 
de  todos  los  actos  administrativos  recae  siempre  en  los  ministros, 
ora  procedan  conforme  al  dictamen  del  Consejo  de  Estado,  ora  se 
aparten  de  su  opinión  (1). 

Extraño  á  la  política  y  extraño  también  á  la  justicia,  no  par- 
ticipa ni  de  las  veleidades  de  aquélla,  ni  de  la  inmovilidad  de 
ésta,  sino  que  obedece  al  espíritu  de  trasformacion  lenta  y  gra- 
dual que  en  el  mayor  número  de  los  actos  administrativos  do- 
mina. 

404. — ^El  ConsQJo  de  Estado  se  compone:  1.**  de  los  ministros 
de  la  Corona :  2.*  de  un  presidente  y  treinta  y  dos  consejeros: 
3.**  de  un  fiscal  de  lo  contencioso :  4,*'  de  un  Secretario  general: 
y  5.*"  de  cierto  número  de  oficiales  y  aspirantes.  Precede  á  todos 
los  cuerpos  del  estado  después  del. Consejo  de  ministros. 

405.— Los  ministros  son  consejeros  natos  y  representan  la 

(1)  Diot&men  de  la  comisión  del  Senado,  para  informar  en  el  proyecto  49  ley  relativo  6 
la  creación  de  un  Consejo  de  Estado* 
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justa  y  necesaria  intervención  que  el  Gobierno  con  su  voz  y  su 
voto  debe  tener  en  las  deliberaciones  del  Consejo.  Y  no  sólo  los 
ministros  intervienen  en  calidad  de  consejeros,  sino  también 
dirigiendo  las  discusiones  cuando  concurren  á  ellas,  pues  el  pre- 
sidente del  Consejo  de  ministros  preside  también  el  Consejo  de 
Estado,  y  en  su  defecto  el  ministro  á  quien  corresponda  por  el 
orden  de  precedencia  de  los  ministerios;  y  lo  mismo  sucede  cuan- 
do asisten  á  las  Secciones  ó  á  la  Sala  de  lo  Contencioso.  Si  nin- 
guno concurre  (lo  cual  sucede  de  ordinario)  toca  este  derecho  al 
presidente  del  cuerpo,  y  faltando  él,  al  presidente  de  Sección  más 
antiguo,  y  luego  á  los  consejeros  presentes  por  el  mismo  orden 
de  antigüedad  (1). 

406. — El  Rey  nombra  los  consejeros  á  propuesta  del  Consejo 
de  ministros  y  en  decretos  especiales  refrendados  por  su  presi- 
dente, expresándose  en  ellos  las  cualidades  que  habilitan  al  nom- 
brado para  aquel  cargo  (2). 

407. — ^Aunque  el  Rey  nombra  libremente  los  individuos  del 
Consejo  de  Estado,  esta  latitud  no  es  omnímoda,  sino  limitada 
por  las  condiciones  que  la  ley  orgánica  exige  en  las  personas  que 
hubieren  de  componerle,  y  son :  haber  cumplido  35  años  de  edad 
como  garantía  de  madurez  en  las  deliberaciones,  y  pertenecer  á 
alguna  de  las  categorías  siguientes : 

I.  Presidente  de  alguno  de  los  Cuerpos  Colegisladores. 

II.  Ministro  de  la  Corona, 
in.  Arzobispo  ú  obispo. 

IV.  Capitán  general  del  ejército  ó  armada. 

V.  Vice-presidente  del  extinguido  Consejo  Real. 

VI.  Embajador. 

Vn.  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  del  Consejo 
supremo  de  la  Guerra,  ó  de  la  Armada,  ó  del  Tribunal  de  Cuentas. 

También  pueden  ser  nombrados  consejeros  los  que  hubieren 
ejercido  durante  dos  años  en  propiedad  alguno  de  los  empleos  ó 
cargos  siguientes : 

I.  Teniente  general  del  ejército  ó  armada. 

n.  Consejero  Real  ó  de  Estado. 

in.  Ministro  ó  fiscal  de  alguno  de  los  tribunales  expresados  en 
el  párrafo  VII. 

(1)  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  11  de  Agosto  de  1800,  arts.  1, 2,  20,21, 22  y  28 

(2)  Ley  de  IT  de  Agosto,  art.  9. 
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IV.  Ministro  plenipotenciario  con  misión  á  una  corte  extran- 
jera. 

V.  Fiscal  del  Consejo  de  Estado  ó  del  antiguo  Real. 

VI.  Auditor  de  número  ó  fiscal  del  Tribunal  de  la  Rota. 

VH.  Decano,  ministro  ó  fiscal  del  Tribunal  de  las  Órdenes  mi-< 
litares. 

VIH.  Regente  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

IX.  Ministro  ó  fiscal  del  Tribunal  Supremo  conténcioso-admi- 
nistratívo. 

Sin  embargo,  la  cuarta  parte  de  las  plazas  del  Consejo  de  Esta- 
do puede  proveerse  á  voluntad  del  Gobierno  en  personas  que,  aun 
cuando  no  se  hallen  comprendidas  en  las  anteriores  categorías, 
se  hayan  distinguido  notablemente  por  su  capacidad  y  servicios. 

Los  consejeros  de  Estado,  el  secretario  general  y  el  fiscal  no 
pueden  ejercer  cargo  alguno  en  s^ociedades  industriales  ó  mer- 
cantiles (1). 

408.  Este  sistema  de  categorías,  hoy  puesto  en  moda,  nos  pa- 
rece un  medio  empírico  de  procurar  el  acierto  en  el  nombra- 
miento de  los  consejeros  de  Estado.  No  regia  para  el  Consejo 
Real,  y  aquella  corporación  ño  fué  menos  digna  y  respetable  que 
su  noble  sucesora.  Tampoco  regia  en  Francia  durante  el  Imperio, 
aunque  allí  el  Consejo  de  Estado  tenia  más  latas  atribuciones,  y 
tal  vez  deliberaba  en  presencia  del  Emperador. 

Para  ser  buen  consejero  de  Estado  se  necesita  virtud,  ciencia 
y  celo  del  servicio  público ;  y  fiarse  de  signos  exteriores  siempre 
equívocos,  en  lugar  de  inquirir  las  dotes  personales,  es  preferir 
un  criterio  falso  al  criterio  verdadero. 

Si  el  Gobierno  se  deslizaba  sin  categorías  por  la  pendiente  del 
favor,  también  se  deslizará  con  ellas.  Si  se  pretende  dar  mayor 
autoridad  al  Consejo  de  Estado  sacando  los  consejeros  de  ciertas 
clases  elevadas,  corremos  el  peligro  de  sacrificar  el  mérito  á  la 
fortuna  y  la  administración  á  la  política  de  bsga  ley.  Las  institu- 
ciones son  buenas  ó  malas  en  sí  y  por  sí  mismas,  y  arrastrarán 
vida  muy  lánguida  aquellas  cuya  flaqueza  se  pretenda  disimular 
al  amparo  de  las  personas  más  ó  menos  ilustres  en  quienes  se 
reflejen. 

Hay  sin  duda  abusos  que  corregir  en  la  libre  elección ;  pero 

(1)  Ley  de  17  de  Agrosto,  arts.  4  y  aig. 
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puesto  que  el  vicio  está  en  el  Gobierno,  suya  es  la  culpa,  y  no  por 
el  pecado  de  los  hombres  castiguemos  la  institución.  La  historia 
contemporánea  nos  enseña  que  el  sistema  de  las  categorías  nada 
precave  ni  remedia.  Una  larga  y  honrosa  carrera,  eminentes  ser- 
vicios, ciencia  probada,  experiencia  en  los  negocios,  y  en  fin, 
aptitud  especial  para  concurrir  á  la  gobernación  del  estado,  jun- 
to con  el  voto  público  que  de  antemano  designa  el  candidato, 
deben  ser  los  mejores  títulos  á  los  ojos  del  Gobierno,  y  son  los 
únicos  que  imponen  respeto  á  la  opinión,  porque  revisten  de 
autoridad.  De  otra  suerte,  con  categorías  ó  sin  ellas,  el  Consejo 
de  Estado  se  convertirá  en  un  cuerpo  sin  alma. 

La  incompatibilidad  del  cargo  de  consejero  y  partícipe  en  la 
administración  de  cualquiera  empresa  industrial  ó  mercantil  es 
justa  y  aun  necesaria. 

409.— Los  consejeros  son  amovibles  y  deben  serlo,  porque  el 
Consejo  de  Estado  carece  de  jurisdicción  propia,  cuyo  ejercicio 
reclama  la  independencia  que  la  ley  garantiza  á  la  autoridad  ju- 
dicial. El  principio  que  la  plenitud  de  la  potestad  de  ejecutar  las 
leyes  reside  en  el  Rey  que  la  ejerce  bajo  la  responsabilidad  de 
los  ministros,  no  permite  salir  al  Consejo  de  Estado  de  su  esfera 
natural  en  cuanto  cuerpo  consultivo,  y  como  tal  auxiliar  del  Go- 
bierno á  quien  asiste  con  sus  luces  y  su  experiencia  sin  partici- 
par de  la  administración  activa.  Instituido  por  la  ley  para  acon- 
sejar, carece  de  autoridad  efectiva,  porque  no  es  un  poder  que  se 
opone  á  otro  poder  del  estado. 

Si  el  Grobierno,  pues,  halla  obstáculos  invencibles  á  su  marcha 
en  el  esp/ritu  dominante  en  el  Consejo  de  Estado,  puede  y  debe 
remover  á  los  consejeros  que  en  vez  de  auxiliarle  le  contrarían, 
y  reemplazarlos  con  otros  cuyas  doctrinas  y  opiniones  se  hallen 
más  en  armonía  con  los  principios  de  política  y  de  administra- 
ción que  en  el  Ministerio  prevalecen.  Pero  al  mismo  tiempo  im- 
porta á  la  dignidad  del  Consejo  de  Estado,  y  reclama  el  carácter 
de  sus  atribuciones  cuasi  judiciales,  que  el  cargo  de  consejero 
tenga  toda  la  estabilidad  compatible  con  las  bases  del  régimen 
representativo;  y  por  eso  la  ley  orgánica  ya  citada  establece 
que  para  la  separación  de  los  consejeros  de  Estado  se  observen 
las  mismas  formalidades  que  para  su  nombramiento  (i). 

(l)  Ley  de  11  de  Agosto,  art.  9. 
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410,— El  cargo  de  consejero  es  incompatible  con  cualquier 
otro  empleo  efectivo;  pero  puede  el  Gobierno  destinar  tempo- 
ralmente á  algunos  consejeros,  cuyo  número  nunca  pasará  de 
cuatro,  con  retención  de  sus  plazas,  al  mando  del  ejército  ó  ar- 
mada, ó  misiones  diplomáticas  extraordinarias,  ó  comisiones  re- 
gias para  inspeccionar  algún  ramo  de  la  administración  pública 
en  la  Península  ó  Ultramar.  También  debiera  ser  incompatible 
con  la  cualidad  de  diputado  ó  senador,  porque  no  conviene  que 
el  Consejo  de  Estado  participe  del  carácter  veleidoso  y  tal  vez 
agresivo  de  la  política,  sino  que  sea  de  índole  esencialmente 
administrativa ;  así  sus  trabajos  serian  constantes,  sus  estudios 
prolyos,  uniforme  su  marcha  y  económica  la  institución.  Así 
también,  respetados  los  consejeros  por  su  imparcialidad  en  me- 
dio de  las  contiendas  políticas,  podrían  oponer  al  espíritu  de 
novedad  una  resistencia  pasiva,  cierta  fuerza  de  inercia  que 
sin  embarazar  la  marcha  del  Gobierno,  le  sirviese  de  .contra- 
peso. El  ejemplo  de  Francia  nos  confirma  en  la  opinión  que  pro- 
fesamos. 

Pudieran  combatirla  aduciendo  las  ventsgas  que  resultarían  de 
comunicar  el  espíritu  de  las  leyes  á  los  cuerpos  legislativos  por 
medio  de  los  consejeros  senadores  ó  diputados,  y  mantener  la 
unidad  del  pensamiento  en  los  proyectos  presentados  á  las  Cor- 
tes por  el  Gobierno ;  mas  si  tal  conveniencia  existe,  debiera  pro- 
curarse, no  de  una  manera  eventual  y  dudosa,  sino  por  medios 
seguros  y  ciertos.  Además  en  manos  de  los  ministros  está  evitar 
ó  disminuir  la  necesidad  de  dicho  contacto,  prestando  á  lo  suce- 
sivo más  atención  á  lo  que  menos  hoy  les  cautiva.  El  Ministerio 
es  el  lazo  natural  y  el  medianero  forzoso  entre  el  Consejo  de  Es- 
tado y  los  Cuerpos  Colegisladores. 

411. — Habia  en  el  Consejo  Real  consejeros  ordinarios  y  ex- 
traordinarios. Éstos  no  ejercían  un  cargo  como  aquéllos,  sino 
más  bien  desempeñaban  ima  comisión.  Al  principio  de  cada  año 
el  presidente  del  Consejo  de  ministros  proponía  al  Rey  una  lista 
de  personas  que  deberían  ser  autorizadas  para  tomar  parte  én 
las  deliberaciones  del  Consejo  Real,  y  estas  personas,  en  virtud 
de  dicha  autorización,  eran  los  consejeros  extraordinarios  du- 
rante el  año. 

412. — La  creación  de  los  consejeros  extraordinarios  se  funda- 
ba en  la  conveniencia  de  que  asistiesen  á  las  deliberaciones  del 
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O^úSBjo  Real  los  Jefes  priacipaies  de  cada  servicio  adúiinistrati- 
▼e>  para  ^e  llevasen  al  fteno  dé  aquel  ouerpo  consultivo  del  Go- 
Memo  datos  útiles^  conocimi^itos  prácticos  y  el  tributo  de  su 
laf  ga  experiencia  de  los  negocioid>  y  se  aprovechasen  en  cambio 
del  saber  proftindo  y  de  la  excelencia  de  las  teorías  aplicables  á 
la  administración  que  esk  el  Consejo  Real  habría  firecuente  oca- 
sión de  dilucidar.  Para  que  esta  comunicación  recíproca  de 
ideas  y  noticias  prodijyese  la  apetecida  alianza  entré  la  especu- 
lativa y  la  práctica,  era  preciso  que  el  nombramiento  de  conse- 
jeros extraordinarios  recayese  en  altos  empleados,  cuyo  concur- 
so á  las  deliberácioij^s  del  Consejo  Real  representase  el  espí- 
ritu del  Gobierno,  la  fuerza  de  las  tradiciones  administrativas  y 
la  resistencia  misma  de  los  intereses  creados  en  la  nación. 

413. — ^La  institución  de  los  consejeros  extraordinarios  ñié  por 
nosotros  combatida  tiempo  há  en  los  términos  siguientes :  «Aun- 
que tal  es  la  jurisprudencia  administrativa,  no  dudamos  que  la 
cualidad  de  consegero  extraordinario  no  pueda  estar  con  igual 
ó  mayor  ventaja  ligada  con  la  capacidad  reconocida  de  las  per- 
sonas, que  permanecer  vinculada  en  un  título  ó  posición  oñcial; 
y  todavía  nos  inclinamos  á  creer  preferible  el  sistema  de  llamar 
el  Gobierno  cerca  de  sí  para  auxiliarle  en  la  resolución  de  cada 
negocio  arduo  á  hombres  especiales  y  facultativos  en  la  mate- 
ria, al  método  actual  de  conceder  una  autorización  por  punto  ge- 
neral para  discutir  y  resolver  todos  los  asuntos,  aun  los  más  in- 
conexos. El  Gobierno  debería  consultar  según  los  casos  el  saber 
distinguido  en  ciencias^  en  letras,  en  artes,  en  agrícultura,  en 
comercio,  en  industría,  comunicando  el  espíritu  de  unidad  á  sus 
varios  dictámenes  por  medio  de  alianzas  accidentales  y  momen- 
táneas de  todos  los  hombres  eminentes  con  el  Consejo  Real. 
Siempre  seHá  mejor  buscar  las  aptitudes  allí  en  donde  resplan- 
decen signos  ciertos,  exactos  y  uniformes  de  capacidad,  que  fiar- 
se de  indicios,  cálculos  y  conjeturas.» 

Por  estas  ú  otras  razones  semejantes  han  desaparecido  del 
Consejo  de  Estado  los  consejeros  extraordinarios,  y  en  su  lugar 
puede  el  Gobierno,  cuando  lo  estime  conveniente,  autorizar  para 
que  asista  al  Consejo  con  voto  un  comisario  que  sea  jefe  superior 
de  administración  civil  ó  militar;  y  por  su  parte  el  Consejo,  si 
considera  necesario  6  útil  oir  á  cualquiera  de  los  jefes  de  la  ad- 
ministración pública,  profesor  ú  otro  funcionario  6  particular  de 
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especiales  conocimientos  ó  experiencia,  puede  invitarlos  á  sus 
sesiones  por  medio  del  presidente  del  Consejo  de  ministros  (1). 

414. — ^Para  ser  nombrado  fiscal  6  secretario  del  Consejo  de 
Estado,  se  necesita  ser  letrado,  haber  cumplido  30  años  de  edad, 
y  además  estar  comprendido  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

I.  Haber  sido  fiscal  del  Consejo  de  Estado,  del  Real  ó  del  Tri- 
bunal contencioso-administrativo. 

n.  Haber  sido  secretario  del  Consto  de  Estado. 

ni.  Haber  desempeñado  en  propiedad  por  dos  años  el  cargo  de 
secretario  del  Tribunal  contencioso-administrativo. 

rV.  Haber  sido  por  tres  años  fiscal  de  Audiencia,  ó  teniente 
fiscal,  6  abogado  fiscal  del  Consejo  de  Estado,  del  Real  ó  del  Tri- 
bunal contencioso-administrativo,  ó  mayor  de  sección  de  aquellos 
cuerpos,  ó  catedrático  de  término  de  la  facultad  de  Derecho  en  la 
sección  de  derecho  civil  y  canónico  ó  administrativo. 

V.  Haber  pertenecido  al  colegio  de  abogados  de  Madrid,  pa- 
gando en  tal  concepto  una  cuota  de  las  dos  mayores  por  espacio 
de  cuatro  años. 

VI.  Haber  pertenecido  á  un  colegio  de  abogados  en  población 
en  que  haya  Audiencia,  pagando  por  espacio  de  cuatro  años  la 
cuota  máxima  de  contribución. 

El  Gobierno  tiene  la  libre  elección  dentro  de  estas  aptitudes; 
pero  antes  d^  nombrar  secretario  debe  oir  al  presidente  del  Con- 
sejo de  Estado,  quien  informa  acerca  de  los  que,  habiendo  sido 
mayores  ó  fiscales  del  cuerpo,  considera  más  aptos  para  desem- 
peñar el  cargo  vacante  (2).    ' 

Decimos  de  estas  categorías  lo  mismo  que  de  las  que  habilitan 
para  ser  consejero,  y  añadimos  en  cuanto  al  fiscal  que  la  admi- 
nistración debe  ser  libre  en  escoger  el  abogado  de  su  confianza, 
como  lo  buscan  y  lo  encuentran  los  particulares.  La  manía  re- 
glamentaria mata  la  espontaneidad  del  pensamiento,  y  no  sien- 
do el  pensamiento  espontáneo,  ni  es  grande  ni  fecundo. 

415. — El  fiscal,  asistido  de  dos  tenientes  fiscales  también  le- 
trados, representa  y  defiende  de  palabra  y  por  escrito  á  la  admi- 
nistración y  á  las  corporaciones  que  están  bajo  su  especial  ins- 
pección y  tutela  en  los  negocios  contenciosos;  y  aunque  no  sea 


(1)  Ley  de  11  de  Agosto,  arte.  12  y  68. 

(2)  Ley  cit.,  arte.  25  y  slg. 
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parte  en  ellos,  es  oido  siempre  que  lo  determinen  las  leyes  y  re- 
glamentos ó  lo  estime  la  Sala  ó  Sección  de  lo  Contencioso.  Sin 
embargo,  el  Gobierno  puede  nombrar  un  comisario  que  haga  las 
veces  de  fiscal  en  determinado  negocio  (1):  condenación  mani- 
fiesta del  sistema  de  categorías,  porque  si  tanto  valen,  ¿cómo 
no  aprovechan  en  los  asuntos  más  arduos?  ¿Para  qué  romper 
el  freno  puesto  á  la  voluntad  del  Gobierno  en  los  momentos  de 
apuro? 

El  secretario  general  extiende  las  actas  de  las  sesiones  del 
Consejo  pleno,  distribuye  los  expedientes  entre  las  Secciones, 
dirige  los  trabsgos  de  la  Secretaría,  firma  las  consultas  que  el 
Consego  de  Estado  eleva,  autoriza  la  correspondencia  en  todos 
los  casos  en  que  no  se  requiera  la  del  presidente,  y  en  fin,  vela 
por  el  orden  interior  de  las  oficinas  y  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres propios  de  los  oficiales  y  demás  subalternos  (2). 

416.— Los  mayores  de  Sección,  oficiales  y  aspirantes  se  han 
introducido  no  sólo  para  cooperar  á  la  acción  del  Consejo  de  Es- 
tado desempeñando  los  trabajos  preparatorios  de  sus  decisiones, 
sino  para  que,  nutriéndose  con  las  buenas  doctrinas  y  adquirien- 
do el  conocimiento  práctico  de  los  negocios,  se  formen  en  aque- 
lla escuela  administradores  hábiles  y  experimentados;  pero  no 
se  recogerá  el  fruto  apetecido  mientras  el  Gobierno  no  considere 
la  Secretaría  del  Consejo  de  Estado  como  un  plantel  de  emplea- 
dos laboriosos  é  inteligentes  que  deben  comunicar  sus  dotes  á 
las  oficinas  centrales  ó  provinciales  adonde  fueren  destinados; 
de  modo  que  conviene  la  renovación  periódica  del  personal  auxi- 
liar del  Consejo  (3). 

417. — ^El  Consego  de  Estado,  para  los  asuntos  administrativos, 
se  divide  en  Secciones  análogas  á  la  distribución  de  todos  los 
negocios  públicos  entre  los  varios  ministerios.  Estas  Secciones 
son  siete :  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia,  de  Guerra  y  Marina,  de 
Hacienda,  de  Gobernación,  de  Fomento,  de  Ultramar  y  de  lo 
Contencioso.  Al  principio  del  año  el  Gobierno,  oyendo  al  presi- 
dente del  Consejo  de  Estado,  designa  por  reales  decretos  el  nú- 
mero de  consejeros  de  que  haya  de  componerse  cada  Sección, 
cuya  designación  podrá  variar  en  lo  sucesivo  según  las  nece- 

(1)  Ley  da  11  de  Agosto,  arte.  88, 89  y  40. 

(2)  ReglAmento  de  21  de  JnUo  de  1848. 

(8)  Real  decreto  de  1  de  Febrero  de  1848,  art.  1.^ 
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sidades  del  servicio,  y  nombra  los  respectivos  presidentes  (1). 

Cada  Sección  instruye  los  expedientes  relativos  á  los  negocios 
de  su  competencia,  y  acuerda  el  informe  que  hubiere  de  dar  al 
Gobierno  en  los  asuntos  sobre  que  haya  sido  consultada,  y  pre- 
para los  informes  que  hubiere  de  presentar  al  Consejo  en  los 
asuntos  de  que  deba  conocer  en  pleno  (2) . 

La  Sección  de  Gracia  y  Justicia  instruye  además  los  expedien- 
tes y  prepara  las  resoluciones  sobre  indultos  generales  y  parti- 
culares, competencias  de  jurisdicción  y  recursos  de  abusos  de 
poder  ó  de  incompetencias  elevadas  por  las  autoridades  judicia- 
les contra  la  administración. 

La  de  Ultramar  es  oida  en  los  asuntos  relativos  á  aquellas  pro- 
vincias y  á  su  régimen  especial  en  la  forma  determinada  por  el 
reglamento  particular  de  esta  Sección. 

La  de  lo  Contencioso  conoce  de  los  relativos  á  si  procede  6  no 
la  vía  contenciosa  en  las  demandas  contra  las  resoluciones  del 
Gobierno  ó  de  las  direcciones  generales  (3). 

Esta  Sección  debe  estar  dotada  de  competente  número  de  auxi- 
liares letrados  para  la  mejor  tramitación  de  los  negocios  que  allí 
se  ventilan  y  preparación  conveniente  de  sus  decisiones. 

No  pueden  reunirse  más  de  dos  Secciones  sin  autorización  ex- 
presa del  Gobierno  para  instruir  los  expedientes  y  preparar  el 
dictamen  que  haya  de  evacuar  el  Consejo  en  pleno  (4). 

El  Consejo  de  Estado  celebra  sus  sesiones  á  puerta  cerrada, 
salvo  las  vistas  en  los  negocios  contencioso-administrativos  que 
tienen  la  publicidad  propia  de  los  juicios  (5). 

Los  informes  del  Consejo,  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  y  de  las 
Secciones  no  se  pueden  publicar  sin  permiso  del  Gobierno,  ex- 
cepto cuando  las  leyes  determinan  lo  contrario  (6). 

(1)  Ley  de  11  de  Agosto,  arta.  15, 16  y  H. 

(2)  Ley  cit.,  art.  51  y  real  decreto  de  22  de  Setiembre  de  1845,  arta.  12  y  13. 
(8)  Ley  de  n  de  Agosto,  art.  52. 

(4)  Ley  eit.,  art.  58. 

(5)  Ley  clt.,  art.  54. 

(6)  Ley  clt.,  art.  65. 
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Artículo  2.^'^Atribnciones  del  Consejo  de  Estado. 


431.- 
432.- 

433.— 


418.— Doble  carácter  del  Consejo  *  428. 
-   de  Estado.  429. 

419.— Es  un  cuerpo  consultivo  del 
Gobierno. 

420.— Debe  ser  consultado  en  iñsr 
terias  administrativas  y  en 
pleno : 

421.— Sobré  los  reglamentos  de 
administración  pública. 

422.— Sobre  tratados  de  comercio 
y  navegación, 

423.-*Sobre  otros  asuntos  de  ad- 
ministración interior. 

424.— Debe  ser  consultado  en  ma- 
terias cuasi-contenciosíus  y 
en  pleno: 

425.— Sobre  el  pase  y  retención  de 
bulas. 

426.— Sobre  los  asuntos  del  Real 
Patronato  y  recursos  de  pro- 
tección y  de  ftierza. 

427.— Sobre  la  validez  de  las  pre- 
sas marítimas. 


Sobre  las  competencias. 
Sobre  los  recursos  de  abuso 
de  poder  ó  incompetencia. 
430.— Debe  ser  consultado  en  Sec- 
ciones; 

Sobre  indultos  particulares. 
Sobre  naturalización  de  ex- 
tranjeros. 

Sobre  permisos  para  com- 
prar ó  vender  bienes  y  con- 
traer empréstitos  que  pidan 
los  pueblos. 

Consulta  potestativa  en  el 
Gobierno. 

Materias  legislativas. 
Materias  de  administración 
exterior. 

•Materias  de  administración 
interior. 

Fórmula,  oido  el  Consejo  de 
Estado. 
Observación  fínal. 


434.— 

435.. 
436.' 

437.. 

438.- 

439.- 


448. — ^El  Consejo  de  Estado  tiene  el  doble  carácter  de  cuerpo 
consultivo  del  Gobierno  y  tribunal  supremo  en  el  orden  conten- 
cioso de  la  administración.  Bajo  el  primer  punto  de  vista  ^erce 
facultades  puramente  administrativas:  bajo  el  segundo  aspecto 
ejerce  una  cuasi-jurisdiccion.  Por  ahora  sólo  examinaremos  sus 
atribuciones  consultivas,  aplazando  el  estudio  de  las  cuasi-judi- 
ciales  para  cuando  tratemos  de  los  tribunales  administrativos. 

449. — El  Consejo  de  Estado  es  un  cuerpo  supremo  consultivo 
del  Gobierno  establecido  para  la  mejor  administración  del  esta- 
do: de  consiguiente  carece  de  autoridad  propia,  y  sus  actos  de 
ftierza  mientras  el  Rey  no  los  apruebe  y  adopte  como  suyos  en 
virtud  de  sus  prerogativas  constitucionales,  porque  no  es  el  Con- 
scgo  de  Estado  órgano  de  nn  poder  distinto  é  independiente,  sino 
instrumento  en  manos  del  Gobierno  de  la  administración  activa. 
Su  oficio  es  dar  dictámenes,  y  un  dictamen  no  es  nunca  ejecutivo. 

El  Consejo  de  Estado,  pues,  procede  siempre  consultado  por 
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el  Gobierno;  pero  unas  veces  el  dictamen  es  requerido  por  la 
l6y>  y  oirás  queda  al  arbitrio  del  poder  ejecutivo  oírle  ó  no  oirle, 
según  lo  crea  conveniente. 

420. — ^Debe  ser  consultado : 

I.  En  materias  administrativas. 

n.  En  materias  cuasi*coateneiosas. 

I.  Son  materias  puramente  administrativas  sobre  qi20  debe  el 
Consejo  de  Estado  ser  necesariamente  oido  en  pleno : 

421. — ^i.  Todas  las  reglamentarias,  y  así  es  necesario  oirle 
acerca  de  los  reglamentos  é  instrucciones  generales  para  la  apli- 
cación de  las  leyes  y  cualquiera  alteración  que  en  ellas  haya 
de  hacerse  (1).  La  intervención  necesaria  del  Consejo  de  Esta- 
do en  este  caso  se  fimda  en  la  necesidad  de  salvan  la  justicia 
poniendo  coto  á  lo  arbitrario  en  el  ejercicio  del  poder  discrec- 
cional,  procurando  al  mismo  tiempo  mantener  en  las  leyes  se- 
cundarias aquel  espíritu  de  unidad,  aquella  consecuencia  de  prin- 
cipios sin  los  cuales  no  hay  uniformidad  en  la  jurisprudencia, 
ni  el  derecho  administrativo  puede  formar  un  cuerpo  de  doc- 
trina. La  cooperación  forzosa  del  Consejo  de  Estado  es  también 
una  garantía  de  que  los  reglamentos  no  conculcarán  ni  la  letra 
ni  el  espíritu  de  las  disposiciones  legislativas,  y  un  medio  de 
conservar  puras  é  intactas  las  buenas  tradiciones  de  la  adminis- 
tración. , 

Todo  reglamento  ó  instrucción  general  para  cualquier  ramo 
del  servicio  público  decretado  por  el  Rey  sin  consultar  al  Gonsqjo 
de  Estado,  seria  vicioso  por  razón  de  la  forma;  mas  no  así  cuan- 
do haya  precedido  la  consulta  á  la  publicación,  aunque  el  Consejo 
no  lo  prepare  ni  conozca  de  antemano.  La  iniciativa  pertenece  á 
los  ministros,  así  como  la  aprobación  6  desaprobación  de  los  re- 
glamentos formados  en  el  Consejo. 

f  422.-11.  Ciertas  de  administración  exterier,  aomo  la  ratifica- 
ción de  los  tratados  de  comercio  y  navegación,  y  la  inteligen- 
cia y  cumplimiento  de  los  concordatos  celebrados  con  la  Saxiíta 
Sede  (2). — Lo  grave  y  delicado  de  esta*  transaceiones  diplomá- 
ticas en  que  puede  un  error,  al  parecer  leve,  comprometer  per- 
petuamente los  intereses  de  toda  la  iiadon,  e»  la  oausa  per  qué 
la  1^  exige  que  el  Gobierno  oáns^lto  ao^roa  4^  eito»  tmtoi^  al 

(1)  Ley  de  17  de  Agosto,  art.  45,  g  1. 

(2)  Ley  cit., art, 45, §4 y  6. 
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Consejo  de  Estado;  pero  la  omisión  de  dicha  circunstancia,  si 
bien  implica  la  responsabilidad  de  los  ministros,  no  disminuye 
la  validez  de  un  contrato  bilateral  celebrado  entre  dos  naciones 
legítimamente  representadas :  será  motivo  para  una  cuestión  in- 
terior cuyo  desenlace  en  nada  altera  la  cuestión  internacional. 
423. — Otras  de  administración  interior  en  que  la  ley  orgánica 
ú  otras  especiales  imponen  al  Gobierno  el  deber  de  oir  al  Con- 
sejo de  Estado,  tales  como: 

A.  Suplementos  de  crédito,  créditos  extraordinarios  y  trans- 
ferencias de  créditos,  cuando  no  se  hallen  reunidas  las  Cortes  (1). 

B.  Indultos  particulares  (2) . 

.C.  Provisión  de  las  plazas  de  magistrados  y  jueces,  y  presen- 
tación de  beneficios  eclesiásticos  de  Patronato  Real  (3). 

D.  Separación  de  los  presidentes  de  las  Audiencias  (4). 

E.  Mercedes  de  grandezas  y  títulos,  á  no  estar  acordadas  en 
Consejo  de  ministros. 

F.  Innovación  en  las  leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  gen^ 
rales  de  las  provincias  de  Ultramar  (5). 

G.  Creación  y  supresión  de  los  establecimientos  públicos  de 
beneficencia,  agregación  y  segregación  de  sus  rentas  en  todo  ó 
en  parte,  supresión  de  los  particulares  cuyo  objeto  haya  caduca- 
do ó  no  pueda  llenarse  cumplidamente  por  la  disminución  de  sus 
recursos  y  destitución  de  los  patronos,  salvas  las  fecultadeá  que 
las  nuevas  leyes  otorgan  á  las  Diputaciones  y  los  Ayuntamientos 
en  cuanto  á  los  provinciales  y  municipales  (6). 

H.  Señalamiento  del  interés  legal  exigible  cada  ano  del  deu- 
dor constituido  en  mora,  cuando  no  mediare  estipulación  que  lo 
determine  (7). 

I.  Declaración  de  nulidad  de  los  sorteos  para  el  reemplazo  del 
ejército  y  reclamaciones  de  agravios  que  por  via  de  queja  se  ele- 
ven al  Gobiíírno  (8). 

(1)  Real  decreto  de  92  de  Octubre  de  1858,  arts.  2  y  4,  y  ley  de  17  de  Agosto  de  18G0,  ar-* 
lienlo  45. 

(2)  Ley  de  18  de  Junio  de  1810,  arts.  2^  11, 12, 28  y  29. 

(8)  Ley  de  H  de  Agosto  de  1860,  art.  45,  Const.  de  1809,  art.  94  y  ley  de  15  de  Setiembre 
de  1810,  arts.  106, 115  y  t\g. 

(4)  hesy  de  15  de  Setiembre  de  1810,  art.  14d. 

(5)  Ley  de  17  de  Agosto  de  1800,  art.  45. 

(6)  Leyes  de  20  de  Junio  de  1849,  arts.  11  y  15  y  20  de  Agt>sto  de  19)0,  y  reglamento  de  81 
de  Abril  de  1815,  art.  87. 

(7)  Ley  de  7  de  Marzo  de  1856,  art.  8. 

(8)  Ley  de  90  de  Enero  de  1056,  arts.  64  y  198. 
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J.  Clasificación  de  los  montes  del  estado,  adquisición  por  com- 
pra ó  permuta  de  los  que  pertenecen  á  un  pueblo  ó  estableci- 
miento público,  ó  de  yermos  y  arenales  para  hacer  plantaciones 
y  refundición  de  dominio  mediante  indemnización  (1). 

K.  Resolución  de  las  dudas  que  ocurran  acerca  de  la  natura- 
leza de  las  producciones  minerales  para  sujetar,  ó  no,  su  explo- 
tación á  las  formalidades  y  cargas  de  la  legislación  minera,  y  re- 
clamaciones al  Gobierno  contra  la  declaración  de  caducidad  de 
la  autorización  para  explotar  las  producciones  minerales  de  libre 
aprovechamiento  con  permiso  del  dueño,  cuando  fuere  pronun- 
ciada por  el  gobernador  (2). 

L.  Cioncesion  del  aprovechamiento  de  las  islas  situadas  en  la 
zona  marítima  ó  en  las  rías  y  desembocaduras  de  los  rios,  ena- 
jenación forzosa  por  causa  de  salud  pública  de  las  aguas  minero- 
medicinales y  sus  terrenos  adyacentes,  y  aprobación  de  las  or- 
denanzas que  debe  formar  cada  comunidad  de  regantes  (3). 

M.  Imposición  de  multas  á  los  diputados  provinciales,  recla- 
mación gubernativa  contra  este  acto,  y  suspensión  de  aquellos 
en  el  ejercicio  dé  sus  cargos  (4). 

N.  Traslación  de  un  término  municipal  de  uno  á  otro  partido 
judicial ,  aprobación  de  las  ordenanzas  de  policía  urbana  y  rural 
en  caso  de  discordia  entre  el  Ayuntamiento  y  el  gobernador  de 
la  provincia ,  suspensión  de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos, 
cuando  el  Gobierno  cree  que  hay  lugar  á  la  reclamación  contra 
la  imposición  de  multas  á  los  mismos  por  la  Comisión  provin- 
cial, y  suspensión  del  alcalde  ó  concejales,  siempre  que  el  Go- 
bierno entiende  que  procede  la  confirmación  del  acuerdo  toma- 
do por  el  gobernador  ó  la  Comisión  provincial  (5). 

O.  Recursos  de  queja  promovidos  por  las  autoridades  judicia- 
les contra  las  administrativas  por  exceso  de  atribuciones  (6). 

424.  —II.  Llamamos  materias  cuasi-contenciosas,  á  diferencia 
de  las  rigorosamente  administrativas,  aquellos  asuntos  que  sin 
ser  verdaderamente  contenciosos  de  la  administración,  siguen 

(1)  Ley  de  24  de  Mayo  de  186B,  art.  8,  y  reglamento  de  V¡  de  Mayo  de  1896,  arta.  7,  61, 68, 
GByOO. 

(2)  Ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1860,  art  86,  y  reglamento  de  24  de  Junio  de  1866,  ar- 
ticnlOB  2  y  8. 

(3)  Ley  de  3  de  Agrosto  de  1866,  arte.  27, 49  y  281. 

(4)  Ley  provincial  de  20  de  Agrosto  de  1870,  arta.  92  y  98. 

(6)  Ley  municipal  de  20  de  Afirosto  de  1870,  arta.  9, 71, 107, 178  y  182. 
(6)  Ley  orgánica  del  poder  judicial  de  16  de  Setiembre  de  1870,  arta.  296  y  2^. 
TOMO  I.  13 
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unos  trámites  particulares  parecidos  á  los  señalado»  psora  la  ins- 
trucción de  éstos,  si  bien  difieren  en  un  punto  tan  esencial  como 
es  la  publicidad  de  las  sesiones  que  el  Consejo  de  Estado  celebra 
á  puerta  abierta  cuando  delibera  acerca  de  negocios  contencio- 
sos, y  á  ptierta  cerrada  en  los  restantes. 

Pertenecen  á  esta  clase : 

425. — I.  El  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y  rescriptos 
pontificios  y  las  preces  para  obtenerlos  (1). — La  quietud  de  las 
conciencias  y  el  bienestar  público  requieren  que  haya  perfecta 
concordia  entre  el  poder  espiritual  y  el  temporal.  Guando  ocur- 
re algún  conflicto  entre  estas  autoridades,  es  inherente  al  d^e- 
cho  de  soberanía  la  feeultad  de  dirimirlo.  El  Rey,  pues,  debe  de- 
fender las  regalías  de  la  Corona  y  la  independencia  del  estado^ 
velando  por  que,  al  mandar  la  autoridad  competente  en  materias 
eclesiásticas,  no  se  introduzcan  disposiciones  que  amengüen  las 
unas,  ni  atonten  contra  los  otros.  El  Rey  es  arbitro  y  supremo 
regulador  de  todas  las  jurisdicciones,  y  como  tal  las  conserva  ín- 
tegras, defendiéndolas  contra  toda  usurpación  disimtilsda  6  míh 
niflesta.  Carlos  V  invocó  en  ocasiones  muy  sollames  su  poderío 
real  absoluto  no  reconociendo  superior  en  lo  temporal,  y  sus  ca- 
tólicos sucesores  tienen  el  derecho  y  el  deber  de  combatir  cual- 
quiera pretensión  de  limitar  el  uso  de  su  prerogativa. 

Esta  jurisprudencia  está  consignada  en  nuestros  códigos,  en 
los  cuales  se  manda  bsgo  penas  muy  rigorosas  que  se  presenten 
al  Consejo  antes  de  su  publicación  y  uso,  todas  las  bulas,  breves, 
rescriptos  y  despachos  de  la  Curia  Romana  que  contuvieren  ley, 
regla  ó  precepto  (Je  observancia  general,  dándole  el  pase  para  su 
ejecución*  en  cuanto  no  se  opongan  á  las  regalías,  concordatos, 
costumbres,  leyes  y  derechos  de  la  nación,  ó  no  induzcan  ^n  ella 
novedades  perjudiciales,  gravámien  público  ó  de  tercero,  así  co- 
mo también  deben  presentarse  las  relativas  ó  particulares  en 
ciertos  casos  (2). 

Extinguido  el  antiguo  Consto  de  Castilla  pasaron  estas  fitcul^ 
tades  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  ahora  corresponden  al 
Consejó  de  Estado  én  donde  con  más  propiedad  están  deposita- 
das, porque  el  donceder  ó  negar  el  pase  á  las  bulas,  breves  y  res- 
criptos pontificios  no  es  un  asunto  de  dereclxo  privado  y  pura- 

(1)  Ley  de  17  de  Agosto,  art.  45,  §2. 

[2)  Loy  de  9,  tít.  iii,  lib.  II,  Nov.  Recop. 
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mente  civil,  sino  un  negocio  de  orden  público  y  constitucional. 
Si  los  ministros  resolviesen  por  sí  solos,  pudieran  d^arse  fácil- 
mente seducir  ó  extraviar  por  falta  de  luces,  por  el  descuido  ó' 
la  infidelidad  de  sus  agentes,  ó  por  el  influjo  de  las  sectas  ó  de 
los  partidos;  mas  la  intervención  del  Consejo  de  Estado  asegura 
que  la  resolución  de  estas  delicadas  cuestiones  llevará  el  sello 
de  la  madurez  y  de  la  justicia,  y  que  guardarán  todas  entre  sí  un 
espíritu  de  consecuencia  inalterable. 

426. — ^11.  Los  asuntos  del  Real  Patronato  de  España  é  Indias, 
recursos  de  protección  y  fuerza,  á  excepción  de  los  consignados 
en  las  leyes  como  propios  de  los  tribunales  (l).-7-Desde  tiempos 
antiguos  tuvieron  nuestros  reyes  más  6  menos  intervención  en 
la  provisión  de  los  cargos  públicos  eclesiásticos,  aunque  hasta  el 
siglo  XVI  no  interpusieron  to4a  su  autoridad  á  fin  de  que  les  fue- 
se reconocido  por  el  Romano  Pontífice  el  patronato  universal  de 
la  corona.  La  piedad  de  los  reyes,  su  liberalidad  sin  tasa  en  cuan- 
to .  fundaron ,  edificaron ,  dotaron  y  enriquecieron  si  no  todas, 
casi  todas  las  iglesias  de  España,  arrebatando  á  los  infieles  el 
imperio  que  ejercían  eji  la  Península,  y  dilatando  el  ^nombre  cris- 
tiano y  la  doctrina  del  Evangelio  por  el  Nuevo  Mundo,  son  títu- 
los legítimos  y  poderosos  para  ejercer  los  derechos  de  patronato. 

El  concordato  de  1753  confirmó  esta  alta  prerogativa  de  los 
Reyes  de  España,  poniendo  término  á  las  dudas  y  controversias 
que  solian  turbar  á  menudo  las  buenas  relaciones  entre  ambas 
potestades.  Consolidado  el  supremo  patronato  de  la  Corona,  si 
por  ventura  la  Santa  Sede  ó  cualquiera  autoridad  eclesiástica  se 
excediese  al  punto  de  proveer  sillas  episcopales  ó  beneficios  que 
no  fliesen  del  corto  número  de  los  reservados,  al  Rey  toca  re- 
vindicar  su  derecho,  oido  el  Consejo  de  Estado. 

Los  recursos  de  fuerza  son  el  medio  legal  de  corregir  los  ex- 
cesos que  pudieran  cometer  los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos 
en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción.  Impetra4o  el  real  auxilio  por 
los  agraviados,  las  Audiencias,  las  Chancillerías  y  el  Consejo  de 
GaatiUa  ;en  otro  tiempo  akaban  la  fuerza  por  trámites  de  justicia. 
Hoy  son  las  Audiencias  y  el  Trihunal  Supremo  los  tribunales 
competentes  para  conocer  de  estas  caucas  (2), 

(1)  My  de  n  de  Agoato,  art.  45,  §  3,  y  ley  org&nica  ásl  poder  Judicial,  arta.  275, 278  y  280. 

(2)  Ley  de  enjuiciamiento  civil,  art.  1.105,  y  ley  orgánica  del  poder  Judicial,' arta.  275, 
278  y  280. 
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Los  recursos  de  protección  tienen  por  objeto  reprimir  las  usur- 
paciones de  la  real  jurisdicción  ordinaria  por  los  jueces  y  tribu- 
hales  eclesiásticos.  Si  conocen  de  asuntos  tocantes  al  real  Patro- 
nato ó  traspasan  el  límite  de  sus  facultades  en  causas  contra  se- 
glares, procede  dicho  recurso,  del  cual  entendía  asimismo  el 
Consejo  de  Castilla  en  sala  de  Gobierno  y  no  de  Justicia  (1). 

Han  solido  y  suelen  los  autores  confundir  los  recursos  de  pro- 
tección y  los  de  fuerza,  y  no  faltan  razones  que  los  disculpen, 
pues  reina  en  este  punto  alguna  oscuridad  en  nuestro  derecho. 
Lo  que  ahora  nos  importa  es  asentar  la  doctrina  que  los  recursos 
de  fuerza  Qon  de  la  competencia  de  los  tribunales  y  se  sustancian 
en  la  forma  y  con  las  solemnidades  propias  de  un  juicio,  en  tan- 
to que  los  de  protección  se  interponen  ante  el  Gobierno  quien, 
oyendo  al  Consejo  de  Estado,  dicta  la  providencia  ó  providen- 
cias que  el  caso  requiere  por  la  via  gubernativa.  Por  eso,  aun 
conociendo  al  Consejo  de  Castilla  de  unos  y  otros,* se  ventilaban 
ciertas  causas  en  la  sala  de  Justicia,  es  decir,  ante  un  tribunal 
supremo,  y  en  la  de  Gobierno  las  exceptuadas  del  procedimien- 
to por  via  de  fuerza.  En  este  número  se  contaban  los  recursos  en 
causas  del  Real  Patronato  y  en  las  relativas  á  la  ejecución  y  ob- 
servancia de  los  decretos  del  Concilio  de  Trente  (2). 

El  Consejo  de  Estado  sucede  hoy  á  la  sala  de  Gobierno  del  an- 
tiguo Consejo  de  Castilla  en  esta  clase  de  atribuciones  dentro  de 
los  límites  naturales  de  un  cuerpo  consultivo. 

427. — ^iii.  Las  decisiones  acerca  de  la  validez  de  las  presas 
marítimas  (3).  —  Justiniano  fundó  el  derecho  de  las  presas  maríti- 
mas en  aquel  principio :  ea  quce  ex  hosttlms  capimtcs^  jure  gerir 
tium  statim  nostra  fiunt;  y  aunque  seria  de  apetecer  que  el  co- 
mercio gozase  de  seguridad  en  medio  de  la  guerra,  es  lo  cierto 
que  todavía  la  ruptura  de  las  hostilidades  legitima  esta  adquisi- 
ción á  viva  fuerza,  así  como  en  tiempo  de  paz  nace  del  derecho 
que  á  todas  las  naciones  asiste  para  ejercer  la  policía  de  los 
mares. 

La  decisión  de  estos  asuntos  está  enlazada  con  él  examen  de 
lo  que  prescribe  el  derecho  internacional,  con  la  interpretación 
de  los  tratados  y  convenciones  diplomáticas,  y  en  fin,  con  cuan- 

[  1 )  Leyes  13  y  24,  tit.  xi,  lib.  H,  Nov.  Reoop. 
(2)  Leyes  10  y  18,  tít.  u,  lib.  H.  Noy.  Recop. 
['S)  Ley  de  H  de  Affosto,  art.  45,  §  8. 
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to  hay  de  más  delicado  en  punto  á  relaciones  exteriores ;  por 
cuyos  motivos  se  creyó  conveniente  retirar  á  los  tribunales  ci- 
viles el  conocimiento  de  semejantes  negocios  y  confiar  su  re- 
solución al  Rey  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  ó  al  poder  ejecu- 
tivo previa  consulta,  único  que  puede  apreciar  si  fué  ó  no  legíti- 
mo el  acto  hostil  de  un  subdito  á  quien  expidiendo  patente  de 
corso,  autorizó  para  hacer  la  guerra,  ó  que  combatió  ó  creyó 
combatir  con  un  pirata. 

Por  otra  parte,  llamados  los  tribunales  á  conocer  de  estos 
asuntos,  la  discusión  pública  era  consiguiente,  y  la  revelación 
de  los  secretos  de  la  diplomacia  comprometería  la  seguridad  del 
estado  y  las  relaciones  exteriores;  y  como  sólo  el  Rey  debe  tener 
en  su  mano  la  balanza  de  la  paz-  y  de  la  guerra,  sólo  él  debe  in- 
clinarla á  uno  ú  otro  lado. 

428. — IV.  Las  competencias  positivas  ó  negativas  de  jurisdic- 
ción y  atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  adminis- 
trativas, y  los  conflictos  que  se  susciten  entre  los  ministerios, 
autoridades  y  agentes  de  la  administración  (l).-^Son  éstas  gra- 
ves cuestiones  de  orden  público,  porque  importa  en  extremo  ^ 
mantener  la  concordia  entre  los  poderes  del  estado,  encerrar  á 
cada  uno  dentro  de  sus  límites,  dirimir  las  controversias  que 
ocurran,  y  en  fin  dejar  expedita  la  acción  de  las  autoridades  para 
que  la  Constitución  se  guarde  y  conserve  en  toda  su  pureza,  y  no 
padezcan  los  intereses  comunes  y  particulares  con  el  entorpe- 
cimiento de  los  negocios.  El  Rey  es  el  supremo  arbitro  y  re- 
gulador de  los  poderes  del  Estado,  y  el  Gobierno  en  su  nombre 
corrige  los  encuentros  después  de  madura  deliberación  y  con- 
sulta. 

429. — V.  Los  recursos  de  abuso  de.  poder  ó  de  incompetencia 
que  eleven  al  Gobierno  las  autoridades  del  orden  judicial  contra 
las  resoluciones  administrativas  (2). — El  principio  constitucional 
de  la  recíproca  independencia  de  los  poderes  públicos  exige  que 
haya  medios  legales  de  contener  y  reprimir  las  invasiones  que 
perturban  el  orden  constitucional.  Cuando  las  autoridades  judi- 
ciales usurpan  atribuciones  propias  de  las  administrativas,  éstas 
les  suscitan  una  contienda  de  competencia;  mas  como  la  ley  no 
permite  á  los  jueces  y  tribunales  promoverlas  á  la  administra- 

(1)  Ley  de  1*7  de  Agosto,  art.  45,  §  9. 

(2)  Uy  cit.,  art.  45,  %  10. 
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cion,  ha  establecido  el  recurso  de  (jueja  como  taedio  de  amparar 
y  prpteger  la  jurisdicción  ordinaria. 

Las  autoridades  judiciales  instruyen  los  expedientes  de  recur- 
so de  queja  á  instancia  de  parte,  á  excitación  del  ministerio  fis- 
cal ó  de  oficio,  puesto  que  se  hallan  obligadas  á  defender  la  in- 
tegridad de  las  atribuciones  que  la  Constitución  y  las  leyes  les 
confieren  contra  los  excesos  de  las  administrativas  ó  los  abusos 
del  poder.  El  Gobierno,  previa  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
resuelve  esta  cuestión,  que  en  el  fondo  no  es  sino  una  competen- 
cia de  atribuciones  protocada  indirectamente  por  la  autoridad 
judicial,  que  carece  de  iniciativa  para  provocarla  directamen- 
te (ly. 

430.— Debe  ser  oido  el  Consejo  de  Estado  en  Secciones: 

431. — ^i.  Sobre  indultos  particulares  en  los  casos  ique  lais  leyes 
determinan  (2). 

432. — II.  Sobre  la  naturalización  de  extranjeros. — Solian  los 
Reyes  de  Castilla  otorgar  cartas  de  naturaleza  á  los  extranjeros, 
habilitándolos  así  para  obtener  y  disfrutar  beneficios  eclesiásti- 
cos, que  según  las  leyes  del  reino  estaban  reservados  á  \ús  njk- 
turales.  Cundió  el  abuso  y  se  levantaron  clamores  y  quejas  qtié 
llegaron  á  los  pies  del  trono.  Las  Cortes  hicieron  varios  dtde- 
namientos  que  prohibían  librar  cartas  de  naturaleza,  «salvo  si 
fuere  á  algmia  persona  por  grandes  servicios  á  pedimento  de  los 
procuradores;»  y  así  es  que  todavía  en  el  reinado  de  Carlos  11 
se  abstiene  la  Reina  Gobernadora  de  naturalizar  al  P.  Nitard  sin 
el  consentimiento  de  las  ciudades  de  voto  en  Cortes.  Esta  doc- 
trina prevaleció  en  la  Constitución  de  1812,  y  aun  fué  llevada 
hasta  el  cabo ;  mas  hoy  pertenece  al  Rey  conceder  cartas  de  na- 
turaleza á  los  que,  no  siendo  españoles  de  nacimiento,  necesi- 
tan habilitación  especial  para  gozar  de  todos  ó  una  parte  de  los 
derechos  que  las  leyes  reservan  á  los  naturales  de  estos  reinos. 
La  gracia  sólo  puede  otorgarse  consultando  al  Consejo  dé  Esta- 
do, á  quien  pertenece  examinar  el  expediente  instruido  por  el 
Gobierno  en  averiguación  de  si  el  solicitante  reúne  ó  úo  las  cua- 
lidades requeridas  por  la  ley,  y  con  presencia  de  los  datos  emitir 
su  dictamen. 

(I)  Como  foltan  todavía  los  reglamentos  tocantes  ¿  la  materia,  damos  aqui  á  la  ley  una 
interpretación  doctrinal  que  se  aparta  de  la  admitida,  no  sin  controversia,  por  otros  au- 
tores. 

[2]  Ley  de  17  de  Agosto,  art.  48,  S  8,  y  ley  provisional  de  18  de  Janio  de  1870,  arta.  2, 12  y  28. 
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433« — m.  Scdxre  los  permisos  que  pidan  los  pueblos  para  ena- 
jenar ó  cambiar  sus  bienes  y  para  contratar  empréstitos  caando 
proceda  ^1  otorgamiento  por  el  Gobierno  (I).*— ^n  actos  de  tute- 
la administrativa  qoe  el  Gobierno  ejerce  cuando  las  enajenacio- 
nes ó  permutas  pueden  diEaninnir  la  propiedad  de  los  pueblos  de 
un  modo  permanente  ó  causar  peijuicios  irreparables. 

Ajunque  las  nue^vas  leyes  de  administración  provincial  y  mu- 
nicipal otorgan  ^tta  grande  libertad  de  acción  á  las  corporacio- 
nes populares ,  todavía  es  necesaria  la  aprobación  del  Gobierno 
pa!ra  que  sean  ejecutivos  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  re- 
lativos á  contratos  que  versen  sobre  los  bienes  inmuebles  del 
municipio,  derechos  xeales  y  títulos  de  la  deuda  pública  (2). 

434.-^Puede  el  Consejo  xle  Estado  ser  oido  en  pleno  ó  en  Sec^ 
cienes,  es  decir;  que  el  Gcdáemo  es  arbitro  de  consultarle  ó  no 
consultarle  y  de  escoger  uno  ú  otro  medio : 

435. — I.  En  materias  legislativas,  ó  sobre  los  proyectos  de  ley 
que  hubieren  de  presentarse  á  las  Cortes. — ^El  concurso  del  Con- 
sejo de  distado  no  es  necesario,-  y  de  consiguiente  no  participa 
directa  ni  indirectamente  del  poder  legislativo.  Carece  de  inicia- 
tiva, y  sólo  expresa  su  dictájoen  .acerca  de  los  proyectos  de  ley 
sobre  que  el  Gobierno  le  consulta,  ó  redacta  los  que  le  encomien-' 
da  cuando  es  requerido. 

En  el  concurso  deliberante  del  Consejo  de  Estado  para  redac- 
tar á  nombre  del  Gobierno  los  proyectos  de  ley  en*  materias  po- 
líticas, pudiera  no  encontrarse  ni  bastante  sigilo  á  pesar  del  ju- 
ramento, ni  bastante  indep^idencia  á  causa  de  la  amovilidad. 
Bn  materia  civil  ó  administrativa  hallarán  los  ministros  entre 
los  consejeros  excelentes  redactores  y  hombres  de  conciencia  y 
de  üiurtnacion  cuyos  dictámenes  podrán  seguir  con  probabilidad 
de  acierto. 

436.*«^II.  En  algunas  tóatelas  de  administración  exterior,  ó 
sobre  los  tratados  con  las  potencias  extrai\|a:*as  y  concordatos 
con  la  Santa  Sede  (3). — El  Rey  necesita  una  libertad  amplia  para 
celebrar  todo  género  de  convenciones  diplomáticas;  más  cuando 
éstas  son  puramente  políticas,  el  grado  de  libertad  debe  ser  ma- 


(1)  Real  decreto  de  22  de  Setiembre  de  1845,  art.  *?,  §  5,  y  ley  de  17  de  Agosto  de  1860, 
art.  49. 

(2)  Ley  manieipal,  art.  80. 

(3)  Ley  de  n  de  Agosto,  art.  60,  §g  a  y  8. 
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yor  que  si  fuesen  tratados  de  navegación  y  comercio.  Además, 
no  sería  prudente  confiar  el  secreto  de  estas  delicadas  negocia- 
ciones á  muchas  personas  por  graves  que  sean,  pues  entre  ellas 
puede  haber  alguna  indiscreta.  Por  tanto  es  potestativo  en  el 
Gobierno  consultar  al  Consejo  de  Estado  en  el  primer  caso,  y 
obligatorio  en  el  segundo. 

437. — ^in.  En  materias  de  administración  interior  y  sobre  cual- 
quier punto  grave  que  ocurra  en  el  gobierno  y  administración 
del  estado  (1). 

Importa  mucho  usar  con  discreción  de  la  potestad  de  consul- 
tar el  Consejo  de  Estado.  Cuando  las  oficinas  descai^gan  sobre  él 
su  trabsgo  propio  (y  sucede  muchas  veces),  abusan  de  la  institu- 
ción, y  abruman  el  Consejo  con  el  peso  de  una  multitud  de  ne- 
gocios de  poco  momento  y  fácil  dei^acho  que  nO  requieren  con- 
sulta, bastando  una  instrucción  regular  y  el  amor  al  trabajo. 

438. — Los  reales  decretos  que  el  Gobierno  expide  conformán- 
dose con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  reunido  en  pleno  ó 
en  Secciones,  deben  expresar  esta  circunstancia;  y  si  no  se  con- 
forma, deben  contener  la  fórmula  oido  el  Consto  de  Estado  en 
pleno  ó  en  la  Sección  de,..  (2).  Pacimos  del  supuesto  de  ser  la 
consulta  obligatoria,  aunque  la  ley  no  lo  declara,  y  lo  hallamos 
conveniente  para  que  conste  cómo  el  precepto  se  ajusta  á  la  for- 
ma legal. 

439. — Resta  observar  que  siendo  el  Consejo  de  Estado  el  cuer- ' 
po  supremo  consultivo  de  la  administración,  después  de  haberle 
oido  el  Gobierno,  no  puede  remitirse  el  negocio  que  promueve  la 
consulta  á  informe  de  ninguna  corporación  ni  oficina  del  estado; 
pero  sí  oídas  las  Secciones,  se  puede  todavía  solicitar  el  dictamen 
del  Consejo  pleno.  Interesa  esto  á  su  dignidad,  y  asimismo  al 
acierto  en  las  resoluciones  del  Gobierno,  porque  el  voto  del  alto 
cuerpo  consultivo  de  la  administración,  dentro  de.  los  límites  de 
la  consulta,  debe  ser  el  de  mayor  autoridad  y  por  regla  general 
el  decisivo  (3). 

(1)  Ley  de  1*7  de  Agosto,  art.  50,  §  4. 

(2)  Ley  cit.,  art.  65. 

(3)  Ley  cit.,  art.  67. 
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440.— Consejos  especiales  del  Go- 
bierno. 

441.— Su  necesidad. 

44^.— Carácter  de  sus  atribucio- 
nes. 

443.— Consejo  de  Sanidad. 

444.— Consejo  de  Instrucción  pú- 
blica. 

445.— Consejo  de  Agricultura^  In- 
dustria y  Comercio. 

446.— Junta  consultiva  de  Cami- 
nos, Canales  y  Puertos. 

447.— Junta  facultativa  de  Montes. 

448.— Junta  superior   facultativa 


de  Minería. 

449.— Junta  consultiva  de  Estadís- 
tica. 

450.— Junta  facultativa  de  Biblio- 
tecas, Archivos  y  Museosu 

451.— Junta  consultiva  de  Aran- 
celes. 

452.— Junta  consultiva  de  Moneda. 

453.— Junta  de  Pensiones  civiles. 

454.— Academias ,  como  cuerpos 
consultivos. 

455.-<*-El  Instituto  industrial. 

456.— Observaciones. 


440. — ^Además  del  Consejo  de  Estado  que  consulta  al  Gobierno 
en  los  negocios  generales  de  la  administración,  la  ley  instituye 
otros  especiales  que  le  ilustran  en  las  materias  facultativas. 

441. — Bajo  los  regímenes  constitucionales  es  muy  frecuente 
que  los  diputados  pasen  de  la  tribuna  al  ministerio^  y  no  siempre 
sucede  que  sea  hábil  estadista  el  orador  elocuente.  Bajo  un  sis- 
tema de  centralización  más  ó  menos  rigorosa,  el  ministro,  sin 
ser  un  hombre  especial  en  cada  tsmo  de  los  que  su  secretaría 
comprende,  debe  dictar  disposiciones  para  regularizar  el  servicio 
de  todos. 

De  aquí  nace  la  necesidad  en  que  los  ministros  se  suelen  ver 
de  dejarse  guiar  por  las  oficinas  en  vez  de  guiarlas  ellos,  aban- 
donando hasta  cierto  punto  el  despacho  de  los  negocios  á  Sus 
auxiliares  más  versados  en  la  práctica  de  ciertos  ramos  espe- 
ciales de  la  administración  pública,  y  reservándose  únicamente 
la  alta  dirección  política  y  el  impulso  administrativo  análogo  y 
uniforme.  • 

Los  hábitos  de  rutina,  los  trámites  dilatorios  y  la  falta  de  co- 
nocimientos facultativos  son  inconvenientes  demasiado  graves 
para  no  pensar  en  removerlos;  y  de  ahí  la  necesidad,  ó  cuando 
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menos  la  maníñesta  utilidad  de  ciertos  cuerpos  consultivos  que 
el  Gobierno  asocia  á  la  administración  activa,  compuestos  de  per- 
sonas recomendables  por  gu^isBoia^^düatados  servicios  y  auto- 
ridad reconocida  que  le  ilustran,  ya  estudiando  los  proyectos  que 
someten  á  su  etSmm,  y^  ínspitftndóle  reformas  útiles,  y  ya  en 
fin  moderando  á  veces  el  arbitrio  ministerial. 

442. — ^Naturalmente  estas  juntas  6  consejos  especiates  no  par- 
ticipan del  poder  ejecutivo,  ni  aun  intervienen  en  la  administra- 
ción coB  diotáiaeaes  oñoiosos^  sino  qm  cojasuUan  al  Gobierno, 
cuaxmIo  éste  íavoca  el  auxilio  de  sus  luces  y  el  apoyo  de  .su  ex- 
periencia. OlM*iffii,  si  ftOBL  requeridos;  y  aunque  las  leyes  ó  los 
reales  decretos  que  los  instituyen  señalan  ciertos  casos  en  los 
cuales  se  impone  al  Gobierno  la  obligación  de  consultarlos,  no 
par  eso  tiene  la  de  adherirse  á  su  voto,  ni  tampoco  los  consejos 
el  derecho  de  reclamar  que  su  dictamen  sea  oído,  pues  fiólo  al 
ministro  toca  responder  de  la  informalidad  de  sus  propios  actos, 
si  en  efecto  hubiere  él  incurrido  en  -semejante  falta.  La  acción 
administrativa  no  debe  perder  un  átomo  de  su  independencia  ni 
de  su  responsabilidad  por  la  ingerencia  de  los  consejos,  cuyos 
servicio^  se  limitan  A  áíustrar  di  Gobiemie)  ^sin  «ntorpeoer  su  mar- 
dia,  lá  salirle  al  encuentro,  m  mostrar  deseos  de  egercer  auto- 
ridad. SI  >Gobii^no  rehusará  con  razón  someterse  á  la  tutela  de 
lo8<3W9rpos  üonsuitiTies,  y  éstos  obrarán  ^oon  prudencia,  si  se  abs- 
tienen -áe  im|Mmer  oonut  opinión  que  tiene  ya  bastante  ih^za 
morsd* 

443.~l[iiibo  lienvpo  há  una  Junta  áe  Sanidad  delUeino  reves- 
tida «on  -cifertas  facultades  administrativas;  desmembración  del 
poder  iáe  ejectittar  ins  lej^s  «íBm|a>e  perjudicial,  porque  debilita 
la  fuerza  y  destruye  la  unidad  de  la  administración,  y  oi^ganiza- 
ciüh  Tk»€«a  fMaxo  -la  de  toda  autoridad  colectiva,  püses  si  delibe- 
rar es  prcpioie  muchos  «entendimientos,  ^ejecutar  requiere  una 
sola  mano. 

Bl  creciente  predominio  del  pmcipio  de  la-ceixbadizaoion  en- 
tre nosotros  avasBlfó  «^  matoria  <con  osas  justada  que  otras  va- 
rias,  y  fué  causa  de  aíjolír  aqu^ella  ffuttta  y  agregar  la  dirección 
general  de  este  servicio  público  al  ministerio  de  la  Gobernación, 
auxiKado  'de  un  Gonso^  de^MÍéad  con  «Érlbuoiones  ^nn^m^nte 
consiúti<VQs. 

Obtuvo  d^OonBejo  de  Sani^áad  la  sanción  de  la  toy,  prenda  al 


•I! 


LIBRO  III4   OMiMZ.  T  kWU^.  M  ÍAB  lUfeRIDAPES.  203 

paíeeér  Segura  de  «noi  largta  f  tranquila  eióeieíLcia  (1).  No  obs- 
táiite  el  Üobiemo  Jttzgó  neoesario  reformarlo  daúdo  toayor  parto 
de  Iññu^ncia  en  este  cínei^o  al  eleznefato  facultativa  ^2).  DunS  poco 
la  reforma,  porque  filé  suprimido  el  Consejo  y  reemplaeado  por 
una  Junta  superior  Consultiva>  cayal^  atribuokmed  consistian  en 
ilustrar  al  &bbierno  céü  Sü^ictóméti^  siempre  que  estimase  oirle 
respecto  fi  lo9  asuntos  de  m  com^eteneia  (3).  Le  llegé  su  hora  á  la 
Junta,  y  filé  restablecido  el  Coiusejo  dpe  SxnidfiKi  (4)^  reorganieado 
con  el  Wtuló  ítnpí^pio  dé  Consejo  Nacional  de  Sanidad,  volviendo 
el  cuerpo  consultivo  del  Gobietno  en  lo  tocante  Sd  «ervlcio  saai- 
tario,  á  ftmdaí^é  én  ia  legalidad  establecida  en  1855  (5í). 

El  Consejo  de  Sanidad  se  compone  de  veinte  vocales  ^e  re- 
presentan las  diferentes  ramas  de  la  ciencia  y  la  administración 
que  tienen  más  analogía  con  la  legislación  sanitariat  El€oneejo 
noínbrá  una*  Comisión  permanente  compuesta  de  ciaco  voeaieft 
que  obra  con  atribuciones  delegadas  del  cuerpo  que  la  elige. 

Corresponde  al  Consejo  de  Sanidad  informar  al  Oobierho  sobre 
ios  asuntos  de  su  competencia  siempre  que  fuere  consultado;  y 
aunque  no  proceda  consulta,  proponerle  tes  medítlsEs  que  h&lie 
necesario  ó  conveniente  "adoptar  en  vista  de  las  'cRrcdlMtali^as 
para  ünpedír  la  invasión  y  propagación  de  las  eníerhiedíideei 
epidémicas  y  contagiosas  (6) . 

444. — ^Del  ministerio  dé  Fomento  dependen  varios  cuerpos 
consultivos.  Sea  el  primero  el  Consejo  de  Instrucción  pública 
que  debe  su  orígetl  al  plan  de  estudios  de  1845,  y  flié  refortíiado 
en  los  de  1847  y  1850,  fcasta  que  confirmó  su  existencia  la 
ley  (7).  Reorganizado  con  escasa  fortuna  (8),  poco  defeptiés  ^di- 
süélto  <9),  sustittíido  por  uña  á^nnta  consultiva  (#0)v  también  dt- 
suelfei  ^11),  mereció  ípor  fin  ser  rcftstatoleciéo  w»  lerós  alt^:^*- 
cienes  <12). 

U)  Ley  de  28  de  I^oviembre  de  1B55. 

(2)  Real  decreto  de  19  de  Junio  de  18OT. 

(3)  Decreto  de  18  de  Noviembre  de  1868. 

(4)  Decreto  de  92  de  Mayo  lie  1913. 

(5)  Decreto  de  11  de  Marzo  de  18^4. 

(6)  Decreto  cit.,  y  reglamento  de  10  de  Octubre  de  18^74. 
{!)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  18S7,  arta.  215  gr  éig. 

(8)  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1886, 

(9)  Decreto  de  10  de  Octubre  de  1808. 

(10)  Decreto  de  18  de  Julio  de  1871. 

(11)  Decreto  de  18  de  Julio  de  1872. 

(12)  Decreto  de  12  de  Junio  de  1874. 
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Forman  este  Consejo  treinta  individuos  que  el  Gobierno  nom- 
bra dentro  de  ciertas  elevadas  categorías  y  siete  vocales  natos^ 
y  se  divide  en  cinco  secciones  para  el  mejor  despacho  de  los 
negocios. 

Debe  el  Gobierno  oir  al  Consejo : 

I.  En  la  formación  y  modificaciones  de  los  planes  de  estadios^ 
programas  de  enseñanza  y  reglamentos  de  las  escuelas  y  esta- 
blecimientos de  Instrucción  pública. 

n.  En  la  creación  y  supresión  de  cualquier  establecimiento 
público  de  enseñanza,  exceptuando  las  escuelas  de  primera  edu- 
cación que  pueden  crearse,  mas  no  suprimirse,  sin  audiencia  del 
Consejo. 

in.  En  la  creación  y  supresión  de  cátedras. 

IV.  En  la  provisión  de  cátedras  y  en  los  expedientes  de  clasi- 
ficación, ascensos,  premios,  jubilación  y  separación  de  profeso- 
res y  empleados  facultativos  del  ramo. 

Es  además  potestativo  en  el  Gobierno  consultarle  en  otros 
asuntos  cualesquiera  pertenecientes  á  Instrucción  pública  acerca 
de  los  que  juzgue  oportuno  oir  su  dictamen. 

445. — ^Desde  mucho  tiempo  acá  se  conocen  en  la  legislación 
de  España  ciertas  corporaciones  cuyo  objeto  fué  siempre  promo- 
ver y  fomentar  Ja  riqueza  pública.  Hubo  una  Junta  general  de 
Comercio  con  facultades  gubernativas  y  judiciales  en  asuntos  de 
comercio,  fábricas  y  ordenanzas  de  artes  y  manufacturas,  creada 
en  1679,  extinguida  en  1680,  restablecida  en  1682,  reformada 
en  1707  y  al  cabo  incorporada  á  las  de  Moneda  y  Minas  en  1730 
y  1747.  La  potestad  de  justicia  y  gobernación  que  se  le  habia 
concedido,  pudo  parecer  conveniente  en  aquella  época  en  que 
los  consejos  tomaban  una  parte  tan  activa  en  la  gestión  de  los 
negocios  comunes,  y  cuando  no  existia  un  ministerio  encargado 
de  promover  y  adelantar  todos  lo&  ramos  de  la  riqueza  pública. 
Así  fué  que  la  antigua  Junta  general  de  Comercio  vino  á  perderse 
en  el  Consejo  de  Hacienda,  en  donde  á  lo  menos  era  más  fácil 
dar  cierta  unidad  á  las  providencias  económicas  y  subordinarlas 
á  un  grado  mayor  de  autoridad  y  vigilancia  (1). 

Sus  atribuciones  estarían  hoy  en  disonancia  con  la  ley  funda- 
mental del  estado  por  lo  que  tenian  de  judiciales,  y  serian  opues- 

(1)  Tít.  I,  Ub.  IX,  Nov.  Recop. 
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tas  á  los  principios  de  la  administración,  por  lo  que  tenían  de 
activas.  Era  preciso,  pues,  que  el  Gobierno  conciliase  la  nece- 
sidad de  ilustración  con  la  independencia  de  sus  actos ,  estable- 
ciendo un  cuerpo  consultivo  con  quien  pudiese  conferir  acerca 
de  todos  los  medios  de  facilitar  el  desarrollo  de  la  prosperidad 
común,  y  esta  idea  produjo  el  Consejo  de  Agricultura  y  Comer- 
cio, creado  poco  después  de  la  instalación  del  ministerio  especial 
de  Fomento  al  cual  fué  adicto  (1). 

Dióse  después  nuevo  nombre  y  una  organización  distinta  á  di- 
cho cuerpo,  llamándole  desde  entonces  Conscgo  Real  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio,  refundiéndose  en  él  la  Junta  con- 
sultiva de  la  Cria  caballar,  y  dividiéndose  en  tres  secciones 
correspondientes  á  su  triple  denominación  (2) ,  y  se  reformó  en 
época  más  reciente  (3). 

Fué  suprimido  para  reorganizario  (4) ;  y  en  efecto,  á  poco  lo 
resucitó  el  Gobierno  con  la  importante  novedad  de  trocar  su  an- 
tigua denominación  por  la  de  Junta  Superior  de  Agricultura, 
IiKlustria  y  Comercio  compuesta  de  vocales  natos  y  electivos  (5), 
luego  reformada  (6),  más  tarde  suprimida  y  reemplazada  por  un 
Consejo  de  Agricidtura  (7),  el  cual /apenas  constituido,  padeció 
reforma  (8),  y  al  cabo  reintegrado  en  su  título  de  Consejo  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  (9),  después  d^  tantos  y  tan 
estériles  cambios  y  mudanzas  que  ceden  en  descrédito  del  Go- 
bierno de  quien  con  razón  sospechan  los  pueblos  que  camina  i 
ciegas  cuando  más  ponderan  los  amigos  sus  aciertos  en  la  ad- 
ministración. 

Componen  este  Consego  Superior  64  vocales  residentes  en  Ma- 
drid y  39  natos,  con  más  los  comisarios  provinciales  de  Agricul-» 
tura;  de  suerte  que  forman  un  verdadero  congreso,  no  sin  incon- 
veniente para  el  despacho  de  los  negocios  que  suele  retardarse 
por  el  abuso  de  la  palabra,  fíicil  y  casi  necesario  en  las  juntas 
numerosas.  Divídese  en  seis  secciones,  de  Agricultura,  Oánade- 

« 

(1)  Real  deoreto  do  9  da  Abrtl  da  IMl. 

(2)  Reales  decretos  da  9  de  Abril  yláe  Octubre  de  184*7  y  24  de  Febrero  de  1848. 

(3)  Real  decreto  de  14  de  Dldembre  de  1869  y  rofflamanio  de  5  de  Setiembre  de  1860. 

(4)  Decreto  de  9  de  Abril  de  1809. 

(5)  Decreto  de  28  de  Mayp  de  1869. 

(6)  Real  decreto  de  1  de  Jnlio  de  1871. 
[1)  Decreto  de  19  de  Febrero  de  ISTEL 

(8)  Decreto  de  26  de  Junio  de  1874. 

(9)  Decreto  de  13  de  NoTiembia  de  18M. 
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pía^  Montes,  Jindusiria;,  Comercio  y  Asuntos  geaei?ales;  y  como 
cudppo  consultívo  del  Gobiesmo,  le  infernaba  y  auxilia  con  sí^$  lur 
c&^f  siempre  fue  eonviene,  en  todos  los  asuntos  de  w  participar 
competencia  (1). 

446.ir-^La  Junta  Consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  ^ 
compone  del  director  de  Obras  públicas,  de  los  ingenieros  ¿os- 
poetares  generales  de  prisieara  y  segunda  clase  como  vocales 
natos,  y  de  un  secretario  jefe  del  cuerpo,  y  se  divide  en  cinco 
secciones,  de  Asuntos  generales,  Carreteras,  Ferro-carriles,  Ser*- 
vicíoe  marítimos  y  Aprovechamientos  de  aguas.  Su  instituto  es 
infonnar  al  Oobi^:*no  en  todos  los  negckcios  de  carácter  faculta*^ 
tivo  perteneaieivtes  á  este  servicio  (2). 

447.*««La  de  Itfontes  que  consta  de  los  inspectores  generales 
de  primera  clase,  de  los  dos  inspectores  de  segunda  eto^^^  jeíes 
de  las  Comisiones  de  la  Flora  y  del  Mapa,  y  de  otro  inspector  de 
igual  grado  que  el  Gobierno  designe. 

Sus  atribuciones  son  informarle  cuando  convenga  oír  sU  dieiá- 
men,  y  siempre  sobijo : 

I.  Los  reglamentos  tocantes  al  servicio  de  los  montes. 

H.  Todos  los -proyectos  de  ordenación  definitiva. 

m.  Los  p^nes  provisionales  y  defínátivos  de  aprovfiebdr 
mientes.        • 

IV.  Los  expedientes -que  se  instruyan  con  motivo  de  las  JGEÜtas 
que  cometan^n  el  servicio  los  ingenieros  y  empleados  que  los  aur 
xilíen  en  las  operaciones  propias  del  instituto  del  cuerpo,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  judicial,  si  hubiere  lugar  á exigirla  (d). 

446. — ^La  Superior  &cultatíva  de  afinería  que  tiene  atribuciones 
activas  como  rueda  auxiliar  de  la  administración,  y  otras  mera-^ 
mente  consultivas,  cuando  el  'Gobierno  le  pide  informe  ó  detert 
minan  que  sea  oida  las  leyes  y  reglamentos  (4). 

449. — La  Consultiva  de  Estadística  y  del  Instituto  Geogi^áfico 
que  debe  emitir  los  informes  que  acerca  de  los  asuntos  de  su 
competencia  reclame  la  dirección  general  del  ramo  (5). 


(1)  Reglamentoe  de  16  de  Oetnbre  y  18  de  NoTiembre  de  1814. 

(2)  Reales  decretos  de  5  de  Agosto  de  IBffl  y  18  de  Abrtl  de  1800,  resrUuiieDio  de  98  de  Oc- 
tubre de  1868  y  real  decreto  de  15  de  Jnlio  de  1866. 

(8)  Decreto dell de  JaUo de  1874. 

(4)  Refrlamento  orfi^&nlco  aprobado  pof  real  decreto  de  1.^  de  Pobreto  de  1805. 

(5)  Reales  decretos  de  3  de  Noviembre  de  1856  y  91  de  Abril  de  1861)  y  decretos  de  12  da 
Setiembre  de  1870  y  \P  de  Abril  de  1808. 
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450.— *Y  la*  facultativa  de  Bibliotecas,  Archivos  y  Museos  de 
antigüedades,  cuscas  atribuoiones  coiksiaten  en  evacuar*  conaol- 
tas^  proponer  mejoras,  redactar  programas,  informar  expedi«tti> 
tesi,  examinar  memorias,  y  en  fin  cooperar  de  varios  modos  al 
desarrollo  de  esta  parte  de  la  Instrucción  pública  (1). 

451. — ^Agregadas  al  Ministerio  de  Hacienda  exi^n  la  Jub^ 
ta  consultiva  de  Aranceles,  cuyo  numeroso  personal  ñié  reducido 
á  seis  vocales  natos  y  veinte  nombrados  á  voluntad  del  Go* 
biemo  (2). 

452. — La  Consultiva  de  Moneda  que  consta  de  un  número  in- 
determinado de  vocales,  á  cuyo  examen  se  someten  todos  ios 
incidentes  del  servicio  monetario  que  sean  de  iniearés  general,  é 
de  tal  gravedad  y  trascendencia  que  exiíjaa  este  trámite  á  juido 
del  ministro  de  Hacienda  (3). 

453. — ^Y  por  último  la  de  Pensiones  cávUes,  la  cual  prooede 
como  tribunal  de  primera  instancia  en  los  n^ocios  perteneciefi^ 
tes  á  la  calificación  y  declaración  de  los  derechos  de  lasdases 
pasivas  del  orden  civil,  con  alzada  por  la  via  gubernativa  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  y  apelación  al  Consejo  de  Estado  por  la 
contenciosa  (4). 

454.— Las  Academias  Españolas,  da  la  Historia,  de  S.  Feman- 
do, de  Ciencias  exactas,  físicas  y  naturales,  de  Ciencias  morales 
y  políticas  y  de  Medicina  también  hacen  veces  de  cuerpos  con-  ^ 
sultivos  del  Gobierno,  cada  ima  en  las  materias  análogas  á  su 
instituto. 

La  de  Hedicina,  sobre  todo,  participa  de  la  administración  en 
cuanto  auxilia  al  Gobierno  cen  sus  conocimientos  especiales, 
evacuando  ^las  consultas  relativas  á  las  materias  de  su  ccxmpetM- 
cia,  como  endemias,  epidemias,  contagios,  epizoétías,  remedios 
nuevos  ó  secretos  y  otras  que  importan  á  la  salud  pública  (5). 

455. — También  el  Instituto  industrial  ejerce  funciones  de  cuer- 
po consultivo  y  a»KÍtiar  de  laiadministKafiiionFaQjtiva^  puesto  que 
debe  informar  sobre: 


(1)  Real  decreto  de  16  de  Abril  de  1916. 

(2)  Reales  decretos  de  15  da  Marzo  de  1880, 81  de  JaUo  de  18S6  y  81  de  Octubre  de  1856,  y 
decreto  de'9  d«  Baeiw  de  1800. 

(3)  Real  decreto  de  90  de  AbrU  4e  I8i8,  realóKlen.de^4»'J«mo^dfl  ]aB9.y  (Mcreio  de  12 
de  Abril  de  1868. 

(4)  Decreto  de  10  de  Blayo  de  1878. 

(5)  Reglamento  de  28  de  Abril  de  1861. 
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I.  Las  instancias  relativas  á  la  concesión  de  privilegios. 

'  n.  Las  peticiones  de  certiflcadosde  las  marcas  y  distintivos  de 
las  fiibricas  y  talleres. 

in.  Y  cualesquiera  otros  asuntos  pertenecientes  á  la  industria 
acerca  de  los  cuales  el  Gobierno  juzgue  necesario  ó  convenien- 
te oir  su  dictamen  (1). 

456. — El  tipo  á  que  deberían,  si  no  ajustarse,  por  lo  menos  en 
lo  posible  acomodarse  todos  los  cuerpos  consultivos  de  la  admi- 
nistración, es  el  Consejo  de  Estado ;  y  ya  que  con  respecto  á  él 
unas  veces  la  consulta  es  obligatoria  y  otras  potestativa  según  la 
mayor  ó  menor  gravedad  de  los  negocios,  nada  se  perdería  en 
seguir  el  ejemplo.  Asimismo  importa  no  darles  participación  di- 
recta en  la  acción  que  es  tan  propia  .del  Gobierno,  como  impro- 
pia de  unas  instituciones  organizadas  para  deliberar  y  destituidas 
de  los  medios  eficaces  para  ma^dar  y  hacerse  obedecer.  Llámen- 
se Consejos  ó  Juntas  consultivas,  el  nombre  indica  el  límite  na- 
tural de  sus  atribuciones. 


CAPÍTULO  IV. 
De  las  INpatacloB«i  ¡^roYlsélalefl. 

Artículo  M^-^Organizacion  de  las  Diputacionei provinciales. 


457.— Idea  de  provincia. 

458.— Unidad  administrativa. 

459.— Unidad  natural. 

460.— Las  provincias  tienen  inte- 
reses comunes  y  propios. 

461.— Consecuencias  en  cuanto  á 
su  organización  administra- 
tiva. 

462.— Carácterde  laé  Diputaciones 
provinciales. 

463.— Composición  de  estos  Cuer- 
pos. 

464.— Examen  y  aprobación  de  las 
*  actas. 


465.— £1  gobernador  presidente  de 

la  Diputación  provincial. 
466.— Mesa  de  la  Diputación. 
467.— Comisión  provincial. 
468.— Naturaleza  de  estos  cargos. 
469.— Sesiones  ordinarias. 
470.— Extraordinarias. 
471  .—Convocatoria. 
472.— Suspensión. 
473,— Publicidad. 
474.— Asistencia  obligatoria. 
475. — Mayoría. 
476.— Libro  de  actas. 


457. — Son  las  provincias  verdaderas  unidades  administrativas 
que  se  fkindan  comunmente  en  vínculos  naturales  y  espontáneos, 


(l)  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1855,  art.  1*7. 
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no  tan  estrechos  como  los  que  constituyen  el  pueblo  y  dan  ori- 
gen al  Ayuntamiento,  pero  lo  bastante,  sin  embargo,  para  que 
no  deba  ser  considerada  esta  unión  puramente  artificial  y  obra 
tan  sólo  del  legislador. 

458, — En  Francia,  en  donde  á  fin  de  establecer  la  Asamblea 
Nacional  una  división  de  territorio  análoga  al  principio  de  la 
unidad  política,  empezó  por  nivelar  completamente  el  territorio; 
en  Francia,  en  donde  se  quiso  sustituir  de  un  golpe  el  régimen 
del  privilegio  con  el  de  la  igualdad,  era  necesario  principiar  por 
confundir  los  antiguos  límites,  borrar  los  nombres  históricos  y 
precipitar  en  el  olvido  las  más  vivas  tradiciones.  Allí  los  depar- 
tamentos ó  provincias  son  creación  moderna  y  unidad  artificial, 
porque  la  ley  destruyó  primero  una  existencia,  y  luego  formó 
cuerpos  á  los  que  dio  otra  nueva. 

459.— En  España  los  confines  de  íos  antiguos  reinos  suelen 
ser  hoy  todavía  la  línea  divisoria  de  las  modernas  provincias, 
entre  las  cuales  hay  no  pocas  cuyos  naturales  aun  conservan  el 
apego  á  sus  costumbres,  se  explican  en  su  lenguaje  primitivo, 
se  distinguen  por  su  carácter  y  pon  su  típica  fisonomía  y  aman 
con  pasión  sus  fueros  particulares.  Para  demostrar  que  el  espí- 
ritu provincial  en  gran  parte  está  vivo,  basta  observar  que  las 
circunstancias  topográficas  de  la  Península  fueron  un  obstáculo 
permanente  á  la  extensión  del  principio  de  la  unidad  política, 
obstáculo  nunca  vencido  por  la  naturaleza  del  suelo  y  la  dificul- 
tad de  nuestras  comunicaciones  interiores.  De  este  atraso  en  las 
vias  de  comunicación  ha  nacido  la  especie  de  aislamiento  en  que 
muchas  provincias  españolas  han  vivido  hasta  aliora  poco,  y  en 
el  cual  perseveran  algunas  todai^a.  De  aquí  resultó  haberse  for- 
tificado los  lazos  del  provincialismo  con  su  séquito  de  intereses 
y  afectos  locales ;  y  de  aquí  en  fin  dimana  que  alimenten  aun 
nuestras  provincias,  principalmente  las  últimas  agregadas  á  la 
corona  de  Castilla,  aquella  propensión  á  la  forma  federal  que  en 
tiempos  de  revueltas  se  descubre  en  toda  su  desnudez,  y  en 
épocas  tranquilas  se  disfraza  con  el  modesto  nombre  de  provin- 
cialismo (1). 

Á  estas  y  otras  causas  debemos  atribuir  que  el  sentimiento  de 
nacionalidad  no  hubiese  destruido  la  unión  natural  de  la  provin- 

(l)  Bato  se  dscribia  en  1850,  y  los  sucesos  que  reg'istra  la  historia  contemporánea,  con 
firman  el  Juicio  del  autor. 

TOMO  I.  14 
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cía,  alterada  y  combatida  por  las  nuevas  subdivisiones  del  ter- 
ritorio^ pero  demasiado  entera  aun  para  no  ver  en  eUa  sino  la 
voluntad  del  legislador. 

La  provincia,  pues,  tiene  en  España  entidad  propia  anterior 
al  establecimiento  del  poder  central,  según  lo  demuestra  la  his- 
toria de  nuestra  monarquía,  la  cual  creció  por  agregaciones  de 
territorios  que,  habiendo  sido  estados  independientes,  hoy  son 
unidades  administrativas  (1).  Hay  sin  duda  en  las  provincias  es- 
pañolas una  individualidad  administrativa  y  civil  posterior  á 
otra  individualidad  natural,  si  bien  los. vínculos  de  amor  ¿inte- 
rés que  engendra  esta  comunidad,  distan  mucho  de  ser  tan  Aler- 
tes como  los  que  nacen  del  municipio,  cercano  al  hogar  domés- 
tico y  semejante  á  la  íamilia. 

460. — Como  quiera  que  la  provincia  sea  unión  natural  ó  agre- 
gación artificial,  siempre  representará  un  todo  y  la  parte  de  un 
todo.  Como  todo  tiene  derechos  é  intereses  propios  é  inherentes 
á  la  comunidad  de  vida  entre  los  habitantes  de  un  mismo  terri- 
torio :  como  palote  goza  de  los  beneficios  y  conlleva  las  cargas 
que  pesan  sobre  la  nación,  p 

461. — ^Entre  los  derechos  é  intereses  del  estado  y  de  la  pro- 
vincia hay  muchos  puntos  de  contacto  que  á  veces  producen 
confusión.  De  aquí  la  dificultad  de  fijar  los  límites  de  la  admi- 
nistración general  y  la  local;  áriuo  problema  que  opone  los  par- 
tidarios de  un  poder  central  vigorosamente  constituido  á  los  de 
la  autonomía  de  las  corporaciones  populares. 

Habrá  también  entre  los  primeros  puntos  de  divergencia  más 
aparente  que  efectiva.  Siempre  el  interés  provincial  del  momen- 
to debe  ceder  al  interés  permanente  del  estado  y  quedarle  su- 
bordinado y  sometido,  porque  en  la  constancia  y  validez,  de  los 
intereses  nacionales  halla  la  provincia  su  conveniencia  pasada 
y  presente  y  su  compensación  futura,  y  por  tanto,  para  resolvef 
estas  cuestiones,  el  estado  no  puede  desprenderse  de  cierta  v¡- 

(1)  Insisto  de  propósito  en  esta  doctrina,  á  fln  de  apoyar  mi  opinión  contraria  á  la  qoo 
sustentó  la  respetable  Comisión  del  Congreso  de  los  diputados  nombrada  para  informar 
sobre  el  proyecto  de  ley  de  organización  y  atribuciones  de  las  Diputaciones  proYinciales 
•  presentado  en  la  legislatura  de  1838.  Esta  ilustrada  Comisión,  acaso  preocupada  en  fovor 
de  las  teorias  francesas,  negó  resueltamento  la  existencia  natural  de  las  provincias,  siendo 
asi  que  el  provincialismo  forma^  &  mi  entender,  uno  de  los  rasgos  más  profundos  de  nues- 
tro carácter  nacional,  y  esto  sólo  explica  la  repugnancia  con  que  fueron  recibidas  en  Es- 
paña ciertas  leyes  administrativas  fundadas  en  el  principio  de  la  unidad,  y  la  necesidad 
que  hubo  de  relajar  el  principio  en  algunos  casos,  bien  á  pesar  del  Gobierno. 
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gilancia,  de  cierta  tutoría  de  los  intereses  locales;  de  forma  que, 
aun  dejando  á  la  provincia,  como  es  debido,  la  iniciativa  y  la 
acción,  la  dirección  y  la  regularidad  partan  siempre  de  un  solo 
centro  (1). 

En  resumen,  considerada  la  provincia  como  parte  del  estado, 
se  halla  sujeta  á  la  autoridad  inmediata  del  Gobierno  ó  sus  dele- 
gados: considerada  como  un  todo,  se  rige  á  sí  misma  bajo  la  vi- 
gilancia de  la  administración  superior. 

462. — Conforme  á  esta  sencilla  teoría  la  ley  comunica  á  las 
Diputaciones  provinciales  una  buena  parte  del  poder  administra- 
tivo, las  asocia  á  ciertos  actos  de  gravedad  é  importancia  que 
interesan  á  sus  respectivas  provincias,  son  el  órgano  de  sus  ne- 
cesidades y  deseos,  representan  la  persona  moral  y  forman  una 
especie  de  consejo  de  familia.  El  concurso  de  los  delegados  del 
Gobierno  y  los  mandatarios  de  los  pueblos  para  dirigir  en  casos 
graves  la  administración  provincial,  es  el  medio  más  cuerdo  y 
eficaz  de  moderar  sin  extinguir  la  vida  local,  de  respetar  los  de* 
rechos  é  intereses  peculiares  de  cada  provincia,  sin  quebrantar 
la  unidad  del  poder  ni  debilitar  sus  fuerzas. 

463. — Las  Diputaciones  provinciales,  creadas  por  la  Constitu- 
ción de  1812,  suprimidas  al  restablecimiento  de  la  monarquía 
absoluta,  partícipes  de  los  cambios  y  mudanzas  sucesivas  en  la 
forma  de  gobierno,  próximas  á  experimentar  novedades  en  su 
organización  y  atribuciones  en  1837,  organizadas  en  1845  según 
el  espíritu  centralizador  que  entonces  prevalecía,  reformadas  con 
otro  más  recto  criterio  en  1863,  y  ahora  dotadas  con  mayor  li- 
bertad de  acción  y  más  vida  propia  (2),  son  corporaciones  popu- 
lares, producto  del  sufragio  universal,  instituidas  por  la  ley  que 
les  atribuye  exclusiva  competencia  para  entender  en  todo  lo  to- 
cante al  gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de  las 
provincias  (3).  Sigúese  de  aquí  que  á  las  Diputaciones  pertenece 
privativamente  la  administración  provincial. 

Debe  haber  25  diputados  en  las  provincias  que  no  excedan 
de  150.000  habitantes,  y  uno  más  por  cada  10,000  hasta  el  nú- 
mero de  300.000.  A  las  provincias  que  cuenten  300.000  habitan- 


(1)  Informe  citado,  Estudios  pr&cticos  de  administración^  página  105. 

(2)  Constitacion  de  1812,  art.  325,  real  decreto  de  15  de  Junio  de  1814,  leyes  de  Í3  de  Se- 
tiembre de  1837,  8  de  Enero  de  1845, 25  de  Setiembre  de  1863  y  20  de  A^j-osto  ile  1870. 

(3)  Lc}'  de  20  de  Agosto  de  1870,  art.  4C. 
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tes  corresponden  40  diputados,  y  uno  más  por  cada  25.000  has- 
ta 500.000;  y  las  de  mayor  población  deben  tener  48  diputados 
y  uno  más  por  cada  50.000  habitantes. 

Cuando  en  alguna  provincia  resulta  un  exceso  equivalente  á 
las  dos  terceras  partes  del  número  de  habitantes  que  pide  un  di- 
putado, se  elige  otro  más  (1). 

El  Gobierno  hizo  la  división  de  las  provincias  en  distritos  se- 
gún su  población  respectiva,  y  fijó  el  número  de  diputados  que 
corresponde  á  cada  una,  el  cual  fluctúa  entre  el  mínimo  de  25  y 
el  máximo  de  49  (2) . 

Esta  división  lleva  el  carácter  de  interina,  puesto  que  confor- 
me.á  la  ley  de  administración  provincial  estaba  el  Gobierno  auto- 
rizado para  hacerla,  sin  perjuicio  de  reformarla  después  de  ele- 
gidas las  primeras  Diputaciones  (3). 

La  ciencia  enseña  que  las  corporaciones  populares  no  sean  tan 
numerosas  que  la  multitud  embarace  el  despacho  de  los  nego- 
cios, ni  tan  reducidas  que  falten  los  elementos  de  una  amplia 
discusión,  de  un  examen  colectivo,  de  una  discusión  razonada, 
prendas  de  un  maduro  consejo.  Conforme  á  este  criterio  podría 
repararse  que  la  organización  de  las  actuales  Diputaciones  peca 
contra  los  principios  de  toda  buena  administración  por  exceso, 
á  que  se  añaden  dificultades  que  se  tocan  en  la  práctica,  no  sien- 
do la  menor  la  de  encontrar  un  número  suficiente  de  personas 
dignas,  hábiles  y  dispuestas  á  aceptar  el  cargo,  no  en  todas, 
pero  sí  en  algunas  provincias  en  donde  predomina  la  población 
rural. 

,464.— La  Diputación  se  constituye  por  sí  misma,  porque  exa- 
mina las  actas  de  los  elegidos,  las  discute  y  aprueba  ó  desaprue- 
ba, admite- ó  desecha  las  renuncias  y  declara  las  vacantes.  Verdad 
es  que  la  ley  establece  el  recurso  por  la  via  contenciosa  contra 
los  acuerdos  de  la  Diputación;  pero  esto  mismo  demuestra  que 
'  no  hay  ulterior  recurso  dentro  de  la  via  gubernativa. 

Del  modo  de  hacer  las  elecciones  de  los  diputados  provincia- 
les y  lo  demás  perteneciente  á  la  materia,  hablaremos  en  capí- 
tulo aparte. 
465. — El  gobernador  de  la  provincia  preside  la  Diputación 

X 

(1)  Ley  de  20  de  Agosto  de  18^0,  art.  1, 

(2)  Decreto  de  29  de  Setiembre  de  18^. 

(3)  Disposiciones  transitorias,  2.* 
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cuando  asiste  á  sus  sesiones,  pero  sin  voto.  Es  allí  el  represen- 
tante del  Gobierno  y  no  el  mandatario  de  los  pueblos.  Como  au- 
toridad superior  y  delegado  del  poder  central  abre  la  primera 
sesión  de  cada  período  ordinario. 

466. — La  Diputación,  al  constituirse  definitivamente,  nombra 
de  su  seno  un  presidente,  un  vice-presidente  y  dos  secretarios 
para  todas  las  sesiones  que  celebre  hasta  su  renovación. 

467.  —También  elige  en  la  primera  sesión  ordinaria  de  cada 
aíio  los  cinco  diputados  que  han  de  componer  la  Comisión  pro- 
vincial. Esta  Comisión  es  permanente  y  sus  funciones  son  siem- 
pre activas. 

468. — El  cargo  de  diputado  provincial  es  honorífico,  gratuito 
y  voluntario ;  más  una  vez  aceptado,  no  se  puede  renunciar  sino 
mediante  excusa  legítima  á  juicio  de  la  Diputación.  Dura  cuatro 
anos  renovándose  la  Diputación  por  mitad  cada  bienio,  y  salien- 
do los  más  antiguos. 

El  de  individuo  de  la  Comisión  provincial  dura  dos  años,  ha- 
ciéndose la  renovación  en  la  forma  establecida  para  la  Diputa- 
ción. La  Comisión  es  la  única  autoridad  competente  para  resol- 
ver acerca  de  las  excusas  alegadas  por  los  nombrados. 

Aunque  estos  cargos  no  sean  formalmente  retribuidos,  la  Di- 
putación puede  señalar  á  cada  vocal  por  via  de  indemnización 
de  su  residencia  fija  y  de  su  ocupación  continua,  hasta  la  suma 
anual  de  5.000,  4.000  ó  3.000  pesetas,  según  fuere  la  provincia 
de  primera,  segunda  ó  tercera  clase 

A  decir  verdad  los  escrúpulos  del  legislador  no  le  han  permi- 
tido usar  del  nombre  que  conviene  para  definir  el  cargo,  y  de 
aquí  un  criterio  incierto  y  poco  seguro.  Si  es  gratuito,  debe  ser 
voluntario,  y  si  obligatorio,  retribuido. 

La  índole  del  cargo  de  diputado  no  consiente  una  larga  dura- 
don.  Como  derecho  político  es  preciso  facilitar  el  acceso  á  las 
Diputaciones  provinciales  á  cuantos  ciudadanos  ofrezcan  garan- 
tías de  aptitud  y  moralidad:  como  carga  pública,  conviene  no 
hacer  insoportable  el  gravamen  prolongando  demasiado  el  pe- 
ríodo de  este  servicio:  como  mandato  revocable,  exige  que  de 
tiempo  en  tiempo  juzguen  los  pueblqs  en  elecciones  sucesivas  la 
conducta  de  sus  mandatarios,  otorgándoles  de  nuevo  su  confian- 
za ó  reemplazándolos  con  personas  más  aptas;  y  en  fin,  siendo 
las  Diputaciones  administradoras  de  los  intereses  provinciales, 
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deben  conservar  las  tradiciones  administrativas,  y  trasmitirse 
imos  á  otros  los  diputados  el  caudal  de  luces  y  experiencia  ad^ 
quirido  en  el  despacho  de  los  negocios,  por  cuya  razón  es  pre- 
ferible á  todos  el  método  de  renovación  parcial  adoptado  por  la 
ley  vigente  y  las  anteriores. 

469. — La  Diputación  provincial  se  reúne  necesariamente  todos 
los  años  el  primer  dia  útil  de  los  meses  quinto  y  décimo  del  año 
económico  (1).  En  la  primera  sesión  de  cada  semestre  fija  el  nú- 
mero  de  las  ordinarias  que  habrá  de  celebrar  durante  aquel  pe- 
ríodo, sin  perjuicio  de  prorogarlas  en  caso  de  necesidad  con  ía 
aquiescencia  del  gobernador. 

470. — También  se  reúne  en  sesión  extraordinaria,  cuando  para 
asuntos  determinados  y  urgentes  fuere  necesario  ajuicio  del  Go- 
bierno, del  gobernador  ó  de  la  Comisión  provincial. 

471 . — ^Pertenece  al  gobernador  expedir  la  convocatoria,  citan- 
do por  escrito  y  en  su  domicilio  á  los  diputados  con  ocho  dias 
de  antelación  por  lo  menos,  y  anunciándola  con  igual  antelación 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia.  Si  la  convocatoria  fliese  á 
sesión  extraordinaria,  deberá  expresar  el  objeto  ó  asunto  que  la 
motiva. 

472. — Empezadas  las  sesiones  ordinarias  ó  extraordinarias, 
puede  el  gobernador  suspenderlas  ó  aplazarlas,  si  temiese  con  ra- 
zonable fundamento  que  seria  peligrosa  su  continuación,  dando 
cuenta  inmediata  al  Gobierno.  Asimismo  puede  y  debe  suspen- 
der la  reunión  de  la  Diputación  provincial  ya  convocada  por  ex- 
traordinario, si  abrigase  el  justo  recelo  de  que  con  esta  ocasión 
ó  pretexto  se  turbaría  el  orden  público,  poniéndolo  en  noticia 
del  Gobierno,  y  participándolo  á  la  Comisión  dentro  de  tercero 
dia.  El  Gobierno  resolverá  en  el  plazo  de  los  quince  siguientes  á 
la  comunicación  confirmando  ó  levantando  la  suspensión;  y  si 
dejase  pasar  un  mes  contado  desde  la  fecha  del  acuerdo  de  la 
convocatoria  sin  tomar  resolución  alguna,  se  presume  levantada» 

473. — Son  públicas  las  sesiones,  excepto  cuando  la  naturaleza 
del  asunto  exija  el  secreto,  y  la  Diputación,  á  propuesta  del  go- 
bernador, del  presidente  ó  de  cinco  vocales,  acuerde  la  celebra- 
ción á  puerta  cerrada.  En  ningún  caso  dejarán  de  ser  públicas  las 

(1)  Conviene  advertir  qae>l  año  económico  se  cuenta  del  l.°  de  Julio  al  90  de  Junio  si- 
gfuiente.  Así  pues,  el  quinto  y  décimo  mes  del  año  económico  corresponden  á  los  de  Mo« 
viembre  y  Abril  del  afio  civil  ó  usual. 
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relativas  á  presupuestos^  cuentas  ó  sus  incidentes^  ni  tampoco  á 
las  actas. 

474. — ^Es  obligatoria  la  asistencia  á  las  sesiones,  y  el  diputado 
que  sin  causa  justificada  dcgase  de  asistir  á  ellas,  incurriría  en  la 
multa  de  25  pesetas  por  cada  vez,  siendo  además  responsable  de 
los  perjuicios  que  por  su  causa  se  sigan. 

El  diputado  que  durante  las  sesiones  tenga  necesidad  de  au- 
sentarse, debe  pedir  y  obtener  licencia  de  la  Diputación,  la  cual 
no  puede  otorgarla,  si  con  esta  ausencia  llegase  á  faltar  el  nú- 
mero de  vocales  necesario  para  proseguir  sus  trabagos.  Si  la  Di- 
putación no  estuviese  reunida,  cumple  el  diputado  con  partici- 
parlo á  la  Comisión  provincial. 

475. — ^Toda  deliberación  exige  la  presencia  de  la  mayoría  ab- 
soluta del  número  total  de  diputados;  el  mismo  que  requiere  la 
aprobación  de  los  presupuestos  y  cuentas  provinciales.  En  los  de- 
más acuerdos  basta  el  voto  de  la  mayoría  de  los  concurrentes  á  la 
sesión.  Por  mayoría  absoluta  del  número  total  de  diputa,dos  se 
entiende  de  los  que  están  en  ejercicio,  porque  los  meramente  elec- 
tos, una  vez  constituida  la  Diputación ,  no  forman  parte  de  ella, 
ni  pueden  asistir  á  sus  deliberaciones,  ni  son  en  realidad  dipu- 
tados mientras  no  fueren  aprobadas  sus  actas  (1). 

Los  trámites  de  instrucción  y  discusión  nunca  sirven  de  dis- 
culpa á  las  Diputaciones,  si  dejan  de  cumplir  los  deberes  que  las 
leyes  les  imponen. 

476. — ^El  libro  de  actas  de  la  Diputación  es  un  instrumento  pú- 
blico y  solemne,  y  ningún  acuerdo  que  no  conste  registrado  en 
él  tiene  valor,  ni  produce  efecto  (2). 


Artículo  2.^^Atnbuc%one3  de  la$  DifiUaeiones  provinciales. 

477.— Deliberación  y  acción.  482.— Materia  de  acuerdos : 

478.— Clasificación  de  atribucio-  483.— Presupuestos. 

nes.  484.— Cuentas. 

479.— Acuerdos,  deliberaciones  é  485.— Elecciones  provinciales. 

informes.  486.— Nombramiento  y  separación 
480.— Competencia  exclusiva.  de  empleados. 

481.— Crítica.  487.— Creación  y  supresión  de  mu- 

(1)  Real  6rd«ii  de  10  de  Jallo  de  1812. 
(8)  Ley  proTineUl,  arte.  7, 81  y  sig. 
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nicipios.  495.— Atribuciones  en  que  sustRu- 
488.— Demandas  orditiarias.  yen  las  Diputaciones  á  lo^ 

489.— Materia  de  deliberaciones :  Consejos  provinciailes. 

490.— Repartimientos  vecinales.  496.— Cuando  deben  ser  oidas. 

491  .—Instrucción  pública.  497.— Fuerza  de  sus  dictámenes. 

492.— Obras  públicas.  498.— Funciones  activas. 

493.— Funciones  consultivas :  499.— Exposiciones. 

494.— Informes.  500,— Límites. 

477. — Eri  todas  las  corporaciones  populares  debemos  distin- 
guir dos  poderes,  el  uno  que  delibera  y  el  otro  que  obra,  la  plu- 
ralidad para  el  acuerdo  y  la  unidad  en  la  ejecución. 

Conforme  á  este  principio  que  preside  á  nuestra  organización 
administrativa,  las  Diputaciones  provinciales  discuten  y  votan,  y 
el  gobernador  lleva  á  efecto  lo  acordado. 

478. — Muchas  y  diversas  son  las  atribuciones  que  la  ley  con- 
fiere á  las  Diputaciones  provinciales;  más  como  no  todas  proce- 
den del  mismo  origen,  conviene  saber  que  unas  veces  obran  en 
virtud  de  un  derecho  propio,  y  otras  con  autoridad  delegada.  En 
el  primer  caso  hacen  uso  de  su  exclusiva  competencia  para  de- 
cidir y  resolver  los  asuntos  pertenecientes  á  la  administración 
provincial,  no  reconociendo  superior,  salva  la  inspección  ó  vigi- 
lancia del  Gobierno  para  impedir  que  la  Constitución  y  las  leyes 
sean  violadas.  En  el  segundo  están  sometidas  á  la  autoridad  in- 
mediata del  gobernador  de  la  provincia  á  quien  deben  prestar 
obediencia,  así  como  están  obligadas  á  guardar  y  cumplir  las  le- 
yes, reglamentos  y  órdenes  relativas  á  su  ejecución,  so  pena  de 
incurrir  los  diputados  en  responsabilidad. 

479. — Las  Diputaciones  acuerdan  y  deliberan  6  informan  se- 
gún la  naturaleza  de  los  asuntos  de  que  conocen,  y  la  mayor  ó 
menor  extensión  que  las  leyes  y  reglamentos  dan  á  sus  facul- 
tades. 

El  acuerdo  supone  fuerza  ejecutiva  sin  necesidad  de  aproba- 
ción superior :  la  deliberación  fuerza  ejecutiva  mediante  la  apro- 
bación superior;  y  el  informe  la  obligación  de  oir.el  dictamen 
ó  parecer  de  la  Diputación  provincial  por  via  de  ilustración  ó 
consejo,  antes  de  dictar  la  providencia  ó  resolución  definitiva  la 
autoridad  competente. 

480.— Los  acuerdos  de  las  Diputaciones  provinciales  recaen 
siempre  en  asuntos  de  su  exclusiva  competencia,  por  cuya  razón 
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son  de  suyo  ejecutivos,  no  habiendo  autoridad  alguna  que  pueda 
conocer  de  ellos. 

Son  de  la  exclusiva  competencia  de  las  Diputaciones  (dice  la 
ley)  la  gestión,  gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares 
de  las  provincias,  esto  es,  toda  la  administración  provincial,  ó 
aquella  parte  de  la  administración  pública  que  media  entre  la  re- 
servada al  municipio  y  la  propia  del  estado,  á  saber : 

I.  El  establecimiento  y  conservación  de  servicios  que  tengan 
por  objeto  la  comodidad  de  los  habitantes  de  las  provincias  y  el 
fomento  de  sus  intereses  materiales  y  morales,  tales  como  ca- 
minos, canales  de  navegación  y  riego,  y  toda  clase  de  obras  pú- 
blicas de  interés  provincial ,  establecimientos  de  beneficencia  ó 
de  instrucción,  concursos,  exposiciones  y  otras  instituciones  de 
fomento  y  demás  objetos  análogos. 

n.  Axiministracion  de  los  fondos  provinciales,  ya  sea  para  el 
aprovechamiento,  disfrute  y  conservación  de  toda  clase  de  bie- 
nes, acciones  y  derechos  que  pertenezcan  á  la  provincia  ó  á  es- 
tablecimientos que  de  ella  dependan,  ya  para  la  determinación, 
repartimiento,  inversión  y  cuenta  de  los  recursos  necesarios 
para  la  realización  de  los  servicios  que  están  confiados  á  las  Di- 
putaciones (1). 

481. — ^De  propósito  hemos  copiado  literalmente  el  texto  legal 
para  declinar  toda  la  responsabilidad  que  el  'lector  pudiera  exi- 
gimos por  la  oscuridad  y  confusión  que  reinan  en  los  dos  pár- 
rafos anteriores.  La  enumeración  de  los  servicios  es  incompleta, 
el  deslinde  incierto,  el  precepto  vago  y  el  desorden  tal,  que  se- 
ria empresa  temeraria  sustituir  las  palabras  del  legislador  con 
una  razonada  exposición  de  doctrina. 

Sin  duda  domina  el  pensamiento  de  dotar  á  las  Diputaciones 
provinciales  de  una  poderosa  y  fecunda  iniciativa  á  favor  de  una 
descentralización  llevada  al  extremo ;  y  por  evitar  el  escollo  de 
los  pormenores  (Jue  es  la  mayor  dificultad  con  que  se  tropieza  al 
organizarías  corporaciones  populares,  se  ha  optado  por  el  medio 
breve  y  expedito  de  agrupar  tantas  materias  incoherentes ,  de- 
jando considerables  vacíos  y  abriendo  la  puerta  á  mil  interpre- 
taciones arbitrarias. 
Prescindamos  de  la  economía  de  la  ley  y  expongamos  el  de- 

■ 

(1)  Ley  provincial,  art.  46. 
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recho  constituido  según  el  método  más  conveniente  á  la  forma 
didáctica  de  este  libro. 

482. — Las  Diputaciones  acuerdan: 

483. — ^I.  Al  formar  el  presupuesto  de  gastos  é  ingresos  de  la 
administración  provincial  (1). — Pertenece  á  la  Diputación  exa- 
minarlo, modificarlo,  discutirlo,  votarlo  y  en  fin  darle  su  apro^ 
bacion  mediante  la  cual  adquiere  fuerza  ejecutiva. 

Discutir  y  votar  el  presupuesto  provincial  es  la  más  alta  é  im- 
portante de  las  atribuciones  que  vamos  enumerando.  Si  se  con- 
sidera que  la  Constitución  reserva  á  las  Cortes  la  fecultad  de  im- 
poner contribuciones  generales  como  una  emanación  directa  del 
poder  legislativo,  porque  en  efecto,  toda  contribución  limita  el 
derecho  de  propiedad,  no  carece  de  fundamento  la  opinión  que 
las  Diputaciones  en  este  caso  proceden  en  virtud  de  una  delega- 
ción especial  de  la  potestad  de  las  Cortes  en  materia  de  impuestos. 

Es  natural  complemento  de  la  atribución  referida  la  de  acoi> 
dar,  si  los  ingresos  ordinarios  no  alcanzan  á  cubrir  los  gastos,  un 
repartimiento  entre  los  pueblos  de  la  provincia  según  lo  que  por 
contribuciones  directas  pague  cada  uno  al  Tesoro,  porque  las 
Diputaciones  no  pueden  menos  de  observar  la  Constitución  en 
cuanto  ordena  que  el  impuesto  sea  proporcional ,  y  que  los  pro- 
vinciales y  municipales  no  se  hallen  nunca  en  oposición  con  el 
si3t.ema  tributario  del  estado  (2). 

484. — ^n.  Al  examinar,  cens\irar  y  aprobar  definitivamente 
las  cuentas  de  ingresos  y  gastos  provinciales,  salva  la  revisión 
por  el  Tribunal  de  las  del  Reino  en  los  casos  en  que  proceda  (3). 
— Esta  atribución  es  consecuencia  necesaria  de  la  anterior.  Toda 
gestión  de  caudales  públicos  está  sigeta  á  examen  y  censura.  Los 
presupuestos  serian  una  vana  fórmula,  si  no  hubiese  el  derecho 
de  pedir  las  cuentas  relativas  á  cada  ejercicio,  y  exigir  la  res- 
ponsabilidad á  los  que  [manejan  los  fondos,  intervienen  las  en- 
tradas y  salidas  de  caudales,  los  distribuyen  y  aplican  á  los  di- 
ferentes servicios  y  ordenan  los  pagos.  Razones  de  moralidad  y 
economía  exigen  estos  cuidados,  y  además  el  respeto  debido  al 
contribuyente  que  de  este  modo  vigila  y  fiscaliza  los  actos  de  la 
administración  provinciaL 

(1)  Ley  provineial,  arts.  80  y  81. 

(2)  Gonst.,  arta.  28  y  89,  §  5.® 
(8)  Ley  proTincial,  arte.  85  y  86. 
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485.— ni.  Al  resolver  en  definitiva  todas  las  reclamaciones  y 
protestas  á  que  hubieren  dado  lugar  las  elecciones  de  diputados 
provinciales,  aprobar  ó  desaprobar  las  actas,  admitir  ó  desechar 
las  renuncias  de  los  elegidos  y  declarar  las  vacantes  (1). — El  es- 
píritu de  la  ley  tiende  á  conceder  á  las  Diputaciones  provinciales 
una  verdadera  autonomía,  ó  por  lo  menos  cierto  grado  de  inde- 
pendencia que  se  le  acerca.  Por  eso  cada  Diputación  se  constitu- 
ye por  sí  misma,  y  sus  acuerdos  relativos  á  este  punto  son  eje- 
cutivos. El  ulterior  recurso  por  la  vía  contenciosa  no  atenúa  la 
exclusiva  competencia  dentro  de  la  via  gubernativa:  es  un  medio 
que  la  ley  establece  para  la  defensa  de  los  derechos  de  tercera 
persona  hollados  ó  desconocidos  en  caso  de  agravio. 

486. — IV.  Al  nombrar  y  separar  á  los  empleados  y  agentes  de 
la  administración  provincial  (2).— Esta  facultad  se  h¿Ia  limitada: 

I.  En  cuanto  á  la  Comisión  provincial  corresponde  la  propues- 
ta ó  iniciativa  de  los  acuerdos  que  toma  la  Diputación,  así  como 
también  le  pertenece  suspender  á  los  mismos  empleados  y  agen- 
tes por  justa  causa. 

n.  Porque  los  funcionarios  destinados  á  servicios  profesiona- 
les, tales  comp  arquitectos,  ingenieros,  abogados  consultores  y 
otros  deben  tener  la  aptitud  y  condiciones  qué  las  leyes  deter- 
minen (3). 

487. — ^V.  Al  dictar  la  resolución  final  que  proceda  en  los  ex- 
pedientes de  creación  y  supresión  de  municipios  y  segregación 
de  pueblos  para  constituir  nuevos  términos  municipales  (4).— De 
esta  materia  se  dijo  algo  á  propósito  de  la  división  del  territorio, 
y  se  dirá  lo  demás  que  convenga  saber  cuando  se  trate  de  los 
Ayuntamientos.  Por  ahora  nos  contentamos  con  añadir  que  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  son  ejecutivos  supuesta  la.  confor- 
midad entre  los  interesados. 

488. — ^VI.  Para  entablar  demandas  ordinarias  de  mayor  cuan- 
tía (5), — ^En  los  demás  litigios  á  nombre  de  la  provincia  basta  el 
acuerdo  de  la  Comisión  provincial. 

Procurar  la  conservación  de  los  bienes,  derechos  y  acciones 
de  la  provincia  es  atribución  propia  y  exclusiva  de  estas  corpo- 

(1)  Ley  provincial,  arta.  27, 28, 29, 90  y  85. 

(2)  Ley  provincial,  arta.  46, 69  y  T2. 
(8)  Real  orden  de  23  de  Enero  de  1872. 

(4)  Ley  municipal,  art.  7. 

(5)  Ley  provincial^  art.  10. 
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raciones  populares,  con  la  difei'encia  que  ningún  acto  de  tutela 
administrativa  limita  las  facultades  de  las  Diputaciones,  como 
limita  las  de  los  Ayuntamientos  en  casos  análogos,  según  adver- 
tiremos en  su  lugar. 

489. — Las  Diputaciones  deliberan : 

490.  —I.  Sobre  los  repartimientos  de  todo  género  que  hayan 
de  hacerse  entre  los  pueblos  de  la  provincia  para  cubrir  los  cupos 
señalados  á  ésta  y  el  necesario  para  los  gastos  provinciales  (1). 
—  Estos  repartimientos  se  refieren  á  las  contribuciones  genera- 
les y  al  servicio  militar.  Los  primeros  se  fundan  en  la  riqueza, 
y  los  segundos  en  la  población  viril  y  lipta  para  las  armas.  La 
Constitución  y  las  leyes  aspiran  á  la  igual  participación  en  los 
beneficios  y  las  cargas  del  estado;  por  manera  que  las  Diputa- 
ciones practican  una  mera  operación  estadística  que  nada  deja 
á  lo  arbitrario. 

Dice  la  ley  qué  estos  acuerdos  son  ejecutivos  con  apelación  al 
Gobierno,  lo  cual  exige  alguna  explicación.  La  fuerza  ejecutiva 
de  dichos  acuerdos  no  nace  de  la  exclusiva  competencia  de  las 
Diputaciones,  sino  de  la  regla  general  en  materia  de  contribu- 
ciones, quQ  no  há  lugar  á  la  suspensión  del  pago  de  cuota  legal- 
mente  impuesta  á  pretexto  de  reclamación  pendiente.  Las  Dipu- 
taciones en  los  casos  de  que  ahora  se  trata,  no  ejercen  un  dere- 
cho propio,  ni  entienden  en  un  asunto  de  administración  pro- 
vincial :  auxüian  al  Gobierno  á  quien  pertenece  ejecutar  la  ley  de 
presupuestos,  y  obran  por  delegación^  es  decir,  en  virtud  de  un 
mandato  condicional  que  admite  reforma. 

491.— II.  Sobre  el  establecimiento  de  institutos  de  segunda 
enseñanza,  facultades  y  escuelas  profesionales  sostenidas  por  la 
provincia  (2). — Las  Diputaciones  no  son  libres  en  crearlas,  puer- 
to que  necesitan  la  autorización  del  Gobierno  que  la  concede  6 
la  niega  según  lo  que  resulta  del  expediente  instruido  para  jus- 
tificar ciertos  extremos.  Hay  pues,  una  deliberación  que  se  trans- 
forma en  acuerdo  mediante  la  aprobación  superior^ 

492. — ni.  Sobre  la  construcción  de  toda  obra  de  interés  para 
la  provincia  que  requiera  previa  declaración  da  utilidad  pública, 
ó  afecte  de  algún  modo  al  dominio  público  (3).  Gozan  las  Diputa- 

(1)  Ley  provincial,  art.  55. 

(2)  Decreto  de  29  de  Julio  de  1814,  art.  5. 

(3)  Decreto  de  14  de  NovieiRbre  de  1868,  art.  lO,  y  ley  de  20  de  Agosto  de  1978. 
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éíones  de  una  amplia  libertad  de  acción  en  esta  materia;  y  sin 
embargo  todavía  coarta  la  ley  su  iniciativa  exigiendo  la  autori- 
zación del  Gobierno  ó  sus  delegados,  siempre  que  el  proyecto  de 
la  obra  implica  la  enajenación  forzosa  de  una  propiedad  parti- 
cular, ó  la  ocupación  de  una  parte  mayor  ó  menor  de  terrenos 
<lestinados  al  uso  común.  La  autorización  previa  excluye  el  acuer- 
do ^ecutivo. 

493. — Además  de  las  facultades  propias  de  las  Diputaciones  en 
cuanto  acuerdan  ó  deliberan  sobre  asuntos  pertenecientes  á  la 
administración  provincial,  ejercen  funéiones  consultivas  en  otros 
de  distinta  naturaleza.  Entonces  revisten  el  carácter  de  consejos 
instituidos  por  las  leyes  ó  reglamentos  para  guiar  y  cjirigir  á  la 
administración  activa,  bien  se  trate  de  intereses  generales,  bien 
de  los  municipales,  y  su  autoridad  es  ninguna.  Fáltales  la  ini- 
ciativa para  promover  la  acción  y  la  competencia  para  conocer 
del  asunto  en  el  cual  intervienen  sólo  por  via  de  informe  ó  con- 
sejo. Emiten  su  opinión,  dan  el  dictamen 'que  se  les  pide  como 
trámite  necesario  al  instruir  un  expediente  de  cierta  gravedad 
que  el  Gobierno  debe  resolver  con  pleno  conocimiento  de  causa. 
Es  obligatorio  oirías  en  tales  casos,  y  tanto  que  la  omisión  de 
este  requisito  justiflcaria  el  recurso  ante  los  tribunales  del  orden 
contencioso  administrativo  por  violación  de  las  formas  del  pro- 
cedimiento; pero  es  potestativo  seguir  ó  no  seguir  el  parecer  de 
la  Diputación  consultada,  porque  si  el  Gobierno  dejase  de  ser  li- 
bre, dejaría  también  de  ser  responsable. 

494. — Las  Diputaciones  informan  ó  deben  ser  oidas: 

L  Siempre  que  se  trate  de  pasar  un  término  municipal  de  un 
partido  judicial  á  otro  partido  (1). 

n.  En  los  expedientes  relativos  á  la  creación  de  subgobier- 
nós  (2). 

495.— La  supresión  de  los  Consejos  provinciales  instituidos 
por  la  ley  de  2  de  Abril  de  1845,  sin  haber  designado  el  Gobier- 
no qué  cuerpos  debian  reemplazarlos  en  el  desempeño  de  las 
atribuciones  consultivas  q;ie  les  señalaban  las  leyes  y  los  regla- 
mentos, causó  una  grande  perturbación  en  el  despacho  de  los 
negocios,  porque  en  la  instrucción  de  ciertos  expedientes  no  se 
podia  prescindir  de  la  consulta,  ni  se  sabia  á  quién  consultar. 

(1)  Ley  municipal,  art.  9. 

^)tReal  decreto  de  31  de  Ajáoslo  de  1815,  art.  1. 
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Notado  el  vacío,  el  Gobierno  acudió  á  colmarlo,  disponiendo  que 
todas  las  flmciones  administrativas  que  pertenecían  ác  los  extin* 
guidos  Consejos,  pasaran  á  las  Diputaciones  provinciales  (1). 

Sin  embargo  conviene  advertir  que  no  pasaron  todas,  sino  so-( 
lamente  aquéllas  que  son  compatibles  con  el  nuevo  régimen  pron 
Vincial  y  municipal,  y  con  las  reformas  introducidas  en  diversas 
leyes  especiales. 

496. — Según  este  criterio  deben  ser  oidas  las  Diputaciones 
provinciales,  además  de  los  casos  ya  referidos,  en  los  siguientes: 

I.  Sobre  las  providencias  declarando  la  competencia  ó  incom- 
petencia en  los  conflictos  de  jurisdicción  y  atribuciones  entre  la 
administración  y  los  tribunales. 

.    n.  Sobre  la  imposición  de  servidumbres  temporales  que  exi- 
jan las  obras  públicas  provinciales  ó  municipales. 

in.  Sobre  la  necesidad  de  ocupar  temporalmente  las  fincas,  ó 
aprovechar  los  materiales  contiguos  á  una  obra  de  utilidad  pú- 
blica, cuando  los  propietarios  no  se  conformen  con  el  parecer 
del  ingeniero. 

IV.  Sobre  la  declaración  de  utilidad  pública  de  una  obra,  y  ex- 
propiaciones forzosas  á  que  diere  lugar. 

V.  Sobre  el  establecimiento  de  fiíbricas,  talleres  y  oficios  in- 
salubres y  peligrosos  en  los  casos  que  determinen  los  regla- 
mentos. 

VI.  Sobre  todos  aquellos  asuntos  en  que  por  leyes  y  regla- 
mentos anteriores  y  especiales  se  requiere  su  informe  ó  dicta- 
men (2). 

Así  pues,  deben  también  ser  oidas : 

Vn.  Para  dar  aplicación  y  destino  útil  á  los  edificios  vacantes 
después  de  la  supresión  de  las  comunidades  religiosas  (3). 

VIH.  Para  destinar  á  casas  de  beneficencia  los  edificios  del 
estado  más  convenientes  entre  los  que  pertenecieron  á  los  con- 
ventos suprimidos,  salvo  el  derecho  de  las  mismas  Diputacio- 
nes si  en  todo  ó  en  parte  los  hubiere  de  costear  la  provincia  (4). 

IX.  Para  designar  los  edificios  de  los  antiguos  conventos  y 
monasterios  suprimidos  que  por  su  belleza  arquitectónica  ó  por 

(1)  Decreto  de  18  de  Octubre  y  orden  de  11  de  Noviembre  de  180B. 

(2)  Ley  de  25  de  Setiembre,  art.  77. 

(8)  Real  decreto  de  25  y  real  orden  de  26  de  Enero  de  1836. 

(4)  Reglamento  de  beneficencia  de  6  de  Febrero  de  1822,  restablecido  en  8  de  Setiembre 
de  1838,  arts.  105, 106  y  137. 
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SU  interés  artístico  merezcan  conservarse,  destinándolos  á  ofici- 
nas públicas,  tribunales  ú  otros  establecimientos  (1). 

X.  En  materia  de  aguas : 

I.  Para  la  imposición  de  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto, 
si  hubiese  oposición  de  tercero. 

u.  Para  acordar  la  expropiación  temporal  del  agua  necesaria 
al  :)bastecimiento  de  una  población  en  tiempos  de  sequfa  extra- 
ordinaria. 

m.  Para  aprovechar  en  el  movimiento  de  mecanismos  Qjos 
las  aguas  que  discurran  por  un  canal  ó  acequia  propios  de  una 
comunidad  de  regantes,  siempre  que  la  mayoría  de  éstos  negare 
el  permiso  solicitado  (2). 

XI.  En  orden  á  la  minería,  siempre  que  los  dueños  de  minas 
hajran  optado  por  la  ley  vigente  á  la  sazón  que  las  adquirieron, 
y  no  por  el  decreto  que  reformó  aquella  legislación  (3) : 

I.  Para  conceder  el  permiso  de  extraer  de  algún  terreno  par- 
ticular, si  el  dueño  no  lo  otorga,  ciertas  producciones  minerales 
no  comprendidas  por  la  ley  en  el  ramo  de  minería,  cuando  tie- 
nen aplicación  á  un  uso  industrial,  y  para  estimar  la  fianza  nece- 
saria en  este  caso  (4). 

n.  Para  conceder  el  permiso  de  abrir  calicatas  en  ciertos  ter- 
renos en  que  por  regla  general  se  exige  el  consentimiento  del 
dueño,  fijar  el  tanto  de  fianza  en  razón  de  las  indemnizaciones, 
y  otorgar  licencia  de  hacer  labores  de  exploración  á  menor  dis- 
tancia de  40  metros  de  un  camino  ó  servidumbre  pública  (5)^ 

m.  En  las  oposiciones  á  toda  solicitud  de  investigación  y  re- 
gistro (6). 

IV.  En  las  autorizaciones  para  establecer  oficinas  de  bene- 

(1)  Real  orden  de  1  de  Jattio  de  1897. 

Con  este  motivo  parece  oportuno  advertir:  1.^  Qae  los  ^bemadores  de  provincia  están 
obligados  á  suspender  loe  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  provinciales  re- 
lativos á  la  destrucción  de  un  edificio  público  que  por  su  mérito  artístico  6  su  valor  his- 
tórico deba  reputarse  monumento  nacional,  y  por  tanto  digno  de  ser  conservado :  %9  Que 
los  mismos  gobernadores  están  además  obligados  á  ponerlo  inmediatamente  en  noticia  del 
Gobierno :  8.^  Y  por  último,  que  los  monumentos  que  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones 
derriben  en  lo  sucesivo,  siendo  posible  reedificarlos,  lo  habrán  de  ser  á  expensas  de  la  cor- 
poración culpada.  Decreto  de  16  de  Diciembre  de  1918, 

(2)  Ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866,  arta.  1%>,  215  y  267. 

(8)  Ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859,  orden  de  II  de  Noviembre,  y  decreto  de  29  de  Di- 
ciembre de  1868,  art.  30. 

(4)  Ley  de  minas,  art.  4,  y  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1868,  art.  4. 

(5)  Ley  clt.,  art.  9,  y  reglamento  cit.,  arts.  16  y  19. 

(6)  Ley  cit.,  art.  24. 
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flcío  que  requieran  salto  de  aguas  ó  combustible  vegetal  (1). 

xn.  En  materia  de  montes,  at  rescindir  los  contratos  de  cor- 
ta, poda  ú  otro  aprovechamiento  de  los  del  estado  (2) . 

Xin.  Al  solicitar  del  Gobierno  la  autorización  competente 
para  contratar  el  servicio  de  bagajes,  y  proponer  las  condicio- 
nes, cuando  no  hubiere  podido  subastarse  (3). 

XIV.  En  las  reclamaciones  que  intenten  los  patronos  de  los 
conventos  suprimidos  para  que  les  sean  devueltas  las  pinturas 
y  demás  efectos  donados  por  ellos,  si  las  escrituras  tienen  cláu- 
sula de  reversión  (4). 

Por  último,  las  Diputaciones,  sustituyendo  á  los  antiguos  Con- 
sejos provinciales,  informan  en  todos  los  negocios  que  el  gober- 
nador halle  conveniente  consultar  con  ellas  (5). 

497. — Cuando  el  gobernador  se  adhiera  al  dictamen  obligato- 
rio ó  voluntario  de  la  Diputación  provincial,  debe  dictar  la  pro- 
videncia en  su  propio  nombre  y  autorizarla  con  su  firma;  así 
como  es  deber  suyo  añadir  la  fórmula  oida  la  Diputación  pro- 
inncial,  si  su  concurso  fuere  forzoso,  para  que  conste  á  los  ad- 
ministrados la  legalidad  del  acto ;  pero  ni  está  obligado  ni  sería 
conveniente  que  expresase  su  conformidad  con  el  parecer  de  la 
Diputación  provincial,  y  menos  su  disidencia,  pues  ni  há  menes- 
ter en  aquel  caso,  para  dar  mayor  fuerza  á  sus  actos,  apoyarse 
en  el  voto  de  dicho  cuerpo,  ni  es  prudente  en  el  segundo  hacer 
alarde  de  una  oposición  que  siempre  cederia  en  mengua  de  su 
prestigio  y  en  menoscabo  de  su  autoridad. 

498. — Otras  facultades  tienen  las  Diputaciones  provinciales  que 
no  se  pueden  encerrar  en  el  círculo  de  sus  atribuciones  ordina- 
rias, pues  no  acuerdan,  ni  deliberan,  ni  informan  ó  aconsejan, 
sino  que  participan  de  la  administración  activa  resolviendo  asun- 
tos extraños  á  su  competencia,  ó  entienden  en  recursos  de  agra- 
vios y  deciden  uiía  cuestión  á  manera  de  tribunal  que  dicta  el  fallo. 

En  efecto,  pertenece  á  las  Diputaciones  por  via  de  excepción: 

I.  Instruir  y  resolver  los  expedientes  de  legitimación  de  rotu- 
raciones arbitrarias  (6) . 

(1)  Ley  de  misas,  art.  13, 

(2)  Real  6rden  de  31  de  Agosto  de  1860. 

(3)  Real  6rden  de  1  de  Marzo  de  1860,  y  orden  de  22  de  Janio  de  1869* 

(4)  Real  orden  de  1.^^  de  Diciembre  de  1816. 

(5)  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  '78. 

(6)  Ley  de  6  de  Mayo  de  1^,  y  reales  órdenes  de  30  de  Janio  de  1862  y  30  de  A.goaio 
de  \m. 
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n.  Confirmar  ó  revocar  ios  fallos  de  los  Ayuntamientos  rela- 
tivos á  la  capacidad  electoral  de  los  que  se  alzan  contra  ellas  (1). 

ni.  Mantener  ó  reformar  las  decisiones  de  los  Ayimtamientos 
y  de  las  Juntas  de  evaluación,  cuando  fijan  la  utilidad  imponible 
de  cada  contribuyente  al  repartimiento  vecinal  para  cubrir  los 
servicios  municipales,  y  cuando  las  cuotas  señaladas  á  los  arbi- 
trios ó  impuestos  de  toda  clase  no  guardan  relación  con  la  im- 
portancia del  servicio  ó  con  los  demás  establecidos  en  el  pue- 
blo (2). 

rV.  Conocer  por  via  de  apelación  de  las  reclamaciones  á  que 
dieren  lugar  los  acjierdos  de  los  Ayuntamientos  al  hacer  la  distri- 
bución en  gremios  ó  secciones  de  los  contribuyentes  para  gastos 
municipales,  así  como  de  las  que  intenten  los  elegidos  para  for- 
mar la  Junta  de  evaluación  cuando  no  fueren  admitidas  sus  legí- 
timas excusas,  y  conocer  también  de  los  recursos  de  queja  contra 
los  acuerdos  de  la  misma  Junta  por  infracción  de  las  leyes  (3). 

499. — La  orgánica  de  administración  provincial  guarda  silen- 
cio acerca  de  un  punto  de  cierta  gravedad  que  pudiera  y  aun  de- 
biera ser  previsto,  siempre  que  se  trata  de  corporaciones  popu- 
lares. Aludimos  al  ejercicio  del  derecho  de  petición,  ó  sea  á  la 
facultad  de  elevar  exposiciones  al  Gobierno,  al  Rey  y  á  las  Cor- 
tes, si  hallasen  conveniente  levantar  la  voz  esforzando  su  de- 
manda. 

La  Constitución  del  estado  consagra  en  favor  de  los  españoles 
el  derecho  de  dirigir  peticiones  individual  ó  colectivamente  á.las 
Cortes,  al  Rey  y  á  las  autoridades  (4) ;  pero  sólo  en  favor  de  los 
españoles  sin  carácter  público,  sin  representación  oficial. 

Los  Ayuntamientos  pueden  representar  acerca  de  los  negocios 
de  su  competencia  á  la  Diputación  provincial,  al  gobernador,  al 
Gobierno  y  á  las  Cortes  según  la  ley  municipal  (5).  Si  los  Ayun- 
tamientos gozan  de  este  derecho,  no  hay  razón  para  negarlo  á 
las  Diputaciones  en  iguales  términos,  por  ser  igual  el  caso. 

Nadie  pondrá  en  duda  que  las  Diputaciones  son  órganos  legí- 
timos y  verdaderos  intérpretes  de  las  necesidades  de  sus  respec** 

(1)  Ley  electoral  de  20  de  Agosto  de  1870,  urt.  ií5. 

(2)  Ley  municipal,  arte.  M  y  198. 

(8)  Ley  de  28  de  Febrero  de  1870,  arta.  17, 2^  98, 31  y  85,  y  re^rtaítte&to  de  20  de  AMl  del 
miemo  año,  arte.  51  y  sig; 

(4)  Art.  17. 

(5)  Art.  7a. 

TOMO  L  16 
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tivas  provincias,  en  cuyo  concepto  usan  de  un  derecho  y  cum- 
plen un  deber  elevando  las  exposiciones  que  juzguen  oportunas 
sobre  asuntos  de  utilidad  provincial,  haciendo  observaciones 

acerca  del  estado  de  los  diferentes  ramos  de  la  administración 

» 

que  de  ellas  depende,  y  proponiendo  ó  solicitando  las  mejoras  ó 
reformas  que  no  se  hallan  á  su  alcance.  Las  Diputaciones  repre- 
sentando significan  su  opinión,  manifiestan  un  deseo,  reclaman 
tal  vez  los  auxilios  del  Gobierno  y  respetan  su  autoridad. 

500. — Al  ejercer  este  derecho,  ó  mejor  dicho,  al  hacer  úSó  de 
esta  libertad,  deben  encerrarse  en  los  límites  de  su  competencia; 
y  de  aquí  se  sigue  que  deben  abstenerse  de  representar  sobre 
materias  políticas  que  les  son  extrañas.  La  ley  instituyó  las  Di- 
putaciones para  administrar  los  intereses  peculiares  de  las  pro- 
vincias, y  la  política  es  atribución  exclusiva  del  Gobierno  á  quien 
pertenece  todo  lo  general. 


Artículo  3.^  •—  Atribuciones  de  loe  Comisumee  protineiaUi. 

601.— Comisiones  provinciales.  506.— Actos  de  imperio. 

502.— Sus  atribuciones.  507.— Actos  de  jurisdicción. 

503.— Facultades  privativas.  508.— Actos  de  tutela. 

504. — Su  participación  en  la  admi-  509.— Funciones  consultivas, 

nistracion  provincial.  510.— Facultades  delegadas. 
505.— Y  en  la  municipal: 

501. — Las  Diputaciones  provinciales  no  intervienen  en  la  ad- 
ministración de  un  modo  permanente  como  las  autoridades  en- 
cargadas de  la  acción,  ni  siquiera  como  los  cuerpos  consultivos 
que  las  asisten  de  ordinario.  Tanta  asiduidad  no  se  puede  exigir 
á  personas  revestidas  de  un  mandato  pasajero,  sin  otra  remune- 
ración por  sus  servicios  que  la  gratitud  de  sus  conciudadanos. 
Abandonar  su  casa  y  femilia,  entregar  á  manos  mercenarias  el 
labrador  su  hacienda,  el  industrial  su  fabrica  ó  taller,  el  comer- 
ciante sus  negocios,  y  su  clientela  el  que  ejerce  una  profesión  li- 
beral, y  esto  por  espacio  de  cuatro  años,  es  un  sacrificio  supe- 
rior á  las  fuerzas  de  quien  libra  su  subsistencia  en  el  trabaijo  de 
cada  dia. 

No  se  ocultó,  ni  podia  ocultarse  esta  dificultad  á  los  partidarios 
de  la  descentralización  administrativa  en  España,  y  siguiendo  el 
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ejemplo  de  Bélgica,  en  donde  existen  Consejos  provinciales  y 
Diputaciones  permanentes,  inspiraron  la  idea  aceptada  por  el 
legislador,  de  crear  Comisiones  provinciales  dentro  de  las  mio- 
mas Diputaciones.  Las  permanentes  de  Bélgica  y  nuestras  Co- 
misiones provinciales  se  parecen  en  qfae  unas  y  otras  emanan 
de  las  corporaciones  populares  cpie  representan  la  provinciay 
participan  de  la  administración  activa  y  consultiva,  y  ejercenl 
autoridad  sobre  los  Ayuntamientos,  como  si  cada  una  fuese  un 
Ayuntamiento  superior  á  todos  los  comprendidos  en  el  territorio 
wogélo  á  su  jurisdicción. 

502.~Hemos  dicho  ya  cómo  sé  organizan  y  constituyen  las 
Comii^ones  provinciales^  y  resta  ahora  enumerar  sus  múltiples 
atribuciones.  En  realidad  son  tantas  y  tales,  que  casi  toda  ó  la 
mayor  parte  de  la  administración  provincial  y  aun  munidipsi 
está  en  sus  manos,  encerrando  en  círculo  muy  estrecho  k  auto^ 
ridad  del  gobernador  y  de  la  Diputación  misma* 

503. — Corresponde  privativamente  á  la  Comisión  provincial: 

I.  La  resolución  de  todas  las  incidencias  de  quintas  según  ex- 
pondremos tratando  del  servicio  militar. 

n.  La  revisión  de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  en  ma- 
teria de  elecciones  municipales,  á  saber: 

I.  Los  declarativos  de  la  capacidad  é  incapacidad  electoral. 

n.  Los  tocantes  á  la  división  de  los  distritos  municipales  en 
colegios,  y  á  la  subdivisión  de  éstos  en  secciones. 

IH.  Los  que  tomaren  sobre  las  protestas  de  nulidad  de  las  elec^ 
cienes,  incapacidad  ó  excusas  de  los  elegidos  (l)i 

TV.  Los  relativos  á  las  incapacidades  y  excusas  de  los  alcaldes, 
tenientes  y  síndicos,  en  la  inteligencia  de  que  no  queda  al  arbi- 
trio de  las  Comisiones  admitir  las  renuncias  de  estos  cargos, 
puesto  que  son  obligatorios,  ni  admitida  la  excusa  del  alcalde^ 
teniente  6  síndico  dejará  por  eso  de  ser  concejal,  á  no  haber  cau- 
sa que  determine  su  salida  del  Ayuntamiento '(2). 

504.— Asimismo  les  corresponde  respecto  á  la  admíinistra- 
cion  provincial : 

L  Vigilar  el  fiel  y  exacto  cumplimiento  de  los  acuerdos  de  la 
Diputación. 

n.  Preparar  todos  los  asuntos  en  que  ésta  haya  de  ocuparse. 

(1)  Ley  electoral  de  20  de  Agosto  de  1810,  arto.  J36,  ^7^  46,  Al,  88  y  89. 

(2)  Real  6rden  de  2f74e  Jalio  de  1912. 
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ni.  Resolver  interinamente  los  propios  de  la  Diputación, 
cuando  su  urgencia  no  consienta  demora,  y  su  importancia  no 
justiflíjue  la  reunión  extraordinaria  de  aquélla. 

La  Comisión  debe  dar  cuenta  de  estos  acuerdos  á  la  Diputación 
en  la  primera  sesión  qué  celebre,  para  que  los  confirme,  revo- 
que ó  modifique,  si  por  su  naturaleza  no  hubieren  causado  esta^ 
do,  y  en  todo  caso  la  Comisión  será  la  responsable. 

IV.  Declarar  si  procede  ó  no  convocar  la  Diputación  á  sesión 
extraordinaria. 

El  acuerdo  de  la  convocatoria  no  és  privativo  de  la  Comisión 
provincial,  pues  tienen  igual  derecho  el  Gobierno  y  el  gobernador. 

V*  Elevar  á  la  Diputación  las  propuestas  de  los  empleados  de 
la  administración  provincial,  y  suspenderlos  por  justas  causas, 
dando  cuenta  á  la  misma  de  la  providencia  y  sus  motivos  en  la 
sesión  inmediata. 

VI.  Dirigir  los  litigios  que  hayan  de  seguirse  en  nombre  de  la 
provincia. 

Vn.  Formar  el  presupuesto  y  presentarlo  á  la  Diputación- 

Vni.  Examinar  las  cuentas  de  cada  ejercicio  dentro  de  los  dos 
meses  siguientes  al  de  que  procedan,  y  someterlas  á  la  censura 
de  la  Diputación  provincial  (1). 

505. — Corresponde  además  á  estas  Comisiones  en  orden  á  la 
administración  municipal : 

506. — ^I.  Ejercer  ciertos  actos  de  imperio  propios  de  una  au- 
toridad inmediatamente  superior  á  los  Ayuntamientos;  á  saber: 

I.  Designar  los  concejales  de  épocas  anteriores  que  deben  cu- 
brir interinamente  las  vacantes  que  ocurran,  si  fuere  pasado  el 
tiempo  de  proceder  á  elección  parcial. 

n.  Mandar  que  se  verifique  la  elección  parcial  para  proveer 
las  vacantes  de  concejales  en  propiedad,  cuandp  proceda  con  ar- 
reglo á  la  ley. 

m.  Ordenar  al  alcalde  que  convoque  al  Ayuntamiento  á  sesión 
extraordinaria,  siempre  que  lo  juzgue  oportuno. 

IV.  Resolver  los  expedientes  de  los  pagos  de  las  deudas  de 
los  Ayuntamientos,  oyendo  á  los  acreedores,  cuando  éstos  no  se 
conformen  con  los  medios  propuestos  por  aquéllos  para  satisfa- 
cerlas (2). 

(1)  Ley  provincial,  arts.  39, 66, 68, 69, 10,80 1 8Í/ 
[2]  Ley  municipal,  arts.  43, 44, 96  y  IST 
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507.— n.  E¡jercer  oierto  grado  de  jurisdicción  excepcional  co- 
nociendo de  varios  recursos  de  alzada  que  dan  origen  á  resolu- 
ciones finales  que  tienen  íUerza  de  sentencia  firme  de  un  tribu- 
nal de  apelación. 

Con  este  carácter  deciden  las  reclamaciones  contra  los  acuer- 
dos de  los  Ayuntamientos  y  de  las  Juntas  municipales : 

I.  Sobre  inclusión  ó  exclusión  de  persona  determinada,  al  for- 
mar el  empadronamiento  general  de  habitantes  y  hacer  las  reo-, 
tiflcaciones. 

II.  Sobre  la  distribución  de  los  vecinos  en  secciones  para  cons- 
tituir la  Junta  municipal. 

ni.  Sobre  las  excusas  y  oposiciones  de  los  designados  por  la 
suerte  para  desempeñar  el  cargo  de  vocal  asociado  ó  individuo 
de  dicha  Junta. 

IV.  Sobre  toda  infracción  de  ley  cometida  por  las  Juntas  refe- 
ridas abusando  de  sus  atribuciones. 

V.  Sobre  la  suspensión  de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos (1). 

508. — ni.  Ejercer  algunos  actos  de  tutela  administrativa  con 
respecto  al  municipio,  como  son : 

I.  Aprobar  las  reglas  que  establecen  los  Ayuntamientos  para 
el  disfrute  de  los  montes  del  común,  y  los  acuerdos  relativos  á 
sus  cortas  y  podas. 

n.  Aprobar  asimismo  los  tocantes  á  la  reforma  y  supresión  de 
los  establecimientos  municipales  de  instrucción  y  beneficencia, 

ni.  Conceder  ó  negar  su  aprobación  á  los  contratos  relativos 
á  los  edificios  municipales  inútiles  para  el  servicio  á  que  estaban 
destinados,  y  á  los  créditos  particulares  á  favor  del  pueblo. 

IV.  Autorizar  á  los  Ayuntamientos  para  entablar  demandas  á 
nombre  de  los  pueblos  menores  de  4.000  habitantes. 

V.  Examinar  y  aprobar  definitivamente  las  cuentas,  cuando 
no  obtuvieren  el  voto  de  la  mayoría  absoluta  del  total  de  indivi- 
duos que  componen  la  Junta  municipal,  ó  mediaren  protestas 
por  infracción  de  ley  ó  malversación  de  fondos  (2). 

509. — IV.  Ejercer  funciones  propias  de  un  cuerpo  consultivo 
de  la  administración  activa  en  sus  relaciones  con  los  Ayunta- 
mientos, informando: 

(1)  Ley  municipal,  arts.  20, 62, 64, 148, 161, 164, 165  7  166, 
i3)  Ley  municipal,  arts.  78, 19)  80, 81  y  156, 
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I.  Al  Gabiemo,  sobre  todos  los  contratos  relativos  á  los  bie- 
nes inmuebles  del  municipio,  derechos  reales  y  títulos  de  la  deu- 
da pública  que  requieren  su  aprobación. 

II.  Al  gobernador,  sobre  las  ordenanzas  de  policía  urbana  y 
rural,  y  la  suspensión  de  los  alcaides  y  Ayuntamientos  por  di- 
cha autoridad  (1). 

510,— Las  Comisiones  provinciales,  como  las  Diputaciones, 
tienen,  además  de  las  atribuciones  que  las  leyes  les  confieren  y 
les  pertenecen  por  derecho  propio,  lap  que  delegue  en  ellas  el 
Gobierno.  Las  primeras  son  de  su  exclusiva  competencia,  den- 
tro de  la  cual  obran  con  independencia  absoluta,  salva  la  ins- 
pección de  la  autoridad  superior.  Lajs  segundas  suponen  sumi- 
sión á  las  órdenes  é  instrucciones  que  les  fueren  comunicadas, 
que  deben  ejecutar  y  cumplir  como  auxiliares  de  la  administra- 
ción activa  bajo  la  más  estrecha  responsabilidad.  Y  copio  la  de- 
legación es  potestativa  en  el  Gobierno,  resulta  que  aquellas  atri- 
buciones reconocen  un  límite  cierto  en  la  ley,  en  tanto  que  éstas 
son  indefinidas  y  variables  al  tenor  de  los  reglamentos. 


Artículo  AJ^^mAouerdo*  de  las  DiputMCionei  y  OomiHones  ptovindalei* 


511.— Procedimiento  ante  las  Di- 
putaciones provinciales. 

512.— Formas  sustancíales. 

513.*-*C!omunicacion  de  los  acuer- 
dos. 

514.— ¿Cuándo  so» ejecutivos? 

515.— Suspensión  délos  acuerdos. 
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511. — La  ley  orgánica  de  administración  provincial  establece 
reglas  tocantes  al  modo  de  proceder  las  Diputaciones,  todas  de 
observancia  obligatoria,  aunque  no  todas  en  igual  grado.  Algu- 


(1)  Ley  mtinieipal,  arts.  11  y  180. 


LIBRO  UI.   OBGANIZ.  T  ATAIB.   DK  LAS  AOTORIBADES.  231 

ñas  hay  cuya  infracción  vicia  el  procedimiento  sin  anular  los  ac- 
tos, y  otras  por  el  contrario  que  no  pueden  omitirse  ó  quebran- 
tarse so  pena  de  nulidad. 

512* — Son  formas  sustanciales  del  procedimiento: 

I.  La  convocatoria  por  autoridad  competente  hecha  con  arre- 
glo á  la  ley. 

n.  Celebrar  las  sesiones  ordinarias  en  los  dias  señalados  de 
antemano  al  efecto. 

ni.  Abstenerse  en  las  extraordinarias  de  tratar  de  asunto  al- 
guno no  expresado  en  la  convocatoria. 

IV.  La  publicidad  de  las  sesiones,  sobre  todo  de  las  relativas 
á  las  actas  de  las  elecciones  provinciales,  presupuestos,  cuentas 
y  objetos  relacionados  con  unas  y  otros. 

V.  No  deliberar  sino  estando  presente  la  mayoría  absoluta  del 
número  total  de  diputados,  ni  tomar  acuerdo  sino  por  el  voto  de 
la  mayoría  de  los  concurrentes. 

La  violación  de  estas  formas  es  causa  de  nulidad  de  los  actos 
de  las  Diputaciones  provinciales,  es  decir,  que  no  existen  acuer- 
dos capaces  de  suspensión  ó  reforma,  porque  la  ley  los  declara 
nulos  y  de  ningún  valor,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  ad- 
ministrativa  ó  judicial  á  que  hubiere  lugar  según  el  grado  de 
culpa  que  resulte  (1). 

513.— Las  Diputaciones  y  las  Comisiones  provinciales  deben 
comunicar  sus  acuerdos  dentro  de  tercero  día  al  gobernador  á 
quien  corresponde  autorizarlos,  si  asiste  á  la  sesión,  transmitir- 
los^ los  interesados  por  la  secretaría  del  gobierno  y  cuidar  de 
su  cumplimiento  (2). 

514. — Por  regla  general  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales son  ejecutivos;  pero  esta  regla  padece  algunas  excep- 
ciones. Para  esclarecer  una  materia  tan  importante  y  no  exenta 
de  cierta  oscuridad  que  es  el  mayor  defecto  de  la  ley,  conviene 
recordar  que  las  Diputaciones  unas  veces  obran  en  virtud  de 
atribuciones  propias,  y  otras  á  título  de  delegación  de  fecultades 
que  originariamente  pertenecen  al  Gobierno. 

515.— Cuando  hacen  uso  del  derecho  que  se  deriva  de  su  com- 
petencia, no  cabe  la  suspensión  del  acuerdo,  aunque  por  él  y  en 
su  forma  se  infrii\jan  las  leyes;  pero  si  procede  el  recurso  de  al- 

(1)  Ley  proTinclal,  arta.  37, 88, 40, 42, 48  y  44,  y  ley  municipal,  art.  96. 

(2)  Ley  provincial,  arta.  9  y  48,  y  reales  6rdene«  de  27  y  28  de  JuUo  de  1872. 
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zada  ante  el  Gobierno  á  petición  de  parte,  esto  es,  de  cualcpiiera, 
sea  ó  no  sea  residente  en  la  provincia  que,  de  llevarse  á  ejecu- 
ción el  acuerdo,  se  considere  perjudicado. 

516. — ^El  gobernador,  dentro  de  ocho  dias,  remite  los  antece- 
dentes al  ministerio  de  la  Gobernación,  y  el  Gobierno  resuelve 
por  sí  bajo  su  responsabilidad,  cuando  el  asunto  es  de  tal  natu- 
raleza que  no  admite  dilaciones;  mas  si  las  admite,  pasa  el  expo- 
diente al  Consejo  de  Estado,  y  oido  su  dictamen,  dicta  la  resolu- 
ción definitiva  confirmando  ó  revocando  el  acuerdo  de  la  Dipu- 
tación provincial. 

La  resolución  debe  ser  siempre  motivada,  y  se  publica  en  la 
Gaceta  y  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia;  y  si  el  Gobierno 
disiente  del  parecer  del  Consejo  de  Estado,  es  condición  necesa- 
ria publicar  el  dictamen  de  este  cuerpo  al  mismo  tiempo  y  en 
igual  forma  que  la  resolución  del  Gobierno. 

Pasados  cuarenta  dias  á  contar  desde  la  fecha  de  la  remisión 
del  expediente  al  ministerio  sin  que  el  Gobierno  decida  la  cues- 
tión, los  acuerdos  suspendidos  se  reputan  aprobados,  y  adquie- 
ren fuerza  ejecutiva,  cerrada  la  puerta  á  todo  ulterior  recurso. 

Los  plazos  arriba  dichos  se  reducen  á  la  cuarta  parte  en  los 
negocios  calificados  de  urgentes  por  el  gobernador  de  conformi- 
dad con  la  Comisión  provincial. 

517.— Ningún  principio  de  justicia,  ninguna  razón  de  conve- 
niencia, ora  se  invoque  la  autonomía  de  las  corporaciones  popu- . 
lares,  ora  se  pondere  la  excelencia  del  sistema  represivo  compa- 
rado con  el  preventivo,  bastan  á  explicar  de  un  modo  satisfactorio 
por  qué  las  Diputaciones  provinciales  han  de  gozar  del  inaudito 
privilegio  de  infringir,  á  lo  menos  en  parte,  las  leyes,  tomando 
acuerdos  ejecutivos  en  materias  de  su  competencia,  sin  que  la 
autoridad  del  gobernador  alcance  á  suspenderlos. 

Si  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en  el  Rey  se- 
gún la  Constitución  del  estado  (1);  si  el  Rey  ejerce  el  poder  eje- 
cutivo por  medio  de  sus  ministros  (2) ;  si  el  gobernador  es  dele- 
gado y  representante  del  Gobierno  en  la  provincia  de  su  man- 
do (3),  y  si  la  absoluta  independencia  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales, obrando  en  virtud  de  sus  atribuciones  propias,  no  ex- 

(1)  Art.  6e. 

(2)  Art.  35. 

(3)  Ley  provincial,  art.  12. 
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cluye  la  inspección  del  Gobierno  para  impedir  las  infracciones 
de  las  leyes  (1),  ¿cómo  se  concibe  que  no  puede  ser  suspendida 
la  ejecución  de  los  acuerdos  dictados  en  asuntos  de  la  competen- 
cia de  la  Diputación,  aun  cuando  por  ellos  y  en  su  forma  se  in- 
frinja alguna  de  las  disposiciones  de  esta  ley  ú  otras  especiar- 
les? (2).  ¿Hay  derecho  contra  el  derecho?  ¿Hay  una  soberanía  de 
la  provincia  opuesta  á  la  soberanía  de  la  nación? 

Es  en  vano  contradecirlo  ni  disimularlo.  La  ley  orgánica  de  ad- 
ministración provincial  autoriza  la  usurpación  por  las  Diputacio- 
nes de  alguna  parte  del  poder  legislativo,  negando  al  Gobierno  y  á 
á  los  gobernadores  la  fecultad  de  suspender  motu  proprio  los 
acuerdos  contrarios  á  las  leyes  en  materias  de  su  competencia;  y  no 
se  diga  que  se  provee  al  remedio  estableciendo  el  recurso  de  alza- 
da ante  el  Gobierno  mismo,  porque  nadie  tiene  derecho  á  enta- 
blarlo si  no  se  considera  ofendido,  ni  la  autoridad  superior  puede 
restablecer  el  orden  legal  si  no  se  deduce  el  agravio,  ni  es  grande 
Ja  eficacia  de  una  acción  que  se  extingue  en  cuarenta  dias  de^ilen- 
cio,  término  demasiado  breve  para  legitimar  abusos  tan  graves. 

518. — Salva  esta  excepción,  el  gobernador  puede  suspender 
de  oficio  ó  á  instancia  de  cualquier  residente  en  la  provincia,  los 
acuerdos  de  la  Diputación  mediante  justa  causa,  á  saber: 

I.  Si  versan  sobre  asuntos  sgenos  á  la  competencia  de  dicho 
cuerpo. 

n.  Por  delincuencia,  esto  es,  si  los  diputados  cometieron  un 
delito  al  tomar  el  acuerdo. 

in.  Cuando  de  su  ejecución  resulten  lastimados  los  derechos 
civiles  de  tercero. 

La  suspensión  debe  ser  siempre  motivada  con  expresión  con- 
creta y  precisa  de  las  disposiciones  legales  en  que  se'  fUnda. 

519. — Notemos  de  paso  que  si  procede  la  suspensión  cuando 
el  acuerdo  envuelve  un  delito,  también  debería  proceder  cuando 
la  Diputación,  conociendo  de  asuntos  de  su  competencia  infringe 
las  leyes,  porque  las  desobedece  y  usurpa  atribuciones  reserva- 
das á  otra  autoridad  (3).  Sin  embargo  no  es  así,  ó  por  lo  menos 
no  está  claro  que  pueda  serlo,  porque  existe  en  la  ley  una  real  ó 
aparente  contradicción. 

(1)  Ley  proTincial,  art.  88. 

(2)  Ley  provincial,  art.  50. 
(8)  Códl^  penal,  art.  888. 
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SnpojQgjanps  que  una  Diputación  nombra  para  dirigir  cierta 
¡oj^^X^  de  la  prowcia  que  pid^  arquitecto,  tal  persona  sin  título 
.90rrespon<üente,  y  lo  li?tce  á  .sgtbiei;idas.  ¿Puede  el  gobernador 
.suspender  el  acuerdo  ? — ^Sí,  considerando  que  encierra  un  delito 
pjre^visto  en  el  art.  393  del  Código  penal,  y  que  hay  lugar  á  la 
suspensión  por  delincuencia. — ^No,  porque  no  es  lícito  suspen- 
der la  ejecución  «de  los  acuerdos  dictados  en  asuntos  de  la  com- 
petencia de  la  Diputación,  aun  cuando  por  ellos  y  en  su  forma 
j^e  infrinja  alguna  de  las  disposiciones  de  esta  ley  ú  otras  espe- 
ciales.> 

Que  el  acuerdo  versa  sobre  un  asunto  de  la  competencia  de  la 
Diputación  está  fuera  de  duda,  porque  entiende  en  toda  clase  de 
obras  de  interés  provincial;  y  que  es  contrario. á  la  ley  se  mues- 
tra recordfuido  que  la  Diputación,  al  nombrar  los  funcionarios 
destinados  á  ^servicios  profesionales,  debe  escogerlos  entre  las 
^per^onas  que  tengan  « la  capacidad  y  condiciones  que  en  las  le- 
yes relativas  á  aquéllos  se  determinen»  (1). 

¿Qué  hará,  pues,  un  gobernador  en  este  aprieto?  En  nuestra 
opinión  suspepder  el  acuerdo  motivando  la  providencia  en  los 
artículos  que  van  citados;  y  si  padece  algún  menoscabo  la  pre- 
rogativa  de  la  Diputación,  siempre  será  menor  el  mal,  que  con- 
sentir la  coni^upiacion  de  un  acto  calificado  de  delito  por  el  Có- 
digo penal. 

520.— To(^a  suspensión  por  incompetencia  ó  delincuencia  se 
comunica  á  la  Comisión  provincial  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes á  la  potiflcacion  del  acuerdo,  y  pasado  este  plazo,  el 
acuerdo  es  ejecutivo  de  derecho.  El  plazo  empieza  á  correr  des- 
de la  revisión  del  expediente,  cuando  el  gobernador  lo  reclama 
para  su  examen. 

531 . — ^Np  procede  la  puspension  de  los  acuerdos  que  lastiman 
los  derephpis  piívijlgs  de  terperp  sino  en  virtud  de  reclamación  de 
la  parte  agraviada,  en  cuyo  caso  el  gobernador  la  decretará,  si 
le  parece  ju9to,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  la  petición, 
notificándola  al  interesado  y  á  la  Comisión  provincial. 

522. — Puede  también  el  verdadero  ó  presunto  agraviado  aco- 
gerse á  la  protección  de  los  tribunales,  á  quienes  corresponde 
según  la  Constitución  y  las  leyes  la  defensa  de  los  derechos  ci- 

(1)  Lej  pzoTineial,  art6. 4ft,48  y  50,  y  ley  monieipal,  art.  18. 
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viles;  y  asíj  haya  sido^  ó  no  haya  sido  decretada  la  suspensión 
del  acuerdo^  tiene  expe<^ito  el  medio  de  entablar  demanda  ante 
los  de  la  jurisdicción  ordinaria  dentro  de  treinta  días  contados 
desde  la  fecha  de  la  notificación  del  acuerdo  ó  de  la  suspensión^ 
so  pena  de  caducar  su  derecho. 

El  juez  ó  tribunal  competente  puede^  á  petición  del  interesado 
y  por  primera  providencia,  suspender  la  Qjecucipn  del  acuerdo 
apelado  (si  el  gobemadpr  no  hubiese  ya  decretado  la  suspen- 
sión), cuando  de  lljevar^  á  efecto  se  irrogarian  peijuicios  graves 
é  irreparables. 

523.— Suspendido  ó  apelado  el  acuerdo  remite  el  gobernador 
Jos  antecedentes  al  Gobierno  en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo 
al  juez  ó  tribunal  que  corresponda.  Si  el  incidente  se  si^stancia 
por  la  vía  gubernativa,  seguirá  los  trámites  expresados,  en  el  nú- 
merp  516. 

524. — Añade  la  ley  provincial  que  control  las  resoluciones  del 
Gobierno  confirmando  ó  revocando  el  decreto  4^  suspensión, 
procede  el  recurso  contencioso-administratívo  (1). 

525.— Si  se  trata  de  acuerdos  que  lastiman  los  derechos  de  ter- 
cero que  prefirió  pedir  la  reparación  del  agravio  por  la  yia  gul)^r- 
nativaá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales,  se  comprende;  ms 
si  se  faculta  á  las  Diputaciones  para  impugnar  por  la  via  conten- 
ciosa las.  providencias  del  Gobierno  man,t^n^pdp  la  suspensión, 
el  recurso  es  improcedente  según  los  principiop  más  v)ilgares 
de  la  ciencia,  la  legislación  hasta  aquí  establecida  y  la  j]irispru- 
dencia  constante  y  ijniforme,  en  fin,  según  toda  buena  doctrina. 

No  es  del  momento  exponer  los. caracteres  prppiqp  4^  lo  ^w- 
tencioso-administrativo,  y  basta  á  nuestro  propósito  advertir  gue 
.sien^pre  supone  un  litigio  entre. la  administr^cipíi  y  el  particular 
que  ,se  siente  lastimado  en  su  derecho.  Hay  pues,  im^ftcto  del  po- 
der, público  que  da  origen  á  una  reclamación  en  ^Qii^re.íjfe  un 
derecho  privado. 

Ahora  bien:  ¿qué  derechos  privados  representan  las  Diputa- 
ciones, corporaciones  populares  instituidas  por  i^  .ley  para  ad- 
ministrar los  intereses  peculiares  de  las  provincias?  Las  Diputa- 
ciones forman  parte  de  la  administración  pública,  y  seria  al^sur- 
do  que  la  administración  litigase  consigo  misma. 

(1)  L^  proTlncIjUí  «rt.  54,7  ley  i&anici;gal,.art.  lOB. 
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Si  la  suspensión  del  acuerdo  se  ñinda  en  la  delincuencia^  no 
cabe  el  recurso  contencioso,  porque  la  materia  criminal  pertene- 
ce á  la  jurisdicción  ordinaria;  y  si  se  alega  la  incompetencia, 
tampoco  procede,  porque  en  estas  cuestiones  no  se  ventilan  de- 
rechos particulares,  sino  otras  más  altas  y  de  naturaleza  muy 
distinta,  como  son  las  relativas  al  deslinde  de  atribuciones  entre 
diversas  autoridades. 

Qué  hará  el  Consejo  de  Estado  el  dia  en  que  intente  una  Di- 
putación el  recurso  contencioso  contra  la  resolución  del  Gobierno 
declarando,  por  ejemplo,  que  tal  acuerdo  está  bien  suspendido, 
porque  versa  sobre  un  asunto  reservado  al  Gobierno  mismo,  no 
es  fácil  adivinarlo.  El  conflicto  puede  sobrevenir  de  un  momen- 
ta  á  otro,  y  entonces  veremos  si  hay  dentro  de  las  leyes  térmi- 
nos hábiles  para  dar  curso  á  la  demanda. 

526. — La  ley  hace  personalmente  responsables  de  los  danos  y 
perjuicios  indebidamente  originados  por  la  ejecución  ó  suspen- 
sión de  los  acuerdos  de  las  Diputaciones,  á  los  individuos  de  es- 
tos cuerpos,  á  los  vocales  de  la  Comisión  provincial  y  al  gober^ 
nador  de  la  provincia.  La  autoridad  ó  tribunal  que  en  último 
grado  resuelve  el  expediente,  es  el  llamado  á  declararla,  y  cor^ 
responde  exigirla  al  competente  entre  los  ordinarios  (1). 

527. — La  doctrina  expuesta  'acerca  de  la  suspensión  de  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  rige  y  es  aplicable  á  los  de  las  Co- 
misiones provinciales  (2), 

Pueden  las  Comisiones  provinciales  en  algunos  casos  y  por 
via  de  excepción,  modificar  sus  acuerdos  relativos  á  la  gestión 
de  los  intereses  de  la  provincia;  pero  no  los  que  tengan  el  ca- 
rácter de  definitivos  ó  causen  estado  por  determinación  expresa 
y  terminante  de  la  ley,  pues  una  vez  tomados  espiran  sus  facul- 
tades, sin  que  les  sea  lícito  resolver  ni  fallar  nada  por  más  justas 
y  procedentes  que  sean  las  reclamaciones  á  que  dieren  lugar. 
Los  interesados  tienen  dos  medios  de  ser  oidos  en  justicia  y  ol>- 
tener  la  reparación  de  su  agravio :  acudir  al  Gobierno  en  queja 
de  la  infracción  de  las  leyes  cometida  por  la  Comisión  provincial, 
ó  intentar  'el  recurso  de  alzada  ante  el  juez  ó  tribunal  competen- 
te en  caso  de  lesión  de  sus  derechos  civiles  (3). 

(1)  Ley  proviDCial,  art.  54,  y  ley  manlcipai,  art.  109. 

(2)  Ley  proylnoiftl,  art.  06. 

(8)  Ley  provincial,  arto.  51  y  88,  y  real  6rden  de  17  de  Agosto  de  1872. 
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Esta  jurisprudencia  debe  hacerse  extensiva  á  los  acuerdos  de 
las  Diputaciones  provinciales. 


Artículo  b.^'^M^pomabilidad  de  los  ifídividiMi  de  ¡as  Dijmtacionef 

y  Comisiones  provinciales. 

528.— Las  corporaciones  populares  532.— Amonestación. 

•  son  responsables.  533.— Apercibimiento. 

529.- Responsabilidad  administrar  534.— Multa. 

tiva  y  judicial.  535.— Reglas. 

530.— Hechos  que  dan  origen  á  la  536.— Reclamaciones. 

responsabilidad.  537.— Suspensión  del  cargo. 

531.— Medios  de  hacer  efectiva  la  538.- Procedimiento. 

responsabilidad  administra-  539.— Disolución  y  destitución. 

tiva.  540.— Responsabilidad  judicial. 

528. — Supuesto  que  las  Diputaciones  y  Comisiones  provincia- 
les ejercen  de  ordinario  atribuciones  propias,  y  entonces  obran 
con  absoluta  independencia  del  Gobierno,  sin  perjuicio  de  las  &- 
cuitados  que  también  les  corresponden  á  título  de  delegación;  y 
supuesto  asimismo  que  la  administración  en  todos  sus  grados 
debe  ser  responsable,  so  pena  de  erigir  en  ley  suprema  el  poder 
arbitrario,  las  corporaciones  populares  no  pueden  gozar  del  pri- 
vilegio da  la  inviolabilidad. 

529. -r En  otra  parte  de  este  libro  se  halla  explicada  la  distin- 
ción de  la  responsabilidad  administrativa  y  judicial  (1);  y  aquí, 
para  prevenir  cualquiera  duda,  conviene  recordar  que  el  Código 
penal  reputa  funcionario  público  toda  persona  que  por  disposi- 
ción inmediata  de  la  ley,  ó  por  elección  popular,  ó  por  nombra- 
miento de  autoridad  competente  participa  del  ejercicio  de  funcio- 
nes públicas  (2). 

530. — Conforme  á  estos  principios  los  individuos  de  las  Dipu- 
taciones y  Comisiones  provinciales  incurren  en  responsabilidad: 

I.  Por  infracción  manifiesta  de  la  ley  en  sus  actos  ó  acuerdos, 
abusando  de  las  atribuciones  propias,  ó  usurpando  las  s^^^^^* 

n«  Por  desobediencia  al  Gobierno  en  los  casos  en  que  obran 
por  delegación. 

ni.  Por  desacato  á  la  autoridad. 

(1)  V.  núm.  163. 
W  Art.  416. 
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IV.  Por  negligencia  ú  omisión  que  redunde  én  piérjuicio  de  los 
intereses  ó  servicios  que  les  están  encomendados. 

Según  la  ley  provincial  la  naturaleza  del  acto  ó  de  la  omisión 
determina  si  la  responsabilidad  en  estos  casos  ha  de  ser  admi- 
nistrativa 5  judicial.  Más  claró:  si  él  áctó  6  la  omisión  constitu- 
yen una  felta  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  propios  de  las 
Diputaciones,  la  responsabilidad  será  administrativa,  y  judicial, 
si  mediase  delito  que  itteírece,  no  corrección,  sino  castigo. 

531.— Los  medios  dé  hacer  efectiva  lá  responsabilidad  iátUy- 
nistrativa  son  el  apercibimiento,  la  multa  y  la  süspensiótí.  Omi- 
te la  ley  la  amonestación,  no  sabemos  si  por  descuido  6  por  otra 
causa;  pero  sin  duda  es  aplicable  á  los  individuos  de  las  Diputa- 
ciones f  Comisiones  provinciales,  coimo  á  los  que  componen  los 
Ayuntamientos. 

532. — Amonestación  quiere  decir  advertencia  para  que  la  falta 
notada  por  el  superior  se  corrija  ó  enmiende,  y  ptúcede  en  los 
casos  de  error,  omisión  ó  negligencia  leves. 

533. — Apercibimiento  significa  conminación  ó  reprensión  se- 
vera con  amenaza  dé  castigo,  y  procede  en  los  casos  de  reinói^ 
dencia,  extralimitacion  de  poder,  abuso  de  facultades  y  negli- 
gencia cuyos  {ieijuicios  no  sean  graves  ó  irreparables. 

634.-^Se  impóñ'ela  ihulta  siempre  que  las  leyes  y  dispoSicioñea 
generales  lo  determinan,  y  en  los  casos  de  í^eincidencia  en  ftll- 
tstó  qu^  dléi^ó'ñ  origen  á  ün  apercibimiento,  de  extralimitacion  de 
jJbder,  abuso  dé  autoridad,  negligencia  Jr  desobediencia  graves 
que  rió  exyan  suspensión,  ni  produzcan  respon&abilidald  critoiñái; 

^áS.— Eri  órdén  á  te  ímptíéieion  y  exacción  de  multas  deben 
oBálétH^é  Iks  reglafe  siguientes: 

I.  Ái  ÍJbbiórriói  dé  acuerdó  con  el  Cófffiéjo  de  Estado  y  prévift 
audiencia  del  interesado,  corresponde  la  declaración  del  fañtó  úé 
é^á  có'rfebfcfióñ  ^ernativa. 

fií.  ¿i  ftlálifíío  qué  admite  la  ley  son  500  pesetas. 

líl.  Deben  satisfacer  las  multas  los  diputados  responsables,  fes 
decir,  los  que  hayan  incurrido  en  la  omisión,  6  tomado  ^aíte 
en  el  acto  ó  acueMo  que  origina  la  responsabilidad. 

IV.  La  providencia  debe  constar  por  escrito  y  ser  motitada, 
y  se  expedirá  recibo  al  multado. 

V.  Así  las  multas  como  los  apremios  se  pagan  en  papel  del 
sello  correspondiente- 
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VI.  Para  el  pago  de  la  multa  se  otorga  un  plazo  propóróióíia- 
do  á  su  cuantía,  el  cual  no  baja  de  diez  dias  líi  sube  de  veinte;  y 
si  dentro  de  él  no  se  hace  efectiva,  procede  el  apremio  contra  él 
moroso.  El  apremio  no  pasa  del  5  por  ciento  diario  del  total  im- 
porte de  la  multa,  ni  puede  en  ningún  caso  exceder  del  duplo  dé 
la  misma. 

536. — Contra  la  imposición  de  las  multas  establece  la  ley  lá 
reclamación  ante  el  Gobierno  que  dióta  la  providencia  oportuna; 
oyendo  al  Gonsego  de  Estado.  Apuradoó  los  trámites  de  lá  tia 
gubernativa,  pueden  los  interesados  ejercitar  su  derecho  por  la 
contenciosa. 

El  legislador  se  muestra  tan  indulgente  con  las  faltas  de  \^ 
Diputaciones  y  Comisiones  provinciales,  que  padece  notorio  que- 
branto la  potestad  de  corrección  y  disciplina,  sin  la  cual  no  se 
concilla  el  respeto  debido  al  GobierAo  supremo  de  la  nación  y  á 
los  representantes  de  su  autoridad  en  las  provincias.  Ha  olvida- 
do que  el  aumento  de  libertad  exigó  un  aumento  proporcionado 
de  responsabilidad,  y  que  cuanto  más  suave  es  el  sistema  pre- 
ventivo, tanto  más  rigoroso  y  severo  debe  ser  el  represivo.  El 
gobernador,  á  quien  apenas  reconocen  por  superior  jerárquico 
las  corporaciones  populares,  carece  de  los  medios  necesarios  á 
impedir  los  excesos  y  abusos  que  pueden  cometer  en  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones. 

537.— Él  medio  extremo  de  exigir  la  responsabilidad  admi- 
nistrativa de  que  tratamos,  es  la  suspensión. 

La  ley  autoriza  á  los  gobernadores  para  ^spender  á  los  dipu- 
tados provinciales  del  ejercicio  de  sus  cargos,  cuando  hubieséif 
cometido  extralimitacion  gravé  con  caWlcter  político  acompaña- 
da de  las  circunstancias  siguientes : 

I.  Haber  dado  publicidad  al  acto. 

u.  Excitar  á  otras  Diputaciones  á  cometerla. 

m.  Perturbar  el  orden  público. 

638.— El  gobernador  debe  elevar  al  Gobierno  en  un  plazo 
breve  el  expediente  de  suspensión,  para  que  dentro  de  quinc^ 
dias  á  más  tardar  confirme  ó  revoque  por  sí  la  providencia.  Si  eí 
caso  no  es  urgente,  resuelve  la  cuestión  previa  consulta  del  Con- 
sejo de  Estado,  y  entonces  se  alarga  el  término  referido  hasta 
cuarenta  dias.  El  silencio  del  Gobierno  se  interpreta  por  alza- 
miento del  acuerdo  tomado  por  el  gobernador. 
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Declarada  improcedente  la  suspensión,  los  diputados  suspen- 
sos son  reintegrados  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  funciones.  Si 
hay  lugar  á  destitución,  el  Gobierno  manda  pasar  el  tanto  de 
culpa  al  tribunal  competente.  En  todo  caso  es  obligatorio  publi- 
car los  decretos  en  la  Gaceta  con  inserción  de  los  dictámenes 
del  Consejo  de  Estado.  Sigúese  de  lo  dicho  que  el  acuerdo  del 
gobernador  en  materia*  de  suspensión  tiene  siempre  el  carácter 
de  una  medida  de  orden  público,  interina  ó  provisional. 

539. — Ni  el  gobernador  ni  el  Gobierno  tienen  autoridad  para 
disolver  las  Diputaciones  y  Comisiones  provinciales.  Tampoco 
pueden  destituir  á  los  individuos  que  las  componen;  pero  sí  pue- 
de la  Diputación  remover  á  los  vocales  de  la  Comisión  culpados 
de  hechos  que  justifiquen  una  suspensión  administrativa  ó  judi- 
cial. Esta  doctrina  se  funda  en  el  principio  del  derecho  común, 
que  sólo  el  mandante  tiene  facultad  para  revocar  el  mandato. 

540, — ^La  destitución  no  procede  sino  en  virtud  de  sentencia 
^ecutoriada  de  tribunal  competente,  esto  es,  de  la  Audiencia  del 
distrito,  á  quien  corresponda  conocer  en  única  instancia  y  en  jui- 
cio oral  y  público,  de  las  causas  contra  los  funcionarios  del  orden 
administrativo  que  €gercen  autoridad,  por  delitos  cometidos  en 
el  desempeño  de  sus  cargos,  en  los  casos  que  no  estén  atribui- 
dos por  las  leyes  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  (1).  Si  recae 
sentencia  absolutoria,  definitiva  y  ejecutoriada,  vuelven  á  ocu- 
par los  cargos  de  que  estaban  suspensos  durante  el  juicio;  y  si 
son  destituidos,  quedan  incapacitados  para  ser  reelegidos  hasta 
pasados  seis  años  ó  más,  cuando  la  sentencia  los  inhabilita  por 
tiempo  más  largo.  Este  es  el  procedimiento  que  se  sigue  para 
exigirles  la  responsabilidad  judicial  (2). 


CAPÍTULO  VI. 

« 

De  tos  €on«ejo«  especiales  de  la  aduInUtraelott  prevlnelál. 

541  .—Cuerpos  consultivos  de  la  ad-  cultura. 

ministracíon  provincial  en  543.— Juntas  provinciales  de  Sáni- 

negocios  especiales.  dad. 

542.— Juntas  provinciales  de  Agrí-  544.— Sus  atribuciones* 

(1)  Ley  orf^nica  del  poder  judicial,  art.  Sr76,  %  8.^ 

(2)  Ley  provincial,  arta.  88  y  %\g,,  y  ley  municipal,  arta.  174, 1*76,  Hl,  1*78, 180, 181  y  186. 
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545.— Juntas  provinciales  de  Bene-  truccion  pública. 

ñcencia.  548.— Sus  facultades. 

546.— Juntas  provinciales  de  Cár^  549.— Comisiones  permanentes  de 

celes.  Estadística. 

547.— Juntas  provinciales  de  Ins- 

541. — A  semejanza  de  lo  que  observamos  cerca  del  Gobierno 
á  cuyo  lado,  además  de  los  cuerpos  consultivos  generales,  vemos 
otros  especiales  de  suma  utilidad  para  la  administración,  sucede 
también  que  rodean  al  gobernador  de  la  provincia,  no  sólo  las 
Diputaciones  y  Comisiones  provinciales,  sino  también  algunas 
juntas  cuyo  encargo  es  auxiliarle  con  sus  luces  y  experiencia  en 
la  dirección  de  ciertos  ramos  del  servicio  público,  para  los  cua- 
les se  requieren  conocimientos  facultativos.  La  administración 
es  una  en  todos  sus  grados;  y  por  eso  en  todas  las  esferas  de  su 
actividad  siente  las  mismas  necesidades,  tropieza  en  iguales  obs- 
táculos y  adopta  los  propios  medios  de  asegurar  el  acierto  sin 
comprometer  su  independencia. 

542. — Las  Juntas  provinciales  de  Agricultura  fueron  institui- 
das á  petición  de  algunas  provincias  con  el  objeto  de  que  pudie- 
sen servir  de  centros  para  conocer  las  necesidades  del  labra- 
dor, y  de  órganos  para  exponerlas  al  Gobierno  y  remediarlas. 
Son  una  institución  local  llamada  á  representar  y  sostener  inte- 
reses tan  graves  y  permanentes  como  los  agrícolas  en  todo  el 
reino  (1). 

Posteriormente  se  reflindieron  en  ellas  las  particulares  de  Co- 
mercio y  las  de  Industria  ó  Fábricas  que  habia  en  algunos  pue- 
blos; y  mudado  el  nombre  conforme  á  su  nuevo  instituto,  se  lla- 
maron Juntas  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  cuya  resi- 
dencia es  la  capital  de  la  provincia. 

Se  componen  de  15  vocales  elegidos  por  las  clases  de  propie- 
tarios, ganaderos,  fabricantes  y  comerciantes,  y  siete  natos,  que 
por  su  carácter  oficial  representan  una  suma  de  conocimientos 
facultativos. 

Las  Juntas  provinciales  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  no 
solamente  son  un  cuerpo  consultivo  del  gobernador,  pero  tam- 
bién del  Gobierno,  de  la  Direcciony  del  Consejo  del  ramo,  recono- 
ciendo la  ley  su  competencia  en  los  negocios  de  interés  inmediato. 

(I)  Real  decreto  de  1  de  AbrU  de  184S. 

TOMO  I.  16 
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Todas  las  autoridades  y  corporaciones  están  obligadas  á  &ci«- 
litar  á  las  Juntas  de  Agricultura  cuantos  datos  y  noticias  necesi- 
ten y  pidieren  para  el  mejor  desempeño  de  su  cargo  (1). 

543. — Las  Juntas  provinciales  de  Sanidad  son  á  la  administra- 
ción provincial  lo  que  el  Consejo  de  Sanidad  es  á  la  superior. 
Compónense  del  gobernador  ó  quien  hiciere  sus  veces,  presi- 
dente, de  un  diputado  provincial,  del  alcalde,  del  capitán  del 
puerto  en  los  habilitados,  de  un  arquitecto  ó  ingeniero  civil,  de 
dos  profesores  de  la  facultad  de  Medicina,  otros  dos  de  Farmacia 
y  uno  de  Cirugía,  un  veterinario  y  tres  vecinos  que  representen 
la  propiedad  territorial,  la  industria  y  el  comercio.  Son  vocales 
natos  en  las  capitales  de  provincia  el  jefe  superior  de  Sanidad 
de  la  armada,  y  el  del  ejército  que  el  capitán  general  designe. 
También  lo  son  los  directores  especiales  de  Sanidad  marítima 
en  los  puertos  habilitados,  y  el  subdelegado  más  antiguo  de  Sa- 
nidad en  el  puerto  de  su  residencia.  Los  gobernadores  de  pro- 
vincia deben  elevar  al  ministerio  de  la  Gobernación  antes  del  15 
de  Diciembre  la  propuesta  en  terna  de  los  vocales  elegibles.  Es- 
tos cargos  duran  dos  años,  y  los  individuos  que  los  ejercen  pue- 
den ser  reelegidos  (2). 

544. — Las  atribuciones  de  las  Juntas  provinciales  de  Sanidad, 
tanto  marítimas  como  del  interior,  son  puramente  consultivas, 
residiendo  en  los  gobernadores  la  dirección  y  gobierno  de  este 
ramo  del  servicio  público.  No  obstante,  las  primeras  siguen  dea- 
empeñando  las  visitas  de  buques  y  demás  obligaciones  de  poli- 
cía sanitaria  de  los  puertos  de  mar  según  sus  leyes  y  reglamen- 
tos. Á  las  segundas  les  está  especialmente  encomendada  la  ob- 
servancia de  las  reglas  de  higiene  pública,  así  como  velar  con 
particular  esmero  sobre  todo  lo  relativo  á  la  buena  calidad  de  los 
alimentos,  aguas  y  aseo  de  las  poblaciones,  procurando  extirpar 
ó  alejar  de  ellas  los  focos  de  infección,  salvas  las  atribuciones 
propias  de  los  Ayuntamientos  (3). 

545. — Las  Juntas  provinciales  de  Beneficencia  fueron  creadas 
para  ilustrar  y  facilitar  el  ejercicio  del  protectorado  que  compete 
al  Gobierno  en  las  instituciones  de  beneficencia  de  íUndacion  par- 
tí) Real  orden  circular  de  20  de  Octubre  de  1852,  y  refirlamento  de  14  de  Diciembre  do  1859. 

(2)  Ley  de  28  de  Noviembre  de  1856,  arta.  53  y  58,  y  reales  órdenes  de  6  de  Junio  de  1860 
y  8  de  Junio  de  1812. 

(3)  Real  decreto  de  17  de  Biarzo  dt  1847,  toy  de  28  d«  MoYiembre  de  1^  y  real  orden  de  « 
de  Junio  de  1800. 
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ticular.  Constan  de  siete  á  once  vocales  vecinos  de  la  capital  de 
la  provincia  de  acreditada  ilustración,  moralidad  y  celo  por  el 
desempeño  de  sus  obligaciones.  El  Gobierno  es  quien  íos  nom- 
bra á  propuesta  de  los  gobernadores.  Estos  cargos  son  honorífi- 
cos y  gratuitos,  duran  cuatro  años,  y  las  Juntas  se  renuevan  cada 
dos  por  mitad,  siendo  los  salientes  reelegibles. 

Las  Juntas  ejercen  por  delegación  el  patronazgo  de  las  funda- 
ciones particulares  que  se  les  encomienden,  informan,  examinan 
cuentas,  investigan  si  existen  bienes,  rentas,  valores^  derechos 
6  papeles  pertenecientes  á  la  beneficencia  particular  y  en  don- 
de, reclaman  los  distraídos  de  su  objeto,  si  hay  justo  título  para 
ello,  visitan  los  establecimientos  que  están  bsgo  su  tutela,  los  re- 
presentan y  defienden  en  juicio  previa  autorización  del  Gobier- 
no, etc.  (1). 

546. — Las  Juntas  llamadas  de  Cárceles  de  que  son  individuos 
natos  un  magistrado  de  la  Audiencia  designado  por  su  Sala  de 
Gobierno  con  el  carácter  de  vicepresidente,  un  diputado  provin- 
cial elegido  por  el  gobernador  y  un  eclesiástico  noinbrado  por  el 
diocesano,  auxilian  á  la  autoridad  superior  de  la  provincia  bajo 
cuya  presidencia  se  constituyen,  en  todo  lo  relativo  al  régimen 
interior  y  á  la  administración  económica  de  las  prisiones,  como 
consejos  especiales  instituidos  por  la  ley  parr.  ilustrarle  con  su 
opinión  y  segundar  sus  esfuerzos  en  un  punto  tan  grave  é  inte- 
resante al  bienestar  de  los  pueblos  (2). 

Verdaderamente  la  ley  es  poco  previsora  al  establecer  estas 
Juntas  sólo  en  las  capitales  donde  reside  una  Audiencia;  como 
si  en  las  otras  no  necesitase  la  acción  administrativa  de  consejo, 
ó  pudiese  ser  aquélla  consultiva  de  más  de  un  gobernador,  ó  no 
fuese  el  juez  de  primera  instancia  capaz  de  suplir  la  falta  de  un 
magistrado. 

547. — Para  promover  la  primera  y  segunda  enseñanza,  hay 
en  cada  capital  de  provincia  una  Junta  de  Instrucción  pública 
compuesta  del  gobernador,  un  eclesiástico  delegado  del  diocesa- 
no, un  individuo  de  la  Comisión  provincial  y  otro  del  Ayunta- 
miento, el  juez  de  primera  instancia,  el  director  de  la  Escuela 
Normal,  el  rector  de  la  Universidad  en  donde  la  haya,  y  tres  pa- 

(1)  Ley  de  29  de  Junio  de  1849,  real  decreto  de  22  de  Bnero  y  r^ol  orden  de  18  de  Novlem-' 
bre  de  1812,  decreto  de  80  de  Setiembre  de  1818  y  reglamento  de  77  de  Abril  de  18r75. 

(2)  Ley  de  26  de  Julio  de  1849. 
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dres  de  familia  nombrados  por  el  Gobierno  á  propuesta  del  go- 
bernador que  la  preside,  y  en  su  ausencia  el  rector  de  la  Uni- 
versidad* ó  el  juez  de  primera  instancia  por  su  orden. 

Los  vocales  que  representan  á  la  Comisión  provincial  y  al 
Ayuntamiento  son  designados  en  terna  por  las  respectivas  cor- 
poraciones al  Gobierno,  y  éste  los  nombra. 

El  cargo  dura  cuatro  años,  y  la  Junta  se  renueva  cada  dos  por 
mitad.  Los  individuos  salientes  son  reelegibles. 

548. — Son  sus  atribuciones: 

L  Informar  al  Gobierno  en  los  casos  previstos  por  la  ley  y  en 
los  demás  que  se  les  consulte. 

11.  Promover  las  mejoras  de  los  establecimientos  de  primera 
y  segunda  enseñanza. 

ÜI.  Vigilar  sobre  la  buena  administración  de  los  fondos  de 
dichos  establecimientos. 

IV.  Dar  cuenta  al  rector,  y  en  su  caso  al  Gobierno,  de  las  fal- 
tas que  adviertan  en  la  enseñanza  y  régimen  de  los  institutos  y 
escuelas  puestas  á  su  cuidado  (1). 

549. — Las  Comisiones  permanentes  de  Estadística  son  pro« 
viudales  ó  de  partido.  Las  primeras  (únicas  que  pertenecen  á 
este  lugar)  se  componen  de  varios  vocales  en  representación  de 
clases,  corporaciones,  intereses  ó  conocimientos  facultativos, 
bsyo  la  presidencia  del  gobernador  de  la  provincia. 

Este  cargo  es  obligatorio  para  todos  los  que  desempeñen  al- 
gún servicio  público  retribuido,  y  los  deberes  de  las  Comisiones 
auxiliar  á  la  general  del  reino  en  sus  írabsijos  (2). 


CAPÍTULO  VII. 
De  los  AyuBtanlealos. 

Artículo  U^'^Raeña  histórica  ¿e  los  ÁyuntamieiUos. 

550.— Origen  remoto  de  los  Ayun-     552i— El  Concejo  en  la  edad  me- 

tamientos.  ,  día. 

551.— Breve  historia.  553.— Causas  de  su  prosperidad  y 


(1)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  arts.  281  y  si^.,  refirlamento  de  20  de  Jallo  de  1859,  ar- 
licttloe  62  y  sig.,  decreto  de  5  de  Agosto  de  1874  y  real  decreto  de  19  de  Marzo  de  1875. 

(2)  Real  decreto  de  15  y  reglamento  de  29  de  Mayo  de  1857,  y  decreto  de  12  de  Setiembre 
de  1870. 
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decadencia  posterior.  555. — Los  Concejos  en  los  dos  úl- 

554.*— Hermandades  de  los  Gonce-  timos  siglos, 

jos.  556.— Resumen. 


550. — La  institución  de  los  Ayuntamientos  es  antiquísima  en 
España  y  su  origen  romano.  Fueron  anteriores  á  la  monarquía, 
y  se  generalizaron  más  en  fuerza  de  la  costumbre,  que  en  virtud 
de  ley  alguna,  tomando  á  las  curias  romanas  por  modelo,  ó  asen- 
tando en  los  restos  de  la  legislación  de  aquel  pueblo  el  nuevo 
régimen  municipal.  Sobrevivieron  á  la  conquista  de  los  Godos, 
y  aunque  con  dificultad  se  sigue  el  hilo  de  su  historia  pn  el-  últi- 
mo período  del  imperio  de  Toledo,  aparecen  de  nuevo  en  una 
época  inmediatamente  posterior  á  la  invasión  de  los  Sarracenos. 
La  necesidad  de  gobierno  no  satisfecha  por  los  oficiales  de  la 
Corona  al  renacer  la  monarquía  visigoda  en  las  montañas  de 
Asturias,  y  sobre  todo,  la  de  velar  por  la  defensa  propia,  cuando 
los  enemigos  del  nombre  cristiano  eran  señores  de  la  tierra  y 
luchaban  por  sujetarla  y  oprimirla  de  mar  á  mar  con  el  peso  de 
sus  armas,  contribuyeron  de  una  manera  poderosa  á  levantar  el 
Concejo  de  la  edad  media  sobre  las  ruinas  del  municipio  romano. 
551 . — Hállanse  claros  vestigios  de  esta  importante  institución 
en  los  fileros*  municipales  de  los  siglos  ix  y  x,  que  acreditan  la 
existenfcia  de  una  comunidad  de  hombres  libres  ligados  entre  sí 
con  el  vínculo  de  la  vecindad  y  de  una  autoridad  ejercida  por  la 
asamblea  de  los  vecinos.  Es  la  forma  primitiva  del  gobierno  mu- 
nicipal, ó  sea  el  gobierno  de  un  pueblo  por  sí  mismo. 

El  cambio  del  lenguaje  que  se  usa  en  los  antiguos  diplomas 
denota  la  transformación  lenta  y  gradual  del  municipio.  Al  con- 
ventus  publictis  mcinorum  de  la  monarquía  visigoda,  suceden 
las  palabras  homines,  popultcs,  populorum  unwersitas  y  popti- 
lus  universitatisy  hasta  que  prevalece  el  nombre  de  condlium  6 
concejo,  asamblea  regular  y  permanente  de  magistrados  popu- 
lares, flindada  en  el  principio  de  la  delegación  ó  mandato,  y  dis- 
tinta del  ayuntamiento  6  junta  general  de  vecinos  á  que. tam- 
bién solian  llamar  concejo  abierto,  porque  todos  tenian  entrada 
en  él,  cuando  eran  convocados  á  son  de  campana. 

552. — Aparece  el  ráunicipio  organizado  y  constituido,  y  re- 
vestido de  autoridad  en  materias  de  justicia  y  policía,  en  el  Con- 
cilio ó  Cortes  de  León  del  año  de  nuestra  era  1020.  Después  que 
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Alonso  VI  ea  1085  ganó  á  Toledo,  concedió  á  la  ciudad  y  su 
tierra  fuero  municipal,  y  otorgó  tanto  á  los  muzárabes  ó  vecinos 
cristianos  que  allí  habia,  como  á  los  castellanos  ó  nuevos  pobla- 
dores, que  nombrasen  personas  en  quienes  recayesen  los  oficios 
concejües  y  entendiesen  á  título  de  alcaldes,  alguacil  y  fieles  en 
el  gobierno  económico  del  vecindario. 

Conforme  iba  adelantando  la  obra  de  la  reconquista,  ganaba 
terreno  el  municipio,  que  se  instaló  y  engrandeció  al  extenderse 
por  ciudades  tan  principales  como  Córdoba,  Sevilla,  Murcia  y 
otras  de  menor  nombradía.  Algunas,  pobladas  á  fuero  de  Tole- 
do, obtuvieron  libertades  y  franquezas  iguales  á  la  antigua  capi- 
tal del  reino  visigodo ;  de  modo  que  la  organización  municipal 
de  Toledo  sirvió  de  modelo  á  varias  ciudades  y  villas  de  Castilla 
la  Nueva,  como  la  de  Burgos  para  muchas  de  Castilla  la  Vieja. 

553.— La  importancia  de  los  Concejos  subió  de  punto,  entre 
otras  causas,  por  la  creación  de  las  milicias  ó  tropas  que  seguían 
el  estandarte  de  la  ciudad  ó  villa  y  eran  acaudilladas  por  sus 
magistrados  municipales ;  pero  esta  novedad  influyó  no  poco  en 
el  decaimiento  de  los  mismos  Concejos  que  fueron  por  ella  un 
instante  enaltecidos,  porque  desde  que  hubo  fuerzas  que  mandar, 
la  nobleza  castellana  solicitó  con  empeño  los  cargos  concejiles. 
Entonces  penetró  el  espíritu  aristocrático  en  los  Concejos,  divi- 
diéronse los  pueblos  en  bandos  muy  reñidos,  los  cargos,  conce- 
jiles se  disputaron  en  asambleas  tumultuarias  no  sin  efusión  de 
sangre,  los  Reyes,  por  ¿ien  de  paz,  privaron  á  diversos  pueblos 
de  su  derecho  de  elegir  alcaldes  y  regidores,  y  de  abuso  en  abu- 
so muchos  oficios  concejiles  de  electivos  se  transformaron  en 
vitalicios  primero,  y  después  en  hereditarios. 

Debilitada  la  representación  popular  en  el  seno  del  municipio 
á  causa  del  influjo  poderoso  de  la  nobleza,  fué  necesario  vigori- 
zarla instituyendo  los  jurados,  elegidos  por  las  respectivas  par- 
roquias ó  colaciones,  revestidos  con  cierta  potestad  tribunicia  y 
en  fin  defensores  del  verdadero  estado  llano. 

Los  Reyes  por  otra  parte,  con  el  deseo  de  poner  coto  á  una 
libertad  que  rayaba  en  los  límites  de  la  licencia,  ó  aprovechan- 
do hábilmente  la  feliz  coyuntura  de  extender  y  afirmar  su  poder, 
solian  enviar  corregidores  ó  nombrar  asistentes  que  enflaque- 
cían tanto  la  autoridad  de  los  Concejos,  cuanto  düataban  la  suya 
en  todo  lo  perteneciente  al  gobierno  municipal. 
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•  554.— Otra  novedad  contribuyó  á  dar  más  importancia  á  los 
Concejos,  y  fué  la  formación  de  hermandades  ó  confederaciones 
que  se  mezclaron  en  las  alteraciones  de  Castilla  en  el  reinado  de 
Alonso  X  y  durante  las  borrascosas  minoridades  de  Fernando  IV 
y  Alonso  XI.  Todavía  se  renovaron  en  tiempos  posteriores,  bien 
que  con  menos  flierza,  pues  al  declinar  el  siglo  xv,  y  sobre 
todo,  desde  que  los  Reyes  Católicos  suben  al  trono,  empieza  no 
sólo  en  España,  sino  en  toda  Europa,  la  centralización  del  poder, 
porque  la  declinación  del  régimen  feudal  y  el  descubrimiento  y 
conquista  de  las  Indias  Occidentales  transformaron  el  mundo  y 
requerían  unidad  en  el  estado  y  fortaleza  en  el  Gobierno ;  y  así 
fué  que  cuando  en  la  guerra  de  las  Comunidades  se  intentó  re- 
novar la  liga  de  los  Concejos  contra  los  Flamencos,  España  se 
estremeció,  y  muchas  ciudades  se  levantaron  en  armas,  pero  no 
todas  respondieron  al  grito  de  Toledo,  ni  la  nobleza  abrazó  la 
caíusa  popular,  porque  no  eran  los  Concejos  del  siglo  xvi  aquella 
vigorosa  institución  de  la  edad  media,  baluarte  de  las  antiguas 
libertades.  Los  campos  de  Villalar  decidieron  la  contienda  sien- 
do vencido  el  municipio,  cuyos  despojos  recogió  el  Consejo  de 
Castilla  al  apropiarse  la  mayor  y  mejor  parte  de  las  atribuciones 
gubernativas  que  habian  ejercido  los  Concejos  en  los  dias  de  su 
prosperidad. 

555. — ^Los  siglos  XVII  y  xviii  no  fueron  más  propicios  á  las  li- 
bertades municipales,  puesto  que  los  corregidores  reemplazaron 
á  los  magistrados  populares,  de  suerte  que  les  dejaron  sólo  el 
nombre  sin  apenas  autoridad.  El  principio  electivo  que  da  vida 
al  Concejo  y  conserva  su  independencia,* desapareció  poco  á  poco 
de  las  leyes,  y  hasta  las  miserables  reliquias  que  llegaron  á  nos- 
otros, sojuzgaron  incompatibles  con  la  monarquía  absoluta,  una 
vez  que  los  vecinos  perdieron  el  derecho  de  sufragio,  y  á  las  Au- 
diencias y  Ghancillerías  del  territorio  confirió  el  Rey  la  facul- 
tad de  proveer  los  oficios  concejiles  á  propuesta  en  tema  de  los 
Ayuntamientos  (1). 

556. — ^Tal  es  en  resumen  la  historia  de  nuestro  régimen  mu- 
nicipal «el  único  posible  en  la  edad  media  (dice  un  ilustre  escri- 
tor), entre  el  rumor  de  las  armas,  la  inseguridad  pública,  el  corto 
poder  de  los  Reyes,  las  incursiones  súbitas  de  los  moros  y  la  ig- 

(1)  Real  decreto  de  17  de  Abril  de  lAM. 
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iiorancia  de  los  tiempos»  (1).  Entonces  no  había  para  los  pueblos 
otra  garantía  de  libertad,  ni  otra  defensa  para  las  personas,  ni 
para  las  propiedades  más  protección. 

Los  antiguos  Concejos  ejercian  atribuciones  de  justicia  y  de 
administración :  el  Gobierno  residia  en  lo  interior  de  cada  ciudad 
ó  villa :  el  régimen  fué  militar  al  principio  y  alimentó  este  espí- 
ritu guerrero  durante  su  próspera  fortuna.  Abrigaban  los  pueblos 
esperanzas  inquietas  y  vagos  deseos  de  libertad ;  pero  sin  for- 
mar causa  común,  ni  ligar  su  porvenir  al  triunfo  de  una  idea  ge- 
neral: el  aislamiento  era  su  estado  y  su  ley  el  privilegio  (2). 

Artícxjlo  2.^ -•- Carácter  actual  de  los  AyuntamieiUos, 

557.— Pueblo,  unidad  natural.  tamientos. 

558.— Perpetuidad  del  municipio.  562.— Libertad  política  y  corpora- 

559.— Doble  existencia  del  pueblo.  ciones  populares. 

560.— Relaciones  del  Gobierno  con  563. — El  Ayuntamiento  bajo  el  ré- 

el  municipio.  gimen  parlamentario. 

561  .—Carácter  propio  de  los  Ayun- 

557. — «La  reunión  de  varios  individuos  ó  familias  ligadas  en- 
tre sí  con  el  vínculo  de  muchos  siglos  (dijo  Mr.  de  Martignac), 
de  hábitos  no  interrumpidos,  de  propiedades  comunes,  de  cargas 
solidarias  y  de  todo  lo  que  contribuye  á  formar  ima  sociedad  na- 
tural; no  puede  disolverse  ni  debilitarse.  La  existencia  material 
del  municipio  no  es  una  creación  del  poder  público,  ni  tampoco 
una  ficción  de  la  ley :  precedió  á  la  ley,  habiendo  nacido  como 
una  consecuencia  de  la  vecindad,  de  la  vida  común,  del  disfrute 
pro  indiviso  de  ciertos  bienes  y  de  todas  las  relaciones  que  de 
aquí  se  derivan.» 

En  efecto,  el  municipio  ó  el  régimen  municipal  es,  lo  mismo 
qiie  la  familia,  anterior  al  estado:  la  ley  política  lo  halla  consti- 
tuido, lo  organiza  y  consolida,  pero  no  lo  funda.  El  pueblo  es  la 
unidad  natural,  la  forma  primitiva  de  la  sociedad  civil,  la  exten- 
sión del  gobierno  doméstico  y  patriarcal,  porque  el  pueblo  es 
una  gran  familia.  Los  lazos  de  la  vecindad  son  poco  menos  es- 
trechos que  los  de  la  sangre. 

(1)  D.  Alborto  Lista.  RevUta  de  Madrid,  tom.  I. 

(2)  Curto  de  Dtrseho  polUieo  seffun  la  historia  dé  los  reinos  ds  Lson  y  Castilla^  capi- 
tulo ZXJ^TII. 
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558. — Si  el  pueblo  tiene  una  existencia  anterior  á  la  institu- 
ción de  todo  Gobierno  central ;  si  está  existencia  es  obra  de  la 
naturaleza  y  no  producto  de  la  ley ;  si  debe  su  origen  á  un  mo- 
vimiento espontáneo  que  acredita  la  historia  con  el  ejemplo  de 
las  repúblicas  más  famosas  de  la  antigüedad;  se  sigue  que  el  mu- 
nicipio subsiste  y  subsistirá  mientras  dure  el  mundo  como  una 
sociedad  indisoluble  por  la  fuerza  de  las  cosas,  y  que  el  régimen 
municipal  es  la  expresión  de  un  derecho  propio  introducido  por 
la  necesidad,  consagrado  por  el  tiempo,  apoyado  en  la  razón  y 
%jeno  á  toda  potestad  arbitnuria. 

559. — Considerado  el  pueblo  como  un  todo,  tiene  intereses 
peculiares  y  privativos  de  aquella  comunidad  que  administra  por 
sí  mismo ;  y  en  cuanto  forma  parte  del  estado,  representa  una 
fracción  de  los  intereses  generales  cuya  custodia  y  defensa  per- 
tenecen al  poder  constituido  para  promover  el  bien,  no  de  los 
vecinos,  sino  de  los  ciudadanos.  De  aquí  procede  la  doble  acción 
de  la  autoridad  en  el  pueblo,  porque  unas  veces  lleva  la  voz  de 
la  administración  superior  y  exige  obediencia  á  todos  los  habi- 
tantes del  territorio,  y  otras  se  encierra  en  los  límites  de  la  ad- 
ministración local.  Al  Gobierno  supremo  corresponde  todo  cuan- 
to abraza  y  comprende  la  esfera  del  derecho  común,  y  al  Ayun- 
tamiento, personificación  del  municipio,  la  gestión  de  sus  pro- 
pios intereses  ó  el  régimen  puramente  municipal. 

560. — El  Gobierno  goza  de  entera  libertad  en  el  ejercicio  de 
sus  atribuciones,  sin  más  freno  que  el  moral  de  la  opinión  públi- 
ca, y  el  legal  de  la  censura  parlamentaria,  en  tanto  que  la  acción 
de  los  Ayuntamientos  se^halla  limitada  por  la  autoridad  ó  la  vi- 
gilancia del  Gohiemo. 

Sin  cierto  grado  de  disciplina  no  es  posible  constituir  ni  man- 
tener la  unidad  en  la  nación,  pues  en  lugar  de  un  solo  estado 
soberano  habría  una  multitud  de  repúblicas  regidas  por  magis- 
trados populares  revestidos  con  un  mandato  que  les  daria  dere- 
cho á  una  independencia  absoluta ,  si  la  ley  consagrase  la  auto- 
nomía del  municipio.  Es  obvio  que  cuanto  más  crezca  la  autono- 
mía del  municipio,  tanto  más  habrá  de  menguar  la  soberanía 
del  estado. 

Hoy  está  la  sociedad  organizada  muy  de  otro  modo  que  en  la 
edad  media,  cuando  en  oposición  al  feudalismo  se  alzaba  el  mu- 
nicipio, asilo  de  la  libertad  personal  y  escudo  del  derecho  de 
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propiedad.  Establecida  la  unidad  política,  el  vecino  se  hizo  ciu- 
dadano,  y  al  régimen  del  privilegio  sucedió  el  imperio  de  la  ley 
común.  Hoy  no  hay  libertades  sino  libertad,  porque  las  institu- 
ciones políticas  reemplazan,  en  lo  que  de  político  tenian,  á  las 
instituciones  municipales.  En  la  concordia  de  los  poderes  públi- 
cos estriba  el  orden  constitucional ,  y  á  los  Ayuntamientos  per- 
tenece la  administración  local.  La  política  es  lo  general,  y  lo  ge- 
neral compete  al  Gobierno. 

561. — Así  pues,  el  carácter  de  los  Ajruntamientos  en  nuestros 
dias  es  y  debe  ser  esencialmente  administrativo,  porque  las  ga- 
rantías positivas  de  la  libertad  radican  en  las  leyes  fundamenta- 
les del  estado.  Empeñarse  en  defender  la  necesidad  ó  convenien- 
cia de  restablecer  el  antiguo  régimen  municipal  seria  un  error 
tan  grande,  como  pretender  que  entre  las  instituciones  políticas 
y  las  administrativas  no  hay  enlace,  ó  que  el  tiempo  no  ha  cor- 
rido y  la  sociedad  no  ha  cambiado.  Las  tradiciones  vivas  son  muy 
dignas  de  respeto;  pero  ni  el  hombre  tiene  la  virtud  de  resucitar 
las  muertas,  ni  aunque  la  tuviese,  podría  volver  á  la  vida  una 
institución  sola,  olvidando  que  formaba  parte  de  un  sistema.  El 
antiguo  municipio  supone  la  antigua  monarquía ,  la  antigua  no- 
bleza, los  ftieros  y  privilegios  antiguos,  leyes  y  costumbres  bor^ 
radas  de  la  memoria,  un  estado  social  que  ya  no  existe,  en  suma, 
otros  siglos  y  otras  generaciones. 

Sea  nuevo  nuestro  régimen  municipal,  por  lo  mismo  que  todo 
es  moderno:  consérvese  el  espíritu  de  la  institución,  revistién- 
dolo con  formas  adecuadas  á  la  organización  política  que  hoy  pre- 
valece en  las  naciones  cultas  de  Europa.  Lo  único  que  razona*^ 
blemente  se  puede  pedir  al  legislador  es  que  otorgue  á  los  pue- 
blos toda  la  libertad  compatible  con  el  principio  de  la  unidad  na- 
cional, y  á  las  corporaciones  populares  todas  las  atribuciones 
conciliables  con  la  autoridad  superior  y  la  responsabilidad  efec- 
tiva del  Gobierno.  Estas  libertades  municipales  son  las  únicas 
hoy  posibles  y  practicables,  y  no  deben  eslimarse  en  poco,  con- 
siderando que  penetran  en  los  pormenores  de  nuestra  vida,  en 
los  intereses  de  cada  dia,  en  el  mismo  hogar  doméstico,  porque 
son  en  cierto  modo  las  libertades  de  la  familia  y  del  individuo. 

562. — En  resolución,  la  libertad  política  favorece  el  desarrollo 
de  las  instituciones  populares  que  presiden  al  gobierno  inmedia- 
to de  la  provincia  y  del  municipio,  pero  sin  menoscabo  de  las 
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atribuciones  propias  del  poder  central  en  todo  lo  relativo  á  los 
intereses  generales.  No  hay  derecho  en  el  individuo,  en  la  fa- 
milia, en  el  pueblo  ó  la  provincia  para  aislarse,  y  menos  todavía, 
para  sobreponerse  al  bien  común  sin  respeto  á  la  unidad  na- 
cional. 

Por  eso  no  admitimos  la  doctrina  que  el  municipio  es  un  in- 
dividuo como  otro  cualquiera,  arbitro  de  su  suerte  y  sin  depen- 
dencia alguna  del  Gobierno,  ni  le  negamos  cierto  grado  de  in- 
tervención en  la  administración  local  que  sin  centralizarla,  es 
decir,  sin  absorberla,  salva  los  intereses  permanentes  de  una 
persona  moral  qu^  forma  parte  integrante  del  estado. 

563. — Supuesto  el  régimen  constitucional  ó  parlamentario  es 
el  Ayuntamiento  la  escuela  elemental  de  la  política,  porque  en 
el  pueblo  de  nuestra  naturaleza  ó  domicilio  empieza  la  educación 
del  ciudadano.  La  práctica  de  las  humildes  virtudes  en  las  cosas 
pequeñas  dispone  el  ánimo  á  ejercitarse  en  otras  mayores.  La 
fecunda  iniciativa,  el  celo  por  el  bien  público,  el  amor  á  la  jus- 
ticia, la  experiencia  de  los  negocios,  y  en  íhi  el  conocimiento  de 
los  hombres  y  las  dotes  de  mando  se  adquieren  en  el  gobierno 
de  una  ciudad  ó  villa,  se  perfeccionan  en  el  de  una  provincia,  y 
tal  vez  se  aplican  al  de  la  nación  prestando  buenos  servicios  á 
la  patria. 


Artículo  ^J*'-Orffanüaei(m  de  los  ÁywUamientoi. 

564.— Principios  relativos  á  la  or-  566.— Idea  del  municipio. 

ganizacion  de  los  Ayunta-  567. — Sus  atribuciones  naturales. 

mientos.  568.— Vicisitudes  de  nuestro  régi- 
565.— Elementos  del  derecho  mu«  men  municipal  moderno. 

nicipal. 

564. — La  organización  de  los  Ayuntamientos  reclama  la  exis- 
tencia simultánea  de  dos  poderes,  uno  que  delibere  y  otro  que 
ejecute,  aquél  ejercido  por  una  asamblea  ó  corporación,  y  éste 
confiado  á  un  magistrado. 

565.— Asimismo  son  dos  los  principios  fundamentales  ó  los 
elementos  esenciales  del  derecho  municipal,  á  saber,  la  facultad 
de  elegir  los  mandatarios  del  pueblo,  y  el  ejercicio  de  la  autori- 
dad que  el  mandato  confiere  á  los  elegidos.  La  ley  positiva  or- 
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dena  y  regala  lo  que  la  naturaleza  ha  establecido  y  confirmado 
la  historia  como  un  hecho  necesario,  esto  es,  el  régimen  parti- 
cular ó  la  propia  lex  de  cada  municipio,  antes  que  apareciese  la 
organización  política,  expresión  de  la  nacionalidad. 

566.— Municipio  {municepsy  muneris particeps,  á muñere Cü" 
pessendo)  significa  lazo  de  vecindad  y  participación  en  los  dere- 
chos y  cargas  comunes.  De  aquí  la  libre  elección  de  los  magis- 
trados populares,  y  la  administración,  también  libre,  de  los  inte- 
reses de  la  comunidad.  El  derecho  municipal  es  la  constitución 
que  rige  esta  sociedad  primitiva,  la  cual  descansa  como  todas 
las  sociedades  políticas,  en  la  triple  base  de  la  religión,  ia  &mi- 
lia  y  la  propiedad. 

Sin  embargo,  no  es  de  esencia  que  la  libertad  de  elegir  y  ad- 
ministrar haya  de  ser  absoluta  ó  ilimitada,  bastando  que  el  mu- 
nicipio conserve  su  carácter  de  institución  popular,  ya  en  razón 
de  su  origen  en  el  derecho  de  sufiragio,  y  ya  en  virtud  de  la  ca- 
lidad del  mandato.  Son  los  vecinos  los  electores  y  los  elegibles, 
los  administradores  y  los  administrados. 

567. — La  conservación  y  mejora,  el  uso  y  aprovechamiento 
de  los  bienes  del  pueblo  son  atribuciones  necesarias  de  los  Ayun- 
tamientos, principio  que  está  ftiera  de  controversia ;  pero  no  así 
el  grado  de  libertad  que  conviene  otorgarles  en  el  ejercicio  de 
su  derecho. 

Si  la  ley  admite  que  el  municipio  constituye  una  parte  ó  frac- 
cipn  del  estado,  de  suerte  que  en  cierto  modo  vive  el  estado  en 
él,  los  Ayuntamientos  sólo  podrán  gozar  de  una  libertad  limita- 
da, es  decir,  en  cuanto  los  actos  de  la  administración  municipal 
no  perjudiquen  á  la  fortuna  pública,  ó  no  comprometan  el  por- 
venir del  municipio  mismo,  porque  la  cabeza  siente  el  dolor  de 
los  miembros;  mas  si  la  ley  reconoce  en  el  municipio  una  per- 
sona independiente,  y  como  tal  único,  verdadero  y  legítimo  pro- 
pietario de  los  bienes  comunes,  el  derecho  de  los  Ayuntamientos 
deberá  ser  absoluto  y  exclusivo,  porque  las  funciones  propias 
del  estado  no  se  extienden  á  ejercer  ima  tutela  oficiosa  sobre  el 
individuo. 

568. — Las  vicisitudes  políticas  que  atormentaron  á  España  en 
el  discurso  de  este  siglo  de  tal  suerte  trascendieron  al  régimen 
municipal,  que  los  Ayuntamientos  no  hallaron  punto  de  reposo. 
La  monarquía  absoluta  formó  empeño  en  extirpar  de  raíz  la  li- 
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berttd  donde  quiera  que  adornase^  y  á  su  vez  la  monarquía  consh 
titucional  pugnaba  por  extenderla  á  la  organización  administra- 
tiva levantando  el  espíritu  de  las  corporaciones  populares.  Así 
la  acción  como  la  reacción  tenían  prevenido  su  sistema. 

Las  Górtes  de  Cádiz  s^ustaron  el  régimen  municipal  á  los  prin- 
cipios y  formas  de  la  Constitución  de  1812.  En  1814.  retrocedie- 
ron los  Ayuntamientos  al  estado  antiguo  ó  á  la  legalidad  exis- 
tente en  1808.  En  el  segundo  período  constitucional  recobraron 
la  libertad  perdida  y  la  disfrutaron  hasta  1823;  cuando  restable- 
cida la  monarquía  absoluta  los  oprimió  de  nuevo,  y  los  despojó 
de  su  carácter  popular  en  razón  de  su  origen  electivo,  « con  el 
fin  (dijo  el  Rey)  de  que  desaparezca  para  siempre  del  sudo  es- 
panol  la  más  remota  idea  de  que  la  soberanía  reside  en  otro  que 
en  mi  real  persona.» 

Posteriormente  diéronse  leyes  y  decretos  relativos  á  la  orga- 
nización y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos,  y  sé  formaron 
proyectos  que  sembraron  la  discordia  entre  los  españoles,  por- 
que toda  controversia  que  con  este  motivo  se  suscitaba,  adquiría 
las  proporciones  de  una  grave  cuestión  política;  y  no  dejaba  de 
serlo  en  el  fondo,  como  lo  son  las  leyes  orgánicas,  ó  por  lo  me- 
nos los  principios  sobre  que  se  fundan  (1). 


Artículo  L^-^Mn/ñieipiot  y  términoi  mnnicipalei. 

560.— Vicisitudes  de  nuestra  legis-  575.— Competencia. 

lacion  municipal.  576.— Critica. 

570.— Municipio  según  la  ley.  577.— Habitantes  de  un  término 
571  .—Crítica.  municipal. 

572.— Término  municipal.  578.— Vecinos  y  domiciliados. 

573.— Agregación  de  municipios.  579.— Observaciones. 
574.— Segregación. 

669.~Extenso  y  conftiso  seria  el  código  de  los  Ayuntamien- 
tos, si  hubiésemos  de  consultar  cada  una  de  aquellas  fuentes  para 
poner  en  claro  el  derecho  establecido;  mas  la  última  ley  nos  ali- 
via de  peso  tan  grande  y  de  tanta  fatiga,  declarando  derogadas 

» 

(1)  Decreto  de  lu  Cortea  do  28  de  Mayo  de  1813,  real  decreto  de  15  de  Junio  de  1814, 1^ 
de  8  de  Febrero  de  1823,  real  cédula  de  17  de  Octubre  de  ISM,  real  decreto  de  28  de  Jallo 
de  18Kyy  leyes  de  14  de  Julio  de  1840  y  8  de  Knero  de  1845. 
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todas  las  leyes  y  disposiciones  anteriores  relativas  al  régimen 
municipal  (1);  por  manera  que  en  virtud  de  dicha  cláusula  toda 
la  legislación  es  moderna. 

570. — E«  municipio,  según  la  ley  vigente,  «la  asociación  le- 
gal de  todas  las  personas  que  residen  en  un  término  municipal. 
Es  término  municipal  el  territorio  á  que  se  extiende  la  acción 
administrativa  de  un  Ayuntamiento»  (2).  Debe  el  legislador  es- 
tablecer preceptos  y  evitar  todo  lo  posible  las  definiciones,  que 
rara  vez  dan  una  idea  clara  y  precisa  de  la  cosa  definida  á  riesgo 
de  oscurecer  el  sentido  de  la  ley  so  color  de  interpretarla. 

571. — ^Y  en  efecto,  la  definición  del  municipio  no  cierra  la 
puerta  á  toda  controversia.  Si  las  palabras  asocidcion  legal  están 
usadas  con  propiedad,  podría  creerse  que  la  ley  niega  la  espon- 
taneidad de  su  origen  y  lo  considera  un  hecho  voluntario  com- 
parable á  una  compañía  de  comercio,  siendo  así  que  la  existen- 
cia del  municipio  es  natural  y  necesaria. 

En  segundo  lugar  resuelve  la  definición  un  punto  grave  de 
doctrina,  á  saber,  que  constituyen  el  municipio  las  personas  y 
no  las  familias,  lo  cual  es  muy  dudoso  y  no  indiferente  al  desar- 
rollo del  derecho  municipal;  y  por  último,  decir  que  lo  forman 
los  residentes  en  cierto  territorio,  es  violentar  la  acepción  de  la 
palabra  residir ^  6  expresar  una  idea  ambigua,  porque  no  es  lo 
mismo  estar  de  tránsito  que  morar  de  asiento. 

572. — Todo  término  municipal  debe  reunir  las  circunstancias 
siguientes: 

I.  Que  no  bsge  de  2.000  el  número  de  sus  habitantes. 

n.  Que  tenga  ó  se  le  pueda  señalar  un  territorio  proporciona- 
do á  su  población. 

m.  C^e  con  sus  recursos  pueda  sufragar  los  gastos  obligato- 
rios de  la  administración  municipal. 

Sin  embargo  la  ley  respeta  la  existencia  de  los  actuales  muni- 
cipios, aunque  no  reúnan  estas  condiciones. 

573. — La  supresión  de  un  término  municipal  y  su  incorpora- 
ción á  uno  6  varios  de  los  colindantes  procede  cuando  por  falta 
ó  escasez  de  recursos  ú  otros  motivos  fondados  la  acuerden  los 
Ayuntamientos  y  la  mayoría  de  los  vecinos  de  los  municipios  in- 
teresados; y  cuando  por  el  ensanche  y  desarrollo  de  las  edifica- 

(1)  Ley  de  20  de  Agosto  de  1810,  art.  \/*  adicional. 

(2)  Ley  municipal,  arta.  1  y  2. 
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dones  llega  á  conñindirse  el  recinto  de  las  poblaciones,  y  no  es 
fácil  deslindarlas. 

574.— La  segregación  de  parte  de  un  término  para  agregarse 
á  otro  existente  exige  el  acuerdo  de  la  mayoría  de  los  vecinos  de 
la  porción  que  ha  de  segregarse,  y  además  que  no  peijudique  á 
los  intereses  legítimos  del  resto  del  municipio,  ni  le  prive  de  sus 
medios  de  existencia. 

La  segregación  para  constituir  uno  ó  varios  municipios  inde- 
pendientes por  sí  ó  en  unión  con  otras  porciones  de  otros  térmi- 
nos colindantes  se  lleva  á  efecto  mediante  el  acuerdo  de  la  ma- 
yoría de  los  interesados,  si  no  redunda  en  menoscabo  de  los  in- 
tereses legítimos  de  los  demás  pueblos,  y  los  nuevos  términos  que 
hayan  de  formarse  reúnen  las  circunstancias  necesarias  para  go- 
zar de  vida  propia. 

En  los  casos  de  agregación  ó  segregación  pertenece  á  los  in- 
teresados señalar  las  nuevas  demarcaciones  de  terrenos  y  prac- 
ticar la  división  de  bienes-,  aprovechamientos,  usos  públicos  y 
créditos  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  propiedad  y  servidum- 
bres públicas  y^privadas  existentes. 

575.— Compete  á  las  Diputaciones  provinciales  resolver  los  ex- 
pedientes de  creación,  Segregación  y  opresión  de  municipios  y 
sus  términos,  y  estos  acuerdos  son  ejecutivos  cuando  la  resolu-. 
cion  es  conforme  á  la  voluntad  de  los  interesados.  En  caso  de  di- 
sidencia, la  resolución  debe  ser  objeto  de  una  ley. 

Para  que  un  término  municipal  pase  de  un  partido  judicial  á 
otro,  han  de  ser  oidos  los  Ayuntamientos  de  las  cabezas  de  ambos 
partidos,  la  Diputación,  el  gobernador  y  el  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia.  La  resolución  definitiva  corresponde  al  de  la  Gober» 
nación  previa  consulta  del  Conscgo  de  Estado  (1). 

576. — Hasta  aquí  habla  la  ley  respetable  como  todo  derecho 
constituido;  pero  no  tanto  como  un  dogma  que  impone  silencio 
á  la  razón. 

La  nuestra  nos  persuade  la  conveniencia,  y  aun  la  necesidad, 
de  reducir  el  número  de  los  municipios  procurando  concentrar- 
los, lejos  de  &cilitar  la  multiplicación  de  esas  corporaciones  po- 
pulares diminutas  y  pobres,  inhábiles  para  el  gobierno,  onerosas 

á  los  vecinos,  molestas  á  la  administración,  foco  perenne  de  in- 

* 

(1)  Ley  manlcip«l,  arta.  2  y  aig. 
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trigas  y  discordias,  y  demasiado  débiles  para  no  dejarse  oiurimiF 
por  cualquiera  autoridad  superior.  Decimos  más:  el  arduo  probl^ 
ma  de  la  descentralización  administrativa  será  insoluble,  mien- 
tras haya  tantos  municipios  sin  condiciones  regulares  de  vida 
propia,  y  tantos  Ayuntamientos  incapaces  de  iniciativa,  menores 
de  edad  á  pesar  de  la  ley  que  los  declara  mayores,  cuya  flaqueza 
los  inclina  á  refugiarse  en  la  tutela  del  Gobierno. 

La  división  del  territorio  importa  así  á  la  administración  ge* 
neral  como  á  la  local.  Atribuir  á  las  corporaciones  populares  la 
facultad  absoluta  de  alterarla,  sin  otorgar  ai  poder  que  represen^ 
ta  los  intereses  del  estado  cierto  grado  de  intervención  directa 
ó  indirecta,  es  posponer  el  todo  á  la  parte.  Más  cuenta  hace  la 
ley  de  la  voluntad  de  los  interesados  que  del  bien  público,  y 
menos  estima  lo  grande  que  lo  pequeño. 

La  inconsecuencia,  si  no  contradicción,  sube  de  punto  al  con- 
siderar que  para  dirimir  la  discordia  entre  dos  ó  más  pueblos  con 
motivo  de  crear  ó  suprimir  un  municipio  se  requiere  un  acto 
legislativo;  pero  para  trasladar  alguno  de  un  partido  á  otro  par* 
tido,  aunque  media  la  administración  de  justicia,  se  pasa  por  alto 
el  respeto  que  merece,  y  basta  la  aprobación  del  Gobierno  oido 
el  Consto  de  Estado. 

577. — Divide  la  ley  los  habitantes  de  un  término  municipal  en 
residentes  y  transeúntes,  y  subdivide  los  residentes  en  vecinos 
y  domiciliados. 

578. — Es  vecino  el  español  emancipado  con  residencia  habi- 
tual en  el  término,  é  inscrito  como  tal  en  el  padrón  del  pueblo. 
Domiciliado  es  todo  español  no  emancipado  con  residencia  habi^ 
tual  en  el  término,  que  forma  parte  de  la  casa  ó  familia  de  ua 
vecino;  y  transeúnte  el  español  ó  extrai\iero  que  reside  en  el  tér- 
mino accidentalmente  (1). 

579. — ^Aplacemos  para  otro  lugar  el  examen  de  los  derechos  y 
obligaciones  inherentes  á  la  vecindad,  y  por  ahora  bastará  adver- 
tir que  la  arbitraría  distinción  de  vecinos  y  domiciliados  pugna 
con  las  nociones  elementales  del  derecho  común  y  con  las  ideas 
más  vulgares  arraigadas  en  el  ánimo  de  los  pueblos  á  favor  de 
una  tradición  de  muchos  siglos. 

Bien  conocida  es  la  antigua  costumbre  de  contar  los  habitan- 

(1)  L«y  mnoicipal,  arta.  10  y  11. 
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tes  de  una  ciudad,  villa  ó  lugar  por  fuegos  ú  hogares,  como  si 
la  unidad  del  municipio  fuese,  no  el  individuo,  sino  la  familia.  Así 
se  concillaba  el  respeto  debido  á  la  autoridad  paterna  harto  mejor, 
que  relsgando  los  vínculos  de  la  sociedad  doméstica  mediante 
una  emancipación  forzosa.  Así  también  se  comunicaba  vida  y  fuer- 
za á  la  institución,  y  en  cierto  modo  se  proclamaba  su  perpetui- 
dad en  cuanto  era  á  los  ojos  de  la  ley  una  comunidad  indisoluble 
como  la  familia  que  tenia  por  cimiento. 

La  vecindad  siempre  se  determinó  por  el  domicilio  ó  la  resi- 
dencia habitual  de  una  persona.  Domum  caleré  significaba  habitar 
una  casa.  Distinguir  los  residentes  en  un  término  municipal  en 
vecinos  y  domiciliados  es  separar  dos  ideas  inseparables,  el  he- 
cho y  el  derecho,  el  efecto  y  la  causa  de  un  solo  estado  civil. 


Artículo  h.^-^Organizadan  del  Apuntamiento, 

580.— Composición  del  Ayunta-  tes  y  síndicos. 

miento.  585.— Dudas. 

581.— Concejales.  586.— Elección   de  alcaldes  de 
582. — Cargos  concejiles.  barrio. 

583.— Toma  de  posesión.  587.— Primeros  actos  del  Ayunta- 
584.— Elección  de  alcalde,  tenien-  miento. 

580. — Hay  en  todo  término  municipal  un  Ayuntamiento,  á 
quien  pertenece  la  representación  legal  del  municipio.  Compo- 
nen el  Ayuntamiento  cierto  número  de  concejales  elegidos  por 
suíiragio  universal,  variable  según  el  censo  de  la  población,  sien- 
do 6  el  límite  inferior,  y  el  superior  50. 

Cuántos  deban  ser  los  individuos  de  un  Ayuntamiento  para  fa- 
cilitar la  deliberación  y  el  acuerdo,  principales  atribuciones  de 
estas  y  otras  corporaciones  populares,  no  es  posible  determinar- 
lo por  via  de  regla  general.  Si  son  muchos,  se  corre  el  peligro 
de  abrir  la  puerta  á  las  pasiones  y  de  entorpecer  ó  paralizar  el 
curso  de  los  negocios  con  el  abuso  de  la  palabra:  si  pocos,  fal- 
tan los  elementos  necesarios  á  toda  discusión,  y  no  están  bien 
representados  ni  defendidos  los  intereses  de  la  comunidad. 

581. — Conccgal  quiere  decir  individuo  del  Ayuntamiento  6  Con- 
cejo, de  forma  que  siendo  todos  los  cargos  electivos,  t&dos  supo- 
.nen  un  título  igual  y  dan  igual  derecho  á  influir  cada  uno  con 

TOMO  I.  17 
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SU  VOZ  y  su  voto  ea  la  administración  del  municipio^  sea  alcalde, 
sea  teniente  ó  regidor. 

De  los  electores  y  elegibles  y  modo  de  hacer  la  elección  ha- 
blaremos cuando  se  trate  de  la  materia  y  sus  diversas  aplicacio- 
nes en  el  orden  administrativo. 

582. — Los  cargos  concejiles  ó  los  oficios  de  república,  como 
en  tiempos  pasados  se  decia,  son  honoríficos,  gratuitos  y  obli- 
gatorios, duran  cuatro  años,  renovándose  el  Ayuntamiento  cada 
bienio  por  mitad,  y  saliendo  en  cada  renovación  los  más  anti- 
guos. Los  salientes  son  reelegibles. 

583. — ^El  primer  dia  del  año  económico  ó  sea  el  1.*"  de  Julio, 
hecha  la  elección  ordinaria,  los  concejales  electos  toman  pose- 
sión de  sus  cargos,  cesando  en  ellos  los  designados  por  el  tumo 
de  salida.  Los  concejales  que  sin  presentar  excusa  legal  ante  la 
autoridad  competente,  rehusaren  ó  se  negaren  á  desempeñar  sus 
cargos,  y  los  que  continuaren  ejerciendo  sus  funciones  después 
de  reemplazados,  incurren  en  responsabilidad  administrativa  6 
tal  vez  judicial  (i). 

584. — Constituido  el  nuevo  Ayuntamiento  bsgo  la  presidencia 
interina  del  concejal  que  hubiere  obtenido  mayor  número  de  vo- 
tos, procede  en  seguida  á  la  elección  de  alcalde,  teniente  ó  te- 
nientes y  uno  ó  dos  procuradores  síndicos,  en  votación  secreta 
y  por  mayoría  absoluta  del  número  total  de  indiviauos  que  se- 
gún la  ley  debe  tener  la  corporadon  (2). 

585. — Si  en  esta  primera  sesión  no  se  reuniese  la  mayoría  ne- 
cesaria para  hacer  las  elecciones  referidas,  ocurrirían  dudas  de 
difícil  resolución.  Continuar  torciendo  funciones  el  alcalde >  los 
tenientes  y  los  síndicos  que  cesan  en  aquel  dia,  no  lo  consiente 
la  ley,  ni  lo  tolera  el  Código  penal.  Tomar  acuerdo  en  el  acto 
con  menor  número  de  concejales  tampoco  es  posible.  £1  único 
medio  de  dirimir  el  conflicto  seria  que  el  concejal  presidente 
interino  asumiese  la  autoridad  propia  del  alcalde,  convocase 
al  Ayuntamiento  á  una  sesión  inmediata,  y  eligiesen  alcal- 
de, tenientes  y  síndicos,  cualquiera  que  fuese  su  número,  los 
concurrentes  (3).  Si  esta  opinión  no  satis&ce,  no  hay,  á  nues- 

(1)  Ley  maoicipal,  arte.  Hl  y  ñig^  T6al  ÓMen  de  27  de  Junio  de  1818,  y  C6digó  penal, 
arts.  S8S  y  385. 

(2)  Ley  manicipal,  arts.  50  y  99|  y  real  orden  de  10  de  Jnlio  de  1812. 
l8)  h»j  municipal,  ari.  99. 
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tro  juicio,  dentro  de  la  ley  términos  hábiles  para  cumplirla. 

586. — Completo  el  Ayuntamiento,  deben  el  alcalde  y  los  te- 
nientes reunirse  en  junta  aquel  mismo  dia,  y  proceder  á  la  for- 
mación de  las  propuestas  de  alcaldes  de  barrio. 

En  Iji  segunda  sesión  el  Ayuntamiento  hace  la  elección  de 
dichos  alcaldes  en  votación  secreta.  Si  alguno  6  algunos  de 
los  propuestos  no  son  aceptados  por  la  mayoría  de  los  conceja- 
les, se  reúnen  de  nuevo  el  alcalde  y  tenientes  y  designan  otros 
candidatos,  cuya  elección  definitiva  se  verifica  en  la  tercera  se- 
sión. Los  elegidos  desempeñan  el  cargo  de  alcaldes  de  barrio 
hasta  que  en  la  próxima  renovación  del  Ayuntamiento  se  les 
den  sucesores. 

587. — En  esta  misma  segunda  sesión  acuerda  el  Ayuntamien- 
to el  número  de  comisiones  permanentes  en  que  ha  de  dividirse, 
el  de  concejales  que  las  deben  componer  y  los  asuntos,  ramos  6 
servicios  en  que  se  haya  de  ocupar  cada  una.  La  votación  de  las 
personas  es  por  mayoría  y  secreta. 

El  nombramiento  de  las  comisiones  permanentes  no  excluye 
el  de  otras  especiales,  cuya  dcu-acion  está  limitada  por  la  de  su 
encargo  (1). 

Artículo  Q.^-^Or^aniiaeion  de  la  JwUa  municipal. 

588.— Composición  de  la  Junta.  591.— Sorteo  de  vocales. 

589.— Procedimiento.  592.— Cargo  obligatorio. 

590.— Reclamaciones» 

588. — Llama  la  ley  Junta  municipal  á  la  asamblea  6  reunión 
de  los  individuos  del  Ayuntamiento  y  un  número  triple  de  vo- 
cales asociados  elegidos  por  los  contribuyentes  del  distrito.  En 
los  pueblos  menores  de  800  habitantes  son  llamados  á  la  Junta 
todos  los  vecinos  que  paguen  alguna  cuota,  grande  ó  pequeña, 
sea  por  razón  de  reparamiento  para  sufragar  los  gastos  de  la 
administración  municipal,  sea  en  su  defecto  por  contribución  di- 
recta al  estado. 

Esta  institución  nos  trae  á  la  memoria  los  antiguos  ayunta^ 
mientosy  cuando  para  ordenar  ciertas  cosas  importantes  al  go- 

(l)  Ley  munieipal,  arts.  4'i  y  ñig. 
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bierno  de  los  pueblos  se  acostumbraba  convocar  a^  toque  de 
campana  todos  los  vecinos  á  caWldo,  y  juntos  con  el  estado  de 
la  justicia  deliberaban  y  acordaban  lo  necesario  al  bien  de  la  co- 
munidad. 

La  costumbre  no  filé  duradera,  ni  general,  ni  provechosa.  La 
forma  del  concejo  abierto  no  sirvió  para  precaver  ó  remediar 
los  abusos,  mostrando  la  experiencia  que  esta  libertad  tempes- 
tuosa los  acrecentaba,  pues  si  mal  gobernaban  los  magistrados 
populares,  mucho  peor  lo  hacian  las  asambleas  tumultuarias  de 
los  vecinos  (1). 

Hoy  sin  embargo  se  resucita,  aunque  modificada  mediante  la 
representación,  como  si  el  sufragio  universal  una  vez  consultado 
no  bastase  á  constituir  un  verdadero  municipio,  y  sin  reparar  en 
mil  dificultades  que  ocurren  en  la  práctica  por  la  indiferencia  de 
unos,  la  ignorancia  de  otros,  el  egoísmo,  la  discordia,  el  tiempo 
perdido  en  estériles  discusiones,  cuando  no  se  allana  y  abrevia 
el  camino  salvando  las  apariencias,  y  en  realidad  burlando  la  ley 
en  lo  esencial  que  es  la  doble  intervención  del  pueblo  en  materia 
de  presupuestos  y  cuentas  municipales. 

Como  quiera,  nada  hay  mas  justo  que  excluir  de  la  Junta  á  los 
no  contribuyentes,  pues  quien  nada  paga,  no  tiene  derecho  á 
meter  la  mano  en  la  bolsa  de  su  vecino.  Todavía  exceptúa  la  ley 
á  los  incapacitados  para  ser  concejales,  á  sus  asociados  y  parien- 
tes hasta  el  cuarto  grado  ó  hasta  el  segundo  en  los  pueblos  que 
no  excedan  de  2.000  habitantes,  y  á  los  empleados  y  dependien- 
tes del  Ayuntamiento. 

589. — Prepara  el  Ayuntamiento  la  designación  de  estos  aso- 
ciados clasificando  á  los  contribuyentes  en  un  número  indeter- 
minado de  secciones  (que  en  ningún  caso  pueden  ser  menos  de 
la  tercera  parte  de  los  concejales),  teniendo  en  cuenta  el  vecin- 
dario y  la  especie  y  cuantía  de  su  rfijueza.  Si  por  ser  uniforme 
el  concepto  contributivo  de  un  pueblo,  v.  gr.  tpdos  los  habitan- 
tes labradores ,  no  se  presta  á  su  clasificación  en  gremios^  ó  si 
carece  de  ramos  industriales  que  exyan  la  formación  de  alguna 
sección  especial,  se  suple  con  la  distribución  del  vecindario  en 
calles,  barrios  ó  parroquias;  pero  este  medio  es  siempre  subsidia- 
rio, pues  la  ley  tiende  á  la  diversidad  en  la  representación. 

{1}  Carso  de  derecho  político,  pég*  491. 
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A  cada  sección  se  le  designa  el  número  de  vocales  que  le  cor- 
responda guardada  proporción  con  la  cuota  general  de  contri- 
bución que  paguen  en  coiyunto  todos  sus  individuos. 

590. — ^El  Ayuntamiento,  antes  de  finalizar  el  primer  mes  de 
cada  año  económico,  publica  el  resultado  contra  el  cual  tienen 
derecho  á  reclamar  los  interesados  acudiendo  en  queja  á  la  Co- 
misión provincial  que  debe  resolver  en  el  plazo  de  15  dias.  Sus 
acuerdos  no  admiten  ulterior  recurso,  y  por  tanto  son  ejecutivos. 

591. — Formadas  las  secciones,  el  Ayuntamiento,  celebrando 
sesión  pública  anunciada  con  dos  dias  de  anticipación  en  la  for- 
ma ordinaria,  verifica  el  sorteo  de  los  vocales  entre  los  individuos 
de  cada  una  y  anuncia  el  resultado.  Asimismo  oye  y  decide  las 
reclamaciones  de  excusa  ú  oposición  en  el  término  de  ocho  dias, 
y  acuerda  nuevo  sorteo,  si  hubiere  lugar,  para  cubrir  las  vacan- 
tes, sin  perjuicio  del  recurso  de  alzada  ante  la  Comisión  pro- 
vincial. 

592. — Debe  quedar  la  Junta  definitivamente  constituida  dentro 
del  segundo  mes  del  año  económico,  y  los  elegidos  están  obliga- 
dos á  servir  sus  cargos  durante  todo  este  tiempo  (1). 


ArtIculo  T.^^SeHones  de  lo9  Ayuntamientos, 

593.— Sesiones  ordinarias  y  ex-  597.— Sesiones  públicas  y  secretas, 

traordinarias.  598.— Voz  y  voto. 

594. — CJonvocatoria.  599. — ^Número  necesario. 

595.— Presidencia.  600,— Votaciones. 

596.— Lugar  de  la  reunión.  601.— Actas. 

593. — Los  Ayuntamientos  celebran  sesiones  ordinarias  y  ojp- 
traordinarias :  aquéllas  tienen  por  objeto  despachar  los  diversos 
negocios  que  ocurren  y  pertenecen  á  la  administración  munici- 
pal, y  éstas  tomar  algún  acuerdo  importante  ó  urgente  en  asun- 
to determinado. 

Corresponde  al  Ayuntamiento  señalar  los  dias  y  horas  en  que 
haya  de  celebrar  sus  sesiones  ordinarias,  que  serán,  cuando  me- 
nos, una  por  semana.  A  las  extraordinarias  convoca  el  alcalde 
en  uso  de  su  iniciativa,  ó  de  orden  del  gobernador  6  la  Comisión 

(1)  Loy  municipal,  arta.  S9  y  Bíg. 
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provincial,  ó  en  fin  siempre  que  lo  pida  la  tercera  part^  de  los 
concejales. 

594. — ^Es  atribución  exclusiva  del  alcalde  ó  de  quien  haga  sus 
veces,  convocar  á  unas  y  otras,  siendo  obligatorio  hacerlo  con 
undia  de  anticipación  por  lo  menos,  salvo  en  los  casos  de  ma- 
yor urgencia,  con  la  condición  de  ratificar  los  acuerdos  en  la  se- 
sión inmediata. 

En  toda  convocatoria  á  sesión  extraordinaria  deben  expresar- 
se los  asuntos  que  la  motivan,  los  únicos  que  pueden  tratarse 
en  ella. 

595. — Asimismo  es  atribución  del  alcalde  presidir  las  sesio- 
nes.  En  s^  ausencia  presiden  los  tenientes,  y  á  &lta  de  éstos  los 
regidores  por  el  orden  numérico  de  votos  que  hubieren  obteni- 
do en  la  elección,  dando  preferencia  al  de  mayor  edad  en  igual- 
dad de  circunstancias  (1).  Si  asiste  el  gobernador,  preside,  pero 
sin  voto. 

596. — ^Toda  sesión  debe  celebrarse  precisamente  en  las  casas 
consistoriales,  á  no  impedirlo  fiíerza  mayor. 

597. — Las  sesiones  son  públicas,  excepto  cuando  los  asuntos 
que  hayan  de  tratarse  tengan  relación  con  el  orden  público,  ó  el 
régimen  interior  de  la  corporación  ó  su  decoro  ó  el  de  cualquie- 
ra de  sus  individuos,  pues  entonces  pueden  ser  secretas  acor- 
dándolo así  la  mayoría  de  los  asistentes.  Todos  los  concejales 
están  obligados  á  concurrir  á  las  ordinarias  y  extraordinarias 
que  celebre  el  Ayuntamiento,  no  mediando  justa  causa  que  lo 
impida,  so  pena  de  incurrir  en  multa  por  su  falta  de  asisten- 
cia (2).  I 

598. — Los  alcaldes,  tenientes  y  regidores  tienen  voz  y  voto 
en  las  deliberaciones  y  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  sin  dis- 
tinción de  cargos  ú  oficios,  porque  todos  son  mandatarios  del 
pueblo  en  virtud  del  suifragio.  Todos  son  también  igualmente 
responsables  de  los  acuerdos  á  que  concurren  con.  su  voto. 

599. — ^Para  celebrar  sesión  se  requiere  la  presencia  de  la  ma- 
yoría del  total  de  concejales  que  según  la  ley  debe  tener  el  Ayun- 

(1)  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1972. 

(2)  Batas  maltas  se  regrulan  conforme  á  la  escala  siguiente : 
En  los  pueblos  mayores  de  80.000  habitantes,  5  pesetas. 

En  los  de  15.000  á  30.000,  4  id. 

En  los  de  5.000  &  15.000,  2  id. 

Bn  los  reatantes,  1  Id.  Ley  municipal,  art.  98. 
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tamiento.  Si  á  la  primera  reunión  no  acudiese  el  número  suficien- 
te, se  cita  de  nuevo  á  otra  con  dos  dias  de  distancia,  expresando 
la  causa,  y  en  esta  segunda  los  que  asistan,  sea  cualquiera  su  nú- 
mero, forman  acuerdo. 

600. — ^De  ordinario  se  toman  los  acuerdos  por  voto  de  la  ma- 
yoría absoluta  de  los  concejales  presentes,  no  siendo  permitido 
á  ninguno  abstenerse  de  votar.  Ocurriendo  empate  se  repite  la 
votación  en  la  sesión  próxima  ó  en  la  misma,  si  el  asunto  fuere 
de  carácter  urgente  á  juicio  de  los  asistentes;  y  si  el  empate  ^^ 
reproduce,  lo  dirime  el  concejal  que  preside,  ó  el  que  deberla 
presidir,  sí  el  gobernador  no  presidiese. 

Las  votaciones  son  nominales,  y  por  tanto  públicas.  Excep- 
túase cuando  se  trata  de  negocios  relativos  á  los  concejales  ó  á 
personas  de  su  familia  dentro  del  cuarto  grado,  en  cuyo  caso  de- 
ben ser  secretas. 

601. — De  cada  sesión  se  extiende  un  acta  por  el  secretario  del 
Ayuntamiento  firmada  de  los  concejales  que  asistieron  á  ella, 
y  de  los  presentes  á  la  inmediata  en  que  se  aprueba  la  del  dia 
anterior.  El  libro  de  actas  es  un  instrumento  público  y  solemne, 
y  ningún  acuerdo  que  no  conste  registrado  en  él,  tiene  valor  ni 
produce  efecto  legsd. 

Estas  reglas  son  en  todo  aplicables  á  la  Junta  municipal  y  á  la 
asamblea  de  vocales  asociados  por  lo  que  hace  á  sus  actas  y  se« 
sienes  (1). 


Ajrtículo  ^.^'^AtriHciofi^í  d^  los  AynntamieiUot, 


602.— LinUtea  de  la  acción  muni- 
cipal. 

603.-«Principíos  que  los  determi- 
nan. 

604.— ^Distintos  grados  de  inter- 
vención del  Gobierno. 

605.— Análisis  de  las  atribuciones 
de  los  Ayuntamientos. 

eOG.-^lasificacion. 

607.— Acuerdan. 

608.— Deliberan. 

609.— Auxiüan. 


610.— Informan. 

61 1  .—Representan. 

612.— Crítica. 

613.— Actos  obligatorios: 

614.— Empadronamiento. 

615.— Via  pública. 

616.— Policía  urbana  y  rural. 

617.— Policía  de  seguridad. 

618.— Instrucción  primaria. 

619.— Bienes  y  derechos  de  los 

pueblos. 
620,— Presupuestos  municipales, 


(1)  Ley  municipal,  arta.  92 y  sig. 
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621.<^Actos  potestativos:  •  6^.— Bienes  comunales. 

622.— Nombramiento  y  separación  633.— Prestación  personal. 

de  empleados.  634. — Deliberaciones  de  los  Ayun- 
623.— Apertura  y  alineación  de  ca-  tamientos. 

lies  y  plazas.  635.— Su  concurso  á  la  acción  de 
624. — Empedrado  y  alumbrado.  las  autoridades. 

625.— Surtido  de  aguas.  636.— Informes. 

626.— Paseos  y  arbolados.  637.— Representaciones. 

627.— Otros  servicios.  638.— Potestad  coercitiva  de  los 
628.— Ferias  y  mercados.  Ayuntamientos. 

629.— Beneficencia,  instrucción  y  639.— Exacción  de  las  multas  que 

sanidad.  imponen. 

630.— Edificios  municipales.  640. — Asociaciones  de  Ayunt^- 
631  .—Vigilancia  y  guardería.  mientos. 


602. — ^Al  señalar  la  ley  las  facultades  de  los  Ayuntamientos 
debe  proponerse  resolver  este  arduo  problema :  otorgar  á  la  ad- 
ministración municipal  la  mayor  latitud  posible,  sin  debilitar  la 
acción  del  poder  central.  Todos  convendrán  en  reservar  al  Go- 
bierno ciertas  atribuciones  de  orden  público :  todos  convendrán 
también  en  conceder  á  los  Ayuntamientos  otras  de  interés  local; 
pero  entre  estos  bien  señalados  confines  queda  todavía  un  campo 
neutral,  un  terreno  de  dudosa  pertenencia  que  puede  repartirse 
entre  la  administración  superior  y  la  de  los  pueblos  con  más  ó 
menos  discreccion  ó  fortuna. 

La  historia  ha  resuelto  el  problema  de  muy  distintas  maneras 
y  con  éxito  vario;  más  su  autoridad  es  recusable,  porque  no  ofre- 
ce una  solución  permanente.  La  ciencia  no  podrá  jactarse  de  ha- 
ber vencido  la  dificultad,  mientras  existan  diferencias  tan  pro- 
fundas como  las  que  hoy  separan  á  los  partidarios  de  la  cen- 
tralización de  los  defensores  de  las  libertades  municipales,  y  la 
legislación  puede  en  verdad  arrojarse  en  medio  de  los  conten- 
dientes; pero  si  basta  la  voluntad  de  la  ley  para  resolver  la  cues- 
tión de  hecho,  no  satisface  á  la  cuestión  más  alta  de  derecho,  á 
las  exigencias  rigorosas  de  la  teoría. 

603. — ^Dos  principios,  sin  embargo,  pueden  servirnos  de  guia 
en  este  intrincado  laberinto,  principios  derivados  del  carácter 
actual  de  las  corporaciones  municipales,  á  saber:  primero,  que 
siendo  los  pueblos  una  agregación  natural  de  personas  ó  una 
grande  familia  con  derechos  é  intereses  particulares,  deben  te- 
ner una  vida  propia,  una  existencia,  dentro  de  ciertos  límites, 
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independiente;  y  segundo,  que  colocadas  en  el  régimen  consti- 
tucional las  garantías  positivas  de  la  libertad  en  la  limitación 
recíproca  y  la  mutua  concordia  de  los  altos  poderes  del  estado, 
sólo  por  excepción  y  con  tasa  se  puede  conceder  ó  permitir  al- 
guna participación  en  la  política  á  los  Ayuntamientos. 

604. — ^Más  en  el  derecho  de  administrarse  los  pueblos  á  sí 
mismos  por  medio  de  sus  mandatarios  libremente  elegidos,  ca- 
ben distintos  grados  de  libertad  é  independencia.  Si  hay  asuntos 
que  interesan  exclusivamente  á  los  pueblos,  otros  hay  cuya  es- 
fera se  dilata  hasta  acercarse  más  ó  menos  á  la  importancia  de 
los  negocios  de  utilidad  general.  De  aquí  nace  que  la  ley  aban- 
done los  unos  sin  reserva  á  los  Ajruntamientos :  que  otros  se  los 
encomiende  para  que  los  arreglen  bsyo  la  autoridad  del  Gobier- 
no :  otros  bajo  su  mera  vigilancia  ó  inspección,  y  otros,  en  fln, 
que  siendo  ajenos  á  la  competencia  de  los  Ayuntamientos,  toda- 
vía concede  á  estas  corporaciones  populares  alguna  participa- 
ción en  ellos  por  su  afinidad  con  los  intereses  locales,  mediante 
el  informe  ó  el  consejo. 

605. — Antes  de  exponer  las  atribuciones  de  los  Ayuntamien- 
tos, conviene  advertir  primeramente  que  todas  son  relativas  á 
dos  objetos,  esto  es,  á  la  gestión  económica  de  la  fortuna  muni- 
cipal, considerando  al  Ayuntamiento  como  uña  persona  moral 
capaz  de  adquirir,  poseer,  ensgenar,  y  en  suma  de  celebrar  actos 
civiles;  ó  al  gobierno  del  pueblo,  considerándole  como  una  pe- 
quena  sociedad  dotada  de  una  administración  propia  en  cuanto  á 
sus  intereses  comunes. 

La  razón  indica  y  persuade  que  los  Ayuntamientos  deben  gozar 
mayor  libertad  en  sus  actos  de  gestión,  que  respecto  á  sus  atri- 
buciones de  carácter  administrativo.  Cuando  proceden  como  per- 
sonas morales,  disponen  en  uso  de  su  derecho  de  propiedad  de 
los  bienes  del  pueblo,  salva  la  inspección  y  vigilancia  del  Go- 
bierno, si  comprometen  los  intereses  del  estado  ó  pueden  irro- 
gar perjuicios  irreparables.  Si  administran,  ejercen  una  autoridad 
que  tiene  por  objeto  establecer  y  ordenar  los  servicios  municipa- 
les, pero  con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos. 

En  segundo  lugar  debe  tenerse  muy  presente  que  la  admi- 
nistración municipal  se  divide,  á  semejanza  de  la  del  estado, 
en  deliberación  y  acción,  aquélla  á  cargo  del  Ayuntamiento  y 
ésta  en  manos  del  alcalde ,  significación  del  poder  ejecutivo  en 
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el  seno  de  dichas  corporaciones,  conforme  á  la  regla  constante 
que  deliberar  es  propio  de  machos  y  ejecutar  corresponde  á  uno 
Qolo. 

606. — Los  Ayuntamientos  (umerdafiy  deliberan,  auaoüidn,  inr 
forman  y  representan. 

607, -^Acuerdan  cuando  adoptan  ciertas  disposiciones  priva- 
tivas de  su  autoridad,  porque  versan  sobre  materias  de  su  eicdu- 
siva  competencia.  Son  actos  de  imperio  que  emaiian  de  la  índole 
misma  del  municipio  según  la  ley  lo  reconoce  y  sanciona.  Son 
resoluciones  definitivas  que  representan  el  summum  jus  del  po- 
der municipal. — Los  Ayuntamientos  mandan  en  virtud  de  un  de« 
recho  propio. 

Sin  embargo  no  se  entienda  que  gozan  de  autoridad  absoluta 
ó  de  una  potestad  arbitraria,  pues  deben  ajustarse  á  las  leyes  y 
reglamentos  establecidos,  por  no  dar  ocasión  á  recursos  con- 
tra sus  acuerdos,  y  tal  vez  á  quejas  fUndadas,  origen  de  responsa- 
bilidad. 

608. — Belibei^an  acerca  de  negocios  graves,  sean  providencias 
administrativas  de  interés  permanente,  sean  otras  cuya  ejecución 
pudiera  causar  perjuicios  irreparables,  ó  redundar  en  daño  de  las 
generaciones  futuras,  ó  ser  nocivas  al  bien  del  estado.  Entonces 
la  ley  otorga  á  los  Ayuntamientos  la  iniciativa  <}e  estos  actos  de 
administración  municipal;  pero  no  concede  ñierza  ejecutiva  á  sus 
acuerdos  sin  la  aprobación  del  gobernador  de  la  provincia,  de  la 
Comisión  provincial  ó  del  Gobierno.^— Los  Ayuntamientos  admi- 
nistran bsgo  la  vigilancia  de  una  autoridad  superior. 

La  aprobación  de  un  reglamento  municipal  no  cambia  su  na- 
turaleza :  es  el  ejercicio  del  derecho  de  inspección  que  la  ley  re- 
serva á  un  poder  más  alto,  un  verdadero  acto  de  tutela  adminis- 
trativa que  excluye  la  autonomía  de  estas  corporaciones  popu- 
lares. 

La  desaprobación  tiene  fuerza  de  veto  perentorio  ó  de  nega- 
tiva absoluta  al  pase  del  reglamento  municipal,  más  no  supone 
la  facultad  de  rdbrmarlo;  primeramente  porque  la  ley  no  otorga 
este  derecho  de  acdon  directa  y  positiva  á  ninguna  autoridad  su- 
perior; y  en  segundo  lugar  porque  si  tal  ocultad  le  fuese  conce- 
.  dida,  la  administración  municipal,  limitada  á  la  mera  prerogati- 
va  de  proposición,  desaparecería  absorbida  por  la  de  la  provincia 
ó  del  estado,  y  entonces  los  actos  del  Ayuntamiento  se  confundí- 
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rían  coa  los  que  se  derivaa  de  otra  fuente  muy  distinta,  cual  es 
la  potestad  delegada. 

609. — Atumlian  cuando  obran  por  delegación  del  Gobierno, 
concurriendo  á  la  administración  en  una  esfera  que  traspasa  los 
límites  de  su  propia  y  natural  competencia.  En  este  caso  ejercen 
atribuciones  que  no  sólo  se  hallan  deslindadas  en  las  leyes  y  re- 
glamentos, sino  también  ceñidas  á  las  instrucciones  y  órdenes 
superiores. — Los  Ayuntamientos  administran  bsyo  la  autoridad 
del  Gobierno  ó  sus  delegados. 

610^ — Informan  cuando  se  trata  de  materias  ajenas  á  su 
competencia,  pero  que  tienen  relación  con  los  habitantes  del 
término  municipal  ó  con  los  intereses  de  aquel  municipio.  La 
administración  superior  solicita  datos  y  noticias  que  la  ilustren, 
y  tal  vez  un  dictamen  que  la  guie  por  la  senda  del  acierto  .-^Los 
Ayuntamientos  proceden  como  cuerpos  consultivos. 

611  .—Y  por  último  representan  6  elevan  á  las  autoridades 
que  presiden  á  la  administración  provincial  ó  general  por  con- 
ducto del  alcalde  las  exposiciones  y  reclamaciones  convenientes 
dentro  de  su  verdadera  y  legítima  competencia,  en  cuanto  son 
jueces  de  las  necesidades  de  los  pueblos,  órganos  de  sú  voluntad 
é  intérpretes  de  sm  deseos. — Los  Ayuntamientos  ejercitan  el  de- 
recho de  petición. 

612. — La  competencia  exclusiva  de  los  Ayuntamientos  abarca 
una  multitud  de  materias  que  la  ley  municipal  enumera  con  el 
desorden  y  confusión  que  hemos  notado  y  advertido  á  propósito 
de  las  Diputaciones  provinciales»  Procuremos  esparcir  alguna  luz 
en  gracia  del  lector. 

Los  Ayuntamientos  ejercen  atribuciones  privativas,  unas  ve- 
ces en  virtud  de  su  iniciativa  propia,  y  otras  por  voluntad  de  la 
ley.  En  el  primer  caso  es  potestativo  acordar  ó  no  acordar  el 
establecimiento  y  arreglo  de  ciertos  servicios  municipales,  y  en 
el  segundo  es  obligatorio. 

Hay,  pues,  una  parte  de  la  administración  municipal  que  la  ley 
reputa  necesaria  al  bien  de  los  pueblos,  por  lo  cual  no  consiente 
su  abandono  á  la  libre  acción  de  los  Ayuntamientos,  y  hay  otra 
parte  que  considera  menos  principal  y  confia  al  prudente  arbitrio 
de  estas  corporaciones  populares. 

613. — ^Es  obligación  de  los  Ajruntamientos : 

614.*— L  Formar  cada  cinco  años  el  packon  de  los  habitantes 
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del  término  municipal  con  expresión  de  su  calidad  de  vecinos, 
domiciliados  6  transeúntes,  nombre,  edad,  estado,  profesión,  re- 
sidencia y  demás  circunstancias  que  las  leyes  y  reglamentos  de- 
terminen. 

En  el  intervalo  de  uno  á  otro  quinquenio  los  Ayuntamientos 
deben  cuidar  de  hacer  las  rectificaciones  oportunas  mediante  las 
inscripciones  de  oficio  ó  á  petición  de  parte,  y  las  eliminaciones 
por  incapacidad  legal,  deñmcion  ó  traslación  de  vecindad. 

Los  vecinos  que  cambien  de  domicilio,  los  padres  ó  tutores  de 
los  incapacitados  y  los  herederos  y  testamentarios  de  los  falleci- 
dos están  obligados  á  dar  al  A3runtamiento  noticia  exacta  y  pun- 
tual de  los  hechos  que  producen  la  eliminación. 

Deben  los  Ayuntamientos  formar  y  publicar  el  empadrona- 
miento y  las  rectificaciones  anuales  en  todo  el  mes  de  Diciembre, 
y  en  los  quince  dias  inmediatos  decidir  las  reclamaciones  de  in- 
clusión ó  exclusión  que  presentare  cualquier  residente  en  el  tér- 
mino municipal. 

Si  el  interesado  no  se  aquieta  con  la  decisión ,  puede  entablar 
el  recurso  de  alzada  ante  la  Comisión  provincial,  acudiendo  al 
alcalde  en  el  plazo  de  tres  dias  contados  desde  el  de  la  notifica- 
ción escrita  del  acuerdo.  La  Comisión  resuelve  dentro  de  un  mes 
y  comunica  el  íkllo  al  Ayuntamiento. 

Con  estas  nuevas  rectificaciones  se  declara  ultimado  el  padrón, 
y  se  publican  las  listas  rectificadas,  á  saber,  la  que  contiene  las 
alteraciones  ocurridas  durante  el  año,  y  la  de  habitantes  del  tér- 
mino municipal  en  aquel  dia. 

«El  padrón  (dice  la  ley)  es  un  instrumento  solemne,  público 
y  fehaciente  que  sirve  para  todos  los  efectos  administrativos.» 
Sin  embargo  es  lo  cierto  que  los  padrones  no  hacen  fé,  ni  sirven 
para  efecto  alguno  administrativo  sino  en  cuanto,  comparados 
con  el  censo  oficial  de  1863,  no  resulten  diferencias  notables, 
sobre  todo  por  disminución  del  vecindario,  ó  no  haya  datos  para 
dudar  de  su  legalidad  y  exactitud  (1). 


(l]  Real  decreto  de  12  de  Junio  de  1863,  ley  municipal,  arta.  16  y  sig.,  y  real  orden  de  12 
de  Octubre  de  197SL 

La  consulta  que  con  este  motivo  elevó  al  Oobiemo  la  Sección  de  G-obernacion  y  Fomen- 
to del  Consejo  de  Bstado,  contiene  las  siguientes  frases  dignas  de  memoria:  <  Consta  que 
muchos  Ayuntamientos,  aun  de  las  ciudades  más  populosas  de  Bspa&a,  han  obedecido  en 
sus  operaciones  á  móviles  políticos,  ó  han  mirado  con  punible  descuido  este  importan- 
te soryicio,  yinieado  &  resultar  padrones  tan  distantes  de  la  verdad,  que  ban  dado  mo« 
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615.— II.  Procurar  la  conservación  y  arreglo  de  la  via  públi- 
ca.— La  ley  proclama  la  libertad  del  municipio  y  reconoce  su 
vida  propia,  por  lo  cual  le  concede,  como  á  los  particulares,  la 
facultad  de  proyectar,  construir  y  explotar  obras  públicas  sin  la 
intervención  del  estado. 

No  obstante,  si  para  ejecutar  dichas  obras  solicitasen  los  Ayun- 
tamientos la  previa  declaración  de  utilidad  común  á  fln  de  invo- 
car en  su  dia  la  ley  de  ensgenacion  forzosa,  ó  si  ocupasen  terre- 
nos pertenecientes  al  dominio  público,  necesitarian  los  Ayunta- 
mientos autorización  del  Gobierno  ó  de  sus  delegados,  porque  es 
preciso  que  los  derechos  del  estado  y  del  particular  hallen  pro- 
tección y  defensa  contra  las  invasiones  del  municipio  (1). 

616. — in.  Cuidar  de  la  policía  urbana  y  rural. — El  régimen 
interior  de  los  pueblos  exige  que  los  Ayuntamientos  dicten  re- 
glas de  buen  gobierno  tocantes  á  la  seguridad  de  las  personas  y 
propiedades,  á  la  higiene  y  comodidad  del  vecindario,  á  la  vigi- 
lancia respecto  á  los  alimentos,  al  surtido  de  aguas,  á  la  proteo^ 
cion  de  los  frutos  y  cosechas,  á  evitar  siniestros,  como  incen- 
dios, inundaciones,  naufiragios,  plagas  del  campo,  etc.  Esta  mul- 
titud de  intereses,  por  decirlo  así,  domésticos,  requiere  la  ac- 
ción continua  de  una  autoridad  inmediata. 

Los  Ayuntamientos,  aun  en  los  casos  en  que  toman  acuerdos 
relativos  á  materias  de  su  competencia  exclusiva,  no  pueden  mé* 
nos  de  cumplir  las  leyes ;  y  como  si  no  todas,  la  mayor  parte  de 
las  infracciones  de  los  bandos  de  buen  gobierno  constituyen  Cal- 
tas contra  el  régimen  de  las  poblaciones,  la  policía  urbana  y  ru- 
ral entra  en  el  número  de  los  servicios  municipales  obligato* 
ríos  (2). 

617.— IV.  Organizar  la  policía  de  seguridad. — ^Esto  es,  velar 
por  la  conservación  del  orden  público  en  el  término  municipal, 
ejerciendo  la  vigilancia  conveniente  á  fln  de  impedir  que  se  tur- 
be la  paz  y  el  sosiego  del  vecindario.  Si  no  bastando  los  medios 
preventivos  hubiese  necesidad  de  acudir  á  los  represivos,  ó  la 

tivo  á  ffeneral  escándalo,  y  aun  á  yeces  &  providencias  severas  por  parte  del  Qobiento.i» 
De  este  docamento  oficial  se  deducen  dos  oonsecuenoias  gravee,  á  sal>er:  1.*:  Que  se  debe 
fiar  muy  poco  de  los  actos  de  los  Ayuntamientos,  para  desencanto  de  los  partidarios  de  la 
autonomía  municipal ;  y  3.' :  Que  el  estado  de  confusión  de  nuestro  derecho  constituido 
permite  que  una  t*«al  orden  declare  que  la  ley  poeterlor  no  deroga  $1  decreto  anterior,  sin 
que  ni  el  Oobiemo,  ni  el  Consejo  de  Estado  hayan  reparado  en  escrúpulos  de  legalidad, 
(1)  Ley  municipal,  art.  6B,  y  decreto  de  14  de  l^oviembre  de  1868. 
W)  Ley  municipal,  art.  68f  y  C6dlgo  penal,  arts.  593  y  sig. 
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perturbación  fuese  grave,  ó  amenazase  el  peligro  de  serlo,  ya 
no  seria  el  Ayuntamiento,  sino  el  alcalde  quien  debería  mante- 
ner el  orden  público  como  representante  del  Gróbiemo  bajo  la 
autoridad  inmediata  del  gobernador  de  la  provincia  (1).  " 

618. — ^V.  Promover  el  desarrollo  de  la  instrucción  primaria. 
— ^La  ley  impone  á  los  Ayuntamientos  la  obligación  de  crear  y 
sostener  escuelas  en  número  proporcionado  al  de  habitantes  de 
cada  pueblo.  Como  no  es  potestativo  en  los  Ayuntamientos  abrir* 
las  ó  cerrarlas,  carecen  de  facultades  para  suprimirlas  y  separar 
á  los  maestros  ó  variar  las  dotaciones  que  disfruten  (2) . 

619. — VI.  Atender  á  la  administración,  custodia  y  conserva- 
ción de  todas  las  fincas,  bienes  y  derechos  de  los  pueblos. — Son 
actos  de  gestión  de  la  fortuna  ó  hacienda  del  municipio,  entre 
los  cuales  se  cuentan  las  obras  de  reparación,  el  fomento  del  ar- 
bolado, la  conservación  de  las  servidumbres  públicas,  la  restitu- 
ción al  estado  posesorio  de  los  terrenos  y  de  los  aprovechamien- 
tos comunes  usurpados  cuando  la  usurpación  es  reciente  y  de 
fíicil  comprobación,  y  la  defensa  enjuicio  de  los  de'rechos  del  mu- 
nicipio y  establecimientos  municipales  cuando  fueren  los  nego- 
cios litigiosos. 

620. — ^Vn.  Formar  todos  los  años  un  presupuesto  de  gastos 
é  ingresos.  —  De  esta  materia  tratareíuos  largamente  en  otro 
lugar. 

621  .—Son  atribucio  nes  de  los  Ayuntamientos : 

622.— I.  El  nombramiento  y  separación  de  los  empleados  y 
dependientes  de  la  adlnínistracion  municipal,  y  en  particular  del 
secretario,  del  depositario  y  agentes  de  la  recaudación  de  las 
rentas  y  arbitrios  del  municipio,  y  de  los  encargados  de  la  direc- 
ción, vigilancia  é  inspección  de  las  obras  que  se  costean  cotí  sus 
fondos  y  recursos. 

Por  via  de  aclaración  conviene  añadir: 

I.  Que  los  funcionarios  destinados  á  servicios  profesionales 
deben  reunir  la  capacidad  y  condiciones  que  las  leyes  deter- 
minan ó  determinep. 

n.  Que  no  hay  plazo  fyo  para  la  publicación  de  las  vacantes 

0)  Ley  municipal,  arta.  68  y  M» 

(2)  Ley  de  9  do  Setiembre  de  ISST?,  arta.  100  y  ai^.,  real  orden  de  10  de  Afiroato  de  1S&8, 
decreto  de  U  de  Octubre  y  6rd  en  de  10  de  Noviembre  de  1808,  órdenea  de  6  de  Abril  de  1809 
y  10  de  Abril  de  18^0,  decreto  de  29  de  Julfo  y  6rden  de  16  de  Noviembre  de  1874. 
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de  las  secretarías  de  los  Ayantamientos^  i^o  que  es  potestativo 
en  ellos  ajarlo  con  entera  libertad  (1). 

623. — II.  La  apertura  y  alineación  de  calles  y  plazas  y  toda 
clase  de  vías  de  comuni(iacion.— Puede  suceder  y  sucede  con 
frecuencia  que  la  ejecución  de  estas  obrad  exija  la  enajenación 
forzosa  de  una  propiedad  ó  parte  de  una  propiedad  particular. 
Bn  tales  casos  lo  más  fócil  y  expedito  es  que  el  Ayuntamiento 
celebre  convenios  con  los  propietarios  para  la  indemnización  de 
los  perjuicios  que  la  obra  les  cause,  ó  que  modifique  el  proyecto 
evitando  la  instrucción  de  un  expediente  formal.  Si  esto  no  fue- 
re posible,  compete  al  Gobierno  hacer  la  declaración  de  utilidad 
pública,  á  fin  de  que  haya  lugar  á  la  eitpropiacion  (2). 

Una  vez  aprobado  por  la  autoridad  competente  y  degun  los 
trámites  legales  un  proyecto  dé  alineación,  todas  liad  casas  que 
forman  lá  calle  ó  la  plaza  deben  ir  enü^do  en  línea  conforme 
se  flieren  demoliendo  y  reedificando.  Loé  dueños  nó  pueden  eje- 
cutar en  las  fachadad  ninguna  obra  que  contribuya  á  consolidar- 
las en  su  totalidad  y  á  perpetuar  su  estado  retardando  indefini- 
damente la  realización  de  la  incgora  proye^irtada,  pero  sí  pueden 
previa  la  autorización  del  Ayuntamiento  ejecutar  aquellas  que 
tengan  por  objeto  evitar  6  reparar  cualesquiera  daños  meno- 
res (3). 

El  ensanche  de  las  poblaciones,  eñ  lo  que  se  refiere  á  ótílés, 
plazas,  mercados  y  paseos,  se  considera  de  utilidad  pública  para 
los  efectos  de  la  ley  de  enÉ\jenación  forssosa  (4)'. 

634.— ni.  El  empedrado,  alumbrado  y  alcantarillado. 

625*— IVi  El  suríido  de  aguas.*— El  abastecimiento  de  las  po- 
blaciones tiene  preferencia  respectóla  otros  cualesquiera  usos 
ó  aprovechamientos  especiales  al  punto  de  dar  justo  motivo  á  la 
imposición  de  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto,  y  á  la  ex- 
propiación de  aguas  de  propiedad  pa?  ticular,  siempre  que  no  las 
haya  públicas  en  cantidad  suficiente  que  puedan  aplicarse  á  di- 
cho objeto. 

Es  p  ilativo  de  los  Ayuüi;amientos  formar  los  reglamentos 

(1)  Ley  municipal,  arts.  «,  *»,  Un  j  149,  decraio  de  14  de  Noviem1»re  de  IdOB,  y  drdeá 
de  fn  de  Junio  de  hnSL 

(d)  Ley  muaicipal,  srt.  97,  ley  de  11  de  Julio  de  1886|  reglamento  de  27  de  Julio  de  1858, 
órdefl  de  4  de  Abril  y  decreto  de  IS  de  Agosto  de  18». 

(8)  Real  orden  de  9  de  Febrero  de  1883. 

(4)  Ley  de  29  de  Junio4le  18M,  art.  1. 
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para  ^1  régimen  y  distribución  de  las  aguas  en  lo  interior  de  las 
poblaciones  (1). 

626. — V.  Los  paseos  y  arbolados. 

627. — VI.  Los  establecimientos  balnearios ,  lavaderos,  mata- 
deros y  casas  de  mercado. 

628.— vn.  Las  ferias  y  mercados. — La  concesión  de  franqui- 
cias y  la  exención  temporal  ó  perpetua  de  derechos  debidos  á  la 
Hacienda  pública  obligan  á  la  instrucción  de  expedientes  cuya 
resolución  corresponde  al  Gobierno. 

629. — vni.  Las  instituciones  de  beneficencia  é  instrucción  y 
los  servicios  sanitarios. — Trátase  de  los  establecimientos  crea- 
dos y  sostenidos  con  fondos  municipales^  exceptuando  los  que  la 
ley  reputa  obligatorios,  como  las  escuelas  de  instrucción  prima- 
ria, y  excluyendo  las  fundaciones  piadosas  de  origen  privado, 
cuyo  patronazgo  pertenece  al  Gobierno  que  lo  ejerce  por  medio 
de  los  gobernadores  de  provincia  (2). 

630.— IX.  Los  edificios  municipales,  y  en  general  toda  dase 
de  obras  públicas  necesarias  para  el  cumplimiento  de  los  servi- 
cios.-r-Entiéndanse  las  obras  del  municipio  que  no  se  aplican  á 
un  uso  común,  por  ejemplo,  las  calles  y  los  caminos,  sino  las 
que  tienen  por  objeto  cumplir  algún  servicio  municipal,  como  la 
construcción  ó  reparación  de  las  casas  consistoriales  ó  de  las  des- 
tinadas á  escuela  y  habitación  del  maestro,  del  edificio  que  ocupa 
el  hospital  ú  otros  semejantes. 

631 . — X.  La  vigilancia  y  guardería,  que  forman  parte  de  la 
policía  urbana  y  rural. 

632.— XI.  Ordenar  cada  año  el  modo  de  división,  aprovecha- 
miento y  disftiite  de  los  bienes  comunales,  con  sujeción  á  las 
reglas  establecidas  en  la  ley  municipal. — Son  derechos  de  la  co- 
munidad que  pertenecen  á  todos  los  vecinos  pro  indiviso^  como 
consecuencia  de  la  agregación  natural  de  cierto  número  de  per- 
sonas ó  familias  que  constituyen  un  pueblo.  La  autoridad  de  los 
Ayuntamientos  reviste  el  carácter  de  doméstica  y  paternal. 

633." —  Xn.  Imponer  la  prestación  personal,  materia  que  re- 
servamos para  cuando  se  trate  de  las  obras  municipales,  como 
una  sección  de  las  obras  públicas  en  general. 

634.— Pertenece  á  los  Ayuntamientos  deliberar: 

(1)  Ley  de  8  de  A^roflto  de  1866,  arte.  117, 214  y  219. 

(2)  Real  decreto  de  22  de  Enero  de  1972. 
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I.  Sobre  la  reforma  y  supresión  de  los  establecimientos  muni- 
cipales de  instrucción  y  beneficencia. 

n.  Sobre  las  cortas  y  podas  de  los  montes  municipales,  y  en 
general  las  reglas  para  su  disfirute  y  aprovechamiento. 

ni.  Sobre  los  contratos  relativos  á  los  edificios  municipales, 
inútiles  para  el  servicio  á  que  estaban  destinados,  y  créditos  par- 
ticulares á  favor  del  pueblo. 

ly.  Sobre  entablar  pleitos  á  nombre  de  pueblos  menores  de 
4.000  habitantes. 

En  estos  casos  la  deliberación  no  se  convierte  en  acuerdo, 
mientras  no  recaiga  la  aprobación  de  la  Comisión  provincial  (1). 

V.  Sobre  las  ordenanzas  de  policía  urbana  y  rural  que  requie- 
ren la  aprobación  del  gobernador  de  la  provincia  de  acuerdo  con 
la  Comisión  provincial,  y  en  caso  de  discordia,  insistiendo  el 
A3amtamiento,  la  del  Gobierno  limitada  á  los  puntos  controver- 
tidos^  previa  consulta  del  Consejo  de  Estado  (2). 

635.*-*Los  Ayuntamientos  están  obligados  á  prestar  su  coope* 
ración  á  las  autoridades  generales  y  locales  en  los  asuntos  que 
ño  sean  de  su  exclusiva  competencia,  y  en  la  parte  relativa  á  los 
habitantes  del  término  municipal,  conformándose  á  las  leyes  y 
reglamentos  y  á  las  órdenes  del  gobernador  de  la  provincia  y  de 
la  Comisión  provincial,  porque  obran  bajo  su  autoridad.  La  supe- 
rior es  el  ministro  de  la  Gobernación,  único  competente  para 
transmitirles  las  disposiciones  que  deben  ejecutar  y  hacer  cum- 
plir, en  cuanto  no  se  refieran  alas  atribuciones  que  les  correspon- 
den por  ministerio  de  la  ley  ó  en  virtud  de  un  derecho  propio  (3). 

636. — Los  Ayuntamientos  deben  ser  oidos: 

L  En  los  expedientes  para  hacer  pasar  un  municipio  de  uno  á 
otro  partido  judicial  (4). 

n.  En  los  relativos  á  variar  los  límite?  de  la  provincia  (5). 

ni.  En  las  reclamaciones  á  que  diere  motivo  la  división  del 
término  en  distritos,  barrios,  colegios  y  secciones  para  elegir 
conejales  (6). 

IV.  En  materia  de  aguas,  para  conceder  el  aprovechamiento 

(1)  Ley  municipal,  arte.  18, 79, 80  y  81. 

(2)  Ley  municipal,  art.  71. 

(8)  Ley  municipal,  arta.  68  y  170. 

(4)  Ley  municipal,  art  9. 

(5)  Ley  provincial,  art.  8. 

(6)  L^  municipal,  art.  87. 

TOMO  L  18 
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de  terrenos  de  la  costa  con  aplicación  á  un  nso  permanente,  au- 
torizar la  imposición  de  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto,  y 
utilizar  las  aguas  públicas  formando  lagos,  remansos  ó  estanques 
destinados  á  viveros  ó  criaderos  de  peces  (1). 

V.  En  los  expedientes  relativos  á  la  declaración  de  utilidad  pú- 
blica de  una  obra  en  proyecto,  preliminar  á  toda  expropiación  (2). 

Y  por  regla  general  deben  ser  oídos  siempre  que  las  leyes  y 
reglamentos  lo  determinan  como  trámite  sustancial  y  obligatorio, 
é  informan  cuando  el  Qobiemo,  la  Comisión  provincial  ó  el  go* 
bernador  hallan  conveniente  pedirles  noticias  ó  ilustrarse  con  su 
opinión. 

637. — Por  último,  pueden  los  Ayuntamientos  representar  acer- 
ca de  los  negocios  de  su  competencia  á  la  Diputación  provincial, 
al  gobernador,  al  Gobierno  y  á  las  Cortes  por  conducto  del  al- 
calde y  del  gobernador,  excepto  si  lo  hicieren  en  queja  de  dichas 
autoridades,  ó  si  pasasen  ocho  dias  sin  haber  éstas  dado  curso  á 
la  representación,  pues  entonces  la  ley  los  faculta  para  repetirlas 
y  elevarlas  directamente  á  los  poderes  públicos  (3). 

Sigúese  de  aquí  que  les  está  formalmente  prohibido  hacer  por 
sí,  prohyar  ó  apoyar  exposiciones  de  carácter  político,  porque 
son  corporaciones  económico-administrativas,  que  sólo  pueden 
ejercer  las  ftmciones  determinadas  en  las  leyes  (4). 

638. — La  potestad  reglamentaria  que  pertenece  á  los  Ayunta- 
mientos en  cuanto  acuerdan  y  deliberan  por  razón  de  su  compe- 
tencia en  diversas  materias  de  administración  municipal,  no  se* 
ría  eficaz,  si  al  precepto  no  acompañase  la  sanción  que  halla 
en  la  potestad  de  corrección  y  disciplina. 

En  efecto,  pueden  los  Ayuntamientos  imponer  multas  á  los  in- 
fractores de  las  ordenanzas,  reglamentos  y  bandos  de  buen  go- 
bierno dentro  de  ciertos  límites,  á  saber :  hasta  50  pesetas  en  las 
capitales  de  provincia;  hasta  25  en  las  cabezas  de  partido  y  pue- 
blos de  4.000  habitantes  arriba,  y  no  mayores  de  15  en  los  res- 
tantes, sin  perjuicio  del  resarcimiento  del  daño  causado  é  ipdem- 
nizacion  de  gastos,  y  en  caso  de  insolvencia,  un  día  de  arresto  por 
cada  5  (5). 

(1)  Ley  de  8  de  Agosto  de  1886,  arU.  25,  U'?  y  m* 

(2}  Ley  de  14  de  Julio  de  1896  y  regUinento  de  S7  de  Jnlio  de  1M3,  árt.  4/ 

'.3)  Ley  manicipal,  art.  '76. 

^4)  Ley  municipal,  art.  66. 

(5)  Ley  municipal,  art.  '72. 
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639. — ^Estas  correcoiones  gubernativas  no  se  reputan  penas 
en  derecho,  porque  á  la  justicia,  y  no  á  la  administración  perte- 
nece la  potestad  de  castigar.  Las  faltas  contra  los  intereses  ge- 
nerales y  el  régimen  de  las  poblaciones  tienen  su  sanción  en  el 
Código  penal.  Ni  siquiera  pueden  los  Ayuntamientos  proceder 
por  la  via  del  apremio  contra  los  morosos,  sino  requerir  al  juez 
para  que  haga  efectiva  la  multa  por  los  trámites  ordinarios. 

Como  la  ley  equipara  las  multas  que  imponen  los  Ayuntamien- 
tos á  las  que  las  autoridades  superiores  les  imponen,  remitimos 
al  lector  al  artículo  en  donde  se  trata  de  la  responsabilidad  ad- 
ministrativa de  los  concejales  (1). 

640. — Los  Ayuntamientos  pueden  formar  hermandad  con  los 
inmediatos  para  la  construcción  y  conservación  de  caminos, 
guardería  rural ,  aprovechamientos  comunes  y  otros  objetos  de 
su  interés  exdusivo.  Estas  hermandades  que  no  carecen  de  ejem- 
plo en  la  historia,  deben  regirse  por  una  Junta  compuesta  por  un 
delegado  ó  representante  de  cada  Ayuntamiento  bajo  la  presi- 
dencia del  que  la  mayoría  de  la  Junta  elija.  Los  presupuestos  y 
las  cuentas  se  someten  al  examen  de  la  municipal  de  cada  pue- 
blo, y  en  defecto  de  la  aprobación  de  alguna  ó  todas,  correspon- 
de la  facultad  de  aprobarlas  á  la  Comisión  provincial  (2). 

Cuiden  los  Ayuntamientos  confederados  de  encerrarse  en  los 
límites  de  la  ley,  es  decir,  de  no  ocuparse  sino  en  los  asuntos  de 
su  exclusivo  interés.  Cualquiera  transgresión,  sobre  todo  con 
carácter  político,  podría  dar  origen  á  grave  responsabilidad.  La 
advertencia  no  es  impertinente,  porque  de  los  peligros  de  estas 
hermandades  ó  comunidades  hay  también  muchos  y  notables 
ejemplos  en  la  historia. 

Artículo  ^.^-^Ácuerdos  de  los  Áf/%mtémieiUoi. 

641.— Analogía  con  los  de  las  Di-  645.— Por  razón  de  la  forma. 

putaciones.  646.— Suspensión. 

642.— Vicios  que  implican  la  nuli-  647.— Interdictos  contra  las  pro' 

dad.  videncias  legitimas  de  los 

643.— Son  nulos:  Ayuntamientos. 

644*— Por  razón  de  la  materia. 

641.— La  perfecta  analogía  que  existe  entre  esta  materia  y  la 

(1)  Ley  municipal,  arto.  l'M,  177, 118  y  1*79. 

(2)  Ley  municipal,  art.  75. 
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equivalente  de  acuerdos  de  las  Diputaciones  provinciales^  nos 
dispensa  de  entrar  en  pormenores  que  sin  añadir  doctrina  legal 
ni  instrucción  alguna  á  lo  expuesto  en  otro  higar^  causarían  en- 
&do  al  lector  con  inútiles  repeticiones.  Así  pues^  remitiéndole 
al  capítulo  precedente  para  colmar  los  vacíos  que  aquí  advierta, 
nos  limitaremos  á  notar  las  variantes  á  que  da  motivo,  en  me- 
dio de  lo  que  tienen  de  común,  lo  que  hay  de  especial  en  la  pri- 
mera de  nuestras  corporaciones  populares. 

642. — ^Aunque  por  regla  general  los  acuerdos  de  los  Ayunta- 
mientos son  ejecutivos,  todavía  conviene  saber  si  obsta  á  su  eje- 
cución algún  vicio  de  nulidad. 

643. — Son  nulos  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos : 

644. — ^I.  Por  razón  de  la  materia,  cuando  versan  sobre  asun- 
tos ágenos  á  su  competencia. 

En  tal  casa  no  es  un  derecho,  sino  un  deber  de  los  alcaldes 
suspender  su  ejecución,  y  remitir  al  gobernador  de  la  provincia 
los  antecedentes  dentro  de  ocho  dias.  En  igual  plazo  convoca  el 
gobernador  á  la  Comisión  provincial. 

Si  ésta  halla  que  procede  la  suspensión  ppr  incompetencia,  la 
confirma  y  eleva  el  expediente  al  Gobierno.  Si  por  el  contrario 
juzga  que  no  procede,  y  el  gobernador  entiende  que  el  asunto  es 
de  los  reservados  al  Gobierno,  puede  mantener  la  suspensión 
baáo  su  responsabilidad,  y  someter  á  la  autoridad  superior  el  exa- 
men y  decisión  de  la  contienda.  El  Gobierno  dicta  la  resolución 
final,  observando  los  trámites  que  hemos  dicho  á  propósito  de 
las  Diputaciones  provinciales  (1). 

645.— n.  Por  razón  de  la  forma,  cuando  el  vicio  induce  nuli- 
dad según  la  ley,  ó  la  forma  violada  es  tan  sustancial  que  no 
existe  el  acuerdo.  Así  pues,  son  nulos: 

I.  Guando  el  Ayuntamiento  se  reúne  sin  preceder  convocato- 
ria legal. 

II.  Si  hubiese  celebrado  sesión  en  lugar  distinto  del  consisto- 
rio, salvos  los  casos  de  fiíerza  mayor. 

iii.  Si,  celebrando  sesión  extraordinaria,  el  acuerdo  recayese 
en  asunto  no  expresado  en  la  convocatoria. 

IV.  Por  falta  del  número  de  concejales  necesario  para  celebrar 
senon  ó  tomar  acuerdo  (2). 

(1)  Loy  municipal,  arta.  159, 193, 164  y  166.  V.  num.  523. 

(2)  Ley  municipal,  arts.  92, 96, 90  y  100. 
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646. — Fuera  de  estos  casos,  no  procede  la  suspensión  de  los 
acuerdos  de  los  Apuntamientos  dictados  en  asuntos  de  su  com- 
petencia, aun  cuando  por  ellos  y  en  su  forma  se  infrinjan  algu- 
nas de  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  municipal  ú  otras 
especiales;  pero  sí  procede  el  recurso  de  alzada  ante  la  Comisión 
provincial,  pudiendo  entablarlo  cualquiera,  sea  ó  no  sea  residen- 
te en  el  pueblo,  que  se  considere  perjudicado. 

Cuando  los  acuerdos  lastimaren  los  derechos  civiles  de  terce- 
ra persona,  la  que  se  considere  agraviada  puede  reclamar  con- 
tra ellos  mediante  demanda  al  juez  ó  tribunal  competente  en  la 
forma  que  hemos  dicho  respecto  á  las  Diputaciones  provincia- 
les (1).  La  ley  no  admite  el  recurso  por  la  via  gubernativa  á  la 
autoridad  superior,  ya  por  temor  de  menoscabar  la  libertad  de 
acción  de  las  corporaciones  populares,  y  ya  por  respeto  al  prin- 
cipio que  la  defensa  de  los  derechos  privados  debe  estar  enco- 
mendada á  los  tribunales  de  justicia.  Sin  embargo  hay  motivos 
para  poner  en  duda  si  no  seria  preferible  solicitar  la  protección 
administrativa  qué  se  halla  más  cerca  de  los  particulares,  pues 
si  cada  agravio  inferido  á  sus  derechos  por  un  acuerdo  de  Ayun- 
tamiento ha  de  dar  origen  á  un  litigio,  es  muy  de  recelar  que 
muchos  abandonen  los  suyos  antes  que  empeñarse  en  contien- 
das de  esta  clase.  Lo  conforme  á  buena  doctrina  seria  intentar 
el  agraviado  la  reforma  ó  revocación  del  acuerdo  por  la  vía  gu- 
bernativa, y  apurados  todos  los  recursos,  acudir  á  la  contenciosa 
cuyos  trámites  son  más  breves,  rápidos  y  expeditos  que  los  pro- 
pios de  la  jurisdicción  ordinaria. 

647. — Los  jueces  y  tribunales  no  deben  admitir  interdictos 
contra  las  providencias  administrativas  de  los  alcaldes  y  Ayun- 
tamientos en  asuntos  de  su  competencia.  Entiéndase  que  las  pro- 
videncias han  de  ser  dictadas  en  el  ejercicio  de  las  atribuciones 
legítimas,  y  no  de  otro  modo;  y  que  así  como  no  son  admisibles 
los  interdictos  contra  las  providencias  legítimas  de  la  adminis- 
tración, así  también  debe  ésta  respetar  los  fallos  judiciales  que 
recaen  en  los  interdictos  (2).  Los  agraviados  tienen  el  recurso  de 
alzada  ante  la  Comisión  provincial  por  la  via  gubernativa,  y  el 
subsidiario  de  la  via  contenciosa,  sin  perjuicio  del  de  queja  al 
Gobierno  que  á  instancia  suya  pueden  promover  las  autorida- 

(l)  V.  Dúms.  521  y  532. 

(2]  Ley  municipal,  art.  84,  y  reales  decretos  de  2  de  Junio,  3, 13  y  90  do  JuUo  4e  l^ 
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des  judiciales  contra  las  administrativas  por  exceso  de  atribu- 
ciones. 

Artículo  lO.^ReiponiobiUdad  de  los  indii9iduo$  de  ApuUémiento. 

648.— Responsabilidad  de  los  indi-  654.— Suspensión  de   los   conee- 

viduos  de  Ayuntamiento.  jales. 

649.— Hechos  que  la  originan.  655.— «Responsabilidad  judicial. 

650.— 'Medios  de  exigirla  adminis-  656.— Pestitucion. 

trativamente.  657.— Acción  popular. 

651.— Imposición  de  multas.  658.— Tribunal  competente. 

652.— Recursos  legales.  659.— Provisión  de  las  vacantes. 
653.«-«Apremios.| 

648. — ^La  responsabilidad  de  los  individuos  de  Ayuntamiento, 
sean  alcaldes^  sean  regidores  ó  síndicos^  obedece  á  los  mismos 
principios  y  reglas  que  hemos  expuesto  hablando  de  los  diputa- 
dos provinciales.  Como  ellos^  están  los  concejales  sigetos  á  la 
autoridad  y  obligados  á  la  ob^iencia  debida  al  Gobierno  y  de 
sus  representantes  en  todos  los  asuntos  en  que  entienden  por 
delegación;  y  como  ellos,  incurren,  según  la  gravedad  del  caso, 
en  responsabilidad  administrativa  ó  judicial. 

649. — Los  hechos  que  dan  origen  á  la  responsabilidad  son 
también  los  mismos,  á  saber,  la  infracción  manifiesta  de  ley,  la 
desobediencia  al  superior,  el  desacato  á  la  autoridad  y  la  negli- 
gencia ú  omisión  culpables  (1). 

650. — Los  medios  de  hacer  eficaz  la  responsabilidad  adminis- 
trativa son  asimismo  la  amonestación,  el  apercibimiento,  la  mul- 
ta y  la  suspensión. 

651. — ^Para  la  imposición  y  exacción  de  multas  se  observan 
iguales  reglas,  bien  que  las  cuotas  no  son  iguales  (2). 

(1)  V.  núm.  sao. 

(3)  Bl  mázimam  de  malta  que  los  gobernadores  y  las  Comisiones  proyineiales  pueden 
imponer  á  los  alcaldes  y  regidores,  es  proporcionado  al  número  de  concejales  de  cada  pae- 
blo  segan  la  escala  siguiente : 


NfTKBRO  DB  CONOBJALBS. 

ALOALDBS. 

BBOIDOBBS. 

6á    9 

1*7,50  pesetas. 

7,50  pesetas. 

10&16 

37,50 

20            » 

ná24 

125 

50 

.25482 

175 

75 

33á40 

250 

100             » 

41á50 

875 

125           » 

Ley  miwicipal,  art.  1*75. 
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Deben  satia&cer  las  multan  solamente  los  concejales  respon- 
sables del  acuerdo  que  las  motiva,  y  pagarlas  de  su  fortuna  par^ 
ticular,  y  no  de  los  fondos  del  municipio. 

652.-^c!ontra  la  imposición  gubernativa  de  la  multa  puede  el  iih 
teresado  reclamar  por  la  via  gubernativa  ó  por  la  judicial  en  la 
forma  que  hemos  dicho  á  propósito  de  los  diputados  provinciales, 

653**— Prohibe  la  ley  en  absoluto  expedir  comisionados  de  ege- 
cucion  contra  los  Ayuntamientos  y  conejales.  Si  los  multados 
dejasen  de  satisfacer  las  multas  no  obstante  el  apremio,  el  go* 
bernador  debe  oficiar  al  juez  de  primera  instancia  del  partido, 
expresando  la  causa  de  la  imposición  y  la  cuantía  y  liquidación 
de  la  multa,  y  requiriendo  su  autoridad  para  hacerla  efectiva 
por  los  trámites  de  justicia. 

654.-— Procede  la  suspensión  de  los  concejales  en  los  casos  en 
que  procede  la  de  los  individuos  de  la  Diputación  provincial.  El 
gobernador,  oida  la  Comisión  provincial,  decreta  la  suspensión 
por  extralimitacion  grave  con  carácter  político  con  las  circuns- 
tancias dichas  en  otro  lugar,  y  de  acuerdo  con  la  Comisión,  si 
los  conejales  hubiesen  incurrido  en  desobediencia  grave  insis- 
tiendo en  ella  después  de  apercibidos  y  multados  (1).  Si  el  gober* 
nador  y  la  Comisión  no  estuviesen  de  acuerdo,  decide  la  cues^ 
tion  el  Gobierno. 

La  suspensión  gubernativa  no  puede  exceder  de  50  dias.  Cor- 
rido este  plazo  sin  que  la  autoridad  superior  haya  pasado  el  tanto 
de  culpa  al  tribunal  competente  para  la  formación  de  causa,  los 
concejales  suspensos  vuelven  de  hecho  y  derecho  al  ^ercicio  de 
sus  cargos. 

Mr.  Henrion  de  Pansey  reconoció  :hace  tiempo  la  necesidad 
de  una  garantía  en  &vor  de  los  individuos  de  AyuAtamiento  sus»- 
pensos  en  virtud  de  providencia  gubernativa,  y  creyó  encon- 
trarla eficaz  en  la  ley  que  autorizase  á  los  concejales  para  reco- 
brar la  plenitud  de  sus  atribuciones,  si  dentro  de  cierto  plazo  el 
Gobierno  dejase  de  entregarlos  á  los  tribunales  (2). 

655.— Hay  lugar  á  exigir  á  los  conccgaies  la  responsabilidad 
judicial  : 

I.  En  los  casos  en  que  el  gobernador  puede  suspenderlos  del 
cargo  oyendo  á  la  Comisión  provincial. 

(1)  Ley  mnxUoipftl,  «fts.  116, 177»  17S  y  1*79. 
[%)  Du  pQl^voir  municipal,  chap.  X, 
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II.  Guando  el  tribunal  á  quien  compete  procesarlos,  hallare 
motivos  racionales  para  creer  que  han  cometido  delito  que  el 
Código  penal  castiga  con  suspensión  de  cargo  ó  derechos  polítir 
eos,  en  cuyo  caso  decreta  la  de  los  concejales,  y  la  hace  saber 
al  gobernador  de  la  provincia  y  á  la  Comisión  provincial. 

Dura  la  suspensión,  mientras  no  se  pronuncie  sentencia  firme 
que  cause  ejecutoria.  Si  fueren  absueltos,  vuelven  al  ejercicio  de 
sus  cargos,  y  si  condenados,  son  destituidos,  único  medio  legal 
de  llegar  hasta  la  destitución. 

656. — Los  concejales  destituidos  quedan  inhabilitados  para 
ejercer  este  cargo  por  espacio,  cuando  menos,  de  seis  años. 

657. — La  ley  establece  la  acción  popular,  es  decir,  que  conce* 
de  á  todos  los  vecinos,  domiciliados  y  hacendados  forasteros  el 
derecho  de  denunciar  y  perseguir  criminalmente  á  los  alcaldes, 
regidores  y  vocales  de  la  asamblea  de  asociados : 

I.  Siempre  que  en  el  establecimiento,  distribución  y  recauda- 
ción de  arbitrios  ó  impuestos  municipales  se  hayan  hecho  reos 
de  fraude  ó  exacción  ilegal. 

n.  Y  por  regla  general ,  siempre  que  los  Ayuntamientos  den 
motivo  con  sus  acuerdos  á  exigir  á  los  individuos  que  concurrie- 
ron á  ellos  la  responsabilidad  criminal  (1). 

658. — El  tribunal  competente  para  conocer  de  los  delitos  co- 
metidos por  los  conejales  en  cuanto  funcionarios  del  orden  ad- 
ministrativo ejerciendo  autoridad,  es  el  mismo  que  el  llamado  á 
exigir  la  responsabilidad  á  los  alcaldes,  á  saber,  la  Audiencia  del 
distrito,  celebrando  juicio  oral  y  público  la  Sala  de  lo  Criminal  (2). 

659. — Las  vacantes  ocurridas  en  un  Ayuntamiento  por  sus- 
pensión legal  ó  por  destitución  se  cubren  interinamente  con  las 
personas  que  la  Comisión  provincial  designe  entre  las  que  en 
épocas  anteriores  hubiesen  pertenecido  al  Ayuntamiento  por 
elección,  con  tal  que  asciendan  á  la  tercera  parte  del  número 
total  de  concejales,  y  falte  medio  año  ó  menos  para  llegar  á  la 
época  de  la  renovación  ordinaria.  Si  falta  más  tiempo,  se  pro- 
veen mediante  una  elección  parcial  (3) . 

La  administración  municipal  no  admite  interrupción,  porque 
los  pueblos  no  pueden  quedar  huérfanos  de  su  autoridad ;  y  por 

(1)  Ley  municipal,  arta.  34  y  190. 

(2)  L9J  municipal,  arta.  180  y  siff.f  y  Códigro  pe&alf  art.  976.  V.  núm.  866. 

(3)  Ley  municipal,  arta.  48  y  185. 
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eso  la  ley  ordena  acudir  de  nuevo  al  sufragio  para  reconstituir 
el  Ayuntamiento,  ó  por  via  de  ínterin  permite  completarlo  sin 
que  intervenga  el  voto  popular. 

Artículo  U.^^ueblos  a^re^üdot, 

660.~Su  administración  propia.        662.— Sus  atribuciones. 
661.— >Janta  de  vecinos.  663.— Observación  final. 

660. — Los  pueblos  que  forman  con  otros  término  municipal  y 
tienen  territorio  propio,  aguas,  pastos,  montes  ó  cualesquiera 
derechos  que  les  sean  privativos,  conservan  su  administración 
particular. 

661 . — Una  Junta  elegida  por  los  vecinos  y  de  entre  ellos  mis-, 
mos,  compuesta  de  un  presidente  y  dos  ó  cuatro  vocales,  es  quien 
administra.  Corresponde  la  presidencia  al  vocal  que  ha  obteni- 
do mayor  número  de  votos,  y  en  caso  de  empate  decide  la  suer- 
te. La  elección,  las  incapacidades,  las  excusas,  etc.,  se  sgustan  en 
todo  á  lo  establecido  por  la  ley  respecto  á  los  concejales. 

662. — ^Hay,  pues,  un  Ayuntamiento  dentro  del  Ayuntamiento, 
y  un  municipio  subalterno  de  otro  municipio,  porque  si  bien  á 
esta  Junta  pertenece  la  administración  particular  del  pueblo  en 
cuanto  á  sus  bienes  y  derechos  propios,  todavía  puede  iñspec^ 
cionar  sus  actos  el  Ayuntamiento  de  aquel  término,  haciendo  uso 
de  su  libre  iniciativa,  ó  á  instancia  de  uno  ó  más  vecinos  in- 
teresados (1). 

663. — Nuestra  opinión  es  poco  ó  nada  favorable  á  esta  des- 
membración del  municipio.  Entre  el  municipio  y  la  familia  no 
hay  grados  intermedios  con  vida  propia.  La  fiíerza  y  el  porvenir 
de  las  instituciones  municipales  no  dependen  de  la  multiplica*- 
cion  de  estos  centros  de  aparente  actividad,  sino  de  la  acumula- 
ción de  los  elementos  necesarios  para  constituir  un  poder  real  y 
efectivo,  un  verdadero  gobierno  cerca  de  los  pueblos. 

(1)  Ley  municipal,  arta.  85  y  ñig. 
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CAPÍTULO  vm. 

De  Im  CobmJm  Mpeeiales  4e  la  adailiilstraelaB  bíwiMimI. 

664.— Cuerpos  consultÍTos  del  ai-  667.— Juntas  locales  de  primera 
calde.  enseñanza. 

665.— Su  necesidad  en  asuntos  de  668.— Sus  atribuciones. 

Beneficencia.  669.— Juntas  municipales  de  Sani- 

666.— Juntas  municipales  de  Bene-  dad. 

ficencia. 

664.  -^La  administración  municipal^  así  como  la  provincial  y 
superior^  há  menester  algunas  veces  en  su  limitada  esfera  el  au- 
xilio de  ciertas  corporaciones  especiales  que  la  ilustren  con  sus 
conocimientos  facultativos,  la  apoyen  con  sus  virtudes  ó  la  guien 
€on  su  experiencia. 

665. — Acaso  nunca  es  más  provechoso  y  eficaz  este  concurso 
que  cuando  la  administración  procura  aliviar  el  infortunio  y  mi- 
tigar el  dolor  de  nuestros  semejantes,  no  sólo  por  la  dificultad 
de  la  empresa,  sino  también  por  la  santidad  del  objeto.  Enton- 
ces la  virtud  privada  reúne  su  celo  ardiente  á  los  esfuerzos  del 
Gobierno,  comunícase  á  la  beneficencia  pública  el  ardor  de  la 
caridad,  dejan  los  socorros  de  ser  cálculo  de  la  política  ó  deuda 
del  estado,  y  aparece  el  amor  del  prójimo  en  lucha  con  la  naise- 
ria,  teniendo  á  la  sociedad  de  su  parte. 

666. — La  ley  habia  confiado  en  la  eficacia  de  esta  unión  de  la 
caridad  pública  y  la  privada,  y  de  aquí  tomaron  origen  las  Jun- 
tas municipales  de  Beneficencia,  que  además  de  sus  atribuciones 
eomo  cuerpos  consultivos,  organizaban  y  fomentaban  los  socor^ 
ros  domiciliarios,  y  muy  particularmente  los  que  se  distribuían 
en  especie  (i) ;  pero  fueron  suprimidas,  no  obstante  sus  buenos 
servicios,  y  sus  funciones  directivas  y  administrativas  agregadas 
á  los  Ajnintamientos  (2) . 

Poco  después  el  Gobierno  juzgó  conveniente  restablecerlas 
como  un  medio  de  avivar  el  fuego  de  la  caridad  para  con  el  en- 


(1)  Reglamento  de  beneficencia  de  23  de  Bnero  de  1822,  reeUblecido  por  real  decreto  de  6 
de  Setiembre  de  1886,  reales  órdenes  de  8  de  Abril  de  1846  y  25  de  Febrero  de  1887,  y  ley 
de  20  de  Janio  de  1849. 

(2)  Decreto  de  11  de  Diciembre  de  1868. 
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fermo  y  el  pobre^  más  no  en  el  concepto  de  una  institución  de  la 
Beneficencia  pública,  sino  en  calidad  de  auxiliares  en  el  ejerci- 
cio del  protectorado  sobre  las  fundaciones  piadosas  de  origen 
particular. 

El  ministro  de  la  Oobernacion,  con  audiencia  de  la  Junta  pro- 
vincial, crea  las  municipales  en  los  pueblos  apartados  de  la  ca- 
pital que  tengan  iñstitupiones  de  caridad  ricas  ó  numerosas. 
Constan  de  cinco  á  nueve  individuos  y  dependen  de  la  provin- 
cial respectiva.  Duran  los  cargos  y  se  renuevan  las  Juntas  lo 
mismo  que  aquéllas,  y  ejercen  en  la  localidad  iguales  atribucio- 
nes que  aquéllas  en  toda  la  provincia  (1). 

667. — Las  Juntas  locales  de  primera  enseñanza  se  componen 
del  alcalde,  presidente,  de  un  regidor,  del  cura  párroco,  y  en 
donde  hubiere  más  de  uno,  del  que  designe  el  gobernador,  y  de 
tres  padres  de  familia.  En  los  pueblos  mayores  de  10.000  almas 
se  puede  aumentar  este  número  á  propuesta  del  alcalde.  Los 
vocales  que  pertenecen  al  Ajruntamiento  cesan  en  sus  cargos 
así  que  pierden  el  carácter  de  concejales.  Los  demás,  de  nom- 
bramiento del  gobernador,  duran  cuatro  años  y  pueden  ser  re- 
elegidos. 

668. — Sus  atribuciones  consisten  en  promover  las  reformas  y 
mejoras  de  la  instrucción  primaria,  vigilar  la  buena  adminis- 
tración de  los  fondos  destinados  al  sostenimiento  de  las  escuelas, 
dar  cuenta  al  Rector  y  en  su  caso  al  Gobieri^o  de  las  faifas  que 
adviertan  en  su  régimen  y  enseñanza,  y  evacuar  los  informes 
que  les  fueren  pedidos  (2). 

669. — Las  Juntas  municipales  de  Sanidad  fueron  incorpora- 
das en  los  Ayuntamientos  respectivos,  es  decir,  destinadas  á  for- 
mar una  dependencia  ó  sección  de  la  administración  munici- 
pal (3). 

(1)  Decreto  de  80  de  Setiembre  é  instrucción  de  90  de  Diciembre  de  1878,  é  inatmceion 
•probada  por  real  decreto  de  2f1  de  Abril  de  1815. 

(2)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  1857,  arta.  287  y  sig.,  decreto  de  5  de  Agosto  de  1874  y  real 
decreto  de  19  de  Marzo  de  1875. 

(8)  Decreto  de  18  de  Noviembre  de  1868. 
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DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA, 


TÍTUtiO  I. 

DE  LOS  DEBERES  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  EN  CUANTO 

Á  LAS  PERSONAS. 

CAPÍTULO  I. 
OIJetM  4el  dereeho  «éailBMratlv*. 

670.— Administración  objetiva.  nistrativo. 

671 .— Clasiñcacion    del    derecho  673.— Deberes  y  derechos  de  la  ad-< 

civil.  ministracion. 

672.— Aplicación  al  derecho  admi- 

670. — ^Hasta  aquí  hemos  tratado  de  la  administración  sujeti- 
va, esto  es,  considerada  como  poder  ó  instrumento  de  la  acción 
social ;  ahora  nos  corresponde  estudiar  la  administración  obje- 
tiva ó  la  materia  de  sus  actos. 

671 . — Los  jurisconsultos  romanos  enseñan  que  son  tres  los 
objetos  del  derecho,  personas,  cosa^  y  acciones,  cuya  división 
prevalece  aun  en  nuestros  dias  y  es  seguida  en  la  docta  Alema- 
nia por  los  partidarios  de  la  escuela  histórica,  apartándose  sin 
embargo  más  ó  menos  de  ella  los  que  defienden  el  opuesto  sis- 
tema filosófico. 

De  esta  cuestión  se  deriva  otra  de  muy  alta  importancia  para 
Alemania  é  Inglaterra,  la  de  codificación,  que  entre  nosotros 
carece  de  interés  en  cuanto  á  la  práctica,  porque  nuestro  dere- 
cho civil  no  es  consuetudinario,  sino  que  está  codificado  según 
el  principio  clasificador  de  la  jurisprudencia  de  Roma.  Y  siendo 
el  derecho  administrativo  una  rama  colateral  del  derecho  civil, 
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y  debiendo  verse  en  el  estudio  del  uno  el  complemento  del  otro, 
el,  rigor  lógico  exige  aplicar  á  la  exposición  y  enseñanza  del  pri- 
mero igual  método  que  se  observa  en  el  segundo,  dando  así  á 
toda  la  jurisprudencia  patria  formas  análogas  y  proclamando  la 
unidad  del  sistema. 

672. — Tres  serán,  por  tanto,  los  objetos  del  derecho  adminis- 
trativo, á  saber,  personas  y  cosas  y  acciones  6  procedimientos. 
Examínense  cuanto  se  quiera  las  leyes  de  la  administración,  ana- 
lícense sus  actos,  medítense  sus  providencias,  siempre  aparece- 
rán influyendo  en  las  personas  ó  en  las  cosas,  aunque  en  último 
resultado  terminará  su  acción  en  las  primeras,  porque  omne 
jns  circa  personas  versatur.  Los  procedimientos  son  fórmulas 
para  aplicar  el  derecho  y  de  consiguiente  medios  de  influir  ya 
en  las  personas,  ya  en  las  cosas. 

673. — Quien  gobierna  ejerce  derechos  y  cumple  deberes  á  los 
cuales  son  correlativos  otros  deberes  y  otros  derechos  por  parte 
de  los  gobernados.  En  la  administración  se  personifica  la  socie- 
dad, y  ésta  no  existe  sino  mediante  el  cambio  recíproco  de  ser- 
vicios entre  el  príncipe  y  los  subditos. 

Deberes  y  derechos  de  la  administración  relativamente  á  las 
personas,  deberes  y  derechos  de  la  administración  respecto  á 
las  cosas,  y  la  jurisdicción  administrativa  como  Aierza  regulado- 
ra de  la  autoridad,  serán  el  objeto  de  nuestros  estudios  suce- 
sivos (1), 

CAPÍTULO  IL 

De  Im  perMBMi  y  de  wm»  relaelmiM  geaendee 
eeB  Ir  aAnlBlRtraeioB. 

674.— Materia  administrativa.  677.-^Prlmer   deber  general,   kt 

675.— DifiiincJOD  entre  las  persa-  conservación  de  los  indivi- 

ñas  y  las  cosas.  dúos. 

676.— Clasificación  de  los  derechos  678.— Método  que  exige  el  desar- 

y  deberes  administrativos  rollo  de  este  principio. 

con  respecto  á  las  personas. 

674*— El  hombre  y  el  mundo  exterior  en  sus  relaciones  de  in- 

Cl)  Mr.  Mallaln  propone  dividir  la  enaenanza  del  derecho  edministratiYo  en  cinco  par- 
tea, á  saber :  l.«  Oripanizaelon  y  atribuciones  generales  del  poder  administrativo :  2.«  In- 
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teres  público  componen  la  materia  administrativa,  y  dentro  de 
este  inmenso  círculo  se  ejercita  la  actividad  del  Gobierno. 

675. — Generalmente  es  clara  la  desemejanza  entre  estos  dos 
objetos  del  derecho  administrativo;  más  tomo  suele  suceder  que 
sea  muy  estrecho  el  nudo  que  liga  las  personas  con  las  cosas, 
algunas  veces  ofrece  no  pequeñas  dificultades  clasificar  ciertos 
actos  de  la  administración  de  orden  mixto.  El  lenguaje  econó- 
mico, y  aun  el  vulgar,  acreditan  esta  doble  relacipn  cuando  lla- 
ma á  los  artículos  de  primera  necesidad  en  la  vida  subsistencias, 
y  con  más  exactitud  todavía  medios  de  existencia. 

Para  obviar  estos  inconvenientes  de  método  deberemos  tra- 
zar una  línea  divisoria  bien  marcada  y  profunda  entre  los  dos 
campos,  asentando  la  regla  que  corresponden  á  la  primera  clase 
aquellos  actos  en  los  cuales  aparecen  las  personas  como  objeto 
inmediato  y  directo  del  poder  administrativo;  y  al  segundo  aque- 
llos otros  en  que  los  hombres  están  interesados  á  consecuencia 
de  sus  relaciones  íntimas  con  las  cosas,  en  cuanto  el  dominio/la 
posesión,  el  uso  y  aprovechamiento  de  los  bienes  públicos,  del 
estado,  comunes  y  aun  particulares ,  se  modifican  por  respeto  á 
un  interés  superior,  manteniendo  la  administración  en  su  fiel  la 
balanza  entre  la  sociedad  y  el  individuo. 

676. — Hay  deberes  y  derechos  administrativos  generales  ó  co- 
munes á  todos  los  miembros  del  cuerpo  político,  cualquiera  que 


Uresds  morales :  8.*  Intoresee  materlalM :  4.*  Intereses  morales  y  materiales;  y  5.*  Medios 
generales  de  ejecución.  ConHAération»  sur  V9nHignwi9nt  du  iroit  adminúiratif. 

Mr.  Laferriére,  al  dar  cuenta  de  esta  obra  al  Instituto,  dice :  «Es  de  notar  que  un  profe- 
sor espafiol,  D.  Manuel  Colmeiro,  correspondiente  del  Instituto,  ha  seguido  poco  más  6 
menos  el  mismo  plan  que  Mr.  Malleln  «n  la^disirlbticion  d«  sn  C^irf«  á«'4Mteho  adminit- 
trtuivo  en  cinco  libros ;  pero  en  vez  de  tomar  por  base  de  su  división  los  inItrMM  que  con- 
yiene  administrar  ó  proteger^  la  funda  en  los  deheret  de  la  administración  respecto  á  di- 
chos intereses.  Acaso  la  fórmula  del  profesor  de  la  Universidad  de  Madrid  es  más  filosófi- 
ca que  la  del  profesor  de  Orenoble,  porque  nada  hay  superior  al  deber,  ni  aun  el  derecho; 
y  el  derecho,  en  cuanto  &  la  administración  que  representa  la  sociedad  que  administra  y 
protege  los  intereses  públicos,  se  deriva  de  su  deber  para  con  la  sociedad  y  los  ciudada- 
nos.» Siancet  9t  trttvaucc  de  VAcad9mi$  d$  9ci§neu  moral99  9t  poliliquét,  troisieme  serie, 

t.  XXIV,  p.  ar». 

Mr.  Batbie,  después  de  hacer  del  D§r$€ho  adminU9raHvo  éipoéiol  tales  éloglofl  que  no 
estarla  bien  que  el  autor  los  repitiese,  proeur^  <«Hf><rarfs  de  tu  métpdo  al  sierlbir  el 
Tretiti  fhioriqut  f  t  prtUiqu^  d«  droU  pvblic  ñt  adminiatratif^  obra  clásica,  llena  de  novedad 
y  digna  de  alabanza.  V.  %.  I,  avert.  p.  8. 

Decimos  esto,  no  en  desahogo  del  amor  propio,  sino  por  dos  razones  poderosas.  La  pri- 
mera y  principal  por  infundir  confianza  en  nuestro  método  de  exponer  y  ensefiaf  el  dere- 
cho administrativo,  todavía  un  poco  vago  é  indeciso,  como  es  natural  en  una  ciencia  nue- 
va; y  la  segunda  por  aprovechar  la  ocasión  de  mostramos  agradecidos  á  la  bondad  con 
que  nos  han  Juzgado  los  publicistas  y  Jurisconsultos  extranjeros. 
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sea  su 'condición,  y  otros  hay  particulares  6  análogos  al  estado 
de  las  personas.  Los  primeros  son  absolutos:  los  segundos  rela- 
tivos. Unos  y  otros  se  refieren  á  la  conservación  ó  á  la  perfec- 
ción de  las  personas,  porque  siendo  el  fin  de  toda  asociación  po- 
lítica mejorar  la  condición  del  hombre,  todos  los  actos  adminis- 
trativos tienden  á  remover  los  peligros  que  amenazan  su  exis- 
tencia, ó  facilitar  el  desarrollo  de  sus  facultades.  El  poder  públi- 
co no  se  contenta  con  proteger  la  vida  del  hombre,  sino  que  tam- 
bién procura  que  la  vida  sea  para  él  tranquila,  útil  y  agradable. 

677. — ^Así  pues,  el  primer  deber  general  de  la  administración 
hacia  las  personas  es  velar  por  su  conservación;  y  como  no  hay 
deber  sin  un  derecho  correlativo,  lo  tienen  las  personas  para  re- 
clamar de  la  administración  ciertos  actos  protectores  de  su  exis- 
tencia, siempre  que  el  peligro  constituya  un  mal  público,  causa 
legítima  y  necesaria  de  la  intervención  de  la  autoridad. 

678. — Tres  causas  comprometen  la  vida  del  hombre  en  la  so- 
ciedad, á  las  cuales  puede  la  administración  poner  remedio  to- 
tal ó  parcial,  á  saber,  la  escasez  de  mantenimientos,  la  insalu- 
bridad pública  y  la  falta  de  orden  interior,  y  tres  serán,  por  tanto, 
los  tratados  que  naturalmente  se  ofSrecen  los  primeros  á  nuestro 
examen;  la  policía  de  subsistencias,  la  policía  sanitaria  y  la  po- 
licía de  seguridad. 

Mas  como  antes  de  procurar  la  conservación  de  las  personas 
conviene  asegurarse  de  su  existencia  ó  comprobarla  de  una  ma- 
nera oficial  abriendo  registros  en  donde  conste  de  una  manera 
auténtica  y  solemne  que  el  hombre  vive  para  la  sociedad  y  per- 
tenece á  cierta  categoría,  si  ha  de  gozar  de  los  f\ieros  inherentes 
á  su  estado  ó  condición,  consideramos  como  necesaria  introduc- 
ción á  estas  materias  6  como  doctrina  preliminar,  exponer  nues^ 
tro  derecho  administrativo  respecto  al  censo  de  población  y  al 
registro  civil,  que  es  su  natural  consecuencia. 
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SBOCION  1. 

DBBBSBS  DB  LA  ADUINISTBAGION  COMUNBS  L  TODAS  LAS  PBBSONAS. 

CAPÍTULO    m. 

De  la  peblaeloB. 

679.^Importancia  de  la  población.  684.— Reformas. 

680.— Censos.  685.— Sistema  posterior. 

681.— Los  actos  civiles  se  coniUn-  686.— Medios  de  coacción. 

den  con  los  actos  religiosos.  687.— Nuevo  registro  civil. 

682.— La  administración  revindica  688.— Emigraciones  modernas. 

sus  derechos.  689.— Sus  causas  más  generales. . 

683.— Registro  civil  á  principios  del  690.— Legislación. 

siglo. 

679. — «La  ciudad,  decía  Augusto  á  los  Romanos,  no  la  com- 
ponoA  las  casas,  ni  los  pórticos,  ni  las  plazas;  son  los  hombres 
quienes  constituyen  la  ciudad.»  La  población  tiene  la  mayor  im- 
portancia á  los  ojos  del  Gobierno,  porque  no  hay  derechos  ni 
deberes  administrativos  sin  título  de  ciudadano,  como  np  hay 
vínculos  de  sociedad  donde  no  existen  una  vida  común  é  intere- 
ses recíprocos.  La  administración  cuenta  los  miembros  del  esta- 
do y  los  ordena  por  clases ,  porque  cada  individuo  que  nace  le 
impone  obligaciones  nuevas,  cada  uno  que  muere  desata  con  los 
lazos  de  la  vida  los  de  la  sociedad,  y  siempre  que  el  hombre 
cambia  de  condición  entra  en  distinta  esfera,  y  sus  relaciones 
con  el  poder  se  modifican  y  transforman. 

680. — Otras  graves  consideraciones  obhgan  á  la  autoridad  i 
seguir  el  movimiento  de  la  población ,  á  formar  un  censo  de  los 
habitantes  y  á  clasificar  las  personas  por  sexos,  por  edades  y  por 
razón  de  su  estado  politico  y  civil.  En  primer  lugar,  así  como 
para  imponer  una  contribución  es  preciso  empezar  formando  .la 
estadística  de  la  riqueza  á  fin  de  conocer  la  materia  contribuyen- 
te, así  también  para  cumplir  la  administración  con  sus  deberes 
con  respecto  á  las  personas  ó  repartir  equitativamente  las  car- 
gas y  los  beneficios  entre  ellas ,  debe  comenzar  averiguando  el 
número  y  la  categoría,  ó  la  cantidad  y  la  calidad  de  la  población. 
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En  segundo  lugar  el  incremento  ó  decremento  de  la  población 
es  un  barómetro  seguro  de  la  prosperidad  pública,  porque  si  no 
siempre  el  aumento  de  los  habitantes  supone  un  progreso  pro- 
porcional en  la  felicidad  de  los  pueblos,  por  lo  menos  es  una 
verdad  eterna  que  sin  medios  de  existencia,  sin  cierto  grado  de 
abundancia  de  artículos  necesarios  á  la  vida,  la  población,  en  vez 
de  crecer,  menguaría,  ya  porgue  la  ley  de  los  nacimientos  ca-  i 
minarla  con  suma  lentitud  disminuyendo  el  número.de  matrimo- 
nios, yya  porque  el  exceso  de  la  miseria  precipitaría  en  la  tum- 
ba á  millares  de  hombres  gastados  antes  de  tiempo  por  crueles 
privaciones  y  víctimas  de  una  precoz  ancianidad,  ó  porque  las 
débiles  generaciones  que  viniesen  al  mundo,  apenas  nacidas, 
caerían  lastimosamente  segadas  en  flor,  y  pasarían  en  breves 
instantes  de  la  cuna  al  sepulcro. 

El  primer  censo  de  población  de  que  tenemos  noticia  es  el  ve- 
rificado por  el  contador  Alonso  de  Quintanilla  en  tiempo  de  los 
Reyes  Católicos ,  según  el  cual  ascendía  á  7.900,000  el  número 
d<)  habitantes  de  las  provincias  de  Castilla  en  1482.  Las  Cortes 
de  Tarazona  de  1495  mandaron  formar  el  del  reino  de  Aragón, 
dando  por  resultado  50,391  vecinos,  ó  sean  por  término  medio, 
251,955  habitantes.  Juntando  á  estos  datos  las  noticias  oficiales 
que  tenemos  de  la  población  de  Navarra  y  Cataluña  en  1553,  de 
Granada  en  1594,  de  Guipúzcoa  hacia  el  propio  tiempo,  de  Va- 
lencia en  1609  y  de  Álava  y  Vizcaya  en  1704,  puede  colegirse 
que  la  población  general  de  España  en  el  siglo  xvi  fluctuaba  entre 
nueve  y  medio  y  diez  millones  de  habitantes. 

El  xvn  fué  desfavorable  al  incremento  de  la  población  según 
los  cálculos  de  todos  los  escritores  políticos  de  aquella  época  de 
decadencia  para  la  monarquía  española  (1).  El  censo  de  1768, 
promovido  por  el  conde  de  Aranda,  dio  por  resultado  9.309,804 
habitantes,  si  bien  hay  graves  razones  para  considerarlo  dimi- 
nuto, y  lo  comprueba  el  siguiente  de  1787,  debido  al  celo  del 
conde  de  Floridablanca,  que  arroja  el  número  de  10.409,879  ha- 
bitantes. En  1822  se  hizo  otra  numeración  de  los  subditos  de  la 
corona  de  España  en  la  Península  é  Islas  adyacentes,  subiendo 
el  total  á  11.661,980  almas.  El  censo  de  población  que  última- 
mente servia  débase  al  Gobierno  para  los  actos  oficiales,  supo- 


(1)  V.  Historia  d^  lateonomia  polUiea  en  Sapaña,  cap.  LII.  ( T.  II,  p.  5.) 

TOMO  I.  19 
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nia  12.162,872  habitantes;  y  los  datos  hasta  ahora  recogidos  por 
la  Junta  general  de  Estadística  elevan  su  número  á  15.673,481 
s^un  el  último  censo  de  1860  (1). 

Cada  cinco  años  debia  hacerse  un  recuento  general  de  la  po- 
blación de  España,  plazo  que  se  alargó  hasta  diez  por  razones 
graves  y  siguiendo  el  ejemplo  de  otros  estados  de  Europa. 

El  método  adoptado  es  hacer  un  empadronamiento  general  y 
simultáneo  de  los  habitantes  de  la  Península  y  sus  Islas  adyacen- 
tes con  distinción  de  la  residencia  accidental  y  el  domicilio  legal 
de  cada  uno.  La  inscripción  se  verifica  por  medio  de  cédulas  que 
expresan,  no  sólo  el  hogar  y  la  familia,  sino  también  el  sexo, 
edad  y  estado  civil  de  las  personas,  procurando  que  contengan 
el  mayor  número  posible  de  noticias  relativas  á  la  ocupación,  pro- 
fesión, ejercicio,  empleo  ú  oficio  de  los  inscriptos  (2). 

El  censo  de  1860  fué  declarado  oficial  y  de  observancia  obliga- 
toria en  todos  los  actos  y  disposiciones  del  Gobierno  y  de  la  ad- 
ministración á  que  pueda  ser  aplicado,  y  lo  es  todavía  con  pre- 
ferencia al  padrón  de  habitantes  que  deben  haber  formado  los 
Ayuntamientos  (3). 

681. — Cuando  los  derechos  del  sacerdocio  y  del  imperio  no  es- 
taban bien  deslindados,  todos  los  actos  civiles  se  consideraban 
actos  religiosos  que  el  párroco  registraba  en  sus  libros,  á  los  cua- 
les debia  acudir  la  administración  para  comprobar  la  edad  ó  el  es- 
tado de  las  personas.  El  nacimiento  no  constaba  sino  por  el  bau- 
tismo,  ni  el  matrimonio  sino  por  ia  bendición  nupcial,  ni  el  óbito 
sino  por  la  sepultura  eclesiástica.  En  suma,  el  ciudadano  y  el 
cristiano  eran  una  cosa  misma,  el  estado  civil  y  el  religioso  se 
confundían,  el  sacerdote  y  el  magistrado  constituían  una  sola 
autoridad.  Tan  encamado  estaba  en  las  costumbres  este  princi- 
pio de  conflision,  que  el  solo  intento  de  separar  lo  sagrado  de  lo 
profano  esclareciendo  y  deslindando  los  derechos  de  la  Iglesia 
y  del  estado,  se  habría  calificado  de  impiedad;  y  sin  embargo, 
el  hombre  tiene  dos  patrias,  líi  religión  y  la  sociedad,  y  ambas 
le  reciben  en  las  puertas  de  la  vida,  y  le  acompañan  hasta  pisar 
los  umbrales  de  la  muerte. 

(1)  Reales  decretos  de  21  de  Abril  de  1881  y  12  de  Jaaio  de  1863.  Véase  Anuario  estadís- 
tico de  1800-1861. 

(2)  Reales  decretos  de  30  da  Setiembre  de  1850,  y  33  de  Noviembre  de  1861,  y  decreto  de  1 
de  Jaulo  de  1870. 

(3)  Real  decreto  de  \2  de  Junio  do  1863  y  real  orden  de  12  de  Octubre  de  18T2. 
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682. — Ni  la  dignidad  de  la  administración,  ni  el  bien  público 
podían  consentir  que  el  clero  fuese  por  más  tiempo  exclusivo  de- 
positario de  las  noticias  comprobantes  del  movimiento  de  la  po- 
blación y  del  estado  de  las  personas.  La  ignorancia  nnas  veces» 
el  descuido  otras  y  la  falta  de  responsabilidad  efectiva  para  con 
el  Gobierno  siempre,  eran  las  causas  más  frecuentes  de  la  poca 
exactitud  con  que  solian  llevarse  los  libros  parroquiales,  de  cu- 
yas fidtas  y  abusos  resultaba  que  la  administración  estuviese  á 
merced  del  clero  en  tan  vital  asunto,  que  la  paz  de  las  familias 
peligrase  y  los  derechos  civiles  se  hallasen  comprometidos. 

683. — ^Ya  en  una  época  lejana  se  reconoció  esta  necesidad  y 
se  procuró  remediarla  dictando  varias  providencias ,  las  cuales 
continuaron  rigiendo  hasta  nuestros  dias,  aunque  con  las  varia- 
ciones oportunas  para  facilitar  su  ejecución  y  ponerlas  en  armo- 
nía con  las  instituciones  modernas  (1).  Posteriormente  se  encar- 
gó á  los  alcaldes  que  anotasen  en  diferentes  libros  los  nacidos, 
casados  y  muertos,  así  como  los  expósitos  de  sus  respectivos  ter- 
ritorios, custodiándose  estos  registros  en  el  archivo  del  Ayun- 
tamiento, y  remitiendo  al  gobernador  de  la  provincia  cada  tres 
meses  un  extracto  de  su  resultado  confrontado  con  los  libros 
parroquiales  (2). 

684. — ^Restablecida  la  ley  de  3  de  Febrero,  continuaron  las 
corporaciones  municipales  con  el  deber  de  llevar  el  registro  civil, 
para  cuyo  exacto  cumplimiento  se  mandó  que  Jodas  las  perso- 
nas cabezas  de  casa,  cualesquiera  que  fuesen  su  clase,  condición, 
fuero  ó  jurisdicción,  diesen  parte  al  Ayuntamiento,  bajo  la  multa 
que  los  alcaldes  estableciesen,  de  los  nacidos,  casados  y  muertos 
que  ocurriesen  en  sus  respectivas  familias  con  las  mismas  cir- 
cunstancias que  se  exigen  para  los  libros  parroquiales,  debién- 
dolo verificar  en  el  terminó  de  tres  dias  los  que  habitasen  en  pue- 
blos en  donde  residiese  la  autoridad  municipal,  y  dentro  de  ocho 
los  que  viviesen  en  aldeas  ó  caseríos  distantes  de  aquellos.  La 
misma  obligación  se  impuso  á  los  conventos,  casas  ide  venerables, 
hospitales  y  demás  establecimientos  de  beneficencia,  colegios  ó 
casas  de  educación  (3) . 


(1)  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1801. 

(2)  Real  decreto  de  23  de  Julio  de  1835  para  el  arreglo  provisiopal  de  loa  AyaniamientoSi 
art.  36,  y  real  orden  de  19  do  Enero  de  1836. 

(3)  Real  orden  de  10  de  Diciembre  de  183Ü. 
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685. — ^El  sistema  vigente  en  1801  fué  restablecido  y  modifica- 
do por  una  nueva  instrucción  sobre  registro  civil  (1).  Mandábase 
en  ella  que  los  arzobispos,  obispos,  vicario  general  castrense  y 
todos  los  que  ejerciesen  jurisdicción  superior  eclesiástica,  comu- 
nicasen las  órdenes  competentes  á  los  superiores  de  los  conven- 
tos no  suprimidos,  así  como  los  gobernadores  de  provincia  á  los 
directores,  rectores  ó  administradores  de  hospicios,  hospitales, 
casas  de  expósitos  y  demás  establecimientos  de  beneficencia,  para 
que  en  los  formularios  de  sus  respectivos  libros  se  expresasen 
las  circunstancias  que  en  ella  se  determinaban,  así  en  las  parti- 
das de  bautismo  como  en  las  de  casamiento  y  defunción. 

Los  párrocos  y  superiores  de  las  casas  de  beneficencia  debian 
pasar  á  los  respectivos  Ayuntamientos  estados  numéricos  por 
trimestres  de  los  nacidos,  casados  y  muertos  en  sus  feligresías  ó 
establecimientos;  y  los  alcaldes  cuidaban  bsgo  su  responsabilidad 
de  exigir  esta  puntual  remisión  y  de  examinar  los  estados,  con 
facultad  de  ventilar  las  dudas  que  ocurriesen,  comisionando  al 
intento  á  un  concejal ;  y  si  por  parte  de  los  párrocos  ó  superiores 
eclesiásticas  se  faltase  á  dicha  puntualidad,  los  alcaldes  les  debian 
recordar  de  oficio  su  deber  antes  de  dar  parte  al  gobernador. 

El  alcalde  compendiaba  los  estados  de  los  trimestres  en  un  re- 
sumen con  arreglo  á  los  modelos  aprobados,  lo  remitía  en  el 
mes  siguiente  al  recibo  de  los  datos  al  gobernador,  y  éste  for- 
maba el  de  la  provincia  y  lo  elevaba  al  ministerio  de  la  Goberna- 
ción dentro  de  un  plazo  igual.  Así  se  procuraba  reconcentrar  en 
las  manos  del  Gobierno  todos  los  resúmenes  parciales  con  cuyo 
conjunto  podia  ir  formando  un  censo  general  de  población. 

La  regencia  provisional  del  reino  inculcó  la  observancia  de  la 
instrucción  citada,  y  dictó  algunas  providencias  relativas  á  esta- 
blecer la  uniformidad  y  corregir  la  inexactitud  de  los  estados  tri- 
mestrales, pero  sin  modificar  aquella  legislación  (2). 

686.  —Posteriormente  se  mandó  que  los  Ayuntamientos  de  las 
capitales,  de  las  cabezas  de  partido  y  de  todos  los  pueblos  cuyo 
vecindario  excediese  de  500  vecinos,  abriesen  en  sus  respectivas 
secretarías  un  registro  civil  de  nacidos,  casados  y  muertos  den- 
tro de  su  término  jurisdiccional,  tomando  por  modelo  el  de  Ma- 
drid. Á  fin  de  lograr  la  mayor  exactitud  en  las  noticias  dispuso 

(1)  Circular  de  l.^^  de  Diciembre  de  1837. 

(2)  Orden  de  la  Regroncia  de  21  de  Noviembre  de  1840  y  real  orden  de  6  de  Abril  de  1847* 
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el  Gobierno  (pie  los  párrocos  no  pudiesen  bautizar  ni  sepultar  á 
nadie,  sin  que  se  les  presentase  papeleta  del  encargado  de  llevar 
el  registro  civil  en  que  constase  estar  sentada  en  él  la  partida 
de  nacimiento  ó  defunción ;  y  con  respecto  á  matrimonios,  se 
imponía  á  los  párrocos  la  obligación  de  dar  parte  circunstancia- 
do de  los  que  celebrasen  cada  dia  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras siguientes  (1). 

687. — Por  último,  la  ley  provisional  de  registro  civil  encarga 
á  los  jueces  municipales  en  la  Península  y  sus  Islas  adyacentes, 
y  á  nuestros  agentes  diplomáticos  y  consulares  en  territorio  ex- 
tranjero, inscribir  y  anotar  todos  los  actos  concernientes  al  es- 
tado civil  de  las  personas. 

El  registro  civil  se  divide  en  cuatro  secciones :  i  .*  nacimien- 
tos: 2.*  matrimonios:  3.**  defunciones,  y  4.*  ciudadanía. 

La  inscripción  es  obligatoria,  y  las  certificaciones  de  los  asien- 
tos contenidos  en  los  libros  del  registro  tendrán  en  lo  venidero 
el  valor  de  documentos  públicos  para  acreditar  el  estado  civil 
de  las  personas,  con  exclusión  de  las  partidas  sacadas  de  los  li- 
bros parroquiales.  Los  actos  anteriores  se  prueban  por  medio 
del  registro  eclesiástico  ú  otros  establecidos  en  la  legislación 
hasta  la  data  de  la  nueva  ley  vigente  (2). 

La  ley  pone  los  derechos  civiles  bsgo  la  salvaguardia  de  los 
tribunales,  y  por  eso  el  registro  depende  del  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  habiendo  dejado  de  ser  la  materia  de  la  competencia 
de  la  administración.  Sin  embargo,  como  es  tan  grande  la  afini- 
dad que  tiene  con  el  censo,  el  empadronamiento,  y  en  general 
con  todo  lo  que  se  refiere  á  la  población,  nos  ha  parecido  nece- 
sario ó  conveniente  consagrarle  un  recuerdo. 

688. — Suelen  ser  las  emigraciones  voluntarias  tan  frecuentes 
y  numerosas,  que  deben  los  Gobiernos  considerarlas  asunto  de 
interés  público  y  dictar  providencias,  si  no  para  fevorecerlas  ó 
impedirlas,  á  lo  menos  para  ilustrar  á  los  emigrantes  acerca  de 
su  porvenir,  y  protegerlos  contra  la  codicia  de  ciertos  inhumanos 
especuladores.  No  hay  en  verdad  derecho  á  retener  á  nadie  en 
la  patria  en  donde  ha  nacido,  si  no  está  contento  en  eUa  y  es- 
pera mejorar  de  fortuna  pasando  á  establecerse  en  medio  de 
otras  gentes  y  naciones,  con  tal  que  cumpla  los  deberes  que  l?i 

f  l)  Decreto  de  la  Regencia  de  24  de  Eidero  de  184}, 
(9)  Ley  de  11  de  Judío  de  1870. 
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ley  impone  á  todo  ciudadano.  Tampoco  hay  derecho  á  obligar  á 
nadie  á  que  abandone  contra  su  voluntad  la  patria  natural,  sólo 
porque  el  exceso  de  población  puede  ser  causa  de  algunos  ma- 
les; pero  cabe  dentro  de  lo  lícito  y  útil  procurar  indirectamente 
la  concordia  entre  el  interés  público  y  el  privado. 

689. — ^El  malestar  verdadero  en  unos,  en  otros  una  necesidad 
moral,  ó  sea  cierta  vaga  inquietud  y  un  deseo  invencible  de  no- 
vedades, y  en  otros  la  ciega  esperanza  de  allegar  riquezas  por 
caminos  extraordinarios,  junto  con  la  extremada  división  de  la 
propiedad,  la  postración  de  la  industria,  la  dureza  del  servicio 
militar,  el  exceso  de  las  contribuciones  y  otras  causas  análogas, 
son  los  móviles  poderosos  de  la  emigración  moderna,  íkvoreci- 
dos  por  la  mayor  facilidad,  rapidez  y  economía  de  los  viajes,  y 
estimulados  por  el  ejemplo,  la  costumbre  y  la  relación  de  algu- 
nos maravillosos  resultados. 

690.— Nuestra  legislación  administrativa  recomienda  á  las  au- 
toridades promover  las  obras  públicas,  á  fin  de  retener  los  bra- 
zos que  salen  en  busca  de  ocupación  á  países  remotos :  remedio 
poco  eficaz,  porque  no  es  la  falta  accidental  de  trabajo  lo  que  más 
influye  en  la  emigración  de  los  habitantes  de  nuestras  provin- 
cias septentrionales.  Cuando  á  pesar  de  todo  hubieren  de  hacerse 
expediciones  de  emigrantes,  los  gobernadores  de  provincia  de- 
ben observar  las  reglas  siguientes : 

I.  No  consentirán  que  parta  ninguna  expedición,  ni  se  contra- 
te el  embarque  de  emigrados,  sin  que  preceda  una  autorización 
especial  para  cada  caso  otorgada  por  el  gobernador  respectivo. 

n.  Deben  visitar  por  sí,  ó  por  medio  del  secretario  del  Gobier- 
no político,  ó  de  un  comisionado  especial  ó  autoridad  de  su  con- 
fianza, y  siempre  bajo  su  responsabilidad,  el  buque  expediciona- 
rio para  asegurarse  de  su  capacidad  y  demás  condiciones  regu- 
lares del  pasage. 

ni.  No  permitirán  el  embarque  de  mayor  número  de  pasaje- 
ros que  pueda  transportar  el  buque  según  su  capacidad  y  tone- 
ladas después  de  la  carga  de  víveres,  conforme  á  las  ordenanzas 
de  Marina. 

TV.  Procurarán  que  en  los  contratos  con  los  passgeros  se  ex- 
presen : 

I.  La  cantidad  y  calidad  de  alimentos  y  agua  que  los  emigra- 
dos han  de  recibir  á  bordo  durante  el  viaje,  para  lo  cual  debe  la 
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autoridad  cerciorarse  de  que  lleva  el  buque  las  provisiones  y 
acopios  suflcientes. 

II.  El  precio  del  transporte  que  será  proporcionado  á  las  es- 
tanciaS;  así  como  el  plazo  dentro  del  cual  habrán  de  satisfacerlo 
los  emigrados,  no  pudiendo  ser  menor  de  dos  años. 

III.  Las  garantías  que  dieren  los  emigrados  para  el  pago  del 
pasaje,  no  permitiéndoles  obligar  la  totalidad  de  su  salario  para 
el  de  fletes  y  gastos  de  viage,  sino  hasta  la  tercera  parte. 

V.  Mandarán  extender  los  contratos  por  triplicado.  Un  ejem- 
plar se  conserva  en  el  Gobierno  de  la  provincia,  y  dos  copias 
certificadas  se  remiten  al  ministerio  de  la  Gobernación  para  di- 
rigirlas al  representante  del  Gobierno  en  el  puerto  á  donde  se 
dirija  la  expedición  á  fin  de  poder  comprobar  si-  las  condiciones 
estipuladas  se  han  cumplido. 

VI.  En  caso  de  faltar  los  dueños  ó  armadores  del  buque  al 
buen  trato  convenido  con  los  emigrantes,  Incurreu  en  una  mul- 
ta variable  entre  200  y  500  reales  por  cada  pasajero,  previa  ins- 
trucción de  expediente  gubernativo. 

Vn.  Los  dueños  ó  armadores  que  hayan  faltado  más  de  dos 
veces  á  lo  contenido  en  el  párrafo  anterior,  quedan  incapacita- 
dos par^i  contratar  nuevas  expediciones  (1). 

Por  más  recomendable  que  sea  la  parsimonia  en  los  regla- 
mentos, todavía  nos  parece  justo  y  necesario  solicitar  lá  protec- 
ción de  la  autoridad  en  favor  de  los  desdichados  á  quienes  su 
mala  estrella  lanza  fuera  de  la  patria.  Padecerá  un  poco  la  liber- 
tad personal ;  pero  saldrá  ganando  en  ello  la  santa  causa  de  la 
humanidad.  En  resolución,  el  Gobierno  ha  hecho  lo  que  podia  y 
debia  para  proteger  á  los  emigrantes  contra  el  espíritu  de  diso- 
luta codicia  de  las  empresas  que  en  esto  especulan,  y  amparar  á 
los  españoles  vejados  y  oprimidos  en  climas  remotos. 

CAPITULO  IV. 
De  las  «absistenetas  pábliea«. 

691.T-Sub8Í8tencia8.  sistencias. 

692.»PoUcía  de  abastos.  694.— Sistema  de  estimular  el  in- 

693.— Medios  de  proporcionar  sub-  teres  privado. 

(1 )  Reales  órdenes  de  16  de  Setiembre  de  1858, 27  de  Mayo  y  7  de  Setiembre  de  1856,  y  80 
\      de  Enero  de  1878. 
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695.— Disminución  ó  supresión  de 
los  derechos  de  consumo. 

696 — ^Prima  á  los  especuladores. 

697.— Sistema  de  intervención  di- 
recta del  Gobierno. 

698.— Trabajo  á  las  clases  menes- 
terosas. 

699.— Prohibición  de  exportar. 

700.— Permiso  de  importar. 

701.— Acopios. 

702.— Origen  de  los  pósitos. 

703. — Su  decadencia. 

704.— Su  administración. 

705.— Agregación  de  pósitos. 

706.— División  de  la  materia. 

707. — Existencias. 


708.— Socorros. 

709.— Reintegro. 

710.— Deudas  fallidas. 

711  .—Moratorias. 

712.— Instrucción  de  expedientes. 

713.— Los  pósitos  acreedores  pri- 
vilegiados. 

714.— Perdones. 

715. — Enajenaciones. 

716.— Contabilidad. 

717.— Utilidad  de  los  pósitos. 

718.— Vicios  inherentes  á  la  insti- 
tución. 

719.— Medios  extraordinarios  de 
abastecer  á  los  pueblos. 


691 . — No  son  los  particulares  quienes  deben  vivir  á  costa  del 
estado,  sino  el  estado  quien  debe  subsistir  á  expensas  de  los  par- 
ticulares, porque  no  hay  otra  fortuna  pública  que  la  suma  ó  agre- 
gado de  las  fortunas  privadas,  nr  otro  fondo  de  consumos  que  la 
riqueza  individual.  Al  hablar  de  esta  materia  estableceoios  una 
gran  diferencia. entre  el  estado  normal  de  las  naciones  y  un  mo- 
mento de  crisis  pasajera,  entre  la  actividad  del  trabsgo  libre  y 
los  esfuerzos  del  Gobierno  para  colmar  el  vacío  accidental  de 
los  mantenimientos;  y  en  suma>  no  entendemos  lo  mismo  por 
abundancia  que  por  subsistencias. 

Por  subsistencias  significamos  aquí  lo  estrictamente  necesa- 
rio para  alimentar  á.  un  pueblo  6  nación  en  una  época  dada,  y 
no  queremos  decir  la  copia  y  seguridad  de  las  subsistencias  mis- 
mas, pues  eso  ya  seria  abundancia.  Subsistencias  son  los  anti- 
guos abastos  y  y  su  policía  las  reglas  que  la  administración  dicta 
encaminadas  á  evitar  la  escasez  y  la  carestía  momentáneas  de 
los  objetos  de  uso  más  frecuente  en  la  vida.  No  se  trata  de  aque- 
lla acción  indirecta  que  el  Gobierno  ejerce  para  promover  la 
constante  abundancia,  removiendo  los  obstáculos  que  paralizan 
el  desarrollo  del  interés  individual  y  protegiendo  y  excitando  la 
libertad  de  industria  y  de  comercio,, sino  de  otra  intervención 
directa  que  la  sociedad  reclama  en  épocas  azarosas,  cuando  la 
aquejan  ó  se  temen  los  males  de  una  crisis  económica  ó  el  azote 
de  las  calamidades  públicas. 

El  hambre  es  un  mal  gravísimo  de  suyo,  que  á  semejanza  de 
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la  peste  y  crece  en  la  imaginación  de  los  pueblos^  añadiendo  á  sus 
verdaderos  rigores  peligros  imposibles  que  atormentan  el  áni- 
mo de  grandes  y  pequeños,  sin  que  la  razón  los  calme,  ni  la 
prudencia  los  modere. 

692. — En  otro  tiempo  la  policía  de  los  abastos  era  de  alta  im- 
portancia, la  legislación  minuciosa  y  el  primer  deber  de  los  ma- 
gistrados procurar  no  faltase  la  provisión  de  los  artículos  que 
todo  pueblo  necesita  para  su  diario  sustento.  Fiábase  muy  poco 
del  interés  individual,  y  así  la  administración  vejaba  y  oprimía 
interviniendo  á  cada  paso,  ya  con  prohibiciones  y  permisos,  ya 
con  tasas  y  posturas  (1).  Hoy  la  administración  abandona  el  cam- 
po al  interés  particular,  y  los  pueblos  se  hallan  mejor  servidos; 
pero,  sin  embargo,  ocurren  acaso  tales  circunstancias  que  recla- 
man la  acción  extraordinaria  del  Gobierno  ó  su  infliyo  más  ó  me- 
nos inmediato  y  decisivo  en  punto  á  subsistencias. 

693. — ^Dos  sistemas  puede  emplear  \^  administración  para  ve- 
lar sobre  la  provisión  de  los  pueblos  dentro  de  los  límites  de  la 
policía  de  subsistencias :  primero  excitar  aun  más  el  interés  pri- 
vado, levantando  las  trabas  que  la  legislación  económica  ó  fiscal 
pusiere  todavía  á  la  libre  circulación  de  los  artículos  de  primera 
necesidad,  y  segundo  suplir  momentáneamente  con  su  poder  la 
ñojedad  ó  la  inercia  de  los  esfuerzos  indi  viduales,  mientras  no  de- 
saparezcan las  causas  accidentales  de  la  perturbación  de  los  merca- 
dos, y  la  actividad  libre  no  recobre  su  curso  sosegado  y  tranquilo. 

Más  medios  hay  todavía  de  mitigar  los  rigores  de  la  escasez 
y  de  la  carestía  de  las  subsistencias;  pero  tienen  ya  otro  sello  y 
otro  carácter :  son  socorros  públicos  y  actos  de  beneficencia  en 
favor  de  algimos  individuos  ó  clases,  que  importa  no  confundir 
con  las  reglas  de  policía  encaminadas  á  procurar  la  provisión 
general  de  alimentos. 

694. — ^Para  avivar  el  estímulo  de  las  ganancias  y  descargar  el 
Gobierno  su  tarea  en  el  celo  inquieto  del  interés  individual,  adop- 
tó en  distintas  ocasiones  alguna  de  estas  providencias. 

695.— I.  Abajar  ó  suprimir  enteramente  los  derechos  de  intro- 
ducción ó  de  consumo  impuestos  á  los  artículos  de  primera  nece- 
sidad.— Si  son  protectores  ¿qué  protección,  por  verdadera  y  efi- 
caz que  fuere,  debe  mostrarse  inflexible  para  con  los  padecimien- 

(1)  V.  Hi9tor\<k  de  la  economía  política  en  España^  t.  II,  cap.  LXXIL 
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tos  y  angustias  de  un  pueblo  escaso  de  subsistencias?  Si  equiva-- 
len'á  contribuciones  ¿hay  por  ventura  gravamen  más  iiyusto  é 
irritante  que  el  que  pesa  sobre  las  clases  menesterosas^  y  crece 
en  proporción  que  la  miseria  pública  va  en  aumento? 

Cuando  el  mal  consistiere  en  la  carestía^  promuévase  la  bara- 
tura; si  radica  en  la  escasez^  foméntese  la  abundancia^  y  para 
esto  redúzcanse  los  gastos  de  producción  y  otorgúese  una  latitud 
indefinida  ai  comercio.  En  desapareciendo  la  crisis  puede  la  ad- 
ministración, si  persevera  en  su  sistema  (que  no  calificamos),  en- 
cerrar la  libertad  mercantil  dentro  de  sus  límites  antiguos;  pero 
mientras  la  cuestión  propter  vitam  se  mantenga  en  pié,  no  hay 
motivo  bastante  poderoso  para  no  suspender  la  legislación  eco- 
nómica ó  fiscal  establecida. 

Esta  doctrina  fué  aplicada  alguna  vez  por  el  Gobierno  al  de- 
clarar exentos  de  todo  derecho  real,  provincial  ó  municipal  y  de 
todo  arbitrio  ó  impuesto  de  cualquiera  clase  ó  denominación,  los 
granos  y  semillas  alimenticias  (1),  á  fin  de  evitar  la  carestía  de 
subsistencias  que  por  entonces  empezaba  á  notarse;  y  en  otra 
posterior  mandando  que  volviesen  á  exigirse  en  todo  el  reino 
los  derechos  reales  y  demás  impuestos  y  arbitrios  que  gravitaban 
sobre  dichos  artículos  (2),  en  atención  á  haber  desaparecido  las 
causas  de  aquellas  providencias  extraordinarias. 

Por  la  misma  razón  ha  solido  el  Gobierno  declarar  exentos  del 
pago  de  derechos  de  portazgos,  pontazgos  y  barcajes  el  trans- 
porte de  granos  para  el  consumo  interior,  y  de  los  de  tonelada, 
carga  y  descarga,  faros  y  cualesquiera  otros  generales,  provin- 
ciales ó  municipales  en  favor  de  los  buques  que  importasen  trigo, 
harinas,  cebada  y  maíz  del  extranjero  (3). 

696. — ^11.  Ofirecer  una  prima  á  los  especuladores. — ^Estas  re- 
.  compensas  ó  gratificaciones  pueden  servir  á  veces  para  traer  las 
subsistencias  á  un  punto  dado,  aumentando  el  incentivo  de  las 
ganancias.  Son  medios  artificíales  de  procurar  el  abastecimiento 
de  un  pueblo  ó  nación,  dé  utilidad  relativa  y  aplicación  transito- 
ria; pero  jamás  deben  erigirse  en  sistema,  porque  son  muy  cos- 
tosos, están  sujetos  á  fraude,  empeñan  á  los  capitales  y  al  traba- 
jo en  una  senda  peligrosa  separándolos  de  su  dirección  natural, 

(1)  Real  orden  de  14  de  Marzo  de  ISál. 

(2)  Real  orden  de  2B  de  Julio  de  1847. 

(8)  Real  decreto  de  11  de  Bnero  de  1854,  real  orden  de  l.^  de  Abril  del  mismo  año  y  real 
decreto  de  20  de  Agosto  de  1856. 


LIBRO  IV.   DE  LA  HATE&U  ADMIMSTftÁTlYA .  299 

y  porque  por  sí  solos  son  ineficaces  ó  insuficientes.  No  recorda* 
mes  ninguna  disposición  administrativa  de  este  género^  aunque 
sí  fué  indicada  por  el  Gobierno  á  los  gobernadores  de  provincia 
como  remedio  extremo  de  la  carestía  en  la  época  á  que  se  refie- 
ren las  órdenes  anteriores  (1). 

697. — Guando  el  Gobierno  se  propone  influir  de  una  manera 
más  directa  en  el  abastecimiento  de  los  pueblos ,  puede  ejerce 
este  influjo  de  los  modos  siguientes: 

698. — ^I.  Facilitando  trabsgo  á  las  clases  menesterosas. — ^Este 
no  es  seguramente  un  medio  de  aumentar  en  el  instante  las  sub- 
sistencias^ aunque  sí  de  facilitar  su  adquisición  al  gran  número 
de  personas  que  viven  de  su  jornal.  Donde  hay  empleo  útil  para 
los  brazos,  hay  también  dinero,  y  donde  la  moneda  circulante 
abunda,  no  escasean  los  artículos  de  primera  necesidad ,  porque 
el  comercio  libre  los  lleva  hacia  donde  más  compradores  se  pre- 
sentan y  mejor  se  pagan. 

Cuando  la  ocupación  es  productiva,  como  lo  son  todas  las  obras 
públicas,  entonces  hace  el  Gobierno  un  doble  beneficio  .por  las 
mejoras  materiales  que  proporciona  á  los  pueblos  y  por  la  soli- 
citud paternal  conque  mira  á  la  clase  obrera. 

Algunas  veces  es  también  una  necesidad  política  ofrecer  tra- 
bsgo  útil  y  productivo  á  los  brazos  involuntariamente  ociosos,  y 
así  lo  ha  comprendido  el  Gobierno  en  varias  ocasiones  (2). 

699. — ^n.  Prohibir  la  exportación  de  los  artículos  de  primera 
necesidad.-— Si  la  prohibición  es  rigorosa,  su  efecto  será  estan- 
car las  subsistencias  en  los  mercados  nacionales  y  detener  el 
alza  de  sus  precios.  Esta  providencia  no  debe  dictarse  sino  bsgo 
las  condiciones  siguientes : 

I.  Que  la  escasez  sea  verdadera  y  no  imaginaria,  lo  cual  no 
siempre  es  fácil  distinguir,  porque  el  terror  pánico  del  hambre 
en  todos  tiempos  ha  herido  vivamente  la  imaginación  de  los 
pueblos,  y  por  eso  mismo,  antes  de  cerrar  las  puertas  á  los  ar- 
tículos de  primera  necesidad,  conviene  reunir  datos  y  noticias 
acerca  de  sus  existencias  en  toda  la  nación,  de  las  cantidades 
que  se  extraen  y  del  estado  general  de  los  pueblos  vecinos  en 
punto  á  mantenimientos  (3). 

(1 )  Real  orden  de  l.o  de  Mayo  de  1847. 

(2)  Reales  órdenes  de  9  de  Junio  de  1841, 12  de  Abril  de  1848  y  otras. 

(8)  Real  orden  circular  de  11  de  Febrero  de  1847.  ^ 
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n.  Que  la  escasez  sea  general  6  casi  general  en  los  mercados 
extranjeros  más  inmediatos,  y  el  desnivel  de  los  precios  interio- 
res y  exteriores  tanto,  que  deba  abrigarse  el  prudente  recelo  de 
que  el  movimiento  espontáneo  del  comercio  precipitará  la  ex- 
portación, y  disminuirá  las  reservas  hasta  el  punto  de  no  bastar 
las  existencias  ciertas  ó  probables  para  el  propio  consumo. 

m.  Que  no  existan  causas  artificiales  de  escasez  ó  carestía, 
como  trabas  al  comercio,  dificultad  de  transportes,  impuestos 
onerosos,  reprobados  monopolios  y  otras  semejantes. 

IV.  Que  el  Gobierno  haya  tentado  antes  otros  medios  más  sua- 
ves  de  abastecer  á  los  pueblos ,  considerando  que  la  prohibición 
de  exportar  es  un  recurso  extremo  y  un  remedio  peligroso,  pues 
si  bien  empleado  aliviará  el  dolor  de  la  escasez  y  de  la  carestía 
de  las  subsistencias,  aplicado  sin  discreccion  agravará  el  mal, 
porque  impidiendo  la  salida  de  los  productos  existentes,  pudiera 
llegarse  hasta  secar  la  fuente  misma  de  la  producción. 

«Antes  de  dictar  tan  extremadas  resoluciones  (dijo  el  Gobier- 
no), el  jefe  de  una  provincia  encargado  de  la  policía  de  las  subsis- 
tencias, debe  adoptar  en  caso  de  penuria  otras  medidas  que,  sin 
estar  fundadas  en  prohibiciones  y  restricciones  que  aniquilan  el 
comercio,  socorran  la  necesidad  local  y  transitoria  producida  por 
la  carestía  de  los  granos,  ya  ilustrando  á  sus  administrados  sobre 
la  necesidad  de  comprar  más  caro  el  pan  en  los  años  de  escasez, 
80  pena  de  aumentar  y  hacer  mayores  y  permanentes  las  escase- 
ces y  miserias  para  lo  futuro,  si  por  abaratarlo  se  dictan  provi- 
dencias que  agoten  las  fiíentes  productivas,  entre  las  cuales  es 
una  délas  principales  el  tráfico  interior,  ya  procurando  trabsóo  á 
las  clases  menesterosas,  ya  promoviendo  obras  públicas,  ya  ex- 
citando el  celo  de  los  pudientes  por  medio  de  suscripciones  para 
socorrer  á  sus  convecinos,  ya  vigilando  los  mercados  para  evi- 
tar el  monopolio  que  tenga  por  mira  hacer  subir  el  precio  de  los 
objetos  de  primera  necesidad,  ya  destruyendo  toda  gabela  ó  im- 
posición que  los  encarezca,  ya  presentando  en  el  mercado  trigos 
procedentes  de  los  pósitos  á  más  bajo*  precio  que  el  ordinario 
para  establecer  una  saludable  conciu^rencia,  y  ya  en  fin  destinan- 
do cantidades  en  metálico  para  que  los  panad^eros  puedan  ejercer 
su  industria  á  más  bajo  precio»  (1). 

(1)  Real  orden  circular  de  I.*'  de  Mayo  de  Idl*?. 
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V.  Y  por  último,  que  disipados  los  temores  de  escasez  y  caresh 
tía,  vuelva  el  tráfico  de  las  subsistencias  á  su  estado  normal ,  y 
se  restituya  á  la  agricultura  y  al  comercio  toda  la  libertad  de 
acción  que  de  justicia  se  les  debe,  y  de  la  cual  sólo  en  circuns- 
tancias extraordinarias  pueden  ser  privados  (1). 

700. — ni.  Permitir  la  importación  de  los  objetos  de  general 
consumo,  si  estuviese  ordinariamente  prohibida. — Sólo  el  co- 
mercio exterior  puede  llenar  los  huecos  de  la  producción  inte- 
rior. Estos  permisos  suelen  ser  temporales  y  los  otorga  la  ad* 
ministracion,  ora  por  un  plazo  cierto,  ora  durante  un  término 
indefinido,  porque  siendo  la  relajación  de  las  leyes  económicas 
establecidas,  tanto  debe  durar  la  suspensión,  cuanto  las  circuns- 
tancias que  la  motivan. 

También  hizo  el  Gobierno  uso  de  esta  facultad  en  varías  épo«- 
cas  de  penuria;  pero  unas  veces  ftié  solamente  regla  de  parcial 
aplicación  á  las  provincias  donde  más  amenazaban  la  escasez  ó 
la  carestía  de  las  subsistencias  (2),  y  otras  se  hizo  extensiva  á 
toda  la  Península;  bien  que  siempre  constituyó  un  régimen  ver- 
daderamente transitorio  y  excepcional. 

Nuevas  providencias  relativas  á  la  importación  y  exportación 
de  granos  y  semillas  alimenticias  fueron  dictadas  por  el  Gobier- 
no con  el  ánimo  de  acudir  al  remedio  de  la  escasez  y  carestía  de 
los  cereales  en  tiempos  más  cercanos  de  cortas  .cosechas.  Por 
último  alzó  la  prqhibicion  de  exportar  y  restableció  el  libre  trá- 
fico de  las  sustancias  alimenticias,  ya  porque  juzgase  vencida  la 
crisis,  ó  ya  porque  tuviese  más  fé  y  confianza  en  la  libertad  del 
comercio  (3). 

La  legislación  vigente  abohó  el  sistema  de  puertas  abiertas  y 
puertas  cerradas  que  antes  regia  la  exportación  é  importación 
de  los  granos,  harinas  y  legumbres,  como  diremos  en  su  lugar; 
y  de  aquí  que  el  Gobierno  carezca  de  las  facultades  que  antea 
tenia  de  mantener  el  verdadero  ó  &lso  equilibrio  de  la  entrada 

(1)  Real  orden  do  28  de  Julio  de  184^7. 

(2)  Decretos  de  las  Cortes  de  Cádiz  de  22  de  Marzo,  19  de  Octubre  y  16  de  Diciembre 
de  1811,  reales  ordenes  de  3  de  Mayo  y  23  de  Julio  de  1841,  real  decreto  de  11  de  Julio 
de  1856,  real  orden  de  22  de  Julio  del  mismo  año,  reales  órdenes  de  26  de  Enero  y  18  Ue  Fe- 
brero de  1857,  y  reales  decretos  de  13  de  Mayo  y  16  de  Setiembre  de  dicho  aüo,  y  6  de  Junio 
del85S. 

(8)  Reales  decretos  de  23  de  Agosto  y  25  de  Octubre  de  1867,  reales  órdenes  de  11  y  17  de 
Enero  de  1868,  y  reales  decretos  de  1.^  y  17  de  Marzo  y  22  de  Abril,  y  decreto  de  22  de  Di- 
ciembre del  mismo  alio. 
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y  salida  de  los  cereales  como  uno  de  los  medios  de  coiy  urar  las 
crisis  de  las  subsistencias,  á  no  hallarse  revestido,  en  virtud  de 
autorización  legislativa,  de  poderes  extraordinarios  (1). 

701. — rv.  Formar  acopios  de  artículos  de  primera  necesidad 
por  cuenta  de  la  administración.— Este  sistema  es  antiguo  en 
España  en  donde  conocemos  los  establecimientos  destinados  á 
dicho  servicio  público  con  el  nombre  de  pósitos.  Á  decir  verdad 
el  objeto  de  los  pósitos  no  es  solamente  remediar  la  falta  de  sub- 
sistencias, pues  además  prestan  grano  á  los  labradores  para  la 
siembra;  pero  nosotros  hablaremos  aquí  de  ellos,  porque  no  tanto 
son  una  institución  semejante  á  un  banco  agrícola,  cuanto  un 
simple  repuesto  ó  fondo  de  reserva  consistente  en  especies  ali- 
menticias, el  cual  se  forma  en  épocas  de  abundancia  y  baratura 
para  combatir  las  eventuales  escaseces  y  carestías.  Tampoco  de- 
ben ser  considerados  remedios  accidentales  ó  medidas  de  cir- 
cunstancias, sino  instituciones  permanentes  sugeridas  por  el  es* 
pírítu  de  previsión  y  economía  de  nuestros  antepasados. 

702. — ^Es  incierto  el  origen  de  los  pósitos,  que  tal  vez  descien- 
dan de  la  policía  añonarla  de  los  Romanos.  Sin  remontamos  á 
tan  grande  antigüedad,  parece  verosímü  que  se  introdujeron  en 
España  á  impulsos  de  la  caridad  y  se  propagaron  á  favor  de  las 
prácticas  comunales.  Debieron  generalizarse  en  los  primeros 
a^os  del  siglo  xvi,  pues  Bobadilla  escribiendo  en  1594,  dijo  que 
se  usaban  en  estos  reinos  de  pocos  años  antes  (2).  Tuvieron 
principio  en  convenios  entre  los  vecinos  los  más,  y  algunos  en 
fundaciones  piadosas,  por  ejemplo,  los  de  Alcalá  y  Torrelagu- 
na  que  creó  á  sus  expensas  el  cardenal  Jiménez  de  Cisneros.  La 
primera  ley  que  á  ellos  se  refiere  y  en  la  cual  se  ordena  lo  con- 
veniente en  punto  á  su  arreglo  y  dirección,  es  del  año  1584. 

En  1792  habia  en  España  5,249  pósitos  municipales,  y  ade- 
más 2,833  particulares  y  pioSj  en  todo  8,082,  cuyas  existencias 
en  granos  y  dinero  ascendían  á  un  total  de  444.000,000  rea- 
les (3).  La  necesidad  de  combatir  la  penuria  que  antes  experi- 
mentaban los  pueblos  con  frecuencia,  ya  porque  las  cosechas  de 
nuestro  suelo  no  alcanzasen  para  el  consumo  interior,  ya  por- 

(1)  Aranceles  de  adaanaa  aprobados  por  decreto  de  12  de  Julio  de  1860,  conforme  á  la 
ley  del  presupuesto  de  ing'resos  de  1.^  de  Julio  del  mismo  aBo. 

(2)  Politiea  de  correfiridores  por  el  lleoneiado  D.  Luis  CostiUo  de  Bobadilla ,  lib.  III,  ca- 
pitulo itt,  núm.  TI. 

(3)  V.  Hittoria  d»  la  economía  politiea  en  España,  t.  II,  pág-.  oH. 

t 
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que  la  indiscreta  policía  de  los  abastos  públicos,  en  vez  de  pro- 
curar la  abundancia,  atrajesen  la  escasez,  sugirió  este  buen  pen- 
samiento que  fué  adoptado  en  casi  todo  el  reino. 

Eran  los  pósitos,  no  tanto  establecimientos  de  crédito,  como 
instituciones  de  beneficencia,  por  lo  que  tenian  de  bancos  de  la- 
bradores pobres,  que  prestaban  granos  ó  dinero  para  comprar- 
los, á  módico  interés  mediante  hipoteca  ó  fianza  equivalente^ 

Como  la  utilidad  de  los  pósitos  se  pone  de  manifiesto  en  los 
años  estériles,  conforme  la  agricultura  vaya  prosperando,  las 
cosechas  sean  más  regulares  y  copiosas  y  el  tráfico  interior  y 
exterior  de  cereales  se  avive  y  extienda,  la  institución  de  estos 
graneros  públicos  ó  reservas  de  provisiones  entrará  en  un  pe- 
ríodo de  decadencia,  y  al  fin  acabará  por  perder  su  primitivo 
carácter  de  anona. 

703. — Á  fines  del  siglo  pasado  y  entrado  ya  el  presente,  no 
bastando  el  producto  de  las  rentas  para  cubrir  las  cargas  oi^dina- 
rias  y  extraordinarias  del  erario,  aceptó  el  Gobierno  las  ofertas 
que  varias  justicias  y  Juntas  de  pósitos  le  hicieron  de  sus^ fondos, 
y  el  20  por  100  en  granos  y  dinero  (1).  Poco  después  les  exi- 
gió la  tercera  parte  aunque  en  calidad  de  préstamo,  para  aten- 
der á  las  provisiones  del  ejército  y  armada  (2). 

C¡on  estas  exacciones  ruinosas  y  con  los  abusos  que  en  la  ad- 
ministración de  los  pósitos  se  introdujeron  á  la  sombra  de  las 
guerras  civiles  y  extranjeras  que  se  han  sucedido,  llegaron  aque- 
llos graneros  á  su  mayor  grado  de  postración  y  abatimiento.  Con 
todo  eso  habia  en  España  en  1850, 3.410  pósitos  con  las  existen- 
cias de  9.350,654  reales  en  metálico,  1.763,871  fanegas  de  todos  , 
granos  y  3.633,000  reales  en  papel-moneda,  cuyas  existencias 
se  duphcan  acumulando  los  créditos  realizables. 

En  1861  el  número  de  pósitos  aparece  reducido  á  3,043,  los 
cuales  llegaron  á  reunir  la  suma  de  862,843  fanegas  de  trigo, 
92,963  de  centeno,  27,515  de  cebada  y  3.909,919  reales  en  diñe*- 
ro  efectivo.  Fué  valorado  su  capital  en  189.697,026  reales  y  el 
número  de  labradores  socorridos  ascendió  á  150,306  (3). 

Por  último,  en  1863  existían  3,407  pósitos  cuyas  existencias 


(1)  Real  decreto  de  11  de  Marzo  de  1199. 

(2)  Real  decreto  de  8  de  Marzo  do  1801. 

(3)  Reales  órdenes  de  9  de  Febrero  de  1861,  circular  de  25  de  Junio  de  1802  y  Memoria 
aprobada  por  roal  orden  de  20  de  Abril  de  1866. 
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en  reserva  ascendían  á  4.540,139  reales,  363,456  fanegas  de  tri- 
go, 55,091  de  centeno  y  42,981  de  cebada  (1). 

704. — ^El  gobierno  de  los  pósitos  estuvo  al  principio  al  cuida- 
do de  juntas  especiales  nombradas  por  los  interesados  mismos  ó 
por  los  Ayuntamientos;  pero  reconociendo  la  administración  la 
necesidad  de  ejercer  su  derecho  de  suprema  inspección  y  vigi- 
lancia, encargó  al  Consejo  de  Castilla  la  dirección  superior  de 
este  ramo  en  1608.  Una  corporación  tan  numerosa  y  revestida 
con  tan  latas  facultades,  era  muy  poco  á  propósito  para  adminis- 
trar: la  experiencia  acreditó  su  descuido  ó  su  incapacidad,  y  pa- 
saron dichos  establecimientos  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
en  1751.  Una  contaduría  especial  entendía  en  todo  lo  gubernati- 
vo, y  ima  subdelegacionconocia  de  lo  judicial  que  en  los  pueblos 
estaba  encomendado  á  los  corregidores  ó  alcaldes  mayores  (2). 

Volvieron  los  pósitos  al  Consejo  de  Castilla  en  1792,  el  cual  for- 
mó un  nuevo  reglamento  para  evitar  los  abusos  y  fraudes  en  el 
man^o  de  caudales  y  frutos,  y  estaba  la  administración  inmedia- 
ta á  cargo  de  los  corregidores  y  justicias  de  cada  pueblo ,  como 
subdelegados  del  Consejo.  Las  Cortes  de  Cádiz  confiaron  su  ad- 
ministración á  las  autoridades  provinciales:  en  1814  tomaron  á 
su  antiguo  estado:  en  1818  fué  restablecida  la  superintendencia 
general  de  pósitos  agregada  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
volviendo  en  1820  al  régimen  administrativo  de  1812:  reapare- 
ció la  autoridad  del  superintendente  en  1824,  y  en  1834  se  agre- 
gó definitivamente  el  ramo  de  pósitos  al  nuevo  ministerio  del 
Fomento,  y  hoy  radica  en  el  de  la  Gobernación  (3). 

Esto  en  cuanto  á  la  administración  superior:  la  inmediata  cor- 
responde á  la  autoridad  local,  si  los  pósitos  son  municipales,  por- 
que según  la  ley,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayunta- 
mientos el  cuidado  y  conservación  de  todos  los  bienes  y  derechos 
del  municipio  y  de  los  establecimientos  que  de  él  dependan.  Los 
Ayuntamientos  pueden  nombrar,  si  les  parece,  una  comisión  per- 
manente que  entienda  en  este  ramo  de  la  administración  muni- 
cipal (4). 

(1)  Real  orden  de  n  de  Abril  de  1864. 

(2)  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1*731  y  real  cédula  de  Id  de  Mayo  de  VWL 

(8)  Reales  decretos  de  7  de  Aerosto  y  20  de  Mayo  de  1814,  20  de  Mayo  de  1818  y  7  de  No- 
Yiembre  de  1830;  decreto  de  la  Regencia  de  l.<*  de  Octubre  de  1828  y  reales  decretos  de  SI 
de  Mayo  y  14  de  Julio  de  1824  y  11  de  Enero  de  1884. 

(4)  Ley  municipal,  arte.  55  y  67. 
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Los  alcaldes  ejercen  una  acción  directa  y  tienen  una  inmedia- 
ta intervención  en  el  gobierno  de  los  pósitos : 

I.  Como  ejecutores  de  todos  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. 

II.  Como  jefes  superiores  de  la  administración  municipal. 

m.  Como  encargados  de  velar  sobre  el  buen  desempeño  de  los 
administradores  y  empleados  en  la  recaudación  é  intervención 
de  los  fondos  comunes. 

Por  manera  que  en  los  Ayuntamientos  reside  la  potestad  re- 
glamentaria en  materia  de  pósitos,  y  á  los  alcaldes  competen  las 
atribuciones  activas. 

Si  los  pósitos  son  pios  ó  de  fundación  particular,  administran 
sus  legítimos  patronos,  limitándose  la  intervención  del  Gobierno 
á  ejercer  un  simple  derecho  de  protectorado  ó  tutela,  encamina- 
do á  que  la  voluntad  del  fundador  sea  cumplida,  pues  tal  es  la 
jurisprudencia  común  á  todas  las  fundaciones  ó.  establecimientos 
que,  si  bien  tienen  un  origen  privado,  miran  á  los  intereses  co- 
lectivos. 

Eran  jueces  de  pósitos  los  alcaldes  mayores  y  ordinarios  nom- 
brados por  el  Rey,  tanto  en  los  pueblos  de  realengo  como  en 
los  de  señorío ;  pero  hoy  todos  los  negocios  contenciosos  del 
ramo  de  pósitos  están  sujetos  á  la  jurisdicción  ordinaria  (1). 

705. — Cuando  en  un  distrito  municipal  hubiere  más  de  un  pó- 
sitOj  sea  cualquiera  su  denominación,  cuyos  caudales  se  destinen 
al  Servicio  del  vecindario,  si  el  Ayuntamiento  considera  útil  su 
agregación,  está  obligado  á  instruir  expediente  en  que  haga 
constar  por  medio  de  un  inventario  general  el  caudal  en  granos, 
dinero,  fincas,  censos  y  enseres  de  cada  establecimiento.  Hecho 
esto,  se  anuncia  al  público  por  medio  de  edictos  la  refundición, 
se  pone  de  manifiesto  el  expediente  en  la  secretaría  de  Ayunta- 
miento por  término  de  15  dias,  y  se  unen  á  él  las  reclamaciones 
que  se  produzcan  en  contrario. 

El  acuerdo  que  recaiga  necesita  la  aprobación  de  la  Comisión 
provincial  para  ser  ejecutivo,  porque  se  trata  de  la  reforma  de 
un  establecimiento  municipal  de  beneficencia  (2). 

706. — En  la  administración  de  los  pósitos  deben  considerarse 
cuatro  puntos  principales,  á  saber:  1.*"  la  custodia  de  los  granos 


(1)  Real  orden  de  2  de  Marzo  de  1834. 

(2)  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861,  art.  44,  §  &,  y  ley  municipal,  art.  19. 
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y  caudales;  2.\el  método  de  distribuir  los  socorros;  SJ"  el  rein- 
tegro de  los  anticipos,  y  4/  la  contabilidad. 

707. — ^I.  De  las  existencias  en  metálico  ó  especies  pertene- 
cientes á  los  pósitos,  así  como  de  todo  cuanto  se  recaude,  debe 
hacerse  cargo  el  depositario  de  los  fondos  del  municipio.  Unas  y 
otras  deben  estar  cerradas  en  parsge  seguro  y  bajo  tres  llaves  dis- 
tintas que  guardan  el  depositario,  el  ordenador  y  el  interventor. 
Hay  dos  libros  de  asiento  para  la  entrada  y  salida  de  caudales, 
y  otros  dos  para  llevar  la  cuenta  y  razón  de  los  granos:  estos 
últimos  se  depositan  en  otra  arca  de  tres  llaves  que  habrá  en  el 
granero  con  tal  destino.  Los  libros  deben  formarse  con  papel  del 
sello  de  2  reales  (1).  No  se  permite  extraer  cantidad  alguna  en 
dinero  ni  en  especies,  que  no  fuere  intervenida  por  todas  estas 
tres  personas  ó  por  otras  de  su  confianza  que  lo  hagan  á  cuenta 
y  riesgo  de  los  principales  responsables.  Tampoco  es  lícito  in- 
vertir los  caudales  ni  los  granos  en  otros  fines  que  los  de  su  ins- 
tituto y  destino,  bajo  la  responsabilidad  de  los  que  acordaren  y 
ejecutaren  lo  contrario,  y  de  ser  castigados  con  la  pena  corres- 
pondiente á  su  malicia  (2). 

708. — II.  El  repartimiento  de  los  granos  pertenecientes  á  los 
pósitos  tiene  dos  objetos :  suministrar  á  los  labradores  pobres  las 
semillas  de  la  próxima  cosecha,  y  procurarles  subsistencias  du- 
rante los  meses  mayores  (3). 

En  el  primer  caso,  cuando  llega  la  época  de  la  sementera,  el 
alcalde,  á  nombre  del  Ayuntamiento,  llama  por  edictos  á  todos 
los  jornaleros  y  labradores  pobres  para  que  le  diryan  sus  soli- 
citudes, expresando  las  tierras  que  labran,  el  grano  que  poseen, 
las  faltas  que  notan  y  todas  cuantas  circunstancias  fueren  con- 
ducentes á  ilustrarle  acerca  de  sus  necesidades.  La  corporación 
municipal  debe  acordar  en  vista  de  los  memoriales  y  con  pre- 
sencia de  informes,  la  manera  de  verificar  el  repartimiento. 

Si  hubiere  agravios,  tiene  el  vecino  que  se  considera  perjudi- 
cado facultad  para  reclamar  ante  la  misma  corporación,  contra 
cuya  resolución  definitiva  puede  todavía  intentar  recurso  de  al- 
zadi  ante  la  Comisión  provincial.  En  este  primer  repartimiento 
no  deben  los  Ayuntamientos  expender  arriba  de  la  tercera  parte 

(1)  Real  6rden  de  8  de  Janio  de  1863.  ■ 

(2)  Ley  4,  tít.  xx,  lib.  VH,  Nov.  Recop. 

(3)  Abril,  Mayo,  Judío  y  Jalio. 
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de  los  granos  existentes  en  el  pósito ;  pero  sí  podrán,  como  ar- 
bitros y  jueces  exclusivos,  disponer  nuevos  repartos,  si  la  nece- 
sidad así  lo  reclama. 

En  el  segundo  caso,  cuando  el  objeto  es  facilitar  subsistencias 
á  los  menesterosos,  se  hace  la  distribución  según  el  mismo  mé- 
todo que  en  el  anterior.  Si  hubiere  grano  sobrante  del  primer 
repartimiento,  puede  el  pósito  reducirlo  á  pan  por  su  cuenta,  6 
dárselo  fiado  á  los  panaderos  que  lo  soliciten  y  más  ofrezcan,  con 
tal  que  el  plazo  para  pagarlo  no  exceda  de  ocho  dias.  Si  no  hu- 
biese necesidades  públicas,  aunque  sí  se  experimentase  carestía, 
debe  vender  sus  existencias  para  renovarlas,  y  para  aumentar 
la  provisión  de  los  mercados  y  promover  la  baratura;  más  no  lo 
hará  si  los  precios  estuvieren  bsgos,  porque  entonces  experimen- 
taria  pérdida  ó  quebranto  el  establecimiento  (1).  Si  no  tuviese 
granos  existentes,  y  sí  caudales,  el  Ajointamiento  se  halla  auto- 
rizado para  disponer  la  coúapra  de  aquéllos,  encargando  dicha 
comisión  á  personas  de  su  confianza  que  podrán  desempeñarla 
en  el  pueblo  mismo  ó  en  los  inmediatos,  según  crea  más  conve- 
niente á  los  intereses  generales  y  á  los  particulares  del  pósito. 
La  ley  de  la  Novísima  Recopilación  citada  que  contiene  casi  to- 
das estas  disposiciones  reglamentarias,  encarga  por  último  que 
los  Ayuntamientos  procedan  como  diligentes  padres  de  familia, 
y  procuren  que  la  administración  ceda  en  mayor  bien  de  los 
pueblos. 

709. — ^in.  El  reintegro  de  los  granos  ó  caudales  adelantados 
ha  merecido  una  especial  atención  al  legislador;  y  si  alguna  vez 
parece  excesivamente  cauto  y  hasta  rigoroso,  obsérvese  que 
no  de  otro  modo  seria  posible  evitar  la  pronta  ruina  de  los  pó- 
sitos. 

No  se  entrega  partida  alguna  de  granos  ó  dinero  sin  preceder 
el  otorgamiento  de  una  obligación  hipotecaria  de  reintegro  cor- 
roborada con  fianzas.  Llegada  la  próxima  cosecha  que  suele  ser 
la  época  en  que  expira  el  plazo  de  todos  los  préstamos  del  ano 
anterior,  deben  los  deudores  reintegrar  al  pósito  devolviéndole 
las  cantidades  recibidas,  con  más  las  creces  que  se  llaman  pupí- 
lares,  consistentes  en  medio  celemín  por  fanega,  si  fuesen  espe- 
cies, y  si  metálico,  el  3  por  100  (2).  Queda  á  elección  del  deudor 

U)  Real  orden  de  U  de  Moviembre  de  1886. 
(2)  Real  cédala  de  15  de  Julio  de  1815.        ^ 
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verificar  el  reintegro  en  granos  ó  en  dinero ;  y  si  prefiriese  lo 
primero,  han  de  ser  trasladados  al  pósito  desde  la  era  antes  de 
entrojarlos  (1). 

La  recaudación  está  al  cuidado  de  los  Ayuntamientos  cuyos 
individuos  son  responsables  de  las  partidas  fallidas  por  su  tole- 
rancia ó  negligencia. 

.710. — ^Para  declarar  una  deuda  fallida  debe  el  Ayuntamiento 
instruir  expediente  en  que  se  acredite  la  imposibilidad  legal  de 
reintegrarse  el  pósito  en  todo  ó  en  parte.  Después  de  apurados 
los  medios  del  procedimiento  administrativo,  y  oido  el  dictamen 
de  la  comisión  permanente,  si  la  hubiere  nombrado,  y  si  no,  del 
regidor  síndico,  acuerda  el  alcalde  que  se  cierre  el  expediente 
como  de  deuda  fallida  ó  incobrable  por  insolvencia  del  deudor, 
del  fiador,  si  lo  hubiere,  y  de  los  individuos  de  las  comisiones  ó 
Ayuntamientos  que  otorgaron  el  préstamo  ó  salida  sin  garantía, 
ó  que  descuidaron  el  reintegro.  Cerrado  el  expediente,  se  some- 
te á  la  aprobación  de  la  Comisión  provincial  (2) . 

711. — Las  esperas  ó  moratorias  en  el  pago  de  las  deudas  á  pó- 
sitos sólo  pueden  concederse  á  instancia  de  parte,  y  afianzando 
la  persona  responsable  á  satisfacción  de  la  junta  ó  comisión  de 
gobierno  el  pago  de  la  cantidad  principal  en  los  plazos  conveni- 
dos con  las  creces  que  hayan  de  acumularse. 

La  concesión  de  moratorias  toca  á  los  Ayuntamientos,  cuyos 
acuerdos  no  son  ejecutivos  mientras  no  fueren  aprobados  por  la 
Comisión  provincial. 

712. — Los  expedientes  de' moratorias  deben  contener  los  do- 
cumentos siguientes  : 

L  Solicitud  documentada  del  deudor  ó  responsable  con  expre- 
sión de  los  plazos  y  garantías  que  ofrece. 

II.  Testimonio  del  secretario  del  Ayuntamiento  constando  el 
origen  y  concepto  de  la  deuda,  la  fecha  del  préstamo,  las  creces 
acumuladas,  el  importe  de  las  costas  si  las  hubiere  causadas,  las 
garantías  presentadas  ó  que  se  presenten  de  nuevo,  y  las  creces 
que  se  devenguen  al  primer  plazo. 

ni.  Informe  de  la  comisión  ó  del  regidor  síndico  sobre  la  va- 
lidez de  las  garantías. 

IV.  Acuerdo  del  Ayuntamiento  concediendo  ó  negando  la  es- 

(1)  Circular  de  18  de  Junio  de  1819. 

(2)  Real  orden  circular  de  29  de  Junio  do  1861,  y  ley  municipul,  art.  80. 
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pera,  ó  proponiendo  la  concesión  ó  negativa  según  los  casos. 
Repúlanse  causas  justas  para  la  concesión  de  moratorias  á  los 
pueblos  ó  particulares  la  esterilidad  del  año,  el  apedreo  por  nu- 
bes, la  destrucción  por  langosta  y  otras  semejantes  (1). 

713. — Tales  eran  los  privilegios  de  los  pósitos  á  fin  de  mante- 
ner  la  integridad  de  sus  fondos,  que  los  créditos  incobrables  se 
satisfacían  por  medio  de  arbitrios  ó  repartimientos  vecinales; 
pero  han  cesado  ya  las  formas  de  reintegro  que  antes  se  verifi- 
caban según  las  reglas  de  encabezamiento,  de  utensilios  ó  de 
otra  manera  directa  (2),  así  como  la  exacción  de  cualesquiera 
» arbitrios  é  impuestos  establecidos  para  la  restauración  de  los  fon- 
dos de  pósitos,  sea  cual  fuere  la  naturaleza  de  dichos  grávame- 
nos (3). 

Todos  los  débitos  anteriores  al  dia  1.**  de  Junio  de  1814  están 
perdonados  y  declarados  extinguidos,  ya  provengan  de  los  prés- 
tamos ó  repartimientos  ordinarios  y  extraordinarios  hechos  á 
los  particulares,  ya  de  menos  cargo  de  cuentas  en  que  no  pue- 
da hacerse  efectiva  la  responsabilidad,  exceptuándose  de  esta 
gracia  aquellas  deudas  de  la  citada  época  que  procedan  de  alcan- 
ces contra  los  depositarios  ó  individuos  de  los  Ayuntamientos  y 
juntas  que  han  manejado  los  pósitos,  ó  de  malversación  de  fon- 
dos, y  también  las  que  se  hallen  ya  aplazadas  ó  afianzadas,  ó  se 
estén  reintegrando  con  los  produQtos  de  bienes  6  fincas  arren- 
dadas ó  en  administración  (4). 

De  los  débitos  posteriores  á  aquella  fecha  y  anteriores  al  31  de 
Diciembre  de  1843  se  condona  el  60  por  100  así  á  los  Ayunta- 
mientos como  á  los  particulares,  siempre  que  no  resulten  segun- 
dos contribuyentes  responsables  á  su  pago  (5). 

714. — Los  expedientes  que  se  manden  instruir  con  motivo  de 
las  instancias  de  perdón  que  hicieren  los  deudores,  habrán  de 
contener: 
I.  La  solicitud  del  interesado. 

n.  El  informe  del  Ayuntamiento  asociado  á  un  número  de  ma- 
yores contribuyentes  igual  al  de  concejales,  siempre  que  ni  unos 
ni  otros  sean  deudores  al  pósito. 

^  (l)  Decreto  de  las  Cortes  de  14  de  Setiemt>re  de  1887,  y  real  órdeu  de  29  de  Janio  de  1861. 
'  (2)  Real  decreto  de  25  de  Setiembre  de  1898. 
(8)  Real  orden  de  20  de  Enero  de  1834. 

(4)  Real  orden  de  9  de  Junio  de  1838,  arts.  1  y  2. 

(5)  Real  orden  de  2S  de  Julio  de  1848. 
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III.  El  testimonio  ó  certificación  del  secretario  del  Ayunta- 
miento en  que  consten  la  fecha  en  que  se  contrajo  el  débito,  el 
importe  de  las  creces  pupilares  ó  intereses  acumulados,  el  con- 
cepto del  préstamo,  esto  es,  si  procede  de  un  repartimiento  or- 
dinario ó  extraordinario,  la  fianza  ó  garantía  prestada,  si  alcan- 
za á  obtener  el  reintegro  total  ó  sólo  una  parte,  si  podría  reali- 
zarse el  cobro  de  una  vez  ó  en  varios  plazos  sin  causar  la  com- 
pleta ruina  de  los  deudores  ó  responsables,  los  procedimientos 
seguidos  á  fin  de  conseguir  el  pago,  sus  resultados  y  los  funda- 
mentos para  conceder  una  moratoria  que  sin  perjuicio  del  pósito 
ofrezca  alguna  comodidad  al  deudor. 

IV.  La  aprobación  de  la  Comisión  provincial. 

El  perdón  se  otorga  siempre  con  la  cláusula  de  por  ahora,  y 
sin  perjuicio  de  la  mejor  fortuna  del  deudor  (1). 

Está  prohibido  abrir  los  expedientes  generales  para  la  conce- 
sión de  moratorias  ó  perdones  á  deudores  en  masa.  Á  cada  deu- 
dor se  le  forma  expediente  particular  y  separado,  se  le  liquida 
su  deuda  y  se  le  otorga  6  no  la  gracia  que  solicita,  procurando 
por  este  medio  guardar  la  justicia  distributiva,  velar  sobre  los 
fondos  del  pósito  é  impedir  los  abusos  que  nacen  del  deseo  de 
favorecer  á  personas  determinadas  (2), 

715.— Como  los  pósitos  se  hallasen  en  posesión  de  varias  fin- 
cas rústicas  y  urbanas  que  habían  adquirido  en  pago  de  deudas, 
cuya  administración  era  poco  lucrativa,  si  no  gravosa  á  dichos 
establecimientos,  se  mandó  proceder  á  la  venta  y  ensgenacion 
en  pública  subasta  de  todas  cuantas  les  perteneciesen  en  plena 
propiedad,  previa  tasación  y  con  citación  de  los  antiguos  dueños 
ó  sus  herederos,  salvo  solamente  los  edificios  destinados  á  pane- 
ras y  oficinas  del  ramo  (3).  El  Gobierno  juzgó  con  razón  que  esta 
riqueza  territorial  seria  más  útil  al  estado  ensgenándola  y  con- 
virtiéndola en  propiedad  particular. 

También  deben  los  Ayuntamientos  acordar  la  enajenación  del 
papel  del  estado  perteneciente  á  los  pósitos,  con  autorización  del 
Gobierno  previo  informe  de  la  Comisión  provincial  (4). 

716. — rV'.  Siendo  los  pósitos  unos  establecimientos  municipa- 

(1)  Real  orden  de  29  de  Junio  de  1861. 

(2)  Real  orden  de  16  de  Jnnlo  de  1863. 

(3)  Reales  Ordenes  de  Z¡  de  Diciembre  de  1829  y  25  de  Julio  de  1848,  art.  3. 

(4)  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1862.  V.  además  la  circular  de  19  de  Julio  de  1861,  y  la 
real  orden  de  1  de  Agosto  de  1862  sobre  liquidación  y  prescripción  do  estos  créditos. 
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les^  su  sistema  de  cuenta  y  razón  debe  ajustarse  á  las  reglas  se- 
ñaladas para  la  contabilidad  municipal.  El  importe  de  los  nece- 
sarios jornales  para  conducir  granos,  conservarlos,  expenderlos 
y  otros  trabsgos  semejantes,  habrá  de  considerarse  im  gasto 
obligatorio,  porque  pertenecen  á  esta  categoría  los  que  causan 
las  instituciones  de  beneficencia  que  poseen  los  pueblos. 

717. — La  utilidad  de  los  pósitos,  como  una  especie  de  montes 
de  piedad  con  el  objeto  de  poner  coto  á  la  usura,  causa  poderosa 
de  la  ruina  de  los  labradores,  está  ftiera  de  duda ;  más  su  efica- 
cia para  remediar  la  carestía  de  las  semillas  alimenticias,  si  era 
alguna  cuando  la  policía  de  los  abastos  paralizaba  el  comercio 
interior  de  los  granos,  no  puede  hoy  soportar  la  comparación  con 
los  beneficios  de  la  libre  competencia. 

718. — Olvidan  los  apologistas  de  los  pósitos  que  aun  supuestas 
su  bondacj  y  excelencia,  los  mismos  bienes  se  trocaban  en  males 
con  los  abusos  de  la  administración.  Los  más  ricos  tenian  el  ma* 
nejo  de  los  frutos  y  caudales,  y  todo  se  tomaba  en  daño  de  los 
pobres.  Aquéllos  se  repartían  el  trigo  y  dinero  entre  sí,  favore- 
ciendo á  sus  parientes  y  allegados,  aunque  no  tuvieseis  labor  ni 
con  qué  hacer  el  reintegro,  y  éstos  tomaban  prestada  la  menor 
parte  con  durísimas  condiciones.  Otros  sacaban  gruesas  partidas 
del  pósito  para  negociar  por  sí  mismos  6  por  tercera  persona;  y 
la  codicia  de  disfrutar  de  tan  grandes  provechos  aumentaba  los 
deseos  de  entrar  en  los  Ayuntamientos,  despertábase  la  intriga, 
empezaban  los  pleitos,  ejecuciones  y  venganzas,  se  corrompían 
las  costumbres,  se  enemistaban  las  familias  y  todo  paraba  en  au- 
mentar la  miseria  de  los  pueblos.  «No  hay  para  qué  ocultar  (dice 
un  documento  oficial)  las  simulaciones  de  repartos  y  reintegros, 
la  injusticia  y  desigualdad  de  los  mismos,  la  enormidad  de  las 
hipotecas  exigidas  cuando  los  que  solicitan  grano  no  gozan  del 
favor  del  Ayuntamiento,  esperas  que  no  se  justifican,  fallidos  sin 
razón  alguna,  cuentas  que  no  se  rinden,  responsabilidades  que 
se  burlan,  capitales  que  desaparecen,  pósitos  que  no  tienen  cre- 
ces y  otros  que  no  las  quieren  tener  por  no  tomarse  el  trabs^o 
de  repartir  los  Ayuntamientos...  Los  repartos  y  reintegros  en 
especie  dan  lugar  á  una  porción  de  prácticas  abusivas  en  la  clase 
y  medida  de  los  granos  que  se  prestan  y  reciben:  la  variedad  de 
las  semillas  por  una  parte  hace  que  los  labradores  las  lleven  me-  ^ 
dianas  y  otros  excelentes  según  el  distinto  favor  que  disfrutan  de 
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los  administradores :  por  otra  las  mediciones  más  ó  menos  es- 
crapulosas  y  la  diversa  apreciación  de  los  granos  de  recibo  al 
tiempo  de  reintegrarse,  siembran  mía  desigualdad  irritante  y 
funesta,  sin  favorecer  poco  ni  mucho  los  progresos  de  la  agri- 
cultura» (1). 

Grandes  han  sido  los  esfuerzos  del  Gobierno  para  extirpar  es- 
tos vicios  y  corto  el  fruto  recogido ;  más  ahora  que  el  gobierno 
de  los  pósitos,  es  asunto  de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Ayuntamientos  ¿estarán  mejor  ó  peor  administrados?  Comprar 
y  vender  granos  es  negocio  particular  y  libre;  y  cuando  la  au- 
toridad lo  toma  por  su  cuenta  y  lo  mancan  los  vecinos,  se  con- 
vierte sin  remedio  en  negocio  de  compadres. 

719. — Todavía  el  Gobierno,  no  confiando  sin  duda  en  la  efica- 
cia de  los  pósitos,  ó  extendiendo  su  previsión  á  los  pueblos  que 
carecen  dé  ellos,  autorizó  á  los  Ayuntamientos  en  una  época  re- 
ciente de  alarma  más  bien  que  de  verdadera  escasez,  para  que 
hiciesen  pedidos  de  granos  á  los  mercados  interiores  y  extran- 
jeros, y  á  los  gobernadores,  de  provincia  para  que  aplicasen  cua- 
lesquiera fondos  ó  levantasen  préstamos  bago  la  garantía  de  un 
próximo  reembolso,  si  aquellas  corporaciones  careciesen  de  re- 
cursos con  que  hacer  frente  á  la  penuria  (2). 

Medidas  son  éstas  no  de  interés  permanente,  sino  de  aplica- 
ción transitoria,  y  que  por  lo  mismo  no  forman  una  constante 
jurisprudencia  administrativa;  pero  enseñan,  sin  embargo,  un 
camino  trillado  y  sugieren,  si  la '  experiencia  las  abona,  yn  re- 
curso más  para  combatir  la  escasez  ó  la  carestía  de  las  subsisten- 
cías.  Siempre  será  un  mal  que  los  Ayuntamientos  hagan  el  oficio 
de  mercaderes ;  y  si  bien  toda  autoridad  superior  abriga  pensa- 
mientos más  altos  que  suelen  concebir  las  inferiores,  también 
acontece  que  los  abusos  sean  más  graves  y  de  mayor  trascen- 
dencia. El  Gobierno  compra  y  vende  no  mirando  á  la  ganancia, 
sino-  guiado  por  cálculos  é  intereses  políticos :  emplea  manos 
mercenarias  que  no  suelen  ser  ni  tan  diligentes  ni  tan  puras 
como  las  que  sirven  á  los  particulares:  lleva  las  subsistencias  á 
los  mercados  más  temidos,  y  no  á  los  más  necesitados:  resultan 
de  ordinario  los  granos  inútiles  para  el  consumo,  ó  experimen- 
tan averías  que  con  más  diligencia  se  hubieran  evitado ;  y  por 

(1)  MÓmoria  aprobada  por  real  orden  de  20  de  Abril  de  1866. 

(2)  Real  orden  de  3  de  Mayo  de  1847. 
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Último^  aleja  á  los  especuladores  que  no  pueden  competir  con  un 
empresario  administrador  del  presupuesto,  y  se  convierte  el  co- 
mercio de  cereales  en  un  verdadero  monopolio;  y  todo  monopo- 
lio es  hambre^  así  como  toda  libertad  es  hartura  para  los  pue- 
blos. 

Este  absurdo  sistema  merece  la  reprobación  y  censura  de  los 
hombres  versados  en  el  estudio  de  las  leyes  económicas,  y  la 
ciencia  administrativa  lo  debe  vituperar  como  ineficaz  para  re- 
mediar los  males  de  la  escasez  y  carestía  de  las  subsistencias  (1). 


CAPITULO  V. 
De  la  policía  sanitaria. 

720.-~Salud  pública.  722.— Policía  sanitaria.  , 

721.— Higiene  púl^lica.  723.— Puntos  que  abraza. 

720. — El  sentimiento  innato  de  la  propia  conservación  domi- 
na las  sociedades  como  los  individuos.  Existir  ó  no  existir  es 
el  perpetuo  dilema  en  que  la  humanidad  se  agita,  y  todos  sus 
esfuerzos  en  el  orden  físico,  y  todas  sus  investigaciones  en  el 
orden  moral,  son  la  expresión  exacta  de  la,  lucha  constante  del 
hombre  con  la  destrucción;  lucha  en  que  las  generaciones  se 
reemplazan  y  cuyo  premio  es  la  vida  baja  todas  sus  faces,  la  vida 
depurándose  por  grados  y  dilatándose  en  el  orden  de  los  tiempos. 

La  salud  es  el  mayor  bien  del  hombre,  porque  la  salud  es  la 
plenitud  de  la  vida.  El  enfermo  oscila  entre  la  vida  y  la  muerte, 
y  vive  solamente  á  medias  en  un  estado  penoso  de  dolor.  La  so- 
ciedad padece,  si  padecen  sus  miembros,  se  priva  de  su  concurso 
temporal  cuando  enferman,  y  los  pierde  para  siempre  cuando 
mueren. 

721 . — Mientras  bastkn  los  esfuerzos  individuales  para  neutra- 
lizar las  causas  perturbadoras  de  nuestro  organismo,  la  admi- 
nistración abandona  el  cuidado  de  la  salud  al  interés  particular  y 
la  higiene  es  privada;  más  cuando  los  principios  de  destrucción 

(1^  Bn  época  no  muy  lojana  ae  abrió  al  ministro  de  Hacienda  un  crédito  extraordinario 
de  60  millonee  de  reales  con  aplicación  á  la  compra  de  granos  en  los  mercados  extranjeros 
y  su  importación  por  cuenta  del  Go'bierno.  Real  decreto  de  28  do  Octu'bre  de  1856.  Los  re. 
sultadofl  jnstiflcan  la  preTision  de  los  economistas,  y  abonan  de  todo  en  todo  nuestra  do^ 
trina. 
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resisten  á  la  eficacia  de  estos  medios  ordinarios  de  combatirlos^ 
entonces  interviene  la  autoridad  para  proteger  la  salud  de  los 
administrados,  y  la  higiene  es  pública. 

La  higiene  pública  no  es  sino  la  misma  higiene  individual ,  y 
galo  se  diferencia  de  la  privada  en  la  escala  de  sus  aplicaciones: 
la  una  habla  al  hombre,  la  otra  se  dirige  á  la  sociedad. 

722. — ^Las  providencias  de  la  administración  encaminadas  á 
mantener  la  salubridad  pública  constituyen  la  policía  sanitaria 
que  es  un  ramo  de  la  policía  general,  y  también  parte  de  la  po- 
licía municipal. 

La  acción  administrativa  en  punto  á  sanidad  pública  es  esen- 
cialmente previsora:  la  higiene  preserva  la  salud  combatiendo 
las  causas  generales  ó  locales  de  enfermedad,  disipando  los  fo- 
cos de  infección  ó  impidiendo  el  contagio.  El  origen  de  las  en- 
fermedades, así  endémicas  como  epidémicas  y  esporádicas,  se 
encuentra  en  la  naturaleza  del  suelo,  en  el  aire,  en  las  aguas,  en 
los  alimentos,  en  las  costumbres  y  en  otras  causas  todavía  mal 
conocidas.  Cuando  la  administración  puede  extirpar  la  raíz  del 
mal,  debe  hacerlo;  cuando  no,  atenuar  sus  efectos,  y  si  las  do- 
lencias fuesen  exóticas,  le  queda  aun  el  recurso  de  dictar  reglas 
que  impidan  su  importación  y  atajen  su  propagación. 

Descepando  bosques  unas  veces,  haciendo  plantaciones  otras, 
desecando  lagunas  siempre,  y  sustituyendo  el  cultivo  al  estado 
salvaje  de  las  tierras,  Sfe  purifica  el  aire,  se  suaviza  la  tempera- 
tura y  se  corrige  la  insalubridad  de  los  climas.  Así  desaparecie- 
ron de  las  antiguas  Galias  y  de  la  Germania  las  enfermedades 
que  diezmaban  su  población;  y  en  nuestros  dias,  descuajando  los 
montes  seculares  de  la  Pensilvania,  cesaron  las  fiebres  malignas 
que  antes  eran  allí  tan  frecuentes  y  mortales. 

También  el  régimen  alimenticio  influye  de  una  manera  nota- 
ble en  la  salud  pública.  Las  escaseces  y  carestías  engendran 
unas  enfermedades  y.  agravan  otras,  y  el  predominio  de  ciertas 
sustancias  determina  la  especialidad  de  tales  dolencias,  así 
como  la  adulteración  de  los  alimentos  y  bebidas  es  causa  de 
muchas. 

La  ciencia  y  el  arte  de  curar  deben  ser  asimismo  objeto  de  la 
inspección  sanitaria  del  Gobierno.  Los  estudios  previos  y  las 
pruebas  de  capacidad  que  se  exigen  á  los  médicos,  cirujanos  y 
farmacéuticos  demuestran  que  la  solicitud  paternal  de  la  admi- 
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nístracíon  comprende  cuánto  peligro  no  habría  en  abandonar  el 
ejercicio  de  estas  profesiones  á  una  desenfrenada  competencia, 
así  como  la  elaboración,  introducción,  venta  y  aplicadon  de  las 
sustancias  medicinales  y  venenosas.  Las  mayores  garantías  se- 
rian ineficaces  ó  ilusorias,  si  la  administración  no  prohibiese 
ejercer  aquellas  profesiones  sin  título  que  acredite  su  aptitud,  y 
no  escarmentase  á  los  intrusos  con  toda  severidad. 

723. — Á  tres  puntos,  pues,  reduciremos  las  doctrinas  adminis- 
trativas concernientes  á  la  policía  sanitaria,  considerando  en 
globo  el  diverso  origen  de  las  causas  perturbadoras  de  la  salud 
pública,  á  saber,  la  atmósfera,  los  alimentos  y  la  curación  de  las 
enfermedades. 

Artículo  X.^^Bpxdemias. 


724~Epidemia8. 

725.— Policía  sanitaria  interior. 

726.— AguaB  estancadas. 

727.-*Establ6cimientos  de  ense- 
ñanza. 

728.— Hospitales. 

729.— Cárceles  y  presidios. 

730.— Vacuna. 

731. — Inhumación  y  exhumación 
de  cadáveres. 

732.— Autopsias  y  embalsama- 
mientos. 

733.— Exhumación  y  traslación  de 
cadáveres. 

734.— Enterramientos. 

735.— Establecimientos  insalubres 
y  peligrosos. 

736.— Medios  de  evitar  el  contagio. 

737.— Período  de  sospecha. 

738.— Declaración  de  la  enferme- 
dad. 

739.— Precauciones  por  la  vía  del 
mar. 


740.— Qjrdones  sanitarios. 

741.— Eficacia  de  este  medio. 

742.— Desaparición  del  mal. 

743.— Policía  sanitaria  exterior. 

744.— Certificados  de  sanidad. 

745.  «—Patente  sucia. 

746.— Patente  limpia. 

747.— Visita  de  las  naves. 

748.— Libre  plática. 

749.— Cuarentena. 

750.— Lazaretos, 

751. — Aprehensión  de  géneros  in 
festados.  ' 

752.— Precauciones  contra  el  có- 
lera morbo. 

753.— Deberes  de  los  gobernado- 
res de  provincia. 

754.— De  los  empleados  públicos. 

755.— De  los  facultativos. 

756.— Prohibición  de  oponer  cor- 
dones sanitarios  al  cólera. 

757.— Otros  medios  de  combatir  la 
epidemia. 


724.— La  atmósfera  ejerce  suma  inñuencia  en  la  salud  públi- 
ca, ya  por  la  periodicidad  de  sus  fenómenos,  y  ya  por  las  modi- 
ficaciones que  experimenta  en  sus  propiedades  meteorológicas 
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Ó  en  su  composición ;  de  donde  se  originan  todas  las  enfermeda- 
des que  por  su  cualidad  de  propagarse  y  extenderse  á  un  gran 
número  de  individuos,  designaremos  con  el  nombre  genérico  de 
epidemias. 

La  administración  no  debe  limitarse,  como  ha  solido  por  mu- 
cho tiempo,  á  impedir  el  contagio  por  la  via  del  mar,  ni  tampoco 
es  admisible  en  buenos  principios  la  división  de  la  sanidad  en 
marítima  y  terrestre,  puesto  que  ambas  componen  la  policía  sa- 
nitaria, significan  uñ  mismo  interés  y  representan  un  solo  ramo 
del  servicio  público  que  debe  estar  confiado  á  las  propias  auto- 
ridades. La  diferencia  debe  existir  en  los  reglamentos,  porque 
siendo  distintas  las  causas  de  insalubridad,  diversos  habrán  de 
ser  también  los  medios  de  combatirlas. 

§  I.-— Policía  sanitaria  interior. 

725.— La  policía  sanitaria  interior  vela  por  la  salud  pública: 

726. — L  Dando  salida  á  las  aguas  estancadas  cuyas  mefíticas 
exhalaciones  alteran  el  aire,  vician  la  atmósfera  y  desarrollan 
calenturas  intermitentes,  más  rebeldes  y  peligrosas  en  las  zonas 
meridionales  en  donde  es  más  intensa  la  acción  de  un  sol  abra- 
sador. Estas  ú  otras  causas  análogas  de  insalubridad  deben  ser 
combatidas  por  los  medios  higiénicos  que  fueren  más  apropiados 
á  la  .situación  del  país  y  á  las  influencias  de  la  estación  (1). 

La  ley  considera  obras  piúblicas  las  que  tienen  por  objeto  la 
desecación  de  lagunas  y  terrenos  pantanosos,  y  para  facilitar- 
las, no  sólo  autoriza  la  enajenación  forzosa,  pero  también  con- 
vida al  aprovechamiento  de  estas  aguas  cediendo  á  las  empresas 
ó  particulares  los  terrenos  del  estado  ó  del  común  que  resulten 
desecados  ó  saneados  (2).  Además,  las  lagunas  ó  pantanos  dese- 
cados y  reducidos  á  cultivo  ó  pasto,  gozan  de  la  exención  de  tri- 
butos por  espacio  de  15  años  (3), 

727. — ^n.  Cuidando  de  que  los  establecimientos  públicos  y  pri- 
vados de  enseñanza,  los  hospicios,  los  hospitales,  las  casas  de 
corrección  de  ambos  sexos,  los  teatros,  y  en  general  todas  las 

(1)  Instrucción  de  80  de  Noviembre  de  1883,  cap.  v. 

(2)  Instrucción  de  10  de  Octubre  de  1846,  art.  I,  real  decreto  de  29  de  Abril  de  1800,  ar- 
tioalo  28,  real  orden  de  2  de  Mayo  dé  18S8,  reales  decretos  de  80  de  Enero  y  5  de  Mayo 
de  1861,  y  ley  de  8  de  Agosto  de  1866,  arts.  104  y  si?. 

(3)  Ley  de  23  de  Mayo  de  1845,  contribución  de  inmuebles,  cullivo  y  ganadttia,  base  8,* 
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reuniones  numerosas  ocupen  edificios  salubres  y  se  sometan  á 
un  régimen  higiénico  muy  severo. 

Por  esta  razón  se  ha  dispuesto  que  las  escuelas  ptíblicas  estén 
bien  situadas  y  ventiladas,  en  lugar  sano  y  distribuidas  de  una 
manera  conveniente  para  que  los  niños  quepan  con  comodidad; 
y  en  cuanto  á  las  privadas  es  obligación  de  quien  intentare  esta- 
blecerlas, dar  parte  del  sitio  en  que  proyecta  colocarlas  á  la  au- 
toridad, la  cual  lo  hará  visitar  jpara  asegurarse  de  que  ni  el  pa- 
raje, ni  el  edificio  ofrecen  inconveniente  que  pueda  perjudicar  á 
la  salud  de  Jos  alumnos.  También  debe  la  autoridad  civil  reco- 
nocer el  local  que  se  destina  á  los  colegios  y  í\jar  el  número  de 
alumnos  que  puede  admitir  cada  uno  atendida  su  capacidad,  y  sí 
el  establecimiento  se  trasladase  á  otro  edificio,  habrá  de  ser  vi- 
sitado nuevamente  y  modificada  la  autorización  según  las  cir- 
cunstancias (1). 

728. — Los  hospitales  públicos  deben  situarse  en  cuanto  fuere 
posible  en  los  ángulos  ó  extremos  de  las  poblaciones,  y  el  nú- 
mero de  dichos  establecimientos  proporcionarse  al  de  habitan- 
tes, á  fin  de  evitar  el  hacinamiento  de  los  enfermos  que  tanto  in- 
fluye en  la  salubridad.  Es  una  observación  constante  que  la  mor- 
talidad es  mayor  en  los  grandes  hospitales  que  en  los  pequeños: 
pasando  de  1,000  ó  1,200  los  enfermos  es  muy  difícil  6  tal  vez  im- 
posible reprimir  los  abusos  y  evitar  íos  peligros  de  la  infección* 
Los  reglamentos  especiales  determinan  cómo  debe  precederse 
respecto  á  la  ventilación,  limpieza  y  fumigaciones,  al  modo  de 
depositar  los  cadáveres  y  á  todo  cuanto  interesa  á.  la  higiene  de 
estas  casas  de  beneficencia  (2). 

729.— En  las  cárceles  y  presidios  también  se  adoptan  precau- 
ciones sanitarias,  unas  relativas  á  la  ventilación  de  los  edificios 
y  cuadras,  otras  tocantes  á  la  limpieza  y  aseo  de  los  presos  y  con- 
finados, y  lo  mismo  en  las  casas  de  corrección  para  mujeres  (3). 
Prescindiendo  del  pernicioso  influjo  que  el  desaseo  personal  ejer- 
ce en  el  carácter  de  los  detenidos,  es  constante  que  la  fklta  de 
limpieza  de  los  establecimientos  penales  los  convierte  en  focos 
de  infección  y  en  sentinas  de  graves  enfermedades  tifoideas,  cu- 
li) Reales  órdenes  de  12  de  Agosto  de  1838  y  4  de  Bíano  de  1844,  y  reglamento  de  estu- 
dios de  19  de  Agosto  de  184*7,  arts.  351  y  8S2. 

(2)  Reglamento  de  beneficencia  de  23  de  Knero  de  1822,  tft.  vii. 

(3)  Ordenanzas  de  presidios  y  reglamento  para  las  c&rceles  y  casas  de  eorreeeion  de 
mujeres. 
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JOS  estragos  no  se  contienen  dentro  de  los  muros  de  aquellas 
prisiones,  sino  que  amenazan  invadir  las  casas  y  pueblos  inme- 
diatos. El  abandono  de  la  persona  en  la  vida  privada  es  un  ger- 
men de  enfermedad,  y  en  la  vida  común  es  la  muerte.  Para  el 
hombre  libre  es  el  aseo  un  deber  personal,  y  un  deber  público 
para  todo  encarcelado. 

Aunque  los  presos. ñiesen  las  únicas  víctimas  de  esas  causas 
latentes  de  insalubridad,  de  esas  influencias  sordas  que  gastan 
su  vida  y  los  arrastran  á  una  muerte  prematura,  todavía  la  ra- 
zón, la  humanidad  y  la  justicia  exigen  que  no  se  les  imponga  una 
pena  mayor  que  la  ley  señala  y  el  juez  aplica,  á  saber,  la  priva- 
ción de  su  libertad  y  de  sus  derechos  de  ciudadano.  La  prisión 
por  sí  sola  agrava  ya  el  castigo  legal,  porque  nunca  se  consegui- 
rá reducir  el  tributo  que  en  ella  se  paga  á  la  muerte  hasta  igua- 
larlo con  el  que  satisfacemos  en  la  vida  libre:  doble  motivo  para 
que  la  administración  cuide  con  esmero  de  la  higiene  carcelaria. 
Supuesta  la  verdad  de  aquella  severa  máxima:  «todo  lo  que  se 
debe  exigir  de  una  prisión,  es  que  no  mate»,  ¡cuánto  no  resta 
aun  por  hacer  á  la  administración  hasta  disminuir  en  las  cárce- 
les y  presidios  la  espantosa  ley  de  la  mortalidad ! 

730.— ni.  Generalizando  los  beneficios  de  la  vacuna.— La  ino- 
culación de  la  viruela  natural  pudo  con  apariencia  de  razón  ser 
resistida,  puesto  que  muchos  niños  eran  víctimas  de  ella;  pero 
en  la  vacuna  no  existe  tal  peligro,  y  por  eso  la  administración 
adopta  disposiciones  eficaces  para  extenderla,  imponiendo  esta 
•  obligación  á  los  Ayuntamientos,  delegados  de  medicina  y  ciru- 
gía y  Júntasele  Sanidad  y  Beneficencia  (1).  De  antiguo  está  man- 
dado que  en  todos  los  hospitales  de  las  capitales  de  provincia  se 
destine  una  sala  para  vacunar  gratuitamente  á  cuantos  niños  les 
íueren  presentados  á  los  cirujanos  del  establecimiento  en  los  dias 
de  cada  semana  señalados  para  esta  operación  (2),  y  además  se 
recomienda  á  los  gobernadores  que  no  permitan  concurrir  á  las 
escuelas  de  primeras  letras  á  los  que  no  presentaren  certificación 
de  estar  vacunados,  y  se  les  encarga  tengan  especial  cuidado  en 
reclamar  del  Gobierno  todos  los  medios  necesarios  para  que  sean 
inoculados  gratuitamente  los  niños  de  las  familias  pobres  (3). 

• 

(1)  Ley  de  28  de  Noviembre  de  1855,  art  99. 

(2)  Real  orden  de  U  de  Agosto  de  1815. 

(3)  Instrucción  de  90  de  Noviembre  de  1838,  cap.  V,  y  ley  de  28  de  Noviembre,  art.  100. 
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Los  beneficios  que  la  humanidad  debe  al  descubrimiento  de 
Jenner  son  haber  disminuido  el  número  de  ciegos^  preservar  la 
belleza  nativa  de  nuestra  especie  y  alargar  el  término  medio  de 
la  vida.  Estos  no  son  en  verdad  bienes  individuales  solamente, 
sino  también  ventagas  sociales,  porque  aumentan  el  número  y  el 
valor  de  la  población  de  los  estados,  aun  cuando  la  virtud  pre- 
servativa  de  la  inoculación  no  alcance  más  que  á  disminuir  la 
frecuencia  y  la  intensidad  de  la  viruela. 

El  Gobierno  creó  recientemente  un  Instituto  nacional  de  va  cu- 
na  bsgo  la  dependencia  directa  é  inmediata  de  la  Academia  de 
Medicina,  y  la  superior  del  ministro  de  Fomento  (1). 

731. — ^IV.  Dictando  rígidas  providencias  acerca  de  la  inhuma- 
ción y  exhumación  de  los  cadáveres.  Á  este  fin  ordenó  el  (jobier- 
no  en  varias  ocasiones  la  construcción  de  cementerios,  para  que 
las  exhalaciones  de  los  muertos  no  infestasen  el  aire  que  han  de 
respirar  los  vivos,  y  nó  aumentasen  así  las  epidemias  que  por 
esta  sola  causa  adquieren  una  asoladora  intensidad.  La  adminis- 
tración cela  particularmente  para  que  donde  aun  no  los  hay,  se 
levanten  al  punto  estos  asilos  de  la  muerte  y  sean  sometidos  auna 
policía  severa,  y  para  que  en  los  depósitos  de  los  cadáveres,  en 
los  entierros  y  en  las  exhumaciones  se  observen  las  reglas  que 
la  experienda  acredita  como  necesarias,  entre;  tanto  que  éstas  se 
fijan  en  una  ley  particular  (2). 

Desde  muy  antiguo  existe  en  España  la  prohibición  general  de 
enterrar  en  los  templos.  «  Soterrar  non  deben  ninguno  en  la  igle- 
sia, si  non  á  personas  ciertas  que  son  nombradas  en  esta  ley  >i 
dijo  don  Alonso  el  Sabio  (3);  y  esta  legislación  ñié  confirmada 
por  la  posterior  que  manda  construir  cementerios  fuera  de  po- 
blado (4). 

•  Los  cementerios  deben  colocarse,  pues,  extramuros,  siempre 
que  no  haya  dificultades  invencibles  ó  grandes  anchuras  den- 
tro de  los  pueblos,  en  parajes  ventilados,  inmediatos  á  las  par- 
roquias y  l^os  de  las  moradas  de  los  vecinos.  La  naturaleza  del 
terreno  debe  ser  silícea  ó  calcárea  para  que  la  putrefacción  sea 
ínás  rápida,  y  las  exhalaciones  desprendidas  de  la  materia  ani- 

(1)  Real  decreto  de  24  de  Julio  de  1811,  y  real  orden  de  17  de  AbrU  de  1875. 

(2)  Instrucción  de  90  de  Noviembre  de  1833,  cap.  T. 

(3)  Ley  1,  tlt.  xiii,  Part.  I. 

(4)  Ley  1,  tít.  !ii,  lib.  I  y  V,  tít  XL,  lib.  VII,  Nov.  Recop. 
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mal  muerta  en  menor  cantidad  y  menos  nocivas.  También  se  ha 
de  procurar  no  construirlos  cerca  de  las  corrientes  que  surten  de 
aguas  potables  á  la  población,  á  fin  de  que  no  se  inficionen  en 
su  tránsito  (1).  Cuando  hubiere  necesidad  de  ocupar  un  terreno 
de  propiedad  particular  y  no  se  aviniere  su  dueño  á  cederlo,  pue- 
de expropiársele  por  causa  de  utilidad  pública;  y  si  el  terreno 
es  concejil,  debe  destinarse  á  la  construcción  del  cementerio, 
acreditando  antes  la  necesidad  de  hacerlo  y  la  extensión  del  que 
se  destina  á  este  uso  (2). 

Todavía  debieran  ser  las  leyes  más  explícitas  y  designar  la 
profundidad  de  las  zanjas,  la  colocación  de  los  cadáveres,  su  dis- 
tancia recíproca,  la  forma  de  las  plantaciones  que  embellecen  la 
mansión  de  los  muertos  y  depuran  la  atmósfera  sin  impedir  la 
circulación  del  aire  y  diseminación  de  los  miasmas,  y  prohibir 
la  construcción  de  edificios  y  la  abertura  de  pozos  á  las  inmedia- 
ciones de  los  cementerios,  con  otros  pormenores  al  parecer  de  es- 
casa, pero  en  realidad,  de  suma  importancia  para  la  higiene  pú- 
blica. 

Los  cadáveres  de  las  monjas  en  clausura  deben  ser  sepultados 

en  los  atrios  ó  huertos  de  los  monasterios  ó  conventos,  y  nunca 
en  los  coros  bajos  ni  en  las  iglesias.  Si  alguna  comunidad  carece 
de  parsye  conveniente  para  este  uso,  deben  ser  conducidos  los 
restos  de  sus  religiosas  á  los  cementerios  públicos  en  donde  se 
les  designará  un  sitio  á  propósito.  La  autoridad  civil  tiene  la 
obligación  de  reconocer  dichos  atrios  ó  huertos  para  asegurar- 
se de  su  ventilación  y  demás  condiciones  higiénicas,  antes  de 
permitir  la  inhumación  en  ellos  (3). 

Está  permitido  el  depósito  de  cadáveres  en  las  iglesias  por  solo 
el  tiempo  que  la  ciencia  aconseja  y  que  es  compatible  con  la  sa- 
lud pública,  siempre  que  concurran  las  condiciones  siguientes: 

I.  Que  al  depósito  sea  en  capUlas  del  todo  separadas  de  los 
templos. 

n.  Que  no  estén  habilitadas  para  el  culto,  ni  por  otro  motivo 
tengan  los  fieles  entrada  en  ellas. 

iir.  Que  se  observen  con  todo  rigor  las  precauciones  higiéni- 
cas de  ventilación  y  purificación. 

(1)  Real  Orden  de  3  de  Junio  de  1888. 

(2)  Reales  órdenes  de  28  de  Octubre  de  1833  y  16  de  Julio  de  18S7. 

(3)  Real  orden  de  80  de  Octubre  de  1885. 
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IV.  Y  tan  sólo  en  épocas  nórmales,  ó  cuando  no  aflige  al  país 
ninguna  epidemia  (!)• 

Está  repetidas  veces  prohibido  celebrar  exequias  ó  funerales 
de  cuerpo  presente  en  las  iglesias  destinadas  al  culto,  aunque  no 
reine  ninguna  epidemia,  con  la  sola  excepción  de  si  los  cadáve- 
res se  hallan  embalsamados  (2).         ' 

También  debe  la  administración  adoptar  prudentísimas  caute* 
las  para  impedir  los  horribles  accidentes  de  sepultar  á  personas 
vivas.  El  establecimiento  de  salas  de  observación  en  donde  se 
depositen  todos  los  cadáveres  verdaderos  ó  presuntos  antes  de 
conducirlos  á  su  última  morada,  y  nn  servicio  público  bien  orga- 
nizado con  este  objeto,  garantizarían  á  la  sociedad  contra  los  cul- 
pables descuidos  de  un  médico  inexperto,  ó  la  precipitación  teme- 
raria de  los  parientes  del  enfermo.  Las  exhumaciones  requieren 
una  policía  especial  que  concilio  la  justa  satisfacción  de  los  deseos 
piadosos  de  las  familias  ó  personas  interesadas  en  la  traslación 
de  los  cadáveres,  y  los  graves  respetos  á  la  salubridad  pública. 

732. — Asimismo,  para  evitar  otras  desgracias  semejantes,  no 
sé  puede  hacer  ninguna  autopsia ,  ni  embalsamar  los  cadáveres 
hasta  pasadas  24  horas  desde  que  ocurrió  la  deñmcion. 

Para  proceder  á  estas  operaciones  se  requiere: 

I.  Petición  por  escrito  de  la  familia  del  difunto  ó  á  lo  menos 
del  pariente  más  cercano. 

II.  Certificado  del  facultativo  que  le  hubiese  asistido  en  su  úl- 
tima enfermedad. 

m.  Presencia  del  subdelegado  de  medicina  que  autoriza  el 
acto, 
rv.  Que  se  hagan  por  profesores  de  medicina  ó  cirugía. . 

V.  Que  se  hagan  en  los  hospitales  ó  en  las  escuelas  de  Medi- 
cina ó  Cirugía. 

De  todo  se  extiende  un  acta  que  el  subdelegado  remite  con 
oficio  al  alcalde  para  su  conocimiento,  y  para  que  la  mande  ar- 
chivar (3). 

733. — La  exhumación  y  traslación  de  los  cadáveres  no  pueclen 
verificarse  sin  que  precedan  los  siguientes  requisitos: 


(i)  Real  orden  de  11  de  Abril  de  1856. 

(2)  Reales  Órdenes  de  20  de  Setiembre  de  1819, 38  de  Agosto  de  1855, 13  de  Febrero  de 
8S1, 8  de  Setiembre  de  1865  y  16  de  Febrero  de  1872. 
(3)  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1861. 

TOMO  I.  21 
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I.  Que  hayan  trascurrido  dos  aaos  por  lo  menos  desde  su  in- 
humación. 

n.  Autorización  del  gobernador  de  la  provincia,  previo  reco- 
Bocimiento  &cultativo  hecho  por  dos  profesores  de  la  ciencia  de 
curar^  del  cual  resulte  que  no  perjudican  á  la  salud  pública. 

m.  Yénia  de  la  autoridad  eclesiástica^  á  quien  toca  velar  so- 
bre la  religión  de  los  sepulcros. 

IV.  Que  los  cadáveres  exhumados  sean  trasladados  á  cemente^ 
rios  ó  panteones  particulares,  si  se  hallan  situados  ftiera  de  las 
poblaciones. 

Guando  hubieren  pasado  cinco  anos  después  de  darles  sepultu- 
ra>  el  gobernador  puede  ordenar  su  exhumación  de  la  manera  y 
con  los  requisitos  oportunos,  disponiendo  siempre  que  se  haga 
con  el  respeto  debido,  dando  conocimiento  al  de  la  provincia 
adonde  hubieren  de  ser  trasladados  y  obteniendo  antes  el  asenti- 
miento de  la  autoridad  eclesiástica;  más  si  los  cadáveres  estuvie- 
sen embalsamados,  pueden  ser  exhumados  en  cualquier  tiempo 
y  sin  necesidad  de  reconocimiento  facultativo.  Tampoco  pueden 
ser  trasladados  los  cadáveres  de  un  punto  á  otro  del  mismo  ce- 
menterio antes  de  los  cinco  años  desde  la  inhumación,  sino  en 
el  tiempo  y  con  los  requisitos  expresados.  Los  gobernadores,  sin 
embargo,  pueden  abreviar  el  plazo  en  aquellos  cementerios  cuya 
capacidad  no  ñiere  proporcionada  al  número  anual  de  las  deflin- 
ciones. 

Las  solicitudes  para  trasladar  los  cadáveres  sepultados  en  una 
provincia  á  otro  punto  de  la  misma,  deben  dirigirse  al  gobernar 
dor  respectivo  que  concede  ó  niega  la  autorización  necesaria; 
pero  si  la  traslación  hubiere  de  ser  de  una  á  otra  provincia,  ó 
para  traer  á  España  restos  sepultados  en  tierra  extrax\jera,  se 
dirigen  al  ministerio  de  la  Gobernación,  acreditándose  previa- 
mente la  circunstancia  de  hallarse  el  cadáver  embalsamado,  ó 
probando  que  habiendo  pasado  más  de  dos  años  desde  que  reci- 
bió sepultura,  se  encuentra  ya  en  un  estado  de  completa  deseca- 
ción (1). 

734. — Algunos  dolorosos  encuentros  dé  las  autoridades  civil 
y  eclesiástica  (y  decimos  dolorosos  en  cuanto  turban  la  necesa- 

(1)  Reales  órdenes  de  19  de  Marr.^  de  1848  y  12  de  Mayo  de  1849, 80  de  Enero  de  1651 ,  81  de 
Agosto  de  165»,  19  de  Junio  y  10  do  Julio  de  1857,  y  ^  de  Agposto  y  19  de  Noviembre  de  1897: 
Cód.  penal,  art.  835. 
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ría  concordia  del  sacerdocio  y  el  imperio  y  la  paz  de  las  con- 
ciencias), obligaron  al  Gobierno  á  establecer  por  punto  ge- 
neral: 

I.  Que  se  deje  expedita  la  jurisdicción  de  los  diocesanos,  siem- 
pre que  nieguen  á  un  cadáver  la  sepultura  en  lugar  sagrado  (1). 

n.  Que  la  custodia  de  los  cementerios  católicos  pertenece  á  la 
autoridad  eclesiástica;  y  de  consiguiente  á  los  curas  párrocos, 
y  no  á  los  alcaldes,  corresponde  guardar  sus  llaves,  porque  los 
fieles,  mientras  viven,  forman  parte  de  la  sociedad  civil,  y  desde 
que  mueren,  sus  restos  pasan  al  poder  de  la  Iglesia  que  los  re- 
cibe y  les  da  sepultura  bendecida  (2). 

735, — V.  Prohibiendo  en  los  pueblos  el  ests^blecimieñto  de  fá- 
bricas, talleres,  laboratorios,  almacenes  ó  depósitos  insalubres, 
porque  alteran  el  aire  ó  lo  impregnan  de  emanaciones  nocivas; 
peligrosos,  porque  pueden  causar  explosiones  ó  producir  incen- 
dios, é  incómodos  porque  suelen  ser  más  ó  menos  insalubres 
además  de  vecinos  molestos  y  desagradables.  Nuestra  legislación 
sanitaria  es  sumamente  parca  en  este  punto  importantísimo  para 
la  administración,  en  el  cual  se  comprenden  tres  graves  intere- 
ses á  un  tiempo,  la  salud  pública,  la  industria  y  la  propiedad. 
Una  sola  ley  dice  que  siendo  útil  á  la  salud  pública,  que  dentro 
del  recinto  de  la  Corte  y  demás  poblaciones  no  se  establezcan  fá- 
bricas y  manufacturas  que  alteren  ó  inficionen  notablemente  la 
atmósfera,  como  jabonerías,  tenerías,  fábricas  Üe  velas  de  sebo, 
cuerdas  de  vihuela,  ni  los  obradores  de  artesanos  que  se  ocu- 
pan en  aligaciones  de  metales  y  fósiles  que  alteran  el  aire,  la 
junta  de  gobierno  propondrá  cuanto  le  parezca  conveniente  para 
cortar  las  funestas  consecuencias  que  pueden  sobrevenir  de  esta 
tolerancia  (3), 

Un  reglamento  particular  determina  las  precauciones  que  de- 
ben rodear  la  fabricación  de  la  pólvora,  de  fulminantes  y  toda 
clase  de  sustancias  explosivas;  pero  de  esta  materia  trataremos 
á  propósito  de  la  industria  en  general,  llegada  la  ocasión  opor- 
tuna. 

Las  ordenanzas  municipales  pueden  suplir  en  gran  parte  el 
silencio  de  las  leyes  y  reglamentos,  procurando  conciliar  el  libre 

(1)  Real  orden  de  29^  de  Octubre  de  1S61. 

(2)  Real  Orden  de  18  de  Marzo  de  1861. 

(3)  Ley  5,  tít.  XL,  lib.  Vil,  Nov.  Recop, 
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ejercicio  de  la  industria  con  el  respeto  que  se  debe  á  la  salud  pú- 
blica (1).  A  este  fin  deben  clasificar  los  establecimientos  más  ó 
menos  insalubres  en  tres  categorías:  en  la  primera  entran  los  que 
conviene  alejar  de  las  habitaciones  particulares  y  de  todo  paseo 
6  camino ;  á  la  segunda  corresponden  los  que  pueden  situarse  en 
poblado,  pero  con  ciertas  precauciones  y  bajo  la  vigilancia  de  la 
policía;  y  á  la  tercera  los  que  son  del  todo  inofensivos  é  inocen- 
tes, y  que  si  requieren  una  autorización  previa,  es  sólo  por  ad- 
quirir la  certeza  de  que  sus  operaciones  no  molestarán  al  vecin- 
dario. 

736.— jCnando  á  pesar  de  los  medios  preventivos  se  haya  de- 
clarado alguna  enfermedad  de  carácter  contagioso  en  cualquie- 
ra pueblo  del  reino,  deben  las  autoridades  procurar  la  extinción 
de  los  gérmenes  del  mal  y  atajar  la  propagación  de  esta  plaga  á 
los  demás  puntos.  Las  providencias  sanitarias  que  nuestra  legis- 
lación administrativa  manda  adoptar  son  relativas  á  tres  distin- 
tos estados  en  que  la  salud  de  aquel  pueblo  puede  encontrarse,  á 
saber: 

I.  Mientras  se  sospecha  el  mal. 

II.  Durante  su  rigor, 
ni.  Cuando  cesa. 

737.— I.  Los  alcaldes,  inmediatamente  que  tuvieren  noticia 
de  algún  caso  de  enfermedad  sospechosa,  deben,  lo  primero,  in- 
formarse del  médico  y  de  la  familia  acerca  de  los  síntomas,  pro- 
greso y  método  curativo  de  la  enfermedad,  si  ha  muerto  el  en- 
fermo, si  hay  esperanzas  de  salvarle,  su  complexión,  edad  y  sexo, 
procedencia  y  trato  en  los  quince  dias  antes  de  enfermar;  si  ne- 
gociaba ó  se  rozó  con  efectos  extranjeros  capaces  de  contagio, 
si  visitó  á  alguno  ó  algunos  enfermos,  dónde  y  cómo,  y  si  éstos 
padecieron  también,  aunque  hayan  sanado,  igual  dolencia.  Lo 
segundo,  recomendar  á  la  familia  y  domésticos  la  más  cautelosa 
asistencia  y  disponer  el  mayor  aislamiento  posible,  aconsejando 
que  en  su  estancia  sólo  entre  la  persona  encargada  desde  el  prin- 
cipio ó  con  más  frecuencia  de  su  servicio.  Lo  tercero,  dar  al  ins- 
tante parte  al  gobernador  de  aquella  ocurrencia,  cuya  autoridad 
deberá  transmitir  la  noticia  al  Gobierno,  para  que  con  pleno  co- 
nocimiento de  causa  pueda  proveer  lo  necesario  (2). 

(1)  Véanse  las  Ordenanzas  de  policía  urbana  y  rural  de  Madrid,  arts.  291  y  siguiente*. 

(2)  Real  decreto  de  H  de  Marzo  de  1847,  art.  18. 
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738.— -U.  Luego  que  la  existencia  del  contagio  fuere  cierta,  el 
alcalde  dará  nuevo  parte  al  gobernador  de  la  provincia,  y  publi- 
cará por  bando  ó  de  otro  modo  solemne  el  estado  sanitario  de  la 
población;  y  entonces  deberá  disponer  que  la  correspondencia 
sea  despachada  con  piques  ó  aberturas  de  una  regular  dimensión 
por  ambas  superficies  y  empapada  en  vinagre,  incomunicar  el 
vecindario  y  prohibir  las  reuniones  públicas.  Esta  última  provi- 
dencia no  siempre  se  adopta  por  no  aumentar  la  alarma  y  cons- 
ternación de  los  habitantes,  y  para  impedir  el  abandono  de.  los 
enfermos  en  el  seno  de  las  familias. 

739. — ^En  los  puertos  de  mar  se  cierra  la  entrada  á  las  embar^ 
caciones  que  no  sean  de  su  matrícula,  excepto  en. el  caso  de 
naufragio  próximo  ú  otros  urgentes,  y  asimismo  se  manda  reco- 
ger todos  los  timones  de  los  buques  s.urtos  en  él  para  que  no  se 
den  á  la  vela;  pero  cumplido  el  mes  del  contagio,  pueden  ser 
habilitados  los  buques  surtos  en  el  puerto  con  patente  sucia  para 
los  lazaretos  de  Mahon  ó  Vigo  antes  de  dirigirse  á  otro  puerto 
español.  Aunque  se  permite  salir  á  los  pescadores,  es  bajo  pro- 
hibición de  alojarse  de  la  vista  del  puerto,  de  rozarse  con  otros 
buques,  de  pernoctar  en  la  mar  y  de  extraer  gentío  para  desem- 
barcarlo en  cualquier  punto  de  la  costa,  ó  de  violar  por  otros 
medios  la  incomunicación,  de  cuya  rigorosa  observancia  son  res- 
ponsables los  patrones  (1). 

740. — Para  que  la  incomunicación  sea  eficaz,  debe  establecerse 
un  cordón  sanitario  ó  una  línea  de  tropas  á  media  legua  del  pue- 
blo en  toda  su  circunferencia,  y  otro  á  la  distancia  de  10  leguas. 
La  primera  permite  la  salida  de  todas  las  personas  y  familias 
que  lo  deseen,  á  excepción  de  las  autoridades  locales  é  indivi- 
duos del  Ayuntamiento.  Durante  la  epidemia  está  formalmente 
prohibido  conceder  bsgo  ningún  pretexto  licencia  para  ausentar- 
se á  los  empleados  en  el  ramo  de  Beneficencia  de  cualquiera  clase 
y  .categoría,  ya  sirvan  en  los  establecimientos  generales,  ya  en 
los  provinciales  ó  municipales.  No  se  pone  obstáculo  á  la  salida 
de  los  facultativos  que  la  intenten  con  objeto  de  visitar  en  sus  en- 
fermedades á  los  habitantes  del  campo,  á  no  ser  que  la  escasez 
de  profesores  los  hiciere  necesarios  en  el  pueblo ;  más  el  profe- 
sor que  residiendo  en  él  lo  abandonare  después  que  se  puso  en 

(I)  Reglamento  de  17  de  Mano,  art.  15, 
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duda  su  estado  sanitario,  incurre  en  la  pérdida  del  título,  donde 
quiera  que  se  halle.  Los  que  hubieren  salido  no  pueden  regresar 
al  pueblo  mientras  no  sea  declarado  en  libre  comunicación;  y  si 
quieren  pasar  á  punto  sano,  deben  sujetarse  á  cuarentena  rigo- 
rosa y  á  expurgo  general  de  sus  efectos  (1). 

La  segunda  línea  se  establece  para  prohibir  que  durante  el 
primer  mes  desde  la  declaración  del  contagio,  ningún  morador 
comprendido  en  esta  zona  sospechosa  la  traspase  para  penetrar 
en  lo  interior  sin  una  causa  calificada  de  urgentísima;  pero  cum- 

M 

plido  el  mes  y  asegurado  el  aislamiento  del  contagio  en  el  pueblo 
infestado,  se  permite  el  tránsito  á  todas  las  personas  que  lleven 
patente  de  sanidad  (2). 

741 . — La  conveniencia  de  los  cordones  sanitarios  es  todavía 
objeto  de¡controversia  en  la  medicina;  sin  embargo,  la  opinión 
general  se  inclina  á  que  en  las  enfermedades  contagiosas  el  ais- 
lamiento es  útil,  aunque  sin  el  hacinamiento  de  los  enfermos, 
sin  la  escasez  de  víveres  y  otros  objetos  de  necesidad  y  de  como- 
didad para  la  vida,  sin  dificultad  de  prestar  los  auxilios  de  la  me- 
dicina, los  consuelos  de  la  caridad  y  los  cuidados  de  la  familia  á 
los  dolientes,  y  en  suma,  concillando  la  severa  ejecución  de  las 
leyes  sanitarias  con  los  deberes  de  la  humanidad  que  santifica 
el  infortunio.  Cuando  no  reúna  estas  condiciones,  el  aislamien- 
to, en  vez  de  favorable,  será  muy  nocivo  á  la  salud  pública. 

Nuestra  legislación  parece  muy  perpleja  en  este  y  otros  pun- 
tos dudosos  de  policía  sanitaria,  principalmente  desde  la  última 
reforma,  porque  ni  aprueba  ni  reprueba  el  sistema  de  acordona- 
miento  interior;  pero  autoriza  al  Gobierno  para  adoptar  cuales- 
quiera medios  preventivos  que  estime  oportunos  (3). 

Por  regla  general  está  prohibido  el  sistema  cuarentenario  in- 
terior (4);  precepto  vago,  porque  somete  la  ley  al  arbitrio  del 
Gobierno.  Su  observancia  ó  inobservancia  dependen  de  la  varie- 
dad de  casos  y  opiniones  acerca  de  la  naturaleza  del  mal  y  de  la 
eficacia  de  los  medios  imaginados  para  combatirlo.  Bien  se  co- 
lige el  pensamiento  del  legislador  favorable  al  libre  trato  y  co- 
municación de  los  pueblos,  aunque  no  se  atreve  á  romper  de 


(1)  Refi^lamento  de  17  de  Marzo  de  1817  y  real  orden  de  13  do  Setiembre  do  1865. 

(2)  Ibid.,  art.  16. 

(8)  Ley  de*28  de  Noviembre  de  1855,  art.  58. 
(4)  Ibid.,  art.  57. 
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todo  en  todo  con  ciertas  doctrinas  y  hábitos  arraigados  por  el 
espacio  de  algxinos  siglos. 

En  cuanto  á  las  enfermedades  que  se  transmiten  por  medio 
del  aire  inficionado^  los  cordones  son  inútiles  como  ineficaces 
para  contener  las  corrientes  atmosféricas  que  sirven  de  vehícu- 
lo á  los  gérmenes  dé  la  enfermedad^  y  como  inútiles,  p^udi- 
cíales. 

742. — ni.  Al  entrar  el  último  enfermo  contagiado  en  su  perío- 
do de  convalecencia,  debe  anunciarse  la  desaparición  de  la  enfer- 
medad de  igual  manera  solemne  que  se  anunció  su  invasión.  El 
alcalde  lo  pone  en  conocimiento  del  gobernador  de  la  provincia, 
y  éste  lo  eleva  á  noticia  del  Gobierno  para  que  lo  comunique  á 
todos  los  agentes  diplomáticos  residentes  en  la  Corte.  Pasado 
este  peligro  cesan  las  cautelas  y  cuidados  de  la  autoridad,  se  res- 
tablecen las  comunicaciones  por  mar  y  tierra  si  se  hallan  in- 
terrumpidas, y  en  fin  todo  vuelve  á  su  estado  normal. 

§  II.— Policía  sanitaria  exterior. 

743.— La  policía  sanitaria  exterior  comprende  el  servicio  de 
sanidad  relativo  á  evitar  la  introducción  de  enfermedades  pesti- 
lenciales por  las  costas  y  fronteras  del  reino. 

Entre  el  régimen  sanitario  marítimo  y  el  terrestre  hay  una 
diferencia  esencial,  á  saber,  que  el  primero  es  permanente,  y  el 
segundo  temporal  ó  aplicable  tan  sólo  cuando  lo  exigen  las  co- 
municaciones con  un  pueblo  infestado  por  alguna  enfermedad 
contagiosa. 

744. — ^El  temor  de  que  ciertas  dolencias  exóticas  de  carácter 
contagioso  se  introdiy  esen  principahnente  por  la  via  del  mar,  es 
la  causa  de  la  distinción  uniforme  de  los  certificados  de  sanidad 
ó  patentes  en  limpia  y  sucia,  segpi  el  grado  de  conflamsa  6  re- 
celo que  el  estado  sanitario  de  los  buques  inspira. 

745. — ^Repútanse  de  patente  sucia : 

L  Las  procedencias  que  están  ó  han  estado  después  de  su  sa- 
lida infestadas  de  alguna  enfermedad  contagiosa. 

n.  Las  que  vienen  de  país  contagiado. 

ni.  Las  que  han  ibomunicado  con  personas  ó  cosas  conta- 
giadas. 

IV.  Las  procedencias  que  de  las  Antillas  y  Seno  Mejicano  Ue- 
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garen  á  nuestros  puertos  desde  i."*  de  Julio  hasta  31  de  Octu-  4 

bre  (1).  '  V 

Lias  épocas  de  adoptar  precauciones  sanitarias  respecto  á  los 
buques  de  esta  procedencia  empiezan  á  contarse  desde  su  salida  p'* 

de  aquellos  puntos,  y  no  desde  su  arribada  á  nuestros  puertos. 
Todos  los  mercantes  de  la  Península  y  sus  üslas  adyacentes  están 
clasificados  con  relación  al  servicio  sanitario  en  puertos  de  pri- 
mera, segunda,  tercera  y  cuarta  clase  (2). 

V.  Las  patentes  de  cualquiera  clase  que  carezcan  de  la  legali- 
zación del  cónsul  de  España  en  el  punto  de  partida,  ó  alguno  de 
los  inmediatos,  si  no  lo  hubiere  en  el  puerto  de  donde  procede 
el  buque,  y  aquéllos  en  los  cuales  se  adviertan  irregularidades  6 
defectos  esenciales  que  den  margen  á  sospechar  fundadamente 
ocultaciones  ó  inexactitudes  de  trascendencia  que  puedan  perju- 
dicar á  la  salud  pública  (3). 

También  se  consideran  de  patente  sucia  todas  las  procedencias 
que  antes  la  llevaban  sospechosa,  á  saber: 

I.  Las  de  país  cuyo  estado  sanitario  es  dudoso  ó  infunde  re- 
celo. 

U.  Las  de  punto  exento  de  enfermedad,  pero  que  estuvo  en 
comunicación  con  países  contagiados. 

ni.  Las  que  hubieren  comunicado  con  lugares,  personas  ó  co- 
sas sospechosas  de  contagio. 

IV.  Las  que  por  cualquiera  circunstancia  no  ofrezcan  la  segu- 
ridad conveniente  acerca  de  su  sanidad. 

V.  Las  de  las  Antillas  y  Seno  Mejicano  que  salieren  desde  1  .** 
de  Mayo  hasta  fin  de  Setiembre,  aun  cuando  gocen  del  más  prós- 
pero estado  durante  su  navegación  y  vengan  con  patente  limpia. 
Pero  si  el  buque  llegase  á  la  Península  después  de  finalizado  el 
mes  de  Octubre,  cesa  para  los  que  arriben  á  la  costa  del  norte  el 
concepto  de  sospechoso,  y  en  los  del  mediodía  queda  sujeto  á 
una  corta  observación  (4).  . 

746. — Son  de  patente  limpia  las  procedencias  que  no  inspiran 
la  menor  sospecha  acerca  de  su  estado  sanitario. 
Todas  las  procedencias  de  mar  deben  traer  como  pasaporte 

(1)  Real  orden  de  13  de  Octubre  de  1842. 

(2)  Reales  órdenes  de  2A  de  Abril  de  1844  y  26  de  AbrU  de  1807. 
(S)  Real  orden  de  8  de  Julio  de  185*^. 
(4)  Ley  de  28  de  Noviembre  de  1855,  arla.  17  y  18,  y  reales  órdenes  de  18  de  Octubre 

de  1842,24  de  Abril  de  1844, 8  de  Setiembre  y  Ide  Octubre  de  1865  y  6  de  Julio  de  1871. 
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de  sanidad,  su  patente  visada  por  los  agentes  consulares  de  Es- 
paña,  y  donde  no  los  hubiere,  expedida  por  Las  autoridades  ex- 
trañas. Esta  patente  debe  ser  refrendada  en  todos  los  puntos  de 
la  escala.  Exceptúanse  de  esta  regla  los  buqties  guarda-costas, 
las  chalupas  de  la  Hacienda  y  los  barcos  pescadores. 

Se  entiende  por  primitiva  procedencia  el  punto  de  donde  sale 
un  baque  con  carga  ó  en  lastre  después  de  haber  rendido  en  él 
su  viaje.  Los  buques  procedentes  de  un  puerto  sucio  ó  sospe- 
choso, ó  cuyas  patentes  limpias  en  su  origen  se  conviertan  en 
sucias,  aunque  verifiquen  operaciones  de  descarga  en  otros-, 
puertos  limpios  intermedios,  conservan  la  procedencia  de  los 
puertos  comprometidos,  y  sus  patentes  el  carácter  de  sucias, 
mientras  no  purguen  en  el  extranjero  ó  en  España  la  cuarentena 
que  disponen  nuestras  leyes  (1). 

747. — ^Deben  sujetarse  á  visita  todas  las  naves  que  lleguen  á 
los  puertos  de  la  Península  é  Islas  adyacentes,  sin  cuyo  requisito 
no  son  admitidas  á  libre  plática,  ni  se  les  permite  dQJar  en  tierra 
persona  alguna  ni  parte  de  cargamento.  La  visita  se  hace  inme- 
diatamente á  todo  buque,  inclusos  los  de  guerra  y  destinados  á 
correos,  que  arribe  á  puerto  de  sol  á  sol,  y  aun  de  noche  en 
casos  urgentes.  Sin  embargo,  los  directores  especiales  de  Sani- 
dad podrán  eximir  de  la  visita  y  reconocimiento  á  los  buques 
dispensados  de  llevar  patente,  como  también  á  los  de  vapor  y 
cabotsge  de  cuyas  habituales  condiciones  higiénicas  estuvieren 
satisfechos  (2). 

Practica  esta  diligencia  el  médico  de  visita  de  naves  bs^o  la 
directa  responsabilidad  del  vocal  de  tumo  de  la  Junta  de  Sani- 
dad,  cuidando  siempre  de  que  el  servicio  no  se  retrase,  ni  se  oca- 
sionen perjuicios  á  los  buques  que  pidan  entrada  en  la  bahía  (3). 

Están  dispensados  de  la  visita  sanitaria  los  buques  que,  ofre- 
ciendo el  estado  higiénico  más  perfecto,  no  inviertan  más  de  36 
horas  en  sus  visges,  no  cambien  el  derrotero  establecido  y  pu- 
blicado de  antemano,  ni  inspiren  sospecha  alguna  de  haber  pa- 
decido alteración  el  buen  estado  sanitario  de  los  puntos  de  sali- 
da, escala  y  término  (4). 


(1)  Baal  6rd«n  de  90  de  NoTiembre  de  I8Q2. 

(2)  Ley  de  28  de  Noviembre  de  1855,  arte.  2^,  24  y  25. 
(8)  Real  orden  de  6  de  Janio  de  1860,  arte.  6  y  *?. 

(4)  Real  orden  de  81  de  Enero  de  1868. 
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Á  libre  plática  se  admiten  solamente  las  personas  y  cosas  que 
traen  patente  limpia,  ya  considerando  los  puertos  de  donde  pro- 
ceden, ya  teniendo  en  cuenta  el  estado  sanitario  de  los  pasajeros 
y  tripulación ;  y  cuando  no  procede  la  admisión  á  libre  plática, 
se  sujetan  á  cuarentena. 

748. — Son  admisibles  á  libre  plática: 

I.  Los  buques  que  traigan  patente  limpia,  aunque  hayan  te- 
nido alguna  persona  muerta  en  el  viaje,  siempre  que  justifiquen 
los  capitanes  ó  patrones  que  este  accidente  no  ftié  ocasionado 
por  enfermedad  importable. 

II.  Los  que  con  patente  de  igual  clase  conduzcan  una  persona 
de  más  ó  de  menos  de  las  comprendidas  en  la  patente  y  rol, 
siempre  que  los  capitanes  ó  patrones  acrediten  que  la  diferencia 
nace  de  causas  que  no  afectan  á  la  salud  pública. 

in.  Los  que  habiendo  salido  de  un  punto  extranjero  limpio 
para  otro  también  extranjero,  entren  en  los  puertos'  de  la  Pe- 
nínsula y  sus  Mas  adyacentes  de  arribada  forzosa  por  cualquie- 
ra de  las  causas  expresadas  en  el  Código  de  Comercio,  con  tal 
que  sea  notoria,  sí  llegan  con  patente  limpia,  buenas  oondicio- 
nes  higiénicas  y  sin  accidente  sospechoso  á  bordo,  aunque  ca- 
rezcan Sel  viso  del  cónsul  español,  por  no  venir  destinados  á 
España  (1). 

749. — Llámase  cuarentena  el  aislamiento  al  cual  se  someten 
los  hombres  y  las  cosas  procedentes  de  países  infestados  ó  sos- 
pechosos, de  los  cuales  se  recela  si,  admitidos  desde  luego  á  li- 
bre plática,  comprometerán  la  salud  pública.  Hay  dos  clases  de 
cuarentena,  la  rigorosa  y  la  de  observación :  aquélla  se  purga 
en  lazareto  sucio  y  lleva  consigo  el  descargo  y  expurgo  de  las 
mercancías  sospechosas  de  contagio,  y  ésta  puede  hacerse  en 
cualquiera  de  los  puertos  en  que  haya  lazareto  de  esta  especie 
sin  obligar  al  descargo.  Es  una  medida  provisional,  una  pura 
cautela  para  averiguar  el  estado  sanitario  de  las  procedencias. 

750.— Los  lazaretos,  fundados  en  la  época  de  las  Cruza:das 
para  atajar  la  propagación  de  la  peste  de  Levante,  son  puntos 
de  mera  observación  de  los  visgeros  y  tripulantes  sospechosos 
de  contagio,  y  al  mismo  tiempo  hospitales  incomunicados  para 
los  enfermos.  Prestan  además  el  servicio  de  almacenes  en  donde 

(1)  Reales  órdenes  de  8  de  Marzo  y  21  de  DlcÍemT)re  de  191^ :  circulares  de  86  de  Setiem- 
bre de  18*71  y  16  de  Noyiembre  de  1872. 
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se  depositan,  ventilan  y  pxpurgan  Ior  efectos  de  igual  proceden- 
cia. Su  objeto  oficial  es  fecilitar  los  medios  de  observación  y  pu- 
rificación que  deben  destruir  los  gérmenes  del  mal  cuyo  desar- 
rollo se  teme  (1).  >• 

Si  los  lazaretos  y  cuarentenas  no  corresponden  á  su  instituto 
ó  se  abusa  de  ellas/  bien  porque  ciertas'  enfermedades  habidas 
por  contagiosas  no  lo  sean  en  efecto,  ó  bien  porque  las  precau- 
ciones fueren  imaginarias,  no  serán  ya  reglas  sanitarias,  sino 
obstáculos  puestos  á  la  libre  circulación  de  los  productos,  gravá- 
menes para  la  industria  y  el  comercio,  y  pasto  del  interés  y  de 
la  «odicia  que  se  encarnizan  en  los  huéspedes,  forzados  que  re- 
ciben. Ün  régimen  sanitario  severo  en  demasía  alejará  el  co- 
mercio de  nuestros  puertos,  porque  el  tráfico  huye  de  dopde  le 
molestan  y  oprimen,  y  se  reflagia  en  donde  le  ojfrecen  libertad. 

Los  lazaretos  se  distinguen  hoy  en  sucios  y  de  observación. 
En  los  primeros  hacen  cuarentena  los  buques  de  patente  sucia  de 
peste  levantina,  fiebre  amarilla  y  cólera  morbo  asiático,  y  los 
que  por  sus  malas  condiciones  higiénicas  ú  otros  motivos  hayan 
de  siyetarse  al  trato  de  patente  sucia.  En  los  segundos  se  some- 
ten á  observación  todos  los  demás  que  se  hallen  en  las  circun&- 
tancias  previstas  y  determinadas  por  reglamentos  especiales  (2). 

Toda  cuarentena  rigorosa  debe  hacerse  precisamente  en  los 
lazaretos  de  San  Simón  ó  Mahon,  durar  inás  ó  menos  dias  se- 
gún la  distancia  del  país  infestado,  las  ocurrencias  de  la  navega- 
ción y  la  estancia  en  el  lazareto,  é  ir  acompañada  de  expurgo  y 
ventüeo  conforme  lo  determinan  las  leyes  y  los  reglamentos  (3). 

751. — Guando  se  verifica  la  aprehensión  de  géneros  de  ilíci- 
to comercio  contagiados  ó  sospechosos,  las  Juntas  de  Sanidad 
ofician  á  los  empleados  principales  del  resguardo,  previniéndo- 
les lo  que  según  las  leyes  sanitarias  debe  hacerse  con  las  per- 
sonas y  efectos  aprehendidos  y  con  los  guardas  que  los  hayan 
tocado,  á  fin  de  evitar  que  se  propague  la  infección ;  pero  en  nin- 
gún caso  dichas  Justas  impedirán  ni  perturbarán  el  curso  de  la 
justicia  ó  la  acción  de  los  tribunales  competentes.  Los  jefes  del 
resguardo  tienen  la  obligación  de  cmnplir  bajo  su  más  estrecha 


(1)  Ley  de  31  de  Hayo  de  1806  y  leal  frrden  de  2  dr-.Vgrosto  de  1687. 
(3)  Ibidem. 

(3)  Real  decreto  de  25  de  Agroato  de  1817,  ley  de  K  de  Noviembre  de  1855,  arta.  20  y  slg. 
y  órdenes  do  22  de  Mayo  de  1869  y  5  de  Julio  de  1871. 
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responsabilidad  las  prevenciones  sanitarias  que  aquellas  Juntas 
les  hicieren;  y  los  jueces^  al  pronunciar  su  sentencia  en  estos 
procesos,  tomarán  en  cuenta  la  mayor  gravedad  del  delito,  cuan- 
do recae  en  objetos  promovedores  ó  capaces  de  infección  (1). 


§  III.— Cólera  morbo. 

752. — Entre  las  epidemias  que  más  estragos  causan  y  más 
cruelmente  afligen  hoy  á  la  humanidad,  la  terrible  enfermedad 
conocida  con  él  nombre  de  cólera  morbo  asiático,  cuya  presen- 
cia en  Europa  parece  hacerse  periódica,  descuella  como  princi- 
pal. Mientras  la  ciencia  no  resuelva  de  un  modo  positivo  las  cues- 
tiones pendientes  acerca  del  carácter  del  cólera  y  su  sistema  cu- 
rativo, corresponde  á  la  administración  ser  cauta  y  adoptar  pre- 
cauciones sanitarias  y  un  buen  régimen  de  socorros  públicos, 
porque  la  experiencia  enseña  que  los  estragos  de  esta  epidemia 
han  sido  menos  terribles  allí  en  donde  el  Gobierno  se  preparó 
en  tiempo  para  combatirla,  uniendo  á  los  auxilios  de  la  medici- 
na los  esfuerzos  de  la  beneficencia. 

Estos  medios  preventivos  no  son  otros  que  los  recomendados 
para  todas  las  enfermedades  contagiosas;  pero  hay  además  que 
considerar  ciertos  deberes  especiales  que  la  administración  im- 
pone á  sus  autoridades  y  agentes. 

753. — ^En  primer  lugar  están  los  gobernadores  de  provincia 
muy  singularmente  encargados  de  velar  por  la  observancia  de 
las  leyes  y  reglamentos  sanitarios,  ya  respecto  á  los  barcos  pes- 
cadores, y  ya  relativamente  á  las  naves  que  por  arribada  forzosa 
entren  en  nuestros  puertos;  y  deben  asimismo  procurar  que  se 
castigue  con  todo  rigor  la  más  leve  infracción  en  este  punto  (2). 

754. — ^Ningún  empleado  público,  sea  cualquiera  su  clase  ó  je- 
rarquía, puede  ausentarse  del  pueblo  de  su  destino,  en  el  caso 
de  ser  invadido  por  el  cólera,  sin  expreso  mandato  de  sus  jefes, 
porque  si  en  circunstancias  ordinarias  es  un  deber  general  de 
los  agentes  del  Gobierno  la  residencia,  durante  las  calamidades 


(1)  Real  orden  de  18  de  Mano  de  1831,  reales  órdenes  de  1*7  y  26  de  Abril  de  1867, 17  de 
Setiembre  de  1870, 5  de  Jnnio,  4  de  Octubre  y  21  de  Diciembre  de  1872,  y  6rden  de  26  de 
Marzo  de  1878. 

(2)  Heal  orden  de  15  de  Noviembre  de  1848« 
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públicas,  cuando  sus  servicios  son  más  necesarios  que  nunca,  se 
convierte  en  una  obligación  sagi'ada  (1). 

755.— Los  facultativos  titulares  de  medicina  y  cirugía  que,  ol- 
vidando los  deberes  más  sagrados  de  su  profesión  y  quebrantan- 
do el  juramento  que  prestaron,  abandonasen  los  pueblos  de  su 
residencia  en  estos  dias  de  conflicto,  incurren  en  la  pena  de  in- 
habilitación por  tiempo  determinado  á  juicio  del  Gobierno,  oido 
previamente  el  Consejo  de  Sanidad.  Los  profesores  no  titulares 
que  disfruten  sueldo  ó  destino  pagado  del  presupuesto  general, 
provincial  ó  municipal,  están  obligados,  si  ejercen  su  ocultad, 
á  prestar  sus  servicios  á  la  población  donde  residen,  cuando  fue- 
re invadido  por  el  cólera  morbo  ú  otra  epidemia,  siendo  para 
ello  requeridos  por  la  autoridad'  competente  (2). 

756.— En  época  más  reciente  se  ha  mandado  que,  aun  cuando 
aparezca  el  cólera  en  Francia  ó  Portugal  y  amenace  invadir  la 
Península  por  nuestras  fronteras  terrestres,  no  se  establezcan 
cordones,  lazaretos  ni  cuarentenas  de  ninguna  clase;  y  si  se  de- 
clarase en  algún  punto  del  reino,  no  se  pongan  por  eso  obstácu- 
los á  la  libre  comunicación  de  los  pueblos  entre  sí,  ni  se  cause 
con  tal  motivo  la  menor  vejación  á  los  visgeros,  ni  tampoco  per- 
mitan las  autoridades  el  aislamiento  de  los  coléricos  en  los  bar- 
rios, casas  ó  establecimientos  de  las  poblaciones  (3). 

Fúndase  esta  real  orden  en  el  deseo  de  evitar  los  males  que  el 
sistema  de  aislamiento  produce,  paralizando  el  tráfico  é  impi- 
diendo el  abastecimiento  de  los  pueblos,  y  en  la  ineficacia  de  los 
cordones  aun  en  los  casos  de  contagio ;  de  donde  infiere  el  Go- 
bierno que  no  hay  razón  para  suspender  los  beneficios  que  resul- 
tan de  conservar  libres  y  francas  las  comunicaciones.  Sin  embar- 
go, la  última  ley  de  sanidad  autoriza  al  Gobierno  para  ordenar 
los  acordonamientos  fronterizos,  si  alguna  epidemia  los  hiciere 
necesarios  (4). 

757. — ^El  Gobierno  ha  dispuesto,  entre  otros  medios  de  dismi- 
nuir los  estragos  de  la  epidemia,  el  establecimiento  de  Juntas 
municipales  de  Sanidad  en  todas  las  poblaciones  en  donde  no  las 
hay  de  ninguna  clase,  si  su  vecindario  Uega  á  20,000  almas,  y 


(1)  ftaales  ordena  de  38  de  Junio  y  L®  de  A^ato  de  1884. 

(2)  Real  orden  de  13  de  Setiembre  de  18d5. 
(8)  Real  orden  de  18  de  Enero  de  1819. 

(4)  Ley  de  28  de  NoTlembre  de  1855,  art.  59. 


334  DERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

además  la  creación  de  comisiones  permanentes  de  salubridad  pú- 
blica con  el  encargo  de  auxiliar  sus  trabajos. 
.  Remover  las  causas  necesarias  ó  accidentales  de  insalubridad 
de  toda  clase  que  existan  en  la  población  ó  en  su  término,  y  con- 
ténefr  y  Ininorar  los  estragos  del  cólera  ó  de  cualquiera  otra  en- 
ftírmedad  reinante  de  carácter  epidémico,  aconsejando  á  los  al* 
caldos  las  providencias  conducentes  á  este  fin,  tales  son  los  de- 
beres de  las  primeras.  Las  segundas  velan  más  de  cerca  sobf  e  la 
policía  sanitaria,  cuidan  de  la  asistencia  y  curación  de  los  enfeiv 
mos,  y  proponen  á  las  Juntas  municipales  las  providencias  opor- 
tunas para  la  conservación  de  la  salud  pública  en  estos  períodos 
de  amenaza  (1).  A  veces  aprovechan  estas  diligencias,  más  bien 
por  su  influjo  moral,  levantando  el  ánimo  caido  de  los  pueblos, 
que  por  su  verdadera  eficacia  para  combatir  los  daños  de  la  epi- 
demia í  más  como  los  hombres  se  manejan  empleando  medios 
tan  varios  y  secretos,  no  vituperamos,  antes  aplaudimos  la  soli- 
citud del  Gobierno,  que  usa  de  específicos  para  curar  su  imagina- 
ción enferma. 

Artículo  2.^— jPolMa  ds  la  alimentaeian. 

758.— Alteración  de  alimentos  y  .  759.— Policía  de  la  alimentación. 
bebidas. 

I 

758. — La  alteíacion  de  los  alimentos  y  de  las  bebidas  debe  ser 
objeto  muy  especial  de  la  inspección  administrativa.  No  se  trata 
ya  de  abastecer  á  los  pueblos;  sino  de  prohibir  que  los  artículos 
destinados  á  su  consumo  sean  adulterados  con  peligro  de  la  sa- 
lud pública. 

El  ciego  espíritu  de  especulación  ensayó  primeramente  todo 
linaje  de  fraudes  á  fin  de  vender  al  más  alto  precio  la  menos  ma- 
teria nutritiva  posible :  después  quiso  lograr  ganancias  por  otros 
medios  más  peligrosos,  desnaturalizando  la  composición  de  los 
alimentos  y  bebidas,  haciendo  mezclas  perjudiciales  y  empleando 
sustancias  averiadas.  Hasta  dónde  estos  abusos,  si  no  tolerados, 
mal  reprimidos,  influyen  en  el  estado  sanitario  de  las  poblacio- 
nes ;  cómo  estas  causas  generales  y  permanentes  obran  en  me- 

(l)  Real  orden  de  18  de  Enero  de  1849. 


LIBRO  IV.   DB  tA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  335 

noscabo  de  la  salud,  ya  deteriorando  progresivamente  nuestra 
constitución,  ya  aumentando  el  número  y  gravedad  de  las  enfer- 
medades que  aquejan  principalmente  á  las  clases  menesterosas, 
y  ya  en  fin  sometiéndolas  á  una  ley  de  mortalidad  desproporcio- 
nada respecto  de  las  clases  superiores,  es  difícil  de  señalar,  aun- 
que se  adivina* 

Las  leyes  represivas  deben  ser  sumamente  severas  en  este 
punto,  y  la  administración  tener,  como  Argos,  cien  ojos  siempre 
abiertos  para  perseguir  el  fraude  bsgo  cualquiera  forma  que  tome 
este  nuevo  Proteo.  Afortunadamente  los  progresos  de  la  quími- 
ca facultan  los  medios  de  descubrir  toda  superchería  latente  y 
criminal.  Aquí,  como  en  otros  mil  casos,  la  cuestión  de  higiene 
pública  es  una  cuestión  de  moralidad. 

759. — La  policía  de  la  alimentación  es  un  ramo  de  la  munici- 
pal, porque  á  los  Ayuntamientos  pertenece  deliberar  sobre  las 
ordenanzas  municipales  y  reglamentos  de  policía  urbana  y  ru- 
ral (1), 

Las  ordenanzas  municipales  contienen  ó  deben  contener  dis- 
posiciones relativas  á  la  pureza  de  las  aguas  potables^  á  la  fabri- 
cación y  venta  del  pan,  á  la  salubridad  de  las  carnes,  á  la  expen- 
dicion  de  los  comestibles  de  toda  clase  y  al  despacho  de  los  lí- 
quidos, sea  prohibiendo  el  uso  de  unos  en  determinadas  épocas 
del  año,  sea  velando  por  que  no  sean  adulterados  los  otros  con 
mezclas  6  sustancias  nocivas  á  la  salud  pública  (2). 

El  Código  penal  castiga  como  delito  contra  la  salud  pública  al 
que  con  cualquiera  mezcla  altere  las  bebidas  ó  comestibles  desti- 
nados al  consumo  general  (3). 

Artículo  ^.^^Sjerdcio  de  tas  profenmes  médicas. 

760.— lnspeccit)n  sobre  las  faculta-  rales. 

des  médicaíS.  763.-^Vinos  artificiales. 

761  .^Elaboración  y  expendicion  764.— Denuncia  de  las  contraven- 
de  sustancias  medicinales.  ciones. 

762.**Ck)mposicion  de  aguas,  niine- 

760.— La  inspección  sanitaria  del  Gobierno  y  sus  delegados 

(1)  Ley  de  20  de  Agosto  de  1870,  art.  71. 

(2)  Ordenanzas  de  policía  nrbana  y  mnil  de  Madrid. 
8}  Art.  866. 
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sobre  la  ciencia  y  el  arte  de  curar  se  extiende  á  tres  puntos :  al 
ejercicio  de  las  profesiones  médicas,  á  la  elaboración  y  venta  de 
las  sustancias  peligrosas  para  la  salud  y  al  uso  de  los  baños  y 
aguas  minerales. 

I.  Prohiben  las  leyes  el  ejercicio  de  la  ciencia  y  del  arte  de 
curar  á  los  que  no  fueren  profesores,  ó  no  tuvieren  título  com- 
petente expedido  previo  examen  de  las  materias  cuya  enseñanza 
comprende  la  facultad  de  Medicina  (1).  Tienen  además  los  médi- 
cos y  cirujanos  la  obligación  de  presentar  á  los  subdelegados  de 
Sanidad  sus  títulos  al  entrar  en  el  ejercicio  de  su  profesión  en 
el  distrito  de  la  subdelegacion  respectiva,  ó  cuando  cambiaren 
de  domicilio,  y  deben  exhibirlo  á  este  jefe  siempre  que  les  pida 
su  manifestación.  Bajo  tales  reglas  de  disciplina,  y  observan* 
do  lo  dispuesto  en  las  leyes,  ordenanzas,  reglamentos,  decre- 
tos ó  reales  órdenes  vigentes,  están  autorizados  para  ejercer  su 
profesión,  aunque  sólo  en  cuanto  á  la  parte  que  corresponda  á 
cada  uno  según  su  título ;  y  únicamente  les  será  permitido  ejer- 
cer el  todo,  si  tuvieren  autorización  para  ello,  ó  en  los  casos  de 
grave,  urgente  y  absoluta  necesidad. 

A  fln  de  evitar  la  intrusión  de  personas  sgenas  á  la  facultad, 
los  sucesores  ó  herederos  de  los  profesores  que  fellecieren,  tie* 
nen  el  deber  de  presentar  los  diplomas  del  diñmto  al  subdelegan- 
do de  Sanidad  del  distrito,  quien  dispondrá  sean  horadados  sus 
sellos  y  ñrmas,  y  así  cancelados  los  devuelve  á  las  familias  ó 
interesados,  si  los  reclaman  (2). 

Los  sangradores  son  castigados  como  intrusos,  si  exceden  los 
límites  de  la  cirugía  menor  ó  ministrante  para  cuyo  ejercicio  so^ 
lamente  están  autorizados  (3). 

La  infracción  de  estas  leyes  es  castigada  por  los  gobernadores 
de  provincia  procediendo  gubernativamente;  pero  cuando  exce- 
diere de  1,000  reales  la  multa  que  deba  ser  impuesta  á  los  inftao- 
tores,  ó  hubiere  reincidencia,  deberán  pasar  el  tanto  de  culpa  á 
los  tribunales  ordinarios  para  la  formación  de  causa  (4). 

IL  A  los  farmacéuticos  únicamente  pertenece  la  facultad  de 

(1)  Código  penalf  art.  251. 

(2^  Reglamento  para  las  sabdelegacionea  de  Sanidad  interior  de  24  de  Jalio  de  1848,  ar- 
ticulo 7)  y  real  orden  de  16  de  Mayo  Oe  1844. 

(8)  Real  orden  de  29  de  Junio  de  1846. 

(4)  Real  cédula  de  10  de  Diciembre  de  1828,  real  orden  de  16  de  Junio  de  1838,  orden  del 
Regente  de  25  de  Agosto  de  1842,  y  real  órdén  de  4  de  Marzo  de  1846 :  Código  penal,  art.  848. 
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elaborar  y  expender  las  sustancias  que  pueden  usarse  como  me- 
dicinas ó  considerarse  venenos^  en  los  términos  señalados  por 
las  leyes  y  reglamentos  y  por  las  disposiciones  gubernativas  Vi- 
gentes para  cada  caso,  debiendo  conservar  las  recetas  en  su  po- 
der para  declinar  toda  responsabilidad;  pero  no  pueden  despa- 
char, medicamentos  heroicos  recetados  en  cantidad  superior  á  la 
que  íyen  las  farmacopeas  y  á  la  que  la  prudente  práctica  aconse- 
ja, sin  consultar  antes  con  el  facultativo  que  suscriba  la  receta. 

Para  obtener  título  de  farmacéutico  se  requiere  haber  seguido 
los  estudios  que  componen  la  facultad  de  Farmacia,  sufrir  exa- 
men y  tener  25  años  de  edad.  El  ejercicio  de  la  Farmacia  es  in- 
compatible con  el  de  la  Medicina  ó  Cirugía  (1). 

761 . — ^Nadie  puede  elaborar  medicina  alguna  simple  ó  com- 
puesta sin  ser  boticario  aprobado,  ni  aun  con  el  pretexto  de  es- 
pecífico ó  secreto,  ni  tampoco  vender  yerbas  secas  ó  frescas  sin 
licencia. 

Estas  prohibiciones  fueron  renovadas  posteriormente,  dispo- 
niendo el  Gobierno  se  atajase  el  abuso  de  vender  específicos  y 
bálsamos  de  varias  clases ;  y  más  adelante  se  inculcó  la  obser- 
vancia de  las  leyes  que  vedan  la  venta  al  público  de  medicamen- 
tos, aun  á  los  mismos  profesores  de  Farmacia,  no  siendo  en  bo- 
tica legaimente  constituida  (2).  Las  preparaciones  farmacéuti- 
cas procedentes  del  extraiyero  son  consideradas  artículos  de 
ilícito  comercio,  y  así  deben  las  oficinas  de  la  Hacienda  pública 
obligar  á  su  reexportación,  cuando  se  presenten  al  despacho  en 
las  aduanas^del  reino  (3). 

Está  prohibida  la  venta  de  todo  remedio  secreto  entendiendo 
por  tal  aquel  cuya  composición  no  sea  posible  descubrir,  ó  cuya 
fórmula  no  haya  sido  publicada  (4).  El  que  posea  el  secreto  de 
un  medicamento  y  no  quiera  publicarlo  sin  reportar  algún  be- 
neficio, deberá  presentar  la  receta  al  Gobierno  con  una  memo- 
ria circunstanciada  de  los  experimentos  que  hubiere  hecho  y  sus 
resultados.  El  Gobierno  pasa  estos  documentos  á  la  Academia  de 


(1)  Leyes  1, 8  y  10,  tit.  xiix,  lil).  VIII,  Nov.  Recop.,  realed  órdenes  de  22  de  Aerosto  de  1833 
y  8  de  Airosto  de  1852  y  ley  de  28  de  Noviembre  de  1855,  arte.  1  y  si^. 

(2)  Ley  8,  tft.  viii,  lib.  VIII,  Nov.  Recop.,  reales  órdenes  de  5  de  Diciembre  de  1838, 14 
de  Junio  de  1812  y  11  de  Junio  de  1816,  y  ley  de  28  de  Noviembre  de  1855,  art.  81 :  Cód.  pe- 
.nal,  arte.  351  y  352. 

(S)  Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1861. 

(4)  Decreto  de  12  de  Abril  de  1869  y  aranceles  aprobados  en  12  de  Julio  del  mismo  aSo. 

TOMO  I.  22 
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Medicina  para  que  or^endo  ai  inteiresadlo^  si  lo  esíiixia  coaveDiiezH 
te^  iaforme  si  el  medicaioeiito  es  ó  no  útil  á  la  humanidad  y  pro- 
ponga la  recompensa  debida  al  autor.  Si  este  a&  aviene  con  lo 
propuesto  por  la  Academia,  el  Gobierno  publica  el  reiojodix)  y 
entra  en  el  número  de  las  fórmulaB  d^  la  fannacopea  oficial;  y 
si  no  se  aviene,  el  Gobierno  remite  el  expedienta  al  Concejo  de 
Sanidad  antes  de  dictar  la  resolución  definitiva  (1). 

762»— Las  leyes  de  policía  sanitaria  prohiben  también  la  ela- 
boración de  las  aguas  minerales  axtiflcialies,  no  siendo  coa  cier- 
tas condiciones  ó  garantías  en  favor  de  la  salud  pública,  á  saber: 

I.  Que  sean  elaboradas  en  boticas  ó  establecimientos  dirigidos 
por  farmacéuticos. 

II.  Que  el  director  ó  jefe  de  dicho  estahteoimiento,  áuttes  de 
elaborarlas,  dé  cuenta  á  la  autoridad  del  establecimiento  de  la 
fábrica,  presentando  las  recetas  adoptadas  para  la  elaboración 
de  cada  ima  de  ellas. 

III.  Que  l^s  vasvjas  que  salgan  de  la  fábrica  con  el  agua  allí 
elaborada,  lleven  precisamen,te  una  etiqueta  ó  nota  en  que  cons- 
te la  misma  receta  y  el  sello  de  la  fábrica  sobre  el  tapón  de  la 
vasya. 

IV.  Que  no  pueda  hacerse  anuncio  alguno  de  estas  agi^  sin 
expresar  en  ^1  sus  componentes, 

V.  Qne  estas  aguas  queden  sujetas  en  todo  tiempo  i  la  inspec- 
ción de  la  autoridad,  para  que  cuando  lo  tenga  por  convenien- 
te, mande  examinar  si  el  agua  elaborada  es  conforme  á  la  re- 
ceta. 

VI.  Que  se  vendan  precisamente  en  boticas,  y  no  se  den  sin 
receta  de  profesor  conocido. 

Son  libres  la  elaboración  y  venta  de  las  bebidas  gaseosas,  así 
como  la  de  todas  las  demás  que  se  usan  por  refresco  ó  e^  estado 
de  salud  por  puro  placer,  considerándolas  incestes;  pero,  ijio  así 
otras  cualesquiera  en  cuya  composición  entren  drogs^s  m^ici- 
nales  (S). 

763.— La  bonificación,  imitación  ó  elaboración  artificial  de  vi- 
nos está  sujeta  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  en  la  forma  si- 
guiente : 

Son  lícitas  y  permitidas ; 

(1)  Ley  de  28  de  NoTiembre,  arta.  84  y  aig,  y  real  orden  ele  S8  de  Setiembre  de  1856. 

(2)  Keal  orden  de  15  de  Junio  de  18^ 
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I.  La  mejora  ó  bonificacioa  de  los  vinos  clei  país  por  medio  de 
íBiistaiicias  no  perjudiciales  á  la  salud. 

II.  La  imitación  de  vinos  extranjeros  ó  nacionales  con  mate- 
rias que  no  sean  nocivas. 

ni.  La  fabricación  de  vinos  producidos  directamente  por  la 
fermentación  del  jugo  ó  mosto  de  frutas  ú  otras  sustancias  vege^ 
tales. 

IV.  La  elaboración  de  vino  artificial  sin  fermentación  de  ju- 
^  gos  naturales  y  por  medio  de  principios  inocentes  en  su  natura- 
leza y  combinaciones. 

Para  establecer  cualquiera  de  las  industrias  referidas  es  preci- 
so acudir  al  gobernador  de  la  provincia  con  solicitud  en  que  ex- 
prese el  interesado  su  deseo  y  las  sustancias  que  ha  de  emplear. 
El  gobernador,  previo  informe  de  la  Junta  provincial  de  Sani- 
dad, concede  ó  niega  la  licencia  (1). 

764. — Los  subdelegados  de  Sanidad  están  encargados  de  pre- 
sentar á  los  gobernadores  de  provincia  y  á  Iqs  alcaldes  cuantas 
denuncias  creyeren  necesarias  por  las  faltas  ó  contravenciones 
que  natai'en  en  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  órdenes  del  Go- 
bierno referentes  al  ejercicio  de  las  profesiones  médicas  (2). 


ArtIculo  A.^^De  ¡os  baHos  y  aguas  minerales. 

765.— Uso  antiguo  de  los  baños.  dueños  de  aquellos  estable- 

766.— Fuentes  minerales.  cimientos. 

767.— Establecimientos  de  baños  y  770.— La  civilización  preserva  y 

aguas  minerales.  mejora  la  salud  pública. 

768.— Inspección  facultativa.  771. — Infracción  de  los  reglamen- 

769.— Derechos  y  deberes  de  los  tos  de  policía  sanitaria. 

765.-^La  sociedad  moderna  no  protege  la  salud  de  los  pueblos 
sino  de  un  modo  negativo.  En  la  antigüedad  más  remota  eran 
de  uso  común  los  baños,  reglas  higiénicas  que  la  religión  con- 
sagraba como  un  rito  con  el  nombre  de  abluciones  y  purificacio- 
nes. Los  Romanos  los  tuvieron  también  públicos,  en  cuyo  esta- 
blecimiento no  debemos  descubrir  solamente  un  goce  físico  ó 
mero  placer,  sino  una  precaución  sanitaria. 

(1)  Real  orden  de  23  de  Febrero  de  180). 

(2)  Reglamento  de  24  de  Julio  de  1848,  art.  '7. 
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766. — ^En  el  dia  es  la  higiene  privada  quien  regula  el  uso  de 
las  aguas  no  medicinales ,  y  sólo  las  minerales  termales  y  frías 
como  favorables  á  la  salud  á  nocivas,  según  la  aplicación  que  de 
ellas  se  hace,  entran  en  el  dominio  de  la  higiene  pública. 

En  todos  tiempos  los  manantiales  minero-medicinales  estuvie- 
ron bajo  la  inspección  del  Gobierno;  y  aunque  las  leyes  reconoz- 
can y  protejan  la  propiedad  particular  de  estas  fuentes  de  salud, 
la  administración  coarta  los  derechos  del  propietario  y  señala 
límites  al  aprovechamiento  de  unos  dones  de  la  Providencia  tan 
preciosos,  que  podemos  y  debemos  reputar  inestimables. 

767. — Todos  los  establecimientos  de  aguas  y  baños  minero- 
medicinales tienen  un  director  facultativo»  que  cuida  de  su  buen 
orden  y  gobierno  y  entiende  exclusivamente  en  los  asuntos 
propios  de  su  dirección  médico-política  (1).  Durante  la  época 
en  que  según  la  costumbre  del  país  se  hace  uso  de  las  aguas  y 
baños,  está  obligado  á  residir  en  el  punto  más  inmediato  del  ma- 
nantial para  vigilar  de  cerca  si  se  observan  las  reglas  de  policía 
física  y  moral  aplicables  á  dichos  establecimientos. 

768. — Ningún  enfermo  puede  beber  las  aguas  minerales,  ba- 
ñarse, entrar  en  estufa,  ni  exponerse  al  chorro  sin  recibir  del  di- 
rector una  papeleta  firmada  ó  permiso  de  usarlas  con  sujeción  á' 
las  circunstancias  de  hora,  duración,  temple  y  demás  que  expre- 
sare. Si  el  director,  por  los  efectos  que  hubiere  observado  en  los 
enfermos,  halla  conveniente  suspender  la  aplicación  del  remedio, 
recoge  la  papeleta  ó  la  modifica  haciendo  nuevas  prevenciones. 
A  ningún  facultativo  titular  de  la  población  ó  domiciliado  ó  resi- 
dente por  acaso  en  ella,  es  lícito  visitar  á  los  enfermos  concur- 
i:entes  sin  su  anuencia,  ó  sin  ser  en  consulta  con  el  director, 
verdadero  responsable. 

Los  pobres  de  solemnidad  gozan  gratuitamente  de  las  aguas 
y  baños  minero-medicinales  acreditando  en  debida  forma  su  po- 
breza (2). 

769. — Los  dueños  de  los  establecimientos  de  esta  clase  disfru- 
tan todos  los  derechos  que  se  derivan  de  la  propiedad,  salvo  que 
no  pueden  abusar  de  las  aguas  consideradas  como  remedio,  ni 
disponer  de  ellas  en  perjuicio  público.  Están  de  consiguiente  su- 
jetos á  la  dirección  médico-política  en  todo  lo  relativo  á  la  poli- 

(1)  Real  decreto  de  29  de  Janio  de  1846,  y  reerlamento  de  28  de  Mayo  de  1847. 

(2)  Real  orden  de  81  de  Julio  de  1861. 
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cía  de  las  aguas  y  baños,  y  se  les  obliga  á  emprender  las  obras  y 
reparos  que  los  directores  les  indiquen  para  corregir  cualquiera 
defecto  sustancial  en  las  fuentes,  baños,  estufas,  chorros  ú  hos- 
pederías de  los  enfermos,  y  en  caso  de  resistencia  ó  desidia  cul- 
pables, los  directoies  acuden  á la  autoridad  del  territorio  que  les 
presta  su  auxilio  hasta  hacer  invertir  en  mejoras,  por  lo  menos, 
la  décima  parte  de  la  renta.  Los  administradores  ó  arrendatarios 
tienen  la  intervención  que  los  dueños  les  conceden  para  cuidar 
de  la  conservación  de  los  establecimientos  y  de  la  recaudación 
de  sus  productos.  Los  derechos  que  se  cobran  á  los  enfermos  son 
sgustados  á  un  arancel  que  la  autoridad  del  territorio,  si  no  es  la 
propietaria,  forma  de  acuerdo  con  el  director  al  empezar  la  tem- 
porada (1). 

770. — Además  de  estos  medios  concretos  de  preservar  la  sa- 
lud pública,  la  administración  adopta  tantas  medidas  higiénicas 
cuantos  son  los  adelantamientos  que  á  la  sociedad  procura  en 
todos  los  ramos  de  la  civilización.  Las  ciencias  y  las  artes  sumi- 
nistran en  el  dia- recursos  contra  las  enfermedades  que  eran  des- 
conocidos en  otros  tiempos,  y  un  bienestar  más  general  dismi- 
nuye el  período  de  las  epidemias  y  mitiga  la  ley  de  la  mortalidad 
bajo  la  maligna  influencia  de  estas  calamidades. 

Y  no  sólo  los  bienes  materiales  de  la  civilización,  sino  sus  do- 
nes morales  concurren  á  tan  favorable  resultado.  Dijo  un  filóso- 
fo que  toda  cuestión  moral  era  una  cuestión  de  higiene ;  y  si  bien 
mejor  dicho  estarla  que  toda  cuestión  de  higiene  es  una  cuestión 
moFal,  aceptamos  la  una  ó  la  otra  máxima  como  expresión  del 
íntimo  enlace  de  la  pureza  de  costumbres  con  las  reglas  de  con- 
ducta necesarias  á  la  conservación  del  individuo;  por  manera  que 
la  administración,  ora  aumentando  las  riquezas  y  comodidades 
de  la  vida,  ora  disminuyendo  los  vicios  y  moderando  las  pasio- 
nes por  medio  de  la  enseñanza,  del  ejemplo,  del  premio  y  del 
castigo,  protege  con  suma  eficacia  la  salud  de  los  pueblos  y  di- 
lata la  vida  de  los  hombres. 

771 . — Eíitre  tanto  vela  por  la  observancia  de  las  leyes  y  encar- 
ga á  las  autoridades  administrativas  reprimir  toda  infracción  de 


(1)  Reerlamonto  para  la  dirección  y  gobierno  de  los  baños  y  ag^as  minerales  del  reino 
de  3  de  Febrero  de  1834  y  reales  órdenes  de  1.^  de  Junio  de  1839  y  28  de  Febrero  de  1814:  re- 
glamento de  11  de  Marzo  de  1868,  derogado  por  decreto  de  30  de  Diciembre  del  mismo  aÜQ: 
reglamento  proyisional  de  38  de  S^tieo^bre  de  1871. 
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los  reglamentos  de  policía  sanitaria  dentro  de  los  límites  de  su 
potestad  correccional';  pero  si  la  infracción  fuese  tal  que  mere- 
ciese pena  más  ó  menos  grave,  los  contraventores  deben  ser 
puestos  á  disposición  de  los  tribunales  competentes,  para  (jue  los 
juzguen  como  acusados  de  un  delito  ó  de  una  falta  contra  la  sar 
lud  pública. 

CAPÍTULO  vr. 

Del-  érden  público, 

772.— Dificultad  de  la  materia.  775.— Autoridades  encargadas  de 
773. — Importancia  del  orden  pú-  conservarlo. 

buco.  776.— Sistema  preventivo. 

774.— Orden  legal.  777.— Sistema  represivo. 

772. — ^La  cuestión  del  orden  público  está  erizada  de  dificulta- 
des, sobre  todo  allí  en  donde  las  instituciones  políticas  obligan 
á  la  conciliación  de  dos  principios  tan  diversos  como  son  el  de 
autoridad  y  el  de  libertad.  El  embarazo  es  mayor  cuando  la  ley 
so  muestra  franca  y  generosa  en  otorgar  derechos  individuales, 
porque  si  las  costumbres  no  moderan  su  ejercicio,  hay  peligro 
de  turbar  la  paz  de  los  pueblos. 

En  efecto,  el  derecho  de  reunión  y  manifestación,  de  asocia- 
ción y  petición  puede  ejercerse  pacíficamente,  ó  degenerar  en 
tumulto  ú  otro  delito  más  grave,  que  todo  Gobierno  debe  repri- 
mir y  la  justicia  castigar  con  mano  fuerte  dentro  de  una  ley  ajena 
á  la  pasión,  es  decir,  libre  y  exenta  de  cólera  y  venganza. 

773. — El  orden  es  la  primera  necesidad  de  la  vida  civil.  Sin 
orden  no  hay  seguridad  personal,  sosiego  en  las  familias,  respe»- 
to  á  la  propiedad,  estímulo  para  el  trabajo.  Cuando  el  orden  no 
existe,  nuestros  bienes  y  nuestra  existencia  misma  se  hallan  á 
merced  de  cualquier  atrevido,  como  las  cosas  sin  dueño  al  arbi- 
trio del  primer  ocupante;  y  en  aquellos  tristes  momentos  los 
pueblos  más  cultos  ceden  á  los  instintos  de  la  barbarie,  y  revive 
el  estado  salvaje. 

774.r— El  orden  apeteci}))o  en  toda  sociedad  política  no  es  la 
tranquilidad  material  obra  del  terror.  La  fuerza,  por  sí  sola,  pro- 
duce un  orden  aparente  y  transitorio  que  dista  mucho  del  orden 
legal,  el  único  compatible  con  la  libertad.  Orden  y  libertad  son 
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dos  ideas  que  se  completan,  dos  hechos  unidos  con  vinculó  indi- 
soluble>  porque  la  libertad  sin  orden  es  anarquía,  y  el  orden,  sin 
libertad  despotisiáo. 

Que  la  seguridad  personal  y  real  sean  atacadas  por  el  Gobierno 
ó  por  los  individuos,  el  desorden  reina  de  la  misma  suerte  y  pro- 
duce iguales  resultados. 

Como  la  administíacion  nO  tanto  crea  fuérsías  sociales,  cuanto 
dirige  y  regula  las  individuales,  importa  en  extremo  que  el  Go- 
bierno, respetando  y  haciendo  respetar  las  personas  y  las  pro- 
piedades de  los  administrados,  proteja  el  libre  desarrollo  de  la 
actividad  particular  ó  el  movimiento  espontáneo  de  la  sociedad 
misma. 

775. — ^Nuestras  leyes  conflan  el  cuidado  de  conservar  el  orden 
público  en  lo  interior  al  Rey  como  depositario  del  poder  ejecuti- 
vo (1);  es  decir,  al  Gobierno  por  conducto  del  ministro  de  la  Go- 
bernación en  todo  el  territorio :  en  las  provincias  incumbe  á  los 
gobernadores  mantener  bajo  su  responsabilidad  el  orden  y  el  so- 
siego público  y  proteger  las  personas  y  propiedades  (2) }  y  en 
todos  los  pueblos  en  donde  no  hubiere  delegado  especial  del  Go- 
bierno, es  obligación  de  los  alcaldes  dictar  providencias  en  favor 
de  la  seguridad  personal,  de  la  propiedad  y  de  la  tranquilidad  pú- 
blica (3). 

La  ftierza  encargada  de  prestar  este  servicio  es  el  cuerpo  de 
vigilancia  pública  en  las  poblaciones,  y  la  Guardia  Givil  en  los 
caminos  y  despoblados  (4). 

A  fin  de  conservar  el  orden,  emplean  las  autoridades  medios 
ya  preventivos,  ya  represivos. 

776. — El  sistema  preventivo  constituye  la  policía  de  seguridad 
que  tan  fíicilmente  se  presta  á  lo  arMtrario,  y  cuyo  ejercicio  con- 
viene por  tanto  encerrar  dentro  de  tales  límites,  que  ni  aten  al 
Gobierno  las  manos  para  el  bien,  ni  se  las  dejen  sueltas  para  el 
mal ;  en  suma,  es  preciso  darle  fuerzas  para  mantener  el  orden, 
aunque  no  tantas  que  peligre  la  libertad. 

777. — La  aplicación  del  sistema  represivo  es  de  la  competencia 
ora  de  la  administración,  ora  de  la  justicia:  de  la  administración, 

(1)  Const.,  art.  69. 

(2)  Ley  provincial,  art.  11. 
(8)  Ley  mnnioipal,  art.  191. 

(4)  Reglamento  para  el  uso  de  la  Guardia  Civil  de  9  de  Octubre  de  1844,  y  decretos  de  ^ 
de  Febrero  dQ  1871  y  11  de  Enero  de  1874, 
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cuando  se  emplea  la  fuerza  para  restablecer  el  orden  perturbado; 
y  de  la  justicia,  cuando  se  castiga  á  los  perturbadores,  á  fin  de 
que  el  rigor  de  la  pena  les  sirva  de  escarmiento,  y  de  adverten- 
cia saludable  á  los  que  pretendan  imitarlos. 


Artículo  l.^-^Policia  de  seguridad. 

778.— Policía  de  seguridad.  782.— Extranjeros  que  viajan  por 
779.— Limites  del  régimen  preven-  España. 

tivo.  783.— Pasaportes  todavía  en  uso, 

780.— Pasaportes.  784.— Crítica. 
781.— Cédulas  de  vecindad. 


778. — Policía  significa  la  vigilancia  que  la  autoridad  ejerce 
para  impedir  que  el  orden  público  se  altere  y  se  atente  contra  la 
libertad,  la  propiedad  y  la  seguridad  individual;  de  suerte  que 
es  propio  de  la  policía  coiyurar  los  peligros  que  amenazan  á  la 
sociedad,  no  reprimiendo,  y  menos  todavía  castigando  á  quien 
la  ofende,  sino  precaviendo,  como  es  propio  de  la  higiene  pre- 
servar el  cuerpo  humano  de  las  enfermedades,  teniendo  por  me- 
jor prevenirlas  que  curarlas. 

Sin  duda  la  intervención  de  la  policía  supone  cierto  grado  de 
poder  discreccional  no  exento  de  peligros  para  la  libertad  civil 
llevado  al  extremo.  Sin  duda  hay  algo  de  vago  é  incierto  en  el 
régimen  preventivo  que  da  fuerza  á  la  opinión  de  aquellos  que 
prefieren  librar  la  conservación  de  la  seguridad  pública  en  un 
sistema  de  pronta  y  severa  represión ,  considerando  menor  mal 
corregir  que  precaver  á  riesgo  de  caer  en  lo  arbitrario. 

No  obstante,  la  ausencia  de  todo  régimen  preventivo  ofrecerla 
tantos  y  tan  graves  inconvenientes,  que  seria  temeridad  tomar 
ejemplo  de  los  Estados-Unidos  en  donde  no  halla  protección  ni 
Ja  vida  humana.  Por  otra  parte,  para  que  el  sistema  de  represión 
fuese  eficaz,  deberla  ser  tan  perfecta  la  organización  de  la  fuerza 
pública  y  de  la  justicia,  que  cometer  un  delito  y  aplicar  la  pena 
pareciesen  un  solo  acto,  de  cuyo  ideal  distan,  y  siempre  distarán 
mucho,  todos  los  Gobiernos  aun  los  que  pasan  por  modelos. 

En  Inglaterra,  la  nación  de  Europa  que  mejor  comprende  y 
practica  la  libertad,  hay  una  policía  dura  y  casi  brutal  que  infun- 
de respeto  á  la  gente  de  mal  vivir  y  al  mismo  pueblo  amotinado. 


LIBRO  IV.   BE  tk  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  345 

El  juez  de  policía  impone  castigos  arbitrarios^  y  los  agentes  no 
economizan  los  golpes  de  sus  mazas  herradas^  tan  buenas  para 
herir  ó  matar  como  cualquiera  otra  arma  menos  innoble. 

Repugna  al  sentido  moral  fingirse  el  Gobierno  dormido  mien- 
tras sigue  el  hiló  de  una  conspiración  que  puede  hacer  abortar 
con  sólo  advertir  á  ios  incautos  que  está  despierto ;  y  repugna 
permanecer  en  la  apariencia  tranquilo  espectador  de  los  sucesos, 
mientras  se  prepara  en  secreto  al  combate,  y  gozarse  después  en 
reprimir  con  mano  sangrienta  el  tumulto  tan  pronto  como  invade 
la  plaza  pública.  ¿En  nombre  de  qué  principio  superior  á  todo  sen- 
timiento de  humanidad  se  provoca  la  efusión  de  sangre?  ¿Por 
qué  alarmar  á  los  pueblos?  ¿Quién  devolverá  la  vida  á  las  vícti- 
mas inocentes  de  aquella  asonada,  la  fortuna  perdida  á  los  que 
vieron  tomada  su  casa  por  asalto,  la  tranquilidad  á  las  familias, 
la  confianza  al  trabajo?  Miserable  condición  es  la  del  Gobierno 
que  en  vez  de  desarmar  á  los  enemigos  del  orden  legal  y  redu- 
cirlos á  la  impotencia,  se  ve  obligado  á  descender  á  las  calles 
para  combatirlos  un  dia  y  otro  dia,  aunque  siempre  salga  victo- 
rioso, porque  nadie  cree  en  la  estabilidad  de  un  poder  que  lucha 
de  continuo  por  su  existencia. 

779. — Aceptemos,  pues,  la  necesidad  del  régimen  preventivo 
atenuando,  en  cuanto  sea  posible,  sus  inconvenientes.  Para  que 
las  reglas  de  precaución  á  que  debe  ajustarse  la  acción  de  la  po- 
licía general  puedan  justificarse,  es  preciso : 

I.  Que  sean  necesarias,  pues  si  la  necesidad  no  las  justifica, 
hay  abuso  de  poder  é  infracción  de  alguna  ley  constitucional. 

II.  Que  no  sean  vejatorias,  porque  si  útiles  y  constitucionales 
en  el  fondo,  pueden  degenerar  en  perniciosas  é  inconstituciona- 
les por  los  vicios  de  la  forma. 

in.  Que  se  ajusten  estrictamente  á  los  límites  que  las  leyes  se- 
ñalan, es  decir,  que  las  autoridades  encargadas  de  la  policía  de 
seguridad ,  no  atonten  contra  los  derechos  que  la  Constitución 
otorga  á  los  españoles,  ni  se  arroguen  atribuciones  reservadas 
á  los  tribunales  de  justicia.  El  deber  de  la  administración  es 
aprehender  á  los  culpados  y  entregarlos  á  los  jueces  competentes 
dentro  de  la  jurisdicción  ordinaria. 

780. — La  Constitución  vigente,  cuya  letra  y  espíritu  son  poco 
favorables  al  sistema  preventivo,  dificulta  la  acción  de  la  policía 
según  la  amplitud  que  otorga  y  el  respeto  que  exige  á  los  dere- 


346  matxiño  A^Minm-RATiTo  español. 

chos  individuales.  Sin  embargo  puédíj  la  autoridad  gubernativa, 
y  por  tanto  la  policía  en  su  nombre,  detener  á  un  español  sor- 
prendido en  flagrante  delito,  y  aun  al  sosp^hoso  de  haberlo 
perpetrado.  No  por  eso  corre  peligro  la  libertad  civil,  porque  la 
detención  preventiva  no  puede  «xoeder  de  veinticuatro  horas. 
Esta  corta  suma  de  poder  discréccional  importa  á  la  segtHídad 
pública,  tsobre  todo  en  las  ciudáKles  populosas,  á  no  mirar  con 
indiferencia  la  multiplicación  de  los  crímenes  á  causa  de  la  im* 
punidad  tanto  más  probable,  cuanto  es  más  fácil  la  ocnltaoioa  ó 
la  evasión  de  los  crimííial'es. 

Si  alguna  vez  Gobiernos  débiles  ó  indiscretos,  más  celosos  por 
su  fama  de  populares  que  atentos  á  la  eímservacion  del  orden 
público,  cometieron  la  flaqueza  de  ceder  á  ios  clamoiBs  del  vulgo 
y  suprimieron  la  policía,  confiando  la  seguridad  del  edtado,  la 
defensa  de  los  derechos  del  individuo  y  los  intere&es  de  la  socie- 
dad á  la  acción  tardía  de  los  tribunales  de  justicia,  hubieron  al 
cabo  de  reconocer  y  confesar  su  error,  viéndose  obligados  por  la 
fiíerza  de  los  acontecimientos  á  restablecer  aquella  institucioa 
tan  aborrecida  y  calumniada  (1). 

781 .  —En  efecto,  para  el  servicio  de  vigilancia  de  Madrid  y  sus 
afueras,  existe  un  cuerpo  de  Orden  público,  de  carácter  civil, 
pero  militarmente  organizado. 

Su  objeto  es: 

I.  La  conservación  del  drden  público. 

n.  La  protección  de  las  personas  y  la  propiedad. 

IIL  La  vigilancia  y  el  auxilio  necesarios  á  la  ejecución  y  cum- 
plimiento de  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  de  la  auto- 
ridad. 

IV.  La  ejecución  de  los  demás  servicios  especiales  que  tengan 
relación  con  los  objetos  anteriores,  ó  se  sometají  especialmente 
á  dicho  cuerpo  (2). 

En  el  resto  de  las  poblaciones  de  España  desempeñan  los  ser- 
vicios propios  de  la  policía  general  un  corto  número  de  agentes 
á  las  órdenes  inmediatas  de  los  gobernadores  de  provincia  y  al- 
caldes de  los  pueblos  sin  la  organización  ni  las  instrucciones 
convenientes;  de  forma  que  tas  autoridades  mantienen  el  orden 

(1)  Circulares  de  9  de  Octubre  y  90  de  Noyiembve  de  1868  y  20  de 'Setiembre  de  1878. 

(2)  Decreto  de  20  de  Febrero  de  1811,  decreto  y  reglamento  de  22  de  Octubre  de  1813,  y 
decreto  de  11  de  Enero  de  1874. 
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púbUoo  con  el  auxilio  de  la  Guardia  Civil  y  la  policía  iiiimicípaL 

782.— Entre  los  medios  de  precaución  usados  con  más  firecuen* 
cía  se  cuentan  los  pasaportes  ó  documentos  que  habilitaban  i^ara 
vifirjar  por  el  reino  ó  por  el  extranjero.  En  rigor  toda  persona 
en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  debe  ser  libre  en  tras- 
ladarse de  un  punto  á  otro  sin  licencia  de  la  autoridad.  La  sus- 
picacia de  los  Gobiernos  absolutos  introdiyo  en  Europa  los  pasa- 
portes que  sirvieron  más  á  la  política  que  á  la  seguridad,  y  ca- 
yeron en  descrédito  y  luego  en  desuso  como  inútües,  molestos» 
vejatorios,  nocivos  á  la  industria  y  al  comercio,  y  en  fin  incom- 
patibles con  el  espíritu  de  libertad  que  anima  las  modernas  ins- 
tituciones. Hoy  los  destierran  para  siempre  la  rapidez  y  facüidad 
de  locomoción  á  que  nos  convidan  los  caminos  de  hierro  que 
suprimiendo  las  distancias  y  borrando  las  fronteras,  tienden  á 
transformar  el  mundo  civilizado  y  convertirlo  en  un  solo  pueblo. 

Hace  tiempo  que  fueron  abolidos  en  Inglaterra,  cuyo  ejemplo 
imitaron  Francia,  Prusia,  Cerdeña,  Bélgica,  Holanda,  Suiza,  No- 
ruega y  Suecia.  España  se  d^ó  llevar  por  la  corriente  de  Euro- 
pa, y  desterró  del  país  primero  los  pasaportes  para  el  interior, 
y  después  los  que  habilitaban  para  viajar  por  el  exterior.  Sin 
embargo  todavía  se  expiden  á  los  que  pasan  á  un  estado  quo  los 
conserva  y  en  donde  la  autoridad  reclama  su  presentación  (1). 

783. — A  los  pasaportes  sucedieron  las  cédulas  de  vecindad, 
documentos  menos  solemnes  é  incómodos  que  los  reemplaza- 
ron (2).  Estas  cédulas  fuejon  sustituidas  con  las  de  empadrona- 
miento, trocado  su  carácter  por  el  de  un  arbitrio  fiscal  (3) ;  y  en 
efecto,  en  los  últimos  presupuestos  generales  del  estado  se  au- 
toriza al  Gobierno  para  establecer  y  recaudar  el  nuevo  impuesto 
de  las  cédulas  personales  (4). 

784. — ^El  uso  de  armas  mereció  siempre  la  particular  atención 
de  la  policía.  Temíase  que  la  tolerancia  diese  ocasión  á  cometer 
delitos  contra  las  personas  y  la  propiedad,  y  aun  qne  se  emplea- 
sen en  promover  asonadas  y  motines. 


(1)  Reales  decretos  de  16  de  Febrero  de  1854  y  1*7  de  Diciembre  de  18<B. 

(2)  Reales  órdenes  de  13  de  Diciembre  de  1835  y  21  de  Abril  de  1845,  real  decreto  de  15  de 
Febrero  de  1854  y  real  orden  de  19  do  Noviembre  de  1868. 

(3)  Ley  del  presupuesto  de  ing^resos  de  8  ue  Jii-.i.'  «lo  1870,  orden  de  7  de  Diciembre  del 
mismo  año,  é  instrucción  de  14  de  Febrero  de  Vúl, 

(4)  Presapaestos  generales  del  estado,  apTj liados  por  decreto  de  26  de  Junio  de  1874,  y 
reglamento  de  23  de  Agosto  d^  mismo  auu. 
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Nuestra  legislación  común  distinguia  las  armas  en  permitidas 
y  prohibidas,  entendiendo  por  ilícitas  todas  las  cortas  blancas  y 
de  fliego  que  no  llegaban  á  la  marca  legal ,  es  decir,  que  no  tu- 
viesen cuatro  palmos  de  canon,  y  los  puñales,  jiferos,  almaradas, 
navsgas  de  muelle  con  golpQ  ó  virola,  daga  sola  y  cuchillos  de 
punta,  cuyo  uso,  no  estando  la  persona  autorizada  para  ello,  cons^ 
titula  un  delito  (1). 

Los  reglamentos  de  policía  prohibieron  él  de  las  armas  lícitas 
sin  licencia,  que  únicamente  se  concedía  á  las  personas  que  por 
razón  de  su  estado,  profesión  ó  ejercicio  las  necesitaban,  ó  á  las 
que  por  su  arraigo  y  buena  conducta  inspiraban  la  confianza  de 
que  no  las  emplearían  sino  en  defensa  propia  (2). 

El  Código  penal  vigente  califica  de  falta  contra  el  orden  públi- 
co usar  armas  sin  licencia  (3). 

Están  habilitados  para  usarlas  sin  permiso  de  la  autoridad : 

I.  Lop  individuos  del  Ejército  y  cuerpo  general  de  la  Armada, 
Guardia  Civil,  Carabineros  y  demás  fuerza  pública  que  tenga  por 
objeto  la  seguridad  personal  ó  de  la  propiedad,  limitado  el  uso 
á  los  actos  propios  de  su  instituto. 

n.  Los  agentes  de  la  recaudación  de  las  contribuciones  del  es- 
tado, los  conductores  de  caudales  públicos  y  los  guardas  rurales 
municipales  (4). 

Son  los  gobernadores  de  provincia  la  autoridad  competente 
para  conceder  las  licencias  de  armas  (5). 

En  realidad,  así  como  las  cédulas  personales  se  transforman 
en  un  impuesto,  así  también  tienen  hoy  este  carácter  las  licen- 
cias de  armas  y  de  caza,  aunque  la  gravedad  de  las  circunstan- 
cias no  permitió  al  Gobierno  olvidar  la  cuestión  de  orden  públi- 
co. De  aquí  se  sigue  que  solamente  pueden  disfrutar  del  uso  gra- 
tuito de  armas,  por  favor  especial  de  la  ley,  los  colonos  agrí- 
colas (6). 


(1)  Leyes  3,  %  Vit  y  19,  tH.  xix,  llb.  XII,Noy.  Recop. 

(2)  Reglamento  de  policía  de  20  de  Febrero  de  1824,  reales  órdenes  de  3  de  Diciembre 
del  mismo  año,  29  de  Noviembre  de  1828, 26  de  Marzo  y  14  de  Julio  de  1844, 12  de  Febrero 
y  30  de  Mayo  de  1846, 22  de  Agosto  de  1847, 8  de  Noviembre  de  1849, 25  de  Marzo  de  1856, 20 
de  Marzo  de  1858^  etc. 

(3)  Art.d91. 

(4)  Instrucción  de  14  de  Febrero  de  1871 ,  arts.  28  y  24. 

(6)  Instrucción  cit.,  art.  21,  y  decreto  de  d  de  Octubre  de  1873. 

(6)  Ley  del  presupuesto  de  ingresos  del  estado  de  8  de  Junio  de  1870,  ap.  A,  art.  5,  y  real 
orden  de  16  de  Abril  de  1872. 
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Artículo  Z.^-^Vaffoncia. 

785.— Ociosidad.  787.— Criterio  posterior. 

786.— Leyes  de  vagos.  788.— Legislación  vigente. 

785. — La  ociosidad  por  sí  sola  no  es  un  delito ;  pero  si  dege- 
nera en  vicio  y  se  hace  general,  sin  dnda  es  un  peligro  para  el 
orden  público. 

El  código  de  las  Partidas  llama  á  estos  baldíos  (validi),  de  los 
cuales  «non  viene  ningún  pro  á  la  tierra»,  y  manda  qué  «non 
tan  solamente  sean  echados  de  ella,  mas  aun  que  si,  seyendo 
sanos  de  sus  miembros,  pidieren  por  Dios,  que  non  les  den  li- 
mosna, porque  escarmienten  á  facer  bien  viviendo  de  su.  traba- 
jo» (1).  Estas  penas  ñieron  renovadas  y  algunas  veces  agrava- 
das notablemente  en  varias  leyes  y  ordenanzas  posteriores,  hasta 
imponer  la  de  muerte  á  los  reincidentes  (2) . 

Cuidaron  los  procuradores  á  las  Cortes  celebradas  en  distintas 
épocas  de  llamar  la  atención  de  nuestros  Reyes  acerca  de  la  ne- 
cesidad de  reprimir  la  vagancia  y  la  mendiguez  voluntaria  (3). 
A  consecuencia  de  tan  reiteradas  peticiones  dictaron  varias  pro- 
videncias con  el  fln  de  atajar  semejantes  abusos,  cometiendo  á 
los  corregidores  y  justicias  de  los  pueblos  el  encargo  de  velar 
por  su  observancia  y  de  cuidar  de  este  ramo  de  policía  (4). 

En  el  siglo  xvii  el  mal  fué  en  aumento  con  las  desgracias  de 
la  nación  y  con  su  decadencia  en  agricultura,  artes  y  comercio: 
y  no  es  maravilla  que  los  extraiyeros  motejasen  la  ociosa  gra- 
vedad de  los  españoles,  cuando  escritores  de  grande  autoridad 
se  dolian  del  vulgo  y  bárbara  opinión  que  tenian  por  vil  el  tra- 
bsgo,  y  el  ocio  por  señal  de  nobleza  y  privilegio  de  los  hidalgos. 

786. — ^En  el  siglo  xvín  se  expidió  la  famosa  ordenanza  de  va- 
gos de  1745  y  se  definieron  las  gentes  de  mal  vivir  clasificándo- 
las en  ociosos,  vagabundos  y  mal  entretenidos  (5).  Entonces  se 

(l)Ley4,tit.  xx,Part.  11. 

(2)  Ordenanzas  municipales  de  Toledo  formadas  en  el  aSo  1400. 

(8)  y.  las  Cortes  de  Valladolid  de  1812  y  1B51,  y  el  ordenamiento  de  los  menestrales  he- 
cho en  estas  últimas:  las  de  Toro  de  1969:  las  de  Búr^rog  de  1879:  el  ordenamiento  de  las 
leyes  hecho  en  las  de  Briviesca  de  1S87,  y  las  de  Madrid  de  1486,  Valladolid  de  1928,  Toledo 
de  1525,  Madrid  de  1528  y  1534,  etc. 

(4)  Ley  14,4it.  xxxix,  lib.  VII,  Noy.  Recop. 

(5)  Ley  11,  Ut.  XYi,  11b.  XII,  Nov.  Recop. 
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creó  una  secretaría  llamada  de  levas  para  cuidar  de  la  policía  y 
castigo  de  los  vagos  y  holgazanes,  se  ordenó  la  manera  de  pro- 
ceder contra  ellos  y  dispuso  aplicar  los  vagos  á  la  Armada  ó  al 
Ejército  de  tierra  según  su  edad,  y  destinar  á  presidio  ó  á  los  ar- 
senales á  los  mal  entretenidos  con  otras  reglas  para  su  recogir 
miento,  conducción  á  la  caja  y  final  destino  (1). 

Carlos  in  dio  una  nueva  ordenanza  de  levas  en  1775  en  la  cual 
declara  vago  á  toda  persona  que  careciendo  de  renita»  íyas,  no 
se  ocupa  en  la  labranza,  ni  se  dedica  á  oficio  alguno  ó  anda  mal 
entretenido,  señala  los  trámites  ó  procedimientos  para  hacer  se- 
mejantes declaraciones,  y  los  aplica  á  las  armas,  á  la  marina,  á 
los  hospicios  ú  otros  destinos  equivalentes  segim  las  circuastan- 
cias  de  edad,  estatura  y  robustez  (2). 

Perx>  antes  de  adoptar  tan  severas  providencias,  la  ley  excita 
al  empleo  de  medidas  más  suaves.  Recomienda  á  las  justicias 
que  si  los  vagos  tuvieren  padres,  se  dirijan  á  ellos  exhortándo- 
los á  que  den  buena  educación  á  sus  hijos  y  los  envien  á  las  es- 
cuelas públicas  para  que  reciban  instrucción  civil  y  religiosa. 
Siendo  huérfanos,  el  estado  los  prohija  y  los  Ayuntamientos  sus- 
tituyen en  autoridad  y  en  obligaciones  al  padre  natural,  procu- 
'  rando  acomodar  á  los  vagos  de  corta  edad  ó  enfermos  en  los  hos- 
pitales, hospicios  ú  otras  casas  cualesquiera  de  beneficencia,  pro- 
porcionándoles educación  y  enseñándoles  un  oficio  para  coaiver- 
tirios  en  hombres  útiles  y  buenos  ciudadanos. 

Los  Ayuntamientos  eran  jueces  exclusivos  y  calificadores  le- 
gales de  estas  personas,  porque  dice  la  ley,  «así  como  no  podría 
haber  apelación  de  los  arreglos  domésticos  con  que  sus  padres 
aplican  á  sus  hijos  al  trabajo  y  á  los  oficios,  es  razón  que  no  saly 
ga  del  Ayuntamiento  toda  esta  materia  que  debe  considerarse 
doméstica  y  paterna,  por  suplir  los  magistrados  el  abandono  é 
imposibilidad  de  los  deudos  ó  parientes  cercanos»  (3).  En  el  se- 
gundo período  constitucional  se  mandó  á  las  autoridades  velar 
sobre  los  gitanos  y  demás  gentes  de  mal  vivir,  condenándolas  á 
obras  públicas  por  el  plazo  que  "señalase  el  prudente  arbitrio  del 
juez,  pero  cuyo  máximo  se  tijdibsi  en  dos  años  (4). 


(1)  Ley  7,  tit.  zxzi,  lib.  X,  Noy.  Reoop. 

(2)  Ley  7,  tit.  xxxi,  llb.  XII,  Nov.  Recop. 

(3)  rbid.,leylO, 

(4)  Decreto  de  las  Cortes  de  U  de  Setiembre  de  1820. 
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787.— Tal  fué,  can  teves  diferencias^  la  tegislaoioa  sobre  vagos 
vigente  hasta  nuestros  dias  en  que  prevalece  distinto  eriterio. 

La  ociosidad  accidental  no  es  el  vicio  mismo  sino  su  presagio: 
es  la  semilla,  no  el  fruto.  Como  son  desórdenes  leves  todavía  y 
por  lo  común  privados,  faltas  en  fin  de  nuestra  conducta  domés- 
tica, más  bien  entran  en  la  esfera  de  la  moral,  que  caen  bajo  el 
imperio  de  la  administración.  Las  autoridades  poéticas  deben 
sin  embargo  combatirla  indirectamente  imbuyendo  en  los  pue- 
blos por  medio  de  la  educación  el  amor  al  trabajo^  y  alentando 
la  pejTseverancia  con  el  estímulo  de  la  recompensfi^.  Es  preciso 
no  dejar  á  la  ociosidad  tiempo  para  convertirse  ea  vicio.  La  ha- 
bitual es  sospechosa,  porque  el  hombre  que  aborrece  el  trabajo, 
si  caorece  d^  bienes  de  fortuna,  id^  est^  distante,  de  haQei::se  ene- 
migo de  la  aociedad. 

De  todo  lo  expuesto  se.  infleire  que  sí  la  vagan(á?i  no  es  un  de- 
Uto,  y  por  tanto-  se  halila  f^^ier^  del  a^icaBce  de  la  justicia,  no  falta 
raison  para  i^ecosiooer  por  legitima  y  saludable  la  acción  de  la  po- 
licía. 

788.-^T§eguiisL  el  Gódig^Q  penal  s^  enláende  por  vago  el  que  no 
íK)sée  hwm^.  ó  reiitas,  arte  ú  oficio,  ni  tiene  empleo,  destino,  in- 
dustria, ocupación  lícita  ó  algún  otro  medio  legítimo  y  conocido 
de  sujbsi^tencia,  ppr  másf  qua  sea  cass^do  y  coa  domicilio  fijo  (1). 
^  l^a  vagi^i^cJ^  no  es  sino  un^  oircuinstanciá  agravante  del  deli- 
to ;  piero  por  gran^  que  sea  el  re&petq  de  la  ley  á  los  derechos 
in^ivi^iji^leB,  la  polic^s^  gmm^  <S  cuaAdo  menos  la  municipal^ 
dei^e  seguir  los.  pasojs  del  vago^  qu^  si  ^o  e»  delincuente,  está 
muy  cerca  de  serlo.  ¿Hay  perspnp,  m^jor  dispuesta  que  un  vago 
pa^a  cometéis  uu  ate^ta^o  contra  I4  propiedad  <S  contra  el  orden 
público? 

Artículo  ^^-^Mon^^f»  fi  moté^fis. 

789.— Desórdenes  y  tumultos;.  796,— Est^o  de  prevención. 

790.— Ley  d^  Carlos  III.  797.— Facultades  de  la  autoridad 

791  .—Legislación  vigente.  civil. 

792.— Estado  de  sitio.  798.->-E8tado  de  guerra. 

793.-^Poderes  extraordinarios»  799.— Beclaracion. 

794.— Suspensión  de  garantís^  800,— Facultades  reiBervadfM^  al  Go- 

795.— Ley  de  orden  público.  bierno. 

(1)  Art.  lO,g2S. 
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801.— Publicación   del  estado  de  804.— Levantamiento  del  estado  de 

guerra.  guerra. 

802.— Deber  de  los  funcionarios  y  805.— Tribunales  competentes 

corporaciones.  para  castigar  á  los  reos. 

803.— Atribucionefe  de  la  autoridad  806.— Observación. 

civil.  807.— Cencerradas. 

789. — A  pesar  de  las  mayores  precauciones  y  de  la  más  exqui- 
sita vigilancia*  de  la  policía,  puede  suceder  y  por  desgracia  su- 
cede con  demasiada  frecuencia  que  el  orden  público  se  altere. 
Entonces  cesa  por  inútil  el  régimen  preventivo,  y  el  represivo 
le  sustituye,  porque  la  autoridad  se  ve  obligada  á  corregir  lo  que 
no  ha  conseguido  evitar. 

Estos  bollícios  6  levantamientos ^  como  los  llama  D.  Alonso  el 
Sabio  en  las  Partidas,  y  estas  asonadas  de  que  tanto  estrago  se 
sigue  á  la  tierra,  según  el  lenguaje  de  las  antiguas  Cortes  de 
Castilla,  pueden  nacer  de  varias  causas  (1).  La  miseria  del  pue- 
blo, los  impuestos  excesivos,  los  vicios  de  las  leyes,  los  abusos 
de  la  administración,  el  fanatismo  político  ó  religioso,  y  no  po- 
cas veces  las  maniobras  de  un  partido  que  aspira  á  conquistar  el 
poder  exaltando  las  pasiones  populares,  son  las  ordinarias  y  las 
más  frecuentes. 

La  voz  suele  también  ser  muy  distinta.  Ya  se  reducen  los  per- 
turbadores á  pedir  pan  ó  trabajo ;  ya  solicitan  disminución  en  el 
precio  de  las  subsistencias ;  ya  reclaman  la  abolición  de  xm  im- 
puesto 6  se  resisten  á  pagarlo ;  ya  exigen  la  destitución  6  el  cas- 
tigo de  algún  magistrado,  ó  desprecian  los  mandatos  de  la  jus- 
ticia, ó  impiden  á  las  autoridades  el  libre  ejercicio  de  sus  atribu- 
ciones, ó  pretenden  extraer  violentamente  á  los  reos  de  las  cár- 
celes ;  ya  proyectan  mudar  la  forma  de  gobierno,  deponer  á  las 
autoridades  legítimas  y  establecer  otras  nuevas,  derribar  un 
trono  ó  cambiar  una  dinastía,  ó  ya,  por  fin,  tienden  á  extermi- 
nar un  partido  y  encender  la  guerra  civil. 

Amargos  son  los  frutos  de  toda  asonada  y  más  ó  menos  noci- 
vos según  la  causa,  el  objeto,  la  disposición  de  los  ánimos  y  la 
fuerza  que  se  le  opone,  la  cual,  si  de  pronto  y  con  energía  no 
sofoca  el  tumulto,  sólo  sirve  para  inflamar  la  cólera  y  aumentar 
el  atrevimiento  de  las  turbas  amotinadas. 

(l)  Véanse  las  Cortes  de  VaUadoUd  de  1312  y  1825  y  el  ordenamiento  hecho  en  las  de 
Medina  del  Campo  de  1828. 
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790. — El  famoso  motín  de  Esquilache  dio  origen  á  una  ley  de 
orden  público  dictada  por  Carlos  III.  Luego  que  se  advierta  bu- 
llicio ó  resistencia  de  muchos  que  se  alzan  en  tumulto  para  ne* 
gar  la  obediencia  debida  á  los  magistrados  ó  impedir  la  ejecu- 
ción de  las  órdenes  y  providencias  generales  (dice  esta  ley), 
debe  la  autoridad  publicar  bando  para  que  inmediatamente  se 
separen  los  sediciosos,  apercibiéndolos  de  que  en  otro  caso  serán 
castigados  con  todo  rigor,  y  declarando  que  serán  tratados  como 
reos  y  autores  del  bullicio  los  que  se  encontraren  reunidos  en 
número  de  diez  personas. 

Manda  retirar  á  los  curiosos  bajo  pena  de  ser  habidos  por  de&^ 
obedientes,  cerrar  los  sitios  públicos,  asegurar  las  cárceles  y 
guardar  los  campanarios  para  impedir  que  los  amotinados  toquen 
á  rebato.  La  tropa  se  recoge  á  sus  cuarteles,  en  donde  se  man- 
tiene sobre  las  armas  para  prestar  auxilio  á  la  autoridad  pública 
cuando  fuere  requerida. 

La  autoridad  auxiliada  con  la  tropa  y  vecinos  procede  sin  pér- 
dida de  tiempo  á  prender  á  los  amotinados  contumaces,  aunque 
no  tengan  otro  delito  que  su  inobediencia,  y  emplea  la  fiíerza 
contra  los  que  hicieren  armas,  ó  impidieren  las  prisiones,  ó  in- 
tentaren poner  en  libertad  á  los  aprehendidos  hasta  reducirlos 
á  la  obediencia  de  los  magistrados  que  nunca  debe  consentir 
quede  agraviada  la  justicia. 

Mientras  estuviesen  con  las  armas  en  la  mano,  prohibía  la 
ley  admitir  representación  alguna  de  los  bulliciosos  delincuen- 
tes, y  dar  oidos  á  capitulación  aunque  fuese  propuesta  por  medio 
de  personas  de  respeto  de  cualquiera  dignidad,. calidad  ó  condi- 
ción á  las  cuales  también  se  les  vedaba  encargarse  de  semejan- 
tes mensajes  y  representaciones  (1).  Al  decoro  del  Gobierno  y  á 
la  causa  pública  importa  no  tratar  nunca  de  igual  á  igual  con 
subditos  sediciosos  6  rebeldes.  La  sola  proposición  de  capitular 
es  un  nuevo  ultraje  á  la  ley  y  una  nueva  humillación  para  la  au- 
toridad. 

Estos  reos  eran  entregados  á  la  justicia  ordinaria  para  que  los 
juzgase  con  arreglo  al  fuero  común. 

En  esta  ley  que  respira  toda  la  prudencia  y  firmeza  de  su  au- 
tor, notaron,  sin  embargo,  los  jurisconsultos  un  grave  defecto. 


(l)  Ley  5,  tit.  XI,  Ub.  XII,  NoT.  Recop. 

TOMO  I.  23 
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SI  los  amotinados  no  dan  tiempo,  ó  si  el  motin  se  precipita  y  es- 
talla antes  de  precaverse  la  autoridad,  ¿cómo  se  publica  el  bando 
en  que  ésta  intima  la  obediencia  á  las  leyes  y  amenaza  usar  de 
la  fuerza,  si  no  son  al  instante  respetadas?  La  sociedad  debe  de- 
fenderse cuando  de  improviso  se  ve  acometida;  pero  también 
recomienda  la  política  y  demanda  la  justicia  que  el  requisito  de 
la  intimación  sea  cumplido  antes  de  disipar  el  tumulto  á  viva 
fuerza.  Y  no  siendo  posible  leer  el  bando,  ni  fijarlo  en  las  esqui- 
nas en  las  más  de  las  revueltas  ó  asonadas,  tal  vez  seria  más 
oportuno  que  el  magistrado  acompañado  de  tropa,  si  las  circuns- 
tancias lo  reclamaren,  anunciase  su  presencia  con  alguna  se- 
ñal extraordinaria,  con  algún  símbolo  respetable  que  hablase  á 
los  ojos,  que  todo  lo  dyese  de  un  golpe  hiriendo  la  imaginación; 
y  si  fuese  necesario  juntar  á  la  palabra  los  signos,  podría  ha- 
cerse uso  de  la  trompa  ó  bocina,  como  se  acostumbra  en  el  mar 
para  comunicarse  desde  lejos.  «Este  modo  de  publicar  el  bando 
dará  más  brillo  y  dignidad  á  las  órdenes  de  la  justicia,  intimida- 
rá tanto  más,  cuanto  no  se  creerá  oír  á  un  hombre,  sino  al  he- 
raldo de  la  ley ;  no  podrá  hacerse  ilusorio  con  el  estrépito  y  la 
gritería;  surtirá  su  efecto  á  largas  distancias  y  salvará  cuando 
menos  á  los  inocentes...»  (1). 

791.— El  Código  penal  vigente  procuró  colmar  este  vacío, 
mandando  que  luego  de  manifestada  la  rebelión  ó  sedición,  la 
autoridad  gubernativa  intime  hasta  dos  veces  á  los  sublevados 
que  inmediatamente  se  disuelvan  y  retiren,  dejando  pasar  entre 
una  y  otra  intimación  el  tiempo  necesario.  Si  los  sublevados  no 
se  retiren  al  instante  después  de  la  segunda  intimación,  la  au- 
toridad emplea  la  fuerza  para  disolverlos.  Las  intimaciones  de- 
ben hacerse  mandando  ondear  al  frente  de  los  sublevados  la  ban- 
dera nacional,  si  fuere  de  dia,  y  si  de  noche,  requiriendo  la  reti- 
rada al  toque  de  tambor,  clarin  ú  otro  instrumento  á  propósito. 
Si  las  circunstancias  no  permiten  hacor  uso  de  dichos  medios, 
se  ejecutan  las  intimaciones  por  otros  procurando  siempre  la 
mayor  publicidad;  pero  no  son  necesarias  respectivamente  ni  la 
primera  ni  la  segunda  intimación  desde  el  momento  en  que  los 
rebeldes  ó  sediciosos  rompen  el  fuego.  Si  ofrecen  resistencia, 
debe  la  autoridad  hacer  uso  de  la  fuerza  para  disolverlos,  ren- 

■ 

(1)  Bscriclief  Diooionarlo  de  legislación  y  jorispradeneiai  verb.  Asonada. 
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dirlos  y  entregarlos  al  jiiez  ó  tribunal  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria competente  (1). 

792.  r- Acudieron  más  ó  menos  todos  ó  casi  todos  los  Gobiernos 
en  momentos  supremos  á  la  publicación  de  la  ley  marcial,  ó  á  la 
declaración  de  una  ciudad,  de  una  provincia,  y  aun  de  todo  el  ter- 
ritorio nacional  en  estado  de  sitio;  estado  indefinible,  porque  ni 
las  leyes  ni  las  prácticas  dan  una  idea  fija  ó  exacta  de  lo  que  es 
ó  debe  ser.  Sabemos,  sí,  que  es  un  estado  excepcional,  flmdado 
en  la  ficción  que  talvciudad ,  plaza  flierte  ó  población  murada  se 
halla  amenazada  de  enemigos  exteriores:  sabemos  también  que 
entonces  sube  de  punto  la  preponderancia  del  poder  militar,  así 
como  se  deprime  el  político  y  judicial:  nos  consta  que  las  garan- 
tías del  ciudadano  desaparecen,  la  Constitución  se  viola  en  todos 
sus  artículos,  las  vidas  y  las  haciendas  penden  de  un  poder  ar- 
bitrario; pero  ignoramos  cuándo  hay  motivo  legal  para  tales  de- 
claraciones, y  qué  atribuciones  se  reservan  todavía,  bajo  esta  dic- 
tadura, las  autoridades  del  orden  civil  y  los  tribunales  de  justicia. 
Verdad  es  que  sólo  en  el  caso  de  hallarse  un  pueblo  real  y  ver- 
daderamente cercado  de  enemigos  interiores  6  exteriores  proce- 
de la  declaración  por  la  autoridad  militar  del  estado  de  sitio;  más 
no  suele  acontecer  que  sea  la  guerra  la  causa  de  esta  situación 
excepcional  (2). 

793. — Ocurren  circunstancias  extraordinarias  en  que  los  Go- 
biernos, para  hacer  rostro  á  la  tempestad  que  se  desencadena, 
necesitan  fortalecerse  con  poderes  extraordinarios.  Digan  lo  que 
quieran  los  escritores  políticos,  saltes  popuK  siempre  será  una 
alta  razón  de  estado.  Los  mismos  hombres  que  en  nuestros  dias 
proclamaron  la  santidad  inviolable  de  los  derechos  individuales, 
no  formaron  escrúpulo  de  «  acudir  á  todos  los  medios  de  defensa, 
atrepellando  los  procedimientos  ordinarios,  por  salvar  á  toda 
costa  la  patria  y  la  libertad»  (3). 

La  historia  nos  enseña  que  la  política,  como  la  medicina,  pro- 
fesó constantemente  la  máxima  4cá  grandes  males  remedios  he- 
roicos.» Los  Romanos  tenían  su  fórmula  de  salvación  pública, 
con  la  cual  revestía  el  Senado  á  los  Cónsules  de  un  poder  sin 


(1)  C6difo  penal,  tai.  Wl, 

(2)  Ordenanta  militar,  art.  7,  tít.  i,  trat.  Vil,  deereto  de  la  Regencia  de  14  de  Bnero  de 
1841,  y  real  orden  de  16  de  Agoeto  de  1848. 

(8)  Decreto  de  90  de  Setiembre  de  1818  y  circular  de  ígutLÍ  fecha. 
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límites  (1);  y  como  si  esto  fuese  poco,  nombraban  en  casos  ex- 
tremos mi  dictador  con  derecho  de  vida  y  muerte  en  todos  los 
ciudadanos. 

La  Constitución  de  Inglaterra  autoriza  la  suspensión  del  Hor 
heos  Corpus  y  el  paladión  de  las  públicas  libertades;  y  allí  en  don- 
de el  legislador  no  fué  bastante  cauto  para  establecer  medios 
legales  de  dar  fuerza  al  Gobierno  en  los  dias  de  peligro,  el  Go- 
bierno que  se  arrogó  la  dictadura  y  con  ella  salvó  la  patria,  pue- 
de responder  á  sus  acusadores,  como  en  otro  tiempo  á  los  suyos 
Escipion  el  Africano :  « Subamos  al  Capitolio  y  roguemos  á  los 
dioses  que  envien  á  Roma  caudillos  que  se  me  parezcan.» 

Lo  más  cuerdo  y  prudente  es  anticiparse  á  los  sucesos,  prever 
las  circmistancias  excepcionales  que  requieran  la  aplicación  de 
leyes  excepcionales,  á  fin  de  dejar  lo  menos  posible  al  azar,  por- 
que lo  imprevisto  engendra  lo  arbitrario. 

794. — La  Constitución  actual  admite  el  principio  que  las  ga- 
rantías individuales,  si  no  en  todo,  en  parte,  podrán  ser  suspen- 
didas temporalmente  y  en  virtud  de  una  ley,  cuando  así  lo  exija 
la  seguridad  del  estado.  Esta  materia  pide  mayor  explicación. 

La  suspensión  de  las  garantías  debe  ¿gustarse  á  las  reglas  si- 
guientes : 

L  Sólo  se  pueden  suspender: 

I.  La  seguridad  personal. 

n.  La  inviolabilidad  del  domicilio, 
iir.  ^La  libertad  de  residencia. 

IV.  La  de  imprenta.  ^ 

V.  La  de  reunión  pacífica. 

VI.  La  de  asociación. 

II.  La  suspensión  de  estas  garantías  no  artoríza  al  Gobier- 
no para  extrañar  del  reino  ni  deportar  á  los  españoles,  ni  para 
desterrarlos  á  mayor  distancia  que  250  kilómetros  de  su  domi- 
cilio. 

III.  En  ningún  caso  es  lícito  á  las  autoridades  civiles  ó  mi- 
litares establecer  otra  penalidad  que  la  ya  establecida  por  la 
ley. 

(1)  Seoatos  decrevit  dt^tnt  operam  cónsules,  ne  ^uid  rtspublica  detritnsnti  eaptifU  B» 
potestas  per  SeDatum,  more  romano,  magistratui  maxuma  permittitar :  ezercitum  parare, 
bellam  gerere,  coerceré  ómnibus  modiia  soeioa  atque  ciyes,  domi  miUtieque  imperiom 
atquejudiciam  summum  habere;  aliter,  slne  populi  Juasn,  nullí  earum  rerum  consuli 
Ju3  est.  Salustii  De  beUo  CatUinario,  xzix. 
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IV.  El  territorio  á  que  se  aplique  la  suspensión,  deberá  ser 
regido,  mientras  dure,  por  la  ley  de  orden  público  (1). 

795.— De  aquí  se  sigue: 

I.  Que  la  ley  de  orden  público  es  el  necesario  complemento 
de  la  Constitución. 

n.  Que  esta  ley  solamente  rige  en  circunstancias  extraordi- 
narias. 

m.  Que  no  empieza  á  regir  hasta  la  promulgación  de  la  que 
suspende  las  garantías  en  todo  el  territorio  6  la  parte  que  de- 
termine. 

.    796. — La  ley  de  orden  público  distingue  el  estado  de  preven- 
ción y  alarma  del  estado  de  guerra. 

El  primero  es  la  consecuencia  inmediata  de  la  suspensión  de 
las  garantías;  de  modo  que  nace  del  hecho  mismo  de  suspen- 
derlas, sin  que  sea  menester  ninguna  declaración  especial. 

797. — ^En  el  estado  de  prevención  la  autoridad  civil  adopta 
todas  las  medidas  preventivas  y  de  vigilancia  que  juzga  conve- 
nientes para  conservar  el  orden  público. 

Puede  y  debe  mandar  que  se  disuelvan  los  grupos  y  emplear 
la  fuerza  contra  los  agitadores  si  no  obedecen  á  la  tercera  inti- 
mación, hasta  dejar  libre  y  expedita  la  via  pública. 

Puede  proponer  al  Gobierno,  y  en  caso  urgente  acordar  la 
suspensión  de  las  publicaciones  que  preparen,  exciten  6  auxilien 
la  comisión  de  los  delitos  contra  la  Constitución  del  estado,  su 
seguridad  interior  y  exterior,  el  orden,  y  particularmente  los  de 
rebelión  y  sedición. 

Asimismo  puede  y  debe  detener  á  cualquiera  persona,  sí  lo 
considera  necesario  á  la  conservación  del  orden,  y  compeler  á 
mudar  de  residencia  ó  domicilio  á  las  que  repute  peligrosas,  ó 
contra  las  cuales  abrigue  racionales  sospechas  de  participación 
en  aquellos  delitos.  El  cambio  de  domicilio  no  se  extiende  á  más 
de  150  kilómetros  de  distancia. 

También  tiene  facultad  para  desterrar  hasta  la  distancia  de  250 
kilómetros. 

El  cambio  de  domicilio  y  el  destierro  se  entienden  levantados  de 
hecho  y  derecho,  terminado  el  período  de  la  suspensión  temporal 
de  las  garantías  constitucionales^  si  antes  no  fuesen  restablecidas, 

(1)  CoDst.,  art.  81. 
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Puede  la  autoridad  penetrar  en  la  morada  de  cualquier  espa- 
ñol ó  extranjero  residente  en  España  sin  su  consentimiento,  y 
reconocer  su  casa,  papeles  y  efectos;  y  si  practicase  esta  diligen- 
cia un  delegado  suyo,  es  condición  precisa  que  vaya  provisto  de 
una  orden  formal  y  escrita. 

El  reconocimiento  ó  registro  debe  hacerse  siempre  en  presen- 
cia del  dueño  ó  encargado  de  la  casa,  ó  uno  ó  más  individuos  de 
su  familia,  y  de  dos  vecinos  de  la  misma  casa  ó  de  las  inmedia- 
tas, y  á  falta  de  éstos,  de  dos  vecinos  del  pueblo.  No  hallando  en 
la  casa  á  su  dueño  ó  encargado,  se  practica  el  reconocimiento 
en  presencia  de  los  dos  vecinos  indicados,  y  se  extiende  un  acta 
que  Arma  con  ellos  la  autoridad  ó  el  delegado. 

Cuando  un  delincuente  sorprendido  infraganti  y  perseguido 
por  la  autoridad  ó  sus  agentes  se  refugiare  en  su  propio  domici- 
lio ó  en  el  sy^^o,  pueden  aquéUa  ó  éstos  penetrar  en  él  para  solo 
el  acto  de  la  aprehensión. 

798. — Esta  suma  do  ocultados  ordinarias  y  extraordinarias  de 
que  se  halla  revestida  la  autoridad  gubernativa  en  el  estado  de 
prevención,  no  salen  de  la  esfera  de  las  precauciones  que  repre- 
sentan el  último  esfuerzo  para  salvar  el  orden  público  en  inmi- 
nente peligro.  El  período  de  la  represión  empieza  en  te  declara- 
ción del  estado  de  guerra. 

799. — Corresponde  hacer  esta  declaración  á  la  autoridad  civil, 
poniéndose  de  acuerdo  con  la  judicial  y  militar,  y  debe  hacerla: 

I.  Cuando  la  rebelión  ó  sedición  se  manifiesten  desde  los  pri- 
meros momentos,  ó  rompan  el  fuego  los  rebeldes  ó  sediciosos. 

n.  Siempre  que  comprenda  la  urgente  necesidad  de  acudir  á 
la  fuerza  y  resignar  el  mando  para  dominarlos. 

Si  no  hubiese  acuerdo  entre  las  autoridades  referidas  ó  faltase 
tiempo  para  tomarlo,  se  entra  desde  luego  y  provisionalmente 
en  el  estado  de  guerra  en  los  casos  contenidos  en  el  núm.  I,  dan- 
do cuenta  inmediata  de  todo  al  Gobierno  y  á  los  superiores  je* 
rárquicos  respectivos. 

Es  autoridad  civil  para  los  efectos  de  la  ley  de  orden  público, 
en  las  capitales  de  provincia  el  gobernador  ó  quien  haga  sus  ve- 
ces, y  judicial  y  militar  las  de  mayor  grado  ó  categoría,  y  en  los 
demás  pueblos  el  alcalde,  el  juez  de  primera  instancia  decano, 
si  hay  más  de  uno,  y  el  jefe  müitar  que  ejerza  el  mando  de  las 
armas. 
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800. — Corresponde  al  Gobierno  : 

I.  Dirimir  la  discordia  entre  las  autoridades  civil,  judicial  y 
militar,  y  confirmar  ó  levantar  el  estado  provisional  de  guerra 
á  que  alude  el  núm.  II. 

n.  Autorizar  la  declaración  del  estado  de  gnerra  en  la  capital 
de  la  monarquía  y  en  los  puntos  en  donde  residan  el  Rey  ó  la 
Regencia. 

in.  Determinar  el  territorio  á  que  debe  extenderse,  cuando  ha- 
yan ocurrido  actos  de  rebelión  ó  sedición  en  dos  ó  más  provin- 
cias, ó  aparecido  grupos  considerables  de  rebeldes  ó  sediciosos 
armados  en  ellas. 

801.— La  declaración  del  estado  de  guerra  se  notifica  al  público 
por  medio  de  bandos  ó  edictos,  intimando  á  los  perturbadores  que 
depongan  su  actitud  hostil  y  se  reduzcan  á  la  obediencia  de  la  au- 
toridad legítima.  Si  no  lo  hicieren  en  el  plazo  que  se  les  señale,  de- 
ben ser  disueltos,  presos  y  entregados  á  los  tribunales  de  justicia. 

802. — Todo  funcionario  6  corporación  tiene  el  deber  de  pres- 
tar auxilib  á  la  autoridad  militar  ó  civil  para  restablecer  el  orden, 
so  pena  de  suspensión  de  empleo  ó  cargo,  sin  perjuicio  de  la  re- 
solución que  adopte  el  Gobierno  y  de  la  responsabilidad  criminal 
á  que  haya  lugar. 

803. — ^Durante  el  estado  de  guerra  las  autoridades  civiles  con- 
tinúan en  el  ejercicio  de  ^s  atribuciones  en  cuanto  no  se  refie- 
ran al  orden  público,  de  las  cuales  sólo  conservan  la  parte  que 
la  militar  les  deje  expedita  ó  les  delegue. 

804.— Para  acordar  el  levantamiento  del  estado  de  guerra  ce- 
lebran consejo  las  autoridades  militar,  civil  y  judicial,  y  estando 
conformes,  se  hace  la  declaración  oportuna,  dando  cuenta  al  Go- 
bierno. Si  el  acuerdo  no  reúne  la  unanimidad  de  los  votos,  se 
suspende  su  ejecución  hasta  que  consultado  el  Gobierno  resuelva 
lo  conveniente  en  Consejo  de  ministros. 

El  levantamiento  del'  estado  de  guerra  pertenece  al  Gobierno 
en  los  casos  en  que  también  le  pertenece  su  declaración. 

805. — La  jurisdicción  competente  para  castigar  á  los  culpados 
es  la  ordinaria,  salvo  si  la  rebelión  ó  sedición  hubiesen  tenido 
carácter  militar,  pues  entonces  la  ley  común  cede  á  k  ordenan- 
za y  el  juez  al  Consejo  de  guerra  (1). 

(1)  Ley  de  23  de  Abril  de  1810. 


360  raiEGHO  ADMINISniATIVO  ESPAÑOL. 

806. — Tan  graves  son  las  consecuencias  de  toda  ley  de  sus- 
pensión de  las  garantías  constitucionales^  que  no  querríamos  pa- 
sase inadvertida  una  observación.  Antes  de  investir  al  Gobierno 
con  poderes  excepcionales,  hay  que  considerar  dos  cosas,  á  sa- 
ber, si  las  facultades  extraordinarias  son  realmente  indispensa- 
bles, y  si  merecen  confianza  los  hombres  á  quienes  se  les  otor- 
gan. Faltando  alguna  de  estas  condiciones,  negarlas  es  más  que 
un  derecho,  es  un  deber,  ♦ 

De  todos  modos  importa  mucho  usar  de  las  leyes  de  excepción 
con  parsimonia,  porque  gastan  los  Gobiernos  y  &miliarizan  á  los 
pueblos  con  la  dictadura.  Son  como  los  empréstitos  usurarios  que 
si  socorren  la  necesidad  del  momento,  al  cabo  empobrecen  y  ar- 
ruinan. 

807. — La  bárbara  y  ridicula  costumbre  de  dar  cencerradas  á 
los  que  contraen  segundas  nupcias  debe  reputarse  una  ofensa  á 
la  santa  y  social  institución  del  matrimonio.  Las  leyes  que  en 
otro  tiempo  veian  con  ceño  y  aun  castigaban  las  segundas  nup- 
cias, son  hoy  más  sabias  y  más  justas,  pues  prohiben  correr  las 
calles  y  agruparse  las  personas  que  llevan  instrumentos  ú  obje- 
tos á  propósito  para  hacer  ruido  y  promover  escándalos  mortifi- 
cando á  quien,  según  las  leyes  divinas  y  humanas,  no  merece 
aquella  injuria  (1). 

Las  cencerradas,  cualquiera  que  sear  la  ocasión  que  las  provo- 
que, son  un  exceso  reprensible  en  sí  y  por  sí  mismas,  y  además 
suelen  dar  origen  á  graves  desórdenes.  La  autoridad  debe  impe- 
dirlas pues  está  obligada  á  no  tolerar  reuniones  tumultuosas  con 
ofensa  de  los  particulares,  y  con  peijuicio  ó  menoscabo  de  la  tran- 
quilidad de  los  pueblos  (2). 


CAPÍTULO  V. 
De  las  prisioBes. 

808.— Derecho  de  castigar.  nes. 

809.— Enmienda  del  delincuente.  811.— Objeto  de  la  prísion. 

810.— La  justicia  y  la  administra-  812.— Errores  de  la  ciega  fllantro- 

cion  conocen  de  las  prisio-  '       pía. 

{!)  Ley  7,  tit.  xzt,  iib.  XII,  líov.  Racop. 
(2)  Código  penAl,  art.5B9. 
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813««-Peligros  de  una  excesiva  se-  ma  carcelario. 

veridad.  815.— Efectos  de  la  reforma  peni- 

814.— Carácter  de  todo  buen  siste-  tendal. 


808.— La  sociedad  política  descansa  en  los  eternos  é  inmuta» 
Mes  principios  del  derecha  y  del  deber:  el  individuo  recibe  y 
obedece  la  ley  común;  no  la  dicta,  ni  aun  la  acepta. 

Esta  existencia  colectiva  no  llenaría  los  fines  de  la  asociación, 
si  la  autoridad  pública  careciese  de  potestad  y  de  fuerza  para  re- 
primir todo  atentado  contra  el  orden,  todo  exceso  de  indepen- 
dencia, todo  sentimiento  de  culpable  egoísmo.  El  poder  coerci- 
tivo que  la  sociedad  confia  al  Gobierno,  y  el  derecho  de  castigar 
que  la  ley  deposita  en  manes  del  magistrado,  producen  el  bene- 
ficio de  amparar  á  las  personas  y  proteger  las  propiedades.  Ni 
la  administración,  ni  la  justicia,  llenando  los  severos  deberes  de 
la  represión,  coartan  la  libertad,  antes  favorecen  su  desarrollo  y 
dilatan  su  ejercicio. 

Si  hay  en  todas  las  naciones  del  mundo  casas  de  detención  para 
los  sospechosos  y  prisiones  para  los  delincuentes,  es  porque  de- 
be ser  lavada  la  sospecha  y  el  crimen  expiado.  El  hombre  impu- 
ro ó  de  dudosa  pureza,  es  apartado  de  la  sociedad  como  á  un 
miembro  corrompido  ó  gangrenado  se  le  separa  del  cuerpo  hu- 
mano. La  ley  le  restituye* á  la  vida  libre,  inocente  ó  corregido, 
y  tal  vez  corta  los  lazos  que  le  unen  á  la  sociedad  y  á  la  natura- 
leza, reteniéndole  en  una  prisión  perpetua  ó  entregando  su  ca- 
beza al  verdugo,  si  tan  dañado  tuviese  el  corazón  que  aparezca 
incorregible.  ¡  Triste  necesidad»  h\ja  de  la  flaca  condición  huma- 
na, la  de  destruirse  para  conservarse;  pero  derecho  terrible,  sa- 
crificio expiatorio  ofrecido  al  Dios  vengador  de  la  justicia  ultra- 
jada, y  satisfacción  legítima  que  la  conciencia  acepta  en  las  aras 
de  un  cadalso! 

El  derecho  de  castigar  procede  de  la  naturaleza  misma  y  se 
funda  en  la  armonía  general  del  universo,  imposible  de  conser- 
var, si  á  la  injusticia  no  siguiese  la  pena.  La  legitimidad  del  cas- 
tigo no  procede  de  la  necesidad  de  alcanzar  un  fin  puramente 
terrenal  y  exterior,  sino  que  radica  en  ideas  más  altas  del  orden 
moral  y  religioso. 

809. — El  hombre,  sin  embargo,  no  debe  ser  destruido,  mien- 
tras exista  una  remota  esperanza  de  salvarle  de  sí  mismo  por 
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medio  de  \m  sincero  arrepentimiento.  La  enmienda  puede  con- 
vertirle de  miembro  perjudicial  en  miembro  útil  de  la  sociedad, 
y  el  mundo  se  ahorrarla  presenciar  con  tanta  frecuencia  esos 
sangrientos  espectáculos  que  afectan  dolorosamente  el  ánimo  de 
los  buenos,  y  acaso  endurecen  el  corazón  de  los  malos  y  los  fa- 
miliarizan con  la  muerte,  última  barrera  del  crimen. 

810. — Sígnese  de  aquí  que  hay  un  íntimo  enlace  entre  la  le- 
gislación penal  y  el  sistema  carcelario,  porque  si  el  uno  puede 
suplir  hasta  cierto  punto  la  severidad  de  los  castigos,  la  otra 
asienta  las  bases  de  toda  reforma  en  el  régimen  de  las  prisiones. 
Así  es  como  la  justicia  y  la  administración  se  dividen  su  impe* 
rio:  la  primera  absuelve  6  condena  y  establece  la  escala  de  las 
penas  que  corresponde  á  los  distintos  grados  de  culpa,  ya  aumen- 
tando, ya  disminuyendo  el  rigor  y  el  plazo  del  encarcelamiento; 
la  segunda  se  apodera  del  delincuente,  le  custodia,  le  castiga  por 
lo  pasado  y  le  corrige  para  lo  venidero. 

811. — ^El  objeto  pues  de  la  prisión,  así  como  el  olgeto  de  toda 
pena,  es  castigar  y  corregir.  El  castigo,  bajo  el  aspecto  de  la 
moral,  es  una  expiación;  bajo  el  punto  de  vista  político,  un  me- 
dio de  intimidación  y  escarmiento.  La  corrección  se  propone 
moralizar  al  delincuente,  sembrando  en  su  corazón  la  esperanza 
de  obtener  el  perdón  de  Dios  y  de  reconciliarse  con  los  hombres. 

Toda  prisión  que  no  tienda  á  precaver  futuros  delitos,  quitan- 
do al  delincuente  el  deseo  y  la  facultad  de  reincidir,  é  intimi- 
dando á  otros  que  pudieran  ocultar  la  dañada  intención  de  se- 
guir sus  pasos,  no  corresponde  á  los  fines  sociales.  Y  como  ni 
la  demasiada  indulgencia  intimida,  ni  corrige  la  excesiva  seve- 
ridad, la  administración  debe  huir  cuidadosamente  de  ambos  ex- 
tremos al  establecer  ó  reformar  el  sistema  carcelario. 

812. — La  ciega  filantropía  de  este  siglo  ha  sido  causa  de  que 
muchas  personas  viesen  en  los  presos  más  bien  desgraciados  dig- 
nos de  compasión,  que  culpados  merecedores  de  castigo.  Las 
puertas  de  las  cárceles  se  abrieron  á  la  caridad  cristiana  que 
derramó  sobre  ellos  los  tesoros  de  sus  consuelos  y  beneficios :  se 
les  dirigieron  palabras  de  amor  y  de  esperanza,  se  encendió  en 
sus  pechos  la  llama  de  la  religión,  y  se  logró  el  arrepentimien- 
to y  la  conversión  de  varios  criminales.  Esta  ferviente  cruzada 
pro4i\jo,  envuelta  con  algunos  bienes,  una  cosecha  no  esóasa  de 
males.  Las  prisiones  perdieron  su  carácter  de  intimidación,  y 
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flieron  consideradas  lugares  soportables  y  aun  preferibles  á  la 
vida  libre  consagrada  al  trabago.  El  número  de  los  reincidentes 
se  multiplicó  relajada  la  severidad  de  la  disciplina,  y  en  vez  de 
disminuir,  hubo  de  aumentarse  la  duración  de  la  pena ;  daño  gra- 
vísimo, porque  un  prolongado  cautiverio  hace  perder  al  culpado 
los  hábitos  de  sociabilidad,  extingue  sus  afectos  de  &milia  y  le 
acostumbra  á  aquel  nuevo  género  de  vida,  reemplazando  en  su 
pecho  á  la  inquietud  de  la  pesadumbre  la  calma  inalterable  de  la 
indiferencia.  Tanta  mansedumbre  es  una  brisa  de  filantropía  cor- 
ruptora de  la  caridad  verdadera  que  sabe  templar  la  justicia  con 
la  misericordia.  La  indiscreta  blandura  de  las  prisiones  ofende 
la  moral  pública,  porque  encubre  el  vicio  de  la  impunidad. 

813. — La  excesiva  severidad,  por  el  contrario,  produce  en  los 
presos  una  irritación  mental,  un  vivo  sentimiento  de  aversión, 
porque  el  delincuente  se  cree  abandonado  del  cielo  y  víctima  de 
la  injusticia  de  la  tierra,  y  le  inspira  un  olvido  completo  de  la 
ofensa  que  ha  cometido  cuyo  recuerdo  debería  humillarle ;  y  en 
tal  estado  de  exaltación,  cierra  sus  oidos  á  toda  palabra  benévola 
y  su  corazón  á  todo  arrepentimiento,  y  sólo  se  abre  á  la  pasión 
reconcentrada  del  odio,  y  al  deseo  de  vengar  en  la  sociedad  la 
injuria  cuyo  amargo  recuerdo  despedaza  sus  entrañas. 

814. — Un  sistema  carcelario  justo  y  prudente,  debe  ser  rigo- 
roso sin  crueldad :  debe  intimidar  al  culpado  sin  amortiguar  sus 
sentimientos,  y  reformar  sus  costumbres  sin  extinguir  su  amor 
á  la  libertad.  Muerto  el  deseo  de  tornar  á  la  vida  libre,  no  hay 
esperanza  próxima  que  le  aliente  á  perseverar  en  la  difícil  obra 
de  su  regeneración  moral. 

Una  prisión  cruel  más  parece  tortura  que  custodia.  Las  prisio- 
nes no  se  han  de  regir  por  una  ley  de  amor,  ni  tampoco  por  una 
ley  de  cólera  y  venganza. 

815. — La  reforma  penitencial  así  comprendida  y  á  estas  má- 
ximas ajustada,  será  un  medio  de  precaver  muchos  crímenes, 
intimando  y  corrigiendo,  y  la  pena  de  reclusión  un  nuevo  bautis- 
mo que  purifique  el  alma  del  criminal  y  le  abra  las  puertas  de 
la  sociedad,  si  es  sincero  su  arrepentimiento. 

Desconfiemos  igualmente  de  los  que  esperan  mucho  de  la  re- 
forma penitencial  y  de  los  que  no  esporan  nada.  Los  unos  exa- 
geran la  perfectibilidad  de  la  especie. humana  al  creer  en  la  fácil 
y  perseverante  conversión  del  criminal  por  el  infltgo  de  una  ca-- 
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ridad  ardiente^  pero  ciega,  y  que  olvidando  los  crímenes  del 
hombre,  la  perversidad  de  su  corazón,  la  degradación  de  su 
alma,  quisieran  mitigar  su  cautiverio  hasta  el  punto  de  ser  tra- 
tado el  delincuente  al  igual  de  la  virtud  desgraciada,  sustrayéndo- 
le al  fallo  de  la  opinión,  á  la  espada  de  la  ley  y  á  todos  los  rigo- 
res de  la  justicia  humana.  Otros  más  prácticos,  más  familiariza- 
dos con  los  presos,  más  conocedores  de  sus  vicios,  creen  que  la 
única  reforma  posible  en  las  prisiones  es  introducir  el  orden  ma- 
terial y  sacar  partido  del  tiempo  y  de  los  brazos  del  preso,  miran- 
do todo  proyecto  de  reforma  moral  como  un  sueño  que  ocupará 
á  la  administración  é  irrogará  considerables  dispendios  sin  nin- 
gún resultado  positivo  para  la  sociedad. 

Ninguna  de  estas  opiniones  extremas  es  la  verdadera :  ningún 
sistema  exclusivo  debe  guiar  á  la  administración.  La  regenera- 
ción moral  de  los  sentenciados  á  prisión  es  posible,  pero  tam- 
bién difícil ;  todo  depende  del  acierto  en  la  elección  de  los  me- 
dios y  de  la  prudencia  en  aplicarlos. 


Artículo  í.^-^Historia  de  la  reforma  carcelaria. 

816.— Historia  de  la  reforma  car-  820.— Romilly. 

celarla.  821.— Aplicación  de  sus  ideas  en 
817.— Antiguo  estado  de  las  pri-  los  Estados-Unidos. 

siones.  822.— Progreso  de  la  reforma  en 
818.— Howard.  Europa. 

819.— Bentham. 

816.— Creemos  preferible  el  nombre  de  sistema  carcelario  al 
de  sistema  penitencial  que  suele  usarse  con  más  frecuencia,  por- 
que al  tratar  de  la  reforma  de  las  prisiones  se  comprende,  no  so- 
lamente aquel  conjunto  de  providencias  encaminadas  á  conse- 
guir la  enmienda  de  los  sentenciados,  pero  también  las  relativas 
á  las  casas  en  donde  se  detiene  á  los  sospechosos,  mientras  se 
hallan  pendientes  de  juicio. 

817. — ^El  mal  estado  de  las  prisiones  era  un  vicio  que  no  há 
mucho  tiempo  reinaba  en  toda  Europa.  Mirábanse  las  cárceles 
como  fortalezas  en  donde  se  confundían  los  sospechosos  y  los 
criminales  de  todos  grados,  condición,  edad  y  aun  sexo,  sin  re- 
parar las  autoridades  en  otra  cosa  que  en  impedir  su  evasión.  Del 
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mismo  calabozo  salia  el  inocente  á  quien  volvian  la  libertad,  y 
el  abominable  parricida  á  quien  arrastraban  al  suplicio.  La  hu- 
medad de  los  subterráneos,  la  difícil  circulación  del  aire,  el  ha- 
cinamiento y  el  desaseo  de  los  presos  y  la  escasez  y  mala  ca- 
lidad de  los  alimentos  diezmaban  la  población  de  aquéllos  in- 
fiernos, y  alimentaban  constantemente  un  foco  de  infección  que 
propagándose  á  lo  exterior,  vengaba  en  pueblos  inocentes  el 
descuido  culpable  de  los  Gobiernos.  Tales  eran  los  efectos  de  tan- 
to abandono  en  el  orden  físico. 

En  el  orden  moral,  eran  las  cárceles  escuelas  de  enseñanza 
mutua  para  el  vicio  y  el  crimen.  Allí  el  contagio  de  la  inmora- 
lidad hacia  progresos  horribles  y  sacrificaba  cada  dia  nuevas  víc- 
timas. El  hombre  timorato  quebrantaba  el  freno  de  su  concien- 
cia, el  ratero  salia  salteador  y  el  salteador  asesino.  Cada  año  una 
turba  de  endurecidos  criminales  edijpados  profesionalmente,  de- 
volvia  é  la  sociedad  multitud  de  presos  por  delitos  leves,  resuel- 
tos á  cometer  otros  graves  concluido  su  aprendizsge.  Cuantos  ha- 
blan respirado  el  aire  corruptor  de  las  prisiones,  ligados  entre  sí 
con  los  vínculos  contraidos  durante  un  mismo  cautiverio,  impe- 
lidos por  el  sentimiento  de  un  común  infortunio  y  exasperados 
al  ver  que  la  reprobación  general  los  perseguía  sin  descanso, 
se  buscaban  y  solicitaban,  reunían  sus  esíUerzos  y  se  conjturaban 
contra  el  estado.  Allí  el  tímido  encontraba  amparo  y  el  huérfano 
solícitos  protectores:  allí  se  exploraban  las  malas  pasiones,  pe- 
netrando hasta  el  fondo  del  alma  en  busca  de  la  semilla  del  vicio 
que  los  maestros  del  crimen  desarrollaban  á  fiíerza  de  cultivarla; 
sa9rílego  aprendizaje,  ftiente  impura  cuyo  veneno  se  desprende 
á  torrentes  y  penetra  en  todas  las  venas  del  cuerpo  social.  Des- 
pués del  proseUtismo  sigue  la  organización  de  los  malhechores 
en  corporación  con  su  código  y  sus  reglamentos,  y  al  íin,  llega 
el  atentar  al  reposo  de  la  sociedad  y  causar  serias  inquietudes 
al  Gobierno. 

Francia,  Inglaterra,  los  Países  Bagos,  Alemania,  Rusia,  en  fin, 
todos  los  pueblos  de  Europa  son  responsables  del  trato  inhuma- 
no que  daban  enla  edad  media  á  los  presos,  imitando  la  dureza  de 
los  gentiles,  Como  si  la  semilla  del  Evangelio  hubiese  caido  entre 
espinas.  En  el  siglo  xvi  ei9pieza  á  mostrarse  el  deseo  de  mejo- 
rar él  estado  de  las  prisiones  en  los  sínodos  del  clero  católico, 
en  la  flmdacion  de  congregaciones  para  el  alivio  y  socorro  de 
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los  presos  y  en  la  reforma  de  las  leyes  y  reglamentos  para  su 
gobierno. 

España  participó  de  este  movimiento,  impelida  con  ardor  por 
D.  Bemardino  de  Sandoval  y  el  doctor  Tomás  Cerdan  de  Talla- 
da, cuyas  ideas  en  este  punto  eran  muy  superiores  á  su  siglo  (1). 

818. — El  exceso  del  daño  produjo,  como  casi  siempre  sucede, 
el  deseo  del  remedio.  En  1772  fué  erigida  en  Gante  una  prisión 
purgada  de  estos  vicios.  En  1773,  afligido  el  sensible  corazón  de 
Juan  Howard  al  contemplar  el  repugnante  espectáculo  que  ofre- 
cía el  interior  de  las  cárceles  de  Inglaterra ,  y  considerando  los 
peligros  á  que  la  sociedad  se  exponia  si  no  atajaba  prontamente 
esta  peste  moral,  recorrió  las  prisiones  de  la  Gran  Bretaña,  y 
en  1775  y  1776  hizo  una  piadosa  peregrinación  por  la  mayor 
parte  de  los  estados  europeos ,  como  quien  sondea  toda  la  pro- 
fundidad de  la  llaga  para  m^or  curarla.  De  regreso  á  su  patria 
en  1777,  propuso  al  Parlamento  su  proyecto  de  reforma  carce- 
laria que  descansaba  en  dos  bases  principales,  el  sistema  celu- 
lar durante  la  noche  y  el  trabajo  en  común  con  clasificación  de 
los  presos  durante  el  dia,  según  el  cual  se  hizo  la  primera  ley 
para  la  flmdacion  de  una  penitenciaría  en  Gloucester  el  año 
1785  (2). 

819.— En  1791  derramó  Jeremías  Bentham  nueva  luz  sobre 
esta  cuestión  publicando  su  Punoptieony  en  el  cual  expone  la 
manera  de  construir  lais  prisiones  para  que  la  vigilancia  pueda 
ser  perfecta,  y  fonda  el  arte  de  la  arquitectura  carcelaria.  Aun- 
que el  Gobierno  inglés  se  mostró  propicio  á  favorecer  este  pen- 

(1)  Tf  atado  ¿él  euidttáo  qt*é  se  d$b9  tener  de  Iom  preeoe  pokres  (1564),  y  Visita  de  ta  e&féd 
y  de  loa  presos  (1604). 

En  la  primera  de  dichas  dos  obras  Sandoval  exhorta  á  la  caridad  paf  a  Con  estos  des^fra' 
dados,  y  en  la  segunda  Cerdan  de  Tallada  se  dnele  de  qae  las  cárceles  do  lacindad  de  Va-* 
lencia  sean  macho  más  ásperas  que  los  bañoR  de  Argel:  propone  que  haya  diversidad.da 
aposentos  para  personas  distintas  en  calidad  y  estado:  quiere  que  los  presos  no  estén  pri- 
vados de  la  luz  del  cielo,  sino  que  gocen  por  el  dia  del  aire  y  del  sol  para  alivio  de  sus 
penas,  y  por  la  noche  los  recojan  en  lugares  sanos  i  que  haya  separación  de  sexos,  y  que 
no  se  confundan  las  mujeres  honestas  con  las  de  costumbres  disolutas.  Hoy,  gracias  á  las 
exquisitas  investlgaeiones  del  señor  Fernandez  Guerra,  poseemos  la  curiosísima  Jiel€^iofi 
de  la  cárcel  de  Sevilla  debida  en  parte  á  Cristóbal  de  Chaves,  y  acaso  en  parte  al  peregrino 
ingenio  de  Miguel  de  Cervantes.  Celebren  los  más  el  hallazgo  de  esta  joya  de  nuestra  li- 
teratura, que  nosotros  queremos  aüadirle  el  valor  de  un  doenmento  de  iQtisima  importan- 
cia social,  en  cuanto  pone  de  manifiesto,  la  incuria  y  flaqueza  del  Qobiemo,  los  escándalos 
y  abusos  en  la  administración  de  Justicia  y  el  grado  extremo  de  corrupción  de  las  prisio- 
nes eo  el  siglo  XVI. 

(2)  The  State  of  theprisons  in  England  and  Wales^  wilh  preliminary  ghservations  and 
aceount  ofsomefareing  prisons  and  hospitals,  hy  John  fiotcord-.— 1777. 
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Sarniento^  sobrevinieron  obstáculos  superiores  á  la  buena  volun- 
tad del  autor,  siendo  infiructuosa  su  tentativa  por  causas  ajenaa 
á  la  reforma. 

820,— Más  afortunado  Sir  Samuel  Romilly,  propuso  al  Parla- 
mento suplicar  á  la  Corona  en  este  punto,  y  se  dio  en  1812  una 
ley  para  la  construcción  de  la  penitenciaría  de  Milbank,  termi- 
nada en  1822. 

821. — ^Estas  ideas  generosas  atravesaron  el  Atlántico  y  halla- 
ron favorable  acogida  en  los  Estados-Unidos.  La  exaltación  reli- 
giosa de  los  cuákeros  debia  naturalmente  favorecer  su  desarro- 
llo y  aplicación.  Hiciéronse  los  primeros  ensayos  en  la  Pensilva- 
nia  el  año  1786,  fundando  la  casa  correccional  de  Walnut-Street, 
aunque  el  verdadero  impulso  fué  comunicado  por  la  ley  de  1789. 
La  clasificación  de  los  presos,  el  aislamiento  absoluto  para  algu- 
nos, el  trabsgo  en  común  con  la  libertad  de  comunicarse  y  cor- 
romperse mutuamente  en  cuanto  á  otros,  era  el  régimen  peni- 
tencial adoptado  en  Pensilvania;  régimen  muy  imperfecto  toda- 
vía y  de  aparente  bondad,  según  lo  acreditaban  los  muchos  casos 
de  reincidencia. 

El  estado  de  Nueva-York  siguió  en  1797  el  ejemplo  de  la  Pen- 
silvania, pero  dando  mayor  amplitud  al  sistema  del  aislamiento 
absoluto,  si  bien  aplicado  solamente  á  cierta  clase  de  criminales. 
En  1816  se  fundó  la  prisión  de  Aubum  de  la  cual  flié  desterrada 
la  vida  común,  sustituyéndole  el  régimen  celular  para  todos  los 
presos  que  vívian  en  una  completa  soledad  noche  y  dia,  y  á 
quienes  se  rehusaba  hasta  el  consuelo  del  trabajo. 

La  Pensilvania  creó  otras  dos  penitenciarías,  la  de  Pittisburg 
y  la  de  Cherry-Hill,  abandonando  el  antiguo  sistema  de  la  clasifi- 
cación, y  prefiriendo  el  de  celdas  solitarias  y  el  aislamiento  ab- 
soluto en  una  devoradora  ociosidad. 

La  experiencia  resultó  funesta,  y  la  necesidad  del  trabsu'o  ftié 
al  instante  reconocida.  En  Nueva-York  se  conservó  el  aislamien- 
to absoluto  por  la  noche  y  se  introdujo  el  trabajo  en  comim  du- 
rante el  dia,  pero  en  medio  del  más  rigoroso  silencio,  á  fin  de 
no  perder  las  vents^as  de  una  inviolable  incomunicación.  Tal  es 
la  regla  de  Aubprn. 

Pensüvania  conservó  el  aislamiento  por  la  noche  y  por  el  dia, 
agregando  el  trabajo  también  solitario.  Tal  es  la  disciplina  de 
CherryJIiU. 
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822. — En  cuanto  á  Europa  la  Suiza  siguió  de  cerca  la  reforma 
penitencial^  fundando  la  casa  de  corrección  de  Lausana  en  1822 
inaugurada  en  1826.  Clasifícanse  los  presos  de  uno  y  otro  sexo 
en  sentenciados  á  corrección  y  sujetos  á  pena,  sin  admitir  siquie- 
ra diferencia  por  razón  de  edades. 

Contemporánea  de  la  penitenciaría  de  Lausana  es  la  de  Geno- 
va, cuyo  régimen  consiste  en  la  prisión  celular  por  la  noche,  la 
clasificación  y  el  trabajo  en  común  durante  el  dia. 

Francia  y  Bélgica  brillan  más  por  el  orden  material  y  la  acti- 
vidad fabril  que  reina  en  las  prisiones,  que  por  el  orden  moral 
y  su  sistema  de  regenerar  al  delinctiente.  Sin  embargo,  fuerza 
es  confesar  que  en  la  nación  vecina  se  ha  caminado  con  paso  se- 
guro por  la  senda  de  la  reforma,  como  lo  acreditan  el  estableci- 
miento de  las  casas  centrales,  la  prisión  modelo  de  la  Roquette, 
y  sobre  todo,  la  ley  de  18  de  Mayo  de  1844. 

En  suma,  todos  convienen  en  la  necesidad  de  mejorar  la  dis- 
ciplina de  las  prisiones ;  pero  varían  los  escritores  de  la  ciencia 
carcelaria  respecto  á  la  eficacia  de  la  regla,  prefiriendo  unos  el 
aislamiento  absoluto  de  los  presos,  é  inclinándose  otros  á  un  me- 
dio término,  á  saber,  la  prisión  solitaria  por  la  noche  y  la  clasi- 
ficación y  el  trabajo  común  por  el  dia.  Examinarlos  y  juzgarlos 
equivale  á  exponer  y  discutir  la  teoría  general  del  encarcela- 
miento. ^ 


Artículo  2,^^  Teoría  de  la  reforma  carcelaria* 


823.— Condiciones  de  toda  prisión. 

824.— Prisión  preventiva. 

825.— Derechos  del  detenido. 

826.— Separación  de  los  culpados. 

827.— Medios  de  realizarla. 

828.— Clasificación  porcategorias. 

829.— Aislamiento. 

830.— Prisión  represiva. 

831.— Trabajo  de  los  presos. 

832.— Su  organización. 

833.— Cuestiones. 

834.— Regla  del  silencio. 

835.— Disciplina  de  Auburn  yCher- 
ry-Hill. 

836.— Inconvenientes  de  la  pri- 
mera. 


837.— -Objecciones  á  la  segunda. 

838.— Prisión  individual. 

839.— Aislamiento  relativo. 

840.— Estado  de  la  opinión. 

841 .— Reñexiones. 

842.— Administración. 

843.— Empresa. 

844.— Competencia  del  trabajo  li- 
bre y  el  reglamentado. 

845.— Precauciones  de  la  adminis- 
tración. 

846.— Aplicación  de  los  productos 
del  trabajb. 

847.— Reservas. 

848.— distribuciones  periódicas. 

849.— Efectos  de  la  ignorancia. 
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8o0.<— Instrucción  de  los  presos.  853.— Protección  al  excarcelado. 

851.— Eficacia  de  este  medio  de  re-  854.— Socorros, 

generación.  855.-tTalleres.  . 

852.— Estado  de  libertad.  856.— Sociedades. 

823. — La  prisión  tiene  tres  fines  principales,  impedir  las  eva- 
siones, evitar  la  corrupción  mutua  de  los  presos  y  precaver  las 
reincidencias ;  y  así  debe  procurarse  que  toda  prisión  bien  or- 
ganizada reúna  las  circunstancias  siguientes : 

I.  La  seguridad  de  los  presos,  de  manera  que  no  haya  peligro 
d^  evasión,  oponiendo  la  más  exquisita  vigilancia  á  las  maqui- 
naciones interiores  y  exteriores.  Esta  seguridad  se  alcanza  más 
bien  por  medio  del  orden  moral,  que  multiplicando  los  cerrojos 
y  candados,  porque  si  la  fuerza  reprime  la  voluntad,  la  buena  dis- 
ciplina ahoga  el  pensamiento  de  sustraerse  al  yugo  de  la  justicia. 

n.  La  salubridad,  ó  sean  loa  cuidados  que  conviene  tener  con 
los  presos,  proporcionándoles  ventilación,  vestido,  alimentos, 
aseo  y  ejercicio  en  estado  de  salud,  y  los  recursos  de  la  medici- 
na cuando  se  hallaren  enfermos.     ' 

III.  La  separación,  para  impedir  el  contagio  del  vicio  á  que 
están  expuestos,  así  los  verdaderos  culpados,  como  aquéllos  en 
cuyo  favor  milite  la  presunción  legal  de  inocencia. 

En  dos  situaciones  distintas  podemos  considerar  á  los  presos, 
en  estado  de  detención  ó  acusación,  y  en  estado  de  reclusión  6 
pena.  El  estado  de  libertad  que  sigue  al  excarcelamiento  también 
debe  ser  objeto  de  particular  estudio.  Como  consecuencia  de  esta 
doctrina,  se  reconocen  dos  clases  de  prisiones,  preventivas  para 
los  acusados  y  represivas  para  los  criminales.  Las  represivas  se 
subdividen  en  correccionales  para  los  sentenciados  por  delitos 
leves,  y  penitenciales  en  donde  purguen  sus  crímenes  y  hallen 
enmienda  los  mayores  delincuentes. 

824. — La  prisión  preventiva  es  una  mera  precaución  para  evi- 
tar la  fuga  de  una  persona  sospechosa  de  crimen.  Mientras  el 
juez  no  le  declare  reo,  el  objeto  de  la  prisión  solamente  debe  ser 
la  custodia  del  acusado.  Toda  severidad  innecesaria  es  un  vi- 
cio de  la  ley  ó  de  la  administración',  porque  no  ha  llegado  toda- 
vía el  momento,  del  castigo;  tal  vez  el  acusado  sea  absuelto,  y 
harto  padece  el  inocente  con  la  pérdida  de  su  libertad,  sin  que  se 
agraven  sus  penas  con  inútiles  é  iiyustos  rigores. 

825. — ^El  detenido  tiene- derecho  á  una  prisión  salubre,  á  cuan- 
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tos  'Cuidados  requtere  k  coBservacion  de  su  vida  y  á  toáas  las 
atenciones  compatibles  ton  eu  estada,  llene  tuftbieft  derecho 
á  una  franca  comunicación  con  sus  parientes  y  amigos,  salvo  du- 
rante el  breve  tiempo  en  que  el  interés  de  la  justicia  6  cuando  la 
seguridad  de  los  presos  reclamen  lo  contrarío,  üo  «e  le  puede 
obligar  á  aiaigun  trabi^o,  l^orque  el  trab^o  en  las  prisiones  es 
parte  <le  peM  ^  saedio  de  meraliear,  y  no  es  Kcíto  castigar  ni 
corregir  á  quien  no  se  halla  senteadado;  más  si  pidiere  trab^'o, 
tampoco  se  ie  ha  de  rehusar)  potxf&e  m  es  justo  que  al  pobre  se 
le  impida  ganw  el  pan  de  su  fiunilia^  ni  tatopoeo  hay  ratón  para 
cottdenwr  al  hombre  laboriose  ai  su^úíe  <to  la  iK^ioeídad. 

^2&.— Tiene  adMtáS  todo  detenido  ^  derecho  (le  «xigir  fue 
BUfénti^s  la  le¡$^  prei^ume  su  i«!Ocencia>  no  se  le  fuerce  á  vivir  en 
compañía  de  los  culpados,  contacto  siempre  pdiigroso^  y  á  veces 
fittestO)  que  la  sociedad  ^  su  propio  bien  debe  impedir  á  toda 
costa. 

827% — ^Dos  medies  se  ofrecen  de  realizar  esta  s^amcion :  la 
clasificación  de  los  detenidos  según  eu  preswifo  grado  de  mora- 
lidad y  el  alístami^ito  individual. 

828.> — La  elasifleacioa  en  oategof^as  de  inmoradid»!  es  entera- 
mente arbitraria.  Ora  se  ladopte  la  ladad  por  bs^se,  ora  la  naturar 
leza  del  delito  ó  éL  carácter  del  ddincaetfte,  ^emixre  dará  equí- 
vocos resultados,  j^que  dentro  de  ik  misma  edad,  en  la  misma 
ofensa  ea  un  temperamento  igaal  oabe  un  grado  micho  ms^or 
ó  mueho  meaor  de  perversidad.  No  hay  "moralidades  colectivas^ 
iporque  ao  iMiy  moralidades  iguales  enh*e  sí»  pues  cada  acto  Uevn 
JmfNreso  el  seUe  del  agente.  Toda  •clasifioacioia,  pues,  dd»e  signi- 
fiear  psu:^  nosotros  corrupción^  porque  ai  el  crimen  es  contagio- 
«o  Mire  el  inocente  y  el  culi^oy,  crece  el  peligro  de  la  comuni^ 
cacion  entre  dos  ó^más  viciosos  ó  orimiofiales.  Para  a4;e]i4ftar  estos 
incahvementes  aeria  preciso  introducir  una  clasificación  tan  mi- 
nucioea  oomo  es  prol\|a  la  escala  de  las  p^aas,  disminuyendo  los 
grupos  de  «presos  hasta  acercarse  al  aislamiento  absoluto,  y  en- 
tonces tambi^i  seria  preferible  o|^tar  por  este  sistema.  La  difi^ 
cuitad  sube  de  punto  al  hacer  la  clasificación  de  los  deteoidoB, 
porque  Áendo  el  grado  de  la  pena  el  criterio,  de  la  momlidad 
¿cómo  la  podremos  apreciar  cuando  falta  la*  sentencia?  ¿Cómo 
medir  la  inmoralidad  de  cada  acto  ea  el  continuo  fliuo  y  reflvyo 
de  la  s)oblacion,  cuando  se  hallan  entre  los  dete^ides  personas 
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de  índcde  tan  varia  (jue  se  juntan  inocentes  y  criminales  dignos 
del  cftdalso? 

829. — Objétase  la  severidad  de  la  disciplina,  y  dícese  qué  la 
separación  es  por  sí  sóia  una  pena,  bien  aplicada  á  los  culpados, 
pero  mal  extendida  á  los  sospechosos.  Quienes  así  discurren  no 
distinguen  el  airamiento  represivo  de  Jia  separación  puramente 
preventiva.  Aquél  debe  ser  absoluto  é  ir  acompañado  del  silen- 
cio, del  trabsgo,  de  las  privaciones,  de  la  sujeccion  á  una  regla 
muy  dura,  auna  verdadera  penitencia;  en  esta  no  habrá  incomu- 
nicación exterior,  ninguna  disciplina  capaz  de  irritar,  ninguna 
autoridad  temiUe,  ningún  castigo.  La  administración  muestra 
al  detenido  su  solicitud*  paternal  alejándole  de  la  compañía  del 
malvado,  para  que  su  alma  no  se  mancille  con  el  contacto  del  cri- 
men, ni  al  oir  las  blasfemias  del  impío  se  ruborice  su  frente. 

Sí  todavía  se  abrigase  alguna  duda  acerca  del  rigor  excesivo 
de  la  prisión  preventiva  con  el  aislamiento,  pregúntese  al  acu- 
sado no  perverso  ¿qué  prefiere?  ¿La  soledad  ó  la  compañía  del 
criminal?  Pregúntese  al  inocente  sí  no  le  causa  repugnancia  é  in- 
dignación ser  reconocido  y  tratado  con  odiosa  familiaridad  por 
algunos  de  sus  antiguos  compañeros  de  infortunio. 

830. — La  prisión  represiva  debe  procurar  el  castigo  y  la  en- 
mienda de  los  culpados,  para  lo  cual  emplea  dos  medios  princi- 
pales de  regeneración,  el  trabajo  y  la  instrucción  moral  y  reli- 
giosa. 

831. — ^El  trabajo  debe  ser  una  condición  esencial  de  la  disci- 
plina de  las  prisiones  represivas  por  varios  motivos. 

I.  En  primer  lugar,  es  un  medio  moraMzador,  porque  contri- 
buye á  adquirir  los  hábitos  de  orden,  de  laboriosidad  y  economía 
que  tan  útiles  le  serán  después  en  la  vida  libre,  distrae  su  ima- 
ginación de  todo  pensamiento  malévolo,  y  le  dispone  á  seguir 
con  docilidad  el  camino  del  arrepentimiento. 

n.  En  segundo  lugar,  cuando  se  abren  para  el  culpado  las 
puertas  de  la  prisión,  tiene  un  oficio  en  el  cual  puede  fundar  sus 
esperanzas  de  subsistencia,  y  tal  vez  posee  un  modesto  capital, 
fruto  de  sus  ahorros,  que  le  auxilia  y  sostiene  eñ  los  primeros 
pasos  de  su  nueva  vida.  Con  hábitos  de  trabajo  es  posible  rein- 
cidir; sin  eUos  la  reincidencia  es  necesaria,  á  menos  que  supon- 
gamos en  todo  excarcelado  la  virtud  de  un  ángel  y  el  heroísmo 
de  un  mártir. 
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IH.  En  tercer  lugar^  el  criminal  debe  una  reparación  á  la  so- 
ciedad por  el  mal  que  la  causó  y  por  el  gravamen  diario  que  la 
impone  para  proveer  á  su  sustento  y  enmienda;  reparación  im- 
posible de  otro  modo  que  á  costa  del  producto  de  su  trabajo. 

IV.  Por  último,  el  trabsgo  forzoso  es  pena  para  el  culpado  que 
ha  vivido  siempre  en  el  í5cio  y  proporciona  alivio  al  que  no  es 
perverso,  sino  solamente  desgraciado.  El  trabajo  forzoso  será, 
pues,  expiatorio  en  proporción  al  carácter  de  cada  preso,  y  ade- 
más intimida  al  que  cumplida  la  pena,  abriga  todavía  pensamien- 
tos criminales. 

832.  -No  basta  aceptar  el  principio  del  trabsgo;  es  preciso  or- 
ganizarlo  en  las  prisiones  y  someterlo  á  la  disciplina  penitencial. 
Así  debe  el  trabajo  represivo  ser  una  ocupación  forzosa  y  no  ima 
profesión  libre,  exento  del  atractivo  de  la  vocación,  del  placer 
de  la  variedad  y  de  la  esperanza  de  grandes  recompensas.  Debe 
ser  además  interior,  útil  y  permanente. 

El  trabajo  exterior  es  incompatible  con  la  custodia  de  los  pre- 
sos y  con  su  disciplina.  La  fatiga  como  pena  envilece  al  hombre 
y  apaga  su  inteligencia,  y  el  ocio  temporal  daña  para  la  adquisi- 
ción de  los  hábitos  de  laboriosidad  y  economía. 

833. — Asentada  esta  doctrina,  ocurren  algunas  cuestiones 
principales  que  de  ella  se  desprenden,  á  saber : 

I.  ¿Deben  los  presos  trabsyar  en  cómun  ó  en  la  soledad? 

n.  ¿Debe  el  trabsgo  fiarse  á  una  empresa  ó  dirigirlo  la  admi- 
nistración? 

ni.  ¿Es  ó  no  perjudicial  al  trabsgo  libre  la  competencia  del 
trabajo  reglamentado? 

IV.  ¿Qué  uso  conviene  hacer  de  los  productos  del  trabsgo  in- 
terior de  los  presos? 

834. — I.  Es  un  axioma  en  el  sistema  carcelario  que  no  se  con- 
sigue jamás  la  enmienda  de  los  culpados  sin  sujetarlos  á  la  es- 
trecha regla  del  silencio.  Este  recogimiento  interior  que  la  pro- 
hibición de  comunicarse  impone,  es  un  medio  eficaz  de  conse- 
guir la  regeneración  moral.  Quebrantado  el  silencio,  se  rompen 
los  diques  del  vicio,  y  penetra  el  contagio  de  la  inmoralidad  en 
las  prisiones.  Así  es  como  en  toda  reforma  carcelaria,  bien  se 
adopte  el  ^istema  del  trabajo  en  común  ó  se  prefiera  el  trabajo 
solitario,  siempre  se  procura  conservar  entre  los  presos  una  in- 
comunicación absoluta  oral  y  epistolar. 
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La  reclusión  solitaria  se  flinda  eü  el  principio  de  aislar  al  pre- 
so por  medio  de  la  separación  material  de  las  celdas  para  impe- 
dir el  contagio  de  las  malas  costumbres,  y  quebrantar  el  ánimo 
endurecido  por  medió  del  recogimiento.  La  soledad  concentra 
el  espíritu,  exalta  las  pasiones,  levanta  el  pensamiento  á  lo  infi- 
nito, fortifica  el  carácter  y  exalta  la  imaginación. 

Los^  antiguos  colocaban  sus  templos  y  sus  oráculos  en  medio 
de  algún  bosque  misterioso,  é  invocaban  las  Musas  en  el  silencio 
de  la  naturaleza.  La  oración  ama  la  soledad,  la  penitencia  busca 
el  desierto,  y  la  vida  contemplativa  fabrica  los  claustros  donde  el 
hombre  muere  para  el  siglo.  Las  comunidades  religiosas  de  más 
estrecha  observancia,  y  hasta  los  pormenores  de  la  regla  monás- 
tica, ofrecen  el  perfecto  modelo  de  una  prisión  penitencial. 

Mas  aunque  en  todas  las  de  mayor  &ma  se  haya  adoptado  la 
regla  del  silencio,  difieren  mucho  en  cuanto  á  su  disciplina  inte- 
rior. Las  prisiones  de  Aubum  y  Cherry-Hill,  por  ejemplo,  pro- 
curan llegar  al  mismo  punto  por  distintos  caminos. 

835. — La  primera  establece  el  aislamiento  absoluto  por  la  no- 
che, y  el  trabsgo  en  común  durante  el  dia  guardando  el  más  ri- 
goroso silencio.  La  segunda  consiste  en  el  aislamiento  de  noche 
y  de  dia,  y  el  trabajo  tailibien  solitario. 

836. — Ambas  tienen  sus  partidarios  y  elocuentes  defensores. 
Objétase  á  aquella  que  el  sistema  de  la  reunión  silenciosa,  naci- 
do de  una  convicción  profunda  de  los  gravísimos  inconvenientes 
inseparables  de  la  asociación  de  los  criminales,  cuyas  funestas 
consecuencias  se  procura  evitar,  es  del  todo  impracticable,  in- 
capaz de  conseguir  su  objeto,  y  que  su  buen  resultado  depende 
de  un  conjunto  de  circunstancias  cuya  coincidencia  es  casi  im- 
posible. No  se  niega  que  podrá  producir  algún  bien;  pero  en 
cambio  de  un  corto  número  de  beneficios  dudosos  ó  accidenta- 
les, encierra  peligros  verdaderos  é  inevitables.  Arguyese  que  no 
despierta  en  los  presos  ningún  pensamiento  reñexivo  sobre  su 
anterior  conducta,  ningún  propósito  de  reforma,  ninguna  idea 
de  arrepentimiento;  y  por  último,  se  aduce  la  fatal  necesidad  de 
mantener  la  disciplina  empleando  severos  castigos  y  rigores  ar- 
bitrarios que  agravan  muchas  veces  la  pena  legal  á  merced  de 
ima  mera  providencia  administrativa,  y  producen  el  efecto  de 
irritar  la  mente  y  de  depravar  el  carácter  del  preso,  inspirándole 
sentimientos  de  odio  y  deseos  de  venganza. 
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837. — A  la  regla  de  Cherry-Hül  oponen  la  crueldad  de  un  ais- 
lamiento absoluto  y  las  enfermedades  que  tanto  rigor  ocasiona, 
y  como  consecuencias  de  este  vicio^  la  grande  mortalidad  de  los 
presos  y  sus  accesos  de  locura ;  que  pesa  igualmente  sobre  los 
encarcelados  según  su  carácter  y  la  energía  de  su  espíritu;  que 
hace  perder  los  hábitos  sociales  conservados  en  la  reunión  silen- 
ciosa,  y  en  suma^  se  duda,  si  no  se  niega,  la  mayor  eficacia  del 
sistema  celular  sin  relegación,  para  conseguir  la  regeneración 
moral  de  los  delincuentes. 

Responden  los  contrarios  que  la  estadística  de  las  prisiones  no 
confirma  el  influjo  de  la  disciplina  solitaria  en  la  mortalidad  re- 
lativa ni  en  la  demencia  de  los  presos.  El  director  de  la  cárcel  de 
Bruchsal  afirma  que  en  el  período  de  dos  años  y  en  un  número 
de  300  á  400  presos,  sólo  dos  padecieron  perturbación  en  sus  &- 
cuitados  mentales,  y  aun  en  estos  dos  casos  fué  tan  leve  que  se 
curó  al  momentcT.  Por  otra  parte,  si  la  pena  es  Sí^vera,  podrá 
abreviarse  su  duración,  corregirá  más  pronto  é  intimidará  más 
con  lo  terrible  del  escarmiento;  y  sobre  todo,  podrá  ponérsele  un 
límite,  aplicándola  con  rigor  sólo  cuando  la  prisión  ño  haya  de 
exceder  de  un  plazo  razonable. 

La  objeccion  de  la  desigualdad  comprende  á  todos  los  sistemas 
de  reclusión,  y  aun  abraza  todo  castigo.  Los  hábitos  sociales  se 
sostienen  con  las  visitas  y  exhortaciones  de  los  capellanes,  de 
los  directores,  maestros  é  inspectores,  y  con  la  lectura  de  libros 
morales,  religiosos  é  instructivos;  y  en  fin,  tan  lejos  de  disputar 
la  eficacia  de  la  soledad  en  el  arrepentimiento  del  criminal^  este 
es  el  secreto  resorte  que  mueve  el  corazón  humano  y  lo  inclina 
hacia  el  bien. 

838. — ^El  aislamiento  intimida  más  que  los  castigos  ordinarios; 
y  no  sólo  tiene  el  carácter  de  una  pena  ejemplar,  sino  que  es  el 
agente  más  poderoso  de  toda  reforma  moral.  Solo  el  preso  y  aban- 
donado del  mundo,  empieza  evocando  sus  recuerdos  y  medita.  El 
tránsito  de  la  irreflexión  á  la  reflexión,  es' el  primer  paso  en  la 
senda  del  arrepentimiento.  Imagen  de  Prometeo  encadenado  á 
la  roca  y  despedazadas  por  el  buitre  las  entrañas,  es  el  preso  de- 
vorado por  crueles  remordimientos  que  le  acosan  y  le  persiguen 
con  rigor  implacable  en  su  soledad.  Rodeado  de  sus  compañeros 
de  infortunio,  podría  ahogar  en  el  tumulto  de  la  sociedad  los  gri- 
tos de  la  conciencia ;  pero  en  la  prisión  solitaria  no  hay  olvido 
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del  orímea^  no  hay  treguas  á  la  tortura^  bo  hay  calma  para  el 
dolor.  Da  D4o9  lim  de  veiát  el  coasuelo  y  la  esperanza  e»  j^iiel 
desierto. 

La  soledad  ejerce  una  aoeien  contAfiua  en  el  ánimo  del  deltn^ 
cuente.  Primero  recoge  su  espíritu^  reeonooe  sus  extrarfoB^  y 
en  presencia  de  sí  mismo  y  de  sa  crimen^  se  conyenee  de  f«e 
aquel  prolongado  suplicio  no  será  tolerable  para  ét^  mientras  nq 
se  ponga  en  pas  con  Bíos  y  con  su  conciencia. 

Las  palabras  benáivolaS;  los  ouidados  paternales,  las  exhorta* 
cienes  religiosas  van  poco  á  poco  reeoneiliándole  oon  los  hom- 
bres, su  pecho  se  entreabre  i  la  esp^ranxa  y  su  eoraxen  se  aban* 
dona  al  arrepentimiento.  Bntónces  se  completa  sju  educación  pe^ 
nitencial  por  tales  medios,  ú  cuya  eflcacia  muy  pocos  resisten, 
porque  según  un  escritor,  «el  i]UÍli]yo  de  la  prisión  solitaria  pro^ 
duce  un  cambio  casi  instantáneo  en  los  caracteres  más  rebeldes: 
el  hombre  perezoao  é  indolente  se  transforma  en  activo  y  labo- 
rioso, los  arrebatos  de  cólera  ceden  su  lugar  auna  sqmision 
absoluta,  y  los  corazones  más  ^»lurecidos  se  ablandan  á  la  vox 
de  la  benevolencia  y  de  la  religión.» 

839.— •Nada  se  opone  á  que  la  severidad  de  la  disciplina  eehk 
lar  se  mitigue  permitiendo  á  los  presos  recibir  cartas  de  su  ftt« 
milia,  y  aun  ser  visitados  de  sus  parientes  en  épocas  determi- 
nadas  oon  ciertas  precauciones.  También  se  comunican  por  ne^ 
cesidad  con  los  maestros  de  primera  enseñanza  y  de  las  artos  y 
oficios  á  que  se  dedican,  con  los  empleados  del  establedmlento 
y  los  ministros  de  la  religión. 

En  todo  pueblo  expansivo,  sociable  y  jovial,  un  sil^pioio  rigor 
roso  en  una  prolongada  soledad  podría  compararse  al  suplicio  , 
más  horrible;  pero  hay  términos  hábiles  dentro  del  sistema  ce- 
lular para  templ^u*  la  rQgla  de  la  prisión.  X;0  esencia)  es  obHgar 
al  preso  á  la  meditaeíoA  por  medio  dal  reoogimiento  y  fermar  ó 
reformar  su  educación  moral  y  reKgiosa;^  9in  ánimo  de  secues- 
trarle del  mundo,  al  cual  debe  volver  cumplida  su  condena. 

^amás  se  conseguirá  la  conversión  del  crimina  niiéntras  yiva 
en  compañía  de  otros  criminales  que  se  consideran  humiUados^^ 
porque  no  han  cometido  bastantes  delitos  para  levantar  la  frente 
con  orgullo,  que  hacen  gala  de  su  perversidad,  celebran  la  fc^ 
taleza  del  incorregible,  y  desprecian  como  hombre  de  poco  es- 
píritu al  capaz  da  arrepentimiento. 


376  PERECHO  ig)MmiSTftATrVO  ESPAÑOL. 

840, — Tan  favorable  se  va  mostrando  lá  opinión  de  los  filóso- 
fos, publicistas  y  jurisconsultos  á  este  sistema,  que  en  varios 
congresos  celebrados  en  Florencia,  Pádua,"^ Francfort  y  otras 
partes,  prevaleció  el  voto  de  la  prisión  individual  para  los  cri- 
minales, agravada  ó  mitigada  según  la  clase  de  delitos  y  senten- 
cias de  cada  uno  y  la  conducta  particular  de  los  presos;  de  suerte 
que  todos  se  ocupen  en  algún  trabsgo  útil,  que  hagan  diariamente 
ejercicio  al  aire  libre  y  participen  de  la  instrucción  moral,  reli- 
giosa y  literaria  y  asistan  á  los  actos  del  culto  (1). 

841. — Sin  embargo  fuerza  es  confesar  que  la  prisión  solitaria 
no  carece  de  inconvenientes  y  peligros  para  la  salud  de  los  pre- 
sos. La  nostalgia,  las  anginas,  la  consunción  y  aun  la  enajena- 
ción mental  son  las  enfermedades  propias  de  este  régimen  se» 
vero.  La  estadística  persuade  que  la  mortalidad  de  los  presos 
empieza  á  crecer  hacia  el  cuarto  año  de  la  condena. 

Todo  esto  será  verdad;  pero  también  lo  es  que  los  presos  sue- 
len fingir  enfermedades  con  una  habilidad  y  tenacidad  sorpren- 
dentes á  costa  de  torturas  volimtarias  por  huir  de  la  soledad  y 
del  trabajo,  y  por  disfrutar  de  alimentos  más  regalados.  Las  pre- 
sas suelen  además  fingir  delirios,  lo  cual  obliga  á  vigilarlas  con 
sumo  cuidado,  pues  si  fuesen  verdaderos,  podrían  precipitarlas 
en  la  desesperación  y  en  el  suicidio;  y  no  es  raro  aparentar  ena- 
jenaciones mentales  con  ánimo  de  adormecer  la  vigilancia  de  los 
guardas  y  evadirse. 

Un  encierro  prolongado  \  acaba  por  extinguir  toda  iniciativa 
individual,  perdiendo  los  presos  el  hábito  de  querer,  de  pensar 
y  regirse  por  sí  mismos.  Forman  parte  integrante  de  una  má- 
quina, se  mueven  sin  conciencia,  y  á  la  actividad  forzosa  sucede 

(1)  Mapportfait  á  la  Chambre  dea  Paira  par  M,  Bérengar  da  la  Vráma:  Dalla  condUio» 
na  aaordianta  dalla  rifarma  dalla  earceri^  dal  conta  Patitti  di  Korato,  etc. 

Bl  resultado  del  Congreso  internacional  para  la  reforma  de  las  prisiones,  celebrado  en 
Londres  el  ^o  1812,  puede  resumirse  en  estas  tres  conclusiones : 

1.*  En  la  práctica  dominan  las  prisiones  comunes,  aufique  están  universalmente  repro- 
badas. ' 

2.*  En  la  teoria  el  mayor  número  de  los  estados  sigue  el  movimiento  de  la  reforma,  bien 
que  se  haya  adoptado  provisionalmente  un  sistema  mixto  combinando  el  régimen  celular 
y  la  vida  común. 

8.*  La  opinión  general  se  pronuncia  en  favor  del  sistema  celular  aplicado  á  los  deteni- 
dos y  sentenciados,  variando  según  la  gravedad  de  la  pena  desde  las  m&s  leves  hasta  las 
de  uno,  dos  6  tres  afioa  de  duración. 

El  autor  de  quien  tomamos  estas  noticias,  aBade  discretamente  que  «la  experiencia  mos- 
trará á  cada  pueblo  cuál  es  el  sistema  que,  realizando  el  objeto  esencial  de  la  reprosion, 
se  adapta  mejor  á  su  carácter  y  costumbres.»  Robín,  La  fhtaatioH  pénUfnHairat  pág*  ^> 
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la  inercia  desde  que  cesa  el  impulso  exterior  á  que  estaban  acos- 
tumbrados, idué  empleo  hará  de  su  inteligencia  y  de  sus  brazos 
im"hombre  que  después  de  largo  cautiverio,  recobre  la  libertad? 

Parte  de  las  precedentes  objecciones  es  aplicable  á  toda  prisión 
que  pasa  de  cuatro  ó  cinco  años  consecutivos,  y  si  se  borra  del 
Código  esta  pena,  ó  los  más  graves  delitos  quedarán  sin  propor- 
cionado castigo,  ó  será  menester  que  el  legislador  prodigue  la 
de  muerte.  Otra  parte  es  digna  de  estudio  y  debería  tenerse  en 
cuenta  al  descender  á  los  pormenores  del  régimen  penitencial. 
Entonces  se  ofrecería  la  ocasión  de  optar  por  uno  denlos  dos  sisr 
temas  de  prisión  celular,  considerando  que  la  regla  de  Auburn 
es  más  severa,  y  la  disciplina  de  Cherry-Hill  menos  flexible;  que 
en  la  primera  domina  una  tendencia  casi  material  y  negativa,  y 
en  Id  segunda  prevalece  un  pensamiento  más  moral  y  positivo. 

La  cuestión,  pues,  del  trabsgo  solitario  ó  común  está  subordi- 
nada á  la  solución  de  la  otra  que  la  prejuzga.  Probado  que  el  si- 
lencio absoluto  entre  los  presos  es  necesario  para  corregir  al 
delincuente,  y  demostrado  que  este  silencio  es  imposible  de  guar- 
dar sin  prohibir  toda  comunicación  inclusa  la  visual,  debemos 
aceptar  sin  reserva  el  trabsgo  aislado.  Será,  en  efecto,  menos 
productivo;  mas  no  son  los  beneficios  pecuniarios  el  fruto  prin- 
cipal del  trabajo  de  las  prisiones,  ni  el  rédito  de  un  capital  ha  de 
aparecer  como  idea  dominante  en  toda  reforma  carcelaria.  La 
corrección  y  el  ejemplo  son  los  fines  primeros  de  toda  pena:  la 
reparación  y  la  economía  son  fines  secundarios.  El  objeto  moral 
debe  predominar  en  la  cárcel ,  y  refugíense  en  las  fábricas  el 
cálculo  de  las  ganancias  y  el  deseo  de  la  especulación.  Las  cues- 
tiones de  moral  jamás  se  reducen  á  guarismo,  ni  se  encierran  en 
los  angostos  límites  de  un  presupuesto.  Fuera  de  que  si  con  la 
enmienda  de  los  delincuentes  se  disminuye  el  número  de  los  crí- 
menes y  los  gastos  de  la  justicia,  j,  no  será  una  verdadera  y  le- 
gítima ganancia  para  los  pueblos? 

842. — II.  La  segimda  cuestión  relativa  al  sistema  económico 
preferible  en  la  dirección  y  beneficio  del  trabsgo  de  las  prisio- 
nes, no  puede  resolverse  de  una  manera  tan  positiva.  En  Auburn 
ftié  la  administración  quien  tuvo  al  principio  el  encargo  exclusi- 
vo de  comprar  las  materias  primeras  y  vender  los  objetos  elabo- 
rados; pero  este  método  ocasionó  pérdidas  tan  considerables  que 
hubo  de  ser  abandonado.  Después  se  adoptó  el  medio  de  admitir 
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empresarios  particulares  en  cada  ramo  de  industria^  obligáBdoaa 
los  especuladores  á  suministrar  los  materiales  y  á  sati8f»eer  un 
tanto  al  estado  en  recompensa  del'trab^jo  diario  de^  cada  pre^. 
Los  empresarios  pueden  penetrar  en  las  prisiones;  más  les  está 
severamente  prohibido  mezclarse  en  nada  tocante  á  la  disciplii^^ 
ni  aun  dirigir  la  palabra  á  los  encarcelados. 

En  Bélgica  todavía  subsiste  el  sistema  de  la  administraoion,  j 
tan  bien  entendido,  que  no  sólo  cubre  los  gastos,  sino  que  deja 
un  beneficio  no  despreciable  según  las  reglas  ordinarias  del  co-^ 
mercio.  El  estado  ocupa  á  los  presos  en  la  fabricación  de  los  ob» 
jetos  necesarios  al  equipo  del  ejército  y  al  servicio  intwior  de 
las  mismas  prisiones,  comprando  las  materias  primeras  á  pública 
subasta  por  medio  de  comisiones  administrativas. 

843. — Siempre  que  puedan  conciliarselas  ventajas  de  la  *oo^ 
nomfa  con  el  sistema  de  administración,  es  preferible  este  mé- 
todo al  de  empresa.  Los  empresarios  apoyados  en  sus  contratos, 
suelen  resistir  toda  novedad  y  oponerse  á  cualquiera  refckrma 
como  atentatoria*  á  sus  derechos  y  nociva  á  sus  intereses*  De- 
lante de  este  obstáculo  insuperable  ceja  la  administración  r^ 
ducida  á  la  impotencia,  ya  para  apartar  el  mal,  ya  para  promo- 
ver el  bien.  Olvídase  en  este  régimen,  6  descuídase  el  objeto 
moral  de  la  pena  que  es  la  corrección  del  culpado  y  el  público 
escarmiento,  porque  se  acostumbra  á  ver  en  el  preso,  no  tanto 
un  criminal  á  quien  importa  corregir,  cuanto  un  obrero  activo 
ó  inteligente  de  cuyos  brazos  se  espera  y  se  procura  sacar  el 
mejor  partido  posible.  La  empresa,  sin  embargo,  principalmente 
cuando  se  limita  á  suministrar  los  víveres  y  otros  artículos  de 
primera  necesidad,  ofrece  la  gran  ventaja  de  apartar  de  la  ad* 
ministracíon  toda  sospecha  humillante  de  obtener  beneficios  ile^ 
gales,  y  le  conserva  aquella  fuerza  moral  de  que  tanto  necesita 
para  trabajar  con  fruto  en  la  corrección  de  los  delincuentes. 

En  suma,  el  régimen  administrativo  conetliado  con  la  más  se- 
vera economía  es  preferible,  pero  también  es  aceptable  el  «ste-r 
ma  de  empresas  particulares  siyetas  á  la  vigilancia  asidua  de  la 
administración,  á  fin  de  que  la  especulación  no  neutralice  los 
efectos  de  la  prisión  como  agente  moral  y  como  pena. 

Lo  que  sí  conviene  desterrar  de  las  prisiones  es  el  sistema  de 
las  empresas  generales ,  por  perjudiciales  al  sentenciado  y  á  la 
disciplina  carcelaria.  Siempre  será  temible  el- influjo  de  u^j  em- 
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presarlo  de  quien  todos  dependen,  que  suministra  los  víveres, 
los  vestidos^  las  materias  primas  y  es  dueño  de  los  objetos  fabri- 
cados, cuya  acción  en  fln  abarca  el  servicio  entero  de  las  prisio- 
nes. El  interés  de  la  empresa  así  concentrado,  tiene  demasiada 
fuerza  para  torcer  la  disciplina  en  su  provecho  y  mudar  el  ca- 
rácter de  la  educación  industrial  de  los  presos,  convirtiendo  el 
instrumento  de  moralidad  en  simple  objeto  de  especulación.  Los 
mismos  empleados  subalternos  le  serán  sumisos  y  obedientes,  y 
la  autoridad,  privada  de  sus  ojos  y  de  sus  manos,  acabará  por 
caer  en  la  vergonzosa  tutela  de  un  especulador  en  todo  lo  con- 
cerniente al  régimen  carcelario. 

844. — in.  La  tercera  cuestión  que  la  organización  del  trabajo 
en  las  prisiones  suscita,  es  tocante  á  la  competencia  entre  el  tra- 
bajo libre  y  el  reglamentado.  Quéjanse  los  obreros  y  fabricantes 
de  esta  competencia  como  nociva  á  la  industria  y  Uámanla  peli- 
grosa é  invencible,  porque  el  preso  devenga  un  salario  muy  es- 
caso, sus  necesidades  en  la  reclusión  son  reducidas ,  y  tal  vez 
soporta  el  estado  una  parte  de  la  pérdida,  no  considerando  que 
el  objeto  principal  de  los  establecimientos  de  corrección  sea  pro- 
ducir beneficios  industriales. 

En  estas  reclamaciones  y  lamentos  hay,  como  suele  haber  en 
todas  las  cuestiones  de  interés  privado,  un  fondo  de  verdad,  pero 
también  algo  de  terror  pánico  y  mucha  exageración. 

Pocos  son  los  establecimientos  correccionales  sujetos  á  un  ré- 
gimen económico  y  administrativo  tan  severo  y  tan  bien  enten- 
dido que  fabriquen  con  economía  y  puedan  rivalizar  con  la  in- 
dustria libre;  y  aunque  las  prisiones  bajo  cierto  punto  de  vista 
se  hallan  en  circunstancias  favorables  para  la  producción,  otras 
circunstancias  les  son  adversas.  Lo  costoso  de  la  administración, 
la  disciplina  carcelaria  que  distribuye  el  tiempo  y  la  actividad  de 
los  presos  en  el  trabajo  y  la  instrucción  moral  y  religiosa,  el  no 
considerar  la  ganancia  como  objeto  primario  de  la  febrícacion, 
el  aprendizaje  de  los  entrantes,  la  habilidad  perdida  de  los  sa- 
lientes, y  la  falta  de  un  estímulo  tan  vivo  como  es  el  que  acosa 
al  obrero,  son  causas  bastante  graves  para  inclinar  generalmen- 
te la  b^anza  en  favor  de  la  industria  libre  y  contra  el  trabajo  for- 
zoso, mucho  más  siendo  solitario,  á  pesar  de  las  ventajas  que  el 
encarcelado  obtiene  en  la  lid  de  la  competencia  en  consideración 
á  una  vida  de  menos  necesidades.  Añádese  á  esto  que  el  número 
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de  obreros  y  la  cantidad  de  productos  elaborados  en  las  prisio- 
nes son  tan  cortos  comparados  con  el  movimiento  general  de  la 
industria  libre,  que  no  pueden  suscitar  una  rivalidad  verdadera. 

845. — No  obstante,  basta  que  el  caso  sea  posible  una  sola  vez, 
para  no  contentarse  con  desflorar  la  cuestión,  porque  si  no  ofre- 
ce interés  presente,  puede  tenerlo  para  lo  venidero,  y  ya  resuel- 
ta en  principio,  las  dificultades  serán  de  orden  secundario  ó  de 
mera  aplicación. 

Cuando  la  competencia  del  trabajo  reglamentado  empezare  á 
ser  nociva  á  la  industria  libre,  la  administración  deberá  prime- 
ramente nivelar  los  precios  de  los  productos,  no  esforzándose  á 
lograr  considerables  ganancias  á  favor  de  un  rápido  consumo, 
sino  procurando  no  causar  perjuicio  á.los  fabricantes  y  obreros. 
Esta  regla  sólo  será  aplicable  en  toda  su  amplitud,  cuando,  la  de- 
manda fuere  superior,  ó  por  lo  menos  igual  á  la  oíerta  reunida 
del  trabajo  libre  y  del  reglamentado. 

Debe  la  administración  de  las .  prisiones  dar  constante  prefe- 
rencia á  la  fabricación  de  aquellos  productos  que  sirven  al  con- 
sumo de  los  encarcelados;  y  si  estas  necesidades  interiores  no 
bastasen  para  alimentar  su  actividad,  imitar  el  ejemplo  de  Bél- 
gica que  los  ocupa  en  fabricar  los  objetos  necesarios  al  equipo 
de  su  ejército.  Semejante  sistema  podria  extenderse  á  la  fabrica- 
ción de  los  productos  industriales  de  uso  frecuente  en  los  esta- 
blecimientos de  beneficencia  y  otros  sostenidos  á  expensas  del 
estado. 

Y  por  líltimo,  en  caso  necesario,  nada  más  fácil  á  la  adminis- 
tración que  disminuir  la  actividad  del  trabajo  reglamentado,  aun- 
que estamos  persuadidos  de  que  nunca  habrá  exceso  de  vida,  ni 
rebosará  la  producción  en  los  establecimientos  penales. 

Alanos  aconsejan  que  se  ocupe  á  los  presos  en  industrias 
nuevas,  incapaces  de  isompetir  con  las  usuales  en  los  alrededo- 
res de  la  prisión;  más  al  dar  este  consejo  olvidan  que  el  preso 
debe  recobrar  su  libertad  algún  dia  y  vivir  á  costa  de  un  salario. 
Si,  pues,  el  oficio  que  aprendió  durante  su  reclusión  no  es  co- 
mún, nadie  le  recibirá  en  sus  talleres,  porque  nadie  necesitará 
un  obrero  de  aquella  profesión  ó  arte.  Esta  falta  de  armonía  en- 
tre la  educación  del  excarcelado  y  las  condiciones  de  la  indus- 
tria exterior  es  peligrosa  para  su  flaca  virtud,  pues  la  necesidad 
es  una  terrible  tentación  que  provoca  la  reincidencia. 
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846. — IV.  La  última  cuestión  es  la  relativa  al  destino  que  con- 
viene dar  á  los  productos  del  trabajo.  En  las  prisiones  america- 
nas prevalece  el  sistema  de  aplicarlo  íntegramente  al  estado;  y 
si  algo  reciben  los  presos  al  tiempo  de  recobrar  su  libertad,  es. 
una  leve  suma  que  por  via  de  socorro  se  les  entrega,  sin  recono- 
cerles el  menor  derecho  á  exigirla.  En  Europa  se  cuida  de  exci- 
tar el  amor  al  trabajo  dentro  de  las  prisiones,  interesando  á  los 
presos  en  su  propia  actividad  con  ofrecerles  en  recompensa  una 
parte  de  sus  productos  que  se  depositan  en  la  caja  del  estableci- 
miento, para  entregarles  estos  ahorros  el  dia  de  su  salida. 

847. — La  idea  de  las  reservas  fué  considerada  muy  favorable 
al  objeto  de  inspirar  hábitos  laboriosos,  de  orden  y  economía  á 
los  presos,  y  también  un  medio  eficaz  de  influir  en  su  rehabilita- 
ción social,  porque  éstos  peculios  encerraban,  en  concepto  de 
algunos  escritores,  todo  el  porvenir  de  los  sentenciados. 

Otros,  al  contrario,  intentan  probar  con  la  estadística  de  los 
reincidentes  que  de  nada  aprovechan  las  reservas,  ni  para  des- 
pertar la  emulación,  ni  para  la  reforma  moral.  No  como  un  me- 
dio de  emulación  porque  una  recompensa  tan  lejana  no  inclina 
á  los  presos  al  trabsgo,  ni  los  alienta  á  soportar  con  resignación 
sus  fatigas.  Tampoco  influyen  en  su  enmienda,  pues  el  peculio 
(dicen)  no  los  preocupa  sino  en  cuanto  les  puede  proporcionar 
goces  de  presente.  Consumen  hasta  el  último  óbolo  en  verdade- 
ras saturnales  á  que  se  entregan  con  tanto  mayor  desenfreno, 
cuanto  ha  sido  más  dura  su  penitencia  y  más  largas  sus  priva- 
ciones. El  porvenir  es  el  í)eits  ignotas  del  delincuente  encara 
celado. 

848. — Un  recurso  se  ofrece  para  combatir  la  indiferencia  ha- 
cia el  trabajo,  á  saber,  distribuir  á  los  presos  diaria  ó  semanal- 
mente  una  parte  de  sus  ahorros,  de  suerte  que  se  repartan  las 
ganancias  entre  el  establecimiento,  el  fondo  de  reserva  y  el  bol- 
, sillo  de  los  presos.  Mas  ¿qué  estímulo  tendrán  aun  así,  si  no  se 
les  permite  la  cantina?  ¿Y  cómo  tolerarla  cuando  son  tan  cono- 
cidos sus  gravísimos  inconvenientes? 

En  nuestro  dictamen,  la  solución  de  esta  dificultad  depende  de 
más  altas  causas.  Si  en  las  prisiones  de  Francia  se  observa  la 
débil  eficacia  moral  del  peculio  y  la  general  desaplicación  de  los 
presos,  consiste  en  que  su  régimen  penitencial  está  por  lo  co- 
mún muy  lejos  de  ser  un  modelo.  Sométanse  á  la  regla  severa 
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de  Cherry-Hill^  adóptese  el  sistema  celular  con  su  disciplina  de 
la  soledad  y  el  silencio,  j  el  trabajo  será  pedido  con  avidez  co- 
mo una  distracción  y  un  consuelo.  La  soledad  sin  el  trabajo 
mataría;  con  el  trabajo  reforma.  La  actividad  es  una  ley  de  nues- 
tra naturaleza,  una  condición  de  nuestra  existencia,  y  por  eso  en 
la  reclusión,  trabajar  es  vivir,  es  conservarse.  En  Filadelfla  el 
aUciente  del  peculio  está  demás  como  medio  de  emulación,  y  los 
castigos  corporales  sobran  para  obligar  al  trabajo. 

Procuremos,  pues,  acercar  nuestros  establecimientos  penales 
al  primer  sistema,  conservando  el  principio  moralizador  de  las 
reservas  de  que  tanto  mejor  dispondrán  los  excarcelados^  cuanto 
más  corregidos  salieren  de  la  prisión. 

Entre  la  fuerza  material  de  la  disciplina  y  la  fuerza  moral  del 
trabajo,  dos  medios  distintos  de  procurar  la  eiunienda  del  delin- 
cuente, la  elección  no  debe  ser  dudosa. 

También  es  necesario  asentar  ^1  principio  que  el  culpado  sa- 
tisfaga en  cuanto  fuere  posible,  el  daño  causado  por  su  delito  á 
la  parte  agraviada  ó  su  familia.  La  moral  exige  esta  reparación 
como  un  acto  expiatorio,  á  la  manera  que  la  Iglesia  no  absuelve 
al  pecador  nisi  resíptcerit  et  ad  satísfactionem  t^eneHt  La  justi- 
dia  la  proclama,  porque  no  hay  derecho  contra  el  derecho,  y 
hasta  al  otorgar  la  gracia  del  perdón,  es  condición  esencial  y 
cláusula  expresa  ó  sobrentendida  salvo  el  perjuicio  áe  tercero. 
Sea  el  preso  siervo  de  la  pena,  y  sienta  en  su  triste  soledad  el 
doble  rigor  de  la  ley  y  de  la  conciencia.  Que  el  estado  perciba  la 
tercera  parte  de  los  productos  del  trabajo  penitencial  por  via  de 
satisfacción  de  los  gastos  de  la  justicia  y  para  ayudar  al  sosteni- 
miento de  los  presos;  que  otro  tercio  sea  aplicado  á  la  parte  ofen- 
dida «en  forma  de  restitución,  y  el  tercio  restante  se  destine  al 
peculio  del  ofensor  como  reserva,  estímulo  ó  recompensa. 

849. — El  segundo  medio  de  regenerar  al  culpado  es  propor- 
cionarle instrucción  literaria,  moral  y  religiosa  acomodada  á  su 
condición.  La  estadíi|tica  carcelaria  prueba  que  la  ignorancia  es 
la  causa  más  frecuente  del  crimen,  porque  la  ignorancia,  dice  lun 
escritor,  es  la  irreligión  de  la  inteligencia,  la  cual  no  vicia  me- 
nos el  corazón  del  hombre  que  la  irreligión  de  la  fé.  El  hombre 
es  muchas  veces  malo  por  no  conocer  el  interés  que  tiene  en  ser 
bueno.  Mr.  Wiltse  cuyo  testimonio  es  irrecusable,  pues  consagró 
su  vida  entera  al  servicio  de  las  prisiones,  asegura  que  la  ijaayor 
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parte  de  los  crímieites  debe  atribuirse  originariamente  ai  culpable 
abandono  de  los  padres  y  de  los  tutores  en  cuanto  á  la  educación 
de  sus  h\jos  y  pupilos;  y  de  ahí  la  licencia  de  costumbres,  la  vida 
des»rregteda,  ia  odüsidad»  el  vicio  y  por  último  la  tentación  y 
la  mda. 

M  carácter  de  escuelas  proffesionales  que  el  Gobierno  diere  á 
las  prisiones  bóIo  iserá  útil,  naiéntras  las  industrias  desconocidas 
eni  lo  interior  fueren  de  tal  naturaleza  que  se  arraiguen  pronta  y  • 
fácümente,  propagándolas  tos  excarcelados  ea  provecho  propio 
y  en  beneficio  oomun;  más  este  es  un  remedio  t^ajK)ral,  porque 
después  tie  (CkaturaUiíadas  se  renueva  í^  oonflicto  entre  la  indus- 
tria Ubre  y  la  reglamentada. 

Si,  pues,  se  procura  la  enmienda  del  encarcelado,  es  preciso 
que  al  trisbago,  al  silencio,  á  la  soledad  acompañe  algo  que  afecte 
profundamente  su  espíritu,  que  vibre  las  cuerdas  más  sensibles 
de  su  coraron  y  que  haga,  en  fln>  penetrar  hasta  lo  íntimo  del 
alma  la  moral  divina»  único  poder  <^az  de  renovarla. 

SSO.'^^La  lectura^  ia  escritura  y  la  aritmética,  la  enseñanza  pro- 
fesional, los  ^saludables  constes  y  las  exhortaciones  religiosas 
tienden  una  red  de  influencias  moralizadoras  sobre  el  delincuen- 
te^ é  influyen  de  consuno  <en  la  obra  de  su  regeneración*  El  maes- 
tro, los  inspectores,  el  sacerdote  son  otros  tantos  delegados  del 
director,  verdadero  magistrado  llamado  á  reinar  soberanamente 
en  la  casa,  como,  reina  la  justicia,  con  calma,  con  moderación, 
sin  cólera,  y  en  quien  éei»en  hallarse  al  mismo  tiempo  una  virtud 
sólida  y  un  profundo  conocimiento  de  los  hombres. 

Este  solo  grado  de  cultura  debilitará  la  propensión  i  la  rein- 
cidencia, así  como  fortificará  toda  inclinación  á  la  perseverancia 
en  la  ennuenda.  Pues  que  la  ley  f»:ovée  al  alivio  del  cuerpo  cuan- 
do lucha  con  «1  mal  físico,  cure  también  las  almas  enfermas  y 
<^mbata  el  m^al  moral. 

851  .«^La  encada  de  estos  medios  moralizadorés  «nace  de  los 
hábitos  mismos  de  regularidad  y  templanza,  de  trabajo  y  econo- 
mía que  se  contraen,  de  la  calma  solemne  de  la  reclusión,  cuando 
ni  las  necesidades  físicas  atormentan  el  cuerpo,  ni  agita  el  áni- 
mo el  sordo  rumor  de  las  pasiones.  Los  escritores  que  han  teni- 
do ocasiom  de  estudian  más  de  una  vez  el  carácter  de  los  d^in- 
'ouentes,  afirman  que  hay  ciertos  períodos  en  la  vida^del  hombre 
•más  perverso  y  más  endurecido  en  los  cuales  su  espíritu  se  des- 
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pierta  á  la  reflexión,  y  su  corazón  se  abre  al  arrepentimiento. 
Estos  momentos  de  sensibilidad  y  abandono  son  el  instante  pro- 
picio para  arrancar  á  los  crimínales  de  la  tiranía  del  vicio,  in- 
culcándoles las  máximas  del  Evangelio  y  esforzándose  á  impri- 
mir una  buena  dirección  á  sus  pasiones.  La  soledad  de  la  celda 
auxilia  la  palabra  del  apóstol  cristiano:  nada  distrae  la  atención 
del  delincuente,  ni  el  ejemplo  de  sus  compañeros  le  anima  á  per- 
severar en  la  impenitencia.  Humillado  por  sus  remordimientos, 
acoge  como  un  beneñcio  inestimable  las  advertencias^  las  pro- 
mesas, los  consuelos  y  las  esperanzas  de  aquella  d^ilce  religión 
que  no  desea  la  muerte  del  pecador,  sino  que  se  convierta  y  vi- 
va. Movidos  estos  secretos  resortes  del  corazón  humano,  rara  vez 
dejarán  de  producir  el  ^ecto  apetecido  de  reconciliar  al  culpado 
con  la  sociedad,  si  la  ley  olvida  y  los  hombres  perdonan. 

No  se  pretende  con  esto  convertir  la  prisión  en  un  colegio,  ni 
proporcionar  á  los  reclusos  los  beneficios  de  una  instrucción  li- 
beral, sino  tan  solo  desarrollar  aquellas  &cultades  del  hombre 
que  deben  estimarse  como  medios  de  adquirir  las  nociones  de 
moral  y  religión  necesarias  á  practicar  nuestros  deberes  y  pro^ 
curar  nuestros  intereses  de  una  manera  legítima  en  el  curso  de 
la  vida.  En  fin,  el  objeto  principal  debe  ser  educar  las  pasiones 
de  los  presos  y  enfrenar  su  conducta  futura  con  el  poder  de  los 
hábitos  morales  y  i*eligiosos.  Si  no  alcanza  siempre  este  siste- 
ma á  inspirar  la  virtud,  muchas  veces  se  logra. atraer  á  los  vicio- 
sos al  camino  de  la  probidad  legal  ó  negativa,  término  de  la  jus- 
ticia en  la  tierra. 

852. — El  estado  de  libertad  es  el  tercer  período  de  la  reforma 
penitencial. 

Cuando  el  encarcelado  ha  cumplido  su  condena,  ó  antes  de 
cumplirla,  si  obtiene  de  la  real  clemencia  la  remisión  de  una  par^ 
te  de  la  pena,  hállese  ó  no  corregido,  tiene  según  nuestras  le- 
yes, derecho  á  su  libertad  y  le  debe  ser  al  instante  restituida. 
Entonces  entra  en  una  nueva  condición  de  la  vida  en  la  cual  há 
menester,  más  que  nunca,  la  protección  de  sus  semejantes. 

853. — Abandonarle  á  su  suerte  equivaldría  á  exponerle  á  una 
reincidencia  casi  segura:  ejercer  sobre  él  una  vigilancia  molesta 
y  degradante,  es  denunciarle  como  sospechoso,  y  presentarle 
como  un  objeto  de  la  pública  desconfianza.  La  administración 
puede  someter  á  los  presos  á  una  disciplina  severa  y  reformado- 
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ra,  pero  no  alcanza  á  dispensar  una  protección  plena  y  eficaz  al 
hombre  libre. 

Y  sin  embargo  la  primera  necesidad  del  excarcelado  es  pro- 
veer á  su  sustento,  y  si  carece  de  peculio  ó  no  encuentra  ocupa- 
ción lucrativa,  se  verá  forzado  á  mendigar  su  pan  ó  á  ganarlo  sin 
reparar  en  los  medios,  y  entonces  corre  peligro  de  ser  recogido 
por  la  autoridad  ó  detenido  por  reincidente. 

La  caridad  privada  es  el  único  poder  que  puede,  librando  á  los 
excarcelados  de  los  horrores  de  la  miseria  y  ofreciéndoles  un 
asilo,  apartarlos  de  recaer  en  el  vicio  y  de  mancharse  con  nue- 
vos crímenes.  Los  esftierzos  de  todos  los  hombres  generosos  y 
benévolos  deben  reunirse  en  un  haz,  fundando  asociaciones  ca- 
ritativas con  este  objeto,  alentadas  y  protegidas  por  el  Gobierno. 

854. — Varios  son  los  medios  imaginados  para  mantener  á  los 
excarcelados  en  aquel  grado  de  probidad  que  ha  podido  inspi- 
rarles su  educación  penitencial. 

L  Proponen  algunos  escritores  observar  reglas  de  prudencia 
al  otorgar  el  derecho  de  gracia,  reducidas  principalmente  á  que 
no  haya  lugar  á  remisión  de  pena,  si  el  sentenciado  no  ha  cum- 
plido la  mitad  á  lo  menos  de  la  condena  con  muestras  de  sincero 
arrepentimiento,  si  no  ha  reparado  el  daño  causado  con  su  delic- 
io, y  en  todo  caso,  si  mientras  no  se  le  pone  en  libertad  no  des- 
merece con  su  conducta  posterior  la  misericordia  del  príncipe, 
estimando  el  perdón  condicional  y  revocable. 

n.  Que  la  ley  autorice  á  la  administración  para  que  los  presos 
pasen  por  un  estado  de  libei:tad  preparatoria  como  prueba  de  su 
enmienda,  antes  de  entrar  en  el  goce  de  una  completa  libertad 
mediante  ciertas  cautelas,  y  le  conceda  la  facultad  de  encerrarlos 
de  nuevo,  si  á  pesar  de  sus  esftierzos  y  los  de  sus  patronos  no  se 
aplican  al  trabsgo  ú  observan  una  conducta  sospechosa. 

m.  Autorizar  asimismo  á  la  administración  para  emplear  la 
detención  supletoria  durante  un  plazo  Umitado  contra  los  presos 
no  corregidos,  librando  á  la  sociedad  y  á  ellos  mismos  del  peli- 
gro inmediato  de  volver  impenitentes  á  la  vida  libre. 

IV.  Reformar  el  sistema  de  vigilancia  de  la  autoridad,  de 
modo  que  sea  común  á  todos  los  presos,  eficaz  y  coercitiva  antes 
de  la  expiación  del  delito,  y  después  de  este  período  sólo  apli- 
cable á  los  presos  incorregibles. 

V.  Organizar  un  buen  sistema  de  patronato  en  favor  de  los  ex- 
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al  acusado  á  la  administrativa,  y  ésta  1 
á  disposición  de  aquélla:  la  una  es  U 
mezcla  con  saludables  rigores  cuidados 
nales. 

H.  La  intervención  también  extremadi 
cales,  es  un  embarazo  para  que  el  Gobien 
dirección  única  á  la  reforma  carcelaria  y 
disciplina  en  todas  las  prisiones  del  reinoi 
ministrativa  hará  que  los  progresos  sean 
prícho  de  las  autoridades  locales,  de  par 
la  fluctuación  de  los  sistemas,  recibiendo  < 
so  rápido,  constante,  inteligente  y  unifon 
859. — La  centralización  propuesta  no  e: 
saria  participación  de  las  autoridades  y  co 
en  la  proposición  y  voto  de  arbitrios,  el  r 
compra  ó  venta,  construcción  ó  reparación  < 
bien  en  la  vigilancia  de  la  disciplina  cárcel 
pecdon  no  suscite  obstáculos  á  la  marcha  i 
cimientos  penales. 

Tampoco  excluye  la  acción  de  la  carida 

neflcencia  pública  en  &vor  de  los  presos ;  j 

auxiliar,  como  colaboi*adora  con  el  Gobier 

mondar  y  corregir  á  los  delincuentes,  sin  i 

carácter  expiatorio.  Sí  una  caridad  ciega  é 

con  su  ardiente  celo  en  la  mansión  del  críi 

pena  del  culpado,  en  vez  de  cooperar  á  su 

frustraría  toda  tentativa  y  toda  esperanza  d 

La  administración  provee  á  U^s  primeras 

tenciado  con  parsimonia,  acaso  con  escase: 

dolor  y  sufra  las  amargas  consecuencias  do 

de  su  penitencia  disminuye  el  castigo  legal 

prisiones  y  el  horror  al  crimen  en  lo  exter 

prodigar  consuelos  al  sentenciado  y  alentai 

nevólas  en  el  camino  de  la  enmienda;  má 

cuidados  que  tienen  por  objeto  hacer  soport 

prisión,  deben  reservarse  para  los  detenidos 

sidera  todavía  inocentes. 

Conforme  á  esta  doctrina  se  dispuso  que 
procuren  á  los  enfermos  cuyo  delito  esté  pr 
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uinistratíva  y  ésta  t  ^^P^^^os  de  circunspección,  y  sean  ilustrados  los  actos 
quélla :  la  una  es  ti^  ^^  ^  beneficencia  que  con  ellos  se  ejerzan,  teniendo  pro- 
les rigores  cuidante  p»^  P^^  ^^  ^^^^      presos  es  la  prisión  un  sitio  de  cas- 

''•ante  el  cual  no  se  pertenecen  á  sí  propios,  y  sí  á  la  pena 

DH  también  eitrem^i»P°'^l«f*"b'^^f(l);       .^  ^     ^^  ^         , 

zo  para  que  el  Gobkr.  f^  ,7^^^  ^Tf  í^      ^  *•    .  *^°'^^*^^,  P^/  *^ 

„^/.  t  .     establece  que  todas  las  prisiones  civiles,  en  cuanto  á  su 

reíorma  carcelariaví:  .  .    .  j    .         *  j    /  •    x    ^  i 

.        •  j .  interior,  es  decir,  en  todo  lo  concerniente  á  la  segun- 

p         es      '^^^/^ubridad  y  comodidad,  á  la  policía  y  disciplina,  á  la  di&- 

!?  A^  progresos  seaa--^  y  tratamiento  de  los  presos,  dependan  del  ministro  de 

idades  locales,  de  P-"=^cion  y  de  sus  delegados  en  las  provincias  y  en  los 

sistemas,  recibiend:  ¿  Auxüia  á  la  autoridad  superior  política  en  las  capitales 

!,  inteligente  y  wu^Oeside  Audiencia,  una  Junta  de  cárceles  como  cuerpo  con- 

íacion  propuesta  no  ei::je  la  administración  provincial  (2). 

e  las  autoridades  Tf^vULos  jueces  y  tribunales  no  tienen  otra  intervención,  en 

voto  de  arbitrios,  6 -Va  de  las  prisiones  y  establecimientos  penales,  que  el  de- 

truccionóreparao-jü/e  visita  ó  la  participación  necesaria  para  asegurarse  de 

de  la  disciplina  carc¿C;umplen  con  exactitud  sus  providencias  y  se  gecutan  las 

jstáculos  á  la  maicba.*^  como  han  sido  impuestas,  y  para  impedir  que  los  pre- 

)tenidos,  aunque  lo  sean  gubernativamente,  sufran  de* 

la  acción  de  la  cariares,  ilegales,  ó  para  disponer,  en  fin,  la  traslación  de  uno 

favor  de  los  presas:  Cresos  con  causa  pendiente,  cuando  motivos  que  directa- 
3i*adora  con  el  Gv!«?e  refieran  á  la  administración  de  justicia  lo  aconsejen  so- 
los delincuentes,  su?  leyes  (3).  El  derecho  de  visita  corresponde  en  las  tórce- 
Vi  una  caridad  ciega  ^^^blecimientos  menores  al  juez  y  promotor  fiscal  del  par* 
en  la  mansión  del  íraíide  se  hallen  situados. 

vez  de  cooperar  i  9.1— Los  gobernadores  de  provincia  están  obligados  á  girar 
va  V  toda  espeniMi'^^^"^^^*®  ^^^  visita  en  las  cárceles  de  la  capital,  sin  que 
provee  á  las  prime:*?  delegar  este  encargo  más  que  en  el  secretario  del  Go- 
lia  acaso  con  esi*5'  ^  ^^^  cuando  perentorias  atenciones  del  servicio  les  ira- 
'£raa  consecuendJBi''^^^*^^^^''^  personalmente.  Los  alcaldes  tienen  la  misma 
1  nastiffol^^'''^'^  ^^  respecto  á  las  cárceles  de  las  cabezas  de  partido- 

1      /  lo  ¿r.i^^^*^^  ^^  ^^  autoridad  administrativa  llevan  por  objeto 

.  ,     jb^r^^^  ®^  orden  y  disciplina,  corregir  los  abusos,  vigilar  á  los 

^^       ^    .  ^.  .^idos  subalternos,  proteger  al  preso,  oir  sus  quejas  y  sumi- 

enmien  .    .  ^  ^^  administración  superior  copia  de  datos  y  noticia^  en 
)r  objeto  hacer  s??»^  *  ^  f  •* 

rse  para  los  detenü^^'i  ¿^den  de  10  de  Abni  de  i844. 

^g  ^  -  de  26  de  Julie  de  1849,  arts.  \,^  y  aig. 

■^  !  ,.      _,^^de26deJuUt,»TU.  lOysiff. 

trina  se  dispuso  F' 
)s  cuyo  delito  eH  P 
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carcelados  de  suerte  que  hallen  socorro  en  la  miseria^  y  auxilio 
para  perseverar  en  sus  hábitos  morales  y  religiosos,  sin  caer 
en  los  inconvenientes  que  ocasiona  una  beneficencia  ciega  é  in- 
discreta. Esta  es  una  cuestión  de  humanidad,  de  justicia  y  de  se- 
guridad pública  cuya  solución  pende  en  gran  parte  de  la  coope- 
ración de  la  caridad  cristiana.  Discurrió  una  persona  caritativa 
el  arbitrio  ingenioso  de  ofrecer  á  los  desprovistos  de  recursos 
unos  bonos  que  les  servían  para  pagar  su  comida  y  su  alojamien- 
to en  ciertas  casas  destinadas  á  este  servicio.  La  entrega  de  di- 
chos bonos  advertid  á  los  hombres  de  cuyas  benéficas  manos  ha- 
blan salido,  que  habia  un  ser  desgraciado  á  quien  dispensar  pro- 
tección. Se  le  daba  hospitalidad  por  espacio  de  ocho  dias,  se  le 
buscaba  ocupación,  se  le  ofrecían  vestidos,  y  en  suma,  se  pro- 
veía á  todas  sus  necesidades  las  más  urgentes. 

855.— Otras  veces  se  abrieron  talleres  particulares  contiguos 
ó  cercanos  á  las  casas  de  reclusión  con  el  solo  objeto  de  ocupar 
á  los  excarcelados  de  una  manera  lucrativa;  y  llevando  sus  fun- 
dadores la  solicitud  por  esta  clase  más  allá  de  lo  presente,  les 
proporcionaban  vivienda  y  los  comprometían  á  traer  sus  muje- 
res é  h\jos  si  eran  casados,  ó  si  célibes  los  empeñaban  á  casara 
con  migeres  arrepentidas  como  ellos,  considerando  en  el  espíri- 
tu de  íkmilia  un  agente  moralizador  de  grande  eficacia  en  la  vida 
libre.  Los  talleres  públicos  y  oficiales  son  dignos  de  censura, 
porque  no  debe  la  administración  tratar  á  los  presos  arrepenti- 
dos con  más  indulgencia  que  á  los  pobres  de  conducta  irrepren- 
sible á  quienes  ni  promete  asistencia  ni  ofrece  trabajo;  pero  no 
así  los  que  abre  y  sostiene  la  caridad  privada. 

856. — También  se  organizaron  sociedades  cuyo  instituto  es 
ejercer  cierta  tutela  moral  en  favor  de  los  excarcelados,  alentán- 
dolos á  perseverar  en  la  senda  del  bien,  proporcionándoles  traba- 
jo, socorriendo  sus  necesidades  y  vigilando  su  conducta;  vigi- 
lancia solícita,  benévola  y  paternal  que  reemplaza  con  creces  la 
suspicacia  humillante  de  la  policía. 

El  celo  de  estas  asociaciones  benéficas  será  tanto  más  .eficaz, 
cuaento  más  desinteresado,  y  la  llama  de  la  caridad  puede  arder 
libremente,  pues  ya  no  hay  peligro  de  que>  mitigando  el  dolor 
de  la  pena,  quede  sin  expiación  el  crimen,  las  leyes  sin  vengan- 
lía  y  el  hombre  vicioso  sin  saludable  escarmiento. 
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CAPÍTULO  vm. 

Del  goMcrao  de  las  prlstonei. 

AhtículO  X.^-^AlUáfidadéi  á  quiénü  compete  el  goUemo  de  las  priHdnu, 

857.<"*Policia  judicial  y  administra-  grada  por  la  ley, 

tiva  de  las  prisiones.  861.— Intervención  de  las  autorí- 
858.'— Centralización  de  la  acción  dades  judiciales. 

administrativa,  como  condi^  882.'^Ti8ita  de  las  cárceles. 

ciOQ  de  mejora.  863.-^Empleados« 

859.— Justos  límites  de  esta  cenr  864.-^Alcaides. 

tralizacion.  .865.-*Su  carácter  y  obligaciones. 
860.«*Regla  de  la  unidad  cons«r 

857.«— Las  cárceles  dependen  á  un  mismo  tiempo  de  lá  justicia 
y  de  la  administración.  La  primera  provee  autos  de  prisión,  res- 
tituye la  libertad  á  los  presos  y  detenidos^  los  comunica  é  meo* 
munica ,  los  traslada  si  conviene  para  practicar  alguna  diligen- 
da,  y  vela  por  que  no  eludan  la  vigilancia  de  las  leyes  con  la  ñiga 
y  sidbran  la  pena  impuesta  por  los  tribunales;  en  suma^  la  justi- 
cia extiende  su  autoridad  á  todo  lo  que  tiene  relación  con  el  pro-^ 
cedimiento  criminal  y  al  cumplimiento  de  las  sentencias. 

Á  la  segunda  pertenecen  la  clasificación  de  las  prisiones,  la 
distribución  de  los  presos,  la  seguridad,  salubridad  y  orden  de 
los  establecimientos  penales ,  su  régimen  económico  y  todos  los 
pormenores  de  la  policía  interior,  así  como  dirigir  el  trabs^o  y 
procurar  la  corrección  y  enmienda  de  los  sentenciados. 

858. — La  base  de  toda  reforma  carcelaria  es  la  centralización 
conveniente  de  la  acción  administrativa  en  punto  á  prisiones  en 
manos  del  Gobierno  bsgo  la  inmediata  vigilancia  de  sus  delega- 
dos en  cada  provincia  ó  pueblo. 

Pueden  oponerse  á  este  principio  de  mejora  dos  tendencias 
distintas : 

ir  La  excesiva  intervención  de  las  autoridades  j,udiciales  en  la 
policía  de  las  cárceles ,  porque  á  los  jueces  compete  exclusiva- 
mente juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado^  y  por^e  no'  se- 
ria conveniente  que  una  misma  autoridad  prendiese  á  una  per- 
sona y  la  guardase  en  la  prisión.  La  autoridad^  judicial  entrega 
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al  acusado  á  la  administrativa,  y  ésta  le  custodia  y  le  retiene 
á  disposición  de  aquélla:  la  una  es  todo  severidad;  la  otra 
mezcla  con  saludables  rigores  cuidados  verdaderamente  pater- 
nales. 

n.  La  intervención  también  extremada  de  las  autoridades  lo- 
cales, es  un  embarazo  para  que  el  Gobierno  pueda  imprimir  una 
dirección  única  á  la  reforma  carcelaria  y  establecer  una  misma 
disciplina  en  todas  las  prisiones  del  reino.  Esta  organización  ad- 
ministrativa hará  que  los  progresos  sean  independientes  del  ca- 
pricho de  las  autoridades  locales,  de  parciales  vicisitudes  y  de 
la  fluctuación  de  los  sistemas,  recibiendo  del  Gobierno  un  impul- 
so rápido,  constante,  inteligente  y  uniforme. 

859. — La  centralización  propuesta  no  excluye  la  justa  y  nece- 
saria participación  de  las  autoridades  y  corporaciones  populares 
en  la  proposición  y  voto  de  arbitrios,  el  régimen  económico,  la 
compra  6  venta,  construcción  ó  reparación  de  los  edificios,  y  tam- 
bién en  la  vigilancia  de  la  disciplina  carcelaria,  mientras  su  ins- 
pección no  suscite  obstáculos  á  la  marcha  regular  de  los  estable- 
cimientos penales. 

Tampoco  excluye  la  acción  de  la  caridad  privada  y  de  la  be- 
neficencia pública  en  favor  de  los  presos;  pero  solamente  como 
auxiliar,  como  colaboi^adora  con  el  Gobierno  en  la  tarea  de  en- 
mendar y  corregir  á  los  delincuentes,  sin  quitar  á  la  prisión  su 
carácter  expiatorio,  Si  una  caridad  ciega  é  indiscreta  penetrase 
con  su  ardiente  celo  en  la  mansión  del  crimen  para  endulzar  la 
pena  del  culpado,  en  vez  de  cooperar  á  su  regeneración  moral, 
frustraría  toda  tentativa  y  toda  esperanza  de  reforma. 

La  administración  provee  á  lí^s  primeras  necesidades  del  sen- 
tenciado con  parsimonia,  acaso  con  escasez  para  que  sienta  el 
dolor  y  sufra  las  amargas  consecuencias  del  delito.  Todo  alivio 
de  su  penitencia  disminuye  el  castigo  legal  en  lo  interior  de  las 
prisiones  y  el  horror  al  crimen  en  lo  exterior.  Bien  se  pueden 
prodigar  consuelos  al  sentenciado  y  alentarle  con  palabras  be- 
névolas en  el  camino  de  la  enmienda;  más  los  beneficios,  los 
cuidados  que  tienen  por  objeto  hacer  soportable,  sí  no  grata,  la 
prisión,  deben  reservarse  para  los  detenidos  á  quiénes  la  ley  con- 
sidera todavía  inocentes. 

Conforme  á  esta  doctrina  se  dispuso  que  los  socorros  que  se 
procuren  á  los  enfermos  cuyo  delito  esté  probado,  vayan  siém- 
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pre  acompañados  de  circunspección,  y  sean  ilustrados  los  actos 
de  caridad  y  beneficencia  que  con  ellos  se  ejerzan,  teniendo  pre- 
sente que  para  esta  clase  de  presos  es  la  prisión  un  sitio  de  cas- 
tigo, durante  el  cual  no  se  pertenecen  á  sí  propios,  y  sí  á  la  pena 
impuesta  por  los  tribunales  (1). 

860.— La  regla  esencial  de  la  unidad  está  consagrada  por  la 
ley  que  establece  que  todas  las  prisiones  civiles,  en  cuanto  á  su 
régimen  interior,  es  decir,  en  todo  lo  concerniente  á  la  seguri- 
dad, salubridad  y  comodidad,  á  la  policía  y  disciplina,  á  la  dis- 
tribución y  tratamiento  de  los  presos,  dependan  del  ministro  de 
la  Gobernación  y  de  sus  delegados  en  las  provincias  y  en  los 
pueblos.  Auxilia  á  la  autoridad  superior  política  en  las  capitales 
donde  reside  Audiencia,  una  Junta  de  cárceles  como  cuerpo  con- 
sultivo de  la  administración  provincial  (2). 

861 . — Los  jueces  y  tribunales  no  tienen  otra  intervención,  en 
la  policía  de  las  prisiones  y  establecimientos  penales,  que  el  de- 
recho de  visita  ó  la  participación  necesaria  para  asegurarse  de 
que  se  cumplen  con  exactitud  sus  providencias  y  se  qecutan  las 
condenas  como  han  sido  impuestas,  y  para  impedir  que  los  pre- 
sos y  detenidos,  aunque  lo  sean  gubernativamente,  sufran  de- 
tenciones ilegales,  ó  para  disponer,  en  fin,  la  traslación  de  uno 
ó  más  presos  con  causa  pendiente,  cuando  motivos  que  directa- 
mente se  refieran  á  la  administración  de  justicia  lo  aconsejen  se- 
gún las  leyes  (3).  El  derecho  de  visita  corresponde  en  las  tórce- 
les  y  establecimientos  menores  al  juez  y  promotor  fiscal  del  par- 
tido donde  se  hallen  situados. 

862. — Los  gobernadores  de  provincia  están  obligados  á  girar 
semanalmente  una  visita  en  las  cárceles  de  la  capital,  sin  que 
puedan  delegar  este  encargo  más  que  en  el  secretario  del  Go- 
bierno, y  sólo  cuando  perentorias  atenciones  del  servicio  les  im- 
pidan practicarla  personalmente.  Los  alcaldes  tienen  la  misma 
obligación  con  respecto  á  las  cárceles  de  las  cabezas  de  partido* 

Las  visitas  de  la  autoridad  administrativa  llevan  por  objeto 
mantener  el  orden  y  disciplina,  corregir  los  abusos,  vigilar  á  los 
empleados  subalternos,  proteger  al  preso,  oir  sus  quejas  y  sumi- 
nistrar á  la  administración  superior  copia  de  datos  y  noticia^  en 

(l)  Real  órüen  de  10  de  Abril  de  1844. 

(O)  heij  de  26  de  Julio  de  1849,  arte.  \,^  y  sig. 

(8)  Ley  de  26  de  Julie^  arta.  10  y  ai|r. 
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que  pueda  fundar  sus  providencias.  La  autoridad  judicial  debe 
limitarse  á  lo  que  hace  relación  con  la  causa  del  preso :  lá  admi- 
nistrativa vela  sobre  su  manutención,  aseo  y  comodidad »  su  se- 
guridad, moralidad  y  ocupación  conveniente,  su  colocación  en 
el  departamento  que  corresponda,  las  condiciones  del  edi^cio,  y 
en  fin,  todo  lo  tocante  al  régimen  económico  y  administrativo 
y  al  cumplimiento  de  las  condenas  (1). 

863.  -Estaban  las  cárceles  bajo  la  inmediata  autoridad  dé  sus 
alcaides  cuyo  nombramiento  pertenecia  al  Gobierno  á  propuesta 
del  gobernador,  ó  á  éste  á  propuesta  de  los  alcaldes  respectivos, 
según  que  las  cárceles  fuesen  de  las  capitales  de  provincia  y  óft* 
bezas  de  partido  judicial  ó  de  otros  pueblos.  Hoy  corresponde  á 
las  Diputaciones  provinciales  la  provisión  de  todos  los  empleos 
en  las  cárceles  de  Audiencia,  y  á  los  Ayuntamientos  la  de  los  per* 
tenecientes  á  las  de  partido,  con  la  obligación  de  poner  en  noti- 
cia del  Gobierno  los  nombramientos  y  separaciones  que  hiciereü 
estas  corporaciones  populares. 

Para  ser  empleado  de  cárceles  se  exige  tener  de  25  i  60  anos 
de  edad^  saber  leer  y  escribir  y  conducta  moral  intachable.  Estos 
empleados  no  pueden  ser  destituidos,  suspensos  ni  trasladados  á 
otros  puntos  sino  en  virtud  de  expediente  gubernativo  instruida 
con  audiencia  del  interesado,  del  cual  resulte  haber  justa  causa 
ó  motivo  grave  para  adoptar  la  providencia  (2). 

864. — El  nombramiento  directo  de  los  alcaides,  es  una  condi- 
ción precisa  de  toda  mejora  carcelaria,  porque  sólo  una  depen- 
dencia próxima  del  Gobierno  ó  sus  delegados  puede  proteger  la 
debilidad  de  los  presos  y  extirpar  de  raíz  los  abusos  más  inhu- 
manos. 

La  experiencia  demuestra  que  no  puede  ñarse  sin  cautela  el 
trato  de  los  presos  á  los  carceleros,  hombres  en  general  duros, 
y  que,  en  fuerza  de  ver  padecer  y  de  ser  instrumentos  de  dolor, 
han  perdido  toda  sensibilidad.  A  veces  también  la  codicia  mezcló 
sus  amarguras  con  la  pena,  y  penetró  en  las  cárceles  el  tráfico 
impío  de  las  privaciones  y  los  tormentos. 

Nuestra  legislación  administrativa  tropezaba  siempre  en  sus 
proyectos  de  reforma  carcelaria  con  un  obstáculo  insuperable  en 
la  propiedad  de  las  alcaidías  enajenadas  por  la  Corona  y  servi- 

:i)  Real  orden  de  81  de  Julio  de  1163. 

(3)  Ley  de  26  do  Julio,  ert.  4,  y  decretos  de  25  de  Ifeyo  de  1869  y  26  de  Junio  de  1978. 
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das  por  sus  mismos  dueños  ó  tenientes.  Como  no  se  proveían  ni 
quitaban  estos  oflcios  á  voluntad  del  Gobierno^  no  eran  sus  po- 
seedores estrechamente  responsables  de  su  conducta  á  la  autori- 
dad^ gozaban  de  cierto  gradó  de  independencia  incompatible  con 
la  regularidad  y  exactitud  del  servicio,  y  en  ñn  estaban  más  aten- 
tos á  beneficiar  sus  plazas  que  á  mantener  la  disciplina  en  los 
establecimientos  penales. 

Propúsose  la  administración  obviar  este  grave  inconveniente 
mandando  que  los  Ayuntamientos,  previa  la  aprobación  de  las 
Diputaciones  provinciales,  introdujesen  demandas  de  tanteo  de  al- 
caidías de  las  cárceles,  y  que  cuando  ocurriesen  vacantes  de  dichos 
oflcios,  no  empezasen  á  servirse  por  propietarios  ó  tenientes  sin 
la  aprobación  del  Gobierno  (1).  Posteriormente,  para  allanar  más 
el  camino  á  las  mejoras  carcelarias,  se  indagó  el  origen  de  las 
alcaidías,  y  se  distinguió  si  procedían  de  concesión  graciosa  de 
la  Corona  ó  de  título  oneroso.  En  el  primer  caso  quedaban  desda 
luego  desposeídos  sus  dueños  cesando  de  servirlas  los  propieta- 
rios ó  sus  tenientes;  y  en  el  segundo  se  impuso  á  los  Ayunta- 
mientos de  las  poblaciones  en  donde  aquellos  oflcíqs  hubiesen 
sido  enajenados,  la  obligación  de  introducir  las  demandas  de  tan- 
teo y  de  satisfacer  el  valor  de  las  alcaidías,  reintegrándose  con  el 
producto  de  los  arbitrios  ó  repartimientos  provinciales  aprobados 
para  este  objeto.  Pero  no  se  reconoció  derecho  al  reintegro  á  los 
propietarios  en  cuyos  títulos  apareciese  que  hablan  ensgenado  las 
alcaidías  y  recibido  el  precio  de  la  egresión,  por  lo  cual  se  les 
obligó  á  presentar  á  las  Diputaciones  respectivas  los  títulos  pri- 
mordiales de  pertenencia  (2). 
866.— Los  alcaides  de  las  cárceles  tienen  el  doble  carácter : 
I.  De  agentes  de  la  administración. — Como  tales,  cuidan  del 
buen  orden  y  disciplina  de  las  prisiones,  hacen  observar  los  re- 
glamentos y  dan  parte  sin  demora  á  la  autoridad  competente  de 
toda  infracción  cometida  por  los  presos  (3).  Para  que  esta  de- 
pendencia sea  más  directa,  se  halla  establecido  que  los  alcaides, 
aunque  sean  militares,  no  gocen  fuero  en  ningún  acto  ni  caso 
en  el  cual  se  interese  el  servicio  de  la  cárcel  (4). 


il)  RmIm  órdenes  de  9  de  Junio  de  18S8  y  12  de  finero  de  1989. 

(2)  Real  orden  de  26  de  Enero  de  1840. 

(3)  Ley  de  96  de  Jnlio  de  1849,  art.  18. 

(4)  Reglamento  de  25  de  Agosto  de  1817,  art.  6. 
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II.  De  dependientes'  de  la  autoridad  judicial. — Esí  este  eoncep*- 
to  están  obligados  á  cumplir  los  mandamientos  y  providencias 
de  los  tribunales  y  jueces  respec^vos  en  lo  tocante  á  la  custodia, 
incomunicación  y  soltura  de  los  presos  con  causa  pendiente  (1). 

Prohibe  la  ley  á  los  alcaides  recibir  dádiva  de  los  presos  ni 
retribución  de  ningún  género,  limi&idose  sus  emolumentos  á  la 
dotación  de  su  empleo  y  derechos  establecidos  en  los  arance- 
les (2) ;  prohibición  justa  y  sobre  cuya  observancia  deben  las  au- 
toridades velar  con  sumo  rigor,  porque  es  la  primera  regla  de  la 
discipli^ia  carcelaria. 

Artículo  2.* — Régimen  interior  de  las  cárceles, 

866.— Régimen  de  las  cárceles.  875.— Orden. 

867.— Admisión  de  los  presos.  876.— Manutención. 

868.— Legislación  anterior.  877.<— Asistencia  de  los  presos  po- 

869.'— Clasiñcacion  de  las  prisio-  bres. 

nes.  878.— Gftstos  de  las  cauceles. 

870.— Distribución  de  los  presos.  879.— Trabajo. 

871.— Arquitectura  carcelaria.  880.— Ck)rrecc¡ones. 

872.— Edificios  para  cárceles.  881.— Sus  límites. 

873.— Salubridad.  882.— Impuestos  carcelarios. 
874.— Seguridad. 

866. — El  régimen  interior  de  las  cárceles  comprende  varios 
puntos  principales  á  saber: 

867. — ^I.  Admisión  de  los  presos. — ^Los  alcaides  de  las  cárceles 
están  obligados  á  llevar  dos  registros  en  papel  sellado  de  oficio, 
foliados  y  rubricados  por  la  autoridad  política  local,  el  uno  des- 
tinado á  los  presos  con  causa  pendiente,  y  el  otro  á  los  senten- 
ciados á  las  penas  de  arresto  mayor  ó  menor,  cuyos  registros 
deben  presentar  en  las  visitas  á  las  autoridades  gubernativas  y 
judiciales.  Los  registros  fenecidos  pasan  á  los  archivos  del  juz- 
gado de  primera  instancia. 

En  el  acto  de  entregarse  el  alcaide  de  cualquier  preso,  debe 
sentar  en  el  registro  correspondiente  su  nombre  y  apellido,  na- 
turaleza y  vecindad,  edad  y  estado,  y  la  autoridad  de  cuya  orden 
^procede  su  entrada  en  la  prisión,  insertando  á  continuación  el 

( 1)  Ley  de  26  de  Julio,  art.  V¡. 

(2)  Ibid.,  art.  21. 
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mandamiento  Ó  sentencia  candenatoria  que  la  causare  (1).  Si  M^ 
ta  alguno  de  estos  requisitos ,  suspende  la  admisión  del  preso, 
dando  cuenta  al  gobernador  de  la  provincia  ó  al  juez  ó  autoridad 
de  quien  la  orden  dimana  (2). 

868. — ^n.  Distribución  de  to^jwesoí.— Las  leyes  de  Partida  es- 
tablecen que  <muger  alguna^  seyendo  recabdada...  non  la  deben 
meter  en  cárcel  con  los  varones,  ante  decimos  que  la  deben  le- 
var et  dexar  en  algunt  monesterio  de  dueñas,  si  lo  hobiere  en 
aquel  lugar,  et  meterla  hí  en  prisión,  ó  pónganla  con  otras  bue- 
nas mugeres,  festa  que  fkgan  della  los  juzgadores  lo  que  la  ley 
manda»  (3).  La  separación  de  los  jóvenes  y  adultos  fué  acordada 
por  un  auto  del  Consejo  en  vista  de  varios  desórdenes  observa- 
dos en  las  cárceles  de  Madrid.  La  administración  insistió  en  1^ 
necesidad  de  separar  á  los  presos,  al  ver  que  en  algunas  cárce- 
les estaban  confiíndidos.  el  delincuente  á  quien  aguardaba  el  su- 
plicio, y  el  aturdido  que  expiaba  con  pocos  dias  de  encierro  una 
ligera  íklta,  y  que  en  otras  vivian  mezcladas  las  personas  de 
sexos  diferentes  con  daño  de  las  costumbres  y  mengua  de  la  ci- 
vilización (4);  y  por.  último,  al  autorizar  el  ministro  de  la  Gober- 
nación á  los  gobernadores  de  provincia  para  formar  y  someter  á 
la  aprobación  del  Gobierno  un  proyecto  de  reglamento  de  cárce- 
les, entre  otras  bases  les  señaló  la  separación  de  sexos  y  edades, 
de  acusados  y  sentenciados  y  de  presos  por  delitos  graves,  leves 
y  políticos  (5). 

869. — Con  arreglo  á  las  bases  para  la  reforma  de  las  cárceles 
y  presidios,  las  prisiones  se  clasifican  en : 

I.  Depósitos  municipales. 

II.  Cárceles  de  partido, 
m.  Cárceles  de  Audiencia. 

IV.  Presidios  y  casas  de  corrección. 

V.  Y  colonias  penitenciarias. 

En  cada  término  municipal  debe  haber  un  depósito  para  cus- 
todiar á  los  detenidos  y  procesados  criminalmente  mientras  no 
sea¡i  trasladados  á  las  cárceles  de  partido,  y  para  que  sufran  allí 
la  pena  los  sentenciados  á  la  de  arresto  menor.  Es  obligación  de 

(1)  Ley  de  26  de  Julio,  arts.  14  y  sifir. 

(2)  Reglamento  de  25  de  Agosto,  art.  8. 
(8)  Ley  5,  tit.  xxix,  Part.  VII. 

(4)  Instmecion  de  80  de  Enero  de  1838. 

(5)  Real  orden  de  10  do  Abril  de  1844. 
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los  Ayuntamientos  procurar  que  los  depósitos  municipales  res- 
pondan^  en  cuanto  sea  posible,  al  objeto  de  su  instituto. 

Las  cárceles  de  partido  y  de  Audiencia  han  de  reunir  las  con- 
diciones de  capacidad,  higiene,  comodidad  y  seguridad  á  fin  de 
que  los  detenidos  estén  separados  por  grupos  ó  clases  según  su 
sexo,  edad  y  gravedad  de  los  delitos  por  que  fiíeren  procesados, 
y  puedan  dedicarse  al  cijercicio  de  su  profesión,  arte  ú  oficio,  y 
no  sufran  más  molestias  que  las  inevitables  en  toda  detención. 

870. — En  las  cárceles  de  partido  estarán  separados  los  dete% 
nidos  y  presos  preventivamente  de  los  que  suíten  la  prisión  por 
via  de  sustitución  y  apremio.  No  dice  la  ley  si  la  separación  al- 
canza á  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  mayor;  y  pues  lo 
calla,  entendemos  que  no. 

Si  las  cárceles  de  Audiencia  se  haUanen  el  mismo  edificio  que 
los  presidios,  debe  establecerse  y  observarse  la  más  rigorosa  in- 
comunicadon  entre  ambos  departamentos. 
,  Así  en  aquéllas  como  en  éstas  y  en  tjodos  los  establecimientos 
penales  habrá  separación  de  los  detenidos  y  presos  por  causas 
políticas  y  los  detenidos  y  presos  por  delitos  comunes. 

Los  Ayuntamientos  costean  los  gastos  de  reforma  y  mejora  de 
las  cárceles  de  partido,  y  los  relativos  á  las  de  Audiencia  las  Di- 
putaciones provinciales.  Asimismo  ordena  la  ley  que  estas  cor^ 
poraciones  populares  destinen  á  cárceles  cualesquiera  edificios 
de  su  pertenencia  disponibles,  y  los  autoriza  para  solicitar  del 
Gobierno,  por  conducto  de  los  gobernadores,  alguno  del  estado 
conveniente  á  dicho  servicip  (1). 

871. — Gomo  la  distribución  de  los  presos  no  puede  verificarse 
sino  en  edificios  acomodados  al  objetp,  resulta  que  lá  arquitec- 
tura carcelaria  es  una  rama  muy  principal  de  la  teoría  y  de  la 
práctica  de  las  prisiones.  Una  cárcel  es  (dyo  un  escritor),  el  sím- 
bolo en  piedra  y  en  hierro  de  la  pena  de  prisión,  y  el  arquitecto 
el  primer  ejecutor,  el  principal  fabricante  del  instrumento  del  su- 
plicio, y  el  precursor  de  la  enmienda  del  delincuente.  Un  buen 
ó  mal  sistema  arquitectónico  agrava  ó  atenúa  la  pena  y  facilita 
ó  dificulta  la  regeneración  moral  de  los  presos.  El  artista  debe 
subordinar  las  inspiraciones  de  su  genio  al  pensamiento  severo 
de  corrección  y  de  reforma  de  los  culpados.  Para  construir  las 

(1)  Leyes  de  l.<>  de  Julio  y  11  de  Octubre  de  l8Ge. 
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prisiones,  es  preciso  aceptar  un  sistema  cuyo  programa  es  el 
pensamiento  y  los  planos  su  expresión, 

872. — El  Gobierno  reconoció  hace  tiempo  esta  necesidad  al  dis- 
poner que  á  los  edificios  de  las  cárceles  capaces  de  mcgora,  se  les 
diese  la  distribución  interior  más  adecuada  á  su  objeto;  y  no  sién- 
dolo, se  escogiese  entre  los  edificios  pertenecientes  al  estado 
aquel  que  mejor  reuniese,  además  de  las  coíidiciones  ordinarias 
de  seguridad  y  salubridad,  los  requisitos  siguientes: 

I.  Estar  situado  ftiera  del  centro  de  las  poblaciones. 

íi.  Tener  la  extensión  necesaria  para  establecer  la  separación 
entre  ambos  sexos,  entre  detenidos  y  presos,  entre  jóvenes  y 
vi^os,  entre  reos  de  delitos  atroces  y  de  otros  menos  graves,  y 
entre  los  comunicados  6  incomunicados. 

m.  Tener  asimismo  capacidad  bastante  para  las  piezas  de  tra- 
bajo, talleres,  almacenes,  dormitorios,  enfermerías,  patios,  huer- 
tos, si  fuere  posible,  oratorio,  habitación  para  el  alcaide,  cuerpo 
de  guardia  y  demás  dependencias  (1). 

873.— in.  Policía  de  salubridad. — ^Esta  parte  del  régimen 
interior  de  las  cárceles  comprende  dos  pimtos,  á  saber,  las  pre- 
cauciones higiénicas  que  consisten  eiyel  aseo  personal  de  los 
presos  y  en  la  ventilación  y  limpieza  de  las  cuadras  y  corredo- 
res, y  el  establecimiento  de  enfermerías  dentro  del  edificio  con 
las  separaciones  convenientes  para  alejar  á  los  hombres  de  las 
mujeres  y  los  comunicados  de  los  incomunicados. 

A  fin  de  conservar  las  cárceles  en  buen  estado  sanitario,  hay  en 
las  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provincia  facultativos  que  de- 
ben ser  precisamente  médico-cirujanos,  y  cuyas  obligaciones  son: 

I.  Cuidar  de  que  no  pasen  á  la  enfermería  sino  los  presos  que 
realmente  lo  necesiten,  y  de  que  no  permanezcan  en  ella  sino  el 
tiempo  necesario  para  recobrar  su  salud. 

II.  Visitar  á  todos  los  presos  una  vez  al  dia  y  á  los  enfermos 
dos,  y  si  observa  algún  síntoma  sospechoso  de  contagio,  dar 
cuenta  al  director. 

III.  Reconocer  semanalmente  todas  las  habitaciones  del  esta- 
blecimiento, y  hacer  presente  al  director  el  estado  en  que  se  en- 
cuentran. 

IV.  Llevar  un  libro  en  donde  se  anoten,  así  la  naturaleza  de  las 

( 1 )  Real  Orden  de  9  de  Junia  de  1838. 


396  '  MBHGKO  ADatniSTRATITO  B8PAN0L. 

enfermedades  á  que  estén  más  propensos  los  encarcelados,  como 
los  medios  empleados  para  su  curación  y  el  resultado  consegui- 
do. Este  libro  es  propiedad  del  establecimiento. 

El  destino  de  facultativo  de  las  cárceles  es  compatible  con  otro 
cargo  público  cualquiera  (1). 

Las  cárceles  restantes  deben  ajustarse  en  punto  á  salubridad 
á  lo  anteriormente  advertido,  á  saber,  que  en  aquellas  cuyo  lo- 
cal y  recursos  lo  permitan  se  establezcan  enfermerías^  las  cuales, 
además  del  ahorro  que  han  de  producir  en  las  estancias  de  los 
hospitales,  sirvan  para  que  estén  mejor  asistidos  y  seguros  los 
enfermos  (2). 

874. — ^IV.  Policía  de  seguridad. — Los  alcaides,  coiño  resppn- 
sables  de  la  custodia  de  los  presos,  pueden  adoptar  las  medidas 
convenientes  para  la  seguridad  de  la  casa  ó  fortaleza  sin  causar 
vejación  personal  á  los  reclusos,  y  obrando  siempre  con  conoci- 
miento y  aprobación  de  la  autoridad  competente,  quedando  á  car- 
go de  ésta  consultar  al  gobernador  de  la  provincia  en  los  ca- 
sos en  que  considere  necesaria  su  resolución.  Más  si  la  custodia 
de  los  presos  exigiere  adoptar  incontinenti,  como  medio  indis- 
pensable de  proveer  á  la  seguridad  de  la  prisión,  algunas  medi- 
das, inclusa  la  agravación  de  la  pena  con  encierros,  grillos  ó  ca- 
denas, están  facultados  para  ello  dando  cuenta  en  el  acto  á  la  au- 
toridad (3>. 

A  fin  de  precaver  todo  conato  de  fuga  de  los  presos,  deben  los 
alcaides : 

I.  Registrarlos  á  su  entrada  en  la  cárcel  para  cerciorarse  de 
que  no  ocultan  armas,  limas,  cuerdas  ni  otro  objeto  alguno  que 
pueda  favorecer  su  evasión. 

n.  Reconocer  escrupulosamente  en  presencia  del  conductor 
cuanto  se  introduzca  para  los  presos,  y  si  descubren  alguna  cosa 
cuya  introducción  esté  prohibida,  detener  al  conductor,  dando 
cuenta  al  gobernador  de  la  provincia,  quien  dictará  la  resolución 
conveniente. 

ni.  Practicar  cuantos  reconocimientos  juzguen  necesarios  y 
adoptar  cuantas  precauciones  consideren  oportunas  para  impe- 
dir la  fuga  de  los  presos. 

(1)  Ref> lamento  de  25  de  Afrosto  de  ISI*?,  cape,  vi  y  xi. 

(2)  Ley  de  26  de  Jalio,  arta.  19  y  22. 

(3)  Real  orden  de  10  de  Abril  de  1844. 
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En  todas  las  cárceles  hay  una  guardia  con  la  fuerza  pro- 
porcionada al  número  de  presos  destinada  exclusivamente  á  su 
custodia  y  á  prestar  auxilio  al  director  ó  alcaide  cuando  lo  re- 
clamen. 

875. — V.  Policía  de  orden. — Se  prohibe  á  los  presos: 

I.  El  uso  del  vino,  aguardiente,  licores  y  demás  bebidas  espi- 
rituosas, toda  clase  de  juegos  y  cuantas  palabras  y  acciones  son 
contrarias  á  la  decencia  y  á  la  moral. 

II.  Manchar  ó  desmoronar  las  paredes  del  edificio  y  destruir 
los  enseres  del  establecimiento  ó  de  los  otros  presos. 

m.  Conservar  en  su  poder  ningún  dinero,  debiendo  depositar 
en  la  caja  del  establecimiento  bajo  recibo  la  cantidad  que  posean 
á  su  entrada. 

IV.  Vender  ó  cambiar  entre  sí  su  ración  ó  la  ropa  necesaria 
para  su  uso. 

Aunque  la  existencia  de  las  cantinas  está  formalmente  prohi- 
bida en  las^cárceles  de  la  Corte  y  de  las  capitales,  no  así  se  in- 
cluyó dicha  prohibición  en  las  bases  adoptadas  por  la  real  óx'den 
que  mandaba  á  los  gobernadores  formar  un  proyecto  de  regla- 
mento aplicable  á  las  de  su  respectiva  provincia.  No  obstante,  es 
de  suponer  que  el  celo  é  ilustración  de  estas  autoridades  habrán 
hecho  desaparecer  semejante  abuso,  origen  de  los  más  graves 
desórdenes  en  lo  interior  de  las  prisiones.  Los  hábitos  de  sobrie- 
dad y  templanza,  además  de  mantener  la  disciplina  dentro  de  las 
cárceles,  pueden  influir  con  extremo  en  la  conducta  futura  de  los 
encarcelados. 

Debe  procurarse  instruir  á  los  presos,  desde  el  primer  mo- 
mento, en  sus  deberes  y  en  los  castigos  á  que  están  sujetos  por 
faltas  de  disciplina  (1). 

8764— VI.  Alimentos. -^El  gravamen  que  ocasione  el  sustento 
de  los  presos  deben  soportarlo  ellos  mismos,  si  poseen  algún 
medio  de  subsistencia,  ó  si  pueden  subvenir  en  todo  ó  en  parte 
á  las  necesidades  de  la  vida  á  costa  de  su  trabayQ ;  y  cuando  no^ 
habrá  de  ser  una  carga  pública,  y  por  tanto  una  partida  de  los 
presupuestos  generales  ó  locales  como  recurso  subsidiario. 

877.— Bri*  este  punto  nuestra  legislación  no  es  uniforme  ni 
equitativa.  Ya  se  dispuso  que  los  presos  pobres  tliesen  alimenta- 

(1)  Itaal  órdeo  y  rej^lamento  ciia<los. 
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dos  por  cuenta  de  las  penas  de  Cámara,  ya  á  expensas  de  los 
propios,  y  ya  en  fin  se  recomendó  acudir  á  prestaciones  volun- 
tarias, como  si  los  desgraciados  á  quienes  la  ley  priva  de  su  li- 
bertad é  imposibilita  para  el  trabsgo,  hubiesen  de  tener  su  vida 
pendiente  de  los  dones  eventuales  é  inciertos  de  la  compasión. 
Bien  que  la  caridad  privada  auxilie  en  esta  obra  de  humanidad 
á  la  adminifltradcm;  pero  reconózcase  el  principio  que  si  para  el 
hombre  benéfico  es  un  acto  espontáneo,  en  las  autoridades  es 
una  deuda  de  justicia. 

Los  presos  pobres  deben  ser  alimentados  «según  el  derecho 
positivo  con  los  productos  dé  las  ftmdaeíones  piadosas  ú  otras 
rentas  particulares  destinadas  á  este  objeto  en  donde  existan^  jus- 
tificando antes  aquéllos  su  pobreza;  más  cesan  los  socorros  si  en 
cualquier  tiempo  se  prueba  que  el  preso  tiene  bienes  de  fortuna 
ú  otros  medios  cualesquiera  de  proveer  á  su  manutención. 

No  obstante  que  hacer  la  declaración  dé  pobreza  es  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  los  jueces  y  tribunales,  el  alcalde  del 
pueblo  cabeza  de  partido  donde  se  halle  situada  latcárcel,  puede 
practicar  las  diligencias  convenientes  en  comprobación  de  aque- 
lla circunstancia,  y  dar  luego  conocimiento  á  la  autoridad  judi- 
cial del  resultado  de  sus  diligencias  para  rectificar  la  clasificar 
cion  del  preso  según  corresponda. 

878. — ^De  todas  suertes  es  obJigacion  colectiva  de  los  Ayunta- 
mientos alimentar  á  los  presos  pobres  de  sus  depósitos  respecti- 
vos, ya  sean  arrestados,  ya  detenidos,  y  satisfacer  las  atencio- 
nes del  material  y  del  personal  de  dichos  establecimientos  á  ex- 
pensas de  sus  recursos  locales,  votando  para  este  objeto  la  can- 
tidad necesaria  é  incluyendo  la  partida  en  el  presupuesto  mu- 
nicipal, sin  derecho  á  repetir  contra  la  provincia,  cualquiera  que 
fuere  la  naturaleza  ó  procedencia  de  aquéllos,  ya  estén  deten^i- 
dos,  ya  reclusos,  sean  ó  no  sean  transeúntes  (1). 

Estos  suministros  son  un  gasto  obligatorio  para  los  Ayunta- 
mientos, cuya  oonsignacion,  inversión  y  comprobación  se  Sjjus- 
tan  á  las  reglas  establecidas  por  la  ley  en  punto  á  presupuestos 
municipales. 

La  manutención  de  ios.presos  pobres  en  las  cárceles  de  partido 
y  capitales  en  donde  resida  una  Audiencia,  es  también  de  cuen- 

(1)  Ley  de  20  de  Julio,  art.  2f7,  y  reales  Ardenes  de  28  de  Enero,  8  de  Mayo  de  16B1,  M  de 
AT>ril  de  1839  y  10  de  Junio  de  1842. 
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ta  del  partido  ó  partidos  á  que  los  establecimientos  oorrespon- 
den,  así  como  los  gastos  del  personal  y  material  (1). 

879, — ^vil.  Trabajo. -^Ldi  ciencia  de  las  prisiones  es  demasia- 
do moderna  para  poder  exigir  de  nuestras  antiguaft  leyes  que 
diesen  trabajo  á  los  presos  como  un  medio  de  corrección  y  de 
disciplina;  más  á  poco  de  haberse  organizado  de  una  manera 
regular  la  administración  pública,  se  dictaron  disposiciones  muy 
importantes  relativas  á  esta  materia,  hallándose  consignadas  en 
nuestro  derecho  administrativo  las  reglas  siguientes: 

I.  Hacer  trabajar  á  los  reclusos  por  sentencia  judicial. 

II.  Adjudicarles  la  mayor  parte  posible  de  los  productos  de  su 
ocupación. 

ni.  Inspirarles  con  esta  cesión  de  los  beneficios  el  amor  al  tra- 
b^o,  al  cual  podrán  deber  algún  día  su  rehabilitación  social  y  la 
ventura  del  resto  de  su  vida  (2). 

En  los  depósitos  municipales  es  el  trabs^o  voluntario,  y  la  so- 
licitud de  la  administración  se  limita  á  permitir  los  que  fueren 
compatibles  con  el  buen  orden  y  seguridad  del  establecimiento, 
y  á  procurárselo,  si  puede,  á  los  presos  que  lo  soliciten.  El  pro- 
ducto iíntegro  de  las  labores  será  para  ellos,  excepto  si  reciben 
socorro  de  pobres,  en  cuyo  caso  abonan  el  coste  de  su  manuten- 
ción (3);  de  suerte  que  el  deber  de  alimentar  impuesto  á  los  Ajrun- 
tamientos  es  siempre  subsidiario  del  de  proveer  á  la  propia  sub- 
sistencia y  propter  vitam. 

En  las  cárceles  era  obligatorio  el  trabego,  considerando  la  ley 
á  los  presos,  en  cierto  modo,  como  siervos  de  la  pena.  Los  pre- 
sos con  causa  pendiente  y  los  sentenciados  á  sufrir  el  arresto  ma- 
yor debían  <¡>cuparse  en  los  talleres  de  los  respectivos  estableci- 
mientos, observándose  con  todo  rigor  la  regla  del  silencio  (4). 

La  ley  que  ^a  las  bases  para  la  reforma  de  nuestras  cárceles 
y  presidios  suprimió  el  trabsyo  obligatorio  para  los  detenidos, 
olvidando  que  en  las  de  partido  y  de  Audiencia  hay  también  sen- 
tenciados, como  si  la  ociosidad  de  éstos  fiíese  coinpatible  con  la 
moral  y  la  justicia,  y  la  de  unos  y  otros  con  el  buen  orden  y  la 
disciplina  (5). 

(1)  Reales  órdenes  de  18  de  Agosto  de  1862  y  10  de  Marzo  de  1868. 

(2)  I&gtruceion  de  80  de  Noviembre  de  1833,  art.  48. 
(8)  Ley  de  26  de  Julio,  art.  9. 

(4)  Ley  de  26  de  Julio,  art.  26. 

(5)  Uy  de  11  de  Oetubre  de  1860,  base  2.'» 
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El  Código  penal  suplió  la  omisión  ó  descuido  del  legislador 
mandando  que  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  mayor  es» 
ten  obligados  á  los  trabajos  del  establecimiento  hasta  hacer  efec- 
tiva la  responsabilidad  civil  proveniente  del  delito  é  indemnizar 
á  la  casa  de  los  gastos  que  originen^  pudiendo  después  ocuparse 
para  su  propio  beneficio  en  otros  de  sti  elección,  con  tal  que  sean 
compatibles  con  la  disciplina  reglamentaria  (1).  Que  los  presos, 
mientras  la  ley  los  reputa  inocentes,  no  trabajen  sino  por  su  vo- 
luntad y  en  su  beneficio,  es  conforme  á  los  principios  de  la  cien- 
cia carcelaria;  y  que  los  culpados  reparen  á  su  costa  el  daño  de 
que  son  autores,  es  conforme  á  las  nociones  más  sencillas  del 
derecho  penal. 

880.— vni.  Correcciones.'^lai  sumisión  de  los  presos  á  la  dis- 
ciplina correccional  es  un  deber  tan  rigoroso,  que  no  pudiendo 
corregirlos  con  benignidad  y  con  dulzura,  no  queda  otro  medio 
sino  el  de  intimidar  con  el  castigo. 

Cuando  sus  actos  constituyan  verdaderos  delitos  ó  faltas  de  las 
que  considera  punibles  el  Código  penal ,  son  los  jueces  ordina- 
rios la  única  autoridad  competente  para  conocer  de  ellos  y  cas- 
tigar á  sus  autores;  más  si  fuesen  simples  infracciones  de  los 
reglamentos  carcelarios,  corresponde  á  la  autoridad  política  ó  á 
sus  delegados  en  el  establecimiento  la  aplicación  de  cualesquie- 
ra correcciones. 

881. — Prohíbese  en  todas  las  cárceles  del  reino  imponer  más 
privaciones  y  padecimientos  que  los  puramente  necesarios  para 
la  segura  custodia,  disciplina  interior  é  incomunicación  de  los 
presos  mientras  el  estado  de  la  causa  lo  requiera,  debiendo  los 
alcaides  que  se  vieren  obligados  en  interés  de  la  seguridad  á  im- 
poner los  castigos  de  ajnifto,  encierro,  grillos  ó  cadenas,  dar  cuen- 
ta inmediata  á  la  autoridad  política  que  aumenta  ó  disminuye  la 
corrección  según  lo  tiene  por  conveniente  (2), 

Esta  parsimonia  hállase  fundada  en  un  principio  de  humani^ 
dad  y  en  otro  de  justicia.  De  humanidad,  porque  los  presos  de- 
ben ser  tratados  con  benignidad  y  dulzura,  no  sólo  por  el  de- 
recho que  asiste  á  quien  expía  resignadamente  la  falta  que  co- 
metió, sino  porque  la  bondad  con  que  se  les  mire  modificará  ó 
cambiará  sus  hábitos,  pues  el  espectáculo  constante  de  la  indul- 

(1 )  Códlgro  penal,  arts.  115  y  118. 

(8)  Ley  de  26  de  Julio,  art.  19,  y  reglamento  de  fio  de  Agosto,  art.  GBi 
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gencia,  no  puede  menos  de  hacer  indulgentes  á  los  que  lo  pre- 
sencien (1);  de  justicia,  porque  aumentar  el  dolor  equivale  á 
agravar  la  pena  impuesta  por  los  tribunales,  cuya  sentencia  debe 
ser  ejecutada  sin  que  ni  la  cólera  la  agrie,  ni  la  endulce  la  com- 
pasión. 

En  las  cárceles  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provincia  no 
pueden  emplearse  otros  medios  de  corrección  que  los  señalados 
en  su  reglatnento,  á  saber: 

i.  Prohibir  al  reo  la  comwnicacion  con  su  familia. 

II.  Encerrarle  en  un  calabozo. 

ra.  Reducir  su  alimento  á  pan  y  agua. 

tv.  Descontarle  á  favor  del  establecimiento  una  parte  de  lo  que 
le  haya  correspondido  ó  le  corresponda  por  su  trabajo. ' 

Los  castigos  de  encierro  en  calabozo  y  ayuno  á  pan  y  agua  no 
pueden  exceder  de  cinco  dias. 

882. — ^Asimismo  están  abolidos  cualesquiera  derechos  ó  im- 
puestos carcelarios  no  establecidos  en  el  arancel,  ora  se  cobrasen 
por  alquiler  de  las  habitaciones  y  fuesen  conocidos  con  el  nom- 
bre de  entrepuertas,  grillos  y  otros,  ora  se  acostumbrasen  á  exi- 
gir por  los  presos  á  los  nuevos  encarcelados  con  la  denomina- 
ción de  entrada  ó  bien  venida  (2);  penas  pecuniarias  que  los  jue- 
ces no  habiail  aplicado,  pero  que  abusos  y  escandalosas  prácticas 
carcelarias  hicieron  extensivas  hasta  á  los  inocentes. 


CAPÍTULO  IX. 
De  iMi  esUibleeimiento*  penak*. 


883.-»Origen  de  los  presidios  en 
España. 

884.-^Su  clasiflcacion. 

885.— Su  Gobierno. 

886.— Intervención  de  los  goberna- 
dores. 

887.— Régimen  y  disciplina. 

888.— Comandante  de  los  presidios. 

889*— Distribución  de  los  confina- 
dos. 


890.— Sistema  penitenciario. 

891.— Crltifea. 

892.— Trabajo  forzoso. 

893.— Clasificación  de  los  penadois. 

894.— Talleres  y  escuelas. 

895.— Incomunicación  relativa. 

896.— Aplicación  de  los  confinados 

á  obras  exterrores. 
897.-^Concesíón  de  secciones  á 

empresas  particulares. 


(1)  Inatraccion  de  90  de  Noviembre  de  1888,  art.  48. 

(2)  Reglamento  de  25  de  Agosto,  art.  80,  y  real  orden  de  10  de  Abril  de  1844. 
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B98.^Reclu8ion  de  ios  confinados.  903.— Cumplimiento  de  condenas. 

899.-rOrden  económico  y  adminis-  904.— Rebajas. 

trativo.  905. — Licénciamiento. 

900.— Intervención  de  las  Jmitas  .906.— Policía  judicial. 

económicas.  907.— Derecho  de  visita. 

901.— Mayores.  908.— Autoridades  á  quienes  coi^ 
902.— Ayudantes.  responde  su  ejercicio. 

883.— Carlos  in  flié  el  principal  fundador  de  los  presidios  de 
España^  porque  si  bien  antes  eídsUan  en  nuestras  posesiones  de 
África,  considerando  el  Rey  que  muchos  por  evadirse  de  la  pena 
se  pasaban  al  campo  enemigo  y  renegaban  de  nuestra  fé,  y  ha- 
llando útil  por  otra  parte  ocuparlos  en  los  grandes  trabajos  de  la 
marina,  mandó  que  los  reos  de  gravedad  y  los  sentenciados  por 
largo  tiempo  sufriesen  su  condena  en  lo^  arsenales  de  Cádiz, 
Ferrol  y  Cartagena. 

Sucesivamente  se  establecieron  presidios  en  varias  ciudades 
de  la  Península,  aunque  sin  plan  ^jo,  sin  reglas  uniformes,  sin 
una  disciplina  común,  rigiéndose  cada  cual  por  sus  reglamentos 
particulares  hasta  la  publicación  de  la  ordenanza  general  para 
todos  los  del  reino  (1).  Esta  ordenanza  es  la  base  de  la  legisla- 
ción administrativa  vigente,  aumentada,  declarada  ó  corregida 
por  una  serie  de  nuevas  providencias  que  también  constituyen 
derecho. 

Para  mayor  claridad  del  asunto  dividiremos  la  materia  en  las 
secciones  siguientes: 

884. — ^I.  Clasificación  de  los  establecimientos  penales, — ^Para 
los  efectos  de  la  administración  se  distinguen  en  tres  clases : 

I,  Los  de  Ceuta,  Cartagena,  Valencia  y  Zaragoza. 

II.  Los  de  Sevilla,  Burgos,  Santoña  y  Tarragona. 

m.  Los  de  Alcalá,  Coruña,  Granada,  Toledo  y  las  Baleares. 

Los  reos  sentenciados  á  cadena,  reclusión  y  relegación  perpe- 
tuas son  destinados  á  los  presidios  de  Alhucemas,  Ceuta,  Chafa- 
rinas,  Melilla  y  el  Peñón  de  la  Gomera. 

Los  sentenciados  á  cadena,  reclusión  y  relegación  temporales, 
á  los  de  Cartagena,  Coruña,  Santoña,  Tarragona  y  Baleares. 

Los  sentenciados  á  presidio  y  prisión  mayores,  á  los  de  Bur- 
gos y  Sevilla. 

(1)  Decretada  en  11  de  Abril  de  1884. 
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i  Y  loa  penados  con  presidio  y  prisión  correccionales  se  desti- 
lan á  los  de  Granada,  Valencia  y  Zaragoza  (1). 
:  Bsta  clasificación  se  presta  no  poco  á  la  crítica.  Pudiera  po- 
Berse  en  duda  qué  nombre  conviene  hoy  á  los  lugares  en  donde 
los  reos  cumplen  su  condena,  porque  toda  persona  escrupulosa 
vacilará  si  en  el  lenguaje  oficial  deben  ser  llamados  presidios  ó 
establecimientos  penales. 

♦  Pudiera  tamWen  dudarse  si  el  decreto  referido  deroga  los  ar- 
tículos del  Código  penal  relativos  á  esta  materia,  con  los  cuales 
se  baila  en  patente  contradicción,  y  si  los  tribunales  atribuirán 
más  ñterza  y  vigor  á  unos  preceptos  qué  á  otros. 

Por  último,  si  en  algo  se  estiman  la  eficacia  de  las  penas  y  las 
razoiies  de  economía,  no  deja  de  ofrecer  reparos  é  inconvenien- 
tes que  se  falte  al  principio  general  que  el  reo  sufra  el  castigo 
en  el  establecimiento  penal  más  próximo  al  teatro  de  su  delito  y 
al  tribunal  que  pronunció  la  sentencia. 

Dijo  el  Gobierno  al  clasificar  los  establecimientos  penales  se- 
gtm  queda  advertido,  que  miraba  á  los  efectos  de  la  administra- 
ción; pero  ¿quién  no  vé  que  son  inseparables  de  los  efectos  de 
la  justicia? 

885. — ^n.  Oobierno  superior  y  particular. — Todos  los  esta- 
blecimientos penales  y  correccionales  del  reino  dependen  del 
ministerio  de  la  Gobernación  y  de  sus  delegados  en  las  provin- 
cias. 

Para  el  mejor  gobierno  de  los  presidios  hay  la  dirección  espe- 
cial de  Establecimientos  penales,  encargada  de  auxiliar  el  des- 
pacho de  los  negocios  dentro  de  los  límites  señalados  á  los  direc- 
tores. La  vigilancia  inmediata,  las  órdenes  secundarias,  la  ins- 
trucción de  expedientes,  los  informes  y  registros  y  la  propuesta 
al  ministro  de  cuanto  considere  útil  para  la  mejora  de  dichos  es- 
tablecimientos, son  en  globo  las  facultades  y  los  deberes  de  este 
centro  de  la  administración  superior. 

El  gobierno  particular  de  los  presidios  está  á  cargo  de  sus  je- 
fes locales  bajo  la  autoridad  délos  gobernadores  respectivos 
como  delegados  del  Gobierno  y  superiores  jerárquicos  de  la  ad- 
ministración provincial,  y  sus  obligaciones  giran  sobre  el  prin- 
cipio invariable  de  la  vigilancia  y  protección  que  toda  institución 

(1)  Decreto  de  16  de  JqUo  de  1818. 
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centralizada  reclama  (1);  de  suerte  que  su  autoridad  en  punto 
á  los  establecimientos  penales,  se  concreta  al  protectorado  é  insí- 
peccion  que  ejercen  en  los  de  beneficencia,  instrucción  pública 
y  otros  análogos,  extendiéndose  esta  acción  tutelar  á  todos  los 
existentes  en  cada  provincia  (2). 

886.T-E1  auxilio  eficaz  de  los  gobernadores  consiste: 

!•  En  velar  por  la  custodia  y  seguridad  de  los  presidios  y  de- 
pósitos correccionales  y  destacamentos  en  marcha,  reclamando 
la  ñierza  militar  necesaria  al  efecto. 

n.  En  procurar  á  los  penados  trabajo  ordenado  y  bien  enten- 
dido á  propósito,  no  solo  para  su  enmienda  y  la  conservación 
de  la  salud,  sino  útil  por  las  economías  que  proporciona  (3). 

ni.  En  hacer  frecuentes  y  oportunas  visitas  á  los  estableci- 
mientos en  el  acto  de  pasar  las  revistas  de  comisario,  en  las  ho- 
ras de  comer  el  rancho,  en  las  de  instrucción  práctica  y  religio- 
sa y  las  de  descanso,  sin  perjuicio  de  las  generales  y  periódicas 
establecidas  por  la  ordenanza  (4). 

rv.  En  promover  todo  lo  que  conduzca  á  la  mejora  y  fomento 
de  los  establecimientos  penales,  proteger  la  autoridad  de  los  co- 
mandantes y  auxiliar  á  los  comisionados  especiales  que  nom- 
brare el  Gobierno  con  encargo  de  visitarlos. 

V.  En  elevar  al  conocimiento  de  la  dirección  los  defectos  y 
abusos  que  notare  al  girar  sus  visitas,  y  en  proponer  al  Gobier- 
no por  conducto  de  aquélla  cuanto  crean  conducente  á  la  mejora 
de  un  ramo  de  tamaño  inflijo  ^^  1^  moral  pública,  en  la  paz  de 
las  familias,  y  por  consiguiente  en  el  bien  de  la  sociedad  intere- 
sada en  castiga  los  delitos  y  corregir  las  costumbres  (5) . 

Además  de  estas  atribuciones  ordinarias,  en  casos  urgentes  ó 
imprevistos,  como  sí  ocurriese  la  invasión  de  una  epidemia,  ó 
estallase  un  incendio,  ó  se  sublevasen  los  penados,  ó  empren- 
diesen la  fuga  y  en  otros  equivalentes,  pueden  dictar  las  provi- 
dencias que  reclamen  las  circunstancias;  pero  aunque  en  tales 
casos  resumen  toda  la  autoridad,  sólo  cuando  la  ocurrencia  fuere 
de  tal  gravedad  que  no  di^se  tiempo  á  esperar  las  órdenes  de  la 

(1)  Reales  órdenes  de  3  de  Ootnbré  de  1848  y  10  de  Noviembre  do  1863,  art.  1. 

(2)  Beal  orden  de  15  de  AbrU  de  1841. 
(8)  Art.  28  de  la  ordenansa.- 

(4)  IMd.,  arte.  853  y  854,  y  reales  órdenes  de  8  de  Octttbre,  art.  d,  15  de  Abril,  art.  2,  y  14 
de -Febrero  de  1856. 

(5)  Reales  órdenes  de  15  de  Abril,  art.  5,  y  10  de  KoTi«mbre  de  1868,  arts.  2, 8  y  4. 
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dirección,  están  facultados  para  suspender  al  comandante,  al  ma- 
yor ó  á  cualquier  subalterno,  poniéndolo  en  noticia  del  Gobierno, 
y  mandando  instruir  la  correspondiente  sumaria  (1). 

En  los  presidios  de  África  y  de  las  Antillas  ejercen  las  facul- 
tades propias  de  los  gobernadores  de  provincia  los  respectivos 
gobernadores  militares  ó  capitanes  generales  (2) . 

887. — ^ni.  Régimen  y  disciplina  interior. — Los  presidios,  en 
cuanto  á  su  régimen  interior,  están  sqjetos  á  una  disciplina  mi- 
litar, sin  que  pierdan  por  esto  su  condición  de  establecimientos 
civiles,  ni  su  dependencia  de  las  autoridades  políticas. 

Cada  presidio  peninsular  tiene  una  plana  mayor  compuesta  de 
un  comandante  de  la  clase  de  jefes  del  ejército  ó  armada,  un  ma- 
yor de  la  de  capitanes,  un  ayudante  de  la  de  subalternos,  im 
fturiel  de  la  de  sargentos  primeros  retirados,  un  capellán,  un 
facultativo,  un  capataz  escribiente  y  del  número  fijo  de  capata- 
ces de  brigada  que  se  les  señalen  (3). 

888. — ^Los  comandantes  son  los  jefes  inijiediatos  de  los  presi- 
dios y  los  primer^  responsables  á  la  dirección  de  las  faltas  y 
abusos  que  en  sus  establecimientos  se  cometan ;  por  lo  cual  los 
gobernadores  de  provincia  deben  dejar  expedita  la  autoridad  de 
aquéllos  en  todo  lo  relativo  al  régimen  y  disciplina  interior  es- 
tablecida por  el  Gobierno  (4). 

Dentro  de  los  cuarteles  no  se  conoce  más  autoridad  que  la 
suya,  circunstancia  necesaria  para  gozar  del  prestigio  que  nece- 
sitan, y  para  responder  de  los  actos  de  sus  subordinados.  La  su- 
perioridad absoluta  de  dichos  jefes  se  extiende  no  sólo  á  todos 
los  dependientes  del  establecimiento  de  su  cargo,  cuya  gradual 
obediencia  deben  mantener,  sino  también  á  los  que  se  hallen  fuera 
del  radio  del  presidio,  sea  cual  fuere  su  ocupación  (5) .  Guando  se 
emplean  los  confinados  en  obras  públicas,  están  á  las  órdenes  de 
los  ingenieros  directores  de  las  mismas  durante  las  horas  que 
permanecen  en  los  trabajos  y  en  cuanto  tenga  relación  con  ellos; 
pero  en  todo  lo  demás  dependen  del  comandante  del  presidio  (6). 


(1)  Ordenanza  de  preeldioe,  arte.  88  y  40,  y  reales  órdenes  de  15  de  Abril,  ari.  %  y  10  de 
Noviembre,  art.  5. 

(2)  Reales  órdenes  de  15  de  Abril  de  1841  y  10  de  Noviembre  de  18S2,  art.  1, 
(8)  Real  deereto  de  25  de  Febrero  de  1818,  art.  3. 

(4)  Reales  órdenes  de  3  de  Octubre  de  1843, 15  de  Abril  de  1844  y  10  de  Noviembre  del852. 

(5)  Reales  órdenes  de  15  de  Abril  de  ^14,  art.  10,  y  10  de  Mano  de  1852,  art.  10. 

(6)  Parte  adicional  ft  la  ordenanza  de  ^esidios»  publicada  en  2  de  Marzo  de  184B,  art.  3, 
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Las  graves  obligaciones  que  sobre  los  comandantes  de  los  prar 
sidios  pesan,  exigen  una  incesante  vigilancia,  y  por  tanto,  la 
continua  residencia  de  estos  jefes  en  sus  puestos,  por  cuyo  mor 
tivo  no  pueden  ausentarse  del  radio  de  la  población  sin  permiso 
de  la  dirección  del  ramo.  Pueden  castigar  á  los  confinados  coü 
.  discreccion  y  prudencia  por  faltas  leves,  reservando  las-  graves 
á  la  calificación  del  Consejo  de  disciplina  (1). 

No  obstante  la  autoridad  exclusiva  que  el  Gobierno  confiere  á 
los  comandantes  en  orden  al  régimen  y  disciplina  interior  dé 
los  establecimientos  penales,  deben  éstos  igualmente  que  sus  su* 
balternos,  reconocer  y  respetar  á  los  gobernadores  como  protec- 
tores natos  de  todos  los  situados  en  las  provincias  de  su  respec- 
tivo mando  y  presidentes  de  las  Juntas  económicas  de  cada  uno 
de  ellos  (2). 

889. — Cada  depósito  se  divide  en  brigadas  de  á  100  hombreSj| 
á  cuyo  frente  hay  un  capataz  elegido  en  las  clases  de  sargentos  6 
cabos  retirados  del  ejército  ó  de  la  armada.  Cada  brigada  se  sub- 
divide  en  cuatro  escuadras  de  á  25  hombres,  y  á  su  cabeza  se 
ponen  dos  cabos  de  vara,  uno  primero  y  otro  segundo,  nombra- 
dos entre  los  confinados  (3) . 

El  sistema  de  encomendar  la  vigilancia  de  los  sentenciados  á 
sus  iguales  no  parece  aconsejado  ni  por  razones  de  prudencia^ 
ni  por  principios  de  equidad.  Suelen  los  mayores  criminales, 
para  granjearse  la  confianza  de  sus  jefes,  poner  enjuego  las  ar- 
tes de  la  más  vil  hipocresía,  y  tal  vez  logran  disminuir  el  rigor 
de  la  pena  á  costa  de  ajenos  sufrimientos.  Suelen  también  dejara 
se  corromper  con  dádivas,  ó  disimular  las  faltas  de  sus  antiguos 
cómplices  por  motivos  de  amistad  ó  de  temor,  y  es  constante  que 
los  presidiarios  jamás  reconocen  como  legítima  la  autoridad  que 
un  compañero  no  mejor  que  ellos  ejerce,  ni  excita  en  su  cora- 
zón otros  sentimientos  que. el  desprecio,  si  es  blando,  y  si  rigo^ 
roso,  el  odio  y  la  venganza. 

Por  estas  razones  se  recomienda  á  los  comandantes  empleen 
toda  la  circunspección,  prudencia  y  tino  que  se  necesitan  para  el 
acierto  en  una  elección  de  la  ciial  penden  la  tranquilidad  y  so- 

(1)  Ordenanza  de  presidios,  art.  988)  y  reales  ijrdenee  de  15  de  Abril,  art  18,  y  10  de  Mar- 
zo, arta.  15  y  17. 

(2)  'Reales  órdenes  de  15  de  Abril,  art.  20,  y  10  de  Marzo,  arts.  6  y  19. 

(3)  Ordenanza  de  presidios,  arts.  103  y  111. 
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siego  de  cualquier  establecimiento  penal.  <(Los  buenos  cabos  pre- 
vienen los  delitos,  evitan  castigos,  disminuyen  las  deserciones: 
nada  malo  en  ningún  sentido  puede  ejecutar  el  penado  sin  que 
ellos  lo  trasluzcan  y  penetren,  porque  conocen  sus  inclinaciones, 
genio,  índole  y  propensiones :  su  roce  y  permanencia  continua 
entre  ellos  los  pone  al  alcance  de  sus  intentos,  y  no  basta  toda 
la  sagacidad,  sutileza  é  hipocresía  que  estos  desgraciados  poseen 
generalmente,  para  burlar  la  vigilancia  de  un  buen  cabo»  (1). 

No  puede  ser  nombrado  cabo  de  vara  primero  ni  segundo  nin- 
gún confinado  que,  además  de  llevar  extinguida  la  mitad  de  su 
condena,  deje  de  haber  observado  una  conducta  irreprensible  y 
no  inspire  á  sus  jefes  fundadas  esperanzas  de  no  abrigar  cona- 
tos de  reincidencia  (2). 

Mas  dado  que  con  todas  estas  precauciones  fdése  fácil  distin- 
guir y  encontrar  este  tipo  extraño  de  bondad  en  una  población 
de  criminales,  lo  más  que  se  habría  logrado  seria  procurarse  un 
agente  útil  para  mantener  el  érden  y  conservar  la  disciplina,  sin 
dar  un  paso  en  punto  á  la  enmienda  de  los  presidiarios :  todo  en 
favor  de  la  probidad  legal  y  negativa;  nada  en  bien  de  la  rege- 
neración moral  y  de  la  honradez  positiva. 

890. — ^rv.  Sistema  penitenciario. — ^Entre  las  bases  adoptadas 
para  la  reforma  de  los  establecimientos  penales  hay  una  que  as- 
pira (dice  la  ley)  al  mejor  sistema  penitenciario  para  nuestro 
país,  que  es  el  sistema  mixto,  ó  sea  el  de  separación  y  aislamien- 
to de  Ibs  penados  durante  las  horas  de  la  noche,  con  el  trabajo 
en  común  durante  las  del  dia;  pero  por  grupos  y  clases  segim  la 
gravedad  de  los  delitos,  la  edad,  inclinaciones  y  tendencias  de 
los  penados,  su  buena  ó  mala  conducta  y  todas  las  demás  cir- 
cunstancias que  puedan  contribuir  á  su  corrección  y  enmienda, 
á  la  expiación  y  al  arrepentimiento,  á  su  instrucción  y  morali- 
dad, y  empleándose  todas  las  inñuencias  y  elementos  moraliza- 
dores  que  seguramente  puedan  conducir  á  aquel  resultado,  se- 
parando todos  los  gérmenes  ó  motivos  de  corrupción,  y  evitan- 
do ciertos  castigos  y  correcciones  crueles  y  degradantes  (3). 

891. — Aparte  de  la  forma,  lengusge  y  estilo  tan  impropios  de 


(l^  Reglamento  para  el  orden  y  régrimen  interior  de  loe  presidios  del  reino  de  5  de  Se- 
tiemT>re  de  1814. 
(2)  Real  orden  de  16  de  Mayo  dé  1846,  art.  3. 
(8)  Ley  de  21  de  Octubre  de  1869,  base  5.* 
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ua  documento  oficial  de  esta  naturaleza,  que  debiera  contener 
principips  y  reglas  claras,  precisas  y  terminantes  en  vez  de  fea- 
ses  de  sentido  oscuro  é  incierto,  observará  algún  curioso  cómo 
el  legislador  se  atreve  á  pronunciar  sentencia  definitiva  en  la  ar- 
dua y  no  resuelta  cuestión  que  ventilan  los  filósofos  y  los  juris- 
consultos á  propósito  del  mérito  respectivo  de  los  diversos  sis- 
temas penitenciarios.  },  Quién  puede  asegurar  que  el  mejor  para 
nuestro  país  sea  el  mixto?  La  única  prueba  fehaciente  de  la  bon- 
dad de  uno  ú  otro  es  la  estadística  de  las  prisiones,  porque  el 
único  criterio  seguro  es  el  número  de  las  reincidencias.  Así  pues, 
mientras  la  reforma  no  llegue  á  plantearse ,  raya  en  los  límites 
de  la  imprudencia  ó  la  temeridad  aventurar  un  juicio  inape- 
lable. 

Mucho  más  habría  que  advertir  en  las  palabras  del  legislador; 
pero  habiendo  ya  manifestado  nuestra  opinión  acerca  de  la  re- 
forma de  las  prisiones,  y  considerando  que  las  bases  convertidas 
en  ley  no  se  han  reducido  aun  á  la  práctica,  ni  siquiera  han  te- 
nido el  necesario  desarrollo,  volveremos  los  ojos  al  derecho  vi- 
gente. 

892.— El  Código  penal  Qja  los  principios  que  determinan  cómo 
debe  asociarse  el  trabajo  al  cumplimiento  de  las  condenas.  En 
esta  base  descansa  la  disciplina  de  los  presidios,  cuyos  regla- 
mentos en  tanto  tienen  fuerza  y  vigor,  en  cuanto  son  compati- 
bles con  la  fiel  ejecución  de  las  sentencias.  La  administración 
rige  y  gobierna  los  establecimientos  penales ;  pero  su  autoridad 
sólo  se  extiende  á  prescribir  y  conservar  su  régimen  interior,  sin 
menoscabo  de  las  atribuciones  propias  de  la  justicia. 

Así  pues,  están  sujetos  al  trabsgo  forzoso: 

L  Los  sentenciados  á  cadena  temporal  ó  perpetua,  que  deben 
ocuparse  en  trabajos  duros  y  penosos  en  beneficio  del  estado: 

I.  Sin  embargo,  el  tribunal,  consultando  la  edad,  salud,  esta- 
do ó  circunstancias  personales  del  delincuente,  y  expresándolo 
así  en  la  sentencia,  puede  autorizar  que  cumpla  su  condena  en 
trabajos  interiores  del  establecimiento. 

II.  No  es  lícito  destinarlos  á  obras  de  particulares,  ni  á  las 
públicas  que  se  ejecuten  por  empresa  ó  contrata. 

IL  Los  sentenciados  á  reclusión  perpetua  ó  temporal  que  tam- 
bién deben  trabajar  en  beneficio  del  estado  y  dentro  del  estable- 
cimiento. 


LIBRO  nr.   BE  LA  MátEftIA  ABMINI8TRATIVA.  409 

in.  Los  sentenciados  á  presidio  qne  deben  asimismo  trabsgar 
dentro  del  establecimiento  en  que  cumplan  su  condena. 
El  producto  del  trabajo  de  los  presidiarios  se  destina: 

I.  A  hacer  efectiva  la  responsabilidad  civil  proveniente  del 
delito. 

II.  A  indemnizar  al  establecimiento  de  los  gastos  que  oca-* 
sionen. 

ni.  A  proporcionarles  alguna  ventsga  ó  ahorro  durante  su  de- 
tención, si  lo  merecen,  y  formarles  un  fondo  de  reserva  que  se 
les  entrega  á  su  salida,  6  á  sus  herederos,  si  fklleceií. 

IV.  Los  sentenciados  á  prisión,  cuyo  trabago  forzoso  cesa  ex- 
tinguidas las  responsabilidades  expresadas  en  los  párrafos  i  y  n. 
Desde  entonces  deberán  ocuparse  para  su  propio  beneficio  en 
trabajos  de  su  elección,  siempre  que  sean  compatibles  con  la  dis- 
ciplina del  establecimiento. 

V.  Los  sentenciados  á  prisión  que  no  tengan  oficio  ó  modo  de 
vivir  conocido  y  honesto. 

Ni  aquéllos  ni  éstos  pueden  ocuparse  en  trabajos  exteriores, 
puesto  que  la  ley  les  prohibe  salir  del  establecimiento  durante 
et  tiempo  de  su  condena  (1). 

893. — Los  confinados  á  los  establecimientos  penales  se  clasi- 
fican por  categorías  de  moralidad  y  por  razón  de  la  edad. 

Hay  una  sección  de  jóvenes  en  la  cual  entran  los  menores  de 
18  años,  quienes  son  destinados  á  los  talleres  que  elijan,  permi- 
tiéndoles por  una  sola  vez  el  cambio  á  otro,  si  lo  solicitan  antes 
de  cumplidos  los  quince  primeros  dias  de  su  entrada.  Se  les  obli- 
ga á  concurrir  diariamente  á  la  escuela  de  primera  enseñan- 
za del  establecimiento,  permanecen  en  esta  sección  hasta  la  edad 
de  20  años,  y  entonces  pasan  á  brigada  sin  dejar  de- asistir  á  su 
respectivo  obrador  y  á  la  escuela. 

La  sección  de  adultos  sé  compone  de  los  penados  mayores 
de  20  años,  los  cuales  se  dividen  en  primera,  segunda  y  tercera 
clase  y  rematados  de  África.  Se  recomienda  la  distribución  de  los 
sentenciados  según  su  clase  en  brigadas  distintas  y  aun  separa- 
díis,  si  el  local  lo  permite,  y  con  absoluta  separación  de  los  re- 
matados. 

Los  adultos  desde  el  día  siguiente  al  de  su  entrada,  ^on  des- 

« 

(l)  Códi^  penal,  arta.  107, 106, 110, 118, 114  y  115. 
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tinados  á  los  talleres  que  el  comandante  ordene,  excitándolos 
al  trabsgo  con  el  abono  de  un  tanto  por  cada  pieza  que  elaboren 
en  sus  respectivos  obradores.  Si  hubiere  algunos  incapaces  de 
aprender  oficio  á  causa  de  su  edad,  anterior  ejercicio,  rudeza  na- 
tural ó  inaptitud  de  sus  miembros,  debe  dárseles  entretenimien* 
to  en  obras  ó  trab^gos  análogos  á  su  capacidad  ó  fuerzas,  de 
modo  que  no  haya  un  solo  penado  sin  ocupación.  También  asis- 
ten á  la  escuela,  aunque  por  la  tarde,  así  como  los  jóvenes  por 
la  mañana,  á  fin  de  que  no  se  rocen  unos  con  otros,  ni  perjudi- 
quen al  aprendizaje  de  artes  ú  oficios  asistiendo  más  de  una  vez 
al  dia  (1). 

894.— El  Gobierno  prestó  suma  atención  al  establecimiento  y 
mejora  de  las  escuelas  de  instrucción  primaria  en  todos  los  presi- 
dios, estimándolas  como  un  agente  moralizador,  y  por  tanto  man- 
dó que  los  sentenciados  sobrantes  del  trabajo,  ó  porque  no  sean 
capaces  de  aprender  oficio,  ó  porque  no  se  hayan  establecido 
aun  taUeres  bastantes,  concurran  necesariamente  á  las  escuelas, 
aun  cuando  sean  ineptos  para  aprender  á  leer  y  escribir,  á  fin  de 
que  oigan  las  explicaciones  de  doctrina  cristiana,  religión  y  ur- 
banidad. Hizo  más:  dispuso  que  en  todo  presidio  y  casa-galera 
hubiese  una  biblioteca  popular,  procurando  que  los  libros  se  re- 
comendasen por  su  moralidad,  y  por  su  inmediata  aplicación  á 
las  necesidades  de  la  vida  y  á  las  condiciones  especiales  de  cada 
sexo  (2). 

Igual  pensamiento  de  reforma  moral,  así  como  ideas  muy  exac- 
tas de  economía  pública,  le  han  guiado  al  disponer  que  se  insta- 
len talleres  en  todos  los  presidios,  limitando  su  fabricación  á  los 
objetos  de  consumo  del  establecimiento  ú  otros  de  uso  general  y 
despacho  seguro,  y  prefiriendo  siempre  la  moralización  resultan- 
te de  los  hábitos  del  trabsgo  á  los  beneficios  de  una  especula* 
cion  (3). 

895. — Estos  medios  de  regeneración  moral  son  segundados 
con  la  prohibición  impuesta  á  los  penados  de  comum^carse  con 
personas  libres,  inclusa  su  familia,  regla  ci^ya  severidad  puede 
sin  embargo  ser  mitigada  en  favor  de  aquellos  penados  que  den 


(1)  RefirlanMnto  áé  5  de  Setiembre  de  ISM,  decreto  dé  25  de  Junio  y  refirlamento  de  17  de 
Julio  de  18^78. 

(2)  Decreto  de  8  de  Jallo  de  1818. 

(8)  Real  orden  de  10  de  Mano  de  ISU. 
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tales  pruebas  de  corrección  y  arrepentimiento^  q%te«dr  coman* 
dante  los  considere  dignos  del  permiso  de  hablar  con  sus  par 
rieifetes  los  domingos  por  la  tarde;  y  también  con  el  cumplimien- 
to de  les  deberes  del  cristiano  -y  las  pláticas  morales  y  religior* 
,  sas  que  debe  dirigirles  el  capellán  del  establecimiento^  según 
dispone  la  ordenanza  (1).  Cuándo  la  enseñanza^  las  exhortacio- 
nes, el  ejemplo  y  otros  medios  de  dukura  no  bastasen  para  cor- 
regir á  los  penados,  los  comandantes  pueden  emplear  la  seve- 
ridad, disponiendo  por  via  de  castigo  el  encierro  en  calabozos, 
el  recargo  de  hierros  hasta  unir  á  los  presidiarios  en  cadena^ 
ayuno  de  pan  y  agua,  suspensión  de  la  gratificación  de  su  trabsgo 
con  destino  al  fondo  económico,  privación  de  toda  comida  hasta 
acabar  sus  tareas,  y  el  que  pasa  de  estos  extremos  sin  enmen- 
darse, BS  calificado  de  incorregible  y  remitido  á  los  presidios  de  * 
carretera  ó  á  los  arsenales  (2). 

806. — La  disciplina  de  los  establecimientos  penales  se  relaja 
casi  de  todo  punto,  cuando  se  emplea  á  los  presidiarios  en  obras 
exteriores;  sistema  cuya  utilidad  será  poco  disputable  bajo  el 
punto  de  vista  económico  ó  material,  pero  digno  de  amarga  cen*^ 
sura  bago  el  aspecto  de  la  qorreccion  y  de  la  pena* 

No  lo  entendieron  así  los  autores  de  las  bases,  puesto  que  una^ 
de  ellas  autoriza  al  Gobierno  para  crear  destacamentos  en  cual- 
quiera parte  de  la  Península  en  que  se  ejecuten  obras  de  interés 
público,  destinando  á  este  objeto  los  sentenciados  á  penas  aflictir 
vas  en  las  que  sea  el  trabsgo  forzoso,  bayo  las  condiciones  regla- 
mentarias. También  se  puede  conceder  á  los  pueblos  que  solici- 
ten un  destacamento  para  el  servicio  de  policía  local  ú  obras  de 
ornato  público;  pero  de  ningún  [modo  á  contratistas  6  empresa- 
rios particulares  (3) .     ' 

El  sistema  no  es  nuevo.  Las  ordenanzas  y  reglamentos  de  prer* 
sidios  admiten  el  trabago  exterior  de  los  confinados ,  bien  que 
dentro  de  ciertos  límites  y  con  precauciones  encaminadas  á  evi- 
tar los  más  graves  inconvenientes  de  esta  relajación  de  la  disd- 
plína  penitenciaria;  p^ro  su  aplicación  es  hoy  incompatible  si  no 
en  todo,  en  su  mayor  parte,  con  las  reglas  establecidas  en  el  Gó-i 
digo  penal  para  la  ejecución  de  las  sentencias  (4). 

(1)  Real  6rden  de  10  de  Marzo  de  1844  y  ordenanza  de  presidios,  tft.  v,  seccioa  i. 

(2)  Real  orden  de  16  de  Setiembre  de  1844. 
(8)  Ley  de  21  de  Octubre  de  1869,  base  12.* 

(4)  Reales  órdenes  de  3  de  Octubre  de  1848, 15  de  Abril  de  1844  y  29  de  Mano  de  1662* 
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La  organización  interior  del  presidio  ocupado  en  las  obras  cor- 
responde á  sus  comandantes^  debiendo  distribuir  de  acuerdo  con 
el  ingeniero  en  una  ó  más  brigadas  á  los  confinados  que  tengan 
conocimientos  ó  principios  de  algún  oficio  ó  arte  útU,  las  cuales 
se  denominan  brigadas  de  obreros. 

Todos  los  confinados  que  trabsyan  en  las  obras  de  caminos^ 
canales  y  puertos  gozan  de  un  plus  proporcionado  á  su  clase,  y 
se  abona  otro  mayor  á  los  capataces  y  furrieles. 

Para  la  custodia  de  los  presidiarios  debe  facilitarse  una  escolta 
con  la  fuerza  correspondiente,  cuyo  comandante  dispone  la  colo- 
cación de  los  centinelas  y  vigilantes,  tanto  en  las  casernas  y  sus 
inmediaciones  como  en  los  trabajos,  y  también  auxilia  al  inge- 
niero director  en  lo  relativo  á  la  seguridad  de  caudales  y  efectos 
^  de  la  propiedad  del  estado,  y  en  todo  lo  concerniente  ai  .mayor 
orden  y  progreso  de  las  obras. 

897.— La  concesión  de  secciones  de  penados  á  empresas  par- 
ticulares es  más  opuesta  todavía  á  las  reglas  de  la  disciplina 
conveniente  en  los  establecimientos  penales.  Un  empresario  tie- 
ne interés  en  explotar  al  hombre,  ninguno  en  corregirle.  La  ad- 
ministración podrá  intervenir,  vigilar,  dictar  sus  providencias; 
más  siempre  el  inflinjo  de  un  poderoso  especulador^  el  obstáculo 
de  un  contrato  solemne  y  aquella  constante  fuerza  de  inercia 
contra  la  cual  se  estrellan  el  carácter  más  impetuoso  y  el  espíri- 
tu más  ardiente,  serán  remoras  invencibles  de  todo  progreso 
encaminado  á  mejorar  la  condición  física  y  moral  de  estos  sier- 
vos de  la  pena. 

898. — Los  confinados  no  pueden  salir  de  sus  respectivos  cuar- 
teles, á  no  exigirlo  su  traslación  á  otro  punto  ó  su  ocupación  en 
las  obras  públicas  ó  en  los  trabajos  de  policía  urbana  á  que  el  Go- 
bierno los  destine;  y  aun  entonces  llevarán  el  hierro  que  por  sus 
anos  de  condena  les  corresponda.  Los  comandantes  son  respon- 
sables de  la  deserción  de  aquellos  penados  que  no  deben  salir  de 
los  presidios,  mientras  no  justifiquen  la  connivencia  ó  falta  de 
cumplimiento  á  sus  órdenes  de  otro  empleado  sobre  quien  re- 
caerá entonces  la  responsabilidad.  También  son  responsables  los 
comandantes  de  la  deserción  exterior,  si  los  penados  no  saliesen 
con  el  hierro  correspondiente,  ó  cuando  desertare  un  cabo  de 
vara  que  no  reúna  las  circunstancias  señaladas  en  el  núm.  889; 
pero  si  tuviese  las  cualidades  requeridas,  sólo  el  empleado  que 
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vaya  mandando  la  fuerza  incurre  en  la  pena  correccional  á  que 
por  su  falta  de  vigilancia  se  haga  acreedor  (1). 

Cuando  aconteciere  la  deserción  de  algún  confinado,  el  gober- 
nador de  la  provincia  deberá  encargar  á  una  persona  extraña  al 
establecimiento  la  instrucción  de  un  sumario  gubernativo  en  ave- 
riguación del  motivo  de  la  ñiga  y  de  la  complicidad,  si  la  hu- 
biese (2). 

Los  confinados  que  fueren  hallados  ñiera  de  los  presidios 
siní  permiso  de  los  con^andantes,  son  arrestados  y  conducidos 
á  la  cárcel  por  los  agentes  de  orden  público,  debiendo  instruir* 
se  en  seguida  el  sumario  en  averiguación  de  quién  les  concedió 
licencia  para  salir,  á  fin  de  exigir  la  responsabilidad  compe- 
tente (3). 

899. — IV.  Orden  económico  y  administrativo. -^En  cada  pre- 
sidio hay  una  Junta  económica  presidida  por  los  gobernadores 
de  provincia  en  la  Península,  y  por  los  gobernadores  militares 
en  África,  compuesta  del  comandante,  del  comisario  y  del  mayor 
ó  quien  haga  sus  veces,  la  cual  resuelve  los  negocios  económi- 
cos y  administrativos  tocantes  al  establecimiento,  sin  entróme* 
terse  en  los  gubernativos,  pues  debe  dejar  intacta  la  autori- 
dad de  los  comandantes  para  que  dichos  jefes  no  puedan  elu- 
dir bsijo  ningún  pretexto  la  responsabilidad  á  que  están  suje- 
tos (4). 

900«-^Las  Juntas  económicas  examinan  los  presupuestos  qu<^ 
deben  formar  los  comandantes  para  los  gastos  anuales  de  cada 
presidio,  comprueban  las  cantidades  recibidas  por  los  mayores 
Como  habilitados  del  establecimiento,  examinan  las  nóminas  y 
listas  de  revista  mensual,  llaman  á  licitación  para  el  suministro  de 
raciones,  utensilio  y  vestuario  que  debe  verificarse  con  preferen- 
cia por  contrata,  presiden  las  subastas  públicas  y  las  rematan  en 
el  mejor  postor.  Si  no  se  presentan  Ucitadores  ó  no  se  hacen  pos- 
turas admisibles,  las  mismas  Juntas  económicas  convocan  á  los 
panaderos  y  a(]yudican  el  suministro  al  que  ofrezca  más  libras  de 
pan  por  fanega  de  peso  determinado;  y  no  siendo  tampoco  rea- 
lizable este  medio,  adoptan  las  medidas  convenientes  para  que  la 

(1)  fteal  orden  de  16  de  Mayo  de  l8M. 

(2)  tteal  orden  de  18  de  Agosto  de  1848. 

(B)  Real  Orden  de  21  de  Bnero  de  18M.  ^ 

(4)  Ordenanza  de  presidios,  art.  88,  y  reales  drdeiMS  de  8  de  Octubra  ds  188B  y  80  de  ^bril 
de  1814. 
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provisión  se  haga  por  cuenta  del  establecimiento,  y  ejercen  otras 
facultades  análogas  (1). 

901.-t^Lrfs  mayores  llevan  la  cuenta  y  razón  de  los  caudales  y 
^ecto9  de  los  presidios,  intervienen  la  entrada  y  salida  de  fon- 
dos y  todo  recibo  y  distribución  de  víveres,  prendas  y  más  ob- 
jetos, desempeñan  las  atribuciones  de  habilitados  para  el  cobro 
de  los  intereses  correspondientes  al  establecimiento,  entregan 
por  datas  al  ayudante  las  cantidades  necesarias  para  la  subsisten- 
cia de  las  brigadas,  disponen  los  demás  pagos  siempre  en  virtud 
de  acuerdo  de  la  Junta  económica  y  con  orden  expresa  ó  libra- 
miento del  comandante,  forman  y  autorizan  las  listas  de  revista 
y  los  redbos  de  cuanto  se  cobre  en  tesorerfa  6  se  extraiga  de  los 
almacenes  (2). 

902, — ^Finalmente,  los  ayudantes  cuidan  de  otros  pormenores 
económicos  relativos  á  la  Mdud,  provisión,  aseo  y  trabsgo  de  los 
confliíádos,  y  los  fhrrieles  tienen  á  su  cargo  el  mensge  de  hier- 
ros, herramientas,  enseres  y  maquinaria  del  establecimiento, 
reconocen  las  provisiones  y  dan  parte  de  las  faltas  que  observen 
en  punto  á  su  peso  ó  calidad  (3). 

903. — V.  Cumplimiento  de  condenas. — Siendo  el  confinamien- 
to á  presidio  una  pena,  no  puede  aplicarse  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia judicial,  por  cuya  razón  á  cada  confinado  debe  acompañar 
testimonio  ó  certificado  de  su  condena;  y  si  falta  este  documen- 
to ó  no  viene  en  forma,  el  gobernador  de  la  provincia  oficia  á 
la  autoridad  competente  para  que  se  aclaren  los  hechos  ó  se  sub- 
sanen las  &ltas« 

El  cumplimiento  de  la  condena  empieza  á  contarse  desde  el 
dia  en  que  se  notificó  al  reo  la  última  sentencia,  sin  más  in- 
terrupción que  la  del  tiempo  que  estuviere  ftigado,  si  deser- 
tase. 

Los  reos  sentenciados  á  presidio  no  pueden  extinguir  sus  con- 
denas sino  en  los  establecimientos  penales  á  que  fueren  destina- 
dos, desterrándose  de  ellos  la  práctica  abusiva  de  tener  presidia- 
rios rehogados  ó  destinados  con  cualquier  título  al  servicio  do- 
méstico, y  prohibiéndose  la  concesión  de  rebajas,  licencias  tem- 
porales y  otras  gracias  reservadas  á  la  Corona,  porque  así  se 

(1)  Ordenanza  de  presidios,  parte  ii!. 

(2)  Ibid.,  parte  n,  y  real  orden  de  5  de  Setimnbre  de  1846. 
(8)  Ibid. 
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eluden  las  pesias  impuestas  por  lod  tribunales  y  dejan  de  cor- 
responder á  sus  verdaderos  fines. 

A  fin  de  que  los  gobernadores  y  los  alcaldes  puedan  declinar 
toda  responsabilidad ,  cuando  por  enfermedad  grave  que  ponga 
en  peligro  la  vida  del  penado  no  ñiere  éste  trasladado  al  esta- 
blecimiento penal  que  le  corresponde,  instruirán  expediente  en 
^e  acrediten  dicha  imposibilidad,  remitiendo  copias  al  tribunal 
que  hubiere  pronunciado  la  sentencia  y  á  la  dirección  general 
del  ramo  (1). 

Tampoco  se  permite  por  circunstancias  ni  consideracioBes  de 
ninguna  especie  á  xiingun  penado  por  delitos  comunes  prestar 
servicios  militares  durante  el  tiempo  de  su  condena,  ni  el  Go- 
bierno concede  en  ningún  caso  á  los  reos  destinados  á  presidio 
que  se  les  cuenten  como  años  de  pena  los  transcurridos  en  el 
ejercicio  de  las  armas,  porque  la  profesión  militar  recibe  desdo- 
ro y  mancilla  con  el  ingreso  de  los  malhechores  en  las  fflas  del 
soldado.  Además  el  contagio  del  crimen  es  un  ataque  directo 
á  la  disciplina,  y  las  fatigas  de  la  milicia  no  son  expiación  sufi- 
ciente para  los  delitos  comunes  (2). 

904. — ^Las  rebsgas  de  condena  son  una  recompensa  que  el  Go- 
bierno ofrece  á  los  confinados  cuyo  mérito  particular,  trabajos 
extraordinarios  ó  señales  visibles  de  arrepentimiento  los  hagan 
acreedores  á  la  clemencia  real. 

No  se  propone  para  esta  gracia  á  los  sentenciados  que  no  ha^ 
yan  cumplido  sin  nota  la  mitad  de  su  condena,  ni  la  rebaja 
puede  exceder  nunca  de  la  tercera  parte  del  tiempo  que  debe 
durar  la  pena  (3). 

Las  rebsgas  no  son  extensivas  á  loe  sentenciados  á  cadena^ 
reclusión  ó  extrañamiento  perpetuos,  quienes  deben  cumplir  su 
condena  dia  por  dia  hasta  que  mueran;  pero  sí  podrán  tenerse 
presentes  su  conducta  y  circunstancias  al  tercer  la  Corona  su 
prerogativa  6  el  derecho  de  gracia. 

905. — Cumplida  la  condena,  el  gobernador  debe  expedir  y  en- 
tregar su  licencia  á  cada  confinado^  instruyéndose  con  cuatro 
meses  de  anticipación  el  expediente  oportuno,  á  fin  de  que  la  re* 


(1)  Real  decreto  de  14  de  Diciembre  de  1895,  reales  órdenes  circulares  de  15  de  Junio 
de  1861  y  24  de  Abril  de  1803,  y  reales  Órdenes  de  25  de  Mayo  y  13  de  Jvaío  del  mismo  aBo* 

(2)  Real  decreto  de  28  de  Agrosto  de  1848. 
(8)  Ordenanza  de  presidios,  arts.  808  y  sifir* 
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cíba  precisamente  el  dia  en  que  espire  el  término  de  su  senten- 
cia. Ningún  pretexto,  ni  motivo  real  puede  alegarse  para  diferir 
la  expedición  de  la  licencia,  ni  aun  la  razón  poderosa  de  ser  in- 
corregible el  confinado.  El  respeto  á  la  libertad  del  hombre  y  á 
la  independencia  del  ciudadano  quiere  que  el  cumplido,  satisfe- 
cha ya  la  justicia,  vuelva  á  la  vida  común ,  y  mientras  no  se  ha- 
ce reo  de  un  nuevo  delito,  está  bajo  la  protección  de  las  leyes* 
Los  alcaldes  de  los  pueblos  á  que  pertenezcan  los  depósitos  mu- 
nicipales, expiden  las  licencias  de  los  sentenciados  á  la  pena  de 
arresto  menor :  los  alcaldes  de  los  pueblos,  cabezas  del  partido 
judicial  á  que  pertenezcan  las  cárceles^  expiden  las  de  los  senten- 
ciados á  la  pena  de  arresto  mayor,  y  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincias en  donde  radiquen  los  presidios,  las  de  los  sentenciados  á 
prisión  (1). 

Siempre  que  el  reo  condenado  por  sentencia  ejecutoria,  ha- 
llándose en  poder  de  la  autoridad  permanezca  en  la  cárcel  ú  otro 
lugar  todo  ó  parte  del  tiempo  de  la  duración  de  la  pena,  se  con- 
sidera que  extingue  total  ó  parcialmente  su  condena  como  si  hu- 
biese ingresado  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto,  con 
tal  que  se  pruebe  que  la  falta  de  ingreso  del  reo  procede  de  una 
causa  independiente  de  su  voluntad.  En  este  caso  expide  la  li- 
cencia de  cumplido  el  gobernador  de  la  provincia  á  que  corres- 
ponde el  punto  donde  el  reo  ha  permanecido  (2).  La  justicia  re- 
clama que  no  le  pare  perjuicio  el  descuido  de  la  autoridad. 

Las  licencias  no  expresan  jamás  las  causas  de  la  condena,  para 
que  los  cumplidos  puedan  presentarlas  sin  rubor  y  sea  más  fá- 
cil, á  favor  del  olvido,  reconciliarse  con  la  sociedad  á  quien  ofen- 
dieron. Los  cumplidos  reciben  el  pasaporte  y  uá  socorro  6  ha- 
ber de  marcha ,  si  no  tienen  reservas  en  las  cajas  del  estableci- 
miento, fruto  de  sus  trabajos  y  economía;  pero  las  licencias  no 
se  les  entregan,  sino  que  se  remiten  á  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos de  su  naturaleza  para  que  sean  archivadas  en  la  secretaría 
del  Ayuntamiento  (3). 

906.— VI.  Policía  judicial. — Aunque  los  establecimientos  pe- 
nales dependen  de  las  autoridades  políticas,  sin  embargo,  consi- 
derando que  los  fiscales  de  las  Audiencias  son  partes  en  la  admi- 

(1)  RmI  6rdMk  de  5  de  JnUo  de  1KS0< 

(2)  Real  orden  de  24  do  Abril  de  1863. 

(3)  Ordenanza  de  presidios,  arta.  909  y  n\g.,  y  real  ói^eft  de  28  de  Junio  de  iSiS. 
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nistracion  de  justicia  y  centinelas  de  la  ley,  tienen  el  deber  de 
reclamar  ante  los  tribunales  la  aplicación  de  las  penas,  y  de  con- 
siguiente la  potestad  de  velar  si  se  ejecuta  ó  no  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado. 

907. — Por  eso  á  la  autoridad  judicial  y  al  ministerio  fiscal  cor- 
responde el  derecho  de  visita  en  todos  los  establecimientos  pe- 
nales, aunque  para  el  solo  efecto  de  inquirir  si  se  cumplen  las  con- 
denas según  han  sido  impuestas,  debiendo  los  jefes  respectivos 
obedecer  las  órdenes  que  en  esta  parte  les  comuniquen  conforme 
al  reglamento. 

908. — El  derecho  de  visita  en  los  presidios  peninsulares  per- 
tenece á  las  Audiencias  y  al  ministerio  fifecal  de  las  mismas  en 
cuyo  territorio  se  hallen  situados,  y  en.  los  de  África  toca  al  em- 
pleado del  orden  judicial  de  mayor  jerarquía  con  residencia  i^a 
en  aquellas  posesiones.  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  goza  del . 
derecho  de  visita  en  todas  las  prisiones  del  reino  (1). 

Los  presidios  menores  de  África,  dependientes  de  la  capitanía 
general  de  Granada,  tienen  su  régimen  gubernativo  y  económi- 
co particular  (2). 

CAPÍTULO  X. 
De  la  eondueclen  y  traslaeioii  de  loe  preses, 

909.— Conducción  de  presos.  915.— Cuándo  pertenece  4  la  auto- 

910. — Cuerdas  de  confinados.  ridad  judicial. 

'  91 1 . —Conducción  en  carruajes  car-     916.— Cuándo  á  la  administrativa. 

rados.  917.-»Cuándo  á  las  dos. 

912.— Legislación.  918.— Desacuerdos  con  este  mo- 
913.— Gastos.  tivo. 

914.— Traslación  de  presos. 

909.— La  conducción  de  los  presos  desde  el  lugar  de  su  encier- 
ro al  de  su  condena,  y  la  traslación  de  los  confinados  de  uno  á 
otro  establecimiento,  deben  sujetarse  á  las  reglas  más  severas 
de  la  disciplina  penitencial. 

910. — El  sistema  de  hacerlos  viajar  públicamente  de  día  y  re- 
unidos en  cuerdas,  adolece  de  gravísimos  inconvenientes.  Pier- 

(1)  Ley  do  26  de  Julio  de  1849,  art.  .S4. 

(2)  Instrucción  de  4  do  Marzo  de  1852. 

TOMO   I.  27 
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den  los  sentenciados  los  restos  de  pudor,  sí  todav/a  albergan  al- 
guno en  Su  alma,  y  su  audacia  después  de  estas  pruebas  raya  en 
cinismo;  se  familiarizan  durante  tan  larga  peregrinación  con  sus 
compañeros  de  infortunio  y  con  los  detenidos  en  las  cárceles  en 
donde  hacen  noche,  contacto  que  no  sólo  aumenta  su  inmorali- 
dad, sina  que  les  da  fuerzas  para  triunfar  del  sentimiento  de  su 
propia  ignominia;  y  por  último  son  un  triste  espectáculo  que  se 
ofrece  á  los  pueblos  del  tránsito,  cuyos  efectos  no  son  felices,  ya 
provoquen  maldiciones,  ya  exciten  simpatías,  ya  inspiren  com- 
pasión. La  repugnante  desnudez  con  que  se  presentan,  los  exce- 
sos de  la  cantina,  la  feroz  alegría  de  aquellos  rostros,  los  canta- 
res obscenos  y  las  palabras  insultantes,  son  precedentes  desfei- 
vorables  para  la  enmienda  del  culpado  y  lecciones  de  funesto 
ejemplo  para  las  costumbres. 

Un  buen  sistema  carcelario  empieza  en  la  prisión  preventiva, 
acompaña  al  delincuente  durante  su  condena  y  todavía  le  sigue 
más  allá  de  los  muros  del  establecimiento  penal:  es  una  serie  no 
interrumpida  de  actos  ya  de  dulzura,  ya  de  severidad,  con  que 
la  administración  procura  conservar  la  inocencia  del  preso  en  su 
estado  de  sospecha,  intimidarle  y  corregirle  en  su  estado  de  pe- 
na, y  fortalecer  al  cumplido  contra  toda  tentación  de  reinciden- 
cia en  su  estado  de  libertad.  Roto  un  solo  eslabón  de  la  cadena, 
la  reforma  del  culpado  es  muy  difícil,  si  no  imposible. 

911. — Estas  graves  consideraciones  movieron  á  otros  Gobier- 
nos á  adoptar  un  nuevo  sistema  de  conducción  y  traslación  dé 
los  sentenciados  al  lugar  de  su  condena.  Verifícase  el  servicio  en 
carruajes  cerrados  y  divididos  en  celdillas  separadas,  de  suerte 
que  los  presos  carecen  de  toda  comunicación  interior  y  exterior. 
Semejante  manera  de  transporte  es  útil  en  sumo  grado  bajo 
el  aspecto  de  la  justicia,  porque  permitiendo  conducir  á  los  sen- 
tenciados con  más  rapidez  á  su  destino,  la  acción  de  las  leyes 
aparece  más  pronta  y  más  eficaz,  la  pena  es  preferible  bajo  el 
aspecto  moral,  porque  evita  que  los  criminales  se  mezclen  y  con- 
tagien formando  parte  durante  mucho  tiempo  de  un  mismo  con- 
voy; hace  imposibles  las  relaciones  que  los  forzados  conducidos 
en  cuerdas  mantienen  con  sus  cómplice^,  y  los  aisla  de  los  pre- 
sos sedentarios  en  cuya  compañía  pasan  las  noches,  cuando  las 
cárceles  del  tránsito  les  dan  alojamiento.  Y  no  sólo  el  método 
expuesto  es  más  humano,  más  expedito,  más  moral,  sino  que  re- 
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gularizando  el  servicio,  llegará  á  ser  también  más  económico  por 
la  brevedad  del  transporte  que  reduce  considerablemente  la  can- 
tidad de  los  socorros  diarios  con  que  ahora  es  preciso  asistir  á 
los  confinados  y  á  su  escolta. 

912. — ^En  España  distamos  mucho  de  alcanzar  este  grado  de 
adelantamiento  en  la  forma  de  conducir  los  presos,  la  cual  está 
en  perfecta  consonancia  con  nuestro  grande  atraso  en  todos  los 
puntos  del  sistema  carcelario. 

Los  sentenciados  á  presidio  en  los  peninsulares  eran  condu- 
cidos por  tránsitos  de  justicia  con  escolta  de  paisanos  armados 
según  la  ordenanza  del  ramo  (1);  más  en  el  dia  presta  la  Guardia 
Civil  dos  veces  á  la  semana  este  servicio,  ó  en  su  defecto,  cuan-, 
do  se  halla  ocupada  en  alguna  atención  preferente,  cualquiera 
otra  ñierza  organizada  dependiente  del  ministerio  de  la  Gober- 
nación, y  en  último  término  debe  recurrirse  á  las  autoridades 
militares  para  que  faciliten  la  necesaria  escolta  del  ejército.  Ex- 
ceptúanse  los  encausados  por  delitos  leves  en  los  casos  que  de- 
terminen las  respectivas  autoridades  judiciales  (2).  Sin  embargo, 
mientras  no  se  haga  entrega  del  preso  ó  confinado  al  jefe  inme-  • 
diato  de  aquel  cuerpo,  los  pueblos  deben  conducirlos  de  orden 
de  sus  alcaldes,  lo  mismo  que  á  los  reos  fugados  y  á  los  malhe- 
chores aprehendidos  por  ellos,  satisfaciendo  los  gastos  ocasio- 
nados en  su  alimento  en  la  misma  forma  que  se  provee  á  la  ma- 
nutención de  los  presos  pobres  (3). 

Los  sentenciados  á  los  presidios  de  África  son  conducidos  en 
cuerdas  que  salen  una  ó  dos  veces  al  año,  según  su  número,  en 
los  meses  de  Abril  y  Setiembre  y  en  los  dias  señalados  por  la 
dirección.  Un  jefe  militar,  llevando  á  sus  órdenes  la  suficiente 
escolta,  cuya  fuerza  se  ^a  en  la  proporcipn  de  un  soldado  por 
cada  diez  presidiarios,  es  el  encargado  de  la  conducción  bsgo  su 
responsabilidad.  Las  escoltas  se  relevan  en  los  puntos  donde  hay 
comodidad,  procurando  que  el  relevo  se  repita  con  la  mayor  fre- 
cuencia posible .  Cuando  los  presos  transeúntes  se  detienen  en 
los  pueblos  para  pernoctar,  ó  por  efecto  del  temporal,  ó  por  otra 
causa  que  justifique  la  detención,  ingresan  por  regla  general  en 
los  depósitos  municipales,  colocándolos  con  separación  de  los 

(1)  Art.  54. 

(2)  Real  órdea  de  36  de  Agosto  de  1819* 

(3)  Roal  6rdon  de  36  de  Mayo  de  181C. 
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procesados  y  de  los.  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  menor; 
pero  pueden  no  obstante  tener  ingreso  en  las  cárceles,  si  el  pue- 
blo es  cabeza  de  partido  judicial,  y  el  depósito  no  ofrece  la  segu- 
ridad ó  la  capacidad  necesarias  (1). 

Si  las  conducciones  se  verifican  á  largas^distancias  fuera  de  la 
provincia,  las  autoridades  civiles  cuidan  de  la  seguridad  de  los 
presos,  poniéndose  de  acuerdo  con  las  militares  (2). 

Guando  algún  presidiario  enferma,  el  comandante  de  la  cuer- 
da lo  hace  reconocer  por  un  facultativo,  quien  declara  si  puede 
ó  no  continuar  la  marcha.  Pudiendo  continuar,  y  habiendo  en 
la  ruta  á  distancia  proporcionada  algún  hospital  civil  ó  militar, 
sigue  el  enfermo  incorporado  en  la  cuerda  hasta  hacer  entre- 
ga de  él  en  calidad  de  preso  al  administrador  ó  jefe  del  estableci- 
miento bajo  recibo.  No  pudiendo  proseguir  el  camino,  debe  de- 
jarlo encargado,  también  bajo  recibo,  al  alcalde  para  que  le  pro- 
porcione la  asistencia  y  socorros  que  reclama  la  humanidad  afli- 
gida, ó  le  traslade  al  hospital  más  inmediato,  si  éste  no  cae  en 
el  itinerario  ó  no  se  halla  á  distancia  regular. 

Restablecido  el  enfermo,  los  alcaldes  cuidan  de  remitirle  al 
presidio  más  inmediato,  desde  donde  le  envia  el  gobernador  de 
la  provincia  á  su  destino ;  y  si  el  mal  se  agrava  hasta  el  punto 
de  peligrar  la  vida,  la  autoridad  local  procura  que  el  confinado 
haga  testamento  teniendo  bienes,  y  no  teniéndolos,  declaración 
de  pobre,  cuyos  documentos  con  la  fé  de  muerte,  si  falleciese, 
pone  en  manos  de  la  autoridad  superior  de  la  provincia  y  éste 
remite  á  la  dirección. 

No  puede  acompañar  á  los  presidiarios  conducidos  en  cuerdas 
individuo  alguno  de  su  familia,  y  menos  todavía  pasar  con  ellos 
á  las  plazas  de  África  adonde  fueren  destinados  (3) . 

Los  presos  rematados  y  los  penados  de  tránsito  no  deben  de- 
tenerse en  las  cárceles  más  tiempo  del  rigorosamente  necesario. 
Exígenlo  la  seguridad,  la  moral  y  la  economía  (4). 

913. — Los  gastos  que  ocasiona  la  conducción  de  rematados  á 
presidio  no  deben  gravar  á  los  pueblos  del  tránsito,  sino  satis- 
íkcerse  por  cuenta  del  presupuesto  del  ramo  (5),  porque  siendo 

(1)  Real  orden  de  13  de  Setiembre  de  1819. 

(2)  Real  orden  de  26  de  Afifosto  de  1849. 

(3)  Ordenanza  de  presidios,  arts.  57  y  sig. 

(4)  Real  orden  de  15  de  Junio  de  1861. 

(5)  Reales  órdenes  de  28  de  Enero  y  31  de  Marzo  de  1887,  y  23  de  AbrU  d«  1888< 
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un  servicio  público  del  cual  reporta  interés  toda  la  nación,  pa- 
rece justo  que  sea  también  á  cargo  del  estado. 

914. — La  traslación  de  los  presos  6  su  mudanza  de  una  á  otra 
prisión  es  un  asunto  de  la  exclusiva  competencia  de  la  autoridad 
judicial,  ó  de  la  administrativa,  ó  en  fin  de  potestad  mixta. 

915. — Pertenece  sólo  á  la  autoridad  judicial  cuando  se  refiere 
á  presos  con  causa  pendiente,  y  motivos  que.  tocan  de  cerca  á 
la  administración  de  justicia  la  exigen  con  arreglo  á  las  leyes; 
pero  en  ningún  caso  puede  decretar  la  traslación  en  masa  de 
los  presos  de  una  cárcel  á  otra  por  sí  misma. 

916. — A  la  administración,  por  su  parte,  corresponde  ordenar 
la  traslación  de  una  á  otra  cárcel: 

I.  Si  los  presos  no  tuviesen  causa  pendiente. 

n.  Si  teniéndola,  no  saliesen  del  lugar  de  residencia  del  tri- 
bunal ó  juez  instructor  del  proceso. 

in.  Y  en  fin,  ftiera  de  aqueUos  límites,  en  caso  de  absoluta  ne- 
cesidad y  como  cautela  temporal,  dando  al  instante  noticia  de  la 
disposición  y  de  sus  motivos  al  presidente  de  la  Audiencia  ó  al 
juez  de  primera  instancia,  según  que  la  causa  penda  del  juzgado 
6  del  tribunal  superior. 

No  se  da  curso  á  ninguna  solicitud  de  traslación  que  no  esté 
apoyada  en  causa  legítima,  es  decir,  que  no  aparezca  justificada 
en  motivos  de  salud  tales  que  exijan  la  mudanza  de  residencia 
para  la  conservación  de  la  vida.  El  Gobierno  ha  querido  extirpar 
el  abuso  de  sustraerse  durante  un  plazo  más  ó  menos  largo  á  la 
disciplina  carcelaria,  y  evitar  las  fugas  á  qué  convida  el  viaje. 

Las  instancias  de  traslación,  cuando  proceden,  deben  presen- 
tarse al  comandante  respectivo,  quien  las  eleva  á  la  dirección 
acompañadas  del  dictamen  del  facultativo  al  servicio  del  estable- 
cimiento y  de  su  propio  informe  (1). 

917. — Por  último,  la  traslación  de  los  presos  con  causa  pen- 
diente, cuando  circunstancias  extraordinarias  no  obligan  á  la 
autoridad  administrativa  á  decretarla  por  sí  sola,  es  asunto  de 
competencia  mixta,  por  lo  cual  debe  la  administración  ponerse 
previamente  de  acuerdo  con  el  presidente  de  la  Audiencia  ó  el 
juez  instructor  para  llevarla  á  efecto. 

918. — Si  con  este  motivo  hubiere  desacuerdo  entre  un  alcalde 

(1)  Real  orden  de  11  de  Junio  de  1803. 
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y  un  juez  de  primera  instancia,  el  gobernador  de  la  provincia  y 
el  presidente  de  la  Audiencia  lo  dirimen.  No  resultando  avenen- 
cia entre  estas  dos  autoridades,  elevan  los  antecedentes  al  Go- 
bieíno  para  que  decida. 

Si  el  desacuerdo  ocurriese  entre  el  presidente  y  un  alcalde,  ó 
el  gobernador  y  un  juez,  también  resuelve  el  Gobierno  á  quien 
se  remiten  los  antecedentes  por  el  conducto  ordinario  como  en 
el  caso  anterior. 

Mientras  la  cuestión  no  se  decide,  el  preso  no  será  trasladado; 
más  si  ya  lo  estuviere  por  causa  urgente,  subsistirá  en  la  cárcel 
en  donde  se  halle  (1). 


CAPÍTULO  XI. 
De  kM  cstableeimleiitos  pénale*  para  las  BiBjeree. 

919.— Influjo  de  las  mujeres  en  la  res. 

moral  pública  y  privada.  921.— Casas  de  correpcion. 

920.— Impoi*tancia  de  los  estable-  922.— Prisiones  en  que  extinguen 

.cimientos  penales  de  muje-  las  mujeres  sus  condenas. 

919* — Es  opinión  general  que  las  mujeres  cometan  menos  de- 
litos que  los  hombres,  diferencia  que  unos  atribuyen  á  causas 
morales,  otros  á  la  mayor  debilidad  del  sexo  femenino.  Como 
quiera,  el  influjo  de  las  miyeres,  esposas,  madres,  hijas  ó  her- 
manas en  la  moralidad  de  las  familias  es  muy  superior  al  de  los 
hombres.  Este  ascendiente  íntimo  que  con  su  palabra  y  con  su 
ejemplo,  con  su  ruego  ó  su  consejo  ejercen  en  las  costumbres, 
sube  de  punto  en  las  clases  cuya  ignorancia  y  miseria  ponen 
á  riesgo  diario  de  quebrantar  las  leyes.  Una  esposa  prudente 
y  una  madre  virtuosa  abrazan  toda  la  vida  doméstica,  que  es 
la  vida  entera  délas  familias  últimas  de  la  escala  social;  y  una 
mujer  sin  hábitos  de  trabajo,  de  orden  y  de  economía  y  cuyo 
corazón  se  ha  cerrado  á  todo  sentimiento  de  virtud  y  de  pudor, 
arrastra  por  una  pendiente  irresistible  á  su  marido  y  á  sus  hi- 
jos hasta  lofe  abismos  insondables  del  crimen.  Extinguidos  los 
afectos  de  familia,  nada  la  detiene  en  la  carrera  del  vicio,  y 

s  I 

(1)  Ley  de  26  de  Julio  de  1849,  artB.  81  y  sig. 
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después  de  pervertir  á  cuantos  la  rodean,  la.  mujer  criminal 
corrompe  á  los  extraños,  los  atrae,  los  anima  y  les  comunica 
la  actividad  de  su  espíritu  y  la  viveza  de  sus  impresiones.  Casi 
siempre  en  la  vida  de  los  grandes  criminales  aparece  una  mu- 
jer como  autora  ó  instigadora  de  sus  más  sangrientas  escenas; 
demonio  tentador  que  tal  vez  concluye  haciendo  traición  á  sus 
cómplices  y  entregándolos  á  la  espada  de  la  justicia.  Las  muje- 
res son  mejores  y  peores  que  los  hombres.  Por  eso  dijo  lord 
Byron:  «De  un  hombre  á  otro  hombre  hay  tanta  distancia  como 
del  cielo  á  la  tierra;  pero  de  una  miyer  á  otra  mujer  cuanta  del 
cielo  al  infierno.» 

920. — Si  tal  es  el  infliyo  de  las  mujeres  en  la  moral  pública  y 
privada,  el  sistema  penitencial  no  debe  olvidarlas,  sino  procurar 
su  enmienda  con  tanto  ó  más  empeño  que  la  corrección  de  los 
hombres.  La  regeneración  moral  de  las  hembras  no  es  obra  tan 
diflcil  como  la  rehabilitación  social  de  los  varones,  porque  son 
aquéllas  más  sensibles,  el  crimen  es  más  opuesto  á  su  organiza- 
ción y  hay  en  sus  corazones  cuerdas  muy  delicadas  que  hacién- 
dolas vibrar  oportunamente  deciden  el  triunfo  de  la  virtud.  Acer- 
tó á  manejar  estos  secretos  resortes  Isabel  Fry,  de  la  secta  de 
los  cuákeros,  mujer  fuerte  y  bondadosa,  nacida  para  convertir, 
consolar  y  mandar,  porque  rebosaban  de  su  alma  la  caridad  cris- 
tiana, la  simpatía  femenina  y  la  autoridad  natural,  todo  ello  mez- 
clado con  un  poco  de  vanidad  (1).  Logró  con  arte  insinuarse  en 
el  ánimo  de  las  disolutas  prisioneras  de  Newgate,  granjearse  su 
confianza  y  obtener  su  enmienda  cuando  todos  desesperaban  de 
lograrla,  prodigando  prifneramente  cariñosos  cuidados  á  los  hi- 
jos de  aquellas  infelices,  las  cuales,  aunque  sumidas  en  un  estado 
de  espantosa  abyección,  no  tuvieron  fuerzas  sin  embargo  para 
desoir  la  voz  de  una  bienhechora  que  las  hablaba  en  nombre  del 
amor  maternal. 

921. — ^Nuestras  casas  de  corrección  de  migeres  están  sujetas 
á  las  mismas  autoridades  que  los  presidios,  es  decir,  al  ministro 
de  la  Gobernación,  á  la  dirección  del  ramo,  á  los  gobernadoreis 
de  provincia  y  comandantes,  y  de  una  manera  inmediata,  á  las 
inspectoras,  celadoras  y  ayudantas  en  sus  respectivas  atribucio- 
nes. La  clasificación  de  las  reclusas  por  categorías  de  moralidad, 
aunque  sin  la  separación  conveniente,  el  trabajo  en  común,  un 

(1)  Quizo t,  JtffmotrM,  t.  V,  p.  1*76. 
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régimen  igual  para  todas,  prácticas  y  exhortaciones  religiosas 
y  castigos  leves  comunmente,  y  severos  sin  crueldad  en  algunos 
casos,  son  las  bases  de  la  disciplina  penitencial  de  dichos  esta- 
blecimientos (1). 

922. — ínterin  no  se  plantean  los  establecimientos  que  el  Có- 
digo penal  exige,  las  mujeres  delincuentes  ingresan  en  las  casas 
de  corrección  que  ahora  existen,  con  la  limitación  de  que  las 
sentenciadas  á  la  pena  de  arresto  mayor  ó  menor  extingan  sus 
condenas  en  las  cárceles  ó  en  los  depósitos  municipales  (2). 

Mucho  falta  por  hacer  hasta  elevar  estas  casas  de  corrección, 
así  como  nuestras  cárceles  y  presidios,  á  la  altura  en  que  se  en- 
cuentran en  varias  naciones  de  Europa  y  en  parte  de  América; 
pero  por  ahora  será  fuerza  moderar  nuestros  déseos  y  conten- 
tarnos con  aplicar  á  los  establecimientos  penales  de  España  los 
principios  de  la  reforma  penitencial  y  las  reglas  de  disciplina 
más  urgentes  y  de  más  fácil  ejecución.  Del  Gobierno  y  del  tiem- 
po esperamos  mejores  frutos:  de  aquél  porque  comunicará  el  im- 
pulso ;  de  éste  porque  suministrará  los  medios  de  realizar  el  pro- 
greso apetecido. 

SECCIÓN  n. 

DBBBRBS  DB  LA  ADMINISTRACIÓN  BBLATIVOS  AL  BSTABO  NATURAL 

DB  LAS  PBRSONAS. 


CAPÍTULO    XII. 

Del  estado  de  las  personas. 

923.— Derechofií  y  deberes  perso-     924.— Estado  de  las  personas  y  su 
nales.  división. 

923.  —Hemos  dicho  en  otra  parte  que  la  administración  reco- 
nocía derechos  y  deberes  personales,  unos  generales  ó  comunes 
á  todos,  y  otros  particulares  ó  relativos  á  algunos  individuos. 
En  el  primer  caso  la  ley  considera  en  el  hombre  solamente  el 

(1)  Reglamento  de  9  de  Junio  de  1847,  y  reales  órdenes  de  15  de  Diciembre  de  1647  y  22 
de  Diciembre  de  1851. 

(2)  Código  penal,  art.  96,  y  ley  de  1^  de  Julio  de  1849,  art.  24. 
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carácter  de  miembro  de  la  nación,  y  en  el  segundo  atiende  á  su 
estado  en  la  sociedad. 

924. — Estado  de  las  personas  es  la  condición  ó  manera  en  que 
los  hombres  viven  ó  están  (1),  y  nace  siempre  de  la  ley,  porque 
sólo  la  potestad  legislativa  crea  derechos  é  impone  obligacio- 
nes: de  donde  se  colige  que  según  las  leyes  fueren  naturales, 
civiles  ó  políticas,  así  el  estado  será  también  natural,  civil  ó  po- 
lítico. 

Seguramente  que  al  examinar  bajo  este  nuevo  punto  de  vista 
las  relaciones  entre  la  administración  y  los  administrados,  ha- 
bremos de  pisar  los  linderos  de  otras  ramas  de  la  jurisprudencia 
ajenas  á  nuestro  asunto ;  pero  aun  así  procuraremos  contraernos 
lo  más  posible  en  la  exposición  de  la  doctrina  administrativa, 
respetando  únicamente  aquellos  vínculos  que  la  identidad  de 
principios  y  un  origen  común  establecen  entre  todas  las  ciencias 
hermanas. 


CAPITULO  XIII. 

De  la  benefieencia  públlea. 


925.— Estado  natural  de  las  perso- 
nan. 

926. — Hombres  validóse  inválidos. 

927.— Beneficencia  pjíblica. 

928.— ¿Debe  ser  un  servicio  admi- 
nistrativo? 

929.— Utilidad  de  los  reglamentos 
de  beneficencia. 

930.— La  beneficencia  pública  se 
reúne  á  la  caridad  privada. 

931. — La  beneficencia  es  un  deber 
social. 

932.— Carácter  de  este  deber. 

933. — Derecho  á  la  asistencia  del 


estado. 

934.— Obligación  de  alimentos  á 
expensas  del  erario. 

935.— Caridad  legal. 

936.— Influjo  de  las  leyes  econó- 
micas en  la  indigencia. 

937. — Caridad  social. 

938. — Medida  incierta  de  la  benefi- 
cencia publica. 

939.— Es  imposible  apreciar  los 
grados  del  infortunio. 

940,— Objeto  de  la  beneficencia  pú- 
blica. 


925. — Según  su  estado  natural  se  distinguen  las  personas  en 
válidas  é  inválidas,  pues  hay  hombres  á  quienes  la  naturaleza 
dotó  con  la  plenitud  de  facultades  físicas  y  morales  necesaria  para 
procurarse  sus  medios  de  existencia,  y  otros  más  infelices  cuyas 


(1)  Ley  1,  tít.  m,  Part.  IV, 
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ñierzas  ori^nariamente  flacas  ó  debilitadas  por  la  edad^  la  des- 
gracia ó  la  fatiga,  no  pueden  soportar  ningún  trabsgo  asiduo  y 
penoso. 

926.— Mientras  los  válidos  y  los  inválidos  posean  recursos  pro- 
pios con  que  satisfacer  las  primeras  necesidades  de  la  vida,  la 
administración  no  les  debe  sino  aquella  común  protección  que 
alimenta  la  actividad  individual  amparando  las  personas  y  de- 
fendiendo la  propiedad ;  más  cuando  los  bracos  llegan  á  ser  inú- 
tiles al  hombre  válido,  porque  busca  trabajo  y  no  lo  encuentra, 
ó  si  la  incapacidad  del  inválido  fuere  absoluta  y  ambos  padecie- 
ren ó  estuvieren  expuestos  á  padecer  los  hon^ores  de  la  miseria, 
la  administración  debe  auxiliarlos  con  socorros,  es  decir,  dispen- 
sándoles los  dones  y  los  consuelos  de  la  caridad  social. 

Este  doble  infortunio  constituye  al  hombre  en  un  estado  de 
minoridad  á  que  corresponde  una  solícita  tutela  en  el  Gobierno, 
cuyos  paternales  cuidados  le  revisten  con  el  carácter  de  segunda 
providencia  para  el  desvalido. 

927. — Tal  es  el  objeto  de  la  beneficencia  pública  que  no  es  sino 
la  beneficencia  colectiva,  la  caridad  ejercida  en  su  más  lata  esfe- 
ra, derramando  sus  tesoros  á  expensas  y  en  nombre  del  estado. 

928.— Pero  ¿debe  la  ley  convertir  la  beneficencia  en  servicio 
administrativo?  ¿Tiene  la  indigencia  derecho  á  los  socorros  pú- 
blicos? ¿Hasta  dónde  alcanzan  los  deberes  de  la  caridad  social?  Hé 
aquí  tres  graves  cuestiones  que  examinaremos  sucesivamente. 

Hay  deberes  morales  para  la  sociedad  como  para  los  indivi- 
duos, y  por  eso  mismo  hay  una  beneficencia  pública  y  una  cari- 
dad privada.  La  administración  no  puede  mantenerse  indiferen- 
te, inmóvil  y  muda  en  presencia  del  infortunio :  su  obligación  es 
aliviar  los  padecimientos  de  las  clases  indigentes,  no  sólo  porque 
interesa  á  la  paz,  al  orden,  á  la  salud,  al  bien  público,  sino  por- 
que el  estado,  á  manera  de  la  familia,  de  la  corporación,  de  la 
ciudad,  de  una  asociación  cualquiera  tiene  el  deber  rigoroso  de 
velar  por  su  conservación  que  libra  en  la  conservación  de  sus 
miembros. 

lA  beneficencia  pública  es  el  ejercicio  de  una  caridad  superior 
inteligente  y  liberal  que  enseña  al  hombre  los  medios  de  lograr 
la  mejora  indefinida  de  la  sociedad,  la  destrucción  de  la  miseria, 
del  vicio,  del  dolor  en  sus  raíces  y  el  exterminio  del  mal  en  sus 
causas. 
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929.  —Pretenden  algunos  que  es  ilusoria  la  necesidad  de  regla- 
mentos administrativos  para  dirigir  á  la  sociedad  por  las  sendas 
de  la  beneficencia;  que  los  socorros  públicos  no  tienen  con  la  ca- 

r 

ridad  sino  una  grosera  semejanza;  que  dando  á  los  sentimientos 
individuales  organización  y  conjunto,  robustecidos  con  el  poder 
de  la  asociación,  conducirían  á  la  sociedad  hasta  un  período  de 
progreso  en  que  desapareciesen  como  innecesarias  las  leyes  de 
pobres.  Este  risueño  porvenir,  si  no  es  una  utopia,  se  nos  pre- 
senta en  horizonte  muy  lejano,  por  lo  cual  ninguna  administra- 
ción debe  descansar  confiando  en  la  caridad  privada,  porque  sien- 
do sus  dones  espontáneos,  la  suerte  de  los  indigentes  seria  tan 
precaria,  como  eventuales  é  inciertos  los  socorros  particulares. 

930. — Pero  la  beneficencia  pública  no  rehusa,  sin  embargo,  el 
auxilio  de  la  caridad  privada,  sino  que  por  el  contrario  perfec- 
ciona y  completa  su  acción.  La  caridad  social  es  de  suyo  inflexi- 
ble, porque  está  sujeta  á  reglamentos;  costosa,  porque  se  con- 
vierte en  un  servicio  administrativo;  descuidada,  porque  confun- 
de á  cada  paso  la  verdadera  con  la  falsa  pobreza,  y  por  último 
poco  benévola  y  afectuosa,  pues  para  ejercerla  establece  el  Go- 
bierno una  jerarquía  que  se  posee  del  cumpfimiento  de  un  deber, 
y  no  simpatiza  con  el  desgraciado.  A  la  caridad  privada,  pacien- 
te y  benigna,  toca  llenar  estos  huecos,  socorriendo  ciertos  infor- 
tunios imposibles  de  adivinar,  ciertas  desgracias  ocultas,  ciertos 
accidentes  pasajeros  que  huyen  á  la  perspicacia  del  legislador  y 
á  la  previsión  de  los  reglamentos. 

La  justicia  social  respeta  en  la  indigencia  su  título  á  los  socor- 
ros públicos,  primeramente  porque  existirán  derechos  y  deberes 
anteriores  á  toda  sanción,  mientras  la  conciencia  reconozca  prin- 
cipios eternos  de  moral  universal  superiores  á  toda  ley  positiva; 
y  en  segundo  lugar  porque  si  el  progreso  de  las  sociedades  au- 
menta el  desn,ivel  de  las  condiciones,  sobre  el  estado  pesa  la  obli- 
gación de  poner  remedio  á  los  males  parciales  que  él  mismo  cau- 
sa, procurando  el  bien  del  mayor  número.  Tanta  crueldad  seria 
entregar  el  Gobierno  las  víctimas  de  la  civilización  á  su  desgra- 
cia, como  abandonar  un  capitán  vencedor  á  sus  heridos  en  el  cam- 
po de  batalla. 

931. — Este  deber  de  la  administración  crece  con  el  adelanta- 
miento de  los  pueblos,  porque  el  aumento  de  la  riqueza  pública 
y  de  la  felicidad  general  suministra  medios  copiosos  de  darle  fiel 
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cumplimiento.  Cuando  lo  supérfluo  abunda  para  nosotros,  bien 
podemos  proveer  á  los  demás  de  lo  necesario. 

932. — ^No  basta  asentar  el  principio  del  deber  social  como  ba* 
se  de  las  leyes  de  beneficencia;  es  preciso  calificar  aquel  deber  y 
decidir  la  cuestión  de  doctrina  para  señalar  con  exactitud  las  re- 
glas de  la  beneficencia  práctica  y  la  mejor  organización  de  un  sis- 
tema de  socorros  públicos. 

Del  infortunio  nace  un  derecho  moral  á  la  asistencia  del  Go- 
bierno; pero  no  un  derecho  civil  ni  un  derecho  político,  sino  una 
obligación  fundada  en  la  equidad,  proclamada  por  la  naturaleza 
y  santificada  por  el  Evangelio.  Convertir  el  sentimiento  de  la 
caridad  en  un  deber  estricto,  transformar  el  precepto  de  concien- 
cia en  deuda  del  estado,  equivale  á  reconocer  el  derecho  del  po- 
bre al  impuesto  íntegro,  á  toda  la  renta ,  al  capital  mismo,  y  á 
proclamar  en  suma  la  abolición  de  la  propiedad;  y  como  sin  ésta 
no  se  concibe  la  sociedad  ni  la  existencia  del  hombre  fuera  de 
ella,  admitir  en  el  Gobierno  una  obligación  eficaz,  anterior  á  la 
ley  escrita  ó  positiva,  de  otorgal:*  socorros  públicos,  es  un  supues- 
to contradictorio,  es  reconocer  un  derecho  contra  el  derecho. 

Hay  ciertos  deberes  que  no  tienen  derechos  correlativos.  La  ca- 
ridad pertenece  á  esta  clase,  porque  el  hombre  debe  socorrer  al 
prójimo  sin  que  el  necesitado  posea  el  derecho  de  exigir  de  per- 
sona determinada  el  alivio  á  su  infortunio.  Son  preceptos  del  or- 
den moral  óVeligioso  que  las  constituciones  políticas  no  consa- 
gran, ni  las  leyes  civiles  establecen,  ni  desenvuelven  los  regla- 
mentos administrativos,  pues  el  legislador  solamente  considera 
y  desarrolla  los  principios  de  estricta  justicia.  El  estado  no  pro- 
tege sino  el  libre  ejercicio-de  los  derechos  absolutos,  de  los  de- 
rechos rigorosos  de  los  individuos  y  jamás,  sin  violar  el  santua- 
rio de  la  conciencia  y  sin  destruirla  libertad,  podria  exigir  al 
ciudadano  el  cumplimiento  de  sus  deberes  puramente  morales. 

933.— La  cuestión  de  la  asistencia,  tal  cual  el  socialismo  la 
propone,  es  la  cuestión  de  vivir  los  particulares  á  expensas  del 
estado,  en  vez  de  subsistir  el  estado  á  costa  de  los  particulares, 
considerando  la  sociedad  como  un  ser  ideal,  una  persona  fan- 
tástica dotada  de  una  existencia  distinta  de  los  individuos  y  aun 
opuesta  á  sus  intereses.  Entendido  así,  el  derecho  absoluto  á  la 
asistencia  es  el  derecho  al  salario,  á  una  recompensa  proporcio- 
«lada  á  las  necesidades  verdaderas  ó  facticias  del  obrero  y  de  su 
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familia;  y  como  estas  necesidades  varían  según  los  tiempos,  los 
lugares,  los  sucesos  y  las  situaciones  de  la  vida,  es  condición 
implícita  que  el  obrero  se  fije  á  sí  mismo  el  precio  del  trabajo. 

934.-7La  obligación  de  dar  alimentos  sólo  es  natural  ó  civil 
entre  particulares :  el  estado  no  la  reconoce  sino  como  un  deber 
moral  mientras  puede  y  dentro  del  límite  de  sus  recursos,  por- 
que no  hay  contrato  social,  no  hay  leyes  convencionales  ante- 
riores á  las  leyes  positivas.  El  derecho  es  una  cosa  cierta;  el  de- 
ber incierto :  el  primero  es  revindicable ;  el  segundo  no :  aquél 
nace  de  la  ley;  éste  de  la  conciencia. 

935. — La  expresión  caridad  legal  significa  la  negación  de 
toda  simpatía  con  la  desgracia  y  manifiesta  una  idea  contradic- 
toria, porque  no  hay  beneficio  cuando  el  socorro  no  es  espontá- 
neo, ni  actos  espontáneos  donde  no  existe  libertad.  Convertir  la 
obligación  moral  en  obligación  civil,  reemplazar  el  sentimiento 
con  el  deber,  es  amortiguar  el  espíritu  religioso  en  el  individuo, 
cuya  benevolencia  cesa  al  ver  que  la  ley  declara  el  infortunio 
una  carga  de  justicia  para  el  estado.  La  expresión  caridad  legal 
excluye  las  ideas  de  beneiíicio  y  gratitud,  porque  no  hay  favor 
cuando  se  satisface  una  deuda,  ni  reconocimiento  sino  al  aceptar 
un  beneficio. 

Jío  quiere  decir  que  la  sociedad  abandone  al  pobre  desvalido: 
la  administración  no  debe  con  imprudentes  socorros  eximir  al 
individuo  de  toda  responsabilidad  por  sus  faltas  de  previsión,  y 
de  economía,  dejando  la  virtud  sin  recompensa  y  sin  castigo  el 
vicio;  pero  tampoco  se  opone  al  principio  de  la  libertad  humana 
que  el  estado  acuda  en  auxilio  de  las  desgracias  individuales, 
porque  la  previsión  particular  no  excluye  la  previsión  comun. 

La  caridad  es  el  bálsamo  que  cura  estas  heridas  sociales  y  mi- 
tiga el  dolor  de  la  miseria,  triste  condición  de  la  flaca  naturale- 
za humana  y  ley  constante  de  todas  las  sociedades,  porque  cuan- 
do el  capital  crece  más  aprisa  que  la  población,  hay  bienestar, 
y  cuando  la  población  adelanta  al  capital,  hay  privación  y  sufri- 
miento; y  así,  mientras  existan  estos  datos  y  fuere  posible  la 
perturbación  de  aquel  equilibrio  (que  sucederá  siempre),  habrá 
pobres  en  la  tierra. 

Dícese  que  la  limosna  humilla;  no,  la  caridad  no  degrada:  la 
obligación  de  socorrer,  sí,  quebrantarla  todos  los  vínculos  de 
fraternidad,  porque  al  practicar  el  bien  no  habria  mérito  en  el 
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rico,  ni  motivo  de  gratitud  para  el  pobre.  No  todo  se  manda,  ni 
puede  exigirse  todo :  si  la  ley  rehusa  el  apoyo  voluntario  de  la 
moral,  la  sociedad  será  tiránica  ó  impía. 

Ninjfun  plan  para  socorrer  la  pobreza  merece  atención  sino 
aquel  que  conduce  á  los  pobres  al  estado  de  no  necesitar  socor- 
ros, multiplicando  los  medios  de  existencia  con  los  productos  del 
trabgyo.  Todos  los  demás  proyectos  se  fundan  en  el  sistema  de  so- 
correr la  miseria  á  costa  de  la  miseria  misma,  de  la  miseria  uni- 
versal llevada  hasta  la  destrucción,  pues  proclamar  falsos  dere- 
chos es  poner  en  evidente  peligro  los  verdaderos. 

936. — Buenas  leyes  económicas  para  precaver  la  indigencia, 
y  cuando  estos  medios  preventivos  no  alcancen,  las  máximas  del 
cristianismo  aplicadas  á  la  política  por  el  influjo  de  la  ley  y  Ue^ 
vadas  al  seno  de  la  familia  y  al  corazón  mismo  del  individuo  por 
el  influjo  de  la  educación,  lograrán  organizar  con  más  acierto 
un  sistema  de  socorros  públicos,  que^  la  práctica  estéril  y  teme- 
raria de  toda  obligación  legal.  Los  Gobiernos  han  considerado 
siempre  en  la  beneficencia  pública  un  deber  social,  aunque  ja- 
más se  haya  escrito  en  los  códigos  el  derechp  individual  á  la 
asistencia ;  y  si  á  la  caridad  privada  puede  oponerse  alguna  ta- 
cha, no  será  seguramente  la  dureza,  ni  tampoco  la  avaricia,  sino 
al  contrario  su  celo  excesivo  y  su  liberalidad  indiscreta. 

937. — La  caridad  social  no  supone  el  derecho  de  requerir  im 
auxilio,  de  exigir  una  prestación  determinada,  ejercitando  el  in- 
dividuo una  acción  contra  el  estado  para  obtener  la  asistencia; 
es  una  esperanza  legítima  de  alivio,  un  título  de  protección  res- 
petable á  los  ojos  del  Gobierno.  No  vemos  en  ella  la  satisfacción 
de  una  deuda,  sino/el  otorgamiento  de  un  beneficio. 

938. — Por  esta  causa  no  puede  ser  cierta  la  medida  de  la  be- 
neficencia pública:  siempre  carecerán  sus  actos  de  aquella  fijeza 
y  exactitud  que  se  descubre  en  todo  deber  rigoroso.  Un  vago  es- 
píritu de  equidad  señala  sus  reglas,  si  no  con  una  precisión  ab- 
soluta, guardando  por  lo  menos  algún  grado  de  corresponden- 
cia y  analogía  con  la  intensidad  y  la  extensión  de  cada  infortu- 
nio. La  beneficencia  pública  presta  apoyo  á  la  infancia  abando- 
nada, enseñanza  á  la  frágil  juventud,  amparo  á  la  vejez  desva- 
lida, y  al  enfermo  pobre  ó  socorros  domésticos  ó  una  hospitali- 
dad común. 

Si,  tratamos  de  deslindar  las  verdaderas  de  las  falsas  necesida- 
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des  para  discernir  la  indigencia  real  de  la  fingida;  si  nos  propo- 
nemos ajustar  la  medida  de  los  socorros  á  lo  grave  de  la  desdi- 
cha, á  lo  extenso  de  las  privaciones,  á  lo  profundo  del  padeci- 
miento; si  intentamos  fijar  el  tiempo,  el  modo,  la  forma  de  la 
asistencia,  nuestros  esfuerzos  serán  vanos,  porque  cuanto  más 
adelantáremos  en  estas  cuestiones,  tanto  más  se  hallará  nuestra 
razón  envuelta  en  las  tinieblas  de  la  incertidumbre. 

939.— El  infortunio  no  es  un  fenómeno  simple,  absoluto,  co- 
mensurable;  hay  dolor  físico,  penas  verdaderas,  males  imagina- 
rios y  también  amarguras  que  tienen  su  raíz  en  la  opinión.  La 
beneficencia  pública  sólo  debe  socorrer  el  infortunio  positivo; 
más  ¿cómo  distinguir  el  padecimiento  digno  de  alivio  de  los  que- 
brantos, así  del  cuerpo  como  del  espíritu,  que  á  la  administración 
nó  es  lícito  remediar? — ^Vé  ahí  por  qué  la  acción  de  la  caridad 
social  será  siempre  indefinida  en  cuanto  á  la  naturaleza  y  al  gra- 
do de  la  asistencia  conveniente  á  cada  persona,  pues  siendo  tan- 
tas y  tan  varias  las  desdichas  individuales,  fuera  loco  empeño  su- 
bordinar enteramente  su  remedio  á  reglas  inflexibles  y  unifor- 
mes. Aunque  la  administración  no  posea  una  medida  común  del 
infortunio,  basta  á  su  propósito  conocer  por  los  signos  exterio- 
res ciertos  hechos  generales,  ciertas  necesidades  de  todo  indivi- 
duo, y  sobre  esta  base  segura,  si  bien  un  tanto  indeterminada, 
asienta  la  legislación  relativa  á  los  socorros  públicos. 

940. — La  beneficencia  pública  es  una  tutela  del  estado,  centro 
y  apoyo  del  patronato  individual  en  favor  del  infortunio,  y  rea- 
lización del  principio  fundamental  de  la  sociedad  humana  que 
asegura  al  débil  la  protección  del  fuerte.  Precaver  la  miseria 
combatiéndola  en  su  origen,  instituir  ó  reformar  los  estableci- 
mientos piadosos  destinados  á  reprimirla,  y  dictar  leyes  y  regla- 
mentos administrativos  que  organicen  el  régimen  de  los  socor- 
ros públicos  de  la  manera  más  conforme  á  su  fin  y  al  interés  so- 
cial, tal  es  el  triple  objeto  de  la  beneficencia. 

CAPÍTULO  XIV. 
De  los  pobres  válidos, 

941.— Causas  de  la  indigencia.  943.— Deben  trabajar  para  el  es* 

942.— Condiciones  del  socorro  á  los  tado. 

pobres  válidos.  944.— Teoría  del  derecho  al  tra- 
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bajo.  948. — Su  ineficacia. 

945.— Es  sólo  un  deber  de  concien-  949.— Su  reforma. 

cia  y  de  policía.  950. — Legislación  vigente. 

946.— Diferencia  entre  la  pobreza  951.— Talleres  públicos. 

y  la  vagancia.  952.— Cajas  de  ahorros  y  Montes 
947.— Antiguas  leyes  de  pobres.  de  piedad. 

941. — La  indigencia  nace  de  varias  causas,  unas  internas  y 
otras  externas:  las  primeras  son  personales  y  consisten  en  algu- 
na enfermedad  del  cuerpo  ó  del  espíritu  que  incapacita  á  quien 
la  padece  para  el  trabajo;  las  segundas  son  accidentes  de  la  vida 
doméstica,  reveses  de  la  fortuna,  calamidades  públicas,  vicios  de 
las  leyes  ó  errores  de  la  administración  que  precipitan  á  ciertos 
individuos  en  un  estado  de  pobreza,  ya  temporal,  ya  perpetua. 

942. — Las  condiciones  naturales  de  vigor  ó  debilidad  introdu- 
cen una  gran  diferencia  en  los  deberes  del  Gobierno  para  con  el 
pobre.  Cuando  el  indigente  pide  asistencia  al  estado  con  el  doble 
título  de  la  miseria  y  de  la  enfermedad,  la  administración  debe 
acudir  en  su  auxilio,  proporcionándole  socorros  gratuitos  y  des- 
interesados; más  si  el  pobre  válido  reclama  el  mismo  beneficio, 
el  socorro  puede  y  debe,  en  bien  de  la  moral  y  en  nombre  del 
interés  común,  ir  acompañado  de  mía  condición  rigorosa,  á 
saber,  del  trabajo. 

943.— El  indigente  válido  tiene,  pues,  la  obligación  de  traba- 
jar para  el  estado  que  le  asiste  con  sus  recursos,  mostrándo- 
se agradecido  al  bienhechor,  y  procurando  serle  lo  menos  one- 
roso posible  en  medio  de  su  miseria.  Si  suponemos  que  tal  obli- 
gación no  existe,  despojamos  á  los  actos  humanos  de  su  sanción 
natural,  á  la  previsión  de  su  mérito,  á  la  economía  de  sus  fru- 
tos y  á  la  perseverancia  del  interés  que  la  sostiene.  Si  la  re- 
compensa de  todos  los  desórdenes  de  la  vida  es  una  existencia  se- 
gura y  cómoda  en  la  ociosidad,  nadie  querrá  soportar  las  fatigas 
del  campo,  ni  someterse  á  las  rudas  penalidades  de  un  taller,  ni 
adelantar  en  su  arte,  ni  ahorrar  para  sí  ni  para  su  familia,  por- 
que el  estado  garantiza,  aun  al  hombre  que  llega  á  pobreza  por 
su  culpa,  como  término  de  la  desdicha,  el  pan  y  el  reposo.  "No, 
ningún  estado  pudiera  subsistir  im  solo  dia  bajo  una  legislación 
que,  reemplazando  los  esfuerzos  individuales  con  la  acción  del 
Gobierno,  hiciese  promesas  temerarias  y  alimentase  esperanzas 
tan  criminales  como,  engañosas. 
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944. — Supuesto  que  el  indigente  válido  está  sujeto  á  la  obliga- 
ción de  trabajar  para  el  estado  mientras  le  socorre  ¿no  posee  por 
su  parte  un  derecho  equivalente,  el  derecho  al  trabajo  en  cir- 
cunstancias extraordinarias,  en  momentos  de  crisis,  cuando  en 
virtud  de  ciertas  condiciones  de  fuerza  mayor,  de  ciertos  acci- 
dentes superiores  á  la  previsión  humana,  el  trabajo  privado  no 
puede  suministrarle  el  pan  cotidiano? 

El  derecho  .absoluto  al  trabajo  es  el  derecho  condicional  á  la 
asistencia;  y  así,  resuelta  aquella  cuestión,  ésta  se  halla  también 
decidida.  No  obstante,  haremos  algunas  reflexiones  acerca  de  este 
dogma  del  socialismo,  más  con  el  propósito  de  dar  á  conocer  la 
teoría,  que  por  el  interés  directo  de  la  ciencia  administrativa. 

Si  la  fórmula  socialista  derecho  al  trabajo  significase  sola- 
mente el  derecho  de  trabajar,  el  libre  ejercicio  de  nuestras  fa- 
cultades, no  encerraba  ninguna  doctrina  nueva,  ni  expresaba 
ninguna  garantía  que  no  estuviese  comprendida  en  las  palabras 
libertad  y  propiedad,  cuya  consagración  por  la  ley  es  un  deber 
de  rigorosa  justicia;  más  excitando  la  idea  de  un  derecho  á  vivir 
á  expensas  del  estado  de  quien  se  reclama,  como  si  fuese  una  deu- 
da, el  trabajo  durante  los  períodos  de  perturbación  económica, 
otorgar  semejante  derecho  equivaldría  á  subvertir  el  orden  social. 

Admitir  aquel  dereoho  es  asentar  un  principio  absoluto,  es  re- 
conocer un  título  imperativo  é  imprescriptible  á  favor  del  indi- 
viduo contra  el  estado  para  obtener  la  materia  y  los  instrumen- 
tos del  trab^o.  Dar  derecho  á  una  cosa  es  conceder  el  derecho 
de  exigirla:  garantizar  el  trabajo  es  asegurar  á  cada  uno  el  em- 
pleo de  su  inteligencia  y  de  sus  brazos,  es  prometer  el  capital 
necesario  para  alimentar  la  industria  nacional  y  erigir,  en  fin,  la 
dictadura  económica  más  cruel  é  insoportable,  cuyo  próximo  des- 
enlace no  puede  ser  sino  el  gobierno  absoluto  en  la  política  y 
el  comunismo  en-  la  sociedad,  es  decir,  la  unidad  en  vez  de  la  li- 
bertad, el  derecho  colectivo  en  vez  del  individual  y  la  propiedad 
social  en  lugar  de  la  privada. 

El  derecho  al  trabsgo  supone  un  contrato  entre  el  individuo  y 
el  estado,  según  el  cual  debe  el  estado  á  cada  individuo  la  exis- 
tencia, sin  que  los  individuos  deban  nada  al  estado :  el  derecho 
sin  la  obligación  de  trabsgar  y  sin  poder  coercitivo,  aunque  la 
obligación  se  consagre.  El  individuo  se  alza  como  tirano,  y  el  es* 
tado  se  postra  como  esclavo. 
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Si  el  derecho  existe,  debe  recibir  una  aplicación  normal,  y  el 
estado  no  puede  ofrecer  trabajo  más  allá  de  las  necesidades  del 
mercado,  ni  sus  gastos  exceder  de  sus  recursos,  ni  las  rentas  de- 
jar de  acomodarse  á  las  exigencias  de  la  política.  Si  el  trabajo 
tiene  deredio  á  una  parte  indefinida  del  impuesto,  lo  tiene  tam- 
bién á  toda  la  propiedad. 

Si  se  consigna  este  derecho,  el  estado  debe  ejenjer  todas  las 
industrias  para  asegurar  trabsgo  á  todos  los  individuos,  á  cada 
uno  según  su  aptitud  y  su  profesión;  y  es  bien  claro  que  un  tra- 
bajo general  seria  insuficiente,  y  una  multitud  de  trabagos  espe- 
ciales imposible^  El  Gobierno  se  arrogaría  el  monopolio  de  la 
producción,  y  el  obrero,  ahora  Kbre,  perdieria  su  dignidad  é  in- 
dependencia para  convertirse  en  siervo  del  estado. 
\  945. — El  deber  social  de  procurar  trabajo  no  puede  concetóirse 
sino  como  una  condición  de  la  beneficencia  pública  en  los  mo- 
mentos de  crisis;  deber  de  conciencia  y  de  política  que  han  re- 
conocido siempre  los  Gobierno*  y  lo  han  practicado  sin  estar  es- 
crito y  sin  haberse  siquiera  imaginado  un  derecho  individual 
correlativo.  Para  cumplirlo  con  exactitud  no  se  necesita  otorgar 
al  individuo  una  acción  revindicatoria  contra  el  estado,  ni  armar 
á  media  sociedad  contra  la  otra  media,  pues  como  no  hay  más 
fortuna  pública  que  el  coiyunto  de  las  fortunas  particulares,  si  la 
ley  impone  al  Gobierno  el  deber  absoluto  y  rigoroso  de  suminis- 
trar trabígo,  se  obliga  á  dar  lo  ajeno,  ó  se  compromete  á  despo- 
jar á  unos  para  socorrer  á  otros.  Asentado  el"  principio,  la  cues- 
tión de  justicia  se  convertirá  en  cuestión  de  ftierza. 

Nada  hay  que  conceda  á  los  trabígadores  un  derecha  positivo 
con  respecto  al  estado,  ni  nada  que  autorice  la  sustitución  de  la 
previsión  común  con  la  previsión  individual,  ni  que  legitime  el 
monopolio  de  la  industria,  ni  llame  el  sistema  reglamentario,  y 
nada,  por  último,  pudiera  disculpar  la  tiranía  que  la  administra- 
ción ejerciese  en  el  individuo  so  pretexto  de  gobernarle.  La  so- 
ciedad camina  por  sí  misma,  y  en  su  propia  organización  halla 
fiíerzas  con  que  combatir  los  accidentes  passjeros  y  las  desgra- 
cias parciales.  El  obrero  se  prepara  en  los  dias  de  bonanza  para 
la  tempestad  con  su  previsión  y  economía;  los  particulares  acu- 
den con  los  dones  de  la  caridad  al  remedio  de  los  leves  iníbrtu- 
nios;  y  cuando  su  acción  es  ya  insuficiente,  la  administración, 
en  vez  de  proclamar  una  máxima  sin  verdad  y  sin  sentido,  der- 
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raras^  sq^^  el igfil^e  deysv^MP  todos  los  t^soiroia y  ífldí^^los cmr 

•  94ft.--nKl  i|idigeíi»t0  TíáüdP'  puede^^TW-^  et  oíio*  por  sUj-HPbHJr 
tadi>  (^  sQr.  \^íeflÁnl^^  4^  la$i  cifQw/^tsiim^Sv  .Sii<  el  p^íwmiv  c9»or  i^ 
sei)^  QH^tí/í^  de^  pobreza.  8mo  de^  T^a^wMía  qa^  no.soaari:^  l^be- 
naAcQftoia  p\*t)lipa^  porqu^í  B^a  c^be  fo0i^|i1»árf^^ipio^»dQ>ls^íOcÍQ- 
sidftii.  MíS^sJ.  eVbrfWmtee=  Vrájá4or.pa4^fí^l9S  rigpi?e«  di®,  laj  miwria, 
pojjffljí^  Ip  &lta  el,  tijateáp  W  cuya  pp^ük^ta  libra  a^t,  e^úij^oía  y 
la  da. 94-  ^DBÓlía,  ^  porque,  ei^i^lagio  e^  insuflciantet  pa.ii^.  ate«ider 
á  ^  pffiflíQ^asniflpe^idad^^td^  laivi(}a,  ya  su  i^fcptiwicx  dmsmé^ 
d€|.q^ví»%^flii^raüiefi>,  ya px^^Kv^nga de otnasmásr <5i mi&»«ft wíwin 
ávii^^  my^m^^^m^'  ijp,  tít»ia  vordad^m  á  iQ^rSOcocros-.d^-efl^, 
t9áfi  co«ila»<3piMí^ioj»  <te  swwtflra^^^  trai)?áft  eft  qua  la¡admMs-. 
tracípflf.b#lllWO  cpn^wi^qt^  oía;p%rie. 

]@^(i^  difeifWcá^  ,emi]fe>.la,Bpl>rQí5íijyJ^  ^^^agwwia  ne,  ^íeimpsa  fséi 
reQoíift^idft,  por  ]^ia^^9^  JQye%  cp^  ^aa-  confi^ndií?  Ift  inWiguaa 
vo][»fl»íí9-ipi  y.  Ift  forzosa ,  peraignwpBdo  i  áj  todí>  iadigpute.  válido 
comfí  f^sfonneijííígQ.  NQ.obstgfttejiipi  admi«i9ítra»m  d^be.  hacer 
justifHjvaliafi3(rtftAÍo  y  disíiogiiíF  la  culp?^  y  Iftdesgiraeia»  Verdad 
es  ipi^  ^3t  ^B^pkgg  ftQ,  ocurre  coa  ftee^ipeB^ia.  ^a^asearpl.teabajKiv 
porqiji^r  1^9  m^$'  econówcas  qa  ealaUaa  cod<  ñuríai  súfter  ej^  laai 
napioi>¿^i)qifÍu^iale%^.  y  xaca  v,w  e^.-SMpéilaft  cuy»  p«odwQion  es 
prii»cipaln?ieTiti^.agtícola;  laáa  sin  eiftJíaRgp,^  tQdayfa  aeonjteflerque 
eii;GÍ)Birtaí;iíipftc^d!al  aao  el  jpj^iíJ(9¡^  sa«  IWtt^  s^iemplqo  paj-a 
su9íbr9W»,  ppi^qiiía^^ena.Qwtaiila.  cowwjhatf  ó.  poique  la  entapien. 

interrumpe  las  faenas  del  campo.  Esta  población  labor iow»  coq^- 
deína4a.4  vi,yir.  pn  \ms>.oaiqajwJfjd.  invpiupíapfia,  ijp  i0íeirecp»loií,ri- 
gofps  de  la  ley^  m^o  el  awpaf  Oí  del  Gobierno*. 

m  t^a;bf¿p  ea4acp94icioii  <dprla  UbP2;tad.  Ia  Igl^s^a»  rehs^i)iil¡ó 
y  álfico  el,  tn^^y^  q[ua  el  pí^gaiiismp.  hs^bia»  d^^onrado  ai^ 
ciáfldpjp  ál^ia9ct*vitjj¿,a.  Pabío.djyp,41osTpíRd<iaicos:  ^Eiqwe 
no,  qpififi^,Uí3ih^y  no.  cpipfliJ^i  y  eti  las,  Ck^iwífeítupiofles  appstólir 
ca*  s^  lee.:  ^yo^o^tiros  Ip^.  que  spift  j|(5ve»w,  twabjgaA  cp^  todai 
saatidajd  en  laa  obra^  quo  09  ooupa^,  á,  %  de  b$a^  á,  tpdas^vuear 
tras  necesidades  y  na  gpayar  la  Igl^^  d^  Dios^^.  (í). 

947. — ^El  autor  de  las  Partidas  llevó  esta  doctrina  tan  pura 

(l)  En  yarios  sepulcros  de  los  primeros  sigrlos  de  la  Iglesiar  se  hallan  QStos  ú  ot^os  se- 
mejantes epitafios  en  elogio  de  nqa  viada  indigente  y  la^TJoaa:  A'pit  ^rwMvtí  Eee¡e$iafn: 
AmaUrix  paup§r%nn  €t  operaría ;  Labortmi  auetrix,  oattU  socia. 
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como  derivada,  del  Evangelio,  á  su  código  inmortal  en  donde  se 
hallan  las  siguientes  palabras :  « Establescieron  los  sabios  anti- 
guos que  fecieron  los  derechos  que  tales  como  estos  á  que  dicen 
en  latin  validos  mendicantes^  de  que  non  viene  ninguna  pro  á 
la  tierra,  que  non  tan  solamiente  fuesen  echados  della,  mas  aun 
que  si,  seyendo  sanos  de  sus  miembros,  pidiesen  por  Dios,  que 
non  les  diesen  limosna,  porque  se  escarmentasen  et  tomasen  á 
facer  bien  viviendo  de  su  trabajo»  (1).  Las  Cortes  de  Vallado- 
lid  de  1351,  de  Toro  de  1369,  de  Burgos  de  1379,  de  Briviesca 
de  1387  y  de  Madrid  de  1435,  suplicaron  repetidas  veces  al  Rey 
pusiese  enmienda  al  vicio  de  la  ociosidad  encubierto  con  capa  de 
pobreza;  y  así  ftié  que  se  hizo  ordenamiento  para  que  «todo  ome 
ó  mujer  que  fuere  sano  y  tal  que  pueda  afanar,  que  les  apremien 
los  alcaldes  de  las  cibdades,  é  villas,  é  logares  de  nuestros  reg- 
nos  que  afanen  y  vayan  á  trabajar  y  á  labrar,  ó  vivan  con  seño- 
res, ó  que  aprendan  oficios  en  que  se  mantengan,  é  que  non  les 
consientan  que  estén  baldíos»  (2).  Carlos  V  y  Felipe  n  á  instan- 
cia de  los  procuradores  á  las  Cortes  de  Valladolid  de  1518  y  1523, 
Toledo  de  1525,  Madrid  de  1528  y  1534  y  Toledo  de  1559,  intenta- 
ron extirpar  la  mendiguea  viciosa  con  varias  providencias  encami- 
nadas á  mejorar  la  policía  de  los  pobres  sin  lograr  mucho  fruto  (3)  - 

Otras  varias  disposiciones  ya  generales,  ya  municipales  se  dic- 
taron por  esta  época,  agravadas  con  penas  severas  y  aun  crue- 
les, si  bien  todas  ineficaces,  porque  no  era  política  acertada  para 
poner  coto  á  la  verdadera  indigencia,  mandar  trabsgar,  sino  ofre- 
cer trabsgo. 

En  las  Cortes  de  Valladolid  de  1555  solicitó  el  reino  la  crea- 
ción en  todos  los  pueblos  de  un  padre  de  lospobresy  «6  una  per- 
sona diputada  que  tenga  cargo  de  buscarles  en  que  entiendan, 
poniendo  á  unos  á  oficios,  y  á  otros  dándoles  cada  dia  en  que 
trabajar  y  así  en  obras,  como  en  otras  cosas  conforme  á  su  dis- 
posición y  á  la  que  tuviere  tal  ciudad  ó  villa.  Porque  allende  que 
ellos  son  mal  inclinados  á  trabajar,  tienen  muy  buena  excusa 
con  decir  que  nadie  los  querrá  llevar ,  y  proveyéndolos  de  esta 
manera,  podrán  ser  mantenidos  y  socorridos.» 


(1)  Ley:44  tít*  xx,  Partida  II. 

(2)  Cortes  de  Búrgfos  de  1879^  pét.  19. 

.(3)  Ocho  pragmáticas  paMicaron  en  el  discurso  de  48  años,  á  saber,  en  1S28, 1S25, 1528, 
1534, 1540, 1555, 1558  y  1565. 
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948. — ^A  pesar  de  tan  buenos  deseos^  los  abusos  crecieron  con 
rapidez,  y  la  gravedad  del  mal  hizo  pensar  á  los  políticos  en  el 
medio  de  atajarlos.  Fr.  Domingo  de  Soto,  teólogo  famoso  y  de 
grande  autoridad,  combatió  como  opuestas  á  la  caridad  cristiana 
y  á  la  mansedumbre  evangélica  las  leyes  de  policía  de  los  men- 
digos. El  docto  benedictino  Fr.  Juan  de  Medina  las  defendió  por 
justas  y  necesarias,  porque  (decia)  «es  preciso  acompañar  la  li- 
mosna con  la  verdad  y  la  justicia  con  la  misericordia.»  El  canó- 
nigo Miguel  de  Giginta  escribió  un  proyecto  para  el  socorro  de 
los  verdaderos  pobres,  encaminado  á  recogerlos  en  hospicios,  el 
cual  fué  tan  bien  acogido  por  las  Cortes  de  Madrid  de  1578,  que 
suplicaron  al  Rey  proveyese  su  ejecución,  «pues  demás  de  los 
abusos  é  inconvenientes  grandes  que  se  obviarán  (decian  los  pro- 
curadores), no  se  quita  el  objeto  de  la  caridad,  porque  solo  se 
reformará  la  mendiguez,  quedando  en  pié  lo  lícito  y  honesto  con 
la  debida  asistencia  de  los. ver dader amenté  poíyres,  sin  usar  de 
rigor  contra  los  que  no  lo  son,  Cristóbal  Pérez  de  Herrera,  pro- 
tomédico  de  las  galeras  de  Felipe  11,  abogó  con  calor  por  la  fun- 
dación de  albergues  en  donde  los  verdaderos  menesterosos  fue- 
sen socorridos  y  doctrinados  y  viviesen  los  válidos  de  su  trabajo: 
pensamiento  que  hallaron  bueno  las  Cortes  de  Madrid  de  4596  y 
el  mismo  Consejo  de  Castilla  con  ser  tan  poco  amigo  de  noveda- 
des (1).  Otros  escritores  más  modernos  esforzaron  la  doctrina  de 
los  citados  y  abrieron  cauce  á  los  moralistas,  políticos  y  juriscon- 
sultos, acabando  por  triunfar  de  todo  en  todo  la  razón,  y  desapa- 
reciendo hasta  los  vestigios  de  esta  antigua  controversia. 

949. — Las  leyes,  sin  embargo,  no  aplicaron  sino  muy  tarde 
estos  principios  de  justicia  y  buen  gobierno,  y  continuaron  con- 
fundiendo á  todo  pobre  válido  con  el  hombre  voluntariamen- 
te ocioso,  vagabundo  y  mal  entretenido,  pues  tal  se  consideraba 
al  que  «  vigoroso,  sano  y  robusto  en  edad,  y  aun  con  lesión  que 
no  le  impidiese  ejercer  algún  oflcio,  andaba  de  puerta  en  puerta 
pidiendo  limosna»  (2). 

Felipe  V,  tiárlos  iñ  y  Carlos  IV  y  el  Consejo  de  Castilla  por 


(1)  Deliberación  en  la  causa  Aé^ot  pobres^  por  Fr.  Dooiiii£fo  de  Soto— 1615.  Caridad 
creta,  por  qI  P.  Pr.  Juan  de  Medina— 1515.  Exhortación  &  la  compasión  de  los  pobres,  por 
Migruel  de  Giginta— 1381.  Discursos  del  amparo  de  los  legítimos  pobres  y  reducción  de  los 
/Ingides^inr  Cristóbal  Pérez  de  Herrera— 1593.  F.  Historia  de  la  eeonomM  polUieaen  Es- 
paña^  Cap.  Lili,  (t.  II,  pá^r*  I'?)- 

(2)  Ordenanza  de  vaflroe  de  1145  ( ley  11,  tit.  zvi,  lib.  XII  Nov.  Recop.}. 
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8a  paofte^se  ie8finTzár(m^fí  pDieer>óinlmarén<pé(^  ifammota^  rjeooger 
los  pojares  verohidéros  y ToiBÜgür  ádossflngídos^^aBafiw^Msus'^iioYi- 
dencisB  no  iBÍefitqJtetdíelxML  el  fruto  (deseado  (á). 

956.-^La  legtfiiáKííon  moderna,  másijiíslety  beísiMtfitraAa  que 
la  antigua,  no  treputó  ^vago  átodo  maBdi^o/sáno  soteooiealte  al 
q^epMMendoúíO'Be'á^ditábdL'á  mhgim^oflido^  indoáti^hi;  y  por 
último,  el  Oádigo  fKmal  dtofine  da  i^agaaida^'BÜiRsotffiiderarla  deli- 
to mi  S^ta,  i;^^«iai^~abi^hito«H€tedo'>á(sei'aa>i^  la  m^id%uez, 
la  oual,  sieMoirerdsKleva,  mereGet-'espeto^oinnt)  todo  >íníbrtimio, 
pues  ^B.<éigiévoñ  4(9ls  «ErtsgudiB  9^  iffacrii  wmer;  "pero  -  sieildK)  falsa 
ó  flng^tAa  Boieil^éoe  clsft*i^ceiony  entlmenda,  porque -86^  Me- 

dina, cmíen(l¿g9tr(]DÍntí0i!XidoJ!7'^  «víeio^es  «na^specie  deiinr- 
to»,'€Uya  opinión  rgiguen  y  ipnofeÉan  muiAosimoralisias  y  jwKh 
consultos '(2í). 

Tottos  dos  GnU^nOs  en  clrtoiMBfctwicias  oríAícaB  BSOGmooieron 
CQmo  una  tiecee&dad  ^#réa  ^  «¡na  ^pi^ixtenciía^ '«(ftlkiad^^ 
jera  pnapoi^tíoitar  IraAajo  ^til  -á  los  traaos  ftdtos  4eT0aii|Mtcífm,  á 
cuyo  Bu  mandaremí  tiotivar  la  constMiofeion  fdé  tas  (tíbifas  'púl^fcas 
para  que  ikrs  jornaleros  y  tsas  ftonilias  ño  'se  Inctteékt  iésptóvisr 
tos  de'ftus  meáitim  órctifllaríos  áe  mbétískaoKXbiiS). 

El  Reglamento  general  vde  beneficeneía  dispooie  qaé(en<ottanto 
sea  posible,  las  oasas  de  socorro  propcÉxáonctn  trtii8¡io  á  aq^iellas 
personas  ^e  ambos  ^smsos  que^siendoiudna'aies  de  ia  |]r(MB[dia>  no 
hallen  ren  (»ertas  temporMos  ocnpaoion  y  oareaoán  "de  l^orsos 
con  qihe  vivir^  deUi^iido  isev  teth:*ibni(il»,  iio  por  jóimal^  sin^  ^or 
obra,  arreglándola  segiti  la  "Bsateréi,  Miteratate  V  ^ealítod  üel 
trabaja  <(4) ;  y  (tamMen  «sstablece  á  |)l*opó3Íto  de  iBOtorros  -do^Édci- 
liarios,  cpe  duando  la  oaeoesídaid  provenga  «de  Mta  de^empleoy  las 
Juntas  parroquiales  de  beneficencia  proouren  stunímstrar  aiate- 
rias  primeras  i  los  individuos  de  -ambos  séx^,  detenoaíitando 
su  cantidad  y  cadidad  según  las  circonstanoias  de  los  interesados, 
y  aedoptando  lais  pirecauciones  necesaorias  para  ^e>al  devoh^las 
elaboradas  no  se  cometa  la  menor  defraudación.  Y  «i  por  ser  mu- 
chas las  personas  necesitadas,  hubieren  d^  reénírir  á  la  distri- 

U)  V.ilt  xxxíx,  lib.  VI,  j  Um.  xvx  y  zxzi,  hb.  Xil  Nbt.  Reoop. 

(2)  L^  de  9  de  Mayo  de  ISilo,  Código  penal,  átt.  10,  y  Coridad  di¿oir$ta^  paxt.  U,  ^ági- 
nai42, 50y6B. 

(3)  Reales  órdenes  ds  9  fie  Junio  de  184*7  y  12  de  Abril  de  1848. 

(4)  Reglamento  de  27  de  Diciembre  de  1821,  restablecido  en  8  de  Setiembre  de  1896,  ar- 
tículos 77  y  18.  . 
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bucion  de  alguo^  sopa  económica,  las  Juntas  descontarán  á  los 
socorridos  el  valor  del  alimento  al  satisfacerles  el  precio  de  su 
trabajo  (1). 

951. — El  establecimiento  de  talleres  públicos  ó  nacionales 
como  sistema  de  socarros,  convertiría  al  Gobierno  en  productor 
y  le  erigiría  em  arbitro  de  la  íindastria,  quedando  la  sociedad  ex- 
puesta á  todos  los  peligros  ^que  el  reconocimiento  del  derecho 
individual  al  trabajo  lleva  consigo.  Dos  condiciones  de  pérdida 
implican  la  existencia  de  los  talleres  del  estado,  enormes  sala- 
ríos  y  trab^)o  improductivo.  ¿Qué  se  hizo  la  actividad  del  obre- 
ro libre?  iQué  su  inteligencia?  ¿Qué  su  perseverancia  infatiga- 
ble? Desaparecieron  con  el  estímulo  del  interés  privado,  de  aquel 
calor  que  sostiene  la  libre  competencia. 

Puede  exigirse  al  hombre  que  muera  por  su  patria;  más  no  se 
le  puede  exigir  que  trabsge  con  tal  grado  de  inteligencia  y  so- 
porte tal  grado  de  &tiga. 

Los  talleres  públicos  existen  á  expensas  de  los  contribuyentes; 
y  si  cuando  el  comercio  desmaya  ó  el  crédito  declina,  se  aumen- 
tan los  males,  de  la  industria  Ubre  con  nuevos  sacrificios,  toda 
producción  muere  y  la  ruina  es  general  y  completa. 

Si  se  garantiza  al  trabajador  solamente  un  salario  mínimo,  un 
socorro  propter  vitam,  la  producción  más  económica  tlel  estado 
ahogará  la  producción  libre  más  costosa ;  por  manera  que,  gane 
ó  pierda  el  Gobierno,  la  industria  nacional  perece  y  acaba. 

En  suma,  el  sistema  de  socorrer  á  los  obreros  válidos  institu- 
yendo talleres  públicos,  entraña  el  ingenioso  pensamiento  de 
combatir  la  pobreza  de  algunos  con  la  miseria  de  todos. 

952. — Las  Cajas  de  ahorros  son  establecimientos  de  suma  uti- 
lidad para  precaver  y  combatir  la  miseria  de  las  clases  poco  &- 
vorecidas  por  dos  dones  de  la  fortuna.  Estos  depósitos  de  las  dia- 
rias economías  de  una  modesta  íkmilia,  no  solamente  convidan 
con  la  seguridad  de  los  fondos  encomendados  á  su  custodia,  pero 
estimulan  con  la  libertad  de  retirarlos  á  voluntad  del  imponente 
y  la  promesa  de  aumentarlos  con  el  producto  de  un  interés  com- 
puesto. 

Ejercen  también  suma  influencia  en  la  moral  de  los  pueblos 
alimentando  con  la  facilidad  de  la  imposición  y  la  esperanz'á  del 

(1)  Reglamento  citado,  arte.  89  y  00. 
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premio  los  hábitos  saludables  de  orden  y  economía  en  los  hombres 
laboriosos,  así  como  despiertan  la  previsión  de  la  desgracia,  avi- 
van el  deseo  de  asegurar  el  porvenir  de  los  hijos  y  estrechan  los 
vínculos  de  la  sangre.  Las  Cajas  de  ahorros  alivian  la  miseria  del 
enfermo,  proporcionan  dote  á  la  doncella,  eximen  al  joven  del 
servicio  militar,  amparan  á  la  viuda,  activan  el  trabajo  y  juntan 
el  capital  necesario  para  una  especulación  de  industria  ó  comer- 
cio. Las  virtudes  domésticas  crecen  á  su  sombra,  y  así  conviene 
en  extremo  enlabiar  su  existencia  con  las  costumbres  populares. 

Ligadas  las  Cajas  de  ahorros  con  los  Montes  de  piedad,  pres- 
tan un  doble  auxilio  al  infortunio,  porque  no  solamente  lo  pre- 
caven facilitando  la  acumulación  de  las  economías,  pero  también 
lo  remedian  haciendo  préstamos  á  un  interés  moderado,  para  li- 
brar á  los  menesterosos  de  las  garras  de  la  usura. 

Las  Cajas  de  ahorros  empezaron  á  establecerse  en  España  con 
el  favor  de  algunos  particulares,  y  poco  después  se  apresuró  á 
dispensarles  su  protección  el  Gobierno.  En  4838  se  fundó  la  de 
Madrid,  ligando  su  existencia  con  el  Monte  de  piedad  autorizado 
legalmente  en  este  año.  En  1853  se  mamdó  establecer  Cagas  de 
ahorros  en  todas  las  capitales  de  provincia  con  sucursales  en  los 
pueblos  en  donde  á  juicio  de  los  gobernadores  y  de  los  Ayunta- 
mientos respectivos  pudieran  ser  útiles.  Las  operaciones  prefe- 
rentes del  Monte  de  piedad  de  Madrid  son  hacer  préstamos  á  un 
módico  interés  anual  sobre  alhajas  de  oro,  plata  y  piedras  pre- 
ciosas, y  sobre  ropas,  telas  y  otros  efectos.  Los  objetos  que  no 
fueren  desempeñados  ó  renovados  en  los  plazos  prevenidos,  pa- 
san á  la  sala  de  almonedas  para  su  ensgenacion  en  pública  subas- 
ta, y  el  exceso  que  resulte  de  la  liquidación  se  reserva  á  dispo- 
sición de  los  interesados  por  espacio  de  diez  años. 

La  Caja  de  ahorros  recibe  y  hace  producir  las  economías  de 
las  clases  laboriosas,  empleándolas  en  las  atenciones  propias  del 
Monte  de  piedad  mientras  los  interesados  no  reclamen  el  reinte- 
gro. Al  fin  de  cada  año  se  acumula  al  capital  el  importe  de  los 
réditos  devengados  para  que  empiecen  á  devengar  interés  en  fa- 
vor de  los  imponentes  (1). 

■ 

(1)  Real  orden  de  3  de  Abril  de  1835,  reales  decretos  de  25  de  Octubre  de  1888  y  29  de  Ja- 
nlo  de  1658,  y  realee  órdenes  de  S  de  Julio  y  l.<^  de  Agosto  del  misnK>  alo,  estatutos  de  lá 
Caja  de  ahorros  y  Monte  de  piedad  de  Zaragoza,  aprobados  por  real  orden  de  28  de  Enero 
de  IS'73,  y  decreto  de  H  de  Julio  del  mismo  año  aprobando  los  del  Monte  do  piedad  y  Caja 
de  ahorros  de  Madrid. 
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CAPITULO  XV. 
De  los  pobres 


953.— Personas  invadidas. 


954.— Deberes  del  Gobierno. 


953. — Las  personas  son  inválidas  por  razón  de  su  edad  ó  de 
sus  enfermedades,  según  que  los  años  ó  los  achaques  las  incapa- 
citan para  el  trabajo. 

954. — Porque  el  hombre  es  débil  en  los  primeros  y  en  los  úl- 
timos días  de  su  vida,  la  infancia  y  la  senectud  del  indigente  es- 
tán b%jo  la  tutela  especial  del  Gobierno  j  y  porque  sus  fuerzas  se 
postran  cuando  la  salud  se  quebranta  temporal  ó  habitualmente, 
los  enfermos  y  los  valetudinarios  son  dignos  también  de  los  so- 
corros del  estado.  Este  es  el  otaeto  común  y  exclusivo  de  los  es- 
tablecimientos de  beneficencia,  ya  sean  públicos,  ya  particu- 
lares. 


Artículo  í.^'^BstablecimieiUos públicos  de  beni/íceneta. 


-Deberes  de  la  administra- 
ción. 

-Régimen  interior. 

-Educación  de  los  huérfanos. 

-Razones  en  pro  de  la  educa- 
ción exterior. 

-Razones  en  pro  del  sistema 
opuesto. 

-Resumen  de  la  cuestión. 

-Reglas  de  la  educación  en 
famiha. 

-Reglas  de  la  educación  co- 
mún. 

-Hospitalidad  pública. 

-Causas  de  su  necesidad. 

-Influjo  del  Cristianismo. 

-Hospitalidad  pública  en  Es- 
paña. 

•La  existencia  de  los  hospita- 
les combatida. 

-Legislación. 

-Medicamentos. 


955.— Establecimientos  púbhcos  de 

971. 

beneficencia. 

956.— Sus  clases. 

972. 

957.— Casas  de  maternidad. 

9T3. 

958.— Su  régimen  interior. 

974. 

959.— Expósitos. 

960.— La  administración  los  pro- 

975. 

tege. 

961.— TActancia. 

976. 

962.— Crianza  y  educación. 

977. 

963.— Razones  contra  los  asilos  de 

la  infancia  desvalida. 

978.' 

964.— Razones  en  pro. 

965.— Consecuencias. 

979.- 

966.— Inconvenientes  de  los  tornos. 

980.' 

967.— Reformas  necesarias. 

981.. 

968. — Expósitos  reclamados  por 

982.- 

sus  padres. 

969.— Expósitos  prohijados  por  ex- 

983.- 

traños. 

970.— Casas  de  huérfanos  y  des- 

984.- 

amparados. 

985.^ 
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986.— Los  asilos  de  la  caridad  de- 
ben estar  abiertos  á  los  ex- 
tranjeros. 

987.— La  admisión  de  los  enfermos 
subordinada  á  reglas  de  pru- 
dencia. 

988.— Hospitalidad  retribuida. 

989.— Multiplicación  de  estos  esta- 
blecimientos. 

990.— Ancianos  y  valetudinarios. 

991.— Sistemas  de  asistencia. 


992.— Casas  de  dementes. 

993.— Legislación. 

994.— Inspección  administrativa  de 
los  establecimientos  de  be- 
neficencia. 

995.— Participación  de  los  obispos 
en  el  derecho  de  risita. 

996.— Fondos  de  beneficencia. 

997.— Presupuestos  y  cueatas. 

998.— Litigios. 


955. — Son  establecipaientos  públicos  de  beneficencia: 

L  Todos  los  que  se  sostienen  con  fondos  del  estado^  d6  'las 
provincias  ó  de  los  pueblos. 

n.  Los  que  habiendo  sido  éh  su  origen  particulares,  ardie- 
ron este  carácter,  extinguido  el  patronato  por  la  supresión  del 
cargo  ú  oficio  en  el  cual  estaba  iticorporádo  (1). 

956. — Por  razón  del  seryicio  á  que  se  destina,  sfe  distinguen 
en  casas  de  maternidad,  casas-cunas  ó  de  expósitos,  hospicios  ó 
asilos  de  huérfanos  y  desamparados  y  hospitales. 

957. — ^I.  El  objeto  de  las  casas  de  maternidad  «es  salvar  el  ho- 
nor délas  mujeres  que  habiendo  concebido  ilegítimamente  se 
hallen  en  la  necesidad  de  implorar  este  socorro,  y  evitar  los  in- 
fanticidios que  la  vergüenza  provoca.  No  son  admitidas  en  las 
casas  de  refugio  náóntiias  no  se  hallen  en  el  séptimo  mes  de  su 
preñez,  á  menos  ^ue^^dr  cíansas  justas  y  graves,  4  juicio  del 
director  del  estaMeóittriento  deban  serlo  antes,  6  extepto  si 
pagan  una  pensión  ó  ganan  el  sustento  con  sü  |)i'Opüo  tra- 
bajo. 

958.^— Las  mujeres  acogidas  se  distribuyen  en  dos  departa- 
mentos según  la  conducta  pública  «que  httbi^en  observado,  pues 
no  es  justo  confundir  la  fragilidad  de  un  instante  -con  el  liberti- 
nsge  de  toda  la  vida,  ni  la  víctima  de  un  seducitor  con  la  mujer 
liviana. 

Es  condición  rigorosa  queren  tale^  estableoimientos  se  guarde 
el  mayor  sigilo;  y  poroso  iiodo  empleado  'que  con  su  indiscre- 
ción comprometa  ó  pueda  comprometer  el  honor  de  las  familias, 
debo  ser  inmediatamente  despedido.  La  ley  protege  á  las  réfti- 


(1)  Ley  d«  ao  do  Janio  de  1949  y  real  decreto  de  G  de  JuUo  de  1863. 
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giadas^faaMflL^l^mttoíde  rébifi^sÉr  como  {Mtf^a  leg«Q  o(Hitfa  tallas 
el^ésmbnídiiettlb'^ eiitíquídpa ínujét^én dichas caisás  (1). 

>9S8l^II.  Los  fiiiño^'«»|f^5&fitoi(,  ^U  procedandeta^  ítalas  de  ma- 
ténaidád^  !^  foereu  ^tphdstos  ó  entí^egadcls  ^  ifiano,~8t)ii  'recibí'* 
dos  'en  et^depattaimetttO'de  lactancia  y  allí  Subsisten' testa  la  edad 
de  dos  años,  en  cuya  época  se  les  traslada  al  de  crianza  'y  edu- 
oacMDA^hasta  completar  los  seis.  Són^e^tas  casas  de  mii^etícordia 
tan  fan%oas  mi  BspbSfa,  que  el  diligente  Mi^ríadür  de  Segovia 
no'pudoidescttbpi'r''elidrfgen  del  hosq[)ital  de  SancH  Spiritus  de 
aMpeila  x^iüdad,  cuyo  instituto  fué  criar  niSos  'eipósitos  y  des- 
amparados de  sus  padres  (2) . 

'960.— La  adminístracixto  vela  con  «¿ráiente  ^éolícitud  Sobre  es- 
tas ^débiles  criaturas  á  quienes  la  Uei^gracia  priva  de  los  auxilios 
qhe  reclama  la  infancia  y  la  naturaleza  confia  al  amor  paternal, 
mandando: 

I.  Que  ninguna  «jmtoridftd  ^ni  particular  deflenga,  examine  ni 
moleste  en  manera  a^gv^saálla^  personas iqtie  Ue^varennifics  para 
entregarlos  en  las casiüs^onas,  salvas  las  ve^lasde  saíáidad  y ^o- 
jicía. 

n.  (Que  >Mgos  de  ^igudicar  á  4a  bnesa  opimon  'de  tma  pei^na 
hs(ber  recogido  un  lüño  exqpósito  ó  abandonado  para  c(ynducirle 
á  la  casa^^una,  se  tenga  por  una  abra  digna  ¡del  reoonocimiento 
de  la  "nación. 

iH.  Que  los  directores  de  dichas  casas  eleven  un  lííA^ó  ^de  re- 
ceperemí  en  el  cual  regieren  la  entrada  de  los  nifids,  «eixptesftndo 
todas  las  circunstancias  y  señales  convenientes  para  compréibar 
su  identidad,  y  certificando  haber  recibido  el  bautismo  dentro  ó 
fuera  ^el  establecimie^ito. 

W4.-^*^a  ley  recomienda  cormo  preferible  el  método  de  entre- 
gar ilos  müío&á  nodrizas  que  los  criben  en  sus  ptié»pias  casas  al 
^flteiaia  ^eiaotancia  en  cémun.  Reglas  <de  Mgiene  y  i^azones  de 
ecoMWxfe  ^aconsejan  adoptar  "esta  pt*udente  catitela;  más  no  por 
esv)  debe  la  administración  olvidarlos  en  su  i^etiro,  isino  vel&lr 'sin 
desoaatso  sübre^tos  h^os  adoptivos  del  eiM:ado. 

962.-^-<ioiicluida  la  época  de  5a  lactancia,  es  obligación  de  los 
directores  procul-ar  cotooaeíon  á  los  niños  expósitos  y  á  los  ab- 

(1)  Reglamento  de  beneficencia  de  6  de  Febrero  de  1822,  art.  41  y  eig.,  restablecido  por 
real  decreto  de  8  de  Setiembre  de  1886. 

(2)  Colmenares,  Historiéi  d$  Segúvict^  cap.  22. 
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solutameate  abandonados  en  casas  de  labradores  ó  artesanos  de 
buena  conducta,  abriéndoles  de  este  modo  camino  para  contraer 
vínculos  de  familia;  y  si  las  nodrizas  encargadas  de  la  lactancia 
manifestasen  deseos  de  continuar  críándolos,  el  establecimiento 
se  los  deja  en  su  poder,  si  hubiesen  cumplido  bien  con  su  primer 
encargo  (1). 

La  administración  invoca  el  auxilio  de  la  caridad  privada  man- 
dando que  las  Juntas  provinciales  establezcan,  en  donde  ñiere 
posible,  otras  de  señoras  con  el  carácter  de  sus  delegadas  para 
cuidar  de  las  casas  de  expósitos,  procurando  principalmente  que 
pasen  el  período  trabajoso  de  la  lactancia  en  el  domicilio  de  las 
amas,  en  las  de  maternidad,  en  las  de  párvulos  ó  en  cualquier 
otro  establecimiento  de  beneficencia  análogo  á  las  condiciones 
de  su  sexo  (2). 

Tal  es  la  legislación  vigente  en  punto  á  expósitos :  resta  exa- 
minarla á  la  luz^de  los  principios  para  formar  un  juicio  recto  de 
nuestras  primeras  instituciones  de  beneficencia. 

963. — Muchos  escritores  han  combatido  la  existencia  de  los 
tornos,  de  las  inclusas,  y  en  general  de  todos  los  asilos  de  la  in- 
fancia desvalida;  y  no  porque  dejen  de  abrigar  sentimientos  pia- 
dosos en  su  corazón,  sino  porque  ven  en  estas  larguezas  de  los 
Gobiernos  cargas  para  la  sociedad,  escollos  para  la  moral  y  pe- 
ligros para  los  mismos  socorridos;  de  suerte  que  descubren  to- 
dos los  inconvenientes  más  graves  de  la  caridad  ciega  ó  indis- 
creta, de  aquella  caridad  ¡que  mide  los  beneficios  por  la  compa- 
sión. 

Debilitan  los  sentimientos  de  la  naturaleza  (dicen)  y  quebran- 
tan los  sagrados  vínculos  de  la  familia :  protegen  las  relaciones 
ilícitas  y  disminuyen  el  interés  en  legitimar  su  fruto  por  medio 
de  un  subsiguiente  matrimonio:  aumentan  el  número  de  hyos 
ilegítimos  eximiendo  á  sus  padres  de  la  carga  de  darles  crianza 
y  educación:  corrompeii  y  envilecen  á  la  miyer  cuyo  honor  se 
pretende  salvar,  y  la  precipitan  en  la  senda  del  libertinaje :  mu- 
chos expósitos  son  hyos  legítimos  cuyos  pa'dres  hallan  cómodo 
sustentarlos  á  costa  ajena,  cuando  tal  vez  no  tienen  derecho  al 
pan  de  los  pobres;  y  en  suma,  los  estragos  de  la  muerte  en  esta 
clase  de  establecimientos  son  tan  grandes  de  ordinario,  que  pue- 

(1)  Reglamonto  citado,  arta.  50  y  si?. 

(2)  Ley  de  90  de  Junio,  art.  12. 
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de  ponerse  en  duda  si  se  han  abierto  para  salvar  su  población, 
%  para  perderla  (1). 

964. — ^Sin  embargo  de  que  estos  escritores  apoyan  sus  opi- 
niones en  razones  de  gran  peso  y  datos  estadísticos  dignos  de 
entera  fé,  causa  todavía  mucha  repugnancia  creer  que  unas  insr 
tituciones  fundadas  por  el  celo  ardiente  de  los  apóstoles  de  la  ca- 
ridad sean  viciosas  hasta  aquel  extremo  y  de. consecuencias  in- 
morales (2). 

No;  las  costumbres  no  padecen  con  el  establecimiento  de  estas 
casas  de  refugio :  las  madres  menos  delincuentes  son  las  que  más 
suelen  hacer  el  sacrificio  de  su  ternura  á  la  conservación  de  su 
honor.  Suprimid  estos  asilos,  y  la  publicidad  de  la  falta  quebranta- 
rá los  frenos  de  la  vergüenza,  así  como  el  socorro  en  el  misterio 
mantiene  el  rigor  de  la  opinión.  No  porque  la  madre  se  vea  pre- 
cisada á  criar  á  su  hijo,  fomenta  la  ley  la  existencia  en  familia, 
pues  el  espíritu  de  familia  no  reina  en  las  uniones  ilegítimas, 
sino  donde  hay  un  nudo  conyugal,  y  afectos  que  lo  forman,  y 
deberes  que  lo  estrechan,  y  virtudes  que  lo  eternizan,  y  una  re- 
ligión que  lo  consagra. 

Tampoco  es  exacto  afirmar  que  entibiando  el  deseo  de  legiti- 
mar la  prole,  alejen  á  los  padres  del  matrimonio  que  debiera  re- 
parar sus  faltas  y  mejorar  la  condición  de  sus  hyos.  Donde  no  hay 
asilos  semejantes  no  es  mayor  el  número  de  casamientos;  pero  sí 
son  más  frecuentes  el  concubinato  y  la  prgstitucion  que  las  le- 
yes reprimen  cuanto  pueden,  ó  toleran  por  evitar  mayores  males. 

Todavía  es  menos  cierto  que  las  inclusas  exciten  á  la  exposi- 
ción y  al  abandono  de  los  niños,  porque  si  lá  estadística  sumi- 
nistra datos  con  los  cuales  se  prueba  el  aumento  absoluto  de 
aquellos  casos,  su  número  no  puede  servir  para  fundar  un  cál- 
culo seguro,  mientras  no  se  le  compare  con  el  movimiento  pro- 
gresivo de  la  población.  ^ 

(1)  Dncbatel,  IH  la  eharitá,  secOnde  partie,  chap<  4.  Hallábaiuie  las  inclusas  y  los  hos- 
picios de  EspaÜa  en  tal  estado  de  abandono  durante  el  reinado  de  Carlos  IV,  que  algrun 
escritor  asegrura  que  los  niños  recorridos  moriau  en  la  proporciou  de  60, 70, 80,  UO  y  bas- 
ta 97  '/•  por  loo.  Mesrino,  La  d^mauxuia,  p&gs.  8, 82  y  46. 

(2)  Santo  Tomás  de  VUlanueva,  arzobispo  de  Valencia,  convirtió  su  palacio  episcopal 
en  asilo  de  los  nilLos  expósitos  de  toda  su  diócesis  que  hacia  criar  á  sus  expensas.  Esto  su- 
cedía &  mediados  del  siglo  xvi.  Casi  contemporáneo  de  este  prodigio  de  caridad,  fué  San 
Carlos  Borromeo,  obispo  de  Milán,  no  menos  caritativo ;  y  en  el  siglo  xvix  resplandece 
San  Vicente  de  Paul,  verdadero  padre  de  los  pobres  y  fundador  de  un  instituto  que  se  con- 
sagra al  socorro  y  alivio  de  sus  miserias.  Los  hombres  celebran  sus  virtudes  y  la  Iglesia 
los  coloca  en  el  número  de  los  santos. 
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Además  de  íricurrír  en  este  error^  los  qiie  asf  raciociiMliiP^de* 
cen  otro  muy  esencial.  No  debe  ser  el  número,  de  lo^.n^ñpa  Bxi9r 
lentes  en  los  asilos  la  base  del  cálciUo,  sino  el  de  Iqst  pre^eoíta- 
dos^^  porque  las  meáojras  introducidas  en  estaa  ca9a9  de  refugio 
han:  prolongado,  la  vida  deja  mfisuiQía  desvalida:  de.manj^^a^qofif 
vista  así.  la  cuesUon,  el  mal^  se  trueca,  ea  bjm. 

Pocos,  bien  pocos  serán  lo£|  hy os. l^gf timos  cuya  criau^.y  edPr 
cacion,  por  el  abandono  de  los  padres,  lleguen  á  coAvertir^en 
un  gra^meA  para  la  sociieidiad.  Es.  preciso.  contaíT  pciaiemuornte 
con,  los .  sep^imieatos.  d$,  ln  n^Jtijiirs^za  epinia  nn  obstáculi^.  lauy 
gen^p^aX  y  muy  poderoso  ^. setmejai;)^  desvío;  más.  sil^  e^tirerw 
indigencia,  ó  las  costunibi^eB  estragadas,  fu^s^i  cabalar  de  algm 
culpable  s^aMdpnO;,,á  esto;si.  ahilos  «piadosos  deberá  JdiSQoi^ad  la 
salvación,  de  otraj;  muchas  vDt^timaa  de  la  miqeHa.  ó*  el  l^^rtípar 
je.  iQvé  importa  ilos  misfmos  hyps  legítimos  perder  una  íami:^ 
lia  que  los.  habna  áe^o,  perecer  de  hambre  ót  con*<H¡i@9Ídjo  coa 
su  mal  templo?  En  ve2;- de  uipps.  padres  iqdígie&teSfó  l&e«rtinos> 
euQuentran  u^  fi^Uia.  adoptiva,  y  una  soUcita  tutela  efe  la  a^^iífi 
nistracion. 

Por  último,,  vei^daderamenjte  es  mayor  la  mortfididad  ea  los;iii- 
ños  expósitos  qpe  eUflos  otros  de  si;  misma. edad;  p^ro^no^á  los 
vicios  de  la  iostíltucioi;,,  sino  á  las  ciBCunetaonias  que  preoedeO)  ó 
acompañan  á.  s^l  nacimiento,  deben*  a<}bíaQ£^e  los  estragoa  da  laj 
muerta .  Unos  padecen  en  el  seno  mismo^de  sua  madres. con  los^ 
esfuiers^oa  violentos  que  és^s  hacen,  paca  ocultar  Wf  estadp^  otros 
llegait  e:(t(enuados  por  la  miseria  y  por  Ia3.hOTrQi^sas  pi^jm^ 
nes  qiie  ocasiona:  un, númaro  mayor,  fruto  del  dQpmirenp  de  las 
costumbres,  lleva,  desde,  la  cuna,  el  gérm^P*  doJa^,  enfónwiedades. 
que  debilitan  y  extinguen,  su,  vida:  algunpa. lle^^  moríhupdos 
á  las  puertas  de  estas  casas  de  miseiricordjaK  c^f  os  cuidados  s^lo 
alcanzan  á  dilatar  el  término  de  su  breve  exisítenQÍah(l).< 

965. — Tal  es  el  estado  de  la  cuestión.  Nosotros  optaríamos, 
siempre  que  fuese  posible,  por  la  crianza  y  educación  de  Ips  bir 
jos,  así  legítimos  como  ilegítimos,  en  el  regassa.  de  sus  madres, 
favoreciendo  la  libre  expansión  de  su  inagotable  ternura  coa  so- 
corras domiciliarios  y  otros  medios,  da»  proteger  á:  los  padres  in-b 
digentes;  más  si  estos  recursos  no  bastasen,^amás  daríamog  á  la 

(l)  Qérando,  D$  la  bténf»Uane$  publiqtH^  tome  ii,  seeoodiB  p^tia^  Uv.  I,  chtL%  6. 
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administración  el  cruel  concejo  de  cerrar  laa  puertas  de  la  cari- 
dad y  déla  vida  al  niño  eispósitoó  abandonado.  Cugiftdo  loa  auxi- 
lios del  estado  int^reaafi  á  la  saiva^o  de  estosi  inoce^tesi^  no 
debe  el  Gobierna  disputar  coct  los  autores  de  sus  días  acereai  de 
loa  deberes  de  la  paternidad^  sí&q  sdbrirles  suslnttKOSiy  proteger^ 
los  contra  sus  mismas  familias. 

966u  -^Mas>  fundaos  olj^^^io^^S'  pueden  hacerse  ^  sistema^de 
admisión  de  los  niños  en  las^i^ndusas  por  el  medio  secreto  de  los 
toni<i«.  Parece  constante  (fue  su  existencia^  ofreciendo^  m9iyor 
fkoilidad  al  abandono,  aumenta  de  una  manera  tan  oonsiiiepab'e 
la  población  infantil,  que  la  administración  nada,  ó  muy  píco 
puede  hacer  en  sq  &yor;  y  por  otra  parte  (dkén),  su  clausura 
carece  de  influencia  en  la  suerte  de  los  reoiennQacido4sr>  pues  en 
los  pueblos  (kmde  se.ha  ensayado  la  supresión,  no  por  eso  filaron 
más  fi^ecuentes  los  casos  de  inianticidio  ni  Ijosi  de  eiiposicion  en 
las  calles  y  cssbmqo»  públicos. 

967. — La  reforma  que  más  aconsejan'  la  ra^on  y^  la  experien- 
cia es  admitir  á  los  niños  bajo  declaración  secretará  lia  autoridad 
encargada  de  este  delicado  asunto,  á  fin  de  conocer  la  verdade- 
ra situación  de  las.  familias  y  comprometer  á.  las  madresiá  que- 
darse con  sus  hijos,  ó  admitirlos  ó  rehusarlos  según  su  concien- 
cia; de  suerte  que  este  n^agistrado,  depositario  del  honor  de 
tantas  personas,  debe  ser  di^o  de  tan  elevada  confianza  per  su 
carácter  duice,  por  su  eoraiBon  sensible  y  por  sus  pensamientos 
generosos. 

Mientras  esta  pnid^te  reforma  no  se  practique,  cemvendria 
por  lo  menos  dismiofmir  el  número  de  los  tomos  y  alejarlos,  para 
oponer  algún  obstáculo,  ai  abandono  d»  los  recieo^nacidos,  dan- 
do tiempo  á  que  los  afectos  de  Emilia  se  desarroUen  en  el  co- 
razen  de  sus  padres  y  triunfe  la  naturaleza. 

96S*-*«*Los  niño»  expósitos  y  aband)oaiados«  á  la  caridad  pública 
pueden  ser  recogidos  por  sus  padres,  si  éstos  acreditan  serlo,  y 
si  por  su  conducta  no  inspiran  sospecha  de  que  les  darán  mala 
educación.  En  tal  ease,  antes  de  proceder  á  la  entrega  de  los  que 
hayan  sido  reclamados,  tienen  los  padres  la  obligación  de  resar- 
cir el  tedo  ó  la  par^e  que  puedan  de  los  gastos  ocasionados  á  la 
casa  por  la  crianza  y  educación  de  sus  h\jos;  y  si  nada  pueden, 
entonces  se  los  entregan  sin  exigirles  nada. 

969.— También  pueden  ser  prohijados  por  personas  honradas 
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que  se  hallen  en  estado  de  mantenerlos;  más  la  administración 
vela  siempre  sobre  ellos  y  conserva  sus  derechos;  y  si  por  cual- 
quiera motivcf  llega  á  convencerse  de  que  el  prohijamiento  no  es 
beneficioso  al  expósito,  lo  retira  del  poder  de  su  padre  adoptivo 
y  vuelve  á  tomarle  bajo  su  amparo,  en  uso  del  deber  de  tutela 
que  al  estado  pertenece. 

Si  algim  niño  prohijado  es  reclamado  después  por  sus  padres 
naturales,  lo  recobran  éstos,  concertándose  antes  con  el  pro* 
hijante  é  interviniendo  la  administración  en  punto  al  modo  de 
indemnizarle  de  los  gastos  hechos  en  su  crianza  por  el  padre 
adoptante  (1). 

970.— in.  El  instituto  de  las  casas  de  huérfttnos  y  desampara- 
dos es  acoger  á  los  niños  que  habiendo  sido  abandonados  por 
sus  padres  6  quedado  huérfanos,  no  fueren  recogidos  por  parien- 
te alguno,  ni  por  persona  extraña  con  el  propósito  de  cuidar  de 
su  crianza  y  educación.  En  estas  nuevas  casas  de  misericordia 
que  la  administración  abre  á  los  párvulos,  se  reciben  los  niños 
de  dos  á  seis  años. 

971 . — Proteger  al  huérfano  es  un  deber  ínoral,  político  y  civil 
para  el  estado.  La  adversidad  amenaza  su  vida  y  el  Gobierno 
acude  en  su  auxilio,  no  sólo  libertándole  de  los  peligros  de  la 
miseria,  sino  también  abriéndole  un  porvenir  á  cuyo  fin  forma 
su  corazón,  ilumina  su  entendimiento  y  desarrolla  en  él  todas 
las  fuerzas  necesarias  para  alcanzar  en  la  edad  adulta  una  situa- 
ción independiente.  El  huérfano  espera  de  la  sociedad  mas  que 
un  bienhechor,  le  pide  un  padre;  de  suerte  que  los  deberes  de  la 
administración  para  con  la  orfandad  son  mucho  más  graves  y 
estrechos  que  los  de  una  tutela  ordinaria.  El  tutor  legal  cuida  de 
la  persona  y  de  los  bienes  del  pupilo ;  pero  el  huérfano  pobre, 
como  nada  posee  en  el  mundo,  todo  lo  espera  de  la  sociedad, 
hasta  la  existencia.  La  tutela  del  estado  en  tal  caso  se  extiende 
á  donde  la  protección  posible  del  Gobierno  ejercida  por  medio 
de  sabias  instituciones  de  beneficencia  pública. 

972.— Debe  haber  en  cada  provincia  un  establecimiento  de  esta, 
clase,  dividido  en  dos  departamentos  separados  por  el  orden  de 
sexos  (2).  Allí  reciben  la  primera  enseñanza  y  aprenden  un  arte 
ú  oficio  en  las  fábricas  ó  talleres  de  la  casa,  procurando  la  admi- 

»    (1)  Regrlamento  de  benefleencia,  arts.  68  y  siga. 
(2)  Ley  de  20  de  Janio,'  art.  6. 
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nístracion  que  la  industria  reglamentada  no  haga  á  la  fabrica- 
ción libre  ruinosa  competencia. 

Si  el  producto  del  trabsgo  diario  de  cada  recogido  excede  de 
los  gastos  que  ocasiona  al  establecimiento,  se  le  reserva  el  ex- 
ceso y  se  aplica  al  fondo  de  ahorros  que  se  le  entregan  á  su  s?i- 
lida  (1). 

Las  casas  de  huérfanos  y  desamparados  no  son  establecimien- 
tos de  corrección,  ni  penales,  ni  prisiones  preventivas,  sino  un 
honroso  asilo  de  la  gente  menesterosa  é  impedida,  por  cuya  ra- 
Jion  nadie  puede  ser  detenido  en  ellas  más  tiempo  que  el  nece- 
sario para  su  socorro  (2).  Los  hospicios  nada  tienen  de  común 
con  las  cárceles:  aquéllos  son  el  santuario  de  la  inocencia  y  ésr- 
tas  la  mansión  del  crimen.  Confundir  su  objeto  y  mezclar  su  po- 
blación, equivale  á  corromper  voluntariamente  la  virtud  ponién- 
dola en  peligroso  contacto  con  el  vicio,  y  4  imprimir  en  la  des- 
gracia el  sello  de  la  ignominia.  Ni  aun  los  hijos  de  los  detenidos 
en  las  prisiones,  ni  de  los  sentenciados,  ni  los  vagabundos  deben 
mezclarse  con  los  huérfanos  y  desamparados  por  el  prudente 
recelo  de  que  no  derramen  en  sus  tiernos  corazones  el  veneno 
de  la  mala  educación,  y  les  inspiren  las  costumbres  licenciosas 
propias  de  la  vida  errante  y  disipada  de  sus  padres  ó  de  ellos 
mismos. 

973. — Según  se  colige  de  lo  expuesto,  nuestra  legislación  ad- 
ministrativa no  considera  en  los  hospicios  un  depósito  momentá- 
neo de  huérfanos  y  desamparados,  sino  un  asilo  perpetuo,  mien- 
tras no  hallen  un  modo  de  vivir  independiente.  En  otras  partes 
se  prefiere  la  vida  aislada  y  exterior  á  la  educación  y  al  trabsgo 
.en  común  dentro  del  establecimiento,  limitándose  los  beneficios 
de  la  casa  á  colocarlos  con  labradores  y  artesanos  que  provean 
á  sus  necesidades  y  les  enseñen  su  oficio. 

974. — Recomiendan  el  sistema  de  educar  á  los  huérfanos  en 
el  seno  de  las  femilias  privadas,  al  decir  de  sus  defensores,  va- 
rias razones,  á  saber : 

I.  Consideraciones  de  economía,  pues  sólo  grava  al  estado  en 
la  tercera  parte  de  los  gastos  que  el  opuesto  ocasiona,  lo  cual 
permite  al  Gobierno  extender  sus  beneficios  á  mayor  número  de 
aquellos  desgraciados. 

(1)  Regflamento  d«  beneficencia,  art.  76« 

(2)  Regrlamento  citado,  art.  79. 

TOMO  L  29 
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II.  La  facilidad  suma  del  servicio  y  la  extrema  sen<¿llez  de  la 
administración,  no  exigiéndose  ni  muchos  empleados,  ni  gran- 
des edificios,  ni  extensos  salones  para  talleres,  fábricas  y  otras 
oficinas  del  establecimiento. 

m.  La  salud  de  los  socorridos,  porque  el  régimen  de  un  hos- 
picio con  su  vida  sedentaria,  con  sus  habitaciones  y  trabsgos  co- 
munes, no  es  tan  salubre  como  el  aire  puro  de  los  campos  y  los 
ejercicios  de  la  vida  agrícola. 

rv.  El  porvenir  de  los  huérfanos,  porque  hacen  más  progresos 
en  el  aprendizaje,  pueden  cultivar  otras  artes  menos  vulgares  y 
más  lucrativas  y  tienen  más  fíicil  acceso  á  las  profesiones  eleva- 
das y  distinguidas. 

V.  Y  por  último,  existe  un  interés  moral  en  que  el  huér&no 
guste  de  la  vida  en  familia,  participe  de  sus  sentimientos,  con^ 
traiga  nuevos' lazos,  y  adquiera  un  apoyo  en  estos  afectos  casi 
paternales. 

975. — ^Mas  sin  embargo  de  tan  poderosos  argumentos  es  pre- 
ferible la  asistencia  interior,  pues  no  hay  verdadera  economía 
sino  cuando  con  menores  gastos  se  obtienen  iguales  ó  más  útiles 
resultados.  La  sencillez  del  servicio  debe  juzgarse  de  la  misma 
suerte,  y  la  diferencia  entre  uno  y  otro  régimen  administrativo 
no  será  tan  considerable,  si  se  organiza  un  sistema  de  proteo^ 
cion  y  vigilancia  en  favor  de  los  huérfenos  tal,  que  lleve  al  ho- 
gar doméstico  los  beneficios  de  la  tutela  del  estado.  La  salud  y 
la  educación  de  los  recogidos  pudieron  acaso  ó  pueden  todavía 
resentirse  de  los  vicios  ó  de  los  errores  de  la  administración; 
pero  estos  males  no  son  en  manera  alguna  incorregibles,  ni  de- 
fectos inherentes  á  los  hospicios.  Y  en  fin,  ensalzar  la  dichosa 
influencia  que  los  afectos  y  hábitos  de  familia  ejercen  en  el  ca- 
rácter privado  y  en  las  costumbres  de  los  huérfanos,  es  comba- 
tir todo  establecimiento  de  educación  pública  y  común,  y  es  su- 
poner también  ó  que  todas  las  familias  saben  y  pueden  inspirar 
esos  benévolos  sentimientos,  ó  que  la  administración  conoce 
aquellas  á  quienes  entrega  susf  protegidos  y  que  está  segura  de 
sus  virtudes  domésticas  y  sociales. 

Lejos  de  ser  este  linaje  de  educación  un  mal,  pruébase  lo  con- 
trario con  el  ejemplo  de  los  padres  que  envian  á  sus  hijos  á  los 
colegios  donde  viven  siyetos  á  un  régimen  uniforme  y  á  ima  sa- 
ludable disciplina :  allí  aprenden  á  distribuir  su  tiempo  y  ar- 
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reglar  su  trabajo :  allí  contraen  hábitos  de  orden  y  de  obedien- 
cia, adelantan  excitados  por  un  vivo  sentimiento  de  emulación, 
y  beben  en  flientes  puras  las  verdades  morales  y  religiosas  que 
son  el  más  firme  cimiento  de  toda  sociedad. 

976. — ^En  suma,  esta  controversia  se  dirime  fácilmente  seña- 
lando  las^  miras  verdaderas  de  la  administración  al  adoptar  uno 
ú  otro  sistema.  Si  el  estado  desea  proveer  á  la  subsistencia  de 
los  huérfanos  á  leve  costa  y  ofrecerles  un  asilo  pasajero,  tirando 
á  desembarazarse  cuanto  antes  de  los  cuidados  de  una  paterni- 
dad adoptiva,  como  quien  arroja  una  carga  pesada  ó  molesta, 
prefiera  el  régimen  de  la  crianza  y  educación  exteriores.  Mas  si 
la  sociedad  quiere  sinceramente  cumplir  para  con  estos  desvali- 
dos deberes  más  extensos  y  dispensarles  una  protección  más  ge- 
nerosa; si  consulta  las  buenas  costumbres  y  los  intereses  de  la 
industria,  no  los  entregará  en  las  manos  mercenarias  de  una 
familia  pobre,  igaorante  y  de  una  inmoralidad  incompleta  ó  du- 
dofsa,  sino  que  el  estado  los  prohijará  y  la  administración  les 
abrirá  escuelas  en  donde  reciban  la  enseñanza  moral  y  religiosa 
y  aprendan  las  profesioiies  útiles  en  el  curso  de  la  vida. 

Cualquiera  que  sea  el  sistema  preferido  por  la  ley  6  por  el  Go- 
bierno, hay  ciertas  reglas  de  necesaria  observancia,  si  han  de 
obtenerse  todas  las  ventajas  y  alejarse  los  más  graves  incor  ve- 
nientes y  peligros  de  cada  uno. 

977.— Los  huérfanos  colocados  en  familia  deben  encontrar  en 
sus  padres  adoptivos,  no  sólo  una  probidad  experimentada,  sino 
afectos  íntimos,  lecciones  y  ejemplos  de  moral,  medios  de  ins- 
trucción y  el  aprendizaje  del  trabajo:  deben,  á  falta  de  otros  bie- 
nes, hallar  la  salud  del  cuerpo  y  la  salud  del  aliua  que  son  el 
fruto  de  una  buena  educación  industrial  y  religiosa.  Por  grandes 
que  sean  las  garantías  de  los  prohijantes,  no  se  considerfi  la  ad- 
ministración exenta  del  cuidado  de  velar  sobre  los  huérfanos, 
haciéndolos  visitar  con  frecuencia  por  inspectores  atentos  á  dis- 
pensarles los  beneficios  de  un  benévolo  patronazgo. 

978. — Los  huérfenos  acogidos  en  el  hospicio  y  sujetos  al  régi- 
men de  la  comunidad,  deben  recibir  la  educación  más  adecuada 
á  su  calidad  de  niños  pobres.  La  aoministracion  les  facilitará  el 
acceso  á  las  profesiones  útiles,  á  las  artes  y  oficios  capaces  de 
conducirlos  á  una  situación  independiente.  No  se  les  cierre  la 
puerta  á  las  profesiones  liberales,  pero  tampoco  se  les  abra  in- 
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discretamente.  Los  estudios  clásicos  suelen  ser  un  don  funesto 
para  las  personas  que  carecen  de  cierto  grado  de  bienestar  y  de 
riqueza,  porque  la  inconsiderada  afluencia  de  la  juventud  ha  obs- 
truido las  salidas;  de  suerte  que  en  vez  de  ser,  como  en  otro 
tiempo,  el  camino  de  la  fortuna,  apenas  sirven  sino  para  infun- 
dir esperanzas  temerarias  y  encender  el  fuego  de  mil  ambicio- 
nes vagas  é  inquietas.  Que  los  huérfanos  no  gusten  ese  fruto 
amargo  de  nuestra  imperfecta  civilización ;  más  tampoco  se  pro- 
hiba alargar  la  mano  hacia  él  y  cogerlo  al  que  durante  el  curso 
de  su  educación  muestre  un  talento  privilegiado  para  las  artes, 
para  las  ciencias  ó  las  letras,  pues  favoreciendo  el  desarrollo  de 
sus  facultades,  no  sólo  se  le  guia  por  la  senda  de  su  verdadera 
vocación,  sino  que  además  se  presta  un  servicio  importante  al 
estado  (1). 

979. — ^IV.  La  hospitalidad  pública  era  desconocida  en  los  pue- 
blos antiguos.  Las  costumbres  patriarcales  miraban  este  deber 
de  la  sociedad  moderna  como  una  virtud  privada,  y  las  primiti- 
vas leyes  precavían  la  necesidad  de  la  asistencia  con  la  institu- 
ción de  la  esclavitud  y  la  organización  de  la  familia. 

980. — Dos  causas  contribuyeron  á  transformar  la  virtud  pri- 
vada en  beneficio  público  y  despertaron  el  pensamiento  de  es- 
tablecer asilos  para  el  enfermo,  para  el  valetudinario  y  para  el 
anciano  pobres  y  desvalidos. 

La  emancipación  del  trabajo  dio  más  ensanche  á  la  libertad 
individual,  si  bien  este  grado  mayor  de  independencia  prodiyo 
asimismo  un  aislamiento  mayor  de  afectos  é  intereses  persona- 
les. Después  que  el  obrero  se  vio  en  la  necesidad  de  vivir  á  costa 
de  su  salario,  trocó  el  techo  paterno  por  la  fábrica  y  el  taller,  y 
los  lazos  de  la  sangre  fueron  sustituidos  en  parte  con  los  víncu- 
los del  trabajo.  El  proletario  se  hizo  dueño  de  su  voluntad,  de  su 
tiempo  y  de  sus  brazos,  y  también  único  responsable  de  su  im- 
previsión, de  sus  errores,  Ae  sus  faltas  y  hasta  de  los  accidentes 
de  la  fortuna. 

981.— Al  socorro  de  estas  nuevas  necesidades  acudió  el  Evan- 
gelio con  remedios  nuevos  sacados  del  fondo  inagotable  de  su 
doctrina.  En  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  no  hubo  hospita- 
les, porque  fué  abundantísima  la  limosna,  y  sólo  cuando  la  cari- 

(1)  Gafando,  De  la  bitnfaisance  publique,  II  part. 
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dad  individual  empezó  á  ser  tihia,  vinieron  los  socorros  colecti- 
vos á  colmar  sus  vacíos.  Estos  asilos  abiertos  al  doble  infortunio 
de  la  miseria  y  del  dolor  son  una  extensa  aplicación  del  princi- 
pio de  la  caridad  cristiana,  porque  convierten  la  limosna  even- 
tual y  acaso  indiscreta  en  asistencia  ilustrada  y  cierta. 

982. — España  no  fué  la  nación  menos  solícita  por  fundar  y 
abrir  estas  casas  de  misericordia  á  los  pobres  inválidos  que  ha- 
llaron siempre  liberal  protección  en  la  piedad  de  sus  Reyes,  en 
la  caridad  de  los  prelados  y  personas  particulares  y  en  el  celo  de 
algunas  congregaciones  religiosas. 

Existen  documentos  que  prueban  la  caridad  de  nuestros  ante- 
pasados. Tenian  los  Godos  en  el  siglo  vi  xenodochios  ó  casas  de 
misericordia  donde  eran  asistidos  con  suma  liberalidad  los  en- 
fermos y  peregrinos.  Perseverando  los  cristianos  que  resistían  á 
mano  armada  la  dominación  de  los  Sarracenos  en  la  buena  obra 
comenzada  por  sus  mayores,  hubo  hospitales  muy  temprano  en 
los  reinos  de  León  y  Castilla ,  como  lo  acreditan  la  donación  de 
D.  García  al  monasterio  de  San  Isidoro  de  Dueñas  pro  suscep- 
tione  hospitum  et petegrinorum  illuc  advenienüum  (año  911), 
un  privilegio  otorgado  á  la  alberguería  de  la  ciudad  de  Burgos 
destinada  al  sustento  de  los  pobres  y  á  dar  hospitalidad  á  los 
peregrinos  (1085),  otro  de  Alonso  VIII  ^1  monasterio  de  Santa 
María  de  Nájera  con  el  mismo  objeto  (1175),  y  varias  fundacio- 
nes piadosas  hechas  por  particulares,  como  el  hospital  de  la  villa 
de  Carrion  erigido  por  D.  Gonzalo  Ruiz  Girón  en  1209,  el  de 
Falencia  debido  al  celo  del  obispo  D.  Pedro  y  ampliado  en  sede- 
vacante  por  la  muerte  de  D.  Juan  de  Castromocho  en  1397  y  de- 
más casas  de  misericordia  (1). 

983. — El  siglo  xviii ,  fiel  á  su  espíritu  innovador,  se  propuso 
combatir  la  existencia  de  los  hospitales,  cayendo  la  institución 
en  desgracia  de  algunos  filósofos,' más  bien  en  consideración  á 
su  origen  y  á  su  carácter  religioso,  que  á  razones  sólidas  de  pú- 
blica utilidad.  No  es  maravilla  que  diese  este  y  otros  amargos 
frutos  ima  filosofía  que  tiene  por  divisa  el  materialismo  en  las 
doctrinas,  el  egoísmo  en  la  moral  y  en  la  política  el  aislamiento. 
Por  fortuna  prevaleció  el  buten  sentido,  y  los  hombres  de  go- 

• 

(1)  Yepes,  Crónica  de  la  orden  de  San  Benito^  t.  IV,  ap.  fol.  444;  González,  Privilegios 
de  Simancae,  t.  V,  págs.  25  y  87 ;  Pulgar,  Hieloria  de  Falencia,  lib.  II,  pág.  250,  y  Ub.  III, 
pág.  77. 
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bierno,  distinguiendo  les  efectos  naturales  denlos  abusos,  se  ape- 
garon cada  vez  con  más  fuerza  á  las  antiguas  ideas  de  humani- 
dad que  el  tiempo  y  la  opinión  de  todo  el  mundo  han  consa- 
grado. 

984. — Nuestros  hospií;ales  públicos  están  destinados  á  la  asis- 
tencia de  los  enfermos  que  no  pueden  ser  curados  en  sus  propias 
casas.  Las  Diputaciones  y  los  Ayuntamientos  cuidan  de  estable- 
cerlos y  conservarlos,  así  como  de  reformarlos  ó  suprimirlos, 
por  ser  este  asunto  de  su  exclusiva  competencia  (1).  Las  atribu- 
ciones del  Gobierno  se  limitan  á  ejercer  autoridad  en  los  de  ca- 
rácter general. 

El  hospital  de  con valecencia  debe  ser  distinto  del  de  enfermos, 
de  modo  que  estén  separados ;  y  con  mayor  razón  todavía  estará 
separada  de  uno  y  otro  la  casa  de  dementes. 

También  debe  haber  departamentos  ó  salas  distintas  para 
hombres  y  mujeres,  niños  y  adultos,  parturientas  y  paridas,  en- 
fermos y  convalecientes  hasta  donde  la  comodidad  del  edificio 
lo  permita,  y  habitaciones  reservadas  para  los  enfermos  cuyas 
estancias  costearen  ellos  mismos  ú  otras  personas  en  su  nombre. 

El  servicio  interior  de  los  hospitales  públicos  está  á  cargo  de 
un  director,  jefe  inmediato  de  todos  los  empleados  de  la  casa  é 
inspector  de  sus  actos.  Para  la  asistencia  corporal  hay  un  nú- 
mero correspondiente  de  facultativos  y  enfermeros,  y  para  la 
espiritual  la  conveniente  dotación  de  capellanes  adornados  de 
las  circunstancias  necesarias  al  ejercicio  de  su  santo  ministerio 
sin  menoscabo  de  la  autoridad  y  derechos  parroquiales  (2). 

985. — Está  prohibido  contratar  los  medicamentos  por  medio 
de  subasta  ó  licitación  púBlica,  ya  porque  no  es  posible  fijar  ti- 
pos ^ara  celebrarla  ni  establecer  condiciones  que  se  puedan  com- 
probar al  tiempo  de  recibir  las  cosas  contratadas,  de  donde  ha- 
bla de  resultar  notable  daño  á  la  humanidad,  y  ya  porque  el  far- 
macéutico de  conciencia  más  ancha  seria  siempre  aquel  á  quien 
se  adjudicase  el  remate,  presentándose  con  las  apariencias  de 
mejor  postor  (3). 

986. — No  obstante  que  el  mayor  número  de  hospitales  son  es- 
tablecimientos sostenidos  á  expensas  de  las  provincias  ó  de  los 

(1)  Ley  municipal,  art.  ñl,  y  ley  provincial,  art.  46. 

(2)  Roj^rl&n^ento  de  beneficencia,  arta.  104  y  eig. 

(B)  Reglamento  de  beneficencia,  art.  57,  y  real  orden  de  16  de  Julio  de  1861. 
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pueblos  y  destinados  al  uso  de  sus  habitantes,  la  humanidad  acon- 
s^a  no  rehusar  sus  socorros  al  natural  de  otro  país  ó  estado,  si 
los  implora.  El  extranjero  6.  el  peregrino  se  hallan  solos  en  la 
tierra  en  donde  habitan  y  desprovistos  por  lo  común  de  los  me- 
dios más  necesarios  de  asistencia ;  por  cuya  razón,  acogerlos  en 
los  asilos  públicos  de  beneficencia  es  cumplir  con  un  deber  recí- 
proco de  humanidad  á  que  algún  dia  corresponderán  su  pueblo 
ó  su  patria, 

987. — Mas  no  seria  un  acto  de  caridad  discreta  y  prudente  ad- 
mitir sin  distinción  á  los  verdaderos  y  á  los  falsos  enfermos,  á 
los  pobres  y  á  los  que  poseen  recursos  para  curarse  en  su  domi- 
cilio. El  hombre  váUdo  que  fingiendo  dolores  pretende  sorpren- 
der la  caridad  pública  y  vivir  ocioso  en  el  hospital,  sea  rechaza- 
do sin  compasión  de  aquel  asüo ;  y  el  inválido,  pero  no  indigen- 
te, sea  gravoso  á  sí  mismo  ó  á  su  familia  antes  que  á  la  sociedad 
cuya  protección  es  siempre  subsidiaria,  ó  propter  vitam  sola- 
mente. Hé  ahí  por  qué  estas  casas  de  refugio  no  deben  ofrecer 
otras  comodidades  que  las  necesarias  á  su  instituto,  pues  si  en 
logar  de  repeler  con  un  régimen  austero,  atrajesen  con  un  tra- 
to blando  y  agradable,  la  administración  no  lograría  jamás  ver- 
se desembarazada  de  importunos  sin  el  menor  título  á  los  socor- 
ros de  la  beneficencia  pública. 

988.— La  hospitalidad  retribuida,  es  decir,  la  admisión  de  en- 
fermos en  los  hospitales  mediante  el  pago  de  una  pensión  en  re- 
compensa de  los  gastos  y  de  los  cuidados  que  al  establecimiento 
ocasionan,  es  ventajoso  bajo  el  aspecto  de  la  economía  y  de  la 
salud,  porque  pueden  los  particulares,  mediante  un  precio  mó- 
dico, ser  asistidos  con  esmero  y  tratados  por  los  profesores  más 
distinguidos.  Bajo  el  punto  de  vista  moral,  fomenta  en  la  clase 
laboriosa  el  espíritu  de  previsión  y  el  sentimiento  de  la  dignidad 
propia,  disminuye  al  mismo  tiempo  las  cargas  de  los  asilos  hos^ 
pitalarios  y  les  permite  ejercer  una  caridad  más  amplia  y  liberal. 

989. — La  multiplicación  de  este  género  de  establecimientos 
unas  veces  tiene  por  objeto  satisfacer  las  necesidades  locales, 
otras  clasificar  las  enfermedades,  y  otras,  en  fin,  impedir  la  acu- 
mulación de  los  enfermos  en  unas  mismas  habitaciones.  En  el 
primer  caso  se  diseminan  por  varios  pueblos,  en  el  segundo  se 
separan  dentro  de  la  misma  ciudad,  y  en  el  tercero  se  dividen 
para  mejorar  el  servicio. 
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990. — Los  ancianos  y  los  valetudinarios  son  hombres  incapa- 
ces de  valerse  á  sí  mismos  porque  la  debilidad  senil  ó  los  acha- 
ques crónicos  los  postran  é  incapacitan  para  ganar  su  pan.  Si  no 
son  indigentes  ó  tienen  hijos  ó  deudos  que  velen  por  su  existen- 
cia, la  beneficencia  pública  les  retira  sus  socorros ;  más  si  care- 
cen de  familia,  de  amigos  ó  personas  que  les  auxilien  con  los 
dones  de  la  caridad,  la  administración  debe  acogerlos  bajo  su  tu- 
tela. ' 

Verdaderamente  ni  la  ley,  ni  el  Gobierno  deben  mostrarse  de- 
masiado fáciles  al  desprenderlos  de  la  vida  en  familia,  no  sólo 
porque  un  anciano  ó  un  enfermo  rara  vez  son  excesivamente 
gravosos  en  el  hogar  doméstico  en  donde  hay  mil  ocupaciones 
suaves  y  sedentarias  que  confiar  á  sus  débiles  y  trémulas  manos, 
sino  también  porque  su  reunión  en  los  hospicios,  comunicándose 
sus  dolencias,  sus  impresiones  de  tristeza,  tropezándose  todos  los 
dias  en  el  camino  de  la  tumba  y  viendo  fallecer  uno  á  uno  sus 
compañeros  de  retiro,  convierten  aquel  último  asilo  en  una  man- 
sión dolorosa  y  ima  especie  de  sepultura  anticipada.  Mas  á  pesar 
de  estos  inconvenientes,  el  pobre  inválido,  el  célibe,  el  viudo  sin 
hijos  ó  el  otro  más  desgraciado  todavía  que  los  tiene,  sí,  pero 
viciosos,  ingratos,  egoístas,  de  quienes  recibe,  en  vez  de  socor- 
ros, mal  trato  ¿qué  puede  hacer  sino  implorar  la  caridad  pública 
y  echarse  en  brazos  de  la  sociedad? 

991. — Acostumbran  algunos  pueblos  colocar  á  los  ancianos 
decrépitos  ó  enfermos  incurables  en  casas  de  labradores  co- 
mo suele  hacerse  con  los  niños  expósitos,  mediante  una  pensión 
que  las  casas  de  beneficencia  satisfacen.  Este  sistema  no  debe 
merecer  la  preferencia  de  la  administración,  sino  cuando  aparez- 
ca muy  en  consonancia  con  las  costumbres  dulces  y  los  hábitos 
sencillos  de  las  gentes  del  campo.  Es  preciso  que  haya  un  gran 
fondo  de  moralidad  en  el  pueblo  para  que  la  hospitalidad  domés- 
tica sea  benévola  y  afectuosa,  y  no  áspera  y  dura;  vicios  propios 
de  toda  asistencia  sostenida  por  la  idea  de  especulación  y  por  el 
estímulo  de  un  sórdido  interés.  La  falta  absoluta  de  simpatías  en 
el  bienhechor  hace  muy  amargo  el  beneficio ;  y  hé  ahí  la  razón 
por  qué  la  hospitalidad  en  común,  á  pesar  de  todos  sus  inconve- 
nientes, convida  con  un  régimen  físico  y  moral  más  favorable 
al  anciano  y  al  enfermo  durante  el  breve  período  de  su  triste  y 
penosa  existencia. 
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992. — La  demencia  es  una  terrible  enfermedad  que,  más  que 
otra  alguna,  inspira  compasión  y  respeto.  Por  espacio  de  muchos 
siglos  la  administración  abandonó  á  los  dementes  á  su  desgra- 
cia; más  al  fin  se  prestó,  oido  á  la  voz  de  la  humanidad  y  hoy  tie- 
nen parte  en  los  socorros  públicos. 

La  medicina  mental  aconseja  el  tratamiento  al  aire  libre,  cuyo 
término  de  bondad  conocida  es  el  sistema  de  colonización,  según 
áfe  practica  en  Gheel  (Bélgica)  hace  siglos.  No  siempre  se  logra 
por  este  medio  la  curación  del  enfermo;  pero  se  consigue  á  lo 
menos  el  alivio  de  su  dolencia,  y  se  le  proporciona  una  asistencia 
esmerada  en  el  seno  de  la  familia.  No  es  corto  beneficio  mejorar 
la  condición  de  los  pobres  dementes  rodeándolos  de  cuidados  ex- 
quisitos que  se  fundan  en  la  triple  base  del  patronato  familiar,  la 
atención  individual  y  la  continua  distracción  á  favor  del  trabajo, 
cuando  el  estado  del  enfermo  lo  permite. 

Las  casas  destinadas  á  los  dementes  proveen  á  tres  clases  dis- 
tintas de  necesidades,  porque  primeramente  cuidan  de  restable- 
cer la  salud  del  enfermo,  si  su  dolencia  no  es  incurable;  en  se- 
gundo lugar  ofrecen  un  asilo  al  ¿lamente  destituido  de  recursos 
y  falto  de  toda  protección  de  amistad  ó  familia,  y  en  tercero  de- 
fienden á  la  sociedad  de  los  pehgros  á  que  el  abandono  del  hom- 
bre privado  de  razón  la  expondría.  Hé  ahí  cómo  tales  estableci- 
mientos participan  del  carácter  de  hospitales  y  casas  de  refugio 
y  reclusión. 

993. — Nuestra  legislación  administrativa  establece  que  estos 
asilos  puedan  ser  comunes  á  dos  ó  más  provincias  según  su  po- 
blación, distancia,  recursos  y  más  circunstancias,  y  aun  según 
el  número  ordinario  de  los  enfermos.  Estas  casas  no  están  pre- 
cisamente situadas  en  la  capital,  sino  en  aquellos  pueblos  que 
á  juicio  del  Gobierno  ofrecen  más  comodidades  para  llenar  su 
objeto. 

Debe  haber  en  ellas  un  departamento  para  hombres  y  otro  dis- 
tinto para  mujeres,  y  las  estancias  de  los  enfermos  estar  separa- 
das, en  cuanto  fuere  posible,  según  el  diferente  carácter  y  pe- 
ríodo de  la  enajenación  mental. 

Prohiben  las  leyes  el  encierro  continuo,  la  aspereza  en  el  tra- 
to, los  golpes,  grillos  y  cadenas  que  con  brutal  violencia  han 
solido  emplearse  en  estas  casas ;  sistema  inhumano,  no  sólo  por 
lo  que  tiene  de  cruel  la  pena  y  de  injusta  aplicada  á  un  infeliz 


458  DEIIECHO  ADMINISTRATIVO   ESPAÑOL. 

privado  de  razón,  sino  porque  irrita  y  enfurece  al  enfermo,  exalta 
su  imaginación  y  aumenta  el  desorden  de  sus  fiícultades  menta- 
les. El  trabajo  puede  servirles  como  un  medio  de  distracción  y 
templa  de  consiguiente  sus  arrebatos,  y  por  eso  la  ley  recomien- 
da se  proporcione  á  cada  uno  el  más  adecuado  á,  su  situación 
según  los  recursos  de  la  casa  y  el  dictamen  facultativo. 

No  deben  las  autoridades  enviar  dementes  á  los  asilos  de  su 
clase,  sin  ponerse  antes  de  acuerdo  con  las  Juntas  de  que  depen- 
den, para  impedir  el  embarazo  que  resulta  de  no  poderlos  admi- 
tir poi*  falta  de  comodidad  en  el  establecimiento  (1). 

Pueden  los  particulares  establecer  por  su  cuenta  casas  de  de- 
mentes, aunque  la  administración  ejerce  sobre  ellas  un  derecho 
supremo  de  inspección  y  vigilancia  á  fin  de  precaver  cualesquie- 
ra abusos  en  daño  de  la  salud,  y  sacar  á  salvo  de  todo  peligro 
la  libertad  de  las  personas  (2) .  Es  esta  una  prerogativa  del  hom- 
bre demasiado  preciosa  para  exponerse  á  perderla  por  un  error 
ó  una  combinación  maliciosa;  y  por  eso  cuida  el  Gobierno  de 
inquirid  la  realidad  de  la  enajenación  mental,  y  si  el  desorden 
existe,  todavía  protege  al  enfermo  curable  ó  incurable. 

994. — Organizado  el  servicio  de  la  beneficencia  pública,  tiene 
la  administración  todavía  otros  deberes  que  cumplir  con  respec- 
to á  los  pobres  inválidos,  á  saber,  la  inspección  de  los  estableci- 
mientos á  fin  de  asegurarse  si  las  leyes  se  cumplen,  si  las  reglas 
se  guardan,  si  las  instrucciones  se  observan,  y  en  suma  si  los 
desvalidos  hallan  en  efecto  la  protección  que  el  Gobierno  les  ofre- 
ce. A  este  fin  se  hallan  autorizados  los  gobernadores  de  provin- 
cia para  girar  visitas  por  sí  ó  por  medio  de  sus  delegados,  sin 
que  ningún  establecimiento  público  ó  particular  ni  sus  patronos 
puedan  oponer  la  menor  dificultad  ni  suscitar  el  más  leve  obs- 
táculo al  desempeño  de  su  comisión.  La  autoridad  de  inspección 
de  estos  representantes  del  Gobierno  es  omnímoda  en  el  acto  de 
visita  sobre  cuanto  conduzca  á  examinar  el  estado  de  la  casa,  la 
regularidad  de  su  administración  y  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones á  que  por  reglamento  se  hallan  consagrados  (3). 

995. — Los  obispos,  en  desempeño  de  su  ministerio  pastoral, 
pueden  visitar  los  establecimientos  de  beneficencia  de  sus  res- 


(1)  Real  orden  de  28  de  JuUo  de  1880. 

(2)  Reerlamento  de  laeneflcencia,  arta.  119  y  sig. 

(3)  Ley  de  20  de  Junio  de  1849,  art.  11,  §  5. 
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pectivas  diócesis  y  poner  ea  noticia  de  los  gobernadores  de  pro- 
vincia 6  del  Gobierno  las  observaciones  que  crean  útiles  á  los 
mismos  y  no  sean  de  su  propia  competencia;  disposición  digna 
de  alabanza,  porque  la  ley  Uama  en  auxilio  de  la  acción  admi- 
nistrativa á  la  caridad  cristiana  representada  en  las  personas 
más  dignas  por  la  bondad  de  su  corazón  y  por  la  pureza  de  sus 
costumbres. 

Verdad  es  que  esta  asociación  del  magistrado  y  del  sacerdote 
para  acrecenta^r  los  beneficios  de  la -caridad  pública  no  es  una 
doctrina  consagrada  por  la  primera  vez  en  el  dia  (1). 

996. — Constituyen  los  fondos  de  la  beneficencia  general: 

I.  Los  bienes  y  valores  de  procedencia  particular  que  ya  for- 
maban parte  de  su  dotación. 

n.  Los  que  destinen  los  particulares  á  este  objeto,  sea  por 
contrato  entre  vivos,  sea  por  última  voluntad. 

ÜL  Los  procedentes  de  fundaciones  particulares  cuyo  insti- 
tuto haya  caducado. 

rv.  Los  sobrantes  de  estas  fundaciones  después  de  cumplidas 
sus  cargas. 

V.  Los  derivados  del  mismo  origen  y  aplicados  á  estableci- 
mientos provinciales  ó  municipales  sin  autorización  legal,  ó  sin 
haber  observado  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes  vigen- 
tes al  tiempo  de  hacerse-la  aplicación. 

VL  Las  cantidades  que  se  le  consignen  en  el  presupuesto  de 
gastos  del  estado  (2). 

997. — iTodos  los  establecimientos  de  esta  clase  forman  su  pre- 
supuesto y  rinden  anualmente  cuenta  circunstanciada  de  su  ad- 
ministración, cuyo  presupuesto  y  cuenta  están  sujetos  á  las  re- 
glas comunes  de  la  contabilidad  administrativa  según  la  natura- 
leza de  los  gastos.  De  consiguiente,  no  procede  la  via  ejecutiva 
contra  los  fondos  de  los  establecimientos  de  beneficencia.  Sus 
acreedores  deben  reclamar  el  pago  en  la  forma  que  las  leyes 
disponen  y  notaremos  más  adelante,  con  respecto  á  las  Diputa- 
ciones y  los  Ayuntamientos  (3) . 

998. — Tanto  en  los  negocios  contencioso-administrativos,  co- 
mo  en  los  ordinarios,  bien  sean  demandantes,  bien  demandados, 

(1)  Ley  de  20,de  Janio,  art.  11,  §  6,  y  real  orden  de  90  da  Setiembre  de  1816. 

(2)  Ley  cit.,  art.  14,  y.  decreto  de  16  de  Junio  de  1918. 

(8)  Reales  decretos  de  13  de  Marzo  de  1841  y  28  de  Setiembre  de  181^. 
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los  establecimientos  de  beneficencia  litigan  como  pobres  (1).  An- 
tes de  ahora  nombraba  el  Gobierno  en  cada  distrito  judicial  uno 
ó  más  letrados  según  lo  exigían  las  necesidades  del  servicio,  á 
quienes  confiaba  la  defensa  gratuita  de  los  derechos  de  los  esta- 
blecimientos de  beneficencia  que  radicaban  en  el  mismo  (2).  Hoy 
puede  hacerlo  siempre  que  sea  parte  en  el  litigio  alguno  gene- 
ral, pues  los  provinciales  y  municipales  dependen  de  las  Diputa- 
ciones y  Ayuntamientos,  á  quienes  pertenece  nombrar  letrados 
y  practicar  todas  las  diligencias  convenientes  á  seguir  el  juicio, 
procediendo  como  actores  ó  reos  ^n  causa  propia  (3), 

Artículo  2,^^Creacion  y  supresiony  agregtuiion  y  segregación  de  los  estn^ 

blecimientos  públicos  de  hen^cencia. 

999.— Número  de  establecimien-  beneficencia. 

tos  de  beneficencia.  1001.— Creación  y  supresión  de  los 
1000.— Agregación  y  segregación  públicos. 

de  los  establecimientos  de  1002.-rObservfiu^ion. 

999.— La  extensión  de  la  miseria,  no  la  falsa  pobreza,  y  mu- 
cho menos  la  ociosidad,  compañera  inseparable  del  vicio,  debe 
señalar  con  exactitud  el  número  de  establecimientos  públicos  de 
beneficencia.  Si  la  administración  tiene  de  menos,  abandona  el 
indigente  á  toda  suerte  de  privaciones  y  al  dolor :  si  tiene  de  más, 
fomenta  el  ocio,  corrompe  las  costumbres  y  convierte  la  vagan- 
ciafén  una  profesión  protegida  por  el  Gobierno. 

1000. — La  agregación  de  dos  ó  más  establecimientos  de  cari- 
dad puede  ser  reclamada,  ó  por  la  conveniencia  de  disminuirlos 
para  que  su  exceso  no  dañe  á  la  sociedad,  ó  por  razones  de  pru- 
dente economía.  Su  segregación  puede  ser  exigida  por  el  bien 
común,  si  aumentándolos  se  pretende  satisfacer  mejor  las  nece- 
sidades locales,  ó  por  el  interés  de  los  socorridos,  si  la  adminis- 
tración Ueva  las  miras  de  clasificarlos  ó  distribuirlos  en  varias 
casas  ó  habitaciones. 

1001. — Para  determinar  la  autoridad  á  quien  corresponde 

(1)  Ley  de  20  de  Jnuio,  art.  17. 

(2)  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1848,  ley  de  90  de  Junio  de  1849,  art.  \%  real  decreto 
de  6  de  Julio  de  1858,  art.  16,  real  orden  de  14  de  Abril  de  1858,  y  reglamento  de  Sn  de 
Abril  de  1875,  art.  6. 

(8)  Ley  provincial,  arte.  46  y  70,  y  ley  municipal,  arte.  51, 67  y<81. 
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crear  ó  suprimir  los  establecimientos  de  beneficencia  y  agregar 
ó  segregar  en  todo  ó  en  parte  sus  rentas,  conviene  saber  que  los 
públicos  se  distinguen  por  razón  de  los  fondos  con  que  se  sostie- 
nen en  generales,  provinciales  y  municipales,  según  que  son  cos^ 
toados  por  la  nación,  por  las  provincias  ó  por  los  pueblos. 

I.  Solamente  al  Grobiemo  pertenece  la  facultad  de  crear  ó  su- 
primir los  establecimientos  generales  y  agregar  ó  segregar  sus 
rentas,  previa  consulta  del  Consejo  de  Estado.  La  supresión  no 
procede  sino  mediante  la  instrucción  de  expediente  gubernativo 
del  cual  resulte  comprobada  su  inutilidad  (1). 

Si  el  establecimiento  suprimido  poseyese  recursos  propios,  to- 
dos sus  bienes,  rentas  y  derechos  deberán  incorporarse  en  otro, 
pues  el  patrimonio  de  los  pobres  podrá  ser  distribuido  6  apli- 
cado de  ei^ta  ó  aquella  manera,  pero  no  distraído  ni  menoscabado, 
porque  socorrer  al  indigente  es  una  deuda  sagrada,  sobre  todo 
cuando  tiene  un  título  que  le  constituye  acreedor  al  socorra  (2). 

n.  Corresponde  á  las  Diputaciones,  en  uso  de  su  exclusiva 
competencia,  crear,  suprimir  y  reformar  los  establecimientos 
provinciales  de  beneficencia.  La  ley  no  autoriza  la  intervención 
del  Gobierno  en  esta  materia,  ni  pone  límites  á  la  facultad  de 
suprimir,  aunque  el  Gobierno  los  tiene,  según  queda  dicho,  res- 
pecto álos  generales  (3). 

in.  Corresponde  álos  Ayuntamientos,  asimismo  en  uso  de  su 
exclusiva  competencia,  crear,  suprimir  y  reformar  los  estableci- 
mientos municipales  de  beneficencia;  pero  los  acuerdos  relativos 
á  su  reforma  ó  supresión  no  son  sin  embargo  ejecutivos  sino 
después  de  aprobados  por  la  Comisión  provincial  (4) . 

1002. — A  decir  verdad,  desde  que  para  la  supresión  ó  reforma 
es  necesaria  la  aprobación  de  una  autoridad  superior,  deja  de  ser 
exclusiva  la  competencia  de  los  Ayuntamientos,  aunque  la  ley 
afirme  lo  contrario.  La  intervención  de  la  Comisión  provincial 
en  estos  casos  es  un  acto  de  tutela  administrativa,  con  cuyo  mo- 
tivo ocurre  preguntar:  ¿qué  razón  existe  para  que  la  Comisión 
provincial  pueda  interponer  su  veto  al  acuerdo  de  un  Ayunta- 
miento tocante  á  la  supresión  ó  reforma  de  un  establecimiento 


(1)  Real  decreto  de  6  de  Julio  de  1858,  art.  6. 

(2)  Ley  de  20  de  Junio,  art.  16. 

(3)  Ley  provincial,  art.  46. 

(4)  Ley  municipal,  arta.  67  y  19. 
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municipal  de  beneficencia,  y  no  goce  de  igual  derecho  el  Gobier- 
no, cuando  la  Diputación  acuerda  suprimir  ó  reformar  alguno 
provincial?  No  es  fácil  adivinar  la  respuesta  satisfactoria. 

Artículo  ^.^-SitablecimietUas  pé^riiculares  de  beneficencia» 

1003.— Beneficencia  particular.  de  la  Gobernación. 

1004.— Caracteres  de  estas  insti-  1009.— De  la  dirección  del  ramo. 

tuciones.  1010.— Délos  gobemadoresde  pro^ 

1005.— Cuándo  adquieren  el  de  pú-  vincia. 

blicas.  1011.— De  las  Juntas  de  Benefi- 

1006.— Protectorado  del  Gobierno.  cencía. 

1007.— Derechos  que  confiere.  1012.— De  las  autoridades  locales. 

1008.— Atribuciones  del  ministro  1018.— Critica. 

1003. — Así  se  llaman  las  obras  pías  6  fimdaciories  piadosas  que 
se  sostienen  con  rentas  propias  donadas  ó  legadas  por  personas 
caritativas  ó  bienhechoras  de  los  pobres. 

La  beneficencia  particular  (dijo  el  Gobierno)  comprende  todas 
las  instituciones  benéficas  creadas  y  dotadas  con  bienes  particu- 
lares, cuyo  patronazgo  y  administración  fiíeron  reglamentados 
por  los  respectivos  fundadores  ó  en  su  nombre,  y  confiados  en 
igual  forma  á  corporaciones,  autoridades  ó  personas  determina- 
das (1). 

1004. — El  carácter  de  las  instituciones  de  beneficencia  parti- 
cular es  satisfacer  necesidades  públicas  ó  representar,  aunque  de 
origen  privado,  ciertos  intereses  colectivos,  como  las  casas  de 
maternidad,  los  hospicios,  hospitales,  pósitos,  las  cajas  de  ahor- 
ros, los  montes  de  piedad  y  otras  semejantes.  Son  conocidas  vul- 
garmente con  los  nombres  de  patronatos,  memorias,  legados, 
obras,  causas  pías,  etc.,  y  significan  la  acción  individual  que  vie- 
ne en  auxilio  del  Gobierno  á  cuyo  cargo  corre  el  servicio  gene- 
ral de  la  beneficencia.    . 

1005. — Toda  institución  particular,  suprimido  el  oficio  á  que 
estaba  anejo  el  patronato,  adquiere  el  carácter  de  pública;  más 
no  así  por  recibir  alguna  subvención  del  estado,  de  la  provincia  6 
del  municipio,  con  tal  que  sea  voluntaria  y  no  indispensable  para 
la  subsistencia  de  la  fundación. 

(l)  Decreto  de  22  de  Enero  do  18*72,  art.  1.  , 
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1006.— Pertenece  al  Gobierno  el  protectorado  de  todas  las  ins^ 
tituciones  de  beneficencia  particular,  como  representante  y  de- 
fensor natural  de  las  clases  ó  personas  desvalidas  llamadas  por 
el  fundador  á  participar  de  los  dones  de  la  caridad  privada  opues- 
ta á  la  miseria  pública.  Socorrer  á  un  número  ó  una  clase  de  ne- 
cesitados, V.  gr.,  á  los  ciegos,  sordo-mudos,  ancianos,  incura- 
bles y  otros  pobres  por  el  estilo,  es  curar  una  llaga  de  la  socie- 
dad, y  el  Gobierno  tiene  el  derecho  y  el  deber  de  dispensar  su 
alta  protección  á  todos  los  intereses  permanentes  y  colectivos. 
La  administración  ejerce  autoridad  en  los  establecimientos  pú- 
blicos de  beneficencia,  y  en  los  particulares  ima  mera  inspección 
y  vigilancia  para  que  la  voluntad  de  los  fimdadores  se  cumpla,  y 
no  se  defraude  el  patrimonio  de  los  pobres  que  están  debsjjo  de 
su  tutela. 

Las  leyes  respetan  y  mandan  que  sea  respetada  la  última  vo- 
luntad del  hombre  como  un  acto  irrevocable  desde  que  lleva  im- 
preso el  sello  de  la  muerte.  El  Gobierno,  fiel  á  este  mismo  prin- 
cipio, cuida  de  que  no  se  distraiga  el  caudal  de  las  obras  pías,  ni 
se  aplique  al  socorro  de  otras  necesidades ,  ni  se  distribuya  de 
otro  modo  que  dispuso  el  ftmdador  (1). 

1007. — El  protectorado  comprende  el  derecho  de  investiga- 
ción y  examen  de  las  cartas  de  ftmdacion,  títulos  de  propiedad, 
presupuestos  y  cuentas;  el  de  visita  de  los  establecimientos  y  la 
autorización  de  ciertos  actos  civiles  de  trascendencia;  la  facultad 
de  suspender,  destituir  y  reemplazar  á  los  patronos;  la  de  crear, 
suprimir,  agregar  y  segregar  fundaciones,  clasificarlas,  comple- 
tarlas y  modificarlas  en  armonía  con  las  nuevas  condiciones  de 
la  sociedad,  y  la  de  aplicaf  á  la  beneficencia  pública  los  fondo» 
sobrantes,  insuficientes  ó  con  destino  á  un  objeto  caducado^ 

1008. — ^El  ministro  de  la  Gobernación  ejerce  el  protectorado  con 
el  auxilio  de  la  dirección  del  ramo,  de  los  gobernadores  de  pro- 
vincia, de  las  Juntas  de  Beneficencia  y  de  las  autoridades  locales. 
Es  privativo  del  ministro  de  la  Gobernación : 
I.  Clasificar  los  establecimientos  de  beneficencia  particular 
previa  la  instrucción  de  expediente  en  que  sean  oidos  los  patro- 
nos y  el  Consejo  de  Estado. 
En  el  expediente  se  deben  justificar  los  siguientes  extremos: 

(1)  Real  orden  de  25  de  Marzo  de  1846. 
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1  *"  Que  el  establecimiento  cumple  con  el  objeto  de  su  fundación, 
ó  con  el  que  ha  tenido  desde' tiempo  inmemorial;  2.**  Que  se 
mantiene  exclusivamente  con  el  producto  de  sus  bienes  propios, 
sin  ser  socorrido  con  fondos  de  la  provincia  ó  del  municipio,  ni 
con  repartos  ó  arbitrios  forzosos:  3/  Y  que  su  dirección  y  ad- 
ministración están  confiadas  á  patronos  ó  sustitutos  conforme  á 
las  cláusulas  de  la  fundación. 

II.  Crear  ó  suprimir,  agregar  ó  segregar  fundaciones  asimismo 
con  audiencia  de  sus  patronos  y  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
cuando  haya  fondos  sobrantes  ó  sin  destino  por  haber  caducado 
el  objeto  de  la  fundación,  por  ejemplo,  la  redención  de  cs^utivos, 
ó  cuando  los  que  existan  sean  insuficientes  para  cumplir  la  vo- 
luntad del  fundador. 

ni.  Confirmar,  alzar  ó  modificar  la  suspensión  de  los  patronos 
acordada  por  los  gobernadores,  y  acordarla  por  sí  propio  siem- 
pre que  lo  juzgue  conveniente. 

IV.  Destituir  los  patronos  previa  la  instrucción  de  expediente 
con  audiencia  de  los  interesados  y  consulta  del  Consejo  de  Esta- 
do, sin  perjuicio  del  derecho  que  asiste  á  los  mismos  para  recla- 
mar contra  la  providencia  por  la  vía  contenciosa. 

El  patrono  desempeña  este  cargo,  no  por  la  voluntad  del  Go- 
bierno, sino  por  la  del  fundador,  es  decir,  en  virtud  de  un  dere- 
cho propio.  Sigúese  de  aquí  que  no  puede  ser  removido  sin  justa 
causa  probada  en  la  forma  que  determinan  las  leyes  y  reglamen- 
tos. En  caso  de  agravio  procede  el  recurso  contencioso-adminis- 
trativo  ante  el  tribunal  competente. 

Son  justas  causas  de  suspensión  y  destitución  de  los  patro- 
nos: 

I.  Estar  física  ó  intelectualmente  impedido  para  el  ejercicio 
de  su  cargo. 

II.  Haber  sido  suspenso  ó  privado  judicialmente  de  los  dere- 
chos civiles,  ó  incurrido  en  pena  corporal  que  no  le  permita  des- 
empeñarlo. 

III.  No  cumplir  sin  razón  grave  las  obligaciones  impuestas  por 
el  ftindador  ó  determinadas  por  las  leyes,  después  de  requeridos 
por  la  autoridad  competente. 

IV.  Desobedecer  las  órdenes  de  la  misma,  después  de  amones- 
tados para  su  cumplimiento. 

V.  Turbar  á  las  Juntas  de  Beneficencia  en  el  ejercicio  de  sus 
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funciones  después  de  amonestados,  á  no  ser  con  el  objeto  de  evi- 
tar un  daño  inminente  á  la  fundación,  ó  procurarle  un  beneficio 
manifiesto. 

VI.  Dar  á  los  bienes  y'  valores  de  la  fundación  un  destino  aje- 
no á  la  beneficencia,  ó  distinto  del  señalado  por  el  fundador. 

VII.  Apropiarse  bienes  ó  valores  de  la  fundación. 

VIII.  Resistir  la  debida  intervención  de  los  compatronos. 

IX.  Incurrir  en  la  falta  de  abandono  6  negligencia  graves  con 
daño  de  los  intereses  de  la  fundación. 

V.  Nombrar  patronos  de  los  suspensos  ó  destituidos. 

El  sustituto  del  suspenso  es  de  libre  elección  del  ministro  en- 
tre los  españoles  que  estén  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  ci- 
viles y  políticos.  Sus  funciones  duran  cuanto  la  suspensión. . 

El  nombramiento  de  sustituto  al  destituido  no  es  libremente 
potestativo,  sino  que  está  subordinado  á  ciertas  reglas  ó  condi- 
ciones, á  saber : 

I.  Si  el  patronato  activo  es  femiliar,  debe  ser  llamado  á  ejer- 
cerlo la  persona  á  quien  corresponde  según  la  fundación,  sin  per- 
juicio de  los  derechos  existentes  6  eventuales  que  en  la  misma 
se  hayan  establecido. 

II.  Si  estuviese  anejo  á  alguna  autoridad  ú  oficio,  debe  recaer 
en  sujeto  de  calidad  y  categoría  análogas  en  todo  lo  posible. , 

líi.  Y  si  ftiesé  electivo  de  alguna  corporación  permanente,  se 
le  comunica  la  destitución  para  que  designe  otro  patrono  dentro 
de  quince  dias,  y  no  lo  haciendo  en  dicho  plazo,  se  entiende  que 
renuncia  por  aquella  vez  su  derecho. 

VI.  Nombrar  patronos  sustitutos  de  las  fundaciones  huérfanas 
de  esta  representación  por  no  ser  conocidos  los  individuos  de 
las  familias  llamadas  á  ejercerlo,  ó  por  haber  caducado  el  cargo 
á  que  iba  anejo. 

En  tal  caso,  al  hacer  uso  el  ministro  de  dicha  facultad ,  cuida 
de  nombrar  tantos  patronos  cuantos  fija  la  escritura  de  funda- 
ción, y  de  que  las  personas  designadas  para  la  sustitución  tengan 
un  carácter  y  una  representación  social  equivalentes  al  carácter 
y  la  representación  de  las  sustituidas. 

1009. — Las  atribuciones  de  la  dirección  del  ramo  se  reducen 
á  inspeccionar,  promover,  instruir  expedientes,  dictar  reglas  ge- 
nerales, aprobar  cuentas,  fianzas  y  liquidaciones,  proponer  el 
nombramiento  y  la  separación  de  empleados,  y  en  fin  auxiliar  la 

TOMO  I.  30 
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acción  del  ministro  en  todos  los  pormenores  relativos  al  ejerci- 
cio del  protectorado. 

1010. — ^Los  gobernadores  de  provincia,  como  delegados  del 
Gobierno,  tienen  diversas  facultades.  Visitan  los  establecimien- 
tos de  beneficencia  particular,  y  procuran  que  se  guarden  las 
leyes  y  se  cumpla  la  voluntad  de  los  fundadores;  protegen  y  de- 
fienden á  los  patronos  haciendo  respetar  sus  derechos;  los  sus- 
penden previa  instrucción  de  expediente  gubernativo,  mediando 
falta  grave ;  presentan  al  ,ministro  las  personas  hábiles  y  compe- 
tentes para  el  cargo  de  patronos  sustitutos;  censuran  cuentas, 
aprueban  subastas,  vigilan  la  administración,  prestan  el  auxilio 
de  su  autoridad  á  las  Juntas  provinciales  y  municipales  de  Bene- 
ficencia, las  convocan  y  presiden  cuando  lo  juzgan  conveniente, 
y  en  suma,  poseen  la  plenitud  de  atribuciones  necesarias  para 
comunicar  la  acción  del  Gobierno  y  hacer  efectiva  la  alta  ins- 
pección de  las  fundaciones  particulares. 

1011. — IV.  Las  Juntas  provinciales  y  municipales  de  Benefi- 
cencia ilustran  y  facilitan  la  acción  del  protectorado  usando  dis^ 

« 

cretamente  de  las  facultades  de  que  se  hallan  revestidas.  Propo- 
nen el  sueldo  que  debe  percibir  y  la  fianza  que  debe  prestar  el 
administrador  de  los  fondos  de  Beneficencia;  nombran  los  pro- 
curadores y  notarios  que  han  de  tener  á  su  servicio;  dan  infor- 
mes al  Gobierno  y  á  las  autoridades,  y  los  piden  de  oficio  con 
las  formalidades  legales  á  las  notarías,  registros  de  la  propiedad, 
archivos  públicos  y  demás  dependencias;  visitan  los  estableci- 
mientos de  la  provincia;  ejercitan,  estimulan  y  auxilian  la  acción 
investigadora  de  bienes,  valores  y  documentos  que  les  pertene- 
cen; promueven  las  operaciones  de  liquidación,  emisión  y  entre- 
ga de  las  inscripciones  intransferibles  de  la  deuda  pública  en  equi- 
valencia de  los  bienes  desamortizados ;  cuidan  de  evitar  contro- 
versias judiciales  improcedentes  ú  onerosas,  y  se  muestran  par- 
te en  los  ^itigios  que  sostienen  á  nombre  de  la  Beneficencia  con 
autorización  del  Gobierno;  ejercen  el  patronazgo  de  todas  las 
fundaciones  que  se  les  encomienden  etc. 

1012.— V.  La  intervención  de  la  autoridad  local  no  se  halla 
definida  en  ios  reglamentos  que  de  esta  materia  tratan,  y  por 
tanto  obran  bsyo  la  dirección  de  los  gobernadores,  obedecen  sus 
órdenes,  las  ejecutan  y  observan  las  instrucciones  que  se  les 
comunican  respecto  á  la  inspección  y  vigilancia  de  los  estableci- 
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mientes  de  beneficencia  particular,  sin  menoscabo  de  las  atribu- 
ciones propias  de  las  Juntas  municipales  (1). 

1013.— Tal  es  nuestro  derecho  administrativo  en  orden  á  las 
instituciones  particulares  de  beneficencia.  El  abandono  en  que 
unos  se  hallaban,  los  abusos  que  los  patronos  de  otros  cometían, 
la  disminución  progresiva  de  sus  bienes  y  rentas,  el  poco  ó  nin- 
gún respeto  á  la  voluntad  de  los  fundadores,  el  doloroso  espec- 
táculo de  unos  pobres  bien  dotados  y  mal  socorridos,  la  imposi- 
ble aplicación  de  fondos  á  objetos  caducados,  todo  influyó  en  el 
ánimo  del  Gobierno  para  que  acometiese  la  reforma. 

El  principio  que  prevaleció  fué  la  centralización  de  las  insti- 
tuciones de  beneficencia  particular  y  un  patronazgo  que  traspa- 
sa los  límites  ordinarios  de  la  inspecion  y  vigilancia  y  casi  se 
confunde  con  la  autoridad.  La  intervención  á  fin  de  que  las  cláu- 
sulas de  la  ftmdacion  se  cumplan,  se  aproxima  á  la  acción  direc- 
ta y  positiva,  á  riesgo  de  secar  el  manantial  fecundo  de  la  cari- 
.  dad  priva'da. 

En  efecto,  es  la  caridad  individual  tan  recelosa,  que  si  la  toca 
la  mano  del  Gobierno,  se  encoge  y  retira.  Quiere  ser  respetada 
hasta  en  sus  caprichos.  Hay  personas  que  se  mueven  á  compa- 
sión por  los  niños  de  su  barrio  ó  lugar,  las  hay  inclinadas  á  so- 
correr á  los  enfermos,  otras  que  se  conduelen  de  los  presos,  aqué- 
llas de  los  ancianos,  éstas  de  los  ciegos  ó  sordo-mudos. 

Si  el  Gobierno  con  el  mejor  deseo  de  favorecer  á  los  pobres*  se 
empeña  en  dirigir  la  corriente;  si  se  obstina  en  someter  á  seve- 
ros reglamentos  los  actos  más  espontáneos  del  individuo;  si  pre- 
tende transformar  las  instituciones  particulares  de  beneficencia 
en  públicas  multiplicando  los  casos  en  que  cambian  de  carácter, 
á  la  antigua  abundancia  de  los  donas  de  la  caridad  representada 
en  multitud  de  fundaciones  sucederá  una  esterilidad  perpetua, 
porque  la  inconsiderada  éentralizacion  en  este  caso  sólo  sirve 
para  arrancar  de  raíz  el  árbol  que  deberla  dar  copiosos  y  peren- 
nes frutos. 


(1)  Decrdto  de  9  de  Julio  de  1869,  orden  de  1  de  Febrero  de  1»10,  real  decreto  é  luBlruc* 
cien  de  22  de  Enero  y  real  orden  de  8  de  Julio  de  18*72,  decreto  de  30  de  Setiembre,  circular 
de 8  de  Octubre  é  instrucción  de  30  de  Diciembre  de  1873,  decreto  de  5  de  Junio  y  circular 
de  13  de  Julio  de  1874,  y  real  ddcreto  é  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875. 
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Artículo  i.^-^Atistencia  ¿omiciliaria. 

1014.— Asistencia  domiciliaria.  1019.— Hospitalidad  domiciliaria. 

1015,— Razones  en  pro  de  esta  clji-  1020.— Reformas. 

se  de  socorros.  1021.— Asistencia  facultativa. 

1016.— Sus  inconvenientes  y  peli-  1022.— Deberes  de  los  gobemado- 

gros.  res. 

1017.— Reglas  para  apartarlos.  1023.— Resumen. 
1018.— Legislación. 

1014. — Llevar  los  socorros  de  la  caridad  al  seno  de  las  fami- 
lias es  ejercer  actos  de  beneficencia  preventiva  y  anticiparse, 
por  decirlo  así,  al  infortunio. 

1015. — Los  socorros  domiciliarios  combaten  la  desgracia  en 
el  hogar  doméstico,  añadiendo  á  los  dones  de  la  generosidad  los 
beneficios  de  la  previsión.  Si  no  alcanzan  á  destruir  la  miseria  . 
en  su  origen,  por  lo  menos  la  descubren  en  su  nacimiento,  y 
auxilian  al  menesteroso  para  que  triunfe  de  la  adversidad,  si  su 
desventura»  tiene  remedio.  No  quebrantan  los  lazos  de  la  fami- 
lia, porque  dejan  al  esposo  en  brazos  de  su  esposa  y  al  padre  en 
medio  de  sus  hijos,  de  suerte  que  á  la  protección  del  estado  se 
añaden  los  cuidados  y  los  consuelos  que  en  vano  se  buscan  entre 
los  deudos  y  los  amigos;  y  como  el  infortunio  no  es  sólo  priva- 
ción física,  sino  dolor  moral,  esta  asistencia  es  más  útil,  porque 
es  también  más  tierna  y  benévola  que  la  hospitalaria. 

Razones  de  economía  recomiendan  asimismo  este  sistema  pre- 
ventivo de  socorros  públicos.  El  pobre  asistido  en  su  domicilio 
no  se  despoja  de  su  ajuar,  no  lo  necesita  todo,  no  se  incapacita 
de  una  manera  absoluta  para  el  ejercicio  de  su  profesión,  ni  se 
expone  á  perder  sus  antiguos  hábitos  de  trabajo.  Por  otra  parte, 
nacen  de  aquí  relaciones  íntimas  de  patronato  y  clientela  que 
enlazan  estrechamente  á  dos  clases  del  estado  desiguales  por 
razón  de  la  fortuna,  aprendiendo  el  rico  á  socorrer  al  pobre,  y 
éste  á  respetar  al  rico  por  cuya  mano  recibe  tantos  beneficios. 

Las  desgracias  ocultas,  aquellos  grandes  infortunios  que  los 
ojos  de  la  muchedumbre  no  penetran,  y  que  las  familias  deplo- 
ran en  secreto  por  no  aumentar  su  amargura  ofrecienjdo  al  mun- 
do el  contraste  de  una  prosperidad  anterior  con  la  adversidad 
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presente;  la  miseria,  en  fin,  y  el  dolor  de  los  pobres  vergonzan- 
tesy  reclaman  la  asistencia  domiciliaria,  como  mi  medio  delicado 
de  cubrir  la  limosna  con  el  velo  del  misterio. 

Últimamente,  ninguna  forma  de  la  beneficencia  se  adapta  más 
á  la  cualidad  y  á  la  medida  del  infortunio,  venfcga  muy  impor- 
tante, porque  graduando  los  socorros  economiza  el  gasto,  y  apro- 
piándolos aumenta  su  eficacia. 

1016.— Mas  al  organizar  este  ramo  del  servicio  público  es  pre- 
ciso huir  de  los  escollos  á  que  una  beneficencia  ciega  y  compa- 
siva pudiera  conducirnos.  La  administración  debe  precaver  los 
abusos  más  fílciles  en  la  asistencia  domiciliaria  que  en  la  hospi- 
talidad común.  Alejar  á  los  falsos  pobres  sustituyendo  al  senti- 
miento de  una  ciega  compasión  la  inflexibilidad  de  la  justicia; 
ajustar  á  la  medida  del  infortunio  la  extensión  del  beneficio;  sa- 
tisfacer necesidades  verdaderas  y  no  fomentar  vicios  ni  contri- 
buir á  perseverar  en  las  malas  costumbres,  y  sobre  todo,  reti- 
rarlos á  tiempo  para  que  los  pobres  no  consideren  el  socorro 
como  un  patrimonio  hereditario  en  la  familia,  ni  la  indigencia 
degenere  en  un  oficio  protegido  por  el  Gobierno,  tales  son  las 
reglas  principales  de  la  asistencia  domiciliaria. 

1017. — Para  observarlas  con  rigor  es  preciso  que  los  minis- 
tros de  la  beneficencia  se  armen  de  severidad  y  se  adopten  pre- 
cauciones que  sin  humillar  al  pobre  verdadero,  impidan  que  el 
falso  necesitado  le  robe  el.  pan  de  la  caridad,  porque  nadie  tiene 
derecho  á  los  socorros  domiciliarios  sino  aquel  que  alega  como 
título  una  indigencia  verdadera,  averiguada  y  superior  á  la  vo- 
luntad del  indigente.  Quien  pueda  trabsgar,  ó  viviendo  con  más 
orden,  bastarse  á  sí  mismo,  debe  hallar  cerradas  las  puertas  de 
toda  caridad  pública  ó  privada,  doméstica  ó  común. 

Conocidos  los  verdaderos  pobres,  conviene  todavía  clasificar- 
los y  auxüiar  á  cada  clase  con  la  especie  de  socorros  análogos  á 
su  infortunio,  reuniendo  las  ventajas  de  la  uniformidad  y  senci- 
llez de  las  reglas  generales  con  la  equidad  respecto  á  los  indivi- 
duos. De  esta  manera  se  logrará  disminuir  repentinamente  el 
número  de  las  personas  que  viven  á  expensas  de  la  limosna,  se- 
gún ha  sucedido  donde  quiera  que  se  ha  repartido  con  prudencia 
y  se  ha  seguido  este  sistema  con  perseverancia. 

La  primera  aplicación  que  en  España  se  hizo  de  la  hospitali- 
dad domiciliaria^  ñié  durante  el  reinado  do  Garlos  m  en  favor 
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de  los  i)ol)r(ís  de  Madrid  que  habitaban  los  cuarteles  de  Palacio, 
Lavapiés  y  Afligidos.  Fernando  VII  ordenó  que  estos  socorros 
se  liiciesen  extensivos  á  los  demás  barrios  de  la  Corte,  propo- 
niéndose generalizarlos  en  todo  el  reino  (1).  Y  en  efecto,  las 
Cortes  de  1820  á  1823,  organizaron  el  servicio  de  la  asistencia 
domiciliaria  como  parte  integrante  de  la  beneficencia  pública. 

1018. — Nuestra  legislación  distingue  la  asistencia  domicilia- 
ria en  dos  clases,  la  una  que  tiene  por  objeto  distribuir  á  los  po- 
bres medios  útiles  de  combatir  todo  género  de  necesidades,  y  la 
otra  cuyo  propósito  es  asistirlos  durante  alguna  enfermedad;  y 
de  aquí  la  diferencia  entre  los  socorros  y  la  hospitalidad  domi- 
ciliaria. 

Sólo  tiene  derecho  á  ser  socorrido  en  su  casa  el  vecino  resi- 
dente en  Ja  parroquia,  de  buenas  costumbres  y  aplicado  á  un  ofi- 
cio ú  ocupación  conocida.  Las  mujeres  gozan  de  igual  beneficio 
con  las  mismas  condiciones,  y  también  los  extranjeros  estable- 
cidos en  un  pueblo  con  oficio,  arte  ó  profesión  útil ,  si  se  impo- 
sibilitan para  ganar  su  sustento,  pues  la  ley  los  hace  partícipes 
do  todos  los  socorros  que  la  nación  dispensa  á  los  españoles. 

Si  la  necesidad  proviene  de  falta  de  trabajo,  debe  la  adminis- 
tración suministrar  materias  primeras  4  los  individuos  de  ambos 
sexos,  determinando  la  cantidad  y  calidad  de  dichas  materias 
conforme  á  las  circunstancias  de  los  interesados,  y  tomando  las 
precauciones  necesarias  para  que  al  devolverlas  elaboradas  no 
se  cometa  la  menor  defraudación.  Si  los  necesitados  son  muchos 
y  hay  que  recurrir  á  la  distribución  de  una  sopa  económica ,  se 
descuenta  del  precio  del  trab^o  el  valor  del  alimento;  y  cuando 
el  pobre  no  tiene  casa  propia  ni  ajena  en  qué  albergarse,  ó  cuan- 
do por  otra  causa  cualquiera  no  pueda  ser  socorrido  en  el  pueblo 
de^  su  domicilio,  se  le  expide  pasaporte,  y  se  le  suministran  los 
auxilios  necesarios  para  llegar  al  establecimiento  de  beneficencia 
á  que  le  destinen,  con  prohibición  de  pedir  limosna  durante  su 
viaje.  Tampoco  está  permitido  mendigar  bajo  ningún  título  ni 
pretexto  en  donde  se  hallen  establecidas  casas  de  socorro,  ó  en 

(1)  Véase  pues  con  cuánta  inexactitud  dijo  Mr.  Moreau-Christcpbe  que  en  España  no  se 
conocen  los  socorros  domiciliarios,  y  que  aqui  no  se  sabe  dar  limosna  sino  en  las  caUes  6 
en  los  establecimientos  públicos  consagrados  al  alivio  de  la  miseria.  JDu  probléme  d«  la 
miserea  i.  HI,  cbap.  2,  §  2  (1851).  Sin  duda  el  autor  consideró  como  prueba  bastante  de 
su  proposición  el  silencio  de  Mr.  de  Qéimndo  en  este  punto.  De  la  bienfaisancé  publique. 
part.  UI,  liv.  n,  cbap.  I.  (1839). 
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donde  se  faciliten  los  auxilios  domiciliarios  con  arreglo  á  la 
ley  (1). 

1019. — La  hospitalidad  domiciliaria  tiene  por  objeto  asistir  á 
los  enfermos  pobres  en  sus  casas,  limitándose  la  pública  á  la  cu- 
ración de  los  que  carezcan  de  domicilio  en  los  pueblos  en  donde 
enfermen,  á  los  que  padezcan  enfermedades  sospechosas  y  alas 
personas  á  quienes  la  ley  excluye  de  toda  participación  en  los 
socorros.  Las  Juntas  de  Beneficencia  nombraban  los  facultativos 
necesarios  para  la  asistencia  de  los  enfermos  pobres,  y  cuidaban 
de  suministrarles  las  medicinas,  eligiendo  uno  ó  más  vocales  que 
bajo  el  título  de  enfermeros  tuviesen  este  ramo  á  su  cuidado. 

Correspondia  á  los  enfermeros  tomar  los  correspondientes  in- 
formes y  oir  el  parecer  de  los  facultativos  antes  de  suministrar 
ningún  socorro,  excepto  en  los  casos  de  grave  é  inminente  pe- 
ligro de  la  vida.  Debian  también  dar  cuenta  exacta  de  las  canti- 
dades invertidas  con  este  objeto,  de  los  enfermos  curados,  de  los 
muertos  ó  adolecidos  de  nuevo,  y  todas  las  demás  noticias  que 
creyesen  oportuno  comunicar  á  las  Juntas  respectivas. 

Los  enfermeros  procuraban  ponerse  de  acuerdo  con  las  aso- 
ciaciones particulares  de  caridad  en  los  pueblos  en  donde  exis- 
tian,  para  auxiliarse  recíprocamente  en  el  desempeño  de  su  be- 
néfico ministerio  (2).     ' 

1020. — La  nueva  ley  orgánica  de  administración  municipal 
abandona  á  la  libre  iniciativa  de  los  Ayuntamientos  dos  servi- 
cios tan  importantes  como  son  la  beneficencia  y  la  sanijiad.  Sin 
duda  aquella  libertad  de  acción  no  correspondió  á  las  magníficas 
esperanzas  concebidas  por  los  autores  de  la  reforma,  puesto  que 
el  Gobierno  se  vio  forzado  por  la  necesidad  á  revindicar  su  in- 
tervención en  el  establecimiento  de  servicios  generales  en  bien 
de  la  provincia  y  del  estado,  «á  que  seguramente  no  proveerán 
por  sí  (dijo)  las  corporaciones  municipales». 

Al  través  de  mil  ardientes  protestas  de  amor  á  la  descentraliza- 
ción y  fidelidad  á  la  autonomía  del  municipio,  esforzándose  á  jus- 
tificar con  razones  especiosas  que  respeta  la  exclusiva  competen- 
cia de  los  Ayuntamientos,  declara  obligatorio  en- todas  las  pobla- 
ciones que  no  pasen  de  4.000  vecinos  contratar  facultativos  de 
Medicina  y  Cirugía  para  la  asistencia  de  los  pobres. 

(1)  Refirlamento  de  beneficencia,  arte.  86  y  mg. 

(2)  Reg!lainetito  de  iMneficencia,  itrte.  96  j  tAg, 
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1021 . — EiT  las  poblaciones  de  mayor  número  de  vecinos  es 
además  obligatoria  la  hospitalidad  domiciliaria  para  el  pronto  au- 
xilio y  eficaz  socorro  de  los  pobres,  y  en  general  para  el  mejor 
servicio  sanitario. 

Los  pueblos  de  menor  vecindario  se  agrupan  con  los  inmedia- 
tos para  sostener,  uniendo  sus  recursos,  los  facultativos  munici- 
pales. En  caso  de  no  avenirse  los  Ayuntamientos  interesados, 
dirime  la  discordia  la  Comisión  provincial  después  de  oirlos  y 
previa  consulta  de  la  Junta  provincial  de  Sanidad. 

El  Ayuntamiento  asociado  á  la  Junta  municipal  nombra  los  fa- 
cultativos por  mayoría  de  votos  y  formaliza  el  contrato.  Cuando 
ocurre  una  vacante,  debe  proveerla  en  el  plazo  de  treinta  días; 
y  si  no  lo  hace,  el  gobernador  lo  nombra  á  propuesta  de  la  Co- 
misión provincial. 

1022. — Los  gobernadores  deben  ejercer  constante  vigilancia 
por  cuantos  medios  les  sugiera  su  celo,  para  hacer  cumplir  á  los 
Ayuntamientos  este  servicio  facultativo  que  comprende  la  sani- 
dad y  la  beneflcencja,  exigiéndoles  en  caso  de  abandono  ó  des- 
cuido, la  responsabilidad  á  que  haya  lugar  conforme  á  la?  le- 
yes (1). 

1023. — En  suma,  todo  el  mérito  y  toda  la  dificultad  de  un  buen 
régimen  de  socorros  domiciliarios  consiste  en  su  conveniencia, 
en  su  analogía  y  en  su  equilibrio  con  las  necesidades.  Esta  apro- 
bación comprende  tres  condiciones  principales:  la  especialidad 
áel  socorro,  su  medida  y  su  oportunidad. 

La  especialidad  es  su  relación  con  el  sexo,  la  edad,  la  salud, 
el  carácter  mismo  de  la  persona  socorrida:  la  medida  es  la  pro- 
porción entre  el  beneficio  y  el  infortunio,  y  la  oportunidad  es  la 
coincidencia  del  mal  y  del  remedio. 

Todo  linaje  de  socorros  domiciliarios  se  distingue  por  dos  ca- 
racteres, á  saber:  su  extensión  variable  y  su  condición  no  per^ 
manente.  Cuando  la  necesidad  dismiriuve,  los  socorros  disminu- 
yen,  y  cesan,  si  cesa  la  necesidad. 

Artículo  5.° — Jlíendipuez. 

1024.— La  mendiguez  puede  ser  un     1025.— No  siempre  es  un  acto  ill- 
delito.  cito. 

(1)  Decreto  y  reglamento  de  24  de  Octubre,  y  óideu  de  26  de  Diciembre  de  1S18. 
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1026.— Policía  de  la  mendiguez.  1030.— Antiguas  leyes  de  mendi- 
1027.— Base  de  toda  legislación  de  guez. 

mendigos.  1031.— Legislación  moderna. 

1028.— Teoría  de  la  libertad  abso-  1032,— Traslación  de  los  mendigos 

luta  de  mendigar.  á  los  pueblos  de  su  vecin- 

1029.— Juicio  de  este  sistema.  dad  ó  naturaleza. 

1024. — La  mendiguez  no  es  un  vicio  contemporáneo,  sino  tan 
antiguo,  que  trae  su  origen  de  la  emancipación  de  los  esclavos. 
Mientras  hubo  esclavitud,  apenas  fué  conocida  esta  llaga,  porque 
cada  señor,  movido  de  piedad,  de  gratitud  ó  del  interés,  velaba 
por  la  conservación  de  las  familias  que  enriquecían  su  patrimo- 
nio. Con  la  libertad  del  trabajo  vinieron  sus  queb^anto^,  porque 
el  humilde  propietario,  el  menestral  desvalido  y  el  jornalero  des- 
provisto de  recursos  empezaron  á  padecer  los  rigores  de  la  es- 
tación, las  inclemencias  del  cielo,  los  efectos  de  la  guerra,  las 
crisis  de  la  industria  y  del  comercio  y  todos  los  demás  acciden- 
tes de  la  vida  que  agravan  la  miseria  de  los  pueblos.  La  ignoran- 
cia, el  vicio,  la  falta  de  previsión  y  economía  que  antes  no  au- 
mentaban el  infortunio  de  los  pobres,  con  la  libertad  del  trabajo 
son  culpas  de  que  el  hambre,  la  desnudez  y  el  desamparo  de  sus 
hijos  les  piden  residencia.  Entonces  imploran  los  dones  de  la  ca- 
ridad pública,  ó  perecen  abandonados  de  todo  el  mundo,  porque 
la  ley,  al  hacerlos  libres,  los  hizo  también  responsables. 

El  Código  penal  antes  de  la  última  reforma,  consideró  deUto 
pedir  habitualmente  limosna  sin  la  debida  licencia,  y  castigaba 
al  mendigo  que  bajo  un  motivo  falso  la  hubiese  obtenido,  ó  si 
continuase  mendigando  después  de  haber  cesado  la  causa  del 
permiso  (1).  * 

En  efecto,  hay  un  interés  de  orden  público  en  prohibir  á  todo 
hombre  válido  que  implore  de  la  caridad  la  subsistencia  que  ¡iebe 
ganar  á  costa  de  su  trabajo.  Es  una  ley  de  la  naturaleza  y  de  la 
sociedad  comer  el  pan  regado  con  el  sudor  del  rostro,  y  quien 
la  quebranta  manteniéndose  en  un  ocio  voluntario  y  vive,  como 
las  plantas  parásitas,  á  expensas  de  otro  individuo,  es  un  miem- 
bro pernicioso  del  estado  cuya  conducta  merece  severa  represión 
y  castigo. 

1025. — Mas  si  el  pobre  es  inválido  y  la  administración  le  nie- 

(1)  Arta.  268  al  266. 
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ga  todo  socorro,  al  pedir  limosna  obedece  á  la  ley  suprema  de 
su  conservación  sin  causar  la  más  leve  ofensa  al  estado,  porque 
si  la  beneficencia  le  cierra  sus  puertas  ¿á  dónde  llamará  sino  á 
las  de  la  caridad? 

4026. — Resulta  de  lo  expuesto  que  toda  nación  bien  ordenada 
no  debe  tener  mendigos,  pues  la  multiplicación  de  asilos  para 
los  pobres  excluye  la  necesidad  de  la  limosna. 

Infiérese  igualmente  que  en  donde  la  caridad  social  no  llegue 
á  tal  grado  de  perfección,  allí  será  de  rigor  que  exista  una  poli- 
cía de  mendigos. 

1027. — Toda  legislación  acerca  de  ellos  debe  descansar  en  un 
principio,^  á  saber,  que  la  mendiguez  no  se  ejerza  sin  licencia  de 
las  autoridades  administrativas.  El  permiso  para  implorar  la  pi^ 
dad  del  público  es-una  garantía  en  favor  de  la  sociedad  y  del  men- 
digo: de  aquélla,  pprque  la  ley  no  puede  consentir  que  con  el 
manto  de  la  indigencia  y  de  la  incapacidad  física  se  oculten  vi- 
cios horribles,  costumbres  depravadas  y  tal  vez  se  maquine  con- 
tra el  estado:  de  éste,  porque  distinguiendo  el  verdadero  pobre  del 
mendigo  de  profesión,  la  caridad  pública  será  más  liberal  y  sus 
dones  se  repartirán  entre  un  número  menor  de  necesitados.  Los 
muchos  pobres  son  el  martillo,  y  el  yunque  es  la  sociedad. 

1028. — ^Algunos  escritores  combaten  el  sistema  anterior  y  pro- 
ponen la  libertad  omnímoda  de  implorar  la  caridad  pública,  por- 
que, dicen,  al  pobre  debe  concedérsele  la  libertad  de  mendigar, 
como  al  obrero  la  libertad  de  industria  y  la  libertad  personal  á 
todos  los  miembros  del  estado.  Suprimir  la  mendiguez  sin  vio- 
lar las  reglas  de  la  justicia  (prosiguen)  es  destruir  la  parte  más 
degradante  y  afrentosa  de  la  miseria;  pero  ni  la  prisión,  ni  la 
cadena  remedian  la  miseria,  ni  la  eficacia  de  todo  el  Código  pe- 
nal alcanza  hasta  aliviar  cuanto  un  óbolo  de  limosna.  El  infeliz  pa- 
dre de  familia  que  carece  de  pan,  cuyos  recursos  están  agotados 
y  cuyas  facultades  se  niegan  á  todo  trabajo,  no  tiene  otro  medie 
de  evitar  la  muerte  y  sustentar  á  su  familia  que  mendigar.  Si  las 
leyes  de  policía  se  ejecutan  con  rigoí,  castigan  en  él  la  miseria, 
el  delito  de  ser  pobre  y  enfermo  y  el  experimentar  en  su  vida 
necesidades  comunes  á  todos  los  hombres  (1). 

1029. — Tales  son  en  concreto  los  argumentos  en  apoyo  de  esta 

(1)  Veut  Dncbatel,  Dt  la  eharité,  second«  p&rtie,  chap.  V. 
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doctrina,  bella  como  toda  teoría  apasionada,  pero  digna  de  cen- 
sura considerada  bajo  el  aspecto  administrativo.  La  máxima  de 
S.  Vicente  de  Paul  que  la  caridad  debe  cerrar  los  ojos  y  abrir  los 
brazos,  pertenece  á  la  moral;  más  no  será  nunca  recibida  como 
regla  de  gobierno. 

Una  ley  de  pobres  abarca  y  combina  muy  distintos  intereses, 
políticos,  económicos,  de  orden  público,  morales  y  religiosos.  Al 
legislador  corresponde  pesarlos  con  imparcialidad,  y  en  caso  de 
duda,  inclinarse  á  favorecer  toda  solución  que  más  se  acerque 
á  la  moral.  Cerrar  los  ojos  á  los  abusos  de  la  mendiguez  y  con- 
fundir el  verdadero  con  el  falso  pobre,  es  abandonar  la  sociedad 
á  esta  lepra  moderna  que  la  consume,  á  esa  enfermedad  lenta 
que  la  mina:  establecer  una  justa  diferencia  entre  el  infortunio 
y  el  vicio,  es  dispensar  al  pobre  una  protección  legítima,  redu- 
cir la  pobreza,  hacerla  inofensiva,  acrecer  el  bienestar  y  mante- 
ner la  paz  pública, 

1030. — La  legislación  de  España  fué  en  todos  tiempos  muy 
severa  contra  los  falsos  mendigos.  «Algunos  pobres  hí  ha  (dice 
don  Alonso  el  Sabio)  que  por  sus  trabajos  ó  por  menesteres  que 
han,  podrían  ganar  de  que  visquiesen  ellos,  et  otros,  et  non  lo 
facen,  ante  quieren  andar  por  casas  ajenas  gobernándose ;  et  á 
estos  tales  por  mayor  derecho  tiene  Santa  Eglesia  de  tollerles  el 
comer,  que  dé  gelo  dar,  porque  ellos  dejan  de  lo  ganar  podién- 
dolo  facer,  et  non  quieren,  ante  tienen  por  mejor  de  lo  haber  por 
arloteria»  (1);  y  el  Rey  don  Pedro  mandó  que  «ningunos  omes 
ó  miyeres  que  sean  é  pertenescan  para  labrar  no  anden  baldíos, 
nin  pidiendo  nin  mendigando,  mas  qué  todos  trabsgen,  é  vivan 
por  labor  de  sus  manos,  salvo  aquellos  ó  aquellas  que  ovieren 
tales  enfermedades,  ó  lisiónos,  ó  tan  gran  vejez,  que  lo  non  pue- 
dan facer»  (2). 

Apenas  se  celebraron  Cortes  algunas  en  el  siglo  xvi,  en  las 
cuales  no  se  clamase  contra  los  abusos  de  la  mendiguez  y  no  se 
propusiesen  algunas  providencias  para  atajarla  y  reprimirla.  En 
las  de  VailadoM  de  1518  y  1523  solicitó  el  reino  que  los  pobres 
no  pudiesen  pedir  fuera  de  los  lugares  de  su  naturaleza,  como 
así  fué  dispuesto,  y  en  las  de  1525.se  pidió  que  aun  en  los  pue- 

(1)  Ley  40,  tít.  V,  Part.  I.  V.  tít.  ixxix,  lib.  VII  Nov.  Recop. 

(2)  Ordenamiento  de  los  menestralea  hecho  en  las  Cortes  de  Valladolid  de  1851,  ord.  2. 
V.  Córt98  de  los  antiguot  reines  d€  León  y  CástWa^  t.  II,  p.  78. 
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blos  de  su  naturaleza  no  anduviesen  vagando  los  mendigos  por 
las  calles,  sin  licencia  de  alguna  persona  diputada  por  los  Ayun- 
tamientos para  cuidar  de  este  ramo  de  policía.  Tal  fué  con  leves 
diferencias  la  doctrina  consagrada  en  la  Novísima  Recopilación 
y  la  vigente  hasta  el  dia,  cuya  mayor  parte  se  halla  confundida 
con  las  leyes  represivas  de  la  ociosidad  y  de  la  vagancia  (i). 

1031. — SQgun  el  derecho  administrativo  más  reciente,  no  se 
permite  pedir  limosna  bígo  ningún  título  ni  pretexto  en  los  pue- 
blos en  donde  existen  casas  de  socorro  ó  se  distribuyen  auxilios 
domiciliarios,  cuidando  las  autoridades  civiles  de  que  esta  prohi- 
bición sea  guardada.  En  los  restantes  sólo  puede  pedir  limosna 
quien  tenga  licencia  por  escrito  de  la  autondad  local,  después  de 
bien  informada  del  estado  de  pobreza  y  de  sus  motivos  (2) . 

Los  gobernadores  de  provincia  disponen  la  traslación  de  los 
mendigos  á  los  pueblos  de  su  domicilio  ó  naturaleza,  cuyas  au- 
toridades, previos  los  informes  convenientes  para  conocer  las 
verdaderas  necesidades  de  cada  uno,  les  prestan  los  socorros 
oportunos.  Ningún  eclesiástico  extraiy ero  sea  secular  ó  regular, 
puede  viajar  por  el  reino  para  hacer  cuestaciones  ó  pedir  limos- 
na, ni  las  autoridades  deben  permitirle  su  entrada,  cuando  tal 
fuere  su  objeto  (3). 

1032. — Trasladar,  dice  M.  Duchatel,^no  es  destruir.  Disponer 
una  batida  contra  la  miseria  es  acosarla  por  un  lado  para  que  se 
refugie  en  otro  en  donde  tiene  necesidad  de  igual  asistencia. 
Los  mendigos  no  acuden  sino  á  los  parsges  más  favorecidos  por 
la  abundancia  del  trabsgo  ó  por  una  caridad  más  ardiente :  ex- 
pulsarlos á  viva  fuerza  equivale  á  despojarlos  del  derecho  común 
de  los  ciudadanos,  alejando  al  obrero  del  trabajo  y  al  pobre  de 
la  beneficencia  (4). 

Aceptado  el  principio  de  la  libertad  de  mendigar,  esta  doctri- 
na es  su  forzosa  consecuencia;  así  como  reconocida  la  necesidad 


(1)  V.  Bistoria  de  la  éeonwnia  poliiiea  «n  Stpaña,  tom.  II,  c&p.  LUÍ. 

(2)  Reglamento  de  heneflcencia,  arta.  94  y  96. 

(3}  Ley  11,  tit.  i,  Nov.  Recop.,  real  orden  de  11  de  Octubre  de  1857  y  reglamento  de  bene- 
ficencia, art.  95. 

(4)  I>«  la  charüéf  seconde  partie,  chap.  v.  La  doctrina  de  M.  Duchatel  guarda  perfec- 
ta analogía  con  la  de  nuestro  Fr.  Domingo  de  Soto  que  razonaba  de  esta  manera:  Los 
pobres  por  fuerza  han  de  ser  como  la  hormiga  que  han  de  subir  al  cogollo;  y  asi  como  hay 
tierras  más  6  menos  estériles,  asi  las  hay  de  más  6  menos  caridad,  y  padecerían  los  pobres 
necesidad,  si  no  pudiesen  acudir  donde  hay  más  limosnas.  Deliberación  en  la  caitea  de  loa 
pobres. 
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de  una  policía  especial  para  los  pordioseros,  también  se  deriva 
la  regla  común  de  su  traslación  á  los  pueblos  de  su  origen  ó  ve- 
cindad. Allí  pueden  ser  perfectamente  distinguidos  el  verdadero 
pobre  y  el  mendigo  de  oficio,  castigado  éste  y  socorrido  aquél 
en  proporción  de  sus  necesidades. 

La  ley,  sin  embargo,  no  prevé  un  caso  muy  posible  en  el  cual 
debiera  hacer  una  excepción  terminante,  á  saber,  cuando  el  nú- 
mero de  pobres  de  un  distrito  municipal  fuere  tan  considerable, 
que  el  socorrerlos  se  convirtiese  en  carga  muy  pesada  para  los 
vecinos.  Entonces  no  seria  equitativo  que  ellos  solos  soportasen 
el  gravamen,  antes  los  principios  de  la  justicia  y  las  reglas  de 
la  conveniencia  pública  demandan  que  acudan  en  auxilio  del 
Ayuntamiento,  ya  la  provincia,  ya  el  estado,  según  lo  grave  del 
mal  y  lo  difícil  del  remedio. 


CAPITULO  XVI. 

De  la  tnstroeelon  pábliea. 

1033.— Perfección  del  hombre.  1040.— Libertad  de  enseñanza. 

1034.— Educación.  1041.— Varia  interpretación. 

1035.— Instrucción.  1042.— Crítica. 

1036.— Su  influencia  en  las  eos-  1043.— Otra  opinión. 

tambres.  1044.— Examen. 

l()37.— En  la  riqueza  pública.  1045.— Instrucción  pública  y  pri- 
1038.— Instrucción  popular.  vada. 

1039.— Gobierno  de  la  instrucción  1046.— Conclusión. 

pública. 

1033. — La  sociedad  no  satisface  su  deuda  procurando  sola- 
mente la  conservación  de  las  personas,  pues  tiene  todavía  gran- 
des deberes  que  cumplir  en  cuanto  á  su  perfección.  Por  ley  cons- 
tante de  la  naturaleza  el  hombre  es  perfectible  hasta  un  grado 
incierto  de  bondad;  y  hacia  este  porvenir  oscuro  camina  sin  des- 
canso impelido  por  las  oleadas  de  las  generaciones  que  se  suce- 
den y  reemplazan  en  el  dilatado  espacio  de  los  siglos.  La  aptitud 
de  nuestras  facultades  para  toda  mejora  y  el  deseo  innato,  ar- 
diente, eterno  de  aspirar  al  bien  absoluto,  nos  manifiestan  que 
la  perfección  es  una  condición  de  nuestra  existencia  individual, 
y  el  progreso  una  ley  de  nuestra  existencia  colectiva. 


478  BKRKGHO  ABHINIffntATIVO  ESPAÜOL, 

Mas  la  sociedad  no  progresa  si  los  individuos  no  se  perfeccio- 
nan, porque  en  el  estado  reflejan,  como  en  espejo  fiel,  las  virtu- 
des y  los  vicios  de  sus  miembros.  Si  la  administración,  pues, 
pretende  formar  al  ciudadano,  debe  empezar  formando  al  hom- 
bre, y  á  éste  tomarle  de  los  brazos  de  la  naturaleza,  cuando  su 
aima,  virgen  todavía,  cede  dócilmente  á  toda  enseñanza.  La  ni- 
ñez y  la  primera  juventud  son  las  edades  más  perfectibles,  y  es- 
tos breves  períodos  de  la  vida  las  épocas  favorables  para  influir 
en  nuestro  corazón  y  en  nuestro  entendimiento  por  medio  de  la 
educación  doméstica  ó  social. 

1034. — Educación  es  el  conjunto  de  aquellas  influencias  que 
desarrollan  en  la  criatura  los  dones  del  Criador,  que  dan  al  hom- 
bre todo  el  valor  posible  según  su  naturaleza,  y  que  contribu- 
yendo á  su  perfección  durante  el  curso  de  la  vida,  le  disponen 
al  exacto  cumplimiento  de  sus  deberes  morales  y  políticos.  Este 
aprendizsge  de  la  vida  es  objeto  de  inmensa  importancia  á  los 
ojos  del  individuo  y  del  Gobierno,  y  asunto  igualmente  propio 
de  la  filosoflfa  y  de  la  administración.  Interesa  á  la  fé  religiosa,  á 
la  Constitución  del  estado,  á  la  suerte  futura  de  las  clases  supe- 
riores é  inferiores,  á  las  relaciones  complejas  de  los  poderes  es- 
piritual y  temporal.  La  buena  educación  forma  el  corazón  del 
hombre,  conserva  la  pureza  de  las  costumbres,  modera  la  intem- 
perancia de  los  deseos,  inspira  el  respeto  á  la  ley,  infunde  el 
amor  á  la  justicia,  eleva  el  carácter  nacional,  y  en  suma,  nada 
grave  é  importante  sucede  en  la  región  de  las  ideas  ó  en  el  mun- 
do de  los  hechos,  que  no  sea  determinado  ó  no  pueda  ser  mode- 
rado 6  combatido  por  el  infliyo  casi  omnipotente  de  la  educación 
popular. 

1035. — La  idea  de  instrucción  está  comprendida  en  la  de  edu- 
cación, porque  quien  nos  ilustra  nos  explica  también  nuestros 
derechos  y  deberes,  y  quien  suaviza  las  costumbres  moraliza  los 
pueblos,  supuesto  que  es  quitar  al  vicio  la  mitad  de  su  daño  des- 
pojarle de  su  grosería. 

1036. — La  instrucción  general  es  el  pan  moral  de  los  pueblos 
y  la  garantía  más  eficaz  del  orden  interior :  por  eso  las  cuestio- 
nes de  enseñanza  son  altas  cuestiones  de  estado.  Dadme  la  ins- 
trucción pública  durante  un  siglo,  decia  Leibnitz,  y  yo  mudaré 
la  faz  del  mundo.  Si  en  el  vacío  de  las  creencias  religiosas  des- 
cjibrimos  la  raíz  de  muchos  crímenes,  un  número  no  menor  tiene 
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SU  origen  en  la  falta  absoluta  de  instrucción.  La  ignorancia  es 
la  irreligión  de  la  inteligencia,  la  cual  no  engendra  monos  deli- 
tos que  la  irreligión  de  la  fé.  Ésta  pervierte  la  conciencia  des- 
terrando ó  falseando  la  noción  del  deber,  y  aquélla  oscurece  el 
entendimiento  y  le  extravía,  y  no  permite  al  hombre  formar  idea 
clara  de  la  utilidad.  El  hombre  rara  vez  es  malo  cuando  conoce 
la  felicidad  ó  comprende  el  interés  que  le  llama  á  ser  bueno.  La 
fé  religiosa  nos  inspira  el  sentimiento  moral,  y  la  insttuccion 
forma  la  conciencia  intelectual  cuya  necesidad  crece  al  compás 
que  se  debilitan  las  creencias.  La  estadística  de  las  prisiones 
prueba  que  la  suma  ignorancia  es  un  hecho  casi  general  entre 
los  sentenciados  á  reclusión. 

1037. — La  inteligencia  es  auxiliar  de  la  fuerza  y  por  lo  mismo 
la  instrucción  compañera  del  trabsgo.  Homo  quantum  scíty  tan- 
tum  potesty  dijo  Bacon.  Vano  y  ridículo  intento  seria  el  de  un 
Gobierno  que  pretendiese  fomentar  la  riqueza  pública  de  un  mo- 
do empírico,  como  si  las  ciencias  no  arrastrasen  en  su  progreso 
á  la  agricultura,  á  las  artes,  al  comercio,  y  como  si  toda  indus- 
tria próspera  y  floreciente  no  fiíese  la  ingeniosa  aplicación  de 
ciertas  leyes  de  la  naturaleza  que  ^1  sabio  descubre  y  otros  em- 
plean para  modificar  la  materia. 

1038. — ^Nó  se  tema  que  la  instrucción  popular  llegue  á  ser  ex- 
cesiva, y  que  extendiéndose  á  demasiadas  clases  de  la  sociedad 
produzca  el  abandono  de  las  profesiones  mecánicas,  y  avivando 
la  inclinación  á  las  carreras  literarias  multiplique  las  ambiciones 
ilegítimas  y  temerarias  y  las  ilusiones  de  la  vanidad;  lo  que  sí 
debe  temerse  es  la  instrucción  incompleta,  los  conocimientos 
vagos  y  superficiales,  el  divorcio  de  la  ciencia  y  la  moral,  y  los 
errores  de  la  administración  cuando  no  proporciona  á  la  juven- 
tud los  estudios  profesionales  en  que  funda  su  porvenir  y  el  de 
sus  familias. 

Las  clases  obreras  que  tanto  derecho  tienen  á  la  protección 
del  Gobierno,  mejorarán  de  suerte  cuando  una  instrucción  sóli- 
da, es  decir,  literaria,  moral  y  religiosa  penetre  hasta  ellas,  por- 
que no  sólo  será  entonces  más  lucrativo  su  trabsyo,  sino  que  ins- 
pirándoles el  sentimiento  de  la  previsión  y  el  amor  al  orden  y 
á  la  economía,  obtendrán  mayor  parte  en  la  distribución  de  los 
bienes  de  la  fortuna. 

1039. — La  dirección  y  gobierno  supremo  de  la  instrucción  pú- 
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blica  pertenece  en  España  al  ministro  de  Fomento  auxiliado  por 
mi  Consejo  y  una  dirección  especiales.  Los  gobernadores  en  cada 
provincia,  los  alcaldes  en  los  pueblos,  y  además  los  jefes  parti- 
culares de  los  establecimientos  de  instrucción  completan  el  nú- 
mero de  las  autoridades  encargadas  de  velar  por  la  enseñanza 
pública,  dirigirla  y  proteger  su  desarrollo;  de  suerte  que  nues- 
tra administración  está  muy  lejos  de  abandonar  el  progreso  in- 
telectual á  sí  mismo,  declarándolo  exento  de  toda  intervención 
del  estado. 

1040. — ^Este  principio  subsistió  en  España  sin  la  menor  contra- 
dicción, hasta  que  fué  proclamada  la  libertad  de  enseñanza  en  una 
época  reciente,  y  más  tarde  reconocido  el  derecho  de  todo  espa- 
ñol á  fundar  y  mantener  establecimientos  de  instrucción  ó  edu- 
cación, sin  previa  licencia,  salva  la  inspección  de  la  autoridad 
competente  por  razones  de  higiene  y  moralidad  (1). 

1041. — Desde  entonces  la  libertad  de  enseñanza  dio  origen  á 
una  viva  controversia,  la  cual  más  contribuyó  á  oscurecer  y  ex- 
traviar la  opinión  que  á  ilustrarla  y  dirigirla,  porque  no  todos 
interpretaron  aquellas  palabras  en  igual  sentido.  Para  unos  li- 
bertad de  enseñanza  significó  la  abdicación  del  Gobieriio  en  ma- 
teria de  instrucción  pública  y  su  abandono  á  la  industria  priva- 
da, como  la  libertad  del  trabajo.  El  Gobierno  (dijeron)  es  incom- 
petente para  enseñar,  porque  no  hay  ciencia  oficial.  Discernir  la 
verdad  del  error  pertenece  á  la  razón  y  no  á  la  autoridad.  Cuan- 
do el  Gobierno  dirige  la  enseñanza  opone  su  criterio  á  la  pode- 
rosa y  fecunda  iniciativa  de  los  particulares.  La  libertad  es  un 
bien  supremo,  y  aplicada  á  la  instrucción  lleva  la  luz  á  toda  in- 
teligencia, mientras  que  la  intervención  de  la  autoridad  la  apa- 
ga. No,  la  enseñanza  no  puede  ni  debe  ser  una  función  deles- 
tado. 

1042. — Los  que  así  discurrían,  olvidaban  que  son  dos  cosas 
muy  distintas  profesar  una  doctrina,  exponerla  y  divulgarla,  y 
organizar  la  instrucción  creando  escuelas  públicas,  sosteniéndo- 
las, instituyendo  profesores,  y  velando  por  la  conservación  del 
orden  y  la  disciplina  entre  los  alumnos.  En  rigor  no  es  el  Go- 
bierno quien  enseña,  sino  que  confia  la  enseñanza  á  un  cuerpo 
docente,  órgano  é  intérprete  de  la  ciencia  en  nombre  del  esta- 

(1)  D6er0to8  de  14  y  21  de  Oetül^re  de  1868,  y  Constltueiotí  de  1860,  aft.  d4. 
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do,  á  la  manera  que  el  Gobierno  tampoco  administra  justicia,  pero 
instituye  los  jueces  y  magistrados  que  deben  administrarla. 

1043. — Otros  entendieron  por  libertad  de  enseñanza  la  ausen- 
cia de  todo  régimen  y  disciplina  en  los  establecimientos  públi- 
cos, para  que  la  iniciativa  de  los  particulares  no  hallase  obstácu- 
lo á  su  desarrollo  en  la  intervención  oficial.  Completaba  este  sis- 
tema un  profesorado  independiante  como  el  sacerdocio,  que  no 
reconocía  la  autoridad  del  Gobierno  en  materia  de  enseñanza,  y 
aún  repugnaba  su  alta  inspección  por  atentatoria  contra  un  de- 
recho absoluto  é  inviolable, 

1044. — Este  sistema  no  resiste  á  la  crítica  más  liviana.  Ó  la 
enseñanza  es  una  función  social,  ó  una  función  del  estado.  Si  lo 
primero,  tiene  su  vida  propia  como  toda  institución  nacida  en  el 
seno  de  la  sociedad ,  no  por  la  voluntad  del  legislador,  sino  por 
la  naturaleza  misma  del  hombre  en  cuanto  ser  inteligente,  libre 
y  sociable.  En  tal  caso  deben  desaparc^cer  todos  los  estableci- 
mientos públicos  de  instrucción,  así  como  el  profesorado  oficial, 
porque  toda  la  enseñanza  cae  en  el  dominio  de  la  industria  pri- 
vada. El  profesor  usa  de  su  derecho,  y  no  reconoce  la  autoridad 
del  Gobierno  que  se  limita  á  proteger  la  libertad  del  trabago. 

Si  la  enseñanza  es  una  función  del  estado,  compete  al  Gobier- 
no dirigirla  valiéndose  de  profesores  que  constituyen  una  jerar^ 
quía  académica  encargada  de  prestar  un  servicio  público  con  en- 
tera libertad,  mientras  no  descienda  de  las  serenas  y  tranquilas 
regiones  del  pensamiento  para  subvertir  el  orden  social.  Si  la 
cátedra  se  convierte  en  tribuna,  el  profesor  abusa  de  su  derecho, 
y  pierde  el  que  tenia  á  exigir  respeto  á  su  ciencia  y  dignidad. 

Suponer  que  la  enseñianza  pública  se  compadece  con  un  pro- 
fesorado libre  y  exento  de  toda  intennencion  oficial,  es  un  error 
manifiesto,  porque  envuelve  una  contradicción  de  principios  in- 
negable. El  nudo  de  la  cuestión  estriba  en  establecer  la  conve- 
niente armonía  entre  la  autoridad  y  la  libertad. 

1045.— El  mejor  medio,  tal  vez  el  único  de  resolver  el  proble- 
ma, es  admitir  la  competenda  de  la  enseñanza  pública  y  la  pri- 
vada. Este  sistema  concilla  ambos  extremos,  porque  la  libertad 
de  enseñanza  así  entendida,  excluye  y  condena  todo  privilegio, 
todo  monopolio.  El  estado  puede  crear  y  sostener  escuelas  pú- 
blicas y  someterlas  á  cierto  régimen  y  disciplina.  No  hay  razón 
para  que  se  niegue  al  Gobierno  un  derecho  que  no  se  disputa  á 
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los  particulares,  sobre  todt>  mientras  subsistan  los  grados  acadé- 
micos y  los  títulos  profesionales. 

Al  lado  de  la  instrucción  pública  crece  y  se  desarrolla  la  pri- 
vada, aquélla  bajo  la  autoridad  del  Gobierno,  y  ésta  libre,  sin 
menoscabo  del  derecho  de  inspección  y  vigilancia  que  le  cor- 
responde en  interés  del  orden,  de  la  moral  y  de  la  higiene.  El 
estado,  cuando  organiza  la  enseñanza,  no  sólo  no  usurpa  los  de- 
rechos del  individuo  y  la  familia,  sino  que  convida  á  la  partici- 
pación activa  en  la  instrucción  y  educación  del  pueblo  á  todos 
los  ciudadanos. 

1046. — Mientras  la  ilustración  no  sea  tan  general  y  la  inicia- 
tiva individual  tan  poderosa  y  fecunda  que  un  pueblo  sepa  y  quie- 
ra enseñarse  á  sí  mismo,  el  concurso  de  ambas  fuerzas  será  ne- 
cesario. En  proporción  que  la  razón  humana  se  desenvuelva  y 
perfeccione,  la  acción  del  poder  público  se  irá  retirando,  porque 
el  movimiento  natural  y  espontáneo  de  la  sociedad  suplirá  con 
ventaja  el  impulso  y  dirección  del  Gobierno.  Así  pues,  si  es  cier- 
ta la  ley  del  progreso,  la  libertad  de  enseñanza  crecerá  al  compás 
de  la  civilización  del  mundo  hasta  ponerse  al  nivel  de  todas  las 
demás  libertades. 


CAPÍTULO  XVII. 
De  la  Instraeeioii  primarla. 

1047.— Necesidad  de  la  primeraen-  1054.— La  instrucción  popular  cor- 

señanza.  rige  las  costumbres. 

1048.— Instrucción  obligatoria.  1055.— Instrucción  gratuita. 

1049.— Examen  de  la  cuestión.  1056.— Instrucción  retribuida, 

1050.— Resolución.  1057.— Libertad  de  la  enseñanza. 

1051.— Dificultades  en  la  práctica.  1058.— Sus  consecuencias. 

1052.— Medios  coercitivos.  1059.— Legislación. 
1053.— Razones  para  insistir. 

1047. — La  instrucción  primaria,  dyo  M.  Guizot,  es  la  deuda 
de  la  nación  para  con  todos  sus  hijos.  En  la  declaración  de  los 
derechos  del  hombre  y  del  ciudadano  que  precede  á  la  Constitu- 
ción de  la  Repúbhca  francesa  de  1793,  se  proclama  el  principio 
que  la  instrucción  es  la  necesidad  de  todos.  En  efecto,  hoy  más 
que  nunca,  la  instrucción  primaria  debe  tener  á  los  ojos  del  le- 
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gislador  la  importancia  y  trascendencia  de  una  verdadera  nece- 
sidad social.  La  libertad  que  desciende  de  las  altas  regiones  de 
la  filosofía  al  terreno  de  la  política  y  penetra  las  clases  inferio- 
res del  estado,  líeria  un  don  funesto,  si  no  la  moderase  cierto 
grado  de  instrucción  popular.  Sin  ella  el  movimiento  del  siglo 
podria  empeñar  á  nuestra  generación  en  sendas  peligrosas,  por- 
que el  amplio  ejercicio  de  los  defechos  políticos,  no  regido  por 
la  conciencia  de  los  deberes  correlativos,  producirá  por  lo  menos 
tantos  males  como  bienes. 

La  instrucción  primaria  abre  camino  á  la  educación  sólida  del 
pueblo,  y  ésta  resuelve  el  grave  problema  del  advenimiento  de 
la  democracia  al  poder  sin  revoluciones  sangrientas  y  sin  funes- 
tos trastornos. . 

De  tal  manera  completa  la  instrucción  primaria  la  existencia 
del  individuo,  que  quien  no  sabe  leer  ni  escribir  vive  en  perpe- 
tua minoridad,  porque  para  los  negocios  más  comunes  de  la  vida 
há  menester  acudir  á  manos  mercenarias,  ó  se  ve  precisado  á 
mendigar  el  favor  ajeno.  Por  eso  mismo  algunos  escritores  re- 
claman de  los  Gobiernos  el  fomento  de  la  instrucción  primaria, 
para  que  pueda  la  ley  declarar  que  el  no  saber  leer  y  escribir  sea 
una  incapacidad  política,  sin  que  el  saber  se  erija  en  privilegio 
social. 

En  donde  quiera  que  existe  el  sufragio  universal,  la  instruc- 
ción primaria  universal  es  de  rigor.  «Tenéis  sufragio  universal, 
y  no  saben  leer  vuestros  electores!»  escribía  en  1870  un  coronel 
alemán  á  un  publicista  francés.  Mr.  Lowe  dijo  en  el  Parlamen- 
to inglés  á  propósito  de  cierta  reforma  electoral :  « Pedís  el  su- 
fragio universal,  y  yo  reclamo  la  instrucción  obligatoria,  porque 
es  preciso  enseñar,  cuando  menos  á  Ijper,  á  los  que  mañana  Be- 
rán  nuestros  superiore's».  ^ 

La  Constitución  de  1812  establecía  que  desde  el  año  1830  na- 
die que  no  supiese  leer  y  escribir  seria  admitido  al  ejercicio  de 
los  derechos  de  ciudadano  (1).  A  pesar  de  este  buen  deseo  y  de 
las  reiteradas  y  discretas  providencias  que  se  dictaron,  sobre 
todo  desde  el  restablecimiento  en  España  del  gobierno  represen- 
tativo, causa  honda  pesadumbre  considerar  que  de  15.673.481 
habitantes  que  hay  en  la  Pemnsula  y  sus  islas  adyacentes, 

(1)  An.35. 
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11.837.415  no  saben  leer;  705.660  saben  leer  y  no  escribir,  y 
sólo  3.130.015  saben  leer  y  escribir:  por  manera  que  más  de  IZ 
millones  y  medio  de  españoles  carecen  de  toda  instrucción  pri- 
maria ó  la  poseen  en  cortísimo  grado  (1).  ¡Cuan  arraigado  se 
halla  aun  entre  nosotros  el  vergonzoso  imperio  de  la  ignorancial 

1048. — La  ley  eleva  á  precepto  el  deber  moral  que  tienen  los 
padres  y  tutores  de  procurar  á  sus  hyos  ó  pupilos  desde  la  edad 
de  seis  años  hasta  la  de  nueve,  aquel  grado  de  instrucción  que 
necesita  todo  hombre,  y  aun  más  todo  ciudadano.  La  autoridad 
amonesta  á  los  negligentes,  y  cuando  no  basta  la  persuasión,  los 
compele  á  enviar  los  niños  á  la  escuela.  El  alcalde  corrige  estos 
descuidos  con  la  multa  de  dos  á  veinte  reales,  salvo  si  los  padres 
ó  tutores  suplen  la  enseñanza  pública  con  la  particular  ó  domés- 
tica, ó  si  no  hay  escuela  en  el  lugar  ni  á  distancia  proporciona- 
da para  que  los  niños  puedan  concurrir  cómodamente  á  ella,  y 
el  Código  penal  castiga  la  falta  que  cometen  los  padres  de  fami- 
lia si  descuidan  la  educación  de  sus  hyos,  y  los  tutores ,  curado- 
res ó  encargados  de  un  menor  de  quince  años  que  desobedecen 
el  precepto  de  la  enseñanza  obligatoria  (2). 

1049. — ^Dudan  algunos  si  la  enseñanza  obligatoria  es  compa- 
tible con  la  razón  y  el  derecho.  Dicen  los  adversarios  de  este 
principio  que  la  intervención  del  estado  en  semejante  caso  atre- 
pella los  fueros  de  la  autoridad  paterna;  que  no  debe  el  magis- 
trado violar  el  santuario  de  la  familia ;  que  el  interés  individual 
fija  la  regla  y  determina  la  sanción  del  culpable  abandono,  y  en 
fln,  que  no  hay  medios  coercitivos  de  segura  eficacia  para  que 
sea  verdad  la  instrucción  primaria  obligatoria. 

Digna,  muy  digna  de  respeto  es  la  autoridad  paterna;  pero  la 
moral  no  consiente  el  poder  absoluto  que  presidia  á  la  organi- 
zación de  la  íkmilia  romana.  La  naturaleza  impone  á  los  padres 
el  deber  ñe  alimentar  á  sus  hyos,  y  pocos  serán  los  que  resistan 
al  impulso  de  su  corazón.  Contra  esos  pocos  sin  embargo  se  alza 
la  ley  que  transforma  en  civil  la  obligación  natural  de  los  ali- 
mentos. Y  sí  la  ley  manda  al  padre  que  socorra  al  hyo  con  el 
pan  del  cuerpo,  ¿no  podrá  mandarle  asimismo  que  le  suministre 
el  pan  del  espíritu  ? 

(1)  Anuario  estadístico  de  1860-1861,  pá^.  45.  Faltan  en  la  cuenta  891  individuos  que  no 
han  podido  ser  clasificados. 

(2)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  185*7,  arts.  *?  y  8,  y  Códigro  penal,  art.  603. 
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En  Inglaterra,  en  donde  se  rinde  culto  á  la  familia  y  se  repu-- 
ta  lugar  sagrado  el  hogar  doméstico,  existen  leyes  que  prohiben 
sean  admitidos  en  las  fábricas  los  niños  menores  de  cierta  edad, 
y  limitan  las  horas  del  trabajo  permitido  á  los  mayores,  no  obs- 
tante la  autoridad  paterna  y  la  libertad  de  los  contratos;  y  si  esto 
hace  el  poder  público  mirando  á  la  salud  y  robustez  de  la  infan- 
cia, ¿no  habrá  dereojio  á  declarar  la  instrucción  primaria  obli- 
gatoria como  precepto  de  higiene  moral  ? 

¡El  interés  privado !  Millares  de  ejemplos  acreditan  que  los  más 
generosos  esfuerzos  por  propagar  y  diftmdir  la  instrucción  pri- 
maria se  estrellan  contra  la  indiferencia  de  las  corporaciones  po- 
pulares, la  natural  apatía  de  los  campesinos  y  la  vulgar  preocu- 
pación que  es  tiempo  perdido  el  que  se  emplea  en  las  escuelas. 
Rara  vez  un  padre  que  no  sabe  leer  ni  escribir  llega  á  persua- 
dirse de  que  su  hijo  debe  aprender  lo  que  él  ignora,  y  así  se  per- 
petúa la  ignorancia  por  espíritu  de  rutina. 

1050. — No  hay  remedio:  si  la  instrucción  primaria  ha  de  ser 
universal,  es  preciso  hacerla  obligatoria.  La  mejor  prueba  de  que 
sólo  por  este  camino  se  logra  vencer  la  inercia  de  los  pueblos, 
nos  la  ofrece  el  estado  floreciente  de  la  instrucción  primaria  en 
el  Norte  de  Europa.  En  Noruega,  Suecia  y  Dinamarca,  en  Pru- 
sia,  Austria,  Baviera,  Sagonia  y  toda  la  Alemania,  tan  superior 
por  su  general  cultura  á  Francia  é  Inglaterra,  y  en  casi  todos  los 
cantones  de  Suiza,  la  ley  impcftie  á  los  padres  de  familia  el  de- 
ber de  enviar  sus  hyos  á  la  escuela.  En  el  Mediodía,  además  de 
España,  Italia  y  Portugal  aceptaron  el  principio.  Francia  vacila, 
é  Inglaterra  no  se  atreve  á  romper  con  la  tradición.  ¿Qué  más? 
Dos  estados  de  América,  el  Connecticut  y  el  Massachusets,  dio- 
taron leyes  severas  en  igual  sentido  sin  los  escrúpulos  de  con- 
ciencia que  asaltan  á  los  sectarios  de  la  doctrina  que  el  estado 
debe  encerrarse  en  la  acción  puramente  negativa  de  impedir  el 
mal,  siendo  propio  del  individuo  promover  el  bien  (1). 

1051 . — Varios  son  los  medios  coercitivos  que  se  emplean  para 
reducir  á  la  práctica  el  principio  de  la  enseñanza  obligatoria ,  á 
saber,  la  pública  reprensión  de  los  negligentes,  la  privación  tem- 

(1)  «Previendo  la  ley  (de  Massachusets)  los  casos  de  neg'lig'encia  6  resistencia,  facultó 
á  las  autoridades  locales  para  apartar  los  hijos  y  servidores  de  los  padres  y  de  los  amos  J 

que  descuidasen  el  aprovechamiento  de  los  medios  de  instrucción,  y  ponerlos  á  cargfo  de  / 

jefes  de  familia  que  fuesen  considerados  dignos  de  esta  confianza.  Carlierf  HUt,  du  p$upl6 
amériañn,  1. 1,  p.  251. 

/ 


/ 


/ 
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poral  de  los  derechos  políticos,  la  incapacidad  legal  para  obtener 
ciertos  cargos  lucrativos,  la  multa,  la  exclusión  de  las  obras  que 
emprenda  ó  de  los  socorros  que  distribuya  el  municipio,  etc.  El 
círculo  humanitario  de  Alost  (Bélgica)  dirigió  al  Cuerpo  legisla- 
tivo una  petición  para  que  todo  joven  que  á  los  diez  y  nueve  años 
no  supiese  leer  y  escribir  fuese  soldado  [de  derecho  sin  suerte, 
de  modo  que  con  ellos  en  primer  lugar  se  cubriese  el  contingen- 
te de  cada  pueblo. 

1052.— La  autoridad  debe  agotar  todos  los  recursos  de  la  per- 
suasión y  el  ejemplo  para  combatir  la  ignorancia,  antes  de  acu- 
dir á  los  medios  coercitivos  que  menoscaban  la  potestad  de  los 
padres  sobre  sus  hijos;  pero  si  sus  consejos  no  fuesen  escucha- 
dos, nada  hay  más  justo  y  conveniente  que  la  acción  directa  y 
positiva. 

1053. — La  educación  interesa  al  individuo,  pero  también  al 
estado.  La  sociedad  política,  como  la  doméstica,  subsiste  en 
virtud  de  los  derechos  y  deberes  que  ligan  las  partes  con  el  to- 
do. La  misma  libertad  espera  el  triunfo  de  su  causa  de  la  adop- 
ción de  un  sistema  de  enseñanza  que  favorezca  el  desarrollo  de 
las  faoultades  del  hombre.  El  mayor  enemigo  de  la  libertad  es  la 
ignorancia,  porque  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  sin  cier- 
to grado  de  instrucción,  lejos  de  servir  para  establecer  y  afirmar 
un  orden  legal ,  condena  á  los  pueblos  á  la  perpetua  oscilación 
entre  la  anarquía  y  el  despotismo. 

Ninguna  clase  de  industria  perecerá  por  la  falta  del  débil  apo- 
yo de  la  infancia  retenida  algunas  horas  en  la  escuela ;  al  con- 
trario, la  instrucción  de  los  obreros  es  el  medio  más  eficaz  de 
atenuar  los  inconvenientes  de  una  excesiva  división  del  trabsgo, 
porque  el  hábito  de  practicar  las  mismas  operaciones  debilita  y 
acaba  por  extinguir  la  luz  de  la  inteligencia.  Para  que  el  hombre 
no  se  convierta  en  máquina,  es  preciso  que  la  razón  dirya  el  em- 
pleo de  las  fuerzas. 

Si  contra  todas  las  probabilidades  la  instrucción  primaria  obli- 
gatoria diese  por  resultado  inmediato  una  momentánea  eleva- 
ción de  los  salarios,  pronto  seria  compensada  aquella  desventa- 
ja con  las  ventajas  de  la  mayor  actividad  y  penetración  de  los 
obreros  que  á  sus  dotes  comunes  reuniesen  los  bone/icios  ines- 
timables de  una  educación  superior  al  nivel  común.  El  trabajo 
inteligente  es  y  será  siempre  el  más  productivo. 
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1054. — La  instrucción  popular  influye  sobremanera  en  la  re- 
forma de  las  costumbres.  La  ignorancia  eng^endra  el  vicio,  y  el 
vicio  es  el  impuro  manantial  de  multitud  de  crímenes.  Cuando 
-  'escuelas  están  desiertas,  están  las  cárceles  pobladas  de  de- 
'lies.  La  defensa  de  la  sociedad  exige  la  instrucción  prima- 
atori»,  si  la  voluntaria  conduce  al  abandono. 
Supuesta  la  obligación  legal,  la  instrucción  primaria 
gratuita  sino  en  favor  de  los  pobres:  los  niños  de 
odadas  pagan  la  retribución  semanal  ó  mensual  que 
-i  Ayuntamientos  y  forma  parte  de  la  dotación  de 

xiiu  ¿eix, .  enseñanza  pública  siempre  es  retribuida,  y  toda 

la  diferencia  consiste  en  el  modo  de  satisfacer  el  gasto.  El  prin- 
cipio que  el  estado  paga  la  enseñanza  de  los  ricos  y  los  pobres, 
se  funda  en  la  igualdad  según  la  democracia,  ó  en  el  espíritu  de 
secta  inherente  á  la  absoluta  libertad  religiosa;  pero  considera- 
da la  cuestión  en  abstracto,  hacer  pagar  al  estado  por  todos  in- 
distintamente, es  un  exceso,  si  no  un  abuso. 

1056. — Razones  de  justicia  y  conveniencia  inclinan  el  ánimo 
á  optar  por  el  sistema  de  la  enseñanza  retribuida  y  gratuita  adop- 
tado en  España:  de  justicia,  porque  quien  puede  proporcionarse 
la  instrucción  primaria  á  sus  expensas,  no  deUe  ser  gravoso  al 
estado;  y  de  conveniencia,  porque  ima  enseñanza  enteramente 
gratuita  inspira  poco  interés  á  los  que  pueden  gozar  de  sus  be- 
neficios. En  nada  se  estima  lo  que  nada  cuesta.  Sea  gratuita  para 
los  indigentes,  y  basta.  Decir  que  esta  excepción  los  humilla,  es 
reprobar  todos  los  actos  de  beneficencia,  y  lisonjefir  las  pasiones 
más  ruines  y  mezquinas. 

1057. — Del  principio  que  la  enseñanza  es  libre  en  todos  sus 
grados  y  cualquiera  que  sea  su  clase,  naturalmente  se  dedujo  la 
absoluta  libertad  de  la  instrucción  primaria.  El  Gobierno  prime- 
ro, y  después  las  Cortes,  al  proclamarla,  confiaron  en  la  pode- 
rosa y  fecunda  iniciativa  de  los  individuos  y  de  las  corporacio- 
nes populares ;  más  una  triste  experiencia  probó  contra  la  bon- 
dad del  sistema,  por  lo  menos  en  su  apKcacion  á  España. 

1058. — ^Los  Ayuntamientos  y  las  juntas  locales  de  quienes  es- 
peraba el  Gobierno  grandes  sacrificios  por  aumentar  la  cultura 

(l)  Leyes  de  9  de  Setiembre  de  1857,  art.  9,  y  21  do  Jalio  de  1838,  art.  18, 


488  DERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

de  los  pueblos,  mostraron  que  tenían  vida  propia^  cerrando  es- 
cuelas, destituyendo  maestros  sin  causa  ó  recompensando  sus 
buenos  servicios  con  el  hambre  y  la  miseria;  y  á  tal  punto  lle- 
garon el  abuso  y  el  escándalo,  que  se  hizo  necesaria  la  interven- 
ción del  poder  central  (1). 

A  la  clausura  de  las  escuelas  opuso  la  orden  apremiante  de 
abrirlas  y  conservarlas:  á  la  vergonzosa  penuria  de  los  maestros 
la  obligación  de  satisfacer  los  gastos  de  la  enseñanza :  á  las  des- 
tituciones arbitrarias  el  respeto  á  los  derechos  adquiridos,  las 
formas  protectoras  y  la  facultad  de  separar  reservada  al  Gobier- 
no; en  fin,  á  los  extravíos  de  aquella  libertad  que  debia  llevar 
la  luz  á  toda  inteligencia,  el  criterio  de  la  autoridad  superior 
en  la  cual  el  estado  se  personifica,  aunque  la  enseñanza  no  es 
función  del  estado. 

1059. — La  instrucion  primaria  se  divide  en  pública  y  privada: 
es  pública  cuando  la  enseñanza  se  da  en  escuelas  sostenidas  én 
todo  ó  en  parte  con  los  fondos  públicos  ó  con  legados,  obras  pías 
ó  fundaciones,  y  llámase  privada  cuando  la  niñez  la  recibe  de 
maestros  particulares  (2). 

Subdivídese  la  primara  en  elemental  y  superior:  aquélla,  si  ftie- 
re  completa,  abrazará  la  lectura,  escritura,  elementos  de  aritmé- 
tica y  gramática  castellana,  principios  de  moral,  religión  é  his^ 
toria  sagrada  y  breves  nociones  de  agricultura,  industria  y  co- 
mercio; y  ésta,  además  de  una  prudente  ampliación  de  los  ramos 
expresados,  comprende  los  principios  de  geometría,  dibujo  li- 
neal y  agrimensura,  rudimentos  de  historia  y  geografía  especial- 
mente de  España,  y  nociones  generales  de  física  é  historia  natu- 

(1)  No  podemos  resistir  &  la  tentación  de  invocar  aquí  el  testimonio  del  mismo  Gobier- 
no, autor  de  la  libertad  de  la  enseSanza,  que  en  un  documento  oficial  dijo:  «Confió  el  Qo- 
biemo  en  que  el  buen  deseo  é  ilustración  de  estas  corporaciones  serian  el  auxiliar  mis  po- 
deroso de  sus  miras  en  pro  de  la  instrucción  popular...  pero  la  inexperiencia  de  algunas 
Juntas,  la  actividad  irreflexiva  de  otras  y  la  inercia  de  la  generalidad,  han  dado  lugar  á 
que  el  Ctobierno  fije  su  atención  en  este  punto,  y  vea  con  disgusto  que  estas  Juntas,  crea- 

.das  para  el  bien  y  la  prosperidad  de  la  enseñanza  pública,  son  en  algunas  provincias  sus 
más  rudos  adversarios,  y  defraudan  por  completo  las  esperanzas  que  al  instalarse  hicie- 
ron concebir  á  la  nación.  Han  patrocinado  á  los  pueblos  que  arrojaron  sin  paga  á  loe  maes- 
tros :  han  decretado  por  si  y  ante  si  separaciones,  sin  escuchar  siquiera  al  destituido: 
han  promovido  y  aprobado  la  supresión  de  escuelas,  y  hay  alguna  que  pretende  ponerse 
do  frente  al  Poder  ejecutivo,  como  si  éste,  injusto  6  tiránico,  no  defendiera  y  patrocinara 
lo  mismo  que  los  pueblos  y  las  provincias  debieran  ensalzar  con  más  ahinco.»  Orden  de  8 
de  Abril  de  1869. 

Después  de  esta  áspera  reprensión  ¿  qué  pensar  de  la  poderosa  y  fecunda  iniciativa  de 
las  corporaciones  populares  ? 

[2)  Ley  de  9  de  Setiembre  de  ISSl,  art.  91. 
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ral  acomodadas  á  las  necesidades  más  comunes  de  la  vida  (1). 

En  todo  pueblo  de  500  almas  debe  haber  necesariamente  una 
escuela  completa  de  niños  y  otra,  aunque  sea  incompleta^  de 
niñas.  Las  incompletas  de  niños  sólo  se  consienten  en  los  pue- 
blos de  menor  vecindario. 

En  los  pueblos  que  lleguen  á  2.000  almas^  debe  haber  dos  es- 
cuelas completas  de  niños  y  otras  dos  de  niñas:  en  los  que  ten- 
gan 4.000,  tres,  y  así  sucesivamente,  aumentándose  una  escuela 
de  cada  sexo  por  cada  2.000  habitantes,  y  contándose  en  este 
número  las  escuelas  privadas;  pero  la  tercera  parte  á  lo  menos 
serán  siempre  escuelas  públicas. 

Los  pueblos  que  no  lleguen  á  500  habitantes  deben  reunirse 
para  formar  juntos  un  distrito  en  donde  se  establezca  escuela  ele- 
mental completa,  sjiempre  que  la  naturaleza  del  terreno  permita 
á  los  niños  concurrir  á  ella  cómodamente.  En  otro  caso  cada 
pueblo  debe  establecer  una  escuela-  incompleta,  y  no  siendo  po- 
sible, tenerla  á  lo  menos  por  temporadas. 

En  las  capitales  de  provincia  y  poblaciones  que  lleguen  á 
10.000  almas,  una  de  las  escuelas  públicas  debe  ser  superior;  y 
los  Ayuntamientos  por  su  parte  pueden  también  establecerla  en 
pueblos  de  menor  vecindario  cuando  lo  crean  conveniente,  sin 
perjuicio  de  la  enseñanza  elemental. 

El  Gobierno  cuida  además  de  abrir  en  las  capitales  de  provin- 
cia y  pueblos  que  lleguen  á  10,000  almas,  escuelas  de  párvulos, 
y  de  fomentar  el  establecimiento  de  lecciones  de  noche  ó  de  do- 
mingo para  los  adultos  cuya  instrucción  hubiere  sido  descuida- 
da. Los  pueblos  que  cuenten  10.000  ó  más  habitantes,  deben 
tener  una  enseñanza  de.  esta  clase,  y  otra  de  dibiyo  lineal  y  de 
adorno  con  aplicación  á  las  artes  mecánicas. 

Debe  asimismo  el  Gobierno  promover  la  enseñanza  de  los  sor- 
do-mudos  y  ciegos,  cuidando  que  haya  á  lo  menos  una  escuela 
de  esta  clase  en  cada  distrito  universitario. 

Las  públicas  de  primera  enseñanza  están  á  cargo  de  los  pue- 
blos respectivos,  que  incluyen  en  los  presupuestos  municipales, 
como  gasto  obligatorio,  las  partidas  necesaíias  para  su  sosteni- 
miento. El  Gobierno  auxiha  á  los  que  por  sí  solos  no  pueden 
costear  los  gastos  de  la  primera  enseñanza  (2) . 

U)  Ley  de  9  de  Setiembre,  art.  2. 

f2)  Ley  do  9  de  Setiembre,  arta.  91  al  108,  y  realea  órdenes  de  19  de  Octubre  de  1859  y  18 
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La  nueva  ley  de  adiainistracion  municipal  conñrma  la  obliga- 
ción impuesta  á  los  Ajointamien  tos  por  las  anteriores  de  proveer 
con  arreglo  á  las  necesidades  y  recursos  de  los  pueblos,  al  fo- 
mento de  la  instrucción  primaria  (1). 

Leyes  y  reglamentos  especiales  señalan  los  deberes  particu- 
lares de  los  maestros  para  con  sus  discípulos.  Por  no  descender 
á  tan  minuciosos  pormenores,  indicaremos  solamente  que  les 
está  prohibido  enseñar  otra  ortografía  que  la  adoptada  por  la 
Academia  Española,  y  aplicar  castigos  que  causen  lesión  en  los 
miembros,  ofendan  el  pudor  ó  tiendan  á  debilitar  el  sentimiento 
del  honor  en  quien  los  sufre,  al'i)aso  que  degradan  y  envilecen 
á  quien  los  impone  (2). 


Artículo  1. ^-^Matstr os  de  primera  enseñé^nia, 

1060.— Principios.  tro. 

1061  .—La ley  exige  garantías  á  los  1063.— Maestros  públicos. 

maestros.  1064. — Provisión  de  las  vacantes. 

1062.— Ck)ndiciones  necesarias  pa-  1065.— Intervención  del  clero  en 

ra  obtener  el  titulo  de  maes-  la  primera  enseñanza. 

1060. — ^De  la  alianza  de  tres  principios  y  de  su  feliz  combina- 
ción depende  la  existencia  de  un  buen  sistema  de  instrucción 
primaria :  el  principio  de  la  libertad  individual ,  es  decir,  de  la 
justa  libertad  de  las  familias  y  de  los  maestros;  el  principio  mu- 
nicipal para  colmar  los  vacíos  que  dejen  la  acción  y  los  esfuerzos 
particulares,  y  la  intervención  del  estado  á  fin  de  suplir  la  au- 
sencia ó  la  ineficacia  de  los  anteriores. 

1061. — Aunque  la  profesión  de  maestro  de  primera  enseñan- 
za fué  declarada  libre  (3),  siempre  quedó  la  privada  siyeta  á 
ciertas  condiciones  previas  cuyo  coiyunto  constituye  la  vigilan- 
cia é  inspección  que  el  Gobierno  ejerce  en  este  ramo  importante 
de  la  educación  individual.  Cualquiera  podia  abrir  una  escuela, 


de  Marzo  de  1860.  V.  el  reglamento  g-eneral  de  90  de  Julio  de  1859  j  el  particular  para  la 
enseñanza  de  sordo-mudoa  y  ciegos  de  90  de  Octubre  de  1863. 

(1)  Ley  municipal,  art.  68. 

(2)  Decreto  de  las  Cortes  de  1*7  de  Agosto  de  1818,  restablecido  en  31  de  Bnero  de  1831, 
reglamento  de  las  escuelas  de  26  de  Noviembre  de  1888,  y  reales  órdenes  de  25  de  Agosto 
de  1884  y  35  de  Abril  de  18  i4. 

(3)  Ley  1,  tít.  i,  lib.  VIH,  Nov.  Recop. 
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siendo  maestro  examinado,  pero  con  la  obligación  de  someter- 
se á  las  disposiciones  que  respecto  al  método  y  materias  de  la 
enseñanza  señalaba  la  ley  (1). 

La  libertad  de  la  enseñanza  primaria  está  nuevamente  consig- 
nada en  la  legislación  vigente  como  principio;  más  el  estado  se 
reserva  una  justa  intervención  que  limita  el  derecho  de  los  par- 
ticulares en  bien  del  público,  exigiendo  garantías  de  aptitud  y 
moralidad,  según  veremos  al  hablar  de  los  maestros. 

1062.  El  Gobierno  ejerce  este  influjo  en  la  enseñanza  privada, 
pidiendo  á  la  persona  que  quiera  establecer  por  su  cuenta  y  di- 
rigir una  escuela  primaria  las  siguientes  circunstancias: 

I.  Ser  español  (2). 

n.  No  haber  sido  condenado  á  penas  aflictivas  ó  que  lleven 
consigo  la  inhabilitación  absoluta  para  cargos  públicos  ó  dere- 
chos políticos,  á  no  obtener  una  rehabilitación  suficiente  y  espe- 
cial para  la  enseñanza. 

ni.  Justificar  buena  conducta. 

IV.  Tener  título  de  maestro  correspondiente  al  grado  de  la  es- 
cuela que  haya  de  establecer.  Los  que  regenten  escuelas  elemen- 
tales incompletas  quedan  exceptuados  de  este  requisito,  bastán- 
doles un  certificado  de  aptitud  y  moralidad  (3). 

Los  directores  de  las  Escuelas  normales  expiden  los  títulos  de 
maestros  y  maestras  de  instrucción  primaria  elemental  y  superior 
y  de  párvulos,  conforme  al  principio  que  todos  los  diplomas  aca- 
démicos sean  autorizados  por  los  jefes  de  los  establecimientos  en 
donde  los  aspirantes  hayan  acreditado  su  aptitud,  natural  con- 
secuenicia  de  la  libertad  de  enseñanza  (4). 

1063. — Los  maestros  públicos  deben  reunir  las  mismas  condi- 
ciones de  aptitud  y  moralidad,  aunque  las  escuelas  estén  sujetas 
á  derecho  de  patronato. 

1064. — En  la  provisión  de  las  plazas  vacantes  de  maestros  de 
instrucción  primaria  se  siguen  varias  reglas  según  la  dotación 
de  las  escuelas. 

I.  El  rector  del  distrito  universitario  provee  las  escuelas  pú- 

(1)  Real  decreto  de  SO  de  Abril  de  1826. 

(2)  Ley  de  90  de*  Janio  y  orden  de  16  de  Agosto  de  1869. 

(3)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arta.  167, 168, 180  y  181. 

(4)  Ley  de  21  de  Julio  de  1838,  art.  25,  orden  de  l.<>  de  Mayo  de  1844,  decreto  de  21  de  Di- 
ciembre de  1868,  circular  de  20  de  Octubre  de  1869,  y  orden  de  21  de  Diciembre  del  migmo 
año. 
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blicas  de  niños  cuya  dotación  no  llegue  á  4.000  reales,  y  de  niñas 
dotadas  con  menos  de  3000. 

n.  La  dirección  del  ramo  nombra  los  maestros  cuyo  haber, 
siendo  superior  á  4.000  reales,  no  llegue  á  6.000,  y  las  maestras 
de  sueldo  superior  á  3.000  reales  é  inferior  á  5.000. 

ni.  Los  cargos  de  la  primera  enseñanza  que  tengan  más  alta 
remuneración,  son  de  real  nombramiento. 

IV.  Las  escuelas  sujetas  á  patronato  se  proveen  conforme  á  la 
voluntad  del  fundador  en  personas  en  quienes  concurran  los  re- 
quisitos de  la  ley  y  con  aprobación  de  la  autoridad  á  la  que  cor- 
respondería hacer  el  nombramiento,  á  no  mediar  el  derecho  de 
patronato. 

Si  los  patronos  no  hacen  la  provisión  dentro  del  plazo  señala- 
do en  los  reglamentos,  pierden  por  aquella  vez  su  derecho  que 
cede  en  fevor  de  la  administración  (1). 

Las  escuelas  dejque  trata  el  núm.  I  se  proveen  sin  necesidad 
de  oposición  á  propuesta  de  las  Juntas  provinciales  de  Instrucción 
pública,  teniendo  en  cuenta  los  méritos  de  los  aspirantes.  Las 
,  de  mayor  sueldo  por  oposición.  Las  traslaciones  y  ascensos  se 
conceden  en  la  forma  que  los  reglamentos  determinan  sin  nue- 
vos ejercicios  (2). 

1065. — El  Gobierno  procuró  interesar  al  clero  en  el  fomento 
y  desarrollo  de  la  instrucción  primaria,  declarando  compatible 
el' ministerio  parroquial  con  el  magisterio  público  en  las  escue- 
las elementales  incompletas  (3).  Su  colaboración  es  eñ  verdad  tín 
hecho  necesario,  principalmente  en  un  pueblo  católico,  porque 
así  como  no  hay  una  separación  absoluta  entre  el  orden  moral  y 
el  material,  así  también  no  se  concibe  un  completo  divorcio  de  la 
religión  y  del  estado.  La  unión  del  párroco  y  del  maestro  princi- 
palmente en  las  escuelas  rurales,  seria  un  medio  eficaz  de  mejo- 
rar la  educación,  porque  ambos  ejercen  una  autoridad  análoga  y 
una  común  inüuencia;  pero  la  ley  en  esta  parte  ha  sido  hasta 
ahora,  y  creemos  que  será  en  adelante,  infecunda.  Mas  ya  que 
la  unión  no  se  consiga,  importa  en  extremo  que  reine  la  con- 

(1)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arta.  182, 1^  y  184,  orden  de  1.^  de  Abril  de  1870,  decreto  de  29 
de  Julio  de  1874  y  orden  de  10  de  Noviembre  dol  mismo  año. 

,    Sobre  las  escuelas  de  patronato  V.  reales  órdenes  de  21  de  Noviembre  de  1845  y  24  do 
Abril  de  1846,  y  real  decreto  de  90  de  Marzo  de  1849. 

(2)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arts.  182  y  188,  y  real  orden  de  10  de  Agosto  de  1858. 
(8)  Leyclt.,art.  189. 
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cordia  entre  el  sacerdote  y  el  preceptor,  para  que  no  se  borre  el 
sello  de  la  fé  necesario  á  toda  instrucción  popular. 

Artículo  2.^'^BéCuelas  normales, 

1066.— Influjo  de  los  maestros  en  1068.— Legislación. 

la  educación.  1069.— Cómo  se  forman  en  las  Es- 

1067.— Objeto  de  las  Escuelas  ñor-  cuelas  normales  los  maes- 

males.  tros. 

1066. — Los  maestros  son  verdaderos  custodios  de  la  moral  pú- 
blica y  responsables  ante  Dios  y  los  hombres  de  los  tiernos  co- 
razones y  de  las  almas  vírgenes  que  el  estado  ó  los  padres  con- 
fían á  su  cuidado;  pues  según  que  su  enseñanza  fuere  buena  ó 
mala,  así  saldrán  de  sus  manos  miembros  útiles  6  corrompidos, 
los  niños  que  educaren  para  la  familia  y  la  sociedad.  Pudiéramos 
llamarlos  verdaderos  funcionarios  públicos,  cuyo  encargo  es  des- 
envolver el  principio  moral  y  las  facultades  intelectuales  de  la 
nación  influyendo  en  la  dócil  infancia;  de  donde  se  colige  que  la 
ley  debe  procurar  con  grande  empeño  que  ellos,  por  su  parte,  re- 
ciban otra  educación  preparatoria,  á  fin  de  establecer  la  unidad 
de  miras  y  de  acción  conveniente  entre  el  consejo  de  los  padres, 
las  lecciones  de  la  escuela  y  la  enseñanza  oficial. 

Sólo  enlazando  estos  tres  períodos  de  la  educación  y  subordi- 
nándolos á  un  plan  uniforme,  es  posible  sembrar  la  virtud  y  com- 
batir los  vicios  de  la  sociedad  moderna,  inspirando  á  las  nuevas 
generaciones  la  fé  en  la  Providencia,  la  santidad  del  deber,  la 
sumisión  á  la  autoridad  paterna,  el  amor  á  las  leyes,  la  obedien- 
cia á  los  poderes  y  el  respeto  á  los  derechos  de  todos.  Imbuidos 
én  estas  máximas  nuestros  hyos  gozarian  de  la  calma  y  vivirían 
en  la  concordia  que  nosotros  en  vano  pedimos  á  la  sociedad,  es 
decir,  á  nuestras  tibias  creencias  y  á  nuestras  turbulentas  pa- 
siones. 

1067. — Tal  es  el  pensamiento  que  presidió  á  la  ftindacion  de 
las  Escuelas  normales,  verdadero  plantel  de  maestros,  porque  allí 
se  forman  todos  los  destinados  por  el  Gobierno  á  difundir  la  ins- 
trucción primaria,  recibiendo  la  enseñanza  conveniente  á  su  mi- 
nisterio, estudiando  el  arte  de  la  educación  y  corrigiendo  su  pro- 
pio carácter.  La  prosperidad  de  la  instrucción  primaria  estriba  en 
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la  prosperidad  de  las  Escuelas  normales:  en  ellas  está  encerrado 
el  porvenir  de  la  educación  popular,  pues  la  reforma  debe  em- 
pezar por  los  mismos  que  deben  darla.  En  vano  se  clamará  por 
que  se  establezcan  escuelas  en  los  pueblos;  en  vano  suministia- 
rán  éstos  sus  fondos  para  dotarlas:  todo  sacrificio  será  perdido, 
si  el  niño  se  confía  á  un  maestro  ignorante  y  grosero.  Aquella 
tierna  rama  recibirá  en  sus  manos  una  forma  torcida  y  viciosa, 
^  y  más  valiera  dejarla  crecer  espontáneamente  al  mero  impulso 
de  la  naturaleza.  El  objeto  es  formar  maestros  de  escuela,  y  más 
que  todo  maestros  de  aldea:  cuantos  conocimientos  adquieran 
éstos  han  de  ser  sólidos,  prácticos,  capaces  de  transmitirse  á  hi- 
jos de  gente  sencilla  y  pobre,  los  cuales  destinados  á  un  trabajo 
continuo  y  material,  no  tendrán  el  tiempo  necesario  para  la  re- 
ñeidon  y  el  estudio  (1). 

1068. — La  ley  establece  una  Escuela  normal  de  instrucción 
primaria  en  cada  capital  de  provincia,  y  una  central  en  la  Corte. 
Cada  Escuela  normal  debe  tener  agregada  otra  práctica  que  es 
la  superior  correspondiente  á  la  localidad,  para  que  los  aspiran- 
tes á  maestros  puedan  ejercitarse  en  ella  (2). 

Los  estudios  comprenden,  además  de  todos  los  necesarios  para 
el  magisterio  de  primera  enseñanza  superior,  elementos  de '  re- 
tórica y  poética,  un  curso  completo  de  pedagogía  y  el  derecho 
administrativo  en  cuanto  concierne  al  ejercicio  de  su  profe- 
sión (3). 

El  nombramiento  de  los  maestros  y  maestras  de  las  Escuelas 
normales  pertenece  exclusivamente  al  Gobierno,  entrando  los 
aspirantes  á  este  grado  del  magisterio  por  oposición  y  ascen- 
diendo por  concurso  (4) . 

1069. — La  organización  de  las  Escuelas  normales  en  forma 
de  seminarios,  sujetando  á  los  pensionistas  á  una  vida  común, 
á  una  enseñanza  más  metódica  y  á  una  disciplina  general ,  to- 
mando el  establecimiento  el  carácter  de  una  numerosa  familia 
gobernada  por  la  influencia  moral  de  un  director  ilustrado,  de 
recto  juicio,  de  piedad  sólida  y  conocedor  profundo  del  corazón 
humano,  prepara  admirablemente  al  joven  jJumno  para  el  ejer- 


(1)  Reglamento  orgánico  de  las  JSscuelas  normales  de  15  de  Octubre  de  1S43. 

(2)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arts.  109  y  alg. 

(3)  Ibid.,art.70. 

(4)  Ibid.,  arts.  200  y  sig.  y  orden  de  8  de  Abril  de  1660. 
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cicio  de  su  ministerio,  porque  el  objeto  de  las  Escuelas  norma- 
les, según  dicen  las  leyes  de  Prusia,  es  formar  profesores  sanos 
de  cuerpo  y  espíritu,  inculcarles  el  sentimiento  religioso  y  los 
afectos  pedagógicos  que  tanto  se  hermanan  con  él. 

Gomo  las  Escuelas  normales  no  tienen  una  relación  directa 
con  las  necesidades  locales,  sino  inmediata  con  los  intereses  co- 
munes del  estado,  la  administración  no  debe  limitarse  á  ejercer 
su  derecho  de  simple  inspección  y  vigilancia,  abandonando  la 
dirección  á  las  provincias,  sino  arrogarse  la  facultad  de  regirlas 
por  sí  misma,  ya  sometiéndolas  á  la  autoridad  de  sus  delegados 
en  cada  pueblo,  y  ya  nombrando  entendidos  y  celosos  inspecto- 
res sin  los  cuales  nada  vé,  nada  sabe,  nada  puede  remediar. 


Artículo  3.^—Bscueias  de  mujeres» 

1070.— Influjo  de  la  educación  de     1072.— Escuela  normal  de  maes- 

las  mujeres.  tras. 

1071.— Escuelas  de  niñas. 

1070.— La  educación  del  hombre  empieza  en  la  cuna,  y  por 
eso  el  primer  cuidado  del  legislador  debe  ser  formar  madres  vir- 
tuosas, porque  el  corazón  del  niño  se  abre  naturalmente  á  la  vir- 
tud, como  el  cáliz  de  las  flores  á  los  suaves  rayos  del  sol.  Todo 
confirma  que  la  primera  educación  es  la  más  importante,  pues 
las  primeras  impresiones  dejan  huellas  muy  profundas  en  el  co- 
razón de  la  infancia. 

Este  grado  de  educación  lo  confió  la  naturaleza  á  las  mujeres; 
de  donde  se  colige  cuan  grande  debe  ser  el  empeño  del  Gobier- 
no en  fundar  escuelas  de  niñas  en  las  cuales  se  inspire  á  las  fu- 
turas esposas  y  madres  la  dulzura  de  carácter,  la  fé  religiosa,  la 
instrucción  conveniente  y  el  amor  á  la  familia. 

Mientras  las  mujeres  de  los  obreros  sean  económicas  y  labo- 
riosas, sus  maridos  y  sus  hijos  podrán  experimentar  las  priva- 
ciones de  la  pobreza,  más  no  los  rigores  de  la  indigencia.  La  vir- 
tud de  la  esposa  ó  de  la  madre  sofocará  los  conatos  contra  el  or- 
den social  y  combatirá  el  desarreglo  de  las  costumbres  que  con- 
duce á  la  miseria  y  precipita  á  los  desgraciados  en  los  excesos  de 
la  desesperación.  Si  la  mujer  es  viciosa,  todos  los  frenos  se  rom- 
pen y  ya  no  hay  .dique  para  la  inmoralidad;  lejos  de  reprimir 
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alienta  con  sus  consejos  y  con  su  ejemplo  á  cometer  los  mayores 
crímenes. 

La  esposa  y  la  madre  del  obrero  están  destinadas  por  la  Pro- 
videncia á  domar  la  natural  rudeza  de  estos  hombres  cuya  vida 
se  consume  toda  en  el  trabsgo,  sin  tiempo  para  abrir  su  entendi- 
miento á  la  hiz  y  su  pecho  á  los  afectos  morales ;  de  suerte  que 
la  mujer  es  la  parte  más  vulnerable  del  pueblo,  la  más  sensible  á 
los  dardos  de  la  civilización. 

1071 . — La  ley  manda  establecer  una  escuela  separada  para  ni- 
ñas, aunque  haya  de  ser  incompleta,  en  todos  los  pueblos  mayo- 
res de -500  habitantes.  Debe  ^justarse  su  enseñanza  á  las  corres- 
pondientes elementales  y  superiores  de  niños  con  las  modifica- 
ciones convenientes  á  la  diferencia  del  sexo.  En  los  de  crecido 
vecindario,  el  número  de  las  escuelas  públicas  de  niñas  será  pro- 
porcionado á  la  escala  de  población  señalada  en  el  núm.  1059,  de- 
biendo ascender,  por  lo  menos,  á  la  tercera  parte  de  las  de  ni- 
ños, contando  las  públicas  y  las  privadas. 

La  inspección  de  estas  escuelas,  el  examen  de  las  maestras  y 
la  provisión  de  sus  plazas  vacantes,  corresponde  á  las  mismas  au- 
toridades y  corporaciones  que  dijimos  hablando  de  los  maestros. 

Únicamente  en  las  escuelas  incompletas  tolera  la  ley  la  con- 
currencia de  los  niños  de  ambos  sexos  en  un  mismo  local,  y  aun 
así  con  la  separación  debida  (1).  La  separación  de  los  niños  y  ni- 
ñas, estableciendo  escuelas  distintas  para  cada  sexo,  no  es  siem- 
pre fácil  en  el  campo.  Afortunadamente,  no  parece  tan  peligro- 
sa la  reunión  de  ambos  sexos  en  una  misma  sala  y  en  una  edad 
temprana  que  justifique  las  exageradas  precauciones  que  algunos 
aconsejan.  Pues  que  al  fin  los  hijos  de  los  labradores  viven  l^os 
de  toda  vigilancia  eficaz,  mejor  sería  inculcarles  máximas  de  mo- 
ral y  enseñarlos  á  guardarse  recíprocos  miramientos,  que  darles 
una  educación  tan  diferente  de  las  costumbres  que  su  profesión 
les  impone. 

1072.— -Cada  provincia  sostiene,  además  de  la  Escuela  normal 
de  maestros,  en  donde  sea  conveniente,  otra  de  ms^stras  respe- 
tando las  ya  establecidas  con  anterioridad  á  esta  disposición  ge* 
neral  (2). 

(1)  Ley  de  9  de  Setiembre,  art.  106. 

(2)  Decreto  de  9  de  Diciembre  dé  1866. 
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Artículo  i.^^Bscuelas  de  párvulos. 

1073.— Su  conveniencia.  aailo. 

1074.— índole  de  estas  salas  de     1075.— Su  establecimiento.       , 

1073. — Los  hijos  de  los  labradores  y  artesanos,  mientras  no 
llegan  á  la  edad  en  que  pueden  ser  enviados  á  las  escuelas,  quedan 
abandonados  en  las  casas  ó  en  las  calles  en  tanto  que  sus  padres 
se  ocupan  qp  las  tareas  del  campo  6  en  el  trabajo  de  las  fábricas 
y  talleres.  Este  abandono  produce  funestos  resultados  bsgo  el  as- 
pecto físico  y  moral,  porque  no  sólo  corren  los  niños  el  riesgo 
continuo  de  perecer  á  causa  de  una  desgracia  imprevista  ó  de  un 
accidente  provocado  por  los  juegos  propios  de  la  infancia,  sino 
que  contraen  en  aquella  edad  temprana  hábitos  de  pereza  y  de 
ociosidad  que  se  extirpan  después  con  dificultad  suma. 

A  fin,  pues,  de  evitar  estos  daños  sin  robar  el  tiempo  á  las 
familias  menesterosas  con  atender  á  cuidados  domésticos  en  cuyo 
desempeño  pueden  ser  los  padres  reemplazados,  se  han  estable- 
cido en  varias  naciones  Escuelas  de  párvulos,  á  donde  acuden 
los  niños  por  la  mañana  y  allí  permanecen  hasta  la  tarde.  En  es- 
tos asilos  de  niños  pobres  se  les  enseña  á  orar,  leer  y  cantar; 
pero  sin  esfuerzo  de  sus  facultacles,  acomodando  la  instrucción 
á  su  debilidad  infantil.  Apenas  separados  del  seno  materno,  se 
abren  sus  tiernos  corazones  para  recibir  las  primeras  semillas  de 
la  virtud  y  de  la  enseñanza. 

La  benéfica  institución  de  las  Escuelas  de  párvulos  es  conocida 
entre  nosotros,  aunque  no  se  halla  tan  generalizada  como  fuera 
de  apetecer.  Las  leyes  procuran  que  se  difunda  su  uso,  y  las  au- 
toridades deben  proveer  á  la  satisfacción  de  estas  necesidades  lo- 
cales, que  los  progresos  de  la  industria  hacen  cada  día  más  apre- 
miantes. En  estas  salas  de  asilo  debemos  descubrir  la  base  de  la 
educación  popular,  y  un  poder  oculto  que  aumenta  las  fuerzas 
civilizadoras  de  la  instrucción  primaria. 

1074.— Aunque  las  salas  de  asilo  llevan  el  nombre  de  escuelas, 
nada  más  opuesto  á  su  espíritu  que  el  aspecto  serio  y  grave  del 
magisterio  y  el  aparato  metódico  de  la  enseñanza.  La  instruc- 
ción misma  no  debe  ser  llevada  al  extremo,  porque  perjudica  al 
desarrollo  del  entendimiento  si  es  precoz ;  y  aun  la  ligera  que 
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los  párvulos  reciban,  conviene  que  sea  fácil ,  variada  y  amena, 
disfrazando  su  objeto  con  el  recreo,  y  haciendo  la  infantil  alegría 
veces  de  maestro.  Ensayos  de  lectura,  escritura,  cálculo  y  dibu- 
jo y  algunos  ejercicios  gimnásticos  acompañados  siempre  del 
canto  que  fortifica  el  pecho  de  los  niños  y  desarrolla  los  órganos 
de  la  voz ,  al  paso  que  añade  á  la  instrucción  el  atractivo  de  la 
armonía,  es  lo  que  debe  comprender  el  más  temprano  período  de 
la  educación. 

Hay  tanta  bondad  en  estos  cuidados,  tal  grado  de  ternura  en 
estos  afectos  de  familia,  que  sólo  al  corazón  de  una  madre  po- 
demos pedir  las  amorosas  inspiraciones  que  deben  guiar  á  la  in- 
fancia por  aquel  primer  sendero  de  la  vida.  Confiadas  las  escue- 
las de  párvulos  á  la  dirección  inmediata  de  una  mujer,  seria  más 
fíicil  propagarlas  considerándolas  como  anejas  á  las  escuelas  pri- 
marias, y  encomendando  á  la  esposa,  h^'a  ó  hermana  del  maes- 
tro de  cada  pueblo  tan  cariñoso  encargo. 

1075. —La  ley  ordena  que  en  las  capitales  de  provincia  y  en 
los  pueblos  que  lleguen  á  10.000  almas,  haya  Escuelas  de  párvu- 
los; y  el  Gobierno,  dando  á  esta  benéfica  institución  toda  la  im- 
portancia que  merece,  ha  mandado  que  en  los  pueblos  en  donde 
á  juicio  de  los  rectores  sea  conveniente,  se  establezcan  Escuelas 
de  párvulos  en  lugar  de  las  elementales  que  aun  no  se  hubiesen 
creado  y  deban  sostener  los  mismos  (1). 


CAPÍTULO  xvm. 

De  la  Bmgmmém  mmamñmúMm. 


1076.— Es  pública  ó  privada. 
1077.— Institutos. 
1078.— Provinciales. 
1079.— Locales. 

1080.— Intervención  de  las  corpo- 
raciones populares. 
1081  .—Primer  periodo. 
1082.— Segundo  período. 
1083.— Legislación  actual. 
1084.— Enseñanza  doméstica. 


1085.  —  Establecimientos  priva- 
dos. 

1086.— Establecimientos  públicos. 

1087.— Autoridad  del  Gobierno. 

1088.— Facultades  de  las  Diputa- 
ciones y  Ayuntamientos  en 
materia  de  instrucción  pú- 
blica. 

1089.— Creación  de  Institutos. 

1090.— Supresión. 


(1)  Ley  d0  9  de  Setiembre  de  1861,  art.  106,  y  real  6rden  de  31  de  Octubre  de  IM. 


LIBRO  IV.    DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  499 

109L— Validez  académica  de  los     1092.— Escuelas  pías, 
estudios;  1093.— Ck)nclusion. 


1076. — La  segunda  enseñanza  es  continuación  de  la  primaria 
elemental  completa,  y  llámanla  también  intermedia,  porque  uno 
de  sus  extremos  toca  en  las  escuelas  y  otro  en  las  Universida- 
des. La  instrucción  de  este  segundo  grado  es  pública  ó  privada: 
la  pública  se  da  en  los  establecimientos  conocidos  con  el  nombre 
de  Institutos,  y  la  privada  en  colegios  particulares. 

1077. — Los  Institutos  se  distinguen  en  provinciales  y  locales, 
según  que  estén  á  cargo  de  las  provincias  ó  de  los  pueblos. 

1078. — Cada  provincia  tiene  la  obligación  de  sostener  un  Ins- 
tituto que  comprenda  todos  los  estudios  generales  de  la  segunda 
enseñanza  y  los  de  aplicación  que  el  Gobierno  juzgue  convenien- 
te  establecer. 

1079. — Los  locales  son  una  carga  que  los  pueblos  se  imponen, 
si  desean  participar  en  mayor  grado  de  los  beneficios  de  la  se* 
gunda  enseñanza.  Así  es  que  aquéllos  constituyen  un  gasto  obli- 
gatorio á  que  corresponde  una  partida  suficiente  en  el  presupues- 
to provincial,  y  éstos  un  gasto  voluntario  que  el  Ayuntamiento 
respectivo  incluye  en  el  municipal. 

1080. — La  intervención  de  las  corporaciones  populares  en  la 
instrucción  pública,  y  sobre  todo  en  la  segunda  enseñanza,  ex- 
perimentó en  el  discurso  de  pocos  años  grandes  vicisitudes. 

1081. — ^Ántes  de  las  reformas  derivadas  del  principio  de  la  li- 
bertad de  enseñanza ,  no  se  podia  crear  ningún  Instituto  local 
sino  con  autorización  del  Gobierno  previo  expediente  en  que  se 
justificase  su  conveniencia  y  se  acreditase  la  posibilidad  de  sos- 
tenerlo después  de  cubiertas  todas  las  obligaciones  municipales. 
Una  veí5  creado  el  Instituto,  para  suprimirlo  ó  reformarlo  se  re- 
quería la  autorización  del  Gobierno,  hasta  cuya  resolución  conti- 
nuaba el  pueblo  obligado  á  satisfacer  los  gastos  del  estableci- 
miento. Era  condición  esencial  que  se  hiciesen  los  estudios  com- 
pletos ó  incompletos  de  la  segunda  enseñanza  en^igual  forma  que 
en  los  Institutos  provinciales  (1). 

1082. — Sustituido  este  régimen  con  el  de  la  enseñanza  libre, 
las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayuntamientos  adquirieron 

» 

(1)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arta.  120  y  sig. 
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la  facultad  de  fundar  y  sostener  establecimientos  de  instrucción 
pública  con  sus  recursos  propios,  en  los  cuales  se  podian  celebrar 
exámenes,  conferir  grados  y  expedir  títulos  académicos  con  dos 
solas  condiciones,  á  saber,  que  para  conferir  grados  se  diese  la 
enseñanza  de  todas  las  asignaturas  que  en  la  enseñanza  oficial 
se  exigia  para  obtenerlos,  y  que  en  los  títulos  se  expresase  la 
circunstancia  de  ser  expedidos  por  un  establecimiento  de  ense- 
ñanza libre.  Las  leyes  de  administración  provincial  y  municipal 
confirmaron  la  libertad  de  acción  de  las  Diputaciones  y  Ayunta- 
mientos en  orden  á  la  instrucción  pública  dentro  de  su  exclusi- 
va competencia  para  promover  y  fomentar  los  intereses  peculia- 
res de  la  provincia  y  del  municipio  (1). 

El  error  fundamental  de  este  sistema  consistía  en  reputar  es- 
tablecimientos particulares  de  instrucción  los  creados  y  sosteni- 
dos por  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos,  corporaciones  públi- 
cas qiie  disponen  de  fondos  públicos,  y  no  pueden  ni  deben  con- 
fundirse con  una  persona  privada  ó  una  empresa  que  aplica  su 
capital  á  la  enseñanza.  Nunca  fiíeron  entre  nosotros  las  corpora- 
ciones populares  personas  privadas,  ni  de  consiguiente  se  hallan 
comprendidas  en  el  artículo  de  la  Constitución  que  otorga  á  todo 
español  el  derecho  de  fundar  y  mantener  establecimientos  de  ins- 
trucción ó  educación  sin  previa  licencia  de  la  autoridad  (2).  Nun- 
ca un  derecho  individual  se  comunicó  al  pueblo  ó  la  provincia. 

1083  — Estas  razones  por  un  lado,  y  por  otro  una  iniciativa 
poco  inteligente  en  que  nenian  más  parte  la  vanidad,  la  especu- 
lación y  tal  vez  la  conveniencia  de  un  corto  número  de  &milias 
poderosas,  influyeron  en  el  ánimo  del  Gobierno  y  le  determina- 
ron á  restablecer  el  imperio  de  la  buena  doctrina.  No  era  justo 
ni  útil  tolerar  por  más  tiempo  el  uso  indiscreto  ó  el  abuso  de  la 
libertad  de  enseñanza  por  las  corporaciones  populares,  tan  solí-* 
citas  en  dotar  á  las  provincias  y  los  pueblos  de  estudios  superio- 
res, puesta  la  mira  en  el  pingüe  rendimiento  de  matrículas  y  gra- 
dos, como  descuidadas  en  abrir  escuelas  de  aplicación  á  las  ar- 
tes y  oficios,  y  en  favorecer  el  desarrollo  de  la  instrucción  pri- 
maria generalmente  relegada  al  olvido  y  olvidada  hasta  el 
abandono. 

4 

« 

(1)  Decretos  de  21  y  25  de  Octubre  de  1868  y  14  de  Enero  de  18GD,  orden  de  14  de  Setiem- 
bre del  mismo  año,  ley  provincial,  art.  46,  y  ley  municipal,  arts.  67  y  68. 

(2)  Const.,  art*  24. 
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Según  el  derecho  vigente  se  pueden  hacer  los  estudios  en  el 
hogar  doméstico,  en  los  establecimientos  públicos  ó  en  los  pri- 
vados. 

1084. — ^Enseñanza  doméstica  es  la  que  los  alumnos  reciben  en 
la  casa  en  donde  habitan,  no  siendo  de  pensión.  Por  casa  de  pen- 
sión se  entiende  aquella  en  la  cual  moran  más  de  cuatro  alum- 
nos que  no  estén  ligados  entre  sí  con  vínculos  de  parentesco,  ni 
con  el  cabeza  de  la  familia. 

Por  respeto  á  la  autoridad  paterna  y  á  la  inviolabilidad  del  do- 
micilio, la  enseñanza  doméstica  está  exenta  de  toda  intervención 
oficial. 

1085. — Son  establecimientos  privados  los  creados  y  sostenidos 
exclusivamente  con  fondos  particulares.  Sus  ftmdadores,  empre- 
sarios ó  directores  gozan  de  entera  libertad  para  optar  por  el  ré- 
gimen literario  y  administrativo  que  mejor  les  parezca,  reser- 
vándose el  Gobierno  el  derecho  de  inspección  por  razones  de  hi- 
giene y  moralidad  conforme  á  la  Constitución  del  estado.  El  dere- 
cho de  inspección  envuelve  la  facultad  de  corregir  las  faltas  que 
se  cometan. 

1086. — Son  establecimientos  públicos  los  que'se  sostienen  en 
todo  ó  en  parte  con  fondos  públicos,  es  decir,  los  que  gravan  el 
presupuesto  general,  los  provinciales  ó  los  municipales. 

1087. — ^El  Gobierno  dirige  los  establecimientos  públicos  de  en- 
señanza :  ordena  los  estudios,  nombra  sus  jefes,  profesores,  em- 
pleados y  dependientes,  y  dicta  sus  reglamentos  literarios  y 
administrativos,  con  excepción  de  los  Seminarios  Conciliares 
que  se  rigen  por  los  Sagrados  Cánones  y  los  concordatos. 

1088. — Las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayuntamientos 
pueden  establecer  en  la  forma  que  estimen  por  conveniente,  sal- 
vo el  derecho  de  inspección  que  al  Gobierno  corresponde,  ense- 
ñanzas populares  de  bellas  artes,  agricultura,  industria  y  comer- 
cio, incluyendo  en  sus  presupuestos  las  partidas  suficientes  con 
el  carácter  de  gasto  voluntario. 

1089.— También  pueden  crear  establecimientos  de  segunda 
enseñanza  además  de  los  que  tienen  la  obligación  de  sostener,  así 
como  Facultades  y  Escuelas  profesionales  con  autorización  del 
Gobierno,  que  no  la  concede  mientras  la  corporación  popular  que 
la  solicita  no  justifique : 

I.  Que  están  cumplidamente  atendidas  las  obligaciones  de  Ins- 


A 


502  DERECHO  ADHINISTRATIVO  E8PAÑ0L. 

truccion  pública  que  debe  incluir  en  su  presupuesto  con  arreglo 
á  las  leyes. 

11.  Que  el  número  y  dotación  de  las  cátedras  y  cargos  facul- 
tativos del  ñituro  establecimiento  son,  cuando  menos,  iguales 
á  los  de  las  escuelas  de  la  misma  índole  sostenidas  por  el  es- 
tado. 

ni.  Que  el  edificio  reúne  las  condiciones  propias  para  el  obje- 
to á  que  se  destina. 

IV.  Que  cuenta  con  medios  bastantes  para  adquirir  el  material 
necesario  á  la  enseñanza. 

V.  Y  que  en  caso  de  suprimir  el  establecimiento,  satisfará  á 
los  catedráticos  propietarios  el  haber  que  les  corresponda  como 
excedentes,  mientras  no  obtengan  otra  colocación  (1). 

1090. — La  intervención  del  estado  en  la  segunda  enseñanza 
no  es  solamente  anterior,  sino  también  posterior;  de  suerte  que 
el  Gobierno,  oido  el  Consejo  de  Instrucción  pública,  puede  cer- 
rar cualquier  Instituto  local,  si  no  cumple  ó  deja  de  cumplir 
las  condiciones  impuestas  á  su  creación  arriba  indicadas.  Así 
pues,  toda  autorización  se  reputa  condicional  y  por  tanto  revoca- 
ble (2). 

1091.— Para  que  los  estudios  que  se  hacen  en  los  estableci- 
mientos privados  de  segunda  enseñanza  tengan  validez  acadé- 
mica, son  requisitos  indispensables  someterse  al  mismo  orden  y 
combinación  de  asignaturas  de  los  Institutos,  adoptar  los  libros 
de  texto  aprobados  por  el  Gobierno  é  incorporar  las  matrículas 
en  un  Instituto  local  ó  en  el  provincial  (3). 

1092. — Las  Escuelas  pías  y  deqaás  institutos  religiosos  de  am- 
bos  sexos  legalmente  establecidos,  no  están  exceptuados  de  se- 
guir las  reglas  de  uniformidad  en  las  materias  y  orden  de  la  en- 
señanza, ni  tampoco  exentos  de  las  formalidades  relativas  á  los 
exámenes  de  los  alumnos  é  incorporación  de  los  estudios.  Antes 
de  ahora  estaban  dispensados  sus  individuos  de  las  pruebas  de 
moralidad,  aptitud  y  responsabilidad  que  por  regla  general  se 
exigían  á  los  empresarios,  directores  y  profesores  de  todos  los 
establecimientos  privados,  considerando  el  laudable  celo  que 
siempre  mostraron  dichas  congregaciones  por  la  pública  eiise- 

(1)  Decreto  do  29  de  Julio  de  18^4. 

(2)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arts.  123  y  256. 

(8)  Ibid.,  art.  151,  y  ley  de  Vó  de  Junio  de  I970. 
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ñanza;  más  hoy  se  hallan  derogados  todos  los  privilegios  con- 
cedidos á  las  sociedades  religiosas  en  esta  materia  (1). 

1093. — ^El  carácter  de  la  segunda  enseñanza  es  esencialmente 
profesional,  porque  así  dispone  á  la  juventud  para  el  ejercicio 
de  las  artes,  como  para  el  cultivo  de  las  ciencias.  El  Gobierno, 
facilitando  y  promoviendo  la  competencia  de  la  instrucción  pú- 
blica ú  oficial  con  la  particular  6  privada,  respeta  el  principio  de 
libertad.  La  intervención  del  estado  dista  mucho  del  monopolio 
de  la  enseñanza.  La  acción  del  Gobierno  es  directa  y  positiva  en 
donde  quiera  que  ejerce  y  puede  ejercer  autoridad  en  represen- 
tación del  estado,  é  indirecta  y  puramente  negativa  al  tocar  la 
esfera  del  derecho  individual. 


CAPÍTULO  XIX. 
lie  la  enseftama  oaperlor. 


1094.— Origen  de  las  corporacio- 
nes docentes. 

109£L— Decadencia  posterior. 

1096.— Postración  de  las  ciencias. 

1097.— Universidcuies. 

1098.— Su  doble  objeto. 

1099.— Intervención  del  estado  en 
la  enseñanza  superior. 

1100.— Organización  de  las  Univer- 
sidades. 

1101. — Sus  prerogativas  esenciar 
les. 

11Q2.— Facultades  académicas. 

1103.— Necesidad  de  una  facultad 
de  ciencias  administrati- 
vas. 

1104.— Gobierno  de  las  Universi- 
dades. 

1105.— Enseñanza, 


1106.— Condiciones  del  profesora- 
do. 

1107.— Moralidad. 

1108.— Aptitud. 

1109.— Independencia. 

1110.— Justa  libertad  de  la  ense- 
ñanza superior. 

1111.— Importancia  actual  de  las 
Universidades. 

1112.— Estudios  de  Facultad  soste- 
nidos por  las  corporaciones 
populares. 

1113.— Enseñanza  superior  priva- 
da. 

1114.— Escuelas  especiales. 

1115.— Archivos,  Museos  y  Biblio- 
tecas. 

1116.— Bibliotecas  populares. 


1094. — Las  corporaciones  docentes  tuvieron  su  origen  remoto 
en  los  siglos  de  la  decadencia  y  humillación  del  mundo  romano, 


(1)  Reales  órdenes  de  15  de  NoYiembre  de  IM5  y  8  de  Mayo  de  1846,  ley  de  9  de  Setiem- 
bre, art.  158,  y  decreto  de  14  de  Octabre  de  18fl8. 
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cuando  los  emperadores  Valente  y  Valentiniano  fandaron  escue- 
las en  todas  las  provincias  del  Imperio,  y  principalmente  las  fa- 
mosas Academias  de  Roma  y  Cqnstantinopla  que  fueron  andando 
el  tiempo  el  modelo  de  nuestras  Universidades.  La  educación 
pública  expiró  con  la  libertad  pública.  El  clero  ofreció  asiló  á  las 
ciencias  en  la  edad  media,  recogiéndolas  en  las  catedrales  y  mo- 
nasterios en  cuyos  silenciosos  claustros  cultivaba  la  Gramática,  la 
Filosofía,  la  Astrología,  y  sobre  todo,  las  letras  divinas.  Los  reyes 
cuidaron  de  favorecer  el  impulso  de  la  Iglesia;  y  así  fué  que 
D.  Alonso  vni  fundó  la  universidad  de  Falencia,  trayendo  maes- 
tros de  Italia  y  Francia,  y  D.  Alonso  IX  la  tan  celebrada  de  Sa- 
lamanca, las  cuales  rediyó  á  una  sola  el  Santo  Rey  D.  Fernando, 
engrandeciéndola  así  él^como  sus  sucesores  con  muchas  merce- 
des y  privilegios.  Los  prelados  y  los  particulares,  movidos  de 
igual  celo,  concurrieron  á  propagar  los  estudios,  ya  dotando  cá- 
tedras, ya  fundando  á  su  costa  Universidades  y  Colegios  con 
autorización  real  y  pontificia;  porque  en  efecto  tenian  en  aquella  * 
época  éstas  escuelas  un  carácter  eclesiástico  y  secular,  y  aun 
primero  se  ensenó  en  sus  aulas  la  Teología  que  la  Jurisprudencia 
y  Medicina.  Corriendo  los  siglos  xvi  y  xvii  alcanzaron  las  Uni- 
versidades grande  autoridad  en  España,  y  así  no  dudó  consul- 
tarlas un  rey  tan  altivo  como  Felipe  n  sobre  su  derecho  á  suce- 
der en  el  reino  de  Portugal,  ni  las  estimaron  en  tan  poco  sus 
descendientes  que  no  acudiesen  á  ellas  cuando  se  vieron  necesi- 
tados de  consejo  y  doctrina.  Hoy  juntan  las  Universidades  mu- 
cho caudal  de  alabanzas  en  rescate  de  la  grandeza  y  dignidad 
antiguas.  El  clero  aceptó  primeramente  esta  institución  como  un 
medio  de  mantener  la  unidad  religiosa,  y  así  conservaron  por  mu- 
cho tiempo  las  escuelas  aquel  primitivo  espíritu  que  les  hablan 
inspirado  sus  piadosos  fundadores. 

1095. — Si  en  un  tiempo  ílieron  las  Universidades  lumbreras 
del  mundo  y  foco  permanente  de  la  actividad  del  espíritu,  al  cabo 
se  convirtieron  en  estacionarias,  y  llegaron  hasta  cobrar  odio 
implacable  á  todo  adelantamiento  y  á  toda  novedad  que  pudiese 
ofender  la  antigua  rutina.  La  Inquisición  pesaba  también  con 
mano  fuerte  sobre  los  profesores  y  ahogaba  el  germen  de  las 
ciencias,  poniendo  trabas  á  la  libertad  de  la  palabra  y  escrutan- 
do los  secretos  del  pensamiento.  Así  es  como  la  filosofía  de  nues- 
tras Universidades  fué  hasta  ahora  poco  la  filosofía  aristotélica, 
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cuyas  doctrinas  y  tradiciones  tanto  fortalecian  el  principio  polí- 
tico y  religioso  de  la  autoridad. 

109Q._E1  carácter  de  los  estudios  fllosóflcos  trascendia  á  to- 
das las  ciencias,  y  vé  ahí  la  causa  por  qué  ninguna  escuela  gran- 
de, ningún  sistema  importante  ha  nacido  bajo  el  sol  de  Espa- 
ña; y  si  á  pesar  de  tanta  suspicacia  el  ingenio  de  los  naturales 
logró  descubrir  algún  principio  regenerador  ó  tal  verdad  fecun- 
da, la  luz  naciente  expiró  en  breve  por  falta  de  atmósfera  en  que 
pudiese  vivir.  Así  se  eclipsó  la  memoria  de  Juan  de  Huarte,  cu- 
yas doctrinas  coinciden  con  el  moderno  sistema  de  Gall;  de  Fran- 
cisco de  la  Reina  á  quien  se  debe  el  descubrimienío  de  la  circu- 
lación de  la  sangre  antes  que  al  inglés  Harvey ;  del  benedictino 
Pedro  Ponce  que  inventó  primero  que  el  abate  V  Epée  el  arte  de 
expresarse  los  mudos;  de  Blasco  de  Garay  que  precedió  (según 
cuentan)  al  americano  Fulton  en  la  aplicación  del  vapor  á  la  na- 
vegación, y  de  otros  muchos  sabios  cuyas  glorias  nos  son  ahora 
disputadas  por  extranjeros:  castigo  bien  merecido  por  no  haber 
sabido  aprovecharlas. 

Esto  prueba  la  necesidad  de  hacer  esfuerzos  comunes,  ya  si- 
multáneos ya  sucesivos,  para  alimentar  en  un  estado  el  fuego 
sagrado  de  la  ciencia.  Si  la  instrucción  que  las  Universidades  de 
aquella  época  daban  á  la  juventud  hubiese  sido  más  sólida,  ó  la 
Inquisición  no  abatiese  el  vuelo  del  espíritu,  el  hábito  general 
de  pensar  y  la  mancomunidad  de  las  ideas  habrían  convertido 
en  patrimonio  de  la  nación  lo  que  fué  sólo  un  progreso  aislado 
y  estéril.  El  grano  sembrado  á  la  aventura  no  hubiera  perecido, 
y  la  ciencia  habría  fructificado,  si  en  las  Universidades  de  en- 
tonces, como  dijo  un  escritor,  no  se  perdiese  el  tiempo  en  pali- 
llos y  sutilezas  de  ingenio,  flores  que  lleva  el  viento  sin  dar  fru- 
to. Secularizar  la  enseñanza  y  quitar  á  la  ciencia  el  yugo  de  la 
autoridad  que  la  oprime,  son  dos  condiciones  esenciales  de  su 
progreso,  porque  si  en  otro  tiempo  necesitaban  los  estudios  la 
tutela  del  clero,  único  depositario  de  toda  doctrina,  hoy  guardan 
las  llaves  del  saber  los  hombres  eminentes  de  cualquier  estado. 
La  fé  y  la  ciencia  han  dejado  de  habitar  como  madre  é  hija  de- 
bajo del  mismo  techo :  basta  que  habiten  como  hermanas.  La 
ciencia  corre  por  el  mundo,  y  el  mundo  se  ha  hecho  lego.  En 
fin,  sin  ánimo  de  sembrar  cizaña  entre  el  poder  espiritual  y  el 
temporal,  ni  de  divorciar  la  ciencia  de  la  fé,  todavía  tenemos 
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por  cierto  que  á  una  sociedad  civil  no  le  conviene  una  enseñanza 
eclesiástica.  Así  como  la  enseñanza  religiosa  pertenece  al  clero, 
así  la  instrucción  seglar  corresponde  al  Gobierno. 

1097.— La  Universidad  debe  ser  representación  viva  de  todos 
los  conocimientos  humanos:  ^u  objeto  es  iniciar  á  la  juventud 
en  los  misterios  de  la  ciencia,  despertar  su  amor  á  la  contem- 
plación de  las  ideas,  y  en  suma,  crear  hombres  aptos,  no  Qólo 
para  ejercer  una  profesión  especial,  sino  fuertes  para  penetrar 
el  enlace  íntimo  de  los  hechos,  conocer  sus  causas,  medir  sus 
efectos,  y  prontos  á  seguir  el  movimiento  intelectual,  moral, 
religioso  y  político  de  la  sociedad. 

1098. — Toda  Universidad  debe  ejercer  el  doble  encargo  de 
mantener  alto  el  nivel  de  la  ciencia  por  medio  de  la  enseñanza, 
y  guiar  á  la  juventud  por  la  senda  de  la  vida,  señalando  á  cada 
capacidad  su  puesto  según  sus  &cultades  y  sus  medios. 

1099. — Si  la  intervención  del  estado  es  conveniente  en  la  ins- 
truccion^  primaria  y  secundaria,  más  todavía  en  los  estudios  su- 
periores, porque  conforme  se  cultiva  el  espíritu  y  las  ideas  se 
levantan,  crece  la  necesidad  de  la  concordia  entre  la  enseñanza 
y  la  Constitución;  de  suerte  que  los  modernos  reglamentos  reem- 
plazan en  parte  á  las  leyes  severas  de  la  educación  uniforme  de 
los  pueblos  antiguos.  Las  Universidades  quedan  así  convertidas 
en  cuerpos  reguladores  de  toda  enseñanza  profesional,  no  con 
libertad  omnímoda,  sino  con  sujeción  á  ciertos  preceptos  gene- 
rales impuestos  por  el  Gobierno  de  quien  viene  el  impulso,  pero 
absteniéndose  de  comunicarlo  á  los  pormenores.  Este  sistema 
tiende  á  sustituir  la  dominación  absoluta  y  acaso  tiránica  del  po- 
der en  la  ciencia  con  cierto  grado  de  autoridad  moral  concedido 
á  una  jerarquía  de  inteligenciajs.  Lo  primero  conducirla  al  absur- 
do entronizamiento  de  los  principios  y  de  las  verdades  oficiales; 
lo  segundo  nos  llevaría  á  la  concentración  de  las  luces  y  á  la 
educación  común  de  la  juventud  que  no  puede  abandonarse  á  los 
particulares,  mientras  existan  tantos  intereses  opuestos,  tantas 
opiniones  divergentes,  tantas  pasiones  enemigas,  sin  riesgo  de 
turbar  el  orden  social,  perpetuando  las  causas  de  desunión  y 
abriendo  nuevas  fuentes  de  discordia  en  daño  de  las  naciones. 

1100. — Considerando  laa  Universidades  como  cuerpos  encar- 
gados de  la  enseñanza  superior,  deben  constituir  un  centro  cien- 
tífico y  abarcar  el  extenso  horizonte  de  este  linsge  de  estudios, 
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reuniendo  en  un  haz  todas  las  facultades  á  fin  de  que  se  presten 
mutuo  apoyo,  se  comuniquen  sus  luces  y  se  transmitan  su  mo- 
vimiento. Las  escuelas  completas  son  un  lazo  que  une  los  cono- 
cimientos dispersos  y  un  instrumento  de  progreso  colectivo;  las 
incompletas  son  una  organización  viciosa  de  este  alto  grado  de 
enseñanza  que  con  más  razón  que  otra  alguna  debe  aparecer 
exenta  de  graves  defectos. 

1101. — ^Ya  sean  las  Universidades  cuerpos  reguladores  de  la 
enseñanza,  ya  verdaderas  escuelas  superiores,  es  condición  «sen-» 
cial  á  su  régimen  el  privilegio  de  conferir  grados  académicos  á 
las  personas  cuya  vocación  ftiere  el  ejercicio  de  ciertas  profesio- 
nes liberales.  Sin  este  derecho  exclusivo  no  se  concibe  la  exis- 
tencia de  ninguna  facultad,  porque  facultad  es  la  ^érie  de  estu- 
dios metódicos  que  el  Gobierno  exige  que  los  particulares  cursen 
en  las  Universidades  como  garantía  de  su  instrucción  profesio- 
nal, acreditada  por  medio  de  grados  académicos.  Para  que  la  ga- 
rantía sea  verdad  é  inspire  confianza,  la  corporación  que  confie- 
re el  grado  debe  estar  revestida  de  un  elevado  carácter ;  y  si  la 
instrucción  ha  de  llevar  impreso  el  sello  de  la  unidad,  la  inves- 
tidura debe  recibirse  en  las  escuelas  superiores.  Mientras  exista 
la  libertad  de  profesiones,  habrá  grados  académicos,  estudios  de 
facultad  y  tribunales  de  examen  con  jurisdicción  exclusiva. 

Antiguamente  se  reglan  las  Universidades  por  sus  particula- 
res estatutos  y  daban  una  enseñanza  más  ó  menas  extensa  al  te- 
nor de  sus  fundaciones  y  rentas.  El  primer  plan  de  estudios  con 
propensión  á  la  uniformidad  fué  publicado  en  1771,  al  cual  suce- 
dió el  de  1807,  que  á  poco  fué  derogado  y  restablecido  el  anterior, 
si  bien  algunas  Universidades  continuaron  rigiéndose  por  el  últi- 
mo, hasta  que  al  fin  quedaron  en  1818  sigetas  á  una  ley  uniforme. 

Las  Cortes  de  1820  á  1823,  el  Gobierno  absoluto  en  1824,  y  en 
nuestros  dias  los  distintos  ministerios  que  se  sucedieron  en  casi 
medio  siglo,  dejaron  más  huellas  de  su  solicitud  y  cuidado  por 
la  pública  enseñanza  en  varios  proyectos  y  reformas,  que  de  su 
prudencia  y  templanza  en  punto  á  novedades,  porque  una  breve 
experiencia  no  basta  para  poner  en  claro  los  aciertos  ó  desacier- 
tos del  Gobierno  al  formar  leyes  y  reglamentos  cuyo  fruto,  por 
su  naturaleza,  madura  muy  tarde  (1). 

(1)  Reales  provisionea  de  3  de  Agosto  de  1771  y  22  de  Bnero  de  1186,  real  cédula  de  12  de 
Julio  de  18(n,  real  orden  de  T¡  de  Octubre  de  1818,  decre^  de  las  Cortes  de  6  de  Agosto  de 
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1102. — Las  facultades  son  cinco,  á  saber:  Filosofía  y  Letras, 
Ciencias  exactas,  físicas  y  naturales,  Derecho,  Medicina  y  Farma- 
cia, auncpie  no  todas  existen  en  todas  las  Universidades  del  reino. 

La  Teología  fué  desterrada  de  las  Universidades  en  una  época 
reciente,  dando  el  Gobierno  por  razón  que  el  estado,  á  quien 
compete  únicamente  cumplir  los  fines  temporales  de  la  vida,  debe 
.  permanecer  extraño  á  la  enseñanza  del  dogma,  y  dejar  que  los 
diocesanos  la  dirijan  con  absoluta  independencia  en  los  Semina- 
rios (1). 

Bien  seria  agregar  á  las  cinco  facultades  hoy  existentes  otra 
de  Ciencias  políticas  y  administrativas  cuyos  estudios  y  grados 
académicos  preparasen  para  la  gestión  de  los  intereses  genera- 
les,  alejando  á  las  incapacidades  del  servicio  público  y  propoi> 
donando  auxiliares  instruidos  al  Gobierno,  y  en  suma,  para  que 
la  ciencia  penetrase  en  la  administración  y  fuese  desterrado  el 
ciego  empirismo. 

Esta  necesidad  es  política  y  social  á  un  mismo  tiempo :  políti- 
ca, porque  exigiendo  pruebas  de  aptitud  y  garantías  de  capaci- 
dad en  los  candidatos,  se  pondrá  coto  á  tantas  ambiciones  ilegí- 
timas como  hoy  se  alimentan,  que  si  no  se  satisfacen,  fácilmente 
se  convierten  en  criminales ;  social,  porque  con  los  progresos  de 
la  civilización  crecen  las  necesidades  en  proporción  que  los  me- 
dios, se  complican  los  intereses  y  se  dilata  la  esfera  del  Gobierno. 

Cuando  se  combate  á  los  poderes  en  nombre  de  una  filosofía, 
los  poderes  deben  defenderse  invocando  otra  filosofía  mejor, 
oponiendo  á  las  vagas  ideas  de  los  utopistas  verdades  prácticas 
y  bienes  positivos.  El  estudio  de  la  medicina  social  es  de  rigor 
para  curar  á  la  sociedad  enferma.  Sin  nociones  del  derecho  na- 
tural y  de  gentes,  del  político  y  administrativo,  de  economía, 
estadística  y  hacienda  pública,  nadie  puede  servir  útilmente  al 
Gobierno.  Condenar  los  principios,  desdeñar  la  teoría  equivale 
á  desconocer  que  la  administración  sea  la  cioncia  de  los  hombres 
y  de  las  cosas  en  sus  extensas  relaciones  con  el  estado. 

La  administración  como  ciencia  exige  estudios,  como  arte  re- 

1820  y  29  de  Junio  de  1821,  reales  decretos  de  14  da  Octubre  da  1894  y  4  de  Agosto  de  1886 
real  orden  de  4  de  Octubre  del  mismo  año  y  reales  decretos  de  1.^  de  Octubre  y  29  de  Di- 
ciembre de  1842, 10  de  Octubre  de  1843, 17  de  Setiembre  de  1845, 8  de  Julio  de  1847, 28  de 
Agosto  de  1850,  reglamento  de  10  de  Setiembre  de  1862  y  reales  decretos  de  21  de  Mayo  de 
1852  y  25  de  Agosto  de  1854. 
(1)  Decreto  de  21  de  Octubre  de  1868. 
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quiere  aprendizaje.  A  esta  evidente  necesidad  se  propaso  acudir 
el  Gobierno  en  el  proyecto  de  ley  para  el  nombramiento  de  em- 
pleados del  ministerio  de  la  Gobernación  (1) ;  pensamiento  esté- 
ril, parcial  y  dentro  de  sus  límites  incompleto.  Estéril,  porque 
so  pretexto  de  respetar  derechos  adquiridos,  perpetúa  los  abusos 
que  pretende  extirpar :  parcial,  porque  comprende  á  los  agentes 
•  administrativos  de  un  solo  orden,  como  si  en  los  demás  ramos 
bastase  con  caminar  á  ciegas:  incompleto,  por  cuanto  ni  organiza 
ni  asoma  siquiera  la  idea  de  organizar  los  estudios  administrativos. 

Algo  adelanta  el  plan  vigente  enlazándolos  con  los  generales 
del  derecho ;  pero  faltan  la  unidad,  la  precisión  y  la  especialidad 
que  requiere  este  ramo  de  la  enseñanza»  se  consume  en  estudios 
de  dudosa  utilidad  el  tiempo  necesario  á  otros  más  concretos,  la 
instrucción  se  resiente  de  lo  vago  é  indefinido  del  pensamiento; 
y  por  último  mientras  no  sea  necesario  un  título  de  aptitud  para 
obtener  ciertos  cargos  públicos  que  exigen  conocimientos  facul- 
tativos, como  sucede  en  Alemania,  escaso  y  pobre  será  el  fruto 
de  la  ciencia  aplicada  á  la  administración. 

1104.— Las  Universidades  están  bsgo  la  dirección  especial  de 
rectores  que  nombra  el  Gobierno  dentro  del  claustro  de  catedrá- 
ticos (2).  En  los  asuntos  graves  y  para  corregir  las  faltas  de  dis- 
ciplina se  hallan  asistidos  de  un  Consejo  universitario  compues- 
to de  los  decanos  de  las  Facultades  y  directores  de  las  Escuelas 
especiales  y  de  los  Institutos  (3). 

Al  frente  de  cada  Facultad  hay  un  decano  nombrado  asimismo 
por  el  Gobierno  á  propuesta  del  rector.  Este  cargo  dura  cuatro 
años  y  es  reelegible. 

Los  catedráticos  de  cada  Facultad  reunidos  bsgo  la  presiden- 
cia del  rector  ó  del  decano  en  virtud  de  delegación  suya,  forman 
el  claustro  de  la  misma,  el  cual  sólo  entiende  en  los  negocios 
que  tengan  relación  con  la  enseñanza. 

La  reunión  de  los  doctores  de  todas  las  Facultades  residentes 
en  el  pueblo  en  donde  existe  Universidad,  forma  el  claustro  ge- 
neral de  la  misma,  sea  cual  fuere  el  establecimiento  de  donde 
procedan.  El  rector  convoca  el  claustro  general  para  ciertos  ac- 
tos solemnes  según  previenen  los  reglamentos, 

(1)  Presentado  &  las  Cortes  en  18  de  Marzo  de  1849. 

(2)  Decreto  de  21  de  Octubre  de  1968.  * 

(3)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arta.  2(S2  j  269. 
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H05. — La  enseñanza,  está  encomendada  ál  cuerpo  de  profeso- 
res bajo  la  inmediata  vigilancia  del  rector  y  la  superior  del  Go- 
bierno. La  organización  del  profesorado  es  la  clave  de  las  Uni- 
versidades y  el  mayor  escollo  de  la  instrucción  pública. 

H06. — Tres  circunstancias  habrán  de  concurrir  en  el  profeso-  . 
rado,  á  saber,  moralidad,  aptitud  é  independencia. 

H07. — La  moralidad,  porque  la  buena  doctrina  influye  en  las 
buenas  costumbres  é  inspira  amor  y  respeto  á  las  leyes.  Cuando 
éstas  son  dignas  de  censura,  el  sacerdote  de  la  ciencia  puede 
mostrar  sus  defectos,  no  con  la  acrimonia  de  una  oposición  apa- 
sionada, sino  con  la  calma  y  dignidad  del  hombre  que  rinde  un 
culto  desinteresado  á  la  verdad  y  desea  el  triunfo  de  los  princi- 
pios, pero  inculcando  entre  tanto  la  obediencia  á  los  preceptos. 
Dura  lex;  sed  lex. 

H 08.— Aptitud,  esto  es,  copia  de  doctrina,  fácil  criterio  y  el 
talento  de  la  enseñanza.  La  aptitud  no  debe  buscarse  sólo  en  lap 
pruebas  equívocas  de  los  concursos  ú  oposiciones,  sino  por  medio 
de  una  organización  conveniente  del  profesorado  á  cuya  carrera 
haya  acceso  por  el  camino  de  la  ciencia  y  de  un  verdadero  apren- 
dizaje. La  oposición  más  rígida  é  imparcial  prueba  dudosamen- 
te el  grado  de  saber  de  cada  candidato;  pero  aunque  lo  fije  con 
certeza,  todavía  hay  larga  distancia  entre  el  ingenio  que  brilla 
en  un  ejercicio  público,  y  el  don  especial  de  exponer  las  ideas 
con  claridad  y  transmitirlas  con  precisión. 

No  por  eso  consideramos  del  todo  inútil  el  sistema  de  las  opo- 
siciones, sino  como  muy  á  propósito  para  formar  la  base  del  pro- 
fesorado, colocando  entre  ellas  y  el  ascenso  á  la  cátedra  un  pe- 
ríodo de  estudio  y  de  experiencia,  durante  el  cual  maduren  las 
doctrinas  y  contraiga  el  candidato  los  hábitos  de  la  enseñanza. 

Conforme  á  esta  doctrina  dividía  la  ley  los  catedráticos  de  Fa- 
cultad en  numerarios  y  supernumerarios;  pero  esta  última  cla- 
se filé  suprimida  (1). 

La  aptitud  exige  asimismo  que  el  profesor  obtenga  los  ascen- 
sos naturales^en  su  carrera  dentro  de  la  misma  asignatura,  á  fin 
de  no  perder  el  fruto  de  sus  estudios  predilectos  y  largas  medi- 
taciones; sistema  adoptado  en  la  legislación  vigente  y  mejora 
muy  principal  respecto  á  la  anterior. 

1109. — La  independencia  del  profesorado  se  funda  en  dos  bases: 

(1)  Ley  de  9  de  Setiembre,  arts.  221  y  222,  y  decreto  de  21  de  Octubre  de  1868,  arte.  18  y  14. 
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I 

I.  Que  el  estado  vele  por  su  subsistencia  y  la  de  su  familia,  á 
fin  de  que  pueda  consagrarse  en  cuerpo  y  alma  á  la  ciencia  y  á 
la  enseñanza  de  la  juventud. 

II.  Que  el  Gobierno  le  otorgue  la  justa  libertad  de  ejercer  su 
ministerio,  permitiéndole  manifestar  sin  temor  ni  rebozo  sus  opi- 
niones sobre  los  varios  puntos  que  la  enseñanza  comprende. 

De  aquí  dimana  que  las  atenciones  de  la  instrucción  pública 
son  una  deuda  sagrada  del  estado,  pues  todo  buen  profesor  se 
consagra  totalmente  á  una  vida  ideal  y  contemplativa,  bsgo  la 
fé  del  Gobierno  que  le  exime  de  los  cuidadps  de  la  tierra.  Su  de- 
ber y  su  gloria  le  llaman  á  regiones  muy  apartadas  del  tumulto 
de  las  pasiones  é  intereses  vulgares.  Por  esta  razón  también  de- 
ben los  profesores  gozar  de  sólidas  garantías  de  estabilidad.  No 
es  decir  que  sean  inamovibles,  porque  no  coijstituyen,  como  la 
magistratura,  un  poder  del  estado;  pero  sí  protegidos  por  la  ley 
que  ampara  sus  derechos  en  cuanto  funcionarios  públicos  dignos, 
de  respeto,  contra  cualquier  Gobierno  propenso  á  lo  arbitrario. 
El  profesor  que  abusando  de  su  libertad  convierta  la  cátedra  en 
tribuna,  sacrifica  la  ciencia  á  la  política  y  pierde  los  derechos 
de  neutraj. 

La  ley  declara  que  ningún  profesor  puede  ser  removido  de  su 
cargo  sino  en  virtud  de  sentencia  judicial  que  le  inhabilite  para 
ejercerlo,  ó  de  expediente  gubernativo,  formado  con  audiencia 
del  interesado  y  consulta  del  Consejo  de  Instrucción  pública,  me- 
diante justa  causa. 

1110. — ^La  libertad  de  la  enseñanza  pública  descansa  en  el 
respeto  del  Gobierno  á  la  ciencia  y  del  profesor  á  las  leyes  funda- 
mentales y  á  los  poderes  del  estado.  Una  intervención  adminis- 
trativa que  excediese  dichos  límites,  equivaldría  á  someter  la  en- 
señanza al  sistema  reglamentario,  á  constituir  una  ciencia  mi*- 
nisterial  y  sigetar  la  razón  á  una  perpetua  tutela.  Cierto  grado 
de  independencia  es  necesario  en  las  Universidades  por  no  caer 
en  el  monopolio  de  la  enseñanza  remitiéndola  toda  á  un  centro 
común,  y  á  fin  de  evitar  que  la  uniformidad  extinga  la  vida  del 
espíritu  que  se  alimenta  con  la  controversia.  ¿Qué  seria  de  la  cien- 
cia el  dia  en  que  la  pública  enseñanza  se  convirtiese  en  palanca 
de  la  oposición,  ciego  instrumento  del  Gobierno,  ó  eco  fiel  de 
preocupaciones  y  desvarios  populares?  La  ciencia  debe  ser  la  luz 
que  nos  guie  por  el  camino  de  la  verdad. 
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Por  este  motivo  no  aprobamos  el  pensamiento  de  formar  pro- 
gramas generales  á  que  hayan  de  acomodar  sus  explicaciones 
los  profesores  de  las  Universidades  del  reino  (1);  pues  aun  cuan- 
do la  mente  del  Gobierno  no  sea  coartar  la  libertad  de  los  ca- 
tedráticos, sino  imprimir  una  dirección  uniforme  á  la  enseñanza, 
esta  iniciativa,  con  solo  trazar  el  orden  de  las  materias,  compri- 
me el  vuelo  del  profesor,  cuyas  ideas  originales  habrán  de  Sjjus- 
tarse  á  la  regla  y  al  compás  de  un  programa.  Toda  teoría  nueva 
tiene  formas  y  proporciones  particulares  que  pierde  vaciada  eü 
la  turqii^sa  del  Gobierno.  La  libertad  de  las  doctrinas  es  vana  sin 
la  libe^^tad  del  método. 

Si  se  advirtiesen  abusos  en  la  enseñanza,  autoridades  hay  en- 
cargadas de  reprimirlos,  sin  acudir  al  extremo  de  imponerá  todo 
el  profesorado  el  yugo  de  un  sistema,  y  sin  someter  lo  presente 
y  el  porvenir  de  cada  ciencia  al  juicio  de  un  solo  hombre.  En 
realidad,  el  programa  oficial  ¿no  es  la  censura  y  condenación  de 
todos  los  programas  existentes  y  posibles?  La  independencia  in- 
telectual, dijo  Mr.  Guizot,  es  el  derecho  de  la  ciencia ;  y  esta  li- 
bertad del  espíritu,  tan  necesaria  al  profesor,  padecería  menos- 
cabo, si  el  Gobierno  que  dirige  la  instrucción  pública,  ejerciese 
tal  grado  de  autoridad  en  la  enseñanza,  que  reglamentase  el  pro- 
fesorado á  modo  de  una  milicia  disciplinada  sujeta  al  rigor  de  la 
obediencia  pasiva.  Con  libros  de  texto  y  programas  oficiales  po- 
dría sospecharse  si  es  la  palabra  del  Gobierno  la  que  resuena  en 
las  aulas. 

im. — Las  Universidades  bien  constituidas  son  flientes  de  sa- 
ber y  de  virtud ;  mal  organizadas  fomentan  la  insurrección  de  las 
inteligencias  y  se  convierten  en  remora  de  todo  progreso.  Espí- 
ritus vulgares,  hombres  de  rudo  entendimiento  ó  de  imaginación 
enferma,  gentes  incapaces  de  abarcar  con  su  débil  mirada  el  ex- 
tenso horizonte  de  la  sociedad,  achacan  á  los  estudios  superio- 
res los  vicios  de  la  enseñanza,  y  concluyen  por  atribuir  á  esta 
causa  el  desfallecimiento  de  la  agricultura  y  el  abandono  de  las 
profesiones  mecánicas;  como  si  las  ciencias  y  las  artes  ligadas 
con  vínculos  indisolubles  no  caminasen  siempre  paralelas,  ó 
como  si  todos  los  Gobiernos,  y  principalmente  los  representati- 
vos, no  necesitasen  ahora  más  que  nunca  fo  que  Ayax  pedia  á 

(1)  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1848  y  ley  de  8  de  Setiembre,  &rt.  94. 
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los  dioses^  luz  para  combatir.  No  es  el  exceso  del  saber  lo  que 
daña,  sino  el  número  excesivo  de  personas  que  se  dedican  á  las 
profesiones  liberales,  cuya  superabundancia  agrava  el  mal  cono* 
cido  en  España  con  el  nombre  de  empleomanía,  tormento  de  los 
Gobiernos^  remora  de  toda  buena  administración  y  concausa  de 
notorios  peligros  para  el  orden  social. 

1H2. — ^Pueden  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos  sostener  es- 
tudios de  Facultad,  y  Facultades  completas  con  autorización  del 
Gobierno  en  la  forma  expresada  en  el  núm.  1089.  A  íkvor  de  la 
libertad  de  enseñanza  las  corporaciones  populares  ñmdarofn  al- 
gunas Universidades  que  tenian  el  carácter  de  establecimientos 
privados.  Hoy  se  haUan  autorizadas  para  lo  mismo ;  pero  serán 
establecimientos  públicos  que  el  Gobierno  dirija  al  igual  que  los 
sostenidos  con  fondos  del  estado  (1). 

1113. — La  enseñanza  privada  respecto  á  los  estudios  de  Fa- 
cultad está  representada : 

I.  Por  los  profesores  particulares  que  pueden  enseñar  en  los 
establecimientos  públicos  con  autorización  del  claustro  de  cate- 
dráticos, siendo  potestativo  concederla  ó  negarla.  No  se  exige 
ningún  título  académico  á  los  profesores  libres,  sea  cualquiera  la 
asignatm*a  que  se  propongan  explicar  (2). 

n.  Por  las  Universidades  libres,  esto  es,  fundadas  y  dotadas 
por  personas  ó  empresas  particulares,  cuyo  régimen  y  disciplina 
nada  tienen  de  común  con  la  organización  propia  de  la  enseñan- 
za oficial. 

En  los  títulos  académicos  expedidos  por  las  Universidades  li- 
bres debe  constar  el  carácter  del  establecimiento,  con  expresión 
clara  y  terminante  de  que  sólo  habilitan  para  el  ejercicio  priva- 
do de  la  profesión  á  que  se  refieran  (3). 

ni.  Por  la  enseñanza  doméstica.  Los  estudios  hechos  ñie- 
ra  de  los  establecimientos  dirigidos  por  el  Gobierno,  ya  sea 
por  alumnos  de  alguno  privado,  ya  por  personas  que  no  fre- 
cuentan las  aulas,  y  sin  más  guia  que  los  libros  aspiran  á 
la  ciencia,  pueden  adquirir  vaUdez  académica,  sometiéndose 
los  interesados  á  la  serie  de  pruebas  que  los  reglamentos 


(1)  Decreto  de  29  de  Jallo  de  18nr4,  aria.  2, 8  y  5.  V.  núm.  1086  y  B\g. 

(2)  Decretos  de  21  de  Octubre  y  26  de  Diciembre  de  1868. 

(8)  Decretos  de  14  de  Enero  y  28  de  Setiembre  de  1869,  y  real  orden  do  21  de  Agfosto  de 
1912. 

TOMO3.I.  ,  33       . 
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exigen  para  obtener  I03  grados  y  títulos  profesionales  (1). 

Así  pues,  no  existe  el  monopolio  por  el  estado  de  los  estudios 
de  Facultad,  sino  competencia  entre  la  enseñanza  pública  y  pri* 
vada.  Sí  al  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  examinar  á  quien 
quiera  que  solicita  un  diploma  académico  ó  un  título  profesional, 
es  porque  tiene  el  deber  de  asegurarse  de  la  suficiencia  del  que 
pretende  acreditar  su  aptitud  con  el  sello  de  la  autoridad.  Son 
cosas  distintas  la  libertad  de  enseñanza  y  la  libertad  de  profesio- 
nes; y  mientras  ésta  no  sea  reconocida  por  la  ley,  el  Gobierno 
no  se  puede  desprender  de  las  atribuciones  necesarias  para  juz- 
gar con  pleno  conocimiento  de  causa,  si  los  estudios  privados 
llenan  el  objeto  que  se  propone  conseguir  por  medio  de  la  ense- 
ñanza oficial. 

1H4. — Hay  además  de  los  estudios  generales  otros  de  aq)lica- 
cion  que  se  hacen  en  las  escuelas  especiales  destinadas  á  formar 
ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  de  Minas,  de  Montes, 
así  como  las  de  Bellas  artes,  de  Diplomática,  Notariado,  Comer- 
cio, Náutica,  Veterinaria  etc.  (2). 

H15. — Completan  el  cuadro  de  la  instrucción  pública  los  Ar- 
chivos ,  Museos  y  Bibliotecas  al  cargo  del  cuerpo  íacultativo  de 
Archiveros,  Bibliotecarios  y  Anticuarios  (3). 

1116. — ^Deseando  el  Gobierno  difundir  los  conocimientos  más 
útiles,  elementales  y  prácticos  de  las  ciencias  y  las  artes,  pro- 
movió la  formación  de  bibliotecas  populares  agregadas  á  las  es- 
cuelas de  primera  enseñanza.  La  organización  y  conservación  de 
estos  centros  de  cultura  pertenecen  á  los  Ayuntamientos  y  Dipu- 
taciones provinciales,  reservándose  el  Gobierno  la  inspección  sur 
perior  y  la  concesión  de  aquellos  auxilios  que  traspasan  los  lí- 
mites de  la  autoridad  ó  los  recursos  de  las  corporaciones  popu- 
lares, ó  que  puedan  servir  de  estímulo  y  qemplo  para  que  la  ao- 

(1)  Decreto  de  39  de  JuUo  de  1814,  art.  9,  y  reales  decretos  de  4  de  Janio  y  21  de  Octubre 
de  1975. 

(2)  Reglamentos  de  las  escuelas  especiales  de  ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puer* 
tos,  de  Minas  y  de  Montes  de  28  do  Octubre  de  1868  y  24  de  0(tubre  de  1810:  reorganiza- 
ción de  la  Escuela  de  Diplomática,  decreto  de  21  de  Noviembre  de  1808  y  reglamento  de  S 
de  Jnlio  de  1811 :  creación  de  una  Escuela  de  Agricultura,  decreto  de  28  de  Enero  de  1869.: 
reforma  del  Consemtorio  de  Artes,  decreto  de  5  de  Mayo  de  1811 :  nuevo  reglamento  para 
las  Escuelas  especiales  de  Veterinaria  de  2  de  Julio  de  \8n\ :  reorganización  de  la  especial 
de  Pintura,  Escultura  y  Grabado,  decreto  de  5  de  Mayo  de  1811 :  de  la  nacional  de  Música 
y  Declamación,  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1808,  reglamento  de  2  de  Julio  de  1811  y  de- 
creto de  94  de  Agosto  de  1814,  etc. 

^3)  Reglamento  de  5  de  Julio  de  1811. 
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cíon  individual  se  despierte;  y  ya  que  no  tomó  la  iniciativa,  por 
lo  menos  contribuya  con  sus  esfuerzos  á  la  obra  empezada  obe- 
deciendo al  sgeno  impulso  (1). 


CAPÍTULO  XX. 

De  los  Juef^B  y  espectáealos  pAiblÍ«o«. 


1117.— Conveniencia  de  las  diveN 
siones  públicas. 

1118.-- Deberes  de  la  administra- 
ción. 

1119.— El  juego  como  pasatiempo. 

1120.— Noticias  históricas. 

1121  .—Legislación; 

1122.— Modificaciones. 

1123.— Juegos  ilícitos. 

1124.— Influencia  del  teatro  en  las 
costumbres. 

1125.— Su  verdadera  importancia. 

1126.— Legislación  anterior. 

1127.— Censura. 


1128.— Sus  fundamentos. 

1129.— Suspensión  de  las  represen- 
taciones de  orden  de  la  au- 
toridad. 

1130.— Libertad  del  teatro. 

1131.— Su  influjo  en  la  moral. 

1132.— Su  relación  con  el  orden  pú- 
blico. 

1133.— Deberes  de  la  autoridad. 

1134.— Corridas  de  toros. 

1135.— Diversiones  menores. 

1136.— Suspensión  ó  interrupción 
dé  los  espectáculos  públi- 
cos. 


H17. — ^No  es  la  ciencia  administrativa  tan  austera  que  se  li- 
mite á  enseñar  cómo  se  satisfacen  las  necesidades  públicas^  pues 
también  se  extiende  hasta  aconsejar  los  medios  de  procurar  ho- 
nestos placeres  á  los  administrados.  La  virtud  política  no  va  re- 
vestida con  la  severidad  ascética  propia  del  monje  ó  del  eremita, 
antes  conviene  á  sus  fines  aparecer  expansiva  de  todos  los  afec- 
tos inocentes  del  corazón,  porque  de  una  manera  se  educa  al 
hombre  para  la  sociedad,  y  de  otra  muy  distinta  se  le  forma  para 
el  claustro  ó  el  desierto. 

Las  diversiones  públicas  hacen  grato  al  Gobierno  y  al  hombre 
dócil  á  la  autoridad,  sumiso  á  la  ley,  activo  y  laborioso,  porque 
aumentando  su  fortuna,  aumentan  en  proporción  los  goces  de  la  ^ 
vida.  «Creer,  dice  Jovellanos,  que  los  pueblos  pueden  ser  felices 
sin  diversiones,  es  un  absurdo;  creer  que  las  necesitan  y  negád- 
selas, es  una  inconsecuencia  tan  absurda  como  peligrosa;  darles 
diversiones  y  prescindir  de  la  influencia  que  pueden  tener  en 

(1)  Decreto  de  18  de  Bcero  de  1869,  art.  2,  y  órdenes  de  18  y  28  do  Setiembre  del  misino 
alio. 
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SUS  ideas  y  costumbres,  seria  una  indolencia  harto  más  absurda, 
cruel  y  peligrosa  que  aquella  inconsecuencia;  resulta,  pues,  que 
el  establecimiento  y  arreglo  de  las  diversiones  públicas,  será 
uno  de  los  objetos  de  toda  buena  política»  (1). 

1118. — La  administración  debe,  pues,  procurar  el  solaz  y  el 
esparcimiento  de  una  población  atareada,  así  como  también 
debe  moderar  la  pasión  de  los  juegx)s  y  espectáculos,  porque 
siendo  el  trabsgo  el  caudal  del  pueblo,  conspira  contra  este 
caudal  el  que  disminuye  el  trabajo,  y  hace  por  tanto  un  daño  pú- 
blico á  veces  irreparable.  A  los  gobernadores  de  provincia  ó  sus 
delegados  y  á  los  alcaldes,  según  los  casos,  corresponde  dar  ó  ne- 
gar permiso  para  las  funciones  públicas  que  hayan  de  verificarse 
en  los  puntos  de  su  residencia,  y  presidir  estos  actos  cuando  lo 
estimen  conveniente  (2). 

El  espectáculo  tiene  una  gran  flierza  simpática  dentro  de  los 
límites  que  á  la  acción  señalan  el  tiempo  y  el  lugar;  de  suerte 
que  ora  se  miren  bsgo  el  aspecto  material,  ora  bsgo  el  moral,  las 
diversiones  jamás  son  indiferentes  á  la  administración,  porque  si 
el  uso  'redunda  en  provecho,  el  abuso  cede  en  menoscabo  de  las 
costumbres  ó  de  la  riqueza  de  los  pueblos. 

1119.— Mas  antes  de  tratar  de  las  diversiones  mayores,  diga- 
mos algo  de  las  menores,  que  no  carecen  de  importancia. 

El  juego,  como  qercicio,  pasatiempo  ó  distracción,  debe  ser 
permitido  á  la  manera  que  todos  los  medios  honestos  de  espar- 
cir ó  recrear  el  ánimo;  pero  si  se  convierte  en  una  pasión  ar- 
diente, si  degenera  en  vicio  que  trasciende  de  las  personas  á  los 
pueblos,  corrompe  las  costumbres  y  causa  la  ruina  de  innume- 
rables familias.  Ño  es  poco  perder  los  hábitos  del  trabsgo  y  so- 
licitar los  fevores  de  la  ciega  fortuna  sin  dolerse  el  fiívorecido 
de  la  ruina  que  esparce  á  su  alrededor :  es  mucho  más  lanzar  al 
perdidoso  en  los  carmines  de  la  desesperación,  al  punto  que  no 
hay  desorden  que  le  espante,  ni  temor  que  le  arredre,  ni  crimen 
que  no  sea  capaz  de  cometer  (4). 

1120. — En  la  edad  media  no  solamente  ñié  tolerado  el  juego 

(1)  Memoria  para  el  arreglo  de  la  polieia  de  loe  eepeetáeuloe, 

(2)  Ley  do  3  de  Abril  de  1845,  y  real  decreto  de  1.^  de  Diciembre  ^e  1841. 

(8)  CatiUna,  maestro  en  el  arte  de  conspirar,  buscó  y  halló  cómplices  entre  toda  la  Ja- 
Tentad  viciosa  y  libertina  de  Roma,  sin  olvidar  los  armiñados  en  el  juego.  «Quicumque 
impudiens,  adulter,  ganeo,  manu,  ventre,  pene,  bona  patria  laceraverat...  11  Catilln»  pro- 
zumí  (kmillaresque  erant.»  Sallustii.  De  bello  Catilinario,  xiv. 
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de  suerte  y  azar,  sino  autorizado  como  origen  de  una  renta  de  la 
corona.  D.  Alonso  el  Sabio  permitió  las  tafurerias  ó  casas  pú- 
blicas de  juego,  y  aun  las  reglamentó  formando  y  publicando 
el  ordenamiento  que  de  ellas  trata;  pero  tales  fueron  los  escán- 
dalos y  tan  grandes  los  daños  y  perjuicios  de  la  tolerancia,  que 
á  la  vuelta  de  pocos  años  fueron  cerradas  y  severamente  prohi- 
bidas. 

En  las  Ordenanzas  de  Castilla  recopiladas  por  el  doctor  Alon- 
so Diaz  de  MontalBo,  se  registra  un  título  especial  de  los  tahúres 
á  quienes  se  imponen  graves  penas.  Las  reales  pragmáticas 
de  1575  y  1582  responden  al  mismo  intento  de  extirpar  el  vicio 
del  juego  ó  por  lo  menos  reprimirlo;  y  por  último  los  procura- 
dores á  las  Cortes  de  Madrid  de  1592  suplicaron  al  Rey  se  tu- 
viese presente  el  capítulo  de  las  tablajerías  al  pedir  residencia 
de  su  oficio  á  los  corregidores. 

1121. — Según  leyes  posteriores  eran  y  estaban  prohibidos: 

I.  Todos  los  juegos  de  suerte  ó  azar,  y  aquellos  en  que  inter- 
venía envite. 

n.  Todos  en  general,  siempre  que  se  interesaban  alhsgas,  pren- 
das ú  otros  bienes  cualesquiera,  así  muebles  como  raíces,  en  poca 
ó  mucha  cantidad,  y  los  juegos  á  crédito,  á  fiado  ó  bsgo  palabra, 
aunque  por  su  clase  no  perteneciesen  al  número  de  los  vedados. 

ni.  También  se  reputaban  prohibidos  los  permitidos,  siempre 
que  el  tanto  suelto  que  se  jugase  excediese  de  un  real  de  vellón, 
y  toda  la  cantidad,  pasase  de  treinta  ducados,  aunque  fuese  en 
muchas  partidas,  interviniendo  en  ellas  alguno  de  los  jugadores, 
ó  atravesándose  apuestas. 

IV.  Asimismo  prohibían  las  leyes  á  los  artesanos  y  menestra- 
les, ya  fuesen  maestros,  ya  oficiales  ó  aprendices,  y  á  los  jorna- 
leros de  todas  clases,  entretenerse  en  juegos  permitidos  durante 
los  dias  y  las  horas  del  trabsgo,  es  decir,  desde  las  seis  de  la  ma- 
ñana hasta  las  doce  del  dia,  y  desde  las  dos  de  la  tarde  hasta  las 
ocho  de  la  noche. 

V.  También  prohibían  toda  especie  de  juego  en  las  tabernas, 
figones,  hosterías,  mesones,  botillerías,  cafés  y  demás  casas  pú- 
blicas, excepto  los  de  damas,  ajedrez,  tablas  reales  y  chaquete 
en  las  de  trucos  y  billar  (1). 

(1)  Ley  15,  tít.  xxiii,  lib.  XII,  Nov.  Recop. 
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1122.— Esta  legislación  se  halla  hoy  modificada  ó  corregida 
por  el  Código  penal  vigente  que  califica  de  falta  contra  los  inte- 
reses generales  y  el  raimen  de  las  poblaciones  promover  ó  to- 
mar parte  en  cualquiera  clase  de  juegos  que  no  sean  de  mero  pa- 
satiempo y  recreo  en  sitios  ó  establecimientos  públicos  (1). 
.  1123. — A  la  autoridad  administrativa  corresponde  evitar  los 
juegos  ilícitos  ó  de  suerte  y  azar,  perseguir  á  los  jugadores,  sor- 
prenderlos en  el  acto  y  aplicarles  la  corrección  gubernativa  que 
proceda,  ó  entregarlos  al  tribunal  competente  para  que  los  juj^ 
gue  con  arreglo  á  las  leyes  en  caso  de  reincidencia  ú  otros  gra- 
ves. Para  penetrar  con  este  motivo  en  sitios  ó  establecimientos 
públicos  basta  tener  noticia  ó  fundada  sospecha  de  que  se  juega; 
más  para  reconocer  casas  particulares  es  preciso  instruir  antes 
una  información  sumaria  de  la  cual  resulte  probada  la  contraven- 
ción, y  acordar  el  juez  el  registro  de  la  casa  en  la  forma  estable- 
cida por  la  Constitución,  á  fin  de  no  incurrir  en  responsabilidad 
por  allanamiento  de  morada  ó  violación  del  domicilio. 

Nadie  puede  resistir  el  cumplimiento  de  las  órdenes  que  la  au- 
toridad dicte  respecto  al  juego,  ni  desobedecer  sus  providencias 
so  pretexto  de  fuero  por  privilegiado  que  sea,  porque  sobre  no 
reconocerse  en  negocios  de  policía,  la  ley  los  anula  expresamen- 
te en  odio  á  los  jugadores  de  profesión,  ó  por  mejor  decir,  al  vi- 
cio que  los  domina  (2). 

1124. — De  todas  las  diversiones  públicas  la  más  general  y  la 
más  digna  de  cualquiera  nación  culta,  es  el  teatro.  La  escena  es 
un  cuadro  moral,  la  historia  viva  de  la  virtud  ó  del  vicio :  mil 
cerebros  se  agitan  con  una  misma  idea  y  mil  corazones  vibran  he- 
ridos en  la  misma  cuerda.  Por  eso  han  solido  llamarle  escuela  de 
las  costumbres;  título  que  si  no  le  cuadra  en  rigor  por  su  infliyo 
en  la  enmienda  del  hombre  ya  corrompido,  le  conviene  perfecta- 
mente por  sus  estragos  cuando  degenera  en  instrumento  de  cor- 
rupción. Un  teatro  tal  seria  una  peste  pública,  y  el  Gobierno  se 
veria  en  la  alternativa  de  reformarlo  ó  proscribirlo  (3). 

Pero  aunque  su  acción  moralizadora  no  sea  doble ;  aunque  el 
teatro  siendo  malo,  provoque  más  á  la  imitación  que,  siendo 

(1)  Art.  5d4. 

(2)  Ley  15,  tit.  xxiii,  lib.  XII,  Nov.  Recop. 

(3)  Larra,  conocedor  profundo  del  teatro,  escribió  á  propósito  de  su  influjo  en  las  cos- 
tumbres, las  siguientes  palabras:  « BSl  hombre  no  es  animal  de  escarmiento,  y  por  tanto, 
el  teatro  tiene  poquísima  influencia  en  la  moral  públicu;  no  sólo  no  la  forma,  sino  qu*) 
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bueno,  alecciona  y  escarmienta,  hay  sobrados  motivos  para  no 
descuidar  su  policía.  Debemos  mirar  el  teatro  de  los  pueblos  con 
igual  ó  mayor  respeto  que  sus  leyes,  pues  si  éstas  se  dirigen  á 
la  razón  del  hombre,  aquél,  lisonjeándolas,  halaga  y  extravía 
sus  pasiones. 

Seria  muy  tenue  la  importancia  civilizadora  del  teatro,  si  lo 
considerásemos  en  interés  solamente  de  la  literatura,  y  no  viése- 
mos en  la  escena  sino  un  medio  de  ostentar  las  galas  del  arte 
dramático,  ni  en  aquel  templo  de  las  Musas  sino  una  gloria  na- 
cional. 

Hay  una  razón  más  poderosa  que  reclama  la  intervención  ofi- 
cial. «La  perspectiva,  lostrsges,  el  aparato  escénico,  las  actitu- 
des, el  movimiento,  el  gesto,  la  voz  de  las  personas,  todo  con- 
tribuye eficazmente  á  completar  el  engaño,  resultado  necesario 
del  esfuerzo  de  muchas  artes»  (1).  Si  tan  grande  es  la  ilusión  de 
la  escena  que  se  confunde  con  la  realidad,  ¿deberá  el  Gobierno* 
cerrar  los  ojos  y  cruzarse  de  brazos  ante  los  peligros  que  amena- 
zan el  orden  público  y  las  buenas  costumbres? 

1125. — Taima  creia  que  los  furores  de  la  revolución  francesa 
no  se  desencadenaron  mientras  los  teatros  no  llegaron  á  ser  la 
arena  de  las  pasiones  populares;  pero  desde  que  la  escena  se  con- 
virtió en  tribuna,  el  movimiento  fué  irresistible.  No  se  necesita 
tanto  para  pervertir  al  público ;  tal  vez  no  tolere  representacio- 
nes francamente  sediciosas  ó  inmorales ;  pero  beberá  el  veneno 
de  la  inmoralidad  ó  de  la  sedición  gota  á  gota,  y  se  hallará  cor- 
rompido antes  de  advertirlo  ni  sospecharlo. 

1126. — Según  nuestra  legislación  administrativa  nadie  podia 
construir  un  teatro  público  sin  obtener  licencia  del  Gobierno, 
previa  presentación  del  plano  del  edificio  para  su  aprobación  (2), 
y  á  ningún  empresario  ó  formador  de  compañía  le  era  lícito  dar 
principio  á  las  representaciones  escénicas  sin  autorización  del 
Gobierno  en  Madrid,  y  del  gobernador  respectivo  en  las  capita- 
les de  provincia  (3). 


sigae  él  paso  á  paso  su  impulso.  Lo  que  llaman  moral  pública  tiene  m&s  hondas  causas. 
Decir  que  el  teatro  forma  la  moral  pública  es  invertir  las  cosas,  es  entenderlas  al  revós: 
es  lo  mismo  que  decir  que  un  hombre  cavila  mucho  porque  es  calvo,  en  vez  de  decir  que 
es  calvo  porque  cavila  mucho.»  Obras  de  Fígaro,  t.  iii,  p&g*.  184  (1843). 

(1)  Obras  dé  itíorattn,  t.  it.  pr61.  p.  41. 

(2)  Reales  decretos  de  1  de  Febrero  de  1849,  art.  83,  y  28  de  Julio  de  1853,  art.  \.^ 

i3j  Real  orden  do  18  de  Setiembre  de  1851,  y  real  decneto  de  99 de  Julio  de  18S2,  art.  8, 
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La  aatorizacion  previa  tenia  dos  objetos;  uno  impedir  que  los 
espectáculos  se  multiplicasen  hasta  el  extremo  de  distraer  ai  pue- 
blo de  sus  tareas  habituales,  robándole  el  tiempo  consagrado  al 
trab^o,  y  otro  proteger  la  escena  contra  los  vicios  que  la  míin- 
chariaa,  si  el  Gobierno  la  abandonase  al  azar  de  los  esfuerzos 
privados  y  á  la  ciega  lid  de  la  competencia.  El  interés  de  los 
empresarios  se  cifra  en  atraerse  un  gran  número  de  espectado- 
res á  quienes  procuran  cautivar  con  los  pehgrosos  encantos  de 
la  escena  especulando,  si  es  preciso,  con  sus  pasiones;  y  el  Go- 
bierno que  vela  por  la  conservación  de  las  buenas  costumbres, 
no  debe,  no  puede  consentir  un  sistema  de  libertad  ó  un  régi- 
men de  licencia  que  introduciendo  la  anarquía  moral,  mine  ó 
pervierta  la  educación  del  pueblo. 

H27. — Mas  como  dentro  de  los  límites  de  una  razonable  com- 
petencia todavía  pudieran  cometerse  graves  abusos,  la  adminis- 
tración acudió  á  precaverlos  con  la  censura  también  previa  de 
las  obras  destinadas  á  la  escena.  Ninguna  obra  dramática  podia 
ejecutarse  en  los  teatros  de  la  Corte  sin  presentarla  antes  al  go- 
bernador de  la  provincia,  quien  la  remitia  al  ministerio  de  la 
Gobernación,  que  la  pasaba  al  censor  espacial  de  teatros  (1).  Las 
atribuciones  de  la  censura  eran  calificar  la  parte  moral  y  política 
de  las  obras,  prescindiendo  de  su  mérito  literario,  cuidar  de  que 
no  se  pusiese  en  escena  obra  alguna  no  aprobada  y  vigilar  su 
ejecución,  advirtiendo  si  se  alteraba  el  texto  y  si  los  actores,  ó 
con  ademanes  ó  con  palabras  no  escritas  en  aquél ,  ofendían  la 
moral  ó  faltaban  al  decoro. 

A  igual  censura  estaban  siyetos  los  argumentos  de  los  bailes 
escénicos. 

1128. — A  primera  vista  parece  que  siendo  en  un  Gobierno 
constitucional  libres  la  palabra,  la  imprenta  y  la  industria,  libre 
debiera  ser  también  la  escena ;  pero  loa  que  así  piensan  olvidan 
el  gran  poder  de  fascinación  que  ^ercen  el  atractivo  de  las  artes 
y  el  prestigio  de  la  declamación  en  un  público  á  quien  se  elec- 
triza con  mayor  facilidad,  cuanto  es  más  numeroso.  Un  régimen 
puramente  represivo  seria  ineficaz  y  aun  iruusto,  porque  obliga- 
rla al  Gobierno  á  castigar  en  los  espectadores  el  desenfreno  del 
teatro.  Los  tribunales  dejarían  impunes  mil  venenosas  doctrinas 

(1)  Reales  decretos  de  7  de  Febrero  de  1849,  arta.  7  y  80,  35>  de  Febrero  de  1862  y  80  do 
Abril  de  1856,  y  real  orden  de  24  de  Febrero  do  18S7. 
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escondidas  entre  las  flores  del  lenguaje,  mil  expresiones  más 
corruptoras  que  impías,  y  mil  actos  más  groseros  que  inmora- 
les. «  La  censura  defiende  las  costumbres  sin  desterrar  de  la  es- 
cena la  pintura  del  desorden  y  del  vicio ;  garantiza  las  institucio- 
nes y  los  poderes  del  estado,  sin  prohibir  que  se  revelen  al  mun- 
do las  flaquezas  de  la  vida  política;  da  lo  suyo  al  tiempo,  á  los 
lugares,  á  las  opiniones,  estima  las  propiedades  de  cada  género, 
estudia  el  carácter  de  cada  público  y  evita  con  igual  cuidado  la 
gazmoñería  y  la  licencia,  la  debilidad  y  la  intolerancia»  (1).  De 
donde  se  infiere  que  este  cargo  es  sumamente  peligroso  y  deli- 
cado, pues  la  censura  debe  á  un  tiempo  otorgar  á  la  escena  una 
parte  de  las  libertades  públicas,  y  precaver  la  violación  del  or- 
den y  de  la  moral  en  cuya  conservación  tanto  se  interesa  el 
estado. 

4129. — ^No  obstante  que  una  obra  dramática  sea  aprobada,  la 
antoridad  política  debe  reservarse  la  facultad  de  susípender  ó  im- 
pedir su  representación.  Este  es  un  derecho  discreccional  que  es 
fuerza  reconocer  en  los  magistrados  á  quienes  la  ley  confía  la 
conservación  del  orden  público,  y  á  los  cuales  debemos  conside- 
rar únicos  jueces  competentes  de  las  causas  que  pudieran  alte- 
rarlo. Tal  espectáculo  hoy  inofensivo,  turbará  el  sosiego  puesto 
mañana  en  escena,  si  en  el  intermedio  ocurre  algún  suceso  ó 
alguna  mudanza  grave  que  exalte  el  ánimo  de  los  espectadores 
y  los  induzca  al  desorden.  Más  como  no  seria  justo  que  un  par- 
ticular exento  de  toda  culpa  sufriese  en  sus  intereses  las  conse« 
cuencías  de  esta  providencia  de  la  autoridad ,  nuestras  leyes  ad* 
ministrativas  reconocían  á  los  autores  y  ernpresários  el  derecho 
de  solicitar  una  indemnización,  justificajido  haber  hecho  gastos 
para  ponerla  en  escena  con  posterioridad  á  su  aprobación  por  la 
censura  (2). 

1130. — Las  impetuosas  corrientes  de  la  política  sustituyeron 
el  régimen  preventivo  con.  la  libertad  absoluta  de  los  teatros  (3), 
Por  más  que  se  haya  invocado  para  legitimar  esta  reforma  el 
principio  de  la  igualdad  y  lo  odioso  del  privilegio,  creemos  que 
el  Gobierno  cometió  el  error  de  renunciar  la  tutela  moral  que 
debe  ejercer  en  bien  de  la  nación,  por  haber  confnndido  dos  co- 
cí) Vivien,  Etudes  administrativesy  %  5. 

(2)  Real  decreto  do  1  de  Febrero  de  1849,  arte.  61, 84  y  85, 

(3)  Decreto  de  16  de  Bnero  de  1869. 
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sas  muy  distintas  como  son  el  teatro  y  las  empresas  teatrales. 

Enhorabuena  haya  libertad  de  construir  teatros,  formar  com- 
pañías y  dar  toda  clase  de  espectáculos  ó  representaciones;  pero 
no  de  convertir  la  escena  en  escuela  de  malas  costumbres  ó  má- 
quina de  guerra  contra  la  autoridad. 

1131. — Si  la  libertad  de  los  teatros  ha  sido  hasta  ahora  ino- 
fensiva; si  se  ha  contenido  dentro  de  justos  límites,  de  suerte 
que  no  haya  degenerado  en  licencia;  si  basta  la  censura  del  pú- 
blico para  defender  la  moral  de  las  heridas  de  una  especulación 
codidosa,  díganlo  las  prudentes  madres  de  &milia,  que  no  se 
hallará  en  toda  la  redondez  de  la  tierra  mejor  testimonio. 

No  ha  sido  eficaz  el  precepto  que  los  directores  de  los  teatros, 
y  subsidiariamente  los  empresarios,  respondan  de  los  ataques 
que  á  la  moral  ó  á  las  buenas  costumbres  se  dirijan  en  las  obras 
que  representen  (1).  - 

1132. — La  cuestión  del  orden  público  se  enlaza  asimismo  con 
la  libertad  del  teatro.  Este  principio  entendido  en  su  más  lata 
expresión,  como  dijo  el  Gobierno  en  el  documento  oficial  á  que 
nos  referimos,  es  incompatible  con  la  previa  censura  de  las  obras 
dramáticas,  por  lo  cual  las  más  peligrosas  se  pueden  poner  en 
escena  á  despecho  de  la  autoridad. 

1133. — No  obstante,  si  á  consecuencia  de  una  representación 
estallase  un  tumulto,  supuesta  la  relación  necesaria  entre  la  cau- 
sa y  el  efecto,  ¿podrá  negarse  á  la  autoridad  el  derecho  de  sus- 
pender ó  prohibir  la  repetición  del  espectáculo  peligroso  para 
evitar  que  el  desorden  de  ayer  se  repita  mañana  ? 

Creemos  que  no,  pues  de  otro  modo  las  leyes  que  imponen  á 
los  gobernadores  de  provincia  y  á  los  alcaldes  la  obligación  de 
conservar  el  orden  público,  serian  letra  muerta. 

En  todo  caso,  así  aquéllos  como  éstos,  podrían  y  deberían  de- 
tener á  los  empresarios  y  entregarlos  al  tribunal  competente  que 
los  juzgase  por  la  parte  de  culpa  que  les  cupiese  en  el  delito  co- 
metido, principalmente  después  de  conocidos  los  efectos  de  la  pri- 
mera representación  (2). 

1134.— Los  toros  fueron  ejercicios  de  valor  y  destreza  en  que 
los  nobles  se  entretenían  durante  la  edad  media.  Poco  á.poco  se 
levantaron  tablados  y  luego  so  construyeron  plazas,  hasta  que 


(1)  Decreto  de  2H  de  Octubre  de  18QB. 

(2)  Cód.  penal,  art.  271. 
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por  último  degeneraron  en  un  espectáculo  popular.  Así  se  feste- 
jaba á  los  príncipes  y  aun  se  honraba  á  los  santos,  como  si  fuera 
razonable  y  piadoso  glorificarlos  con  un  culto  de  sangre. 

La  nobleza  do  Cáceres  fundó  en  1343  utia  cofradía  de  hidal- 
gos en  la  cual  nadie  podía  entrar,  si  non  fuere  caballero  de 
lidiar  toros;  y  la  villa  de  Roa,  afligida  por  la  peste  en  1394; 
hizo  voto  de  correr  cuatro  para  aplacar  la  cólera  divina. 

Isabel  la  Católica  intentó  prohibir  estas  lidias  un  tanto  paga- 
nas, como  se  muestra  en  la  carta  dirigida  al  arzobispo  de  Gra- 
nada á  quien  respondía:  «De  los  toros  sentí  lo  que  vos  decís, 
aunque  no  alcancé  tanto;  mas  luego  allí  propuse  con  toda  de- 
terminación de  nunca  verlos  en  toda  mi  vida,  ni  ser  en  que  se 
corran,  y  no  digo^  defenderlos,  porque  esto  no  era  para  mí  á 
solas;»  pero  los  cortesanos  lograron  disuadirla,  imaginando 
arbitrios  con  que,  siendo  menor  el  peligro,  templaron  su  dis- 
gusto. 

Las  Cortes  de  Valladolid  de  1535  y  Madrid  de  1567  suplicaron 
contraías  corridas  de  toros,  «porque  (decian)  se  siguen  muchaií 
veces  muertes  de  hombres  é  otros  muchos  inconvenientes,  como 
es  notorio.»  En  cambio  las  de  Madrid  de  1523  y  Córdoba  de  1570 
solicitaron  que  continuase  aquella  costumbre,  « porque  la  expe- 
riencia ha  mostrado  que  á  causa  de  no  correr  toros  en  estos  rei- 
nos, se  va  dejando  y  acabando  el  ejercicio  de  la  gineta»  (1). 

Carlos  in  en  1785  prohibió  las  fiestas  de  toros  de  muerte  en 
todos  los  pueblos  del  reino  á  excepción  de  las  .en  que  hubiere 
concesión  temporal  ó  perpetua  con  destino  público  de  sus  pro- 
ductos útil  ó  piadoso,  encomendando  al  £!onsQjo  propusiese  la 
subrogación  de  equivalentes  ó  arbitrios,  y  ordenando  que  no  se 

(1)  Flores,  R^inM  Católieaa^  U  2,  p.  821 ;  Sig^Üenza,  Historia  d»  la  órdén  de  San  Jeróni^ 
mo,  p.  416;  Saez,  Híonedaa  de  Enrique  III^  p.  901 ;  Sampere,  Memorias  para  la  historia  de 
la  etUMilleria  española  (m«.)« 

Aunque  el  sentimiento  religioso  extraviaba  la  flaca  razón  de  los  más,  no  faltaron  Ínste- 
nlos singulares  que  vituperasen  la  supersticiosa  costumbre  de  enlazar  el  culto  divino  con 
las  fiestas  de  toros.  D.  Diedro  de  Agreda  y  Vargas,  en  su  novela  del  Hermano  indiscre- 
to (16Q0),  dice  así:  «Y  fue  que  en  honra  y  fiesta  del  Precursor  divino,  se  corrían  unos  to- 
ros; cosa  por  cierto  bárbara  y  mal  entendida  en  hombres  politices  y  cristianos,  y  peor  que 
la  apliquen  en  servicio  de  los  santos,  que  es  cosa,  cierta  que  se  oponen  con  todo  aquello 
que  desirve  á  la  Majestad  divina,  á  quien  es  ciertisimo  que  no  agrada  por  la  multitud  de 
almas  que  se  ponen  á  peligro.» 

Pasma  la  frialdad  con  que  dice  un  escritur  dol  siglo  xvii,  al  describir  las  fiestas  con 
que  el  duque  do  Lerma  solemnizó  ante  la  corto  el  nacimiento  y  bautismo  de  un  hijo  del 
duque  de  Uceda:  <Los  toros  fueron  razonables;  mataron  cinco  6  seis  hombres  e  hirieron^ 
muchos.»  Cabrera,  Relaciones^  p.  441, 
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admitiese  recurso  ni  representación  sobre  el  particular  (1).  Mo- 
vió el  ánimo  de  este  buen  Rey  el  conde  de  Aranda  que,  como 
presidente  de  Castilla,  hizo  una  exposición  contra  las  fiestas  de 
toros  de  muerte  en  1770. 

Sin  embargo  d^  fin  benéfico  que  Garlos  in  se  propuso  al  ad- 
mitir aquellas  excepciones,  seria  preferible  arbitrar  otros  recur- 
sos para  socorrer  á  los  pobres,  y  no  perseverar  en  el  pensamien- 
to de  aliviar  las  miserias  del  pueblo  disminuyendo  su  riqueza  y 
su  trabajo.  Mas  prescindiendo  de  las  pérdidas  materiales  que  las 
corridas  de  toros  ocasionan  por  el  bárbaro  placer  de  atormentar 
animales  útiles  para  la  agricultura,  si  examinamos  este  espec- 
táculo bajo  el  punto  de  vista  moral  ó  de  su  infliyo  en  la  educación 
pública,  hallaremos  que  deprava  las  costumbres  endureciendo  el 
corazón  de  los  espectadores  y  familiarizándolos  con  aquellas  es- 
cenas de  dolor  y  de  muerte.  Los  azares  de  la  lucha  cautivan  su 
ánimo  y  le  extravían  hasta  el  punto  de  hallar  vivo  placer  en 
toda  sensación  fuerte,  en  toda  escena  de  peligro;  y  embotada  así 
la  sensibilidad  del  hombre,  cada  arrebato  de  cólera  es  una  riña, 
y  cada  riña  produce  una  herida  ó  un  asesinato.  ¿Qué  juicio  debe- 
remos formar  de  las  costumbres  de  la  nación  en  la  cual  los  jue- 
gos del  circo  son  todavía  un  espectáculo  popular? 

Seria,  pues,  dar  un  gran  paso  hacia  la  civilización  prohibir 
absolutamente  las  corridas  de  toros,  empresa  demasiado  ardua 
tal  vez  para  acometerla  de  un  solo  golpe ;  más  la  política  acon- 
sejarla los  medios  indirectos  que  el  Gobierno  pudiera  emplear  á 
fin  de  lograr  su  objeto  sin  abierta  resistencia.  Rehusar  el  permi- 
so de  construir  nuevas  plazas,  disminuir  el  número  de  las  fun- 
ciones, prohibirlas  en  dias  de  labor,  gravar  las  entradas  en  favor 
de  los  establecimientos  de  beneficencia  mientras  se  hallen  indo- 
tados y  otras  providencias  semejantes,  facilitarían  el  cambio  de 
la  opinión,  con  lo  cual  ganarían  infinito  en  suavidad  y  blandura 
nuestras  costumbres. 

H35. — Hay  otro  género  de  diversiones  menores  que  la  admi- 
nistración tolera,  reservando  su  protección  para  las  más  influ- 
yentes en  la  cultura  de  los  pueblos.  Las  autoridades  deben  per- 
mitirlas considerándolas  como  un  desahogo  del  espíritu,  si  no 
producen  resultados  adversos,  ya  con  respecto  á  la  moral,  y  ya 

(I)  Leyes  671,  tít.  xxxixi,  lib.  Vil,  'Sov,  Reoop. 
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relativamente  al  trabcgo.  La  teoría  y  la  práctica  administrativa 
en  este  punto,  se  encierran  admirablemente  en  aquellas  pala- 
bras: «En  ios  volatineros  y  titiriteros  que  andan  corriendo  los 
pueblos,  conviene  no  ver  sino  infelices  que  mendigan  su  pan 
haciendo  habilidades...  Socorrerlos  una  vez  es  un  deber  de  hu- 
manidad; alejarlos  en  seguida  es  una  ley  de  la  administración  (1). 
1136. — Por  último,  la  suspensión  ó  interrupción  de  los  espec- 
táculos públicos  de  orden  de  la  autoridad  procede  en  los  casos 
de  epidemia,  de  peligro  de  alterar  la  tranquilidad  y  do  luto  na- 
cional. No  se  debe  abusar  de  este  derecho  considerando  el  per- 
juicio que  se  irroga  á  las  empresas  particulares,  no  obstante  el 
principio  de  la  indemnización,  cuando  há  lugar  á  solicitarla. 


SECCIÓN  lil. 

DBBBRBS  DE  LA  ADBnNISTBACION  RBLATnroS  Á  LAS  PERSONAS, 

SEGÚN  EL  ESTADO  CHTIL. 

CAPÍTULO  XXI. 
Del  estado  eivll  de  íbm  persoiuifi. 

1137.— Estado  civil.  1147.— Condición  de  los  domicilia- 

1138.— Distinción  de  las  personas.  dos. 

1139.— Vecinos,  según  el  derecho  1148.— De  los  hacendados  foraste- 

común.  7  ros. 

1140.— Vecinos,  según  el  derecho  1149.— Transeúntes.' 

administratívo.  115Q.— Media  vecindad. 

1141.— Circunstancias- de  la  ley.  1151.— Personas  m  Juris  y  alieno 
1142.— Declaración  de  vecindad.  j'%ri  tubjecta, 

1143.-— Domiciliados.  1152.— Deberes  de  los  padres  y 
1144.— Hacendados  forasteros.  guardadores  de  los  meno- 

1145.— Vecindad.  res  de  edad. 

1146.— Derechos  y  obligaciones  1153.— Su  responsabilidad. 

que  nacen  de  la  vecindad. 

1137. — Las  leyes  comunes  constituyen  el  estado  civil  de  las 
personas,  según  el  cual  gozan  de  ciertos  derechos  ó  están  suje- 
tas á  ciertos  deberes  en  el  orden  administrativo.. 

« 

(1)  Instrmceion  de  90  de  Noyiei];ibre  de  18S3,  cap.  zir. 
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1138. — En  razón  del  estado  civil  y  para  los  efectos  adminis- 
trativos se  distinguen  las  personas  con  relación  á  cada  pueblo  6 
término  municipal  en  residentes  y  no  residentes,  aquéllos  en 
vecinos  y  domiciliados,  y  éstos  en  hacendados  forasteros  y  tran- 
seúntes. 

1139.— Según  el  derecho  común  era  vecino  el  que  fijaba  su 
domicilio  en  un  pueblo  con  ánimo  de  permanecer  en  él,  cuyo 
ánimo  se  colegia  de  sti  residencia  habitual  por  espacio  de  diez 
años,  ó  se  probaba  con  hechos  que  manifestaban  tal  intención, 
por  ejemplo,  si  uno  vendia  propiedades  en  un  punto  y  las  com- 
praba en  otro  en  donde  se  hallaba  establecido  (1). 

También  se  consideraba  vecino  al  extranjero  con  carta  de  na- 
turaleza; si  se  convertía  en  este  reino  á  la  fé  católica  y  estable- 
-cia  aquí  sü  domicilio ;  si  pedia  y  obtenía  vecindad  en  algún  pue- 
blo; si  se  casaba  con  mujer  natural  y  se  domiciliaba;  si  se  arrai- 
gaba comprando  y  adquiriendo  bienes  raíces  y  posesiones;  si 
siendo  oficial  venia  á  morar  y  ejercer  su  oficio;  si  desempeñaba 
cargos  concejiles  ú  otros  cualesquiera  que  sólo  pueden  ejercer 
los  naturales;  si  gozaba  de  los  pastos  y  comodidades  propias  de 
los  vecinos;  si  moraba  diez  años  con  casa  poblada  en  el  reino, 
con  tal  que  no  dependiese  del  consulado  de  su  país  y  no  hubiese 
demostrado  ánimo  de  subsistir  acogido  á  su  pabellón  nacional, 
y  en  todos  los  demás  casos  en  que  conforme  al  derecho  común, 
leyes  y  reales  órdenes  adquiría  vecindad  el  extranjero.  Entonces 
estaba  obligado  á  las  mismas  cargas  que  los  naturales  por  la  le- 
gal y  fundada  razón  de  comunicar  sus  utilidades,  siendo  todos 
estos  legítimamente  naturales,  y  sujetándose  á  contribuir  como 
ellos  (2). 

1140. — Esta  antigua  y  constante  legislación  fundada  en  el  prin- 
cipio que  el  domicilio  es  un  hecho  que  da  origen  al  derecho  de 
vecindad,  fué  sustituida  con  otra  derivada  de  la  arbitraria  distin- 
ción de  que  ya  dimos  cuenta  en  lugar  oportimo,  introducida  por 
la  ley  municipal  (3). 

1141. — Como  quiera,  tres  circunstancias  determinan  el  estado 
de  vecino  entre  los  españoles,  á  saber : 

I.  Estar  emancipado  ó  ser  cabeza  de  familia. 

(1)  Leyes  2,  tít.  xxiv,  Part.  IV,  y  C,  tít.  vi,  lib.  Vil,  Nov.  Reeop. 

<2)  Ley  8,  tít,  xi,  lib.  VI,  Nov.  Recop ,  y  real  orden  de  10  de  Mano  de  1702* 

(8)  V.  núms.  6T8  y  579. 
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n.  Residir  habitualmente  en  el  término  municipal^  ó  tener  su 
domicilio  real  en  el  mismo. 

m.  Hallarse  inscrito  como  vecino  en  el  padrón  del  pueblo. 

Todo  español  que  reuña  dichas  circunstancias,  debe  constar 
empadronado  como  vecino  en  algim  municipio,  salvo  su  derecho 
de  mudar  libremente  de  vecindad. 

Nadie  puede  ser  vecino  de  más  de  un  pueblo.  El  que  tenga  re- 
sidencia alternativa  en  varios,  está  obligado  á  optar  por  la  ve- 
cindad de  uno  de  ellos.  Si  algún  español  emancipado  se  halla  ins- 
crito en  el  padrón  de  dos  ó  más  pueblos,  vale  la  vecindad  últi- 
mamente declarada,  quedando  anuladas  las  anteriores. 

1142. — ^De  dos  modos  se  declara  la  vecindad: 

I.  De  oficio,  cuando  el  Ayuntamiento,  al  formar  ó  rectificar  el 
padrón,  incluye  al  español  emancipado  que  lleva  dos  años  de  re- 
sidencia fija  en  el  término  municipal,  ó  al  que  ejerce  un  cargo 
público  que  la  exige,  aunque  no  haya  completado  los  dos  años. 

n.  A  petición  de  parte,  siempre  que  el  interesado  lo  sojicita, 
sin  que  la  declaración  sea  motivo  para  quedar  exento  de  las  car- . 
gas  municipales  que  le  correspondan  hasta^aquella  fecha  en  el 
pueblo  de  su  anterior  residencia.  El  solicitante  debe  probar  la 
suya  efectiva  en  el  término,  y  continuada  por  espacio  de  seis  me- 
ses por  lo  menos. 

1143. — ^Llama  la  ley  domiciliado  al  español  no  emancipado  que 
reside  habitualmente  en  el  término  municipal,  formando  parto  de 
la  casa  ó  familia  de  un  vecino.  Así  pues,  dos  circunstancias  de- 
terminan la  condición  del  domiciliado,  á  saber,  estar  bsúo  la  po- 
testad de  otra  persona,  y  no  tener  hogar  propio. 

1144. — Hacendados  forasteros  son  los  propietarios  de  fincas 
rústicas  ó  urbanas,  y  los  dueños  de  algún  establecimiento  agrí- 
cola, industrial  ó  mercantü  sitos  en  un  término  municipal  en  el 
que  no  residen  habitualmente. 

Los  hacendados  forasteros  pueden  tener  casa  abierta,  esto  es, 
habitual  ó  temporalmente  habitada  por  ellos  ó  por  dependientes 
suyos,  con  artefactos,  comercio  ó  labor  de  su  cuenta,  ó  limitarse 
á  la  administracipn  de  sus  bienes  y  cobranza  de  sus  rentas,  inte- 
reses ó  ganancias. 

Los  administradores,  apoderados  ó  encargados  de  los  hacen- 
dados forasteros,  así  como  los  colonos,  arrendatarios  ó  aparce- 
ros de  fincas  rústicas,  y  los  inquilinos  de  las  urbanas,  cuando  es* 
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tuvieren  ocupadas  por  una  sola  persona,  en  todo  lo  relativo  á  la 
administración  económica  municipal  y  á  los  derechos  y  obliga- 
ciones que  de  ella  emanan  respecto  á  los  residentes,  tienen  la 
consideración  de  propietarios  de  las  que  administren,  labren  ó 
habiten,  como  si  ftiesen  sus  verdaderos  dueños. 

Son  transeúntes  los  que  van  de  paso  ó  no  moran  de  asiento  en 
el  término  municipal.  Residir  en  un  pueblo  una  temporada  por 
motivos  de  salud,  por  recreo  ó  con  el  objeto  de  vacar  á  los  estu- 
dios 6  los  negocios,  no  altera  la  condición  de  transeúnte  (1). 

H45. — La  vecindad  es  un  vínculo  casi  natural,  una  especie  de 
parentesco  que  liga  entre  sí  á  todos  los  habitantes  de  un  pueblo 
mediante  la  comunidad  de  intereses,  y  en  cierto  modo  los  hace 
miembros  de  una  misma  &milia.  » 

H46. — Solamente  los  vecinos  gozan  de  la  plenitud  de  los  de- 
rechos que  se  derivan  de  la  comunidad ,  y  así  intervienen  en  la 
administración  municipal  como  electores  y  elegibles,  tienen  ao- 
cion  para  reclamar  contra  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  y  para 
denunciar  y  perseguir  criminalmente  á  los  alcaldes,  regidores  y 
vocales  de  la  asamblea  de  asociados,  y  sobre  todo,  solamente 
ellos  participan  de  losjmontes,  aguas,  pastos  y  demás  aprovecha- 
mientos comunes  y  otros  cualesquiera  beneficios  propios  del  pue- 
blo. En  cambio  soportan  todas  las  cargas  personales  y  reales  in- 
herentes á  su  estado,  según  aquel  principio  de  justicia  qui  senr 
íit  commoday  incommoda  etiam  sentiré  debet. 

H47. — ^La  condición  de  los  domiciliados  dista  mucho  de  ser 
igual  á  la  de  los  vecinos,  porque  si  bien  en  general  la  ley  los 
equipara,  excluye  á  los  primeros  de  la  participación  en  los  dis- 
fioites  comunes,  lo  cual  equivale  á  negarles  el  derecho  de  pro- 
piedad en  los  bienes  del  municipio.  Esto  confirma  nuestra  doc- 
trina que  el  municipio  no  es  una  asociación  de  personas  sino  de 
familias,  aunque  la  ley  diga  lo  contrario  (2). 

1148. — Los  hacendados  forasteros  con  casa  abierta  tienen  la 
consideración  de  vecinos  en  cuanto  están  representados  por  sus 
administradores,  apoderados  ó  encargados,  y  así  participan  in- 
directamente de  los  disfrutes  comunes.  Deben  ser  incluidos  en 
ios  repartimientos  vecinales  en  proporción  de  sus  medios  6  fa- 
cultades para  cubrir  el  déficit  del  presupuesto  municipal ,  reba- 

(1)  Ley  municipal,  arte.  10  y  siff.  y  26. 

(2)  V.  núms.  511  y  UJ9. 
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jándoles  un  quinto  de  la  suma  en  que  se  calcula  su  utilidad  im- 
ponible (1). 

Si  no  tienen  casa  abierta  >  satisfacen  la  parte  de  contribución 
directa  que  por  via  de  recargo  para  gastos  provinciales  y  muni- 
cipales les  corresponda  en  razón  de  su  propiedad  ó  industria, 
pero  no  la  de  consumos  que  pagan  sus  colonos ,  arrendatarios  ó 
aparceros. 

1149. — Los  transeúntes,  aunque  extraños  al  municipio^  pagan 
la  parte  de  impuestos  y  arbitrios  municipales  que  les  alcancen 
por  el  consumo  que  hicieren  de  los  objetos  gravados  en  el  pue- 
blo en  donde  accidentalmente  residen,  sin  derecho  á  gozar  de 
sus  beneficios. 

1150.— En  algunos  lugares  se  conoce  una  media  vecindad  que 
consiste  en  participar  de  los  aprovechamientos  comunes  ciertas 
personas  que  no  son  vecinos.  Es  un  favor  especial  de  la  ley  ó 
una  excepción  introducida  por  la  costumbre. 

Los  ganaderos,  por  ejemplo,  han  solido  aprovechar  para  su 
cabana  los  pastos  de  los  pueblos  en  donde  no  residían,  pagando 
la  mitad  de  los  tributos  vecinales.  A  los  dependientes  y  trabaja- 
dores de  las  empresas  ó  compañías  constructoras  de  los  caminos 
de  hierro  otorga  la  ley  el  beneficio  de  vecindad  en  cuanto  al 
aprovechamiento  de  las  aguas,  leñas,  pastos  y  demás  disfrutes 
comunes  de  los  pueblos  cuyos  términos  atraviese  la  línea,  y  los 
mineros  también  se  reputan  vecinos  de  los  pueblos  en  donde  se 
hallen  situadas  sus  minas,  en  cuanto  al  uso  de  las  aguas,  mon- 
tes, dehesas,  pastos  y  demás  aprovechamientos  en  lo  relativo  á 
su  industria  y  con  arreglo  á  las  ordenanzas  municipales. 

1151. — Hay  personas  suijuris  6  no  sujetas  á  potestad  algu-< 
na,  y  las  hay  alieno  juri  subjectce  6  sometidas  á  la  potestad 
de  otra,  tal  como  padre,  madre,  tutor,  curador  etc.  Las  primeras 
tienen  deberes  especiales  que  cumplir  propios  de  su  estado.  No 
hablamos  de  los  que  la  ley  civil  establece  y  regula  con  absoluta 
independencia  de  la  autoridad  administrativa,  sino  de  los  que 
imponen  las  leyes  y  reglamentos  de  administración  pública  6 
son  de  naturaleza  mixta, 

1152* — Aunque  el  estado  se  abstenga  todo  lo  posible  de  limi- 
tar el  derecho  de  los  individuos,  el  silencio  de  la  ley  no  puede 


(1)  Ley  mnnioipal,  arta.  26, 129  y  181. 
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ser  absoluto,  porque  la  idea  de  libertad  no  se  opoije  á  las  justas 
restricciones.  El  hombre  es  libre,  pero  carece  de  derecho  para 
abusar  de  su  libertad  descuidando  su  propia  educación,  aliando- 
líanáo  á  sus  hijos  y  exponiéndolos  á  todas  las  consecuencias  de 
la  miseria,  de  la  ignorancia  y  del  vicio.  La  naturaleza  nos  dio  en 
nuestros  padres  generosos  protectores,  y  después  de  ellos  en  las 
personas  que  más  de  cerca  nos  pertenecen  por  los  vínculos  de  la 
sangre>  ó  en  otras  designadas  por  la  ley  para  que  amparen  a  lá 
orfandad  desvalida. 

Los  padres  están  obligados  á  sustentar  y  educar  á  sus  hyos  por 
derecho  natural  y  civil.'  Mientras  cumplen  con  este  deljer  natu- 
ral y  otíedecen  este  precepto  de  la  ley,  la  administración  pjúbii- 
ca  robustece  con  su  apoyo  la  autoridad  paterna;  más  si  ía  indi- 
ferencia  ocupa  el  lugar  del  carino  en  el  corazón  de  los  padres, 
y  la  infancia  no  halla  en  el  hogar  doméstico  la  protección  á  que 
por  su  debiliciad*  tiene  derecho,  la  administración  vela  por  sii 
suerte,  primeramente  exhortando  ó  compeliendo  á  los  padres, 
tutóreá  ó  curadores  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  y  des- 
pués ejerciendo  el  Gobietao  mismo  una  tutela  que  el  infante  no 
encuentra  én  persona  alguna.  El  gravamen  y  la  responsabilidad 
de  alimentar  é  instruir  á  la  niiiez  pesan  sobre  la  familia  antes  que 
sobre  él  estado;  y  por  eso  mismo  los  establecimientos  de  benefi- 
cencia sólo  acogen  á  jos  expósitos  y  á  los  desamparados  que  no 
pueden  ser  socorridos  en  sus  casas  (l) . 

lib§.— Én  él  estado  civil  de  padre  de  familia  se  fundan  tam- 
bién varías  aisposiciones  contenidas  en  la  ley  para  el  reemplazo 
del  ejército,  unas  relativas  á  la  designación  del  pueblo  en  ^onde 
deben  ser  incluidos  los  mozos  sorteables,  y  otras  concernientes 
á  lá  parte  que  los  padres,  tutores  ó  curadores  pueden  tomar  en 
la  rectincacion  del  alistamiento,  en  el  juicio  de  excepciones  y  en 
la  declaración  de  prófugos,  se^un  explicaremos  en  otro  lugar. 

Eñ  la  misma  cualidad  estriba  también  la  responsabilidad  civil 
que  se  exige  á  los  que  tengan  bsgo  su  potestad  ó  guart^a  lég^l  á  los 
locos  ó  imbéciles  y  á  los  menores  de  nueve  años,  y  á  los  mayo- 
res de  nueve  y  menores  de  quince,  por  infracción  de  los  regla- 
mentos de  policía  y  bandos  de  buen  gobierno,  salvo  si  probasen 
que  no  hubo  por  su  parte  culpa  ó  negligencia  (2) . 


(1)  Reglamento  de  beneflcenciat  ^ri,  21. 

(2)  Códi<?o  penal 4  arts.  8  y  19. 
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« 
SECCIÓN  IV. 

a)^]f^|tBS  l^B  J.^  f p)ínfI^TBA,€ipi7  BBLf T^VOS  Á  L^S  PERSONAS, 

a^etm  ;bl  psTApo  político. 

CAPÍTULO  xxn. 

Ue  M  dere€Í|M  ifidiwidafiles. 

1154.— Estado  político.  1168.— Libertad  religiosa. 

1155.— Españoles.  1169.^eapaeidad  para  obtener 

1156.— Derechos  iq^ivMwaJ/BS.  cargos  púWicqfi. 

^157.— Se^puridad  per^onfti,  1170.— Extensión  de  Ips  derechos 

1158.— Inviol€bbilidad  deí  domicilio.  individuales. 

1159.— De  la  correspondencia.  1171.— Crítica. 

1160.— Protección  de  la  justicia.  1172."-Abusos. 

1161  .—Derepho  electoral.  1173.— Represión. 

1162.— Dereui^ony^pí^nifestacion,  1174.— Suspensión. 

1163.— Reuniones  (3  manifestacio-  1175.— Extranjeros. 

nes  no  pacificas.  1176.— Sus  derechos  y  obligacio- 
1164.— Derecho  de  asociación.  nes. 

1166.— De  petición.  1177.— Naturalizadon. 

1166.— De  residencia.  1178.— Derechop  civiles  y  poUti- 
ll67.~Pe  prpp^^dad.  eos. 

1154. — Divtdenae  l^s  i)i9);^na&  por  razón  de  qu  estado  político 
esi  naturales  y  extraogeros. 

1155. — Son  naturales  ó  s^  reputan  espa^Qles: 

I.  To(]a9  las  piersonas  nacidas  en  los  dominios  de  España. 

n.  Los  hjjos  de  padre  ó  madre  españoles^  aunque  hayan  na-* 
cido  fuera  de  España.  Guando  un  individuo  nace  en  país  extran- 
jero^  conserva  la  nacionalidad  de  sus  padres  sin  que  tenga  de- 
recho á  la  opción  entre  dos  nacionalidades^  si  no  es  mayor  de 
edad  ó  no  se  halla  fuera  de  la  patria  potestad  (1). 

m.  Los  extraigeros  que  hayan  obtenido  carta  de  naturaleza. 

IV.  Los  que  sin  ella  hayan  ganado  vecindad  en  ci>alquier  pue- 
blo de  la  monarquía. 

La  calidad  de  español  se  pierde  por  adquirir  naturaleza  en 

(l)  Real  orden  de  10  de  Diciembre  de  1860. 
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país  extranjero  y  por  admitir  empleo  de  otro  Gobierno  sin  licen 
cia  del  Rey  (1). 

1156. — La  Constitución  garantiza  á  todo  español  ciertos  dere- 
chos cuya  más  elevada  síntesis  está  significada  en  dos  solas  pa- 
labras :  libertad,  propiedad.  Son  dos  necesidades  del  individuo, 
y  por  tanto  dos  condiciones  indeclinables  de  la  existencia  social. 

Las  garantías  6  los  derechos  individuales  que  la  Constitución 
otorga  á  todos  los  españoles  consisten  en  la  seguridad  personal, 
la  inviolabilidad  del  domicilio  y  la  correspondencia,  la  protec- 
ción de  la  justicia,  el  derecho  de  elección,  de  reunión,  asocia- 
ción y  petición,  la  libertad  de  imprenta,  de  enseñanza,  de  resi- 
dencia y  de  culto,  el  respeto  á  la  propiedad  y  la  capacidad  para 
obtener  empleos  y  desempañar  cargos  públicos. 

1157. — ^I.  Ningún  español  puede  ser  detenido  ni  preso  sino 
por  causa  de  delito. 

El  detenido  por  la  autoridad  gubernativa  ó  sus  agentes  debe 
ser  puesto  en  libertad  ó  entregado  á  la  judicial  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  al  acto  de  la  detención. 

Para  prender  á  un  español  se  requiere  mandamiento  de  juez 
competente,  el  cual  está  obligado  á  ratificar  6  reponer  el  auto, 
oido  el  presunto  reo,  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  siguien- 
tes al  acto  de  la  prisión  (2) . 

1158.— n.  La  inviolabilidad  del  domicilio  exige  que  nadie  pue- 
da entrar  en  el  de  un  español  sin  su  consentimiento,  excepto  en 
los  casos  urgentes  de  incendio,  inundación  ú  otro  peligro  análo- 
go, y  en  el  de  agresión  ilegítima  procedente  de  adentro,  6  para 
auxiliar  á  persona  que  desde  allí  pida  socorro. 

Fuera  de  estos  casos,  para  penetrar  en  el  domicilio  de  un  es- 
pañol contra  su  voluntad  sin  vejación  injusta,  debe  preceder 
mandamiento  de  juez  competente  y  ejecutarse  de  dia. 

Sin  embargo,  cuando  un  delincuente  sorprendido  infi^aganti  y 
perseguido  por  la  autoridad  ó  sus  agentes  se  refugiare  en  su  do- 
micilio propio,  podrán  aquélla  ó  éstos  penetrar  en  él  sólo  para 
el  acto  de  la  aprehensión;  y  si  el  domicilio  fuere  2geno,  deberá 
preceder  requerimiento  á  su  dueño  (3). 

No  es  lícito  allanar  la  morada  de  un  español  con  motivo  ó  pre- 

(1)  Coii8t.,art.  U^ 

(2)  Const.,  arta.  2, 8  y  4^ 
(8)  CoDSt.,  art  5« 
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texto  de  perseguir  el  contrabando,  ni  tampoco  registrar  las  ca- 
sas y  almacenes  situados  dentro  de  la  circunferencia  de  las  mu- 
rallas, casetas  de  vigilancia  ó  cercas  de  las  capitales  y  puertos 
habilitados,  á  excepción  del  caso  en  que  la  instrucción  de  un 
proceso  exya  que  se  busque  el  cuerpo  del  delito,  ó  cuando  de 
hecho  se  persiga  el  bulto  ó  género  desde  el  punto  por  donde  se 
introdujo,  ó  por  hallarlo  en  la  calle;  pero  de  todo  reconocimiento 
que  se  intente  hacer  en  cualquiera  casa  particular  ó  de  comercio 
debe  darse  aviso  por  escrito  al  juez  competente  requiriendo  su 
auxilio  que  no  puede  negar  sin  fundamento  razonable  á  los  jefes 
y  subalternos  de  la  Hacienda  pública  (1). 

El  registro  de  papeles  y  efectos  á  consecuencia  de  la  entrada 
de  la  autoridad  en  el  domicilio  de  un  español,  se  hace  en  presen- 
cia del  interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  á  falta  de 
ambos,  á  la  vista  de  dos  testigos  vecinos  del  pueblo.  Ningún  es- 
pañol puede  ser  compelido  á  mudar  de  domicüio  ó  residencia 
sino  en  fuerza  de  sentencia  ejecutoria  (2). 

11^9. — ^in.  El  secreto  de  la  correspondencia  es  también  invio* 
lable.  No  consiente  la  ley  detener  ni  abrir  la  confiada  al  correo 
ó  al  telégrafo  de  orden  de  la  autoridad  gubernativa ;  pero  en  vir- 
tud de  auto  motivado  de  juez  competente  puede  ser  detenida,  y 
aun  abierta  en  presencia  del  procesado  la  que  se  le  dirya  por  el 
correo  [(3). 

H60. — ^IV.  Ningún  español  puede  ser  procesado  ni  sentencia- 
do sino  por  el  juez  ó  tribunal  á  quien,  según  leyes  anteriores  al 
delito,  competa  su  conocimienío,  y  en  la  forma  que  éstas  pres- 
criban. No  es  lícito  crear  tribunales  extraordinarios  ni  coBdisio- 
nes  especiales  para  conocer  de  ningún  delito  (4). 

El  deseo  de  poner  coto  á  lo  arbitrario  que  algunas  veces  ha 
pretendido  disfrazar  la  venganza  con  capa  de  justicia,  obliga  á 
prohibir  que  el  verdadero  ó  presunto  reo  sea  arrancado  á  sus 
jueces  naturales,  y  se  alteren  á  voluntad  del  Gobierno  las  for- 
mas tutelares  del  juicio.  No  es  menor  el  peligro  que  corren  la  li- 
bertad y  la  propiedad  cuando  se  da  á  las  leyes  penales  efecto  re- 


tí) Ley  de  3  de  Mayo  de  1830,  art.  118,  y  reales  órdenes  de  18  de  Enero  de  1894, 16  de  Se- 
tiembre de  1842  y  13  de  Jallo  de  1846. 

(2)  Const.,  art.  6.  .    . 

(3)  Const.,  arta.  7  y  8. 

(4)  Const.,  art.  U. 
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troactivo.  En  tal  caso  ni  la  justicia  puede  ser  imparcíal,  ni  hay 
defensa  pSira  la  inocencia  oprimida. 

1161. — V.  Del  derecho  electoral  activo  y  pasivo  hablaremos 
con  la  extensión  conveniente  en  capítulo  aparte. 

1162. — VI.  Todos  los  españoles  gozan  del  derecho  de  reunir- 
se pacíficamente  con  sujeción  á  los  reglamentos  generales  de  po- 
licía. Las  reuniones  al  aire  libre  y  las  manifestaciones  polvificáis 
sólo  pueden  celebrarse  de  dia  (1).  Toda  reunión  6  manifestación 
en  los  alrededores  del  Palacio  de  cualquiera  de  los  Cuerpos  coíe- 
gisladores,  estando  abiertas  las  Cortes,  implica  la  responsaftilf- 
dad  criminal  de  sus  promovedores  y  directores  (2). 

El  derecho  de  reunión  ó  manifestación  pacífica,  ejercido  por 
uA  pueblo  poco  versado  en  la  práctica  de  la  libertad,  fácilitténfe 
degenera  en  abuso.  Cerrada  la  puerta  al  régimen'  prevétttiVó  étf 
cuanto  se  refiere  al  ejercicio  de  los  derechos  individuales,  era  16^ 
gico,  porque  era  necesario,  aumentar  el  rigor  de  la  represión  l^ 
gal.  Una  triste  experiencia,  por  otra'  parte,  mostró  que  ur^ía  dfeí-  • 
finir  con  claridad  el  derecho,  deslindar  el  uso  del  abuso  y  esta- 
blecer la  sanción  correspondiente  á  la  nueva  especie  de  delitos 
que  con  esta  ocasión  pudieran  cometerse. 

1163. — Según  el  Código  penal  refbrmado  no  son  reuniones  ó 
manifestaciones  pacíficas : 

I.  Las  que  se  celebren  con  infracción  de  los  reglamentos  dto 
policía  de  carácter  general  ó  pef  msóiente  en'  el  higar  en  qué  la 
reunión  ó  manifestación  se  verifique. 

n.  Las  reuniones  al  aire  libre  ó  mlanifestacioneis  pólfticaá  qué 
se  hagan  de  noche. 

■ 

in.  Las  reuniones  &  maniféStáci'oheíá  á'  ^tié'  cótftmi'ra'  liú  húme- 
ro considerable  de  personas  con  armas  de  cótabáte. 

IV.  Las  que  tengan  por  objeto  cometer  algún  delito  coülra  el 
orden  público. 

Los  promovedores  y  directores  de  toda  reunión  ó  manifesta»- 
cion  están  obligados  á  poner  por  escrito  eií  conocimiento  de  la 
auloridad  el  objeto;  tiempo  y  lilgar  ett  qué  há^á*  dé*  célebi*atrsift 

Corresponde  á  las  autoridades  encargadas  de  velar  por  la  con- 
servación del  orden  público  reprimir  los  excesos  y  atentados  que 
se  cometan  en  las  reuniones  y  manifestacionels,  si  degeneran  en^ 

(1)  Const.,  arts.  Hy  18. 

(2)  CoübIm  art.  56,  y  C6d.  penal,  art.  168. 
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tumulto,  aprehender  á  los  culpados  y  entregarlos  á  la  justi- 
cia (1). 

H64.— vn.  Asimismo  gozan  los  españoles  del  derecho  de 
asociarse  para  todos  los  fines  de  la  vida  humana  que  no  sean  con- 
trarios á  la  moral  pública.  La  autoridad  gubernativa,,  sin  em- 
bargo, puede  suspender  la  asociación  cuyos  individuos  come- 
tan delito,  sometiendo  incontinenti  á  los  reos  al  juez  compe- 
tente. 

La  disolución  no  procede  sino  á  consecuencia  de  un.  delito  y 
en  virtud  de. sentencia  ejecutoria,  ó  mediante  una  ley,  si  el  obje- 
to ó  los  medios  de  la  asociación  son  tales  que  comprometan  la 
segmidad  del  estado  (2).  .     ,  * 

La  autoridad  gubernativa  no  debe  tolerar  las  asociaciones  ilí- 
citas, ni  consentir  las  que  no  hayan  puesto  en  su  conocimiento 
el  objeto  que  se  proponen  y  los  estatutos  por  que  se  rigen ,  ni 
permitir  los  ^itos  subversivos,  los  ultrajes  á  la  moral,  los  ata- 
ques á  la  Constitución  del  estado,  las  amenazas  á  la  hoi^ra,^la  vi- 
da ó  la  propiedad  de  los  ciudadanos.  Si  se  cometen  estos  ú  otros 
excesos  ó  atentados,  debe  detener  en  el  acto  á  los  culpados  y 
entregarlos  á  los  tribunales,  suspendiendo  la  asociación  hasta  * 
que  recaiga  sentencia  firme  (3). 

1165.— Vin.  También  gozan  los  españoles  del  derecho  de  di- 
rigir individual  ó  colectivamente  peticiones  á  las  Cortes,  al  Rey, 
y  á  las  autoridades.  Éste  derecho  se  halla  limitado: 

í.  Porque  no  puede  ejercerlo  colectivameAte  ninguna  clase  de 
fuerza  armada,  ni  tampoco  individualmente  los  que  formen  par- 
te de  dicha  fuerza,  sino  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  instituto  y 
-  en  cuanto  tenga  relación  con  éste  (4) . 

n.  Porque  ¿o  es  lícito  presentar  en  persona  y  colectivamente 
peticiones  á  las  Cortes  (5). 

ni.  Porque  las  corporaciones  populares  sólo  pueden  elevar  pe- 
ticiones relativas  á  los  asuntos  de  su  competencia. 

Cuando  los  Ayuntamientos  y  las  Diputaciones  j)rovinQiaÍes^  en 
uso  de  su  derecho,  se  dirijan  á  las  Cortes,  no  necesitan  represen- 
tar por  conducto  de  los  gobernadores  y  del  Gobierno,  sino  en- 

(1)  C6d.  penal,  arts.  189  y  190,  y  circular  de  29  de  Setiembre  de  1869. 

(2)  Conat.,  arte.  Y\  y  19. 

(3)  Cód.  penal,  arta.  19^  y  199,  y  circular  de  25  de  Setiembre  de  1869. 

(4)  Const.,  arts.  17  y  20. 

(r))  Const.,  art.  55,  y  C6d.  penal,  art«,  170, 171  y  172. 
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viar  las  exposiciones  que  estimen  oportunas  directamente  á  los 
Cuerpos  colegisladores  (1). 

1166. — ^IX.  A  ningún  español  que  esté  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles,  se  le  puede  privar  de  la  libertad  de  salir  del  ter- 
ritorio, ni  de  trasladar  su  residencia  y  su  fortuna  á  país  extran- 
jero y  establecerse  en  él,  salva  la  obUgadon  de  prestar  el  servi- 
cio militar  y  de  contribuir  al  sostenimiento  de  las  cargas  públi- 
cas (2). 

1167. — ^X.  Nadie  puede  ser  privado  temporal  6  perpetuamente 
de  sus  bienes  y  derechos,  ni  turbado  en  la  posesión  de  ellos  si- 
no en  virtud  de  sentencia  judicial,  excepto  en  los  casos  de  incen- 
dio, inundación  ú  otros  análogos  y  urgentes  en  que  por  la  ocu- 
pación se  haya  de  excusar  un  peligro  al  propietario  ó  poseedor, 
ó  evitar  ó  atenuar  el  mal  que  se  teme  6  ha  sobrevenido.  Nadie 
tampoco  puede  ser  expropiado  de  sus  bienes  sino  por  causa  de 
utilidad  común  y  en  virtud  de  mandamiento  judicial,  que  no  se 
ejecuta  sin  previa  indemnización  regulada  por  el  juez  con  inter- 
vención del  interesado  (3).  De  esta  materia  trataremos  en  lugar 
oportuno. 

1168. — ^XI.  La  nación  española  mantiene  el  culto  y  los  minis- 
tros de  la  religión  católica.  El  ejercicio  público  ó  privado  de  cual- 
quier otro  culto  está  garantido  á  todos  los  naturales  y  extranje- 
ros residentes  en  España,  sin  más  limitación  que  las  reglas  uni- 
versales de  la  moral  y  el  derecho.  Asimismo  la  adquisición  y  el 
ejercicio  de  los  derechos  civiles  y  políticos  son  independientes 
de  la  religión  que  profesen  los  españoles  (4). 

1169. — Xn.  Todos  los  españoles  son  admisibles  á  los  empleos 
y  cargos  públicos  según  su  mérito  y  capacidad  (5). 

1170. — La  Constitución  prohibe  expresamente  establecer  por 
las  leyes  ó  por  las  autoridades  reglas  de  carácter  preventivo  que 
coarten  el  ejercicio  de  los  derechos  individuales,  confiando  en 
que,  si  con  esta  ocasión  se  cometen  delitos,  basta  para  contener 
los  excesos  y  reprimir  los  abusos  de  la  libertad  la  acción  de  los 
tribunales  de  justicia  (6). 

(1)  Beal  orden  de  11  de  Julio  de  IfTÍÍ, 

(2)  Const.,  art.  26.  V.  núms.  688  y  ñig, 
(8)  Const.,  arta.  18  y  14.  ' 

(4)  Const.,  arte.  21  y  TI, 

(5)  Const.,  art.  27.  V.  núm.  207. 

(6)  Const.,  arta.  22  y  23. 
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H71. — Sin  ánimo  de  exponer,  y  menos  de  criticar  la  doctrina 
de  los  derechos  individuales  que  algunos  califican  de  imprescrip- 
tibles, ilegislables,  anteriores  y  superiores  á  todo  derecho  posi- 
tivo, porque  la  cuestión  traspasa  los  confines  de  nuestra  actual 
competencia,  observaremos  que  no  son  en  manera  alguna  abso- 
lutos, puesto  que  se  hallan  definidos  y  limitados  en  la  misma 
Constitución  que  los  otorga  y  consagra.  Hay  más:  una  vez  que 
en  circunstancias  extraordinarias  se  pueden  suspender  estas  «li- 
bertades y  garantías  naturales  del  ciudadano,»  siquiera  sea  tem- 
poralmente y  en  virtud  de  una  ley,  no  cabe  poner  en  duda  que 
no  son  superiores  á  todo  derecho  positivo,  ni  tampoco  ilegisla- 
bles  (1). 

La  cuestión  de  orden  público  de  tal  suerte  preocupa  al  poder 
establecido,  aunque  haya  salido  del  seno  de  una  revolución,  que 
siempre  se  inclina  á  defender  la  sociedad  empleando  para  sal- 
varla de  la  anarquía,  ya  los  medios  represivos,  ya  los  preventi- 
vos cuando  el  peligro  arrecia. 

1172. — ^El  mismo  Gobierno,  á  cuya  iniciativa  se  debe  que  los 
derechos  individuales  hayan  penetrado  en  toda  su  integridad  en 
la  Constitución,  se  dolió  de  que  ofreciesen  pretexto  «para  atacar 
violentamente  las  leyes,  dar  el  grito  de  rebelión,  introducir  el 
temor  en  el  ánimo  de  los  ciudadanos  honrados,  llevar  el  desa- 
sosiego al  interior  de  la  familia,  perturbar  la  pública  tranquili- 
dad y  destruir  el  crédito  del  estado.»  Los  de  reunión  y  asocia- 
ción engendraron  «abusos  que  desprestigian  la  libertad,  y  crí- 
menes que  deshonran  á  los  partidos  en  cuyo  nombre  se  come- 
ten.» Las  asociaciones,  «prestando  á  sus  individuos  las  fuerzas 
de  su  colectividad,  sirvieron  para  excitar  por  medios  directos  é 
indirectos  á  la  rebelión,  negar  la  soberanía  de  las  Cortes,  infla- 
mar las  masas  ignorantes  con  predicaciones  subversivas,  ame- 
nazar con  hechos  criminales  al  país  y  poner  en  peligro  la  segu- 
ridad del  estado.» 

1173. — ^De  aquí  las  providencias  rigorosas  de  suspender  las  no 
legalmente  constituidas,  de  reprimir  con  mano  fuerte  los  exce- 
sos y  atentados  que  se  cometían  en  las  reuniones  y  manifesta- 
ciones, de  prohibir  las  declamaciones  y  protestas  tumultuarias 
contra  la  forma  de  Gobierno,  y  el  prevenir  y  ordenar  á  las  auto- 

\ 

(1)  Const.,  art.  81.  V.  núms.  '794  y  8ig. 
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de  alojamiento  y  bagajes,  si  además  tuviesen  casa  abierta  (1). 

En  los  gobiernos  de  provincia  se  forman  y  llevan  matrículas 
ó  registros  en  que  se  asientan  los  nombres  y  circunstancias  de 
los  éxtraiyeros  que  residen  ó  vienen  á  residir  en  el  territorio, 
con  separación  de  las  dos  clases  de  domiciliados  y  transeúntes; 
y  no  tienen  derecho  á  ser  considerados  extranjeros  en  ningún 
concepto  legal,  sino  aquellos  que  se  hallen  inscritos  en  estas  ma- 
trículas y  en  las  desús  consulados  respectivos  (2). 

Los  extranjeros  transeúntes  obedecen  las  leyes  de  España  en 
todo  lo  concerniente  al  derecho  internacional  privado,  ó  sea  al 
estado  y  capacidad  de  las  personas,  salvo  si  existen  tratados  que 
modifiquen  en  este  punto  la  letra  y  el  espíritu  de  nuestra  legis- 
lacioa  civil  y  administrativa. 

117T. — Pueden  los  extranjeros  entrar  en  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos y  prerogativas  propias  del  español,  obteniendo  privilegio 
de  naturalización  ó  carta  de  naturaleza.  Esta  habilitación  es  de 
dos  maneras;  absoluta  ó  la  total  incorporación  en  el  reino  del  su- 
jeto á  quien  se  concede  para  poder  disfrutar  todos  y  cualesquie- 
ra oficios,  como  si  verdaderamente  hubiese  nacido  en  España,  y 
limitada  ó  una  mera  aptitud  para  aquella  determinada  gracia  que 
en  la  carta  se  expresa. 

Conforme  á  estos  principios  distingue  la  ley  cuatro  clases  de 
naturalización,  á  saber : 

I.  La  absoluta  ó  habilitación  para  gozar  de  todo  lo  eclesiásti- 
co y  secular  sin  limitación  alguna. 

U.  La  habilitación  para  todo  lo  secular,  sin  extenderse  á  nada 
tocante  á  lo  eclesiástico. 

ni.  La  habilitación  para  obtener  cierta  cantidad  de  renta 
eclesiástica  en  prebenda,  dignidad  ó  pensión,  sin  exceder  de 
ella. 

IV.  Y  la  relativa  á  lo  secular,  y  sólo  para  gozar  de  honras  y 
oficios  como  los  naturales,  excepto  los  cargos  públicos  genera- 
les, provinciales  ó  municipales  que  no  se  comunican  á  los  extran- 
jeros naturalizados,  sino  en  el  primer  caso  (3). 

\ 

(1)  Tratado  de  comercio  de  1697,  convenio  de  1750  y  otros  posteriores,  reales  órdenes 
de  29  de  Setiembre  y.  1  de  Noviembre  de  1886, 11  de  Agosto  de  1837  y  7  de  Enero  y  8  de  Ju- 
nio de  1888  y  real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852,  arts.  17  al  27. 

(2)  Leyes  8, 9  y  10,  tít.  zi,  lib.  VI,  Nov.  Recop.,  real  orden  de  80  de  Enero  de  1844,  y  real 
decreto  de  17  de  Noviembre,  arts.  9  y  12. 

(3)  Nota  á  la  ley  6,  tít.  ziv,  lib.  I,  Nov.  Recop. 
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La  vecindad  por  sí  sola  no  impone  á  la  fuerza  el  derecho  de 
naturalización  y  ciudadanía  (1). 

Antiguamente  no  se  otorgaban  estas  cartas  de  naturaleza  á  los 
extranjeros  sino  en  caso  de  precisa  necesidad,  ó  por  especiales 
méritos  de  la  persona,  ó  por  no  haber  cosa  más  proporcionada 
con  que  premiar  sus  servicios  que  algún  oficio,  beneficio  ó  digni- 
dad para  cuyo  goce  se  requiriese  la  cualidad  de  natural  de  estos 
reinos,  y  aun  entonces  previo  el  consentimiento  de  las  ciudades  . 
y  villas  de  voto  en  Cortes. 

•    Las  d^  Cádiz  y  las  de  1820  á  1823  otorgaron  varias  cartas  de 
naturaleza,  como  si  fiíese  prerogativa  del  legislador. 

Distinguieron  asimismo  la  carta  de  naturaleza  de  la  de  ciuda- 
danía, mandando  que  sin  la  una  ó  la  otra  ningún  extraiyero  pu- 
diese gozar  en  E^aña  empleo  ó  cargo  civil,  beneficio  ni  pensión 
eclesiástica. 

Para  que  un  extranjero  pueda  obtener  carta  de  naturaleza,  debe 
estar  casado  con  española  y  haber  traido  6  fijado  en  España  al- 
guna invención  ó  industria  apreciable,  ó  adquirido  bienes  raíces 
por  los  que  pague  una  contribución  directa,  ó  ejercer  el  comer- 
cio con  capital  propio,  ó  bien  tenerlo  mere^cido  por  servicios 
muy  señalados  (2). 

1178. — Distinguen  los  autores  los  derechos  civiles  y  políticos, 
aunque  no  todos  los  entienden  y  explican  del  mismo  modo.  Di- 
cen unos  que  aquellos  pertenecen  al  hombre  en  cuanto  hoipbre, 
y  estos  al  hombre  en  cuanto  ciudadano.  Otros  pretenden  que  los 
derechos  civiles  son  derechos  privados  de  los  naturales  con  ex- 
clusión de  los  extranjeros,  y  los  políticos  los  que  confieren  una 
participación  directa  ó  indirecta  en  los  negocios  públicos. 

Aceptado  el  principio  fuera  de  controversia,  á  saber,  que  los 
derechos  políticos  son  propios  del  ciudadano  y  significan  su  le- 
gítima intervención  en  el  Gobierno,  fiácilmente  se  concibe  que 
no  se  comunican  á  los  extranjeros.  Los  derechos  de  sufragio,  de 
reunión,  asociación  y  petición,  la  libertad  de  imprenta,  y  la  ca- 
pacidad para  obtener  cargos  públicos,  cuyo  goce  reserva  la  Cons- 
titución á  los  españoles,  pertenecen  á  esta  clase. 

(1)  Ley  6,  tit.  ziv,  lib.  I,  Noy.  Recop.,  y  6rdeii  del  Regente  de  18  de  Abril  de  1843. 

(2)  Ley  6,  tít.  xnr,  11b.  I ,  Nov.  Recop.,  Constitución  de  1812|  art.  30,  y  decretos  de  las  Cor- 
tes de  18  de  Mayo  de  1812  y  IS  de  Abril  de  1818. 
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CAPÍTULO  xxm. 

Oe  4«  Hberlad  ét  impr^mím. 


1179.— Li]i)ertft4  <i®  imprenta. 

118Ó.— Régimeif  de  la  publicidad. 

1181.— Importaifcia  de  la  libertad 
de  imprenta. 

1182.— Su  necesidad. 

1183.— Eb  un  derecho  de  todos  los 
españolas. 

1184.— Lipit^cipnes  ^§u  ejercicio. 

118S.— Previa  censura. 

1186.— DÍBpósito. 

1187.— Autorízacion  administrati- 
va. 

1188.— Amgji^pt^jCiop. 

1Í89Í— Recogida! 

1Í90;— timbre. 

1191.— Resumen  del  sistema  pre- 
ventivo. 


1192.— Sistema  represivo. 
1193.— Delitos  de  imprenta. 
1194.— El  periódico  y  el  libro. 
1195.— Peligros  de  la  libertad  de 

imprenta. 
1196.— Legislación  anterior. 
1197.-^Libertad  absoluta. 
1198.— Sus  efectos. 
1199.— Represión. 
1200.— Reforma. 
1201.— Régimen  provisionsj. 
1202.— Abusos  de  la  impr^^ita. 
1203.— Medios  preventivos. 
1204.— Tribunal  de  imprenta. 
1205.— Sanción  penal. 
1206.— Resumen  y  conclusión. 


1179. — «La  imprenta,  introducida  ahora  en  el  mundo,  dice 
Ghateaul^riand,  es  la  electricidad  social,  es  la  palabra  en  estado 
de  rayo.  En  vano  intentareis  ahogarla,  pues  cuanto  más  preten- 
dáis comprimirla,  tanto  más  violenta  será  la  explosión.  Lo  que 
conviene  es  aprender  á  servirse  de  ella,  apartando  sus  peligros... 
porque  nuestro  signo  es  vivir  con  la  imprenta,  como  vivimos  en 
medio  de  las  máquinas  de  vapor.» 

La  libertad  del  pensamiento  seria  de  todo  punto  ociosa,  si  no 
llevara  consigo  la  libertad  de  la  palabra  y  de  la  escritura  que  son 
el  medio  de  comunicarlos  á  través  del  tiempo  y  del  espacio.  Nin- 
guna constitución  moderna  puede  omitir  la  consagración  de  este 
derecho  sin  mortificar  á  los  pueblos,  ahogando  sus  necesidades, 
comprimiendo  sus  deseos  y  violentando  la  corriente  de  sus  há- 
bitos y  costumbres.  Pasaron  ya  los  siglos  en  que  para  imprimir 
un  libro  se  necesitaba  impetrar  licencia  del  Consejo,  trocándose 
en  ley  común  lo  que  antes  constituía  un  molesto  privilegio  otor- 
gado previa  censura  con  la  suma  de  la  tasa. 

1180. — Del  derecho  de  cada  ciudadano  de  publicar  y  hacer 
imprimir  sus  opiniones  resulta  la  publicidad  universal.  Denun- 
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ciar  á  la  faz  del  inundo  los  errores  y  extravíos  del  Gobierno  es 
un  ine(|[io  de  precaverlos  ó  remediarlos,  porque  se  forma  la  opi- 
nión que  facilita  el  triunfo  de  1^  verdad  y  la  justicia,  y  se  prga- 
niz^t  la  resistencia  legal  á  los  excesos  y  abusos  de  los  poderes 
constituidos,  en  nombre  de  la  libertad. 

1181.— Poco  valdrían  las  mejores  constituciones  políticas,  y 
de  ijloco  aprovecharía  el  principio  de  la  división  de  los  poderes 
del  estado,  si  no  existiese  la  libertad  de  imprenta  como  una  parte 
integrante  áel  derecho '^público  de  todas  las  naciones  que  desean 
reducir  á  la  práctica  el  régimen  constitucional.  La  libertad  de 
imprenta  tiene  el  carácter  y  la  fuerza  de  una  institución  política, 
amparo  y  defensa  de  1^  sociedad  contra  los  poderes  ijue  se  des- 
vían de  la  íéy  y  propenden  á  lo  arbitrario. 

ÍLa  imprenta  libre  no  es  un  poder  del  estado,  ni  menos  el  juez 
supremo  de  ios  demás  poderes  que  la  Constitución  reconoce  y' 
ciiya  existencia  consagra :  es  el  eco  de  la  opinión  y  el  centinela 
de  la  libertad.  El  periódico  que  se  levanta  como  el  sol  todas  las 
mañanas,  adquirió  el  valor  de  una  influencia  poderosa  y  una  ga- 
rantía eflcáz  áe  los  derechos  del  ciudadano,  porque  es  una  resis- 
tencia, y  |as  libertades  públicas  ¿qué  son  sino  resistencias  al 
poder  que  traspasa  los  límites  señalados  por  la  Constitución  al 
ejercicio  de  la  autoridad? 

1182. — Aceptemos  la  libertad  de  imprenta,  principio  de  vida, 
alma  del  progreso,  escudo  de  la  dignidad  del  hombre  y  prenda 
de  buen  gobierno;  aceptémosla  de  grado  á  pesar  de  sus  incon- 
venientes y  peligros  como  una  necesidad  social,  porque  hoy  los 
pueblos  no  sé  resignan  al  silencio,  ni  es  posible  que  se  resignen 
cuando  las  ideas  cruzan  el  aire  como  los  relámpagos.  No  hay 
poder  bastante  fuerte  á  contener  esta  respiración  del  espíritu ;  y 
si  alguno  llevase  su  arrojo  ó  temeridad  hasta  intentarlo,  á  la  li- 
bertad sucedería  la  licencia  más  desenfrenada.  Los  Césares  dic- 
taron  severas  providencias  contra  las  murmuraciones  del  pueblo 
romano,  y  las  murmuraciones  fueron  en  aumento  según  el  tes- 
timonio de  Séneca  en  aquellas  juiciosas  palabras :  Prohibiíi  ser- 
j^onésy  ideoque  plures. 

1183. — Todos  los  españoles  tienen  derecho  á  emitir  libremen- 
te sus  ideas  y  opiniones,  ya  de  palabra,  ya  por  escrito,  valién- 
dose de  la  imprenta  ó  de  otro  procedimiento  semejante  (1).  La 

(l)  Const.,  art.  17. 
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imprenta  es  libre,  no  sólo  porque  la  Constitución  así  lo  declara, 
sino  porque  prohibe  poner  límites  al  ejercicio  de  este  derecho 
por  medio  de  las  leyes  ó  los  reglamentos  de  administración  pú- 
blica. En  efecto,  seria  muy  precaria  esta  libertad,  si  la  Constitu- 
ción autorizase  ó  consintiese  rodearla  de  minuciosas  precauciones. 

Por  regla  general  más  vale  precaver  que  castigar;  pero  sucede 
algunas  veces  estar  tan  cerca  el  uso  del  abuso,  que  no  hay  modo 
de  distinguirlos  y  separarlos.  Si  por  temor  del  abuso  se  adoptan 
cautelas  minuciosas,  se  corre  el  peligro  de  condenar  el  uso  legí- 
timo; y  el  prudente  arbitrio  del  Gobierno  en  materia  de  imprenta 
equivale  á  la  previa  censura. 

1184»— Aunque  la  Constitución,^  velando  por  la  integridad  de 
los  derechos  individuales,  no  tolera  que  la  hbertad  de  imprenta 
padezca  menoscabo  multiplicando  los  medios  preventivos,  toda- 
vía el  Código  penal  exige  que  las  publicaciones  lleven  pié  de  im- 
prenta, so  pena  de  ser  reputadas  clandestinas;  y  en  cuanto  á  las 
periódicas,  que  antes  de  salir  á  luz  se  ponga  en  conocimiento  de 
la  autoridad  local  el  nombre  del  director  y  el  del  editor,  si  lo  tu- 
viere (1).  Dirán  que  estas  cautelas  tienen  por  objeto  asegurar  la 
acción  de  la  justicia,  á  quien  compete  perseguir  los  delitos  que 
se  cometan  abusando  de  la  imprenta,  para  lo  cual  importa  cono- 
cer á  los  culpados;  pero  no  es  menos  cierto  que  son  medios  pre* 
ventivos,  y  de  tal  carácter  que  no  los  hay  equivalentes  en  el  de- 
recho común. 

Añade  la  Constitución  que  tampoco  se  podrá  establecer  la  cen- 
sura, el  depósito,  ni  el  editor  responsable  para  los  periódicos. 
Sin  embargo  del  precepto  constitucional,  ya  hemos  visto  que 
toda  publicación  periódica  necesita  un  editor  conocido  de  ante- 
mano, cuyo  nombre  se  declara  ante  la  autoridad,  verdadero  res^ 
ponsable  de  las  faltas  y  delitos  cometidos  por  medio  de  la  im- 
prenta según  el  Código  penal  (2). 

1185.  -La  previa  censura  que  Bonald  apellidó  la  ley  sanitaria 
de  la  fiebre  de  escribir,  equivale  á  la  negación  absoluta  de  la  li- 
bertad de  imprenta.  No  hay  derecho  de  emitir  cada  uno  sus  ideas 
y  opiniones,  cuando  el  Gobierno  se  arroga  la  facultad  de  exami-  - 
narlas  antes  de  que  salgan  á  luz,  es  decir,  de  ahogar  el  pensa- 
miento al  nacer  en  virtud  de  una  potestad  arbitraria. 

(1)  Const.,  art.  22;  C6d.  penal,  art.  203. 

(2)  Arta.  12  y  14. 
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La  libertad  de  imprenta  es  la  libertad  misma  de  la  palabra  que 
Dios  concedió  al  hombre  para  comunicarse  con  sus  semejantes; 
y  así  como  el  abuso  de  la  palabra  no  justificarla  una  ley  que  pro- 
hibiese hablar  sin  licencia  superior,  así  también  repugna  á  la 
razón  que  nadie  pueda  escribir  ni  publicar  sus  escritos  sin  la  ve- 
nia de  la  autoridad.  Este  precepto  de  la  higiene  moral  no  pre- 
serva á  los  pueblos  del  contagio  de  las  malas  ideas,  porque  si  el 
contrabando  se  burla  de  la  prohibición,  la  previa  censura  es  bui^ 
lada  por  la  prensa  clandestina,  llena  de  hiél  y  veneno,  y  tanto 
más  atrevida  y  licenciosa,  cuanto  más  confía  en  la  impunidad. 

1186. — Otro  de  los  medips  preventivos  que  excluye  la  Consti- 
tución es  exigir  á  los  particulares  ó  empresas  que  se  proponen 
publicar  un  periódico  de  carácter  político,  la  consignación  de 
cierta  suma  por  via  de  depósito,  sin  cuyo  requisito  no  se  conce- 
de la  autorización  necesaria  por  el  Gobierno. 

1187. — La  autorización  previa  contradice  el  principio  de  liber- 
tad, y  el  depósito  la  transforma  en  un  privilegio  inherente  á  la 
riqueza.  Si  el  objeto  es  suscitar  un  obstáculo  á  la  multiplicación 
de  los  periódicos,  carece  de  eficacia.  El  número  de  los  que  se  pu- 
blican se  determina  por  el  de  los  partidos  militantes,  y  ninguno 
hay  tan  pobre  que  no  pueda  prestar  la  caución  legal.  El  depósi- 
to sólo  es  admisible  como  garantía  de  solvencia,  cuando  la  im- 
prenta se  rige  por  una  ley  especial  en  que  predominan  las  penas 
pecuniarias. 

1188. — La  amonestación  ó  el  apercibimiento .  puede  conci- 
liarse  con  la  tolerancia  y  aun  con  la  benevolencia;  pero  también 
puede  ser  el  principio  de  una  serie  de  medidas  de  rigor  y  dege- 
nerar en  un  sistema  de  abierta  hostilidad  entre  el  Gobierno  y  la 
opinión  pública.  En  este  caso  equivale  á  la  censura  retroactiva, 
y  prepara  el  camino  á  la  supresión  del  periódico  de  orden  de  una 
autoridad  resuelta  á  no  consentir  la  discusión  de  sus  actos,  á  su- 
primir toda  contradicción,  en  fin,  á  cercenar  una  por  una  todas 
las  libertades  sin  que  al  pueblo  le  sea  lícito  romper  el  silencio. 

1189. — La  recogida  es  un  secuestro  sin  forma  de  juicio,  usur- 
pando el  Gobierno  las  atribuciones  del  tribunal  competente,  y 
quien  juzga  la  prensa  es  arbitro  de  ella.  Prohibir  la  circulación 
de  un  impreso  sin  que  preceda  fallo  judicial  repugna  tanto  á  la 
razón,  como  aplicar  la  pena  antes  de  averiguar  el  delito. 

1190.— Si  el  derecho  de  timbre  no  traspásalos  límites  ordina- 
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ríos  de  una  contribución,  no  padece  la  libertad  de  imprenta  más 
que  la  libertad  de  industria;  pero  si  tiende  á  gravar  las  empresas 
para  encarecer  el  periódico  y  reducir  el  número  de  lectores,  no 
se  agusta  al  principio  de  la  igualdad,  porque  una  parte  de  la  pren- 
sa resulta  perjudicada  y  otra  favorecida,  y  constituye  un  privile- 
gio incompatible  con  la  libre  manifestación  del  pensamiento. 

1191. — Puesto  que  los  medios  preventivos  no  resuelven  la  di- 
ficultad de  purgar  la  libertad  de  imprenta  de  los  vicios  de  que 
adolece  como  toda  institución  humana  sin  herirla  de  muerte,  y 
que  la  libertad  de  imprenta  es  una  necesidad  de  este  siglo,  sobro 
todo  en  donde  quiera  que  existen  Gobiernos  más  6  menos  popu- 
lares, renunciemos  al  propósito  de  poner  diques  al  torrente  y 
dejemos  correr  el  agua. 

1192. — Abandonado  el  sistema  preventivo,  es  forzoso  corregir 
los  abusos  de  la  libertad  de  imprenta  por  los  trámites  de  justicia. 

En  efecto,  se  puede  abusar  del  derecho  de  emitir  nuestras  ideas 
y  opiniones  hasta  el  punto  de  cometer  faltas  ó  delitos.  Pocos, 
pero  al  fin  algunos  autores,  considerando  impotente  la  sanción 
penal  contra  los  delitos  de  la  palabra  y  de  la  prensa,  sostienen 
que  basta  la  conciencia  pública  á  proteger  la  sociedad  y  el  indi- 
viduo. Otros  se  consuelan  con  la  idea  que  la  prensa,  como  la 
lanza  de  Aquiles,  cura  las  heridas  que  hace,  virtud  que  no  acre- 
dita la  experiencia.  Los  más  abogan  por  la  represión  y  el  casti- 
go, no  dudando  de  la  eficacia  de  las  penas,  ni  admitiendo  el  pri- 
vilegio de  lá  impunidad. 

1193.— Esta  opinión  corre  unánime  hasta  llegar  á  la  cuestión 
si  los  delitos  de  imprenta  son  comunes  ó  especiales,  es  decir,  si 
hay  algo  que  modifique  su  naturaleza  y  obligue  al  legislador  á 
clasificarlos  aparte,  ó  si  por  el  contrario  no  hay  razón  para  dis- 
tinguirlos de  los  demás,  porque  la  imprenta  es  un  instrumento 
de  la  acción  punible,  como  podria  serlo  el  puñal  ó  el  veneno. 

El  Código  penal  reformado  acepta  el  principio  de  la  igualdad; 
de  modo  que  no  reconoce  delitos  de  imprenta,  sino  delitos  que 
se  cometen  por  medio  de  la  imprenta.  Sin  embargo,  no  preva- 
lece en  todo  su  rigor  el  derecho  común  desde  que  hay  un  capí- 
tulo especial  destinado  á  enumerar  y  castigar  las  faltas  de  im^ 
pf^enta. 

Todavía  es  mayor  la  inconsecuencia  al  declarar  que  la  respon- 
sabilidad criminal  proveniente  de  esta  clase  de  faltas  y  delitos. 
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alcanza:  1."*  A  los  autores:  2."  A  los  directores  de  la  publicación: 
3."*  A  los  editores:  4/  Y  por  último  á  los  impresores. 

Ahora  bien :  con  arreglo  al  derecho  común  son  responsables 
criminalmente  los  autores,  los  cómplices  y  los  encubridores, 
¿A  cuál  de  estas  tres  categorías  pertenecen  los  editores  y  sobre 
todo  los  impresores  que  subsidiariamente  y  por  su  orden  son 
responsables  de  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  imprenta, 
cuando  no  se  puede  hacer  efectiva  la  responsabilidad  primaria 
del  autor?  La  ley  responde  se  reputarán  autores;  pero  es  ima 
ficción,  y  no  la  realidad.  Que  el  director  ó  el  editor  de  una  pu- 
blicación sean  criminalmente  responsables  de  los  escritos  que  in- 
sertan en  cuanto  cómplices  del  delito  de  imprenta,  cabe  dentro 
del  derecho  común;  más  no  se  concibe  la  responsabilidad  sub- 
sidiaría de  éstos,  y  mucho  menos  la  del  impresor,  agente  mecá- 
nico ó  mero  instrumento  del  delito,  sino  dando  por  averiguado 
y  resuelto  que  la  naturaleza  particular  del  acto  punible  reclaman 
una  excepción  (1). 

El  espíritu  de  sistema  que  no  toma  en  cuenta  los  hechos  que 
modifican  el  rigor  de  los  principios  y  todo  lo  subordina  á  la  uni- 
dad, engendra  estas  y  otras  inconsecuencias  ó  contradicciones. 
El  amor  á  la  línea  recta  explica  el  empeño  de  someter  los  deUtos 
de  imprenta  al  derecho  común,  cuando  deberían .  ser  objeto  de 
una  ley  especial. 

1104. — Por  más  severa  que  haya  sido  la  legislación  restrictiva 
de  la  imprenta,  siempre  estableció  diferencia  entre  el  periódico 
y  el  libro/  aquél  vigilado  como  sospechoso,  y  por  tanto  sigeto  al 
régimen  preventivo,  y  éste  favorecido  con  mayor  grado  de  liber- 
tad, cuyos  límites  determinaban  los  medios  represivos. 

Fundábase  la  distinción  en  que  escribir  un  libro  requiere  tiem- 
po, meditación  y  estudio,  adquirirlo  comodidades,  su  lectura  re- 
flexión, y  en  que  no  se  dirige  á  un  público  numeroso  y  fócU  de 
extraviar,  sino  á  ciertas  clases  superiores  de  la  sociedad,  á  quie- 
nes su  madura  inteligencia  y  suí  recto  criterio  precaven  del  conta- 
gio de  toda  mala  doctrina. 

La  materia  se  presta  á  la  controversia.  Es  verdad  que  la  cir- 
culación del  periódico  es  rápida  y  su  acbion  continua,  pero  en 
cambio  el  libro  causa  una  impresión  más  profunda  y  sus  efectos 

(l)  C6d.  penal,  art.  14. 
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son  más  seguros.  El  periódico  arrebata  un  momento,  despierta 
las  pasiones,  vive  un  dia  y  al  siguiente  se  olvida.  El  libro  habla 
á  la  razón,  persuade,  convence,  penetra  con  lentitud  la  opinión 
y  acaba  por  dominarla.  En  todos  los  mares  hay  escollos,  y  todas 
las  libertades  tienen  sus  peligros. 

1195. — Por  eso  no  discutimos  si  la  de  imprenta  es  un  bien 
exento  de  mal,  sino  que  entendemos  debe  aceptarse  porqué  pro- 
duce más  bienes  que  males,  y  sobre  todo  como  una  necesidad 
absoluta  de  los  gobiernos  representativos.  Perseguir  la  impren- 
ta es  exaltarla,  darle  fiíerzas  y  mejorar  su  causa  desde  que  se 
presenta  al  público  como  una  víctima. 

Tocqueville  pensaba  que  el  único  medio  de  neutralizar  el  influjo 
de  los  periódicos  era  multiplicarlos.  En  vez  de  centralizarla  pren- 
sa buscando  rodeos  que  conducen  á  que  esté  representada  por 
pocos  órganos,  cada  uno  poderoso  y  de  grande  autoridad,  con- 
vendría facilitar  su  acceso  á  todos  los  escritores  para  diseminar 
sus  fuerzas  y  reducirla  á  los  límites  de  una  industria  vulgar  ó 
de  una  mera  libertad  de  la  palabra.  El  consejo  tiene  en  su  abo- 
no la  experiencia  de  algunos  pueblos  bien  hallados  con  el  siste- 
ma de  no  irritar  el  apetito  dejando  entrever  el  fruto  prohibido. 
Resta  averiguar  si  en  otros,  en  donde  las  instituciones  no  tienen 
hondas  raíces,  antes  de  adquirir  la  costumbre  de  respetarlas,  no 
nacerla  un  estado  de  guerra  que  encendiese  las  pasiones,  pasan- 
do los  partidos  militantes  de  la  discusión  tranquila  á  la  polémica  ' 
ardiente,  y  del  abuso  de  la  palabra  á  las  vias  de  hecho. 

En  resolución,  la  libertad  de  imprenta  es  un  principio  que  está 
fuera  de  controversia :  su  grado  debe  medirse  por  la  educación 
política  propia  de  cada  pueblo. 

1196. — Como  el  ejercicio  de  la  imprenta  es  una  parte  vital  de 
todo  sistema  político,  no  es  maravilla  que  en  España  experimen- 
tase esta  legislación  tan  grandes  vicisitudes.  Cada  partido  ha 
puesto  el  sello  de  su  dominación  á  la  imprenta;  y  cuando  otro  le 
sustituyó  en  el  poder,  deshizo  la  obra  de  su  rival  (1). 


(1)  Ley  de  5  de  Noviembre  de  1820  y  su  adicional  de  12  de  Febrero  de  1821;  otra  de  16  de 
Febrero  de  1822;  real  cédula  de  12  de  Juiio  de  1830;  reg'lamentos  de  4  de  Enero  y  I.**  de  Ju» 
nlo  de  1884;  ley  de  16  de  Febrero  de  1822,  restablecida  por  real  decreto  de  1*7  de  Agosto 
de  1836;  ley  de  12  de  Octabre  de  1837;  reales  decretos  de  10  de  Abril  de  1844, 6  de  Julio  de 
1845, 10  de  Bnero  y  2  do  Abril  de  1852, 2  de  Enero  de  1853  y  real  orden  de  4  de  Enero  del 
mismo  año;  real  decreto  de  f  de  Marzo  de  18S6,  real  decreto  de  22  y  ley  de  29  de  Junio  da 
1864,  etc. 
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1197. — El  Gobierno  provisional,  oponiendo  á  un  sistema  otro 
sistema,  derogó  las  leyes  especiales  de  imprenta,  y  decretó  que 
los  delitos  que  se  cometiesen  por  este  medio,  fuesen  reprimidos 
y  castigados  ^on  arreglo  al  Código  penal.  Bien  es  verdad  que  no 
pudo  menos  de  apartarse  del  derecho  común  en  cuanto  á  la  res- 
ponsabilidad criminal,  porque  la  subsidiaria  de  los  directores  de 
periódicos  y  de  los  editores  é  impresores  por  su  orden,  por  abu- 
sos cometidos  en  libros,  folletos  y  hojas  sueltas,  no  se  ajusta  sin 
violencia  á  los  principios  que  generalmente  rigen  en  la  mate- 
ria (1). 

1198. — ^No  fué  muy  afortunado  el  ensayo,  porque  la  libre  emi- 
sión del  pensamiento  suscitó  peligros  que  la  acción  de  los  tribu- 
nales de  justicia  no  bastaron  á  conjurar  (2). 

1199. — Suspendidas  las  garantías  constitucionales  y  puesta  en 
vigor  la  ley  de  orden  público,  la  imprenta  quedó  á  merced  de  un 
poder  discreccional;  es  decir,  que  el  exceso  y  el  abuso  de  la  liber- 
tad lanzaron  al  Gobierno  en  la  temerosa  senda  de  lo  arbitra- 
rio (3).  Los  gobernadores  de  provincia  fheron  primeramente  au- 
torizados «para  proponer  al  Gobierno,  y  en  caso  urgente  acor- 
dar por  sí  la  suspensión  de  las  publicaciones  que  preparasen,  au- 
xiliasen ó  excitasen  á  cometer  ciertos  delitos  definidos  en  la  ley 
de  orden  público  y  en  el  Código  penal,  y  poco  después  revesti- 
dos de  amplias  facultades  para  multar,  suspender  y  suprimir  las 
enemigas  de  la  ley,  del  Gobierno  y  de  la  paz  interior»  (4).  To- 
davía juzgó  necesario  el  Gobierno  encarecer  la  rigorosa  aplica- 
ción de  las  providencias  anteriores,  convencido  de  que  el  desen- 
freno de  la  prensa  era,  si  no  Itf  única,  la  principal  causa  de  los 
males  que  afligían  á  la  patria  (5). 

(1)  Decreto  de  28  de  Octubre  de  186B. 

(2)  La  libertad  de  imprenta  se  empleó  en  « dirigir  excitaciones  mAs  ó  menos  embozadas 
contra  el  saf^ado  derecho  de  propiedad  y  contra  la  ordenanza  y  disciplina  del  ejército,  y 
en  hacer  malignas  iusinaaciones  para  soliviantar  los  ánimos,  encender  las  pasiones  y  con- 
citar á  la  rebelión  >.  Circular  de  8  de  Diciembre  de  186B. 

(3)' Ley  y  circular  de  20  de  Setiembre  de  1818. 

(4)  Decreto  de  22  de  Diciembre  de  1978. 

« Cuando  la  sociedad  está  enferma,  necesita  como  el  individuo  la  privación  y  la  quietud, 
y  no  es  posible  ni  lícito  á  los  ciudadanos  de  un  país  devorado  por  la  «guerra  y  castigado 
con  el  espectáculo  diario  de  su  propia  muerte,  vivir  la  vida  de  los  pueblos  libres,  ni  res- 
pirar la  atmósfera  de  todos  los  derechos.»  Circular  de  15  de  Enero  de  1814. 

(5)  « Los  repetidos  abusos  de  la  prensa  obligan  al  Gobierno  á  recordar  á  sus  delegados 
la  necesidad  de  proceder  con  todo  rigor  en  la  aplicación  de  las  disposiciones  vigentes  en 
la  materia...  convencido  por  la  dolorosa  experiencia  de  que  el  origen  de  nuestros  mayores 
males  es  debido  á  la  insensata  propaganda...  que  fomenta  diariamente  el  desorden  moral, 
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IX.  Ofender  á  los  soberanos  reinantes  ó  á  los  poderes  consti- 
tuidos en  otras  naciones,  así  como  á  sus  representantes  acredi- 
tados en  la  corte  de  España,  siempre  que  este  delito  se. halle  pe- 
nado en  la  nación  respectiva. 

X.  Injuriar  á  personas  constituidas  en  autoridad. 

1203. — Los  directores  de  periódicos  que  se  publiquen  en  Ma- 
drid están  obligados  á  presentar  en  el  momento  de  la  publicación 
cuatro  ejemplares  firmados  de  su  mano,  uno  en  la  fiscalía  de  im- 
prenta, otro  en  la  presidencia  del  Consejo  de  ministros,  otro  en 
el  ministerio  de  la  Gobernación,  y  el  cuarto  en  el  gobierno  de  la 
provincia,  so  pena  de  suspensión  de  ocho  á  quince  dias  acordar 
da  por  el  tribunal  de  imprenta  en  virtud  de  denuncia  fiscal  y  sin 
más  prueba  que  la  presentación  del  número  publicado  y  la  falta 
del  recibo  que  expide  la  autoridad. 

En  las  demás  poblaciones  en  donde  haya  Audiencia  deben 
presentar  dos  ejemplares,  uno  en  la  fiscalía  de  imprenta  y  otro 
en  el  gobierno  de  la  provincia;  en  las  capitales  que  no  la  tengan 
uno  solo  en  el  gobierno  civil,  y  en  las  restantes  uno  también  en 
la  alcaldía. 

El  fiscal  de  imprenta  dispone  por  sí  ó  de  orden  del  Gobierno, 
y  lleva  á  efecto  el  secuestro  de  la  edición  del  número  del  perió- 
dico en  que  aparezca  haberse  cometido  alguno  de  los  abusos 
arriba  expresados,  y  lo  denuncia  al  tribunal  que  desde  luego  se- 
ñala dia  para  la  vista.  En  la  misma  providencia  cita,  emplaza  y 
manda  notificar  el  señalamiento  al  director  del  periódico  en  su 
domicilio,  4  por  cédula  en  el  caso  de  no  ser  habido.  El  acto  de 
la  vista  es  público,  á  no  exigir  la  decencia  que  se  celebre  á  puerta 
cerrada. 

1204. — El  tribunal  de  ünprenta  se  compone  de  tres  magistra- 
dos de  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  radique  el  periódico  de- 
signados por  el  ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

1205. — Las  penas  son: 

I.  La  suspensión  del  periódico  por  un  plazo  que  no  bsije  de 
veinte  dias,  ni  exceda  de  dos  meses  en  los  casos  previstos  en 
el  núm.  1202-I-n-ffl.IV  y  V. 

n.  La  suspensión  por  un  plazo  no  menor  de  un  mes  ni  mayor 
de  tres,  en  el  de  reincidencia,  ó  si  el  periódico  hubiese  ya  dado 
motivo  á  dos  condenas  por  los  abusos  expresados  en  el  párrafo 
anterior. 
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ni.  La  supresión  en  el  de  segunda  reincidencia  en  el  propio 
abuso,  ó  en  el  de  haber  sufrido  tres  condenas  por  los  compren- 
didos en  el  mismo  grupo. 

IV.  La  suspensión  por  término  de  siete  á  veintiún  dias  por  los 
abusos  contenidos  en  el  núm.  1202-VI-VII-Vin-IX  y  X. 

V.  La  suspensión  por  doble  tiempo  mediando  reincidencia,  ó 
incurriendo  por  segunda  vez  en  alguno  de  los  pertenecientes  á 
este  grupo. 

De  las  recusaciones,  competencias  y  demás  incidentes  del  pro- 
ceso, así  como  del  recurso  de  casación  contra  los  fallos  del  tri- 
bunal de  imprenta,  no  damos  mayor  explicación,  porque  son  ma- 
terias propias  de  la  administración  de  justicia  (1). 

1206. — ^Tal  es  la  triste  y  lamentable  historia  de  la  legislación 
de  imprenta  en  España,  imagen  fiel  de  las  vicisitudes  de  nuestra 
política  y  de  nuestras  discordias  civiles.  Aquí  todo  se  ha  ensa- 
yado, desde  la  libertad  absoluta  hasta  la  restricción  severa,  y 
nada  ha  prevalecido.  Todos  los  Gobiernos  hacen  protestas  de 
ardiente  amor  á  la  libertad  de  imprenta,  y  ninguno  deja  de  re- 
primirla. Las  más  acerbas  invectivas  y  los  castigos  más  duros 
son  obra  de  los  más  populares*. 

Es  preciso  tener  una  fé  muy  viva  en  la  libertad  de  imprenta 
para  defenderla,  como  la  defendemos  á  pesar  de  sus  extravíos: 
es  preciso  aceptarla  como  una  institución,  y  protegerla  contra 
sus  propios  ekcesos,  porque  el  abuso  del  derecho  es  una  especie 
de  suicidio. 

La  experiencia  demuestra  que  las  leyes  comunes  carecen  de 
eficacia  para  contener  la  prensa  en  los  límites  de  la  censura.  Si 
á  pretexto  de  oposición  al  Gobierno  conmueve  los  cimientos  de 
la  sociedad,  suya  será  la  culpa,  si  la  someten  al  yugo  de  una  le- 
gislación especial.  Todo  es  preferible  á  un  régimen  arbitrario. 


CAPÍTULO  XXIV. 
lie  Um  eleecloBes  en  general. 

1207.— Derecho  electoral.  teria  de  elecciones. 

12Ü8,— Sufragio  universal.  1210.— Inconvenientes  y  peligros 

1209.— Deberes  del  Gobierno  en  ma-  de  la  intervención  oficial. 

» 

(1)  Real  decreto  de  31  de  Diciembre  de  1975. 
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1211.— Clasificación  de  las;  eleccio-  1216.— Rectificación. 

nes.  1217.— Reclamaciones. 

1212.— Listas  electorales.  1218. — Libro  del  censo  electoral. 

1213.— Electores.  1219.— Libros  talonarios. 

1214.— Incapacitados.  1220.— Cédulas. 

1215.— Inscripción  en  las  listeus.  1221.— Elección. 

1207. — ^La  Constitución  declara  que  c  ningún  español  que  se 
halle  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles,  podrá  ser  priva- 
do del  derecho  de  votar  en  las  elecciones  de  senadores,  diputa* 
dos  á  Cortes,  diputados  provinciales  y  concejales»  (1). 

Resulta  del  texto  expreso  de  la  Constitución  que  todos  los  es- 
pañoles que  no  se  hallen  legalmente  incapacitados  para  ejercer 
sus  derechos  civiles,  tienen  participación  en  el  poder  por  medio 
del  sufragio,  y  que  el  sufragio  es  universal. 

1208. — La  universalidad  del  voto  es  el  fundamento  de  nuestro 
derecho  público  novísimo.  Este  principio  no  se  halla  fuera  de 
controversia :  discutirlo  seria  traspasar  los  límites  de  la  adminis- 
tración. Así  pues,  basta  con  advertir  que  la  opinión  de  Europa 
corre  á  dos  vertientes,  profesando  unos  la  doctrina  que  el  sufra- 
gio es  natural,  personal,  imprescriptible,  y  defendiendo  otros 
que  el  derecho  de  elegir  no  se  deriva  de  la  naturaleza  del  hom- 
bre, ni  es  absoluto  como  el  de  libertad  ó  propiedad,  sino  una  fun- 
ción pública  que  exige  garantías  de  capacidad.  Aquéllos  recla- 
man la  igualdad  ante  la  ley  en  nombre  de  la  justicia,  y  éstos  in- 
vocan la  utilidad  ,ó  la  intervención  útil  del  ciudadano,  á  ñn  de 
que  la  soberanía  del  número  no  prevalezca  sobre  la  razón  hu- 
mana. 

La  ciencia  no  ha  pronunciado  aun  su  veredicto.  En  la  prácti- 
ca lleva  el  censo  la  mcjjor  parte,  puesto  que  existe  en  Inglaterra, 
Alemania,  Italia,  Portugal,  Bélgica,  Holanda,  Dinámica,  Norue- 
ga y  Suecia.  El  sufragio  universal  sólo  prevalece  en  Francia,  Es- 
paña y  Suiza.  De  esta  comparación  resulta  averiguado  que  el  su- 
fragio universal  es  tan  propio  de  la  democracia  pura,  como  im- 
propio de  la  monarquía. 

1209. — El  primer  deber,  ó  mejor  dicho,  el  único  deber  del  Go- 
bierno en  materia  de  elecciones,  es  respetar  y  exigir  respeto  á 
la  libertad  de  Jos  electores. 

(1)  Art.  16. 


LIBRO  nr.    DE  LA   MATERIA   ADMINISTRATIVA.  555 

Para  que  la  elección  exprese  la  voluntad  general  es  condición 
necesaria  que  el  Gobierno  proteja  el  libre  ejercicio  de  un  dere- 
cho que  ó  nada  vale,  ó  reviste  el  carácter  de  un  acto  de  sobera- 
nía nacional  de  que  participa  cada  ciudadano.  El  Gobierno,  comer 
juez  del'  campo,  debe  mostrarse  neutral  en  la  contienda.  Toda 
influencia  ilegítima,  y  mucho  más,  toda  fuerza  capaz  de  extraviar 
ú  oprimir  la  conciencia  del  elector,  deben  ser  reprimidas,  y  sus 
autores  severamente  castigados. 

1210. — La  intervención  oficial  en  las  elecciones,  la  ciega  su- 
misión de  los  ñmcionarios  públicos,  la  intolerancia  de  las  mayo- 
rías, los  reprobados  manejos  de  las  minorías,  la  debilidad  ó  cor- 
rupción de  los  electores,  la  infidelidad  en  los  escrutinios  y  otros 
vicios  semejantes  hieren  de  muerte  el  sistema  representativo, 
porque  sin  la  libertad  del  voto  no  hay  delegación,  y  sin  la  dele- 
gación no  hay  mandato.  Algo  pueden  las  buenas  leyes  para  cor- 
regir estos  abusos,  pero  pueden  más  las  buenas  costumbres;  y 
gracias  si  antes  que  se  formen  no  perecen  las  instituciones. 

1211. — Son  las  elecciones  municipales,  provinciales,  de  dipu- 
tados y  senadores,  las  dos  primeras  clases  principio  y  fundamen- 
to de  la  organización  administrativa  local,  y  las  dos  últimas  po- 
líticas ó  parlamentarias.  El  procedimiento  es  común  hasta  cierto 
punto,  y  desde  allí  en  adelante  distinto.  Al  descender  á  los  por- 
menores no  seguiremos  el  orden  de  la  ley  que  dista  mucho  de 
ser  un  modelo  de  método  y  claridad,  sino  el  natural  de  los  he- 
chos ó  el  progreso  de  una  elección,  empezando  por  sus  opera- 
ciones preliminares. 

1212. — Listas  electorales, — Los  Ayuntamientos  forman  con 
arreglo  al  padrón  de  vecinos,  las  listas  electorales  en  las  que  de- 
ben incluir  los  nombres  de  todos  los  electores  del  término  mu" 
nicipal. 

1213. — Son  electores  todos  los  españoles  que  se  hallan  en  el 
pleno  goce  de  sus  derechos  civiles,  y  los  hijos  de  éstos  mayores 
de  edad  conforme  á  la  legislación  de  Castilla,  es  decir,  mayores 
de  veinticinco  años. 

1214.— *Están  exceptuados: 

I.  Los  que  por  sentencia  ejecutoria  hayan  sido  privados  del 
ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

II.  Los  que  al  verificarse  las  elecciones  se  hallen  procesados 
criminalmente,  si  contra  ellos  se  hubiese  dictado  auto  de  prisión 
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y  no  la  hubieren  subrogado  con  fianza  en  los  casos  en  que  pro- 
ceda en  derecho. 

ni.  Los  sentenciados  á  penas  aflictivas  ó  correccionales  mien- 
tras no  extingan  su  condena  y  no  sean  rehabilitados  con  arre- 
glo á  las  leyes.  Sólo  la  sentencia  firme  produce  este  efecto.  Los 
juzgados  tienen  la  obligación  de  remitir  á  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos de  la  vecindad  de  los  procesados,  testimonio  de  los  autos  de 
prisión  que  dicten,  y  de  las  sentencias  ejecutorias  que  priven  ó 
suspendan,  el  ejercicio  del  derecho  electoral. 

IV.  Los  que  por  carecer  de  medios  de  vivir,  se  hayan  acogí- 
do  á  un  establecimiento  de  beneficencia,  ó  se  hallen  empadrona- 
dos como  mendigos  y  autorizados  para  implorar  la  caridad  pú- 
blica, en  una  palabra,  el  pobre  de  solemnidad,  ya  recogido,  ya 
pida  limosna. 

1215.— Los  electores  lo  son  por  la  voluntad  de  la  ley,  de  suer- 
te que  la  inscripción  de  sus  nombres  en  las  listas  es  un  mero  trá- 
mite que  tiene  por  objeto  declarar  que  tales  personas  reúnen  las 
cualidades  necesarias  para  gozar  del  derecho  electoral  y  pueden 
ponerlo  en  ejercicio. 

El  domicilio  político  es  el  domicilio  real  en  el  distrito,  colegio 
y  sección  á  que  el  elector  pertenece;  de  donde  se  sigue  que  la 
mudanza  de  domicilio  real  produce  cambio  de  domicilio  político, 
que  nadie  puede  votar  en  dos  distritos,  colegios  ó  secciones,  y 
que  la  residencia  accidental  del  elector  en  otro  lugar  distinto  de 
aquel  en  que  habitualmente  reside,  no  le  habilita  para  emitir 
allí  su  voto. 

Asimismo  se  sigue  que  los  Ayuntamientos  no  deben  inscribir 
en  las  listas  electorales  sino  á  los  vecinos  y  domiciliados  con 
exclusión  de  los  forasteros  y  transeúntes  (1). 

1216. — Rectificación  de  las  listas. — ^En  los  quince  dias  prime- 
ros del  octavo  mes  del  año  económico,  ó  sea  de  Febrero,  en  cuya 
época  debe  estar  ultimado  el  empadronamiento  de  todos  los  ha- 
bitantes del  término  municipal,  el  Ayuntamiento  hace  JBJar  en 
los  parajes  de  costumbre  las  listas  electorales  para  que  lleguen 
á  noticia  del  público,  y  puedan  los  interesados  presentar  las  re- 
clamaciones de  inclusión  ó  exclusión  que  juzguen  oportunas. 

Esto  no  impide  que  cada  vecino  (2)  use  del  derecho  que  le 

(1)  Ley  electoral  de  20  de  Acrosto  de  1870,  arta.  1,  2, 22, 29  y  S2. 

12)  Asf  dice  la  ley,  aanquela  palabra  vécino  es  impropia,  supaesto  que  también  aon 
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asiste  durante  todos  los  dias  del  ano  sin  excepción,  de  pedir  se 
le  pongan  de  manifiesto  en  la  secretaría  del  Ayuntamiento  el 
padrón  y  las  listas  electorales. 

1217. — Todo  vecino  (1)  puede  reclamar  su  inclusión  como  elec- 
tor, y  la  inclusión  ó  exclusión  de  otras  personas  cualesquiera. 
Los  interesados  deben  presentarlas  al  Ayuntamiento  dentro  de 
la  segunda  quincena  del  octavo  mes  de  cada  año  económico, 
fuera  de  cuyo  plazo  no  son  admitidas  (2). 

El  Ayuntamiento  acordará  recibir  las  pruebas  de  la  capacidad 
electoral  que  ofrezcan  los  interesados,  y  resolverá  lo  que  proce- 
da en  lo  que  reste  del  mes  por  mayoría  de  votos  (3).  Los  que  se 
consideren  agraviados  con  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  en  vista 
de  las  reclamaciones  presentadas,  pueden  acudir  á  la  Comisión 
provincial  que  debe  decidirlas,  oyendo  á  los  interesados,  en  los 
quince  primeros  dias  del  mes  de  Marzo. 

Todavía  contra  el  fidlo  de  la  Comisión  provincial  procede  el 
recurso  de  apelación  ante  la  Audiencia  del  distrito,  la  cual  lo 
sustancia  y  determina,  oyendo  á  las  partes  y  al  ministerio  fiscal, 
en  los  restantes  dias  del  mes. 

En  los  quince  primeros  del  siguiente  deben  publicarse  en  to- 
dos los  municipios  de  España  las  listas  electorales  ultimadas  con 
la  designación  de  los  colegios  y  secciones  en  que  se  hallan  dis- 
tribuidos los  electores  (4). 

1218. — Censo  electoral. — Con  arreglo  á  las  listas  rectificadas 
y  ultimadas  forma  cada  Ayuntamiento  un  libro  del  censo  electo- 
ral, en  el  que  inscribe  por  orden  alfabético  y  numeración  corre- 
lativa todos  los  electores.  El  secretario  del  Ayuntamiento  nume- 

electores  los  domiciliados.  La  ley«lectoral  no  siempre  concierta  con  la  municipal,  no  obs- 
tante ser  gemelas,  como  nacidas  en  un  mismo  dia  6  de  nu  solo  parto. 

(1)  Entiéndase  todo  verdadero  6  presante  elector.  Todo  vbííího  es  un  desliz.  Bjemplo :  el 
hijo  emancipado,  menor  de  veinticinco  años,  es  vecino  y  no  elector,  y  seg^un  el  texto  legal 
puede  Tec\&ma.r  m  propia  ineltMion,  y  la  inclnsion  6  exclusión  ajenas.  Por  el  contrario, 
el  hijo  no  emancipado,  mayor  de  edad,  es  elector  y  no  vecino,  y  no  puede  hacer  ninguna 
reclamación,  porque  le  folta  esta  última  cualidad.  V.  ley  municipal,  art.  11. 

(2)  La  ley  dice  primera  quincena,  y  nosotros  corref^mos  segunda^  no  obstante  el  texto 
oficial  que  puede  veriflcar  el  lector  en  la  Colección  legislativa,  t.  oiv,  p.  517.  Publicar  las 
listas  dentro  de  la  primera  quincena,  acaso  ol  dia  15  de  Febrero,  y  no  dar  curso  t  las  re- 
clamaciones que  se  presenten  al  siguiente,  es  absurdo.  Hay,  pues,  una  visible  errata  de 
imprenta. 

(3)  El  término  hábil  para  presentar  las  reclamaciones  no  se  cierra  hasta  el  28  6  29  de 
Febrero.  ¿Cómo,  pues,  podrá  un  Ayuntamiento  cumplir  el  precepto  legal  de  admitir  las 
pruebas  y  resolver  una  reclamación  presentada  el  último  dia  del  plazo  en  lo  que  reeta  del 
mes?  No  adivinamos  ninguna  errata  de  imprenta  que  desate  el  nudo  de  la  dificultad. 

(4)  Ley  electoral,  arta.  22, 24, 26, 2r7  y  90. 
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« 

ra^  sella  y  rubríca  las  hojas  de  este  libro  que  autorizan  el  alcalde 
y  diez  electeres  sacados  á  la  suerte  de  los  vocales  asociados  á  la 
Junta  municipal^  si  saben  firmar.  ^ 

No  es  lícito  alterarlo  con  enmiendas^  adidones  ó  raspaduras. 
Las  incapacidades  que  sobrevengan  en  el  tiempo  que  medie  en- 
tre la  formación  del  libro  y  la  víspera  de  la  elección,  así  como 
los  errores  cometidos,  se  hacen  constar  en  un  apéndice. 

Del  libro  del  censo  electoral  se  sacan  tres  copias  autorizadas 
que  se  remiten,  á  más  tardar,  quince  dias  antes  de  la  elección, 
al  alcalde  de  la  cabeza  del  distrito  electoral  para  diputados  á  Ciór- 
tes,  al  de  la  cabeza  del  distrito  electoral  para  diputados  provin- 
ciales y  á  la  Diputación  provincial  con  expresión  del  número  de 
electores  y  de  cédulas  entregadas  (i). 

1219.— Zíí6ro5  talonarios. — ^Debe  además  tener  cada  Ayunta- 
miento tantos  libros  talonarios,  cuantos  sean  los  colegios  ó  sec- 
ciones en  que  se  divide  el  municipio..  Estos  libros  se  renuevan 
en  todas  las  elecciones,  incluyendo  á  todos  los  electores  que  ten- 
gan acreditado  su  derecho  en  el  del  censo  electoral,  y  no  hayan 
después  perdido  su  capacidad. 

1220. — ^De  estos  libros  se  cortan  las  cédulas  talonarias  que  son 
dobles  ó  comprenden  dos  talones.  Los  alcaldes  mandan  repartir  á 
domicilio  en  todo  el  mes  de  Abril  las  cédulas  talonarias,  una  sola 
á  cada  electoi*.  En  el  caso  de  nuevas  elecciones  y  de  renovación 
de  los  libros  talonarios,  se  reparten  diez  dias  antes  de  verificar- 
se la  elección. 

El  elector  á  quien  indebidamente  se  negare  la  cédula,  podrá 
entablar  acción  criminal  contra  el  alcalde  con  arreglo  á  la  ley. 

El  alcalde,  en  el  primer  dia  de  elección,  y  antes  de  constituir- 
se la  mesa  provisional ,  debe  remitir  los  libros  talonarios  á  los 
colegios  y  secciones  respectivas,  con  nota  certificada  de  las  in- 
capacidades posteriores  á  la  formación  del  libro  del  censo  elec- 
toral y  sus  comprobantes  (2). 

Las  cédulas  sirven  para  acreditar  en  el  acto  de  la  elección  el 
derecho  del  elector.  Así  es  que  las  mesas  no  admiten  el  voto  de 
ninguno  que  no  la  presente;  que  nadie  puede  votar  sino  en  el 
colegio  ó  sección  que  la  cédula  designe,  y  que  cuando  por  omi- 
sión ó  por  iiyusta  denegación  no  haya  sido  entregada  la  primera 

(1)  Ley  electoral,  arta.  19, 20  y  21. 

(2)  Ley  electoral,  arto.  17, 18, 81  y  83. 
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cédula  al  elector,  ó  cuando  éste  la  hubiese  perdido,  tendrá  dere- 
cho á  reclamar  del  presidente  de  la  mesa  la  segunda,  identifi- 
cando su  persona,  y  entonces  de.be  votar  con  la  expresión  de  «cér 
dula  duplicada».  La  mesa  lo  hace  constar  así  en  la  lista  de  los 
votantes. 

Los  electores  del  ^ército  y  armada  acreditan  su  derecho  por 
medio  de  una  cédula  de  filiación  talonaria  firmada  por  el  jefe  del 
distrito  militar  y  el  del  cuerpo  á  que  pertenezcan.  Los  jefes  de 
los  cuerpos  remiten  con  ocho  dias  de  antelación  al  alcalde  del 
pueblo  en  donde  residan  y  hayan  de  votar  sus  subordinados,  una 
relación  numerada  y  sg^^da  al  orden  alfabético  de  éstos,  y  el 
libro  talonario  que  corresponda  con  las  cédulas  distribuidas  (1). 

No  es  de  rigor  que  admitido  el  sufragio  universal,  voten  los 
individuos  de  los  institutos  militares.  Cierto  que  son  ciudadanos; 
pero  se  combinan  tan  mal  el  derecho  y  la  ftierza,  que  ó  no  existe 
la  libertad,  ó  padece  la  disciplina.  No  le  faltaba  razón  al  general 
francés  que  d^jo:  «si  votos  ¿para  quéfiísiles?  si  fiísiles  ¿para  qué 
votos?». 

1221. — Elecciúnes.—Ea  la  parte  exterior  del  edificio  en  que 
hayan  de  verificarse,  se  ^a  con  Ja  anticipación  de  dos  dias  la 
lista  certificada  de  los  electores  que  pertenecen  al  colegio  ó  sec- 
ción, continuando  expuesta  al  público  hasta  que  terminen. 

Las  mesas  se  colocan  de  modo  que  los  electores  puedan  ver  y 
fiscalizar  el  acto  de  entregar  las  papeletas  y  su  introducción  en  la 
urna.  Los  presidentes  cuidan  del  orden  y  procuran  que  así  el  sa- 
lón, como  las  avenidas  del  local  estén  despojadas,  de  suerte  que 
haya  siempre  paso  franco  á  los  electores.  Para  cyercer  la  policía 
y  exigir  respeto  á  su  autoridad  tendrán  á  su  disposiciop  Ips  agen- 
tes municipales  necesarios. 

Todo  elector  de  un  distrito  puede  entrar  en  todos  los  colegios 
y  secciones  del  mismo,  y  hac^  las  protestas  y  reclamaciones 
que  crea  fondadas  y  oportunas. 

La  votación  es  secreta.  Las  papeletas  pueden  ser  impresas  ó 
manuscritas;  pero  en  papel  blanco  sin  excepción. 

No  se  permite  entrar  en  el  local  de  la  elección  con  arma, 
palo  ó  bastón,  salvo  las  autoridades  que  pueden  usar  dentro  del 

colegio  las  insignias  de  su  mando,  y  los  electores  que  por  impe- 

■ 

(1)  Ley  electoral,  arte.  1%  as,  84,  S)5  y  »6. 
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dimento  necesiten  apoyarse  en  bastón  ó  muleta.  Aun  éstos  no 
deben  permanecer  alU  más  tiempo  que  el  preciso  para  emitir  su 
voto  (1). 

CAPÍTULO  XXV. 
He  las  eleeetones  nuBleij^le». 


1222.— Ayuntamientos  de  origen 

popular. 
1223.— Renovación. 
1224. — ^División  electoral. 
1225.— Autoridad  competente. 
1226.— Procedimiento. 
1227.— Reforma. 
1228.— Elegibles. 
1229.— Incompatibilidades. 
1230.— Excusas. 
1231  .-Elecciones. 
1232.— Mesa  interina. 


1283.— Mesa  definitiva. 

1234.— Proclamación  del  resulta- 
do. 

1235.— Votación. 

1236.— Escrutinios. 

1237.— Parciales. 

1238.— General. 

1239.— Proclamación  de  los  elec- 
tos. 

1240.— Reclamaciones. 

1241.— Recurso  de  alzada. 

1242.— Declaraciones  de  nulidad. 


1222. — Del  principio  constitucional  que  á  los  pueblos  pertene- 
cen el  Gobierno  y  dirección  de  sus  intereses  peculiares,  se  sigue 
que  los  Ayuntamientos  son  y  deben  ser  de  origen  popular.  Por 
corto  que  sea  el  ntimero  de  personas  ó  familias  que  constituyan 
el  municipio,  la  comunidad  no  puede  administrarse  á  sí  misma 
resucitando  la  costumbre  del  concejo  abierto,  por  lo  cual  nece- 
sita acudir  al  sistema  de  la  delegación  ó  el  mandato.  De  aquí  las 
elecciones  municipales. 

1223. — ^Hemos  dicho  en  otra  parte,  que  los  Ajmntamientos  se 
renuevan  cada  dos  años  por  mitad  (2).  La  época  de  la  renova- 
ción ordinaria  es  la  primera  quincena  del  undécimo  mes  del  año 
económico,  ó  sea  del  1.*"  al  15  de  Mayo.  Las  elecciones  parciales 
en  los  casos  de  suspensión  ó  disolución  de  un  Ayuntamiento,  ó 
de  reemplazo  de  alguno  de  sus  individuos  por  muerte  ó  incapa- 
cidad, se  hacen  por  los  mismos  electores  y  en  igual  forma  que 
las  generales  (á). 

1224. — Colegios  y  secciones  de  colegio  electoral. — Correspon- 
de al  Ayuntamiento  dividir  el  término  municipal  en  colegios  con- 

(1)  Ley  electoral,  arta.  87,  88, 80, 40, 41, 42  y  43. 

^2)  V.  núm.  582. 

(8)  Ley  electoral,  art.  44  y  ley  mtinielpal,  arta.  41, 48  y  44. 
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státando  la  mayor  facilidad  en  la  emisión  del  voto.  Sin  embargo, 
esta  libertad  se  halla  restringida: 

I.  En  cuanto  la  ley  municipal  no  consiente  que  sean  menos 
que  el  número  de  alcaldes  y  tenientes,  ni  que  un  mismo  colegio 
pertenezca  á  diferentes  distritos. 

II.  Porque  la  ley  electoral  prohibe  que  en  las  poblaciones  que 
no  pasen  de  5.000  vecinos,  exceda  el  número  de  colegios  al  de 
alcaldes  (1). 

La  ley  municipal  Aja  la  regla,  y  la  electoral  introduce  una  ex- 
cepción: aquélla  determina  el  mdcvimumy  y  ésta  el  minimum  de 
colegios. 
•  í225.-^Es  potestativo  en  los  Ayuntamientos  dividir  los  cole- 
gios en  secciones,  procurando  el  libre  y  fácil  ejercicio  del  dere- 
cho electoral,  con  dos  limitaciones,  á  saber : 

I.  Que  el  número  no  exceda  del  de  alcaldes  de  barrio. 

n.  Que  si  los  distritos  comprenden  varios  grupos  de  población 
rural,  los  colegios  se  dividan  en  tantas  secciones,  cuantos  sean 
estos  grupos  que  tengan  alcaldes  de  barrio. 

1226. — ^Los  Ayuntamientos  constituidos  en  virtud  de  la  nueva 
ley  municipal  hicieron  la  primera  división  del  término  respeo 
tiVo  en  distritos,  barrios,  colegios  y  secciones  con  sujeción  á  las 
reglas  siguientes : 

I.  PüUícidad  del  acuerdo  ó  proyecto  de  división  por  medio 
del  Boletín  oficial  y  de  los  periódicos  locales,  ó  de  edictos  á  falta 
de  éstos. 

n.  Audiencia  por  espacio  de  un  mes,  á  contar  desde  el  dia  de 
la  publicación,  dé  los  vecinos  y  domiciliados  que  tuvieron  por 
conveniente  hacer  sus  reclamaciones. 

in.  Fxámen  y  remisión  á  la  Comisión  provincial,  dentro  de 
los  quince  dias  siguientes  ai  último  del  plazo,  de  las  reclamacio- 
nes presentadas  con  su  informe. 

La  ley  atribuye  á  la  Comisión  provincial  la  facultad  de  resol- 
ver esta  clase  de  expedientes,  con  la  obligacioA  de  comunicar  su 
acuerdo  dentro  de  un  mes  al  Ayuntamiento  respectivo. 

La  división  adqaiere  el  carácter  de  permanente: 


(i)  BntidodMe  en  ambos  eaaos  el  niimero  que  componen  el  alcalde  con  loe  tenientes.  JBe 
Sabido  qne  el  plaral  ^tcaUUs  sólo  pvede  interpretarse  samando  esta  autoridad  única  coa 
loe  magristrados  populares  que  le  sigr^en  en  6rden^  llamados  inmedlataroetite  por  la  ley  á 
suplir  la  falta  del  superior. 

TOMO  1.  *  36 
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L  En  virtud  del  acuerdo  del  Ayuntamiento»  enando  no  ae  kaee 
reclamación  alguna. 

n.  En  virtud  del  acuerdo  de  la  Gpmiaion  provinciáU  deade  qae 
lo  comunica  al  Ayuntamiento. 

m.  Corrido  el  plazo  de  los  treinta  días  aín  (tietar  refiKdn^n, 
porqufi  se  considera  aprobado  en  todas  sus  partes  el  i^cuerdo  de 
la  autoridad  municipal. 

1227. — La  división,  una  vez  hecha,  no  puede  alterarse  hasta 
pasados  dos  años,  mediando  justa  causa  y  con  la  aprtibac^oii  del 
gobernador  y  de  la  Comisión  provincial.  La  nueva  división  si- 
gue los  mismos  trámites  que  la  antigua,  y  no  es  válida  pai^  las 
futuras  elecciones,  si  no  está  aprobada  y  publieadii  <|uinee  días 
antes,  por  lo  méiios  (1).  En  ningún  caso  se  puede  átteíav  la  dir 
Vision  para  elecciones  parciales  ni  extraordiñariafi  (2).  o 

Í22'8,—Megibles. — ^El  número  de  concejales  fue.  correq;)ond0 
á  cada  Ayuntamiento,  es  proporcionado  al  de  habitantes,  del  dis- 
trito municipal  según  la  escala  que  la  ley  detemnuna. 

Pueden  ser  concejales  todos  los  electores  vecinos  del  pueblo 
que  lleven  cuatro  años,  por  lo  menos,  de  residencia  fija  en  el  tér- 
mino municipal.  No  necesitan  este  tiempo  loa  naturales  del  pue-r 
blo  que  después  de  una  ausenda  prolongada  hai^  obtenido  la  de- 
claración de  vecindad. 

Sigúese  de  lo  dicho  que  los  h^os  de  los  vecinos  ó  loa  domici- 
liados gosan  del  derecho  electoral  activo,  pero  no  del  padhro,  esto 
es,  son  electores,  perdono  elegibles. 

1229.-^La  regla  anterior,  aunque  general,  padieee  cíectas  ex- 
cepciones, fin  efecto,  por  ra^on  de  incompatibilidad  ao.  puieden 
ser  concejales: 

L  Los  senadores,  diputados  á  Cortes  y  diputados  provin- 
ciales, 
n.  Los  jueces  de  paz,  notarios  y  demás  personas  que  desw^ 

(1)  La  ley  municipal  dice  que  Qunca  se  podrá  alterar  la  división  <en  los  tres  meses  que 
precedan  k  eualesqaiera  elecciones  ordinarias.»  Art.  t8i  ía  electoral  dice  que  la  altera- 
ción «no  será  válida  para  las  próximas  eleccionem  si  n9  estuvleivf  apsol^a  y  pubUeada 
quince  dias  antes,  por  lo  mónosi  de  aquel  en  que  delMi  celebrarse  la  elección.»  Art.  47. 

Como  el  art.  citado  se  refiere  exclusivamente  á  las  generales  y  ordinarias,  ocurre  la 
duda  si  la  reforma  de  la  división  debe  preceder  tres  meses,  6  basta  que  preceda  quince 
dias  &  las  elecciones.  La  contradicción  es  notoria;  y  puesto  que  no  hay  modo  de  salvarla 
acogiéndose  al  principio  que  la  ley  posterior  deroga  la  anterior,  tenemos  por  opinión  más 
segura  seguir  la  ley  electoral,  como  espacial  en  materia  de  eleocionea,  que  la  geperal  de 
organización  y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos. 

(3)  Ley  electoral,  arts.  45, 46  y  47,  y  ley  municipal,  arts.  36, 87  y  as. 
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peo0n  wrgps  público?  decla^dos  iucompatibles  con  el  de  con- 
ejal por  loyos  eapecigl^s. 

m.  liQH  quQ  QJQrzan  liciones  públicas  retribuidas,  aun  cuan- 
do renunciQíi  el  sueldo. 

IV.  Lqs  que  directa  6  indirectamente  tengan  parte  en  servi- 
cios, contratas  ó  suministros  dentro  del  término  municipal  por 
cuenta  del  Ayimtamiento,  de  la  provincia  ó  del  estado. 

V.  Log  deudoras  como  segundos  contribuyentes  á  los  fondos 
nranícipatos^  provinciales  ó  generales  contra  quienes  se  haya  ex- 
pedido apremio. 

VI.  Lq»  qno  tdngan  contienda  adkninistrativá  ó  judicial  pen- 
diente C((»i' el  Aowitemiento,  ó  con  los  establecimientos  que  se 
baUm  ^sáp  m  dep@Qdencia  6  admimstraoiQn. 

1230,f«TrPu^ei^  excusarse  de  ser  conccáales: 

L  Los  QWÍyQres  de  ^sant^  ai^os  y  los  físicamente  impedidos. 

II.  Los  que  huyan  sido  senador^s^  diputados  á  Cortes,  diputa- 
dos proyinciales  ó  concejales  hasta  dos  años  después  de  haber 
cesado  en  sus  respectivos  cargos. 

Lo»  coiajcejales  tibien  cesian  en  el  suyo,  así  que  dejan  de  te- 
ner las  condiciones  requeridas  en  la  ley. 

La  incompatibilidad,  alegada  ó  no  alegada,  excluye  al  elegido, 
porque  es  una  incapacidad  legal  relativa:  la  excusa  aprovecha 
cuando  se  alega,  y  la  autoridad  competente  la  admite  (1). 

i23ii^-^EleccUmes. — Son  las  elecciones  municipales  genera- 
les ü  ordinarias,  y  parciales  ó  Q^traordinar^s. 

Las  primeras  se  hacen  en  toda  Empana  simultáneamente,  cuan- 
do procede  la  renovación  de  estas  corporaciones  populares.  Las 
segundas!  se  vearifican  sólo  en  aquellos  municipios  en  donde  ocur^ 
ren  vacantes  que  ascienden  á  la  tercera  parte  del  número  total 
de  concejales  (2).  Las  unas  t^nen  época  ñja  según  la  ley,  y  las 
otras  se  celebran  en  los  dias  que  señala  la  Comisión  provincial. 

Cada  colegio  nonfibra  el  número  de  concejales  que  le  corres- 
ponde, guardada  proporción  con  el  de  sus  electores,  y  cada  sec- 
ción vota  todos  los  señalados  al  colegio. 

1232.T^Dos  dias  áñtes  de  empezar  la  elección,  el  Ayuntamiento 
designa  el  alcalde  ó  regidor,  y  á  falta  de  éstos,  el  alcalde  de  bar- 
rio, que  debo  presidir  la  mesa  interina.  Abierto  el  colegio  ó  seo- 

*  —  t 

(1)  Ley  electoral,  arta.  6  y  48,  y  ley  municipal,  arts.  34  y  89. 

(2)  V.  núm.  1221. 
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cion  á  las  nueve  de  la  mañana^  el  presidente  ocupa  ^  poesto»  é 
invita  á  que  tomen  asiento  en  la  mesa  como  secretarios  escra^ 
tadores  interinos,  los  dos  electores  presentes  más  jóvenes  y  los 
dos  más  ancianos.  Si  hay  reclamaciones  sobre  la  edad,  se  deei^ 
den  conforme  á  lo  que  resulte  del  libro  talonario  del  censo  -eiec- 
toral. 

1233.— En  seguida  se  procede  á  la  votación  de  la  mesa  defitii- 
tiva  que  se  compone  de  un  presidente  y  cuatro  secretarios  que 
sepan  leer  y  escribir.  La  elección  es  secreta  y  por  mayoría  de 
votos. 

1234.— A  las  tres  de  la  tarde  bq  prohibe  la  entrada  é»  ¿1  local 
de  la  elección,  se  recogen  los  votos  de  los  electores  presentes  y 
se  verifica  el  escrutinio.  Terminada  lia  lectura  de  las  papeletas, 
resueltas  las  dudas  y  admitidas  las  protestas,  Si  las  hubiere,  se 
hace  el  recuento  de  los  votos  obtenidos  por  los  candidatos  y  se 
proclama  el  resultado,  declarando  constituido  el  colegio  6  sec- 
ción, y  entrando  desde  luego  en  funciones  los  elegidos  p^ra  fop- 
mar  la  mesa  definitiva. 

1235. — Los  dos  dias  siguiente*  se  emplean  en  la  votación  de 
los  concejales,  cuyo  procedimiento  es  en  todo  igual  al  que  se 
sigue  en  la  constitución  de  la  mesa.  Las  papeletas  deben  conte- 
ner tantos  nombres,  cuantos  sean  los  candidatos  que  correspon- 
dan al  colegio,  y  los  que  excedan  de  este  número  se  tienen'  por 
no  escritos.  A  cualquier  hora  del  dia  primero  ó  segundo  de  vo- 
tación que  resulte  haber  todos  los  electores  emitido  su  sufragio, 
se  da  por  terminado  el  acto  (1). 

1236. — Escrutinios. — Prescindimos  por  no  fetigar  y  aburrir 
al  lector,  de  una  multitud  de  enfkdosos  pormenores  relativos  al 
procedimiento  electoral;  operaciones  vulgares,  y  en  cierto  modo 
mecánicas,  que  acreditan  una  triste  verdad,  conviene  á  saber^ 

« 

que  son  necesarias  infinitas  cautelas  para  evitar  que  la  mala  fb 
se  burle  de  la  ley  protectora  de  la  libertad  del  sufragio.  Otra 
verdad,  más  triste  todavía,  adivina  la  razón  y  enseña  la  expé* 
riencia,  y  es  que  todas  las  precauciones  son  inútiles  y  todas  las 
garantías  ineficaces,  cuando  ni  los  pueblos  ni  los  Gobiernos  res- 
petan las  leyes,  ni  hay  temor  á  la  justicia,  ni  la  opinión  se  cuida 
de  castigar  á  los  que  el  juez  perdona. 

(l)  Ley  electoral,  arto.  49  y  si^i,  y  ley  municipal,  arta.  41  y  sig*. 
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Son  reglas  comunos  á  todos  los  escrutinios  anular  las  papele- 
tas ilegibles.  Las  dobladas^  si  contienen  los  mismos  nombres,  se 
cuentan  por  una  sola;  más  si  hay  (3ntre  ellas  alguna  diferencia 
esencial  que  pueda  influir*  en  el  resultado  de  la  elección,  se  anu- 
lan todas,  consignándolo  así  en  el  acta.  También  es  regla  no 
admitir  ninguna  reclamación  solare  la  edad  ó  la  incapacidad  de 
los  electores  en  el  acto  de  votar,  ni  al  hacer  el  escrutinio. 

1237. — ^Hay  escrutinios  parciales  que  preparan  el  general.  Ca- 
da día  en  cada  sección,  cerrada  la  votación  á  las  cuatro  de  la 
tarde,  se  verifica  el  recuento  de  los  votos,  se  forma  una^  lista  de 
los  votantes  y  de  los  candidatos  con  expresión  de  los  que  haya 
obtenido  cada  uno  siguiendo  el  orden  numérico  de  mayor  á  me- 
nor, se  lee  en  alta  voz  y  ^ja  en  la  parte  exterior  del  edificio  en 
donde  se  celebra  la  elección,  y  se  extiende  un  acta  que  se  remito 
antes  de  las  ocho  de  la  mañana  del  dia  siguiente  á  la  secretaría 
del  distrito  municipal. 

Para  hacer  el  escrutinio  de  los  votos  emitidos  en  un  colegio 
dividido  en  secciones  (general  respecto  al  colegio,  y  parcial  res- 
pecto al  distrito),  se  reúnen  todas  las  mesas  al  otro  dia  de  con- 
cluida la  elección. 

1238. — El  general  del  distrito  se  hace  en  todos  los  pueblos  el 
segundo  domingo  de  Mayo  á  las  diez  de  la  mañana  en  una  junta 
compuesta  de  los  comisionados  de  las  mesas  de  los  colegios  bajo 
la  presideficia  del  alcalde.  Esta  junta  confronta  las  actas,  re- 
cuenta los  votos,  examina  las  reclamaciones  de  los  electores 
contra  la  legítima  representación  de  los  presidentes  ó  secreta- 
rios de  los  colegios  y  secciones  electorales,  resuelve  las  cuestio- 
nes de  validez  de  la  elección,  autenticidad  ó  exactitud  de  las 
actas,  y  proclama  concejales  por  cada  colegio  á  los  candidatos 
que  hayan  obtenido  la  mayoría  relativa  de  votos  hasta  comple- 
tar el  número  de  los  que  corre9P9q.da  elegir.  En  caso  de  empate, 
decide  la  suerte. 

1239. — ^Proclamados  los  concejales  electos  por  cada  colegio, 
sigue  la  proclamación  de  los  que  deben  formar  parte  del  muni- 
cipio ó  Ayuntamiento  del  pueblo. 

En  el  acta  han  de  constar  las  reclamaciones  de  los  electores, 
las  decisiones  que  hubieren  recaído  y  las  protestas  presenta- 
das (1). 

(1)  Ley  electoral,  arte.  59  y  a\g. 
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1240- — Reclamaciones. — ^El  Ayuntamiento  se  reúne  en  sesión 
pública  extraordinaria  el  dia  I.""  de  Junio  con'  los  comisionados 
de  la  junta  general  de  escrutinio,  previa  citación  de  los  elegidos 
contra  cuya  capacidad  se  haya  reclamado.  Los  comisionados  re* 
suelven  por  sí  solos  todas  las  protestas  de  nulidad  de  la  elección, 
y  en  unión  con  el  Ayuntamiento  las  relativas  á  la  inoapaddad 
ó  excusas  legales  de  los  elegidos,  con  audiencia  de  los  interesa- 
dos. Todas  las  decisiones  deben  ser  motivadas. 

1241. — Estas  decisiones  son  ejecutivas,  si  notificadas  á  los  in- 
teresados en  presencia  de  testigos,  no  se  alzan  en  el  plazo  de  los 
tres  dias  siguientes  contra  el  acuerdo,  usando  de  su  dei^echo  ante 
la  Comisión  provincial. 

Entablado  el  recurso,  el  Ayuntamiento  remite  al  instante  bajo 
su  responsabilidad  los  expedientes  á  dicha  Comisión  con  el  acta 
de  la  sesión  extraordinaria.  La  Comisión,  antes  del  dia  20  de  Ju- 
nio, dicta  resolución  definitiva,  declarando  lá  validez  6  nulidad 
de  las  elecciones  y  la  capacidad  ó  incapacidad  de  los  elegidos, 
así  como  admitiendo  ó  desechando  las  excusas  legales. 

1242. — Las  declaraciones  de  nulidad  de  las  elecciones  con  sus 
fundamentos,  acordadas  por  la  Comisión,  se  publican  en  el  Bo- 
letin  Oficial.  Las  nuevas  elecciones  deben  celebrarse  antes  del  30 
de  Junio,  á  cuyo  fin  la  Comisión  provincial  comunica  el  acuerdo 
de  nulidad  al  Ajmntamiento,  y  le^ordena  repetirlas.  En  tal  caso, 
habiendo  sido  anulada  la  elección  por  culpa  de  los  individuos  de 
la  mesa,  la  Comisión  encargará  la  presidencia  de  la  interina  al 
alcalde  del  pueblo  cabeza  del  partido  judicial;  y  tratándose  de  la 
elección  de  este  pueblo,  al  alcalde  del  inmediato  (1). 


CAPÍTULO  XXVL 
Dé  IM  eleeétoíiés  provlni^tales.         ^ 

1243.— Electores.  1249.— Elecdones. 

1244.— Elegibles.  1250.— Convocatoria. 

1245. — Incompatibilidades.  1251  .—Procedimiento. 

1246.— Excusas.  1252.— Examen  de  las  actas. 

1247.— Distritos  electorales.  1253.— Declaración  de  nulidad. 
1248.— Publicación  y  reciamacio-     1254.— Recursos, 
nes. 

(1)  Ley  electoral,  arts.  97  y  slg. 
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1243, — Las  Diputaciones  provinciales  son,  como  los  Ayunta- 
mientos, corporaciones  populares,  y  por  tanto  como  éstos,  de 
oWgen  electivo  (1). 

Son  electot»es  los  vecinos  de  cada  provincia  que  no  se  hallen 
legalinente  incapacitados  (2). 

1244,-'— Son  elegibles  todos  los  electores  que  reunatt  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

I.  Ser  naturales  del  distrito  por  que  ftieren  elegidos,  ó  de  la 
población  de  que  forme  parte,  y  llevar  cuatro  aios  consecutivos 
de  vecindad  en  lá  jjrovincia. 

II.  Llevar  1*06  miismos  cuatro  años  consecutivos  de  vecindad 
en  el  distrito,  ó  en  la  población  de  que  forme  parte. 

ni.  Llevar  ocho  años  consecutivos  de  vecindad  en  la  pro- 
vincia. 

1245. — En  ningún  caso  pueden  ser  diputados  provinciales: 

I.  Los  senadores,  diputados  á  Cortes  y  concejales. 

n.  Los  alcaldes,  tenientes  y  regidores  (3). 

in.  Los  empleados  activos  del  estado,  de  la  provincia,  ó  de  al- 
guno de  sus  municipios. 

IV.  Los  que  directa  ó  indirectamente  tengan  parte  en  servi- 
cios, contratas  ó  suministros  dentro  de  la  provincia  por  cuenta 
de  ésta,  de  los  Ayuntamientos  ó  del  estado. 

V.  Los  que  desempeñen  cargos  públicos  que  por  leyes  especia- 
les estén  declarados  incompatibles  con  el  de  diputado  provincial. 

VI.  L^s  que  tengan  contieüda  administrativa  ó  Judicial  pen- 
diente con  lá  Diputación  ó  con  los  establecimientos  sujetos  á  su 
dependencia  y  administración. 

1246. — ^Pueden  excusarse  los  mismos  á  quienes  la  ley  dispen- 
sa de  la  obUgacioii  de  servir  los  cargos  municipales  (4) . 

i¿4'7. — DüMtos  electorales. — Las  elecciones  de  diputados 
prdVIilciálésl  sóii  iínij[)ersonales  y  poí  distritos  ptecisameilte  com- 
pi'éndidos  en  los  partidos  jtídicialeá.  El  Gobierno,  oyendo  á  las 
Diputaciones  y  en  virtud  de  autorización  legislativa,  hizo  esta  di- 
visión que  ya  no  puede  alterarSiB  áíno  poír  medio  de  una  ley  (5), 

(1)  0(mftt.,ailá.  16y9». 

(2)  V.  Ua  noUs  á  loi  n^ms.  1216  y  1217. 

(8)  No  80  aleania  la  raxon  do  oxclair  tazatiYamento  &  los  alcaldes,  tobiontoo  y  regido* 
rea,  despaos  do  haberlos  ya  excluido  con  el  nombre  do  concejales. 

(4)  Ley  electoral,  art.  5,  y  ley  provincial,  art.  22.  V.  núm.  1290. 
«(5)  Deeroto  de  29  de  Setiembre  dé  1910. 
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Cada  provincia  se  divide  ea  tantos  distritos,  ouantos  s^n  los 
diputados  que  lo  corresponde  elegir  con  arrala  á  su  ppblfh 
cion  (1).  La  total  de  la  provincia  se  reparte  entre  to4os  los  dis- 
tritos con  la  posible  igualdad,  adoptando  por  término  medio  el 
número  de  habitantes  que  resulte,  según  el  númteiro  de  diputa- 
dos. No  siendo  posible  hacer  esta  distribución  con  exactitud,  has- 
ta para  formar  distrito  un  número  equivalente  á  los  nueve  d(&ci- 
mos  del  tipo  averiguado. 

Los  pueblos  de  vecindario  superior  al  que  corresponda  á  cada 
distrito,  se  dividen  en  dos  ó  más,  y  se  les  agregan,  si  es  necesa- 
rio, otros  inmediatos;  pero  erx  ningún  caso  se  puede  segregar 
parte  de  un  pueblo  para  completar  distrito  fuera  de  su  término 
municipal. 

1248. — La  división  de  la  provincia  en  distritos  y  la  designíi- 
cion  de  los  pueblos  cabezas  de  cada  uno  que  1*  Diputación  pro- 
pone, se  publican  en  el  Boletin  Oflcial  un  mes  antes  de  elevar  las 
propuestas  al  Gobierno  para  su  aprobación.  Durante  este  tiempo 
el  gobernador  de  la  provincia  admite  las  reclamaciones  y  obser- 
vaciones de  los  Ayuntamientos  y  vecinos,  y  las  une  al  expedien- 
te que  remite  al  Gobierno  dentro  de  los  ocha  días  siguientes  al 
último  del  plazo. 

Debe  tenerse  muy  en  cuenta  la  distancia  respectiva  de  I  os  pue- 
blos que  forman  el  distrito  con  el  que  sea  su  cabeza,  procurando 
la  igualdad  posible,  y  evitando  siempre  la  interposición  á  menor 
distancia  de  pueblos  pertenecientes  á  otros.  Asimismo  debe  ser 
cabeza  de  distrito  electoral  el  que  sea  cabeza  del  partido  judicial 
respecto  á  los  pueblos  de  su  demarcación ,  y  en  los  restantes  el 
más  céntrico  del  territorio  (2) . 

1249. — Elecciones.— LsiS  elecciones  generales  se  hacen  en 
toda  España  durante  la  primera  quincena  del  tercer  mes  del  año^ 
económico,  ó  sea  del  1/  al  15  de  Setiembre:  las  parciales  cuan- 
do por  cualquiera  causa  ocurren  vacantes,  si  antes  del  período 
señalado  en  la  ley  para  la  renovación  general,  ha  de  celebrar  la 
Diputación  alguna  sesión  ordinaria. 

1250. — Pertenece  al  gobernador  de  la  provincia  convocar  á 
unas  y  otras  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  acuerdo  en  que 
se  funde  para  hacer  este  llamamiento,  y  es  de  rigor  verificarlas 

(1)  V.  núm.  463. 

(2)  Ley  electoral,  arta.  93  y  si?.,  y  ley  provincial,  arts.  16  y  sig. 


LIBKO  IV.   DE  IK  MATERIA   ADMINISTRATIVA.  569 

en  an  plazo  no  menor  de  diez  días  ni  mayor  de  veinte^  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  convocatoria.  Los  Ayuntamientos,  con  ocho 
dias  de  anticipación,  ñjan  y  notifican  al  público  el  local  asignado 
á  cada  colegio  ó  sección. 

1251. — ^El  procedimiento  electoral  es  el  mismo  que  se  sigue 
en  las  elecciones  municipales  (1). 

1252. — Examen  de  las  actas, — Los  Diputados  electos  presen- 
tan sus  actas  en  la  secretaría  de  la  Diputación  ocho  dias  antes 
del  señalado  para  la  apertura  de  sus  sesiones.  Reunidos  estos  di- 
putados bs^o  la  presidencia  del  gobernador,  proceden  á  la  cons- 
titución interina  de  la  Diputación  provincial. 

Ocupa  la  presidencia  el  vocal  de  más  edad  y  hacen  de  secreta- 
rios los  dos  más  jóvenes  de  los  presentes.  En  la  misma  sesión 
elige  la  Diputación  dos  comisiones  de  tres  vocales  cada  una,  la 
primera  encargada  de  examinar  las  actas  presentadas  y  que  se 
vayan  presentando,  y  la  segunda  llamada  á  proponer  lo  conve- 
niente acerca  de  las  que  pertenecen  á  los  individuos  de  aquella. 
Ambas  dan  sus  dictámenes  en  el  mismo  acto :  la  Diputación  los 
discute  y  vota  sin  levantar  mano,  y  resuelve  todas  las  dudas,  re- 
clamaciones y  protestas  que  ocurran. 

1253.— Aprobadas  las  que  no  ofrecen  reparo  que  afecte  á  la 
validez  de  la  elección,  la  Diputación  provincial  interina  se  cons- 
tituye en  definitiva.  Si  para  este  momento  algún  diputado  no  ha 
presentado  todavía  su  acta,  se  presume  que  renuncia  el  cargo. 
En  tal  caso,  así  como  en  el  de  nulidad,  la  Diputación  declara  la 
vacante,  y  se  procede  á  nueva  elección,  sin  perjuicio  de  los  re- 
cursos á  que  haya  lugar. 

1254. — ^En  efecto,  pueden  los  interesados  interponer  demanda 
por  la  vía  contenciosa  ante  el  tribunal  competente  usando  de  su 
derecho  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  la  publicación  del 
apuerdo  (2), 

CAPÍTULO  xxvn. ' 

He  las  eleceleiMS  ét  álpslados  á  Cortes. 

1255.— Sistema  electoral.  1257.— Reunión  de  las  Cortes. 

1256.— Composición  del  Congreso. 

1255. — ^Nuestro  sistema  electoral,  salva  una  sola  excepción, 

(1)  Ley  electoral,  arte.  96  y  eig.,  y  ley  provincial,  arte.  28, 24, 84  y  85. 

(2)  Ley  electora],  arte.  106, 106  y  107,  y  ley  provincial,  arte.  25  y  lig. 
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descansa  en  tres  principios  ó  ideas  cardinales>  el  sufragio  uni- 
versal, la  elección  directa  y  la  votación  secreta. 

Supuesta  la  doble  representación  ó  la  existencia  de  dos  Cuer- 
pos colegisladores,  ambos  distintamente  electivos,  es  llano  que 
según  la  Constitución  habrá  dos  formas  de  elección,  kmbsls  polí- 
ticas ó  parlamentarias,  una  para  constituir  el  Congreso  y  otra 
para  organizar  el  Senado. 

1256.*-'E1  Congreso  se  compone  de  un  diputado,  al  ménos> 
por  cada  40.000  almas  de  población.  El  Congreso  ee  renueva  to- 
talínente  cada  tres  años.  Corresponde  al  Rey  convocar  las  Cor- 
tes, suspender  y  cerrar  sub  sesiones  y  disolver  uno  de  los  Cuer- 
pos colegisladores,  ó  ambos  á  la  vez  (1). 

1257.-^Las  Cortes  se  reúnen  todos  los  años,  y  deben  estar  reu- 
nidas á  lo  menos  cuatro  meses,  sin  incluir  en  este  tiempo  el  que 
se  invierta  en  su  constitución.  En  el  oaso  de  disolución  de  uno  ó 
de  amboB  Cuerpos  colegísladores,  deben  ser  convocadas  para  den- 
tro de  tt*es  meses  (2) . 

Los  textos  anteriores  son  la  ñiente  de  donde  se  derivan  las 
elecciones  generales  de  diputados  á  Cortes,  á  diferenda  de  las 
parciales  de  las  que  hablaremos  por  separado. 

Artículo  1.^ — Bleeciones  geiMrales. 


1258.— Electores  y  elegibles. 
1259.^Di8trit06  electorales. 
1260.— Cabeza  del  distrito. 
1261.— Colegios  y  secciones. 
1262.— Elecciones. 


1263.— Actas. 

1264.— Junta  de  escrutinio. 
1265.— Proclconacion  del  diputado. 
1266.-**Acta  del  escrutinio. 


,    1258.-^Hemos  dicho  y  repetido  quiénfes  son  electores.  Todos 
los  electoféá  soil  elegibles  (3). 

1259. — Distritos  electorales. — Las  elecciones  de  diputados  á 
Cortes  son  unipersonales  y  por  distritos.  Cada  provincia  se  di- 
vide en  tantos  como  diputados  corresponden  á  su  población.  Si 
del  cálculo  fundado  en  la  base  de  un  diputado  por  cada  40.000 
almas  resultase  una  fracción  equivalente  á  la  mitad  ó  mayor,  la 
provincia  elegirá  un  diputado  más. 


(1)  Const.,  arta.  39, 42  y  65. 

(2)  Conat., arta. ^yl%, 

(8)  Ley  electoral,  arta.  1  y  4.  V.  uúm.  131& 
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126Ó. — Debe  situarse  la  cabeza  del  distrito  en  el  pueblo  cabeza 
del  partido  judicial  más  céntrico  de  la  demarcacíoil,  y  en  cuan- 
to á  la  distancia  de  los  pueblos  que  la  forman,  se  observan  las 
reglas  establecidas  en  el  número  1248. 

La  división  de  la  provincia  en  distHtóá  electorales,  siendo  ob- 
jeto de  utíá  ley,  sólo  puede  alterarse  én  Virttid  dé  otra  (1). 

1261.— lá  subdivisión  de  los  distritos  en  colegios  y  secoioües 
preparatoria  de  las  elecciones  de  concejales,  en  ApHcstble  á  la  de 
diputados  á  Cóf  ted.  Así  pues,  éstas  se  hsídeü  éñ  los  mismos  co- 
legios y  secciones  que  aquéllas  (2). 

Í262.— liciones. --En  todos  los  colegios  empiezan  el  di»  se- 
ñalado en  el  decreto  de  convocátoHa.  Lo»  Ayutttáonieiitos  anun- 
cian ál  público  con  ocho  días  de  anticipación  los  sitios  designad- 
dos  á  los  colegios  y  Secciones. 

El  procedimiento  electoral  es  el  mismo  explicado  en  los  nú-  ' 
meros  1231  y  sig.  hasta  llegar  á  la  redacción  del  acta. 

1263. — ^De  la  referente  á  la  elección  de  cada  dia  de  los  tres  que 
dura,  sin  contar  el  exclusivamente  destinado  á  lá  constitución  de 
lá  mesa,  dé  sacan  dos  copias  literales  que  autofiían  el  presiden- 
te y  los  sec!retarios  y  remiten,  la  tina  al  gobéttiador  de  la  pro- 
vincia por  el  correo  más  inmediato,  y  la  otra  al  alcalde  del  pue- 
blo cabeza  del  distrito  electoral.  A  cada  áótá  sé  une  la  lista  de 
los  electores  que  hayan  tomado  parte  en  la  votación. 

El  presidente  de  la  mesa  comunica  al  ministro  de  la  Goberna- 
ción y  al  gobernador  de  la  provincia  por  el  medio  más  rápido, 
al  terminar  el  escrutinio  del  dia,  un  extracto  del  resultado,  ex- 
presando el  número  de  votantes  y  el  de  votos  obtenidos  por  los 
candidatos  en  el  orden  de  mayor  á  menor. 

Si  algún  candidato  ó  elector  en  su  nombre  pide  á  la  mesa  cer- 
tificación de  la  lista  de  los  votantes  y  del  resumen  de  los  votos, 
se  le  debe  librar  sin  demora  (5). 

1264. — Escruñnio.—A  los  tfes  dias  de  concltiídá  la  elección 
se  reúne  en  la  babezá  del  distrito  electoral  la  junta  de  escrutinio 
compuesta  de  tita  Secretario  comisionado  poi*  cada  éolé^ío  elegi- 
do por  la  mesa  respectiva,  el  ctial  lleva  copiáis  litertdes  certiflca- 

(1)  Ley  electoral,  arU.  106  y  Big.,  y  ley  de  división  de  distritos  electorales  de  1.°  de 
Bnero  de  1871. 

(2)  V.  núm.  1294. 

(3)  Ley  electoral,  arta.  113  y  sig. 
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das  de  las  actas  de  losHres  días  de  elección  con  los  dócnpdentos 
qae  se  hayan  presentado. 

1265. — ^Preside  la  junta  sin  voto  el  juez  de  primera  instancia 
del  pueblo  cabeza  del  distrito.  Constituida  la  mesa^  presentadas 
las  certificaciones  y  confrontados  los  documentos  por  los  cuatro 
secretarios  escrutadores,  se  hace  el  recuento  y  resumen  de  los 
votos,  y  el  presidente  proclama  diputado  al  candidato  que  haya 
obtenido  la  mayoría. 

La  junta  no  puede  anular  ninguna  acta  ni  voto :  sus  atribución 
nes  se  limitan  á  verificar  los  hechos  y  resolver  las  dudas  ó  cues* 
tienes  que  sobre  ellos  ocurran.  Si  respecto  al  número  de  votos 
no  apareciese  conformidad  entre  las  certificaciones  presentadas 
por  el  alcalde  del  pueblo  cabeza  del  distrito  y  las  exhibidas  por 
los  comisionados  de  los  colegios,  hacen  fé  éstas  contra  aquéllas, 
y  se  pasa  el  tanto  de  culpa  á  los  tribunales  para  que  procedan 
en  justicia. 

1266.— El  acta  del  escrutinio  se  archiva  en  la  secretaría  del 
Ayuntamiento.  Una  copia  literal  firmada  por  el  presidente  y  los 
cuatrx)  secretarios  escrutadores  se  remite  al  gobernador  de  la 
provincia,  yal diputado  proclamado  una  certificación  expedida 
por  el  Ayuntamiento  y  autorizada  por  el  alcaide,  haciendo  cons- 
tar el  número  de  votantes,  el  de  votos,  las  protestas,  las  resolu* 
cienes  á  que  hubieren  dado  lugar  y  la  proclamación.  Este  do* 
cumento  le  sirve  de  credencial  para  presentarse  en  el  Ckm- 
greso. 

Artículo  t.^'^BUecUmu  pareMa. 
1267.— Casos  de  elección  parcial.     1268.— Tiempo  y  modo  dehacérla. 

1267.— Hay  lugar  á  elecciones  parciales  de  diputados  á  Cortes: 

I.  Por  renuncia  expresa  del  cargo. 

n.  Por  renunqia  tácita,  cuando  el  diputado  electo  deja  pasar 
treinta  días  desde  que  fué  proclamado  sin  presentar  su  creden- 
cial en  el  Congreso,  salvo  el  caso  de  imposibilidad  alegado  opor- 
tunamente; y  cuando  acepta  del  Gobierno  ó  de  la  Casa  Real  pen- 
sión, empleo,  comisión  con  sueldo,  honores  ó  condecoraciones, 
excepto  el  empleo  de  ministro  de  la  Corona  (1). 

(1)  Comí.,  ari.  69,  y  lej  electoral^  art.  14. 
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ni.  Cttdñdo  sobreviene  incompatibilidad. 
^íIY.  Por  HOtodiniento  del  elegido. 

Y;  Si  el  Congreso  declara  la  nulidad  dé  la  elección. 

VI.  Por  la  opción  necesaria  del  diputado  elegido  por  dos  ómá» 
distritos;  Los  dipntados  que  se  hallen  en  este  caso,  deben  optar 
|K>r  el  distrito  qne  prefieran  en  el  término  de  ocho  dias  á  con- 
tar desde  la  constitución  del  Congreso.  Para  los  elegidos  con 
ptosterioridad  empieza  á  correr  el  plazo  desde  la  aprobación  del 
acta  (1).       ' 

1268.-*-*El  Golñemo  publicará  un  decreto  dentro  de  diez  diaa  de 
ocurriir  la  vacante,  convocando  á  los  colegios  para  Kpie  procedan 
á  la  elección  á  los  veinte  de  la  fecha  de  la  convocatoria. 

Las  elecciones  parciales  siguen  los  mismos  trámites  que  las 
generales  (2). 

CAPÍTULO  xxvm. 

De  las  el— lenes  4e 


1268.-r-Blectores.  1275.— Mesa  definitiva. 

1270.— Elegibles.  1276.— Proclamación  de  los  elec- 

1271 .— Compromisarios.  tos. 

1272.--Procedimi6lito.  1277.— Acta. 

1278.^Jttnta  electortd.  127S.— Blecciones  pardales, 

1274.  ^-Mesa  interina. 

Í269;-^B1  Senado  se  caufM>ne  de  cuatro  senadores  elegidos 
por  cada  provincia. 

ISTO.i^Para  ser  senador  se  recfuiere  ser  español^  tener  cua- 
renta aftos  de  edad,  goear  de  todos  los  derechos  civiles,  y. per- 
tenecer á  alguna  de  las  categorte  expresadas  en  la  Goíoistir 
tucion  (3). 

1271«*-*Todos  los  electores  de  cada  término  municipal  eligen 
un  ntimero  de  compromisarios  igual  á  la  sexta  parte  del  de  con- 
cejales que  correq>onde  á  su  Ayuntamiento.  Si  este  número  no 
llega  á  seis,  eligen  sin  embargo  un  compromisario.  Solamente 
son  elegíUes  los  electores  que  sepan  leer  y  escribir.  La  elección 

(1)  Uyol4otot»],ari.l4. 

(2)  Ley  electoral,  arti.  180,  ISl  y  182 
(8)  ArU.  02  y  es. 
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se  hace  al  mismo  tiempo  que  la  de  diputado»  á  G<)r^  cuando 
ambos  Cuerpos  colegísladores  han  sido  diiaodit§(9i  &  procede  la 
renovación  parcial  del  Senado  por  baber  sido  ^ÍWOlto  i^  Con- 
greso. 

1378.-^Los  trámites  d«  la  elección'  fiíon  1m  wsmos  que  aa  ob- 
servan en  la  de  concejatoa  y  hemos  explicado  m  los  wSm&i  i231 

yag. 

Cuatro  diaa  desimes  de  verificado  el  esenitjtiiúo,  gORenül  que 
cierra  las  elecciones  de  diputados  á  Cortes,  acuden  los  compror- 
misarlos  á  la  capital  de  la  provincia  wa  )^  ^ertifi^cípnea  de  su 
nombraipienta  eupedidas  por  di,ai»retario  y  veladla  ppf  el  alr 
calde  reapeotivo. 

1878. — Los  ooqippeinisarios  reunido»  con  los  diputados  pro- 
vinciales componen  la  junta  electoral.  A  las  diez  de  la  BMmana 
del  sexto  dia  posterior  al  escrutinio,  los  compromisarios  presi- 
didos por  el  vicepresidemte  de  la  Diputación  provincial  asociado 
á  cuatro  secretarios  escrutadores  en  la  forma  dicha  en  el  núme- 
ro 1232,  constitdyetf  *Ia  mesa  interina. 

1274. — A  este  priíner  acto  sigue  la  constitución  de  la  definiti- 
va, si  sÍ9  hallan  presentas  la  mitad  más  uno  de  los  compromisa'»- 
rios.  Si  falta  la  mayoría  absoluta  requerida  por  1^  ley,  el  presi- 
dente y  secretarios  intorinos  avisan  por  mediifl  4qI.  Boletín  Ofi- 
cial á  todos  los  Ayuntamientos  de  los  pueblas  na  vapoeaentados 
en  la  junta,  fijándoles  el  plazo  de  diez  dias  para  q<ue  envíen  sus 
compromisarios,  con  apercibimiento  de  que  si  no  lo  hacen,  se 
considerará  que  aprueban  todo  cuanto  la  junta  acuerde  y  deter- 
mine. 

La  mesa  interina  procede  al  es^fflien  y  revjbnenide  lea  poderes 
de  l(>s  oompromisarioa  que  son  las  certifioapiones  de  su  nombrar 
miento,  mipuesto  que  liaya  la  mitad  más  uno  neoeaauía  para  to- 
mar acuerdos.  No  declara  la  ley  qué  debe  hacerse  supuesto  que 
tte  haya  la  mitad  mis  uno  de  los  compromisarios;  pero  se  colige 
que  los  presentes,  cualquiera  que  sea  su  número,  después  de 
apercibidos  los  A3mntamientos  según  se  contiene  en  el  párrafo 
anterior,  resumen  la  plenitud  de  íhciütadea  de>la  mayorfa. 

1275. — Aprobados  los  poderes,  sigue  la  coiistítuoion  de  la  me- 
sa definitiva;  y  debiendo  presidir  la  junta  el  vicepresidente  de 
la  Diputación,  resta  elegir  cuatro  secretarios  en  votación  secre- 
ta. Así  que  todos  los  electores  presentes  han  emitido  su  voto,  se 
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yerífica  el  esomtiiuo^  y  el  presidente  proclama  8e<?retarío8  á  los 
cuatro  compromisarios  que  obtuvieron  mayoría^  y  declara  cpp»- 
tituida  la  junta  electoral  para  la  elección  á&  senadores. 

lAm  trámites  de^  e^ita  elecciq^  son  los  inmunes  y  ordinarios 
con  la  adyertencia  que  ^  ningún  eandid,ato  reúne  en  la  primera 
votaoioa  k  mitad  más.  unq  de  los  vatosf^  no  enlran  en  la  seguid 
da  sino  IfOis  candi4iitQs  que  hayan  obtenido  mayor  número,  en 
paqan  de  dos  por  eada  vacante  de  senador. 

1276.-*rTermiiiado  ek  e>3Qr^tinio  y  conocido  el  resultadQi  el 
presidente  proolama  i^eiiadores  ^  loa  cuatro  candidatos  favoreei- 
dos  con  la  mayoría,  ab9ol«.ta  de  loa  votos. 

i277.^tn£l  acta  ^r^aada  por  el  presidente  jr  Im  secretarios  se 
archiva  en  la  sdcretapía  de  la  Imputación  proirineial.  Una  copia 
aatorinda  ae  penpáte  al  ministerio  de  la  Gobernación,  y  otra  á 
aada  uno  4et  los  s^nador^  electoa  peo^a  qne  le9  sirva  de  título  de 
su  nom^braiHaientOt,  Ax)epa4s  9e  dirige  al  Senado  una  certi^beacion 
del  acAa  orí£[inal  oom  toda  la  documentación  en  el  plazo  de  ocho 
diafi. 

i278.*^JLa»  ^leeciooies  parciales  coiniciden  con  toda  elección 
general  de  diputadas  á  Q^rtes,  á  no  ser  que  ambos  Cuerpos  co- 
l^sladores  hayan  sida  áismlAos  á  la  vez,  e^  cuyo  caso  unas  y 
otraa  son  generalesk  La$  yacaiates  por  muerta,  renn^a^  incom- 
paftihUidad,  ata,  oo^  hiacen  necesaria  nneya  elección  antas  del 
período  oi»Uli»sypi«  de  la  resovaeion  paircial  (1). 


CAPITül^O  XXIX- 

l?7S),^CWf^Wlvors¡a.  PH^f^o- 

1^.— Solficion  en  Efflpaña.  1282.— Funciones  publícete  incom- 
1281.— Funciones  públicas  incom-  patibles  con  el  de  senador, 

patibies  con  el  capgtf  de  di-  1283.— Resumen  y  conclusión. 

llOTO^^Siempí^  filé  eiMtlon  vivamente  debatida  en  los  libros 
y  en  loa  parlamento9>  ^i  pucf^n  ó  no  pueden  aonmularse  las  fun- 
ciones administrativas  y  el  cargo  de  representante  de  la  nación 
en  una  asamblea  legislativa. 


(1)  ConatM  aria.  8B,  89,  GO  y  64,  y  ley  electoral,  arts.  19»  y  8i$r. 
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I 

En  pro  se  dice  que  las  luces  y  la  experiencia  adquiridas  en  el 
manejo  de  los  negocios  hacen  &lta  en  un  cuerpo  compuesto  en 
su  mayor  parto  de  personas  más  versadas  en  la  especulativa  que 
en  la  práctica  del  gobierno  y  administración  de  los  pueblos;  que 
la  opinión  de  un  funcionario  de  capacidad  reconocida  tiene  mu- 
cho peso,  cuando  al  discutir  una  ley  muestra  las  dificultades,  los 
inconvenientos  ó  los  peligros  de  su  ^ecucion;  que  el  apego  á  la 
tradición  sirve  para  moderar  el  deseo  de  novedades  y  la  impa^ 
ciencia  de  los  que  claman  por  inconsideradas  reformas;  qtíe  el 
espíritu  de  secta  ó  partido  suele  ceder  ante  la  exposición  razo- 
nada de  las  necesidades  del  servicio  públióo,  sobre  todo  si  á  la 
fíierza  de  los  argumentos  se  añade  la  que  imprime  la  autoridad. 

En  contra  se  alega  que  no  conviene  reunir  las  flmciones  le- 
gislativas y  ejecutivas;  que  el  funcionario,  representante  de  la 
nación,  navega  entre  dos  escollos,  porque  no  se  compadecen  la 
libertad  del  mandato  y  lá  severa  disciplina;  que  siempre  se  in- 
terpreta su  voto  en  sentido  más  favorable  á  los  intereses  de  una 
clase  retribuí  da  por  el  estado,  que  á  los  verdaderos  y  legítimos 
de  la  nación,  y  en  fin,  que  no  debiendo  haber  más  funcionarios 
que  los  precisos,  cada  cual  hace  &lta  en  su  puesto. 

La  cuestión  se  ha  resuelto  de  distinto  modo  en  diversos  esta- 
dos de  Europa,  y  no  tanto  por  el  infliyo  de  algún  principio  cons- 
titucional, como  por  la  particular  organización  de  la  carrera  ad- 
ministrativa. Allí  en  donde  se  exigen  á  los  empleados  condicio- 
nes de  aptitud  y  gozan  de  ciertas  garantías  equivalentes  á  la  ina- 
movilidad,  son  admitidos  sin  reparo  al  ejercicio  de  las  funciones 
legislativas,  considerando  que  reúnen  la  capacidad  y  la  indepen- 
dencia al  igual  que  otro  cualquiera  ciudadafio. 

1280. — En  España  prevaleció  el  doble  criterio  de  limitar  el 
número  de  funcionarios  diputados  para  que  el  exceso  no  presta- 
se ocasión  á  sospechar  de  la  independencia  de  la  asamblea,  y  de 
excluir  á  los  de  mediana  é  inferior  categoría,  porque  no  pade- 
ciese menoscabo  la  dignidad  de  la  representación  nacional. 

1281. — ^En  efecto,  el  cargo  de  diputado  es  incompatible  con  el 
ejercicio  de  destinos  públicos,  aunque  sean  en  comisión  y  sin 
sueldo,  siempre  que  lo  tengan  señalado  en  el  presupuesto  del  e»' 
tado  ó  de  la  Gasa  Real  (1). 

(1)  Ley  alectonl,  art.  12. 

t 
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Exceptúanse  : 

L  Los  ministros  de  la  Corona. 

n.  Los  oficiales  generales  del  ejército  y  la  armada. 

m.  Los  jefes  ^superiores  de  administración  con  residencia  en 
Madrid^  cuyo  sueldo  consignado  en  el  presupuesto  no  bsge  de 
12.500  pesetas. 

IV.  El  presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid  y  los  presidentes 
de  Sala  de  la  misma,  el  rector  y  catedráticos  por  oposición  de 
ascenso  y  término  de  la  Universidad  Central,  y  los  inspectores 
generales  de  primera  clase  é  ingenieros  jefes  de  la  misma  con 
residencia  en  Madrid  y  dos  años  de  antigüedad  en  el  cargo  unos 
y  otros. 

£1  número  de  diputados  dé  las  expresadas  categorías  que  to- 
me asiento  en  el  Congreso  no  puede  exceder  de  cuarenta,  y  si 
fuese  elegido  mayor  número,  la  suerte  decide  quiénes  deben  que- 
dar. El  sorteo  se  verifica  en  la  primera  sesión  pública  que  se  ce- 
lebre después  de  constituido  el  Congreso  (1). 

1282. — El  cargo  de  senador  es  incompatible  con  todo  empleo 
activo  que  no  esté  comprendido  en  las  categorías  taxativamente 
señaladas  en  la  Constitución  (2). 

1283. — Resulta,  pues,  que  según  nuestro  derecho  constituido 
la  incompatibilidad  de  las  funciones  legislativas  y  administrati- 
vas, nó  es  absoluta,  sino  relativa.  La  incompatibilidad  es  la  re- 
gla general,  y  la  compatibilidad  la  excepción. 


TÍTULiO  II. 

DB  LOS  DBBBGHOS  DB  LA  ADMINISTRACIÓN  CON  BBSPBOTO 

Á  LAS   PBBSONAS. 

« 

CAPÍTULO  I. 
De  iM  cargas  páblleas. 

1284.— Cargas  públicas  en  general.      1285.— Su  división. 

12844 — La  administración  tiene  grandes  deberes  que  cumplir; 

(1)  Ley  de  SO  de  Diciembre  de  ISHO,  y  real  decreto  de  11  de  Eneto  dé  1976. 

(2)  An.  62,  ley  electoral,  art.  11  y  real  decreto  de  11  de  Enero  de  18^6,  art.  5. 

TOMO  L  37 
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más  no  puede  llenarlos  de  modo  alguno  sin  derechos  Correlati- 
vos, sin  medios  de  existencia  social,  es  decir,  sin  fuerza  y  sin 
riqueza.  El  estado  es  un  ente  moral,  un  agregado  de  individuos 
y  fortunas  que  sólo  subsiste  en  virtud  del  cambio  de  servicios 
entre  sus  miembros  por  una  parte,  y  por  otra  entre  los  gober- 
nador y  el  Gobierno.  Esta  cooperación  mutua  constituye  los 
vínculos  sociales,  da  fortaleza  á  la  ley  y  crea  los  poderes  pú- 
blicos. 

1285. — Cada  hombre  es  un  miembro  de  la  sociedad,  de  modo 
que  usando  discretamente  de  su  libertad  contribuye  á  la  armo- 
nía general.  Así  todo  ciudadano  tiene  derecho  para  reclanilar  una 
parte  de  libertad  política  como  un  medio  de  conservación  y  pro- 
greso ;  pero  también  en  cambio  tiene  derecho  el  estado  para  im- 
ponerle ciertas  cargas  y  exigirle  el  cumplimiento  de  ciertas  obli- 
gaciones que  representan  el  precio  de  sus  servicios  en  feívor  de 
las  personas  y  propiedades,  de  donde  dimana  la  división  ftmda- 
mental  de  las  cargas  públicas  en  personales  y  reales. 

Las  primeras  obligan  al  individuo  ó  por  su  cualidad  de  ciuda- 
dano, ó  por  la  de  habitante  de  una  provincia,  ó  en  fin  por  la  de 
vecino  de  tal  pueblo,  y  de  aquí  se  deriva  la  subdivisión  de  las 
cargas  personales  en  generales,  provinciales  y  municipales  ó 
concejiles. 

Dedicaremos  este  título  al  examen  de  dichas  tres  clases  de  car- 
gas públicas  por  vía  de  complemepto  dé  la  doctrina  expuesta  en 
el  anterior,  aplazando  el  estudio  de  las  reales  para  otro  lugar, 
pues  se  enlazan  naturalmente  con  el  tratado  de  las  cosas. 


CAPITULO  n. 

Del  Mrvleto  nUiiar. 

1286.— Puerca  pública.  1289.— En  España. 

1287.— Su  antigua  organización.  1290.— Necesidad  presente  de  que 

1288.— Origen  del  ejército  perma-  el  servicio  militar  constitu- 

nente  en  Europa.  ya  una  profesión. 

1286. — Aunque  los  Gobiernos  deben  ser  esencialmente  racio- 
nales y  apoyarse  en  el  común  asentimiento  de  los  pueblos,  to- 
davía necesitan  una  fuerza  regular  y  permanente  que  conserve 
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el  étden  público  en  lo  interior  y  vele  por  la  seguridad  del  estado 
en  lo  exterior. 

1287. — ^En  otros  tiempos  la  milicia  no  era  mía  profesión,  por- 
que todo  ciudadano  corría  á  la  defensa  de  su  patria  en  peligro,  y 
en  cesando  tomaba  á  sus  hogares.  La  guerra  armaba  las  le- 
giones y  lá  paz.  las  desarmaba.  No  se  conocía  la  institución  del 
ejército  permanente  que  introdujo  el  aparato  bélico  en  el  seno  de 
las  más  pacíficas  ciudades. 

1288.— Garlos  VH,  rey  de  Francia,  fué  quien  dio  loa  primeros 
pasos  para  modificar  el  sistema  militar  de  Europa^  imitándole 
todos  los  demás  soberanos,  porque  cada  príncipe  se  creyó  en  la 
necesidad  de  defenderse  contra  una  nación  siempre  armada;  y 
si  con  miras  ambiciosas  ó  por  cualquiera  causa  aumentaba  algu- 
no su  ejército,  los  otros  le  seguían  en  proporción  igual,  para 
mantener  el  equilibrio  de  fuerzas  imaginado  en  la  política  como 
garante  de  la  mutua  independencia  de  las  naciones. 

1289. — Las  poderosas  huestes  con  que  los  reyes  de  Castilla 
combatieron  á  los  moros  se  componían  de  gente  allegadiza.  To- 
dos tenian  obligación  de  ir  en  fonsado  ó  militar  debajo  del  pen- 
dón real,  cuando  eran  requeridos  por  las  cartas  ó  por  los  men- 
sajeros de  costumbre.  Acudían  los  maestres  de  las  Órdenes  con 
sus  cabaUeros,  los  prelados  con  sus  vasallos,  los  ricos-hombres 
con;sus  mesnadas,  y  los  pecheros  formaban  las  milicias  conccgi- 
les,  sigutendo  el  pendón  de  la  ciudad,  ó  bien  salían  á  campaña 
con  las  banderas  de  sus  gremios  ú  oficios.  Las  leyes  imponían  á 
todo  habitante  la  obligación  de  mantenerse  y  costear  las  armas, 
y  la  de  servir  tres  meses  cada  año.  Los  nobles  militaban  en  la 
caballería,  nervio  de  los  ejércitos  en  la  edad  media,  y  formaban 
el  peomge  los  plebeyos,  más  bien  fuerzas  auxiliares  que  verda- 
dera gente  de  guerra  (1). 

Este  método  tan  vicioso  de  recluta,  propio  de  la  rudeza  de  los 
tiempos,  debía  hacerse  imposible  cuando  la  perfección  de  las  ma- 
niobras militares  y  el  adelantamiento  eo  todos  los  ramos  del  arte 
de  la  guerra,,  unidos  á  la  necesidad  de  un  grado  mayor  de  liber- 
tad civil  que  los  progresos  de  la  industria  requerían,  erigieron  la 
milicia  en  una  profesión  con  sus  estudios  y  aprendizaje,  é  inclina- 
ron las  ideas  de  los  Gobiernos  hacía  el  establecimiento  de  las 
tropas  fijas  y  regladas. 

(1)  Cur»Q  Añ  dér§eho  polUieo^  cap.  XLtI,  pAg*  5d9. 
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La  política  también  entró  por  mucho  en  estos  cálculos,  porque 
veian  los  soberanos  en  la  institución  del  ejército  permanente  un 
medio  seguro  de  abatir  el  orgullo  de  la  nobleza  y  ensalzar  su 
propia  autoridad,  como  supo  hacerlo  el  cardenal  Jiménez  de  Cis- 
neros  en  pro  de  la  corona  de  Castilla  mientras  fué  gobernador 
del  Reino. 

Ya  los  Reyes  Católicos  habian  ensayado  aquel  sistema  con  el 
establecimiento  de  la  Santa  Hermandad,  institución  destinada  á 
prestar  un  servicio  de  protección  y  seguridad  en  los  caminos  y 
despoblados,  y  no  ajena  al  pensamiento  de  abatir  la  soberbia  y 
enflaquecer  la  autoridad  de  la  nobleza  castellana. 

También  imaginaron  organizar  una  milicia,  y  dieron  leyes  que 
determinaban  el  equipo  de  cada  soldado  conforme  á  su  riqueza. 
Mandaron  asimismo  que  de  cada  doce  habitantes  de  veinte  á  cua- 
renta y  cinco  años  capaces  del  servicio  de  las  armas,  se  alistase 
uno,  quedando  los  otros  once  sujetos  al  llamamiento  en  caso  de 
necesidad.  Los  milicianos  recibian  paga  durante  su  servicio  efec- 
tivo, estaban  exentos  de  tributos  y  sus  armas  libres  de  ejecución. 
Exceptuábanse  de  este  cargo  los  clérigos  por  razón  de  su  estado, 
los  hidalgos  por  privilegio  y  los  pobres  por  equidad  (1).   * 

Cisneros  fué  más  allá  mandando  alistar  cierto  número  de  hom- 
bres de  cada  pueblo  que  debian  disciplinarse  los  días  de  fiesta,  y 
procuró  granjearse  la  voluntad  de  los  jefes  con  pagarles  susala^ 
rio  del  tesoro  público. 

Estos  proyectos  pasaron  por  fliertes  impugnaciones,  princi- 
palmente de  parte  de  los  grandes,  y  no  se  realizaron  por  com- 
pleto hasta  el  advenimiento  de  la  casa  de  Austria,  en  cuya  épo- 
ca cesaron  los  apellidos,  el  servicio  militar  de  los  nobles  se  con- 
virtió en  pecuniario  con  el  nombre  de  lanzas,  y  empeñados  los 
españoles  en  las  guerras  de  Italia  y  Flandes,  sin  necesidad  de  pe* 
lear  con  enemigos  interiores,  cesó  definitivamente  el  sistema 
antiguo. 

Entonces  se  reemplazaba  el  ejército  con  reclutas  voluntarios 
que  causaban  muy  considerables  gastos  y  desertaban  con  facili- 
dad, y  con  la  contribución  de  un  hombre  ó  dos  por  ciento  del  ve- 
cindario del  estado  llano,  sacados  por  elección,  sorteo  ó  de  la  me* 
jor  forma  que  los  paisanos  hallasen  de  prestarse  á  dicho  serví- 

(Ij  Prafifmáticas  de  Tarazona  &  18  de  Setiembre  de  1406  y  de  Valladolid  á  23  de  Febreto 
de  1496. 
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CÍO,  debiendo  los  designados  ser  mozos  solteros,  y  sin  que  les 
fttese  permitido  eximirse  de  la  carga  cubriendo  su  plaza  con 
otro  ó  poniendo  sustituto. 

En  el  siglo  xvi  eran  ios  españoles  maestros  en  la  milicia, 
como  lo  manifiestan  sus  escritos  y  sus  campañas.  En  el  reinada 
de  Felipe  ni  cayó  el  arte  de  la  guerra  en  el  abandono  en  que  ya- 
cían todas  las  cosas  tocantes  á  la  gobernación  del  estado,  y  á  tan 
vergonzoso  extremo  llegó  nuestra  impericia,  que  para  el  servi- 
cio de  la  artillería  hubimos  de  echar  mano  de  extranjeros.  A  la 
muerte  de  Garlos  U  dicen  que  sólo  habia  15.000  hombres  de  tro- 
pa reglada  en  toda  la  monarquía ;  de  suerte  que  Felipe  V  se  vio 
en  la  necesidad  de  formar  el  ejército  de  nuevo.  Este  descuido  de 
los  últimos  reyes  de  la  casa  dé  Austria  costó  caro  á  España,  pues 
á  no  haberlo  padecido,  tal  vez  no  se  lamentaria  hoy  la  desmem- 
bración del  Portugal  ni  de  otras  provincias  allende  el  Pirineo. 
Garlos  ni  fué  el  restaurador  del  arte  militar  en  España:  erigió  el 
colegio  de  artillería  de  Segovia  y  la  escuela  de  Ávila  para  la  ins- 
trucción del  cuerpo  de  oficiales. 

Además  de  las  tropas  de  línea  habia  otra  clase  llamada  mili- 
cias provinciales  sumamente  útiles  al  estado,  porque  no  le  gra- 
vaban en  tiempo  de  paz,  y  en  tiempo  de  guerra  contribuían  en 
unión  con  las  anteriores  á  la  defensa  de  la  patria;  más  en  época 
reciente  desapareció  esta  reliquia  de  nuestro  anterior  sistema  mi- 
litar, confundiéndose  todas  las  tropas  eji  un  solo  ejército  que  se 
consideró  dividido  en  dos  cuerpos,  uno  destinado  al  servicio  ac- 
tivo y  otro  á  la  reserva  (1). 

1290* — Hoy  descansa  el  sistema  militar  de  Europa  en  la  insti- 
tución del  ejército  permanente,  y  no  puede  ser  otra  cosa.  Sólo 
en  los  pueblos  bárbaros  son  todos  los  hombres  soldados,  pues  en 
la  misma  civilización  antigua,  esencialmente  guerrera,  la  milicia 
formaba  una  casta  ó  raza  privilegiada,  á  la  cual  le  estaba  prohi- 
bido, como  deshonroso  y  servil,  el  ejercicio  de  toda  profesión 
mecánica.  Y  ahora  que  la  sociedad  se  funda  en  la  rehabilitación 
del  trabado,  debe  ser  y  es  en  efecto  incompatible  con  la  vida  in- 
dustrial de  las  naciones  servir  alternativamente  á  la  patria  en  el 
taller  y  en  el  campamento. 

Añádese  á  esto  que  si  basta  el  entusiasmo  de  las  tropas  ir- 


(1)  Roal  decreto  de  1  de  Setiembre  de  1846* 
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regulares  y  de  la  gente  colecticia  para  rechazar  del  territorio  una 
invasión  enemiga^  cuando  las  guerras  son  lejanas^  se  necesitan 
ejércitos  disciplinados  y  aguerridos,  soldados  veteranos  acostum- 
brados á  la  obediencia  pasiva^  á  las  privaciones  de  la  campaña  y 
á  seguir  la  voz  de  sus  jefes. 

El  arte  de  la  guerra  no  consiste  solamente  en  el  £icil  manejo 
del  arma,  en  la  exactitud  de  los  movimientos  y  en  la  precisión 
de  las  maniobras;  es  una  profesión  distinta  de  las  que  se  ejercen 
en  el  seno  de  la  paz,  la  cual  requiere  instrumentos  adecuados  al 
objeto.  La  primera  condición  de  la  victoria  contra  los  enemigos 
interiores  y  exteriores  es  un  buen  ejército,  y  no  se  forma  un 
buen  ejército  sino  con  naturales  instruidos  en  tiempo  de  paz  y 
con  la  perseverancia  necesaria  paia  que  el  soldado  bisoñe  se  po- 
sea de  las  cualidades  propias  del  veterano,  y  llegue  á  convertir- 
se en  hábito  la  disciplina  que  engendra  la  confianza ,  así  eomo 
de  la  confianza  nace  la  fortaleza  de  ánimo  en  los  peligros.  El  va- 
lor desordenado  es  cólera  ciega  cuya  fuerza  se  quebranta  al  pri- 
mer revés  de  la  fortuna.  Sólo  así  se  adquiere  aquel  grado  de 
educación  ó  espíritu  militar  que  no  alcanzan  las  tropas  merce- 
narias, ni  la  gente  allegadiza,  ni  la  empeñada  en  la  milicia  por 
breve  tiempo.  El  Gobierno  que  tal  sistema  introd^jese,  colocaría 
á  su  nación  en  un  estado  de  inferioridad  con  respecto  á  los  de- 
más estados  y  principalmente  con  relación  á  sus  vecinos. 

Artículo  l.^'-^Obli^acioH  del  servido  militar. 

1291 .  —Preceptos  constitucionales.      1294.— Servicio  obligatorio. 
1292.— Consecuencias.  1295.— Organización  del  ejército. 

1293.— Igualdad  de  la  carga.  1296.— Reemplazo. 

1291. — «Todo  español  está  obligado  á  defender  la  patria  con 
las  ai*mas,  cuando  sea  Uamado  por  la  ley.» 

«Las  Cortes  fijarán  todos  los  años,  á  propuesta  del  Rey,  las 
fuerzas  militares  do  mar  y  tierra.» 

« No  puede  existir  en  territorio  español  ftierza  armada  perma- 
nente que  no  esté  autorizada  por  una  ley.» 

«El  Rey  necesita  estar  autorizado  por  una  ley  especial  para 
admitir  tropas  extranjeras  en  el  Reino»  (1). 

(1)  Const.,  arta.  28, 74, 106  y  101. 
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1292. — ^De  los  textos  anteriores  se  deduce  : 

I.  Que  prestar  el  servicio  milííar  es  un  deber  del  ciudadano 
español,  siempre  que  se  le  exija  con  arreglo  á  la  Constitución  y 
las  leyes. 

n.  Que  no  es  una  obligación  rigorosamente  personal,  pues  la 
ley  no  excluye  los  medios  supletorios  de  la  sustitución  y  la  re- 
denciop. 

ni.  Que  es  un  derecho  exclusivo  de  los  españoles  servir  vo- 
luntariamente en  el  ejército,  si  reúnen  los  requisitos  y  circuns- 
tancias determinadas  en  las  leyes,  órdenes  y  reglamentos  (1). 

1293. — ^El  principio  de  la  igualdad  se  aplica,  como  es  justo,  lo 
mismo  á  esta  penosa  prestación  personal  (impropiamente  llama- 
da contribución  de  sangre)  que  á  las  cargas  reales. 

1294. — ^El  servicio  militar  es  obligatorio  para  todos  los  espa- 
ñoles al  cumplir  los  veinte  años  de  edad.  La  suerte  designa  los 
que  deben  cubrir  el  contingente  anual  fijado  por  las  Cortes,  y 
los  que  exceden  del  número  necesario  para  el  reemplazo  del 
ejército  pasan  á  la  reserva.  El  gravamen  alcanza  á  solteros,  ca- 
sados y  viudos  sin  excepción  de  forma  que  nadie  puede  obtener 
empleo  ni  cargo  público  sin  acreditar  que  satisfizo  su  deuda  al 
estado,  habiendo  servido  por  sí  ó  por  sustituto,  si  filé  llamado  á 
las  armas,  á  no  estar  legalmente  exento.  De  esta  exención  legal 
disfirutan  los  naturales  de  las  provincias  Vascongadas  en  virtud 
de  sus  fileros  (2). 

Para  que  nadie  se  excuse  del  servicio,  considerando  que  la 
obligación  pesa  sobre  todos  los  ciudadanos,  y  que  nadie  puede 
eludirla  sin  causar  perjuicio  á  tercero,  no  se  permite  salir  del 
Reino  á  los  mozos  sujetos  al  sorteo  sin  constituir  fianza  pecu- 
niaria suficiente  á  cubrir  su  responsabilidad.  Sin  embargo,  aque- 
llos cuya  inutilidad  para  el  servicio  de  las  armas  ftiere  reconoci- 
da de  oficio  ante  la  Comisión  provincial,  no  necesitan  prestar 
dicha  fianza  (3). 

Todos  los  mozos  de  veinte  á  treinta  años  ausentes  de  sus  pro-  . 
vincias  respectivas  en  cualquiera  del  Reino  ó  sus  islas  adyacen- 
tes, deben  solicitar  del  Ayuntamiento  de  donde  procedan,  certi- 


(1)  Ley  de  29  de  Marzo  de  1810,  art.  2. 

(2)  Leyes  de  2  de  Noviembre  de  1887,  art.  112,  90  de  Enero  de  1856,  arts.  1  y  13,  y  29  de 
Marzo  de  1810,  arts.  1  y  5. 

(3)  Reales  ordenes  de  21  de  Abril  de  1858,  y  6  de  Febrero  de  1861. 
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flcado  de  hallarse  libres  del  servicio  militar  con  expresión  de  la 
causa  (1).  ' 

1295. —  El  ejército  se  divide  en  permanente  y  de  reserva.  El 
ejército  permanente  se  subdivide  en  activo  y  reserva  activa  ó 
primera  reserva,  á  diferencia  de  la  segunda. 

Constituyen  el  ejército  permanente  los  soldados  en  activo  ser- 
vicio. Los  mozos  destinados  por  la  suerte  al  ejército  permanen- 
te deben  estar  cuatro  años  sobre  las  armas,  al  cabo  de  los  cuales 
pasan  á  la  priniera  reserva  hasta  completar  los  seis  que  dura  el 
servicio  militar.  En  tiempo  de  guerra  continúan  prestando  el 
servicio  activo. 

Ingresan  en  la  primera  reserva  los  soldados  que  han  cumplido  en 
el  ejército  cuatro  años.  Su  situación  durante  los  dos  siguientes  es 
la  de  licencia  ilimitada  en  sus  hogares,  sin  disfrutar  haber  alguno. 

Forman  la  segunda  reserva  los  jóvenes  no  comprendidos  en 
las  excepciones  de  la  ley,  que  por  haber  sacado  números  altos, 
exceden  del  contingente.  Los  individuos  de  la  segunda  reserva 
gozan  de  todos  sus  derechos  de  ciudadanía.  Pueden  contraer 
matrimonio  sin  autorización  después  del  primer  año  de  servicio, 
cambiar  de  domicilio  ó  residencia,  y  viajar  por  España  ó  el  ex- 
tranjero con  la  sola  obligación  de  dar  previo  conocimiento  de  su 
salida  al  jefe  de  la  reserva.  Cumplen  en  ella  los  seis  años  del 
servicio  militar,  si  antes  no  fueren  llamados  á  las  armas  en  vir- 
tud de  una  ley. 

1296.— Dos  modos  hay  de  acudir  al  reemplazo  del  ejército: 

L  El  alistamiento  voluntario.  El  compromiso  debe  ser,  por  lo 
menos,  de  cuatro  años.  Los  soldados  en  servicio  activo  pueden 
continuar  en  él,  si  lo  desean,  comprometiéndose  por  dos  años 
i  lo  menos,  y  á  lo  más  por  cuatro  cada  vez. 

Los  voluntarios  no  pasan  jamás  á  las  reservas  sin  su  consen- 
timiento. 

IL  A  falta  de  número  suficiente  de  voluntarios  para  cubrir  las 
bsuas  del  gército,  por  suerte.        , 

Loa  números  desde  el  uno  hasta  el  que  se  haya  fajado  á  cada 
término  municipal  para  llenar  el  contingente  votado  por  las  Cor- 
tes, designan  los  hombres  que  deben  ingresar  en  el  ejjército  per- 
manente (2). 

(1)  Reales  órdenes  de  V¡  de  Julio  y  29  de  Noviembre  de  1861. 

(2)  Ley  de  28  d«  Marzo  de  1810. 
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La  ley  de  reemplazos  prescribe  una  serie  de  operaciones  re- 
lativas al  sorteo,  empezando  por  formar  el  padrón  general  de 
vecinos  y  concluyendo  por  la  entrega  de  los  quintos  en  Caja,  las 
cuales  vamos  á  exponer  con  la  separación  debida  (1). 

Artículo  2»^'^^partimieiUode  qiñntos. 

1297.^Designacíon  de  cupos.  nes  provinciales. 

129B.^R6clamacíones.  1300.— Forma  del  repartimiento. 

1290.— Deberes  de  las  Diputacio- 

1297. — ^El  Gobierno,  al  presentar  á  las  Cortes  el  proyecto  de 
ley  fajando  la  (berza  militar  de  mar  y  tierra,  debe  acompañar  un 
estado  en  que  desigúe  el  cupo  de  cada  provincia  en  el  reparti- 
miento general  del  contingente,  según  el  número  de  mozos  sor- 
teados en  la  totalidad  de  los  pueblos  el  año  anterior  inmediato. 
.  Es  atribución  de  las  Diputaciones  provinciales  señalar  á  los 
Ayuntamientos  el  cupo  de  hombres  que  les  corresponda  para  el 
reemplazo  del  ejército,  á  cuyo  fin  deben  reunirse  el  dia  1.**  de 
Febrero  de  cada  año,  y  con  presencia  de  los  datos  del  último  sor- 
teo, verificar  esta  operación  en  el  término  preciso  de  ocho 
dias  (2).  Del  número  total  de  mozos  sorteados  el  año  anterior  de- 
ducen: 

I.  Los  Mecidos. 

n.  Los  indebidamente  comprendidos  en  el  alistamiento,  aun- 
que no  se  les  hubiere  excluido  al  tiempo  de  hacer  la  rectifica- 
ción. 

ni.  Los  exceptuados  del  servicio  militar  con  arreglo  á  las 
leyes. 

rv.  Los  que  resultaren  haber  sido  alistados  en  otros  pueblos 
para  el  mismo  reemplazo  (3). 

1298.— No  declara  la  ley  si  procede  algún  recurso  contra  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  provinciales  al  señalar  el  cupo  de 


(1)  Ordenanza  de  reemplazos  de  21  de  Octubre  de  1800:  instrnceion  adicional  de  21  de 
Enero  de  1819:  leyes  de  9  de  Jnnlo  de  1831  y  3  de  Febrero  de  1828:  ley  de  2  de  Noviembre 
de  ISSn:  proyecto  aprobado  por  el  Sen^^o  en  29  de  Enero  de  1850,  mandado  observar  inte- 
rinamente por  real  orden  de  21  de  Jonio  de  1851,  y  leyes  de  90  de  Enero  de  1866, 26  de  Junio 
de  1867  y  29  de  Marzo  de  18TO. 

(2)  Ley  de  80  de  Enero  de  1866,  arta.  17  y  18. 

(8)  Leyes  de  80  de  Enero  de  1856,  arta.  21, 45, 75  y  76,  y  25  de  Setiembre  de  1863,  art.  55,  §  2. 
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cada  pueblo,  acaso  porque  esta  opeí'acion  estadística  no  se  halla 
siqeta  t  graves  errores,  y  porque,  procediendo  como  delegadas 
del  poder  legislativo,  no  hay  superior  jerárquico  con  autoridad 
bastante  á  enmendar  sus  actos.  Sin  embargo,  no  dudamos  en  re- 
conocer á  los  Ayuntamientos  y  aun  á  los  particulares  el  derecho 
de  representación  ante  las  Diputaciones  mismas,  para  que  refor- 
men sus  propios  acuerdos  que  deben  ser  conformes  á  lo  que  de- 
terminan las  leyes  y  los  reglamentos,  y  en  todo  caso  el  de  acu- 
dir al  Gobierno  por  via  de  apelación,  puesto  que  se  trata  de  un 
repartimiento  entre  los  pueblos  de^la  provincia  para  cubrir  el  cu- 
po general  de  hombres  que  se  le  señala  (1). 

1299.— Si  las  Diputaciones  provinciales  estuviesen  reunidas  al 
tiempo  de  recibir  el  decreto  para  el  reemplazo,  hacen  el  reparti- 
miento dentro  del  plazo  legal;  y  si  no  lo  estuviesen,  el  gobernador 
las  convoca,  ^ando  para  su  reunión  el  dia  más  próximo  posible, 
según  la  distancia  á  que  se  halle  el  pueblo  más  Icyano  del  domi- 
cilio de  los  diputados,  y  desde  este  dia  empieza  á  correr  el  plazo. 

1300.-^E1  repartimiento  se  verifica  por  enteros  y  décimas  par^ 
tes;  de  modo  que  si  sumados  todos  los  soldados  y  décimas  alta- 
sen algunos  soldados  y  décimas  para  completar  el  cupo  de  la  pro- 
vincia, se  exige  á  razón  de  una  décima  por  cada  pueblo  á  los  que 
hubiesen  quedado  con  mayor  número  de  mozos  sorteados  des- 
pués de  cubierto  y  descontado  el  cupo  que  les  haya  correspon- 
dido; y  si  al  agregar  la  última  ó  las  últimas  décimas  resultasen 
dos  ó  más  pueblos  con  mozos  sobrantes,  la  suerte  decide  á  cuál 
ó  cuáles  de  ellos  debe  aplicarse  la  agregación.  Para  este  efecto 
se  entienden  mozos  sobrantes  los  de  aquellos  pueblos  que  no  tie- 
nen los  necesarios  á  contribuir  con  una  décima. 

Hecho  el  señalamiento  de  las  décimas,  la  Diputación  provincial 
procede  á  sortear  los  quebrados  entre  los  pueblos  á  quienes  fue- 
ron designadas,  procurando  que  el  sorteo  ^e  haga  con  cada  diez 
décimas  para  dar  un  soldado,  y  que  los  pueblos  reunidos  en  cada 
combinación  sean  los  más  cercanos.  Y  si  formadas  todas  las  com- 
binaciones posibles  de  á  diez  décimas  cada  una ,  quedasen  toda- 
vía décimas  sobrantes,  se  forman  nuevas  combinaciones  de  á 
veinte,  treinta  ó  más  décimas,  prefiriendo  siempre  las  de  un  nú- 
mero menor  (2). 

(1)  Ley  de  95  de  Setiembre  de  1868,  arta.  59  y  50. 

(2)  Ley  de  80  de  Enero,  arts.  21, 22  y  23. 
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En  ningún  caso  está  obligado  un  pueblo  de  los  sorteados  á  dar 
más  que  un  soldado^  debiendo  dar  los  restantes  los  otros  pueblos 
tegun  corresponda  (1). 

Los  sorteos  se  verifican  á  pijierta  abierta^  anunciándose  al  pú- 
blico con  veinticuatro  }ioras  de  anticipación. 

Formalizadp  ol  repartimiento  entre  los  pueblos  de  la  provin- 
cia^ se  imprime  y  circula  el  dia  15  de  Marzo,  cuidando  los  gober- 
nadores de  remitir  dos  templares  al  ministerio  de  la  Goberna- 
ción (2). 

Artículo  Z.^-^AlitíawUtUo. 

1301  .—Empadronamiento.  1305.— Exclusiones. 

ld02.»Re8idencia.  1306.— Agravios. 

1303.-- Alistamiepto.  1307.— Competencias  aobre  alista- 
1304.— Rectificación.  miento. 

1301. — La  primera  operación  preparatoria  para  todo  sorteo 
era  formar  un  censo  general  do  los  habitantes  de  c^da  distrito 
municipal.  Iloy,  si  los  Ayuntamientos  cumplen  su  obligación  de 
formar  todos  los  años  el  padrón  de  los  habitantes  del  término 
municipal^  el  censo  está  demás.  Los  de  mucho  vecindario  se  di- 
viden en  secciones  para  todas  las  operaciones  del  reemplazo, 
cuando  el  gobernador,  oida  la  J)iputacion  provincial,  lo  juzga  así 
conveniente  al  m€¡jor  desempeño  de  es^e  servicio.  Las  secciones 
deben  constar  por  Iq  menos  de  ^.000  almas,  y  cada  una  es  con- 
siderada un  pueblo  distinto,  tiene  su  padrón  particular  y  corre  á 
cargo  de  una  comisión  compuesta  de  tres  individuos  del  Ayun- 
tamiento. 

Todos  los  años,  en  los  primeros  dias  de  Enero,  deben  los  Ayun- 
tamientos ó  3US  comisiones  prooeder  á  la  formación  del  padrón 
particular  comprendiendo  : 

L  Las  personas  de  cualquier  edad  y  sexo. 

n.  Los  moradores  de  caseríos,  huertas  y  haciendas  y  demás 
estancias  comprendidas  en  el  término  municipal. 

m.  Los  que  accidentalmente  se  hallen  ausentes. 

lY.  Los  mozos  que  aun-  cuando  en  el  mes  de  Enero  se  hallen 
en  otro  pueblo  ó  en  país  extraiyero,  hayan  residido  en  el  distri- 

(1)  Beal  orden  de  16  de  Diciembre  de  186L 

(2)  Lear  de  90  ie  Bnero,  arte.  29  y  81.        * 
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to  donde  se  hace  el  padrón  durante  los  dos  años  anteriores  el 
dia  1  .**  de  Enero  por  espacio  de  dos  meses  cada  año : 

I.  Si  tienen  veinte  de  edad  y  no  han  cumplido  veintiuno  el 
dia  30  de  Abril  inclusive  del  en  que  se  verifica  el  alistamiento. 

u.  Si  teniendo  veintiún  años,  y  no  habiendo  cumplido  veinti- 
trés el  referido  30  de  Abril,  no  fueron  comprendidos  por  cual- 
quier motivo  en  ningún  alistamiento  ni  sorteo  de  los  anteriores. 

V.  Los  mozos  que  residan  en  los  pueblos  del  reino  ó  en  país 
extranjero,  si  sus  padres  residen  en  el  pueblo  donde  se  hace  el 
padrón  en  el  mes  de  Enero,  ó  si  han  residido  en  él  durante  los 
dos  años  anteriores  al  dia  1.**  de  Enero,  siempre  que  hayan  per^ 
manecido  á  lo  menos  dos  meses  cada  uno,  aunque  los  h\¡os  estén 
sirviendo  en  el  ejército  ó  armada. 

1302. — ^En  los  casoá  IV  y  V  debe  el  padrón  expresar  la  ausen- 
cia y  el  tiempo  que  duró  la  residencia  en  el  pueblo  (1). 

Para  calificar  la  residencia  al  verificar  el  empadronamiento, 
se  observan  estas  reglas : 

I.  Se  entiende  por  residencia  la  estancia  del  mozo,  ó  de  su  pa- 
dre, ó  de  su  madre  en  el  pueblo  en  donde  cada  uno  de  ellos  ejer- 
ce de  continuo  su  profesión,  arte  ú  oficio  ú  otra  cualquier  mane- 
ra de  vivir  conocida ,  ó  bien  en  donde  habitualmente  permane- 
ce, manteniéndose  con  el  producto  de  sus  bienes.  Mientras  no  se 
halla  el  mozo  emancipado  de  la  patria  potestad ,  no  se  toma  en 
cuenta  su  residencia  propia,  sino  la  de  su  padre  ó  madre  (2). 

n.  No  se  considera  interrumpida  la  residencia  aunque  el 
mozo,  el  padre  ó  la  madre  se  hayan  ausentado  temporalmente 
del  pueblo  ó  lugar  en  que  viven,  ni  aunque  el  mozo  lo  deje  even- 
tualmente  para  dedicarse  á  los  estudios  ó  al  aprendiz^e  de  algún 
arte  ú  oficio,  siempre  que  regrese  durante  las  vacaciones,  ó 
cuando  sus  estudios  ó  aprendizaje  hubieren  terminado. 

ni.  Lo  dicho  acerca  de  la  residencia  del  padre  es  aplicable  á 
la  de  la  madre,  cuando  aquél  estuviere  demente,  6  se  hallare  su- 
friendo una  condena  en  algún  establecimiento  penal  fuera  de  la 
Península  é  islas  Baleares,  ó  cuando  se  ignora  su  paradero. 

rv.  Se  reputa  no  existente  la  madre  comprendida  én  cualquie- 
ra de  los  casos  anteriores. 

V.  El  asilo  6  establecimiento  de  beneficencia  en  que  se  criaron 

(1)  Ley  de  80  de  Enero,  artel  82, 35  y  86.  * 

(2)  Real  orden  de  19  de  Mayo  de  1888. 
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d  86  hallan  acogidos  los  huérfanos  de  padre  y  madre  y  los  expó- 
sítoS)  ó  el  punto  en  que  residan  las  personas  que  los  hayan  pro- 
hijado, se  consideran  residencia  del  padre;  y  cuando  el  mozo  esh 
tuviere  en  uno  y  otro  caso,  prefiere  la  residencia  del  prohyante 
á  la  del  asilo  ó  casa  de  donde  procede  (1).  El  huérfano  acogido 
en  un  establedmiento  de  beneficencia,  y  después  adoptado,  se 
considera  residente  en  el  pueblo  donde  viven  sus  padres  adop- 
tivos ;  más  sí  fallecen  los  adoptantes  antes  de  cumplir  el  expó- 
sito la  mayor  edad,  no  se  reputa  persona  suijuris^  sino  depen- 
diente del  establecimiento  de  donde  procede,  y  así  recobra  su 
antiguo  domicilio  (2). 

1303.— En  los  primeros  dias  del  mes  de  Febrero  se  forma  el 
alistamiento  tomando  del  padrón  todos  los  mozos  de  veinte  años, 
cualquiera  que  sea  su  estado,  y  clasificándolos  por  el  orden  si- 
guiente : 

I.  Los  mozos  cuyo  padre  ó  cuya  madre,  á  falta  de  éste,  hayan 
tenido  su  residencia  durante  los  dos  años  anteriores  eñ  el  pue- 
blo en  que  se  hace  el  alistamiento  hasta  el  dia  I.""  de  Enero  in- 
cluslve,  aunque  se  hayan  ausentado  posteriormente. 

n.  Los  mozos  cuyo  padre  6  cuya  madre,  á  falta  de  éste,  ten- 
gan su  residencia  desde  el  dia  I.""  de  Enero  en  el  pueblo  en  don- 
de se  hace  el  alistamiento. 

m.  Los  mozos  que  hayan  tenido  su  residencia  de  igual  modo 
en  los  dos  años  anteriores,  siempre  que  hubiesen  permanecido 
en  el  p\ieblo  dos  meses,  cuando  menos,  durante  aquel  tiempo. 

IV.  Los  mozos  que  tengan  su  residencia  desde  1 .""  de  Enero  en 
el  pueblo  en  donde  se  verifica  el  alistamiento. 

Todos  los  mozos  comprendidos  en  los  casos  anteriores  deben 
ser  alistados,  aunque  estén  sirviendo  en  el  ejército  6  armada, 
exceptuando  solam^ente: 

I.  Aquellos  á  quienes  hubiere  cabido  ya  la  suerte  de.soldados. 

n.  Los  que  pertenezcan  á  la  clase  de  oficiales  de  mar  y  tierra. 

Para  la  mayor  exactitud  de  este  acto  concurren  al  Ayunta- 
miento, sentándose  entre  los  regidores,  los  párrocos  ó  personas 
que  diputen  con  los  libros  parroquiales,  á  fin  de  suministrar  las 
noticias  que  se  les  pidan  y  consten  en  sus  registros. 

Los  concejales  y  el  secretario  firman  el  alistamiento,  cele- 

(1)  Ley  de  90  de  Enero,  art.  87. 

(2)  Real  orden  de  38  de  MoYiembre  de  l9Si* 
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brando  á  puerta  abierta  las  sesiones  relativas  á  sn  formación  (1). 

Concluido  el  alistamiento  se  ei^^ponen  al  públióo  copias  auto- 
rizadas por  el  alcalde  y  secretario  del  Ayuntamiento  en  los  pa- 
rajes acostumbrados,  cuidando  de  que  permanezcan  fijadas  á  lo 
menos  por  espacio  de  diez  dias. 

1304.— Én  el  primer  domingo  del  mes  de  Marzo  y  pré^  anun- 
cio al  público  para  la  concurrencia  de  los  interesados,  se  hace  la 
rectificación  del  alistamiento,  satisfaciendo  las  reclamaciones 
personales  ó  las  que  expongan  los  padres,  curadores,  amos  ó  pa- 
rientes en  grado  conocido  de  aquéllos,  ya  en  cuanto  á  sti  propia 
exclusión,  ya  con  respecto  á  la  inclusión  de  otros  y  á  la  edad  ano- 
tada á  cada  uno.  Ademad  de  la  citación  general  se  hace  otra  per- 
sonal por  papeletas  á  todos  los  mozos  comprendidos  en  el  alis- 
tamiento, entr^ándose  una  al  interesado,  y  á  fidta  de  éste,  ó  si 
no  pudiese  ser  habido,  á  su  padre,  madre,  curador,  pariente  más 
cercano,  amo  ú  otra  persona  de  quien  dependa ;  y  la  otra  firmada 
por  el  mozo,  y  en  su  defecto  por  cualquiera  de  las  personas  men- 
cionadas, se  une  ál  expediente. 

El  Ayuntamiento  oye  breve  y  sumariamente  á  las  partes,  y 
admite  en  el  a<5tó  las  justificaciones  que  se  le  onezcan,  tanto  por 
el  interesado  como  por  los  que  le  contradigan,  determinando  á 
pluralidad  absoluta  de  votos  lo  que  crea  justo.  Si  las  pruebas 
no  pudiesen  presentaíise  eñ  el  acto,  porque  deban  recogerse  en 
distintos  pueblos,  ó  porque  haya  necesidad  de  pedir  docmnentos 
léjoá  áé  allí,  debe  señalscrse  un  término  prudente  dentro  del 
cual  se  practiquen,  y  entre  tanto  se  procede  en  el  alistamiento 
como  8i  el  hecho  alegado  no  existiese,  ó  como  si  ninguna  recla- 
mación se  htibiese  producido. 

1305.-*No  siendo  posible  terminar  la  reetíflcadon  en  aquel 
solo  dia,  continúa  en  los  festivos  siguientes  fitefnterrupoion  ha»- 
ta  cóndtdi'la. 

Deben  ser  excluidos  de)  alistamiento: 

1  L68  licenciados  del  €(|ército  que  hayan  eumpliklo  él  tiempo 
de  su  empeño. 

n.  Los  que  en  algún  reemplazo  anterior  hulnesefl  redimido  su 
suerte  de  soldado  por  medio  de  sustituto  6  de  retribución  pecü* 
iaiaria. 

(1)  Ley  de  a)  de  Bnero,  arto,  d  jr  48. 


LIBRO  IV.   DS  LA  MATKKIA  ADMIHISTRATIVA.  591 

m.  Los  que  en  30  de  Abril  del  año  del  alistamiento  no  lleguen 
á  veinte  años  de  edad. 

ly.  Los  que  pasen  de  veinte  años  en  dicho  dia. 

y.  Los  que  justifiquen  haber  sido  alistados  con  arreglo  á  la 
ley  en  oiros  pueblos  para  el  mismo  reemplazo,  á  no  ser  que  el 
caso  produzca -6  haya  pr^yduddo  competenda. 

VI.  Los  elfrai^jeros  matrieulados  en  los  consulados  respecti- 
vos y  sus  h^os  nacidos  en  España^  aunque  no  lo  estén,  si  son 
menores  de  edad  y  viven  bsgo  la  patria  potestad  (1). 

No  goza  de  esta  exe&don  el  h^o  de  aquél  que  siendo  primiti- 
vamente español  y  se  halla  inscrito  en  la  matrícula  de  extranje- 
ros, sin  haber  obtenido,  al  escoger  nueva  nacáoimlidad,  la  auto- 
rización competente  del  Ootúemo  de  su  patria  legal  (2). 

BA  Ayuntamiento  procede  á  la  exclusión,  bien  de  dfido,  bien 
á  petición  de  parte,  quedando  siempre  á  salvo  el  derecho  de  los 
interesados. 

Excluido  un  mozo  del  alistamiento  y  consentida  la  exclusión 
por  los  interesados  que  dejaron  de  redamar  contra  el  acuerdo  del 
Ayuntamiento  en  tiempo  oportuno,  se  reputa  cosa  juzgada,  y  no 
bá  lugar  á  eusdtar  de  nuevo  la  cuestión  en  años  poi^riores,  á  no 
haber  variado  las  condidenes  y  <^irclmstancias  del  eliminaNio  (3). 

CuaBNlo  un  mozo  refialtffire  incluido  en  el  alistamiento  de  dos 
ó  más  pueblos  y  se  decide  en  cuál  de  eUos  debe  ser  alisteido  por 
el  orden  señalado  en  los  nAms.  4802  y  1903.  Aaf  debe  ser  aiista- 
tado  coB  ^rMTerencia: 

í.  Eb  el  pudí^lo  en  donde  ^{Adre^  6  á  fiíltade  étítoy  la  rnAáte 
de  qjaisnt  depende^  haya^tenido  por  más'tieaiipo  au  re^^eíAsía  du- 
rante los  dos  años  lanteriores  (4). 

n.  En  el  pueblo  en  donde  el  padre  é  la  ;madre  de  quien  dqmi- 
de,  tengftfiutireaidenda  desde  I.""  de  Bneroyó  ;la  haya  <i^do  en 
este  dift  (5). 

m^  En  el  pueblo  ea  «adonde  el  meso  haya  tenido  su  residencia 
por  lillas  ti^pipo  dufflffito  los  dos  años  anteriores. 

IV.  Bn  el  pueblo  en  donde  el  mozo  tel^  su  residencia  des- 
de I.""  de  Bnero,  ó  la  haya  tenido  en  este  mismo  dia. 

(1)  Reales  órdenes  de  26  de  Hayo  de  1849  y  28  de  Abril  de  1868. 

(8)  aeal  óidiii  de  8  de  Mayo  de  1808. 

(9)  Real  orden  de  18  de  NoYíembre  de  1867. 

(4)  Real  6rden  de  9  de  Jnnio  de  1860. 

(5)  Real  6rden  de  90  de  Abril  de  1868. 
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V.  En  el  pueblo  de  donde  el  mozo  sea  natural. 

1306. — Los  interesados  que  se  consideren  agraviados  con  la 
providencia  del  Ayuntamiento  deben  exponerlo  así  por  escrito 
en  el  término  de  dos  dias  á  contar  desde  la  fecha  de  la  decisión, 
pidiendo  certificado  para  apoyar  su  queja,  cuyo  documento  se 
extiende  con  audiencia  verbal  del  síndico  y  previa  citación  recí- 
proca, y  se  les  entrega  dentro  de  los  tres  siguientes  al  de  la  pre- 
sentación del  escrito,  sin  exigirles  derechos  y  anotando  el  de  la 
devolución. 

Dentro  de  otros  diez  acude  el  interesado  á  la  Comisión  provin- 
cial presentando  el  certificado  del  Ayuntamiento,  sin  el  cual,  6 
pasado  dicho  término,  no  se  admite  su  instancia,  á  no  ser  en 
queja  de  que  se  le  niega  ó  retarda  indebidamente  la  certificación. 

La  Comisión  provincial  resuelve  en  el  acto,  si  no  necesita  más 
ilustración,  el  expediente;  pero  si  requiriese  mayor  instrucción, 
ordena  el  curso  que  debe  seguir,  izando  los  plazos  puramente 
necesarios  según  las  circunstancias.  Estos  acuerdos  son  €gecuti- 
vos,  salva  la  facultad  del  Grobiemo  para  admitir  los  recursos  ex- 
traordinarios que  eleven  las  partes  contra  las  providencias  de 
dichas  corporaciones.  El  Gobierno,  en  vista  de  estos  recursos, 
y  oyendo  á  alguno  de  sus  cuerpos  consultivos,  si  lo  cree  conv^ 
niente,  revisa  y  enmienda  ó  anula  los  acuerdos  y  resoluciones 
de  las  Comisiones  provinciales  contrarias  á  la  ley  (1). 

1307. — Cuando  ocurre  cpmpetencia  entre  dos  ó  más  Ayunta- 
mientos pretendiendo  cada  cual  incluir  á  un  mozo,  si  después  de 
pasarse  mutuos  oficips  no  se  aviniesen,  remiten  los  expedientes 
respectivos  á  la  Comisión  provincial  que  decide  el  asunto,  4  to* 
dos  pertenecen  á  la  misma;  pero  si  corresponden  á  distintas,  no 
logrando  ponerse  de  acuerdo  las  respectivas  CoínisioneB,  remi- 
ten el  expediente  al  Gobierno  que  debe  resolver  la  cuestión  6n  el 
término  preciso  de  ocho  dias.  Si  antes  de  empezar  el  aoríso  no 
se  termina  la  cuestión,  el  mozo  será  comprendido  en  todos  los 
pueblos  que  lo  disputen,  sin  perjuicio  de  estar  á  la  providencia 
de  la  autoridad  competente.  Los  interesados  que  se  consid^^n 
agraviados  con  la  providencia  del  Ayuntamiento,  deducen  su 
reclamación  ante  el  mismo  por  escrito  ó  de  palabra  en  el  térmi- 
no de  tres  dias,  sacando  certificación  para  apoyar  su  qu€ya.  Den« 

(1)  Real  decreto  de  28  de  Abíll  de  1844  y  ley  de4  de  Oetttbre  de  Vm. 
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tro  de  los  quince  siguientes  acuden  con  ella  á  la  Comisión  pro- 
vincial que  decide  de  plano  6  previa  una  mayor  instrucción  del 
expediente,  cuya  decisión  es  ejecutoria  sin  perjuicio  del  recurso 
final  ante  el  Gobierno  (1). 

Artículo  A.^-^Sorteo, 

1308.— Sorteo  general.  1312.— Sorteos  parciales. 

1309.— Su  forma.  1313.— Nuevos  sorteos. 

I310.--Respon8abilidad.  1314.— -Actas  de  los  sorteos. 
1311  .—Reclamaciones. 

1308. — Rectificado  el  alistamiento  se  procede  el  primer  do- 
mingo del  mes  de  Abril  á  verificar  el  sorteo  general  en  toda  la 
Península  é  Islas  adyacentes,  sin  detenerlo  por  reclamaciones 
pendientes  ni  otro  motivo  alguno. 

Empieza  el  acto  á  las  siete  de  la  mañana,  puede  suspenderse 
durante  una  hora  después  del  medio  dia,  y  prosigue  hasta  poner- 
se el  sol,  y  así  continúa  el  dia  siguiente  ó  siguientes  necesarios 
para  terminar  la  operación. 

1309. — El  acto  es  público  presidiéndolo  el  Ayuntamiento.  Los 
nombres  y  los  números  se  escriben  en  papeletas  iguales  que  se 
introducen  en  bolas  y  éstas  se  depositan  en  un  globo.  Dos  niños 
menores  de  diez  años  sacan,  el  uno  las  bolas  que  contienen  los 
números,  y  el  otro  las  que  comprenden  los  nombres.  Un  regidor 
léé  éstos  en  alta  voz,  y  el  presidente  pronuncia  en  seguida  el 
número  leyéndolo  de  igual  modo.  Las  papeletas  se  manifiestan 
á  los  demás  individuos  del  Ayuntamiento  y  aun  á  los  interesa- 
dos, si  quieren  verlas. 

1310. — Los  Ayuntamientos  son  responsables  de  las  ilegalida- 
des de  esta  operación  que  debe  conducirse  con  toda  formalidad 
y  exactitud.  El  secretario,  al  extender  el  acta,  cuida  de  anotar 
escrupulosamente  los  nombres  y  los  números  en  letra  conforme 
vayan  saliendo.  Estas  actas  se  firman  por  el  Ayuntamiento  y  el 
secretario. 

1311. — No  se  admite  reclamación  alguna  sobre  inclusión  ó  ex- 
clusión de  individuos  que  no  haya  sido  propuesta  al  hacer  la  rec- 


(1)  Ley  de  90  de  BnerOf  arta.  32  y  tn. 
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tiflcacion  del  alistamiento;  pero  sí  puede  ser  incluido  6  excluido 
cualquiera  por  resulta  de  su  solicitud  pendiente. 

1312. — Cuando  se  excluye  al  reclamante,  si  se  hubiese  hecho 
ya  el  sorteo,  descienden  sucesivamente  todos  los  números  poste- 
riores ;  y  si  debe  ser  incluido,  se  hace  un  sorteo  supletorio  con 
otros  tantos  números  cuantos  son  los  comprendidos  en  la  serie 
á  que  corresponde,  debiendo  verificarse  después  nuevo  sorteo 
entre  él  y  el  mozo  que  hubiese  sacado  un  número  igual  ej^  el 
primer  sorteo  general.  Verificada  la  extracción,  toma  el  primer 
número  el  mozo  á  quien  tocó  conservar  el  que  tenían  antes  los 
dos,  el  otro  le  sigue  en  orden,  y  todos  los  demás  ascienden  un 
grado  de  la  escala. 

Si  fuesen  más  de  uno  los  incluidos,  se  practica  lo  mismo  hasta 
llegar  al  tercer  sorteo,  el  cual  debe  verificarse  para  cada  indivi- 
duo por  separado. 

También  se  procede  al  sorteo  supletorio  cuando  un  mozo  ha 
sido  dos  veces  comprendido  y  sacado  de  consiguiente  dos  nú- 
meros distintos.  Entonces  se  le  sortea  con  dichos  dos  núme- 
ro?, toma  el  que  le  toca,  y  el  otro  queda  como  si  no  hubiese  ju- 
gado (1). 

1313. — Ningún  sorteo  legalmente  hecho  se  renueva  ni  anula 
por  reclamación  extemporánea  sobre  inclusión  ó  exclusión  de 
individuos  en  los  alistamientos  ni  por  otra  causa  alguna^  sino 
cuando  el  Gobierno,  oido  el  Consejo  de  Estado  y  mediando  vicio 
grave  imposible  de  subsanar  de  otro  modo,  declara  la  nulidad. 
1314. — En  el  plazo  de  los  tres  dias  siguientes  á  la  celebración 
del  sorteo,  el  alcalde  debe  remitir  al  gobernador  de  la  provincia 
dos  copias  literales  del  acta,  autorizadas  por  el  Ayuntamiento  y 
secretario,  en  las  que  consten  todos  los  mozos  sorteados  con  ex- 
presión de  sus  nombres  y  números.  La  omisión  de  esta  diligen- 
cia ó  la  inexactitud  del  acta  implican  la  responsabilidad  manco- 
niunada  de  los  individuos  que  deben  firmarla  (2). 

Artículo  b.°^ Llamamiento  y  declaración  de  moldados. 

1315.— Citación  de  los  interesados.  de  soldado. 

1316.— Constitución  del  tribunal.      1318.— Juicio  de  excepciones. 

1317. — Llamamiento  y  declaración      1319,— Fallos  de  los  Ayuntamien- 

(l)  Real  orden  de  80  de  Junio  de  1863. 
{%)  Ley  de  30  de  Enero,  arlB.  58  al  70. 
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tos.  1322.— Excepciones. 

1320.— Causas  de  la  exclusión  del  1323.— Regleus  para  su  aplicación. 

servicio  militar.  1324.— Exclumones. 
1321  .—Exenciones  legales. 

1315. — Terminado  el  sorteo,  sé  cita  inmediatamente  por  edic- 
tos á  los  mozos  sorteados  y  á  los  de  los  anos  anteriores  para  que 
estén  presentes  al  acto  de  llamamiento  y  declaración  de  soldado, 
que  debe  verificarse  el  primer  dia  festivo  del  mes  de  Abril  más 
'  inmediato.  Además, de  este  aviso  general,  se  cita  personalmente 
á  todos  los  mozos  comprendidos  en  el  alistamiento  y  en  los  sor- 
teos de  los  dos  años  anteriores  fen  la  forma  dicha  en  el  núme- 
ro 1304. 

1316. — Reunido  el  Ayuntamiento  y  constituido  en  tribunal  se 
abre  el  juiciQ  de  excepciones;  pero  como  el  Ayuntamiento  no 
puede  tomar  acuerdo  alguno  sin  estar  presente  la  mitad  más  uno 
de  sus  individuos,  y  como  por  otra  parte  sus  fallos  en  materia  de 
quintas  deben  llevar  el  sello  de  la  más  severa  imparcialidad,  ex- 
cluye la  ley  á  los  concejales  que  sean  parientes  por  consangui- 
nidad ó  afinidad  hasta  el  cuarto  grado  civil  de  los  mozos  sor- 
teados. 

Para  suplir  su  falta  se  acude  á  los  regidores  del  Ayuntamiento 
del  primer  ano  inmediato  anterior^  ó  del  segundo  y  siguientes 
que  sean  necesarios. 

1317. — Completo  y  purificado  el  tribunal,  procede  al  llama- 
miento y  declaración  de  soldados,  para  lo  cual  va  nombrando  los 
mozos  por  el  orden  sucesivo  de  sus  números,  y  midiéndolos  á 
presencia  de  los  concurrentes.  Si  no  llega  el  primero  á  la  marca 
legal  de  1  metro  y  560  milímetros  sin  calzado,  se  le  excluye  por 
corto,  y  es  llamado  el  número  segundo;  y  así  los  demás  hasta 
completar  el  cupo  de  soldados  del  pueblo  y  otros  tantos  suplen- 
tes. Si  tiene  la  talla  necesaria,  se  anota  así,  y  se  pasa  al  examen 
de  las  otras  cualidades  (1). 

Cuando  se  suscita  duda  ó  se  reclama  acerca  de  la  talla,  cuidan 
los  Ayuntamientos  de  que  se  expida  y  una  al  expediente  la  cer- 
tificación del  tallador  ó  talladores  que  practiquen  la  medición,  ex- 
presando la  naturaleza,  vecindad  y  demás  circunstancias  del 
mozo  que  acrediten  en  todo  tiempo  su  persona  (2). 

(1)  Ley  de  l.^*  de  Mayo  de  1859. 

(2)  Real  orden  de  20  do  Julio  de  1863« 
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1318. — En  seguida  expone  el  mozo  ú  otra  persona  que  le  re- 
presente sus  razones,  si  las  tuviere,  para  ser  excluido  del  servi- 
cio, admitiéndose  en  el  acto,  tanto  al  proponente  como  á  quie- 
nes le  contradigan,  las  justificaciones  que  ofrezcan  y  los  docu- 
mentos que  exhiban ;  y  el  Ayuntamiento,  oyendo  al  síndico,  de- 
cide á  pluralidad  absoluta  de  votos  y  declara  al  mozo  wldado  ó 
excluido.  Para  la  presentación  de  las  justificaciones  ó  documen- 
tos puede  el  Ayuntamiento  conceder  un  plazo,  siempre  que  ex- 

■ 

pire  antes  del  dia  señalado  para  la  marcha  de  los  quintos  á  la  ca- 
pital. En  todas  las  informaciones  deben  los  Ayuntamientos  pro- 
ceder con  la  mayor  imparcialidad  y  estricta  justicia  (1). 

Si  la  exclusión  se  funda  en  la  edad,  debe  presentarse  la  parti- 
da de  bautismo,  á  no  estar  presente  el  párroco  con  su  libro. 

Si  la  exclusión  se  ftmda  en  inutilidad  para  el  servicio  por  en- 
fermedad notoria  ó  defecto  físico  visible,  se  declara  ía  exclusión 
conviniendo  en  ella  todos  los  interesados ;  si  no  convienen,  ó  el 
defecto  no  es  visible,  se  practican  en  el  acto  los  reconocimientos 
oportunos  por  los  facultativos  nombrados  por  el  Ayuntamien- 
to, ,los  cuales  deben  hallarse  presentes.  La  declaración  de  inuti- 
lidad se  hace  sin  consideración  á  que  ésta  haya  sido  reconocida 
en  otro  reemplazo,  y  atendiendo  al  estado  del  mozo  en  aquel  acto. 
El  Ayuntamiento,  en  vista  del  informe  facultativo,  pronuncia  su 
decisión. 

1319. — Los  falles  de  los  Ayuntamientos  son  definitivos: 

I.  Cuando  los  interesados  no  hacen  uso  del  término  que  se  les 
señala  para  su  presentación  (2). 

n.  Cuando  no  manifiestan  expresamente  en  el  acto,  de  pala- 
bra ó  por  escrito,  su  intención  de  reclamar  contra  ellos,  y  na 
acuden  á  recoger  la  certificación  necesaria  para  ser  oidos  ante  la 
Comisión  provincial  (3) . 

Conviene  cerrar  la  puerta  á  la  malicia  y  poner  correctivo  á  la 
incuria  y  abandono  con  que  muchos  interesados  miran  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos,  perjudicando  á  los  otros  mozos  que  no  pue^- 
den  preparar  con  tiempo  sus  pruebas,  por  no  tener  conocimien- 
to de  las  reclamacioneá  que  se  intentan. 

Para  decidir  la  exclusión  de  un  mozo  deben  estar  citados  en 

(1)  Real  orden  de  ll  de  Mayo  de  1861. 

(2)  Real  6rdeD  de  30  dé  Marzo  de  1863. 

(8)  Reales  órdenes  de  U  de  Juniot  11  de  Agosto  de  1863  y  3  de  Afifosto  de  1815. 


LIBRO  fV.    BE   LA   MATEIIU  ADMINISTRATIVA.  597 

persona  ó  en  la  de  su6  padres,  curadores,  etc.,  los  números  si- 
guientes del  sorteo  del  año  del  reemplazo  y  de  los  dos  ante- 
riores. 

1320. — La  exclusión  del  servicio  militar  procede  de  dos  cau- 
sas, á  saber,  la  exención  ó  la  excepción  legal.  Las  primeras  apro- 
vechan, aunque  no  se  deduzcan,  pudiendo  y  debiendo  las  autori- 
dades hacer  de  oficio  la  declaración  de  exento ;  más  las  segundas 
sólo  se  toman  en  cuenta  en  virtud  de  la  reclamación  de  parte,  y 
no  producen  la  exclusión  sino  ¡cuando  son  alegadas  y  probadas 
en  tiempo  oportuno. 

1324. — ^I.  Según  los  principios  de  justicia  están  exentos: 

I.  Los  que  antes  de  cumplir  diez  y  nueve  años  se  hallen  ins- 
critos en  la  matrícula  especial  de  los  hombres  de  mar.  Los  Ayun- 
tamientos deben  admitir  sus  alegaciones  y  señalarles  un  término 
prudente  para  presentarse ,  y  si  no  usan  de  él ,  se  entiende  que 
renuncian  su  derecho. 

n.  Los  carpinteros  de  ribera  y  los  calafates  inscritos  en  las 
brigadas  de  los  arsenales  (1). 

m.  Los  religiosos  profesos  de  la  Escuelas  Pias  y  misiones  de 
Filipinas. 

IV.  Los  novicios  de  las  mismas  órdenes  que  lleven  seis  meses 
de  noviciado  cumplidos  antes  del  dia  de  la  declaración  de  sol- 
dados. 

V.  Los  operarios  de  las  minas  de  Almadén  del  azogue  que  sean 
vecinos  de  este  pueblo,  ó  de  los  de  Chillón,  Almadenejos,  Ala- 
millo  y  Gargantiel,  estando  matriculados  en  el  establecimiento 
con  destino  á  los  trabajos  subterráneos  ó  á  las  fundiciones  de  mi- 
nas, y  ocupados  en  ellos  por  oficio  y  con  la  aplicación  y  constan- 
cia que  les  permita  la  salubridad  de  las  labores,  siempre  que  hu- 
biesen servido^ por  lo  menos  cincuenta  jornales  en  el  año  ante- 
rior al  del  reemplazo. 

VI.  También  se  comprenden  en  esta  exención  los  operarios 
forasteros  y  temporeros  que  cuenten  dos  años  de  matrícula  en 
el  establecimiento,  siempre  que  en  cada  año  hubiesen  dado  cien 
jornales  y  continúen  en  ellos,  y  también  los  empleados  que  para 
el  desempeño  de  su  destino  deban  bajar  al  interior  de  las  minas 
ó  asistir  á  las  operaciones  de  fundición. 

(l)  Ley  de  20  de  Bnero  de  1856,  art.  74,  reales  órdenes  de  90  de  Mayo  y  11  de  Jnlio dó  1850 
y  31  de  Jalio  de  1860,  y  ley  de  29  de  Marzo  de  1870,  art.  8. 
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La  suspensión  de  la  asistencia  á  las  minas  por  causa  de  enfer- 
medad procedente  de  la  insalubridad  de  estos  trabajos,  no'perju- 
dica  al  derecho  de  los  operarios. 

Los  religiosos  y  los  operarios  á  quienes  se  refieren  estas  dis- 
posiciones son  admitidos  á  los  pueblos  á  cuenta  de  su  cupo  res^ 
pectivo,  si  les  tocare  la  suerte  de  soldados ;  pero  deben  ingresar 
en  el  ejército,  si  antes  de  cumplir  la  edad  de  treinta  años  dejan 
los  trabajos  de  las  minas  ó  fundiciones  (1). 

VII.  Los  alumnos  de  las  academias  ó  colegios  militares. 

Los  comprendidos  en  esta  excepción  que  antes  de  cumplir 
treinta  años  de  edad  dejen  de  pertenecer  á  la  academia  ó  colegio 
en  que  se  hallaban  al  ser  exceptuados  y  abandonen  la  carrera 
militar,  quedan  obligados  á  servir  en  el  ejército  el  tiempo  que 
les  falta  hasta  completar  los  seis  años. 

Los  ayudantes  y  oficiales  de  Sanidad  militar,  y  los  oficiales  y 
alumnos  de  la  Administración  militar  se  hallan  comprendidos  en 
esta  regla  (2) . 

VIII.  Y  por  último,  todos  los  que  deben  ser  excluidos  del  alis- 
tamiento, según  las  establecidas  en  el  núm.  1303  (3). 

El  mozo  que  siendo  paisano  al  hacer  el  alistamiento  obtuvo  la 
gracia  de  oficial  del  ejército  ó  de  la  armada  antes  de  la  declara- 
ción de  soldado,  cubre  plaza  en  el  pueblo  en  donde  fué  alista- 
do (4). 

1322. — n.  Por  razones  de  equidad  y  de  conveniencia  pública 
están  exceptuados: 

I.  El  hijo  único  que  mantenga  á  su  padre  pobre,  siendo  impe- 
dido ó  sexagenario.  No  obsta  que  el  hyo  sea  casado  (5). 

II.  El  hijo  único  de  viuda  pobre,  si  la  mantiene. 

Estas  dos  excepciones  no  aprovechan  al  que  mantiene  en  igua- 
les circunstancias  á  su  padrastro  ó  madrastra  (6). 

III.  El  hijo  único  que  mantiene  á  su  madre  pobre,  si  el  mari- 
do de  ésta,  pobre  también,  se  halla  sufriendo  una  condena  que 
no  haya  de  cumplir  dentro  de  un  año. 


(1)  Loyes  de  20  de  Eaero,  art.  7Í,  y  29  de  Marzo,  art.  8,  y  real  orden  de  8  de  Marzo  de  1815. 

(2)  Reales  órdenes  de  29  de  Noviembre  de  1860, 13  de  Febrero  de  18G2  y  17  de  Julio  de  1812. 
;3)  Orden  del  Rogrente  de  25  de  Marzo  de  1812,  real  orden  de  28  de  Enero  de  1819  y  ley  de 

90  (le  Enero  de  1836,  arta.  lA  y  75. 

(4)  Real  orden  de  §  do  Junio  de  1858. 

(5)  Real  orden  de  15  de  A^sto  de  1861. 

(6)  Reiil  orden  de  18  de  Febrero  de  1889. 
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Los  efectos  de  esta  excepción  cesan  tan  luego  como  el  padre 
salga  del  establecimiento  penal ,  y  entonces  el  exceptuado  entra 
á  cubrir  su  plaza  por  el  tiempo  que  felta  para  cumplid  los  seis 
años  desde  el  dia  en  que  entró  en  Caja  el  suplente,  el  cual  debe- 
rá ser  licenciado  en  el  acto. 

rv.  El  hijo  único  que  mantenga  á  su  madre  pobre,  si  su  mari- 
do se  halla  ausente  por  más  de  veinte  años,  ignorándose  abso- 
lutamente su  paradero  á  juicio  de  las  autoridades. 

Los  efectos  de  esta  excepción  cesan  cuando  haya  noticia  cier- 
ta del  padre,  y  entonces  se  procede  como  en  el  caso  anterior. 

V.  El  hyo  único  que  mantenga  á  su  madre  pobre,  si  el  mari- 
do de  ésta,  ó  el  padrastro  del  quinto,  también  pobre,  fuese  sexa- 
genario ó  impedido  (1). 

En  los  cinco  casos  referidos  el  expósito  se  considera  como  hijo 
respecto  á  la  persona  que  le  crió  y  educó,  conservándole  en  su* 
compañía  desde  la  infencia. 

VI.  El  hijo  único  ilegítimo  que  mantenga  á  su  madre  pobre, 
que  ftiere  célibe  ó  viuda,  habiéndole  ésta  criado  ó  educado  como 
tal  hyo.  Está  excepción  no  alcanza  al  caso  de  mantener  á  su 
abuela  (2). 

vn^.  El  nieto  único,  legítimo  ó  ilegítimo,  que  mantiene  á  su 
abuelo  ó  abuela  pobres,  siendo  aquél  sexagenario  ó  impedido  y 
ésta  viuda.  , 

VIII.  El  nieto  único  que  mantenga  á  su  abuela  pobre,  si  el  ma- 
rido de  éstax  también  pobre,  fuere  sexagenario  ó  impedido. 

IX.  El  hermano  de  uno  ó  más  huérfanos  de  padre  y  madre  po- 
bres, si  los  mantiene  desde  un  año  antes  de  la  publicación  del 
reemplazo,  ó  desde  que  quedaron  en  la  orfandad,  ó  desde  que 
otro  hermano  que  los  mantenía  los  dejó  desamparados.  No  im- 
porta que  los  hermanos  huérfanos  y  pobres  sean  habidos  ftiera 
de  legítimo  matrimonio  (3). 

También  se  reputan  huérfanos  para  los  efectos  de  esta  excep- 
ción, los  hijos  de  padre  pobre  y  sexagenario  ó  impedido,  ó  que 
se  halle  sufriendo  una  condena  que  no  deba  cumplir  antes  de 
seis  meses,  ó  ausente  por  espacio  de  dos  años,  ignorándose  des- 
de entonces  su  paradero ;  y  los  de  viuda  pobre  que  no  hayan 

(1 )  Real  orden  de  31  de  Marzo  de  1800. 

(2)  Real  orden  de  11  de  Julio  de  1860. 

[d]  Reales  órdenes  de  1  de  Octubre  de  1858,  y  16  de  Febrero  do  1871. 
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cumplido  diez  y  siete  años,  ó  se  hallen  impedidos  para  trabajar, 
cualquiera  que  sea  su  edad.  Asimismo  goza  de  la  excepción  el 
hermano  que  mantiene  á  sus  hermanos  huérfanos  de  padre,  aun- 
que viva  su  madrastra  y  sea  pobre  (1). 

X.  El  hijo  de  padre  que,  no  siendo  pobre,  tenga  otro  ú  otros 
hijos  sirviendo  personalmente  en  el  ejército  ó  en  la  Guardia  Ci- 
vil, por  haberles  cabido  la  suerte  de  soldados,  si  privado  del  hijo 
que  pretende  eximirse,  no  quedase  al  padre  otro  varón  de  cual- 
quier estado  mayor  de  diez  y  siete  años,  no  incapacitado  para 
el  trabajo  (2), 

A.  Cuando  el  padre  fuere  pobre,  sea  ó  no  impedido  ó  sexage- 
nario, subsiste  en  favor  del  hyo  la  misma  excepción;  pero  se 
debe  considerar  que  no  queda  al  padre  ningún  hijo,  aunque  los 
tenga,  si  se  hallan  comprendidos  en  los  casos  que  expresa  el  nú- 
mero siguiente,  párrafo  i.  La  misma  disposición  es  aplicable  á  la 
madre  casada  ó  viuda,  aunque  tenga  un  hyastro  (3). 

B.  Se  reputa  existente  en  el  ejército  el  hijo  muerto  en  función 
del  servicio  ó  por  heridas  recibidas  durante  su  desempeño,  ó  de 
enfermedad  natural  el  mismo  dia  de  la  declaración  de  soldado  (4). 

Los  gobernadores  de  provincia  ó  los  presidentes  de  las  Comi- 
siones provinciales  deben  reclamar  los  certificados  de  existencia 
ó  defunción  de  los  respectivos  capitanes  generales»  El  plazo  se- 
ñalado para  presentar  el  certificado  de  existencia  es  un  año  para 
los  cuerpos  existentes  en  la  Península,  islas  adyacentes  y  pose- 
siones del  norte  de  África;  dos  para  los  que  se  hallan  en  las  An- 
tillas, y  tres  para  los  residentes  en  Filipinas  y  posesiones  del 
golfo  de  Guinea,  empezando  á  contar  desde  el  dia  en  que  con- 
cluya la  entrega  en  Caja  del  cupo  de  cada  provincia  (5). 

C.  Más  no  se  entiende  que  sirven  en  el  ejército  para  el  bene- 
ficio de  esta  excepción : 

a.  Los  desertores. 

b.  Los  sustitutos  de  otros  mozos,  salvo  si  el  sustituido  fuere 
su  hermano. 

c.  Los  que  han  redimido  el  servicio  por  medio  de  sustituto  ó 
de  retribución  pecuniaria. 

(l;  Roal  orden  de  29  de  Febrero  de  1860. 
(2)  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  18&1. 
(B)  Real  Arden  de  8  de  Julio  de  1861. 
(4)  Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1862. 
(5'  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1864. 
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d.  Los  cadetes  ó  alumnos  de  los  colegios  ó  academias  milita- 
res, los  ayudantes  y  oficiales  de  Sanidad  militar  y  los  oficiales  y 
alumnos  del  cuerpo  djs  Administración  militar. 

e.  Los  oficiales  de  todas  graduaciones  que  han  abrazado  como 
carrera  la  profesión  militar. 

f.  Los  sentenciados  á  presidio  en  consejo  de  guerra  por  el 
tiempo  que  falte  hasta  cumplir  su  empeño  (1). 

D.  Guando  en  un  mismo  reemplazo  toque  la  suerte  á  dos  her- 
manos, se  entiende  que  sirve  en  el  ejército  el  que  primero  fué 
declarado  soldado;  y  si  éste,  habiendo  alegado  excepción  física, 
fuese  declarado  útil  condicionalmente,  el  otro  hermano  debe  ser 
exceptuado  del  servicio,  mientras  no  se  coni^ruebe  la  inutilidad 
de  aquél  en  los  seis  meses  de  observación  (2). 

Si  fiíesen  los  reemplazos  distintos,  el  último  á  quien  tocó  la 
suerte  ingresa  en  las  filas  y  permanece  en  ellas  hasta  que  justi- 
fique que  su  hermano  ó  hermanos  se  hallaban  sirviendo  en  el 
Qjército  el  mismo  dia  de  su  declaración  de  soldado ;  de  suerte  que 
los  fallos  de  los  Ayuntamientos  en  tales  casos  se  consideran  in- 
terinos (3). 

1323.— Para  la  justa  y  uniforme  aplicación  de  las  excepciones 
anteriores,  se  deben  guardar  las  reglas  siguientes : 

I.  Se  reputa  á  un  mozo  hijo  único,  aun  cuando  tenga  uno  ó 
más  hermanos,  si  éstos  fiíeren : 

A.  Menores  de  diez  y  siete  años  cumplidos.  Las  hermanas  no 
se  tienen  en  cuenta  para  apreciar  la  cualidad  de  hijo  ó  nieto  úni- 
co, cualquiera  que  sea  su  edad  (4). 

B.  Impedidos  para  trabsyar.  Los  religiosos  profesos  de  las  Es- . 
escuelas  pías,  del  Colegio  de  misioneros  Jesuítas,  de  las  misiones 
de  Filipinas  y  los  presbíteros  de  la  congregación  de  S.  Vicente 
de  Paul  se  equiparan  en  este  caso  á  los  impedidos  (5). 

C.  Soldados  que  cubren  plaza  que  les  ha  tocado  en  suerte,  aun-  ^ 
que  hayan  empezado  á  servir  de  voluntarios  (6). 

D.  Penados  que  extinguen  una  condena  á  reclusión,  ó  la  de 


;i)  Real  orden  de  15  de  Afifosto  de  1860. 
(2)  Real  orden  de  23  de  Bnero  de  1815. 
'^)  Real  orden  de  14  de  Diciembre  de  1861. 

(4)  Real  orden  de  10  de  Agosto  de  1858. 

(5)  Reales  órdenes  de  11  y  18  de  Diciembre  de  1861,  6  de  Febrero  de  1868  y  1.^  de  Febrero 
de  1864. 

(6)  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  186H. 
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presidio  ó  prisión  que  no  bage  de  seis  años.  La  rebsga  de  condena 
á  consecuencia  de  indulto  no  varía  la  índole  de  la  pena,  y  así  no 
quita  fkierza  á  esta  excepción,  ni  la  atenúa  la  circunstancia  de 
¿dtar  poco  tiempo  para  extinguirla,  al  hacerse  la  declaración  de 
soldado  (1). 

E.  Viudos  con  uno  ó  más  h\jos,  ó  casados  que  no  pueden  man- 
tener á  su  padre  ó  madre. 

Los  expósitos^  aunque  mantengan  á  sus  padres  adoptivos,  no 
excluyen  la  excepción  del  hijo  único  legítimo. 

II.  Por  punto  general  se  considera  nieto  único  un  mozo  cuan- 
do, su  abuelo  ó  abuela  no  tengan  otro  hijo  ó  nieto,  ó  si  teniéndo- 
los, se  hallan  en  alguno  de  los  casos  expresados  en  el  párra- 
fo I  (2). 

m.  Se  reputa  muerto  el  hijo,  nieto  ó  hermano  ausente  por  es- 
pacio de  más  de  siete  años  consecutivos  y  cuyo  paradero  se  ig- 
nora desde  entonces. 

IV.  Para  que  el  impedimento  del  padre  ó  abuelo  exima  del 
servicio  al  hjjo  6  nieto  que  los  mantenga,  ha  de  ser  tal,  que  pro- 
cediendo de  enfermedad  habitual  ó  defecto  íTsico,  no  les  permita 
el  trabaú o  corporal  necesario  para  procurarse  la  subsistencia. 

V.  Se  considera  pobre  á  una  persona,  aun  cuando  posea  algu- 
nos bienes  de  fortuna,  si  privada  del  auxilio  del  hyo,  nieto  ó  her- 
mano que  debe  ingresar  en  las  ñlas,  no  alcanzan  á'  proporcio* 
natrle  la  subsistencia,  así  como  á  los  hyos  y  nietos  menores  de 
diez  y  siete  anos  cumplidos  que  de  ella  dependan.  Al  calificar  los 
Ayuntamientos  y  las  Comisiones  provinciales  la  pobreza,  deben 
tener  presentes  las  utilidades  que  la  persona  de  que  se  trata  ob- 
tenga como  propietario  ó  colono  sin  haC^er  distinciones  que  la 
ley  no  autoriza  (3). 

El  padre  ó  abuelo  sexagenario  se  reputa  en  iguales  circimstan- 
cias  que  el  impedido,  aun  cuando  se  halle  en  disposición  de  tra- 
bajar al  tiempo  de  hacerse  la  declaración  de  soldados. 

VI.  Se  entiende  que  un  mozo  mantiene  á  sus  padres,  abuelos 
ó  hermanos,  siempre  que  éstos  no  puedan  subsistir  sin  su  auxi- 
lio, ya  viva  en  compañía  ó  separado  de  ellos,  ya  les  enli'egue  para 
su  manutención  el  todo  ó  parte  del  producto  del  trabajo.  Aunque 

» 

(1)  ReAles  •rdenes  de  11  de  Febrero  de  1861  y  26  de  Agtisio  de  1802. 

(2)  Real  6rden  de  16  de  Fe1)rero  de  1871.  * 
;3)  Real  orden  de  5  «le  Julio  de  18.09. 
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una  persona  implore  la  caridad  pública,  no  se  puede  decir  que  su 
hyo,  nieto  ó  hermano  no  la  mantiene,  porque  la  mucha  fkmilia 
de  aquélla,  ó  el  corto  salario  de  éste,  obligan  tal  vez  á  procurar 
n^yores  recursos  pidiendo  limosna  (1). 

El  mozo  que  al  hacerse  el  llamamiento  y  declaración  de  solda- 
do se  halla  en  presidio  cumpliendo  su  condena ,  aun  cediendo  á 
sus  padres  el  usufructo  de  los  bienes  que  le  pertenecen,  no  goza 
de  esta  excepción,  porque  no  los  mantiene  con  el  producto  de  su 
trabago  (2). 

VII.  Para  determinar  la  edad  de  los  padres,  abuelos  ó  herma- 
nos, se  debe  referir  al  dia  del  llamamiento  y  declaración  de  sol- 
dado ante  el  Ayuntamiento  respectivo,  bien  se  proponga  la  ex- 
cepción en  este  acto,  bien  se  alegue  después  de  celebrado. 

En  el  juicio  de  excepciones  se  excluye  del  servicio  á  los  mozos 
comprendidos  en  los  casos  referidos ,  aun  cuando  no  aleguen  la 
suya  al  tiempo  de  hacerse  la  declaración  de  soldado,  si  reuniendo 
en  esta  época  las  circunstancias  necesarias  para  gozar  de  la  exen- 
ción, no  pudieron  presentarla  por  no  haber  llegado  á  su  noticia. 

VIII.  También  se  hallan  exceptuados  del  servicio  los  ordena- 
dos in  sacrisy  aunque  no  hayan  reclamado  su  excepción  al  ha- 
cerse el  llamamiento  y  declaración  de  soldado,  siempre  que  la 
tuviesen  el  dia  en  que  se  declaró  este  acto  (3). 

1324. — in.  Por  incapacidad  física  son  excluidos  del  servicio 
militar : 

I.  Los  mozos  que  no  tengan  la  talla  requerida  por  la  ley. 

II.  Los  que  fueren  inútiles  por  defecto  físico  que  se  declare  en 
la  forma  contenida  en  el  núm.  1318. 

Disposiciones  reglamentarias  muy  prolijas  determinan  estas 
causas  de  incapacidad  (4).        . 

En  los  casos  en  que  previene  la  ley  se  pida  informe  á  los  pár- 
rocos para  agregarlo  al  expediente  de  inuíilidad  física,  no  se  tie- 
ne en  cuenta  la  circunstancia  de  ser  aquéllos  parientes  de  los  in- 
teresados, mientras  no  haya  indicios  de  que  Ja  pasión  vence  á 
la  verdad  (5). 

• 

(1)  Real  orden  de  29  de  Marzo  de  1860. 

(2)  Real  orden  de  12  de  Junio  de  1868. 

(3)  Reales  órdenes  de  80  de  Agosto  y  U  de  Octubre  de  18?7. 

(4)  Ley  do  80  de  Bnero,  arts.  78—78,  regrlamento  do  10  do  Febrero  ele  1ÍW55  y  real  orden  do 
3  de  Abril  del  mismo  alo. 

(5)  Real  orden  de  23  de  Agosto  de  1859, 
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Corresponde  á  los  Ayuntamientos  y  es  obligación  suya  dictar 
los  fallos  qué  procedan  en  justicia,  previo  reconocimiento  facul- 
tativo, cuando  los  interesados  alegan  excepción  por  defecto  fí- 
sico, excusando  consultas  al  Gobierno  que  pueden  interpretarse 
por  el  deseo  de  eludir  la  responsabilidad  de  sus  actos. 

Estos  íkUos  son  definitivos,  y  de  consiguiente  causan  estado, 
si  no  se  reclama  contra  ellos  en  tiempo  y  en  la  forma  debida, 
sin  perjuicio  de  su  revisión  por  la  autoridad  superior. 

Las  exenciones  legales  se  deben  exponer  á  los  Ayuntamientos 
por  los  interesados  6  persona  que  los  represente  en  el  acto  de 
la  declaración  de  soldado.  Los  Ayuntamientos  pueden  conceder 
un  plazo  para  la  presentación  del  expediente  justificativo  de  la 
exención  alegada;  pero  no  para  la  presentación  de  los  mozos  que' 
no  comparezcan  el  dia  que  fueron  citados. 

Guando  los  hechos  ó  circunstancias  que  constituyen  la  exen-* 
cion  sean  públicas  y  notorias  y  conste  su  certeza  al  Ayuntamien- 
to, puede  dispensar  las  pruebas  siempre  que  no  haya  oposición 
de  otros  interesados  (1). 

Todos  los  mozos  que  hayan  sido  declarados  soldados  y  los  su- 
plentes, deben  trasladarse  á  la  capital  de  la  provincia  el  dia  que 
el  gobernador  haya  designado  previamente  á  cada  pueblo  para 
la  entrega  de  su  respectivo  cupo.  A  este  fln,  además  del  anuncio 
público,  la  autoridad  cita  á  los  interesados  en  persona  para  que 
se  pongan  en  marcha  socorridos  de  los  fondos  municipales.  El 
comisionado  del  Ayuntamiento  va  provisto  de  una  certificación 
literal  de  todas  las  diligencias  relativas  á  las  operaciones  del  re- 
emplazo, con  las  filiaciones  de  los  soldados  y  suplentes,  sus  nom- 
bres, el  dia  de  su  salida  y  la  relación  de  los  reclamantes  que  ca- 
rezcan de  medios  para  pagar  los  socorros  de  los  mozos  reclama- 
dos (2). 

La  presentación  de  los  quintos  en  la  capital  no  es  necesaria, 
si  no  tienen  excepción  ó  impedimento  que  alegar,  6  si  renuncian 
á  su  derecho  y  optan  por  la  redención  pecuniaria  (3). 

(1)  Circnlares  de  8  y  10  de  Agosto  de  1814,  y  real  6rden  de  B  de  Agosto  de  1975. 

(2)  Ley  de  80  de  Bnero,  arts.  102—106. 

(3)  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  186». 
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Artículo  Q.^'^Reelamadones  de  los  qwintos. 

1325.— Competencia  de  las  Comí-  vos. 

siones  provinciales.  1329.— Fuerza  y  autoridad  de  los 
1326.-^tleclamaciones  proceden-  acuerdos. 

tes.  1330.— Recursos  al  Gobierno. 

1327.— Trámites.  1331.— Entrega  (le  los  quintos. 
1328.— Reconocimientos  fistcultati- 


1325. — Corresponde  exclusivamente  á  las  Comisiones  provin- 
ciales la  resolución  de  todas  las  incidencias  de  quintas»  esto  es, 
de  todo  lo  que  sobrevenga  durante  el  curso  de  las  operaciones 
del  reemplazo;  y  asf  conocen  en  grado  de  apelación  de  las  recla- 
maciones y  quejas  de  los  quintos  que  se  consideren  agraviados 
por  las  providencias  de  los  Ayuntamientos  ó  por  la  Comisión  en- 
cargada de  recibir  los  quintos  y  hacer  su  entrega  en  la  Caga  (1). 

Participan  estos  negocios  de  la  naturaleza  de  lo  contencioso, 
pues  se  abren  juicios  contradictorios  ante  los  Ayuntamientos  y 
Comisiones  provinciales,  se  adnvten  pruebas,  se  ^an  términos 
látales  y  se  pronuncian  decisiones  que  causan  estado,  determi- 
i^n  derechos  y  obligaciones  y  son  en  su  caso  ejecutivas* 

1326. — No  procede  reclamación  alguna  que  no  se  haya  inter- 
puesto en  el  acto  del  llamamiento  para  la  declaración  de  solda- 
do, entendiéndose  por  acto  todo  el  tiempo  de  la  sesión  que  cele- 
bra el  Ayuntamiento  con  aquel  objeto;  de  suerte  que  las  Comi-* 
siones  provinciales  no  pueden  conocer  de  ningún  caso  de  que 
antes  no  hubiesen  conocido  los  Ayuntamiontos  como  tribunales 
de  primera  instancia  (2).  No  es  bastante  disculpa  la  ausencia  vo- 
luntaria ó  forzosa  del  interesado,  puesto  que  puede  valerse  de 
tercera  persona  (3). 

1327.— Las  Comisiones  admiten  las  reclamaciones  de  los  quin- 
tos en  audiencia  pública,  así  como  las  contradicciones  de  los  in- 
teresados, examinan  los  documentos,  y  en  vista  de  las  diligen- 
cias practicadas  para  la  declaración  de  soldados,  pronuncian  la 

(1)  Ley  provincial,  art.  66,  y  real  6rden  de  28  de  Octubre  de  im, 

(2)  Reales  órdenes  de  81  de  Diciembre  de  1868  y  18  de  Jnlio  de  1860,  y  circular  de  3  de 
Agosto  de  1874. 

(3)  Real  orden  de  29  de  Mayo  de  1868. 
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decisión  conforme  ajusticia.  Esta  decisión  es  ejecutiva  sin  per- 
juicio del  recurso  que  interpongan  los  interesados  ante  el  Go- 
bierno. 

También  ordenan  las  Comisiones  provinciales  ampliar  las  jus- 

'  tificaciones  y  verificar  nuevos  reconocimientos  facultativos,  y 

conceden  plazos  razonables  pí\ra  decidir  con  pleno  conocimiento 

de  causa,  cuidando  de  que  estos  trámites  sean  tan  breves  como 

fuere  posible. 

1328. — Los  reconocimientos  facultativos  se  practican  por  dos 
profesores  de  la- facultad  á  que  corresponda  el  defecto  alegado, 
nombrado  el  uno  por  la  Comisión  provincial  y  el  otro  por  la  au- 
toridad superior  militar  de  la  provincia,  procurando  que  estos 
nombramientos  recaigan  sucesivamente  en  distintos  profesores, 
cuando  los  hubiere,  y  que  se  hagan  con  la  menor  anticipación 
posible. 

El  quinto  es  admitido  ó  desechado  siempre  que  se  hallen  con- 
formes los  talladores,  los  comisionados,  el  quinto  reconocido  y 
los  demás  suplentes  y  personas  interesadas.  En  caso  de  discor- 
dia decide  la  Comisión  provincial  (1).  Las  Comisiones  provin- 
ciales deben  prestar  fS  á  todos  los  documentos  expedidos  por  las 
Legaciones  extranjeras  establecidas  en  la  Corte,  mientras  no  se 
presente  prueba  en  contrario,  ó  no  haya  motivo  racional  para 
sospechar  de  su  autenticidad  (2). 

1820.— ^Los  acuerdos  de  las  Comisiones  son  definitivos: 

L  Cuando  versando  la  reclamación  sobre  falta  de  talla  6  im- 
pedimento físico,  hubiere  conformidad  en  los  dictámenes  de  los 
taflladores  y  facultativos;  ó  cuando  si  hubiere  discordia,  el  fallo 
de  la  Comisión  provincial  estuviere  conforme  con  dos  de  los  tres 
peritos  que  deben  dirimirla,  á  saber,  los  dos  ordinarios  y  un  ter- 
cero nombrado  por  dicha  corporación. 

n.  Cuando  las  reclamaciones  no  fueren  .interpuestas  en  tiem* 
po  y  forma  conveniente,  es  decir,  ante  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia en  el  término  fatal  de  quince  dias  contados  desde  aquel 
en  que  se  hizo  saber  la  resolución  al  interesado.  Toca  á  esta  au- 
toridad decidir  si  las  reclamaciones  son  admisibles  ó  inadmisi- 
bles (3). 

(1)  Ley  de  80  de  Enero,  arts.  KH  y  110. 

(2)  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1859< 

(3)  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1961. 
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1330. — Siendo  procedeate  el  recurso,  el  gobarpiador  instruye 
el  expedieate  denirp.de  un  n^es»  á.  n.o  ^er  que  por,  causan  espe- 
ciales y  extraordinarias  sea  preciso  alargar  el  plazo^  haciendo 
constar  los  informes  de  las  autoridades,  su9  acuerdos  y  Is^s  prue- 
bas y  dpci^mentos  en  q\ie  se  fiíndan;  todo  lo  cual  roii^ite,  ^  mi- 
nisterio de  la  Crobernacion  paf  a  que  el  Gol^iemQ,  oyendo  al  Con- 
sejo de  Estado^  dicte  la  resolución  deñnit^va.  Cuando  lo$  recur- 
sos de  alzada  comprenden  roclaiaaciones  contra  i^ás  de  un  fallo, 
los  informes  de  los  Ayuntamientos,  Gpmisiones  y  gobernadores 
de  provincia  deben  abrazar  todos  los  extremos  de  que  hace  mé- 
rito el  recurso  (1). 

El  acu(iir  directamente  al  Gobierno  den'tpo  del.  plazo  legal^  no 
deja  á  s^lvo  el  derecho  de  reclamación,  exceptp  si  se,  intenta  el 
recurso  de  queja  contra  el  gobernador  (2). 

1331.— En  todo  el  mes  de  Mayo  debe  hacerse  la  entrega  de 
los  quintos  en  la  Caja  de  la  provincia,  previa  la  medición,  los 
reconocimientos  y  demás  diligencias  que  se  practican  al  recibir- 
los. El  cpmislonado  del  Ayuntamiento  hace  la  entrega  al  coman- 
dante de  la  Cs^a  en  presencia  de  un  diputado  provincial,  asis- 
tiendo á  este  acto  los  s^plent(es  y  otras  personas  cualesquiera 
que  te,3[igan  interés  en  ello  y.q^ieran  concurri;r.  El  comisionado 
de]t)e  sacar  recibo  de  los  quintps  que  e9tregue. 

Si  no  compareciese  al  acto  de  la  entrega  el  mozo  declarado 
soldado,  se  le  considera  desertor,  y  cubre  su  plaza  el  suplente  á 
quien  corresponda. 

Artícolo  l.^-^Senoido  por'snstitucion. 

1332.— Exáunen  del  principio  de  la  -             luido. 

sustitución.  '  ISdCa-^Su/stitucion  colectiva. 

1333.— Derecho  establecido.  1337.— Redención  del  Bervicio'mi- 

1334.— Formas  de  la  sustitución  y  litar. 

circunstancias  de  los  sus-  1338.— Empresas  para  la  redención 

titutos.  del  servicio  militar. 

1335.— Responsabilidad  del  susti- 

1332.— Mucho  se  ha  combatido  el  principio  de  la  sustitución 
como  contrario  á  la  ley  de  la  igualdad.  Todo  el  mundo  (dicen) 

(1}  Real  orden  de  10  de  Abril  de  1861. 

(3)  Real  orden  de  13  de  Enero  <le  186B,  y  eircalar  de  3  de  Agosto  de  1814. 
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está  obligado  á  defender  la  patria;  peit>  si  el  servicio  personal 
se  conmuta  en  pecuniario,  solamente  las  clases  menesterosas  del 
estado  presentan  su  pecho  al  enemigo^  y  derraman  su  sangre  en 
los  campos  de  batalla. 

Y  sin  embargo,  lejos  de  que  la  sustitución  destruya  la  igual- 
dad política,  por  el  contrario  la  mantiene.  El  servicio  militar  per- 
judica menos  á  las  gentes  del  campo  que  á  las  personas  consa- 
gradas al  estudio  de  las  ciencias  ó  de  las  artes  liberales,  que  re- 
quieren una  atención  continua  y  mucha  perseverancia  en  el  tra- 
ba^fo. 

La  sustitución  protege  la  libertad,  permitiendo  qile  un  hombre 
sin  aptitud  y  sin  inclinación  á  las  armas  sea  reemplazado  por 
ofro  mediante  un  precio  convenido,  cuyo  contrato  cede  en  bene- 
ficio de  entrambos. 

Y  por  último,  la  sustitución  es  útil  al  estado,  porque  si  la  suer- 
te ciega  trastorna  el  natural  destino  de  los  individuos,  los  con- 
tratos particulares  corrigen  sus  yerros,  colocan  á  cada  uno  en  el 
puesto  que  le  pertenece  y  le  llevan  á  donde  su  vocación  ó  su  con- 
veniencia le  llaman. 

La  desigualdad,  el  error  y  la  iiyüsticia  serian  el  efecto  nece- 
sario de  sujetar  á  las  mismas  condiciones  á  todas  las  clases,  por- 
que no  consiste  la  verdadera  igualdad  en  imponer  las  mismas 
cargas  átodos,  sino  en  repartirlas  proporcionalmente  alas  fuerzas. 

1333. — Según  nuestro  derecho  administrativo  el  servicio  mi- 
litar puede  desempeñarse  por  medio  de  sustitutos  con  tal  que  sean 
presentados  dentro  del  plazo  de  dos  meses  contados  desde  el  dia 
en  que  fuere  definitivamente  declarado  soldado  el  sustituido.  Las 
sustituciones  posteriores  llevan  el  carácter  de  una  gracia  espe- 
cial que  se  otorga  por  el  ministerio  de  la  Guerra. 

1334. — La  sustitución  puede  ser: 

t.  Por  cambio  de  situación. 

n.  Por  cambio  de  número  entre  los  mozos  ^e  hayan  sido  sor- 
teados en  un  mismo  pueblo.  . 

in.  Por  licenciados  del  ejército- 

IV.  Por  mozos  solteros  ó  viudos  sin  hijos  de  veintitrés  á  vein- 
ticinco años  de  edad. 

1.*  El  cambio  de  situación  consiste  en  pasar  el  mozo  declarado 
soldado  y  destinado  á  servir  en  el  ejército  activo  á  la  reserva, 
ocupando  el  sustituto  el  lugar  del  sustituido. 
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n.  El  cambio  de  número  requiere  que  los  sustitutos  sean  de 
veinte  $  veinticinco  sfios,  solteros  ó  viudos  sin  hyos,  no  proce- 
sados criminalmente^  ni  penados  en  ningún  tiempo  con  presidio 
menor,  ó  con  prisión  mayor  ó  menor,  ó  presidio  ó  prisión  cor- 
reccional; y  si  estuviesen  bs^o  la  patria  potestad,  presentarán 
licencia  de  su  padre,  y  á  falta  de  éste,  de  su  madre,  otorgada  en 
escritura  pública,  ó  por  comparecencia  de  los  otorgantes  ante  el 
Ayuntamiento.  Si  el  sustituto  se  hubiese  libertado  del  servicio 
por  las  Q^usas  expresadas  en  el  núm.  1322,  necesita  además: 

A.  La  licencia  de  la  persona  ó  personas  á  quienes  mantenga* 

B.  Que  se  obligue  á  entregar  por  via  de  auxilio  á  las  personas 
á  quienes  sostiene  el  quinto,  y  durante  se  halle  de  sustituto  en 
el  servicio,  la  suma  mensual  que,  á' propuesta  del  Ayuntamien- 
to, señale  la  Comisión  provincial.  El  sustituido  queda  obligado  á 
ocupar  el  lugar  del  sustituto  en  los  reemplazos  sucesivos. 

C.  Los  licenciados  del  ejército  no  deben  pasar  de  veintidós 
años,  con  aptitud  para  el  servicio  y  sin  mala  nota  en  su  licencia. 

D.  Los  mozos  solteros  ó  viudos  sin  hijos  deben  acreditar  la 
edad  competente,  las  circunstancias  de  estado  y  las  condiciones 
de  moralidad  expresadas  en  el  párrafo  n.  Debe  además  el  susti- 
tuto pertenecer  á  la  misma  provincia  que  el  sustituido  (1),  pero 
no  obsta  que  éste  pertenezca  á  la  dase  de  matriculados  de  mar  (2). 

Para  acreditar  estas  circunstancias  los  gobernadores  piden  los 
informes  necesarios  y  las  Comisiones  provinciales  practican  nue- 
vas diligencias.  Si  terminada  la  instrucción  del  expediente,  re* 
sulta  que  el  sustituto  no  reúne  las  cualidades  que  pide  la  ley,  se 
declara  nula  la  sustitución,  llamando  al  sustituido  á  cubrir  su 
plaza  (3). 

1335. — La  sustitución  por  cambio  de  situación  del  sustituto 
dentro  del  primer  año  de  su  ingreso  en  la  Csga  de  quintos,  obli-' 
ga  al  sustituido  á  cubrir  su  plaza,  á  no  presentar  nuevo  sustituto, 
como  puede  hacerlo,  porque  la  ley  no  prohibe  la  sustitución  su' 
cesiva  (4). 

En  caso  de  muerte  del  sustituto,  el  estado  no  tiene  derecho 
para  llamar  al  servicio  de  las  armas  al  sustituido;  y  por  lo  mis- 


il) Real  orden  de  25  de  Mi^o  de  1858. 

(2)  Real  órden'de  31  de  Octubre  de  1862. 

(3)  Real  Orden  de  20  de  Mayo  de  1858. 

(4)  ÓrdendelOdeNo7iembredel80^. 

TOMO  I.  d9 
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mo,  ú  Mece  éste,  tampoco  lo  tiwe  su  familia  paní  pedir  que  se 
le  peleve  de  la  req^neabüidad  qna  ba  oootraido  po«ieade  smtír 
tato  {i). 

Para  aaegorar  el  iMuItado  de  la  snatitneioa»  debo  constitairsa 
un  dapMto  de  &800  r9«  en  metáUeo»  de  loa  euates  4.S0Q  quedan 
á  áiapoi(oie(OL  del  antitoto,  haata  ([ue  eumplido  el  tiempo  del  aer* 
vkio  ó  íHutiliíadü  para  eontínuar  m  él,  se  presente  ^  reeíl^ir  ^ 
cha  eantídad  que  en  caso  de  fiúleeer  paaa  á  aas  herederoe. 

Sin  embargo,  poede  oaplirse  el  depósito  por  medio  d^  wm  ea* 
critaní  púhliea  otorgada  por  las  padres  dol  sustitwloj  á  alendo 
ImérfitiKii  por  ái  míamo^y  m  eoradw  nd  bma,  ó  por  otra  cual- 
quiera pflramia  de  aa  fswilia  legalnurnte  baMlitac^  pwra  re[N^ 
sentarle^  ó  an  <n  por  im  extraño  abeaado  qne  9e  (HHwtítaya 
&der^ 

La  eaeritiBpa  ba  ée  eontwer  hipoteca  en  tooas  rástioas  ó  w^ 
bañan  por  nn  raior  duplo  del  depÍMto,  deapnee  de  deslindad^  y 
apraoiadaa  en  virtad  de  mandato  judicial,  con  ínterveQiiáQii  del 
aíndioe  jr  l^ja  la  reaponsalálidad  de  los  peritos»  del  eaenbano 
antoriamtte  y  del  registrador  de  la  propiedad. 

Laa  GoBMÉettea  provindalea  examman  loa  dowoieiitoa  y  ad^ 
mitari  6  repelen  la  oblig^cion^  ó  aeaerdan  corregir  \w  víqtasi  6 
defectan  iagalea  de  que  adoleecaa  hasta  hacerla  efioaz«  lii  devolih 
oioii  dt  lea  depáaítofl  ó  oanodbciott  de  hi  eaoritara  Impliea  ift  res- 
poaaabiUdaé  peeuniaria  da  laa  autoridades  que  la  decreten  áfttea 
de  tiempo  (2). 

i38fl.-**^No  eolaiaente  es  indiridual  la  sostitadlon^  sino  también 
ooleetrra^  porque  los  pueblos  pueden  llenar  sus  cupos  con  mafiti^ 
tutos,  debiendo  practicar  todas  las  diligencias  del  sorteo^  ineb}«> 
sa  la  deelarÉcien  de  aoldadoa^  para  saber  el  individua  á  qaiien 
reampiaaa  m  el  aerrioio  cada  sustituto. 

También  está  ei  Oobáerno  antetriaada  para  admitir  la  aaatttu^ 
mm  general  de  todos  los  quintos  de  una  prometa  en  los  ténni^ 
nos  que  en  su  prudencia  considere  razonables. 

1337«<*^Bstá  permitida  por  la  ley  la  redención  del  servido  mi-* 
litar  mediante  la  entrega  de  8*000  rs«,  cuya  cantidad  debe  cour 
signarse  en  Madrid  en  la  Csga  de  Depósitos,  y  en  las  provincias 

(1)  Real  drdeti  de  IS  de  Msro  de  18d0« 

(2)  Real  deereio  de  25  de  Abril  de  1844»  ley  de  4  de  Q«t«bre  j  wU  6rd«ad#  »1  de  Ootai^ 
1)tedel84(k 
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éft  las  Tesorerías  de  Hacienda  pública  con  destino  exclusivo  al 
reemplazo  del  ejército.  La  entrega  debe  verificarse  et  el  plazo 
de  dos  meses  contados  desde  el  dia  de  la  declaración  definitiva 
de  soldado;  y  la  carta  de  pago  sé  presenta  á  la  Comidion  provin- 
cial para  qué  se  le  expida  el  Üertiflcado  que  tiene  el  valor  y  pro- 
duce los  efectos  de  una  licencia  absoluta.  Todavía  puede  el  Go- 
bierno admitir  la  redención  fuera  de  aquel  plaiso,  si  le  pateco 
justo  y  conveniente  otorgar  esta  gracia  á  quien  la  solicita.  En- 
tonces debe  el  interesado  acudir  al  ministro  de  la  Guerra  {!).# 

1338.— ¿No  está  permitido  constituir  sociedades,  empresas  ó 
agencias  para  la  redención  del  servicio  militar  sin  autorización 
del  Gobierno,  oida  la  Sección  respectiva  del  Consejo  de  Estado. 
Por  punto  general  se  niega  la  autorización  á  todas  aquellas  cu- 
yas operadones,  como  de  agentes  interesados^  pueden  conducir 
á  ñdsear  las  leyes.  Fúndase  la  providencia  en  la  necesidad  de 
precaver  los  abusos  que  la  mala  fe  de  especuladores  codiciosos 
hizo  frecuentes,  causando  graves  perjuicios  públicos  y  particu- 
lares (2).  .  ' 

Artículo  S.^^^Pró/uffos. 

1389.— Quiénes  son  prófugos.  del  prófugo: 

1340.-^ Aclaraciones.  1346.— Pena  en  que  incurre. 

1341. --Declaración  de  prófugo  1347.— Extradición  de  los  prófugos 

1342.— Instrucción  del  expediente.  y  desertores. 

1343.— Decisión.  1348.— Aplicación  á  las  armas  por 

1344.— Efectos  de  la  providencia.  via  de  castigo. 

1345.— Presentación  ó  aprehensión 

1339. — La  ley  considera  prófugos  los  mozos  que  declarados 
soldados  ó  suplentes^  no  se  presenten  en  el  acto  de  la  entrega  de 
los  quintos,  si  se  encuentran  en  el  pueblo  ó  á  10  leguas  de  dis- 
tancia del  mismo,  ya  sea  al  tiempo  de  la  declaración  de  solda- 
dos, ó  ya  cuando  se  les  cite  para  ser  conducidos  á  la  capital.  Tam- 
bién son  prófugos  los  que  huyen  de  la  Gsga  de  quintos  en  donde 
se  hallaban  en  estado  de  observación  (3). 

(1)  Leyes  de  90  de  Enero  de  1856,  arts.  139-159,  y  26  de  Eaero  de  1864. 

(2)  Reales  órdenes  de  21  de  Mayo  de  1858  y  1.^  de  Jnlio  de  1861,  y  real  decreto  de  l.^'  de 
Junio  de  1876. 

(3)  Real  orden  de  2A  de  Abril  de  1861.  El  quinto  en  estado  de  observación,  no  es  todavía 
soldado,  porque  ftilta  el  fallo  deflnitlYO  que  lo  declare  tal,  y  asi  no  ha  salido  de  la  jurisdic- 
ción de  la  Comisión  provincial.  Si  entre  tanto  se  f afifa,  la  ley  le  reputa  prófugo,  y  no  de- 
sertor. 
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Los  que  se  hallen  á  menor  distancia  del  pueblo  en  donde  ae 
celebró  el  sorteo  no  se  reputan  prófugos^  si  se  presentan  en  la 
Caja  dentro  del  término  que  les  señale  el  Ayuntamiento. 

1340. — ^No  se  consideran  prófligos: 

I.  Los  mozos  declarados  soldados  ó  suplentes  que  acrediten 
ante  el  Ayuntamiento  ó  la  C!omision  provincial  causa  justa  que 
les  haya  impedido  presentarse  en  la  Csga. 

n.  Aquellos  que  no  debieron  ser  sorteados  en  el  pueblo  en 
donde  cayeron  soldados  ó  suplentes^  presentándose  en  la  Cajai 
dentro  del  término  que  les  señale  el  Ayuntamiento  en  cuyo  fa- 
vor se  hubiese  decidido  la  competencia. 

1341. — Para  hacer  la  declaración  de  prófugo  se  abre  un  ver- 
dadero juicio  contradictorio  de  dos  grados,  porque  ccfnocen  de 
estos  asuntos  contenciosos  el  Ayuntamiento  en  primera  instan- 
cia, y  en  segunda  la  Comisión  provincial  en  uso  de  una  jurisdic- 
ción extraordinaria. 

1342. — ^El  Ayuntamiento  manda  instruir  un  expediente  indi- 
vidual, haciendo  constar  sumariamente  la  falta  de  presentación 
del  interesado.  En  seguida  se  pasa  el  expediente  al  regidor  en- 
cargado como  parte  fiscal ,  para  que  exponga  lo  conveniente  en 
el  término  preciso  de  veinticuatro  horas,  y  después  se  entrega 
por  un  plazo  igual  al  padre,  curador  ó  pariente  cercano  del  inte- 
resado, á  fin  de  que  den  sus  descargos;  y  si  no  hay  aquellas  per- 
sonas, ó  no  quieran  aceptar  semejante  defeúsa,  se  nombra  de  ofi- 
cio un  vecino  honrado  que  la  sostenga.  Igual  entrega  y  por  igual 
plazo  debe  hacerse  al  padre,  curador,  pariente  cercano  ó  apode- 
rado del  primer  suplente  á  fin  de  oir  sus  alegaciones;  y  no  ha- 
biendo tales  personas,  ó  no  queriendo  intervenir  en  el  juicio, 
pasa  á  los  demás  suplentes  por  orden  sucesiyo.  El  Ayuntamiento 
oye  en  juicio  verbal  las  justificaciones  de  entrambas  partes  y  de- 
cide el  negocio,  en  el  supuesto  que  todas  las  diligencias  deben 
ocupar  á  lo  más  seis  dias. 

1343. — La  decisión  del  Ayuntamiento  comprende  la  declara* 
cion  de  ser,  ó  no,  profligo  el  acusado  de  tal,  y  en  el  primer  caso 
abraza  también  la  condenación  al  pago  de  los  gastos  que  se  oca- 
sionen en  su  captura  y  conducción,  y  el  resarcimiento  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  sufra  el  suplente,  si  ftiere  preciso  llevarlo  á 
la  Gsija,  salvo  su  derecho  para  la  liquidación  del  importe.  Asimis- 
mo, si  hubiere  indicios  de  la  complicidad  de  otras  personas  en  la 
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Alga,  el  Ayuntamiento  debe  resolver  que  se  pase  certificación  de 
aquel  resultado  al  tribunal  competente,  para  que  proceda  á  la 
formación  de  causa. 

1344. — ^Esta  providencia  se  lleva  al  instante  á  efecto;  pero  si 
el  profligo  se  presenta  después  ó  fiíere  aprehendido,  se  remite  el 
expediente  á  la  Comisión  provincial,  la  que  en  su  vista  y  oyendo 
al  prófugo  de  plano  é  instructivamente,  confirma  ó  revoca  la 
primera  providencia,  y  dispone  la  entrega  de  aquel  individuo  en 
la  Cbjsl  de  quintos  ó  en  el  cuerpo  en  que  sirva  su  suplente. 

También  se  remite  el  expediente  á  la  Comisión  provincial 
cuando  el  Ayuntamiento  absuelve  al  acusado,  para  que  lo  tenga 
presente  si  ocurre  alguna  reclamación,  en  cuyo  caso  procede  de 
la  manera  breve  y  sumaria  que  en  el  anterior. 

1345. — ^Presentado  ó  aprehendido  el  profligo  queda  libre  el 
último  suplente  del  cupo  á  que  corresponda;  y  si  el  prófugo  fue- 
se conducido  ante  la  autoridad  por  algún  mozo  comprendido  en 
el  alistamiento  del  mismo  ó  de  otro  pueblo,  ó  por  el  padre  ó  her- 
manos de  dicho  mozo,  se  rebsga  á  éste  del  tiempo  de  su  empeño, 
aun  cuando  se  halle  destinado  á  cuerpo,  el  tiempo  que  se  impon- 
ga de  recargo  al  prófugo,  sin  peijuicio  de  dar  de  baga  al  suplen- 
te, con  tal  que  el  profligo  sea  apto  para  el  servicio. 

1346. — Los  prófligos  son  precisamente  destinados  á  los  cuer- 
pos de  guarnición  í\ja  en  las  posesiones  de  África  por  el  tiempo 
ordinario  con  el  recargo  de  uno  á  tres  años,  según  el  prudente 
arbitrio  de  la  Comisión  provincial,  y  satisfacen  además  por  via 
de  indemnización  todas  las  costas  y  daños  á  que  hayan  dado  lu- 
gar, regulando  al  respecto  de  1.000  reales  cada  año  que  hubiere 
servido  el  suplente  libertado  con  su  captura  (1). 

1347. — ^En  virtud  de  tratados  existentes,  las  autoridades  es- 
pañolas pueden  reclamar  de  las  portuguesas  la  entrega  de  los 
prófugos  y  desertores  refugiados  en  el  reino  vecino  (2). 

1348. — El  servicio  militar  es  un  deber  del  ciudadano,  y  así  no 
puede  hacer  nunca  las  veces  de  pena  para  los  reos  de  delitos 
comunes.  Solian  antes  los  tribunales  castigar  á  los  vagos,  vicio- 
sos y  mal  entretenidos  con  la  apUcacion  á  las  armas  por  cierto 
número  de  años;  pero  hoy  se  halla  formalmente  prohibido  apli- 
car á  nadie  á  las  armas  en  virtud  de  providencia  gubernativa  ó 

(1)  Ley  de  30  de  fiuero,  arts.  111  y  12^. 
Í2)  Hoal  órdea  de  14  de  Abril  de  18SÍ8. 
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sentencia  judicial ,  ya  porque  el  Código  penal  no  lo  establece,  y 
ya  también  porque  así  lo  exigen  la  moral  del  ejército  y  las  re- 
glas severas  de  la  disciplina  militar  (1). 

« 

CAPÍTULO  m. 

Del  acrvlel»  aavid. 

1349.— Matrícula  de  mar.  1354.— Crítica. 

1350.— Obligaciones  de  los  matri-  1355.— Alistamiento    de  volunta- 

culados.  ríos. 

1351  .*^U8  privilegios.  1356.— Licenciados  de  la  armada- 

1352.— Abolición  de  las  iñatrículas.  1357.— Ck)nclusion. 
1353.— Reemplazo  de  la  marinería. 

1349. — La  matrícula  de  mar  era  el  registro  que  cada  coman» 
dante  de  Marina  en  la  provincia  de  su  mando,  ó  el  ayudante  en 
su  distrito,  llevaba  de  los  hombres  que  se  alistaban  para  prestar 
el  servicio  marítimo.  Toda  la  gente  de  las  costas  alistada  para  el 
servicio  de  los  arsenales  y  de  los  buques  de  la  armada,  formaba 
un  cuerpo  militar  distribuido  en  los  tercios  navales  del  norte,  le- 
vante y  poniente. 

1350.— Era  obligación  de  los  hombres  de  mar  ó  matrioulados 
de  Marina  acudir  al  llamamiento  ó  convocatoria  que  hacia  el  ca- 
pitán general  del  Departamento  para  el  servicio  ordinario  de 
cada  año  con  arreglo  al  número  de  buques  armados  ó  que  hubie- 
ren de  armarse,  y  á  la  existencia  de  marinería  en  el  depósito  del 
arsenal. 

1351. — En  cambio .  gozaban  los  matriculados  de  la  exención 
de  quintas  y  del  derecho  exclusivo  de  pesca  y  navegación  en  el 
agua  salada,  á  cuyo  ejercicio  debían  dedicarse  dentro  de  los  seis 
meses  siguientes  á  su  inscripción,  so  pena  de  ser  borrados  de  la 
Usta  de  los  hombres  de  mar  (2). 

Esta  organización  subsistió  muchos  años  sin  quebranto,  por- 
que nadie  ponia  en  duda  al  principio  que  la  marina  de  guerra  ne- 
cesita apoyarse  en  im  cuerpo  militar  extendido  á  lo  largo  de  nues- 

(1}  Real  orden  de  13  de  Agrosto  de  1889. 

(2)  Leyes  1, 2, 8, 7 y  8,  tit.  vii,  lib.  VI,  Nov.  Recop.,  y  reales  órdenes  de  22  de  Bnero  de  1818, 
^  de  Octubre  de  1834, 19  de  Octubre  de  1826, 19  de  Mayo  y  l.<*  de  Julio  de  1827,  8  de  Abril 
de  1839,  8  de  Marzo  de  1846,  2  de  Febrero  de  1848,  30  de  Octubre  de  1857,  81  de  Marzo 
de  1858,  etc. 
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tro  litor^9  lacado  en  ftu  mayor  pártd  de  los  mozos  de  la  costa  que 
por  natural  inclinaron  se  aplican  á  las  iiidnsfaias  d«  mar  y  fcte^ 
nen  adqtuirido  el  hábito  de  arrostrar  los  péilgf  oí  dé  lá  navega^- 
cion,  y  el  más  diílícil  todavía  de  vitir  á  mércied  dé  las  olas  y  los 

vientos. 

» 

135S.^M  espíritu  dé  reforma  penetró  en  k  Marifia^  coma  en 
todos  los  ramos  de  la  administración  pública,  á  óonsébuénda  de 
los  graves  sucesos  que  mudaron  la  íkss  de  España  en  1866.  M 
Gobierno,  reconociendo  la  ventá(}a  de  podar  contar  siemprd  con 
una  reserva  naval  numerosa,  juzgó  que  el  idrilegio  de  qjercer 
las  industrias  marítimas,  concedido  exclnüvamente  á  los  matrí* 
calados,  lastimaba  el  derecho  de  todos  los  españoles  á  lá  Ubfe 
explotación  del  mar. 

Fundado  en  esta  ra^on  principal  Uevd  á  las  Cartea  un  proyecto 
de  ley  aboliendo  las  matrículas  de  mar  y  declarando  libre  el  ejer- 
cicio de  las  industrias  marítimas  y  común  á  todos  los  españoles. 

1353. — Convertido  en  ley,  ftié  necesario  arbitrar  medios  para 
el  reemplazo  de  la  marinería  al  servido  de  la  armada.  Las  bases 
del  sistema  que  sustituye  á  las  matrículas  de  mar,  son: 

t.  Que  el  servicio  de  la  marina  militai*  sea  voluntario  y  el 
tiempo  de  una  campaña  de  tres  años. 

n.  Que  la  fuerí;a  naval  se  reclute: 

I.  Con  jóvenes  procedentes  de  las  escuelas  flotailtes. 

n.  Con  voluntarios. 

m.  Con  reenganchados. 

IV.  Con  hombres  de  la  reserva  naval  oómpuesta  de  los  que  se 
dediquen  á  la  navegación  y  solioiten  pertenecer  á  etla^ 

V.  Con  el  contingente  que  corresponda  á  la  retarva  del  ejér- 
cito. 

En  caso  de  una  guerra  etttMjéfu^  si  los  armamentos  extraor- 
dinarios agotasen  todos  los  plaiateles  de  marinería  establecidos 
por  la  ley,  el  Gobierno,  con  autorización  de  las  Cortes^  puede 
acordar  el  alistamiento  de  la  g^nte  de  mar  que  sea  necesaria, 
con  lo  cual  recobra  e^  servicio  marítimo  su  carácter  obligatorio, 
por  lo  menos  cuando  la  seguridad  del  estado  exige  un  escorzo 
supremo,  y  es  mayc^  la  diflcidtad  de  faripular  las  naves  con  vo- 
luntarios (1). 
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Aun  en  tiempo  de  paz  ocurrirá  con  frecuencia  que  por  no  ha- 
berlos en  número  bastante^  acuda  el  Gobierno  á  la  reserva  del 
ejército,  de  la  que  será  más  £&cil  sacar  soldados  que  marineros. 

1354. — Verdaderamente,  siendo  el  servicio  militar  obligatorio 
para  todos  los  españoles,  no  puede  ni  debe  existir  diferencia  al- 
guna esencial  entre  el  ejército  y  la  armada.  La  inscripción  en  la 
matrícula  naval  exceptuaba  del  sorteo  de  quintos,  y  permitía 
optar  entre  el  servicio  de  mar  y  el  de  tierra.  Con  el  sistema  ac^ 
tual  la  opción  no  siempre  es  posible. 

1355. — Para  llevar  el  Gobierno  á  debida  ejecución  la  ley  de 
reemplazo  de  la  armada,  mandó  abrir  en  cada  capital  de  provin- 
cia y  distrito  marítimo  un  alistamiento  de  los  jóvenes  que  desde 
la  edad  de  diez  y  ocho  hasta  la  de  veinticuatro  años  se  prestasen 
voluntariamente  á  servir  en  los  buques  de  guerra,  formando  así 
un  cuerpo  de  Voluntarios  de  marinería.  Esta  reserva  naval  se 
divide  en  brigadas  y  trozos,  como  áutes  los  matriculados.  Los 
alistados  quedan  exentos  del  servicio  de  las  armas  para  el  reem* 
plazo  del  ejército,  y  contraen  la  obligación  de  hacer  una  campa- 
ña de  más  de  tres  años  según  el  orden. de  los  llamamientos. 

Mientras  no  sean  llamados  á  embarque,  pueden  los  marineros 
voluntarios  obtener  licencias  temporales  para  ausentarse  de  sus 
domicilios  ó  navegar,  sin  perjuicio  de  presentarse  á  sus  jefes 
respectivos  á  la  primera  convocatoria. 

1356.— Tienen  derecho  á  licencia  absoluta  por  cumplidos: 

L  Los  que  han  servido  su  campaña. 
*  n.  Los  que  han  redimido  su  servicio  á  metálico. 

ni.  Los  que  no  hsm  sido  llamados  á  embarque  antes  de  los 
veinticinco  años  de  edad. 

El  Gobierno  í^ó  la  suma  de  la  redención  en  1.000  pesetas. 

El  producto  de  la  redención  pecuniaria  se  aplica  á  la  formación 
de  un  fondo  destinado  á  remunerar  igual  número  de  hombres  de 
mar  que  completen  ventsgosamente  las  tripulaciones  (1). 

1357. — Tal  es  el  sistema  actual  de  reemplazo  de  la  armada. 
De  sus  ventagas  ó  dovsventajas  comparado  con  el  anterior  traten 
los  facultativos.  Nosotros  nos  limitaremos  á  observar  que  fuera 
del  libre  ejercicio  de  las  industrias  marítimas,  no  existe  ninguna 
diferencia  esencial  entre  la  matrícula  y  el  alistamiento. 

(1 )  Ley  de  m  de  llano  de  1863,  y  deeretos  de  19  de  Marzo  de  1878  y  20  de  Mayo  de  1871. 
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CAPÍTULO  IV. 
He  Uw  eargas  provlmelales. 

1358.— Fundamento  de  estas  car-     1360.— Cargo  de  diputado  provin- 

gas.  cial. 

1359.— Razón  de  su  corto  número. 

1358. — Pertenecen  las  cargas  proyinciales  á  la  segunda  espe- 
cie de  las  públicas^  y  obligan  en  consideración  á  la  cualidad  de 
habitante  de  ésta  ó  aquélla  provincia. 

Sea  la  provincia  unidad  natural  ó  administrativa,  la  constitu- 
ye una  agregación  de  individuos  que  moran  en  cierto  territorio 
y  están  ligados  con  vínculos  de  interés  común;  de  donde  nace 
el  derecho  á  los  beneficios  y  la  sigecion  á  las  cargas  provinciales. 

1359. — ^Entre  esta  clase  de  obligaciones  hay  muy  pocas  perso- 
naleSy  siendo  el  mayor  número  de  las  relativas  á  las  personas, 
cuando  no  generales,  municipales.  Procede  la  escasez  de  que  la 
provincia  no  ata  con  nudo  tan  estrecho  á  los  individuos  como  el 
estado  y  el  pueblo,  por  su  carácter  de  agregación  intermedia  que 
ni  participa  de  la  generalidad  de  la  primera,  ni  tampoco  del  ca- 
rácter casi  doméstico  de  la  segunda. 

1360. — ^Era  una  carga  provincial  inherente  á  las  personas  con- 
currir á  la  administración  de  la  provincia,  y  por  eso  la  ley  lo  de- 
claraba obligatorio,  á  no  ser  que  el  elegido  alegase  causa  justa 
de  exención  voluntaria  en  tiempo  oportuno  (1). 

Hoy  no  es  así.  El  elegido  puede  renunciar  el  cargo  de  diputa- 
do provincial  con  solo  abstenerse  de  presentar  el  acta  el  dia  de 
la  constitución  definitiva  de  la  Diputación,  y  únicamente  después 
de  aceptado  empieza  á  ser  obligatorio.  Desde  eatónces  sólo  por 
justa  causa  es  renunciable  ante  la  misma  Diputación  (2). 

CAPÍTULO  V. 
De  las  eargÉ0  aivalelpalefl. 

1361.— Origen  de  estas  cargas.  1363.— Prestación  personal. 

1362. — Oñclos  concejiles. 

1361. — Las  cargas  municipales,  llamadas  también  vecinales  ó 

(1)  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1868,  art..22. 

(2)  V.  núm.  468.  ^ 
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concejiles,  se  fundan  en  la  cualidad  de  vecino  de  un  pueblo  ó  mo- 
rador del  territorio  propio  de  un  concejo  ó  Ayuntamiento.  Los 
benefícios  de  la  administración  local  se  compran  á  costa  de  gra- 
vámenes impuestos  á  las  personas  y  á  las  propiedades  de  los  ad- 
ministrados; de  suerte  que  así  como  la  existencia  colectiva  lleva 
implícito  el  goce  de  ciertos  derechos^  así  lleva  también  anejo  el 
cumplimiento  de  ciertos  deberes  correlativos.  Los  jurisconsul- 
tos romanos  exponían  esta  regla  de  equidad  y  este  principio  de 
justicia  en  aquella  máxima  tan  sabida,  ^ui  sentii  óofnmoday  in^ 
commoda  etiam  sentiré  débet. 

1362. — La  primera  de  las  cargas  municipales  Inherentes  á  las 
personas  es  la  obligación  de  servir  los  oficios  concejiles  ó  formar 
parte  del  Ayuntamiento,  contribuyendo  á  la  administración  local 
cada  uno  en  el  puesto  á  que  el  sufragio  de  stts  convecinos  le  lla- 
ma. Nadie  puede  rehusar  el  cargo  sin  causa  legítima,  debida- 
mente probada  ajuicio  de  la  autoridad  competente  (1). 

También  se  reputan  oficios  concejiles  y  son  obligatorios,  los 
cargos  de  alcalde  de  barrio  y  vocal  de  la  asamblea  de  asociad- 
dos  (2). 

1363.— Por  último,  la  Jey  autoriza  á  los  Ayuntamientos  para 
exigir  una  prestación  personal  con  aplicación  á  lAs  obras  pú- 
blicas de  su  cargo,  tales  como  la  construcción  y  reparación  de 
muros,  puentes,  calzadas,  jTuentes,  caminos  vecinales  y  otras  se- 
mejantes. 

La  prestación  personal  obliga  á  todos  los  habitantes  de  dieí  y 
seis  á  cincuenta  años  de  edad,  exceptuando: 

L  Los  acogidos  enllos  establecimientos  de  caridad. 

n.  Los  militares  en  activo  servicio. 

m.  Los  imposibilitados  para  el  trabajo. 

El  número  total  de  dias  de  labor  no  puede  exceder  de  veinte 
al  año,  ni  tampoco  permite  la  ley  imponer  más  de  diez  consecu- 
tivos. 

La  prestación  permatl  ea  redimible  abonando  por  cada  dia  el 
importe  de  un  jornal.  En  este  caso  la  carga  cambia  de  natura- 
leza (3). 

(1)  V.  núm.  582. 

(2)  Ley  maniolpal,  azi.  58. 

(3)  Ley  municipal,  azi.  '74. 
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